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ACUERDOS D E LA CORTE S U P R E M A

AÑO 1992

FEBRERO - MAYO

CAMARA FEDERAL DE APELACIONES DE MAR DEL PLATA.

En Buenos Aires, a los 18 días del mes de febrero del año mil novecientos noventa y
dos, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, los señores Ministros que suscriben la
presente,

Consideraron:

Que mediante la ley 23.735 se creó una Cámara Federal y los juzgados Nros. 3 y 4 con
asiento en la ciudad de Mar del Plata, provincia de Buenos Aires.

Que de acuerdo a las posibilidades en materia de infraestructura sólo es posible enca-
rar la puesta en funcionamiento de la Cámara y de los Ministerios Públicos ante esa instan-
cia.

Que, mediante la resolución N° 71/92 este Tribunal asignó los cargos correspondien-
tes a las respectivas dotaciones de personal de conformidad a 10 dispuesto en el Anexo "1"
de la citada ley y con el alcance precedentemente señalado.

Que es propósito de esta Corte Suprema proveer lo necesario para asegurar la correcta
prestación del servicio de justicia, por lo que la puesta en funcionamiento del nuevo tribu-
nal constituye una prioridad insoslayable.

Que, en consecuencia, y teniendo en cuenta que el Poder Ejecutivo Nacional mediante
los decretos Nros. 1451/91 y 1760/91 Y las resoluciones Nros. 560/91 y 941/91 procedió a
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designar a los magistrados y funcionarios que se desempeñarán en esa jurisdicción, este
Tribunal considera pertinente la puesta en funcionamiento del tribunal creado.

Por ello,

Acordaron:

1°) Disponer la habilitación de la Cámara Federal de Apelaciones con asiento en la ciu-
dad de Mar del Plata, provincia de Buenos Aires, a partir del9 de marzo del año 1992.

2°) Recibir el juramento de ley a los magistrados y funcionarios designados mediante
los decretos Nros. 1451/91 Y 1760/91 Y las resoluciones Nros. 560/91 y 941/91.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se comunicase y registrase en el
libro correspondiente, por ante mí, que doy fe.- RICARDO LEVEN E (H) - MARIANO AUGUSTO
CAVAGNA MARTí:"EZ - ROlloLl-o C. BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO Ci;SAR B ELLUSCIO - E:-I-
RI(¡UI' SA:-ITIAGOPETRACCHI - JULIO S. N AZARE1'O - ANTONIO BOGGIA:-<O- Javier María Lea! de
¡barra (Secretario).

COLEGIO PUBLICO DE ABOGADOS. ELECCIONES. DIA INHABIL.

En Bueno's Aires, a los 25 días del mes de febrero del año mil novecientos noventa y
dos, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, los señores Ministros que suscriben la
presente,

Consideraron:

Que el día 9 de abril próximo se celebrarán las elecciones para designar las autorida-
des del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, en el horario comprendido en-
tre las 8 y 18 horas.

Por ello,

Acordaron:

Declarar el día 9 de abril del corriente, inhábil para los tribunales de la Capital Fede-
ral, sin perjuicio de la validez de los actos procesales que se cumplan, no actuados en re-
beldía.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se comunicase y registrase en el
libro correspondiente, por ante mí, que doy fe.- RICARIJO LlóVENE (H) - MARIANO AUGUSTO
CAVAGNA MARTÍ:-IEZ - AUGUSTO CI,SAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCI1I - ROIJOLHl C.
BARRA - JULIO S. NA/ARENO - EDUARDO MOLlN~: O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO - J(I\'ier María
Leal de ¡barra (Secretario). .
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REGLAMENTO PARA LA JUSTICIA NACIONAL. DEROGACION DE LAS
INHABILIDADES DERIVADAS DEL PARENTESCO.

_N° 6-

En Buenos Aires, a los 25 días del mes de febrero del año mil novecientos noventa y
dos, reunidos en la Salade Acuerdosdel Tribunal, los señores Ministros que suscriben la
presente,

Consideraron:

1°) Que entJ'l: las incapacidades para el nombramiento de empIcados y funcionarios que
figuran en el arto 12 del Reglamento para la Justicia Nacional, se encuentra comprendido
el grado de parentesco con los magistrados o funcionarios titulares bajo cuya dependencia
inmcdiata deben prestar servicio.

2°) Quc si bicn el fundamento de la inhabilidad tiende al resguardo de situaciones po-
tencialmente perturbadoras por el presunto debilitamiento del poder jerárquico del superior
-especialmente respecto de la aplicación de medidas disciplinarias-o la prohibición resulta
irrelevante en los casos de tribunales colegiados, cuando la relación de dependencia no es
directa. Pero además, la plena confianza que pueden merecer los parientes constituye ar-
gumento válido para su nombramiento en determinados cargos.

Por ello,

Acordaron:

. Derogar el párrafo del arto 12 del Reglamento para la Justicia Nacional que se refiere a
las inhabilidades derivadas del parentesco, y el punto 4° illfille de la acordada de Fallos
240:107.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se comunicase y registrase en el
libro correspondiente, por ante mÍ, que doy fe.- RICARDOLEVENE(H) - MARIANOAl'GUSTO
CAVAGNAMARTíNI,Z- E~RI()llf' SANTIAGOPETRACCHIe JULIOS. NA/.ARU\O - EDUARDOMOLlNI,
O'CONNOR- JOl'ier Morío Leo/ de Iborra (Secretario).

ESCALAFON. CATEGORIAS.

_N° 7-

En Buenos Aires, a los doce días del mcs de marzo del año mil novecientos noventa y
dos, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, los señores rvlinistros que suscriben la
presente,
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Que se han sometido a estudio de este Tribunal diversas propuestas tendientes a con-
siderar la composición del escalafón de los agentes del Poder Judicial, en particular, la de
los Anexos 11y 1II.

Que'esta Corte advierte, tal como ha ocurrido en circunstancias anteriores, la dificul-
tad que importa la implementación de toda reforma o adecuación de categorías
escalafonarias.

Que, sin perjuicio de ello, este Tribunal considera impcistergable efectuar un
reordenamiento que procure evitar dotaciones que no se compadecen con las actuales ne-
cesidades del servicio de Justicia y que comprenda, en esta oportunidad, a los Anexos 11y
111 estableciendo nuevas categorías y denominaciones para el personal administrativo y téc-
nico, obrero, de maestranza y de servicio según las propuestas formuladas.

Por ello,

Acordaron:

1°) Aprobar el escalafón propuesto para los agentes de los Anexos IT y 111 del Poder
Judicial de la Nación estableciendo, en cada caso, cinco categorías según el detalle obrante
en las planillas. anexas a la presente -las que serán suscriptas por el señor Secretario de
Superintendencia del Tribunal- contemplando las disposiciones reglamentarias que deban
modificarse en relación con la reestructuración propuesta.

2°) Suprimir en los citados anexos las categorías restantes mereciendo un tratamiento
particular los casos de agentes no escalafonados.

3°) Incorporar en cada escalafón una categoría de ingreso cuya remuneración sed la
equivalente a la de los agentes de la Administración Pública Nacional, en la forma que dis-
ponga la reglamentación que a tal efecto se dicte.

4°) Solicitar al Poder Ejecutivo Nacional los créditos y fondos necesarios para atender
los g'astos que origine la presente disposición.

Todo Jo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se comunicase y registrase en el
libro correspondiente, por ante mí; que doy fe.- RICARDO LEVEi\I; (H) - MARIAI'O AUGUSTO
C"VAG:-IA MAlníl'EZ - ROJ)OLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT - ACGUSTO CI'SAR BELLUSCIO - EN-
RI(jUr: SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARI'NO - EllllAIWO MOl.li\I:: O'COI'NOR - A"TONIO
BOGGIANO- j(/\'ier M"rí" Le,,! de lb"rm (Secretario).
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En Buenos Aires, a los 17 días del mes de marzo del año mil novécientos noventa y dos,
reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, los señores Ministros que suscriben la pre-
sente.

Consideraron:

De acuerdo con lo dispuesto en el ¡'eescalafonamiento aprobado por la Acordada N° 7/
92, resulta necesario, a los fines de su correcta aplicación, la incorporación en el Anexo III
de una nueva categoría.

Por ello,

Acordaron:

Incorporar en el Anexo 111-personal de servicio, obrero y maestranza- y a partir del 1°
de marzo del corriente año, la categoría de oficial superior de séptima, con una remunera-
ción total de $ 692,33 (pesos seiscientos noventa y dos con treinta y tres centavos).

Disponer que la Subsccretaría de Administración deberá efcctuar las modificaciones que
resulten necesarias para adecuar el cargo incorporado a las modificaciones del nuevo
recscalafonamiento.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se comunicase y registrase en el
libro correspondiente, por ante mí, que doy fe.- RICARDOLEVE~E(H) --MARIANOAUGUSTO
CAVAGNAMARTíN~J.- CARLOSS. FAYT- AUGUSTOCI'SARBELLUSCIO- JULIOS. NA/_ARENO- EDUAR-
DOMOLlNlcO'CONKOI~- ANTONIOBOGGIANO- Javier María Lea/ de ¡barro (Secretario).

ESCALAFON. ANTIGÜEDAD.

En Bucnos Aires, a los 18 días dcl mes de marzo del año mil novecientos noventa y dos,
reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, los señores Ministros que suscriben la pre-
sente,

Considcraron:

Que por ACOl'dada N° 7/92 la Corte Suprema aprobó un nuevo escalafón para el Poder
J'udicial de la Nación que implicó el reordenamiento de las categorías y denominaciones del
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personal administrativo y técnico; personal obrero, de maestranza y de servicio compren-
didos en los Anexos II y 111.

Que la facultad del Tribunal para instrumentar este reordenamiento tuvo como límite
'económico el crédito asignado por la autoridad correspondiente.

Que las modificaciones adoptadas no pueden representar la pérdida de beneficios a los
cuales los agentes tenían derecho, circunstancia que, unida a la previsión presupuestaria
aludida, torna procedente la adopción de las correspondientes medidas.

Por ello,

Acordaron:

1°) Que el pers~nal reescalafonado computará como antigüedad en el cargo la que re-
gistraba en la categoría anterior.

2°) Que las autoridades encargadas de confeccionar los nuevos escalafones deberán
respetar los derechos adquiridos por los empleados en cada una de las categorías en las cua-
les se desempeñaban, a los fines de futuras promociones.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se comunicase y registrase en el
libro correspondiente, por ante mí, que doy fe.- RJCARDO LEVENE (H) - MARIMIO AUGUSTO
CAVAGNAMARTÍNEZ - CARLOSS. FAYT - AUGUSTOC¡::SARBELLUSCIO-ENRIQUE SANTIAGOPETRAC-
CHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDOMOLl"f: O'CONNOR - Javier María Leal de 1001'1'0 (Secre-
tario).

REGLAMENTO PARA LA JUSTICIA NACIONAL. PARENTESCO.

-w 10-

En Buenos Aires, a los 24 días del mes de marzo del año mil novecientos noventa y dos,
reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, los señores Ministros que suscriben la pre-
sente,

Consideraron:

Que por Acordada N° 35/73. con fundamento en "la índole de las funciones de los se-
cretarios privados del Sr. Presidente, Sres. Jueces del Tribunal y Sr. Procurador General de
la Nación", la Corte Suprema aclaró que Jo resuelto en el punto 4° infllle de la acordada
del 3/3/58 respecto de la inhabilidad por parentesco establecida en el ar\. ¡2 del Reglamento
para la Justicia Nacional no comprendía a quienes se designaran en tales cargos. Tal dis-
posición fue derogada por la Acordada 22/76.
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Que por Acordada 6/92, el Tribunal derogó a su vez el párrafo del ar!. 12 del Reglamento
para la Justicia Nacional que se refiere a las inhabilidades derivadas del' parentesco, y el
punto 4° inlil/e de la Acordada de Fallos 240: 107.

Que ante algunas consultas recibidas en este Tribunal y con el objeto de impedir un
exceso interpretativo de los propósitos que informaron el dictado de esta última disposición,
es procedente la modificación de sus términos.

Por ello,

Acordaron:

10) Modificar la Acordada 6/92 en el sentido de que la derogación del régimen de
inhabilidades derivadas del parentesco. para el nombramiento de empleados y funcionarios
-ar!. 12 del Reglamento para la Justicia Nacional, según el texto de la Acordada 22/76- sólo
comprende a los secretarios privados u otros cargos con similares funciones.

2°) Con excepción del supuesto antes aludido, el ar!. 12 citado mantiene su vigencia.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se comunicase y registrase en el
libro correspondiente, por ante mÍ, que doy fe.- RICAHl)oLEVE:-JE(H) - MAHIANOAUGUSTO
CAVAG:"AMAHTÍ:\EZ- RODOLHlC. BARHA- CAHLOSS. F.~YT- El':HIQUESANTIAGOPETRACCHI- JULIO
S. NAZAHENO- EIlUAHIlOMOLlN~:O'CO:-'::"OH- jovier Moría Leol de ¡borra (Secretario).

FERIA JUDICIAL DE JULIO.

-NO 11-

En Buenos Aires. a los 14 días del mes de abril del año mil novecientos noventa y dos,
reunidos en la Sala de Acucrdos dcl Tribunal, los señores Ministros que suscribcn la prc-
scnte.

Acordaron:

1°) Disponcr en cl corriente año fcriado judicial para los Tribunales Nacionales de la
Capital desdc el día 20 al 31 de julio. ambos inclusive.

2°) Hacer saber a las Cámaras Federales dc Apelaciones que con arreglo a lo previsto
en la Acordada N° 53/73 -respecto de la coincidencia de la feria en ella cstablecida con las
vacaciones escolares- y a lo dispuesto en la presente. deberán determinar para sus respec-
tivas jurisdicciones un feriado judicial de diez días hábiles (acápite 28 de la Acordada N°
30/84).

Todo lo cual dispusieron y mandaron. ordenando que se comunicase y registrase en el
libro correspondiente, por ante mÍ, que doy fe.- RlcAimn Lf',VENE(H) - MAHIANOAUGUSTO
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CAVAGNAMARTÍNEZ- ROIJOLFOC. BARRA- CARLOSS. FAYT- AUGUSTOCÉSAR BELLUSCIO- Ju-
uo S. NAZARENO- ANTO:-.JlOBOGGIANO- Javier María Leal de ¡borra (Secretario).

ARANCELES. CONSULTAS DE JURISPRUDENCIA.

-w 12-

En Buenos Aires, a los 21 días del mes de abril del año mi] novecientos noventa y dos.
reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, los señores Ministros que suscriben la pre-
sente.

Consideraron:

Que, en virtud de lo estableci,lo por la Acordada N° 15/91, se fijó un arancel para las
consultas a las oficinas de jurisprudencia, instituyéndose la percepción de cinco (5) bonos
por valor de $ I cada uno como derecho de consulta (art. 1°, inc. e), un (1) bono del mismo
valor para la expedición de fotocopias de resoluciones, sentencias. fichas de jurispruden-
cia, etc., más un (1) bono por cada diez hojas fotocopiadas que se entreguen al interesado
(art. ] 0, inc. f); cinco (5) bonos por la venta de un boletín de jurisprudencia (art. 10, inc. h).

Que resulta conveniente analizar las características y modalidades de las consultas. a
fin de reglamentar la percepción del arancel instituido.

Que, debe señalarse, que la consulta a una oficina de jurisprudencia no consiste en una
prueba de informes que comprometa la responsabilidad del tribunal, sino que implica el
conocimiento, por parte de los consultantes, de las características y limitaciones de un sis-
tema que cada tribunal elabora para sí, teniendo en cúenta que se efe'ctúa una selección,
descartando cierto número de casos, y volcando el resto en forma de sumarios.

Acordaron:

1°) Establecer como excepciones al principio general instituido por el inc. e), del art.
1°), de la Acordada N° 15/91, los casos dc las co'nsultas que realicen: a) miembros del Po-
der Judicial dc la Nación y las provincias, b) miembros y organismos dependientes dc los
otros poderes, c) instituciones oficiales en general, d) interesados que acudan al tribunal con
los datos concretos del fallo para obtcner copias de la sentcncia, ya quc éste es un caso que
hace a la publicidad de los actos de gobierno por parte del tribunal.

2°) Suprimir la exigencia del inc. el. del art. 1°) de la Acordada N° 15/91. én cuanto
establece que "las consultas se harán por escrito".

3°) Agregar como inc. p) del art. 10 de la Acordada n° 15/9 I , el siguiente texto: "p l La
impresión de la consulta de jurisprudencia efectuada por computadora requerirá de un (1)
bono por hasta cuatro (4) hojas impresas".
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4°) Establecer, para los convenios de cesión de uso del banco de datos de jurispruden-
cia de esta Corte, el siguiente sistema:

a) Instituciones conectadas que no atienden público.

El costo del derecho de conexión será una suma mensual equivalente a 1.000 bonos que
se ingresará dentro de los primeros cinco (5) días hábiles del mes siguiente a aquél que se
abone, a la orden de la Corte Suprema. en la cuenta n° 1918/97 "Fondo Nacional dela Jus-
ticia - Subsecretaría de Administración - Corte Suprema de Justicia de la Nación" del Banco
de la Nación Argentina. '

b) Instituciones conectadas qué atienden público.

Podrán optar por d sistema establecido en el punto anterior o, abonar una suma men-
sual equivalente a 100 bonos, que se ingresará dentro de los primeros cinco (5) días hábi-
les del mes siguiente a aquél que se abone, a la orden de la Corte Suprema. en la cuenta n°
1918/97 "Fondo Nacional de la Justicia - Subsecretaría de Administración - Corte Supre-
ma de Justicia" del Banco de la Nación Argentina y, además, rendir cuentas, mensualmen-
te, de los bonos recibidos por las consultas efectuadas por el público, que se regirán por lo
establecido en los incs. e). O. h) Yp), del art. 1° de la Acordada n° 15/91.

Instituir. para la percepción del bono y el cumplimiento de la Acordada n° 15/91, la
modalidad que se establezca como régimen gencral.

Todo lo cual dispusi~ron y mandaron, ordenando que se comunicase y registrase en el
libro correspondiente, por ante mí, que doy fe.- RICARDOLEVENE(H) - MARIANOAuGUSTO
CAVAGI'AMARTi:--:EZ- ROIlOLl'OC. BARllA- EKR1QUESAKT1AGOPETRACCHI-JULIOS. NAZARENO-
EDLiARDOMOLlN~O'CONNOR- Hugo Luis Mauro Piacell/il/o (Secretario).

CA MARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO CRIMINAL Y CORRECCIONAL.
REGLAMENTO.

_N° 16-

ELlBuenos Aires, a los 12 días dcl mes de mayo del año mil novecientos noventa y dos,
reunidos en la Sala de Acucrdos del Tribunal. los señorcs Ministros que suscriben la pre-
sentc,

Consideraron:

1°) Que mediante la rcsoluciónn° 1710/91 sc dispuso la creación de un cucrpo de
prosecretarios administrativos adscriptos en el fuero en lo crimina! y correccional para co-
laborar en los juzgados de primera instancia y en los ministerios públicos de esa jurisdic-
ción (confr. punto 10 de la resolución citada).
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2°) Que, en cumplimiento de lo dispuesto en el punto 3° de dicha resolución, la Cáma-
ra somete a consideración del Tribunal el régimen establecido para el funcionamiento del
cuerpo creado.,

Que, teniendo en cuenta que el sistema reglamentario propuesto observa las pautas se-
ñaladas por la resolución n° 1710/91 corresponde su aprobación.

Por ello,

Acordaron:

Aprobar el reglamento propuesto por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Crimi-
nal y Correccional de la Capital Federal en el acuerdo del día 17de diciembre de 1991 y
disponer su incorporación al Reglamento de la jurisdicción a partir del día doce de mayo
de 1992,

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se comunicase y registrase en el
libro correspondiente, por ante mí, que doy fe,- RICARDOLEVENE(H) - MARIANOAUGUSTO
CAVAGNAMARTíNEZ- ROJ)OLH)C. BARRA- CARLOSS, FAYT- AUGUSTOCi;SAR BELLUSCIO- EN-
IUQUESANTIAGOPETRACCH!- JULIOS. NAZARENO- ANTONIOBOGGIANO- Javier María Leal de
/barl'il (Sltcretario),



FALLOS o E L A CORTE S U P R.E M A

FEBRERO

HECTOR HORACIO BOSCO

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio. LlIgar del
delito.

Cuando la entrega de un cheque que resultó rechazado fue realizada en pago de
operaciones comerciales al momento de hacerse efectivas, ello constituyó "prima
facie" el ardid determinante del acto de disposición patrimonial efectuado por el
damnificado y, al adecuarse los hechos a la figura del art. 172 del Código Penal,
corresponde investigar al tribunal con jurisdicción en el lugar donde fueron dados
(1).

ESTAFA.

La circunstancia de que los cheques entregados en pago de operaciones comercia-
les llevaran fechas diferidas, o el denunciante tuviera conocimiento de los motivos
por los cuales el imputado solicitó los plazos acordados, no obsta al encuadramiento
de los hechos en la figura de estafa (2).

(l) 4 de febrero. Fallos: 312:541.
(2) Fallos: 304:408.
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SILVIA ANA B1LOTTA

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio. Ll/gar del

domicilio de las partes.

Cuando las partes se domicilian en provincias diferentes ,o una en una provincia y
otra en la Ciudad de Buenos Aires, no es una ley local la -que puede establecer la
competencia, sino una ley nacional que es la única idónea para legislar cuando co-
existen diversas jurisdicciones.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordillaria. Por el territorio. Ll/gar del

domicilio de las partes.

El último domicilio conyugal de las partes o el domicilio del demandado, determi-
nan la competencia por razón del territorio respecto de las acciones emergentes del
matrimonio promovidas por un cónyuge contra el otro, entre las que cabe conside-
rar comprendido lo referente al otorgamiento de la tenencia de hijos y fijación dcl

régimen de visitas.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria: Por el lerrilorio. Ll/gar del

domicilio de las partes.

Cuando se reclama la tenencia de hijos y el régimen de visitas. compete a los jue-
ces otorgar el conocimiento del proceso. en el marco del art. 227 del Código Civil
(t.o. ley 23.5 J 5). a los magistrados con jurisdicción en el último domicilio conyu-
galo en el domicilio del demandado, de acuerdo con las solución que mejor con-
venga a la situación del menor.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el lerrilorio. Ll/gar del

domicilio de las partes.

Razones vinculadas a la posibilidad. de una mayor inmediación. en orden a lo dis-
puesto por el art. 264 del Código Ci vi l (t. o. leyes 23.264 -art. 3° - Y23.515 art. 2°,),
tornan aconsejable que sea el juez del domicilio en qlle el menor reside con su ma-
dre cl competente para conocer en la tenencia y régimen de visitas.

JURISDICCION y COMPETENCIA: COJl7pelencia ordinaria. Por el terrilorio. Ll/gar del
domicilio de las parles.

La opción que establece el art. 227 del Código Civil (1. o. ley 23.515) respecto de
la competencia en cuestiones concernientes a los efectos del matrimonio. se con-
fiere a las partes y no a los tribunales intervinientes. ya que tal facultad no es co-
rriente en materia de competencia ni resultaría razonable dejar expuesto al deman-
dante a una duda que únicamente podría superar mediante una resolución judicial
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ulterior y cuyo sentido no podría predecir, por lo que sólo podría admitírsela en caso
de que una disposición legal la estableciese expresamente (Disidencia de los Ores.
Augusto César Belluscio y Eduardo Moliné O'Connor).

LEY: Intel7)retaciún y apliCllciún.

La modificación introducida por el art. 227 del Código Civil (t. o.ley 23.515) al arL
104 de la ley de matrimonio establece que por domicilio conyugal debe entender-
se el último lugar de convivencia indiscutida de los esposos (Disidencia de los Ores.
Augusto César Belluscio y Eduardo Moliné O'Connor).

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio. LlIgar del
domicilio de las partes.

La modificación introducida por el art. 227 del Código Civil (t. o. ley 23.515) deja
sentada la validez de la facultad del actor de elegir el tribunal del domicilio del de-
mandado, quien no puede ampararse en la competencia del tribunal del último do-
micilio común cuando se facilita el ejercicio de su derecho de defensa llevándose-
lo ante el de su propio domicilio situado en otra.provincia (Disidencia de los Dres.
Augusto César Bclluscio y Eduardo Moliné O'Connor).

JURISDJCCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio. LlIgar del
domicilio de las partes.

No cabe al demandado ejercer la acción prevista en el art. 227 del Código Civil (L o.
ley 23.515 J, privando al actor de la posibilidad de acudir ante el juez del domicilio
conyugal (Disidencia de los Ores. Augusto César Belluscio y Eduardo Moliné
O'Connor).

D1CTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

-I-

De losautos "Soñis Mm'celo A. clBilotta Silvia Ana s/tenencia" (Expte
N° 577-58, agregado al presente) surge que don Marcelo A. Soñis dedujo
ante el Juzgado de Primera Instancia Civil, Comercial y de Minería, Ter-
cera Circunscripción Judicial de San Carlos de Bariloche, provincia de Río
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Negro, demanda contra doña Silvia Ana Bilotta, en la que reclamó el otor-
gamiento de la ten~ncia y fijación de un régimen de visitas del hijo de las
partes Eric Iván Soñis.

Puso de resalto que el último asiento del hogar conyugal se hallaba en
San Carlos de Bariloche. Observó que a raíz de problemas psiquiátricos y
a los fines de un adecuado tratamiento, su esposa se trasladó a la ciudad
de Buenos Aires junto con el citado menor (v. fs. 8 y vta. del mencionado
proceso agregado).

Por su parte, la accionada planteó una inhibitoria ante el Juzgado Na-
cional en 10 Civil N° 23 de esta Capital y solicitó al magistrado a su car-
go se declarara competente para entender en la litis, con fundamento en
que su domicilio actual se ubica en la Capital Federal.

Destacó especialmente encontrarse a cargo de la tenencia del menor -
con consentimiento del padre- y en ejercicio de su patria potestad. En ta-
Jes condiciones -agregó- su domicilio determina lajurisdicción ratione-
territoriae para conocer en el juicio (v. fs. 20/22 del Expediente N° 082388/
90 "Bilotta Silvia Ana slinhibitoria").

El señor juez a cargo del citado juzgado admitió su jurisdicción en la
litis sobre la base centralmente de lo dispuesto en el artículo 264 del Có-
digo Civil -t. o. art. 3° de la ley 23.264-. Indicó sobre el particular, que el
domicilio de los padres determina la competencia para entender en cues-
tiones vinculadas a la patria potestad, ya que de acuerdo a lo establecido
en el artículo 9° inciso 6° c.1elCódigo Civil, cabe presumir -según sostu-
vo- que los hijos menores de edad tienen su domicilio legal en el de sus
padres en ejercicio de la patria potestad. Ello así, es competente para en-
tender en la demanda de tencncia. el juez del domicilio del menor, que
coincide con el dc su madre, cuando ésta ejerce su guarda (v. fs. del cita-
do expte. 082388/90).

Por su parte el señor juez a cargo del ya citado Juzgado dI?Bariloche
no admitió la inhihitoria con fundamento, primero en normas del código
de procedimiento local que atrihuyen jurisdicción al juez del último domi-
cilio conyugal, para entender entre otros en los procesos de tenencia de
hijos.
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Luego puso de resalto que no concurren en el sub-lite, de un lado, los
presupuestos exigidos por el artículo 264, inc. 2°, del Código Civil (l. o.
ley 23.264), desde que la madre no se encuentra en ejercicio de "la tenencia
legal" del niño; y de otro, requisitos esenciales relativos a la configuración
de domicilio, como son la intención de residencia efectiva (v. fs. 55/56 del
expte. N° 082388/90).

En tales condiciones, quedó planteado un conflicto que corresponde
dirimir a V. E. en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreta-ley
1285/58.

-II-

Debo indicar en primer lugar, que V. E. ha establecido reiteradamen-
te que cuando las partes se domicilian en provincias diferentes -o una en
una provincia y otra en la ciudad de Buenos Aires- no es una ley local la
que puede establecer la competencia sino una ley nacional, que es la úni-
ca idónea para legislar sobre el punto, teniendo en cuenta la coexistencia
de diversas jurisdicciones (v. Fallos 308:2108 in re Competencia N° 819
L.XX "Viesca de Romero Feris, María C. c/Romero Feris, Raúl Rolando
s/reintegro de hijo s/inc. inhibitoria", del4 de noviemqre de 1986 v. con-
siderando tercero y precedentes allí citados).

Establecido ello debo indicar, en segundo lugar, que el artículo 227 del
Código Civil (l. o.ley 23.515) dispone que las acciones de separación per-
sonal, divorcio vincular y nulidad, así como las que versen sobre los efec-
tos del matrimonio, deberán intentarse ante eljuez del último domicilio
conyugal efcctivo o ante el del domicilio del cónyuge demandado.

En este marco soy de opinión, debe entenderse que el último domici-
lio conyugal de las partes o el domicilio del demandado, determinan la
competencia por razón del territorio respecto de las acciones emergentes
del matrimonio promovidas por un cónyuge contra el otro, entre las que
cabe considerar comprendidos reclamos como el presente de tenencia y
régimen de visitas.

En el caso, sin bien ambos litigantes reconocen ser de estado civil ca-
sados y que su último domicilio conyugal se encontraba en la ciudad de
San Carlos de Bariloche, provincia de Río Negro, coinciden en admitir que
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actualmente se encuentran separados de hecho, residiendo la demandada
en esta Capital, en compañía del menor cuyo traslado a estajurisdicción
admitió su progenitor.

En tal situación frente a la referida disyuntiva que incluye el texto ac-
tual del artículo 227 del Código Civil (cuya opción, no está demás
resaltarlo, a diferencia de lo que ocurre en materia de alimentos, la norma
no atribuyó específicamente al actor), soy de parecer, que en casos de con-
Ilicto, como el presente compete a los jueces resolver la controversia, otor-
gando el conocimiento del proceso en ese marco, es decir, a los magistra-
-dos con jurisdicción en el último domicilio conyugal o en el domicilio del
demandado, de acuerdo con la solución que mejor convenga a la situación
del ¡nenor.

y desde que éste reside actualmente con su madre, en el ámbito de la
Capital Federal, razones vinculadas a la posibilidad de una mayor inme-
diaciÓn del magistrado de dicha ciudad respecto de la situación del menor,
en orden a lo dispuesto por el artículo 264 del Código Civil, (t. o. leyes
23.264 -art. 3°_ y 23.515 -art. 2°-) tornan aconsejable que sea éste el que
conozca en el juicio (v. doctrina de la sentencia del 17 de junio de 1986-
Competencia N° 755- Libro XX, "Sumarísimo por tenencia de hijo - me-
dida cautelar de no innovar: Mirta del Vallc Albarracín de Sarmiento cl
León Lipchak", Fallos: 308:932).

Por ello, soy de opinión que corresponde hacer lugar a la inhibitoria
planteada por el señor Juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil N° 23 de esta Capital y declarar la competencia de esa
jurisdicción para continuar entendiendo en los autos principales. Buenos
Aires, 2 de mayo de 1991.- Osear Eduardo Roger.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 4 de febrero de 1992.

Autos y Vistos:

De conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador General,
a cuyos términos cabe remitirse por razones de brevedad, declárase la com-
petencia, para seguir conociendo en las actuaciones, del sefior juez a car-
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go del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N° 23, a quien
se le remitirán. Hágase saber al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil,
Comercial y de Minería de la 3° Circunscripción Judicial de San Carlos de
Bariloche, Provincia de Río Negro.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ - CARLOS S.

FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S.NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR (en disidencia).

DISIDENCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO y DON EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que Mal'celo A. Soñis promovió contra su esposa Silvia Ana Bilotta
juicio de tenencia de hijo y fijación de régimen de visitas, por ante el Juz-
gado de Primera Instancia Civil, Comercial y de Minería de la Tercera Cir-
cunscripción Judicial dc la provincia de Río Negro, con asiento en San
Carlos de Bariloche, localidad donde estuvo radicado el último domicilio
conyugal. Por su parte, la demandada planteó cuestión de competencia por
inhibitoria ante el Juzgado Nacional en lo Civil n° 23, de esta Capital Fe-
deral, amparándose en que su tenencia del menor determina que le corres-
ponda el ejercicio de la patria potestad, por lo que el domicilio legal del
menor es el suyo.

2°) Que en razón de tratarse de cuestiones concernientes a un hijo
matrimonial, y, por tanto, a los efectos del matrimonio, la competencia
para entcnder en elJas está regida por el art. 227 del Código Ci vi 1, que
-susti.tuyendo la antigua regla del art. 104 de la ley de matrimonio, que las
sometía al juez del domicilio de los cónyuges- ha venido a conferir una
opción entre Jos tribunales del último domicilio conyugal y los del domi-
cilio del demandado.

3°) Que, contrariamente a lo afirmado por el señor Procurador Gene-
ral en el dictamen que antecede, la referida opción se confiere a las par-
tes y no a los tribunales intervinientes, ya que tal facultad no es corriente
en materia de competencia (ver, por ejemplo, el arto 5 del Código Proce-
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sal Civil y Comercial de la Nación, ninguno de cuyos incisos la estable-
ce) ni resultaría en principi~razonable, pues dejaría expuesto al deman-
dante a una duda que únicamente podría superar mediante una resolución
judicial ulterior y cuyo sentido no puede predecir, por lo que sólo podría
admitírsela en caso de que una disposición legal la estableciese expresa-
mente.

4°) Que, por otra parte, el sentido de la modificación introducida por
el art. 227 ya citado es bien claro: por una parte, aclarar la antigua norma
en un sentido concordante con aquel que le había dado constante jurispru-
dencia de esta Corte, el de que por domicilio conyugal debe entenderse el
último lugar de convivencia indiscutida de los esposos; y, por la otra, in-
novar sobre algunas normas procesales' locales dejando sentada la validez
de la facultad del actor de elegir el tribunal del domicilio del demandado,
quien no puede ampararse en la competencia del tribunal del último domi-
cilio común cuando se facilita el ejercicio de su derecho de defensa lleván-
doselo ante el de su propio domicilio cuando está situado en otra provin-
cia.

5°) Que, sin embargo, nOcabe al demandado ejercer él esa opción pri-
vando al actor de la posibilidad de acudir ante el juez del domicilio con-
yugal, no sólo porque en virtud de elementales razones de orden lógico una
facultad de ese tipo sólo se concibe ejercitada por la parte actora, sino tam-
bién por los motivos que fundamentan el principio que atribuye la compe-
tencia a ese juez, que es el del lugar donde los esposos tuvieron su asien-
to, sus relaciones sociales, donde se produjeron los hechos que motivaron
su separación, donde pueden hallarse más fácilmente los elementos pro-
batoriosde esos hechos en caso de controversia, y donde mejor podrán ser
apreciados por los jueces intervinientes los hábitos y costumbres sociales,
susceptibles de variar de provincia en provincia.

Por ello;oído el señor Procurador General, se declara la competencia
para seguir conociendo en estas actuaciones, del Juzgado de Primera Ins-
tancia en lo Civil, Comercial y de Minería de la 3° Circunscripción Judi-
cial de la provincia de Río Negro, con sede en San Carlos de Bariloche, al
cual le serán .remitidas. Hágase saber al Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil n° 23.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSClp - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR
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La Corte puede apanarse de la calificación de los hechos asignada por los magis-
trados intervinientes, asignándoles las que efectivamente les correspondan.

JURISDICCION y COMPETENCIA: COll7petellcia ordillaria. Por e/territorio. LlIgar del delito.

Corresponde a la justicia provincial entender en el robo que habría comenzado a
ejecutarse en esa jurisdicción y consumado cn la Capital Federal.

l.

JURISDICClON ¡i COMPETENCIA: COll7petellcia ordillaria. Por el territorio. LlIgar del delito.

Corresponde a la j.usticia provincial entender en la apropiación indebida que habría
tenido principio de ejecución en esa jurisdicción .

.IURISDICCION y COMPETENCIA: COll7petellcia ordillaria. Por el territorio. LlIgar del delito.

Corresponde a la justicia provincial entender en la privación ilegal de la libertad que
habría tenido principio de ejecución cn esa jurisdicción.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garalltías. Defellsa ell jllicio. Procedill7iell/o-.r
selltellcia.

La prohibición de la doble persecución penal tiene rango constitucional.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

A [s. 219 el señor Juez Nacional de Primera Instancia en 10Criminal
de Instrucción a cargo del Juzgado N° 1declinó competencia en favor del
señor Juez en lo Criminal titular del Juzgado N° 4 de la localidad de San
Isidro, Provincia de Buenos Aires, para conocer del desapoderamiento del
camión Beresford; por considerar que el hecho ilícito habría tenido co-
mienzo de ejecución en Don Torcuato.



24
FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

ll5

A fs. 235, el magistrado bonaerense no aceptó la competencia atribui-
da y remitió las actuaciones a la justicia capitalina.

Esta por su parte, a fs. 239 dicta la prisión preventiva de los imputados,
la que es apelada a fs. 252 pór uno de los defensores y a fs. 267 eleva las
actuaciones a V. E. para que resuelva.

Toda vez que, según se desprende de las constancias de la causa, se
encuentra pendiente de resolución la apelación efectuada por la defensa de
Marcos Antonio Videse, entiendo que, al menos hasta que aquélla haya
sido rcsuelta debe seguir entendiendo en la causa la Justicia Nacional de
Instrucción (conforme sentencia del 23 de octubre de 1990 in re "Pinilla
Ibáñez y otro s/apelación prisión preventiva" Comp. N° 294, L. XXIII).
Buenos Aires, 5 de julio de 1991. Osear Eduardo Roger.

DICTAMEN DE LA PROCURADORA FISCAL

Suprema Corte:

- 1 -

La presente contienda de competencia se ha suscitado entre el señor
Juez Nacional dc Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción a cargo
del Juzgado N° l Yel señor Juez titular del Juzgado en lo Criminal N° 4
de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, en relación al desapoderamiento
en la localidad de Don Torcuatode un camión que contenía mercadería
perteneciente a la firma Electrónica Iguazú S.A., la que fue descubierta en
esta Capital por personal policial al momento de su descarga.

Con fecha 5 de julio dcl corriente año, esta Procuración señaló que,
hasta tanto no se resolviera la apelación efectuada por la defensa de uno
de los procesados en torno al dictado de la prisión preventiva por parte del
magistrado nacional, correspondía a este último continuar con la investi-
gación de la causa.
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Con la certificación obrante a fs. 270, que informa sobre la confirma-
ción de la resolución apelada por parte de la Sala VII de JaCámara del
Crimen, quedó subsanado el defecto que motivara la opinión de este Mi-
nisterio Público antes apuntada.

-II-

A mi juicio, no se encuentra trabada en autos una contienda negativa
de competencia, que deba V. E. dirimir en ejercicio de las facultades del
artículo 24, inciso r,del decreto-ley 1285/58.

Como ya quedara manifestado a fs. 269, eljuez capitalino declinó com-
petencia en favor del juez provincial para conocer" ...en lo tocante al ca-
mión Beresford ... por considerar que el ilícito a investigar habría tenido
comienzo de ejecución en Don Torcuato, lugar donde se simula el violento
desapoderamiento" .

Tal declinación no es aceptada por el juez bonaerense, sobre la base de
que el encubrimiento por cl cual fueron indagados algunos de los imputa-
dos habría tenido lugar en jurisdicción capitalina, agregando que, respecto
del delito de defraudación que se imputa a Suárez y D'Amelio, corrcspon-
dería conocer a la justicia de San Luis, por ser allí donde la empresa Elcc-
trónica Iguazú tiene su administración.

Afs. 237, con el dictado de la prisión preventiva respecto de los impu-
tados, el magistrado nacional r.easume competencia en torno al
encubrimiento, y sólo la declina en relación al "ilícito perpetrado en Don
Torcuato".

De lo arriba circunstanciado se desprende que el juez nacional asumió
competencia para conocer del encubrimiento, sin tener en cuenta que el
magistrado provincial, según surge del informe obrante a fs. 218, tiene a
su cargo la investigación del robo y privación ilegítima de la libertad de-
nunciado por el dueño dcl camión, lo que descarta cualquicr otra adecua-
ción penal de aquella última conducta ilícita.

Esos antecedentes me llevan entonces a la conclusión expuesta en el
párrafo primero del apartado segundo, por lo que estimo corresponde dc-
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clarar inoficioso un pronunciamiento en la presente. Buenos Aires, 19 de
septiembre de 1991. María Graciela Reiriz.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 4 de febrero de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

10) Que el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de
Instrucción N° 1 instruyó la causa N° 9991 en razón de haberse verifica-
do en esta Capital Federal que un grupo de personas se hallaba descargan-
do mercaderías de un camión que podrían haber sido objeto de un delito.
Posteriormente se comprobó que tanto ese vehículo, como su contenido,
habían sido sustraídos en la Provincia de Buenos Aires según los términos
de la denuncia formulada por Abel Hugo D'Amelio, su transportista, he-
cho por el cual se dio intervención al Juzgado en lo Criminal N° 4 del De-
partamento Judicial de San Isidro, Provincia de Buenos Aires.

2°) Que el juez nacional dispuso oír en declaración indagatoria a Mar-
cos Antonio Videse, Ramón Calixto Suárez, Daniel Osear acampo, Ricar-
do amar Elías, José María Almendra, involucrados en la tarea de descar-
ga aludida anteriormente, y a Luis Fernando Cordero, quien habría faci-
litado el inmueble para la guai.da de aquellos objetos. Suárez fue procesado
por el delito de defraudación y los restantes por el de encubrimiento. Tam-
bién ordenó la declaración indagatoria de Abel Hugo D'Amelio por los
delitos de defraudación y falso testimonio. Su interrogatorio se refirió a la
simulación del robo denunciado, en connivencia con otros procesados.

3°) Que el referido magistrado consideró que no había existido tal robo
y que en realidad todo había consistido en una maniobra pergeñada para
consumar la apropiación de los termotanques y termoestabilizadores trans-
portados. A partir de allí, y sobre la base de que aquel hecho habría teni-
do comienzo de ejecución en Don Torcuato, Provincia de Buenos Aires,
se declaró incompetente, enviando la causa al tribunal que investigaba el
supuesto acto de desapoderamiento violento de esos objetos (confr. fs. 219/
220).
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4°) Que el titular del Juzgado en lo Criminal N° 4 del Departamento
Judicial de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, no aceptó la competen-
cia. Señaló a ese fin que el delito de encubrimiento, por el que se indagó
a Elías, Videse, Ocampo y Almendra, se había consumado en la Capi tal
Federal, en donde se procuró la desaparición u ocultamie~to de la merca-
dería. En cuanto a la eventual falsa denuncia sostuvo que su investigación
le correspondía al fuero correccional. Por último refirió que en la defrau-
dación -por este delito, como se dijo, fueron indagados Suárez y D'Amelio~
debía intervenir el juzgado con jurisdicción en el lugar en el que se encuen-
tra la sede administración de la empresa propietaria de las cosas, en el caso,
los tribunales de San Luis (confr. fs. 235).

5°) Que el juzgado de instrucción desistió del planteo de competencia
relativo al encubrimiento, pero mantuvo aquél vinculado con el hecho
perpetrado en Don Torcuato. Por lo tanto se ha trabado una contienda ne-
gativa sobre esa materia que debe decidir esta Corte (art. 24, inc. 7°, de-
creto-ley 1285/58).

6°) Que a fin de resolver la cuestión resulta necesario realizar un exa-
men de los hechos que se desprenden de las actuaciones, a partir de las
pruebas incorporadas, más allá de las calificaciones efectuadas por los
magistrados a ese fin, de las que esta Corte puede apartarse asignándoles
las que efectivamente corresponda (Fallos: 217:672; 222:402; 227:81;
242:528; 244:303 y Competencia N° 322. XXI, "Recondo, Ricardo Gus-
tavo" y Competencia N° 261. XXII, "Acosta, Rubens Gerardo s/robo",
resueltas el 17 de diciembre de 1987 yel 18 de octubre de 1988).

7°) Que las hipótesis delictivas son dos, la primera consistiría en la
existencia de un robo, que habría comenzado a ejecutarse en jurisdicción
provincial consumándose en esta Capital Federal (confr. declaraciones de
Borrel de fs. 14/15 y D'Amelio de fs. 16/17). La otra, sostenida por el juez
de capital, se trataría de una apropiación de la mercadería transportada con
la participación del transportista D'Amelio, quien para asegurar el resul-
tado de ese delito en peljuicio de sus propietarios, habría denunciado fal-
samente el robo ante las autoridades policiales de la Provincia de Buenos
Aires. En este caso, en el que no estaría excluida la privación forzosa de
la libertad de Borrel, también las actuaciones habrían tenido principio de
ejecución en territorio bonaerense -excepción hecha del delito del art. 245
del Código Penal que, por ser de carácter formal ahí también se habría
consumado-, donde tuvieron su exteriorización.
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Por lo tanto y en la medida en que el tribunal de provincia estaría ha-
bilitado para conocer en ambos supuestos, conforme a la doctrina de Fa-
llos: 271: 396, cabe asignarle la competencia. De ese modo se asegura que
respecto de D'Amelio y Suárez no se adopten decisiones contradictorias
con el consiguiente peljuicio para el servicio de justicia.

80) Que, por otra parte, la decisión del magistrado provincial de no
aceptar la competencia en la causa, respecto de Suárez -éste fue recono-
cido por Borrel como uno de los al.;!toresdel evento criminal (confr. fs. 62)-
por la sola circunstancia de la calificación de defraudación asignada a su
conducta, importa la posibilidad de violar la prohibición de la doble per-
secución penal, cuyo rango constitucional ha sido reconocido por este Tri-
bunal (Fallos: 248:232; 258:220; 272: 189; 292:202, entre otros).

Por ello, habiendo dictaminado la señora Procuradora Fiscal, se declara
que corresponde seguir entendiendo en las actuaciones en las que se ori-
ginó este incidente con relación a los hechos atribuidos a D'Amelio y
Suárez al Juzgado en 10Criminal N° 4 del Departamento Judiaial de San
Isidro, Provincia de Buenos Aires. Remítase el presente al Juzgado Nacio-
nal de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción N° 1 que enviará
testimonios de la causa al tribunal cuya competencia se declara.

RICARDO LEVENE (H) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI -JULIO S. NAZARENO -EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

RAUL FRANCISCO GONZALEZ

UNIFlCACTON DE PENAS.

Cuando a raíz de un hecho distinto deba juzgarse a una persona que ya está cum-
pliendo pena por sentencia firme, corresponde al juez que pronunció el último fa-
llo dictar la sentencia única que establece el ar!. 58 del Código Penal.
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UNIFICAClON DE PENAS.

La segunda parle del arto 58 del Código Penal no tiene otro objeto que solucionar
los casos en que no haya sido posible evitar que se dicten dos sentencias condena-
tori as firmes.

UNIFlCACION DE PENAS.

Si el juez que dictó el último fallo no aplicó, como debió hacerlo, lo dispuesto en
el art. 58, primera parte, del Código Penal, el caso debe resolverse de acuerdo con
lo previsto en la segunda parte del primer párrafo de dicha norma, es decir que la
pena única debe imponerla el tribunal que haya dictado la pena mayor.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso: Contradicciún.

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que condenó al 'actor por el
delito de homicidio culposo, si en la construcción del fallo existen los vicios de
autocontradicción y de examen fragmentario de la prueba de presunciones e'indi-
cios, los que se erigen en definidas causales de arbitrariedad que aparejan afecta-
ción a las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, Cuestio/les no federales .. Senlencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoraciún de circunstancias de hecho .1' prueba.

Es arbitraria la sentencia que, al condenar al inculpado por el delito de homicidio
culposo, interpretó en forma inadecuada la prueba presuntiva y realizó una indebida
aplicación del beneficio de la duda.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

-1-

A fs. 533/541 del principal, la Sala 1de la Cámara Nacional de Apela-
ciones en lo Criminal y Correccional, por el voto mayoritario de sus inte-
grantes, resolvió confirmar la sentencia de primera instancia por la que se
condenó a Ramón Avelino Jaurena a la pena de dos años y seis meses de
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prisión e inhabilitación espeCial por diez años para la tenencia y portación
de armas de fuego, al considerarlo autor del delito de homicidio culposo
cometido en peljuicio de Raúl Carmelo Toranzo.

Contra ese pronunciamiento la querella interpuso recurso extraordina-
rio, cuya denegatoria a fs; 561 dio lugar a la articulación de la presente
queja.

-II-

Se atribuye a Jaurena que el día 3 de marzo de 1987, en horas de la tar-
de, como epílogo de una discusión mantenida con su socio, Ramón C.
Toranzo, en el interior del comercio que ambos explotaban, sito en
Malabia 15 de esta ciudad, le efectuó un disparo con el revólver calibre 32
largo que portaba, hiriéndolo mortalmente en el cráneo y cabeza.

En el fallo impugnado, el vocal preopinante coincidió con la califica-
ción legal del suceso efectuada por el juez de grado, argumentando que
tanto las deficiencias que se desprenden de las versiones que brindan el
encausado y la única testigo presente en el momento en que se produjo el
disparo, como aquellas que se advierten en la etapa instructoria acerca de
ciertas cuestiones no dilucidadas, justifican las dudas que plantea el ma-
gistrado de primera instancia que lo llevaron a optar por la solución más
favorable al acusado.

En este sentido, luego de puntualizar en qué consistían dichas deficien-
cias conforme las pruebas reunidas en autos, sostuvo" ...que nada hay que
nos pueda permitir afirmar con seguridad que Jaurena miente en su rela-
to de un acontecimiento no buscado e imprudente ... " (fs. 535 vta.).

Por su parte, el vocal que opinó en último término, comparte la postu-
ra de su colega, previo plantear la cuestión a decidir partiendo de la base
a determinar si el procesado disparó el arma por propia y personal deter-
minación contra la víctima, o bien, si el disparo se efectuó por causa del
forcejeo producido y no buscado por el encartado, quien posee un defec-
to en el dedo índice de su mano derecha, lo que dificultaría (pero no im-
posibilita) su operati vidad en el caso. Para ello, sostuvo que los elemen-
tos de cargo, dirección del proyectil, la explicación del encausado para
justi ficar la portación del arma en el momento del hecho (temor a ser asal-
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tado, Osea que su problema físico no le impediría usar el arma para defen-
derse ante un ataque, puesto que sino, ¿para qué llevarlo?) y descargo
-defecto en el dedo índice del procesado, declaración de la única testigo
y del propio encausado-, llevan a una duda razonable de cómo sucedieron
los hechos y, por esta razón, concluyó en que el delito culposo aparece
como el más ajustado a derecho, pues según su parecer, la conducta negli-
gente de Jaurena consistió en portar un arma cuyo manejo adujo ignorar
-además del defecto fÍsiéO apuntado-, poniendo en peligro así la vida de
otra persona, cuya reacción debió prever.

La récurrente sostiene la arbitrariedad del fallo pues, a su modo de ver,
el a qua incurrió en autocontradicción en la evaluación de la versión del
encausado y la consecuente calificación legal de su accionar, omitió con-
siderar ciertas pruebas y circunstancias relevantes regularmente incorpo-
radas a la causa y, además, valoró erróneamente elementos indiciarios
apartándose de las reglas de la lógica y experiencia, a la vez que expuso
argumentos carentes de razonabilidad, prescindiendo de la correcta eva-
luación y examen a la luz de la sana crítica racional, de las operaciones
técnicas forenses (fs. 117).

Al respecto, refiere que todos los integrantes del tribunal que dictó el
pronunciamiento apelado, son contestes en restarle veracidad al relato del
procesado respecto del suceso que se le reprocha. Sin embargo, frente a
dicha conclusión, sostiene la descalificación de la decisión adoptada por
la mayoría por resultar contradictoria, al pretender justiciar la aplicación
del principio del "in dubio pro reo" sobre la base de que no existían ele-
mentos de juicio que permitieran afirmar con seguridad que el procesado
mintió en su relato de un acontecimiento no buscado e imprudente, y ante
la existencia de una duda razonable sobre la manera en que el mismo se
desarrolló.

Agrega también la querellante, que ante la reconocida mendacidad de
Jaurena en sus manifestaciones no existe duda que el juego de presuncio-
nes e indicios -cuyo detalle realiza en su presentación de fs. 548/556- con-
ducen unívocamente a la comprobación material del hecho doloso y de la
responsabilidad de aquél como autor y agrego yo, no cabiendo otra expli-
cación al suceso, salvo que se otorgue a una prueba indiciaria, no coheren-
te, ni unívoca, ni convergente, la aptitud de generar la certeza de la duda
(no olvidemos que al dudar, siempre se está seguro de algo, de la insufi-
ciencia de la prueba, no apta para condenar).
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-III-

En cuanto a la procedencia del remedio federal deducido, cl'eo oportuno
destacar que si bien las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación
de las pruebas, como también la aplicación del principio contenido en el
arto 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal, constituyen, por
regla, una materia propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta
instancia extraordinaria (Fallos: 301 :909; 306:143 y 451; 308:718), ello no
impide que ante las particularidades que presentan determinados casos, su
análisis permita la excepción posible a dicha regla con base en la doctri-
na de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garan-
tías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigien-
do que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada
del derecho vigente con aplicación a las circunstancias efectivamente com-
probadas de la causa (FaJlos: 308,:640; causas M. 705 L. XXI "Martínez,
Saturnino y otras s/homicidio calificado", rta. el7 dejunio de 1988, L.
XXII "Borthagaray, Carlos R. s/robo en concurso real con violación", Ita.
el 24 de noviembre de 1988; C. 1076, L. XXII "Cano, Juan Carlos y otro
s/delito de robo en poblado y en banda" y R. 32,-L. XXIII "Romero, Ro-
berto y otro s/robo agravado por su comisión con armas", ambas resuel-
tas el 26 de junio de 1990).

Entiendo que esto último es lo que ocurre en el sub examine, pues ad-
vierto que la sentencia apelada se apoya en argumentos carentes de
razonabilidad y sustancialmente de seriedad procesal, en la medida que
presentan omisiones y falencias respecto de la verificación del hecho y
circunstancias que lo rodearon, conducentes para la solución correcta del
pleito y asimismo, porque se ha prescindido de una razonada valoración
en conjunto de todos los elementos indiciarios y de su necesaria
armonización con el resto de las probanzas acumuladas en el legajo. -

En efecto, las hipótesis e inferencias alegadas en los votos de la mayo-
ría, sobre la manera en que pudo accionarse el arma que quitó la vida a
Toranzo, derivadas, incluso, de una deficiente actividad instructoria, son
producto de la consideración parcial y fragmentaria de las probanzas re-
gularmente incorporadas a la causa, y no se apoyan concretamente en las
constancias no controvertidas del expediente.

Ello se advierte no sólo al pretender el a qua privar de eficacia proba-
toria a ciertos aspectos necesariamente vinculados con la presencia armada



DE JUSTICIA DE LA NACION

31,

33

de Jaurena en el lugar del suceso -como la portación no habitual del revól-
ver incautado, por parte de éste a pesar de ser quien se encargaba de co-
brar o trasladar el dinero en efectivo de la sociedad (v. fs. 83), hecho
inusual y no frecuente y sin más explicación posible (él aduce el temor de
un asalto) que su decisión de defenderse o atacar a un eventual adversa-
rio de fuerte y agresiva personalidad; la constatación por el procesado en
la mañana del día del hecho de la irregularidad que 10llevara a interpelar
a la víctima inadvertida en horas de la tarde su permanencia frente a
Toranzo durante el desarrollo de la discusión con sus manos en el interior
de la cartera donde se hallaba el arma en cuestión junto con el dinero ex-
traído-, sino también, al omitir considerar pruebas decisivas para la correc-
ta solución del caso. En este sentido y conforme al orden de ideas expuesto,
adquieren relevancia fundamental tanto el resultado del peritaje balístico
sobre la normalidad del funcionamiento del arma secuestrada (v. fs. 431/
3, punto III), que demuestra la necesidad de operar un mecanismo previo
al disparo (o sea, gatillar con cierto grado de fuerza), así como también la
conducta posterior del procesado luego de la herida que sufriera Toranzo
y básicamente, como se sostendrá luego, el informe técnico forense, total-
mente desfavorable al encartado.

Resulta del caso destacar, que si bien siempre podría existir la posibi-
lidad (ni remota para el suscripto) de que el hecho haya ocurrido tal como
se desprende del relato del encausado, su mendacidad en este aspecto, re-
conocida incluso por el a quo, y la adecuada consideración de todas las
pruebas acumuladas al proceso, no permiten tener a dicha hipótesis siquie-
ra como remotamente probable, especialmente, cuando los dichos de
Jaurena resultan sustancial y básicamente controvertidos por la autopsia
de fs. 115/119 y el informe médico de fs. 429, que demuestran una trayec-
toria del disparo total y absolutamente incompatible con la explicación que
aquél brindara al ser indagado y al efectuarse la reconstrucción del suce-
so (v. fs. 81/5, 127/8 Y140). No es posible el ingreso y la trayectoria pro-
bada del proyectil en el cráneo del occiso, salvo que la postura física de
ambos fuera diametralmente opuesta a la dada por el prevenido en su con-
fesión calificada, donde paladinamente dice algo que la autopsia forense
desmiente en forma terminante, la postura de víctÍ'ma y victimario, de la
que resulta claramente la existencia de un enfrentamiento frontal, con al-
guien que con el arma en su mano, gatilla a quien, indignado, lo enfrenta,
inclinándose, a no ser que se aceptara en hipótesis imposible, el disparo del
prevenido, desde un plano superior al del occiso ("trayectoria: de adelan-
te hacia atrás, y de arriba hacia abajo", fs. 117). Aquí, ese testigo mudo,
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pero eficaz que suele ser .la pericia, amerita la existencia de un hecho
doloso, dada la posición que dice haber tenido el procesado (mendaz) y
que no se ha colocado ni ante un posible exceso defensivo o un estado
emocional, quizás más compatible con 10sucedido, pero ajenos por cier-
to a mi consideración por ser hipótesis sin asidero en la prueba.

Por tal motivo, la conclusión a la que arriba la Cámara en cuanto a la
calificación del hecho, al sostener que no existen constancias eh el expe-
diente que permitan afirmar con seguridad que el procesado miente en su
relato de un acontecimiento no buscado o imprudente, y también, al pres-
cindir de todo lo que ocurrió antes del forcejeo por considerar que no se
ha demostrado que el acusado tuvo la intención de matar en el momento
del disparo, carece de apoyo en las constancias obraÍltes en el legajo y
constituye sólo una mera posibilidad, entre otras (y tal vez la más dudo-
sa), sobre la forma en que pudieron suceder los hechos.

Este razonamiento, con el que se pretende apuntalar el estado de incer-
tidumbre invocado y arribar así al encuadre legal que en definitiva se asig-
nó a la conducta de Jaurena, permitió soslayar la consideración de las cir-
cunstancias precedentes y posteriores al hecho, indispensables para una
correcta valoración del aspecto subjetivo de su accionar.

En síntesis, considero entonces que ha quedado suficientemente demos-
trado que los defectos señalados y de que adolece el fallo recurrido, no se
limitan solamente a cuestionar la manera en que fueron apreciados o fija-
dos los hechos de la causa y su consecuente calificación realizada por la
Cámara, ni se pretende sustituir el criterio de los magistrados de las ins-
tancias ordinarias por el de V. E., en cuestiones que, reitero, por regla, re-
sultan extrañas a esta instancia de excepción.

Por el contrario, la tesis elaborada por el a qua, impidió merituar la pro-
babilidad de tipificar el hecho de acuerdo con las razones invocadas tan-
to por el señor Fiscal de Cámara -que en su presentación de fs. 504/507
solicitó la imposición de una pena de diez años de prisión en orden al de-
lito de homicidio simple (art. 79 c.P.)- como por el acusador particular, al
restar fuerza probatoria a las circunstancias precedentemente apuntadas y
omitir la consideración de otras, sobre la base de una mera posibilidad sin
sustento fáctico real, salvo la declaración del acusado. Ello constituye, a
mi entender, una decisión carente tanto de objetividad como de
razonabilidad, basada exclusivamente en una convicción íntima de los jue-
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.ces y que, en consecuencia, merece ser descalificada como acto jurisdic-
cional válido. Es decisiva aquí, se insiste, la importancia de la operatoria
técllicajorellse que destruye la ardidosa, si comprensible, decfaración del
acusado,

-IV-

Conforme con las razones expuestas en el apartado que antecede, soy
de opinión que corresponde hacer lugar a la presente queja y declarar pro-
cedente el recurso extraordinario deducido, dejándose sin efecto la senten-
cia de fs. 533/541 para que, por intermedio de quien corresponda, se dic-
te una nueva con arreglo a derecho. Buenos Aires, 16 de agosto de 1991.
Oscar Eduardo Roger,

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 4 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Susana R. Martínez
de Toranzo y sus hijos menores en la causa Jaurena, Ramón Avelino si
homicidio culposo - causa N~ 1192", para decidir sobre su procedencia,

Considerando:
/

10) Que contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Criminal y Correccional -Sal<l1-, que al confirmar la de primera instan-
cia condenó a Ramón Avelino Jau,fena a la pena de dos años y seis meses

.1"
de prisión -que dio por compurgadao,80n la detención preventiva sufrida-
e innabilitación especial por diez años para la tenencia y portación de ar-
mas de fuego, por considerarlo autor responsable del delito de homicidio
culposo, interpuso la parte querellante el recurso extraordinario, cuya de-
negación motivó la queja.

2°) Que de acuerdo a lo que se dio por probado en las instancias ante-
riores, no existen dudas de que el 3 de marzo de 1987, por la tarde, el acu-
sado arribó al local de comercio que explotaba en sociedad con Raúl
Cal'melo Toranzo -con el que mantenía frecuentes discusiones por moti-
vos inherentes al negoció- y, después de una reyerta por los mismos mo"
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tivos, extrajo un revólver que portaba en una cartera de mano, del que se
disparó un proyectil que hirió en la cabeza a Toranzo, provocándole la
muerte poco después de su traslado a un centro asistencial. La secretaria
de los contendientes declaró no haber visto el momento en el que se pro-
dujo el disparo y el imputado alegó que esto último ocurrió
involuntariamente mientras forcejeaba con la víctima. En tales condicio-
nes, aparece como circunstancia dirimente la veracidad que pueda
concederse al relato del procesado a la luz de su confrontación con el res-
tante material probatorio reunido en el proceso. Sobre este punto se asen-
taron las discrepancias entre los jueces que hicieron mayoría -que por el
beneficio de la duda se atuvieron a la versión del justiciable y escogieron
la calificación más benigna para adecuar su conducta- y el que votó en di-
sidencia -con cuyo criterio concordaron la querellante y el Fiscal de Cá-
mara- porque la prueba sólo permitía concluir en que el disparo fue
intencional.

3°) Que, tal como lo sostiene la parte apelante y el señor Procurador
General en su precedente dictamen, existe en el caso cuestión federal bas-
tante. Ello es así porque en la construcción del fallo existen los vicios de
autocontradicción y de examen fragmentario de la prueba de presunciones
e indicios, los que se erigen en definidas causales de arbitrariedad que apa-
rejan afectación a las garantías constitucionales de la defensa en juicio y
del debido proceso.

En efecto, en uno de los votos mayoritarios se afirma que "resulta
inaceptable que una persona porte un arma para defenderse de un eventual
asalto, cuando manifiesta ignorar en absoluto su manejo; tampoco es ve-
rosímil que cobrara el dinero, y, en lugar de ir inmediatamente al negocio
para dejarlo allí, ya que correspondía al personal, pues se iba a pagar una
quincena de sueldos, del banco fuera ahacer una segunda diligencia, a un
lugar equidistante d~1negocio, aun~ue en sentido inverso; menos potable
aún resulta aquel trámite cuando se advierte que el defecto en la planilla
de gastos diarios Jaurena lo advirtió en la mañana y que, en virtud de su
ida a San Isidro después del banco, es que llega al negocio a increpar a
Toranzo en horas de la tarde y armado; lo mismo cabe decir del hecho de
extraer el arma, de un modo involuntario, por sólo echar el cuerpo hacia
atrás, mientras tenía las manos dentro de la cartera y, así, sujetados el di-
nero y el arma con ambas manos, y, finalmente, tampoco resulta fácilmen-
te creíble. que un revólver pueda dispararse, aunque sea durante un force-
jeo, si no se oprime, aunque sea culposamente, en forma firme la cola del
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disparador o si no'se montó previamente el 'martillo' del arma ...". Después
de esas apreciaciones no es posible, sin incurrir en contradicción, concluir
en que la versión del procesado no es mendaz y que todas esas circunstan-
cias indiciarias son meras "hipótesis e inferencias" que no alcanzan para
adquirir certeza sobre el punto discutido y que obligan aljuez a la a,plica-
ción del art. 13 del Código de Procedimientos en M~teria Penal.

4°) Que la contradicción apuntada no se supera con la invocación de
falencias instructorias en cuanto a la forma en la que fue reconstruido el
hecho, ni en la manera en la que fue llevado a cabo el interrogatorio del
imputado respecto de la trayectoria descripta por la víctima al caer. Es que
razonar de ese modo -y fundar en tal razonamiento la duda- importaría tan-
to como dejar librada la suerte del título de culpabilidad a las resultas de
la prueba confesional -el aporte efectuado en la reconstrucción no es más
que una ampliación de lo declarado en indagatoria- sin otra ventaja que
sumar otra mendacidad u obtener un reconocimiento que, de todos modos,
debe ser confrontado con el resto del material de convicción. Y, en este
sentido, si a todas las indicaciones cargosas admitidas en la sentencia -las
que fueron transcriptas en el considerando anterior- se adicionan otras,
tales como el resultado de la autopsia que, por la trayectoria del disparo -
de arriba hacia abajo- y las posibilidades que ofrece el teatro del hecho,
sólo permite concluir en que Toranzo lo recibió estando sentado y su agre-
sor de pie, o este último subido a la escalera que lleva ah planta alta; la
conducta-del' inculpado posterior al suceso, quien se alejó del lugar sin
acompañar siquiera a la víctima hasta el hospital; y la aptitud personal del
acusado para acometer un hecho tal (confr. el peritaje médico forense de
fs. 262/266 del principal), ponen en evidencia que los jueces hicieron una
interpretación inadecuada de la prueba presuntiva e indebida aplicación del
beneficio de la duda, análogas a las que esta Corte descalificó por arbitra-
rias en varios precedentes (Fallos: 308:640 y 311 :962).

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador
General, se hace lugar a la queja y al recurso extraordinario interpuesto,
se deja sin efecto el fallo recurrido y se dispone que, por quien correspon-
da, se di-cte otro con arreglo a derecho. Hágase saber, agréguese al prin-
cipal y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S.
NAZARENO -EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.
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FATA SOCIEDAD DE SEGUROS MUTUOS

LEY: IlIIelpre/acián y al'licaciá,l.

La primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto ala intención del
legislador, sin que ésta pueda ser obviada por posibles imperfecciones técnicas de
su instrumentación legal.

LEY: In/erprewóán y al'licacián.

Por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, corresponde indagar lo
que dicen jurídicamente, y si bien no cabe prescindir de las palabras, tampoco re-
sulta adecuado ceñirse rigurosamente a ellas cuando así lo requiera la interpreta-
ción razonable y sistemática.

IMPUESTO: Principios generales.

La ley 21.384 derogó las exenciones referentes a aquellos gravámenes que recaen
directamente sobre los contratos de seguro.

IMPUESTO: Principios generales.

La ley 21.384 no derogó las exenciones impositivas que se fundan en el carácter de
mutual de la aseguradora: impuesto a las ga~áncias y sobre los capitales.

LEY: In/erpre/aóán y aplicacián.

La interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada artículo y cada
ley sólo por su (in inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todas se en-
tiendan teniendo en cuenta los fines de las demás y considerárselas como dirigidas
a colaborar en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas
no estén sujetas o a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en peljui-
eio de quien se tuvo en mira proteger.

FALLO DELA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, .11 de febrero de 1992.

Vi stas los autos: "FATA Sociedad de Seguros Mutuos s/apelación (por
deneg. de rep.) -Ganancias-Capitales-".
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1°) Que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Admi-
nistrativo Federal, Sala IV, revocó el pronunciamiento del Tribunal Fiscal
de la Nación y, en consecuencia, admitió el recurso deducido por "FATA
Sociedad de Seguros Mutuos" contra las resoluciones dictadas por la Di-
rección General Impositiva, el 23 de agosto de 1984, mediante las cuales
se había denegado a aquella firma la repetición de los importes abonados
en concepto de impuesto a las ganancias y sobre los capitales.

Para anibar á esa decisión, el tribunal a qua consideró que una correcta
inteligenci,,\ de la ley 21.384 -en armonía con las restantes normas que
componen el orden jurídico- conduce a la cónclusión de que la derogación
de exenciones impuesta por' la ley antes citada, atañe únicamente a aque-
llos impucstos que recaen sobre los contratos de seguro que se celebren en
el territorio de la República, pero no alcanza a otros gravámencs cuyo he-
cho imponible consiste en las ganancias que obtengan, o en los capitales
que posean, ciertas entidades aseguradoras.

2°) Que contra ese pronunciamiento la vencida interpuso recurso ex-
traordinario, que fue concedido, y, que cs admisible en cuanto se puso en
tela de juicio la inteligencia de normas federales y la decisión del superior
tribunal de la causa fue adversa al derecho que en ellas funda la apelante
(art. 14, ine. 3°, de la ley 48).

3°) Que el Fisco Nacional se agravia pues, en su concepto, las exencio-
nes de pago de todo impuesto, tasa o contribución de mejoras de las que
gozaban las asociaciones mutualistas, por así disponerlo las leyes orgáni-
cas de creación de aquéllas y, específicamente la ley de impuesto a las
ganancias"y la ley de impuesto sobre los capitales, fueron dejadas sin efec-
to por la ley 21.384, ya que esta norma, con el propósito de igualar el tra-
tamiento de las entidades de seguros, eliminó toda exención de gravámenes
(recaigan éstos sobre el contrato de seguro o no) establecida en función del
sujeto que realiza la actividad aseguradora.

4°) Que la ley 21 .384 (B. O. 20 de agosto de 1976), en el primer párrafo
del art. 10. sujeta a todos los contratos de seguro que se celebren en el te-
rritorio de la República al régimen normativo de impucstos internos y cs-
tablece la inaplicabilidad respecto de estc gravamen, de las exenciones
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específicas o genéricas, objetivas o subjetivas, contenidas en otras dispo-
siciones legales.

En el párrafo siguiente dispone que: "Igualmente, yen relación a la ci-
tada actividad, tampoco resultarán de aplicación las exenciones de carácter
subjetivo referidas a otros gravámenes, impuestos a tasas nacionales, de
la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires o del Territorio Nacional
de la Tierra del Fuego, Antártida o Islas del Atlántico Sud".

Por su parte, el arto2° establece: "Lo dispuesto en el artículo precedente
será de aplicación para los contratos que se celebren a partir del decimo-
quinto (15) día posterior al de la publicación de la presente ley en el Bo-
letín Oficial".

5°) Que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efec-
to a la intención del legislador (Fallos: 302:973), sin que ésta pueda ser
obviada por posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal
(Fallos: 290:56; 291 :359). En consecuencia, por encima de que las leyes
parecen decir literalmente, corresponde indagar lo que dicen jurídicamen-
te, y si bien no cabe prescindir de las palabras, tampoco resulta adecuado
ceñirse rigurosamente a ellas cuando así lo requiera la interpretación ra-
zonable y sistemática (FalJos: 291: 181; 293:528).

6°) Que dichas pautas hermenéuticas son aplicables al caso, en espe-
cial si se repara en la imprecisión terminológica contenida en la ley
transcripta en el consid. 40. En efecto, mientras en el primer párrafo del arto
lOse excluyen las exenciones de cualquier índole contenidas en otras dis-
posiciones legales y se sujeta al pago de impuestos internos a todos los
contratos de seguro, a renglón seguido el legislador -con el fin de derogar
las exenciones de carácter subjetivo referentes a otros gravámenes, im-
puestos o tasas- utilizó la siguiente expresión: "Igualmente, y en relación
a la citada actividad", de modo tal que. aunque ello indica una clara inten-
ción de asimilar los presupuestos fácticos contemplados en uno y otro pá-
rrafo, no existe correspondencia en la redacción de ambos pues, obviamen-
te, en el primero no se mencionó actividad alguna.

7°) Que tal ambigüedad, puede superarse en parte, si se acude a la lec-
tura de la nota que acompañó al proyecto de la ley 21.384, de la cual sur-
ge que se ha pretendido otorgar un tratamiento igualitario a todas las en-
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tidades que operan en el mercado asegurador, mediante la técnica consis-
tente en derogar exenciones impositivas establecidas "en favor de deter-
minados agentes aseguradores". Con ello se procuró sanear la distorsión
que se produjo en aquel mercado a raíz de que algunos entes, en razón de
sus menores costos, ofrecían la contratación de seguros con menores pri-
mas y fue así como obtuvieron una concentración de asegurados en sus
carteras. Empero, parece relevante la mención que se efectúa en dicho
mensaje en el sentido de que los beneficios que se persigue suprimir son
aquéllos que, frente a la magnitud que representan para los aseguradores
favorecidos, resultan mínimos para el asegurado que es quien, en suma,
"... soporta el peso de la carga fiscal ... ".

80) Que, entonces, el alcance de las disposiciones comentadas puede ra-
zonablemente establecerse si se considera que, con el propósito de preser-
var. un"mercado asegurador en igualdad de condiciones para todos los
agentes que en él intervienen, mediante el dictado de la ley 21.384 se de-
rogaron las exenciones referentes a aquellos gravámenes que recaen direc-
tamente sobre los contratos de seguro (vgr. el mencionado en el primer
párrafo del arto 1°, que consiste en un porciento calculado sobre las primas
de seguros que se contraten) los que, en definitiva, serán soportados por
el asegurado, tal como lo puntualizó aquel mensaje. Esta inteligencia, ade-
más, se halla en armonía con el arto 2°, en el que, sin efectuar di stinción
alguna, se establece que lo dispuesto en el artículo anterior será de aplica-
ción para los contratos que se celebren a partir de la fecha que la norma

indica.

90) Que, en cambio, no puede inferirse -como lo pretende el Fisco Na-
ciomil- que la ley comentada también alcanza a aquellas exenciones esta-
blecidas en favor de la entidad actora en su carácter de mutual (en el caso
de autos, las atinentes al impuesto a las ganancias y sobre los capitales),
pues tal entendimiento no se compadece con el critelio de esta Corte acerca
de que la interpretación Yaplicación de las leyes requiere no aislar cada
artículo y cada ley sólo por su fin inmediato y conneto, sino que debe
procurarse que todas se entiendan teniendo en cuenta los fines de las de ..
más y considerárselas como dirigidas a co/ahorar en su 1lI<1l-nada
estructuración, para que las disposiciones imperativas no e;,t~11S\ljda" ü

a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en pt ;uicio de quien
se tuvo en mira proteger (Fallos: 294:223).
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10) Que tal aseveración se sustenta en que las asociaciones mutualis-
tas son personas que, inspiradas en la solidaridad y sin fines de lucro, se
reúnen con el objeto de brindarse ayuda recíproca frente a riesgos even-
tuales o para concurrir a su bienestar material y espiritual (confr. ley
20.321, art. 2°) e históricamente han tenido un tratamiento tributario de
excepción (ley 12.209, art. 1°) que fue mantenido y se encontraba vigen-
te al momentodel dictado de la ley 21.384, según la redacción del art. 29,
de la primera de las normas antes citada, que eximió a dichas asociacio-
nes de "... todo impuesto, tasa o contribución de mejoras en relación a sus
bienes y pOI' sus actos". Esta previsión respondió a la propia esencia de
aquéllas y a la declarada necesidad de fomento (confr. Nota al Poder Eje-
cutivo que acompañó al proyecto de la ley 20.321).

A su vez, desde antiguo, las leyes que específicamente regularon los
impuestos cuya repetición se pretende, eximieron del pago de gravamen
a las ganancias de lás entidades mutualistas y a los bienes pertenecientes "
a éstas (confr. art. 19, inc. g, de la derogada ley 11.682; art. 20, inc. g, de "
la ley de impucsto a las ganancias N° 20.628, en sus textos ordenados en
los ailos 1974, 1977 Ysus modificaciones y, art. 3°, 'inc. e, dc la ley de
impuesto sobre los capitales N° 21.287, del 7 de abril de 1976 y sus refor-
mas ).

l 1) Que la totalidad del ordenamiento reseñado, que atañe a las enti-
dades mutualistas sin distinción y que, según se destacó, coexistió con la
ley 21 ..384 sin padecer alteración alguna con las sucesivas refonnas, im-
pide suponer -a mcnos que se presuma inconsecuencia o imprevisión en
ellegislador~ quc éste se propuso modificar, de modo tan indirecto, la ley
de impuesto a las ganancias y la del impuesto sobre los capitales, respec-
to a las entidades l11utuales que desarrollan la actividad aseguradora, pues
no surge de las palabras de la ley ni contradice con el fin fundamental de
esta clase de asociación, que está fueradel campo lucrativo, la privación
del beneficio de la exención impositiva (confr. voto del Dr. Luis María
Barfi Boggero, en la causa "FA TA Sociedad de Seguros Mutuos cIDirec-
ción General Impositiva s/repetición de pagos", de124 de julio de 1961).

Por elló, se confirma la sentencia apelada en cuanto fue materia de apee
lación. Las costas de esta instancia se imponen.en el orden causado, en.
razón de que ante la falta de precedentes de esta Corte y la naturaleza y
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complejidad de la cuestión debatida, la recurrente pudo creerse con dere-
cho a sostener su posición (Fallos: 249:436). Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAV AGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI -JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

LISPORT S.R.L.

IMPUESTO: RepeticiiÍl1.

Tratándose de la repetición de un tributo ingresado en forma espontánea, correspon-
de liquidar la actualización monetaria desde la feeha del reclamo dé devolueión.

ADUANA: Importaciáll. EI1 gellera/.

Para establecer los alcances de lo dispuesto por los arts. 813 y 814 del Código Adua-
nero. cabe recurrir al art. 81 de la ley 11'.683 (1. o. en 1978) de cuyo texto surge que
constituyen pagos espontáneos aquéllos que realice voluntariamente el contribuyen-
te, sin que medie una determinación cierta o presuntiva de la repart'ición

recaudadora.

CONSTlTUCION NACIONAL: COllstifllciollu/idad e illc()/1.~tifll('i()l1u/idud. Leyes l1ociol1a/es.

No procede la lacha de inconstitucionalidad conti'a el art. 97, inc. 8°, de la ley de
Aduana, en tanto la exigencia legal que subordina el curso de la actualización mo-
netaria a la promoción de un reclamo administrativo de devolución por los ingre-
sos indebidos efectuados espontáneamente"no limita la integridad del resarcimiento
del acreedor, sino cnla mcdida en que su propia conducta no se traduzca en la pre-
sentación dc una solicitud tendiente a obtener el reintegro de las sumas respectivas,
máxime que no se invoca la existencia de normas que tornan frustratorio el ejerci-

cio de, tal eler,echo.

IMPUESTO: "RepeticiiÍl1.

Corresponde confirmar la sentencia que fijó en el 6% anual sobre montos ele capi-
tal actualizado a la lasa de interés aplicable a las sumas en que el Fisco Nacional
resultó condenado a devolver a la aclOra, por los ingrcsos efectuados con anterio-

ridad a la ky 22.415.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 11 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Lisport S.R.L. s/apelación (por retardo)".

Considerando:

1°) Que la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Conten-
cioso Administrativo Federal confirmó la decisión de la instancia anterior,
en cuanto a la fecha desde la cual corresponde liquidar la actualización
monetaria cuando procede la repetición de un tributo ingresado en forma
espontánea, y a la tasa de interés que cabe aplicar a dicha devolución, con
anterioridad a la vigencia de la ley 22.415.

2°) Que para así resolver, el tdbunal a qua entendió que la actualiza-
ción respectiva corresponde desde la fecha del reclamo administrativo de
repetición, en virtud de lo dispuesto en el arto 97, punto 8°, de la ley de
Aduana, según el texto de la ley 21.898, o del arto 813 del Código Adua-
nero, en tanto que los intereses corridos con anterioridad a la sanción del
Código mencionado debían liquidarse, como equitativa retribución del uso
del capital, al 6% anual.

3°) Que contra dicho pronunciamiento ia actora interpuso recurso ex-
traordinario, que fue concedido en cuanto está vinculado a la interpreta-
ción de normas federales, y denegado con respecto a la arbitrariedad in-
vocada. Con tal alcance resulta procedente, toda vez que la sentencia de-
finitiva del superior tribunal de la causa, es contraria a las pretensiones que
la actora funda en ellas.

4°) Que los agravios expuestos relativos- a la pretensión de que la ac-
tualización monetaria se compute desde la fecha de pago del tributo, en
cambio de la del reclamo de devolución, no pueden prosperar, habida
cuenta de la reiterada doctrina de esta Corte sostenida en los precedentes
de Fallos: 255:371; 282:20; 303:600 y 1328; 305:2182 y 307:993, entre
otros, en'los cuales se consideró que en la sección IX, título 2, capítulo
tercero del Código Aduanero, "Se regula ... la devolución de los tributos
que el Fisco ha cobrado indebidamente, solución que encuentra su ante-
cedente en el art. 165 de la Ley de Aduana" y "por los artículos 813 y 814
se contempla la actualización de los importes a restituirse, previéndose
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distintas soluciones, según que el pago indebido hubiere sido hecho en
forma espontánea o a: requerimiento del servicio aduanero" (Exposición de
Motivos de la ley 22.415).

Por consiguiente, para establecer los alcances de lo dispuesto por los
artículos 813 Y814, cabe recurrir al art. 165 de la ley de Aduana, el cual
remite en definitiva al art. 81 de la ley 11.683 (t. o. en 1978), de cuyo texto
procede concluir que constituyen pagos espontáneos aquéllos que realice
voluntariamente el contribuyente, sin que medie "Hi1adeterminación cierta
o presuntiva de la repartición recaudadora".

50) Que la tacha de inconstitucionalidad formulada respecto del art. 97,
inc. 8°, de la ley de Aduana no puede progresar, en tanto la exigencia le-
gal que subordina el comienzo del curso de la actualización monetaria a
la promoción de un reclamo administrativo de devolución por los ingre-
sos indebidos efectuados espontáneamente, no limita la integridad del re-
sarcimiento del acreedor, sino en la medida en que su propia conducta no
se traduzca'en la presentación de una solicitud tendiente a obtener el rein-
tegro de las sumas respectivas, máxime que no se invoca la existencia de
normas que tornan frustratorio el ejercicio de tal derecho.

60) Que los agravios atinentes a la razonabilidad de la tasa de interés
aplicable a las sumas que el Fisco Nacional resultó condenado a devolver
a la actora, que como modo específico de indemnización al acreedor -con-
tribuyente o responsable- por el atraso en la satisfacción de la obligación
pecuniaria, se fijó en el 6% anual sobre montos de capital actualizado
(equivalente a la tasa determinada en Fallos: 308:283, mencionada por la
demandada), por los ingresos efectuados con anterioridad a la ley 22.415,
tampoco encuentran viabilidad ante esta instancia en el marco del recur-

so concedido.

Por ello, se confirma el pronunciamiento apelado en cuanto fue mate-
ria del recurso concedido. Las costas de esta instancia se imponen a la ven-
cida (art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).
Notifíquese Ydevuélvase.

RICARDO LEYENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA _ CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.
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INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL v. MONKOTO S.A.

RECURSO t:XTRAORDINARJO: Requisitos propios. Sentencia dejinitira. Resoluciones ante-
riores a la sentencia definitira. Juicios de. apremio y ejecutivo.

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que -con fundamento en la ley
23.898- confirmó la decisión por la que se estableció en la ejecución fiscal dedu-
cida por el Instituto Nacional de Previsión Social. a fin de obtener el cobro de apor-
tes previsionales que la ejecutante no estaba exenta de ingresar la tasa de jústicia,
pues si bien lo resuelto no se exhibe como sentencia definitiva, las cuestiones plan-
teadas exceden el interés individual de las partes y atañen a la colectividad, desde
que se relacion¡lI1 con actividades cuyo ejercicio no es ajeno al bienestar común (1).

ANTORCHA COMPAÑIA ARGENTINA DE SEGUROS S.A.
v. AEROLlNEAS ARGENTINAS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos coll1unes. Gramll1en.

Si el plazo de suspensión de la ejecución de las sentencias y laudos arbitrales a que
alude el arto 50 de la ley 23.696 ha concluido a la fecha del pronunciamiento, care-
ce de interés jurídico una decisión al respecto, toda vez que la cuestión planteada
ha devenido abstracta (2).

(1) 11 de febrero. Fallos: 247:601.
(2) 18 de febrero. Fallos: 276:207; 279:30; 303:504,1418.
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RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Sentencia definitim. Concepto.

El recurso ordinario de apelación para ante la Corte funciona restrictivamente, tan
solo respecto de las sentencias definitivas, entendidas por tales a esos efectos las
que p(}nen fin a la controversia o impiden su continuación, privando al interesado
de los medios legales para la tutela de su derecho, regla a la que no haee excepción
la circunstancia de invocarse un gravamen irreparable.

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Sentencia definitiva. Concepto.

El criterio 'para apreciar el carácter de sentencia definitiva es .más estricto en el
ámbito del recurso ordinario de apelación que en el regido por el art. 14 de la ley
48.

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Sclltencia dclinitim. Conccpto.

No es sentencia definitiva el pronunciamiento que admitió el amparo promovido por
un banco, dejando a salvo la posibilidad de discutir oportunamente las responsabi-
lidades existentes y sin que los pronunciamientos dictados en el amparo puedan
surtir efectos de cosa juzgada en los ulteriores procesos de conocimiento pleno don-
de.se debata la regularidad o irregularidad de los actos de las partes en los hechos
que recíprocamente se imputan.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Bue.nos Aires, 18 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Banco del Chaco c/Banco Central de la República
Argentina s/acción de amparo".

Considerando:

10) Que la Cámara Federal de Apelaciones de Resistencia, Provincia
del Chaco, confirmó el pronunciamiento dictado en la instancia anterior en
cuanto admitió la acción de amparo promovida por el Bancó del Chaco S.
E. M., con el objeto de que el Banco Central se abstuviera de debitar con
cargo a aquella entidad el importe vinculado con una operación comercial
objeto de investigación en una causa penal, así como de obstaculizar o
impedir el funcionamiento pleno del sector Comercio Exterior y Cambio
del Banco del Chaco en cuanto se vinculara con la operación referida.
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Contra lo decidido la representación del Banco Central de la Repúbli-
ca Argentina dedujo a fs. 361 recurso ordinario de apelación, el que fue
concedido a fs. 373/374 y fundado a fs. 41 11418.

2°) Que conforme a lo dispuesto por el art. 24, inc. 6°, apartado a, del
decreto-ley 1285/58, modificado por la ley 21.708, Ya la jurisprudencia
de esta Corte, el recurso ordinario de apelación para ante ella funciona
restrictivamente, tan solo respecto de las sentencias definitivas, entendi-
das por tales a esos efectos las que ponen fin a la controversia o impiden
su continuación, privando al interesado de los medios legales para la tu-
tela de su derecho, regla a la que no hace excepción la circunstancia de
invocarse un gravamen irreparable (sentencia dictada en la causa: R. 66.
XXII. "Rosario Difusión S.A, clEstado Nacional Argentino - Poder Eje-
cutivo s/demanda contenciosoadministrátiva", del 13 de octubre de 1988
y sus citas, entre muchas otras).

3°) Que, en ese orden de ideas, ha señalado el Tribunal que el criterio
para apreciar el carácter de sentencia definitiva es más estricto en el ám-
bito del recurso ordinario de apelación que en el regido por el arto 14 de la
ley 48 (Fallos: 274: 106; 275:226 y 404; 303:870). En tales condiciones,
y toda vez que en el pronunciamiento cuestionado se ha señalado que la
decisión reviste los alcances prescriptos por el art. 13 de la ley 16.986,
dejándose a salvo en consecuencia la posibilidad de discutir oportunamen-
te las responsabilidades emergentes de la conducta atribuida al Banco del
Chaco S. E. M. por la entidad oficial, no reviste aquella decisión el reque-
rido carácter de definiti va, a los efectos del recurso ordinario de apelación
deducido, sin que los pronunciamientos dictados en este amparo puedan
surtir -en tales condiciones- efectos de cosa juzgada en los ulteriores pro-
cesos de conocimiento pleno donde se debata la regularidad o irregulari-
dad de los actos de las partes en los hechos que recíprocamente se impu-
tan.

Por ello, se declara improcedcnte el recurso interpuesto. COll costas.
Notifíquese y devuélvanse.

RICARDO LEY ENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA y AGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENR1QUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - ANTONIO BOGG1ANO.
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RAMON BLANCO v. CAJA NACIONAL DE PREVISION SOCIAL PARA LA INDUSTRIA y
ACTIVIDADES CIVILES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comllllCS. Subsistencia de los requisitos.

Resulta inoficioso el pronunciamiento de la Corte sobre la validez constitucional
del art. 2° de laley 23.568 si ha transcurrido el plazo máximo previsto en dicha
norma, para la ejecución de aquellas sentencias que se encontrasen firmes a la fe-
cha en que tal precepto entró en vigencia (1).

MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES v. PUERTO BLANCO S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia dejinitiva. Resoluciones ante-
riores a la sentencia dejinitiva. Juicios de apremio y ejecutil'(J.

Si bien las decisiones recaídas enjuicias de ejecución fiscal no constituyen sentencia
definitiva, procede el recurso e»traordinario contra la decisión que declaró
prescripta la acción fiscal para exigir el cobro del impuesto a los ingresos brutos,
si lo resuelto no puede ser objeto de un nuevo planteamiento en un eventual juicio
ordinario posterior.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. InteJ7Jretaciún de
normas y actos locales en general. .

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que declaró prescripta la ac-
ción fiscal para exigir el cobro del impuesto a los ingresos brutos, no obstante tra-
tarse de cuestiones de hecho y derecho público local, si lo decidido no constituye
una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las particulares cir-
cunstancias del caso.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no /edemles. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Detectos en la fill1dwnentaciún nom¡mim.

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que declaró prescripta la ac-
ción fiscal para exigir el cobro del impuesto a los ingresos brutos, si se apartó sin

(1) 18 de febrero. Fallos: 302:721.
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dar razón alguna de aquellos preceptos que regulan de modo específico la materia
(art. 2° y 9° de la ley 19.489) y que fueron oportunamente invocados por las par-
tes.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitás propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Detectos en la consideración de extremos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que declaró prescripta la acción fiscal para
exigir el cobro del impuesto a los ingresos brutos, si no valoró la incidencia que
podía tener el lapso de suspensión previsto en los arts. 2° y 9° de la ley 19.489 ni'
computó el plazo desde ello de enero del año siguiente al vencimiento de las obli.
gaciones triblltarias.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisilos propios. Cuestiones no federales. IllIerpretacitín de
normas y actos locales en general.

Procede el recurso extraordinario contra la sentenci.a que declaró prescripta la ac-
ción fiscal para exigir el cobro del impuesto a los ingresos brutos no obstante tra-
tarse de cuestiones de hecho y derecho local, si aplicó en forma fragmentaria, las
disposiciones legales que rigen el tema con vulneración de las garantías de los arts.
17 y 18 de la Constitución Nacional (Voto de los Dres. Ricardo Levene (h.), Car-
los S. Fayt y Augusto César BelIuscio).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cues/ioni's no federales. Selllencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defec/lls en la ./úndall/i'n/ación nOl'l1w/im.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia quc declaró prescripta la acción fiscal para
exigir el cobro del irnpuesto a los ingresos brutos, si omitió la aplicación correcta
e integral de las disposiciones que rigen el caso -arts. 10 y 2° de la ley 19.489- ya
que no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las
circunstancias concretas del caso (VotO de los Dres. Ricardo Levene (b.), Carlos
S. Fayt y Augusto César BelIuscio).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos' Aires, 18 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido p()r la actora en la cau-
sa Municipalidad de la Ciudad dc Buenos Aires c/Puerlo Blanco SA", para
decidir sobrc su procedcncia.

Considerando:
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1°) Que la Sala C de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil,
revocó parcialmente la decisión del juez de la instancia anterior, y decla-
ró prescripta la acción fiscal para exigir el cobro del impuesto a los ipgre-
sos brutos correspondientes al cuarto trimestre de 1980, primero a cuarto
trimestre de 1981 y primero a cuarto trimestre de 1982, ordenando llevar
adelante la ejecución por los restantes períodos. Contra dicho pronuncia-
miento, el apoderado de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires
dedujo el recurso extraordinario cuya denegación origina la queja en exa-
men.

2°) Que si bien, conforme a conocida jurisprudencia, las decisiones
recaídas en juicios de ejecución fiscal no constituyen la sentencia defini-
tiva a la que alude el art; 14 de la ley 48, el presente caso constituye una
excepción a tal principio dado que lo resuelto por el tribunal a qua acer-
ca de la prescripción que se habría operado, en la especie, no puede ser
objeto de un nuevo planteamiento en un eventual juicio ordinario poste-
rior (Fallos: 271: l 58).

3°) Que aunque los agravios del apelante remiten al examen de cues-
tiones de hecho y de derecho público local, materia ajena como regla al
remedio del art. 14 de la ley 48, ello no obsta a la procedencia del recurso
cuando -como ocurre en la especie-, el pronunciamiento apelado no cons-
tituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las
particulares circunstancias del caso.

4°) Que ello es así, pues como bien afirma la recurrente, el a qua se
apartó sin dar razón alguna de aquellos preceptos que regulan de modo
específico la materia, y que fueron oportunamente invocados por las par-
tes. En efecto, de los artículos 2° y 9° de la ley 19.489 surge que el plazo
de prescripción de una acción como la ejercida en autos comienza a correr
el primero de enero siguiente al año en que se produjo el vencimiento de
la obligación.tributaria, y se suspende en el momento en que se efectúa la
intimación administrativa de pago. Tal suspensión, según el inciso 1° del
artículo 9°, se prolonga hasta sesenta días después de notificada la reso-
lución que trate el recurso jerárquico que pudiera interponerse contra aque-
lla intimación de pago.

5°) Que en el caso, se verificó tanto dicha intimación, ocurrida el l° de
diciembre de 1986, como la deducción del aludido recurso, clque fue desesti-
mado por razones de fondo y notificado a la contribuyente con fecha 20 de
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marzo de 1989 (fs. ISO, 161/163, 176/177 Y 178 del expte. administrati-
vo). En tales condiciones, resultaba ineludible valorar la incidencia que
podía tener el lapso de suspensión previsto en aquellas normas si se advier-
te, con relación a las deudas fiscales correspondientes al cuarto trimestre
de .1981 y posteriores, que el vencimiento de dichas obligaciones
tributarias había operado a partir de 1982, lo que imponía computar el pla-
zo de prescripción desde el 1° de enero del año siguiente

6°) Que distinta es la situación de las deudas por los períodos anterio-
res, cuyo pago también se intenta ejecutar en autos, ya que en razón de las
fechas de vencimiento de cada una de ellas el plazade prescripción debe
contarse a partir del 1° de enero de 1982. Tal circunstancia, unida al tiempo
de suspensión aplicable y a la fecha de interposición de la demanda -29 de
junio de 1989-, impide descalificar en este aspecto la sentencia apelada.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso ex-
traordinario y se revoca la sentencia con el alcance indicado en el consi-
derando S°. Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que, por quien
corresponda, se dicte un nuevo faJlo. Costas por su orden en atención a la
forma en que prospera el recurso. Notifíquese, agréguese la queja al prin-
cipal y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) (según su voto) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ

- RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT (según su voto) - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO (según su voto) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI- JULIO S. NAZARENO

- ANTONIO BOGGIANO.

VOTO DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H)

y DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON CARLOS S. FAYT

y DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando:

1°) Que la Sala C de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil,
revocó parcialmente la decisión del juez de la instancia anterior, y decla-
ró prescripta la acción fiscal para exigir el cobro del 'impuesto a los ingre-
sos brutos correspondientes al cuarto trimestre de 1980, primero a cuarto
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trimestre de 1981 y primero a cuarto trimestre de 1982, ordenando llevar
adelante la ejecución por los restantes períodos. Contra dicho pronuncia-
miento, el apoderado de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires
dedujo el recurso ex"traordinario cuya denegación origina la queja en exa-
men.

2°) Que si bien, conforme a conocida jurisprudencia, las decisiones
recaídas enjuicios de ejecución fiscal no constituyen la sentencia defini-
tiva a la que alude el art. 14 de la ley 48, el presente caso constituye una
excepción a tal principio, dado que lo resuelto por el tribunal a qua acer-
ca de la prescripción que se habría operado, en la especie, no puede ser
objeto de un nuevo planteamiento en un eventual juicio ordinario poste-
rior (Fallos: 271: 158).

3°) Que, aunque los agravios de la apelante remiten al examen de cues-
tiones de hecho y de derecho local, materia ajena, como regla y por su na-
turaleza, al remedio del arto 14 de la ley 48, tal circunstancia no obsta a la
procedencia del recurso intentado cuando -como en el caso- se plantea que
el tribunal a qua ha aplicado, en forma fragmentada, las disposiciones le-
gales que rigen el tema, con vulneración de las garantías de los arts. 17 y
18 de la Constitución Nacional.

4°) Que la ley 19.489 cstablece, en su art. 1°, que "las acciones y po-
deres de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, para determinar
y exigir el pago de los impuestos y demás contribuciones integrantes de su
régimen rentístico, prescriben: a) por el transcurso de cinco años en el caso
de contribuyentes inscriptos en los registros fiscales municipales, así como
en el caso de contribuyentes no inscriptos que no tengan obligación de
inscribirse o que, teniendo esa obligación y no habiéndola cumplido, re-
gularicen espontáneamente su situación; b) por el transcurso de 10 años en
el caso de contribuyentes no inscriptos".

En el art. 2°, la citada ley 19.489 establece que comenzará a correr el
término de prescripción del poder fiscal para determinar el impuesto y fa-
cultades accesorias del mismo, así como la acción para exigir el pago, des-
de el 1° de enero siguiente al año en que se produzca el vencimiento de los
plazos generales para la pr~sentación de declaraciones juradas o el ingre-
so del gravamen.
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Por su parte, dicho ordenamiento legal, en su art. 9°, dispone que se
suspenderá por.un añoel curso de la prescripción de las acciones y pode-
res fiscales, desde la fecha de intimación administrativa de pago por
gravámenes determinados, cierta o presuntivamente, 'con relación a las
acciones y poderes fiscales para exigir el pago intimado. Cuando mediare
recurso jerárquico ante el Departamento Ejecutivo Municipal, la suspen-
sión, hasta el importe del gravamen liquidado, se prolongará hasta sesen-
ta días después de notificada la resolución dictada en el mismo.

5°) Que, en el caso y de acuerdo con los preceptos legales referidos, el
importe correspondiente al cuarto trimestre de 1980 tuvo como fecha de
vencimiento el 16 de febrero de 1981 (confr. decreto municipal 265/80),
debiendo computarse el término de la prescripción, por 10 tanto, a partir
del 1° de enero de 1982 y no como erróneamente lo haceIa Cámara, des-
de ello de enero de 1981.

6°) Que, asimismo, habiendo mediado el recurso jerárquico 'hl que alu-
de el art. 9° antes mencionado, ditha suspensión se prolongó hasta 60 días
después de notificado el Decreto 999/89 que denegó dicho recurso, lapso
que en el caso concluyó el 20 de inayo de 1989, por lo que la demanda de
ejecución fiscal interpuesta el 29 de junio de 1989 fue incoada cuando la
acción del fisco ya estaba prescripta.

r) Que idéntica es la situación relativa a los tres primeros trimestres
de 1981, toda vez que, de acuerdo con las normas legales transcriptas, ta-
les obligaciones tienen fechas de vencimiento en 1981, por 10 que son apli-
cables a esos efectos las conclusiones del considerando que antecede.

8°) Que, en cambio, con respecto al cuarto trimestre de 1981 y dado que
el vencimiento de la obligación respectiva se produjo el 15 de febrero de
1982 (decreto municipal 8230/81), corresponde concluir que la acción del
fisco no se hallabü extinguida a la fecha en que se promovió laejecución
fiscal, lo que obviamente tampoco aconteció para los períodos posteriores_

Que, en tales condiciones, corresponde admitir los agravios del recu-
n-ente en cuanto la sentencia apelada, al omitir la aplicación correcta e in-
tegral de las disposiciones legales que rigen el caso, no constituyc -en tér-
minos de lajurisprudencia de esta Corte- una derivación razonada del dc-
recho vigente con aplicación a las circunstancias concretas del caso.
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Por ello, se hace lugar a la queja y se declara procedente el recurso ex-
traordinario. Se revoca parcialmente la sentencia apelada en cuanto declara
prescripta la acción fiscal relativa al cobro del impuesto a los ingresos bru-
tos correspondientes al cuarto trimestre de 1981 y primero a cuarto trimes-
tre de 1982, -confirmándola en lo restante. Costas por su orden, en atención
a la forma en que prospera el recurso. Notifíquese, agréguese la queja al
principal y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - CARLOS S. F'AYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO.

DlRECCION NACIONAL DE VIALIDAD v. MARCOS GUILLERMO SILVETII y OTRO

EXPROPIACION: IlldeJlllúzaciiÍll. Determillacilíll del mlor real. Valor de la tierra.

Corresponde tener en cuenta la existencia de canteras de explotación posible, aún
cuando no se hallen en explotación al tiempo de la expropiación.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Dirección Nacional de Vialidad c/Silvetti, Marcos
Guillermo o quien resulte propietario s/cxpropiación".

Considerando:

10) Que contra el pronunciamiento de la Cámara Federal de Apelacio-
nes de Tucumán que modificó parcialmente la sentencia recurrida, declaró
procedente la indemnización por los rubros valor del yacimiento y mejo-
ras en el inmueble expropiado, e iI)1puso las costas de ambas instancias a
la actora, la expropiante interpuso el recurso ordinario de apelación que fue
concedido a fs. 303.
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2°) Que el recurso interpuesto es formalmente procedente toda vez que
se trata de una sentencia definitiva, recaída en una causa en que es parte
indirectamente la Nación Argentina y en la cual el valor cuestionado, ac-
tualizado a la fecha de interposición del recurso, supera el mínimo previsto
porel arto 24, inc. 6°, apartado a), del decreto-ley 1285/58, modificado por
la ley 21.708 Yactualizado según resolución de esta Corte N° 552/89.

3°) Que la actora se agravia en primer término por la asignación de
valor al yacimiento o cantera de ripio existente en el inmueble expropia-
do -a su entender- no había al tiempo de la desposesión una explotación
efectiva, aserto que sostiene en los siguientes argumentos: a) la
Inexistencia de una planta instaladapara producir y colocar en plaza el
material o el producto obtenido, b) el volumen poco significativo de las
operaciones acreditadas, c) la ausencia de registro de tales ventas en la
Dirección Provincial de Minas y la comuna local, d) la calidad del mate-
rial y la falta de mercado; fundamentos que fueron considerados en su
oportunidad por el Tribunal de Tasaciones (fs. 142), para quien el yaci-
miento constituía un depósito de material al que no cabía atribuirle valor
económico.

4°) Que el agravio sub examine no resulta admisible pues, según ha
expresado esta Corte, corresponde tener en cuenta -a fin de fijar el monto
resarcitorio- la existencia de canteras de explotación posible en el
inmueble expropiado, ya que al dueño del suelo pertenece el yacimiento,
sin que nadie pueda extraer el mineral sin su consenso. Aun cuando se trata
de canteras no explotadas al tiempo de la expropiación, cabe ponderar su
existencia por su valor geológico, adicionable a las cualidades objetivas
reconocidas al inmueble a fin de su valuación (Fallos: 299:348; 301 :1205);
situación distinguible de aquellos casos en los que se hallaba en curso el
proceso extractivo, en los que -por esa circunstancia- la indemnización
debe fijarse de acuerdo con las pautas derivadas de ese concreto aprove-
. chamiento (Fallos: 217:804; 219:461; 220:1465; 240:308 y 299:348).

S°) Que de acuerdo con los términos en que se trabó la litis, el deman-
dado -no obstante aducir que la cantera estaba en explotación- limitó su
reclamo al mero valor geológico del yacimiento, de modo que sus cálcu-
los no comprendían el valor de rentabilidad, modalidad que 'suponía la
existencia de una empresa en funcionamiento. Es por ello que se manifi~s-
tan como inconducentes los agravios de la actora que apuntan a demostrar
la ausencia de actividad minera en el inmueble, pues no era dicha circuns-
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tancia la que condicionaba ,el resarcimiento impetrado por la contraria, que
resultaba viable ante la sola posibilidad de explotación según lo expresa-
do en el considerando precedente.

6°) Que no se encuentra controvertida la existencia de la cantera de
áridos ubicada en la superficie expropiada, cuyo material se ha reconoci-
do idóneo para la construcción de carreteras (fs. 64), aptitud que -por otra
parte- no podía ser desconocida por la recurrente desde que la expropia-
ción del terreno había tenido como objeto la extracción de dichos elemen-
tos pétreos (confr. memOlia descriptiva N° 12/463, fs. 14/15), aplicados en
la construcción de la ruta N° 34 (fs. 157).

7°) Que, en tales condiciones, resultaba justificado apartarse del dic-
tamen emitido por el Tribunal de Tasaciones -que no es estrictamente obli-
gatorio para los jueces ni excluye las demás probanzas que los interesados
puedan producir para acreditar el valor real de los bienes expropiados (Fa-
llos: 297: 194)- por cuanto, para el citado organismo, no cabía asignar valor
económico a las reservas de material si no mediaba explotación, aprecia-
ción que escapaba a su específica función estimatoria, amén de que no se
compadecía con el criterio sustentado por este Tribunal.

8°) Que, con relación al agravio vinculado con el monto
indemnizatorio, cabe destacar que el peritaje de fs. 126/127 -que la parte
impugnó por falta de fundamentación- había ratificado los resultados del
estudio particular de fs. 63/64, convalidando los métodos de relevamiento
y los cálculos efectuados sobre el volumen de reservas, razón por la cual
no era indispensable reproducir las especificaciones y guarismos parcia-
les ya detallados. Asimismo, las conclusiones de la geóloga deben consi-
derarse como una derivación de conocimientos científicos que -por su tí-
tulo habilitante- se presumen aplicados en la especie; de ahí que correspon-
día a la expropiante haber demostrado el error incurrido por la experta o,
en su caso, haberle requerido las explicaciones pertinentes para el adecua-
do control probatorio. Por ello, la sentencia debe confirmarse en este as-
pecto.

9°) Que la actora también se agravia de la inclusión del rubro
"alambrado divisorio", pues no se habría acreditado su existencia al tiempo
de la desposesión y, en todo caso, la demandada no habría aportado prueba
acerca de su propiedad sobre la mejora. Tales agravios no pueden tener
andamiento, ya que el plano de mensura acompañado por la actora
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(N° 4304/84, fs. 17) da cuenta de la existencia y extensión del alambrado
de marras, y su inclusión en el inmueble expropiado no puede desconocer-
se en tanto el Tribunal de Tasaciones computó expresamente la referida
mejora en el valor del inmueble sin suscitar las objeciones del represen-
tante de la actora, presente en aquel acto (fs. 157/158). Era precisamente
en dicho ámbito donde correspondía formular las observaciones pertinenc
tes a fin de permitir su oportuna valoración por el organismo.

La pretensión de que se reduzca la indemnización en un 50% en orden
al carácter medianero del alambrado no fue objeto de planteamiento en la
instancia precedente (memorial de fs. 249 vta.), por lo que sólo constitu-
ye el fruto de una reflexión tardía sobre el punto que -al exceder el ámbi-
to de conocimiento de esta Corte- no puede ser considerada en esta instan-
cia de apelación ordinaria (Fallos: 289:329; 298:492 y 308: 1597).

10) Que, por último, se critica la decisión del a qua que impuso las cos-
tas de la alzada en su totalidad a la expropiante, "en razón de la naturale-
za del presente juicio" (fs. 274 vta.) no obstante ei éxito parcial de sus agra-
vios.

De acuerdo con lo dispuesto por la ley 21.499 (art. 19, penúltimo pá-
rrafo) el cargo de las costas se regirá por las normas procesales comunes,
las que -para el caso de un resultado parcialmente favorable a ambos
litigantes- prescriben la compensación o distribución prudencial, en pro-
porción al éxito obtenido por cada uno de ellos (art. 71, Código Procesal
Civil y Comercial de la Nación). En este sentido el Tribunal ha resuelto que
imponer las costas sin tener en cuenta la medida en que prosperaron los
recursos de ambas partes importa prescindir de la norma legal citada, irre-
gularidad que basta para descali ficar lo decidido en los términos de la doc-
trina de la arbitrariedad (Fallos: 305:2266 y 306: 1658).

11) Que, por lo demás, esta Corte ha sostenido que a pesar de la singular
naturaleza de los juicios de expropiación en virtud de la cual, en principio,
las costas deben ser soportadas por el expropiante, una es lajusticia de la
indemnización por ella establecida y otra lajusticia de lo que decide con
respecto a las costas. No cabe, pues, alegar que la indemnización debe ser
justa para hacer recaer la totalidad de las costas sobre el expropiante aun-
que no haya razón procesal para imponérselas (Fallos: 306: 1658; causa M.
609. XXII. "Municipalidád de la Ciudad de Buenos Aires c/Pesce, Carlos",
del 12 de octubre de 1989).
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Por ello, en atención a la forma en que sé decidieron los agravios de la
actora (puntos "valor de la tierra libre de mejoras" y "daños por falta de
acceso a la propiedad"), las costas de la alzada se distribuyen en un 80%
a cargo de la actora y un 20% a cargo de la demandada. Por las conside-
raciones que anteceden, se declara formalmente procedente el recurso or-
dinario de apelación interpuesto y se modifica parcialmente la sentencia
de fs. 271/275 con el alcance señalado en el considerando 11. Las costas
de esta tercera instancia se impúnen en un 90% a cargo de la actora y un
10% a cargo de la demandada atento a la suerte de los agravios (art 71 del
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Hágase saber y, opor-
tunamente, remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO c..
BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - Juuo S. NAZARENO-
EDUARDO MOUNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

DIRECCION DE"ENERGIA DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES v.
NACION ARGENTINA (MINISTERIO DEECONOMIA)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos ffmnales. Interposición del recurso. Fundamento.

La mera reedición por las partes de los argumentos vertidos en las instancias ante-
riores no constituye una crítica concreta y razonada del pronunciamiento recurri-

do.

COSTAS: Resultado del litigio.

El hecho de tratarse de un litigio entre un ente autárquico provincial y el Estado
Nacional pierde relevancia para eximir de costas a la vencida, si quien invoca esa
circunstancia adoptó la actitud inversa, al solicit~r expresamente la imposición de
. costas a la demandada en el caso de acogerse su pretensión (Disidencia parcial de
los Dres. Augusto César Belluscio, Enrique Santiago Petracchi y Eduardo Moliné
O'Connor).
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Dirección de Energía de la Provincia de Buenos Ai-
res c/Estado Nacional (Ministerio de Economía) s/nulidad de acto".

Considerando:

10) Que la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Con-
tencioso Administrativo Federal confirmó el fallo de primera instancia,
que desestimó la demanda interpuesta por el Fiscal de Estado de la Provin-
cia de Buenos Aires contra el Estado Nacional, para que se anularan las
resoluciones: 274/83 dictada por la Secretaría de Industria y Minería de la
Nación, y la 1242/83 emitida por el Ministerio de Economía de la Nación.
Mediante dichos actos la demandada rechazó el pedido de compensación
de las diferencias tarifarias resultantes del régimen preferencial concedi-
do a la !"J11presaPapel Prensa S.A. por el suministro de energía eléctrica;
y el establecimiento de un procedimiento para que la Dirección de Ener-
gía de la Provincia de Buenos Aires percibiera periódicamente la diferen-
ciaentre sus costos y lo facturado a dicha empresa.

2°) Que al desechar la pretensión el a qua sostuvo los mismos funda-
mentos dados por el juez de primera instancia. Afirmó que no asistía ra-
zón alguna a la demandante, toda vez que el 8 de agosto de 1980 se cele-
bró un convenio -aprobado por ley provincial 9616- mediante el cual la
Nación transfirió a la provincia la prestación de servicios eléctricos, en-
tre los que se incluyó el que se provee a la empresa Papel Prensa S.A., y
la actora lo asumió sin reserva alguna. Por otra parte, en el escrito de de-
manda se reconoció que la Dirección Eléctrica de la Provincia de Buenos
Aires (D.E.B.A.) se hizo cargo de todos los derechos y obligaciones emer-
gentes del convenio.

3°) Que contra dicha decisión la actora dedujo el recurso ordinario de
apelación que fue concedido a fs. 553 y fundado a fs. 562. Basa sus agra-
vios en que si bien es cierto que la administración provincial se ha
responsabilizado por las obligaciones que surgen con los usuarios regidos
por convenios particu~ares, no lo es menos que en el sub examine resulta
gravoso mantener un subsidio en condiciones imposibles de justificar para
el estado provincial, ya que el perjuicio ocasionado oscila entre cuarenta
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y cuatro a cincuenta y cinco millones de dólares. Aduce que el contrato de
transferencia conculca los arts. 16 y 17 de la Constitución Nacional, y que
la sentencia impugnada es arbitraria al omitir tratar cuestiones oportuna-
mente propuestas. Finalmente se agravia porque la sentencia, al imponer
las costas a la actora, se aparta de la doctrina de esta Corte por cuanto los
litigantes son un estado provincial y el Estado Nacional y correspondería
imponerlas en el orden causado.

40) Que los agravios de la actora en cuanto a 10 sustancial de la causa,
distan de contener una crítica concreta y razonada de los fundamentos del
fallo apelado, ya que se limitan a negar que del convenio surja responsa-
bilidad alguna, pero sin siquiera postular una hermenéutica distinta del
contrato que es la base jurídica de sus obligaciones como cesionaria. Por
otra parte los argumentos del memorial son los mismos que los expuestos
en el escrito de demanda yen la expresión de agravios. Es doctrina de este
Tribunal que, la mera reedición por las partes de los argumentos vertidos
en las instancias anteriores, no constituye una crítica concreta y razonada
del pronunciamiento recurrido (Fallos: 288: 108; 307:2216).

50) Que en cuanto a las costas, corresponde imponerlas en el orden cau-
sado en todas las instancias del pleito (confr. doctrina de esta Corte en el
precedente B. 684. XXI, "Buenos Aires, Provincia de e/Estado Nacional
s/cobro de pesos" del 4 de septiembre de 1990).

Por ello, se confirma la sentencia apelada. Las costas según 10 estable-
cido en el considerando 5°). Notifíquese y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCJO (en disidencia parcial) -
ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia parcial) - JULIO S. NAZARENO -

EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR (en disidencia parcial).
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DISIDENCIA PARCIAL PE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES

DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO, DON ENRIQUE SANTIAGOPETRACCHI

y DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:

10) Que contra la sentencia de la Sala IV de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de fs. 539/541 que
-al confirmar el pronunciamiento del juez de primera instancia de fs. 492/
498- rechazó la acción promovida por la Dirección de.Energía de la Pro-
vincia de Buenos Aires (D.E.B.A.) contra el Estado Nacional a fin de que
se declarara la nulidad de dos resoluciones administrativas y se ordenara
el pago de una suma de dinero presuntamente adeudada, la vencida dedujo
el recurso ordinario de apelación de fs. 545, que fue concedido (fs. 553)
y fundado oportunamente ante este Tribunal (fs. 562/571).

20) Que el recurso ordinario de apelación interpuesto resulta formal-
mente procedente, toda vez que se trata de una sentencia definitiva dicta-
da en una causa en que la Nación es directamente parte, y el valor cues-
tionado en último término, actualizado a la fecha de la interposición del
recurso supera el mínimo previs,to en el art. 24, inc. 60, apartado a, del de-
cretoI285/58, modificadp por la ley 21.708 Yresolución de esta Corte
na 767/90.

30) Que la Dirección de Energía de la Provincia de Buenos Aires pro-
movió demanda contra el Estado Nacional a fin de que se declarara la nu-
lidad de las resoluciones 274/83. y 1242/83 dictadas por el Secretario de
Industria y Minería y el Ministro de Economía de la Nación, respectiva-
mente, mediante las cuales se rechazaron los pedidos formulados a la de-
mandada a fin de que'compense la diferencia tarifaria resultante del régi-'
men preferencial conferido a Papel Prensa S.A. para el suministro de ener-
gía eléctrica.

En su presentación de fs. 1/10, la actora solicitó, asimismo, que se es-
tablecierajudicialmente "el procedimiento a seguir para que la Dirección
de la Energía de la Provincia de Buenos Aires liquide y perciba periódi-
camente la diferencia entre sus costos yel facturado a Papel Prensa S.A.
por el suministro de energía eléctrica" y se ordenara el reintegro de la suma
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adeudada en ese concepto desde que tomó a su cargo el suministro de ener-
gía eléctrica a la sociedad mencionada, el 23 de marzo de 1981.

4°) Que en su pronunciamiento de fs. 492/498, el juez de primera ins-
tancia rechazó la procedencia de la acción por considerar que el convenio
mediante el cual la Nación transfirió sin cargo a la provincia las instala-
cione's afectadas a la distribución de energía eléctrica -suscripto en el año
1988 y aprobado por decreto del Poder Ejecutivo Nacional y ley de la Pro-
vincia de Buenos Aires- trajo aparejada la asunción por parte de la actora
de la obligación de respetar los compromisos celebrados hasta el momento
por la Nación, según el régimen especificado en cada caso. En esas con-
diciones y en tanto D,E.B,A. no formuló objeción alguna al referido con-
venio, ella se encontraba obligada a respetar las ventajas tarifarias conce-
didas.por la Nación a Papel Prensa S.A. en los años 1974 y 1979, tal como
hizo uso de aquellas cláusulas contractuales que le resultaron beneficio-
sas.

5°) Que a similar solución arribó el tribunal de alzada en su sentencia
de fs. 539/541, al sostener que no corresponde trasladar a la demandada el
déficit producido como consecuencia del contrato celebrado entre Agua y
Energía Eléctrica y la Provincia de Buenos Aires toda vez que, efectivizada
la cesión referida -más allá de que la Nación haya sido la autora del plan
promocional- el petjuicio debe ser soportado por las autoridades provin-
ciales (aun cuando, en caso de probarse efectivamente su existencia, la
actora pudiera adoptar las medidas necesarias con Papel Prensa S,A. ten-
dientes a restablecer el equilibrio económico financiero del contrato) sin
que pudiera imputarse a la demandada una obligación de la que se desli-
gó anteriormente con expresa conformidad del cesionario,

6°) Que, en su escrito de fs. 562/571, la actora se agravia tanto del re-
chazo de la acción instaurada como del modo en que la alzada impuso las
costas.

r) Que en lo que respecta al primero de los aspectos mencionados, el
Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires -quien actúa en represen-
tación de la Dirección de Energía de la Provincia de Buenos Aires
(D.E.B.A.)- se limita a reproducir el contenido de la expresión de agravios
presentada ante la Cámara (fs. 523/529),
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En esa parte, pues, el recurso no cumple debidamente con la crítica
concreta y razonada del pronunciamiento apelado exigida por el
ordenamiento procesal (arts. 265 y 280 del Código Procesal Civil y Comer-
cial de la Nación y doctrina de Fallos: 283:401; 288: 108 y 307:2216, en-
tre muchos otros), circunstancia ésta que obsta a la consideración de la
apelación en tanto trae aparejada inevitablemente su deserción.

8°) Que, en lo atinente al criterio sustentado por el a quo en materia de
imposición de costas, no existen motivos suficientes quejustifiquen apar-
tarse en el sub examine del principio general fundado en el hecho objeti-
vo de la derrota y recogido al efecto en el art. 68, primera parte, del
ordenamiento adjetivo.

En este aspecto, no puede dejar de advertirse que uno de los principa-
les argumentos invocados por la actora para solicitar su exención del pago
de las costas -el hecho de que se trata de un litigio en el que se enfrentan
un ente autárquico provincial y el Estado Nacional- pierde relevancia
cuando, tal como se ha destacado a fs. 574 vta., quien invoca esa circuns-
tancia adoptó la actitud inversa -de la cu:;tlahora se agravia y condena- al
solicitar ex presamente en el sub examine la imposición de costas a la de-
mandada en caso de acogerse su pretensión (fs. 10).

Por ello, se confirma la sentencia apelada. Con costas. Notifíquese y
devuélvase:

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCJO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR.

GUILLERMO BENNASAR y OTRO v. S.A.W. S.A. y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios ¡;enerales.

Son inadmisibles los recursos extraordinarios interpuestos contra la sentencia que
desestimó la defensa de falta de acción fundadá en que la demandada no era ya po-
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seedora de la fracción disputada y admitió la reivindicación: art. 280 del Código
Procesal ( I ).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisiros propios. Cuesliones no federales. Inlerprelacián de
normas y actos comunes.

Existe cuestión federal, no obstante que los agravios remitan al examen de cuestio-
nes de hecho y de derecho común, si lo resuelto revela un enfoque parcial e inade-
cuado del asunto y prescinde de disposiciones específicas que resultan inequívo-
camente aplicables para una fúndada solución del caso, con la consiguiente frus-
tración de las garantías constitucionales de defensa en juicio y de la propiedad (Di-
sidencia de los Dres. Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor) (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisilos propios. Cueslimles no federales. Sentencias
arbilrarias. Procede,ncia del recurso. DefeClos .en lo .fúndamentacián normalh.({.

Corresponde dejar sin efecto el fallo que desestimó la defensa de falta de acción
fundada en que la demandada no era ya poseedora de la fracción disputada y admitió
la reivindicación, prescindiendo injustificadamente del art. 2783 del Código Civil,
a tenor del cual, frente a la negativa del demandado, le incumbe al actor la prueba
de la posesión pues este extremo constituye uno de los propios de la acción de rei-
vindicación, la que resulta procedente contra el que se halla en posesión del
inmueble a que se refiere el título del demandante (Disidencia de los Dres. Carlos
S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor) (3).

REIVlNDICACION.

La prueba de la posesión del inmueble del demandado debe relacionarse con la si-
tuación fáctica vigente al momento de promoverse la acción (Disidencia de los Dres.
Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisilos comunes. Gravamen.

Si la sentencia excluyó expresamente de la condena al citado ajuicio como terce-
ro., el remedio federal se sustenta a su respecto en agravios futuros o meramente
conjeturales (Disidencia de los Dres. Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor)
(4).

(1) 25 de febrero.
(2) Fallos: 312:2086.
(3) Fallos: 99: 106; 124:95; 125:48: 176:250; 308:476.
(4) Fallos: 311 :2518.
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PORTOFrNO SAL y C.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Resoluciones ante-
riores a la sentencia definitiva.

Las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias reCurribles
por la vía del art. 14 de la ley 48, salvo cuando media denegación def fuero federal
o en otras hipótesis excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a
pronunciamientos definitivos.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolución contraria.

Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tri-
bunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos
ellos revisten, no importan resolución contraria al privilegio federal a que se refie-
re el arto 14 de la ley 48.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 2S de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Portofino S.A.!. y C. s/concurso preventi vo".

Considerando:

Que es doctrina del Tribunal que las resoluciones en materia de com-
~petencia no constituyen sentencias recurribles por la vía del art. 14 de la
ley 48, salvo cuando. media denegación del fuero federal, o en otras hipó-
tesis excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronun-
ciamiento definitivos (doctrina de Fallos: 302: 1626; entre otros).

En tal sentido, esta Corte Suprema ha señalado que las resoluciones que
deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales con
asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos
revisten, no importan resolución contraria al privilegio federal a que se
refiere el art. 14 de la ley 48 (Fallos: 280:304, entre otros).
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Por ello, se declara mal concedido el recurso extraordinario.
Notifíquese y oportunamente devuélvase.

RODOLFOC. BARRA- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- JULIOS. NAZARENO-
EDUARDOMOLINÉO'CONNOR- ANTONIOBOGGIANO.

DELFIN SOTO v. CALOGERO COSENTINO y OTRO

COLEGIO PUBLICO DE ABOGADOS DE LA CAPITAL FEDERAL.

El arl. 5° de la ley 23.187 no confiere al Colegio Público de Abogados de la Capi-
tal Federal el carácter de representante legal de los abogados matriculados que ac-
túan ante los tribunales de dicha ciudad.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 1992.

Autos y Vistos; Proveyendo al escrito de fs. 733/734; y

Considerando:

Que el arto 5° de la ley 23.187 no confiere al Colegio Público de Abo-
gados de la Capital Fvderal el carácter de representante legal de los abo-
gados matriculados que actúan ante los tribunales de esta ciudad, sino que
solamente lo autoriza a constituirse en parte y tomar intervención en las
actuaciones sumarias de superintendencia que se sustancien con motivo de
la reclamación que pudiera efectuar un abogado, contra empleados del
Poder Judicial de la Nación -y que el profesional hubiera entendido se
tratare de faltas de consideración que podrían importar una omisión de
respeto a su dignidad- por ante el superior jerárquico de los infractores
(confr. sentencias: M. 218. XXIII. "Maratea, Norma S. s/queja y se deje sin
efecto sanción", del 13 de noviembre de 1990 y V. 135. XXIII. "Vi llegas,
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.Herminia c/Fogo de Borgeat, Alicia A. ", del 6 de agosto de 1991) (confr.
asimismo arto 58 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Por ser así y dada la naturaleza de los recursos extraordinarios dedu-
cidos, la peticionaria de fs. 733/734, deberá ocurrir, en todo caso, por la
forma y vía que corresponda. Sin perjuicio de ello, tiénese a la suscribiente
del mencionado escrito, por presentada y constituido el domicilio proce-
sal, en el lugar indicado.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

DELFIN SOTO v. CALOGERO COSENTINO y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiol1es I/() federales. Sel1tel1cias
arbitrarias. Procedel1cia del recurso. Fallll de fitl1dall1el1tacilÍl1 sujiciellle.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que al regular los honorarios consideró
que. si se aplicaban las normas de aranceles. resultarían emolumentos
desproporcionados con la índole de la cuestión debatida, pero no dio razones con-
cretas, con apoyo en las cons'tancias del expediente, para fundamentar por qué con-
sirleró elevado el importe de la condena.

HONORARIOS: RegulacilÍl1.

Para que una regulación sea justa y válida no se puede prescindir del intrínseco valor
de la tarea cumplida, o de la responsabilidad comprometida de ésta, o de alguna de
las modalidades relevantes del pleito.

HONORARIOS: RegulllcilÍl1.

La mención en el pronunciamiento del art. 38 de la ley 18.345 es inválida si care-
ce de fundamento particularizado que la acompañe.
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Buenos Aires, 25 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Soto, Delfín c/Cosentino, Calógero y otro s/art. 1113
del C. c.".

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala 1de la Cámara Nacional de Ape-
laciones del Trabajo en la que se hizo lugar a la demanda por cobro de
pesos, pero se modificaron el monto de la condena y el de los honorarios
de los profesionales intervinientes, los abogados de la actora interpusie-
ron el recurso extraordinario de 1's. 669/679, los de los demandados
Cosentino y González el de fs. 663/666, los de la aseguradora el de fs. 656/
662, el perito ingeniero el de fs. 691/694 Yel experto médico psiquiatra el
de fs. 688, que fueron todos concedidos a fs. 71 l Y721.

2°) Que, al resolver, el a qua expresó que dada la magnitud de la suma
de la condena y las particularidades del caso, si se aplicaran las normas de
aranceles resultarían "emolumentos desproporcionados con la Índole de la
cuestión debatida, todo lo cual arrojaría valores exagerados, no acordes
con una solución de justicia que pondere todas las pautas brindadas por la
normativa arancelaria". Se invocaron, también, las facultades conferidas
al'tribunal anterior en grado por el arto 38 de la ley de rito.

3°) Que los recursos de fs. 688 y 691/694 carecen de fundamentación
autónoma.

40) Que las impugnaciones traídas a conocimiento de esta Corte en las
apelaciones de fs. 656/662, 663/666 Y669/679 suscitan cuestión federal
suficiente para su examen por la vía elegida, pese a que lo atinente a las
remuneraciones profesionales fijadas en las instancias ordinarias consti-
tuye materia ajena, en principio, a la vía del art. 14 de la ley 48 (Fallos:
308: 1837, cons. 3° y sus citas), pues las decisiones de estos temas admi-
ten revisión en casos excepcionales cuando -como en el presente- en lo
resuelto se incurre en pautas de excesiva latitud, sin la fundamentación
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suficiente exigible a los actos jurisdiccionales válidos (B. 589. XXI.
"Barcessat, Jaime Alberto c/Barcessat, Jorge Simón", sentencia del 24 de
marzo de 1988; S. 559. XXII. "Sili, Luis Héctor y otros e/Gas del Estado",
sentencia del 13 de marzo de 1990; en lo pertinente).

5°) Que, en efecto, al decidir como lo hizo, el tribunal anterior en gra-
do no dio razones concretas, con apoyo en las constancias del expedien-
te, para fundamentar por qué consideró elevado el importe de la condena,
máxime si se tienen en cuenta, precisamente, algunas particularidades del
sub lite (en esencia, se trató de una indemnización por daños sufridos por
un hombre joven -de los que resultaron responsables los demandados-, que
le ocasionaron incapacidad total y permanente).

6°) Que pese a la enunciación genérica expresada por el a quo, para
regular los honorarios de todos los interesados aquél omitió por comple-
to la evaluación concreta del mérito, calidad, eficacia y extensión de los
trabajos realizados por los profesionales intervinientes; por lo tanto, las
regulaciones determinadas para los interesados que apelaron a fs. 656/662,
663/666 Y669/679 son descalificables, no sólo por las razones expresadas
en el considerando 4°, sino también porque para que una regulación sea
justa y válida no se puede prescindir del intrínseco valor de la tarea cum-
plida, o de la responsabilidad comprometida en ésta, o de alguna de las
modalidades relevantes del pleito. No obsta a lo que se acaba de expresar
la mención -en el pronunciamiento impugnado- del art. 38 de la ley de rito,
pues la cita legal es inválida si carece de fundamento particularizado que
la acompañe (confr. T. 23. XXII. "Tejada, Julio Owen y otros elLos Cons-
tituyentes S.A.T. s/cobro de australes", sentencia del 25 de agosto de 1988,
considerando r;T. 269. XXII. "Tustanoski, Aldo Antonio y otros e/Em-
presa Nacional de Correos y Telégrafos", sentencia del 20 de marzo de
1990, considerando 5° en lo aplicable).

Por ello, se declaran inadmisibles los recursos extraordinarios de fs.
688 y 691/694, Yprocedentes los recursos extraordinarios de fs. 669/679,
663/666 Y656/662 y se deja sin efecto la sentencia con los alcances indi-
cados, con costas a las demandadas -la aseguradora responderá en la mis-
ma proporción en la que deba contribuir al pago de la condena-o Vuelva el
expediente al tribunal de origen para que, por medio de quien correspon-
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da, se dicte una nueva decisión con arreglo a lo expresado. Notifíquese y,
oportunamente, remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULlO'S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR - ANTONIO BOGGiANO.

UN ION DE FUERZAS SOCIALES (JUNTA ELECTORAL NACIONAL)

DEMOCRACIA.

La esencia de la democracia se encuentra en el derecho que tienen todos los ciuda-
danos de elegir a sus representantes según el sistema previamente establecido en un
proceso electoral libre y sincero.

ELECCIONES.

La impureza del sufragio o los vicios que lo afecten dañan a la vida democrática y
debilitan hasta la anemia la noción de respeto por la ley y la vigencia del principio
de soberanía popular, afectando el pleno imperio de la Constitución Nacional.

CONSTlTUCION NACIONAL: Principios generales.

La Constitución Nacional no es otra cosaque el pacto fundacional de la Repúbli-
ca.

PROVINCIAS.

La función más importante de la Corte consiste en interpretar la Constitución de
modo que el ejercicio de la autoridad nacional y pl:ovincial se desenvuelva armo-
niosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes
de'l gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa.
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INTERPRETACJON DE LA CONSTlTUCJON.

Ante la posibilidad de colisiones normativas, la Constitución debe ser analizada
como un conjunto armónico. dentro del cual una de sus disposiciones ha de
interpretarse de acuerdo con el contenido de las demás, pues es misión del intérprete
superar las antinomias frente al texto de la Ley Fundamental. que no puede ser en-
tendido sino como coherente,

ELECCIONES.

La circunstan~ia d,e que las elecciones fueran simultáneas en los órdenes nacional,
provincial y municipal bajo el régimen de la ley nacional 15.262 no tiene como con-
secuencia hacer aplicables las normas del Código Electoral Nacional por sobre las
espccíficas provinciales, pues importaría una seria afectación del art. 105 de la
Constitución Nacional y una inaceptable presunción de que la provincia habría im-
plícitamcnte delegado poderes conservados al sancionarse la Ley Fundamental.

PARTlDOS POUTICOS.

También pesa sobre los partidos políticos la carga de contribuir a la regularidad
funcional del proceso político ya una mayor efectividad y criciencia del sistema
electoral.

RLCIIRSO l:XTRAORDINARIO: Requisitos jilf'll1u/es. luta!,osú-iiÍlI dd recurso. FUIlr/!I111l'lItO.

El recurso extraordinario no satisface el requisito de fundamentación autónoma. si
carece de un relato de los hechos de la causa que permita vincularlos con las cues-
tiones que se plantean como de naturaleza federal (Disidencia de los Dres. Ricar-
do Lel'ene (h.), Augusto César Relluscio)' Enrique Santiago Petrtll'chi).

!<f.{ '(!RS'O EXTRAORDINARIO: IÚ'</flisiros Il{O{'io,l. R,,/u,'i,íll dirc('/u. COIICC!,lO.

No se halla involucrada en el pleito. de modo inmediato y directo, una cuestión fe-
dl:ral. si los principales argunll'UIOS dt:l apclante conduccn a inll'l'pretar cl alcance
de una notllla de derecho pLÍblico locaL c'OI'il(ln el deneio Ig4:,jl) I,de Córdoba con
cl fin de delerlllinarCli:il e, el n'¡,illll'n pol(¡ícojurídico allí pJc~1i,to para r"l,ír las
elecciones de allloridade, Illlllllc'ipales: ;:1 el ('c;.digo Electoral Nal'iollal o 1:1 il'y Tn.i
de Córdoba (Di,idencia dl'l Dr., Allloniu Bo¡!¿'ian<>!.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Apoderado de la Alianza "Unión de Fuerzas Socia-
les" _en su presentación - Circuito Bulnes - Depto. Río Cuarto (Junta Elec-
toral Nacional)".

Considerando:

10) Que en la mesa femenina N° I ejel circuito 167 de Córdoba -circuito
Bulnes correspondiente al departamento de Río Cuarto- fueron agregadas
al padrón, en carácter de fiscales de la Unión Cívica Radical, dos ciuda-
danas que ejercieron su derecho al sufragio por medio de sendos votos que
fueron "impugnados" porfiscales de otros partidos políticos. En tal sen-
tido, éstos adujeron que aquéllas se domiciliaban en el circuito electoral
de Sampacho.

20) Que esa impugnación es mantenida ante la Honorable Junta Elec-
toral Nacional por el apoderado de la Unión de Fuerzas Sociales, aunque
resulta finalmente rechazada con invocación de lo dispuesto especialmente
en los artículos 58 Y84, inc. 3, del Código Electoral Nacional.

30) Que, entonces, la Unión de Fuerzas Sociales recurre ante la Cámara
Nacional Electoral que, esta vez, hace lugar a la impugnación solicitada.
Contra esa decisión, el apoderado de la Unión Cívica Radical interpuso
recurso extraordinario que fue concedido por el a quo.

40) Que después de mencionar que los dos votos controvertidos resul-
tan"dirimentes'en el resultado final" de las elecciones municipales, el ape-
lante desarrolla los agravios traídos a conocimiento de esta Corte. Concre-
tamente, atribuye arbitrariedad al fallo recurrido y haber "priorizado" la
aplicación de normas locales en detrimento de otras nacionales con afcc-
tación de la gradación normati va cstablecida en el arl. 31 dc la Consti tu-
ción Nacional. Estc último plantco cs suficiente para declarar la procedcn-
cia formal del recurso (art. 14 de la ley 48).

50) Que las cuestiones suscitadas exigcn liminanncnte sei1alar que la
esencia de la dcmocracia se cncucntra en el derecho que tienen todos los
ciudadanos de elegir a sus representantes según el sistenla previamente
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establecido en un proceso electoral libre y sincero. La impureza del sufra-
gio o los vicios que lo afecten dañan a la vida democrática y debilitan hasta
la anemia la noción de respeto por la ley y la vigencia del principio de so-
beranía popular, afectando el pleno imperio de la Constitución Nacional,
que en definitiva no es otra cosa que el pacto fundacional de la república.

6°) Que, por otro lado, frente a las impugnaciones relacionadas con la
prelación normativa entre normas nacionales y provinciales cabe reiterar
una vez más que en este important~ tema la interpretación constitucional
ha de tender al desenvolvimiento armonioso de las autoridades federales
y locales y no al choque y oposición de ellas. Ello es así, pues "nada obs-
ta a la convivencia legal y materiai de los dos principios rigiendo en sus
respectivos campos de acción, sin roces ni conflictos irreparables, que no
los hay posibles dentro de la Constitución, como quiera que no se han ins-
tituido en ella poderes discrepantes y facultades en discordia, sino al con-
trario entidades legales armonizadas en la afinidad suprema de la organi-
zación social y del bien público, principio y fin de las instituciones polí-
ticas que nos rigen" (Fallos: 137:212, cons. 9°; 181 :343; 209:28; 286:301,
cons. 9° y 307:360).

r) Que de allí que el Tribunal haya sostenido a su respecto que "la fun-
ción más importante de esta Corte consiste en interpretar la Constitución
de modo que el ejercicio de la autoridad nacional y provincial se desen-
vuelva armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de
acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las faculta-
des provinciales y viceversa. Del logro de ese equilibrio debe resultar la
amalgama perfecta entre las tendencias unitarias y federal, que Alberdi
propiciara mediante la coexistencia de dos órdenes de gobiernos cuyos
órganos actuaran en órbitas distintas, debiendo encontrarse sólo para ayu-
darse pero nunca para destruirse" (Fallos: 186: 170; 307:360). En defini-
tiva, ante la posibilidad de colisiones normativas, corresponde hacer jugar
la pauta de hermenéutica reiterada por la Corte en el sentido de que la
Constitución debe ser analizada como un conjunto armónico, dentro del
cual una de sus disposiciones ha de interpretarse de acuerdo con el conte-
nido de las demás (Fallos: 167: 121; 190:571; 194:371; 240:311, entre
otros), pues es misión del intérprete superar las antinomias frente al texto
de la Ley Fundamental que no puede ser entendido sino como coherente
(Fallos: 211: 1628).

8°) Que, sentado ello, la "Ley Orgánica Municipal" N° 3373 de la Pro-
vincia de Córdoba dispone que el cuerpo electoral de cada municipio se
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compone "de todos los ciudadanos argentinos, mayores de dieciocho años
de edad, sin distinción de sexo, inscriptos en el Registro Electoral Nacio-
nal correspondiente al Colegio o Circuito Electoral que comprenda el
radio del Municipio". Y, sobre el particular, no se encuentra debatido en
autos que las ciudadanas cuyo voto ha sido cuestionado no eran electores
del municipio de Bulnes toda vez que se domiciliaban en el circuito 013
de la localidad de Sampacho, en cuyo padrón figuraban inscriptas. Tam-
poco ha sido controvertido que Bulnes y Sampacho constituyen distintos
municipios, como resulta del anexo al decreto de convocatoria a eleccio-
nes locales 1417 del Poder Ejecutivo de la Provincia de Córdoba.

9°) Que si bien las elecciones que tuvieron lugar el 8 de setiembre de
1991 en la mencionada provincia fueron simultáneas en los órdenes nacio-
nal, provincial y municipal bajo el régimen de la ley nacional 15.262 -ré-
gimen facultativo y no obligatorio para las provincias- ello no pudo tener
otro alcance que el de que las elecciones se realicen "bajo las mismas au-
toridades de comicio y de escrutinio" (conf. art. 1). Admitir que también
tuvo como consecuencia hacer aplicables las normas del Código Electo-
ral Nacional por sobre las específicas provinciales importaría -sin que en
el caso se encuentren en cuestión las "condiciones" que el art. 5 del texto
constitucional establece para poner en práctica la "garantía federal" allí
consagrada- una seria afectación del art. 105 de la Constitución Nacional
que prevé que los estados locales "eligen sus gobernadores, sus legislado-
res y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno fe-
deral", al par que una inaceptable presunción de que la provincia habría
implícitamente delegado poderes conservados al sancionarse la Ley Fun-
d¡lmental (art. 104). Todo lo cual, con mengua, asimismo, de las pautas de
hermenéutica recordadas en los considerandos 6° y 7°.

10) Que, finalmente, la "confusión" que señala el apelante, y que en-
contraría origen en los términos de los decretos provinciales 1843/91 y
1417/91 de convocatoria de elecciones, remite a la interpretación de nor-
mas de derecho público provincial, tarea ajena al cometido institucional
de este Tribunal en tanto no se advierte -ni en este ni en los demás aspec-
tos invocados- el excepcional supuesto de arbitrariedad. La "confusión"
alegada obliga, empero. a recordar que, en todo caso, también pesa sobre
los partidos políticos la carga de contribuir a la regularidad funcional del
proceso político y a una mayor efecti vidad y eficiencia del sistema elec-
toral, aspecto.s sobre los que el recurrente guarda un significativo silencio.
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Por elJo; se declara parcialmente admisible el recurso extraordinario
interpuesto y se confirma la sentencia apelada. Con costas por su orden,
toda vez que el recurrente pudo fundadamente considerarse con derecho
a recurrir (art. 68, 2° parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación). Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) (en disidencia) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ -

RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en
disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S.

NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO (en disidencia).

DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H)

y DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

y DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

Que el recurso extraordinario de fs. 99/1 OSno satisface el requisito de
fundamentación autónoma que exige el art. IS de la ley 48 en razón de que
carece de un relato de los hechos de la causa que permita vincularlos -de
acuerdo con la conocida doctrina del Tribunal (FalJos: 303:20] 2; 307:73;
308:5], entre muchos otros)- con las cuestiones que se plantean como de
naturaleza federal, las cuales quedan, cn consecuencia, reducidas a argu-
mentaciones abstractas y poco inteligibles, insuficientes para rebatir los
fundamentos de los jueces de la causa.

Por cIJo, se declara formalmente improcedente el recurso extraordinario
concedido a 1's. 113. Con costas. Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVENE eH) - AUGUSTO CI~SAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ANTONIO BOGGIANO

Considerando:
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10) Que la Cámara Nacional Electoral declaró que no correspondía es-
crutar los votos emitidos para la categoría de cargos municipales por dos
fiscales de una mesa femenina, correspondiente al circuito N° 167 (muni-
cipio de Bulnes), del departamento Río Cuarto de la Provincia de Córdo-
ba. Contra este pronunciamiento el apoderado de la Unión Cívica Radical
-partido que había designado a dichas fiscales-, interpuso el recurso ex-
traordinario que fue concedido.

20) Que los agravios del recurrente no demuestran que en este pleito se
halle involucrada, de modo inmediato y directo, alguna cuestión federal
que habilite la instancia prevista en <.\1art. 14 de la ley 48. Ello es así, pues
sus principales argumentos conducen a interpretar el alcance de una nor-
ma de derecho público local, como es el decreto 1843/91 del gobernador
de la Provincia de Córdoba, con el fin de determinar cuál es el régimen
jurídico allí previsto para r~gir las elecciones dé autoridades municipales:
si el Código Electoral Nacional o la ley provincial 3373. Cuestión ésta que
al ser resucIta por el a qua con fundamentos suficientes de igual índole,
permite descartar la tacha de arbitrariedad invocada.

Por ello, se declara formalmente improcedente el recurso extraordinm;o
concedido a fs. 113. Con costas. Notifíquese y devuélvase.

ANTONIO BOGGIANO.
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GIOV ANNI DI PIETRO

JURISDICClON y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. In/¡ibitoria; plal1leamiento y
trámite.

Es inadmisible la cuestión de competencia planteada, si por vía de inhibitoria se
pretende someter a resolución de los tribunales aspectos referentes a la viabilidad
del pedido de extradición que deben ser considerados en la causa principal al resol-
ver su procedencia.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

La presente contienda de competencia se ha suscitado entre la Cáma-
ra Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal yel ti-
tular del Juzgado Federal N° 1 de la Ciudad de Mar del Plata, Provincia de
Buenos Aires.

Este último magistrado, a fs. 25, solicitó al señor Juez a cargo del Juz-
gado Federal n° 6 de esta Capital Federal, que se inhibiera de continuar
entendiendo en el proceso de extradición de Giovanni Di Pietro, toda vez
que ese trámite constituía una reiteración del anterior pedido efectuado por
el gobierno de Italia, y que diera origen a la causa nO1748 del tribunal fe-
deral de Mar del Plata.

Por su parte, el doctor don Miguel Guillermo Pons, rechazó dicho plan-
teo por considerarlo tardío, pues con anterioridad a la noticia de la
inhibitoria requerida ya se había dictado resolución haciendo lugar a la
extradición del nombrado Di Pietro (v. fs. 35). Este temperamento fue con-
firmado por el tribunal de alzada a fs. 53.

Con la insistencia de fs. 62, quedó trabada la presente contienda.

Conforme surge de las constancias remitidas, asiste razón al magistrado
capitalino, en el sentido de que la inhibitoria fue requerida con posterio-
ridad al dictado de la sentencia en la causa que la motiva, razón por la cual,
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de acuerdo con lo sostenido de manera reiterada por V. E. en numerosos
precedentes, corresponde su rechazo por ser extemporánea (Comp. 561,
L.XX, in re "González, Ricardo Andrés p. s. a. de estafa reiterada en con-
curso real", consid. 4°, sentencia del4 de febrero de 1988, y sus citas).

Por ello, opino que debe continuar entendiendo en el proceso la Justi-
cia Federal de esta capital. Buenos Aires, 12 de noviembre de 1991. Aldo
Luis Montesano Rebon.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que el Juzgado Federal N° 1 de Mar del Plata, -que había conoci-
do de un anterior pedido de extradición de la República Italiana respecto
del ciudadano de esa nacionalidad Giovanni Di Pietro.-, requirió. al Juzga-
do Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N°
6 de esta ciudad que se declarara incompetente para decidir acerca de la
nueva solicitud de aquel estado extranjero en el mismo sentido, con el ar-
gumento de que era idéntica a la resuelta por ese tribunal en su momento
(confr. fs. 25).

2°) Que el juez federal de esta Capital Federal rechazó aquel planteo
por considerar que era extemporáneo, en la medida que fue introducido en
el proceso de extradición con posterÍoridad al dictado de su sentencia
(confr. fs. 35/36). La Sala 1de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Criminal y Correccional Federal confirmó esa resolución (confr. fs. 53).

3°) Que en razón de la insistencia de fs. 65, se ha trabado una contien-
da que incumbe a esta Corte dirimir de acuerdo con las facultades confe-
ridas por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58.

4°) Que, como se desprende de las constancias del incidente, a la fecha
en la que eljuzgadode primera instancia fue requerido de inhibitoria aún
no se hallaba firme su pronunciamiento acerca de la procedencia de la ex-
tradición aludida. Es más, los autos principales se encontraban en la Sala
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1 ya mencionada para su estudio, con anterioridad a la confirmación del
auto denegatOlio de incompetencia que dio lugar a esta cuestión (confr. fs.
45 y 50).

Por lo tanto, no es aplicable al caso la jurisprudencia de esta Corte de
Fallos: 181:39; 187:609; 194:239; 235: 161 ; 240:41 ; 280: 101: 302: 1 137
que se cita en autos, que se refiere, con fundamento en el resguardo de la
autoridad de la cosa juzgada, a la inadmisibilidad del planteamiento de
cuestiones de competencia después de que la sentencia dictada en la cau-
sa por el juez requerido haya quedado firme o consentida. Corresponde,
pues, que este tribunal se pronuncie en estas actuaciones.

5°) Que, sin embargo, existen otros motivos para concluir enque la
justicia de excepción de esta Capital Federal es la competente para prose-
guir con el trámite del procedimiento de extradición.

Ello es así por cuanto, más allá de que no se discute su aptitud para
conocer de esa demanda de acuerdo con la regla del art. 647 del Código
de Procedimientos en Materia Penal -ley interna de la Nación que cumple
una función supletoria y complement.aria del respectivo tratado-, esta Cor-
te advierte que la materia que se pretende discutir por medio de una cues-
tión de competencia resulta ser un tema ajeno a ella. En efecto, por vía de
inhibitoria se intenta someter a resolución de los tribunales aspectos refe-
rentes a la viabilidad del pedido de extradición que deben ser considera-
dos en la causa principal al resolver su procedencia.

Por ello, hahiendo dictaminado el señor Procurador Gcneral, se dec lara
que corresponde seguir cntendiendo en las actuaciones en las que se ori-
ginó este incidente, al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Crimi-
nal y Correccional Fcderal N° 6. Hágase saber lo resuelto por intermedio
de la Sala J de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y
Correccional Federal y devuélvase el presente al tribunal de origcn.

RICARDO LEVEN!'. (H) - CARLOS S. fAYT - Al'(;LISTO Ct~SAR BELLUSCIO - JULIO S.
NAZARENO - EDUARDO M01.1N1::O'CONNOR.
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'CARLOS ALBERTO MARTINEZ

.DEF:RAUDACION.

La estafa.()on un cheque concun'e idealmente c'on su falsificación (1).

81

JURISDICClON Y.COMPETENClA: Competencia ordinaria. Por el terri1Orio. LlIgar del
delito.

Es competente para entender en la estafa con un cheque, el juez del Jugar donde fue
entregado (2).

HURTO.

La sustracción de una pieza postal constituye un hecho distinto del que pudiera ha-
berse cometido con su contenido (3).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio. Lugar del
delito.

Cuando no resulta posible determinar con certeza el lugar donde ocurrió el
desapoderamiento de la picza postal, debe continuar con su pesquisa el juez que
previno en la causa (4).

MARGARITA E. PONESSA DE GONZALEZ RUZO v.
PROVINCIA IJE CATAMARCA (PODER EJECUTIVO)

JURISDICClON y COMPETENCIA: Competencia jederal. Por la materia. Causas excluidas
de la comlietencia jedeml.

La impugnación de los actos de un interventor feelcralno es ele competencia fede-
leal.

(1) 25 de febrero.
(2) Causa: "Esquive!, Domingo Alfredo", e1el 4 de septiembre ele 1991.
(3) Fallos: 313:506. .
(4) Causa: "Matar, Roberto Fabián", e1el 8 de octubre de 1991.
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

En la presente acción de amparo deducida por un grupo de empleados
públicos contratados oportunamente por el Gobierno de la Provincia de
Catamarca, se ha planteado una cuestión de competencia entre lajusticia
provincial y la federal con asiento en dicha Provincia, que V. E. debe
dirimir de acuerdo a lo normado en el art. 24, inc. ]O, del decreto-ley 1285/
58 -texto según ley 21.708-.

Es reiterada jurisprudencia del Tribunal que la actuación de los inter-
ventores federales, en el orden local, no pierde ese carácter por razón de
invocarse el origen de su investidura. En consecuencia, la impugnación de
los actos del interventor como contrarios a normas locales no es de com-
petencia federal, ya que se consideran emanados de las autoridades loca-
les de la provincia intervenida (Fallos: 127:91; 238:409; 257:229; 263:539;
270:346; 273: 19, entre otros).

Por tanto, y sin que ello importe abrir juicio alguno sobre la proceden-
cia de la acción, opino que debe declararse que es competente para sustan-
ciar el sub lite lajusticia de Catamarca. Buenos Aires, 5 de julio de 1991.
Osear Eduardo Roger.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que en la causa sub examine la actora, Margarita Elvira Ponessa de
González Ruzo, empleada pública de la Provincia de Catamarca, interpone
una acción de amparo contra el Estado Provincial, impugnando el decre-
to del Poder Ejecuti va N° 42/91 dictado por el señor interventor federal de
la provincia, en virtud del cual se le rescindió el contrato de trabajo, ce-
lebrado con el Poder Legislativo local.
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El juez a cargo del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comer-
cial de la Segunda Nominación de la Ciudad de Catamarca se declaró in-
competente para conocer en las actuaciones, por entender que le corres-
pondía intervenir a la Justicia Federal, atento a que la designación del se-
ñor interventor federal había emanado de un decreto del Poder Ejecutivo
Nacional.

A sú turno, el señor juez federal de la provincia mencionada, declaró
su incompetencia para COnocer en las actuaciones.

Consecuentemente, ha quedado trabado un conflicto de competencia,
que -de conformidad con lo dispuesto por el arL 24, inc. 7°, del decreto-
ley 1285/58- corresponde a esta Corte resolver.

2°) Que, como lo señala el señor Procurador General, es doctrina del
Tribunal que la actuación de los interventores federales, en el orden local,
no pierde su carácter por razón de invocarse el origen de su investidura
(Fallos: 263:539, entre otros).

En consecuencia, la impugnación de los actos emanados del señor in-
terventor federal no es de competencia de la justicia federal, ya que deben
ser considerados como emanados de las autoridades locales de la provin-
cia intervenida.

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador
General, declárase la competencia, para conocer en las actuaciones, del
señor juez a cargo del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comer-
cial de la Segunda Nominación de la Ciudad de Catamarca, Provincia df::
Catamarca, al que se le remitirán. Hágase saber al Juzgado Federal de Pri-
mera Instancia de Catamarca.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - ]UI.,IO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTON10

BOGGIANO.
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GUSTAVO FABIAN MARTINEZ

JURISDICClON y COMPETENCIA: Compelellcia federal. Caus"s pella les. Casas "arios.

No es de competencia federal la causa por robo de correspondencia a una empresa
permisionaria del servicio. público postal (l,) .

.ROBERTO ISERUK v. PROVINCIA DE CORRIENTES y OTROS

PRESCRIPClON: Tiempo de 1" prescripci<íll. Molerio clJmeró"l.

El plazo de prescripción elela acción cambiaria del portador de un pagaré contra su
librador es de tres años:art. 96 eleldecreto-ley 5965/63.

PRESCRIPClON: Tiempo de lo prescripciáll. Mmcri" comerci"l.

El suscriptor de un pagaré es por sobre todo un librador. por lo que el plazo de pres-
cripción de la acción cambiaria es de un año: arto96 del decreto-ley 5965/63 (Di-
sidencia del DI'. Carlos S. Fayt).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 1992 ..

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que la Provincia de COl:ricntes opone al progreso de la presente eje-
cución la excepción de prescripción, pues sostiene que desde el vencimien-
tO del pagaré que en copia obra agregado a fs. S ha transcurrido el plazo

( I ) 25 de febrero.
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de un año previsto por el art. 96 del decreto-ley 5965/63, aplicable en vir-
tud de lo dispuesto por el arto 103 del citado ordenamiento.
I

La defensa es resistida por la ejecutante, quien alega que la acción del
tenedor del pagaré contra su librador prescribe a los tres años contados de
la forma que indica la parte contraria, en atención a lo previsto por el ,art.
96.

2°) Que el plazo de prescripciónde la acción cambiaria derivada de la
letra, es de tres años respecto del girado aceptante, y de un año respecto
de los endosantes y del librador (art. 96, decreto-ley 5965/63). El art. 104
del decreto-ley, establece que el suscriptor de un pagaré queda obligado
de la misma manera que el girado ac~ptante de la letra de cambio, lo que
permite concluir, contrariamente a lo sostenido por la ejecutada, que el
plazo de prescripción de la acción cambiaria del portador de un pagaré
contra su librador es de tres años, según la remisión legal prevista en el arto
.103.

3°) Que la pretensión del ejecutado de que la acción intentada prescribe
al año, presupone asimilar la situación jurídica del librador del pagaré con
la del librador de letra de cambio, que goza de este plazo, conforme el art.
96.

Si bien las semejanzas externas entre la figura del librador de letra y el
librador de pagaré son evidentcs en sus aspectos formales, no son estas las
identidades relevantes para aplicar una solución por analogía en materia
de prescripción; ellas deben buscarse en el terreno de las obligaciones, al
cual pertenece este modo de extinción de las acciones. .

Yen este ámbito, las diferencias que manifiesta el examen de la natu-
raleza de las respectivas declaraciones de voluntad que ellos contienen, y
los cfectrís de estas chversidades en la extensión de las obligaci~mes que
generan en cabeza de los deudores eambiarios, excluyen toda analogía
entre uno y otro obligado.

Ellihrador de letra promete el hecho de un tercero, sólo anuncia qu.e
otro aceptará y pagará por él (art. }, inc. 3); el librador de pagaré, prome-
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te el hecho propio, declara que él mismo pagará incondicionadamente (art.
101, inc. 2°). Esta di versa naturaleza jurídica de las respectivas declara-
ciones de voluntad, genera profundas diferencias en el alcance de las obli-
gaciones que les atribuye el legislador: el librador de letra.solamente ga-
rantiza la aceptación y el pago de la letra P?r el girado (art. 10); es por ello
un obligado accesorio (arts. 524, Código Civil Y47, de la ley cambiaria).
El librador de pagaré, por el contrario, promete el pago por sí, y por ello
es un obligado principal (arts. 523, Código Ci vi1,46 Y104, ley cambiaria).

4°) Que esta diferencia sustancial se refleja en la duración de los pla-
zos de prescripción. El art. 96 establece dos categorías de obligados res-
pecto de los cuales el plazo de prescripción difiere de acuerdo con la na-
turaleza principal o accesoria de la prestación prometida por cada uno de
los obligados cambiarios, consagrando un plazo de tres años para el que
prometió un hecho propio y de un año para el que prometió el hecho aje-
no.

No se alcanzan a advertir, por c110, las razones por las cuales este di-
ferente tratamiento legislativo que concede un plazo mayor para actuar
contra quien prometió el hecho propio en materia de letra de cambio, no
se mantendría respecto del pagaré para aquel deudor cambiario que se ha
obligado del mismo modo, prometiendo también él un hecho propio. Si el
legislador ha establecido un diferente tratamiento respecto de la letra de
cambio, según se trate de quienes asumen deuda propia o deuda ajena, y
siguiendo esas pautas ha fijado plazos de prescripción de tres años para
quien es deudor directo (arts. 46 y 96) Yde un año para quien es obligado
accesorio, de garantía (arts. 47 Y96), el razonamiento por analogía (en la
hipótesis de tener que construir la norma inexistente a partir de las normas
vigentes para la letra por un supuesto vaCÍo legislativo) impondría que al
deudor de pagaré -deudor directo por asumir una obligación propia- debie-
ra aplicársele el plazo de prescripción de tms años.

De otro modo, se llegaría a la conclusión -incoherente con el criterio
legislativo manifestado en las normas análogas- de que el deudor directo
de un pagaré tendría un plazo igual al del deudor accesorio de una letra y
mucho más breve que el deudor directo de letra. y., si la ratio legis es idén-
tica (mayor plazo para accionar contra quien promete el hecho propio), se
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impone aplicar la misma solución para ambos títulos (ubi eadem legis
ratio, eadem legis dispositio). Solución que, como se ha visto ut supra, no
es sino la que resulta de aplicar la remisión legal del arto 103 consideran-
do la extensión al suscriptor del pagaré del régimen jurídico establecido
para el girado aceptante que consagra el arto 104 cuyas razones son -no
otras-las semejanzas que presenta la naturaleza jurídica de las obligacio-
nes que asumen uno y otro deudor cambiario, y que hasta aquí se han de-
sarrollado.

5°) Que la demandada solicita la suspensión de la ejecución de este pro-
nunciamiento, en virtud de lo dispuesto en el arto 50 de la ley 23.696, ré-
gimen al que la provincia adhirió mediante la ley 4366.

El ámbito de aplicación de las normas legales invocadas, se
circunscribe a la ejecución de sentencias, por lo que la petición en análi-
sis ha sido formulada en forma prematura. Es -por ende- improcedente su
con~ideración en este estadio procesal, ya que la viabilidad de la alegación
presupone la existencia de sentencia firme y la pretensión de ejecutarla,
extremos que no se han configurado en el sub lite.

Por ello, se rechaza la excepción interpuesta a fs. 19120 y se manda lle-
var adelante la ejecución, hasta hacerse al acreedor íntegro pago de las
sumas reclamadas, con más sus accesorios moratorios, que se liquidarán
en la etapa procesal correspondiente (art. 591 del Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación). Con costas (art. 558 del código citado). Los ho-
norarios serán regulados en su oportunidad. Desestímase por
extemporánea la petición de que se suspenda la ejecución de la presente;
ello sin perjuicio de la ulterior consideración de la cuestión, en caso de ser
oportunamente propuesta. Notifíquese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT (en disidencia) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO -

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ

O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1°) Que la Provincia de Corrientes opone al progreso de la presente eje-
cución la excepción de prescripción, pues sostiene que desde el vencimien-
to del pagaré que en copia obra agregado a fs. 5 ha transcurrido el plazo
deun año previsto por el art. 96 del decreto-ley 5965/63, aplicable en vir-
tud de 10dispuesto por el at1. 103 del c1tado ordenamiento.

La defensa es resistida por la ejecutante, quien alega que la acción del
tenedor del pagaré contra su librador prescribe a los tres años contados de
la forma que indica la parte contraria, en atención a 10previsto por el art.
96.

2°) Que la citada disposición legal -a la que cabe atenerse de confor-
midad con lo dispuesto por el citado arto 103- prevé, en lo que aquí inte-
resa, dos plazos de prescripción de las acciones cambiarias, a saber: a) el
de un año para-la acción del portador de la letra de cambio contra su libra-
dor; y b) el de tres años para la acción contra el aceptante de dicho docu-
mento.

3°) Que la determinación del término aplicable en el .~lIb lite depende
de la asimilación que se efectúe del librador de un pagaré con la figura del
aceptante de una letra de cambio o de su emisor. Ello es así,.en virtud de
que el art. 103 del ya mencionado decreto dispone que "son aplicables al
vale o pagaré ... las disposiciones de la letra de cambio relativas ... a la pres-
cripción (arts. 96 y 97)".

4°) Que, empero, el propio art. 103 referido supedita, precisa y condi-
cionala remisión que formula a que las normas de la letra de cambio no
resulten "incompatibles con la naturaleza" del pagaré. Esto obliga al aná-
lisis heurístico del pagaré a la luz de los antecedentes de la legislación y
la doctrina nacional y extranjera, sin peljuicio de tener en cuenta que en
el campo de la integración normativa sólo son análogas dos situaciones
jurídicas cuando al menos "entre ellas existe una identidad parcial o, lo que
es lo mismo, cuando presentan ciertos elementos comunes" (ver sobre el
particular, Eduardo GarCÍa Maynez, "Introducción al estudio del Derecho",
Editorial Porrua S.A., México 1949, pág. 368 Yss, en especial 369).
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5°) Que nuestro Código de Comercio definía al pagaré en los siguien-
tes términos: "el vale, pagaré o billete a la orden es una promesa escrita por
la cual una persona se obliga a pagar por sí misma una suma determinada
de dinero" (art. 739). El decreto-ley 5965/63, redactado sin intervención
del Congreso Nacional prefirió omitir esta caracterización legal, posibili-
tando confusiones y olvidos que es función de los jueces remediar.

La definición aludida, obra de nuestro Poder Legislativo, en pleno ejer-
cicio de sus facultades constitucionales, muestra que el instrumento refe-
rido es uno de los medios más simples a los que se puede recurrir a los
efectos de dejar constancia de la existencia de una obligación de dar una
suma de dinero. Esta simplicidad lleva a ubicarlos sistemáticamente más
allá del derecho comercial, como una herramienta que por su posible uso
genérico tiene una extensión mayor que la de ese derecho. Por ello bien ha
podido decirse que "a diferencia de la letra de cambio, el pagaré no es un
acto de comercio por su naturaleza" (Georges Ripert, "Tratado Elemental
de Derecho Comercial", tomo lII, # 1910).

Quien ocupó entre nosotros el lugar constitucionalmente reservado al
legislador, no innovó. Se ocupó con extensión de la letra de cambio, y bre-
vemente y empleando remisiones a aquélla, del pagaré. Siguió así la téc-
nica de la ley alemana de 1848, arts. 96 a 100, especialmente art. 98, an-
tecedente de la Ley Uniforme aceptada en la Convención de Ginebra de
1930, la que tuvo como resultados, por ejemplo en la legislación france-
sa, el decreto-ley -término que en ese país tiene sentido distinto al que se
le dió entre nosotros- del 30 de octubre de 1935, del que pudo decirse "...ha
reglamentado el pagaré al mismo tiempo que la letra de cambio, aunque
con simples referencias en casi todos los puntos; por ello el estudio del
pagaré será muy breve" (Ripert, op. cit., # 1907).

6°) Que estas remisiones no eran tampoco novedosas en el derecho ar-
gentino y comparado. Se las halla en los artículos 740 y 741 del texto del
Código de Comercio, como se las hallaba, por ejemplo, en el art. 187 del
Código de Comercio francés. Se explican por el mayor interés que para el
derecho comercial-para él y no necesariamente para otras ramas del de-
recho- tenía la letra de cambio en relación al pagaré. Lo novedoso es el
énfasis puesto en la escasa importancia legislativa del pagaré, énfasis que
crece tanto o más en la doctrina -que olvida las diferencias históricas y de
naturaleza entre ambos instrumentos- que en la legislación, a partir de la
convención citada.
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7°) Que este olvido enturbió diferencias conceptuales que eran claras
para el pensamiento jurídico anterior. Testigo de esto es, verbigracia la
obra de Louis Nouguier, cuya primera edición es de 1839 ("Des lettres de
change et des effects de commerce"). Dice este autor que "Existen sin
embargo entre la letra de cambio y el billete dos diferencias capitales que
constituyen una línea de demarcación que impide toda confusión".

"En la letra de cambio, el autor del título, el librador, es otro que aquel
que debe pagar la suma de dinero. Por ello, escribe a su corresponsal: 'pa-
gad', o 'tened a bien pagar'. Es necesario, entonces, para que la letra de
cambio sea perfecta, el concurso de tres personas: el librador que recibe
los valores; el tomador a quien se le reembolsarán más adelante en otro
lugar; el girado, que es el pagador designado".

"En el billete, por el contrario, la persona que lo crea, y al que se lla-
ma suscriptor se obliga a restituir en un momento convenido, ella misma,
y sin el auxilio de un intermediario, la cantidad de dinero cuyo valor ha
recibido. Por ello, el suscriptor dice: 'Yo pagaré'. Para este título sólo es
necesaria la presencia de dos personas: debe existir un suscriptor y un be-
neficiario" .

"He aquí la primera diferencia que nos revela el examen de los dos pa-
peles negociables de que tratamos".

"Esta diferencia domina toda la materia".

"Desde el momento en que no existe de ningún modo girado en el bi-
llete, nos vemos naturalmente conducidos a comprender por qué ellegis-
lador no se ha referido a su respecto a ninguna de las disposiciones con-
cernientes a esta tercera persona. No hay aceptación que requerir ni pro-
visión que efectuar, porque el suscriptor es el mismo contratante, quien,
habiendo recibido los valores de parte del tomador, debe reembolsárselos
directamente: en .consecuencia, no existen reglas para estos dos temas".

"Es en este sentido que hay que interpretar el art. 187. Todas las dispo-
siciones, dice este artículo, relativas a la letra de cambio, y concernientes
al vencimiento, al endoso, la solidaridad, el aval, el pago, el pago por in-
tervención, el protesto, los deberes del portador, el recambio o los intere-
ses, son aplicables a los billetes ... ".
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"La segunda observación que surge de la comparación entre la letra de
cambio y el bi lIete es igualmente grave".

"La letra de cambio, y esta es la condición imperativa de.su existencia,
implica siempre una remesa de dinero de un lugar a otro: constituye el
medio de acción más útil del comercio exterior; liquida las transacciones
de ciudad a ciudad, de país a país: es cosmopolita. El billete, ... por el con-
trario, actúa en una esfera de menor extensión. En lugar de servir de ins-
trumento al comercio mundial, es de alguna manera sedentario y concen-
tra sus efectos en el interior de una localidad".

"Es fácilmente perceptible la consecuencia de esta observación".

"Precisamente en razón de ese transporte ficto de dinero, el contrato de
cambio ha sido considerado en todo tiempo como constituyendo por sí
mismo una operación comercial...".

"No podría ser así en el caso del billete".

Que esta diferente naturaleza, tenía entonces señaladas consecuencias,
pues al no mediar "transporte de dinero", era necesario indagar quién ha-
bía originado el título, y con qué finalidad, a efectos de determinar si su
causa era civil o comercial.

80) Que en relación a la prescripción, y atendiendo a las diferencias de
naturaleza señaladas -las que por otra parte subsisten hasta la actualidad,
en tanto involucran características esenciales de cada instrumento- en el
antiguo derecho francés la prescripción de todo "billet" que no fuera "billet
de change" era la clásica prescripción treintañal civil. Es a partir de la
Ordonnance de 1673 que se establece "Les lettres et billets de change seron
réputés acquittés apres cinq ans ... ", pero está claro que esta disposición no
alcanza a los pagarés (confr. Jousse, citado por Nouguier, op. cit., # 1657).
El Código de Comercio napoleónico estableció la prescripción quinquenal
también para los pagarés (art. 189), asociando así la regulación legal del
tema en términos comunes para ambos instrumentos.

El citado decreto-ley de 1935 "... la ha derogado -a la prescripción
quinquenal-, aunque complicando la regla al establecer diversos plazos de
prescripción" (Ripert, op. cit., # 1901; Kern, "La presciption en mateire
d'effects de commerce", Poitiers, 1902). La legislación argentina actual,
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inspirada en la misma fuente ha seguido esas reglas, fijando el plazo de tres
años en relación al girado aceptante y de un año en relación al librador.

La tenden~ia a acortar el plazo de prescripción en el pagaré se hizo muy
fuerte ya en los siglos XVIII YXIX, en los más diversos ordenamientos
jurídicos, motivada por la aceleración de la vida de la sociedad en gene-
ral y de los negocios juIidicos -lato sensu- en especial. Así, el Reglamen-
to austríaco de 1763, art. 30, establecía un plazo de un año; igual lapso
estableCÍan el Reglamento de Baviera de 1785, # 14 Yel de Ausburgo de
1778, cap. VII, # 11. Se mencionan las "Iettres propres", es decir pagade-
ras por el propio librador, que el Reglamento de Nuremberg de 1722 tie-
nen una prescripción de un año, en tanto que las giradas tienen un plazo
mucho mayor; la relación se invierte en Francfort, donde por el Reglamen-
to de 1739, # 16, las letras giradas üenen un plazo de prescripción de cuatro
semanas y las "propres" de un año y un día. La llamada "Ley general ale-
mana", la Ordenanza de General de Cambio de 1848 (ADWO; confr. L.
Dabin, "Fondements du droit cambiaire allemand", Lieja, 1959, pp. 90 ss.),
es resultado de uno de esos importantes acuerdos celebrados por los Es-
tados alemanes antes de su unificación política -como el Zollvercin- que
tanto contribuyeron a preparar en la práctica el camino de aquélla; en ella
se efectúa ya una distinción en relación a la letra de cambio, establecién-
dose un plazo de tres años para el aceptante (art. 77); para el librador el
plazo puede ser el mismo o de sólo seis o diez y ocho meses, según los lu-
gares dondc la letra fuese pagable (art. 78).

9°) Que dos puntos deben destacarse en esta legislación precursora.
Una que no se habla ya del girado, sino del girado que ha aceptado la le-
tra, el aceptante, centrándose en él las previsiones legislativas, asumien-
do que en la vida normal de los negocios la confianza no-es gratuita y el
área de la aceptación de la letra concluye regularmente si no por disolverse,
sí por disminuir; dicho en otros términos, que lo corriente es que la letra
se acepte en la realidad de la vida económica. La no aceptación es la situa-
ción anómala en esa realidad, y por ello las normas jurídicas la ubican en
una posición no central.

Otro, que el sentido de la menor duración de la prescripción se vincu-
la a la diferente distancia efectivamente existente entre el librador y el gi-
rado, y que según cuál sea esa distancia son distintos los lapsos de pres-
cripción. Cuando tal distancia no existe, pues no existe la diferencia en-
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tre quien debe regularmente efectuar el pago y quien emite el documen-'
to, tales distingos carecen de sentido.

La diferencia en los lapsos no es gratuita. Se encuentra ligada a dife-
rencias conceptuales profundas. La ADWO marcó una ruptura con la tra-
dición francesa. Los fraceses consideraban a la letra como instrumento de
ejecución del contrato de cambio, los alemanes un instrumento de circu-
lación en interés del comercio, de donde se la considera como una obliga- .
ción literal, liberada de toda vinculación formal con el contrato de cambio.
En el derecho alemán, el aceptante no será mandatario del librador, de
donde la aceptación no supone la provisión, y el aceptante se obliga como
deudor principal en favor de cualquier portador; el aceptante se convier-
te en eje del sistema: es deudor principal no sólo frente al tercero portador,
sino aun respecto del librador, a quien otorga una acción cambiante con-
tra el aceptante (art. 23, 1a. parte) y ,establece que el girado no tiene acción
'cambiaria contra el librador.

Las relaciones entre el librador y el tomador, procura la ley alemana
que se resuelvan prontamente. Por ello su art. 18 dispone que "El portador
de una letra de cambio tiene el derecho de presentarla inmediatamente a
la aceptación del librado y en caso de no aceptación, hacer el protesto co-
rrespondiente. Todo pacto en contrario es nulo en derecho cambiario ... ".
Esto se complementa con el menor plazo de prescripción frente al librador.
Es del espíritu de esta legislación que la relación que tiene en mira privi-
legiadamente es la relación entre el tomador y el girado aceptante y que
establecida ésta de un modo regular, tras la aceptación, nace de esa fecha,
obviamente diferente de la de creación de la letra, un plazo de prescripción
mayor. La relación con el obligado inicial cierto, que no es otro que elli-
brador quiere la ley que se defina dentro del año. Es respecto de otro obli-
gado, que como tal se constituye de modo necesario con posterioridad, el
girado que acepte la letra, que nace un plazo diferente, que tiene en cuen-
ta la cabal transformación que ha sufrido el documento, desde el punto de
vista cambiario.

La Ordenanza alemana separa a la letra de su causa; sus arts. 23 y 82
consagran la obligación abstracta. Esto por una razón de oportunidad po-
lítica, pues así no se perturbaba el carácter internacional de la letra -recor-
demos que los Estados que aprueban la ley no constituían una unidad es-
tatal-; se procuraba evitar dificultades que se producirían al demandar a
quienes se domiciliaban en territorios de Estados diferentes, pues estos
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Estados no aceptarían que sus nacionales pudiesen estar sometidos a un
tribunal extranjero. En consecuencia, sólo se mantuvieron en el texto apro-
bado por la Asamblea de Estados las limitaciones de las excepciones -que
hacían al derecho cambiario- y no se dispuso sobre el procedimiento, que
era tema propio de la soberanía de aquéllos. Respecto del derecho comer-
cial vigente, si bien en los diversos Estados existían billetes de comercio,
asignaciones y reconocimientos de deuda, que gozaban junto a la letra de
ciertos privilegios propios del derecho cambiario, la Asamblea decidió que
su régimen quedaba sometido a los derechos locales, y sólo al pagaré se
le concedió análogo efecto "internacional" (confr. Williams, op. cit., pp.
103 ss.).

10) Que en la legislación argentina actual -decreto-ley citado-, dispo-
ne el art. 103 que" Son aplicables al vale o pagaré, en cuanto no sean in-
compatibles con la naturaleza de este título, las disposiciones de la letra de
cambio relativas ... a la prescripción (arts. 96 y 97)". El art. 96 dispone que
"Toda acción emergente de la letra de cambio contra el aceptante se pres-
cribe a los tres años, contados desde la fecha del vencimiento. La 'acción
del portador contra los endosan tes y contra el librador se prescribe al
año ... ". El art. 104, por su parte establece que "El suscriptor del vale o pa-
garé queda obligado de la misma manera que el aceptante de una letra de
cambio ... ". De estos textos han extraído la jurisprudencia y la doctrina que
el suscriptor debe asimilarse al aceptante, a los efectos de la prescripción,
y que ésta, en consecuencia es en el pagaré anual. Tal inteligencia olvida
los términos "en cuanto no sean incompatibles con la naturaleza de este
título", del art. 103 citado.

11) Que la naturaleza del pagaré sólo admite dos partes involucradas:
el suscriptor y aquél al cual o a cuya orden debe efectuarse el pago. La letra
requiere por esencia de tres partes: librador, tomador y gir-ado. Ya se in-
dicó que sólo razones de técnica legislativa, vinculadas por otra parte a
complejas situaciones producidas en diversos países de cuyos regímenes
en la materia se ha ido inspirando nuestra legislación, condujeron a un
desplazamiento de la mera figura del girado, como centro de las previsio-
nes legislativas, por la del girado aceptante, llamado llanamente aceptante.

Esta circunstancia no debe ocultar la diferencia esencial que hay entre
un aceptante y un suscriptor, así como la analogía, también esencial que
hay entre un librador y un suscriptor. Estas analogías y diferencias no pue-
den ser perturbadas sin alterar la naturaleza de los respectivos instrumen-
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tos. El arto 104 tampoco puede desconocer estos extremos; su afirmación
de que el suscriptor queda obligado de la misma manera que el aceptante
no puede extenderse más allá de señalar que el suscriptor es el obligado
cambiario, cosas que en la letra lo es el aceptante, esto es, el girado, una
vez que aceptó la letra y no antes. En el pagaré no hay algo así como la
aceptación, no hay un antes ni un después; hay lo que podríamos denomi-
nar un obligado certísimo establecido desde el primer momento, que no es
otro que el suscriptor. Para encontrar un semejante obligado certísimo e
inicial en la letra, sólo se podría tener en vista al librador. El es el que está
obligado desde el nacimiento del título, él es el que responderá a todo
evento si la letra no es aceptada; ninguna acción tiene desde el primer
momento--el portador que no sea contra el librador: las acciones contra el
girado sólo nacerán con posterioridad al acto de la aceptación.

12) Que estas afirmaciones, fundadas en la naturaleza de ambos títu-
los, son corroboradas en el detalle de la legislación. "La letra es una pro-
mesa incondicionada de pagar una suma determinada de dinero", establece
el arto 10, inc. 2°, Yesto lo es desde antes que se haya producido la acep-
tación. Es más: "El librador es garante de la aceptación y del pago. El pue-
de liberarse de la garantía de aceptación. Toda cláusula por la cual se li-
bere de la garantía del pago se considera no escrita" (art. 10). Hasta aquí
tenemos en la letra una relación bilateral, única comparable con la que se
da en el pagaré. Unica también que establece un derecho cierto desde el
comienzo para el portador; para él la aceptación no deja de ser, en el mo-
mento de recibir la letra, un acto aleatorio que bien puede no cumplirse y
frente a su falta sólo subsistirá el único obligado inicial: el librador. Sólo
operado ese acto, que para el portador es incierto -al margen de la confian-
za que exista por motivos extrajurídicos, y que puede hacer a la esencia
económica del instrumento, pero no a la legal-, se produce lo que descri-
be el arto 30: "Con la aceptación el girado queda obligado a pagar la letra
de cambio a su vencimiento", y se produce el efecto de que "A falta de
pago el portador, aun cuando fuese el librador, tiene contra el aceptante
una acción directa resultante de la letra de cambio ... ", y a la que se refie-
re el arto 104. Pero no es de la naturaleza jurídica de la letra -cabe reiterarlo-
que ella será necesariamente aceptada, sí lo es la responsabilidad del libra-
dar. Esto impide asimilar el suscriptor al aceptante, y conduce a identifi-
carlo con el librador, a los efectos de la prescripción.

13) Que, en tal contexto, la figura del aceptante resulta no sólo incom-
patible sino por completo extraña al pagaré, desde que forma parte de un
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vínculo t"ilateral propio de la letra de cambio pero inexistente en el vale.
Antes bien, el suscriptor de un pagaré es por sobre todo un librador, res-
pecto del cual recae la responsabilidad inicial y cierta de la emisión del
título de crédito.

Por ello, se resuelve: Hacer lugar a la excepción de fs. J.9120 y recha-
zar la ejecución; con costas. Notifíquese.

CARLOS S. FAYT

ASOCIACION DEL PERSONAL SUPERIOR DE SEGBA v.
NACION ARGENTINA (MINISTERIO DE TRABAJO)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Resoluciones ante-
riores a la sellfencia definitilYl. Medidas precautorias.

Es equiparable a sentencia definitiva la decisión que hizo lugar a la medida
innovativa consistente en ordenar al Ministerio de Trabajo que se abstuviese de
aplicar un .Iaudo a la asociación gremial demandante ya los trabajadores que ella
representa.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Resoluciones ante-
riores a la sentencia definitiva. Medidas precallforias.

Es equiparable a sentencia definitiva la decisión que, al hacer lugar a una medida.
innovativa, impuso la aplicación de un régimen laboral previamente suspendido por
un acto administrativo del Estado Nacional con fundamento en razones de interés
general, pues puede llegar a frustrar la aplicación de disposiciones legales dictadas
en ejercicio del poder de policía y, de resultar rechazado el amparo. la reparación
de los daños que habría ocasionado.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqúisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideracilÍn de extremos conducelÍtes.

Corresponde dejar sin efecto la decisión que hizo lugar a una medida innovmiva con-
sistente en ordenar al Ministerio de Trabajo que se abstuviese de aplicar un laudo,
si al considerar acreditada la vero.similitud del derecho, se omitió tener en cuenta
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cuáles eran las consecuencias derivadas de la presunción de legitimidad de los ac-
tos administrativos.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la demandada en la
causa Asociación del Personal Superior de Segba c/Ministerio de Traba-
jo de la Nación", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

10) Que contra la sentencia de la Sala de Feria de la Cámara Nacional
de Apelaciones del Trabajo que, al confirmar la de primera instancia, hizo
lugar a la medida innovativa solicitada por la actora -consistente en orde-
nar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación abste.nerse de
aplicar el laudo N° 18/90 a la demandante o a los trabajadores represen-
tados por ella hasta tanto recaiga sentencia definitiva en la causa- el cita-
do Ministerio dedujo el recurso extraordinario cuya denegación dio origen
a la queja en examen.

2°) Que el a quo consideró, en síntesis, que el derecho de la actora es-
taba verosímilmente acreditado habida cuenta de que, bien se considera-
ra que la convención colectiva estaba vigente por imperio de lo dispuesto
en la ley 23.126, bien por la resolución 23/86 Dirección Nacional de Re-
laciones del Trabajo, "es inocultable que en ambos casos las cláusulas que
resultarían aplicables parcialmente habrían sido alcanzadas por el acto de
autoridad administrativa de aplicación en base a un mecanismo excepcio-
nal que la accionante estima carente de sustento de derecho y que la ver-
sión ofrecida al promover la demanda permite apreciar como verosímil su
postura ... " sin que obste a ello que el acatamiento de la actora al "meca-
nismo de negociación colectiva implementado en el decreto ... no le veda
cuestionar que hasta la firma de un nuevo convenio colectivo se preserven
aquellas cláusulas cuya vigencia no ha sido afectada ni por el plazo ni por
la voluntad común de las partes". Agregó después el vocal que votó en
primer término: "en lo que atañe a la permanencia de los efectos reputa-
dos como lesivos es inequÍvoco que si se mantiene durante todo el trámi-
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te del proceso su proyección queda claramente comprometida la expecta-
tiva negociadora de la demandante y además se desprotege indi vidualmen-
te a los trabajadores cuya representación ostenta ... ".

3°) Que, de acuerdo con conocida jurisprudencia de este Tribunal, las
resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o
levanten, no revisten en principio carácter de sentencias definitivas en los
términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso
extraordinario. Sin embargo, tal doctrina cede en los supuestos en que
aquellas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de he-
cho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior
(confr. entre muchos otros, F. 308 YF. 314. XXIII, "Foetra Sindicato Bue-
nos Aires c/Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación", sen-
tencia deIS de abril de 1991 y sus citas).

En el caso, con la medida cautelar se impuso la aplicación de un régi-
men laboral previamente suspendido por un acto administrativo emanado
del Estado Nacional con fundamento en razones de interés general; de tal
modo, la resolución impugnada puede llegar a frustrar la aplicación de
disposiciones legales dictadas en ejercicio del poder de policía y, de resul-
tar rechazada la acción de amparo, la reparación de los daños que habría
ocasionado aquélla, revestiría las características de excepción antes seña-
ladas, circunstancia que determina la necesidad de habilitar esta instancia
extraordinaria (confr. C. 250. XXII, "Carlés, Caja de Ahorro y Préstamo
para la Vi vienda", sentencia del 28 de marzo de 1989).

4°) Que, al considerar acreditada la verosimilitud del derecho, el Tri-
bunal anterior en grado omitió tener en cuenta cuáles eran las consecuen-
cias derivadas de la presunción de legitimidad de la que gozan los actos
administrativos -en el caso el laudo 18/90-. Como quedó dicho, este acto
se dictó sobre la base de normas atinentes al interés público, y, en esas
condiciones, no podía atribuírsele ilegalidad o arbitrariedad tácitamente
por la sola circunstancia de que hubiese sido cuestionado por vía de la ac-
ción de amparo, mediante la cual la actara lo estimó carente de sustento en
derecho; máxime cuando ese cuestionamiento persigue la declaración de
su nulidad por reputarlo inconstitucional, a pesar de que -de lo expuesto
en su escrito inicial- parece desprenderse que el mencionado laudo ha sus-
pendido un convenio que le sería sólo aplicable parcialmente y por analo-
gía.
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5°) Que, asimismo, el a qua no tuvo en cuenta que dada la naturaleza
de la acción intentada, no sería adecuada la implantación de una medida
precautoria cuya finalidad es asegurar mientr.as dure el proceso -de con-
formidad con 10 dispuesto por los artículos 230 y 232 del Código Proce-
sal Civil y Comercial de la Nación- ia ejecución propia de una sentencia
de condena, máxime si nose advierten las razones por las cuales el man-
tenimiento de la situación existente con anterioridad a la adopción de la
medida podría tornar ineficaz la decisión a dictarse en la cuestión de fon-
do.

De tal modo, no se advierten los motivos por los cuales se consideró
que el peligro en la demora revestía el carácter de irreparable.

6°) Que, en las condiciones expresadas, la sentencia recurrida se apo-
ya en argumentos que le otorgan fundamentación sólo aparente, y, en con-
secuencia, ineficaces para sostener la solución adoptada, 10 que se tradu-
ceen forma directa e inmediata en menoscabo de las garantías constitucio-
nales invocadas por la recurrente (art. 15 de la ley 48), por 10 que corres-
ponde hacer lugar a esta presentación directa.

Por eIlo, se declara procedente el recurso extraordinario y la queja in-
terpuesta y se deja sin efecto la sentencia. Con costas, vuelvan los autos
al tribunal de origen a efectos de continuar con el trámite del proceso.
Agréguese el recurso de hecho al principal. Déjase sin efecto la providen-
cia de fs. 84 de la queja. Hágase saber y, oportunamente, remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAV AGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.
BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSClO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO

BOGGIANO.
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COPANCO INGENJERlA SA v. PROVINCIA DE CORRJENTES y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones IlO federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. D~tectos en la consideración de extremos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que consideró que la modificación del
plazo para el pago de los certificados de la obra, dispuesta por la administración
comitente, fue el resultado de la autorización expresa otorgada por la contratista en
un convenio, pues ello no constituye derivación razonada del derecho vigente con
aplicación a las circunstancias particulares de la causa.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Copan ca Ingeniería Sociedad Anónimac/Estado de la Provincia de
Corrientes y/o Dirección Provincial de Vialidad", para decidir sobre su
procedencia.

Considerando:

10) Que el Superior Tribunal de Justicia de Corrientes rechazó la de-
manda por la cual se pretendía la declaración de nulidad de la resolución
N° 79/79 de la Dirección Provincial de Vialidad, el pago de las diferencias
dinerarias afectadas por tal acto y el reconocimiento de los mayores gas-
tos financieros suscitados en la ejecución del contrato de obra pública.
Contfa este pronunciamiento, la actora -contratista de la obra- interpuso
el recurso extraordinario cuya denegación origina la presente queja.

2°) Que para así decidir, dos de los tres jueces del tribunal señalaron
que la modificación del plazo para el pago de los certificados de la obra
-60 días según el contrato-, dispuesta por la administración comitente en
la resolución n° 79/79 -que lo elevó a 90 días-; fue el resultado de la au-
torización expresa otorgada por la contratista en el convenio por el cual
ambas partes decidieron, entre otras cosas, alterar la modalidad de pago
pactada en el contrato. Tal convenio, indicaron los jueces, estableció que
la comitente tendría la opción de ajustarse a lo previsto en el art. 57 de la
ley local de obras públicas nO3079, que en su redacción original preveía
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un plazo de 90 días para el pago de los certificados. Destacaron que debía
estarse a lo que dicha norma prescribía antes de ser reformada por la ley
3340 -reforma que se hallaba vigente a la fecha del convenio y que redu-

o CÍaa 60 días el aludido plazo-, pues en esta última ley se había precisado
que tal modificación no alcanzaba a aquellos contratos, como el de autos,
cuyas licitaciones se hubiesen abierto antes de su entrada en vigencia.

Asimismo, rechazaron el reclamo de los mayores gastos financieros
sosteniendo que en la ley 3079 no se hallaba prevista, al tiempo de la ce-
lebración del contrato, la posibilidad de reconocer las variaciones de ta-
les gastos, y que la ley 4020 que admite esa posibilidad, establece expre-
samente que no comprende a períodos anteriores al 1° de setiembre de
1984. Consideraron que tampoco se había configurado una situación ex-
traordinaria e imprevisible que autorice el reconocimiento de dichos gas-
tos, ya que su alegado incremento -debido a las mayores tasas de interés
bancario para el descuento de certificados- deriva de la incidencia en el
contrato de un fenómeno conocido desde tiempo atrás en el país como es
el constante deterioro de nuestro signo monetario.

3°) Que en cuanto atañe a los agravios vinculados al rechazo del recla-
mo por los mayores gastos financieros, el recurso y su consiguiente que-
ja no son admisibles, ya que en este aspecto del fallo no se advierte un caso
de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en materias que,
según el arto 14 de la ley 48, son ajenas a su competencia extraordinaria.

4°) Que no ocurre lo mismo con las objeciones mediante las cuales se
cuestiona el plazo para el pago de los certificados de obra, pues los argu-
mentos dados por el a qua para desestimar el planteo de nulidad y el re-
clamo pecuniario respectivo, no constituyen derivación razonada del de-
recho vigente con aplicación a las circunstancias particulares de la causa.

5°) Que ello es así, en primer término, porque la decisión de la
comitente de supeditar los pagos al plazo de 90 días no fue adoptada en
ejercicio de alguna facultad prevista en su favor en el convenio posterior
al contrato, sino que fue el resultado de una revisión unilateral de ciertas
cláusulas de tal contrato a raíz de lo cual se consideró que el menor plazo
previsto en él constituía un vicio derivado de una errónea aplicación de las
disposiciones legales que lo regían (conf. resolución n° 79/79, arts. 1° Y
2°). Y en segundo lugar, porque aún en la hipótesis contemplada en la sen-
tencia, resulta igualmente descqlificable la interpretación hecha por el a
qua sobre tal convenio, habida cuenta de que-de él no surge que sehubie-
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ra estipulado una opción a favor de la comitente para efectuar sus pagos
dentro del plazo de 90 días, sino, simplemente, que ésta podría ajustarse
a un sistema de pagos diferidos o elegir la modalidad prevista en el arto 57
de la ley 3079, que para esa fecha estableCÍa un plazo de 60 días. Además,
y lo que es más 'importante, así fue interpretado por la propia administra-
ción al liquidar los intereses moratorios de varios certificados tomando
como referencia este último plazo (conf. liquidaciones aprobadas en los
expedientes administrativos n° 6965 y 6966 mencionados por la recurren-
te); circunstancia relevante para la correcta solución del pleito y que, sin
embargo, no fue debidamente valorada en el voto de la mayoría.

6°) Que, sin perjuicio de lo expuesto, es importante destacar que el ter-
cer juez de la corte provincial. coincidió con la decisión propuesta por la
mayoría, pero señalando, respecto de la resolución n° 79/79, que lo dis-
puesto por ella era correcto porque corregía una clara transgresión conte-
nida en el contrato en lo concerniente al plazo de 90 días establecido en el
art. 57 de la ley 3079 -aplicable al caso en su texto anterior-, norma ésta
que por ser de orden público -dijo- no debía ser dejada de lado por estipu-
laciones de las partes ni mediante actos que no se ajusten a sus disposicio-
nes. Esto último es así -indicó- "pues las cuestiones normativas atinentes
a las obras públicas no autorizan a poner en juego en el caso principios de
derecho privado que son incompatibles con la naturaleza de la materia
administrati va regulada por la ley 3079".

7°) Que tales argumentos, criticados también por la recurrente, han sido
. descalificados por esta Corte in re: M. 31. XXIII "Mario Augusto Ibarra
S.A. e/Dirección Provincial de Vialidad", del 11 de diciembre de 1990, al
resolver una cuestión sustancialmente análoga; precedente cuyos funda-
mentos, por razones de brevedad y a mayor abundamiento, se dan por re-
producidos en el sub lite.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara parcialmente procedente
el recurso extraordinario y se deja sin efecto la seritencia con el alcance
indicado. Costas por su orden. Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin
de que, por quien corresponda, se dicte un nuevo fallo. Reintégrese el de-
pósito de fs. I.Notifíquese, agréguese la queja al principal y remítase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C. BARRA - JULIO S.
NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR.
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ANGEL CUNEO L1BARONA v. MARIA SARA ANDRILLI DE CUNEO L1BARONA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Illferpretaciún de
normas locales de procedimiemos. Cósos varios.

La impugnación conüerniente a los alcances del adagio iura novit curia justifica
habilitar la instancia extraordinaria si,media manifiesto apartamiento de la relación
procesal, en tanto la sentencia se funda en el acogimiento de una defensa no ale-
gada,

JUECES.

La calificación de las relaciones jurídicas que compete a los jueces no se extiende
a la admisión de defensas esgrimidas ni autoriza a apart,arse de lo que tácitamente
resulta de los términos de la litis.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías, Detensa en juicio, Principios generales,

Reconocer y acordar a una de las partes derechos no debatidos es, como principio,
incompatible con el art. 18 de la Constitución Nacional.

CONSTITUCION NACIONAL Derechos y garantías. Defensa en juicio, Procedimiento y
sentencia,

Se lesiona el ejercicio del derecho de defensa en juicio, si se limita la producción
de ciertas medidas de prueba mediante la aplicación estricta del principio que las
restringe a las cuestiones contenidas dentro del marco de la litis, y luego, al dictar
sentencia, se funda el pronunciamiento en un criterio amplio que incluye la admi-
sión de pretensiones no deducidas bajo el amparo de la regla iura novit curia,

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales,

Corresponde desestimar la queja por ser inadmisible el recurso extraordinario: art.
280 del Código Procesal (Disidencia del DI'. Augusto César Belluscio),

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 199;2.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Mariano Cúneo
Libarona, María Cecilia Davel, Rosa Lucinda Davel y Federico Mariano
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Davel en la causa Cúneo Libarona, Angel c/Andrilli de Cúneo Libarona,
María Sara" para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que contra la sentencia dictada por el Superior Tribunal de Justi-
cia de Entre RÍos, que denegó el recurso de inaplicabilidad de ley inter-
puesto contra el fallo de la Cámara de Apelaciones de Concepción del
Uruguay -Sala en lo Civil y Comercial-, la vencida interpuso el recurso ex-
traordinario, cuya denegación motiva la presente queja.

2°) Que a tal efecto, el a quo desestimó la apelación por considerarla
principalmente referente a la interpretación de normas no federales y cues-
tiones de hecho y prueba; y que la infracción al principio de congruencia
denunciada en el remedio extraordinario local, no constituía sino una mera
recalificación de los hechos y las nomlaS invocadas por las partes, ejerCi-
da en el ámbito de las facultades comunes de los jueces conforme con la
regla iura novit curia, sin agravio constitucional por haberse brindado
adecuada oportunidad de defensa, sin advertirse tampoco arbitrariedad en
la decisión impügnada.

3°) Que los agravios vinculados a la interpretación de normas no fede-
rales, valoración de la prueba y arbitrariedad de la sentencia constituyen
cuestiones ajenas alrecurso extraordinario del art. 14 de la ley 48, no sus-
ceptible -como regla- de revisión por esta vía.

4°) Que, en cambio, la impugnación concerniente a los alcances del
adagio iura novit clIria, justifica habilitar la instancia extraordinaria, pues
si bien en principio determinar las cuestiünes comprendidas en la litis es
materia ajena al ámbito del remedio federal, ello admite excepción cuan-
do media manifiesto apartamiento de la relación procesal, lo que ocurre
cuando -conio en este caso- la sentencia se funda en el acogimiento de una
defensa no alegada, pues'la calificación de las relaciones jurídicas que
compete a los jueces no se extiende a la admisión de defensas no esgrimi-
das ni autoriza a apartarse de lo que tácitamente resulta de los términos de
la litis (Fallos: 300: 101S). Reconocer y acordar a una de las partes dere-
chos no debatidos es, como principio, incompatible con el art. 18 de la
Constitución (Fallos: 301: 104).
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5°) Que también resultan atendibles los agravios del apelante, en cuanto
el tribunal local ordinario limitó la extensión del material probatorio pro-
puesto por la actora con sustento en una interpretación restringida de las
cuestiones admisibles en esta litis, que en la sentencia definitiva se aban-
dona para emitir un pronunciamiento sólo compatible con un criterio am-
plio de su contenido y que se apoya enpretensiones -no planteadas por las
partes- para las cuales las medidas excluidas aparecen primafacie como
aptas para juzgar acerca de su procedencia.

6°) Que ello es así porque, si bien es cierto que los jueces gozan de
amplias facultades para seleccionar los criterios generales más adecuados
para el juzgamiento de cada caso concreto, el ejercicio de esas potestades
excluye una utilización errática de los mismos susceptible de provocar una
lesión al ejercicio del derecho de defensa.

7°) Que esa situación es la que se produce en este lÍtigio, en el cual el
a quo ha limitado la producción de ciertas medidas de prueba mediante la
aplicación estricta del principio que las restringe a las cuestiones conteni-
das dentro del marco de la litis, y luego, al dictar sentencia, funda el pro-
nunciamiento en un criterio amplio que incluye, en este caso, la admisión
de pretensiones no deducidas bajo el amparo de la regla iura novit curia.

8°) Que este proceder es inaceptable, pues la potestad jurisdiccional no
se agota en la aplicación mecánica de las normas sino que exige discrimi-
nar los distintos aspectos del litigio, a fin de lograr en cada hipótesis la
justicia concreta del caso (Fallos: 304: 1919); para lo cual es vital el man-
tenimiento de una orientación que asegure a los justiciables un
juzgamiento conforme pautas uniformemente adoptadas en la totalidad de
su curso, pues de otro modo el proceso civil podría convertirse en el ve-
hículo de ritos caprichosos, frustratorio de la finalidad de afianzar lajus-
ticia que es la meta última de toda actividad judicial.

9°) Que, en tales condiciones, las garantías constitucionales que se in-
vocan como vulneradas guardan relación directa e inmediata con lo resuel-
to, por lo que corresponde hacer lugar a esta presentación directa (art. 15
de la ley 48).

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y, con el alcan-
ce indicado, se deja sin efecto la sentencia apelada. Con costas. Vuelvan
los autos al tribunal de origen a fin de que, por quien corresponda, proce-
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da a dictar nuevo fallo con arreglo a lo expresado. Reintégrese el depósi-
to. Notifíquese y remítase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S.
FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en disidencia) - JULIO S. NAZARENO-
EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina la presente
queja, no cumple con el requisito de fundamentación autónoma.

Por ello, se desestima esta presentación directa y se da por perdido el
depósito. Notifíquese y archívese.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO.

ANDREA BLANCA FERREYRA v. CARLOS DARlO ULLOA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Illterpretllcilín de
norlllllS locales de procedimientos. Doble instancia y recursos.

Si bien en principio la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis es
materia ajena al recurso extraordinario, ello no constituye óbice para la apertura del
recurso cuando, con menoscabo de garantías que cuentan con amparo constitucio-
nal, el tribunal se excedió de jurisdicción.

SEGUNDA INSTANCIA.

La jurisdicción de las cámaras está limitada por el alcance de los recursos conce-
didos, que determinan el ámbito de su facultad decisoria, y la prescindencia de tal
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limitación infringe el principio de congruencia que se sustenta en los arts. 17 y 18
de la Co.nstitución Nacional.

PRINCIPIO DE CONGRUENCIA.

El carácter constitucional del principio de congruencia, como expresión de la de-
fensa en juicio y del derecho de propiedad, obedece a que el sistema de garantías
constitucionales del proceso está orientado a proteger los derechos y no a perjudi-
carlos.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Selllencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el pronunciumielllo.

Si los demandados no impugnaron en el memorial de agravios la decisión del juez
de primera instancia en cuanto reconoció la legitimación <)ctivade la concubina para
reclamar los daños derivados de la muerte de su compañero, la cámara no pudo vol-
ver sobre tal aspecto de la cuestión.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 2S de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actara en la cau~
sa Ferreyra, Andrea Blanca c/U11oa, Carlos Daría", para decidir sobre su
procedencia.

Considerando:

10) Qu.e contra el pronunciamiento de la Sala 1de la Cámara Nacional
de Apelaciones en 10 Civil que, al revocar el fallo de la instancia anterior,
rechazó la pretensión de indemnización por daños y perjuicios originados
en un accidente de tránsito, la actora interpuso el recurso extraordinario
que, al ser desestimado, motivó la presente queja.

2°) Que la apelante se agravia por considerar que al haber introducido
el tema referente a la legitimación de la actora para promover la presente
demanda, la cámara falló extra petita, en virtud de que tal cuestión no ha-
bía sido sometida a la decisión de la alzada.

3°) Que tos agravios de la recurrente suscitan cuestión federal para su
consideración en la vía intentada, pues si bien es cierto que -en principio-
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la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis es materia ajena
a este ámbito excepcional, ello no constituye óbice para la apertura del
recurso cuando, con menoscabo de garantías que cuentan con amparo
constitucional, el tribunal se excedió de jurisdicción.

4°) Que, en efecto, esta Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades
que lajurisdicción de las cámaras está limitada por el alcance de los recur-
sos concedidos, que determinan el ámbito de su facultad decisoria, y que
la prescindencia de tal limitación infringe el principio de congruencia que
se sustenta en los arts. 18 y 17 de la Constitución Nacional (Fallos:
301 :925; 304:355, ]482; causas: B. 583. XXI, "Banco Sidesa s/quiebra-
inc. de revisión promovido por el Banco Central de la República Argen-
fina"; B.167. XXIII, "Bacqué, Marcel c/Multicambio S.A. ", falladas el23
de agosto de] 988 Y 18 de septiembre de 1990, respectivamente.

5°) Que, además, cabe destacar que el carácter constitucional de aquel
principio, como expresión de la defensa en juicio y del derecho de propie-
dad, obedece a que el sistema de garantías constitucionales del proceso
está orientado a proteger.los derechos y no a perjudicarlos; de ahí que lo
esencial es que la justicia repose sobre la certeza y la seguridad, lo que se
logra con la justicia según ley, que subordina al juez en lo concreto, res-
petando las limitaciones formales -sin hacer prevalecer tampoco la forma
sobl~e el fondo pero sin olvidar que también en las formas se realizan las
esencias-o

6°) Que en el sl/b life se verifica tal supuesto, toda vez que el juez de
primera instancia reconoció la legitimación activa de la concubina para
reclamar los daños derivados de la muerte de su compañero y de talma-
nera descartó la alegación de los demandados opuesta en oportunidad de
la conte~tación delas demandas; y ello no mereció in.lpugnación alguna
por parte de éstos en el memoria] de agravios, pues sólo cuestionaron la
legitimación de la actora por no haber probado la calidad de concubina de
la víctima, por.lo que la alzada no podía volver sobre un aspecto de la cues-
tión que había quedado resuelto con carácter firme, máxime cuando expre-
samente reconoció tal limitación.

7°) Que, en tales condiciones, corresponde declarar procedente la ape-
lación federal, pues con el consiguiente apartamiento del adagio fanfwn

devoll/fllm qllantlll/l apellafl//11 el a qlla ha vulnerado el art. 2° de Ia-ley 27,
10 que pone de manifiesto que media relación directa e inmediata entre Jo
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resuelto y las garantías fundamentales que se dicen vulneradas (art. 15 de
la ley 48).

Por ello, se hace lugar a la queja y se declara pro'cedente el recurso ex-
traordinario. Se revoca 1£1 sentencia apelada, con costas (art. 68 del Códi-
go Procesal Civil y Comerci~l de la Nación). Vuelvan los autos al tribu-
nal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo pronun-
ciamiento con arreglo a lo expresado. Agréguese la queja al principal. .
Notifíquese y oportunamente remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - CARLOS S.

FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S.

NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

JULIO CESAR SOSA Y. FERROCARRILES ARGENTINOS-

RECURSO EXTRAORDINARIO: Recjuisiros propios. Cuesriones no fedemles. Sellfencias
ariJirmrias. Improcedencia del recurso.

Los agravios que sólo constituyen las naturales divergencias con cl alcance otor-
gado al "caso fortuito o fuerza mayor" resultan inhábileS para justificar invalidar
lo resuelto con sustento en la tacha de arbitrariedad.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisiros formales. Inrerposici;,n del recurso. Fundamento.

Resulta infundado el recurso extraordinario si el agravio a la supremacía constitu-
cional queda circunscripto a su sola mención, sin demosIrarlo adecuadamente.

TRANSPORTE DE PASAJEROS

No cabe exlender la responsabilidad del transportador, en relación a la g:irantía de
la integridad del pasajero. a extremos tales que lo obliguen a un control de seguri-
dad social (Voto del Dr. Carlos S. Fayt). .
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Sosa, Julio CésarclFerrocarriles Argentinos", para decidir sobre su pro-
cedencia.

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento de la Sala E de la Cámara Nacional
de Apelaciones en lo Civil que confirmó el fallo de la instancia anterior en
cuanto había desestimado la pretensión indemnizatoria con fundamento en
el alegado incumplimiento de un contrato de transporte de personas por
ferrocarril, la vencida interpuso el recurso extraordinario cuya denegación
motiva la presente queja.

2°) Que, a diferencia de lo ocurrido en la causa S. 706. XXII.
"Santamarina, María del Carmen c/Ferrocarriles Argentinos", falJada el 13
de noviembre de 1990, la empresa estatal demandada opuso concretamente
en el sub lite el "hecho del tercero" por lo que la litis quedó fácticamente
configurada de modo de quedar a salvo el principio procesal de congruen-
cia que informa el debido proceso (art. 18 de la Constitución Nacional) con
la solución del a quo, adoptada con fundamento en la concurrencia del tal
factor de exención de responsabilidad del transportista (arts. 184 Código
de Comercio y 514 del Código Civil).

3°) Que, por otra parte, frente a la versión del actor en la causa penal
que este Tribunal tiene a la vista (fs. 11 vta.) acerca de las circunstancias
de modo, tiempo y lugar que rodearon al hecho dañoso, los agravios del
recurrente sólo constituyen las naturales divergencias con el alcance otor-
gado por la alzada al "caso fortuito o fuerza mayor" previsto en las normas
de derecho común antes citadas en función de los extremos fácticos del
caso, los cuales, más allá de su opinabilidad, resultan inh<;ibilesparajus-
tificar invalidar lo resuelto con sustento en la tacha de arbitrariedad invo-
cada.

4°) Que por último, tampoco aparece demostrada la vulneración de la
supremacía constitucional consagrada e~ el artículo 31 de la Carta Funda-
mental, pues tal aserto queda circunscripto a su sola mención en el reme-
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dio federal examinado, sin una adecuada demostración, lo que obsta a la
procedencia del recurso extraordinario en este punto por carecer de la de-
bida fundamentación que requiere el artículo 15 de la ley 48 (Fallos:
307:259; entre otros).

Por ello, se desestima la queja. Notifíquese y al"chívese, previa devo-
lución de los autos principales y sus agregados.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FAYT (por su voto). - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO (en disidencia)
- EDUARDO MOLlNÉ O'C0NNOR (en disidencia) - ANTONIO BOGGIANO.

VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento de la Sala E de la Cámara Nacional
de Apelaciones en lo Civil, que confirmó el fallo de primera instancia que
había rechazado la demanda de daños y perjuicios derivados del incumpli-
miento del contrato de transporte de personas por la empresa Ferrocarri-
les Argentinos, la actora vencida interpuso el recurso extraordinario que,
al ser denegado, motivó la presente queja.

2°) Que, para así resolver, el a qua consideró que del propio relato de
los hechos formulado por la demandante, así como de los medios de con-
vicción allegados a la causa, resultaba que el accidente invocado se había
producido por el accionar de delincuentes que en un intento de robo em-
pujaron a la víctima fuera del tren, provocándole las lesiones por las que
reclama.

3Ó) Que, en tales condiciones, el tribunal apelado se limitó a aplicar un
típico supuesto interruptivo del nexo causal, esto es, el hecho de un tercero
por el cual no debe válidamente responderse (arts. 184 del Código de Co-
mercio y 513 Y514 del Código Ci vil), fundando su imprevisibilidad con
argumentos suficientes. Ello, descarta la arbitrariedad invocada.
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4°) Que, por lo demás, la pretensión de extender el deber de seguridad
en el transporte a hipótesis como las del caso y, de esa forma, en definiti-
va, responsabilizar al Estado, constituye una indebida extralimitación de
aquelJa obligación de seguridad que, en cuanto tal, no puede ser acepta-
da.

S°) Que, en efecto, no cabe extender la responsabilidad del transporta-
dor, en relación a la garantía de la integridad del pasajero, a extremos ta-
les que lo obliguen a un control dé seguridad social. Esto es así, especial-
mente, en situaciones como las actuales en que la vida en las grandes agru-
paciones humanas que se han formado ha incrementado la cantidad y fre-
cuencia de hechos de violencia, a propósito de múltiples factores sociales
y económicos, cuya solución no es adecuada, en el caso, suponer que co-
rresponda a la empresa ferroviaria.

Por elJo, se desestima la queja. Notifíquese y archívese.

CARLOS S. FAYT

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C.

BARRA y DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON JULIO S. NAZARENO
y DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:

Que contra el pronunciamiento de la Sala E de la Cámara Nacional de
Ape1"aciones en lo Civil que confirmó la sentencia de primera instancia que
había rechazado la demanda de daños y peljuicios derivados del incumpli-
miento de un contrato de transporte de personas por ferrocarril, el actor
dedujo el recurso extraordinario cuya denegación origina la presente queja.

Que los agravios del apelante suscitan el examen de cuestiones
sustancialmente análogas a las resueltas por esta Corte en la causa: S. 706.
XXII. "Santámarina, María del Carmen e/Ferrocarriles Argentinos", con
fecha 13 de noviembre de 1990, a cuyos fundamentos cabe remitirse por
razón de brevedad.
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Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
ef<::cto la sentencia de fs. 261/263. Con costas. Vuelvan los autos al tribu-
nal de origen a fin de q'ue, por medio de quien correspond::l, proceda a dic-
tar nuevo fallo con arreglo a lo expresado. Agréguese la queja al princi-
pal. Notifíquese y remítanse.

RODOLFO C. BARRA - 'JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR.

DIEGO CARLOS SANCHEZ v. HECTOR SANTIAGO DEL PUNTA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sel7fei¡cia definitiva. Resoluciones ante-
riores a la sentencia dejinitiva. Varias.

Tiene carácter definitivo la resolución que confirmó un sobreseimiento provisio-
nal, si al apartarse del criterio establecido por la Corte en una sentencia anterior
dictada en la causa, tornó definitivamente ineficaz este pronuncian1i"ento, y frustró
de modo irreparable el derecho del recurrente, rec~mocido en aquella decisión, a
obtener una sentencia fundada de acuerdo con las directivas señaladas por la Cor-
te.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Interpretacilín de
normas locales de procedimiel7fos. Casos varios.

Si bien la selección y apreciación del materiai probatorio es una facultad propia de
los jueces de la causa, tal circunstancia no es óbice para que la Corte pueda cono-
cer en los casos excepcionales en que la conclusión de la cámara sólo cuenta con
un sustento aparente.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrorias. Improcedencia del recurso.

Es improcedente el recurso extraordinario, si en la nueva resolución diclada por la
cámara como consecuencia de lo resuelto por la Corte, se han reexaminado las cues-
tiones de hecho y prueba cuya consideración había sido omitida (Disidencia de los
Dres. Ricardo Levene (h.), Mariano Augusto Cavagna Martínez y Antonio
Boggiano).
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

-1-

Con posterioridad a lo resuelto por V. E. en estas actuaciones (fs. 308
del principal), la Sala 6ta. de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y
Correccional, con fecha 11 de diciembre de 1990, confirmó el
sobreseimiento provisional decretado en primera instancia.

Contra dicho pronunciamiento, el querellante en autos, Diego Carlos
Sánchez, interpuso recurso extraordinario cuya denegatoria a fs. 334 dio
lugar.a la articulación de esta queja.

-II-

Al dictaminar a fs. 305/307, he tenido oportunidad de referirme
suscintamente al hecho que motiva la presente investigación, por lo que he
de ceñirme en esta ocasión a describir los agravios en que funda el recu-
rrente el remedio federal deducido que, según mi apreciación, no difieren,
en lo sustancial, de los invocados en su momento contra lo decidido en esta
causa por la Sala Ira. de la mencionada Cámara del Crimen. En efecto, por
un lado el quejoso sostiene que en el fallo impugnado el a quo insiste en
partir de una premisa falsa, al considerar que la obra se convino por me-
tro cuadrado y no por administración, para no otorgar relevancia
incriminatoria a ciertas pruebas, algunas de ellas obran tes en el sumario,
y otras, ofrecidas por el apelante y pendientes de producción (contenido
del video; testimonios de Daniel Muller, Julio César Escobar y Javier Pa-
blo Roggero; pericia contable tendiente a acreditar el abultado precio de
materiales y mano de obra reconocido por el querellado en la aludida gra-
bación).

Agrega, que el Tribunal de Alzada arriba a tal postura con un funda-
mento sólo aparente, sobre la base de apreciaciones meramente dogmáti-
cas de las pruebas reunidas en el legajo, prescindiendo, nuevamente, de los
argumentos vertidos en la expresión de agravios que luce a fs. 234/241.



DE JUSTICIA DE LA NACION

315

I 15

Por último, el querellante sostiene que la arbitrariedad que atribuye a
la decisión impugnada y la consecuente violación de las garantías consti-
tucionales que invoca (arts. 17 y 18 C.N.), no sólo deriva de las razones
ya expuestas, sino también, del apartamiento en que incurre la Cámara, al
fallar sin tener en cuenta lo resuelto con anterioridad por V.E. sobre la
cuestión debatida.

-III-

A mi juicio, los agravios producidos por el recurrente, suscitan cues-
tión federal suficiente para habilitar la vía intentada. Ello así, toda vez que'
la confirmación por parte del a qua del sobreseimiento provisional postu-
lado en primera instancia, no sólo es producto de una v,iJoración aislada
de las con:>tancias reunidas, sino que tal proceder importa en el caso, tal
como lo sostiene la querella, contrariar el criterio establecido por V.E.
anteriormente.

Frente a ello, en cuanto a la procedencia formal del recurso en estudio,
cabe reiterar las razones vertidas en mi anterior dictamen -que en lo per-
tinente doy aquí por reproducidas en mérito a la brevedad- tendientes a
tener por acreditado el carácter definitivo de la resolución ahora impug-
nada y señalar, además, lo dicho por la Corte, en el sentido que siempre que
esté en tela de juicio la inteligencia de pronunciamientos del Tribunal en
las mismas causas en que han sido dictadas, en los que el recurrente fun-
da el derecho que estima asistirle, se configura una hipótesis que, con arre-
glo a lo previsto en el art. 14 de la ley 48, hace viable formalmente el re-
curso extraordinario (Fallos: 305:535; 308: 1591 y 2009, entre otros).

Por lo demás, corresponde destacar, que sin perjuicio del valor que se
pretende asignar en el sub judice a ciertos elementos de prueba para des-
cartar el tipo legal por el que pretenda accionar el querellante -aspecto que,
reitero,- constituye materia propia de los jueces de la causa y ajena, por
regla, a esta instancia extraordinaria-, la cámara necesariamente debió pon-
derar en conjunto su incidencia con el resto de las pruebas arrimadas al
proceso, tal como lo señalara V.E. en su anterior pronunciamiento remi-
tiéndosc a los fundamentos y conclusiones del dictamen emitido por esta
Procuración General.
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Advierto además, que de haber procedido e].a quo conforme lo resu~lto
por el Alto Tribunal, ello podría haber permitido considerar adecuadamen-
te la posibilidad de encuadrar el hecho imputado a Héctor Santiago Del
Punta en otro delito del mismo título, circunstancia ésta que, por otra parte,
fue introducida por la querella desde el inicio de las presentes actuaciones.

Lo expuesto, en manera alguna pretende sustituir el criterio de los ma-
gistrados de las instancias ordinarias por el de V.E. para resolver cuestio-
nes de hecho, prueba y derecho común, aspecto que insisto, resulta extraño
a esta instancia de excepción. Por el contrario, lo que resulta indispensa-
ble y encuentra directa vinculación con las garantías constitucionales in-
vocadas, es la consideración de todas y cada una de las cuestiones de tal
naturaleza, oportunamente introducidas por el impugnante y conducentes
para la adecuada solución de la causa, pe manera tal, que su defectuoso
tratamiento por el a quo autoriza la descalificación del fallo recurrido so-
bre la base de la alegada doctrina de la arbitrariedad.

-IV-

Por todo ello, soy de opinión que corresponde hacer lugar a la presen-
te queja y declarar procedente el recurso extraordinario deducido, deján-
dose sin efecto la sentencia de fs. 316 para que, por intermedio de quien
corresponda, se dicte una nueva con arreglo a derecho. Buenos Aires, 24
de julio de 1991. Osear EduardoRoger.

FALLO'DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Diego Carlos
Sánchez (querellante) enla causa Sánchez, Diego Carlos c/Del Punta,
Héctor Santiago -causa N° 46'.320-", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

10) Que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y
Correccional, Sala VI -al fallar nuevamente la causa a raíz de la resolución
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de esta Corte de fs. 308 por la que se dejó sin efecto la anterior sentencia
de la Sala I- confirmó el sobreseimiento provisional dictado en primera
instancia en el sumario en el que había sido querellado Héctor Santiago Del
Punta. Contra este pronunciamiento, el querellante interpuso el recurso
extraordinario cuya denegación por el auto de fs. 334 dio origen a la pre~
sente queja.

2~) Que el recurrente sostiene que la decisión del a qua es equiparable
a una sentencia definitiva en los términos de la jurisprudencia de este Tri-
bunal, en atención a que los argumentos contenidos en los considerandos
de la resolución impugnada eJ\cluyen la verificación en los hechos de la
contratación de la obra por el sistema de administración~ lo cual constitu-
ye el presupuesto para la configuración de la conducta que el querellante
atribuye como delictuosa al qucrellado. Agreg~, además, que la conclusión
atinente a que lo pagado por el querellante no habría superado la estima-
ción del precio, afecta gravemente su eventual pretensión de índole civil.
En cuanto al fondo, reitera en lo esencial los agravios que le provocó el
anteri'or fallo de la Cámara del 17 de octubre de 1989 (fs. 243) pues, como
en aquel pronunciamiento, el a qua habría incurrido en el vicio de senten-
cia arbi'lraria por omisión de aspectos oportunamente propuestos y condu-
centes y por apreciación defectuosa del material probatorio.

30) Que con'csponde tener por satisfecho el carácter definitivo de la
resolución del 11 de dicicmbre de 1990 (fs. 316) pues, al apartarse del cri-
telio cstablecido por este Tribunal en la sentencia dictada en esta causa el
25 de setiembre de 1990 (fs. 308) torna definitivamente ineficaz aquel pro-
nunciamiento y frustra de modo irreparable el derecho del recurrente, re-
conocido en aquella decisión, a obtener una sentencia fundada de acuer-
do con las directivas señaladas en su oportunidad por la Corte, lo cual hace
procedente el remedio federal intentado (Fallos: 308: 1591 y 2009).

4O) Que, asimismo, el fallo impugnado afecta el derecho de defensa del
apelante y suscita cuestión federal suficiente pues, aun cuando la selección
y apreciación del material prob,ltorio es una facultad propia de los jueces
de la causa, tal circunstancia no es óbice para que la Corte pueda conocer
en los casos excepcionales en que la conclusión del a qua sólo cucnta con
un sustento aparente que justifica su descalificación sobre fa base de la
doctrina de la arbitraricdad (Fallos: 307: I028 entrc otros).
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5°) Que, en efecto, la cámara ha considerado en forma fragmentaria la
prueba producida, en especial lo atinente al modo en que fue convenida la
liquidación de los honorarios del arquitecto Del Punta, es decir, median-
te un porcentaje del costo de laobra (confr. fs. 175), lo cual exigía la ren-
dición periódica de las cuentas (1's. 14118, 20/23,25/27), que evidenciaba
el manejo por el querellado de bienes o int~reses pecuniarios del
querellante. Por lo demás, el a q¡;O ha omitido el tratamiento de distintos
elementos indiciarios -declaración de fs. 84 vta. y fs. 85; declaración tes-
tifical de fs. 114; constancias de fs. 181 vta.- lo cual ha impedido una vi-
sión de conjunto que hubiese sido relevante a los efectos de discernir la
eventual configuración de una conducta delictuosa.

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador
General (fs. 66/68), se hacer lugar a la queja, se declara procedente el re-
curso extraordinario deducido y se deja sin efecto la sentencia de fs. 316 .
.Notiffquese, agréguese la queja al principal y vuelvan los autos a su ori-
gen a fin de que, por quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamien-
to.

RICARDO LEVENE (H) (en disidencia) - MARIANO AUGUSTO CAYAGNA MARTíNEZ

(en disidencia) - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEYENE (H), DEL SEÑOR

YICEPRESlDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO CAYAGNA MARTíNEZ

y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ANTONIO BOGGIANO

Considerando:

Que en la nueva resolución dictada como consecuencia de lo resuelto
por esta Corte a fs. 308, se han reexaminado las cuestiones de hecho y
prueba cuya consideración había sido omitida en la dejada sin efecto. Por
lo demás -y a diferencia de lo que ocurría con la anterior decisión del tri-
bunal a quo- no existe en la que motivó el recurso extraordinario, cuya
denegación originó esta queja, circunstancia alguna que permita equipa-
rar el sobreseimiento provisional decretado a la sentencia definitiva a que
se refiere el art. 14 de la ley 48.
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Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General y dado que
la solución alcanzada no impide la re apertura del sumario y el
diIigenciamiento de otras medidas instructorias que podrían modificar,
eventualmente, el sentido de lo resuelto, se desestima la queja. Intímese a
la parte recurrente a que dentro del quinto día, y conforme a las pautas es-
tablecidas por la acordada n° 54/96, efectúe el depósito que dispone el art.
286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en el Banco de
la Ciudad de Buenos Aires, a la orden de esta Corte y bajo apercibimien-
to de ejecución. Notifíquese, devuélvanse los autos principales y, oportu-
namente archívese. .

RICARDO LEVEN E (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ - ANTONIO

BOGGIANO.

SILvIA GRACIELA TABARES v. SANATORIO AGOTE y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. InterprelClción de
normas y actos comunes.

Existe cuestión federal bastante, no obstante que los agravios se refieran acuestio-
nes de hecho y de derecho común, si la sentencia sólo satisface de manera aparen-
te la exigencia constitucional de adecuada fundamentación.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Varias.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que estableció la indemnización por daño
material, si aún cuando enunció pautas correctas, resulta exigua e irrazonable, y
desvirtúa el principio de reparación integral.

RECURSO EXTRA ORD{NA RIO: Requisitos propios. Cuesfiones no federales, Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias de hecho y prueba.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que estableció la indemnización por daño
moral, si la suma fijada no cubre mínimamente los requerimientos de la prudencia
en la determinación del daño, en punto a lo que dispone el art. 165 del Código Pro-
cesal ya que ha desentendido la intensidad de la lesión en las afecciones legítimas
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y establecido su cuantfa en términos que virtualmente cOllvie.rten en inoper~nte ~a
indemnización.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de febrero de 1992.

Vistos los autos: "Recurso dehecho deducido por la actora en la cau-
sa "Tabares, Silvia Graciela e/Sanatorio Agote y otros", y para decidir so-
bre su procedencia. .

Considerando:

10) Que contra el pronunciamiento de la Sala M de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones en lo Civil .que, al modificar en forma parcial el de pri-
mera instancia, rcdujo el monto de la condena, la"actora interpuso el recur-
so extraordinario cuya denegac1ón originó la presente queja.

2°) Que los agravios del apelante suscitan cuestión federal para su con-
sideración en la vía intentada, pues no obstante referirse a cuestiones de
hecho y de derecho común, ajenas -como regla y por su naturaleza- al re-
medio del art. 14 de la ley 48, tal circunstancia no resulta óbice decisivo
para abrir el recurso cuando la sentencia recurrida sólo satisface de manera
aparente la exigencia constitucional de adecuada fundamentación (Fallos:
307:2027; causa: R.243.XXII, "Rodríguez, Santiago Eladio c/lnsmetan
S.R.L. y otro", del 7 de marzo de 1989).

3°) Que, al respecto, cabe destacar que la alzada consideró exagerada
la indemnización otorgada para resarcir el daño material, pues estimó pro-
bable que la demandante -que a raíz de la histerectomía a la que fue some-
tida había perdido la capacidad dc concebir- sólo hubiese podido tener un
hijo más, dado que a los 35 años era una primípara tardía, y aquél le ha-
bría podido dar apoyo económico en la vejez ..

4°) Que si se tiene en cuenta que en el fallo de la instancia anterior se
había admitido no sólo el demérito de la integridad funcional que signifi-
caba para la actora la pérdida de la capacidad de procreación, sino que se
tuvo por demostrado también la existencia de un daño psíquico (confr. fs.
491 vta., último párrafo), la estimación pecuniaria que efectuó el a quo



DE JUSTICIA DE LA NACION 121

acerca del daño inferido -aun cuando hLibiere enunciado pautas correctas
que podrían servir para disminuir el monto de la indemnización acordada-
resulta exigua e irrazonable, aparte de que desvirtúa el principio de repa-
ración integral propio de la materia en examen (causa: C.643.XXII,
"Cabral, Norma Esther c/Bertez, Raúl y otros" del 25 de septiembre de
1990).

5°) Que, de igual modo, corresponde admitir el agravio referente al
daño moral, pues la suma fijada por tal concepto no cubre mínimamente
los requerimientos de la prudencia en la determinación del daño en punto
a lo que dispone el art. 165 del Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación, ya que se ha desatendido la intensidad de la lesión en las afeccio-
nes legítimas y el tribunal ha establecido su-cuantía en términos que vir-
tualmente convierten en inoperante la indemnización prevista por las nor-
mas pertinentes (conf1'. causa A.287 .XXIII, "Albornoz, Juan Carlos clBa-
rrios, Jorge Ornar" del 26 de febrero de 1991).

6°) Que, en tales condiciones, las garantías constitucionales que se in-
vocan como vulnt<radas guardan relación directa e inmediata con lo resuel-
to (art. 15 de la ley 48), por lo que corresponde descalificar la sentencia
como acto jurisdiccional y mandar que se dicte una nueva con arreglo a lo
expresado en los considerandos precedentes.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto la sentencia en cuanto fue materia de agravios. Con costas. Vuel-
van los autos al tribunal de origen a fin de que, por medio de quien corres-
ponda, proceda a dictar un nuevo fallo. Agréguese la queja al principal.
Notifíquese y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA vAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO-
EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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JOSE BILLORDO v. CAJA NACIO~AL DE PREVISION DE LA INDUSTRIA, COMERCIO
y ACTIVIDADES CIVILES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsistencia de los requisitos.

La inexistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su de-
saparición importa la del poder de juzgar.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsistencia de los requisitos.

Las sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a las circunstancias dadas cuando
se dictan, aunque éstas sean sobrevinientes al recurso extraordinario. .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen.

La renuncia incondicionada y explícita al derecho cuya consagración por la senten-
cia apelada dio fundamento al recurso extraordinario, determina que la Corte no
debe entender en este último, por cuanto la ausencia de interés, exteriorizada por.
el beneficiario del fallo recurrido, convierte en abstracto el pronunciamiento reque-
rido al Tribunal.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que declaró la inconstitucionalidad del art.
2° de la ley 23.568, no obstante el proceder del recurrido que tornó inoficiosa la
cuestión planteada, pues la subsistencia del pronunciamiento impugnado podría
causar a la recurrente un gravamen injustificado.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsistencia de los requisitos.

Resulta inoficioso el pronunciamiento de la Corte sobre la validez constitucional
del art. 2° de la ley 23.568 si el actor desistió expresamente del planteo de incons-
titucionalidad formulado en la demanda y manifestó que se allanaba a los agravios
vertidos por la recurrente en torno de la aplicación de la citada ley (Disidencia par-
cial del Dr. Eduardo Moliné O'Connor).
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Billarda, José c/Caja Nacional de Previsión de la
Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ejecu~ión previsional".

Considerando:

10) Que el actor, invocó la resolución dictada a su favor por la Sala IV
de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo por la que se hizo lu-
gar a su pedido de reajuste jubilatorio y, sobre la base de que la Caja res-
pectiva no había pagado el correspondiente importe, solicitó la ejecución
de la sentencia, a cuyo efecto pidió la previa declaración de inconstitucio-
nalidad de la ley 23.568 que establece el plazo máximo de tres años para
el cumplimiento de las sentencias dictadas en juicios por cobro de reajustes
jubilatorios (fs. 2/3).

2°) Que la señora juez laboral de primera instancia que entendió en las
actuaciones declaró inaplicable al caso lo dispuesto por el art. 2° de la ley
23.568, con fundamento en que su aplicación al demandante violaba la
garantía constitucional que resguarda la propiedad y, en consecuencia,
mandó llevar adelante la ejecución (fs. 20/24). Contra esa decisión la de-
mandada interpuso recurso extraordinario (fs. 34/36), que fue concedido
(fs.45).

3°) Que, tal. como surge del escrito en el cual el demandante contestó
el traslado del remedio federal intentado, aquél desistió expresamente del
planteo de inconstitucionalidad del art. 2° de la ley 23.568 formulado en
la demanda y manifestó que se allanaba a los agravios vertidos por la re-
currente en torno de la aplicación de la citada ley (fs. 38). Mas aún, con
base en la mencionada norma legal, pidió que se ordenara a la demanda-
da el pago del 50% que preveía el precepto (fs. 38 vta.), manifestando que
para el restante 50% aceptaba esperar hasta julio de 1991 (loe. cit.).

4°) Que la doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccionales ha
subrayado que la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y que su
desaparición importa la del poder de juzgar, lo que está en consonancia con
la otra según la cual las sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a
las circunstancias dadas cuando se dictan, aunque éstas sean sobrevi-
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nientes al recurso extraordinario (Fallos: 308: 1489), considerandos 8° y 9°
Ysus citas).

5°) Que lo reseñado precedentemente y los claros términos del escrito
de fs. 38/38 vta. hacen aplicable al sub lite la doctrina de Fallos: 256:327,
con arreglo a la cual la renuncia incondicionada y explícita al.derecho cuya
consagración por la sentencia apelada dio fundamento al recurso extraor-
dinario, determina que la Corte no deba entender en este último, por cuanto
la ausencia de interés, exteriorizada por el beneficiario del fallo recurrido,
convierte en abstracto el pronunciamiento requerido al Tribunal.

6°) Que, sin perjuicio de que el proceder del actor torna inoficiosa la
decisión de esta Cort.e respecto del acierto del fallo apelado, la subsisten-
cia del pronunciamiento impugnado causaría a la recurrente un gravamen
no justificado, pues no.cabe descartar que alguna consecuencia gravosa
para ella pudiera ser extraída por el actor de una sentencia declarativa de
inconstitucionalidad que su propia conducta habría impedido revisar, lo
que impone dejarla sin efecto (confr. docto de Fallos: 307:2061).

Por ello, se declara actualmente inoficioso el pronunciamiento del Tri-
bunal en la causa, sin perjuicio de lo cual se revoca la sentencia de fs. 20/
24. Costas por su orden. Notifíquese y, oportunamente, devuélvase.

MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C. BARRA - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR (en
disidencia).- ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA PARCIAL DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR

DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que el actor, invocó la resolución dictada a su favor por la Sala IV
ele la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo por la que se hizo lu-
gar a su pedido de reajuste jubilatorio y, sobre la base de que la Caja res-
pectiva no había pagado el correspondiente importe, solicitó la ejecución
de la sentencia, a cuyo efecto pidió la previa declaración de inconstitucio-
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nalidad de la ley 23.568 que establece el plazo máxiPlo de tres años para
e] cumplimiento de las sentencias dictadas en juicios por cobro de reajustes
jubilatorios (fs. 2/3).

2°) Que la señora juez labora] de primera instancia que entendió en las
actuaciones declaró inaplicable al caso lo dispuesto por el arto 2° de la ley
23.568, con fundamento en que su aplicación al demandante violaba la
garantía constitucional que resguarda]a propiedad y, en consecuencia,
mandó llevar ade]ante]a ejecución (fs. 20/24). Contra esa decisión la de-
mandada interpuso recurso extraordinario (fs. 34/36), que fue concedido
(fs.45).

3°) Que, tal como surge de] escrito en el cual el demandante contestó
el traslado del remedio federal intentado, aquél desistió expresamente del
planteo de inconstitucionalidad de] art. 2° de ]a ley 23.568 formulado en
la demanda y manifestó que se allanaba a los agravios vertidos por la re-
CUlTenteen torno de la aplicación de la citada ley (fs. 38). Mas aún, con
base en la mencionada norma legal, pidió que se ordenara a ]a demanda-
da el pago del 50% que preveía el precepto (fs. 38 vta.) manifestando que
para e] restante 50% aceptaba esperar hastaju]io de 1991 (loc. cit.).

4°) Que la doctrina del Tribuna] sobre los requisitos jurisdiccionales ha
subrayado que la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y que su
desaparición importa ]a del poder de juzgar, lo que está en consonancia con
la otra según la cual las sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a
las circunstancias dadas cuando se dictan, aunque éstas sean sobrevi-
nientes al recurso extraordinario (Fallos: 308:1489, considerando s 8° y 9°
Ysus citas).

5°) Que lo reseñado precedentemente y los claros términos de] escrito
de fs. 38/38 vta. hacen aplicable al sub lite la doctrina de Fallos: 256: 327,
con arreglo a la cual la renuncia incol}dicionada y explícita al derecho cuya
consagración por la sentencia apelada dio fundamento a] recurso extraor-
dinario, determina que ]a Corte no deba entender en este último, por cuanto
la ausencia de interés, exteriorizada por el beneficiatio del fallo recurrido,
convierte en abstracto e] pronunciamiento requerido a] Tribunal; ello sin
perjuicio de ]a modificación de los alcances de ese pronunciamiento, que
implica la postura asumida por el actor.
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Por ello, se declara actualmente inoficioso el pronunciamiento del Tri-
bunal en la causa, con los alcances de io expresado en el considerando 5°.
Costas por su orden. Notifíquese y, oportunamente, devuélvase.

EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

AMANDA 1. DELFOSSE DE ZAMPARUITl v. VALENTIN DELFOSSE

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Interpretación de
normas locales de procedimientos. Costas y honorarios.

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de cámara que impuso a la
demandada, única apelante, una contribución más onerosa en los gastos causídicos,
excediendo el límite de su competencia apelada con menoscabo de garantías cons-
titucionales.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias arbi-
trarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el pronunciamiento.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia de cámara que impuso a la demandada una
contribución más onerosa en los gastos causídicos, apartándose de los límites de su
competencia y agravando indebidamente la situación del único apelante.

CAMARA S NACIONALES DE APELACIONES.

El régimen delar!. 277 dél Código Procesal Civil y Comercial de la Nación sólo
atribuye al tribunal de segunda instancia la jurisdicción que resulta de los recursos
deducidos por ante ella, limitación ésta que tiene jerarquía constitucional.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias arbi-
trarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el pronunciamiento.

La cámara incurrió en una indebida reformatio in pejus al colocar al único apelan-
te en peor ~ituación que la resultante del pronunciamiento recurrido, lo que cons-
tituye una violación en forma directa e inmediata de las garantías de defensa en jui-
cio y de propiedad.
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Buenos Aires, 3 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Delfosse de Zamparutti, Amanda 1. c/Delfosse.
Valentín s/división de condominio".

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento de la Sala H de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones en lo Civil que revocó lo resuelto en prirnera instan-
cia en materia de costas, la demandada interpuso el recurso extraordina-
rio que fue concedido a fs. 108.

2°) Que los agravios de la apelante suscitan cuestión federal para su
examen en la vía intentada, pues aunque remiten al examen de materias de
índole procesal que son -como regla y por su naturaleza- ajenas a la ins-
tancia del art. 14 de la ley 48, ello no es óbice para invalidar lo resuelto
cuando la alzada ha excedido el límite de su competencia apelada con
menoscabo de garantías constitucionales (causas: G.22.XXIlI, "Guevara,
Irma Rosa c/Cambaceres, Carlos A. y otros", del 12 de junio de 1990;
B.223.xXIl, "Bruno, Carlos c/Industrias J. Matas S.C.P.A.", del 15 de di-
ciembre de 1988).

3°) Que, en efecto. no obstante que la demandada sólo había deducido
recurso de apelación, con el objeto de que las costas se impusieran en su
totalidad a la'contraria, la alzada -haciendo mérito de un inexistente agra-
vio de la actora- dispuso que las costas fueran soportadas por la apelante
"en la proporción que resulta del condominio existente entre las partes",
apartándose así de los línlites de su competencia, toda vez que el régimen
del art. 277 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación sólo atri-
buye al tribunal de segunda instancialajurisdicción que resulta de los re-
cursos deducidos por ante ella, limitación ésta que tiene jerarquía consti-
tucional (Fallos: 229:953; 230:478; 302:263; 307:948).

4°) Que, en virtud de lo expuesto, la sentencia agravó indebidamente
la situación del único apelante en tanto que, mientras el juez de primera
instancia había distribuido las costas por su orden, conforme a la decisión
de la cámara la demandada debería afrontar una contribución más onero-
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sa en los gastos causídicos, atento a que era titular de una alícuota mayor
en el condominio.

5°) Que, en tales condiciones, el tribunal a qua incurrió en una inde-
bida reformatio in pejus al colocar al único apelante en peor situación que
la resultante del pronunciamiento recurrido, lo que constituye una viola-
ción en forma directa e inmediata de las garantías de defensa en juicio y
de propiedad (causa: R.466.XXIl, "Ramos, José María clE.F.A. s/indemc

nización", del 26 de octubre de 1989; Fallos: 258:220; 268:323), extremo
que hace descalificable lo decidido con arreglo a la doctrina de esta Cor-
te sobre arbitrariedad.

Por ello, y sin que importe abrir juicio sobre la viabilidad del agravio
de la demandada omitido por el a qua, se declara procedente el recurso
extraordinario y se deja sin efecto la sentencia. Con costas. Vuelvan los
autos al tribunal de origen a fin de que, por medio de quien corresponda,
proceda a dictarun nuevo fallo con arreglo a lo expresado. Notifíquese y
remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO

BOGGIANO.

JUVENCIO ENZO TIBERIO GIUSTI v. JORGE AQUILES SERENI

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Generalidades.

Aunque el apelante afirme que ataca el pronunciamiento por arbitrariedad, ello no
obsta a la procedencia del recurso concedido por la cámara si los argumentos que
utiliza para fundar la tacha se refieren a la inteligencia que se asigna al art. 35 de
la ley 22.232, norma de carácter federal.
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RECURSO EX7RAORDINARIO: Requisitos jórmales. Introducción de la cuestión federal.
Oportunidad. Generalidades.

La exigencia del oportuno planteamiento del caso federal no rige en los supuestos
en que se halla en discusión el alcance de normas federales, y el pronunciamiento
apelado resuelve el litigio según la interpretación que asigna a esas normas.

BANCO HIPOTECARIO NACIONAL.

El art. 35 de la ley 22.232 es una disposición de orden público, que responde a un
claro objetivo social y de interés general, por el cual se ha instituido la inembarga-
bilidad e inejecutabilidad de los inmuebles destinados a vivienda propia y construi-
dos con préstamos del Banco Hipotecario Nacional.

BANCO HIPOTECARIO NACIONAL.

Frente a la inscripción registral que hace saber que el inmueble se encuentra exclui-
do del régimen común de responsabilidad patrimonial de su titular en virtud del art.
35 de laley 22.232, incumbe a quien pretende ejecutarlo la demostración de que las
condiciones que originariamente justificaron el beneficio han dejado de tener vi-
gencia.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Es inadmisible Cart. 280 del Código Procesal) el recurso extraordinario deducido
contra la sentencia que desestimó el pedido de que se dejaran sin efecto los actos
de ejecución contra un inmueble que se alegaba amparado por el beneficio del art.
35 de la ley 22.232 (Disidencia de los Dres. Rodolfo C. Barra y Carlos S. Fayt).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Giusti, Juvencio Enzo Tiberio c/Sereni, Jorge Aquiles
s/ejecuti vo".

COnsiderando:

10) Que contra la sentencia de la Sala D de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Comercial de la Capital Federal que, confirmando la de pri-
mera instancia, desestimó el pedido de que se dejaran sin efecto los actos
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de ejecución contra un inmueble, que se alegaba amparado por el benefi-
cio establecido en el art. 35 de la ley 22.232, dedujo el demandado recur-
so extraordinario, el que fue concedido por el tribunal de grado.

2°) Que, para así resolver, sostuvo la cámara de apelaciones que en vir-
tud de lo dispuesto en el art. 377 del Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación, incumbía al titular del inmueble demostrar el efectivo cumpli-
miento de los recaudos establecidos para acceder al beneficio, carga que
estimó insatisfecha en el sub lite.

3°) Que aun cuando el apelante afirma que ataca el pronunciamiento
por arbitrariedad, ello no obsta a la procedencia del recurso concedido por
la cámara pues los argumentos que utiliza para fundar la tacha, se refieren
a la inteligencia que el a qua asigna al art. 35 de la ley 22.232, norma de
carácter federal (Fallos: 305:449; 308:2073), y la decisión ha sido contraria
al derecho que el recurrente fundada en ésta (causa F.349.XXII, "Firpo,
Arnaldo Roberto c/Estado Nacional, Ministerio de Educación siordinario",
fallada el 31 de agosto de 1989). Por otra parte, es doctrina de esta Corte
que la exigencia del oportuno planteamiento del caso federal no rige en los
supuestos en que se halla en discusión el alcance de normas federales, y
el pronunciamiento apelado resuelve el litigio según la interpretación que
asigna a esas normas (Fallos: 284: 105; 302:904; 307: 1257; 310:1597 y sus
citas).

4°) Que esta Corte ha sostenido en forma reiterada que el arto 35 de la
ley 22.232 -al igual que su antecedente, el art. 20 del decreto-ley 13.128/
57- es una disposición de orden público, que responde a un claro objeti-
vo social y de interés general, por el cuál se ha instituido la inembarga-
bilidad e inejecutabilidad de los inmuebles destinados a vivienda propia
y construidos con préstamos del Banco Hipotecario Nacional (Fallos:
249: 183; 256:572; 295:608; 305:449, entre otros).

5°) Que el beneficio legal se extiende a los inmuebles gravados a favor
del Banco Hipotecario Nacional por préstamos otorgados para única vi-
vienda propia, hasta los montos que determine la reglamentación que dicte
el banco, mientras éstas mantengan su categoría originaria y aquéllos con-
serven tal destino. Dispone asimisino el citado art. 35 de la ley 22.232, que
los Registros de Propiedad tomaran nota de dichas circunstancias al mar-
gen de la anotación de dominio.
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6°) Que esa inscripción se halla destinada a poner en conocimiento de
los terceros la situación especial en que se encuentra el in"mueble, hacién-
dole oponible el beneficio de inembargabilidad e inejecutabilidad que lo
ampara, pues supone que se han verificado las circunstancias contempla-
das en el art. 35 de la ley 22.232, que constituyen su necesario antecedente.

7°) Que, frente a la inscripción registral que hace saber que el inmueble
se encuentra excluido del régimen común de responsabilidad p~rimonial
de su titular, incumbe a quien pretenda ejecutarlo la demostración de que
las condiciones que originariamente justificaron el beneficio, han dejado
de tener vigencia.

8°) Que el pronunciamiento recurrido, que asigna al'titular dominialla
carga de demostrar la existencia de los requisitos impuestos en el art 35 de
" la ley 22.232 ante la pretensión de un acreedor de ejecutar el inmueble,
configura una inadecuada interpretación de esa disposición federal, en
cuanto desvirtúa los efectos de la inscripción registral que la misma nor-
ma impone.

9°) Que resulta alterado, de tal modo, el régimen tuitivo regulado en la
ley de referenci"a, pues al enervarse la eficacia de la inscripción registral,
se invierte el principio que rige el sistema, y el inmueble -no obstante su
calidad- pasa a ser ejecutable, si el titular no demuestra la subsistencia de
las circunstancias que inicialmente fundáron el beneficio. La imposición
de esa actividad al titular del inmueble, con apoyo en la norma procesal
invocada por el a quo, radica en la desacertada inteligencia asignada a la
ley federal, que condujo al tribunal a calificar como hechos que deben ser
probados, a los que fueron antecedentes del beneficio, de cuya existencia
informa la inscripción registraL

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario interpuesto y
se deja sin efecto el fallo. Con costas. Vuelvan los autos al tribunal de ori-
gen a fin de que, por quien corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento,
con arreglo a lo resuelto.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C. BARRA (en disidencia) o

CARLOS S. FAYT (en disidencia) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR -

ANTONIO BOGGIANO.
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Que el recurso extraordinario es inadmisible (art. 280 de] Código Pro-
cesa] Civil y Comercia] de la Nación).

Por ello, se desestima e] recurso extraordinario interpuest9, con costas.
Notifíquese y devuélvase.

RODOLFO e BARRA - CARLOS S. FAYT

INGENIERIA TAURO S.A.C.LF.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Falto de filndwnel1foción su/iciel1fe.

Debe dejarse de lado el mecanismo de actualización basado en el empleo de los ín-
dices con un mes de retraso, cuando la diferencia irrazonable entre el indicador del
mes anterior al que nació el crédito y el de aquél en que se realizó el pago, vuelve
objctivamente injusto el rcsultado de esa actualización frente a la realidad econó-
mica vivida.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de marzo de 1992.

Vistos los autos "Ingeniería Tauro S.A.eLF. s/concurso preventivo".

Considerando:
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1°) Que contra la resolución de la Sala E de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Comercial que, por considerar que el pago efectuado por
la obligada tenía efecto cancelatorio de los honorarios adeudados, deses-
timó el reajuste que habían solicitado el síndico y los letrados, éstos inter-
pusieron el recurso extraordinario que fue concedido a fs. 7688.

2°) Que los agravios de los apelantes suscitan cuestión federal para su
consideración en la vía intentada pues, aunque remiten al examen de te-
mas extraños -como regla y por su naturaleza- a la instancia del art. 14 de
la ley 48, tal circunstancia no es óbice para invalidar lo resuelto cuando la
falta de adecuada fundamentación se traduce en un menoscabo de la inte-
gridad del crédito de los acreedores (art. 17 de la Constitución Nacional;
Fallos: 310:1706).

3°) Que se advierte que la cámara ha llevado a cabo una interpretación
notoriamente errónea de las constancias de la causa, puesto que el depó-
sito efectuado por la deudora el día 27 de junio de 1989 sólo pudo ser co-
brado por los acreedores -que actuaron con razonable diligencia- el día 3
de julio de 1989 (ver fs. 7590), por lo que con el procedimiento habitual
de revalorización según los índices anteriores era posible llegar a la justa
solución del caso.

4°) Que, por otro lado, el a qua ha aplicado en forma mecánica el mé-
todo de apreciación de la pérdida del valor de la moneda en función de las
variaciones entre los meses anteriores respectivos, sin atender a que por
haberse realizado el depósito en los últimos días del mes de junio de 1989
-pleno proceso hiperinflacionario-, el criterio empleado conducía en el
caso a una solución notoriamente injusta que llevaba a una quita sustan-
cial de los créditos (Fallos: 302: 1284; 303: 1150).

5°) Que ello es así porque el mecanismo de actualización basado en el
empleo de los índices con un mes de retraso Sólo constituye un arbitrio
tendiente a obtener un resultado que pondere objetivamente -en la mejor
medida posible- una realidad económica dada, mas cuando aquél, por la
diferencia irrazonable entre el indicador del mes anterior al que nació el
crédito y el de aquél en que se realizó el pago, vuelve objetivamente injusto
el resultado de esa actualización frente a la realidad económica vivida
durante el período señalado, debe ser dejado de lado en tanto ésta debe
prevalecer sobre abstractas y genéricas fórmulas matemáticas (Fallos:
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308:8]5; y causa: A.239.XXIII, "Agostini, Silva y otro e/Medicar S.A."
del 13 de noviembre de 1990, entre otros).

6°) Que, en tales condiciones, la decisión de la alzada no constituye una
derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias
del caso, por lo que, al afectar en forma directa e inmediata las garantías
constitucionales invocadas, corresponde admitir el recurso y descalificar
el fallo como acto judicial válido.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto la resolución apelada. Con costas por su orden atento a la natura-
leza de la cuestión debatida. Vuelvan los autos al tribunal dé origen a fin
de que, por medio de quien corresponda, proceda a dictar nuevo fallo con
arreglo a lo expresado. Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVEN E (H) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO -

EDUARDO MOLINÉO'CONNOR - ANTONIO BOGG1ANO.

GUSTA YO LUIS LIEBAU

SERVICIO MILITAR.

El deber, inherente a la calidad de ciudadano, de armarse en defensa de la patria y
de la Constitución (art. 21 de la Constitución Nacional) permite a las leyes exigir
a aquéllos servicios que derivan de tan expresa obligación y en este orden de re-
querimientos se inscribe la ley 17.531 en cuanto instituye el servicio de conscripción
que fue estructurado con vistas al logro de una alta finalidad, la de hacer material
y efectivamente posible la preparación de la defensa de la Nación, en tiempo de paz,
mediante el adiestrarniento militar de sus hijos.

SERVICIO MILITAR.

Armarse en defensa de la patria y de la Constitución es, en sentido propio, vestir
las armas pero. en un sentido análogo, es ponerse en disposición de auxiliar a quie-
nes las visten, mediante una gran diversidad de servicios.
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Las causales de excepción del servicio mil itar obligatorio deben interpretarse con
criterio ¡'estrictivo.

CONSTlTUClON NAClONAL: Derechos r garantías. Igualdad.

La garantía de la igualdad no resulta afectada cuando se confiere un trato diferen-
te a personas que se encuentran en situaciones distintas, con tal que 'la discrimina-
ción no sea arbitraria u obedezca a razones de indebido privilegio de personas o
grupos de personas o se traduzca en ilegítima persecución, aunquc su fundamento
sea opinable.

SERVlCIO MlLlTAR.

Si bien la calidad de profesionales univei'sitarios altet'a en cl supucsto contempla-
do por el al;1. 17 de la ley J 7.531 las rcglas de incorporación al servicio militar pre-
vistas para otros casos (ar1. 47 decreto 670 I /68), no puede considerarse quc la re-
gulación legal resulte ilegítimamente persecutoria o establezca una discriminación
arbitraria ya que rcconoce como origen una diferencia objetiva en cuanto a las po-
sibilidades concretas del ciudadano de cumplir con el precepto constitucional de
armarse en defensa de la patria y máxime si sc tiene en cuenta que esa calidad de
profesional será detcrminante de la forma en que.habrá de satisfacerlo (ar1. 17 ci-
tado).

SERV/ClO MILl7AR.

Lo dispuesto por el arlo 47del decreto 6701/68 -incorporación al scrvicio militar
de los disminuidos cn su aptitud física- no resulta óbice para la selección, en vir-
tud del ar1. 17. inc. a). de la ley J 7.53 I . de qu ien obtuvo prórroga y luego su título
universitario. no sólo por la diferente jerarquía normativa de las disposiciones en
juego sino porque, ademCts, la previsión de esta última norma debe prevalecer en
atención a que con1empla un supuesto especírico no regulado especialmente en la
mencionada disposición reglamenlaria.
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Las presentes actuaciones se iniciaron con motivo del recurso de ape-
lación deducido por el señor Gustavo Luis Liebau, en los términos del art.
34 de la ley 17.531, a fin dc obtener su excepción a la obligación de pres-
tar el servicio militar.

El actor relata que fue convocado al servicio y que debido a que esta-
ba cursando la carrera de abogacía solicitó y le fue concedida la prórroga
prevista por la mentada ley 17.531. Concluida la misma, fue citado para
reconocimiento médico oportunidad en que se le dio la calificación de
D.A.F. (deficiente físicamente). Luego de treinta días, se le comunicó que
a los profesionales se les cambiaría la calificación D.A.F. por "apto rela-
tivo", decisión que apeló por considerarla nula.

Ante la denegatoria y agotamiento de la vía administrativa sin un resul-
tado positivo, a fs. 15/19 interpuso recurso de apelación ante la Cámara
Federal de Córdoba. Giradas las actuaciones al Distrito Militar Córdoba,
el representante letrado solicitó a la Cámara se confirme la resolución mi-
litar ct'enegando la excepción. .

Este tribunal, a fs. 35/36 entendió que la incorporación de Liebau se
realizó con fundamento en disposiciones legales vigentes y, de este modo,
no resulta discriminatorio que los ciu<;\adanos calificados con deficiente
aptitud física que no pidieron prórroga fueran exceptuados. Señaló, ade-
más, que el concepto de igualdad ante la ley desarrollado por la Corte Su-
prema se limitó a quienes se encuentran ~n iguales circunstancias, razón
por la que concluyó confirmando la resolución apelada.

-II-

A fs. 34/42 el actor interpuso recurso extraordinario contra dicha reso-
lución por apartarse ésta. a su criterio, del principio consagrado por el ar-
tículo 16 de la Constitución Nacional sobre la igualdad de los ciudadanos
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ante la ley y establecer a su respecto una diferencia que -a su entender- no
tiene sustento legal. En tal sentido sostiene que:

1) el error del fallo radica en discernir equivocadamente la igualdad de
condiciones que hacen merecedores de trato diferente a los que en ella se
encuadran;

2) la igualdad de condiciones no puede buscarse en parámetros que
excedan el cuerpo constitucional y el derecho reglamentario;

3) asimismo, se tuvo en cuenta la calidad universitaria del excedente
exceptuado por motivos médicos y las propias necesidades de la fuerza al
margen del precepto constitucional y las leyes que lo reglamentan;

4) la decisión incurre en arbitrariedad por dos razones: se funda en pau-
tas interpretativas excesivamente amplias y se resuelve en sentido contra-
rio al de esas disposiciones (fallo "contra legem");

5) la resolución del ejército distingue entre disminuidos profesionales
y no profesionales al exceptuar a los D.A.F. no profesionales o incorpo-
rar a los D.A.F. profesionales, dejando de lado el orden decreciente del
sorteo estatuido por el art. 47 del decreto 6701 /68, y atendiendo sólo a las
necesidades del Ejército. Este distingo sería, además de arbitrario,
persecutorio;

6) se incurre en un exceso interpretativo, al presumir que la norma en
cuestión autoriza la distinción entre profesionales y no profesionales.

-III-

Con respecto al argumento del recurrente en punto a la garantía de
igualdad de rango constitucional, procede advertir, por lo pronto, que V.E.
tiene reiteradamente dicho que para que efectivamente exista desmedro de
la igualdad es menester que la desigualdad resulte del texto mismo de la
ley aplicada y no de la interpretación que le haya dado la autoridad encar-
gada de hacerla cumplir (Fallos: 297:480; 300:65; 302:315, etc.). En tal
sentido, no parece surgir de los términos del recurso que el apelante cues-
tione el texto legal. De todos modos, si hipotéticamente ello pudiera des-
prendcrse, cabe recordar que asimismo la Corte tiene dicho que la igual-
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dad no puede considerarse violada si la norma legal no fija distinciones
irrazonables ni está inspirada en fines de ilegítima persecución o indebi-
do privilegio de personas o grupos de personas (Fallos: 88:224; 289: 197;
292: 160; 292:289). Estas circunstancias no concurren en el caso, pues si
bien el agraviado se encuentra inserto de un lado en el grupo de los deno-
minados D.A.F. con lo cual merecería, tal como lo invoca, el trato corres-
pondiente a esta calificación al mismo tiempo, el hecho de ser un profe-
sional universitario recibido en el marco del ejercicio del derecho de pró-
rroga, lo incluye en otra con características especiales, a la que se refiere
el art. 69 y sgtes. del Decreto 6701/68, que contempla también beneficios
para. el supuesto de autos (profesional abogado), que no poseen quienes
resultaren ser incorporados encontrándose entre los D.A.F. De ello se des-
prende, a mi criterio, que la legislación vigente para el servicio militar no
avala un régimen de desigualdades, como lo sugiere el recurrente, pues no
hace sino propugnar la incorporación de ciudadanos teniendo en cuenta sus
particulares condiciones con relación a las necesidades de la Fuerza Ar-
mada respectiva, sin fundarse, desde ya, en principios irrazonables ni
persecutorios, como pretende acreditarlo el accionante. Por lo demás, son
las autoridades de las Fuerzas Armadas, las indicadas para determinar cuá-
les son los elementos necesarios y convenientes para una mejor composi-
ción de aquéJlas dentro del precepto constitucional que manda armarse en
defensa de la Patria.

Por último, resulta del caso señalar que las autoridades militares reca-
baron del ciudadano aquí reclamante una nueva revisación médica, cosa
a la que se negó. Ella deberá necesariamente efectuarse a los efectos de lo
previsto en el a11. 72 a) inc. 2, del mencionado decreto, motivo por el que,
incluso, podrían devenir abstractos los actuales agravios del apelante, ex-
tremo que, asimismo, torna inadmisible este recurso por falta de gravamen
actual (Fallos: 297: 108 y 302: 10 13, entre muchos).

Por todo lo expuesto, opino que el recurso extraordinario es improce-
dente y que debe confirmarse la sentencia apelada. Buenos Aires, 2 de
mayo de 1991. OscarEduardoRoger.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Liebau, Gusta va Luis - solieita exeepción al servicio
militar" .

Considerando:

1°) Que la Sala B de la Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba
confirmó la resolución administrati va que había denegado el recurso de-
ducido contra la decisión que rechazó el pedido de excepción del servicio
militar. Contra ese pronunciamiento el peticionario dedujo recurso extraor-
di nario que le fue conccdido a fs. 51.

2°) Que la Cámara fundó su decisión en 10 dispuesto por los arts. 32,
inc. 1,33, inc. 1,17, inc. a), de la ley 17.531 -texto según la ley 23.268-
y 47 dcl decreto 6701/68. Sostuvo que si. bien esta última disposición con-
templa la incorporación de los disminuidos cn su aptitud física sólo en el
supuesto en que a la époea de la incorporación no se llegara a contemplar
la cantidad requerida con los ciudadanos aptos, al haber obtenido el peti-
cionario prórroga y lucgo su título universitario, rcsultaba de aplicación lo
dispuesto por el al'\. 17, inc. a), de la ley 17.531 por lo que pudo ser selec-
cionado por la fuerza correspondiente como oficial en comisión o
conscripto en los términos del art. 21 de la citada ley.

3°) Que el recurso extraordinario interpuesto resulta admisible pues se
ha puesto en tela de juicio la interpretación de normas de carácter federal
y la solución a que arribó el tribunal es contraria al derecho que el recu-
n-ente fundó en ellas.

4°) Que el art. 21 de la Constitución Nacional dispone que "todo ciu-
dadano está obligado a armarse en defensa de la patria y de esta Constitu-
ción". Ese deber, inherente a la calidad de ciudadano (Fallos: 23:306),
permite a las leyes exigir a aquéllos servicios que derivan dc tan expresa
obligación (González. Joaquín V., "Manual de la Constitución Argentina",
Ed. Estrada, Bs. As., 1959, n° 99, págs. 119 Y 120). En este orden dere-
querimientos se inscribe la Icy 17.531 en cuanto instituye cl servicio de
conscripción que, como fue señalado por la Corte aunque con refercncia
a otro texto legal, ha sido estructurado con vistas al logro de una alta fi-
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nalidad, talla de hacer material y efectivamente posible la preparación de
la defensa de la Nación, en tiempo de paz, mediante el adiestramiento mi-
litar de sus hijos (Fallos: 202: 106; 249:617; causa P.391.XX, "Portillo,
Alfredo s/infr. art. 44 Ley 17.531 ", pronunciamiento del 18 de abril de
1989). Mas debe tenerse presente que armarse -como se señaló en la últi-
ma causa recién citada- es en sentido propio vestir las armas, pero, en un
sentido análogo, es ponerse en disposición de auxiliar a quienes las visten,
mediante una gran di versidad de servicios, cuya enumeración parece in-
necesaria.

5°) Que el recurrente, en virtud de lo dispuesto por el art. 17 de la ley
17.53\ -con las modificaciones introducidas por la ley 23.268- solicitó y
obtuvo oportunamente el beneficio de la prórroga cn el cumplimiento de
tal dcber. Sin peljuicio de ello, en el reconocimiento médico pertinente fue
calificado como disminuido en sus aptitudes físicas, supuesto no equipa-
rable al regulado por el art. 32, inc. 1, de la ley antes citada y no previsto
entre las causales de excepción del servicio militar obligatorio por dispo-
sición alguna (confr. arts. 32 y 33 de la mencionada ley), las que, por lo
demás, deben interpretarse con critcrio restrictivo (Fallos: 132:351;
183:310; 239:452; 248:797; 274: 124: 295:469, entre otros).

6°) Que la prórroga obtenida hace de aplicación, en consecuencia, lo
dispuesto por el inc. a) del mencionado art. 17 de la ley de la materia, que
autoriza a las Fuerzas Armadas a convocar a los profesionales que hayan
obtenido ese beneficio en razón de sus necesidades. No existe en ello vio-
lación alguna del principio de igualdad ante la l\;:'y,desde que, como rei-
ter"damente lo ha sei'íalado el Tribunal, esa garantía no resulta afectada
cuando se confiere un trato diferente a personas que se encuentran en si-
tuaciones distintas, con tal que la discriminación no sea arbitraria u obe-
de7.ca a razones de indebido privilegio de personas o grupos de personas
o se traduzca en ilegíti ma persecución, aunque su fundamento sea opi nable
(Fallos: 270:374; 271 :320; 277:357; 285: 155: 307:582; 1121, entre mu-
chos otros).

]O) Que en la especie, no puede considerarse que la regulación legal
cuestionada resulte ilegítimamente persecutoria o establezca una discrimi-
nación arbitraria. pucs si bien la calidad dc profesionales universitarios
alterará en el supuesto contemplado por el art. 17 de la ley 17.531 las re-
glas de incorporación previ stas para otros casos ('In. 47 dccreto 670 I/68),
ello reconoce como origen una diferencia objetiva en cuanto a las posibi-
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lidades concretas del ciudadano de cumplir con el precepto constitucional
de armarse en defensa de la patria, entendido éste con el alcance que an-
tes se señaló, mucho más si se tiene en cuenta que esa calidad de profesio-
nal será determinante de la forma en que habrá de satisfacerlo (confr. ano
17 citado). Por lo demás, guarda armonía con el privilegio anteriormente
concedido, consistente en no cumplir en tiempo propio con ese deber en
razón de su calidad de estudiantes universitarios, posibilidad que no le
asiste a la generalidad de los ciudadanos.

8°) Que no es óbice para ello lo dispuesto por el art. 47 del decreto
6701/68, no sólo por la diferente jerarquía normati va de las disposiciones
en juego, sino porque además, la previsión del art. 17, inc. a), de la ley
17.531 debe prevalecer en atención a que contempla un supuesto especí-
fico no regulado especialmente en la mencionada disposición reglamen-
taria.

Por ello, y lo concordemente dictaminado por el señor Procurador Ge-
neral, se declara admisible el recurso extraordinario y se confirma la sen-
tencia apelada. Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO-
EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

SPORFILA S.A. y OTRO v. NACION ARGENTINA (PODER EJECUTIVO NACIONAL)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos .!órmales. Interposicián del recurso. Fundamento.

Es inadmisible elrecurso extraordinario que no cumple con el requisito de
fundamentación autónoma.

SALUD PUBLICA.

La exigencia de que las lentes de sol sean expendidas por prof~sionales ópticos (arts.
68 y 70 de la ley 17.132) no resulta irrazonable, en tanto son susceptibles de oca.
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sionar daños a la salud (Voto de los Ores. Mariano Au.gusto Cavagna Martínez,
. Rodolfo C. Barra, Carlos S. Fayt y Julio S. Nazareno).

RAZONABILIDAD DE LA LEY.

El examen de razonabilidad de las leyes en punto a su constitucionalidad no puede
llevarse a cabo sino en el ámbito de las previsiones en ellas contenidas y en modo
alguno sobre la base de los resultados obtenidos en su aplicación, pues ello impor-
taría valorarlas en mérito a factores extraños (Voto de los Ores. Mariano Augusto
Cavagna Martínez, Rodolfo C. Barra, Car.los S. Fayt y Julio S. Nazareno).

RAZONABILIDAD DE LA LEY.

Cuando se cuestiona la razonabilidad de la ley imputándole desproporcionalidad
respecto a sus fines, es menester que el apelante se haga cargo de los argumentos
que el legislador tuvo en cuenta para dictarla (Voto de los Ores. Mariano Augusto
Cavagna Martínez, Rodolfo C. Barra, Carlos S. Fayt y Julio S. Nazareno).

REGLAMENTACION DE LOS DERECHOS.

La reglamentación del derecho de trabajar y ejercer industrias lícitas, como toda
reglamentación de los derechos que acuerda la Constitución Nacional, es suscep-
tible de ser cuestionada con base en esta última si resulta irrazonable, o sea, si los
medios que arbitra no se adecuan a los fines cuya realización procura o si se con-
sagra una manifiesta iniquidad (Voto de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Mar-
tínez, Rodolfo C. Barra, Carlos S. Fayt y Julio S. Nazareno).

REGLAMENTACION DE LOS DERECHOS.

En el poder reglamentario del Estado tienen cabida las restricciones a los derechos
constitucionales cuando son impuestos en protección de los intereses generales y
permanentes de la colectividad (Voto de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Mar-
tínez, Rodolfo C. Barra, Carlos S. Fayt y Julio S. Nazareno).
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DICTAMEN DE LA PROCURADORA FISCAL

Suprema Corte:

-1-

A fs. 25/36, "Sportfila S.A." y "Kunta S.A. ", promovieron demanda a
fin de obtener una declaración de certeza respecto de la ley .17.132 en cuan-
to impone, en sus arts. 68 y 70, habilitación de la Secretaría de Estado de
Salud Pública para la venta de lentes protectoras y/o filtrantes, comúnmen-
te llamadas para sol. En subsidio demandaron, al Estado Nacional, por los
daños y peljuicios que les irroga la aplicació¡:¡ del régimen legal aludido.

Sostuvieron que, de tal forma, la industria de esos elementos se encuen-
tra totalmente impedida de efectuar sus ventas a otros comerciantes que no
sean ópticos.

También dijeron que el propósito de la leyes, sin duda, proteger a los
pacientes y consumidores pero que, sin embargo, las normas cuestionadas
no guardan relación con las que integran la parte general de la ley. Agre-
garon que, del análisis del Título VIl, "De tos colaboradores", surge que
cf art. 42 menciona, como colaboradores de la medicina y odontología, a
los ópticos técnicos ya los técnicos en calzado ortopédico; sin embargo,
la ley -en violación del principio de igualdad- no exige autorización de la
Autoridad de Aplicación para la venta de calzado común sino sólo para
zapatos ortopédicos, mientras que los citados arts. 68 y 70 establecen el
requisito ele que sólo los técnicos ópticos pueden expender las lentes co-
munes fi Itrantes. y/o protectoras.

En síntesis, las accionantes plantean la inconstitucionalidad de los arts.
68 y 70 de la ley 17.132, por resultar violatorios -a su juicio- del derecho
a comerciar (arl. 14), de la igualdad ante la ley (art. 16). del derecho ele
propiedad (art. 17) Yde seguridad de la persona (art. 18), además de com-
portar una alteración de esos derechos por vía de una razonable reglamen-
tación, prohibida por el art. 28 ele la Constitución Nacional.
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El Estado Nacional (Ministerio de Salud y Acción Social) contestó el
traslado de la demanda a fs. 75/77.

En síntesis, afirmó que las actoras reconocen que, en el caso, se ha ejer-
cido el poder de policía sanitaria y que sólo cuestionan la desproporción
entre el objetivo perseguido y la limitación legislativa, mediante el ejem-
plo simplista de las zapaterías.

Sostuvo que la limitación legal tiende a defender la salud del consumi-
dor, preservando la calidad y precisiÓn que deben tener las lentes para no
dañarla, a través de la presencia de un técnico óptico, único medio de ga-
rantizarla en lo posible, ya que, de todos modos, existen ópticos que, en
forma desaprensiva, venden lentes que presentan aberraciones esféricas y
cromáticas -como surge del peritaje rendido en autos- extremo que, pre-
cisamente, demuestra, a su juicio, la coherencia y necesidad delas normas
impugnadas.

-III-

El señor Juez Fcderal de Primera Instancia rechazó la demanda a fs.
160/163.

Consideró, en lo sustancial, previa cita de doctrina de la Corte, que los
derechos que las actoras dicen conculcados no son absolutos y que se de-
ben ejercer de acuerdo a la reglamentación, comO así también que, en el
caso, el Estado ejerció sus facultades de Poder de Policía y tuvo como fin
último -al reglamentar la venta de lentes- la salvaguarda de la salud de la
población.

Agregó que sólo podría admitirse desconocimiento del derecho de
igualdad si se hubiere acreditado que las actoras son tratadas en forma di-
ferente a los demás productores o comercializadores de anteojos (circuns-
tancia ni siquiera invocada), o bien que la obligación legal de venderlos en
ópticas implica una clasificación de deterniinadas personas o grupos de
ellas (los fabricantes y vendedores de anteojos), efectuada en forma arbi-
traria y sin fundamento alguno.
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De la prueba anticipada en la causa surge, dijo el magistrado, que los
anteojos comprados en ópticas debidamente autorizadas presentaban las
imperfecciones de que da cuenta el peritaje de fs. 49, que ocasionan a quie-
nes los usan cefaleas frontales y difusas.

EJIo sólo acredita, a su entender, que los anteojos aJIí vendidos presen-
tan imperfecciones, pero no autoriza a concluir válidamente que ello im-
pliqueque deba derogarse el precepto en cuestión. En todo caso, indica-
ría un incumplimiento de las obligaciones a cargo de las ópticas y una ac-
titud permisiva de la autoridad de aplicación y control.

Meritó también que, a fs. 120, el Profesor Titular de la Cátedra Primera
de Oftalmología de la Universidad de Buenos Aires afirmó "que las len-
tes protectoras y/o filtrantes de distintos colores no causan daño alguno a
la vista del ser humano y existen lentes protectmas que son buenas y que
no son ópticamente taJIadas".

Mas de allí no cabe concluir -expresó- que tales anteojos no puedan
.producir daño alguno ya que, como surge del contexto de la respuesta, el
experto lo que allí afirma es que los buenos anteojos no lo causan, sin que
pueda concluirse lo misino respecto de los que presentan imperfecciones.

Ejemplificó acerca del daño que puede ocasionar a conductores de ve-
hículos -particulares o de transporte público- el uso de anteojos filtrantes
o protectores que alejen o acerquen la imagen (aberraciones esféricas), o
que perturben la nitidez (aberraciones cilíndricas), o que alteren sus colo-
res (aberraciones cromáticas), como causa generadora de accidentes, o de
cefalea permanente que puede ocasionar su uso prolongado.

A mayor abundamiento, expresó que las normas impugnadas no impi-
den a las acto ras continuar con su actividad; que, en definitiva, todo ne-
gocio debe contar con la autorización de la autoridad pertinente (habilita-
ción municipal, etc.), sin que ello redunde en violación constit~cional, y
que la exigencia no es desproporcionada con el fin perseguido, que es la
salud de la población.

No modifica tal conclusión, finalizó señalando, que algunos países no
contemplen las mismas exigencias que el nuestro (según contestaciones de
oficios en fs. 113/114), toda vez que las respuestas 110 son tan numerosas
como para indicar una actitud aislacionista o de falta de fundamento de
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nuestro ordenamiento y que la actitud de terceros países no obliga a nuestra
legislación, por principio, a seguir camino similar.

-IV-

Dicho pronunciamiento fue confirmado por la Sala III de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal (fs. 183/
187), sobre la base de los siguientes fundamentos:

a) La libertad de comercio está subordinada al poder de policía de la
salud y, si bien los tribunales pueden invalidar medidas legislativas o ad-
ministrativas cuando median desconocimiento injustificado de derechos
constitucionales, no les incumbe sustituirse a los otros poderes del Esta-
do en el examen de la oportunidad y conveniencia de las mismas.

Dentro de las medidas policiales legítimas está la fiscalización estric-
ta de la comercialización de productos medicinales para evitar que su uso
derive en eventuales perjuicios a la salud, sin que se haya controvertido en
autos que la venta de medios ópticos destinados a ser interpuestos entre el
campo visual y el ojo humano sea una actividad de colaboración con la
medicina, ni que a ésta última incumba no sólo la corrección de los vicios
de la vista sino también la preservación de la salud (art. 2°, incs. a y c, ley
17.132), ya que es precisamente la acción preventiva uno de los fines in-
discutiblemente reconocidos de la policía sanitaria.

b) También es legítima la limitación al comercio impuesta en benefi-
cio de los intereses económicos del consumidor, más allá de la sola pro-
tección de su salud, sin que los controles de calidad a instituir por el Es-
tado deban circunscribirse a la fiscalización directa por la administración
de los bienes o servicios que se ofrecen al público, ya que le es dado tam-
bién encomendar la tarea a corporaciones de profesionales o a éstos indi-
vidualmente considerados.

c) Al exigir que la venta de anteojos de todo tipo sea hecha en casas de
óptica habilitadas y con intervención de técnicos en óptica, las normas vi-
gentes han seguido la orientación de las que las precedieron desde no me-
nos de medio siglo.
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La exigencia tiende a prevenir el ex pendio de anteojos, aún meramente
protectores o fi Itrantes, con defectos superiores a las tolerancias reglamen-
tarias, ya hacer responsable de su calidad al técnico óptico que los ven-
da, impidiendo que procure eximirse alegando su buena fe y falta de cul-
pa por desconocimiento técnico, lo cual podría -según cierta doctrina- apa-
rejar la responsabilidad del Estado por falta de control.

d) Las actoras no demostraron la irrazonabilidad de esas normas ni la
aducida orfandad de antecedentes en el derecho comparado.

De todos los oficios librados, tan sólo las embajadas de Canadá y Gre-
cia informaron que, en sus países, no existen reglas que impidan comer-
cializar libremente los anteojos protectores o filtrantes, lo que por sí no
aclara el punto, ya que la venta no deja de ser libre por estar sujeta a re-
quisitos reglamentarios; y la embajada de la República Federal Alemana
dio cuenta de que sólo pueden usarse anteojos protectorcs que previamente
hayan sido verificados por entidades designadas a ta¡ fin.

e) El profesor titular de la Primera Cátedra de Oftalmología de la Uni-
versidad de Buenos Aires, al contestar si las lentes protectoras o filtrantes
causan daño a la vista contestó que no, pero debe entenderse que ello ocu-
rre no con todas, sino sólo con las que "son buenas", como surge de la se-
.gunda parte de la contestación (fs. 107 Y 120).

El informe del perito oftalmólogo es contradictorio, pues luego de sos-
tener que las aberraciones esféricas, eilíndricas y cromáticas de los cris-
tales "ocasionan molestias a quienes lo usan, consistentes en cefaleas fron-
tales y difusas" (fs. 49), afirma que "no perjudican la salud de las perso-
nas (I's. 139). Es obvio que consecuencias tales signi fican trastornos o per-
turbaciones de la salud, como acertadamente declararon los médicos traí-
dos como testigos (fs. 141). Tampoco es convincente el dictamen cuando
afirma que es innecesario que 'los anteojos quc viencn ya confeccionados
sean objeto de otro control técnico, dado que -además de presuponer una
suficiencia del control de fábrica no apoyada por la interpretación que las
actoras hacen del informe que el mismo perito dio a fs. 49 sobre anteojos
comprados en plaza (fs. 34 vta. y 41)- no pondera la influencia de un
inadecuado manipuleo y conservación por personas carentes de aptitud
técnica.
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Recae sobre quien pide la inconstitucionalidad de normas legales de-
mostrar terminantemente, con argumentos y prueba, la razón de su pedi-
do, pues la ley se presume legítima, de modo que los impugnantes no tie-
nen derecho a que el juez, para desestimar su demanda, se valga sólo de
los argumentos sostenidos por la Nación al contestarla (art. 163, ¡nc. 6°,
c. P. Civ.).

g) Tampoco es válido fundar la inconstitucionalidad de la norma en que
su aplicación no demuestre en la práctica el pleno cumplimiento de los fi-
nes tuitivos de la salud y la economía de los consumidores, buscados al
dictarla; situación que, además, no fue debidamente demostrada, ya que el
informe de fs. 49, hecho por el perito después de examinar "en el juzga-
do" los anteojos que le fueron presentados, no precisa la magnitud de las
aberraciones de que da cuenta, ni si ellas superan las tolerancias reglamen-
tarias.

h) Finalmente, la igualdad ante la ley no se ve afectada porque la nor-
ma excluya de un ramo comercial a quienes carecen de la idoneidad reque-
rida para desempeñarlo, por ser una discriminación fundada en circunstan-
cias objetivas razonables.

-v-

Disconformes, las actoras dedujeí'on, a fs. 191/196, el recurso del art.
14 de la ley 48.

Aducen, en lo sustancial, que las ópticas que en forma desaprensiva
venden lentes, según el demandado, son las cinco casas más importantes
de la Capital Federal y que, si ellas no cumplen con las reglamentaciones
vigentes; menos lo harán otras ópticas alejadas del radio de "control del
mandante. En este estado de cosas, se preguntan si intentará el Estado que
ellas se cumplan y concluyen que viola la i"gualdad ante la ley, ya que es-
tas casas deberían vender lentes de excelente calidad.

Tampoco se ha probado, dicen, que tales lentes produzcan cefaleas, ya
que, por el contrario, del informe expedido por las autoridades de la cáte-
dra respectiva de la Universidad de Bucnos Aircs surge que nada se obje-
ta.
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Cabe considerar, según ellas, que hasta el presente se siguen comercia-
lizando las mismas lentes, con iguales características a las que adquirió el
perito.

Sostienen que, en el caso, las normas son manifiestamente irrazonables
y que las lentes no son productos medicinales pues; si lo fueran, deberían
expenderse bajo receta médica y se halla probado que no es así. Además,
no hay aquí preservación de la salud, ya que no causan ningún daño al ser
humano.

La libertad de comercio, en su opinión, hace a la libertad de mercado
y es evidente que, cuanto mayor es la competencia, mayor es la calidad de
los productos ofrecidos y su costo más bajo, todo lo cual está muy lejos de
la limitación mencionada, ya que sólo pueden competir las ópticas habi-
litadas por la demandada.

Por otra parte, se preguntan: ¿ ..:si fueran las lentes protectoras tan im-
portantes para la salud, podría el Estado delegarlos en aquellos que
probadamente no cumplen con su cometido? Más que un cometido medi-
cinal, aseguran, cumplen con uno estrictamente comercial.

En autos, agregan, la demanda guardó pleno silencio respecto de las
tolerancias reglamentarias, porque no existen, pero ¿puede el óptico hacer-
se responsable por una cefalea y, subsidiariamente, el Estado por su falta
de control? La Cámara se ha expedido, afirman, sobre puntos no propues-
tos.

Dicen que, si bien los ejemplos extranjeros citados no son obligatorios
para la legislación argentina, surge -de su consideración en la sentencia-
una nueva manifestación de arbitrariedad, ya que, si los productos son de
venta libre, no se debe aclarar cuáles requisitos reglamentarios existen.

En cuanto al informe de la Cátedra de Oftalmología sostienen que evi-
dencia dos conceptos: 1) que las lentes protectoras y/o filtrantes de distin-
tos colores no causan daño a la vista del ser humano, y 2) que existen lentes
protectoras que son buenas aunque no hayan sido talladas por un técnico
óptico.

Aducen también que han probado que tales lentes se expenden sin re-
ceta y que tendrían alguna alteración que no causa daño a la salud de la
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población. Por lo tanto, el fin tuitivo de la reglamentación no se cumple por
su excesivo rigorismo, que es lo impugnado.

Finalmente, expresaron que la idoneidad de quienes venden esos ele-
mentos no funciona, ni es necesaria porque no hay daño que se pueda co-
meter.

-VI-

Así planteada la cuestión, creo oportuno señalar que, si bien las recu-
rrentes se agravian a raíz del rechazo por el a qua de su planteo de incons-
titucionalidad de los artículos pertinentes de la ley 17.132 Ysu reglamen-
tación, a mi modo de ver el escrito de apelación extraordinaria exhibe de-
fectos de fundamentación que tornan a ésta improcedente.

Ello así, toda vez que tal planteo pretende fundarse en la mera reitera-
ción de argumentos ya expuestos y desechados por los jueces de la causa.

Además, dichos argumentos, según mi parecer, no están destinados a
controvertir lo expresado por el a qua con 'relación a los fines tuitivos que
las normas impugnadas consagran en sí mismas, sino que, antes bien, se
enderezan a tratar de demostrar su "irrazonabilidad" por ineficaces, a partir
del incumplimiento en la práctica de dichos fines.

Tal criterio de impugnación es, desde mi punto de vista, inaceptable.
En efecto, tiene dicho la Corte que el análisis de razonabilidad de las le-
yes en punto a su validez constitucional no puede llevarse a cabo sino en
el ámbito de las previsiones en ellas contenidas y, de modo alguno, sobre
la base de los resultados posibles de su aplicación, lo que importaría va-
lorarlas en mérito a factores extraños a sus propias normas (conf. Fallos:
299:45).

En este sentido, pienso que reviste decisiva importancia, para sellar la
inadmisibilidad formal del remedio intentado, la circunstancia de que sus
proponentes no se hayan hecho cargo siquiera y, por ende, menos hayan
desvirtuado, los argumentos del juzgador según los cuales no se
controvirtió en autos "que la venta de medios ópticos destinados a ser in-
terpuestos entre el campo visual y el ojo humano sea una actividad de co-
laboración con la medicina ... , ni que a esta última incumba no sólo la co-
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rrección de los vicios de la vista sino también la preservación de la salud ... ,
ya que es precisamente la acción preventiva uno de los fines indiscutidos
de la policía sanitaria" (ver fs. 183 vta. y 184).

En estas condiciones, no me cabe duda que es aplicable la reiterada
doctrina de V.E., de acuerdo a cuyos términos la apelación extraordinaria
no es procedente si, como en el caso, la recurrente no expone razones que
sustenten una diversa inteligencia de la norma federal aplicada (conf. Fa-
llos: 302: 1519 y 306: 1011, entre otros).

Estimo que tampoco resulta ocioso recordar la doctrina de la Corte re-
ferida a que los inconvenientes o la falta de política de las leyes del Esta-
do, no constituyen necesariamente una objeción a su validez constitucio-
nal y, por principio, no corresponde a los tribunales de justicia sino al
Congreso la apreciación acerca del mérito y conveniencia de las leyes
(conf. Fallos: 293: 163, sus citas y, más recientemente, mi dictamen del 2
de marzo de 1989, in re D. 209, L. XXII, "Disco S.A. e/Gobierno de la
Provincia de Mendoza", al que remitió V.E. el 29 de agosto del mismo
año).

Si bien lo hasta aquÍ expuesto sería suficiente para rechazar la apela-
ción traída, entiendo que las actoras tampoco se hacen cargo, como hubiere
sido menester, de las razones mediante las cuales el a qua desestimó sus
agravios relacionados con la supuesta violación de los derechos de comer-
ciar y de la igualdad ante la ley.

Finalmente, en cuanto atañe a la ai.bitraria valoración de las pruebas de
la causa que, según las recurrentes, contendría la sentencia, cabe señalar
que el recurso fue denegado, en ese aspecto, sin que se dedujera la perti-
nente queja ante el Tribunal, razón que convierte en imposible el trata-
miento de esa tacha.

Soy de opinión, por tanto, que corresponde declarar improcedente el
recurso extraordinario de fs. 191/196. Buenos Aires, 14 de diciembre de
1990. María Graciela Reiriz.
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Buenos Aires, 3 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Sporfila S.A. y otro e/Estado Nacional (P.E.N.) s/
acción meramente déclarativa".

Considerando:

Que el recurso extraordinario no cumple con el requisito de fundamen-
tación autónoma.

Por ello, y lo concordemente dictaminado por la señora Procuradora
Fiscal, se declara inadmisible el recurso extraordinario interpuesto. Con
costas. Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTOCAVAGNA MARTÍNEZ (por su voto)-
RODOLFO C. BARRA (por su voto) - CARLOS S. FAYT(por su voto) - AUGUSTO
CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO (por su
voto) - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

VOTO DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO

CAVAGNA MARTÍNEZ, DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON

RODOLFO C. BARRA y DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON CARLOS S.

FAYT y DON JULIO S. NAZARENO

Considerando:

1°) Que las actoras, empresas dedicadas a la fabricación de
indumentaria de vestir, por medio de su apoderado promovieron deman-
da declarativa de inconstitucionalidad de la ley 17.132 en tanto exige el
requisito de habilitación otorgada por la Secretaría de Estado de Salud
Pública para la venta de lentes protectoras y/o filtrantes, comúnmente lla-
madas parasol. En subsidio, demandaron al Estado Nacional por los daños
y perjuicios que les irroga la aplicación del régimen legal aludido.
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2°) Que plantean la inconstitucionalidad de los arts. 68 y 70 de la ley
17.132 por resultar violatorios -a su juicio- del derecho a comerciar (art.
14), de la igualdad ante la ley (art. 16), del derecho de propiedad (art. 17)
y de la seguridad de las personas (art. 18), y del arto 28 de la Constitución
Nacional.

3°) Que la Sala nI de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Con-
tencioso Administrativo Federal confirmó el fallo de primera instancia y
rechazó la demanda. Contra dicho pronunciamiento los actores interponen
recurso extraordinario, que fue concedido parcialmente.

4°) Que basan sus agravios en que no se ha probado que las lentes
filtrantes produzcan dáño a la salud, y que por el contrario, del informe
expedido por el Profesor Titular de la Cátedra de Oftalmología de la Uni-
versidad de Buenos Aires surge que las mismas, no causan daño a la vis-
ta del ser humano. Por otra parte, afirman que las ópticas más importan-
tes de la Capital Federal venden lentes desaprensivamente y que, si ellas
no cumplen con las reglamentaciones vigentes, menos lo harán otras óp-
ticas alejadas del radio de control de la demandada.

5°) Que asimismo tachan de arbitraria a la sentencia apelada pues con-
sideran que el a quo se ha expedido sobre puntos no propuestos al invo-
car los antecedentes legislativos de la norma impugnada. Finalmente se
oponen a la manera en que la cámara evaluó los informes expedidos por
las embajadas de varios países respecto a las exigencias reglamentarias
para la venta de los lentes filtrantes.

6°) Que más allá de los defectos formales del escrito de apelación, de-
talladamente señalados por el dictamen de la señora Procuradora Fiscal,
aun en la hipótesis de que dicho requisito formal pudiera valorarse con un
criterio menos estricto en cuanto a la fundamentación que debe satisfacer
toda presentación ante esta Corte, no por ello la solución de fondo puede
ser acogida.

r) Que ello es así pues las pruebas rendidas en la causa, son contes-
tes en afirmar que las lentes protectoras y/o filtrantes con aberraciones
esféricas, cilíndricas y cromáticas, ocasionan daño a la salud; y el recurren-
te al afirmar lo contrario interpreta equivocadamente -como lo ha señala-
do el a quo- el infoffi1e brindado por el titular de la cátedra de olftalmología
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de la Universidad de Buenos Aires quien al expedirse lo hizo respecto de
las lentes filtrantes en buenas condiciones.

8°) Que la exigencia legal cuestionada, esto es, que las lentes común-
mente denominadas de sol deban ser expedidas por profesionales ópticos
no resulta irrazonable si se tiene en cuenta que ellas son susceptibles de
ocasionar daños a la salud. Antes bien, la necesaria intervención de un
profesional idóneo tiende a evitar su concreción, lo que legitima el poder
de policía sanitaria puesto en ejecución mediante el dictado de la norma
impugnada, de conformidad con la doctrina de esta Corte sobre el punto
(causa V.251.XXI. "Vega, Andrés Roberto y otro c/lnst.Nac.de.
Vitivinicultura", pronunciamiento del 23 de agosto de 1988 y sus citas).

9°) Que por ello puede afirmarse que existe un nexo razonable entre las
previsiones de los arts. 68 y 70 de la ley 17.132 y la afectación de la sa-
lud pública. Por otra parte no se puede perder de vista la especial jerarquía
que cabe asignar a este bien jurídico que se intenta preservar, de manera
que la extensión del área de defensa de la salud frente a la probabilidad de
un riesgo cierto como lo es las lentes filtrantes con defectos cilíndricos,
esféricos y cromáticos parece razonable.

lO) Que en cuanto a la eficacia del sistema de control creado por la ley
en cuestión, reiteradamente señalado por el recurrente, cabe recordar que
este tribunal tiene dichO que "el examen de razonabilidad de las leyes en
punto a su constitucionalidad no puede llevarse a cabo sino en el ámbito
de las previsiones en ellas contenidas y de modo alguno sobre la base de
los resultados obtenidos en su aplicación, pues ello importaría valorarlas
en mérito a factores extraños (V.251.XXI. "Vega, Andrés Roberto y otro
c/lnst. Nac. de Vitivinicultura s/acción de inconstitucionalidad -medida de
.no innovar-" del 23 de agosto de 1988; y D.209.XXII. "Disco Sociedad
Anónima e/Gobierno de la Provincia de Mendoza s/A.P.A.", del 29 de
agosto de 1989).

11) Que con relación al agravio referido a que el a quo se habría expe-
dido sobre puntos no propuestos, al citar como fundamento los anteceden-
tes legislativos de la ley impugnada, conviene señalar que cuando se cues-
tiona la razonabilidad de la ley, imputándole desproporcionalidad respecto
a sus fines, es menester que el apelante se haga cargo de los argumentos
que el legislador tuvo en cuenta para dictarla. Por el contrario el recurrente
no sólo no se hizo cargo de dichos fundamentos, sino que se agravia por-
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que el a qua al expedirse sobre la constitucionalidad de la ley, los ha to-
mado en cuenta.

12) Que en cuanto a los derechos supuestamente afectados, es doctri-
na de este tribunal que, "la reglamentación del derecho ... de trabajar y ejer-
cer industrias lícitas, como toda reglamentación de los derechos que acuer-
da I~ Constitución Nacional,.es susceptible de ser cuestionada con base en
esta última si resulta irrazonable, o sea, si los medios que arbitra no se
adecuan a los fines cuya realización procura o si se consagra una manifies-
ta iniquidad" (Fallos: 303: 1674). En el sub lite corresponde descartar la
lesión al art. 28 de la Constitución Nacional, pues en el poder reglamen-
tario del Estado tienen cabida las restricciones cuando las mismas son
impuestas en protección de los intereses generales y permanentes de la
colectividad (doctrina de Fallos: V.25 1.XXI. "Vega, Andrés Roberto y
otro c/lnst. Nac. de Vitivinicultura s/acción de inconstitucionalidad -me-
dida de no innoyar- del 23 de agosto de 1988).

Portado ello, y lo copcordantemente dictaminado por la señora Pro~u-
radora Fiscal, se declara improcedente el recurso extraordinario interpues-
to. Con costas. Notifíquese y devuélvase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S.
FAYT - JULIO S. NAZARENO.

FRANCISCO ALANIS MOY ANO v. RAUL ACEVEDO GUERRERO y OTRA

JURISDICClON y COMPETENCIA: Cllestiones de col/lpetencia. Gelleralidades.

Elegida una vía -declinatoria o inhibitoria- no puede en lo sucesivo utilizarse la otra .
( 1).

(1) 3 de marzo. Fallos: 308:1937.
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Cuando una entidad del Estado -Dirección Nacional de Vialidad- es citada y com-
parece a juicio, aunque lo sea como tercero (art. 94 del Código Procesal) procede
la jurisdicción federal (1).

JUAN MANUEL BAYA v. SUBSECRETARIA DE AGRICULTURA
y PESCA DE LA NACION

JURISDfCClON y COMPETENCfA: Cuestiones de competencia. Generalidades.

De lo dispuesto en el art. 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación,
en cuanto habilita a la Corte Suprema, cuando interviene en instancia originaria, y
a los jueces federales con asiento en las provincias, para declararse incompetentes
en cualquier estado del proceso, se deduce que los restantes tribunales nacionales
han de ajustarse a las oportunidades procesales previstas en los arts. 4, J O Y 352 de
aquél código (2).

ERIK WILHELM ERASMIE GUNNAR

JURfSDICCfON y COMPETENCfA: Competenciafáleral. Competencia originaria de la Corte
Suprema. Agentes diplomáticos y consulares.

La competencia originaria de la Corte Suprema respecto de los cónsules extranje-
ros está reservada a las causas que versan sobre privilegios y exenciones de aqué-
llos en su carácter público, debiendo entenderse por tales las seguidas por hechos
o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas se
cuestione su responsabilidad civil o criminal (art. 24, inc. d), último párrafo, del
decreto-ley 1285/58) (3).

(J) Fallos: 305:2001; 310:2340; Causa: "Ponce, Irma de Jesús el
.Polutrenka, Basilio", del 15 de octubre de 1991.

(2) 3 de marzo. Fallos: 307:569; 314:1038.
(3) 3de marzo. Fallos: 313:514.
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. JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Competencia originaria de
la Corte Suprema. Agentes diplomáticos y consulares.

No corresponde a la competencia o,:iginaria de la Corte Suprema la causa en la que
un cónsul honorario reclama una indemnización por daño moral por haber sido vÍc-
tima de.epítetos'descalificativos ya que no se encuentra en tela de juicio su accio-
nar delictual o cuasidelictual sino que, por él contrario, resultaría damnificado por
Jos hechos que motivan su reclamo.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Competencia originaria de
la Corte Suprema. Agentes diplomáticos y consulares.

Si bien cabe incluir, entre los asuntos concernientes a cónsules extranjeros, aque-
llos que los afectan personalmente, sea en su patrimonio, sea en su libertad o en su
honor, la jurisdicción originaria del Tribunal sólo procede en la medida en que, en
tales supuestos, estén en juego su libertad y su seguridad sin las que no podrían
desempeñar su mandato (l).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Competencia originaria de
la' Corte Sup'rema. Agentes diplOmáticos y consulares.

La coml?etencia originaria de ia Corte Suprema en lo que respecta a embajadores,
ministros públicos y cónsules extranjeros, responde a la necesidad de preservar el
respeto y la mutua consideración entre los estados dada la importancia y la delica-
deza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras. 10 cual aconseja ase-
gurar para sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con 'arreglo
a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocérseles para el más eficaz cum-
plimiento de sus funciones (2).

YACIMIENTOS PETROLlFEROS FISCALES v. PROVINCIA DE CORRIENTES y OTRO

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Competencia originaria de
la Corte Suprema. Causas en que es parte una provincia. Generalidades. .

El proceso cs de la competencia originaria de la Corte, (arts, 100 Y 101 de la Cons-
titución Nacional) si la cuestión se suscita entre una provincia y una repartición
aut.árquica nacional. .

(J) Fallos: 190:241; .10:324.
(2) Fallos: 310:567.
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Cuando el Estado, en ejercicio de funciones públicas que le competen, y con el pro-
pósito de satisfacer necesidades del mismo carácter, suscribe un acuerdo de volun-
tades, sus consecuencias serán regidas por el derecho público.

CONTRATOS ADMINISTRA T1VOS.

El convenio cuyo objeto ha sido la prestación de un servicio que tenía por finali-
dad paliar los perjuicios que las inundaciones habían provocado en los producto-
res y que afectaban directamente a la provincia constituye un contrato atípico e
innominado de carácter público al que resultan aplicables las normas de dicho de-
creto.

LEY: Interpretación)' aplicación.

Es regla de interpretación de las leyes la de dar pleno efecto a la intención del le-
gislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con
el resto del orden jurídico y las garantías de la Constitución Nacional y ese propó,
sito no puede ser obviado por los magistrados con motivo de sus posibles imper-
fecciones técnicas, toda vez que ellos, en cuanto servidores del derecho para la rea-
lización de la justicia, no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu de la nor-
ma.

LEY: Interpretación y aplicación.

La exégesis de la ley requiere de la máxima prudencia y cuidar que la inteligencia
que se le asigne no lleve a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor formal
de los razonamientos desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción.

LEY: Interpretación y aplicación.

No es siempre recomendable atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que
el espíritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional.

CONTRATOS ADMINISTRATIVOS.

Todo contrato, sea cual fuere su naturaleza, debe celebrarse, interpretarse y ejecu-
tarse de buena fe y de acuerdo a lo que las partes entendieron o pudieron entender,
obrando con cuidado y previsión, principios aplicables al ámbito de los contratos
regidos por el derecho público.
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Resulta necesario exigir a las partes un comportamiento coherente, ajeno a los cam-
bios de conducta perjudiciales, y desestinlar toda actuación que implique un obrar
incompatible con la confianza que se ha suscitado en el.otro contratante.

FIANZA.

Si YPF se comprometió a otorgar a los productores facilidades de pago por la com-
pra de sus productos y subproductos y el banco de la provincia, entidad por medio
de la cual se realizan las operaciones del Estado provincial, tenía a su cargo el co~
bro de los pagos diferidos, y el sólo transcurso del plazo sin pago por parte del pro-
ductor, imponía al banco la obligación de pagar, es evidente que el banco y la pro-
vincia no han asumido el carácter de "garantes o fiadores", en los términos de los
arts. 1986 y siguientes del Código Civil sino que ofrecieron una "garantía de pago",
una seguridad de pago inmediato, cosa muy distinta a una obligación subsidiaria.

CONTRA TOS ADMINISTRA TIVOS.

La realización de los grandes fines de bienestar y progreso material de una pobla-
ción por el consenso de capitales ajenos a esajurisdicción no sería factible si el con-
tenido de los acuerdos mediante los cuales aquellos puedan lograrse debiera que-
dar librado al ulterior arbitrio de las personas en cuyo beneficio se 10 ha estableci-
do. Una vez que se formula el contrato y se hace uso de los beneficios que otorga,
se hace de "inmediato" obligatorio el pago del precio a quien colaboró, por parte
del poder público que garantizó su pago.

MONEDA.

La ley 23.928 constituye una decisión clara y termínante del Congreso Nacional de
ejercer las funciones que le encomienda el art. 67. inc. 10, de la Constitución Na-
cional, en cuanto establece que le compete "hacer sellar moneda, fijar su valor y el
de las extranjeras".

DEPREClACION MONETARIA: Principios genera/es.

Dictada la ley 23.928, no sólo han quedado derogadas disposiciones legales, sino
que además deben ser revisadas las soluciones de origen pretoriano que admiten el
ajuste por depreciación, en cuanto se fundaron en la falta de decisiones legislati-
vas destinadas a enfrentar el fenómeno de la inflación.
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La solución de la inflación, ligada al remedio concreto de las situaciones
inequitativas surgidas a su amparo, debe ser por naturaleza objeto de soluciones
legislativas y no pretorianas.

LEY: Interpretación y aplicación.

Las leyes no pueden ser interpretadas sólo históricamente, sin consideración a las
nuevas condiciones y necesidades de la comunidad, porque toda ley, por naturale-
za, tiene una visión de futuro, está predestinada a recoger y regir hechos posterio-
res a su sanción.

INTERPRETAC/ON DE LA CONSTITUC/ON.

La Constitución, que es la Ley de las Leyes y se halla en el cimiento de todo el or-
den jurídico positivo, tiene la virtualidad necesaria de poder gobernar todas las re-
laciones jurídicas nacidas en circunstancias sociales diferentes a las que existían en
tiempos de su sanción. Este avance de los principios constitucionales que es de na-
tural desarrollo y no de contradicción, es la obra genuina de los intérpretes, en par-
ticular de los jueces, quienes deben consagror la inteligencia que mejor asegure los
grandes objetivos para que fue dictada la Constitución.

DEPREClACION MONETARIA: Principios generales.

Afirmar que la actualización por depreciación monetaria está "incorporada" a la Ley
Fundamental constituiría la propia refutación del enunciado, desde que se confun-
diría una de las posibles herramientas de protección de la propiedad con la sustan-
cia misma de ese derecho.

JUECES.

Es función de los jueces la realización efectiva del derecho en las situaciones-rea-
les que se le presenten, conjugando los enunciados normativos con los elementos
fácticos del caso.

LEY: Interpretación y aplicación.

Los jueces, en la tarea de razonamiento que ejercitan para indagar el sentido que
corresponde acordar a las normas, deben atender a las consecuencias que normal-
mente derivan de sus fallos, lo que constituye uno de los índices más seguros para
verificar la razonabilidad de su interpretación y su congruencia con todo el
ordenamiento jurídico.
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DEPRECJAClON MONETARIA: Principios generaLes.

Es indudable decisión de las autoridades políticas la contención de la inflación, y
en base il esa decisión corresponde que los jueces interpreten las disposiciones de
aquellas autoridades, de modo de dar pleno efecto a la intención del legislador.

DEPRECJAClON MONETARIA: Principios generaLes.

Si bien la asociación entre derecho de propiedad y depreciación monetaria pudo
elaborarse como defensa eficaz de los derechos patrimoniales en determinados pe-
ríodos, su perduración sine die no sólo postergaría disposiciones constitucionales
expresas, como las del art. 67, inc. 10, de la Constitución Nac.ional, sino que cau-
Salia un daño profundo en la esfera de los derechos patrimoniales todos, al alimentar
esa grave patología que tanto los afecta: la inflación.

INTERESES: Liquidación. Tipo de intereses.

A partir del 10 de abril de 1991 debe computarse la tasa de interés pasiva prome-
dio, que publica mensualmente el Banco Central (art. 10 del decreto 941/91) a fin
de mantener incólume el contenido económico de la prestación.

INTERESES: Liquidación. Tipo de intereses.

A partir del 10 de abril de 199 I debe computarse la tasa que percibe el Banco de la
Nación Argentina en sus operaciones ordinarias de descuento (Disidencia parcial
de los Dres. Augusto César Belluscio, Enrique Santiago Petracchi y Eduardo Moliné
O'Connor).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Yacimientos Petrolíferos Fiscales e/Corrientes, Pro-
vincia de y Banco de Corrientes s/cobro de australes" de los que

Resulta:

1)A fs. 7111 se presenta Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del
Estado e interpone demanda contra la Provincia de Corrientes y contra el
Banco de Corrientes por el cobro de $ 443,2950 (A 4.432.950,14) más su
actualización e intereses. Relata que el 14 de mayo de 1984 el entonces
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gobernador de la provincia demandada se dirigió al presidente de la socie-
dad actora con el propósito de informarle sobre su interés en suscribir un
convenio para la entrega de productos de Y.P.F. a colonos y productores
agropecuarios con facilidades de pago, en virtud de la situación de emer-
gencia que atravesaban. De tal manera se intentaba paliar la crítica situa-
ción deri vada de inundaciones y se alentaba el aumento de las áreas sem-
bradas y sus rendimientos. Según lo convenido, la actora otorgaba un plazo
de 90 a 180 días para su pago, el que debía efectivizarse al precio vigente
al día hábil anterior a la fecha de la cancelación. Los productores obtenían
el gas oil, lubricantes (grasas y aceites) y agroquímicos de los revendedo-
res autorizados contra la presentación de un vale -creado al efecto- en los
que se detallaba su nombre, número de cuenta y nombre del revendedor
que entregaba el producto, su tipo y cantidad, fecha de entrega y fecha de
vencimiento para el pago. Y.P.F. reintegraba los productos a los revende-
dores contra la presentación de dichos vales y giraba entonces la factura
al Banco de Corrientes el cual -según sostiene- por convenio se había con-
vertido en garante de las operaciones y saldaba su importe a los 180 días.
Tanto el banco como la provincia fueron atrasándose en lo~ pagos, extre-
mo que puso a la actora en la necesidad de accionar.

II) A fs. 58 contesta demanda la Provincia de Corrientes. Niega -en
cumplimiento del imperativo procesal- todos y cada uno de los hechos en
los que se funda la pretensión. Reconoce la existencia del convenio en el
que se funda la demandada, pero niega tener la calidad de deudora que el
demandante le pretende imponer. Sostiene que ante las catastróficas inun-
daciones que asolaron al Estado provincial a partir del año 1983, los pro-
ductores agropecuarios se vieron frente a una situación crítica sin prece-
dentes por lo que, ante sus numerosos reclamos, yen cumplimiento de
inalienables funciones de gobierno, la provincia suscribió con la actora el
convenio de fecha 10 de junio de 1984 en virtud del cual se concedieron
facilidades de pago a "los productores establecidos en el territorio de la
provincia". Así también se declaraba que el Banco de Corrientes estaría a
cargo del cobro de estas facilidades garantizando las operaciones que se
realizasen y respondiendo por las facturas de aquellos usuarios que no
pagaran en las fechas establecidas. Es decir que -según relata- eran los
productores quienes asumían la calidad de deudores ya su vez el banco
aludido el doble carácter de agente de cobro delas facturas y fiador para
el caso de que algún obligado al pago no cancelase sus obligaciones en el
momento en que fuesen exigibles. Sostiene que fue "mandataria" de Y.P.F.
y que, a pesar de la dificultad que ofrece encuadrar su relación en una fi-
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gura jurídica, en mérito a la complejidad de la operación en la que media-
ban principalmente razones de fomento y de auxilio a una situación de
emergencia, considera claro que el objeto de cada contrato individual de
compra de productos de la actora establecía una relación directa entre
Y.P.F. y el adquirente de aquéllos, que la excluye como obligada frente a
la actora. A todo evento solicita el rechazo de la pretensión de actualiza-
ción monetaria, pues considera que no existe mora y en mérito al carácter
de fomento impreso al negoCio instrumentado.

IU) A fs. 69 contesta la demanda el Banco de la Provincia de Corrien-
tes quien invoca que la actora elude el planteo correcto de la situación de
autos. Arguye que la relación creditoria se origina entre los "productores"
y Yacimientos Petrolíferos Fiscales, asumiendo los demás -esto es, el ban-
co y la provincia- el rol de garantes, es decir, de fiadores, por lo que resul-
tan aplicables las normas respectivas del Código Civil y del Código de
Comercio. En virtud de ellas la acción no puede ser dirigida contra el ban-
co, porque si bien -en las normas comerciales- el fiador responde solida-
riamente como principal, ello es así siempre que el acreedor justifique que
ha interpelado judicialmente al deudor (artículo 480, Código de Comer-
citl), presupuesto que no ha sido cumplido en el caso; por lo demás -según
la postura que asume- el fiador no es deudor directo de la obligación prin-
cipal (artículo 2004, primera parte, del Código Civil).

Considerando:

1°) Que este proceso es de la competencia originaria de la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación (artículos 100 Y 101 de la Constitución Nacio-
nal), pues la cuestión planteada se suscita entre una provincia y la repar-
tición autárquica nacionalactora (Fallos: 307: 1379).

2°) Que es preciso determinar -en forma previa a cualquier otra consi-
deración- cuál es la relación jurídica que vinculó a actor y demandados,
pues ello disipará las dificultades y permitirá dilucidar cuáles son las nor-
mas aplicables en el caso. Dado que la Provincia de Corrientes y el Ban-
co de Corrientes sostienen que su obligación es subsidiaria y pretenden la
aplicación de las normas de la fianza previstas en el Código Civil yen el
Código de Comercio, es insoslayable establecer qué clase de vínculo las
unió, qué disposiciones regularon esa relación y cuáles son sus consecuen-
cias.
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3°) Que si bien la noción de contrato es única, común al derecho públi-
co y al derecho privado, pues en ambos casos configura un acuerdo de
voluntades generador de situaciones jurídicas subjetivas, el "régimen ju-
rídico" de estos dos tipos es diferente. Así existen diferencias de fondo que
determinan que tengan un régimen especial y sus efectos no sean los mis-
mos que los de los contratos civiles. Cuando el Estado, en ejercicio de sus
funciones públicas que le competen y con el propósito de satisfacer nece-
sidades del mismo carácter, suscribe un acuerdo de voluntades, sus con-
secuencias serán regidas por el derecho público. Sin el propósito de limi-
. tar en dicho concepto la relación que unió a las partes, los elementos que
emergen de la caracterización apuntada resultan útiles para encuadrarla.
El objeto del convenio ha sido -en este caso- la prestación de un servicio
que tenía por finalidad -evidentemente pública- paliar los perjuicios que
las inundaciones habían provocado en los productores de la provincia y
que -como expresamente lo sostiene la demandada- afectaban directamen-
te a la provincia en virtud de la situación económica crítica que dicho es-
tado de cosas generaba. Esa finalidad es la que permite concluir que al
margen de las expresiones que se han utilizado, tales como "garantizar" o
"afianzar" se trata de un contrato atípico e innominado de carácter públi-
co al que le resultan aplicables las normas de dicho derecho y especialmen-
te la voluntad de las partes que emerge del convenio firmado y de las dis-
posiciones. provinciales dictadas en su consecuencia. La ayuda financie-
ra prestada por Y.P.P. -así deben ser interpretadas las facilidades de pago
conferidas- y el fin público perseguido, unido al carácter de las personas
intervinientes, permiten concluir que se trata de un convenio regido por
normas distintas a las del derecho privado. Por lo demás y conforme a lo
que seguidamente se verá, la aplicación lisa y llana de las disposiciones
que regulan la fianza en el derecho común -como lo pretenden la provin-
cia y el B'lnco de Corrientes- llevaría a olvidar la especial naturaleza del
vínculo que emerge de la ley especial dictada al efecto y de las razones que
ordenaron su sanción en virtud de encontrarse afectado directamente el
interés público provincial.

4°) Que es dable recordar que es regla de interpretación de las leyes la
de dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad
de los preceptos de manera que armonicen con el resto del orden jurídico
y las garantías de la Constitución Nacional. Ese propósito no puede ser
obviado por los magistrados con motivo de sus posibles imperfecciones
técnicas, toda vez que ellos -en cuanto servidores del derecho para la rea-
lización de la justicia- no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu
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de la norma. La exégesis de la ley requiere pues de la máxima prudencia
y cuidar que la inteligencia que se le asigne no lleve a la pérdida de un
derecho, o que el excesivo rigor formal de los razonamientos desnatura-
lice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esta tarea no es siempre
recomendable atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el es-
píritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racio-
nal (Fallos: 307: 1018 y sus citas). Porlo demás, debe recordarse que todo
contrato -sea cual fuere su naturaleza- debe celebrarse, interpretarse y eje-
cutarse de buena fe y de acuerdo a lo que las partes entendieron o pudie-
ron entender, obrando con cuidado y previsión, principios aplicables al
ámbito de los contratos regidos por el derecho público (arg. confr. senten-
cia del 9 de junio de 1988, in re: J.88.XXI. "Juan María de Vida e Hijos
S.C.A. c/Dirección Nacional de Vialidad s/nulidad de resolución", y sus
citas). Por tal razón es que resulta necesario exigir a las partes un compor-
tamiento coherente, ajeno a los cambios de conducta perjudiciales y
desestimar toda actuación que implique un obrar incompatible con la con-
fianza que se ha suscitado en el otro contratante.

5°) Que en dicho marco de ideas -conforme a lo que se verá seguida-
mente- es evidente que los demandados no han asumido el carácter de "ga-
rantes o fiadores" en los términos de los artículos 1986 y siguientes del
Código Civil, sino que ofrecieron una" garantía de pago", una seguridad
de pago inmediato, cosa muy distinta a una obligación subsidiaria como
intenta hacerse valer. El espíritu del convenio y las normas dictadas dan
muestra de 10 expuesto.

6°) Que como surge del convenio, Y.P.F. se comprometía a otorgar a
los productores facilidades de pago por la compra de sus productos y
subproductos yel banco de la provincia -entidad por medio de la cual se
realizan las operaciones del Estado provincial- tenía a su cargo él cobro de
los pagos diferidos. Pero no cesa allí su responsabilidad, ya que la adecua-
da interpretación del artículo 4 del convenio lleva a concluir que el solo
transcurso del plazo sin pago por parte del productor, imponía al banco la
obligación de pagar. Dicho artículo expresa: "El Banco de Corrientes, en-
tidad a cargo del cobro de estas facilidades de pago, garantizará las ope-
raciones que se realicen conforme a la cláusula 2da., obligándose a can-
celar con los intereses respectivos, las facturas de aquellos usuarios que no
las paguen en las fechas establecidas". Surge, entonces, en forma inequí-
voca, que fue voluntad de los intervinientes en el contrato establecer una
garantía de pago ante el solo transcurso del plazo. Corroboran lo dicho los
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alcances de la ley provincial que aprobó el convenio, la que, en su artícu-
lo 3°, establece que: "la acción de repetición que le correspondiere al go-
bierno de la provincia en el caso de que los deudores principales no satis-
fagan las obligaciones en los términos establecidos se tramitará median-
te el procedimiento ... ". Es decir que tan obligados principales consideró
la legislatura provincial a su gobierno y al banco, que les otorgó un pro-
cedimiento especial para recuperar lo pagado por ellos frente al incumpli-
miento del productor. Una sola condición era exigible para transformar.-
se en principal obligado, que vencido el plazo fijado para el pago no lo
satisficiese el beneficiario del servicio. Resulta impensable -en el marco
del derecho privado cuya aplicación requieren las demandadas- la posibi-
lidad de otorgarle carácter de título ejecutivo a la constancia de deuda
afrontada por un "fiador" y concederle la facultad de proceder a su cobro
por dicha vía.

Por otra parte, exigir el cumplimiento de acciones o intimaciones pre-
vias contra los productores como correspondería ante una fianza, impor-
taría olvidar el espíritu que animó la concertación. La especial finalidad
que ésta satisface y la ausencia de contraprestación -ya que sólo se otor-
garon plazos para el pago- sin una ganancia por parte del actor, determi-
na una posición específica de las partes contratantes y acuerda un marco
especial a la relación entre ellas, que viene a corregir la rigurosa inflexi-
bilidad de los contratos civiles.

7°) Que en estas condiciones el derecho del actor a cobrar la suma re-
clamada fluye de la naturaleza y de la adecuada interpretación de los tér-
minos empleados. La realización de los grandes fines de bienestar y pro-
greso material de una población por el concurso de capitales ajenos a esa
jurisdicción no sería factible si el contenido de los acuerdos mediante los
cuales aquéllos pueden lograrse, debiera quedar librado al ulterior arbitrio
de las personas en cuyo beneficio se lo ha establecido. Una vez que se for-
mula el contrato y se hace uso de los beneficios que otorga, se hace de "in-
mediato" obligatorio el pago del precio a quien colaboró, por parte del
poder público que garantizó su pago (arg. Fallos: 158:273). Dicho espíri-
tu es el que permite inferir que los términos utilizados no tenían en vista
constituir una fianza, sino establecer la existencia de una causa jurídica que
impone a los demandados la obligación de pagar.

8°) Que, por lo demás -como acertadamente lo sostiene el actor-, era del
resorte de la provincia la selección de los productores que se podían aco-
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gel' a las facilidades de pago por la compra de productos y subproductos
de Y.P.F., por 10que mal puede oponérsele a ésta la exigencia de que el
requerimiento de pago se dirija en primer término contra aquéllos con
quienes no contrató directámente y cuya situación económica desconoce.

Son por 10 tanto la provincia y el banco quienes deben hacer frente a
las obligaciones que no fueron satisfechas a Y.P.F., sin perjuicio de la re-
I~ción jurídica que los vincula entre sí y que no le es oponible. Ello así
porque, según lo convenido y la legislación dictada en consecuencia(ar-
tículo 3°, de la ley 4031 y artículo 4° del convenio), se infiere que ambos
resultan obligados. En efecto, si bien el punto 6° de la reglamentación de
la ley establece que "El gobierno de la Provincia de Corrientes a través del
banco, efectuará los pagos a Y.P.F. en la fecha de vencimiento de las fac-
turas que este último confeccione, de acuerdo.a los plazos expresados en
las órdenes de compra", conducta que reafirma la legitimación activa que
se ha admitido precedentemente, ello no es obstáculo para concluir que
media solidaridad si se relaciona dicha disposición con la obligación de
"garantía de pago" impuesta a la institución bancaria por el artículo 4° del
convenio. Tal interpretación es consecuencia de lo que las partes entendie-
ron, obrando con buena fe y previsión, al firmar el contrato cuyo incum-.
plimiento ha traído aparejado la promoción de este proceso.

9°) Que establecido lo expuesto en punto a la legitimación activa de
Yacimientos Petrolíferos Fiscales contra los intervinientes en el convenio,
queda por mializar lo referente al "quantum" adeudado y su actualización.

Tal como surge del informe pericial contable que obra agregado a fs.
133/138 y sus anexos, el detalle de las facturas impagas por provisión de
productos ascendía a $ 438,0502 (A 4.380.502,45 a valores de la época de
su emisión). En dicho importe se encuentran incluidos $ 11 1,2960 (A
1.112.960,57) correspondientes a facturas con fechas de vencimiento en~
tre el 15 de abril de 1986 y el15 de junio del mismo año que fueron pa-
gadas -en moneda depreciada- el28 de agosto de 1989 a valores de origen.
A dicha suma corresponde adicionar la de $ 5.2408 (A 52.408,19) -debi-
damente actualizada- por concepto de notas de débito, según surge de la
peritación (fs. 184), por ser consecuencia del incumplimiento. El Tribunal
no encuentra motivos para apartarse de dicha determinación, porque ade-
más de fundarse en Jos conocimientos técnicos del experto, la deuda se
encuentra detallada en planillas adjuntas al dictamen (fs. 101/132) que
fueron confeccionadas sobre la base de la documentación existente en la
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empresa actora y en el Banco de Corrientes. Estas conclusiones no se ven
desvirtuadas por la impugnación que presenta el banco a fs. 223/226, sus-
tentada en reproches genéricos que no entran en el análisis detallado de los
distintos elementos aportados por la perito contadora para establecer el
monto adeudado. En todo caso, el banco o la provincia debieron acreditar
que al vencimiento de las facturas se pagaron o se transfirieron a la cuen-
ta existente los importes adeudados.

10) Que todo ello determina el progreso de la demanda por las sumas
adeudadas, las que se repotenciarán -según el índice de precios al por ma-
yor nivel general que publica el LN.D.E.C.- desde la fecha en que cada
factura debió ser pagada hasta el 28 de agosto de 1989 (art. 509, Código
Civil). A dicha fecha se deducirá lo abonado según el considerando ante-
rior y el saldo deberá actual'izarse de la misma manera hasta ellO de abril
de 1991 (art. 8°, ley 23.928). El Tribunal considera que de esta forma se
mantiene el valor real de la deuda y se coloca al acreedor en la misma si-
tuación que hubiese tenido de cumplir el deudor en tiempo propio. Los
intereses se computarán al 6% anual por tratarse de sumas actualizadas
hasta la última fecha mencionada.

11) Que deacuerdo con lo dispuesto en los artículos ]0,8°, 10, Y 13 dc
la ley 23.928 -que deroga toda otra disposición que se oponga a sus pres-
cripc'iones- no corresponde practicar actualización alguna con posteriori-
dad al 1° de abri l de 1991.

12) Que la rcforma introducida por las disposiciones recién citadas re-
quiere dar respuestas a liminares interrogantes. En primer lugar, si puede
el legislador nacional vedar la actualización por depreciación monetaria.
En segundo término, deberá indagarse por la verdadera naturaleza de la
actualización monetaria, que pretorianamcnte este Tribunal instituyó con
sustento directamente cn normas de la Constitución Nacional.

13) Que conforme al art. 67, inc. 10, de la Ley Fundamental, es al Con-
grcso Nacional a quien compete "Hacer sellar moneda, fijar su valor y el
de las extranjeras ... ". Concordante mente, puede disponer la cmisión de
billetcs a través dc un Banco Nacional (art. 67, inc. 5°) o autorizar a ha~
cerlo a instituciones provinciales (art. 108).

141Que la ley 23.928 constituye una decisión clara y terminante del
Congreso Nacional ele ejercer las funciones que le encomienda el art. 67,
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inc. 10, ya referido. Ante tal acto legislativo no sólo han quedado deroga-
das disposiciones legales sino que además deben ser revisadas las solucio-
nes de origen pretoriano que admitían el ajuste por depreciación, en cuan-
to, precisamente, se fundaron en la falta de decisiones legislativas desti-
nadas a enfrentar el fenómeno de la inflación. De allí que esta Corte no
puede mantener idéntico temperamento respecto de este punto con relación
a períodos posteriores al 10 de abri 1de 1991.

15) Que es oportuno recordar que la problemática de la inflación es un
fenómeno muy antiguo y corriente. Ya se presentaba en tiempo de mone-
das metálicas mediante la "rebaja" o "aumento" de las piezas, aunque los
procesos de esa índole no son comparables por su magnitud, con los pro-
ducidos en el uso del papel moneda. Su remedio, en definitiva, está inevi-
tablemente ligado a la política que acierte a seguir el Estado (Arthur
Nussbaum, Derecho Monetario Nacional e Internacional, trad. esp., Bue- .
nos Aires, 1954, Sección 13 págs. 276y sgtes.).

16) Que esta ineludible función estatal ha conducido en el campo ju-
rídico a la aceptación de las doctrinas nominalistas en las más diversas
épocas históricas, así como al reconocimiento de que la solución de la in-
flación, ligada al remedio concreto de las situaciones inequitativas surgi-
das a su amparo debe ser por naturaleza objeto de soluciones legislativas
y no pretorianas (obra citada, p. 302 Y sgtes.; FA. Mann, El aspecto legal
del dinero, trad. esp., México, 1986, cap. IV, pág. 111 Y sgtes.).

17) Queel rechazo jurisdiccional de soluciones contrarias es corrien-
te desde casos clásicos como el "Case de Mixt Moneys", "Gilbert v. Brett",
II State trials, 114, resuelto en Inglaterra en 1604 (parte sustancial de sus
fundamentos se halla en Mann, obra citada, págs. 122-123) al que se refi-
rió positivamente la Corte Suprema de los Estados Unidos (confr. senten-
cia del 3 de marzo de 1884, "Julliard v. Greeman", 110 US Reports 421,
Y los casos que cita en pág. 449), que por otra parte elaboró una doctrina
semejante en los no menos famosos Legal Tender Cases (sentencias del 11
de marzo de 1871, "Knox v. Lee" y "Parker v. Davis", 79 U.S. Wallace (2)
457,458; 20 Law Ed. 287).

18) Que, en ese contexto, no resulta extraña la extensa doctrina de esta
Corte -coherente con tal tendencia mundial" que rechazó como principio
esencial el ajuste por depreciación. Razonó para ello que aun cuando el
valor de la moneda se establece en función de las condiciones generales
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de la economía, su fijación es un acto reservado al Congreso Nacional por
disposiciones constitucionales expresas y claras, y no cabe pronunciamien-
to judicial ni decisión de autoridad alguna ni convención de particulares
tendientes a su determinación (Fallos: 225: 135; 226:261, sus citas y otros).
Se completó el sustento de este criterio con argumentos extraídos del de-
recho Procesal; así se invocó que la litiscontestación -a tenor de abundante
doctrina y disposiciones legales como las de los arts. 101 y 103 del anti-
guo Código de Procedimientos Civiles, y 85 de la ley 50- establecía los
límites de las contradicciones litigiosas que los justiciables someten a los
magistrados (Fallos: 237:865; 241 :73; 242:35; 258:80; 262:283), no ad-
mitiéndose que en la condena se superase el monto inicialmente deman-
dado (Fallos: 224: 106; 241 :22; 242:264) ni aún en los casos de responsabi-
lidad aquiliana, en los que, hasta aquel máximo, se atendía a la deprecia-
ción monetaria (Fallos: 249:320; 255:317; 258:94; 261 :426).

19) Que circunstancias excopcionales han conducido en diversos paí-
ses a la aceptación del ajuste de las deudas. Las condiciones en que tal
admisión se produjo en el nuestro, resultandel voto del juez-de este Tri-
bunal, Dr. José F. Bidau, en el caso de Fallos: 268: 112, quien había ~nte-
riormente suscripto sentencias adversas a tal tesitura. Expuso que "puede
'explicarse la persistencia de esa doctrina (por la que se negaba el ajuste)
a pesar del fenómeno inflatorio que ya es muy antiguo, ante la doble es-
peranza de que se pudiera ftenar el mismo y que el legislador contempla-
ra su repercusión jurídica ... vista la persistencia de ese fenómeno y los
extremos que alcanza al presente, no es posible mantener principios jurí-
dicos que se han convertido en ficticios". También ante circunstancias
particularmente dram'áticas, a las que no se hallaba remedio por las vías
normales, el tribunal supremo alemán (Reichgericht) dictó su trascendental
sentencia del 28 de noviembre de 1923 (R.G.Z. 107:78).

20) Que, en suma, la actualización de las deudas fue admitida por la
fuerza de los hechos que imponían la preservación de ciertos derechos
amenazados por el proceso inflacionario. Así la retribución justa (Fallos:
30 1:319); la indemnización en las expropiaciones (Fallos: 268: 112); y
fundamentalmente la propiedad (Fallos: 298:466; 300:655; 301 :759).
Contemporáneamente, se dejaron de lado limitaciones de carácter proce-
sal otrora sostenidas (Fallos: 294:434; 295:937; 300:844; 301: 102,319).

21) Que en este proceso, que concluyó co~ la aceptación generalizada
de la actualización de las deudas mediante la aplicación de índices publi-
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cados por organismos oficiales, se destaca asimismo otra particu(ar varia-
ción de criterio. Tradicionalmente tanto esta Corte como los distintos tri-
bunales nacionales y provinciales, al hacer uso de la facultad de fijación
de intereses prevista en el art. 622 del Código Civil acudieron a las tasas
que cobrase el Banco de la Nación Argentina -o el provincial correspon-
diente- en sus operaciones habituales de descuento. Tal posición dominan-
te fue sustentada en diferentes razones. Por un lado, se entendía suficien-
te para reparar las consecuencias inmediatas del incumplimiento de una
obligación dineraria -prevaleciendo en tal sentido enseñanzas que remon-
tan a Domat y Pothier- el pago de la comúnmente denominada en el mer-
cado financiero como "tasa activa", toda vez que el acreedor insatisfecho
podía recurrir a un tercero para obtener un mutuo de igual cantidad a la que
debió recibir del deudor, con lo que el perjuicio sufrido se circunscribía a
los intereses que tuviera que pagar por el préstamo. Se consideraba, enton-
ces, que la tasa que deba pagar el deudor que no cumple debe ser igual a
aquélla a la que el acreedor puede proveerse del capital que se le debe.
También seinvocaba lo reglado en el art. 565 del Código de Comercio en
cuanto establece que "siempre que en la ley o en la convención se habla
de intereses de plaza o intereses corrientes se entiende los que cobra el
Banco Nacional", norma que por vía analógica se consideraba aplicable en
materia civil.

22) Que cuando parecía que tal posición había quedado definitivamente
consolidada la realidad económica impuso el abandono de ese rumbo. En
efecto, no obstante haberse sostenido reiteradamente que "las tasas de in-
terés bancaria son comprensivas, asimismo, de la disminución del capital
ocasionada por el deterioro del valorde la moneda" (Fallos: 302: 1570 y sus
citas, entre muchos otros), en rigor, en la práctica ello no sucedía. Por
momentos, la tasa inflacionaria superaba con creces la bancaria. Por otro
lado, en largos períodos de esta misma época el crédito era una ficción para
la generalidad de las personas. Lisa y llanamente, éste no existía cn un
mcrcado de capitales absolutamente regulado por el Estado que determi-
naba las insuficientes -a los efectos de reparar los derechos constituciona-
les vulnerados- "tasas oficiales".

23) Que la carencia e insuficiencia apuntadas concluyeron en la apli-
cación para toelo el lapso de que se tratase de los diferentes índices de ac-
tualización elaborados por el Instituto Nacional de Estadística y Censos,
en reemplazo de la tasa antes referida. Es más, en reiterados como cono-
cidos precedentes esta Corte permitió que en la etapa de ejecución ele sen-
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tencia de los pleitos se acudiera a la actualización mediante los índices
antes referidos en reemplazo de los intereses bancarios establecidos en la
sentencia que se ejecutaba, superándose vallas provenientes de 10que se
juzgó como equivocada invocación del alcance de la cosa juzgada (FaIlos:
307:1170 y 1312, Ysus ciJ:as).

24) Que esta reseña de antecedentes resulta demostrati va de un proceso
esencialmente cambiante y de la búsqueda por parte de este Tribunal de
instrumentos idóneos a fin de proteger adecuadamente la concreta vigen-
cia de los derechos constitucionales entonces quebrantados.

25) Que, en tal sentido, deben distinguirse los derechos establecidos en
las disposiciones constitucionales y legales -y que perduran mientras sub-
sisten las normas que les otorgan sustento- de aquellas construcciones ela-
boradas por los jueces formuladas como un remedio destinado a asegurar
de un modo concreto y eficaz algún derecho conculcado, amenazado o
indebidamente reducido. Tales instrumentos no tienen necesariamente una
duración coexistente con la de la vigencia de la norma cuyo efectivo cum-
plimiento procuran; antes bien, en ocasiones se vinculan con una por na-
turaleza esencialmente cambiante realidad que impone una variación en el
instrumento destinado a reparar el concreto agravio que supone el desco-
nocimiento del derecho de fondo.

26) Que el alcance de tales remedios fue ya determinado de modo ex-
haustivo en el derecho de los Estados Unidos, cuya Constitución se
emparenta con la nuestra (ver Dan B. Dobbs, Remedies, St. Paul,
Minnesota, 1973). La jurisprudencia de su Suprema Corte ha sentado cla-
ramente la necesidad de que los "remedies" sean prescriptos para conso-
lidar la eficacia, en su caso, de los principios constitucionales, pero no
proporcionando soluciones rígidas, sino teniendo en cuenta la mejor for-
ma de asegurarlos, en cada supuesto y atendiendo a sus circunstancias.
("McKesson Ca. vs Division of Alcoholic Beverages and Tobacco
Department Business Regulation of Florida et al", resuelta el 24 de junio
de 1990,58 LW 4665, Ysus citas).

27) Que la naturaleza contingente de dichos remedios lejos de infrin-
gir los derechos determinados en la Constitución y las leyes constituye
muchas veces condición de posibilidad para que el respeto del derecho sea
asegurado. "La verdadera sanción de las leyes -decía Alberdi- reside en su
duración. Remediemos sus defectos no por la abrogación, sino por la in-
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terpretación" (Bases para la organización política y económica de la Con-
federación Argentina, T. 1, pág. 197, Madrid 1913). Se trata de una con-
cepción, por otra parte, recogida en señeros precedentes de esta Corte. Así
en el caso "Kot" (Fallos: 241 :291) el tribunal sostuvo que "Las leyes no
pueden ser interpretadas sólo históricamente, sin consideración a las nue-
vas condiciones y necesidades de la comunidad, porque toda ley, por na-
turaleza, tiene una visión de futuro, está predestinada a recoger y regir
hechos posteriores a su sanción: 'las leyes disponen para lo futuro', dice el
arto 3° del Código Civil, con un significado trascendente que no se agota,
por cierto, en la consecuencia particular que el precepto extrae a continua-
ción. Con mayor fundamento, la Constitución, que es la Ley de las Leyes
y se halla en el cimiento de todo el orden jurídico positivo, tiene la
virtualidad necesaria para poder gobernar todas las relaciones jurídicas
nacidas en circunstancias sociales diferentes a las que existían en tiempos
de su sanción. Este avance de los principios constitucionales, que esde
natural desarrollo y no de contradicción, es la obra genuina de losintér-
pretes, en particular de los jueces, quienes deben consagrar la inteligen-
cia que mejor asegure los grandes objetivos para que fue dictada la Cons-
titución" .

28) Que la vinculación que ha efectuado esta Corte entre derecho de
propiedad y actualización por depreciación monetaria resulta ejemplo tí-
pico de uno de aquellos remedios, donde la actualización constituyó el
instrumento y la propiedad el derecho protegido. Sin embargo, afirmar que
la actualización por depreciación monetaria está "incorporada" a la Ley
Fundamental constituiría la propia refutación del enunciado, desde que se
confundiría una de las posibles herramientas de protección de la propie-
dad con la sustancia misma de ese derecho. Igual razonamiento cabe res-

o pecto de los demás derechos constitucionales mencionados en el conside~
randa 20°, bien que recordando que fue el derecho de propiedad consagra-
do en el art. 17 de la Constitución Nacional el que, sólo o concurrentemen-
te, constituyó el sustento principal del ajuste de las deudas.

29) Que la ecuación entre ajuste por depreciación e "indexación", es por
último, el más acabado ejemplo de mero expediente, de circunstancial
medio, que no puede adquirir el estatuto de derecho sustancia!. Esta Cor-
te ha podido constatar recientemente que los resultados más disparatados
pueden resultar de la aplicación de índices, por lo que observó que si bien
estos pueden ser utilizados a fin de obtener un resultado que se acerque,
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en la mayor medida posible, a una realidad económica dada, cuando ello
determina resultados injustos o incluso absurdos frente a esa realidad, ella
debe privar sobre abstractas y genéricas fórmulas matemáticas (causa:
P.325.XXIII. "Pronar SAMI c/Buenos Aires, Provincia de", del 13 de fe-
brero de 1990; A.75.XXIII. "Ascovich, Eduardo y otrac/Palomares de
Ornato, María", del 20 de agosto de 1990; C.96.XXIII. "Cukierman,
Moisés", del 11 de septiembre de 1990; A.239.XXIII. "Agostini, Silvia y
otro c/Medicor S.A.", del 13 de noviembre de 1990; O.115.XXIII.
"Orfano, Domingo y'otro c/Bianchi Salvador y otros", del 28 de mayo de
1991; entre otros).

30) Que, sentado ello, cabe recordar que es función de los jueces la rea-
. lización efectiva del derecho en las situaciones reales que se le presentan,
conjugando los enunciados normativos con los elementos fácticos del caso
(Fallos: 302: 161 l), yen la tarea de razonamiento que ejercitan para inda-
gar el sentido que corresponde acordar a las normas deben atender a las
consecuencias que normalmente derivan de sus fallos, lo que constituye
uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de su inter-
pretación y su congruencia con el todo del ordenamiento jurídico (Fallos:
302: 1284). En tal sentido, la inflación -hecho económico que está en la raíz
de la necesidad de una actualización de los valores nominales de la mone-
da- ha sido señalada como disvaliosa en reiteradas manifestaciones de los
poderes de gobierno materializadas, en definitiva, en la ley 23.928, y su
repudio por la doctrina económica es, con diferencias de matices que no
interesa indagar a nivel jurídico, prácticamente unánime. Ello permite ase-
gurar que es indu;dable decisión de las autoridades políticas la contención
de la inflación, y que en base a esa decisión corresponde que los jueces
interpreten las disposiciones de aquellas autoridades, de modo de dar pleno
efecto a la intención del legislador conforme lo indica conocida regla de
interpretación (Fallos: 296:22; 297: 142; 299:93; 301 :460). De allí, que si
bien es cierto que la asociación entre derecho de propiedad y depreciación
monetaria pudo elaborarse como defensa eficaz de los derechos patrimo-
niales en determinados períodos, no es menos exacto que su perduración
sine die no sólo postergaría disposiciones constitucionales expresas, como
las del art. 67, inc. lO, de la Constitución Nacional, sino que causaría un
daño profundo en la esfera de los derechos patrimoniales todos, al alimen-
tar esa grave patología que tanto los afecta: la inflación. No puede admi-
tirse que lo que fue solución de especie frente a un problema acotado tem-
poralmente y en su configuración, en la que no incidieron normas como las
que recientemente dictó el Congreso Nacional para procurar una moneda
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nacional apta, se trueque en vínculo estable, alterando así su naturaleza
esencial.

31) Que aquellas autoridades han dictado la ley 23.928 reglamentada
por los decretos 529/91 y 941/91 . En lo que concierne al caso, el art. 10 de
esta última norma dispone que "En oportunidad de determinar el monto de
la condena en australes convertibles, el juez podrá dictar la tasa de interés
que regirá a partir del 10 de abril de 1991, de modo de mantener incólu-
me el contenido económico de la sentencia. El Banco Central de la Repú-
blica Argentina deberá publicar mensualmente la tasa de interés pasiva
promedio, que los jueces podrán disponer que se aplique a los fines pre-
vistos en el art. 622 del Código Civil".

32) Que es a esa tasa, entonces, a la que regularmente se deberá acu-
dir para supuestos como el del sub examine. Caso contrario, la
"desindexación" perseguida por la ley de convertibilidad mediante la su-
presión, en general, de los procedimientos de actualización sustentados en
la utilización de indicadores, quedaría desvirtuada por la aplicación de la
tasa de interés activa, ya que ésta, especialmente a partir de la vigencia de
la nueva ley, ha superado sustancialmente a los Índices de precios que ve-
nía aplicando este Tribunal, por lo que no mantiene "incólume el contenido
económico" sino que genera en el patrimonio del acreedor un
enriquecimiento incausado. Tampoco puede soslayarse que la tasa activa
está integrada no solamente por la renta y la depreciación de la moneda
sino también, yen gran medida, por el desmesurado costo generado por la
intermediación financiera, circunstancia que lleva a diferencias impropias
de una economía estable y que no deben, salvo supuestos particulares en
que medie alegación y prueba en contrario, ser soportad.as por el deudor.

33) Que no menos inadmisible que la antes indicada asimilación entre
derecho de propiedad y depreciación monetaria sería admitir un instrumen-
to en reemplazo de la "indexación" que por vía de intereses desmedidos
pudiera acentuar nuevamente el proceso inllacionario con grave daño para
la comunidad. Máxime cuando al hacerlo se pueda entorpecer a las auto-
ridades políticas de la Nación en su decisión de solucionar de modo pro-
fundo, y no meramente sintomütico, los problemas monetarios mediante
el dictado de las normas pertinentes.

34) Que, en un diverso pero afín orden de ideas, corresponde nueva-
mente señalar que frente a un problema de constitucionalidad sólo es ade-
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cuado recurrir a elaboraciones efectuadas en ramas de derecho
infraconstitucional cuando contribuyen a su esclarecimiento mediante
aportes 'congruentes con la Ley Fundamental y siempre que sean de per-
tinente aplicación en la materia del pleito. No ocurre aSÍ, cuando se recu-
rre a tales elaboraciones doctrinarias con la pretensión que de ellas surjan
directivas que afecten una cuestión constitucional. En la solución del tema
a resolver, pues, han primado construcciones que derivan de la interpre-
tación directa de normas constitucionales y de leyes como la 23.928 dic-
tadas en su consecuencia. Hajugado un papel principal, asimismo, una
larga y penosa lucha del país contra perturbadores fenómenos monetarios
profundamente enraizados en su seno. Cualquier decisión que pretendie-
se sustentarse, exclusi vamente, en normas de derecho pri vado como la del
art. 622 del Código Ci vil, que ya reconoce jurisprudencia del Tribunal que
en su momento debió dejarlo de lado, no sólo perdería de vista esta cir-
cunstancia sino que confundiría la verdadera dimensión de la cuestión a
resolver.

35) Que, empero, a igual solución se arribaría aun en el supuesto de
fundar la decisión exclusi vamente en lo regulado por el art. 622 del Código
Civil. Por empezar, no sería necesario hoy integrar por analogía la solu-
ción del caso, como en su momento ocurría con el art. 565 del Código de
Comercio, ya que la ley especial a que reenvía el art. 622 prealudido es-
taría constituida, precisamente, por el art. 10 del decreto 941/91.

36) Que, por otro lado, el resarcimiento del daño moratoria previsto en
el art. 622 del Código Civil cuenta con una presunción legal de causalidad
que comprende tanto la existencia del menoscabo patrimonial como la de-
terminación de su contenido, mediante una indemnización que se liquida
únicamente por los intereses legales. Estos intereses constituyen la conse-
cuencia inmediata y necesaria del incumplimiento de la obligación, pues
tienen por objeto resarcir el lucro perdido por el acreedor al no poder apli-
car el capital adeudado a una inversión que genere la renta pertinente, vale
decir los intereses que aquél ha dejado de percibir. Desde esta perspecti-
va, el daño debe liquidarse mediante la aplicación de la tasa bancaria pa-
si va, pues ésta es la que hubiera obtenido el accipiens de haberle sido res-
tituido el capital en tiempo oportuno. En cambio, si ante el incumplimiento
del deudor, el acreedor debió acudir a una institución bancaria para pro-
veerse del capital adeudado, el daño no estaría configurado -como en el
supuesto anterior- por el beneficio perdido, sino por los intereses pagados,
de manera que se aplicaría la tasa de interés activa, habitualmente deno-
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minada "dedescuento de documentos comerciales". No obstante, en este
caso, la circunstancia de acudir el acreedor al circuito financieró no apa-
rece como una consecuencia inmediata y necesaria del incumplimiento
comprendido en la presunción de causalidad establecida por el art. 622,
sino como una consecuencia mediata que para ser asignada a la esfera de
responsabilidad del deudor debe ser concretamente alegada y demostrada,
exigencias que no se verifican en el caso.

37) Que, asimismo, los intereses contemplados en el art. 622 del Có-
digo Civil representan el daño moratoria que admite una doble perspecti-
va:o, dicho de otro modo, una concepción que responda al concepto de
daño emergente y otra al de lucro cesante. Existiría daño emergente para
el acreedor cuando no cuenta con la suma debida para saldar una deuda
suya, y debe conseguir dinero al efecto, mediante el pago de interés por el
préstamo; desde luego, este interés que el acreedor abona a un tercero sig-
nifica para él un daño emergente, una pérdida sufrida. En cambio, existi-
ría lucro cesante para el acreedor, si éste deja de percibir una utilidad que
esperaba obtener del dinero que se le debe, mediante su aplicación a la
producción de renta. Desde este punto de vista el pago de la depreciación
monetaria más los intereses denominados "puros" constituye un típico
supuesto de lucro cesante, donde aquellos intereses presuponen una retri-
bución que el acreedor hubiese percibido de contar con el capital adeuda-
do. Luego, resulta inaceptable que quien viene percibiendo un "lucro ce-
sante" pretenda por parte del mismo lapso ser recompensado por sumas que
representan un "daño emergente" como son los intereses que cobra el Ban~
ca por sus operaciones de descuento. Lo adecuado, más bien, es que, ve-
dádo el recurso de la actuali7,ación,monetaria, se mantenga incólume el
valor de la condena mediante la utilización de una herramienta que respon-
da al mismo concepto de lucro cesante, en este caso representado p,or la
tasa bancaria dejada de percibir por el acreedor.

38) Que, de resultas de todo 10 expuesto, corresponde que el capital de
condena sea determinado de conformidad con las pautas detalladas en los
considerandos 90 y 10. Devengará dicha suma un interés del 6% anual,
hasta ello de abril de 1991. De allí en más, deberá computarse la tasa de
interés pasi va promedio mencionada en el art. 10 del decreto 941/91 a fin
de mantener incólume el contenido económico de la indemnización.

Por ello, SERESUEL VE: Hacer lugar a la demanda y en consecuen-
cia condenar a las demandadas a abonar a la actora dentro del plazo de
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treinta días la suma que resulte de la liquidación a practicarse de acuerdo
con lo establecido en los considerandos 9°, 10 Y 38. Costas por su orden
(B.684.XXI. "Buenos Aires, Provincia de c/Estado Nacional s/cobro de
australes", del 4 de setiembre de 1990). Notifíquese y, oportunamente,
archívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ (según su voto)
- RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en
disidencia parcial) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia parcial) -
JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR (en disidencia parcial) _
ANTONIO BOGGIANO (en disidencia parcial).

VOTO DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO

DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ

Resulta:

1)A fs. 7111 se presenta Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del
Estado e interpone démanda contra la Provincia de Corrientes y contra el
Banco de Corrientes por el cobro de $ 443,2950 (A4.432.950,14) más su
actualización e intereses. Relata que el 14 de mayo de 1984 el entonces
gobernador de la provincia demandada se dirigió al presidente de la socie-
dad actora con el propósito de informarle sobre su interés en suscribir un
convenio para la entrega de productos de Y.P.F. a colonos y productores
agropecuarios con facilidades de pago, en virtud de la situación de emer-
gencia que atravesaban. De tal manera se intentaba paliar la crítica situa-
ción derivada de inundaciones y se alentaba el aumento de las áreas sem-
bradas y sus rendimientos. Según lo convenido, la actora otorgaba un plazo
de 90 a 180 días para su pago, el que debía efectiyizarse al precio vigente
al día hábil anterior a la fecha de la cancelación. Los productores obtenían
el gas oil, lubricantes (grasas y aceites) y agroquímicos de los revendedo-
res autorizados contra la presentación de un vale -creado al efecto- en los
que se detallaba su nombre, número de cuenta y nombre del revendedor
que entregaba el producto, su tipo y cantidad, fecha de entrega y fecha de
vencimiento para el pago. Y.P.F. reintegraba los productos a los revende-
dores contra la presentación de dichos vales y giraba entonces la factura
al Banco de Con.ientes, el cual -según sostiene- por convenio se había con-
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vertido en garante de las operaciones y saldaba su importe a los 180 días.
Tanto el banco como la provincia fueron atrasándose en los pagos, extre-
mo que puso a la actora en la necesidad de accionar.

Il) A fs. 58 contesta demanda la provincia de Corrientes. Niega -en
cumplimiento del imperativo procesal- todos y cada uno de los hechos en
los que se funda la pretensión. Reconoce la existencia del convenio en el
que se funda la demandada, pero niega tener la calidad de deudora que el
demandante le pretende imponer. Sostiene que ante las catastróficas inun-
daciones que asolaron al Estado provincial a partir del año 1983, los pro-
ductores agropecuarios se vieron frente a una situación crítica sin prece-
dentes por lo que, ante sus numerosos reclamos, y en cumplimiento de
inalienables funciones de gobierno, la provincia suscribió con la actora el
convenio de fecha 10 de junio de 1984 en virtud del cual se concedieron
facilidades de pago a "los productores establecidos en el territorio de la
provincia". Así también se declaraba que el Banco de Corrientes estaría a
cargo del cobro de estas facilidades garantizando las operaciones que se
realizasen y respondiendo por las facturas de aquellos usuarios que no
pagaran en las fechas establecidas. Es decir que -según relata- eran los
productores quienes asumían la calidad de deudores y a su vez el banco
aludido el doble carácter de agente de cobro de las facturas y fiador para
el caso de que algún obligado al pago no cancelase sus obligaciones en el
momento en que fuesen exigibles. Sostiene que fue "mandataria" de Y.P.F.
y que, a pesar de la dificultad que ofrece encuadrar su relación en una fi-
gura jurídica, en mérito a la complejidad de la operación en la que media-
ban principalmente razones de fomento y de auxilio a una situación de
emergencia, considera claro que el objeto de cada contrato individual de
compra de productos de la actora establecía una relación directa entre
Y.P.F. y el adquirente de aquéllos, que la excluye como obligada frente a
la actora. A todo evento solicita el rechazo de la pretensión de actualiza-
ción monetaria, pues considera que no existe mora y en mérito al carácter
de fomento impreso al negocio instrumentado.

lB) A fs. 69 contesta la demanda el Banco de la Provincia de COITien-
tes, quien invoca que la actora elude el planteo correcto de la situación de
autos. Arguye que la relación creditoria se origina entre los "productores"
y Yacimientos Petrolíferos Fiscales, asumiendo los demás -esto es, el han-
ca y la provincia- el rol de garantes, es decir, de fiadores, por lo que resul-
tan aplicables las normas respectivas del Código Civil y del Código de
Comercio. En virtud de ellas la acción no puede ser dirigida con.tra el ban-
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co, porque si bien -en las normas comerciales- el fiador responde solida-
riamente como principal,elJo es así siempre que el acreedor justifique que
ha interpelado judicialmente al deudor (artículo 480, Código de Comer-
cio), presupuesto que no ha sido cumplido en el caso; por lo demás -según
la postura que asume- el fiador no es deudor directo de la obligación prin-
cipal (artículo 2004, primera parte, del Código Civil).

Considerando:

1°) Que este proceso es de la competencia originaria de la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación (artículos 100 y 101 de la Constitución Nacio-
nal), pues la cuestión planteada se suscita entre una provincia y la repar-
tición autárquica nacional actora (Fallos: 307: 1379).

2°) Que es preciso determinar -en forma previa a cualquier otra consi--
deración- cuál -es ]a relación jurídica que vinculó a actor y demandados,
pues ello disipará las dificultades y permitirá dilucidar cuáles son ]asnor-
mas aplicables en el caso. Dado que ]a provincia de Corrientes ye]Ban-
co de Corrientes sostienen que su obligación es subsidiaria y pretenden ]a
aplicación de las normas de]a fianza previstas en e] Código Civil yen e]
Código de Comercio, es insoslayable establecer qué clase de vínculo las
unió, qué disposiciones regularon esa relación y cuáles son sus consecuen-
cias.

3°) Que si bien la noción de contrato es única, común al derecho públi-
co y al derecho privado, pues en ambos casos configura un acuerdo de
voluntades generador de situaciones jurídicas subjeti vas, e] "régimen ju-
rídico" de estos dos tipos es diferente. Así existen diferencias de fondo que
determinan que tengan un régimen especial y sus efectos no sean los mis-
mos que los de los contratos civiles. Cuando e] Estado, en ejercicio de fun-
ciones públicas que ]e competen y con e] propósito de satisfacer necesida-
des del mismo carácter, suscribe un acuerdo de voluntades, sus consecuen-
cias serán regidas por el derecho público. Sin el propósito de limitar en
dicho concepto ]a relación que unió a las partes, los elementos que
emergen de ]a caracterización apuntada resultan úti les para encuadrarla.
El objeto de] convenio ha sido -en este caso- la prestación de un servicio
que tenía por finalidad -evidentemente pública- paliar los perjuicios que
las inundaciones habían provocado en los productores de la provincia y
que -como expresamente lo sostiene]a demandada- afectaban directamen-
te a ]a provincia en virtud de la situación crítica que dicho estado de co-



]82 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

3\.\

sas generaba. Esa finalidad es la que permite concluir que al margen de las
expresiones que se han utilizado, tales como" garantizar" o "afianzar", se
trata de un contrato atípico e innominado de carácter público al que le re-
sultan aplicables las normas de dicho derecho y especialmente la volun-
tad de las partes que emerge del convenio firmado y de las disposiciones
provinciales dictadas en su consecuencia. La ayuda financiera prestada por
Y.P.F. -así deben ser interpretadas las facilidades de pago conferidas- y el
fin público perseguido, unido al carácter de las personas intervinientes,
permiten concluir que se trata de un convenio regido por normas distintas
a las del derecho privado. Por lo demás y conforme a lo que seguidamen-
te se verá, la aplicación lisa y llana de las disposiciones que regulan la fian-
za en el derecho común -como lo pretenden la provincia y el Banco de
Corrientes- llevaría a olvidar la especial naturaleza del vínculo que emerge
de la ley especial dictada al efecto y de las razones que ordenaron su san-
ción en virtud de encontrarse afectado directamente el interés público pro-
vincial.

4°) Que es dable recordar que es regla de interpretación de las leyes la
de dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad
de los preceptos de manera que armonicen con el resto del orden jurídico
y las garantías de la Constitución Nacional. Ese propósito no puede ser
obviado por los magistrados con motivo de sus posibles imperfecciones
técnicas, toda vez que ellos -en cuanto servidores del derecho para la rea-
lización de lajusticia- no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu
de la norma. La exégesis de la ley requiere pues de la máxima prudencia
y cuidar que la inteligencia que se le asigne no lleve a la pérdida de un
derecho, o que el excesivo rigor formal de los razón amientos desnatura-
lice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esta tarea no es siempre
recomendable atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el es-
píritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racio-
nal (Fallos: 307: 1018 y sus citas). Por lo demás, debe recordarse que todo
contrato -sea cual-fuere su naturaleza- debe celebrarse, interpretarse y eje-
cutarse de buena fe y de acuerdo a lo que las partes entendieron o pudie-
ron entender, obrando con cuidado ¥ previsión, principios aplicables al
ámbito de los contratos regidos por el derecho público (arg. confr. senten-
cia del 9 de junio de 1988, in re: J.88.XXI. "Juan María de Vida e Hijos
S.c.A. clDirección Nacional de Vialidad s/nulidad de resolución", y sus
citas). Por tal razón es que resulta necesario exigira las partes un compor-
tamiento coherente, ajeno a los cambios de conducta perjudiciales y de-
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sestimar toda actuación que implique un obrar incompatible con la con-
fianza que se ha suscitado en el otro contratante.

S°) Que en dicho marco de ideas -conforme a lo que se verá seguida-
mente- es evidente que los demandados no han asumido el carácter de "ga-
rantes o fiadores'.' en los términos de los artículos 1986 y siguientes del
Código Civil, sino que ofrecieron una "garantía de pago", una seguridad
de pago inmediato, cosa muy distinta a una obligación subsidiaria como
intenta hacerse valer. El espíritu del convenio y las normas dictadas dan
muestra de lo expuesto.

6°) Que como surge del convenio, Y.P.F. se comprometía a otorgar a
los productores facilidades de pago por la compra de sus productos y
subproductos y el Banco de la Provincia -entidad por medio de la cual se
realizan las operaciones del Estado provincial-tenía a su cargo el cobro de
los pagos diferidos. Pero no cesa allí su responsabilidad, ya que la adecua-
da interpretación del artículo 4 del convenio lleva a concluir que el solo
transcurso del plazo sin pago por parte del productor, imponía al Banco la
obligación de pagar. Dicho artículo expresa: "El Banco de Corrientes en-
tidad a cargo del cobro de estas facilidades de pago, garantizará las ope-
raciones que se realicen conforme a la cláusula 2da., obligándose a can-
celar con los intereses respectivos, las facturas de aquellos usuarios que no
las paguen en las fechas establecidas". Surge, entonces, en forma inequí-
voca, que fue voluntad de los intervinientes en el contrato establecer una
garantía de pago ante el solo transcurso del plazo. Corrobora lo dicho los
alcances de la ley provincial que aprobó el convenio, la que, en su artícu-
lo 3°, establece que: "la acción de repetición que le correspondiere al go-
bierno de la Provincia en el caso de que los deudores principales no satis-
fagan las obligaciones en los términos establecidos se tramitará median-
te el procedimiento ... ". Es decir que tan obligados principales consideró
la legislatura provincial a su gobierno y al banco, que les otorgó un pro-
cedimiento especial para recuperar lo pagado por ellos frente al incumpli-
miento del productor. Una sola condición era exigible para transformar-
se en principal obligado, que vencido el plazo fijado para el pago no lo
satisficiese el beneficiario del servicio. Resulta impensable -en el marco
del derecho privado cuya aplicación requieren las demandadas- la posibi-
lidad de otorgarle carácter de título ejecutivo a la constancia de deuda
afrontada por un "fiador" y concederle la facultad de proceder a su cobro
por dicha vía.
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Por otra parte, exigir el cumplimiento de acciones o intimaciones pre-
vias contra los productores como correspondería ante una fianza, impor-
taría olvidar el espíritu que animó la concertación. La especial finalidad
que ésta satisface y la ausencia de contraprestación -ya que sólo se otor-
garon plazos para el pago- sin una'ganancia por parte del actor, determi-
na una posición específica de las partes contratantes y acuerda un marco
especial a la relación entre ellas, que viene a corregir la rigurosa inflexi-
bilidad de los contratos civiles.

r) Que en estas condiciones el derecho del actor a cobrar la suma re-
clamada fluye de la naturaleza y de la adecuada interpretación de los tér-
minos empleados. La realización de los grandes fines de bienestar y pro-
greso material de una población por el concurso de capitales ajenos a esa
jurisdicción no sería factible si el contenido de los acuerdos mediante los
cuales aquéllos pueden lograrse, debiera quedar librado al ulterior arbitrio
de las personas en cuyo beneficio se lo ha establecido. Una vez que se for-
mula el contrato y se hace uso de los beneficios que otorga, se hace de "in-
mediato" obligatorio el pago del precio a quien colaboró, por parte del
poder público que garantizó su pago (arg. Fallos: 158:273). Dicho espíri-
tu' es el que permite inferir que los términos utilizados no tenían en vista
constituir una fianza, sino establecer la existencia de una causa jurídica que
impone a los demandados la obligación de pagar.

8°) Que, por lo demás -como acertadamente lo sostiene el actor-, era del
resorte de la provincia la selección de los productores que se podían aco-
ger a las facilidades de pago por la compra de productos y subproductos
de Y.P.P., por lo que mal puede oponérsele a éste la exigencia de que el
requerimiento de pago se dirija en primer término contra aquellos con
quienes no contrató directamente y cuya situación económica desconoce.

Son por lo tanto la provincia y el Banco quienes deben hacer frente a
las obligaciones que no fueron satisfechas a Y.P.F., sin perjuicio de la re-
lación jurídica que los vincula entre sí y que no le es oponible. Ello así
porque según lo convenido y la legislación dictada en consecuencia (ar-
tículo 3° de la ley 4031 y artículo 4° del convenio), se infiere que ambos
resultan obligados. En efecto, si bien el punto 6° de la reglamentación de
la ley establece que "el gobierno de la Provincia de Corrientes a través del
Banco, efectuará los pagos a Y.P.F. en la fecha de vencimiento de las fac-
turas que este último confeccione, de acuerdo a los plazos expresados en
las órdenes de compra", conducta que reafirma la legitimación activa que
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se ha"admitido precedentemente, ello no es obstáculo para concluir que
media solidaridad si se relaciona dicha disposición con la obligación de
"garantía de pago" impuesta a la institución bancaria por el artículo 4° del
convenio. Tal interpretación es consecuencia de lo que las partes entendie-
ron, obrando con buena fe y previsión, al firmar el contrato cuyo incum-
plimiento ha traído aparejado la promoción de este proceso.

9°) Que establecido lo expuesto en el punto a la legitimación activa de
Yacimientos Petrolíferos Fiscales contra los intervinientes en el convenio,
queda por analizar lo referente al quantum adeudado y su actualización.

Tal como surge del informe pericial contable que obra agregado a fs.
133/38 y sus anexos, el detalle de las facturas impagas por provisión de
productos ascendía a $ 438.0502 (A 4.380.502,45) a valores de la época
de su emisión. En dicho importe se encuentran incluidos $ 111,2960 (A
1.112.960,57) australes correspondientes a facturas con fechas de venci-
miento entre el 15 de abril de 1986 y el 15 de junio del mismo año que fue-
ron pagadas -en moneda depreciada- el 28 de agosto de 1989 a valores de
origen. A dicha suma corresponde adicionar la de $ 5.2408 (A 52.408,19)
-debidamente actualizada- por concepto de notas de débito, según surge de
la peritación (fs. 184), por ser consecuencia del incumplimiento. El Tribu-
nal no encuentra motivos para apartarse de dicha determinación, porque
además de fundarse en los conocimientos técnicos del experto, la deuda se
encuentra detallada en planillas adjuntas al dictamen (fs. 101/132) que
fueron confeccionadas sobre la base de la documentación existente en la
empresa actora y en el Banco de Corrientes. Estas conclusiones no se ven
desvirtuadas por la impugnación que presenta el Banco a fs. 2231226, sus-
tentada en reproches genéricos que no entran en el análisis detallado de los
distintos elementos aportados por la perito contadora para establecer el
monto adeudado. En todo caso el Banco o la provincia debieron acreditar
que al vencimiento de las facturas se pagaron o se transfirieron a la cuen-
ta existente los importes adeudados.

10) Que todo ello determina el progreso de la demanda por las sumas
adeudadas, las que se repotenciarán -según el índice de precios al por ma-
yor nivel general que publica el INDEC- desde la fecha en que cada fac-
tura debió ser pagada hasta el 28 de agosto de 1989 (art. 509, Código Ci-
vil). A dicha fecha se deducirá lo abonado según el considerando anterior
y el saldo deberá actualizarse de la misma manera hasta elIde abril de "
1991 (art. 8°, ley 23.928). El Tribunal considera que de esta forma se man-
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tiene el valor real de la deuda y se coloca al acreedor en la misma situa-
ción que hubiese tenido de cumplir el deudor en tiempo propio. Los inte-
reses se computarán al 6% anual por tratarse de sumas actualizadas hasta
la última fecha mencionada y d'e allí en más -hasta el momento del efec-
tivo pago- a la tasa pasiva promedio mensual que publica el Banco Cen-
tral de la República Argentina. ~

Por ello, SE RESUELVE: Hacer lugar a la demanda y en consecuen-
cia condenar a las demandadas a abonar a la actora dentro del plazo de
treinta días la suma que resulte-de la liquidación a practicarse de confor-
midad con lo establecido en los considerandos 9° y 10. Costas por su or-
den (B.684.XXI "Buenos Aires, Provincia de c/Estado Nacional s/cobro
de australes", del4 de septiembre de 1990).

MARIANO AUGUSTO CAV AGNA MARTÍNEZ.

DISIDENCIA PARCIAL DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ANTONIO BOGGlANO

Resulta:

1) A fs. 7/11 se presenta Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del
Estado e interpone demanda contra la Provincia de Corrientes y contra el
Banco de Corrientes por el cobro de $ 443,2950 (Á4.432.950, 14) más su
actualización e intereses. Relata que el 14 de mayo de 1984 el entonces
gobernador de la provincia demandada se dirigió al presidente de la socie-
dad actora con el propósito de informarle sobre su interés en suscribir un
convenio para la entrega de productos de Y.P.F. a colonos y productores
agropecuarios con facilidades de pago, en virtud de la situación de emer-
gencia que atravesaban. De tal manera se intentaba paliar la crítica situa-
ción derivada de inundaciones y se alentaba el aumento de las áreas sem-
bradas y sus rendimientos. Según lo convenido, la actora otorgaba un plazo
de 90 a 180 días para su pago, el que debía efectivizarse al precio vigente
al día hábil anterior a la fecha de la cancelación. Los productores obtenían
el gas oil,lubricantes (grasas y aceites) y agroquímicos de los revendedo-
res autorizados contra la presentación de un vale -creado al efecto- en los
que se detallaba su nombre, número de cuenta y nombre del revendedor
que entregaba el producto, su tipo y cantidad, fecha de entrega y fecha de
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vencimiento para el pago. Y.P.F. reintegraba los productos.a los revende-
dores contra la presentación de dichos vales y giraba entonces la factura
al Banco de Corrientes, el cual-según sostiene- por convenio se había con-
vertido en garante de las operaciones y saldaba su importe a los 180 días.
Tanto el banco como la provincia fueron atrasándose en los pagos, extre-
mo que puso a la actora en la necesidad de accionar.

II) A fs. 58 contesta demanda la provincia de Corrientes. Niega -en
cumplimiento del imperativo procesal- todos y cada uno de los hechos en
los que se funda la pretensión. ~econoce la existencia del convenio en el
que se funda la demandada, pero niega tener la calidad de deudora que el
demandante le pretende imponer. Sostiene que ante las catastróficas inun-
daciones que asolaron al Estado provincial a partir del año 1983, los pro-
ductores agropecuarios se vieron frente a una situación crítica sin prece-
dentes por lo que, ante sus numerosos reclamos, y en cumplimiento de
inalienables funciones de gobierno, la provincia suscribió con la actora el
convenio de fecha 10 de junio de 1984 en virtud del cual se concedieron
facilidades de pago a "los productores establecidos en el territorio de la
provincia". Así también se declaraba que el Banco de Corrientes estaría a
cargo del cobro de estas facilidades garantizando las operaciones que se
realizasen y respondiendo por las facturas de aquellos usuarios que no
pagaran en las fechas establecidas. Es decir que -según relata- eran los
productores quienes asumían la calidad de deudores y a su vez el banco
aludido el doble carácter de agente de cobro de las facturas y fiador para
el caso de que algún obligado al pago no cancelase sus obligaciones en el
momento en que fuesen exigibles. Sostiene queJue "mandataria" de Y.P.F.
y que, a pesar de la dificultad que ofrece encuadrar su relación en una fi-
gura j urídica, en mérito a la complejidad de la operación en la que media-
ban principalmente razones de fomento y de auxilio a una situación. de
emergencia, considera claro que el objeto de cada contrato individual de
compra de productos de la actora establecía una relación directa entre
Y.P.F. y el adquirente de aquéllos, que la excluye como obligada frente a
la actora. A todo evento solicita el rechazo de la pretensión de actualiza-
ción monetaria, pues considera que no existe mora y en mérito al carácter
de fomento impreso al negocio instrumentado.

III) A fs. 69 contesta la demanda el Banco de la Provincia de Corrien-
tes, quien invoca que la actora elude el planteo correcto de la situación de
autos. Arguye que la relación creditoria se origina entre los "productores"
y Yacimientos Petrolíferos Fiscales, asumiendo los demás -esto es, el ban-



188 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

.115

ca y la provincia- el rol de garantes, es decir, de fiadores, por lo que resul-
tan aplicables las normas respectivas del Código Civil y del Código de
Comercio. En virtud de ellas la acción no puede ser dirigida contra el ban"
ca, porque si bien -en las normas comerciales- el fiador responde solida-
riamente como principal, ello es así siempre que el acreedor justifique que
ha interpelado judicialmente al deudor (artículo 480, Código de Comer-
cio), presupuesto que no ha sido cumplido en el caso; por lo demás -según
la postura que asume- el fiador no es deudor directo de la obligación prin-
cipal (artículo 2004, primera parte, del Código Civil).

Considerando:

1°) Que este proceso es de la competencia originaria de la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación (artículos 100 Y10.1de la Constitución Nacio-
nal), pUes la cuestión planteada se suscita entre una provincia y la repar-
tición autárquica nacional actora (Fallos: 307: 1379).

2°) Que es preciso determinar -en forma previa a cualquier otra consi-
deración- cuál es la relación jurídica que vinculó a actor y demandados,
pues ello disipará las dificultades y permitirá dilucidar cuáles son las nor-
mas aplicables en el caso. Dado que la provincia de Corrientes y el Ban-
co de Corrientes sostienen que su obligación es subsidiaria y pretenden la
aplicación de las normas de la fianza previstas en el Código Civil y en el
Código de Comercio, es insoslayable establecer qué clase de vínculo las
unió, qué disposiciones regúlaron esa relación y cuáles son sus consecuen-
cias.

3°) Que si bien la noción de contrato es única, común al derecho públi-
co y al derecho privado, pues en ambos casos configura un acuerdo de
voluntades generador de situaciones jurídicas subjeti vas, el "régimen ju-
rídico" de estos dos tipos es diferente. Así existen diferencias de fondo que
determinan que tengan un régimen especial y sus efectos no sean los mis-
mos que los de los contratos civiles. Cuando el Estado, en ejercicio de fun-
ciones públicas que le competen y con el propósito de satisfacer necesida-
des del mismo carácter, suscribe un acuerdo de voluntades, sus consecuen-
cias serán regidas por el derecho público. Sin el propósito de limitar en
dicho concepto la relación que unió a las partes, los elementos que
emergen de la caracterización apuntada resultan útiles para encuadrarla.
El objeto del convenio ha sido -en este caso- la prestación de un servicio
que tenía por fÍnalidad -evidentemente pública- paliar los perjuicios que
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las inundaciones habían provocado en los productores de la provincia y
que -como expresamente lo sostiene la demandada- afectaban directamen-
te a la provincia en virtud de la situación crítica que dicho estado de co~
sas generaba. Esa finalidad es la que permite concluir que al margen de las
expresiones que se han utilizado, tales como "garantizar" o "afianzar", se
trata de un contrato atípico e innominado de carácter público al que le re-
sultan aplicables las normas de dicho derecho y especialmente la volun-
tad de las partes que emerge del convenio firmado y de las disposiciones
provinciales dictadas en su consecuencia. La ayuda financiera prestada por
Y.P.F. -así deben ser interpretadas las facilidades de pago conferidas- y el
fin público perseguido, unido al carácter de las personas intervinientes,
permiten concluir que se trata de un convenio regido por normas distintas
a las del derecho privado. Por lo demás y conforme a lo que seguidamen-
te se verá, la aplicación lisa y llana de las disposiciones que regulan la fian-
za en el derecho común -como lo pretenden la provincia y el Banco de
Corrientes- llevaría a olvidar la especial naturaleza del vínculo que emerge
de la ley especial dictada al efecto y de las razones que ordenaron su san-
ción en virtud de encontrarse afectado directamente el interés público pro-
vincial.

4°) Que es dable recordar que es regla de interpretación de las leyes la
de dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad
de los preceptos de manera que armonicen con el resto del orden jurídico
y las garantías de la Constitución Nacional. Ese propósito no puede ser
obviado por los magistrados con motivo de sus posibles imperfecciones
técnicas, toda vez que ellos -en cuanto servidores del derecho para la rea-
lización de la justicia- no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu
de la norma. La exégesis de la ley requiere pues de la máxima prudencia
y cuidar que la inteligencia que se le asigne no lleve a la pérdida de un
derecho, o que el excesivo rigor formal de los razonamientos desnatura-
lice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esta tarea no es siempre
recomendable atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el es-
píritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racio-
nal (Fallos: 307: 10 1.8Y sus citas). Por lo demás, debe recordarse que todo
contrato -sea cual fuere su naturaleza- debe celebrarse, interpretarse y eje-
cutarse de buena fe y de acuerdo a lo que las partes entendieron o pudie-
ron entender, obrando con cuidado y previsión, principios aplicables al
ámbito de los contratos regidos por el derecho público (arg. confr. senten-
cia del 9 de junio de 1988, in re: J.88.XXI. "Juan María de Vida e Hijos
S.C.A. e/Dirección Nacional de Vialidad s/nulidad de resolución", y sus



190 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

315

citas). Por tal razón es que resulta necesario exigir a las partes un compor-
tamiento coherente, ajeno a los cambios de conducta perjudiciales y de-
sestimar toda actuación que implique un obrar incompatible con la con-
fianza que se ha suscitado en el otro contratante.

5°) Que en dicho marco de ideas -conforme a lo que se verá seguida-
mente- es evidente que los demandados no han asumido el carácter de "ga-
rantes o fiadores" en los términos de los artículos 1986 y siguientes del
Código Civil, sino que ofrecieron una "garantía de pago", una seguridad
de pago inmediato, cosa muy distinta a una obligación subsidiaria como
intenta hacerse valer. El espíritu del convenio y las normas dictadas dan
muestra de lo expuesto.

6°) Que como surge del convenio, Y.P.F. se comprometía a otorgar a
los productores facilidades de pago por la compra de sus productos y
subproductos y el Banco de la Provincia -entidad por medio de la cual se
realizan las operaciones del Estado provincial- tenía a su cargo el cobro de
los pagos diferidos. Pero no cesa allí su resppnsabilidad, ya que la adecua-
da interpretación del artículo 4 del convenio lleva a concluir que el solo
transcurso del plazo sin pago por parte del productor, imponía al Banco la
obligación de pagar. Dicho artículo expresa: "El Banco de Corrientes en-
tidad a cargo del cobro de estas facilidades de pago, garantizará las ope-
raciones que se realicen conforme a la cláusula 2da., obligándose a can-
celar con los intereses respectivos, las facturas de aquellos usuarios que no
las paguen en las fechas establecidas". Surge, entonces, en forma inequí~
vaca, que fue voluntad de los intervinientes en el contrato establecer una
garantía de pago ante el solo transcurso del plazo: Corrobora lo dicho los
alcances de la ley provincial que aprobó el convenio, la que, en su artícu-
lo 3°, establece que: "la acción de repetición que le correspondiere al go-
bierno de la Provincia en el caso de que los deudores principales no satis-
fagan las obligaciones en los términos establecidos se tramitará median-
te el procedimiento ... ". Es decir que tan obligados principales consideró
la legislatura provincial a su gobierno y al banco, que les otorgó un pro-
cedimiento especial para recuperar lo pagado por ellos frente al incumpli-
miento del productor. Una sola condición era exigible para transformar-
se en principal obligado, que vencido el plazo fijado para el pago no lo
satisficiese el benefÍciario del servicio. Resulta impensable -en el marco
del derecho privado cuya aplicación requieren las demandadas-la posibi-
lidad de. otorgarle carácter de título ejecutivo a la constancia de deuda
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afrontada por un "fiador" y concederle la facultad de proceder a su cobro
por dicha vía.

Por otra parte, exigir el cumplimiento de acciones o intimaciones pre-
vias contra los productores como correspondería ante una fianza, impor-
taría olvidar el espíritu que animó la concertación. La especial finalidad
que ésta satisface y la ausencia de contraprestación -ya que sólo se otor-
garon plazos para el pago- sin una ganancia por parte del actor, determi-
na una posición específica de las partes contratantes y acuerda un marco
especial a la relación entre ellas, que viene a corregir la rigurosa inflexi-
bilidad de los contratos civiles.

r) Que en estas condiciones el derecho del actor a cobrar la suma re-
clamada fluye de la naturaleza y de la adecuada interpretación de los tér-
minos empleados. La realización de los grandes fines de bienestar y pro-
greso material de una población por el concurso de capitales ajenos a esa
jurisdicción no sería factible si el contenido de los acuerdos mediante los
cuales aquéllos pueden lograrse, debiera quedar librado al ulterior arbitrio
de las personas en cuyo beneficio se lo ha establecido. Una vez que se for-
mula el contrato y se hace uso de los beneficios que otorga, se hace de "in-
mediato" obligatorio el pago del precio a quien colaboró, por parte del
poder público que garantizó su pago (arg. Fallos: 158:273). Dicho espíri- .
tu es el que permite inferir que los términos utilizados no tenían en vista
constituir una fianza, sino establecer la existencia de una causa jurídica que
impone a los demandados la obligación de pagar.

8°) Que, por lo demás -como acerúldamente lo sostiene el actor-, era del
resorte de la provincia la selección de los productores que se podían aco-
ger a las facilidades de pago por la compra de productos y subproductos
de Y.P.F., por lo que mal puede oponérsele a éste la exigencia de que el
requerimiento de pago se dirija en primer término contra aquellos con
quienes no contrató directamente y cuya situación económica desconoce.

Son por lo tanto la provincia y el Banco quienes deben hacer frente a
las obligaciones que no fueron satisfechas a Y.P.F., sin perjuicio de la re-
lación jurídica que los vincula entre sí y que no le es oponible. Ello así
porque según lo convenido y la legislación dictada en consecuencia (ar-
tÍCulo 3° de la ley 4031 Y artículo 4° del convenio), se infiere que ambos
resultan obligados. En efecto, si bien el punto 6° de la reglamentación de
la ley establece que "el gobierno de la Provincia de Corrientes a través del
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Banco, efectuará los pagos a Y.P.F. en la fecha de vencimiento de las fac-
turas que este último confeccione, de acuerdo a los plazos expresados en
las órdenes de compra", conducta que reafirma la legitimación activa que
se ha admitido precedentemente, ello no es obstáculo para concluir que
media solidaridad si se relaciona dicha disposición con la obligación de
"garantía de pago" impuesta a la institución bancaria por el artículo 4° del
convenio. Tal interpretación es consecuencia de 10que las partes entendie-
ron, obrando con buena fe y previsión, al firmar el contrato cuyo incum-
plimiento ha traído aparejado la promoción de este proceso.

9°) Que establecido 10 expuesto en punto a la legitimación activa de
Yacimientos Petrolíferos Fiscales contra los intervinientes en el convenio,
queda por analizar lo referente al quantum adeudado y su actualización.

Tal como surge del informe pericial contable que obra agregado a fs.
133/38 y sus anexos, el detalle de las facturas impagas por provisión de
productos ascendía a $ 438.0502 (A 4.380.502,45 a valores de la época de
su emisión). En dicho importe se encuentran incluidos $ 111,2960 (A
1.112.960,57) correspondientes a facturas con fechas de vencimiento en-
tre el 15 de abril de 1986 y el 15 de junio del mismo año que fueron pa-
gadas -en moneda depreciada- el 28 de agosto de 1989 a valores de origen.
A dicha suma corresponde adicionar la de $ 5,2408 (A 52.408, 19) -debi-
damente actualizada- por concepto de notas de débito, según surge de la
peritación (fs. 184), por ser consecuencia del incumplimiento. El Tribunal
no encuentra motivos para apartarse de dicha determinación, porque ade-
más de fundarse en los conocimientos técnicos del experto, la deuda se,
encuentra detallada en planillas adjuntas al dictamen (fs. 10 1/132) que
fueron confeccionadas sobre la base de la documentación existente en la
empresa actora y en el Banco de Corrientes. Estas conclusiones no se ven
desvirtuadas por la impugnación que presenta el Banco a fs. 223/226, sus-
tentada en reproches genéricos que no entran en el análisis detallado de los
distintos elementos aportados por la perito contadora para establecer el
monto adeudado. En todo caso el Banco o la provincia debieron acreditar
que al vencimiento de las facturas se pagaron o se transfirieron a la cuen-
ta existente los importes adeudados.

10) Que todo ello determina el progreso de la demanda por las sumas
adeudadas, las que se repotenciarán -según el índice de precios'al por ma-
yor nivel general que publica el INDEC- desde la fecha en que cada fac-
tura debió ser pagada hasta el 28 de agosto de 1989 (art. 509, Código Ci-
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vil). A dicha fecha se deducirá lo.abonado según el considerando anterior
y el saldo deberá actualizarse de la misma manera hasta elIde abril de
1991 (art. 8°, ley 23.928). El Ttibunal considera que de esta forma se man-
tiene el valor real de la deuda y se coloca al acreedor en la misma situa-
ción que hubiese tenido de cumplir el deudor en tiempo propio. Los inte-
reses se computarán al 6% anual por tratarse de sumas actualizadas hasta
la última fecha mencionada y de allí en más -hasta el momento del efec-
tivo pago- a la tasa pasiva promedio mensual que publica el Ban.co Cen-
tral de la República Argentina.

Por ello, SE RESUELVE: Hacer lugar a la demanda y en consecuen-
cia condenar a las demandadas a abonar a la actora dentro del plazo de
treinta días la suma que resulte de la liquidación a practicarse de confor-
midad con lo establecido en los considerandos 9° y 10. Costas a las deman-
dadas (art. 68 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

ANTONIO BOGGlANO.

DISIDENCIA PARCIAL DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES

DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO, DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

y DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Resulta:

1)A fs. 7/11 se presenta Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del
Estado e interpone demanda contra la Provincia de Corrientes y contra el
Banco de Corrientes por el cobro de $ 443,2950 (A 4.432.950,14) más su
actualización e intereses. Relata que el 14 de mayo de 1984 el entonces
gobernador de la provincia demandada se dirigió al presidente de la socie-
dad actora con el propósito de informarle sobre su interés en suscribir un
convenio para la entrega de productos de Y.P.F. a colonos y productores
agropecuarios con facilidades de pago, en virtud de la situación de emer-
gencia que atravesaban. De tal manera se intentaba paliar la crítica situa-
ción derivada de inundaciones y se alentaba el aumento de las áreas sem-
bradas y sus rendimientos. Según lo convenido, la actora otorgaba un plazo
de 90 a 180 días para su pago, el que debía efectivizarse al precio vigente
al día hábil anterior a la fecha de la cancelación. Los productores obtenían
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el gas oil, lubricantes (grasas yaceites) y agroquímicos de los revendedo-
res autorizados contra la presentación de un vale -creado al efccto- en los
que se detallaba su nombre, número de cuenta y nombre del revendedor
que entregaba el producto, su tipo y cantidad, fecha de entrega y fecha de
vencimiento para el pago. Y.P.F. reintegraba los productos a los revende-
dores contra la presentación de dichos vales y giraba entonces la factura
al Banco de Corrientes, el cual -según sostiene- por convenio se había con-
vertido en garante delas operaciones y saldaba su importe a los 180 días.
Tanto el banco como la provincia fueron atrasándose en los pagos, extre-
mo que puso a la actora en la necesidad de accionar.

II) A fs. 58 contesta demanda la provincia de Corrientes. Niega -en
cumplimiento del imperativo procesal- todos y cada uno de los hechos en
los que se funda la pretensión. Reconoce la existencia del convenio en el
que se funda la demandada, pero niega tener la calidad de deudora que el
demandante le pretende imponer. Sostiene que ante las catastróficas inun-
daciones que asolaron al Estado provincial a partir del año 1983, los pro-
ductores agropecuarios se vieron frente a una situación crítica sin prece-
dentes por 10 que, ante sus numerosos reclamos, y en cumplimiento de
inalienables funciones de gobierno, la provincia suscribió con la actora el
convenio de fecha 10 de junio de 1984 envirtud del cual se concedieron
facilidades de pago a "los productores establecidos en el territorio de la
provincia". Así también se declaraba que. el Banco de Corrientes estaría a
cargo del cobro de estas facilidades garantizando las operaciones que se
realizasen y respondiendo por las facturas de aquellos usuarios que no
pagaran en las fechas establecidas. Es decir que -según relata- eran los
productores quienes asumían la calidad de deudores y a su vez el banco
aludido el doble carácter de agente de cobro de las facturas y fiador para
el caso de que algún obligado al pago no cancelase sus obligaciones en el
momento en que fuesen exigibles. Sostiene que fue "mandataria" de Y.P.F.
y que, a pesar de la dificultad que ofrece encuadrar su relación en una fi-
gura jurídica, en mérito a la complejidad de la operación en la que media-
ban principalmente razones de fomento y de auxilio a una situación de
emergencia, considera claro que el objeto de cada contrato individual de
compra de productos de la actora establecía una relación directa entre
Y.P.F. y el adquirente de aquéllos, que la excluye como obligada frente a
la actora. A todo evento solicita el rechazo de la pretensión de actualiza-
ción monetaria, pues considera que no existe mora y en mérito al carácter
de fomento impreso al negocio instrumentado.
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III) A fs. 69 contesta la demanda el Banco de la Provincia de Corrien-
tes, quien invoca que la actora elude el planteo correcto de la situación de
autos. Arguye que la ~elación creditoria se origina entre los "productores"
y Yacimientos Petrolíferos Fiscales, asumiendo los demás -esto es, el ban-
co y la provincia- el rol de garantes, es decir, de fiadores, por lo que resul-
tan aplicables la normas respectivas del Código Civil y del Código de Co-'
mercio. En virtud de ellas la acción no puede ser dirigida contra el banco,
porque si bien -en las normas comerciales- el fiador responde solidaria-
mente como principal, ello es así siempre que el acreedor justifique que ha
interpelado judicialmente al deudor (artículo 480, Código de Comercio),
presupuesto que no ha sido cumplido en el caso; por lo demás -según la
postura que asume- el fiador no es deudor directo de la obligación princi-
pal (artículo 2004, primera parte, del Código Civil).

Considerando:

1°) Que este proceso es de la competencia originaria de la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación (artículos 100 Y 10l de la Constitución Nacio-
nal), pues la cuestión planteada se suscita entre una provincia y la repar-
tición autárquica nacional actora (Fallos: 307: 1379).

2°) Que es preciso determinar -en forma previa a cualquier otra consi-
deración- cuál es la relación jurídica que vinculó a actor y demandados,
pues ello disipará las dificultades y permitirá dilucidar cuáles son las nor-
mas aplicables en el caso. Dado que la provincia de Corrientes y el Ban-
co de Corrientes sostienen que su obligación es subsidiaria y pretenden la
aplicación de las normas de la fianza previstas en el Código Civil yen el
Código de Comercio, es insoslayable establecer qué clase de vínculo las
unió, qué disposiciones regularon esa relación y cuáles son sus consecuen-
cias.

3°) Que si bien la noción de contrato es única, común al derecho públi-
co y al derecho privado, pues en ambos casos configura un acuerdo de"
voluntades generador de situaciones jurídicas subjeti vas, el "régimen ju-
rídico" de estos dos tipos es diferente. Así existen diferencias de fondo que
determinan que tengan un régimen especial y sus efectos no sean los mis-
mos que los de los contratos civiles. Cuando el Estado, en ejercicio de sus
funciones públicas que le competen y con el propósito de satisfacer nece-
sidades del mismo carácter, suscribe un acuerdo de voluntades, sus con-
secuencias serán regidas por el derecho público. Sin el propósito de limi-
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tar en diCho concepto la relación que unió a las partes, los elementos que
emergen de la caracterización apuntada resultan útiles para encuadrarla.
El objeto del convenio ha sido -en este caso- la prestación de un servicio
que tenía por finalidad -evidentemente pública- paliar los perjuicios que
las inundaciones habían provocado en los productores de la provincia y
que -como expresamente lo sostiene la demandada- afectaban directamen-
te a la provincia en virtud de la situación crítica que dicho estado de co-
sas generaba. Esa finalidad es la que permite concluir que al margen de las
expresiones que se han utilizado, tales como "garantizar" o "afianzar", se
trata de un contrato atípico e innominado de carácter público al que le re-
sultan aplicables las normas de dicho derecho y especialmente la volun-
tad de las partes que emerge del convenio firmado y de las disposiciones
provinciales dictadas en su consecuencia. La ayuda financiera prestada por
Y.P.F. -así deben ser interpretadas las facilidades de pago conferidas- y el
fin público perseguido, unido al carácter de las personas intervinientes,
permiten concluir que se trata de un convenio regido por normas distintas
a las del derecho privado. Por lo demás y conforme a lo que seguidamen-
te se verá, la aplicación lisa y llana de las disposiciones que regulan la fian-
za en el derecho común -como lo pretenden la provincia y el Banco de
Conientes- llevaría a olvidar la especial naturaleza del vínculo que emerge
de la ley especial dictada al efecto y de las razones que ordenaron su san-
ción en virtud de encontrarse afectado directamente el interés público pro-
vincial.

4°) Que es dable recordar que es regla de interpretación de las leyes la
de dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad
de los preceptos de manera que armonicen con el resto del orden jurídico
y las garantías de la Constitución Nacional. Ese propósito no puede ser
obviado por los magistrados con motivo de sus posibles imperfecciones
técnicas, toda vez que ellos -en cuanto servidores del derecho para la rea-
lización de lajusticia- no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu
de la norma. La exégesis de la ley requiere pues de la máxima prudencia
y cuidar que la inteligencia que se le asigne no lleve a la pérdida de un
derecho, o que el excesivo rigor formal de los razonamientos desnatura-
lice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esta tarea no es siempre
recomendable atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el es-
píritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racio-
nal (Fallos: 307: 1018 y sus citas). Por lo demás, debe recordarse que todo
contrato -sea cual fuere su naturaleza- debe celebrarse, interpretarse yeje-
cutarse de buena fe y de acuerdo a lo que las partes entendieron o pudie-
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ron entender, obrando con cuidado y previsión, principios aplicables al
ámbito de los contratos regidos por el derecho público (arg. confr. senten-
cia del 9 de junio de 1988, in re: J.88.XXI. "Juan María de Vido e Hijos
S.C.A. c/Dirección Nacional de Vialidad s/nulidad de resolución", y sus
citas). Por tal razón es que resulta necesario exigir a las partes un compor-
tamiento coherente, ajeno a los cambios de conducta perjudiciales y de-
sestimar toda actuación que implique un obrar incompatible con la con-
fianza que se ha suscitado en el otro contratante.

5°) Que en dicho marco de ideas -conforme a lo que se verá seguida-
mente- es evidente que los demandados no han asumido el carácter de "ga-
rantes o fiadores" en los términos de los artículos 1986 y siguientes del
Código Civil, sino que ofrecieron una "garantía de pago", una seguridad
de pago inmediato, cosa muy distinta a una obligación subsidiaria como
intenta hacerse valer. El espíritu del convenio y las normas dictadas dan
muestra de lo expuesto.

6°) Que como surge del convenio, Y.P.F. se comprometía a otorgar a
los productores facilidades de pago por la compra de sus productos y
subproductos y el Banco de la Provincia -entidad por medio de la cual se
realizan las operaciones del Estado provincial- tenía a su cargo el cobro de
los pagos diferidos. Pero no cesa allí su responsabilidad, ya que la adecua-
da interpretación del artículo 4 del convenio lleva a concluir que el sólo
transcurso del plazo sin pago por parte del productor, imponía al Banco la
obligación de pagar. Dicho artículo expresa: "El Banco de Corrientes en-
tidad a cargo del cobro de estas facilidades de pago, garantizará las ope-
raciones que se realicen conforme a la cláusula 2da., obligándose a can-
celar con los intereses respectivos, las facturas de aquellos usuarios que no
las paguen en las fechas establecidas". Surge, entonces, en forma inequí-
voca, que fue voluntad de los intervinientes en el contrato establecer una
garantía de pago ante el solo transcurso del plazo. Corrobora lo dicho los
alcances de la ley provincial que aprobó el éonvenio, la que, en su artícu-
lo 3°, establece que: "la acción de repetición que le correspondiere al go-
bierno de la Provincia en el caso de que los deudores principales no satis-
fagan las obligaciones en los términos establecidos se tramitará median-
te el procedimiento ... ". Es decir que tan obligados principales consideró
la legislatura provincial a su gobierno y al banco, que les otorgó un pro-
cedimiento especial para recuperar lo pagado por ellos frente al incumpli-
miento del productor. Una sola condición era exigible para transformar-
se en principal obligado, que vencido el plazo fijado para el pago no lo
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satisficiese el beneficiario del servicio. Resulta impensable -en el marco
del derecho privado cuya aplicación requieren las demandadas- la posibi-
lidad de otorgarle carácter de título ejecutivo a la constancia de deuda
afrontada por un "fiador" y concederle la facultad de proceder a su cobro
por dicha vía.

Por otra parte, exigir el cumplimiento de acciones o intimaciones pre-
vias contra los productores como correspondería ante una fianza, impor-
taría olvidar el espíritu que animó la concertación. La especial finalidad
que ésta satisface y la ausencia de contraprestación -ya que sólo se otor-
garon plazos para el pago- sin una ganancia por parte del actor, determi-
na una posición específica de las partes contratantes y acuerda un marco
especial a la relación entre ellas, que viene a corregir la rigurosa inflexi-
bilidad de los contratos civiles.

7°) Que en estas condiciones el derecho del actor a cobrar la suma re-
clamada fluye de la naturaleza y de la adecuada interpretación de los tér-
minos empleados. La realización de los grandes fines de bienestar y pro-
greso material de una población por el concurso de capitales ajenos a esa
jurisdicción no sería factible si el contenido de los acuerdos mediante los
cuales aquéllos pueden lograrse, debiera quedar librado al ulterior arbitrio
de las personas en cuyo beneficio se lo ha establecido. Una vez que se for-
mula el contrato y se hace uso de los beneficios que otorga, se hace de "in-
mediato" obligatorio el pago del precio a quien colaboró, por parte del
poder público que garantizó su pago (arg. Fallo: 158:273). Dicho espíri-
tu es el que permite inferir que los términos utilizados no tenían en vista
constituir una fianza, sino establecer la existencia de una causa jurídica que
impone a los demandados la obligación de pagar.

8°) Que, por lo demás -como acertadamente lo sostiene el actor-, era del
resorte de la provincia la selección de los productores que se podían aco-
ger a las facilidades de pago por la compra de productos y subproductos
de Y.P.F., parlo que mal puede oponérsele a éste la exigencia de que el
requerimiento de pago se dirija en primer término contra aquellos con
quienes no contrató directamente y cuya situación económica desconoce.

Son por lo tanto la provincia y el Banco quienes deben hacer frente a
las obligaciones que no fueron satisfechas a Y.P.F., sin perjuicio de la re-
lación jurídica que los vincula entre sí y que no le es oponible. Ello así
porque según lo convenido y la legislación dictada en consecuencia (ar-
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tículo 3° de la ley 4031 y artículo 4° del convenio), se infiere que ambos
resultan obligados. En efecto, si bien el punto 6° de la reglamentación de
la ley establece que "el gobierno de la Provincia de Corrientes a través del
Banco, efectuará los pagos a Y.P.F. en la fecha de vencimiento de las fac-
turas que este último confeccione, de acuerdo a los plazos expresados en
las órdenes de compra", conducta que reafirma la legitimación activa que
se ha admitido precedentemente, ello no es obstáculo para concluir que
media solidaridad si se relaciona dicha disposición con la obligación de
"garantía de pago" impuesta a la institución bancaria por el artículo 4° del
convenio. Tal interpretación es consecuencia de lo que las partes entendie-
ron, obrando con buena fe y previsión, al firmar el contrato cuyo incum-
plimiento ha traído aparejado la promoción de este proceso.

9°) Que establecido lo expuesto en punto a la legitimación activa de
Yacimientos Petrolíferos Fiscales contra los intervinientes en el convenio,
queda por analizar lo referente al quantum adeudado y su actualización.

Tal como surge del informe pericial contable que obra agregado a fs.
133/38 y sus anexos, el detalle de las facturas impagas por provisión de
productos ascendía a $ 438,0502 (A 4.380.502,45 australes a valores de
la época desu emisión). En dicho importe se encuentran incluidos $
111,2960 (A 1.112.960,57) correspondientes a facturas con fechas de ven-
cimiento entre el 15 de abril de 1986 y el 15 de junio del mismo año que
fue'ron pagadas -en moneda depreciada- el 28 de agosto de 1989 a valores
de origen. A dicha suma corresponde adicionar la de $ 5,2408 (A
52.408,19) -debidamente actualizada- por concepto de notas de débito,
según surge de la peritación (fs. 184), por ser consecuencia del incumpli-
miento. El Tribunal no encuentra motivos para apartarse de dicha deter-
minación, porque además de fundarse en los conocimientos técnicos del
experto, la deuda se encuentra detallada en planillas adjuntas al dictamen
(fs. 101/132) que fueron confeccionadas sobre la base de la documentación
existente en la empresa actora y en el Banco de Corrientes. Estas conclu-
siones no se ven desvirtuadas por la impugnación que presenta el Banco
a fs. 2231226, sustentada en reproches genéricos que no entran en el aná-
lisis detallado de los distintos elementos aportados por la perito contadora
para establecer el monto adeudado. En todo caso el Banco o la provincia
debieron acreditar que al vencimiento de las facturas se pagaron o se trans-
firieron a la cuenta existente los importes adeudados.
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10) Que todo ello determina el progreso de la demanda por las sumas
adeudadas, las que se repotenciarán -según el índice de precios al por ma-
yor nivel general que publica el INDEC- desde la fecha en que cada fac-
tura debia ser pagada hasta el 28 de agosto de 1989 (art. 509, Código Ci-
vil). A dicha fecha se deducirá lo abonado según el considerando anterior
y el saldo deberá actualizarse de la misma manera hasta el I de abril de
.I991 (art. 8°, ley 23.928). El Tribunal considera que de esta forma se man-
tiene el valor real de la deuda y se coloca al acreedor en la misma situa-
ción que se hubiese tenido de cumplir el deudor en tiempo propio. Los in-
tereses se computarán al 6% anual por tratarse de sumas actualizadas hasta
la última fecha mencionada y de allí en más -hasta el momento del efec-
tivo pago- a la tasa que percibe el Banco de la Nación Argentina en sus
operaciones ordinarias de descuento.

Por ello, SE RESUELVE: Hacer lugar.a la demanda y en consecuen-
cia condenar a las demandadas a abonar a la actora dentro del plazo de
treinta días la suma que resulte de la liquidación a practicarse de confor-
midad con 10 establecido en los considerandos 9° y"1 O. Costas a las deman-
dadas (art. 68, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

AUGUSTO C!~SAR BÉLLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO,PETRACCHI - EDUARDO
MOLlNÉ O'CONNOR.

CARLOS OSCAR AGUERRE v. INSTITUTO DE PREVISJON SOCIAL

RECURSO EXTRAORDINARIO: TrlÍmite.

El régimen proccsal del recurso extraordinario cs regulado cxclusivamcnte por las
normas ritualcs nacionalcs Cans. 257 y 280 del Código Procesal Civil y Comcrcial
de la Nación) con prescindcncia de lo que dispongan los CÓdigos procesales pro-
vinciales al respecto.



HONORARIOS: Regulación.

DE JUSTICIA DE LA NACION

,15

201

Las actuaciones cumplidas por los profesionales conforme a las normas rituales
nacionales que regulan el recurso extraordinario deben ser retribuidas según las
pautas que establece la ley nacional de honorarios.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación normativa.

La sentencia que reguló honorarios en un recurso extraordinario aplicando el de-
creto-ley 8904/77 de la Provincia de Buenos Aires es descalificable, no sólo por
habei' prescindido de la ley nacional que específicamente rige el caso, sino debido
a que cercena el derecho a la retribución justa del profesional efectuado que, al con-
testar el traslado del remedio federal y resultar vencedor en su planteo por haber sido
éste rechazado, recibirá una remuneración inferior a la que le habría correspondi-
do en el supuesto de apertura de la apelación federal ya que la regulación la hubie-
ra efectuado la Corte en el marco de la ley 21.839.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

El recurso extraordinario contra la sentencia que reguló los honorarios correspon-
dientes a la contestación del traslado del remedio federal aplicando el decreto-ley
8904/77 de la Provincia de Buenos Aires es inadmisible (ar!. 280 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación) (Disidencia de los Ores. Rodolfo C. Barra y
Enrique Santiago Petracchi).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Aguerre, Carlos Osear e/Instituto de Previsión Social" para decidir so-
bre su procedencia.

Considerando:

10) Que la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires,
al regular los honorarios del profesional por la contestación del traslado del
recurso extraordinario, que fue desestimado, aplicó el decreto-ley 8904/
77 atento a que el supuesto de autos no se encontraba comprendido den-
tro del ámbito de la ley 21.839 -art. 1°_. Contra ese pronunciamiento, el
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letrado interesado interpuso el recurso extraordinario cuya denegación
motivó la presente queja.

2°) Que si bien, en principio, las cuestiones atinentes a los honorarios
regulados en las instancias locales y a la aplicación de las normas arance-
larias son -en virtud de su carácter procesal- materia extraña a la vía del
art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a esta regla general cuan-
do -tal como sucede en el sub lite- lo resuelto importa un palmario apar-
tamiento de la norma específica cuyo examen y armónica comprensión es
indispensable para decidir el caso.

3°) Que, en efecto, al prescindir de la ley 21.839 con sustento en una
exégesis restringida de su art. 1°, la Suprema Corte omitió considerar los
serios planteos formulados por el recurrente en el escrito por el cual soli-
citó la regulación de sus estipendios, y particularmente que la retribución
que fijó se refería a la actuación cumplida por el profesional en el marco
de la ley procesal nacional.

4°) Que este Tribunal ha resuelto en reiteradas oportunidades que el
régimen procesal del recurso extraordinario es regulado exclusivamente
por las normas rituales nacionales (arts. 257 y 280 del Código Procesal
Civil y Comercial de la Nación) con prescindencia de lo que dispongan los
códigos procesales provinciales al respecto (Fallos: 304:515; 310:2092,
entre otros). Tal exigencia, fundada en intereses superiores, trae apareja-
do que las actuaciones cumplidas por los profesionales conforme a aque-
llas prescripciones sean retribuidas según las pautas que establece la ley
nacional de honorarios.

5°) Que, por lo demás, en el sub judice la aplicación de la norma local
conduce a un resultado irrazonable. En efecto, el letrado de la parte recu-
rrida, que contestó el traslado del remedio federal y resultó vencedor en su
planteo, al haberse rechazado el recurso extraordinario de su contraria,
recibirá una remuneración inferior a la que le habría correspondido en el
supuesto de apertura de la apelación federal, en virtud de la regulación que
hubiera efectuado este Tribunal en el marco dela ley 21.839.
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6°) Que, en tales condiciones, la sentencia impugnada es descalificable
no sólo por haber prescindido de la ley nacional que específicamente rige
el caso, sino debido a que la solución adoptada cercena el derecho a la re-
tribución justa del profesional afectado y lo priva, sin fundamento
atendible, de un derecho incorporado a su patrimonio como consecuencia
de la tarea realizada (art. 17 de la Constitución Nacional).

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso ex-
traordinario y se deja sin efecto la sentencia, con costas. Vuelvan los au-
tos al tribunal de origen a fin de que~ por quien corresponda, se dicte un
nuevo fallo. Devuélvase el depósito. Notifíquese, agréguese la queja al
principal y remítase.

RICARDO LEVENE U¡) - RODOLFO C. BARRA (en disidencia) - AUGUSTO CÉSAR'

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S. NAZARENO

- EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C.
BARRA y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

Que el recurso extraordinatio, cuya denegación origina la presente
queja, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación).

Por ello, se desestima la presente queja. Hágase saber y, oportunamen-
te, archívese.

RODOLFO C. BARRA - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.
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CONFEDERACION GENERAL DE EMPLEADOS'DE COMERCIO
DE LA REPUBLlCA ARGENTINA v. SILVIA ZELAZNY

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal Superior.

Es inaplicable la doctrina' según la cual los supremos órganos jurisdiccionales de
las provincias deben pronunciarse sobre Jos agravios federales, si de la lectura del
recurso de inaplicabilidad de la ley no surge que la recurrente. más allá de su ge-
nérica mención de la presunta arbitrariedad del fallo de la instancia anterior, haya
plan'teado agravios de naturaleza federal ante la suprema corte local (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribtmal Superior.

El control de constitucionalidad, y el consig'uiente tratamiento de las cuestiones
federales por los supremos órganos jurisdiccionales de las provincias, no puede ser
impedido por normas locales (Disidencia de los Dres. Enrique Santiago Petracchi
y Eduardo Moliné O'Connor).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Procedimiento y
sentencia.

Es principio basado en la garantía de la defensa en juicio de los derechos, que los
fallos de los jueces han de ser fundados, esto es: contener una exposición suficiente
y clara de las razones que, con arreglo al régimen normativo vigente y a las circuns-
tancias de la causa, den sustento a la decisión por aquéllos dictada (Disidencia de
los Ores. Enrique Santiago Petracchi y E.duardo Moliné O'Connor) (2).

RECURSO t"XTRAORDINAR10: Requisitos propios. Cuestiones no fed(!rales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del reC/lrso. Falta de fillldalllentacilÍn suficiente.

Si el escucto párrafo dedicado a las cuestiones propuestas como federales carece
de contenido suficiente que autorice considerarlo un tratallliento, siquiera somero,
de aquellas, se impone la descalificación del fallo que rechaza la habilitación de la
instancia local (Disidencia de los Ores. Enrique Santiago Petracchi y Eduardo
Moliné O'Connor).

(1) 3 de marzo. Fallos: 308:490; 311 :2478.
(2) Fallos: 112:384; 3J2:182.
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INTEGRAL S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios genera/es.

205

Es inadmisible (ar!. 280 del Código Procesal) el recurso extraordinario deducido
contra la decisión que desestimó la apelación deducida contra el pronunciamiento
que homologó el acuerdo resolutorio presentado por el fallido (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones noledera/es. Interpretación de
normas y actos comunes.

Si bien las cuestiones relativas a la depreciación monetaria son, en principio, aje-
nas a la instancia del ar!. 14 de la ley 48, ello no es óbice para que se examine un
planteo de tal naturaleza cuando su ponderación se traduce en evidente menosca-
bo de la integridad del crédito, garantizada por cl ar!. 17 de la Constitución Nacio-
nal (2).

CONCURSOS.

Resulta desvirtuada en su esencia la propuesta concordataria que contempló, para
el inicio del cómputo del reajuste, una decisión judicial que previsiblemente debía
ser dictada en fecha próxima a la celebración de la junta de acreedores, si ese acto
se postergó en el tiempo mucho más allá de lo que razonablemente pudo haberse
evaluado para conformar el ofrecimiento de pago (Disidencia de los Dres. Maria-
no Augusto Cavagna Martínez, Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor).

BUENA FE.

El principio cardinal de la buena fe fundamenta todo nuestro ordenamiento jurídi-
co, tanto público como privado, al enraizarlo con las más sólidas tradiciones éticas
y sociales de nuestra cultura (Disidencia de los Dres. Mariano Augusto Cavagna
Martínez, Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor).

(l) 3 de marzo.
(2) Fallos: 310:1884; 31]:947.
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HUGO ALBERTO RIOS y OTROSV. GALILEO LA RIOlA S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO:. Reqllisi(()s propios. ClIestiolles no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del reclIrso. Falta de jimdamellfllción sl(/iciente.

Corresponde dejar sin efec!O la sentencia que confirmó el fallo que había hecho lu-
gar al reclamo por diferencias de salarios, si su afirmación de que si se hubiera he-
cho mérito de las conclusiones del perito, "el fallo, en su esencia, no habría varia-
do" constituye una afirmación meramente dogmática pues no se exhibe como fru-
to de un estudio razonado y cabal del contenido del dictamen peric.ial (1).

CARLOS ERNESTO lESUS SPERA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos propios. ClIestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Improcedencia del recllrso.

Corresponde rechazar el agravio fundado en el carácter irreversible del paro car-
díaco si éste puede ser así calificado sólo cuando fueron utilizadas !Odas las técni-
cas y los apara!Os médicos indispensables para evitar el desenlaee fatal, omisión que
se imputa a los médicos procesados por homicidio culposo por carecer de esos ele-
mentos el lugar elegido para practicar el acto quirúrgico.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

-1-

La Sala 7a. de la Cámara Nacional de Apelaciones en 10 Criminal y
Correccional, con fecha 11 de febrero de 1991, confirmó la sentencia de

(J) 3 de marzo.
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primera instancia que condenó a Carlos Ernesto Spera y a Juan Santiago
Sívori por el delito de homicidio culposo, disminuyendo el monto de la
pena impuesta a cada uno de ellos a un año de prisión en suspenso y cin-
co años de inhabilitación especial para ejercer la medicina.

La denegatoria de los recursos extraordinarios interpuestos por las de-
fensas de los encausados (fs. 36), dio lugar a la articulación de la presen-
te queja por parte de la asistencia letrada del mencionado Sívori.

-Il-

La responsabilidad penal que se les atribuye a los procesados derivó de
su intervención como médicos en la mastoplilstia de ampliación practica-
da a Adriana Inés LiberatOl'e, en el consultorio de la calle Juncal 4509 de
esta ciudad, el 24 de marzo de 1986, de cuyo fallecimiento tomó razón la
autoridad policial interviniente al presentarse ante el sanatorio Humboldt,
nosocomio donde había sido trasladada por los citados profesionales.

En el fallo impugnado el vocal preopinante, a cuyo voto adhirieron los
restantes miembros del tribunal, concluyó quela paciente falleció" ,..como
consecuencia de un fenómeno alérgico o idiosincrático de los medicamen-
tos que se le aplicaron en la faz previa a la intervención quirúrgica ... " (fs.
6), circunstancia que acredita, a su juicio, la relación causal entre la con-
ducta de los encausados y la muerte de Liberatore. Agrega en este senti-
do ", ..que las drogas administradas a la víctima o su especial estructura
orgánica truecan la esperada función clínica sedataria pN una disfunción
morbosa que irremediablemente ha de ser la razón del resultado letal. .. " (fs.
6 vta.).

Lo expuesto permitió concluir a la Cámara -luego de eliminar la posi-
bilidad de muerte súbita, invocada por la defensa para justificar el resul-
tado como imprevisible- que la responsabilidad penal de los inculpados en
el episodio, radicó en su comportamiento imprudente al emprender la ope-
ración sin adoptar ciertos recaudos y previsiones -falta de tecnología y
recursos terapéuticos en el consultorio donde se practicó- indispensables
para afrontar los riesgos y complicaciones que, conforme al tipo de inter-
vención, no podían ser desconocidos por los médicos en virtud de su for-
mación profesional.
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Por su parte, en la presentación de fs. J 2/35, el recurrente hace mención
al debido proceso, por lo que cabe deducir que ésta constituye la garantía
constitucional que estima conculcada por el pronunciamiento impugnado,
al que tacha de arbi trario.

Los agravios en los que apoya su apelación consisten:

a) No decidir el a qua cuestiones oportunamente planteadas y prescin-
dir de pruebas relevantes para la solución del caso. Ello ocurre, en su opi-
nión, tanto con relación al carácter de la intervención quirúrgica y su
ambientación, como también en cuanto a la irreversibilidad del paro car-
díaco que causó la muerte de Adriana 1. Liberatore.

Sostiene que existen en el legajo varios testimonios (fs. 355, 364, 499,
501 Y508) que acreditan no sólo que las operaciones del tipo como la pracr
ticada a la víctima se realizan con anestesia local, sino también, que Spera
había llevado a cabo con anterioridad similares intervenciones sin
suscitarse inconveniente alguno.

Otro tanto ocurre, a juicio del recurrente, con la opinión vertida por los
expertos que brindan el informe glosado a fs. 4] 3/426 pues, si bien no ad-
miten la existencia de una muerte súbita, aluden a que ésta fue consecuen-
cia de un paro cardíaco de instalación lenta y de carácter irreversible.

Ante la omisión en que habría incurrido el a qua al no considerar es-
tos elementos de prueba legítimamente incorporados al proceso, la defensa
de Sívori intenta demostrar su relevancia para modificar el resultado de la
causa. Sostiene en este sentido que, en relación con el ambiente en que se
realizó la operación plástica, no existe diferencia entre la muerte súbita y
el paro cardíaco irreversible, en la medida en que no se puede resucitar a
un muerto ni salvar a quien inexorablemente va a morir. Por lo tanto, con-
cluye que resulta erróneo el razonamiento elaborado en el fallo, cuando se
afirma que el recinto que utilizaran los facultativos resultaba inadecuado
por no contar con un ambiente quirúrgico necesario para afrontar una ope-
ración de importancia mediana como la mastoplastia de ampliación, toda
vez que, de llevarse a cabo la intervención en otro lugar dotado con la
mejor aparatoJogía, igualmente no se hubiera impedido el fallecimiento de
la nombrada Liberatore.
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b) Atribuye también el apelante un defecto en la fundamentación de la
sentencia de la Cámara, por cuanto entiende que se realizaron afirmacio-
nes dogmáticas sin sustento en las constancias obrantes en la causa. Ale-
ga en este sentido que es errónea la invocación e interpretación del
Nomenclador Nacional para establecer la importancia de la operación en
función de los honorarios médicos; que la aseveración efectuada al respec-
to contradice las constancias de autos, como el informe brindado por la
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires a fs. 142/7 y 152 respecto de
la habilitación otorgada al consultorio.

Agrega que el a qua prescindió, incluso, de aplicar el principio estable-
cido en el artículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal sin
razón alguna, a pesar de pronunciarse dubitativamente sobre la causa que
provocó la muerte de la paciente.

Señala, asimismo, que el tribunal de alzada tampoco fundamentó diver-
sos aspectos esenciales invocados como sustento de su juicio de culpabi-
lidad. Cita entre ellos: no especificar cuál era esa alergia o idiosincracia
a los medicamentos como motivo determinante del deceso; a qué medica-
mentos se refiere; no puntualizar a qué etapa de la preparación prequirúr-
gica se alude ni dar base a tal aseveración; omitir expresar qué drogas no
tenían que aplicar los médicos ni en qué consistía la anomalía que presen-
taba la estructura orgánica de la víctima que debía ser prevista; apoyar la
responsabilidad del inculpado sobre hechos no probados al considerar que
la causal de muerte es puramente académica.

c) Por último, entiende el impugnante que la Cámara ha excedido su
competencia al resolver sobre aspectos que habrían quedado firmes ante
la falta de agravio por parte del fiscal y la querella, violándose, en conse-
cuencia, el principio de inmutabilidad de la cosa juzgada. Considera acre-
ditada esta circunstancia, en la medida en que el reproche penal formula-
do por el a qua se apoyó en la conducta asumida por los encausados en la
etapa previa a la operación -preparación prequirúrgica- mientras que el
juez de primera instancia señaló que la "mala praxis" imputable a los pro-
fesionales estaría en las maniobras resucitatorias (v. fs. 606 vta. del prin-
cipal), por lo que implícitamente dejó sentado que las drogas suministra-
das por Sívori eran las correctas, al igual que su aplicación.
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-III-

Considero que los argumentos desarrollados por el apelante no alcan-
zan a demostrar la arbitrariedad enla sentencia impugnada. A efectos de
lograr un mejor orden expositivo en el desarrollo de los fundamentos que
me inclina~'a dictaminar en el sentido indicado, comenzaré por referirme
al agravio mencionado en el apartado 11, punto c), precedente.

Al respecto, debo destacar, en primer término, que según V.E. tiene
reiteradamente establecido, lajurisdicción de los tribunales de alzada está
limitada por el alcance de los recursos concedidos, que determinan el ám-
bito de su competencia decisoria (Fallos: 296:202; 300:1117; 302:1435;
307:2393, entre otros).

Sin embargo, también tiene dicho la Corte, que tanto el establecerlos
alcances de la cosa juzgada como lo concerniente a su existencia o
inexistencia, es materia propia de los jueces de la causa y ajena, por regla,
a la instancia extraordinaria (Fallos: 301 :870; 302: 1574; 307: 104 Y2377).

Sentado ello, cabe agregar que la actividad jurisdiccional del a qua en
el sub JI/dice, comenzó al ser concedidos los recursos de apclación inter-
puestos por las defensas de los inculpados contra la sentencia de primera
instancia, correspondiendo entonces a la Cámara establecer, sobre la base
de aquéllos, el alcance de las cuestiones sometidas a su conocimiento por
las partes, aspecto éste de Índole procesal y, por ende, extraño también al
recurso extraordinario (Fallos: 296:462; 302:654 y (430).

El hecho de que el juez de primera instancia haya considerado que las
maniobras resucitatorias realizadas constituyeron la "mala praxis" impu-
table a los encausados, no implica juicio alguno, sobre la base de las prue-
bas reunidas en cl legajo, acerca de la existencia de otras causas que per-
mitan formular el reproche penal con motivo de otras etapas del desarro-
llo de un mismo y único hecho. Ello es así, toda vez que para concluir en
la responsabilidad de los acusados basta con la prueba de un aspecto ne-
gligente o imprudente de sus conductas sin que a cse fin sca necesario ana-
lizar todas las secuencias que las integraron.

Por lo tanto, mal puede el apelante pretender que la conclusión del
magistrado de primera instancia. en cuanto sustentó su veredicto conde-
natorio en la defectuosa intervención de los médicos durante las maniobras
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resucitatorias, sea entendida como una declaración de inocencia en cuanto
a los demás aspectos que constituyeron la práctica quirúrgica y que, ade-
más, fueron abarcadas por la acusación.

En efecto, en su dictamen de fs. 194120 1, el representante del Minis-
terio Público Fiscal, cuya postura en este aspecto, cabe destacar, es simi-
lar a la adoptada por el fallo de la Cámara, sostuvo que la responsabilidad
de Sívori resulta "... por haber practicado una anestesia general en el lugar
inadecuado, siendo previsible que surgieran complicaciones que no podían
solucionarse aJlí. .. ".

Por otra parte, menos puede admitirse aún que la sentencia del a qua
en lo vinculado a este aspecto haya sorprendido a la defensa afectando la
garantía del debido proceso, si se repara en que el mismo recurrente afir-
ma en el remedio federal deducido (v. fs. 14 vta.), que al expresar agravios
(636/668 del principal), permanentemente ha puesto en tela de juicio que
el deceso hubiera devenido a consecuencia de la preparación prequirúr-
gica.

Ello pone de manifiesto que ya entonces la defensa admitió la posibi-
lidad de que la Cámara considerara otros aspectos de la operación además
de las maniobras para reanimar a la víctima. Además, frente a esa circuns-
tancia no es posible concluir que haya existido exceso alguno en las atri-
b~ciones propias del tribunal que pueda importar un menoscabo de las
garantías constitucionales que se dicen desconocidas.

En cuanto al resto de los agravios -v. apartado JI, puntos a) y b)-, no
advierto que lo resuelto haya afectado la garantía constitucional que se
invoca, en especial cuando tal decisión contiene, en mi opinión, fundamen-
tos suficientes basados en las constancias de ]a causa y en lasnonnas que
el a qua consideró razonablemente aplicables al sub lite que, por opinables
que resulten, no descalifican al pronunciamiento como acto jurisdiccional
válido.

En efecto, como quedó dicho, en el fallo impugnado se estableció que
el comportamiento imprudente de los enjuiciados consistió en encarar una
intervención quirúrgica de importancia intermedia en un lugar inadecua-
do, ante la carencia de tecnología y recursos terapeuticos, lo cual impidió
el auxilio necesario para conjurar la emergencia suscitada. Frente a ello,
algunas de las críticas dirigidas por el quejoso carecen de relevancia en la
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medida en que no se relacionan con aquella causa determinante de la res-
ponsabilidad penal que tuvo en cuenta el tribunal de la causa, como ocu-
rre con la alegada irreversibilidad del paro cardíaco y la presunta falta de
fundamentación que, en lo relativo a este aspecto, se le atribuye al pronun-
ciamiento atacado.

Precisamente, el fundamento de la responsabilidad según el a qua ra-
dica en no haber adoptado los cuidados necesarios que hubieran preveni-
do que las causas determirlantes del deceso llegaran a tornarse irreversi-
bles.

Por otra parte cabe destacar, que la Cámara elimina la posibilidad de
muerte súbita apoyándose en lo declarado por los propios encausados -al
admitir éstos que la hipotensión sufrida por la paciente en un primer mo-
mento evolucionó favorablemente- y en 10 aportado por la autopsia y los
exámenes histológicos practicados que le permitió tener por acreditado
"... que é'xistió una reacción vital posterior a la decisión de suspender el
acto quirúrgico ... ", aspectos éstos de hecho y prueba que, por regla, no
pueden ser revisados en esta instancia de excepción.

Conviene recordar también, que es jurisprudencia de la Corte que los
jueces no están obligados a tratar todos los argumentos utilizados por las
partes sino aquéllos que estimen decisivos para la solución del caso (Fa-
llos: 30 1:970; 307:951).

Enticndo que ello es lo que sucede con el resto de los agravios invoca-
dos por el apelante, que solamente se limitan a cuestionar la forma en que
fueron apreciados y fijados los hechos en el proceso y su consecuente ca-
lificación legal, lo cual, por su naturaleza, resulta ajeno a la jurisdicción
extraordinaria de la Corte. En efecto, tanto el grado de importancia que
asigna el tribunal a la intervención quirúrgica emprendida por los encau-
sados; el establecimiento de las causas que alternativamente provocaron
la muerte de la paciente; o la omisión de toda referencia a la'forma en que
debieron actuar los profesionales, no implica un estado de incertidumbre
ni resultan meras afirmaciones dogmáticas carentes de toda fundamen-
tación que obedecen al mero capricho del juzgador, tal como pretende el
recurrente. Por el contrario, de acuerdo con el orden de ideas expuesto,
advierto que las circunstancias apuntadas deben necesariamente
ponderarse relacionándolas con el razonamiento elaborado por la Cáma-
ra al sostener, sobre la base de las constancias acumuladas en la causa, la
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previsibilidad de la complicación que sufriera la víctima y, consecuente-
mente, el comportamiento imprudente que significó emprender la opera-
ción sin contar con los recaudos necesarios para afrontar eventuales ries-
gos, como el que originara la presente investigación.

Frente a este último fundamento condenatorio carecen de trascenden-
cia las precisiones que, sobre aquellos aspectos, reclama el apelante, y que
también utiliza como base de su tacha de arbitrariedad.

Ello me lleva a concluir que esas críticas sólo traducen meras discre-
pancias del quejoso acerca de la selección y valoración de la prueba efec-
tuada por los jueces de la causa, así como también sobre cuestiones que se
refieren a la aplicación del principio contenido en el artículo 13 del Código
de Procedimientos en Materia Penal, aspectos que en la medida que son
resueltos por el a quo con argumentos de igual naturaleza, no autorizan a
su descalificación sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, toda vez
que dado el carácter excepcional que ésta reviste, no tiene por objeto co-
rregir en tercera ii1stancia sentencias eventualmente equivocadas sino anu-
lar aquellos falJos que, por graves defectos de fundamentación, carezcan
de validez como actosjurisdiccionales (Fallos: 300:390; 30 1:909;
303:834; 306: 143 y 451; 308:718; 310:2712, entre muchos otros).

-IV-

Por todo ello, soy de opinión que corresponde desestimar esta queja,
deducida contra la denegatoria del recurso extraordinario interpuesto a fs.
692/715 de los autos principales. Buenos Aires, 23 de diciembre de 1991.
Aldo Luis Montesano Rebon.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la defensa de Juan
Santiago Sívori en la causa Spera, Carlos Ernesto Jesús s/homicidio
culposo -causa N° 13.828-", para decidir sobre su procedencia.
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Que en el dictamen del señor Procurador General se han relacionado los
antecedentes del caso y los agravios expresados en el recurso extraordina-
rio denegado, dando a estos últimos adecuada respuesta con sustento en la.
jurisprudencia de esta Corte.

Por ello, con remisión al referido dictamen y en la medida en que el
carácter irreversible del paro cardíaco sólo es así calificable cuando fue-
ron utilizadas todas las técnicas y los aparatos médicos indispensables para
evitar el desenlace fatal -omisión que se imputa a los médicos procesados
por carecer de esos elementos el lugar elegido para practicar el acto qui-
rúrgico-, se resuelve desestimar la.queja. Intímese a la parte recurrente a
que dentro del quinto día, y conforme a las pautas establecidas por la acor-
dada N° 54/86, efectúe el depósito que dispone el art. 286 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación, en el Banco de la Ciudad de Buenos
Aires, a la orden de esta Corte y bajo apercibimiento de ejecución. Hága-
se saber y archívese, previa devolución de los autos principales.

RICARDO LEVENE (H) - CARCOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S.
NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

VICENTE ROBLES S.A.M.C.I.C.I.F. v. FERROCARRILES ARGENTINOS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Corresponde denegar la queja por ser inadmisible (art. 280 del Código Procesal) el
recurso extraoJdinario deducido contra la sentencia que rechazó el reclamo por el
pago de una obra pública.
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El principio jurídico y moral que veda el enriquecimiento sin causa a costa de otro,
rige en relación al Estado, tanto en su favor como en su contra (Disidencia de los
Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné O'Connor).

OBRAS PUBLICAS.

Si el trabajo se efectuó en un espacio bajo el dominio de una empresa estatal, su
inacción no puede ser sino interpretada como un asentimiento tácito a la realización
de la obra (Disidencia de los Ores Mariano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo
Moliné O'Connor).

BUENA FE.

El principio cardinal de la buena fe rige por igual en el campo del derecho privado
yen el del derecho público (Disidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna
Marlínez y Eduardo Moliné O'Connor).

BUENA FE.

Una de las derivaciones del principio cardinal de la buena fe es el derecho de todo
ciudadano a la veracidad ajena y al comportamiento leal y coherente de los otros,
sean éstos los particulares o el propio Estado (Disidencia de los Ores. Mariano
Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné O'Connor).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de marzo de 1992,

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actoraen la cau-
sa Vicente Robles S.A.M.C.I.C.I.F. e/Ferrocarriles Argentinos", para de-
cidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación ohgina esta presenta-
ción directa, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comer-
cial de la Nación).
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Por ello, se desestima la queja. Declárase perdido el depósito de fs. 1.
Notifíquese, devuélvanse los autos principales y, oportunamente,
al"Chívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ (en disidencia)
- RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR (en disidencia) - ANTONIO
BOGGIANO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO

CA VAGNA MARTÍNEZ y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR

Considerando:

1°) Que la Sala 1de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y
Comercial Federal, al revocar la sentencia de la anterior instancia, recha-
zó la demanda entablada por Vicente Robles S.A.M.C.I.C.I.F. contra la
Empresa Ferrocarriles Argentinos mediante la cual, por aplicación de los
principios que rigen el enriquecimiento sin causa y el empleo útil, se re-
clamaba el pago de la obra de pavimentación realizada en la estación San
Carlos de Bariloche del Ferrocarril Roca. Contra ese pronunciamiento, la
vencida dedujo el recurso extraordinario (fs. 425/442 y vta. de los autos
principales) cuya denegación dio origen a la presente queja.

2°) Que según lo expuesto en los votos concurrentes de sus miembros,
el aquo, al fundar esa decisión, consideró, en lo principal, que la deman-
dante no había acreditado que la obra fue de utilidad para Ferrocarriles y,
por otro lado, que -según se desprende de los precedentes que analizó- este
Tribunal no ha elevado al enriquecimiento sin causa ni al empleo útil a la
categoría de fuentes de las obligaciones del Estado, en supuestos en que
éste se encuentra costreñido a vincularse de un modo que específicamente
la ley prevé. Añadió la cámara que en el presente caso Ferrocarriles Argen-
tinos no tuvo ninguna vinculación jurídica con la empresa actora y, más
aún, dijo, ni siquiera tuvo en mira la realización de las obras que ésta eje-
cutó con la creencia de que respondían al contrato celebrado con la Mu-
nicipalidad de Bariloche o bien con la Provincia de Río Negro, y en inte-
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rés de éstas, pero en ningún momento con la aquí demandada para bene-
ficiar algún aspecto del servicio ferroviario. Destacó también que la obli-
gación de la accionada sobre la base del invocado empleo útil importaría
una forma indirecta -pero eficaz- de violar las previsiones de los arts. 16
de la ley 18.360 y 105 del Reglamento General de Contrataciones respecto
del procedimiento que debe seguir para concretar la realización de obras,
con el agravante que por esa vía estaría obligada a responder por la reali-
zación de trabajos que ningún funcionario suyo dispuso o aprobó, con lo
cual las prioridades que se encuentran reservadas a su esfera exclusiva,
podrían ser suplidas por terceros que definirían por sí, unilateralmente,
cuáles son las obras que mejor responden al interés que debe satisfacer la
empresa ferroviaria. Aceptar una intromisión de esa naturaleza, concluyó
la alzada, importaría desmantelar todo el sistema administrativo e inver-
tir los roles que a cada uno le corresponden.

3°) Que la recurrente sostiene que media cuestión federal por haberse
cuestionado preceptos de tal índole, como los arts. 1°,4°, inc. f), y 16 de
la ley 18.360, el Reglamento de Contrataciones de Ferrocarriles y las le-
yes 5559 y 14.408, que declararon de utilidad pública para el uso de Fe-
rrocarriles los terrenos en los que se realizó la obra de pavimentación.
Sostiene, además, que la sentencia impugnada merece ser descalificada por
las diversas causales de arbitrariedad que explicita a lo largo del recurso.

4°) Que el remedio intentado es formalmente procedente pues se ha
puesto en tela de juicio la inteligencia de normas de carácter federal (Fa-
llos: 178: 185; 305:460; 307: 1828, entre otros), cuyo examen es insoslaya-
ble en el sub examine, y la sentencia definitiva emanada del superior tri-
bunal de la causa es contraria a la pretensión que el apelante fundó en ellas
(art. 14, inc. 3°, de la ley 48).

5°) Que, asiste razón a la apelante, por lo que sus agravios, en lo sus-
tancial, deben tener favorable acogida en esta instancia. Ello es así por un
doble orden de razones, que implican el examen conjunto de las
impugnaciones traídas a conocimiento de esta Corte, ya que los relativos
a la alegada arbitrariedad, con los alcances que se precisarán en las con-
sideraciones que siguen, y los atinentes a la interpretación del derecho fe-
deral en juego son dos aspectos que, en la especie, aparecen
inescindiblemente ligados entre sí (S. 10I.XXII. RECURSO DE HECHO.
"Soengas, Héctor Ricardo y otros e/Ferrocarriles Argentinos", del 7 de
agosto de 1990) ..
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6°) Que, de acuerdo a su ley de creación, la Empresa Ferrocarriles Ar-
gentinos fue constituida como sujeto de derecho, concediéndosele la ca-
pacidad de las personas de derecho privado, con autarquía en el ejercicio
de su gobierno administrativo (art. 1° de la ley 18.360), a fin de explotar
los ferrocarriles de propiedad nacional y desarrollar las actividades com-
plementariasy subsidiarias que le resulten convenientes (art. 3° de la ley
citada).

7°) Que, para el cumplimiento de sus fines, se le asignó, entre otras atri-
buciones y obligaciones, la de contratar la ejecución de trabajos y la fabri-
cación de elementos ferroviarios bajo el régimen privado de locación de
obras y servicios (art. 4 0, inc. f), debiendo tal acti vidad ser efectuada con-
forme a los principios básicos de publicidad y competencia de precios, de
acuerdo a las normas de la ley en análisis (art. 15, primera parte). En sus
relaciones con terceros, establece la misma disposición, Ferrocarriles Ar-
gentinos se regirá exclusivamente por el derecho privado. No obstante lo
cual, ajustará su accionar en la materia a los procedimientos corrientes de
licitación pública o privada y contratación directa, según convenga o se
adapte mejor a los intereses de la gestión empresaria (art. 16).

8°) Que, por su parte, el Reglamento General de Contrataciones, que
"contiene las normas a que se ajustarán las contrataciones de Ferrocarri-
les Argentinos, de conformidad con la ley N° 18.360, decreto-ley N°
5.340/63, ley N° 18.875, su decreto reglamentario N° 2.930170 y demás
disposiciones complementarias y reglamentarias de los mismos, y com-
prenden las compraventas, locaciones de obras y de servicios,explotacio-
nes colaterales tales como: arrendamientos, publicidad, concesiones y
derechos reales; así como.también todo lo relativo a transacciones y
novaciones, de origen contractual" (art. 1°, texto ordenado y actualizado
al 1° de febrero de 1984, aprobado por Resolución P. N° 728/84, del 4 de
mayo de 1984), dispone en su art. LOS, como principio, que para la con-
tratación y ejecución de obras o trabajos que se realicen por terceros para
y por cuenta de F.F.A.A. serán de aplicación los procedimientos
específicamente reglados en su articulado, rigiendo en todo cuanto no esté
previsto, las normas relativas a la locación de obras, contenidas en el Li-
bro 11, Sección III, Título VI y concordantes del Código Civil.

9°) Que, aun cuando esa normativa presuponga la intervención de los
funcionarios competentes de la Empresa de Ferrocarriles, cualquiera sea
la forma en que éstos concreten la ejecución de alguna obra en su favor,
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de ello no puede seguirse de un modo inexorable que, cuando se ha con-
figurado una situación diversa, en la que aquélla no ha revestido la cali-
dad de comitente, deba quedar exenta de toda responsabilidad fundada en
una fuente no contractual. Es que, con independencia de la manera que en
la accionada se encuentre obligada a vincularse, de las disposiciones
precedentemente reseñadas, de las restantes que integran ese régimen es-
pecífico ni de las directivas generales del derecho administrativo,
permítese concluir que la aquí accionada resulte liberada, por principio, de
las reclamaciones basadas en el enriquecimiento sin causa o en alguna de
sus aplicaciones particulares aceptadas por nuestro ordenamiento jurídi-
co.

10) Que si bien cabe admitir que en los precedentes de este Tribunal
analizados en el segundo voto de la alzada, ante la remisión hecha al
enriquecimiento sin causa o al empleo útil, no se elevó expresamente a
éstos a la categoría de fuentes delas obligaciones del Estado cuando éste
se encuentra costreñido a vincularse de un modo que específicamente la
ley prevé, no es menos cierto -como reconoce el vocal allí opinante- que
en estos casos los supuestos de hecho eran diferentes a los que motivan esta
controversi a (v. Fallos: 251: 150; 255:371; 262:26 1; 273: 288). En esas
condiciones, la invocada ausencia de un reconocimiento de tal significa-
do no puede justificar, lógicamente, un criterio que, sin más, importe exi-
mir de responsabilidad al Estado en una hipótesis que, en rigor, guarda una
relación de especie a género frente a aquélla en cuya presencia se admi-
tieron, reiteradamente, pretensiones fundadas en los institutos referidos.

l 1) Que, en tal sentido, sentando un criterio rector en la materia, esta
Corte ha sostenido que se trata de la simple aplicación del principio jurí-
dico y moral que veda el enriquecimiento sin causa a costa de otro, o sea,
de la aplicación de "una de esas raras reglas de derecho natural, que do-
minan todas las leyes, aun cuando el legislador no haya tenido especial-
mente el cuidado de formularlas", añadiendo que ella rige también, por
consiguiente, en relación al Estado, tanto en su favor como en su contra,
que queda así sometido a una especie de "orden moral" (Fallos: 245: 146,
considerando 15 y sus citas de doctrina y de otros precedente del Tribu-
nal).

12) Que, precisamente, las particulares circunstancias que rodearon el
sub lite, entre las que adquiere singular relevancia la actuación que cupo
a Ferrocarriles, ubican necesariamente a la cuestión en ese ámbito.
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13) Que, en efecto, con abstracción del modo en que la obra de
pavimentación de la estación de San Carlos de Bariloche haya sido origi-
nariamente encomendada a la actora -el punto resulta aquí irrelevante-,
trasluce un inadecuado enfoque del problema sostener que la falta de una
positiva intervención de la accionada en dicha contratación forme obstá-
culo decisivo a la admisión de un reclamo por empleo útil. Por el contra-
rio, tratándose de un trabajo efectuado en un espacio bajo el dominio de
la Empresa de Ferrocarriles Argentinos, extremo reconocido a fs. 26 del
expediente de medidas previas ya fs. 96 de los autos principales -posición
segunda-, sobre la base de lo establecido por los arts. I y 13 de la Ley 5559
y 10 de la Ley 14.408, su inacción, lejos de dar fundamento válido a la
defensa intentada, no puede ser sino interpretada en el caso como un asen-
timiento tácito a la realización de la obra.

14) Que, desde esta perspectiva, si la empresa estatal consideraba que
aquélla no habría de redundar en beneficio de algún área del servicio fe-
rroviario o era inconveniente frente al interés público comprometido, de-
bió ponerlo de manifiesto, oportunamente, por los medios pertinentes pues
a una exteriorización efectiva de tales reparos, o de cualquier otro que a
su criterio hubiera podido corresponder, estaba obligada en función del
derecho de dominio que ejercía sobre los espacios afectados. Ello así, aun
cuando no hubiera sido requerida su conformidad, solicitud que, por el
contrario, no cabía exigir a la demandante para quien, a esa altura, Ferro-
carriles Argentinos resultaba un tercero ajeno a la relación que la vincu-
laba con quien Ic encomendó la obra.

15) Que, como se desprende de lo expuesto, justificar la falta de una
oposición oportuna por parte de la empresa estatal con fundamento exclu-
sivo en que nunca imaginó ésta que debería pagar los trabajos realizados
ante su vista, no sólo es descalificable porque evidencia un criterio de ex-
cesiva latitud sino porque, lo que es aún 111ásgrave, al omitir la valoración
de circunstancias conducentes para la solución del litigio, ha venido a
convalidar una conducta contraria al principio cardinal de la buena fe, que
rige por igual en el campo del derecho privado y en el del derecho públi-
co (A.481.XX. "Almacenajes del Plata S.A.e. c/Administración General
de Puertos s/daños y perjuicios", del 24 de noviembre de 1988), una de
cuyas derivaciones es la que puede formularse como el derecho de todo
ciudadano a la veracidad ajena y al comportamiento leal y coherente de los
otros, sean éstos los particulares o el propio Estado (e.876.XX. "Cía. Azu-
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carera Tucumana S.A. c/Estado Nacional s/expropiación indirecta, del 21
de septiembre de 1989) ..

16) Que, en directa vinculación a ello, al prescindir de toda pondera-
ción crítica sobre la actuación de la demandada, la rigurosa interpretación
que realiza el a qua en torno al artículo 2309 del Código Civil resulta irra-
zonable, máxime cuando la conclusión a que arriba respecto a la inutili-
dad de la obra sólo se apoya en aserciones dogmáticas referidas a un as-
pecto parcial de la prueba aportada, omitiendo la consideración de otros
elem~ntos relevantes (v. conclusiones de la pericia obrante a fs. 268/269
y sus anexos).

17) Que, por lo demás y en ese mismo aspecto, el temperamento adop-
tado por la cámara viene a contrariar abiertamente, sin razón que lo justi-
fique, el definido espíritu que animó la solución prevista por el codificador
frente a situaciones que, en su esencia, guardan analogía con el caso aquí
planteado. Así, por ejemplo, se reconoce al poseedor de buena fe el dere-
cho a ser compensado por las mejoras efectuadas en predio ajeno (art. 2427
del Cad. Civil); y aún al que ha edific(ldo de mala fe en terreno ajeno se
le permite recuperar el mayor valor adquirido por el inmueble, si el pro-
pietario quisiera "conservar lo hecho" (art. 2589 del mismo ordenamiento,
texto según la ley 17.711), ello en el entendimiento "que nadie debejámás
enriquecerse a costa de otro, aunque éste sea un hombre de mala fe" (nota
a esa última disposición en su redacción original).

18) Que, por último, en función del análisis hasta aquí efectuado, sos-
tener como premisa general de necesaria aplicación al caso que la obliga-
ción de la empresa ferroviaria sobre la base del invocado empleo útil im-
portaría una forma indirecta -pero eficaz- de violar las previsiones lega-
les respecto al procedimiento que debe seguir la contratación de obras (fs.
390 vta.) también resulta inadecuado cuando, en el sub examine, la parte
a quien correspondía hacerlo no solamente no ha efectuado planteo algu-
no en tal sentido, sino que -ni siquiera- ha insinuado esa posibilidad. Aná-
logo reproche merecen las restantes conclusiones de la cámara en torno-a
las consecuencias de la admisión de la demanda frente a las prerrogativas
reservadas a la esfera exclusiva de la empresa estatal y a la vulneración del
sistema administrativo habida cuenta la falta de relación de los principios
que se enuncian con las concretas circunstancias del caso.
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Por todo ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el recur-
so extraordinario y se deja sin efecto la sentencia impugnada. Vuelvan los
autos al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte nue-
vo pronunciamiento con arreglo a lo expuesto (art. 16, primera parte, de
la ley 48). Costas a la vencida. Reintégrese el depósito de fs. l.
Notifíquese, agréguese la queja al principal y remítase.

MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ - EDUARDO Í\10LINÉ O'CONNOR.

AUGUSTO y RENATO VASCHETTI S.A:C.I.I.F v.
DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestiones federales
complejas. Inconstituciona!idad de normas)' actos nacionales.

Procede el recurso extraordinario cuando se ha cuestionado la constitucionalidad
de la ley 23.149 por considerarla contraria a derechos y garantías contemplados en
los arts. 14, 16 Y 17 de la Constitución Nacional, y ser la decisión contraria a la pre-
tensión que la apelante fundó en estas normas.

VINOS.

Las normas legales y reglamentarias en materia de policía de vinos tienden a la ne-
cesaria protecci61l de la salud de los consumidores y al fomento y consolidación de
la industria respectiva, lo cual se concreta mediante un sistema de control cuyo cum-
plimiento debe ser estricto.

VINOS.

La ley 23.149, en cuanto prohibe el fraccionamiento del vino en determinados ti-
pos de envases fuera de la zona de origen, tiende a evita!' posibles adulteraciones o
manipulaciones del producto, como así también a mejorar la producción y calidad
de los vinos, cuestión ésta que se vincula con la salud de los consumidores.
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La prohibición de fraccionar el vino en cierta clase de envases fuera de la zona de
origen (art. 10 de la ley 23.149) no aparece como desproporcionada con la finali-
dad de policía perseguida; por el contrario, el Poder Legislativo ha ejercido sus fa-
cultades en forma razonable, y no absurda o arbitraria, pues se apoya en fines de
utilidad común.

FACULTAD REGLAMENTARIA.

El Estado tiene facultades para intervenir por vía de reglamentación en el ejercicio
de ciertas industrias y actividades a efecto de restringirlo o encauzarlo en la medi-
da en que lo exijan la defensa y el afianzamiento de la salud, la moral y el orden
público.

VINOS.

Al no haberse demostrado que los medios arbitrados por la ley 23.149 no guardan
relación con los propósitos perseguidos, ni que sean desproporcionados con respecto
a éstos, ¡lO corresponde sOlileter a juicio de los tribunales la oportunidad y conve-
niencia de las medidas tomadas o el acierto en la elección de los medios emplea-
dos.

CONSTITUCION NACIONAL: Control de constituc:iollalidad. Facultades del Poder Judicial.

La Corte no puede imponer su criterio de conveniencia o eficacia económica o so-
cial al del Congreso de la Nación para pronunciarse sobre la validez constitucio-
nal de las leyes.

VINOS.

La ley 23.149 no impide ejercer la actividad de fraccionamiento de vinos, sino que
sólo la limita, pues la permite en determinados envases.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.

Las distinciones normativas para supuestos que se estimen distintos son valederas
en tanto no sean arbitrarias, es decir, no obedezcan a propósitos de injusta perse-
cución o de indebido beneficio, sino a una causa objetiva para disc;riminar, aunque
su fundamento sea opinable.
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La ley 23.149 no procura crear un privilegio en favor de las plantas fraccionadoras
de vino ubicadas en ciertas zonas del país ni perseguir a la actora en el ejercicio de
su industria, sino que tiende a obtener el ordenamiento de los mercados donde se
comercializan los productos y a una mejor fiscalización del proceso de
fraccionamiento de los vinos para ofrecer productos tipificados y de calidad a los
consumidores.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Augusto y Renato Vaschetti S.A.C.I.I.F. e/Dirección General
Impositiva e Instituto Nacional de Vitivinicultura", para decidir sobre su
procedencia.

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento de la Sala B de la Cámara Federal
de Apelaciones de Rosario que, al confirmar el fallo de la instancia ante-
rior, desestimó la pretensión de inconstitucionalidad del art. 1° de la ley
23.149 en mérito a los precedentes de este Tribunal, la actora interpuso el
recurso extraordinario que, al ser desestimado, motivó la presente queja.

2°) Que la recurrente se agravia por considerar que la ley mencionada
le impide trabajar y ejercer una industria lícita; que se produce una desi-
gualdad entre los fraccionamientos de distintos tipos de envases; que la
prohibición no resulta razonable, pues los medios elegidos son
desproporcionados con el fin perseguido; y que la ley fue sancionada en
forma apresurada por el Poder Legislativo, sin el necesario debate parla-
mentario.

3°) Que las objeciones de la recurrente suscitan cuestión federal bas-
tante para su examen por la vía intentada toda vez que se ha cuestionado
la constitucionalidad de la ley 23.149 por considerarla contraria a derechos
y garantías contempla.dos en los artícUlos 14, 16 Y 17 de la Carta. Magna,
y la decisión ha sido contraria a la pretensión que la apelante funda en estas
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normas (art. 14,inc. 3°, de la ley 48 y Fallos: 300:194; 306:1694,1844 y
1964, entre otros).

4°) Que las cuestiones planteadas en el sub examine guardan analogía,
en lo sustancial, con las causas V.251.XXI. "Vega, Andrés Roberto y otro
c/Inst. Nac. de Vitivinicultura s/acción de inconstitucionalidad -médida de
no innovar-" y F.490.XXI. "Ferace, Victorio Severino y otros e/Estado
Nacional s/demanda de inconstitucionalidad -ordinario-", falladas ambas
el 23 de agosto de 1988.

5°) Que en los precedentes citados uf supra se consideró que las nor-
mas legales y reglamentarias en materia de policía de vinos tienden a la
necesaria protección de1a salud de los consumidores y al fomento y con-
solidación de la industria respectiva, 10 cual se concreta mediante un sis-
tema de control cuyo cumplimiento debe ser estricto (Fallos: 306: 1325,
entre otros). En la especie, es claro que la ley 23.149, en cuanto prohibe
el fraccionamiento del vino en determinados tipos de envases fuera de la
zona de origen, tiende a evitar posibles adulteraciones o manipulaciones
del producto, como así también a mejorar la producción y calidad de los
vinos, cuestión ésta que se vincula con la salud de los consumidores.

6°) Que, además, se resolvió que a la luz de tales objetivos, la prohi-
bición de fraccionar el vino en cierta clase de envases fuera de la zona de
origen, no aparece como desproporcionada con la finalidad de policía per-
seguida; por el contrario, el Poder Legislativo ha ejercido sus facultades
en forma razonable, y no absurda o arbitraria, pues se apoya en fines de
utilidad común.

7°) Que, con respecto a la alegada violación de los principios consti-
tucionales que garantizan la libertad de trabajo y la de ejercer una indus-
tria lícita, esta Corte ha reconocido -en reiteradas oportunidades- la facul-
tad del Estado para intervenir por vía de reglamentación en el ejercicio de
ciertas industrias y actividades a efecto de restringirlo o encauzarlo en la
medida en que lo exijan la defensa y el afianzamiento de la salud, la mo-
ral y el orden público (confr. Fallos: 199:483 y precedentes citados en el
cons.4°).

8°) Que, en tales condiciones, y al no haberse demostrado que los me-
dios arbitrados por la ley 23.149 no guardan relación con los propósitos
perseguidos, ni que sean desproporcionados con respecto a éstos, no co-
rresponde someter a juicio de los tribunales la oportunidad y convenien-
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cía de las medidas tomadas o el acierto en la elección de los medios em-
pleados. Ello es así toda vez que esta Corte no puede imponer su criterio
de conveniencia o eficacia económica o social al del Congreso de la Na-
ción para pronunciarse sobre la validez constitucional de las leyes (confr.
causa: V.25 J .XXI. "Vega, Andrés Roberto y otro c/Inst. Nac. de
Vitivinicultura s/ac. de inconst. -medida de no innovar-", del 23 de agos-
to dc 1988 Y sus citas, cons. 7°).

9°) Que, por otro lado, cabe señalar que la ley impugnada no impide a
la actora ejercer su actividad, sino que tan sólo la limita, pues le permite
el fraccionamiento de vino en determinados envases. De ahí que no se
observa que la aplicación de aquella ley pueda significar el desrr¡ante-
lamiento dc la fábrica de la dematidante en tanto puede seguir fraccionando
vino en envases de la capacidad a que se refiere su art. 1°. La ley no pro-
hibe la actividad de fraccionamiento, sino que reglamenta las condiciones
en las que dicha actividad puede ser ejercida.

10) Que a iguales conclusiones corresponde llegar con relación al agra-
vio fundado en la garantía constitucional de la igualdad ante la ley, pues,
como se dijo en los precedentes citados, las distinciones normativas para
supuestos que se estimen distintos son valederas en tanto no sean arbitra-
rias, es decir, no obedezcan a propósitos de injusta persecución o indebi-
do beneficio, sino a una causa objetiva para discriminar, aunque su fun-
damento sea opinable. En el sub judice, la ley 23.149 no procura crear un
privilegio en favor de las plantas fraccionadoras de vino ubicadas en cier-
tas zonas del país ni perseguir a la actora en el ejercicio de su industria,
sino que tiende a obtener el ordenamiento de los mercados donde se co-
mercializan los productos y a una mejor fiscalización del proceso de
fraccionamiento de los vinos para ofrecer productos tipificados y de cali-
dad a los consumidores.

Por ello, se declara admisible el recurso extraordinario interpuesto y se
confirma la sentencia apelada, con costas. Agréguese la queja a los autos
principales y reintégrese el depósito (fs. 1). Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTfNEZ - RODOLFO C.

BARRA: CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULiO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO

BOGGIANO.
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Corresponde desestimar la queja, por ser inadmisible (art. 280 del Código Proce-
sal) el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que hizo lugar a los da-
ños y perjuicios reclamados por un accidente ferroviario.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisilos propios. Cuesliones no federales. Senlencias
arbilrarias. Procedencia del recurso. Conlradicción.

Incurre en autocontradicción la sentencia que aparece aceptando y desechando,
sucesivamente, la presunción del daño originado por el fallecimiento de la cónyu-
ge (Disidencia de los Ores. Augusto César Belluscio, Julio S. Nazareno, Eduardo

.Moliné O'Connor y Antonio Boggiano).

DAÑOS Y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daifo malerial.

El procedimiento de "matemática financiera" para determinar el quantum de la in-
demnización por incapacidad total sobreviniente, en el que se ha recurrido, como
pautas fundamentales, al período que le restaba al actor para jubilarse y al monto
del salario mínimo, vital y móvil vigente a la fecha de la sentencia, lleva, en razón
del breve plazo pendiente desde el accidente hasta la fecha hipotética del retiro del
actor, a la fijación de un monto que dista de ser una ponderación apropiada del daño
inferido y nó consulta las pautas de equidad (Disidencia de los Ores. Augusto César
Belluscio, Julio S. Nazareno, Eduardo Moliné O'Connor y Antonio Boggiano).

DAÑOS Y PERJUICIOS: Delerminación de la indemnización. Dwl0 malerial.

La remisión a la indemnización establecida por agravio moral para la reparación del
daño material, importa una confusión inaceptable entre los dos tipos de reparación
previstos en los arts. J 068 y 1078 del Código Civil, que están destinados a reme-
diar daños diferentes (Disidencia de los Ores. Augusto César Belluscio, Julio S.
Nazareno, Eduardo Moliné O'Connor y Antonio Boggiano).
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau:
sa Pilatli, Andrés e/Empresa Ferrocarriles Argentinos", para decidir sobre
su procedencia.

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina esta queja, es
inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Por ello, se desestima la presente queja y se da por perdido el depósi-
. too Devuélvanse los autos principales. Notifíquese y archívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en disidencia)-
ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO (en disidencia) - EDUARDO
MOLlNÉ O'CONNOR (en disidencia) - ANTONIO BOGGIANO (en disidencia).

DISlDENCIA DE LOS SEÑORESMINISTROS DOCTORESDON AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO, DON JULIO S. NAZARENO, DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR
. y DON ANTONIO 'BOGGIANO

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones de
Córdoba que -al confirmar en 10 principal ]a de primera instancia- hizo
lugar parcialmente a la demanda por indemnización de los daños y peljui-
cios causados en un accidente ocurrido en ún cruce a nivel del ferrocarril,
el actor interpuso el recurso extraordinario cuya denegación origina esta
queja.

2°) Que los agravios del apelante suscitan cuestión federal para su con-
sideración en la vía intentada, pues aunque se vinculan cOJi cuestiones de
hecho, prueba y derecho común, ajenas -como regla y por su .naturaleza-
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al remedio del art. 14 de la ley 48, tal circunstancia no impide la apertura
del recurso cuando la decisión contiene defectos graves de fundamentación
o de razonamiento que justifican su descalificación como acto jurisdiccio-
nal.

3°) Que, en efecto, el a qua consideró que, en principio, la actividad
hogareña de la esposa permitía al marido liberarse de la contratación de
personas asalariadas a tal fin y el desempeño de sus tareas fuera de la casa,
a la vez que sostuvo -en los párrafos subsiguientes- que el apelante no ha-
bía demostrado en este juicio la incidencia que el fallecimiento de su cón-
yuge había tenido en su patrimonio, razón por la cual estimó improcedente
la indemnización del daño material supuestamente causado por ese hecho.

4°) Que, de tal modo, lo expresado por la cámara contiene afirmacio-
nes incompatibles entre sí a los efectos de resolver la cuestión planteada,
pues aparece aceptando y desechando, sucesivamente, la presunción del
daño originado por el fallecimiento de la cónyuge, lo que hace aplicable
la jurisprudencia de esta Corte según la cual las sentencias que incurren en
autocontradicción carecen de fundamento suficiente para su sustentación
(Fallos: 296:657 y 301 :338).

5°) Que, por otra parte, el tribunal admitió el procedimiento del juez de
grado que había determinado el quantum de la indemnización por incapa-
cidad total sobreviniente del actor mediante un procedimiento de "mate-
mática financiera" en el que se había recurrido -como pautas fundamen-
tales- al período que le restaba para jubilarse y al monto del salario míni-
mo, vital y móvil vigente a la fecha de la sentencia.

6°) Que ese criterio -en razón del breve plazo pendiente desde el
acaecimiento del accidente hasta la fecha hipotética del retiro del actor-
lleva a la fijación de un monto que dista de ser una ponderación apropia-
da del daño inferido y no consulta, tampoco, las pautas de equidad que
resultan particularmente necesarias cuando se trata de establecer el menos-
cabo causado, aparte de que desvirtúa el principio de reparación integral
propio de la materia en examen (causa A.287.XXIII, "Albornoz, Juan Car-
los e/Barrios, Jorge Omar" del 26 de febrero de 1991).

7°) Que, asimismo, resulta insuficiente para remediar este defecto la
remisión efectuada por el a qua a la indemnización establecida por agra-
vio moral para la reparación del daño material posterior a la fecha de ju-
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bilación del apelante, puesto que tal tesis importa una confusión inacep-
table entre los dos tipos de reparación previstos en los artículos 1068 Y
] 078 del Código Civil, que -como es sabido- están destinados a remediar
daños diferentes.

8°) Que, por el contrario, los restantes agravios formulados respecto al
rubro intereses y a la cuantía del daño moral causado al actor serefieren
a cuestiones de hecho y prueba, extraños a la vía del recurso extraordina-
rio, máxime cuando han sido apreciadas en forma suficiente en el pronun-
ciamiento recurrido.

9°) Que, en tales condiciones, corresponde hacer lugar al recurso ex-
traordinario, pues el fallo apelado afecta en forma directa e inmediata las
garantías constitucionales de propiedad y de defensa en juicio invocadas
por el apelante.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso ex-
traordinario con el alcance indicado y se deja sin efecto la sentencia de fs.
311/318. Con costas en proporción al vencimiento recíproco (art. 71, Có-
digo Procesal Civil y Comercial de la Nación). Vuelvan los autos al tribu-
nal de origen a fin de que, por medio de quien correspqnda, proceda a dic-
'tar nuevo fallo. Agréguese la queja al principal. Reintégrese el depósito.
Notifíquese y remítase.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR - ANTONIO.BOGGIANO.

MARIA SERVINI DE"CUBRIA

SUPERINTENDENCIA.

Convergen cOrilO eximentes de posibles observaciones que pudieran formularse a
la conducta de la juez que concurrió a la Comisión de Legislación Penal de la Cá-
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mara de Diputados con el objeto de informar a los legisladores sobre el trámite de
un expediente, quc asistió en razón de haber sido invitada expresamente, con ma-
nifiestas y evidentes garantías de reserva de los temas a tratarse, el interés de los
legisladores en conocer aspectos vinculados con dichas actuaciones, la premura con
que debió concurrir y la pública repercusión de la causa.

SUPERINTENDENCIA.

En las deficiencias incurridas por un juez al resolver una excarcelación, deben dis-
tinguirse aquellas.atribuibles en razón del ejercicio de su función, en todo ajenas a
las facultades de superintendencia de la Corte, y las vinculadas al ámbito de la ac-
tividad administrativa. .

SUPERINTENDENCIA.

No es imputable a la juez que grabó la conversación telefónica que mantuvo con el
juez de otro país sin hacérselo saber, y que lo puso en conocimiento de los diputa-
dos presentes en la Comisión de Legislación Penal de la Cámara de Diputados bajo
seguridades de reserva, que aquella tuviese amplia difusión. .

SUPERINTENDENCIA.

Si bien recurrir a la intervención de la fuerza pública para la comprobación de una
falta disciplinaria de sus empleados, no parece neccsaria, no puede eludirse tcner
en cuenta, como justificación, la situación emocional por la quc estaba atravesan-
do la jueza, la circunstancia de que toda su actuación fue puesta en duda y que se
trataba de empleados con los que tiene un enfrentamiento con recíprocas imputa-
ei?nes en el ámbito administrativo y penal.

SUPERINTENDENCIA.

La circunstancia de que las decisiones del juez en el curso del proceso hayan sido
sometidas a revisión de la Cámara de Apelaciones correspondiente, que ha confir-
mado lo actuado, no obsta a la investigación de superintendencia realizada por la
Corte.

SUPERINTENDENCIA.

Corresponde imponer la sanción de multa a la juez que ha incurrido cn errores en
la tramitación de una causa, los que no pueden excusarse y comprometen su respon-
sabilidad, a pesar de las particulares condiciones en las que debió cumplir con su
misión.
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Resultaba inexcusable que la juez que concurrió a la Comisión de Legislación Pe-
nal de la Cámara de Diputados con el objeto de informar sobre el trámite de un ex-
pediente, hubiese recabado la autorización del órgano de superintendencia (Disi-
dencia del DI'. Enrique Santiago Petracchi).

SUPERINTENDENCIA.

La juez que grabó la conversación telefónica que mantuvo con el juez de otro país
sin hacérselo saber, y lo puso en conocimiento de los diputados presentes en la
Comisión de Legislación Penal de la Cámara de Diputados, incurrió en una conducta
que-merece reproche administrativo, pór cuanto suscitó dudas públicas respecto de
la corrección, recíproca consideración y confianza que, en el ejercicio de sus rele-
vantes funciones, se deben los señores jueces entre sí (Disidencia dcl DI'. Enrique
Santiago Petracchi).

SUPERINTENDENCIA.

Recurrir a la intervención de una fuerza pública para la comprobaciónde una falta
nimia de sus empleados, que provocó un procedimiento innecesariamente especta-
cular, configura un hecho susceptible de menoscabar la autoridad de la misma juez
que lo dispuso y de llevar a conocimiento público cuestiones que sólo interesan al
ámbito interno del Poder Judicial, por lo que debe ser sancionada (Disidencia del
DI'. Enrique Santiago Petracchi).

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de marzo de 1992,

Visto el expediente SAJ -62/91, caratulado: "Dra, Servini de Cubría,
María s/su presentación", y

Considerando:

1°) Que el Consejo de Administración de esta Corte, por Resolución N°
27/91, del 22 de julio de 1991, ante los hechos reseñados en las presenta-
ciones efectuadas por la señora juez a cargo del Juzgado Nacional de Pri-
mera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N° l de esta Capi-
tal, y los numerosos defectos formales y sustanciales indicados por la Cá-
mara de ese fuero en la tramitación de la causa N° 135 bis/91, caratulada:
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"Caserta, Mario y otros s/inf. arto 25 de la ley 23.737", como, asimismo,
la gran repercusión pública que generaron, dispuso avocarse al conoci-
miento del sumario administrativo ordenado por el tribunal de segundo
grado y realizar información sumaria sobre esos aspectos y cualquier otro
que permitiera deslindar las responsabilidades del caso (confr. fs. 3).

2°) Que se ha acreditado que la señora juez María Romilda Servini de
Cubría concurrió, el 5 de julio pasado, a la Comisión de Legislación Pe-
nal de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, con el objeto de
informar a los señores legisladores allí reunidos sobre el trámite del expe-
diente referido en el considerando anterior. La señora juez recibió una in-
vitación telefónica -e14 de julio- de los señores diputados Lorenzo Cortese
y Marcos Di Caprio a causa de la solicitud de juicio político que se había
formulado en su contra, invitación que le fue reiterada de modo personal
el mismo día. También le manifestaron gran interés por su concurrencia en
razón de que existía mucha inquietud, en un grupo de legisladores, sobre
las actuaciones en trámite a las que le asignaban relevancia institucional.
A las 20:30 de ese día, el diputado Cortese confirmó su invitación a la
Comisión de Legislación Penal para el 5 de julio entre las 9:00 y 9:30. La
señora juez concurrió al recinto de dicha Comisión en el horario indicado,
donde expuso -según sus dichosc durante cuatro horas y media sobre las
actuaciones judiciales a su cargo, respetando el secreto del sumario. Cabe
destacar que la reunión a la que la señora juez fue invitada tenía carácter
secreto, circunstancia esta que resulta de la declaración de la Dra. Servini
de Cubría y de la comunicación que el diputado Cortese le remitió al se-
ñor Vicepresidente Segundo de esta Corte (fs. 50). En ese acto la señora
juez hizo escuchar a los presentes una conversación telefónica con el se-
ñor juez del Reino de España, DI'. Baltasar Garzón, que había grabado.

En el caso bajo examen, debe tenerse en cuenta, a fin de lograr una ade- .
cuada ponderación de los hechos, que la señora juez decidió su asistencia
a esa sede, en razón de haber sido invitada expresamente, con manifiestas
y evidentes garantías de reserva de los temas a tratarse, como también el
interés de los señores legisladores en conocer aspectos vinculados con di-
chas actuaciones; la premura con que debió concurrir y la pública reper-
cusión de la causa, circunstancias que convergen como eximentes de po-
sibles observaciones que pudieran formularse, en este aspecto -el de la
concurrencia- a la conducta de la magistrada. Y pese a que resulta difícil
concebir que durante una exposición de más de cuatro horas sea posible
mantener en secreto lo actuado en el sumario, los elementos de juicio re-



234 FALLOS DE LA CORTE SUP!{E~lA

:115

unidos no permiten desecha,r las afirmaciones de la magistrada en ese sen-
tido.

3°) Que en las presentes actuaciones ha quedado demostrado que la
señora juez grabó una conversación telefónica que mantu va con el señor
juez del Reino de España, Dr. Baltasar Garzón, sin hacérselo saber. La
grabación fue puesta en conocimiento de los señores diputados presentes
en la Comisión, bajo seguridades de reserva de lo tratado, pese a lo cual
tuvo amplia difusión -no imputable a la magistrada- a través de los distin-
tos medios de comunicación.

4°) Que en lo referente a las 19 deficiencias señaladas por la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal al resol-
ver en el incidente de excarcelación de Mario Caserta, cabe distinguir
aquellas atribuíbles a la señora j.uez en razón del ejercicio de su función
jurisdiccional, en todo ajenas a las facultades de superintendencia de esta
Corte, de las vinculadas al ámbito de la actividad administrativa formal.
Cuestión aparte, resulta -obviamente- todo aquello que hace a la función
del actuario y de las responsabilidades que pudieran corresponderle.

En la consideración de su actividad administrativa formal, deben eva-
luarse los siguientes aspectos que la Cámara indicó en la resolución men-
cionada: punto segundo; "omisión de dejar constancia en los autos prin-
cipales, máxime ante la presentación fiscal de fs. 867 y ante los términos
dela notificación actuarial de fs. 380, del 'error' documentado mediante
providencia del 23 de abril de 1991 agregada al legajo de fotocopias de la
causa judicial española, que corre por cuerda, referente al hallazgo del
controvertido auto del 2 de febrero de 1991 del juez Garzón Real"; punto
cuarto, "reiteradas correcciones de foliatura (ver autos de fs. 359, 851 Y
o909)"; punto sexto, "el libramiento de una orden de allanamiento sin com-
pletar a qué funcionario va dirigida (v. fs.15)"; punto séptimo, "repetición
de la calificación legal de la condUCla del imputado Carlos A. Torres (fs.
588 y 607)": punto octavo, "reserva errática de actuaciones policiales com-
plemeOntarias y desgloses de documentación allí aportada, situación par-
cialmente enmendada con la providencia de fs. 909", punto décimo, "dis-
posición de medidas instructorias en base a antecedentes no agregados a
los autos (vo gr. procesamiento e indagatoria de fs. 5) 3 Y 519, que recién
se comprenden con lo agregado a fs. 1006, 10 18 Y 1019, lo cual conspira
contra la cabal comprensión del expediente"; punto décimo segundo, "dis-
posición reiterada de inhibiciones sobre inmuebles determinados, medida
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cautelar esta de carácter personal ineficaz para sustituir el debido embar-
go tal como lo preyén los arts. 228 y concordantes del Código Procesal
Civil y Comercial (fs. 813 y 1300)"; y décimo tercero, "providencia de fs.
203 fechada el 22 de marzo de 1991, entre constancias del día 13 anterior".

Todos esos errores de procedimiento son atribuíbles a la exclusiva res-
ponsabilidad de la señora juez, por lo que a ella debe reprochárselos.

5°) Que con referencia a las deficiencias indicadas en dicha resolución
como punto primero: "Falta de notificación fiscal del auto que ordenara la
instrucción del sumario (fs. 254) y de otros donde se dispusieron
procesamientos o ampliaciones de indagatorias tales como los fs. 268,533
vta., 553"; tercero: "elevación a este Tribunal de fotocopias incompletas
de la causa"; noveno: "falta de las pertinentes certificaciones de la volu-
minosa documentación recibida en el Tribunal"; décimo sexto: "ausencia
de las fs. 993/996, sin que exista constancia de su desglose"; décimo sép-
timo: "notas de fs. 1199 y 1200, con cargos del 9 y 8 de mayo respectiva-
mente, ambas incluidas entre las actuaciones de fecha 10 de mayo"; déci-
mo octavo: "copia de oficio a fs. 1347, fechada el 20 de mayo cuando ha-
bía sido ordenado en la foja anterior con fecha 21 de ese mes"; y décimo
noveno: "omisiones del cargo de recepción en Secretaría y defectos en la
compaginación del legajo, al incorporarse numerosas actuaciones sin res-
petar las fechas y horarios de sus cargos (ver fs. 335,434,460,462, 515,
519,542,549,718,736,1167,1170 Y 119112)", ellas son imputables al
actuario, lo que acarrea su responsabilidad administrativa.

6°) Que con relación a las cuestiones puntualizadas en el capítulo cuar-
to del informe realizado por la Secretaría de Auditores Judiciales, corres-
ponde atribuir a la responsabilidad de la señora juez lo indicado en los
puntos cuatro: "inadecuada utilización de formularios", y once: "omisión
de ejecutar el embargo respecto de ¥ario Caserta". De igual modo resul-
ta objetable la actuación de la señora juez en los hechos reseñados
precedentemente.

7°) Que además, surge del mencionado informe la vinculación funcio-
nal del Dr. Esteban Canevari con los hechos mencionados en los puntos
cuatro: "inadecuada utilización de formularios"; siete: "omisión de comu-
nicación de dos autos de prisión preventiva (ley 22.117); ocho:
"extemporánea actuación en el labrado del acta de excarcelación de Lucio
Caridad Collazo y de Khalil El Dib; nueve: "omisió¡; de agregar las copias
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de los oficios de libertad y del resultado de la ejecución de la medida dis-
puesta"; catorce: "indebida constancia de desglose en el anexo 1"; quince:
"omisión de notificar al defensor oficial de su designación"; y diecisiete:
"irregularidades en la colocación de cargos", por lo que también debe con-
cluirse que su conducta lo hace pasible del reproche correspondiente.

8°) Que respecto a los puntos uno: "Incomunicaciones"; seis: "Ordenes
de allanamiento dirigidas a un domicilio de la calle Reglus"; diez: "Inde-
bida integración de la caución de Humberto Onésimo Rojas a los fines de
la excarcelación"; doce: "Supuesto adelanto de opinión acerca de la pro-
cedencia de la excarcelación de una detenida", cabe considerar que si bien
la actuación de la señora juez puede resultar al menos reprochable
administrativamente, no revisten la seriedad que primajacie aparentan.

9°) Que sin perjuicio de que el Tribunal dispuso que los hechos denun-
ciados en el expediente SAJ-I 11/91, por guardar vinculación con los que
son materia de investigación en el expediente SAJ-68/91, debían ser co-
nocidos en este último, eJlo no impide que, en lo que atañe a la conducta
de la señora juez denunciante, pueda ser resuelta en la presente. Ello es así,
porque la ampliación del sumario y las eventuales responsabilidades de los
empleados denunciados resulta ser una cuestión independiente de la for-
ma en la que la magistrada documentó el hecho atribuido a sus dependien-
tes. Y acerca de este tema, la Corte entiende que si bien para la compro-
bación de una falta disciplinaria, como la descubierta por lajuez, bastaría
un simple informe, parlo que la apelación al recurso de la intervención de
una fuerza pública auxiliar para que certificase su propia actuación no
parece necesaria, no puede eludirse tener en cuenta, como justificación, la
situación emocional que estaba atravesando la magistrada y la circunstan-
cia de que toda su actuación fue puesta en duda -lo que pudo inclinarla a
la obtención de testigos y documentos extraños a su intervención propia-
y el hecho de que los presuntos autores de la falta son agentes con los que
tiene un enfrentamiento -con recíprocas imputaciones- en el ámbito admi-
nistrativo y penal.

10) Que en relación a la actuación de los señores representantes del
Ministerio Público en la tramitación de la causa B-135 bis, caratulada:
"Caserta, Mario y otros s/inf. art. 25 de la ley 23.737" y sus anexos, corres-
ponde remitir fotocopia certificada al señor Procurador General de la Na-
ción, a sus efectos.
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11) Que respecto de la deficiencia señalada en el punto tres del capí-
tulo cuarto del informe de la Secretaría de Auditores Judiciales -interli-
neado en la declaración de Mario Jorge Caserta de fs. 270-, cabe destacar
que además de hallarse en trámite el expediente SAJ -137 /91 en esa Secre-
taría, el hecho está siendo investigado por el Juzgado Nacional de Prime-
ra Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N° 3, por denuncia for-
mulada, oportunamente, por la Cámara del fuero.

12) Que a fs. 299/302 y 303/313 vta., el Dr. Esteban Canevari y la Dra.
María R. Servini de Cubría, respectivamente, contestaron el traslado con-
ferido a fs. 298, sosteniendo ambos la falta de relevancia de las irregula-
ridades verificadas, haciendo hincapié en la ingente tarea que demandó el
trámite de la causa.

13) Que con relación a la información preliminar iniciada por la Cáma-
ra Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal el 10 de
abril pasado, con el objeto de investigar la posible antedatación de la de-
nuncia formulada por Mario Jorge Caserta ante la Policía Federal y el
motivo determinante de que el exhorto librado por el juez español Baltasar
Garzón fue tramitado por el juzgado a cargo de la Dra. Servini de Cubría
sin cumplir con el sorteo previo, debe señalarse que, después de sustancia-
da por el mencionado tribunal, se determinó la inexistencia de irregulari-
dades que merecieran la formación de un sumario administrativo, motivo
por el cual se archivaron las actuaciones.

Corresponde destacar que si bien las decisiones tomadas por la seño-
rajuez en el curso del proceso han sido sometidas por las partes (cuando
así lo consideraron necesario) a revisión por ante la Cámara de Apelacio-
nes correspondiente, la que ha confirmado lo actuado con excepción -en
lo sustancial- de lo relativo al incidente de excarcelación del imputado
Mario Caserta, ello no obsta a la investigación de superintendencia reali-
zada por esta Corte con relación a los hechos que motivan las presentes
actuaciones.

Es en esta materia investigada donde se advierten los errores d"ctrami-
tación ya señalados, que no pueden excusarse y comprometen la respon-
sabilidad del magistrado, a pesar de las particulares condiciones en las que
la señora juez debió cumplir con su misión, según es de público conoci-
miento.
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Por ello, y habiéndose contestado los traslados conferidos a fs. 298, en
virtud de lo dispuesto por el artículo 16 del decreto-ley 1285/58, ratifica-
doporley 14.467,

SE RESUELVE:

1) Imponer a la señora juez, Dra. María Romilda Servini de Cubría, la
sanción ~e multa que se fija en la cantidad de sesenta pesos ($ 60).

2) Llamar la atención al señor Secretario, Dr. Esteban Canevari, por los
errores y omisiones señalados en los considerandos 5° y 7°.

3) Remitir copia certificada de las presentes actuaciones al señor Pro-
curador General de la Nación a los fines de la evaluación del proceder de
los señores procuradores fiscales intervinientes.

Regístrese, hágase saber, cúmplase y archívese.

MARI~NO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S.

FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disiden-
cia) - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

DISJDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

)0) Que el Consejo de Administración de esta Corte, por resolución N°
27/9 1, del 22 de julio de 1991, ante los hechos reseñados en las presenta-
ciones efectuadas por la señora juez a cargo del Juzgado Nacional de Pri-
mera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N° l de esta Capi-
tal, y los numerosos defectos formales y sustanciales indicados por la Cá-
mara de ese fuero en la tramitación de la causa N° 135 bi s/9 1, caratu lada:
"Caserta, Mario y otros si inf. art. 25 de la ley 23.737", como, asimismo,
la gran repercusión pública que generaron, dispuso avocarse al conoci-
miento del sumario administrativo ordenado por el tribunal de segundo
grado y realizar información sumaria sobre esos aspectos y cualquier otro
que permitiera deslindar las responsabilidades del caso (confr. g. 3).
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2°) Que se ha acreditado que la señora juez María Romilda Servini de
Cubría concurrió, el 5 de julio pasado, a la Comisión de Legislación Pe-
nal de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, con el objeto de
informar a los señores legisladores allí reunidos sobre el trámite del expe-
diente referido en el considerando anterior..La señora juez recibió una in-
vitación telefónica -e14 de julio- de los señores diputados Lorenzo Cortese
y Marcos Di Caprio a causa de la solicitud de juicio político que se había
formulado en su contra, invitación que le fue reiterada de modo personal
el mismo día. También le manifestaron gran interés por su concurrencia en
razón de que existía mucha inquietud, en un grupo de legisladores, sobre
las actuaciones en trámite a las que le asignaban relevancia institucional.
A las 20:30 de ese día, el diputado Cortese confirmó su invitación a la
Comisión de Legislación Penal para el 5 de julio entre las 9:00 y 9:30. La
señora juez concurrió al recinto de dicha Comisión en el horario indicado,
donde permaneció, según sus dichos, "cuatro horas y media exponiendo,
donde sin descanso se (le) preguntó sobre ciertos aspectos del sumario, y
dentro del secreto del mismo ... contestó las preguntas que se fueron efec-
tuando". Agregó, asimismo, "que en dicha reunión tuve que hacer escuchar
un cassette de una grabación accidental cOn el Dr. Baltasar Garzón". Sur-
ge, por otro lado, de la declaración del Dr. Canevari, que la jueza concu-
rrió al encuentro con un empleado "que llevaba un juego de fotocopias de
la causa".

En el caso bajo examen, debe tenerse en cuenta, a fin de lograr una ade-
cuada ponderación de los hechos, que la señora juez decidió su asistencia
a esa sede, en razón de haber sido invitada expresamente, con manifiestas
y evidentes garantías de reserva de los témas a tratarse, como también el
interés de los señores legisladores en conocer aspectos vinculados con di-
chas actuaciones. Empero, atento lo anteriormente señalado, resulta cIa-
ra que la exposición y respuestas de fa juez giraron en torno de aspectos
que fueron más allá de los que pudieron haber tenido vinculación con su
eventual enjuiciamiento político, adentrándose en lo que sólo interesaban
el contenido y alcances de la causa, a punto tal que la magistrada concu-
rrió con una copia del expediente. Y, con prescindencia de otras conside-
raciones que pudieran formularse acerca de la concurrencia de los funcio-
narios judiciales al seno de otros poderes a fin de interiorizarlos del trámite
de procesos judiciales en curso, lo cierto es que, en lo atinente a ello, re-
sultaba inexcusable que lajuez hubiese recabado la autorización del órga-
no de superintendencia, deber que ella misma reconoce aun cuando trata
de explicar su inobservancia mediante una justificación inatendible (escaso
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tiempo, acercamiento de la feria judicial y considerar que la entrevista no
se podía prorrogar).

Súmase a ello que resulta prácticamente inverosímil que, a tenor de las
declaraciones de la propia júez en punto a que permaneció respondiendo
durante cuatro horas y media "sin descanso" pudiera haberse mantenido en
secreto lo actuado en el sumario, sobre todo si se advierte su manifestación
acerca de que "tuvo que hacer escuchar" la cassette antes mencionado y
sobre el que se volverá en el considerando siguiente.

Lo expuesto es muestra elocuente de que la Dra. Servini de Cubría ha
actuado con prescindencia del orden jerárquico, y de la necesaria reserva
y circunspección que debe rodear todo el quehacer propio de su alta
investidura, lo cual es particularmente reprochable.

3°) Que en las presentes actuaciones ha quedadodúnostrado que la
señora juez grabó una conversación telefónica que mantuvo con el señor
juez del Reino de España, Dr. Baltasar Garzón, sin hacérselo saber. La
grabación fue puesta en conocimiento de los señores diputados presentes
en la Comisión, bajo seguridades de reserva de lo tratado, pese a lo cual
tuvo amplia difusión a través de los distintos medios de comunicación.
Esta conducta, la de revelar en público una conversación confidencial,
merecen reproche administrativo por cuanto -más allá de que es una mues-
tra de alteración de reglas elementales de buena fe que gobiernan las re-
laciones entre los seres humanos-, suscitó dudas públicas respecto de la
corrección, recíproca consideración y confianza que, en el ejercicio de sus
relevantes funciones, se deben los señores jueces entre sí.

4°) Que en lo referente a las 19 deficiencias señaladas por la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal al resol-
ver en el incidente de excarcelación de Mario Caserta, cabe distinguir
aquellas atribuíbles a la señora juez en razón del ejercicio de su función
jurisdiccional, en todo ajenas a las facultades de superintendencia de esta
Corte, de las vinculadas al ámbito de la actividad administrativa formal.
Cuestión aparte, resulta -obviamente- todo aquello que hace a la función
del actuario y"de las responsabilidades que pudieran corresponderle.

En la consideración de su actividad administrativa formal, deben eva-
luarse los siguientes aspectos que la Cámara indicó en la resolución men-
cionada: punto segundo; "omisión de dejar constancia en los autos prin-
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cipales, máxime ante la presentación fiscal de fs. 867 y ante los términos
de la notificación actuarial de fs. 380, del 'error' documentado mediante
providencia del 23 de abril de 199 I agregada al legajo de fotocopias de la
causa judicial española, que corre por cuerda, referente al haIlazgo del
controvertido auto del 2 de febrero de 199 I del juez Garzón Real"; punto
cuarto, "reiteradas correcciones de foliatura (ver autos de fs. 359, 851 Y
909)"; punto sexto, "el libramiento de una orden de aIlanamiento sin com-
pletar a qué funcionario va dirigida (v. fs. 15)"; punto séptimo, "repetición
de la calificación legal de la conducta del imputado Carlos A. Torres (fs.
588 y 607)"; punto octavo, "reserva errática de actuaciones policiales com-
plementarias y desgloses de documentación aIlí aportada, situación par-
cialmente enmendada con la providencia de fs. 909"; punto décimo, "dis-
posición de medidas instructorias en base a antecedentes no agregados a
los autos (vgr. procesamiento e indagatoria de fs. 513 y 519, que recién se
comprenden con lo agregado a fs. 1006, 1018 Y 1019, lo cual conspira
contra la cabal comprensión del expediente"; punto décimo' segundo, "dis-
posición reiterada de inhibiciones sobre inmuebles determinados, medida
cautelar ésta de carácter personal ineficaz para sustituir el debido embar-
go tal como lo prevén los arts. 228 y concordantes del Código Procesal
Civil y Comercial de la Nación (fs. 813 y 1300)"; y decimotercero, "pro-
videncia de fs. 203 fechada el 22 de marzo de 1991, entre constancias del
día 13 anterior".

Todos esos errores de procedimiento son atribuibles a la exclusiva res-
ponsabilidad de la señora juez, por lo que a eIla debe reprochárselos.

5°) Que con referencia a las deficiencias indicadas en dicha resolución
como punto primero: "Falta de notificación fiscal del auto que ordenara la
instrucción del sumario (fs. 254) Y de otros donde se dispusieron
procesamientos o ampliaciones de indagatorias tales como los de fs. 268,
533 vta., 553"; tercero: "elevación a este Tribunal de fotocopias incomple-
tas de la causa"; noveno: "falta de las pertinentes certificaciones de la vo-
luminosa documentación recibida en el Tribunal"; décimo sexto: "ausen-
cia de las fs. 993/996, sin que exista constancia de su desglose"; décimo
séptimo: "notas de fs. 1199 Y 1200, con cargos del 9 y 8 de mayo respec-
tivamente, ambas incluidas entre las actuaciones de fecha 10 de mayo";
decimoctavo: "copia de oficio a fs. 1347, fechada el 20 de mayo cuando
había sido ordenado en la foja anterior c.on fecha 21 de ese mes"; y
decimonoveno: "omisiones del cargo de recepción en Secretaría y defec-
tos en la compaginación del legajo, al incorporarse numerosas actuacio-
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nes sin respetar las fechas y horarios de sus cargos (ver fs. 335,434,460,
462,515,519,542,549,718,736,1167,1170 Y 1191/1 [92)", ellas son
imputables al actuario, [o que acarrea su responsabilidad administrativa.

6°) Que con relación a las cuestiones puntualizadas en el capítulo cuar-
to del informe realizado por la Secretaría de Auditores Judiciales, corres-
ponde atribuir a la responsabilidad de la señora juez lo indicado en los
puntos cuatro: "inadecuada utilización de formularios", y once: "omisión
de ejecutar el embargo respecto de Mario Caserta". De igual modo resul-
ta objetable la actuación de la señora juez en los hechos reseñados
precedentemente.

r) Que además, surge del mencionado informe la vinculación funcio-
nal del DI'. Esteban Canevari con los hechos mencionados en los puntos
cuatro: "inadecuada utilización de formularios"; siete: "omisión de comu-
nicación de dos aUlos de prisión preventiva (ley 22.117)"; ocho:
"extemporánea actuación en el labrado del acta de excarcelación de Lucio
Caridad Collazo y de Kha[il El Dib; nueve: "omisión de agregar las copias
de los oficios de libertad y del resultado de [a ejecución de la medida dis-
puesta"; catorce: "indebida constancia de desglose en el anexo 1"; quince:
"omisión de notificar al defensor oficial de su designación"; y diecisiete:
"irregularidades en la <;olocación de cargos", por lo que también debe con-
cluirse que su conducta lo hace pasible de[ reproche correspondiente.

8°) Que respecto a los capítulos quinto: "Violaciones a los deberes de
reserva y custodia de [as actuaciones"; séptimo: "Testimonio de Khalil
Hussein Dib ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Crimi-
nal de Instrucción N° 24, a cargo del DI'. Mario Filozof, Secretaría N° 131"
Y los puntos uno: "Incomunicaciones"; seis: "Ordenes de allanamiento di-
rigidas a un domicilio dc la calle Reglus"; diez: "Indebida integración de
la caución de Humberto Onésimo Rojas a los fines de la excarcelación";
doce: "Supuesto adelanto de opinión acerca de la procedencia de la
excarcelación de una detenida", todos ellos del capítulo cuarto, esta Cor-
te estima que deberá profundizarse la información preliminar, formándo-
se a esos efectos, expediente por separado.

9°) Que sin perjuicio de que el Tribunal dispuso que los heehos denun-
ciados en el expediente SAJ-111/91, por guardar vinculación con los que
son materia de investigación en el expediente SAJ-68/9 [, debían ser co-
nocidos en este último, ello no impide que, en lo que atañe a la conducta
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de la señora juez del)unciante, pueda ser resuelta en la presente. Ello es así,
porque la ampliación del sumario y las eventuales responsabilidades de los
empleados denunciados resulta ser una cuestión independiente de la for-
ma en la que la magistrada documentó el hecho atribuido a sus dependien-
tes. Y acerca de este tema, la Corte entiende que para la comprobación de
una falta nimia, como la descubierta por la juez, bastaba su simple infor-
me, por 10 que el reclamo de la intervención de una fuerza pública auxi-
liar para que certificase su propia actuación -que provocó un procedimien-
to innecesariamente espectacular- configuró un hecho susceptible de me-
noscabar la autoridad de la misma juez y de llevar al conocimiento públi-
co cuestiones que sólo interesan al ámbito interno del Poder Judicial, por
lo que debe ser sancionada.

10) Que en relación a la actuación de los señores representantes del
Ministerio Público en la tramitación de la causa B-135 bis, caratulada:
"Caserta, Mario y otros s/infr. art. 25 de la ley 23.737" y sus anexos, co-
rresponde remitir fotocopia certificada al señor Procurador General de la
Nación, a sus efectos.

1 1) Que dcl examen dc la actuación del Sr. Secrctario, DI'. Alfredo H.
Bisordi, y según surge de sus declaraciones de fs. 216/223, resulta evidente
que su actividad se ajustó a las indicaciones que le dirigió oportunamen-
te el señor Vicepresidente Segundo de esta Corte.

12) Que respecto de la deficiencia señalada en el punto tres del capí-
tulo cuarto del informe de la Secretaría de Auditores Judiciales -interli-
neado en la declaración de Mario Jorge Caserta de fs. 270-, cabe destacar
que está siendo investigado por el Juzgado Nacio"nal de Primera Instancia
en lo Criminal y Correccional Federal N° 4, por denuncia formulada, opor-
tunamente, por la Cámara del fuero.

13) Que con relación a la información preliminar iniciada por la Cáma-
ra Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal el 10 de
abril pasado. con el objeto de investigar la posible antedatación de la de-
nuncia formulada por Mario Jorge Caserta ante la Policía Federal y el
moti va determinante de que el exhorto librado por eljuez español Baltasar
Garzón fue tramitado por el juzgado a cargo de la Dra. Servini de Cubría
sin cumplir con el sorteo previo, debe señalarse que, después de sustancia-
da por el mencionado tribunal. se determinó la inexistencia de irregulari-
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dades que merecieran la formación de un sumario administrativo, motivo
por el cual se archivaron las actuaciones.

Por ello, en virtud de lo di spuesto por el art. 16 del decreto-ley 1285/
58, ratificado por ley 14.467,

SE RESUELVE:

1) Imponer a la señora juez, Dra. María RomiIda Servini de Cubría, la
sanción de multa de pesos sesenta y seis con cuarenta y nueve centavos ($
66,49), que es la máxima aplicable a un juez por faltas administrativas,
debiéndose poner en conocimiento de la Cámara de Diputados de la Na-
ción las presentes actuaciones y esta resolución a los efectos que estime
puedan corresponder, tal como fue solicitado.

2) Llamar la atención al señor Secretario, Dr. Esteban Canevari, por los
errores y omisiones señalados en los considerandos 5° y r.

3) Remitir copia certificada de las presentes actuaciones al señor Pro-
curador General de la Nación a los fines de la evaluación del proceder de
los señores procuradores fiscales intervinientes.

4) Continuar con la información sumaria en trámite ante la Secretaría
de Auditores Judiciales respecto de los hechos indicados en el consideran-
do octavo, con excepción de aquéllos que ya han sido dispuestos por Re-
solución N° 47/91, del 20 de septiembre pasado, a cuyo efecto deberá for-
marse expediente por separado.

Regístrese, hágase saber, cúmplase y archívese.

ENRIQUE Sl\NTlAGO PETRACCHl.
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La investigaeión ante la justicia penal de la circunstancia fáctica que motiva el su-
mario, no obsta aljuzgarniento de la responsabilidad desde el punto de vista admi-
nistrativo, en tanto ambas instancias persiguen objetivos diferentes y no se exclu-
yen.

SUPERINTENDENCIA.

Corresponde imponer la sanción de cesantía al secretario que actuó con
desaprensión al haber borrado parte de una cinta magnetofónica mantenida duran-
te un careo, y que faltó al deber de lealtad hacia lajuez, al ocultarle su conocimiento
de una entrevista mantenida por una ex secretaria con un periodista.

PODER JUDICIAL.

El deber de lealtad hacia el juez es exigible a todo funcionario o empleado judicial,
pues la deslealtad causaría una situación de desconfianza encliadrable en el art. 8°
del Reglamento de la Justicia de la Nación.

PODER JUDICIAL.

El deber de fidelidad exigible a todo funcionario o empleado judicial no se debe a
la persona que ocupa el cargo de juez, sino al Estado en ejercicio de la función ju-
dicial, la cual importa el cumplimiento de acciones administrativas de acción y de
cuidado y conductas ami si vas que consisten en el deber de abstenerse de toda ac-
tividad dañosa para la función.

SUPERINTENDENCIA.

Corresponde imponer la sanción de suspensión a la empleada judicial que partici-
pó de la entrevista mantenida por una ex secretaria privada de la juez con un perio-
dista, tomando conocimiento de que se conversaba de cuestiones del juzgado.

PODER JUDICIAL.

El orden interno de la administraciÓn de justicia requiere que la actividad de todos
los integrantes -jueces, funcionarios y empleados- encuadren sus conductas en las
normas reglamentarias que funcionaJizan el servicio de justieia.
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Obró con desaprensión, que sólo lo responsabiliza levemente desde el punto de vista
administrativo, el secretario que borró parte de la cinta magnetofónica obtenida
durante un careo, pues aún cuando debió espcrar la orden expresa de la juez en tal
sentido, al haber sido suscripta el acta por todos los intervinientes, tal grabación
devino jürídicamente irrelevante (Disidencia de los Ores. Augusto César Belluscio
y Enrique Santiago Petraechi).

EMPLEADOS JUDICIALES.

Los empleados judiciales no tenían la obligación de informar a la: juez sobre la en-
trevista mantenida por una ex ¡;ecretaria privada con un periodista, de la que habían
surgido graves dudas sobre presuntas irregularidades cometidas por la niagistrada
en diversas causas tramitadas con anterioridad (Disidencia de los Ores. Augusto
César Belluscio y Enrique Santiago Petracchi).

SUPERINTENDENCIA.

Resulta reprochable el modo y el procedimiento realizado por un enipleado judi-
cial para la defensa de sus 'derechos y de una eventual defensa de la digna adminis-
tI'ación de justicia, si en lugar de canalizar sus inquietudes ante la cámara encarga-
da de la superintendencia del juzgado, optó por concertar una entrevista entre una
ex secretaria privada de la juez y un periodista (Disidencia de los Ores. Augusto
César Belluscio y Enrique Santiago Petracchi).

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de marzo de 1992.

Vistos los expedientes SAJ-68/91 "Dra. Servini de Cubría, María si
denuncia" y SAJ-I 1 1-91 "D.ra. Servini de Cubría, María R. s/constancia",
y

Considerando:

1°) Que de las presentes actuaci.ones surge que se ha atribuido respon-
sabili9ad administrativa a distintos agentes del Juzgado Nacional de Pri-
mera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N° 1. ASÍ, se ha im-
putado al DI'. Gustavo Auge -titular de la Secretaría N° 3- haber borrado,
sin autorización de la Dra. María Romilda Servini de Cubría, parte de una
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cinta magnetofónica que contenía registrada, en forma parcial, un careo
sostenido entre Ibrahim Al Ibrahim y Khalil Hussein Dib, en el marco de
la causa B-135 bis, caratulada: "Caserta, Mario y otros s/inf. art. 25 de la
ley 23.737"; asimismo, haber omitido asentar la pregunta que se dirigie-
ra a Dib respecto del Dr. Ignacio Irurzun y, en mayor grado, ocultar a su
superior jerárquico acerca del conocimiento que había tomado de la en-
trevista mantenida por Rita Auteiral -ex secretaria privada de la Dra.
Servini de CubrÍa- con el periodista Román Lejtman del diario "Página/
12", conexión que se había logrado a través de José Corvalán.

A la auxiliar superior de sexta María Emilia Paixao, se le imputó ha-
ber participado junto con José Corvalán, el 4 de agosto pasado, en un bar
ubicado en Juramento y Ciudad de La Paz, de la referida entrevista man-
tenida por Rita Auteiral con el periodista Lejtman, a quien reveló las cir-
cunstancias que surgen de la publicación que en copia se agrega a [s. 254/
255, omitiendo poner en conocimiento de ello a la titular del juzgado.

A José Corvalán -auxiliar superior de sexta-, haber vinculado a Rita'
Auteiral con el periodista Román Lejtman, dando lugar al reportaje publi-
cado en el diario "Página/ 12" en su edición del 6 de agosto último (ver fs.
254/255). Por su parte, también se lo responsabilizó por haber concurri-
do, en horario de trabajo y sin la correspondiente autorización, a una ca-
fetería ubicada en la calle Paraná 503, en compañía del prosecretario ad-
ministrativo Guillermo Gowland, a quien, por igual motivo, cabe idénti-
ca imputación.

2°) Que corrido traslado de los cargos a los imputados (fs. 304), fue-
ron contestados a fs. 314/321 -Gustavo Auge-, 322/323 vta. - Guillermo
Gowland-, 324/332 vta. -José Corvalán- y 334/344 vta. -María Emilia
Paixao-.

3°) Que el Tribunal, mediante Resolución dictada en la fecha, resolvió
no hacer lugar a la prueba ofrecida.

4°) Que en su descargo a fs. 31,4/325, el Dr. Gustavo Auge alegó, en
relación con la imputación formulada en orden al borrado de la cinta, que
al utilizarse el contenido del casete como guía para la confección del acta
que fue firmada por todos los intervinientes, consideró que la grabación
carecía de valor jurídico. Agregó que, por estas circunstancias, con el con-
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vencimiento de contar con la anuencia del juez, eliminó parte de la cinta,
entendiendo que cumplía con su deber.

Además, que no informó a la magistrada de la entrevista de Rita
Auteiral, porque la relación con su superior jerárquico se encontraba de-
teriorada y que tampoco lo comunicó a la Cámara Federal, por considerarlo
sobreabundante, toda vez que el juez federal, Dr. Miguel Pons, intervenía
en el asunto al haber citado a su tribunal a la ex secretaria privada.

5°) Que Guillermo Gowland, a fs. 322/323 vta., si bien reconoció que
estaba dentro del comercio al ser sorprendido por lajuez, aduce en su des-
cargo, que no había desayunado, y como no había alimento alguno en la
Secretaría N° 3 del tribunal, salió con José Corvalán a tomar un café. Alegó
que, a'ntes de abandonar. sus tareas, fue a pedirle autorización al secreta-
rio, Dr. Pablo Domínguez, pero como el nombrado estaba con un letrado,
no quiso interrumpirlos, anoticiando su retiro del lugar al prosecretario
administrativo contratado Pablo Ezequiel Pique.

6°) Que, por su parte José Corvalán, en su contestación de fs. 324/332,
reconoce que efectivamente conectó a Rita Auteiral, con el periodista
Román Lejtman del diario "PáginaI12".

Sostiene que su accionar estaba comprendido dentro de una "causa de
justificación" ya que era una manera de defenderse ante la actuación ar-
bitraria de la magistrada, quien había pedido la renuncia al Dr. Gustavo
Auge con motivo del borrado de la cinta, versión de la que se hicieron eco
determinados medios periodísticos que indirectamente involucraban en ese
hecho a los integrantes de la Secretaría N° 3.

Por último expresó que no podía: denunciar la arbitrariedad ante los
órganos jerárquicamente superiores, considerando que una publicación
periodística era la más adecuada para la defensa de sus derechos, toda vez
que si por este medio se había hablado mal de Gustavo Auge e implícita-
mente de los demás integrantes de la secretaría, la única forma de solucio-
narlo era por medio de la propia prensa.

7°) Que María Emilia Paixao, si bien admitió que presenció la reunión
entre Rita Auteiral y Román Lejtman, del diario "PáginaI12", sostuvo que
al no anoticiar a la juez de esta circunstancia, no faltó a su deber de .leal-
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tad, ya que ésta no se debe al superior jerárquico en consideración de su
persona, sino a la función que cumple.

Agregó que por tal razón no tenía la obligación de poner en conoci-
miento del titular del Juzgado larealización de una entrevista entre una ex
empleada y un periodista, en la cual la primera relató hechos pasibles de
lesionar la imagen personal de la Dra. Servini de Cubría, y no a su
investidura funcional.

Asimismo, indicó que, como el evento también estaba en conocimiento
del Dr. Gustavo Auge, titular de la Secretaría N° 3 del tribunal, para el caso
de aceptal:se la existencia del deber de comunicar, era innecesario que ella
lo hiciese, ya que en el marco de la relación jerárquica, era ese funciona-
rio quien debió haber anoticiado a lajuez de lo sucedido.

8°) Qoe de las circunstancias agregadas al presente sumario -ver foto-
copias del expte. 6792, agregado por cuerda- surge que el Dr. Auge inició
denuncia ante la justicia penal a fin de que se investigue su responsabili-
dad por haber borrado parte de la cinta magnetofónica obtenida durante el
careo efectuado el 1° de agosto de 1991 entre los Sres. Ibrahim y Dib -cir-
cunstancia fáctica similar a la que motiva el presente sumario-, lo cual no
obsta al juzgamiento de su responsabilidad desde el punto de vista admi-
nistrativo, en tanto ambas instancias persiguen objetivos diferentes y no
se excluyen (Fallos: 256: 183; 258: 195; 262:522; 290:382 y doctrina de la
resolución CSJN 851/86 -superintendencia- "Peña, Estanislao Julio J. (01'.
de Justicia) s/juzgado de Instrucción N° 12").

9°) Que el funcionario reconoció haber borrado parte de la cinta mag-
netofónica pero consideró que la orden de la juez en ese sentido había sur-
gido en forma implícita al haber aceptado que se la utilizara como ayuda
memoria, para lo cual se desgrabaríatodo aquello que no se hubiera asen-
tado, y se transcribiría en el acto (ver fs. 123 y 229). Tal defensa resulta
irrazonable pues debió esperar la orden expresa de la juez en tal sentido.

lO) Que tal reproche, pone de manifiesto que el Dr. Auge actuó con
desaprensión que lo responsabiliza desde el punto de vista administrativo.

11) Que, además, se imputa al secretario, Dr. Auge, y a los agentes
Paixao y Corvalán el haber faltado al deber de lealtad hacia la juez, obli-
gación exigible a todo funcionario o empleado judicial, pues la deslealtad
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causaría una situación de desconfianza entre ellos y la magistrada,
encuadrable en el art. 8° del Reglamento de la Justicia de la Nación (Fa-
llos: 297:233; 307: 1282 y 308:2667). En el sub lite se configura tal situa- .
ción, dado que a los sumariados se los responsabiliza por una falta de leal-
tad funcional.

12) Que ello es así toda vez que el deber de fidelidad exigible no se
debe a la persona que ocupa el cargo, sino al Estado en el ejercicio de la
función judicial, la cual importa el cumplimiento de obligaciones adminis-
trativas de acción y de cuidado -que hacen almejar descmpeño de la fun-
ción pública- y conductas omisivas que consisten en el deber de abstcnerse
de toda actividad dañosa para la función.

13) Que en cuanto a la actitud de la empleada Paixao, si bien ella nie-
ga haber intervenido en la concertación de la aludida entrevista, lo cierto
es que durante su transcurso tuvo conocimiento de que uno de los asisten-
tes era periodi sta y, también, de que se estaba conversando con él cuestio-
nes del juzgado. Tal conocimiento basta a esta Corte para considerar que
la conducta de la empleada Paixao merece reproche administrativo.

Resulta sancionable también el secretario por tal motivo, dado que -en
razón de la función que ejcrcía y ejerce- no se le puede permitir una con-
ducta omisiva, máxime cuando no resultan convincentes sus dichos en re-
lación a que no estaba cnterado de la causa por la cual la Srt"a. Auteiral
estaba presente en el bar donde se reunieron el domingo 4 de agosto de
1991, en virtud del grado de amistad y confianza existente entre ellos.

14) Que, asimismo, ha quedado fehacientemente comprobado que los
empleados Corvalán y Gowland se ausentaron de la sede del juzgado, sin
la autorización expresa de sus superiores.

15) Que el orden interno de la administración de justicia requiere que
la actividad de todos sus integrantes -jueces, funcionarios y empleados-
encuadren sus conductas en las normas reglamentarias que funcional izan
el servicio dejusticia. De ahí que la utilización de las declaraciones de Rita
Auteiral ~en circunstancias que denotan un concierto de actitudes- para
potenciar el escándalo en torno al desempeño de la juez, Dra. María
Romilda Servini de Cubría, hecho en el que están implicados los funcio-
narios y empleados mencionados precedentemente, Auge y Corvalán, y de
modo secundario la empleada Paixao, adquiere la magnitud de un hecho
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lesivo a las instituciones e investiduras judiciales -más allá de las perso-
nas que las encarnan-, quebrantando los deberes de la confiabilidad, dis-
creción y mesura que el Reglamento para la Justicia Nacional les impone.
En consecuencia, teniendo en cuenta los elementos de juicio aportados al
sumario y considerando que media grave violación de la obligación im-
puesta a los funcionarios y empleados por el art. 8°, inc. b), del Reglamento
para la Justicia Nacional y art. 168 de la ley 1893 de Organización de los
Tribunales (Fallos: 262: 105; 294:34, etc.).

Se resuelve:

1°) Imponer al Sr. Secretario Dr. Gustavo Auge, la sanción de cesan-
tía.

2°) Imponer al auxiliar superior de sexta José Raúl Corvalánla sanción
de cesantía.

3°) Imponer a la auxiliar superior de sexta María Emilia Paixao la san-
ción por el término de 15 días. 1

4°) Imponer al señor prosecretario administratiVo Guillermo Gowland,
la sanción de suspensión por el término de 10 días.

Regístrese, hágase saber y oportunamente archívese.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ" RODOLFO C. BARRA - CARLOS S.

FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR
e ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO y DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

1°) Que de las presentes actuaciones surge que se ha atribuido respon-
sabilidad administrativa a distintos agentes del Juzgado Nacional de Pri-
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mera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N° l. Así, se ha im-
putado al Dr. Gustavo Auge -titular de la Secretaría N° 3- haber borrado,
sin autorización de la Dra. María Romilda Servini de Cubría, parte de una
cinta magnetofónica que contenía registrado, en forma parcial, un careo
sostenido entre Ibrahim al Ibrahim y Khalil Hussein Dib, en el marco de
la causa B-135 bi s, caratulada: "Caserta, Mario y otros s/inf. art. 25 de la
ley 23.737"; asimismo, haber omitido informar a su superior jerárquico
acerca del conocimiento que había tomado de la entrevista mantenida por
Rita Auteiral -ex secretaria privada de la Dra. Servini de Cubría- con el
periodista Román Lejtman del diario "Página/12", como así también que
esa conexión se había logrado a través de José Corvalán.

A la auxiliar superior de sexta María Emilia Paixao se le imputó haber
participado junto con José Corvalán, el 4 de agosto pasado, en un bar ubi-
cado en Juramento y Ciudad de La Paz, de la referida entrevista manteni-
da por Rita Auteiral con el periodista Lejtnian, a quien reveló las circuns-
tancias que surgen de la publicación que en copia se agrega a fs. 254/255,
omitiendo poner en conocimiento de ello a la titular del juzgado.

A José Corvalán -auxiliar superior de sexta-, haber vinculado a Rita
Auteiral con el periodista Román Lejtman, dando lugar al reportaje publi-
cado en el diario "Página/12" en su edición del 6 de agosto último (ver fs.
254/255). Por su parte, también se lo responsabilizó por haber concurri-
do, en horario de trabajo y sin la correspondiente autorización, a una ca-
fetería ubicada en calle Paran á 503, en compañia del prosecretario admi-
nistrativo Guillermo Gowland, a quien, por igual motivo, cabe idéntica
imputación.

2°) Que, corrido traslado de los cargos a los imputados (fs. 304), fue-
ron contestados a fs. 314/321 -Gustavo Auge-, 322/323 vta. -Guillermo
Gowland-, 324/332 vta. -José Corvalán- y 334/344 -MaríaEmiliaPaixao-.

3°) Que el Tribunal, mediante Resolución dictada en la fecha, resolvió
no hacer lugar a la prueba ofrecida.

4°) Que en su descargo de fs. 314/325, el Dr. Gustavo Auge alegó, en
relación con la imputación formulada en orden al borrado de la cinta, que
al utilizarse el contenido del casete como guía para la confección del acta
que fue firmada por todos los intervinientes, consideró que la grabación ca-
recía de valor jurídico. Agregó que, por estas circunstancias, con el con-
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vencimiento,pleno de contar con la anuencia de la juez, eliminó brevemen-
te parte de la cinta, entendiendo que cumplía con su deber.

Finalmente, refirió que, teniendo en cuenta la irrelevancia e inutilidad
de la cinta, resultaría absurdo exigirle que, como secretario", cumpliera con
el deber legal de custodiar ese casete.

Por último, expresó que no anotició a la magistrada de la entrevista de
Rita Auteiral porque la relación con su superior jerárquico se encontraba
deteriorada, y que tampoco 10 comunicó a la Cámara Federal, por consi-
derarlo sobreabundante, toda vez que el juez federal, Dr. Miguel Pons,
intervenía en el asunto al haber citado a su tribunal a la ex secretaria pri-
vada.

5°) Que Guillermo Gowland, afs. 322/323 vta., si bien reconoció que
estaba dentro del comercio al ser sorprendido por lajuez, aduce en su des-
cargo que no había desayunado, y como no había alimento alguno en la
Secretaría N° 3 del tribunal, salió con José Corvalán a tomar café. Alegó
que, antes de abandonar sus tareas, fue a pedirle autorización al secreta-
rio, Dr. Pablo Domínguez, pero como el nombrado estaba con un letrado,
no quiso interrumpirlos, anoticiando su retiro del lugar al prosecretario
administrativo contratado Pablo Ezequiel Pique.

6°) Que, por su parte, José Corvalán en su contestación de fs. 324/332,
reconoce que efectivamente conectó a Rita Auteiral con el periodista
Román Lejtman del diario "Página/12".

Sin embargo, pese a que admitió su intervención en el evento, interpre-
tó que su accionar estaba comprendido dentro de una "causa de justifica-
ción", ya que era una manera de defenderse ante la actuación arbitraria de
la magistrada, quien había pedido la renuncia al Dr. Gustavo Auge con
motivo del borrado de la cinta, versión de la que se hicieron eco determi-
nados medios periodísticos que indirectamente involucraban en ese hecho
a los integrantes de la Secretaría N° 3.

Por último, sostuvo que obviamente no podía denunciar la arbitrarie-
dad ante la propia juez ni ante los organismos jerárquicamente superiores,
considerando que una publicación periodística era la más adecuada defen-
sa para sus derechos, toda vez que si por este medio se había hablado mal
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de Gustavo Auge e implícitamente de los demás integrantes cie la secreta-
ría, la única forma de solucionarlo era por medio de la propia prensa.

7°) Que María Emilia Paixao, si bien admitió que presenció la reunión
entre Rita Auteiral y Román Lejtman, del diario "Página/l2", sostuvo que
al no anoticiar a la juez de esta circunstancia, no faltó a su deber de leal-
tad, ya que esta no se debe al superior jerárquico en función de su perso-
na, sino a la función que cumple.

Agregó que por tal razón no tenía la obligación de poner en conoci-
miento del titular del juzgado la realización de una entrevista entre una ex
empleada y un periodista, en la cual la primera relató hechos pasibles de
lesionar la imagen personal de la Dra. Servini de Cubría, y no a su
investidura funcional.

Asimismo, indicó que, como el evento también estaba en conocimiento
del Dr. Gustavo Auge, titular de la Secretaría N° 3 del tribunal, para el caso
de aceptarse la existencia del deber de comunicar, era innecesario que ella
lo hiciese, ya que en el marco de la relación jerárquica, era ese funciona-
rio quien debió haber anoticiado a lajuez de lo sucedido.

8°) Que párrafo aparte merecen las manifestaciones de la señorita
Paixao y su letrado, en las cuales alegan que en los actos de las declara-
ciones sin juramento prestadas por aquélla se violaron elementales normas
procesales, hasta llegar al extremo de recibir un tratamiento hostil. En tal
sentido cabe destacar que de ser cierto lo manifestado, los Dres. MorÍn y
Freire Romero, a quienes el propio Paixao calificó en su escrito de "dis-
tinguidos colegas que hasta ahora han brindado asistencia a la
sumariada ... " no habrían prestado su aquiescencia al acto, como lo hicie-
ron, razón por la cual pierde todo asidero lo sostenido al respecto.

9°) Que de las constancias agregadas al presente sumario -ver fotoco-
pias del expte. 6792, agregado por cuerda- surge que el Dr. Auge inició
denuncia ante la justicia penal a fin de que se investigue su responsabili-
dad por haber borrado parte de la cinta magnetofónica obtenida durante el
careo efectuado ello de agosto de 1991 entre los Sres. Ibrahim y Dib -cir-
cunstancia fáctica similar a la que motiva el presente sumario-, lo cual no
obsta al juzgamiento de su responsabilidad desde el punto de vista admi-
nistrativo, en tanto ambas instancias persiguen objetivos diferentes y no
se excluyen (Fallos: 256: 183; 258: 195; 262:522; 290:382 y doctrina de la
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resolución CSJN 851/86 en expte. S. 429/86 -superintendencia- "Peña,
Estanislao Julio J. (Of. de Justicia) s/juzgado de Instrucción N° 12").

10) Que el funcionario reconoció haber borrado parte de la cinta mag-
netofónica pero consideró que la orden de lajuez en ese sentido había sur-
gido en forma implícita al haber aceptado que se la utilizara como ayuda
memoria, para lo cual se desgrabaría todo aquello que no se hubiera asen-
tado, y se transcribiría en el acta (ver fs. 123 y 229). Tal defensa resulta
razonable, pues aun cuando debió esperar la orden expresa de la juez en
tal sentido, 10 cierto es que al haber sido suscripta el acta por todos los
intervinientes en la audiencia, tal grabación devino jurídicamente irrele-
vante, pues en tal situación su borrado no podía causar perjuicio a las par-
tes ni a la administración de justicia.

11) Que tal reproche, en la medida en que no se acreditó en autos que
el secretario hubiese borrado la cinta en forma dolosa a fin de ocultar las
manifestaciones de Dib relativas al conocimiento que tenía el Dr. Ignacio
Irurzun (ver testimonios de fs. 226/227; 228/229 y 293) sólo pone de ma-
nifiesto que el Dr. Auge actuó con desaprensión que sólo lo responsabiliza
levemente desde el punto de vista administrativo, ya que el mayor repro-
che que puede serle formulado es la descortesía de no haber devuelto el
casete a la magistrada sin alterarlo, habida cuenta de que se trataba de un
elemento de propiedad de ésta.

12) Que, además, se imputa al secretario y a los agentes Paixao y
Corvalán el haber faltado al deber de lealtad hacialajuez. Si bien es cier-
to que esa obligación es exigible a todo funcionario o empleado judicial,
pues la deslealtad causaría una situación de desconfianza entre ellos y la
magistrada, encuadrable en el art. 8° del Reglamento de la Justicia de la
Nación' (Fallos: 297:233; 307: 1282 y 308:2667), en el sub lite no se con-
figura tal situación, dado que a los sumariados se los responsabiliza por
una falta de lealtad personal, es decir, por no haber habido una adhesión
a la persona o a la situación de la magistrada.

13) Que ello es así toda vez que el deber de fidelidad exigible no se
debe a la persona que ocupa el cargo, sino al Estado en el ejercicio de la
función judicial -lealtad funcional-, la cual importa el cumpI.imiento de
obligaciones administrativas de acción y de cuidado -que hacen al mejor
desempeño de la función pública y conductas omisivas que consisten en
el deber de abstenerse de toda actividad dañosa para la función. De ahí que
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los denunciados no tenían la obligación de informar a la juez de aquella
entrevista de la que habían surgido graves dudas sobre presuntas in.egu-
laridades cometidás por la magistrada en diversas causas tramitadas con
anterioridad.

14) Que, en cambio, resulta reprochable el modo y el procedimiento
realizado por Corvalán para la defensa de sus derechos y de una eventual
defensa de la digna administración de'Justicia, ya que en lugar de canali-
zar sus inquietudes ante la Camara respectiva -encargada de la Superinten-
dencia del Juzgado-, optó por conéretar una entrevista de la que resultó la
publicación que consta a fs."254/255.

15) Que en cuanto a la actitud de la empleada Paixao, si bien ella nie-
ga haber intervenido en la concertación de la aludida entrevista, lo cierto
es que, durante su transcurso tuvo conocimiento de que uno de los asisten-
tes era periodista y, también, de que se estaba conversando con él cuestio-
nes del juzgado. Tal conocimiento basta a esta Corte para considerar que
la conducta de la empleada Paixao ha sido desprolija y por ello merece
reproche administrativo.

Resulta sancionable también el secretario por tal moti va, dado que -en
razón de la función que ejercía y ejerce- no se le puede permitir una con-
ducta ami si va, máxime cuando no resulta convincentes sus dichos en re-
lación a que no estaba enterado de la causa por la cual la Srta. Auteiral
estaba presente en el bar donde se reunieron el domingo 4 de agosto de
1991, en virtud del grado de amistad y confianza existente entre ellos.

16) Que, asimismo, ha quedado fehacientemente comprobado que los
empleados Corvalán y Gowland se ausentaron de la sede del juzgado, sin
la autorización expresa de sus superiores.

Por ello, y en virtud de lo dispuesto por el artículo 16 del decreto-ley
1285/58 y sus reformas,

SE RESUELVE:

1°) Imponer al señor Secretario Dr. Gustavo Auge, la sanción de mul-
ta de pesos diez ($ 10).
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2°) Imponer al señor prosecretario administrativo Guillermo Gowland,
ya la auxiliar superior de sexta María Emilia Paixao la sanción de preven-
ción.

3°) Imponer al auxiliar superior de sexta José Raúl Corvalán la sanción
de apercibimiento.

Regístrese, hágase saber y oportunamente archÍvese.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.

JUAN CARLOS CAMARERO

IMPUESTO A LAS GANANCIAS.

La interpretación del art. 2° de la ley 21.771, permite concluir que el aporte de ca-
pital puede consistir en una inversión indirecta, instrumentada mediante formas ju-
rídicamente aceptadas y plenamente eficaces, entre las cuales cabe reconocer legi-
timidad a aquéllas válidas para obtener los fines perseguidos ..

IMPUESTO: Illterpretacitíll de lIormas impositivas.

Las normas que estatuyen beneficios de carácter fiscal no deben interpretarse con
el alcance más restringido que el texto admita, sino en forma tal que el propósito
de la ley se cumpla.

IMPUESTO: IlIterpretaci(íll de lIormas impositivas.

Las exenciones tributarias pueden resultar del indudable propósito de la norma y
de su necesaria implicancia.

REGLAMENTACION DE LA LEY.

Las normas reglamentarias deben ser interpretadas conforme a los alcances de la
ley reglamentada.
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REALIDAD ECONOMICA.

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

Para configurar la cabal interpretación del responsable se atribuye preeminencia a
la situación económica real, con prescindencia de las estructuras jurídicas utiliza-
das que pueden ser inadecuadas o no responder a esa realidad económica.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 10 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Camarero, Juan Carlos s/recurso de apelación - im-
puesto a las ganancias".

Considerando:

1°) Que la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Con-
tencioso Administrativo Federal revocó la decisión del Tribunal Fiscal de
la Nación, que había confirmado parcialmente la resolución de la Direc-
ción General Impositiva que impugnó ciertas deducciones éfectuadas por
el recurrente en el impuesto a las ganancias de los años 1978 y 1979 en
virtud del régimen previsto por la ley 21.771, el decreto reglamentario N°
19/79, Y la resolución general N° 2173 (D.G.L).

2°) Que para así resolver, el tribunal a qua interpretó que a los efectos
de hacer procedente la deducción, el decreto y la resolución general men-
cionados comprende tanto a titulares del dominio de inmuebles, como a los
inversores de capital en general, otorgándose a ambas categorías de con-
tribuyentes el beneficio fiscal instituido por el art. 2 de la ley 21.771.

Estimó que, en tal virtud, la referencia a los socios, accionistas,
consorcistas o coridóminos hecha en el. art. 3 del decreto 19/79 se exhibe
como ejemplificativa de aquéllos que pueden constituirse en aportantes de
capital, como lo revelan otros artículos del decreto, v.gr. el artículo octa-
vo; ello de conformidad, además, con la previsión del art. 8 de la resolu-
ción general N° 2373, relativo a los aportan tes de capital (socios,
suscriptores, consorcistas, condóminos, etc.).

3°) Que contra dicho pronunciamiento, el representante del Fisco Na-
cional interpuso recurso extraordi nario, que fue concedido y es proceden-
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te, toda vez que se encuentra controvertida la inteligencia de una norma de
carácter federal, y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa
es contraria a las pretensiones que el recurrente sustenta en ellas.

4°) Que la demandada intenta controvertir lo resuelto por la instancia
anterior, con respecto al alcance que cabe otorgar al art. 3 del decreto 19/
79 sobre los sujetos susceptibles de estar alcanzados por los beneficios
concedidos por la ley 21.771, discrepando acerca del carácter de la enun-
ciación contenida en el precepto, la cual, a su entender, no es ejemplifi-
cativa, sino en cambio taxativa; y con ese fundamento, sostiene que la ca-
lidad de inversor en unidades construidas, no le corresponde a quien os-
tenta el carácter de condómino, en el sentido estipulado por dicha norma
reglamentaria.

5°) Que el arto (0 de la ley 21.771 establece que "las inversiones .en
inmuebles con características de vivienda común o económica que se des-
tinen a locación de vivienda familiar permanente, y las rentas de dichos
inmuebles, gozarán de los beneficios impositivos que prevé esta ley ... ".

Añade el art. 3°: "Los beneficios a que se refiere el art. 1° son los si-
guientes: a) En el caso del inc. a, 1 del artículo anterior, deducción del
monto imponible de la liquidación del impuesto a las ganancias (ley 20.680
y sus modificaciones) o del impuesto que los sustituya, de las sumas efec-
tivamente invertidas en la construcción de viviendas económicas o comu-
nes, excluyéndose el valor del terreno. En el caso del inc. a, 2, del artícu-
lo anterior, podrán gozar de este beneficio las inversiones hechas en la
construcción de vi viendas económicas o comunes a partir de la fecha de
sanción de la presente ley, excluyéndose el valor del terreno.

Las inversiones antedichas podrán realizarse en forma directa o a tra-
vés de aportes directos de capital o integración por suscripción de accio-
nes. En el caso de suscripción de acciones, sólo gozarán de la franquicia
el suscriptor original y en tanto la integración la efectúe dentro del año de
la fecha de suscripción".

Erart. 10 dispone que "sólo podrán beneficiarse con los beneficios
impositivos establecidos en la presente ley los contribuyentes que se aco-
jan a ellos antes del 30 de noviembre de 1979 y por las inversiones efec-
tuadas en la construcción hasta el 31 de diciembre de 1980 en la forma que
determine la reglamentación".
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El art. 3 del decreto 19/79 expresa: "Los beneficios impositivos previs-
tos por el art. 3°, inc. a) de la ley se entienden referidos a todas aquellas
personas físicas o jurídicas, inclusive las sucesiones indi visas comprendi-
das en la ley del impuesto a las ganancias, que efectúen inversiones para
la construcción o terminación de unidades de vivienda que se destinen a
locación, con los alcances y recaudos de ley, ya sea que dichas inversio-
nes las realicen como titulares del dominio de los inmuebles sobre los cua-
les se han de efectuar las obras que dan origen a las desgravaciones, o
como aportantes de capital en calidad de socios, accionistas, consorcistas
o condóminos de los mismos".

6°) Que cabe interpretar los preceptos relativos a la cuestión sub exa-
mine dando supremacía al texto legal para respetar lo dispuesto por el art.
31 de la Constitución Nacional, en cuanto establece el orden jerárquico de
las distintas disposiciones, y con el art. 86, inc. 2°, que al definir las atri-
buciones del Poder Ejecutivo, consigna entre ellas la de expedir instruc-
ciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes de
la Nación, cuidando de no alterar su espíritu con excepciones reglamen-
tarias.

En la especie, corresponde adecuar el sentido literal de las palabras para
computar la totalidad de los preceptos que integran el régimen de benefi-
cios fiscales por la construcción de viviendas económicas destinadas a la
locación, como un sistema orgánico, específico e inescindible, dado que
el legislador "... persigue ... el objetivo de reconstruir un mercado locativo
prácticamente desaparecido como consecuencia de tres décadas de prórro-
gas de la llamada 'ley de alquileres'" (nota al Poder Ejecutivo acompañan-
do el proyecto de ley 21.771).

Es evidente que, en tales condiciones, las normas reglamentarias deben
ser interpretadas conforme a los alcances de la ley reglamentada (cf. doc-
trina de Fallos: 297: 142; 299:93; 300: 1080; 301 :460; 302: 1600; 303: 1776;
304:794; 305:538; 306:940).

7°) Que la exégesis que antecede, es acorde además con la ratio legis
de los arts. 11 y 12 de la ley 11.683 (t.o. 1978 y sus modificaciones), en
cuanto establece que en la interpretación de las leyes impositivas, sujetas
a su régimen, se atenderá a su finalidad y a su significación económica, y
se dispone que "para determinar la verdadera naturaleza del hecho



DE JUSTICIA DE LA NACIO:-l

315

261

imponible se atenderá a los actos, situaciones y relaciones económicas que
efectivamente realicen, persigan o establezcan los contribuyentes".

Para configurar la cabal intención del responsable se atribuye preemi-
nencia a la situación económica real, con prescindencia de las estructuras
jurídicas utilizadas, que pueden ser inadecuadas o no responder a esa rea-
lidad económica (Fallos: 237:246; 249:256 y 657, considerando 5°;
251 :379; 283:258; 307: 118), de modo tal que el propósito de la ley se cum-
pla de acuerdo a los principios de una razonable y discreta interpretación
(Fallos: 302:661 y canes.).

8°) Que, en consecuencia, la tipificación que se reconozca al convenio
celebrado por las partes de acuerdo a su naturaleza jurídica -mandato, so-
ciedad, locación de obra y compraventa de parte indivisa de terreno, etc.-
no obsta a la exteriorización de la voluntad de los intervinientes acerca de
la inversión concreta para la construcción de viviendas que encuadren en
las categorías "económica" o "común" (clasificación de la Secretaría de Es-
tado de Desarrollo Urbano y Vivienda) destinadas a la locación, y al goce
de la franquicia fiscal que conllevan para las partes que intervinieron en
la respecti va contratación y en el logro de los resultados obtenidos.

La interpretación de la norma legal (art. 2, ley 21.771) en su contexto,
de acuerdo con lo reseñado, permite concluir que el aporte de capital puede
consistir en una inversión indirecta instrumentada mediante formas jurí-
dicamente aceptadas y plenamente eficaces, entre las cuales cabe recono-
cer legitimidad a aquéllas válidas para obtener los fines perseguidos (Fa-
llos: 303:578; H.70.XXI. "Herrera de Noble, Ernestina Laura e/Fisco Na-
cional (D.G.I.) s/demanda contenciosa", sentencia del 14 de febrero de
1989, entre otros).

Así las cosas cabe señalar, con arreglo a reiterada doctrina de esta Cor-
te, que las normas que estatuyen beneficios de carácter fiscal no deben
interpretarse con el alcance más restringido que el texto admita, sino en
forma tal que el propósito de la ley se cumpla, lo que equivale a"admitir
que las exenciones tributarias pueden resultar del indudable propósito de
la norma y de su necesaria implicancia (Fallos: 296:253 y sus citas).

Por ello, se confirma la sentencia apelada en cuanto fue materia de re-
curso. Las costas de esta instancia se imponen a la vencida (art. 68, primera
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parte, del Código Procesal civil y Comercial de la Nación). Notifíquese
y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

MARIA DE LO URDES USANDIZAGA DE SOMMA y OTROS v. ALBERTO GUSTAVO
SANTAMARIA'

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio. LlIgar
expresamente convenido.

Corresponde a la justicia nacional entender en la causa iniciada por escrituración
de la cuota'parte de un inmueble si en el boleto de compraventa las partes litigantes
pactaron dicha jurisqicción para todos los efectos judiciales que .se derivaran del
contrato suscripto, constituyendo'a tal fin domicilios especiales en la Capital Fe-
deral (I).

FELlX IRINEO BASPINEIRO v. EXDEN S.A.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. ClIestiOll'e.<i
civi(es )' comerciales. Locación de obra.

Una adecuada hermenéutica del art. 43 bis, inc. c), del decreto-ley 1285/58 (ley
23.637) conduce a concluir que lajusticia civil es competente para entender en to-
dos los procesos derivados de contratos de locación de obra, de servicios y de con-
tratos atípicos a los que resulten aplicables las normas relativas a aquéllos. salvo
que 'el locador sea comerciante matriculado o sociedad comercial, en cuyo caso es

(1) 10 de marzo.
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competente la justicia comercial; y, si se pretende hacer efectiva en el mismo pro-
ceso la responsabilidad civil del profesional inlerviniente, resultan indiferentes las
condiciones personales del locador y también corresponde intervenir al fuero civil.

LEY: Interpretación y aplicación.

La primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del
legislador ya los fines que la informan, propósito que no debe ser obviado por los
jueces con motivo de las posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación
legal.

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. Cuestiones
civiles y comerciales. Locación de obra. .

La distinción basada en el carácter de comerciante matriculado o sociedad comer-
cial del locador a los fines de determinar la competencia del fuero comercial aventa
la posibilidad de que se generen repetidos conflictos de interpretación, contraria-
mente a lo que sucedería si aquella encontrara fundamento en la naturaleza de la
contratación, debido a las dificultades que para su determinación podrían presen-
tarse en cada caso concreto.

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. Cuestiones
civiles y comerciales. Locación de obra.

Si el locador de obra que demanda reconoce no estar matriculado como comerciante
a pesar de considerarse empresario individual, dicha calidad no es suficiente para
que la causa quede sometida a la competencia comercial ya que el contrato referi-
do está regido por el Código Civil y aquélla no suple los requisitos taxativamente
exigidos por el art. 43 bis, inc. c), del decreto-ley 1285/58, (según ley 23.637) para
hacer excepción al principio sentado en el art. 43 del mismo ordenamiento legal
(Voto del Dr. Augusto César Belluscio).

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. Cuestiones
civiles y comerciales. Locación de obra.

Para decidir la atribución de competencia en materia de juicios derivados de con-
tratos de locación de obra corresponde atender a la naturaleza mercantil o civil del
acto jurídico determinante dc la pretensión, prescindiendo del hecho de que las par-
tes o sólo una de ellas revista la calidad de comerciante, salvo el supuesto contem-
plado en el inc. c) "inf/I/e" del art. 43 bis del decreto-ley 1285/58, o sea cuando se
demande por la responsabilidad civil del profesional (art. 43, inc. c), del citado cuer-
po legal) (Disidencia del DI'. Enrique Santiago Petracchi).
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

-1-

Iniciadas las presentes actuaciones ante el Juzgado Nacional de Comer-
cio N° 9, por solicitud de la actora, se remiten las actuaciones al Fiscal de
Primera Instancia, quien se expide en favor de la competencia del juez
previniente.

No obstante ello, este magistrado declaró su incompetencia a fs. 25,
resolución que apelada por el Ministerio Público, recibe opinión en con-
ti-ario del fiscal de Cámara a fs. 30.

El tribunal de alzada, a fs. 34, confirmó la resolución del juez de Pri-
mera Instancia, ratificando la incompetencia del fuero comercial en orden
a lo expresamente dispuesto en el artículo 43 bis, inciso c, del decreto-ley
1285/58, modificado por la ley 23.637, que requiere para asignar los jui-
cios derivados de locación de obra o servicio, que el locador sea un comer-
ciante matriculado.

Remitidas las actuaciones a la Justicia Nacional en lo Civil, el juez a
. cargo del Juzgado N° 6, a quien se le asignó la causa, se declaró a fs. 34
incompetente para entender en ella, coincidentemente con lo dictaminado
por el Ministerio Público, sobre la base de la naturaleza mercantil del ne-
gocio jurídico en cuestión, así como por sustanciarse el juicio entre comer-
ciantes.

Destacó que la norma general dispone la asignación al fuero comercial,
de causas con origen en actos de comercio y que de mediar excepciones
a dicho principio éstas deben ser reguladas expresamente, lo que no ocu-
rre en la especie.
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Quedó planteada, en tales condiciones, una contienda de competencia
negativa, que corresponde dirimir a esta Corte, en los términos del artículo
24, inciso r,del decreto-ley 1285/58.

Creo necesario señalar, como primer acercamiento al tema, que la asig-
nación de competencia tiene como fin la distribución de causas siguiendo
criterios generales diferenciadores. En consecuencia, no puede obviarse
que en el caso, está en juego la ,distribución de procesos según la materia.

Determinado ello, corresponde destacar que los intervinientes en el
contlicto coinciden en que se está en presencia de la realización de actos
de carácter mercantil entre comerciantes. Consecuentemente, cabría, en
primer lugar, concluir que, por la naturaleza de la materia, corresponde la
competencia al fuero comercial.

No obstante, no siempre el legislador ha otorgado tal competencia al
fuero indicado, sino que en casos excepcionales y en forma expresa, asignó
jurisdicción en materias de esta índole a otros jueces de distintos fueros,
por razones de ordenamiento de la acti vidad judicial, que no resulta rele-
. vante en esta instancia expl icar.

Establecidos los aspectos generales del tema, cabe analizar si en el pre-
sente juicio, se da algún supuesto excepcional por el cual deba apartarse
a los tribunales comerciales del conocimiento de las causas planteadas
entre comerciantes, por un acto de igual naturaleza.

Debo advertir que en la anterior legislación, vigente hasta la sanción de
la ley 23.637, verbigracia, decreto-ley 1285/58, modificado por la ley
22.093 en su artículo 46 inciso a, se había asignado la competencia en cau-
sas con origen en contratos de locación de obra y servicio, a la Justicia en
lo Especial Civil y Comercial. Sin embargo, dicho artículo fue derogado
por la nueva ley 23.637, de unificación del fuero antes indicado con la
Justicia en lo Civil, quedando así constituido un único fuero en lo Civil de
la Capital Federal (art. 1, primera parte, de la ley 23.637).
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Por tal razón, el legislador produjo una nueva distribución de las com-
petencias y asignó, como resulta claro del texto legal (artículo 43 bi,s,
inciso c), a los juzgados comerciales, la competencia en los juicios que se
deriven de contratos de locación de obra y de servicios cuando, ellos se-
gún lo entiendo, se planteen entre comerciantes y sean expresión de un
acto de comercio.

Además, el artículo contempla otra situación jurídica, cual es lade los
contratos atípicos a los que resulten aplicables las normas referidas a lo-
cación de obra y de servicios, cuyo conocimiento se otorgó a la justicia
mercantil, pero sólo aquí establece la condición de que el locador sea un
comerciante matriculado -en mi parecer resulta claro que ello lo es, en or-
den a la presunción legal establecida en los artículos 5° y 32° del Código
de Comercio- o una sociedad mercantil y destacó, finalmente, que en este
último supuesto si se demandare ala persona por razón de su responsabi-
lidad profesional, la competencia correspondería q la Justicia en lo Civil.

De todo ello cabe concluir que, cuando están en juego cuestiones refe-
ridas a actos de comercio, la competencia, en principio, ha de correspon-
der a la justicia en lo Comercial, salvo que la ley en forma expresa haya
introducido una excepción y atribuido tal competencia a jueces de otro
fuero.

En atención a lo expuesto, como en el sub lite se discute una situación
derivada del cumplimiento de un contrato de locación de obra, celebrad~o
en el marco del ejercicio de la actividad 'mercantil, por comerciantes, es mi
parecer que corresponde a la justicia de ese fuero entender en la litis, por
no resultar esencial que el contratante -comerciante individual- esté ma-
triculado, al no exigirlo en estos casos -según lo expuesto- la ley vigente.

Por todo ello soy de opinión que debe dirimirse la contienda plantea-
da, disponiendo que el tribunal en lo Comercial N° 9 de esta Capital, con-
tinúe entendiendo en la causa. Buenos Aires, 3 de agosto de 1990. Osear
Eduardo Roger.
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Buenos Aires, 10 de marzo de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que tanto la Sala D de la Cámara Nacional pe Apelaciones en lo
Comercial -que confirmó la decisión del señor juez a cargo del Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Comercial N° 9- como el titular del
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N° 6 se declararon, a su
turno, incompetentes para conocer en las presentes actuaciones donde,
primafacie, con fundamento en un contrato de locación de obra, el locador .
reclama a su contraparte una suma de dinero en virtud de diversos incum-
plimientos en que esta última habría incurrido (v. fs. 18/18 vta.). Conse-
cuentemente, 'quedó trabada una contienda de competencia negativa que
corresponde resolver a esta Corte de conformidad con el art. 24, inc. 7°,
del decreto-ley 1285/58.

2°) Que el art. 43 bis, inc. c), del recién citado decreto-ley 1285/58, en
su actual redacción -texto según ley 23.637, de Unificación de la Justicia
Nacional en lo Civil con la Especial en lo Civil y Comercial (art. 10)-, atri-
buye a los jueces nacionales de primera instancia en lo comercial de la
Ca¡)ital Federal cl conocimiento de los "...juicios derivados de contratos
de locación de obra y servicios, y los contratos atípicos a los que resulten
aplicables las normas relativas a aquéllos, cuando el locador sea un comer-
ciante matriculado o una sociedad mercantiL.". Y seguidamente estable-
ce que" ...Cuando en estos juicios también se demandare a una persona por
razón de su responsabilidad profesional, el conocimiento de la causa co-
rresponderá a los jueccs nacionales de primera instancia en lo civil de la
Capital Federal. .. " (v. Boletín Oficial del 2 de diciembre de,1988).

3°) Que la interpretación de la ley ahora vigente exige tener presente
que ella ha tcnido la finalidad de atribuir a la Justicia Nacional en lo Ci-
vil de la Capital Federal "únic'a" (art. 1°) el conocimiento de todas las cau-
sas asignadas -antes de la unificación- a la justicia civil y a la justicia es-
pecial en lo civil y comercial, con la salvedad de algunos supuestos explí-
citamente contemplados en su articulado que consagran excepciones a ese
principio (Comp. N° n.XXIII. "Pérez, Elda Alicia c/Emprcsa dc Trans-
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portes Los Andes S.A.C.E.!.", pronunciamiento del 27 de diciembre de
1990).

4°) Que este nuevo ordenamiento modifica el régimen impuesto por
leyes anteriores que asignaban a un solo fuero competencia para entender
en todos los procesos derivados de contratos de locación de obra (v.gr., al
civil, la ley 16.732 y, al-entonces- especial en lo civil y comercial, la ley
22.093).

5°) Que, en estas condiciones, a criterio de esta Corte, una adecuada
hermenéutica del referido art. 43 bis,inc. c), del decreto-ley 1285/58 (ley
23.637), conduce a concluir que la justicia civil es competente para enten-
der en todos los procesos derivados d.e contratos de locación de obra, de
servicios, y de contratos atípicos a los que resulten aplicables las normas
relativas a aquéllos, salvo que el locador sea comerciante matriculado o
sociedad comercial, en cuyo caso es competente la justicia comercial; y,
si se pretende hacer efectiva en el mismo proceso la responsabilidad civil
del profesional interviniente, resultan indiferentes las condiciones perso-
nales del locador y también en este caso corresponde intervenir al fuero
civil.

Esta conclusión refleja una solución acorde con los criterios clásicos
vigentes en materia de reglas de competencia y congruente con la finali-
dad perseguida por la ley 23.637, de conservar -en principio- la competen-
cia previa de ambos fueros en cabeza del fuero civil; armonía de la que no
puede prescindirse, pues la primera regla de interpretación de las leyes es
dar pleno efecto a la intención del legislador ya los fines que la informan,
propósito que no debe ser obviado por los jueces con motivo de las posi-
bles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal (Fallos: 302:973
y 308:2246). En efecto, la atribución al fuero civil de los casos regidos por
las normas aplicables al contrato de locación de obra (procesos derivados
de estos contratos y de aquellos atípicos a los cuales se aplica el mismo
ordenamiento) configura una hipótesis de competencia ratione materiae
(conforme art. 43 del decreto-ley 1285/58, texto según ley cit.); la remi-
sión al fuero comercial de aquellos casos en que el locador sea un comer-
ciante matriculado o una sociedad comercial -que así constituye la única
innovación-, establece una excepción ratione personae; y la intervención
del fuero civil en todos los casos cuando se plantee la responsabilidad ci-
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vil de los profesionales actuantes en la obra o prestadores de los servicios
significa que el legislador hace prevalecer esta ratione materiae sobre toda
otra consideración para asignar al fuero civil su conocimiento, conservan-
do la solución anteriormente vigente.

Una interpretación en otro sentido conduciría a diferenciaciones nada
razonables con apoyo exclusivo en una puntuación poco feliz, criterio gra-
matical que no resulta aceptable hacer prevalecer ante consideraciones
sensiblemente más ajustadas al objeto de estas argumentaciones.

6°) Que, por lo demás, corresponde advertir que la distinción basada en
el carácter del locador aventa la posibilidad de que se generen repetidos
conflictos de interpretación, contrariamente a lo que sucedería si aquélla
encontrara fundamento en la naturaleza de la contratación, dadas las difi-
cultades que para su determinación pueden presentarse en cada caso con-
creto y, en este sentido, no cabe prescindir de las consecuencias que de-
rivan de cada criterio, pues ellas constituyen uno de los Índices más segu-
ros para verificar la razonabilidad de la solución y su coherencia con el
sistema en que está engarzada la norma (Fallos:, 307: 10 18, considerando
6° y sus citas, S.I OI.xXII. "Soengas, Héctor Ricardo y otros c/Ferrocarri-
les Argentinos", sentencia del7 de agosto de 1990).

]O) Que, como colofón de lo expuesto, atendiendo a la Índole del pre-
sente reclamo y no tratándose el actor de un comerciante matriculado ni
de una sociedad mercantil se impone, sin más, atribuir competencia a la
justicia civil para conocer en el caso.

Por todo ello, oído el señor Procurador General, se declara la compe-
tencia del señor juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en
lo Ci vi I N° 6 para seguir entendiendo en las presentes actuaciones, las que
se le remitirán. Hágase saber a la Sala D de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Comercial y al señor juez a cargo del Juzgado de Primera
Instancia N° 9 de ese fuero.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (según su voto) - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLJNÉ O'CONNOR

- ANTONIO BOGGIANO.
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VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando:

1°) Que tanto la Sala D de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Comercial -que confirmó la decisión del señor juez a cargo del Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Comercial N° 9- como el magistrado
a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N° 6, se
declararon incompetentes para conocer en las presentes actuaciones, en las
cuales, con fundamento en un contrato de locación de obra, el locador re-
clama a su contraparte una suma de dinero en virtud de diversos incumpli-
mientos en que esta última habría incurrido. Consecuentemente quedó tra-
bada una contienda de competencia negativa que corresponde resolver a
esta Corte, de conformidad con el art. 24, inc. 7, del d<,;creto-ley 1285/58.

2°) Que el art. 43 del citado decreto-ley (en su actual redacción, texto
según ley 23.637), atribuye a los jueces nacionales en lo civil el conoci-
miento de todas las cuestiones regidas por las leyes civiles que no sean
atribuidas expresamente a los jueces de otro fuero, y el art. 43 bis, inc. c,
del mismo cuerpo legal, asigna a los jueces nacionales en lo comercial los
juicios derivados de contratos de locación de obra y de servicios, y los
contratos atípicos a los que resulten aplicables las normas relativas a aqué-
1I0s, cuando el locador sea un comerciante matriculado o una sociedad
mercantil, salvo que en ellos se demandare también a una persona por su
responsabilidad profesional caso en el cual se vuelve al principio de la
competencia civil.

3°) Que en autos demanda el locador de obra, persona individual que
a fs. 22 reconoce no estar matriculado como comerciante a pesar de con-
siderarse empresario individual.

4°) Que la invocada calidad no es suficiente para que la causa quede
sometida a la competencia comercial, puesto que el contrato de locación
de obra está regido por el Código Civil y aquélla no suple los requisitos
taxativamente exigidos por la segunda de las prescripciones legales men-
cionadas en el considerando 2° para hacer excep.ción al principio sentado
en la primera.
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Por ello, oído el señor Procurador General, se declara la competencia
del señor juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo
Civil N° 6 para seguir entendiendo en las presentes actuaciones, las que se
le remitirán. Hágase saber a la Sala D de la Cámara Nacional de Apelacio-
nes en lo Comercial y al señor juez a cargo del Juzgado de Primera Instan-
cia N° 9 de ese fuero.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

1°) Que en la causa sub examine -adecuadam~nte reseñada por el se-
ñor Procurador General- tanto la Sala D de la Cámara Nacional de Apela-
ciones en lo Comercial -al confirmar la decisión del señor juez a cargo del
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial N° 9- como el se-
ñor juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N°
6, se declararon incompetentes para conocer en las actuaciones. .

ConseCuentemente quedó trabada una contienda de competencia nega-
tiva que corresponde resolver a esta Corte, de conformidad con el art. 24,
inc. 7°, del decreto-ley 1285/58.

2°) Que de una interpretación con'textual de los arts.43 y 43 bis del
decreto~ley 1285/58 -modificado por la ley 23.637, art. 10- se desprende
que se legislan supuestos diferentes sobre competencia en materia de con-
tratos de locación de obra, modificándose el criterio de las leyes anterio-
res sobre el tema (v.gr. leyes 16.732 y 22.093).

El inc. c) del art. 43 bis atribuye competencia al fuero comercial en los
juicios derivados "de contratos de locación de obra y servicios" y "de con-
tratos atípicos a los que resulten aplicables las normas relativas a aquéllos,
cuando el locador sea un comerciante matriculado o una sociedad mercan-
til" .
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Por su parte, del arto 43 y del inc. c) in fine del arto 43 bis, se despren-
de que la justicia civil debe entender en los casos relativos "a las relacio-
nes contractuales entre los profesionales y sus clientes" y en las que se
demande por "la responsabilidad civil de los profesionales". Entendiendo
por profesionales a las actividades reglamentadas por el Estado.

3°) Que la ley 23.637 ha tenido como intención la de "reintegrar a la
justicia comercial su competencia exclusiva para entender en las causas de
esa naturaleza, que hoy tramitan ante el ex fuero de Paz", otorgando "el
conocimiento exclusivo de las causas de naturaleza mercantil a lajusticia
nacional en lo comercial de la Capital Federal" (Mensaje N° 1188 del 23
de julio de 1987 del Poder Ejecutivo Nacional al Congreso de la Nación,
acompañando el Proyecto de Ley sobre unificación de la Justicia Nacio-
nal en lo Civil y la Justicia Especial en lo Civil y Comercial de la Capital
Federal).

Consecuentemente, para decidir la atribución de competencia en ma-
teria de juicios derivados de contratos de locación de obra, habrá que aten-
der a la naturaleza mercantil o civil del acto jurídico determinante de la
pretensión, prescindiendo del hecho de que las partes o sólo una de ellas,
revista la calidad de comerciante, salvo el supuesto contemplado en el inc.
c) in fine del arto 43 bis del decreto-ley 1285/58, esto es, cuando se deman-
de por la responsabilidad civil del profesional (conforme arto 43, inc. c),
del citado cuerpo legal).

Por ello, y concordantemente con lo dictaminado por el señor Procu-
rador General, declárase la competencia del señor juez a cargo del Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Comercial N° 9 para seguir entendien-
do en las presentes actuaciones, las que se le remitirán. Hágase saber al
señor juez a cargo del Juzgado Nacional de Pri mera Instancia en lo Civil
N° 6.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.
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JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas penales. Delitos en
pe/juicio de los bienes y rentas de la Nacir!n y de sus entidades autárquicas.

Corresponde a la justicia federal conocer en la causa en la que se investigan irre-
gularidades en la facturación del servicio telefónico de un abonadosi no puede des-
cartarse que la situación denunciada sea consecuencia de un hecho que haya afec-
tado el buen servicio que en ese momento prestaba la Empresa Nacional de Tele-
comunicaciones.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

La presente contienda positiva de competencia se trabó entre el señor
Juez Federal de Primera Instancia a cargo del Juzgado N° 3 de la ciudad
de La Plata, Provincia de Buenos Aires y el señor Juez titular del Juzga-
do en lo Criminal N°3 del Departamento Judicial de Quilmes.

A fs. 20 de este incidente V.E. señaló, remitiéndose a los fundamentos
y conclusiones del dictamen de esta Procuración, que atento la falta de un
relato mínimo de los hechos, así como de las calificaciones legales que le
serían aplicables, no existía un conflicto de competencia correctamente
planteado y que en consecuencia, correspondía remitir las actuaciones al
señor Juez Federal.

Con posterioridad a aquella resolución, el magistrado aludido, remitió
copia de la denuncia que diera origen a este incidente, subsanando los de-
fectos antes apuntados, por lo que cabe entonces dirimir el presente con-
flicto.

Según surge del testimonio acompañado a fs. 28, la denunciante declara
el 16 de noviembre de 1990 que recibe desde hace cinco años facturas muy
abultadas de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones en relación con
el uso del servicio, y agrega que a partir del mes de julio comenzó a reci-
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bir llamadas dirigidas a una persona desconocida que utilizaría su núme-
ro telefónico como propio.

Advierto así que en la presente causa concurren circunstancias
sustancialmente análogas a las de la competencia N° 688 XXIII "Markus
de Hudson s/denuncia" que V.E. resolvió con fecha 4 de junio del corriente
año, ya que, dadas las circunstancias expuestas, cabe la posibilidad de que
la situación denunciada sea consecuencia de un hecho que haya afectado
el buen servicio que en ese momento prestaba una empresa nacional.

Sobre la base de las consideraciones allí vertidas estimo que debe re-
solverse esta contienda declarando que corresponde a la Justicia Federal
conocer de la causa. Buenos Aires, 12 de diciembre de 1991. Aldo Luis
Montesano Rebon.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, IOdemarzode 1992.

Autos y Vistos: Considerando:'

1°) Que tanto el Juzgado Federal N° 3 de La Plata como el Juzgado en
10Criminal N° 3 del Departamento Judicial de Quilmes, provincia de Bue-
nos Aires, sostienen ser competentes para conocer en la causa en la que se
investigan irregularidades en la facturación del servicio telefónico corres-
pondiente al abonado Luis Carlos Camponi.

2°) Que el nombrado denunció que desde hacía cinco años a la fecha
el serv~io telefónico de su domicilio particular registraba excedentes de
puls~nju5tificados. A' ello agregó que, pese a los reclamos que efectuó
en la empresa telefónica, el inconveniente no fue solucionado y que otra
persona estaría utilizando la línea (con1'r. fs. 28).

3°) Que en la medida en que no puede descartarse que la situación de-
nunciada sea consecuencia de un hecho que haya afectado el buen servi-
cio que en ese momento prestaba la Empresa Nacional de Telecomunica-
ciones. resulta competentc cn autos el fucro de excepción (Competencia
N° 688.XXIll, "Markus de Hudson, Gabriela s/denuncia.", resuelta el 4 de
junio de 1991).

_ .\0.-
~ •.• '"t •
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Por ello, de conformidad con lo dictaminado por elseñor Procurador
General, se declara que deberá seguir entendiendo en la causa, en la que
se originó este incidente, el Juzgado Federal N° 3 de La Plata, al que se le
remitirá. Hágase saber al Juzgado en lo Criminal N° 3 del Departamento
Jud~dal de Quilmes, Provincia de Buenos Aires.

RICARDO LEVENE (H) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR.

RICARDO LUIS DELIETTI

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas penales. Delitos que
obstruyen el norl11al .tilllcionamiento de las instituciones n(/cionales.

Corresponde entender a la justicia federal en la causa en la que se investiga la pre-
sunta falsificación de formul'arios de contrato de transferencia de inscripción de
dominio de automotores, ya que al haber sido presentada la documentación falsa
ante una seccional del Registro Nacional dela Propiedad Aulomotor, con ello se
entorpeció el buen servicio de los empleados de la Nación (1).

MIGUEL CLAUDIO TCHERNIAK

JURISDICCION r COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Inten'encilÍn de la Corte
Suprema.

Corresponde ordenar la devolución de los autos principales o la remisión de copia
autenticada de ellos al juzgado en lo comercial que entiende en el pedido ele quie-
bra ya que la negativa a hacerlo por parte eleljuzgado ele instl'llcción que los había

(1) 10 ele marzo. Fallos: 302:358; 314:1143.
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requerido a efectos de la investigación de un delito importa la subrogación "per se"
de un tribunal en las facultades sólo otorgadas por la ley a otro (1).

BLANCA GLADYS BALBUENA v, PROVINCIA DE MISIONES

BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS.

La concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apre-
ciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan
los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las
cQndiciones de pobreza alegadas (2).

BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS.

Corresponde conceder el beneficiode litigar sin gastos de conformidad con el arl.
78 y siguientes del Código Proccsal Civil y Comercial de la Nación si las declara-
ciones testificalcs y los datos aportados y no controvértidos ofrecen presunciones
suficientes, precisas y concordantes para concluir que los medios cconómicos de
que dispone la actora no alcanzan para hacer frente a otras erogaciones que no scan
las de su propia subsistencia y la de la hija a su cargo.

JUAN CARLOS ALBORNOZ

CONSTlTUCION NACIONAL: E/eclos de la dec/aracirill de inconstitucionalidad.

La dcclaración dc inconstitucionalidad de la Icy -como la efectuada por la Corte en
los precedcntes invocados por el ti ([[.10- sólo producc efecto dentro de la causa y con
vinculación a la ley y a las rclaciones jurídicas quc la motivaron y no tiene cfecto
derogatorio genérico.

(1) 10 de marzo.
(2) 10 dc marzo,
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La aplicac'ión de la ley penal más benigna no puede alcanzar por analogía a la va-
riaciÓn de jurisprudencia.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Procedimiento y
sen/enóa.

La absolución del procesado en orden al delito de tenencia de material destinado a
la falsificación (art. 299 del Código Penal), sin que mediara recurso del procesado
o su defensa constituye un manifiesto exceso en la jurisdicción apelada de la Cá-
mara que justifica la intervención de la Corte.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Procedimien/o y
senTencia.

No se compromete la garantía constitucional de la defensa en juicio al cambiar la
cal ificación del delito en la medidaen que la sentencia recaiga 'sobre los mismos
hechos que fueron materia de la indagato'ria y de la investigación realizada duran-
te el proceso y siempre que el resultado no sea la agravación de la pena impuesta'
cuando no medió recurso fiscal acusatorio (Disidencia del DI'. Rodolfo C. Barra).

REFORMATIO IN PEJUS

La prohibición de la reformatio in pejus en materia penal se sostiene sobre dos
recaudos: falta de recurso acusatorio y agravación de la pena (Disidencia del DI'.
Rodolfo C. Barra).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garllnlías. Defensa en juicio. Procedimiento v
sentencia.

Las decisiones de la Corte que alteran sustancialmente la inteligencia de la legis-
lación deben equipararse a cambios en ésta a fin de asegurar que la defensa en jui-
cio sea una realidad en la Rcpública ya que de lo contrario se daría una grave vio-
laciónsustancial al privilegio de igualdad ame la ley y al derecho de defensa (Di-
sidencia del DI'. Rodolfo C. Barra).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Ai res, 10 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Ricardo G. Rongo
(Fiscal ante la Cámara ~acional de Apelaciones en lo Criminal y
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Correccional dela Capital Federal, Fiscalía N° 1) en la causa Albornoz,
Juan Carlos s/infracción artículo 6°, ley 20.771 -Causa N° 2901-", para
decidir sobre su procedencia .

._.Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala VI de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Criminal y Correccional por la que se absolvió a Juan
Carlos Albornoz por los delitos de tenencia de elementos destinados a la
fall>ificación y tenencia de estupefacientes, y se lo condenó a pagar la multa
de mil quinientos australes CA 1.500) como autor penal mente responsab'le
del delito de apropiación de cosa perdida, se interpuso el recurso extraor-
dinario cuya denegación originó esta queja.

En un procedimiento policial realizado en la habitación que ocupaba
Albornoz, se secuestraron 0,5 gramos de clorhidrato de cocaína, dos tar-
.jetas de crédito y un registro de conductor a nombre de Pablo Marmelstein,
un sello de goma del Banco de la Ciudad de Buenos Aires, una caja con
números de goma y varios recibos de impuestos.

2°) Que el juzgado de primera instancia condenó a Albornoz como au-
tor responsable del delito de tenencia de elementos destinados a la falsi-
ficación, a la pena de un mes prisión en suspenso, y lo absolvió por los
restantes delitos por los que fue acusado.

Esta sentencia fue apelada solamente por el fiscal y mantenida por el
Fiscal de Cámara.

3°) Que el a quo, pese a no existir recurso de la defensa, absolvió a
Albornoz por el delito de tenencia de material destinado a la falsificación.

Para así decidir, sostuvo que "la revocación del fallo es procedente por
cuanto la tipificación por la que se condena en punto I resulta de la dife-
rencia de criterio del a qllo con la acusación fiscal, que fuera formulada a
fs. 10 1/102 en función de los arts. 175, ¡nc. 1° Y299 del Código Penal en
concurso real".

Respecto de la tenencia de estupefacientes, confirmó la absolución con
remisión a lo resuelto por esta Corte en las causas "Capalbo" y
"Bazterrica". Sostuvo asimismo que "es de aplicación al caso el arto 2 del
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Código Penal, por cuanto la interpretación vigente del Tribunal Supremo
de la Nación sobre la ley aplicable al tiempo de la comisión del hecho, in-
tegra el concepto de 'ley más benigna'''.

4°) Que el recurso extraordinario interpuesto por el señor Fiscal de
Cámara se agravia de la violación a la garantía de la defensa en juicio y el
debido proceso como consecuencia de la absolución de Albornoz sin que
existiese apelación por el procesado o su defensor.

También considera arbitraria la absolución por el delito de tenencia de
estupefacientes en tanto la ley no hace distinciones respecto de la cantidad
necesaria para afectar el bien jurídico protegido, y porque no es posible
invocar jurisprudencia de esta Corte en sentido contrario, por aplicación
del principio de la ley más benigna.

5°) Que al resolver la causa: M.l l4.XXIII., "Montalvo, Ernesto A. s/
infr. ley 20.771", el 11 de diciembre de 1990, esta Corte sostu vo que "en-
tre las acciones que ofenden el orden, la moral y la salud pública, se en-
cuentra sin duda la tenencia de estupefacientes para uso personal, porque
al tratarse de una figura de peligro abstracto está ínsita la trascendencia a
terceros ... , sin que la presunción de peligro que emana del artículo 6° de
la ley 20.771 sea irrazonable, en atención a la relación entre los bienes ju-
rídicos protegidos y la conducta incriminada y tampoco debe exigirse en
cada caso la prueba de la trascendencia a terceros con la consecuente afec-
tación de la salud pública, pues de ser así s-e agregaría un requisito
inexistente que altera el réginlen de la ley, con el peligro de que tal inte-
ligencia la torne ineficaz para la consecución de los fines que persigue ... "
(voto de la mayoría, considerando 12).

6°) Que, por las razones expuestas en el precedente antes señalado, en
la medida en que lo resuelto por el a qua supone prescindir de la norma al
agregar al tipo penal elementos extraños a él, adolece de un vicio en la
fundamentación normativa que torna procedente el recurso extraordinario
(conf. causa: L.3l9.XXIII., "Lucero, Fabio Alejandro y Marichal, Javier
Isaías s/ley 20.771", resuelta el 6 de agosto de 1991).

7°) Que a esta solución no empece la remisión que el a qua hace a la
jurisprudencia de este Tribunal por aplicación del artículo 2° del Código
Penal, toda vez que la declaración de inconstitucionalidad de la ley, como
la efectuada por este Tribunal en los precedentes invocados por el a qua,



280 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

315

sólo produce efecto dentro de la causa y con vinculación a la ley y a las
relaciones jurídicas que la motivaron (Fallos: 247:325), por cuya conse-
cuencia no tiene efecto derogatorio genérico. Ello tanto más cuanto que la
aplicación de la ley penal más benigna no puede alcanzar por :analogía a
la variación de jurisprudencia (conf. V.n.XXIII., "Villada, Juan Carlos y
otro s/robo calificado", del 9 de octubre de 1990; F.260.XXIII., "Frías,
Hugo Daniel; Vila, Héctor Osear y Flores, Julio Luis piraba de automo-
tor calificado", resuelta el 26 de febrero de 1991, Y sus citas, entre otras).

8°) Que, finalmente, la absolución del procesado en orden al delito de
tenencia de material destinado a la falsificación (art. 299 del Código Pe-
nal), sin que mediara recurso del procesado o su defensa, constituye un
manifiesto exceso en la jurisdicción apelada de la Cámara que justifica
asimismo la intervención del Tribunal (Fallos: 306:435; causa:
D.49.XXII., "Díaz, Antonio" del 1° de diciembre de 1988, entre muchos
otros).

Por ello, se hace lugar a la queja y se revoca la sentencia apelada.
Acumúlese a los autos principales, hágase saber y devuélvase, a fin de que
por quien corresponda se dicte un nuevo fallo de acuerdo a derecho.

RICARDO LEVEN E (H) - RODOLFOC. BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FAyt-
JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

DISlDENCIA DEL SEÑOR vICEPRESlDENTE SEGUNDO

DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA

Considerando:
. .

1°) Quecoptra la sentencia de la Sala VI de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Criminal y Correccional que absolvió a Juan Carlos
Albornoz por los delitos de tenencia de elementos destinados a la falsifi-
cación y tenencia de estupefacientes, y lo condenó a pagar la multa de mil
quinientos australes (A 1500) como autor pen,llmente responsable del
delito de apropiación de cosa perdida, el Fiscal de Cámara interpuso el
recurso extraordinario cuya denegación origina lapresente queja.
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2°) Que para arribar al pronunciamiento en crisis, la Cámara sostuvo
que pese a la ausencia de apelación por parte del encausado y de su defen-
sa, procedía revocar la sentencia en torno al delito de tenencia de materia-
les destinados a la falsificación (art. 299 del Código Penal), por cuanto esta
tipificación resultaba "de la diferencia de criterio del a qua con la acusa-
ción fiscal, que fuera formulada a fs. 101/102 en función de los arts. 175,
inc. 1° Y 299 del Código Penal en concurso real".

En relación a la tenencia de estupefacientes, entendió el tribunal que la
decisión del juez de grado se ajustaba a derecho, porque lajurisprudencia
de esta Corte en los casos "Bazterrica" y "Capalbo" constituía la interpre-
tación vigente sobre la ley aplicable al tiempo de la comisión del hecho,
y por tanto la que cabía tomar en cuenta por integrar el concepto de "ley
más benigna" (art. 2° del Código Penal).

3°) Que el recurso extraordinario interpuesto por el Fiscal de Cámara
se agravia de la violación de la garantía de la defensa en juicio y el debi-
do proceso, como consecuencia de la absolución de Albornoz respecto del
delito previsto en el art. 299 del Código Penal, sin que existiese apelación
del procesado o de su defensor.

Asimismo, considera arbitraria su absolución por el delito de tenencia
de estupefacientes, en tanto la ley no hace distingos respecto de la canti-
dad necesaria para afectar el bien jurídico protegido, y porque no es po-
sible invocar jurisprudencia de esta Corte en sentido contrario, por apli-
cación del princi pio de la ley más benigna.

4°) Que es reiterada la doctrina de este tribunal que otorga validez a los
cambios de calificación del delito, en la medida que la sentencia recaiga
sobre los mismos hechos que fueron materia de la indagatoria y de la in-
vestigación realizada durante el proceso: lo que a todas luces surge de la
constancia fotocopiada a fs. 1/19 del recurso de hecho, y de las piezas de
fs. 4/5, 39/40 y 85/86 vta. del expediente principal (Fallos: 242:234;
250:572; 251: 17; 280: 135; 300:678; 302:482; 303: 1740; 304: 1270;
306:784; entre otros).

En estos casos no se compromete la garantía constitucional de la defen-
sa en juicio, ha dicho la Corte, "a condición de que el resultado no sea la
agravación de la pena impuesta cuando, como ocurre en el caso, no ha
mediado recurso fiscal acusatorio" (Fallos: 295:400); feliz circunstancia
para poner de manifiesto que su doctrina sobre la prohibición de la



282 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

315

reformatio in pejus .en materia penal -ya que lo contrario importaría resol-
ver sin jurisdicción y comprometer las garantías de la defensa que asegu-
ra la ConstituCÍón- se sostiene sobre dos' recaudos constantemente exigi-
dos: falta de recurso acusatorio y agravación de la pena. Esto se expresa
en incontables sentencias; entre ellas la de Fallos: 295:778 que cita el re-
currente.

5°) Que si bien lo referido a la interpretación y aplicación del art. 2° del
Código Penal constituye una cuestión de derecho común en principio no
revisable en la instancia extraordinaria, procede hacer lugar a este reme-
dio excepcional, si como consecuencia del régimen de la ley penal más
benigna aplicado por el a qua, se pone en cuestión la inteligencia de una
norma de naturaleza federal, y se trata de una sentencia definitiva contra-
ria a las pretensiones que el recurrente sustenta en ella (M.542.XX.
"Morcillo Dehemelo, Helena M. c/La Nación Argentina (A.N.A.)", del 12
de febrero de 1987).

6°) Que esta Corte ya tuvo oportunidad de señalar que decisiones su-
yas que alteran sustancialmente la inteligencia de la legislación deben
equipararse a cambios en ésta a fin de asegurar que la defensa en juicio sea
una realidad en la República (Fallos: 308:552), porque de Id contrario se
daría una grave violación sustancial al privilegio de igualdad ante la ley
y al derecho de defensa, análoga a la que procuró evitar esta Corte cuan-
do admitió que aprovechasen a los apelantes' recursos interpuestos por ter-
ceros, a los efectos de evitar el escándalo jurídico que supondría que quie-
nes son autores de hechos de similar naturaleza, reciban un tratamiento por
completo diferente, por virtud de alternati vas procesales no imputables a
los interesados (Fallos: 307:2236; conf. V.77.XXIII., "Villada, Juan Care
los y otro s/robo cali ficado", del 9 de octubre de I 990, voto en di sidencia
de los Dres. Fayt, Petracchi y Barra).

7°) Que sobre la base de lo expresado en el considerando anterior, no
procede la tacha de arbitrariedad contra la sentencia que aplica
analógicamente el art. 2° del Código Penal, y considera que el derecho
vigente más benigno al momento de cometerse el hecho por el que se so-
metió a proceso a Juan Carlos Albornoz, es el que reiteradamente aplica-
ba entonces esta Corte con sustento en sUs precedentes "Capalbo" y
"Bazterrica", hasta que por decisión del 11 de diciembre de 1990 in re:
"Montalvo, Ernesto A. s/infracción ley 20.771", modificó su interpretación
sobre el art. 6° de la referida ley.
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Por todo lo expuesto, se rechaza la queja y se confirma el fallo apela-
do. Agréguese la queja al principal. Notifíquese y devuélvase;

RODOLFO C. BARRA

FRANCISCO CASTILLO v. CORPORAC[ON SUDAMERICANA
DE CONSTRUCCIONES S.A.

NOTlFICACION.

La adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, parti-
cularmente el traslado del recurso extraordinario fede'ral que dispone el art. 257,
segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por
objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la
amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducen-
tes para la correcta solución de la causa -art. 18 de la Constitución Nacional-.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite.

Corresponde suspender la tramitación de la queja y devolver los autos principales
al tribunal de origen si la cámara denegó el recurso extraordinario sin haber dado
cumplimiento en forma previa al traslado que determina el art. 257, segundo párrafo.
del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, omisión que no puede consi-
derarse subsanada con la notificación dirigida al letrado de la citada en garantía, que
no tiene interés en la cuestión.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 10 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Castillo, Francisco e/Corporación Sudamericana de Construcciones
S.A.", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:
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Que este Tribunal ha resuelto que la adecuada notificación de las dis-
tintas etapas fundamentales del proceso, particularmente el traslado del
recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, segundo párrafo, del
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto propor-
cionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la ampli-
tud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean con-
ducentes para la correcta solución de la causa -art. 18 de la Constitución
Nacional (confr. causas: C.295.XXII "Chaile, Luis Alberto c/Pietrafesa,
Ismael" y A.347.XXIII "Arco Construcciones Sociedad de hecho c/Primia
S.A." del 4 de septiembre de 1990 y 26 de junio de 1991, respectivamen-
te).

Que en el sub examine, según se desprende de las constancias agrega-
das en los autos principales, la Sala VIII de la Cámara Nacional de Ape-
laciones del Trabajo denegó el recurso extraordinario deducido por la
actora -ver fs. 465- sin haber dado cumplimiento en forma previa, al tras-
lado que determina la norma citada uf supra, omisión que no puede con-
siderarse subsanada con la notificación practicada a fs.463, pues ésta se
dirige al letrado de la citada en garantía, que no tiene interés en esta cues-
tión.

Por ello, corresponde suspender la tramitación de la presente queja, y
devolver los autos principales al tribunal de origen, con.copia de la presen-
te resolución, a fin de que sustancie el trámite dispuesto por el art. 257 del
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, con intervención de las
partes y hágase saber al apelante.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO-

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - ANTONIO BOGGIANO.
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LEY:' .Interpretación y aplicación,
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Las normas deben ser interpretadas indagándose su verdadero alcance mediante un
examen de sus términos que consulte la racionalidad del precepto, no de una ma-
nera aislada o literal, sino armonizándolo con el resto del ordenamiento específi-
co, ,esto es, haciendo de éste como totalidad del objeto de una razonable y discreta
hermenéutica,

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, Cuestiones no federales, Sentencias
arbitrarias, Procedencia del recurso, Defectos en la júndal11entacitin normativa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que consideró que, al haberse tenido por
no presentada la demanda en virtud del ar!. 67 de la ley 18.345, debía tenerse por
no sucedida la interrupción de la prescripción con arreglo al ar!. 3987 del Código
Civil, pues encuadró un supuesto no previsto en la legislación común, bajo la figura
de un instituto -caducidad de la instancia- incompatible con el sistema procesal la-
boral, donde rige el principio de impulso de oficio: arts. 155 Y 46 de la ley 18.345.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios genCl:ales.

Es inadmisible el recurso extraordinario (ar!. 280 del Código Procesal) interpues-
to con'tra la sentencia que consideró que, al haberse tenido por no presentada la de-
manda en virtud del ar!. 67 de la ley 18,345, debía tenerse por no sucedida la inte-
rrupción de la presctipción, con arreglo id arto 3987 del Código Civil (Disidencia
de los Ores, Ricardo Levené (h.), Augusto César BelIuscio, Enrique Santiago Pe-
tracchi y Antonio Boggiano).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 10 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Garda de Morales, Ofelia Lidia c/Cavasso, Carlos Daniel y otros", para
decidir sobre sus procedencia.

Considerando:

1°) Que contr'a la sentencia dictada por la Sala III de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones del Trabajo que revocó lo resuelto en primera instan-
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cia y -al admitir la excepción de prescripción- rechazó la demanda promo-
vida por la actora, ésta interpuso el recurso extraordinario cuya denegación
motiva la presente queja.

2°) Que, para fundar tal decisión, la Alzada consideró que como la de-
manda se tuvo por no presentada en virtud del art. 67 de la ley 18.345, se
había operado la deserción de la instancia y debía tenerse por no sucedida
la interrupción de la prescripción con arreglo a lo dispuesto por el IHt. 3987
del Código Civil.

3°) Que los agravios de la apelante suscitan cuestión fedc]'af,:~astante
para habilitar la vía intentada, pues si bien es cierto que remiten ai examen
de cuestiones procesales y de derecho común, ajenas -como regla y por su
naturaleza- a la instancia extraordinaria, ello no es óbice para invalidar lo
resuelto cuando revele una exégesis irrazonable que desvirtúa la norma
aplicada (causa B.607.XX., "Bohl, Eduardo Enrique y otros c/Diez, José",
del 21 de abri 1de 1987), y a la vez prescinde -sin dar razón valedera- del
precepto que podía resultar ajustado para la solución del caso.

4°) Que, según ha expresado reiteradamente esta Corte, las normas
deben ser interpretadas indagándose su verdadero alcance mediante un
examen de sus términos que consulte la racionalidad del precepto, no de
manera aislada o literal, sino armonizándolo con el resto del ordenamiento
específico, esto es, haciendo de éste como totalidad el objeto de una razo-
nable y discreta hermenéutica (causa A.336.XXI. "Augusto y Renato
Vaschetti S.A.CJ.I. y F. c/D.GJ. y otro s/demanda de repetición de im-
puestos", del 18 de octubre de 1988).

5°) Que, según estas pautas, al asimilar la demanda que se tuvo por no
presentada como consecuencia de la intimación judicial a la "deserción de
la instancia" (art. 3987 del Código Civil) -expresión del codificador inter-
pretada como sinónimo de perención o caducidad de la instancia-, el a qua
reveló una comprensión parcial de la cuestión, desde que encuadró un su-
puesto no previsto en la legislación común bajo la figura de un instituto
incompatible con el sistema procesal laboral -al menos en el ordenamiento
nacional-, donde rige el principio del impulso de oficio (arts. 155 y 46 de
la ley 18.345).

6°) Que, por otra parte, el art. 67 de la ley 18.345 contempla el ejerci-
cio de una facultad saneatoria para el caso de demandas que tuvieren "de-
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fectos de forma, omisiones o imprecisiones"~ de modo que, de no
subsanarse tales anomalías la situación derivada del grave apercibimien-
to legal caería inequívocamente bajo las previsiones del art. 3986 del Có-
digo Civil, que en forma expresa atribuye virtualidad interruptiva de la
prescripción a la demanda aún cuando fuera "defectuosa", solución que
-por su lado- se compadece con la interpretación restricti va que merece el
instituto sub examine.

7°) Que en tales condicil)nes, la decisión vulnera en forma directa e
inmediata las garantías constitucionales invocadas, por 10 que debe ser
descalificada con arreglo a la doctriJÍa de esta Corte sobre arbitrariedad de
sentencias.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto la sentencia apelada. Con costas. Vuelvan los autos al Tribunal de
origen a fin de que, por medio de quien corresponda, proceda a dictar un
nuevo fallo con arreglo a lo expresado. Agréguese la queja al principal.
Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) (en disic!encia) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ

- RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR I3ELLUSCJO (en
disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) - EDUARDO MOLlNÉ .

O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO (en disidencia).

DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H) y DE LOS

SEÑORESMINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO, J)ON ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI y DON ANTONIO BOGGlANO

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación dio origen a la queja en
examen, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal CIvil y Comercial de'
la Nación).
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Por ello, se desestima la queja. Devuélvanse los autos principales. Há-
gase saber y, oportunamente, archívese.

RICARDOLEVENE (H) - AUGUSTOCÉSAR BELLUSCIO- ENRIQUESANTIAGO
PETRACCHI- ANTONIOBOGGIANO.

MARIANA A. GASPAROTTO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
ariJitmrias. Procedencia del recurso. Falta de ./úndal11entación suficiente.

Corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento que reguló los honorarios de la
profesional interviniente en un proceso sucesorio por la totalidad de las labores
cumplidas en beneficio de los herederos ya que la subdivisión de un inmueble en
propiedad horizontal no es tarea propia de los trámites correspondientes a dicho
juicio ni surge implícita de ninguna de las normas invocadas por el a <¡uo como sus-
tento de su resolución.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 10 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Alicia Orm¡moglou
de Blum en la causa Gasparotto, Mariana A. s/sucesión - incidente de rc-
gulación de honorarios" para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento de la Sala 1de la Cámara Nacional
de Apclaciones en lo Civil que reguló los honorarios de la profesional
interviniente en el proceso sucesorio por la totalidad de las labores cum-
plidas en beneficio de los herederos, aquélla dedujo el recurso extraordi-
nario cuya denegación origina la presente queja.
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2°) Que los agravios de la apelante suscitan cuestión federal para su
consideración en la vía intentada, pues aunque remiten al examen de cues-
tiones fácticas y de derecho procesal, tal circunstancia no impide la aper-
tura del recurso cuando, con menoscabo de los derechos de defensa enjui-
cio y de propiedad, la decisión traduce una aplicación inadecuada de la ley
que redunda en perjuicio de la justa retribución que corresponde a la letra-
da.

3°) Que,en efecto, la subdivisión de un inmueble en propiedad hori-
zontal no es tarea propia de los trámites correspondientes al juicio
sucesorio, ni surge implícita de ninguna de las normas invocadas por el a
qua como sustento de su resolución, al margen de que la cita en que se
apoya la sentencia se refiere a problemas que no guardan relación con la
cuestión debatida en la causa.

4°) Que ello es así pues no se advierte que el sometimiento de un bien
al régimen de la ley 13.512 resulte indispensable o comporte una gestión
de la cual no puedan prescindir los herederos, ya que se trata de trabajos
que ponen de manifiesto un claro beneficio para ellos y la existencia del
proceso en el que se efectuaron no ha sido determinante de su realización.

S°) Que, sin perjuicio de lo expresado, se aprecia que los términos en
que se planteó el remedio federal llenan Jos recaudos mínimos de proce-
dencia con respecto al tema examinado, por lo que al no estar debidamente
fundado el pronunciamiento en un punto de particular relevancia para la
fijación del justo honorario de la letrada interviniente, corresponde su
invalidación por mediar nexo directo e inmediato con las garantías cons-
titucionales que se dicen vulneradas (arts. 17 y 18).

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto la sentencia en cuanto fue materia de agravio. Con costas. Vuel van
los autos al tribunal de origen a fin de que, por medio de quien correspon-
da, proceda a dictar nuevo fallo con arreglo a lo expresado. Agréguese la
queja al principal. Reintégrese el depósito. Notifíquese y remítase.

RICARDO LEYENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAYAGNA MARTÍNEZ - CARLOS S.
FA YT - AUGUSTO CJ~SARBELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S.
NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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ENRIQUE RAUL GENTILE

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos limpios. Cuestiones 110 federales. Sen tell cios
arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el pmnl/llciamienlO.

La absolución del procesado sin que medie recurso de él o su defensa -y, en el caso,
con un pedido expreso de confirnwción por parte de esta última-, constituye un
manifiesto exceso en la jurisdicción apelada de la Cámara que justifica la interven-
ción de la Corte.

REFORMATlO IN PEJUS.

Corresponde confirmar la sentencia que absolvió al proccsado a pesar del pedido
expreso de confirmación de la sentencia condenatoria por parte dc su defensa ya que
la prohibición de la reformatio in pejlls en materia penal se sostienc sobre dos
rccaudos: falta de recurso acusatorio y agravación de la pena (Disidencia dcl Dr.
Rodolfo C. Barra).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA
I

Buenos Aires, 10 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Ricardo G. Rango
(Fiscal ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Crinlinal y
Correccional, Fiscalía N° 1) en la causa Gentile, Enrique Raúl slrobo
-Causa N° 1351-", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que a fs. 167/171 vta., el Juez Nacional de PrimeraJnstancia en lo
Criminal de Sentencia a cargo del Juzgado Letra X, condenó a Enrique
Raúl Gentile como autor del delito de lesiones culposas, a la pena de un
año de prisión, cuyo cumplimiento dejó en suspenso.

Esta sentencia fue notificada al defensor (fs. 172), al procesado (fs. 172
vta.) y al fiscal (fs. (72), y apelada por este último.

2°) Que a fs. 176/179 vta., el Fiscal ele Cámara sostuvo el recurso de su
inferior, solicitando que se condene a Gentile como autor del delito de robo
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calificado por el uso de armas, cometido en grado de tentativa, a la pena
de cuatro años de prisión, accesorias legales y costas.

Por su parte, la defensa de Genti le solici tó a [s. 182/183 la confirma-
ción de la sentencia.

3°) Que a 1's. 184/188 vta., la Sala VI de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en 10 Criminal y Correccional revocó la sentencia y absolvió de
culpa y cargo a Enrique Raúl Gentile. Contra esta resolución, el señor Fis-
cal de Cámara interpuso el recurso extraordinario de fs. 190/193, cuya
denegación originó esta queja, sosteniendo que la sentencia ha excedido
la medida del recurso. .

4°) Que, sigui.endo la doctrina del Tribunal, la absolución del procesado
sin que mediara recurso de él o su defensa -y, en este caso, además, con
un pedido expreso de confirmación por parte de esta última-, constituye un
manifiesto exceso en la jurisdicción apelada de la Cámara que justifica la
intervención del Tribunal (Fallos: 306:435; causas: D.49.XXII., "Díaz,
Antonio", del l de diciembre de 1988; A.522.XXIII., "Albornoz, Juan
Carlos, sentencia de la fecha, entre otros).

Por ello, se hace lugar a la queja y se revoca la sentencia apelada.
Acumúlese al principal, hágase saber y devuélvase, a fin de que por quien
corresponda se dicte una nueva sentencia conforme a derecho (artículo 16,
de la ley 48).

RICARDO LEVENE (H) - RODOLFO C. BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FA YT-
AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR - ANTONro BOGGIANO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO

DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA

Considerando:

1°) Que a fs. 167 !I71 vta., el Juez Nacional de Primera Instancia en lo
Criminal de Sentencia a cargo del Juzgado Letra X, condenó a Enrique
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Raú] Genti]e como autor del delito de lesiones culposas, aplicándole la
pena de un año de prisión cuyo cumplimiento dejó en suspenso.

Esta sentencia fue notificada a] defensor (fs. 172), al procesado (fs. 172
vta.), y a] fiscal (fs. 172) que fue quien la apeló.

2°) Que a fs. 176/179 vta., el Fiscal de Cámara sostuvo e] recurso de su
inferior, solicitando que se condene a Gentile como autor del delito de robo
calificado por e] uso de armas, cometido en grado de tentativa, a la pena
de cuatro años de prisión, accesorias legales y costas.

Por su parte, la defensa de Genti]e solicitó a [s. 182/183 la confirma-
ción de ]a sentencia.

3°) Que a fs. 184/188 vta., la Sala VI de la Cámara Naciona] de Ape-
]aciones en lo Crimina] y Correccional revocó ]a sentencia y absolvió de
culpa y cargo a Enrique Raú] Genti]e. Contra esta resolución, el señor Fis-
cal de Cámara interpuso e] recurso extraordinario de fs. 190/193, cuya
denegación originó la presente queja.

4°) Que el recurrente sostiene que la absolución del procesado sin que
mediara recurso de él o de su defensa- contándose en el caso, además, con
un pedido expreso de confirmación de ]a sentencia por parte del defensor-,
constituye un manifiesto exceso en ]ajurisdicción apelada de la Cámara,
que justifica ]a intervención extraordinaria de este Tribunal.

5°) Qué los agravios que sustentan el recurso extraordinario cuya de-
negación motiva la actual queja, se refieren a la violación por la senten-
cia en crisis de las garantías del de!Jido proceso y la decisión es adversa a
las pretensiones del recurrente, moti vo por el cual suscita cuestión fede-
ral bastante para su tratamiento por la vía intentada (art. 18 de ]a Consti-
tución Nacional, art. 14, inc. 3°, de la ley 48).

6°) Que la doctrina de esta Corte sobre la prohibición de la reformatio
in pejus en materia penal -ya que lo contrario importaría resolver sin ju-
risdicción y comprometer las garantías de la defensa que asegura la Cons-
titución- se sostiene sobre dos recaudos constantemente exigidos: falta de
recurso acusatorio y agravación de la pena. Esto se expresa en incontables
sentencias; entre ellas las que a fs. 192 del principal cita el recurrente, y
las más recientes: D.49.xXII. "Díaz, Antonio Nicanor y/o García, Marcelo
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Eduardo s/robo reiterado y falsificación de documento privado", del l de
diciembre de 1988; A.522.XXJII. "Albornoz, Juan Carlos slinfracción art.
6°, ley 20.771", sentencia de la fecha.

Por ello, y no siendo de ese tenor el caso de autos, se rechaza la queja
y se confirma la sentencia apelada: Ácumúlese al principal. Notifíquese y
devuél vase.

RODOLFO C. BARRA

HORACIO SALVADOR JAKIM v. AMPARO COMPAÑIA
ARGENT1NA DE SEGUROS S.A.

PRESCRIPCION: SlIspensi¡)n.

Es aplicable en materia mercantil lo dispuesto por el ar!. 3986. segunda parte, del
Código Civil en cuanto asigna a la interpretación extrajudicial efectos suspensivos
de la prescripción: art. 844 del Código de Comercio.

LEY: In/oprelacilín y ap!icacirín.

¡;O:s regla de interpretación de las leyes dar pleno efecto a la intención del legisla-
dor, computando la totalidad de sus preceptos dc manera que armoniccn con el
ordenamiento jurídico restante, .sin que pueda suponerse la inconsecuencia o falta
de previsión en el legislador (Voto de los Ores. Ricardo Levene (h.), Mariano Au-
gusto Cavagna Martínez, Rodolfo C. Barra y Eduardo Moliné O'Connor).

LEY: Inferl're/(/cilín y ap!icocirín.

Las leyes deben interpretarse siempre evitando darles un sentido que ponga en pug-
na sus disposiciones, destruyendo las unas con las otras, adoptando como verdadero
el quc las concilie a todas con valor y efecto y atendiendo como primera fuente de
interpretación a su letra (Voto de los Ores. Ricardo Levene (h.), Mariano Augusto
Cavagna Martínez. Rodolfo C. Barra y Eduardo Moliné O'Connor).
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2°) Que los agravios del apelante remiten al examen de cuestiones
sustancialmente análogas a las que motivaron el voto en di~idencia de los
jueces Petracchi y Belluscio en la.causa de Fallos: 307:2420 y causa C.337
"Cornes, Guillermo Juan José c/Massuh S.A. -División Adamas" fallada
el 3 de diciembre de 1991, a cuyos fundamentos cabe remitirse en razón
de brevedad.

1°) Que contra el pronunciamiento dela Sala B de la Camara Nacional
de Apelaciones en 10 Comercial, que, al revocar el fallo de la instancia
anterior, hizo lugar a la excepción de prescripción deducida por 1" deman-
dada, la actora interpuso el recurso extraordinario que, al ser deriq!ado,
motivó la presente queja.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Jakim, Horacio Salvador c/Amparo Compañía Argentina de Seguros
S.A.", para decidir sobre S\J procedencia.

Buenos Aires. 10 de marzo de 1992.

Corresponde desestimar la queja deducida contra la s<:ntencia que hizo lugar a la
excepción de prescripción, por ser inadmisible el recurso extraordinario lar!. 280
del Código Procesal) (Disidcncia del Dr. Carlos S. Fay!).

3°) Que resulta igualmente descalificable el fallo toda vez que el a quo
juzgó que por no tratarse de un supuesto de suspensión de la prescripción,
y haber incurrido el actor en una inexplicable inactividad durante más de
dos años, las reclamaciones posteriores a la última intimación fehaciente
no se habían acreditado, al deeidir así, omitió distinguir que, además de la
interrupción de la prescripción operada como consecuencia del pago par-
cial de la indemnización, con posterioridad, atento al reconocimiento por
el demandado de las cartas documento acompañadas con la demanda (ver
fs. 138) y.que no fue objeto de discusión el hecho de que ellas constituye-
ran actos auténticos de interpelación (ver particularmente la carta docu-
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mento del 6 de agosto de 1985 de fs. 47), se produjo la causal de suspen-
sión contemplada en el arl. 3986 del CódIgo Civil, aplicable al sub lite en
virtud de lo expresado en el considerando precedente.

4°) Que, en tales condiciones, y sin perjuicio de destacar que en méri-
to de lo decidido en el subjudice resulta inoficioso el tratamiento de los
restantes agravios propuestos por el apelante, corresponde dejar sin efec-
to la sentencia pues, en desmedro de una adecuada hermenéutica de las
normas en juego, el a qua ha sustentado su decisión en argumentos que no
constituyen una deri vación razonada del derecho vigente con relación a las
circunstancias de la causa.

Por ello, se hace lugar a la queja y se deja sin efecto la sentencia. Con
costas. Vuelvan los autos al tribunal de origen, para que, por quien corres-
ponda, se dicte uno nuevo con arreglo a lo expresado. Acumúlese la que-
ja al principal. Reintégrese el depósito. Notifíquese y devuélvase con co-
pia del precedente citado.

RICARDO LEVEN E (H) (segúll su voto) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ

(según su voto) - RODOL.FO C. BARRA (según su \'oto) - CARLOS S. FAYT (en
disidellcia) - AUGUSTO CÉSAR BEL.L.USCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI-

JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR (segúll SUl'oto) - ANTONIO
BOGGIANO.

VOTO DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H), DEL. SEÑOR

VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ,

DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA y DEL

SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la SaJa B de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Comercial de la Capital Federal, en cuanto acogió la defensa
de prcscripción deducida por la de.mandada y rechazó la acción intcntada,
interpuso la actora recurso extraordinario, cl que al ser dcnegado, motivó
la presente queja.
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2°) Que el recurrente afirma que el tribunal a qllo incurrió en arbitra-
riedad al omitir la considcración de cuestiones conducentes para la solu-
ción del litigio -oportunamente propuestas por esa parte-, apartarse de la
solución normativa prevista, y resolver con exceso ritual manifiesto,
frustratorio de las garantías constituciona1cs previstas cn los arts. 16 y 17
de la Constitución Nacional.

3°) Que la interpretación con la que coincide el tribunal dc grado, se
apoya en lo dispuesto por el art. 845 del Código de Comercio, y en orden
a los términos de dicha norma, concluye que en materia comercial resul-
tan inaplicables los efectos que el art. 3986 del Código Civil atribuye a la
interpelación extrajudicial efectuada por el acreedor. En mérito de ello,
resta virtualidad suspcnsiva a la intimación cursada por la accionantc, y
sólo asigna efectos interruptivos del curso de la prescripción al pago rea-
lizado por la demandada, a partir del cua~ computa nuevamente el plazo
previsto en el art. 58 de la ley 17.418, que se encontraba vencido cuando
se promovió la demanda.

4°) Que esta Corte, en su actual composición, comparte la opinión ex-
presada por los jueces Dres. Belluscio y Petracchi cn el precedente regis-
trado en Fallos 307:2420; no solamente porque la remisión general prevista
en el art. 844 del Código de Comercio exige incluir al art. 3986 -segunda
parte- del Código Civil en cl elenco dc normas aplicables a la prescripción
de las obligaciones mercantiles, sino también -como allí se destaca- por la
manifiesta incompatibilidad de las soluciones que desconocen tal princi-
pio con los textos legales aplicab1cs, cuyo grado de desajuste implica pres-
cindir de las normas que regulan la cuestión.

5°) Que esas soluciones encuentran su fundamento en una interpreta-
ción estricta del art. 845 del Código de Comercio, que no se compadece
con la amplitud conceptual que expresa el propio texto legal.

Establece la norina mencionada que todos los términos señalados para
intentar alguna acción, o practicar cualquicr otro acto. son fatales e
improrrogables, y corren indistintamente contra cualquier clase de perso-
nas, con excepción de la acción del incapaz contra su representante, y la
dispensa de la prescripción cumplida, que puede concederse conforme a
lo preceptuado en el art. 3980 del Código Civil.

Ese térmi no para accionar, o para efectuar otros actos relacionados con
la subsistencia de la acción para hacer valer el derecho en cuestión, se en-
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cuentra fijado en la ley. Nú obstante, existen diversas causas púr las que
. el cómputo de ese plazo puede variar en su extensión, comú consecuencia
de circunstancias particulares que inciden en el curso de la prescripción.
Trátase de actos que traducen la iniciativa del sujeto a quien favorece o
perjudica la prescripción, y que determinan que el cómputo del término
pertinente se interrumpa o suspenda durante un lapso determinado.

La primera parte del art. 845 del Código de Comercio se refiere preci-
samente a esa clase de actos que afectan el curso de la prescripción, cuando
alude a la acción judicial intentada púr el acreedúr, y a "cualquier otro
acto", expresión que de otro modo se hallaría vacía de contenido.

En efecto, si bien el art. 845 declara fatales e imprúrrogables a ".. .Ios
términos señalados para intentar alguna acción ... ", laalternativa prevista
allí mismo al acreedor para "... practicar cualquier otro acto ... ", antes del
vencimientú, resulta inconciliable con la exclusión absoluta de otros mo-
dos de incidir en la prolongación de los plazos, que no fueren la promo-
ción de la acción judicial. Porel contrario, armoniza con uno de los prin-
cipios cardinales que imperan en la materia, según el cual la actividad del
acreedor inequívocamente destinada a mantener vivo su crédito, excluye
la procedencia de la defensa de prescripción.

Distinta cuestión es la regulada en la segunda parte de la norma: los
términos a que se hizo mención, corren contra toda clase de personas, con
la salvedad del recurso del incapaz contra su representante necesario, y de
lo dispuesto en el arto 3980 del Código Civil.

6°) Que aunque los Códigos Civil y Comercial, en el momento de su
sanción, no conferían efectos suspensivos ointerruptivos a las
interpelaciones extrajudiciales, la admisión genérica de la sensibilidad del
curso de]a prescripción a la actividad positiva del acreedor en amparo de
sus derechos a través de la expresión "... cualquier otro acto ... ", obliga a
conclúir que no existe razón suficiente, con apoyo en lo dispuesto en el art.
845 del Código de Comercio, para excluir a tales interpelaciones -hoy sí
previstas con esos efectos- de los alcances de la remisión genérica consa-
grada por el art. 844, y no considerarlas, en cambio, como una de aquellas
manifestaciones de la acti vidad del acreedor consentidas por el legisladúr
mercantil en la norma sub examine, susceptibles de incidir en el curso de
los plazos. La interpretación que restringe, en la forma indicada, el alcance
del art. 845 del Código de Comercio, contraría el propio texto de la nor-
ma, que contiene una remisión abierta para captar la influencia de otros
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actos jurídicos. Tal interpretación sólo sería viable si se prescindiera del
texto legal sobre el que se la formula, lo que la torna carente de sustento,
y -por ende- inaceptable (Fallos: 307:2053; 2070, entre muchos otros).

r) Que con la admisión de los efectos previstos en el art. 3986 del
Código Civil para la interpelaeión efectuada por el acreedor comercial,
todas las normas involucradas conservan su eficacia, pues de la
hermenéutica que se propicia de los arts. 844 y 845 resulta que "... dentro
de los términos señalados ... " (que son los plazos establecidos por ellegis-
lador para que se opere la prescripción) el acreedor puede "... intentar al-
guna acción ... " (con la cual se opera la interrupción de la prescripción, art..
3986, primera parte, del Código Civil), o "...practicar cualquier otro acto ... "
(interpelación extrajudicial. con la cual se opera la suspensión de la pres-
cripción, art. 3986, segunda parte, del Código Civil); que el curso de los
"... términos ... " corre contra " ... cualquier clase de personas ... ", sin que se
ve~ afectado por aquellas situaciones meramente personales que por razo-
nes propias de la ley civil favorecen a algunos acreedores inactivos, y que
son incompatibles con las modalidades propias del comercio; y se conser-
va, con la integridad plena de su textQ, la remisión general a la ley civil
consagrada por el art. 844.

8°) Que por lo expuesto, la excepcionalidad del régimen comercial sc
circunscribe a la limitación de las categorías de titulares de derechos que
pueden verse exceptuados del curso de la prescripción -lo que resulta acor-
de con la necesidad de afirmar la agilidad y seguridad de las transaccio-
nes mercantiles-, mas no alcanza al acreedor activo, que goza de la protec-
ción de sus derechf)s que le confiere su propia iniciativa, mediante la apli-
cación de una norma del Código Civil.

9°) Que ha sido reiteradamente sostenido por esta Corte que es regla de
interpretación de las leyes dar pleno efecto a la intención del legislador,
computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el
ordenamiento jurídico restante, sin que pueda suponerse la inconsecuen-
cia o falta de prcvisión en el legislador; y que deben interpretarse siempre
evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destru-
yendo las unas por las otras, adoptando como verdadero el que las conci-
lie y deje a todas con valor y efecto (Fallos:.304: 1733), y atendiendo como
primera fuente de interpretación a su letra (Fallos: 304: 1820); pautas que
cumple la comprensión de toclas las normas en juego que en este caso se
prefiere y a las que no se somete la decisión objeto de recurso.
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10) Que en consecuencia, la interpretación a que adhiere el tribunal de
grado, en cuanto se basa en una infundada distinción entre el régimen de
la prescripción en materia civil y comercial, que priva a determinados actos
del acreedor diligente, de los efectos que la ley les asigna para la conser-
vación de su derecho, desvirtúa el sentido de las normas ¡;tplicadas, de
modo que las torna inoperantes. El fallo no resulta así derivación razona-
da del derecho vigente, lo que impone su descalificación en mérito a la
conocida doctrina de esta Corte en materia de arbitrariedad (Fallos:
30 1: 108, 865, entre muchos otros).

I 1) Que el alcance de 10 resuelto precedentemente, hace inoficioso el
tratamiento de los restantes agravios propuestos por el recurrente.

Por ello, admúese lá queja intentada y declárase procedente el recur-
so extraordinario, dejándose sin efecto el fallo recurrido. Con costas. Vuel-
van los autos al tribunal.a qua a fin de que por quien corresponda se dicte
nuevo pronunciamiento, con arreglo a lo resuelto. Reintégrese el depósi-
to. Notifíquese y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ" RODOLFO C.

BARRA - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

Que el recurso extraordimlrio, cuya denegación originala presente
queja, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación).

Por ello, se desestima la presente queja. Declárase perdido el depósi-
to efectuado. Hágase saber y, oportunamente, archívese.

CARLOS S. FAYT
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ALBERTO OSCAR RIBOTTA v. RIGOLLEAU S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Es inadmisible (art. 280 del Código Procesal) el recurso extraordinario deducido
contra la resolución que declaró mal concedido el recurso de apelación (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Inte'7Jretacirín de
normas locales de procedimientos. Doble instancia y recursos.

Cabe hacer excepción al principio según el cual lo atinente a la inapelabilidad de
las resoluciones dictadas en la etapa de ejecución de sentencia constituye una cues-
tiónprocesal, ajena a la instancia extraordinaria, cua~do lo resuelto conduce, sin
fundamentación suficiente, a la frustración de una vía apta para el reconocimiento
de los derechos, lo que se traduce en una violación de la garantía dcl debido pro-
ceso consagrada en el ar!. 18 de la Constitución Nacional (Disidencia del Dr. Eduar-
do Moliné O'Connor) (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Flllta de fimdamenf{Jcilin sujiciel1le.

Corresponde dejar sin efecto la resolución que declaró mal concedido el recurso de
apelación, si aún cuando admitió que la regla de inapelabilidad (ar!. 109 de la ley
18.345) reconoCÍa como excepción, además dc las expresamente contempladas cn
lá norma, el supuesto en que lo resuelto puede afectar la defensa en juicio (ar!. 105,
inc. h) concluyó dogmáticamente que no se configuraban ninguna de las excepcio-
nes, omitiendo ponderar las circunstancias puestas de relieve por el apelante, de-
mostrativas de un gravamen insusceptible de toda forma de reparación ulterior (Di-
sidencia del D1'. Eduardo Moliné O'Connor).

DEPRECIAClON MONETARIA: f¡ulices '1icillies.

Lo vinculado con el cómputo, a los fines del reajuste monetario, del mes de junio
de 1989 en situación de un pago efectuado el último día de ese excepcional perío-
do, yen el que los fondos pudieron recién percibirse el día 6 del mes siguiente, pue-
de, prin/(/f(¡cie, traducirse en una quita sustancial del crédito del acrcedor, además
de importar un apartamiento de la solución real adoptada en la sentencia (Disiden-
cia del D1'. Eduardo Moliné ü'Connor) (3).

(1) 10 de marzo,
(2) Fallos: 312:426.
(3) Fallos: 313:748,1173; 314:488
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ZELMIRA VON DER HEYDE v. BANCO CENTRAL DE LA REPUBLlCA ARGENTINA

ENTIDADES FINANCIERAS.

La aserción por el Banco Central recurrente de que la garantía de los depósitos sólo
ampara a las operaciones reales, legítimas, genuinas, así como que no puede exten-
derse a obligacioncs carentes de causa, en realidad coincide con la motivación de
la sentencia apelada, en tanto tal fue el objeto del examen de las constancias de la
causa.

RECURSO EX7RAORDINARIO: RequisiToS jimnales. Inlroduccirín de la cuesTirín .láleral.
Oportunidad. PlanTeamiento en el e,w-rito de interposicilÍn del recurso exTrtlordinario.

Si lo atinente al cómputo de intercsc,:s sobre la suma cuya devolución se cuestionó,
pero fue tratado cn la contestación de la demanda, no fue mantenido al expresar
agravios contra la sentencia de primcra instancia, no resulta admisible su plantea-
miento en el remedio extraordinario.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos AÍl'es, 10 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recursos de hecho deducido por la demandada en la
causa Van der Heyde, Zelmira e/Banco Central de la República Argenti-
na", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que la Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Conten-
cioso Administrativo Federal, al confirmar el pronunciamiento de la ins-
tancia anterior, hizo lugar a la demanda promovida con el objeto de obte-
ner, en los términos del art. 56 de la ley de entidades finan.cieras, la devo-
lución del importe de los depósitos efectuados por la aetora en "La Argen-
tina Caja de Crédito Cooperativa Limitada", entidad que fue liquidada por
el Banco Central.

Contra la sentencia, la representante del organismo oficial interpuso
recurso extraordinario, cuya denegación motivó la queja en examen.
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2°) Que, para resolver en el sentido indicado, consideró la Cámara que
no cabía admitir la impugnación formulada por la demandada acerca de la
existencia y genuinidad de las operaciones de depósito, ya que de las prue-
bas producidas en la causa surgía acreditado el efectivo ingreso de los fon-
dos amparados por los certificados en cuestión, cuya apariencia de
autenticidad, por lo demás, no había desconocido aquélla. Ponderó, asimis-
mo, la presentación de la declaración jurada a la que alude el precepto le-
gal antes mencionado, y entendió que, en virtud de las características del
caso, resultaba de aplicación la doctrina sentada por la Corte en diversos
pronunciamientos, conforme a la cual el obrar irregular de los depositarios
no puede imputarse a los depositantes, y que, exceptuado el supuesto de
una connivencia terminantemente probada -lo que no acontecía en modo
alguno en el caso- la ley no autoriza a exigir de tales sujetos conductas más
gravosas que las que habitualmente requier6n las entidades financjeras a
las que confían sus ahorros.

Concluyó, por ello, que no correspondía hacer recaer sobre la deman-
dante las consecuencias de la no contabi lización de sus créditos ni el he-
cho de que la entidad receptora no hubiera conservado los duplicados de
las boletas de depósito, ya que, conforme con la referida doctrina, esos
defectos no resultan oponibles a los depositantes.

3°) Que en el recurso extraordinario interpuesto contra lo decidido no
se refutan eficazmente tales fundamentos, dado que los agravios de la ape-
lante sólo importan reiterar la negativa, ya formulada en las instancias pre-
cedentes, al reconocimiento de la existencia de los depósitos, sobre la base
principal de las deficiencias en las que incurrió la entidad depositaria.

En tales condiciones, son aplic:ables al sub lite las consideraciones for-
muladas al resolver, el 30 de julio de 1991, la causa B.722.XXII. "13enedit,
Alfredo Javier c/B.C.R.A. s/cobro de australes", en cuanto allí se señaló
que la reiterada aserción de que la garantía de los depósitos establecida por
la ley sólo ampara a las operaciones reales, legítimas, genuinas, así como
la afirmación de que no puede admitirse la extensión de esa garantía a obli-
gaciones carentes de causa, no sólo resultan insuficientes para fundar la
discrepancia con lo resuelto, sino que, aún más, evidencian que el disenso
con b motivación de la sentencia en realidad coineide con ella. Precisa-
mente, si se parte de la premisa de la apelante en el sentido de que era ne-
cesario establecer la realidad de la operación generadora de la garantía,
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queda claro que no otro fue el objeto del examen de las cunstancias de la
causa al que se hizo referencia en el considerando que antecede.

4') Que en 10 atinente a la improcedencia del cómputo de intereses so-
bre las sumas cuya devolución se cuestionó, cabe señalar que tal aspecto,
si bien fue tratado en la contestación de la demanda, no ha sido manteni-
do al expresar agravios contra la sentencia de primera instancia; por lo que
no resulta admisible su planteamiento en el remedio extraordinario (Fallos:
268: 129; 286:221, y sus citas, entre otros).

Por ello, se desestima la queja. Declárase perdido el depósito de fs. 51.
Hágase saber, devuélvanse los autos principales y archívese.

RICARDO LEVEN E (H) - MARIANO AUGUSTO CA YAGNA MARTíNEZ - AUGUSTO

CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO -

EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

MANUEL PAJON y OTROS v. EMILIO NAUFIL y OTRO

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercem il/stancia. Juicios el/ Ijue /0 Naóúl/ es parte.

Para la procedencia del recurso ordinario de apelación en terccra instancia. en causas
en que la Nación directa o indirectamente revista calidad de parte. resurta neees'a-
rio demostrar que el valor disputado en último término, o sea, aquél por el que se
pretende la modificación de la sentencia o monto del agravio, excede. a la fccha de
su.interposieión. el mínimo legal establecido por el art. 24, inc. 6°. ap. aJ, del de-
creto-ley 1285/58, según las leyes 21.708 y 22.434.

RECURSO ORDINARIO DE APEIACION: Tercem insf{{lIcia. Juicios en que la Naóún es ¡Jarle.

En los supuestos de litisconsorcio facultativo, las pretensiones individuales deben
alcanzar el límite del arL. 24, inc. 6°, apartado a). del decreto-ley 1285/58.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Pajón, Manuel y menores c/Naufil, Emilio y/o
E.N.Tel. s/sumario".

Considerando:

1°) Que la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín, al revocar el
pronunciamiento de primera instancia, rechazó la demanda promovida por
los actores cOl1lrala Empresa Nacional de Telecomunicaciones. tendien-
tes a obtener el resarcimiento del perjuicio material y moral sufrido como
consecuencia del fallecimiento de sus padres. Contra dicha decisión, los
vencidos interpusieron el recurso ordinario de fs. 635/636, que fue conce-
dido a fs. 637.

2°) Que, según lo decidido por esta Corte en reiterados precedentes,
para la procedencia del recurso ordinario de apelación en tercera instan-
cia, en causas en que la Nación directa o indirectamente revista calidad de
parte, resulta necesario demostrar que el valor disputado en último térmi-
no, o sea, aquél por el que se pretende la modificación de la sentencia o
monto del agravio, excede el" mínimo legal a la fecha de su interposición,
de acuerdo con lo dispuesto por el art. 24, inc. 6°, ap. a), del decreto-ley
1285/58, según las leyes 21.708 y 22.434 (causa S.449.XX, "Serafini, Ri-
cardo Domingo c/Nación Argentina (Ministerio de Bienestar Social) -Sub-
secretaría de Vivienda - s/cobro de pesos", fallada el 8 de mayo de 1986,
sus numerosas eitas y otras). .

3°) Que la parte actora no ha demostrado, sobre la base de las eonstan-
cias de la causa, el cumplimiento del citado recaudo. Ello es aSÍ, pues con
el objeto de satisfacer el recaudo señalado, los apelantes sumaron los im-
portes de la totalidad de las indemnizaciones que reclamaban ante esta ins-
tancia, sin advertir que cuando -como en el caso- se presenta un supuesto
de litisconsorcio facultativo, son las pretensiones individuales las que ha-
cen alcanzar ese límite (Fallos: 220:1212; 258: 171; 265:255; 269:230:
277:83; 280:327; 284:392; 297: 190; 300: 156; causas: S.l 52.XX
"Rodríguez Aranda: Ricardo Adolfo y otra e/Instituto Nacional de Servi-
cios Sociales para J ubi lados y Pensionados (I.N.S.S.J.P.)" del 18 de di-
ciembre ele 1984; P.78.XXII "Piastrellini, Rubén Aldo y otros c/Estado
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Nacional s/ordinario", del 27 de septiembre de 1988 y D. I 2.XXII "De
Simone, Juan y otros e/Caja de Crédito Coop. Zona Este La Plata Ltda. y
Bco. Central de la República Argentina s/cobro de pesos" del 3 de noviem-
bre de 1988.

Por ello, se declara mal concedido el recurso ordinario de apelación.
Con costas. Hágase saber y devuélvase.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S.
NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

MARIA GRACIANA BORDENAVE DE COLALlLLO v. JULIO CESAR LA COSTENA

RECURSO EXTRAORDINARIO: RequisilOs propios. Sentencia definitiva. Resoluciones ante-
riores a la sentencia definitiva. Juicios de apremio)' ejecutivo.

Si bien las decisiones recaídas en los juicios ejecutivos no son, en principio. sus-
ceptibles de recurso extraordinario. por no revestir cl carácter dc sentcncias defi-
nitivas, ello no resulta óbice decisivo para invalidar lo resuelto cuando el tribunal
provocó con su decisión un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arIJirmrias. Prucedencill del recurso. De{ecros en la consideración de extremos conducentes.

Correspondc dcjar sin efecto la dccisión que declaró la nulidad de una subasta, otor-
gando a las inscripciones en el Registro de la Propiedad un alcance reñido con sus
propios términos y dejando de lado cxpresas constancias de la causa.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Bordenave de Colalil1o, María Graciana clLa
Costena, Julio César slejecución hipotecaria".

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento de la Sala G de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones en lo Civil que, al revocar el fallo de la instancia an-
terior, dec;laró la nulidad de la subasta y dispuso que se practicara la cita-
ción de El Rincón de Juan S.R.L. en los términos del arto 599 deJ Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación, Ja ejecutante interpuso el recur-
so extraordinario que fue concedido a fs. 316.

2°) Que antes de considerar el mencionado recurso extraordinario, co-
rresponde resoJver el pedido de declaración de caducidad formulado por
la codemandada Lagostena. El planteo resulta improcedente toda vez que
el proceso se encuentra en estado de dictar sentencia por este Tribunal -ver
fs. 3 J9 vta.- (art. 313, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación) (confr. causa A.698.XXII, "Alberto L. Lucchini S.A.C.LF. el
Macrosa Crothers Maquinarias S.A.C.I.F.LA.", de fecha 18 de diciembre
de 1990).

3°) Que los agravios de la apeJante suscitan cuestión federal bastante
para su consideración en !~ vía intentada, pues si bien es cierto que cono-
cida jurisprudencia de esta Corte tiene estabJecido que las decisiones re-
caídas en los juicios ejecutivos no son, en principio, susceptibles del re-
medio deducido por no revestir eJ earácterde sentencias definitivas en los
términos del art. 14 de la ley 48, ello no resulta óbice decisivo para
invalidar lo resuelto cuando el tribunal provocó con su decisión un agra-
vio de imposible o insuficiente reparación ulterior.

4°) Que. en cuanto al fondo de la cuestión, al considerar que de los
asientos registrales nras. 10. 12 y 13 surgía la inscripción definitiva a fa-
vor de El Rincón de Juan S.R.L. -lo que importaba que aquélla era la ter-
cera poseedora de un tercio del inmueble subastado- y que de ella devenía
la nulidad del remate realizado por habeTse omitido cumplir con un requi-
sito esencial, cual es la citación de la tercera poseedora antes del decreto
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de subasta, el a quo ha sustentado su fallo en meras afirmaciones dogmá-
ticas que no consultan las particularidades del caso, en especial lo expre-
samente reconocido por las partes en cuanto a que la sociedad no se pUdo
constituir, por lo que no existió ratificación de la gestión realizada por los
aquí ejecutados (ver fs. 60 de los autos "Lagostena, Julio c/Bordenave de
Colalillo M. Graciana s/acción declarativa" y fs. 41,45 Y48 de la presen-
te causa; confr. Fallos: 30 1: 1 J 94 y 303: 1295, entre otros).

5°) Que, por otro lado, de la inscripción realizada en el Registro de la
Propiedad sólo surge que se anotó con carácter definitivo la "gestión de
negocios para la sociedad El Rincón de Juan S.R.L." (ver asiento 12 de fs,
13), asiento complementado por el número 13 en cuanto la sociedad estaba
en trámite de inscripción, por lo que sólo se cruzó como signo de cance-
lación la nota "inscripción provisional si se desea inscribir gestión de ne-
gocios deberá rogarlo en minuta rubro 1". De ahí que Lagostena (asiento
10) Yel matrimonio Legarreta continuaban siendo titulares registrales del
dominio del inmueble en cuestión,

6°) Que, en mérito a lo expuesto en los considerandos precedentes, al
otorgar a las inscripciones en el Registro de la Propiedad un alcance reñido
con sus propios términos y dejar de Jada expresas constancias de la causa
que ponían de manifiesto la inexistencia de la sociedad, la cámara no dio
adecuado tratamiento a la cuestión de fondo propuesta con menoscabo de
la verdad jurídica objetiva, lo cual autoriza a descalificar el fallo como acto
judicial válido .

. ]0) Que, además, una inadecuada exégesis del convenio de fs. 33 -ya
que de éste surgía en forma clara que Lagostena transfirió todos los dere-
chos que le correspondían en relación con su participación en la sociedad
a favor del matrimonio Legarreta- llevó al juzgador a tergiversar las prue-
bas aportadas al sub lite y los planteas de las parles; de tal manera, resol-
vió una cuestión que no sólo no fue planteada por los ejecutados en su es-
crito de apelación, sino que se traduce en un resultado inconducente.

8°) Que, en tales condiciones, la sentencia impugnada -en cuanto no
aprecia el alcancc que cabe asignar a las cuestiones expuestas- carece de
un análisis razonado de problemas conducentes para la solución de la cau-
sa, con grave lesión del derecho de defensa en juicio del impugnante, por
lo que debe ser d.ejada sin efecto; lo cual no implica pronunciamiento al-
gun9 sohre la solución que en definitiva corresponda otorgar al litigio.
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Por ello, se desestima el pedido de caducidad, se declara procedente el
recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia con el alcance in-
dicado. Con costas. Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que,
por medio de quien corresponda, proceda a dictar un nuevo fallo.
Notifíquese y remítase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO-

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - EDUAR'DO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO

BOGGIANO.

ENRIQUE VANZA TO S.A.C.I.F.!. y A, y OTRO v, M'lJN1C1PA'L'I'DAD DE MAGDALENA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia ,¿feji'¡';('i'l'(/.Resoluciones {ln/e-
riore" {/ .Iri se11lencia definitiva. Varias.

La scntencia deIa Suprema Corte de Buenos Aires que, al declarar que la cuestión
s'ometida al juzgamiento cra propia de su competencia originm'ia y exclusiva res-
pecto de causas contcncioso administrativas, decidió anular todo 10 actuado yor-
denar el archivo del expediente, reviste el carácter de sentencia definitiva pues causa
un agravio de imposible reparación, en la mcdida en,que priva al recunente de plan-
tea¡' las cuestiones propuestas en su demanda por la vía que se deelm'ó perti nentc
(1 ).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garrmtías. Defensa en juicio. Procedil11ienlo "
sentencia.

La garantía constitucional dela defensa en juicio exige que las normas procesales
locales que organizan la correcta sustanciación de las causas y la competencia de
los tribunales provinciales sean interpretadas de modo de evitar que los particula-
res queden fuera de protección jurisdiccional, en situación de indefensión (2).

CONTENCIOSOADMINISTRA TlYO.

El ar!. 6° del Código de Procedimientos en lo Contenciosoadministrativo, atinente
a los conflictos jurisdiccionales entre la Suprema Corte y un tribunal ordinario de

(1) 17 de marzo,
(2) Fallos: 302:1611; 310:854; 312:1036.
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provincia, sólo asigna al Superior Tribunal la facultad de resolver el incidente, pero
no impone la conclusión de ordenar el archivo de las actuaciones.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisilos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Varios.

La sentencia de la Suprema Corte dc Bucnos Aires quc declaró que la cuestión so-
metida a juzgamie1110 era propia de su competencia originaria y exclusiva respec-
to dc causas contenciosoadministrativas, y decidió anular todo lo actuado y orde-
nar el archivo del expediente, se muestra absolutamente irrazonable y lesiva de las
garantías consagradas en el art. 18 de la Constitución Nacional, lo que justifica su
descal ificación como acto judicial váI ido (J).

GANADERA ARGENTINA S.A. v. AEROLINEAS ARGENTINAS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Concepto y genera-
lidades.

Interpuesto el recurso de inaplicabilidad de ley contra la sentencia de cámara, la
rcsolución del tribunal en pleno que fijó doctrina legal y decidió confirmar aquel
pronunciamiento es la sentencia definitiva a los efectos del recurso extraordinario
(2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal Superior.

Si, interpuesto el recurso de inaplicabilidad de ley, la cámara en pleno sentó doc-
trina legal y mantuvo la decisión anterior, ella es el superior tribunal de lacausa (3).

(1) Fallos: 310:854.
(2) 17 de marzo. Fallos: 284:344; 312:473.
(3) Fallos: 284:344; 312:473.
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MAVIZAQ S,R.L. v. GAS DEL ESTADO - SOCIEDAD DEL EST.\DO

}URISDICCION y COMPETENCIA, COl11pelcm'iafedcral. COll1pelencia originarill de lo Corle
SU/I/Dno. Cousos en 'fue es porle f(ll({ provincia. Generalidades.

Es de la competencia 'originaria de la Corte la demanda deducida contra una socie-
dad estatal en la que se citó como tercero a una provincia, a los fines de conciliar
el precepto del arl. 101 de la Ley Fundamental respecto de los estados p¡,)vincia-
les con la prerrogativa jurisdiccional que asiste a la Nácíón al fuero federal ('\1'1. 100
de la Constitución Nacional).

D1CTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte~

En razón de haberse deducido la presente demanda contra una socie-
dad estatal -Gas del Estado- quedó radicada la causa en los tribunales fe-
derales de primera instancia de esta Capital.

Oportunamente, la accionada pidió la citación como tercero obligado
de la Provincia de San Juan, que a fs. 105/1 07 opuso excepción de incom-
petencia, la cual fue admi tida por el Juzgado Federal (v. fs. 141) quien ele-
vó los autos a V.E.

En virtud de la naturaleza de las partes que, en consecuencia, han de
intervenir en este proceso, cabe recordar que V.E. tiene dicho quela for-
ma de conciliar el precepto del artículo 101 de la Ley Fundamental respec-
to de los estados provinciales con la prerrogativa jurisdiccional que le asis-
te a la demandada al fuero federal, sobre la base de'lo dispuesto por el ar-
tículo 100 de la Constitución Nacional, es sustanciando la accióIi en esta
instancia (Fallos: 305:441 y otros).

No resulta óbice para ello la calidad de tercero que inviste la provincia,
atento el carácler de parle nominal y sustancial que el referido ente provin-
cial adquiere en la causa (conf. sentencia del 26 de febrero de 1980 en la
causa "CIFEN e/La Avícola de Gualeguaychú S.A. s/cobro de pesos" y del
28 de octubre de 1986 en los autos "Magna Rita Torcivia de Navarro Nieto,
y airas c/DirecciónNacional de Vialidad" (Fallos: 308:2054).
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Por todo ello, soy de opinión que V.E. es competente para entender en
forma originaria de este juicio. Buenos Aires, 12 de dicicmbre de 1991.
A Ido Luis Montesano Rebon.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo ele 1992.

Autos y Vistos:

De conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador Gcneral,
declárase la competencia originaria de esta Corte, para conocer en las ac-
tuaciones. Hágase saber al señor juez a cargo del Juzgado Nacional en lo
Civil y Comercial Federal N° 2.

MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S.

FA YT - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - ANTONIO BOGGIANO.

GUSTAVO HUGO ASENSrO

JURISDICCfON y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas penales. Delitos contm el
orden público. seguridad de la Naciún. poderes públicos." orden constitucional.

No resulta competente la justicia federar si resulta de modo inequívoco que las
amenazas anónimas recibidas por vía telefqnica con motivo de la difúsión de un
reportaje a un-juez en un programa radial. en principio subsumiblcs en el lipa le-
gal del arl. 149 ter del Código Pcnal, lienen estricta motivación particular, sin que
exista la posibilidad de que sea afectada directa o indirectamente la seguridad del
Estado Nacional o de alguna de sus instituciones (1).

(1) 17 dc marzo. FalJos: 305:2054; 306:434. Causa: "Denuncia formulada
por Irene Falca de Pistelli". del 23 dc octubre de 1990.
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BERNARDO AYALA

JURISDICCION y COA4PETENCIA: Cuestiones de competencia. Generalidades.

Para resolver una ,cuestión de competcncia es necesario precisar los hechos y su
respectivo encuadramiento en una detcrminada figura penal, ya quc sólo con rcla-
ción a un dclito concreto cabe pronunciarse respccto dcl juez a quicn compete in-
vcst igarlo (1).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio. Lugar
del delito.

Si no rcsulta posible determinar cllugar dc perpctración del delito dc encubrimicnto
(ar!. 277, inc. 30

, del Código Pcnal) córrcsponde estar a aquél en que fue dctcnido
el procesado en cuyo podcr se encontró una pistola quc había sido sustraída cn la
Capital Fcderal (2). ' .

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas penales. Delitos l/ue
o/Jstmyen el norlllal funcionamiento de las instituciones nacionales.

Es competente cl fuero fcderal para conocer en los encubrimientos comctidos cn las
provincias vinculados con hechos ilícitos cuyo juzgamienlO compete a la Justicia
'Nacional ya quc obstruyen o afcctan su administración (3) ..

JURISDICClON y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. Cllestiones
pellales. Pluralidad de delitos.

Si la tenencia ilegítima del arma de guerra concurre idcalmente con el encubrimicnto
y dado el carácter inescindiblc de la conducta atribuida al imputado, más alhí dc quc
cl primcro dc los dclitos nombrados cs ajcno al fucro de cxcepción (ar!. 30, inc. 50,
de la ley 48) su juzgamicnto toca al juez federal al que se lc asignó compctencia por
el cncubrimiento aunque no haya sido parte cnla conticnda (4).

(J) 17 de marzo. Fallos: 303:634; 304: J 656; 306:393, 728, 1997.
(2) Fallos: 306:1711.
(3) Fallos: 308: 1677, 2522.
(4) Fallos: 282:58; 283: 193; 279:364: 307:533; 308:564: 300:898;

30 J :728: 304:408; 306:735.
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JURISDICClON y COMPETENCIA: Cumpetencia federal. AerOlwvegacilíl7.
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La comisión de un delito a raíz de la operación de aeronaves no provoca, por sí sola,
la competencia de la justicia federal, pues para que ello ocurra es nccesari'o que,
conforme a lo que establece el art. 198 del Código Aeronáutico. el hecho sea idó-
neo paFa afectar la navegación o el comercio aéreo (1).

JURISDICCION y COMPETENCIA: COlllpetel7cia federal. Aerol7Gl'egaciól7.

Es compctcnte lajusticia provincial, y no la federal, cuando las lesiones emergen-
tes de un accidente de aviación no aparecen directamente vinculadas con la afec-
tación de la navcgación o el comercio aéreo (2).

NORBERTO BENITO BELLATI y OTRO

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio. L/Igar
del delito.

Para determinar la competencia en una causa iniciada por anomalías en la fijación
de los números originales de motor y chasis de dos automóviles debe estarse allu-
gar en el que fue comprobada la infracción si nada indica dónde se comctieron los
hechos (3).

(1) 17 dc marzo. Fallos: 285:116; 301:589; 310:231 I.
(2) Fallos: 3 J 2: 19 18.
(3) 17 dc marzo. Fallos: 306: 171 I. Causa: "Baragli, Enrique José", del

22 de mayo de 1990.
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OSCAR SILVIO ESPINOLA

JURISDICCION y COMPETENCIA: COlllpeTencia federal. Callsas pena/es. Casos varios.

La vinculación exigidapor la ley 23.817 para que la justicia federal sea competen-
te para conocer en el delito de tenencia de armas de guerra está determinada por el
hecho de que para la comisión de un delito federal se haya utilizado un arma de
guerra (1).

JURISDICC/ON y COMPETENCIA: COlllpeTencia ordinario. POI' la lIIaTeria. ClIesTiones
penales. Delitos én parlicitlar. Tenencia de arillOS de gllerra.

Es competente lajusticia provincial para conocer cn cl delito de tenencia de armas
de guerra cuando no se da la vinculación exigida por la ley 23.817, desde que el
delito federal es precisamente el hurto del arma cuya tenencia se persigue castigar,
para lo cual obviamente no fue usada (2).

JURISDICCION y COMPETENCIA: ClIesTiones de compeTencia. Generalidades.

Cuando los tribunales de una jurisdicción se inhiben por entender que el conoci-
miento de la.causa corresponde a los jueces de otra, no pueden estar obligados a
rcmitirla al tribunal competente de acucrdo con el derecho procesal de esta última
sede judicial, cuya interpretación y aplicación es ajena a los jueces de la primera
(3). .

MARIA CRISTINA GALMARINI DE FERNANDEZ

JURISDICCION.y COMPETENCIA: CompeTencia federal. Callsas penald. Delitos en
pe':jllicio de los bienes r rcntas de lo Nacirín .r de SIlS enTidades alltiÍrqllicas.

Es de competencia federal la causa en la que se investiga la denuncia de quien ha-
bía recibido facturas del servicio telefónico que registraban excedentes de pulsos
injustificados, pues la situación denunciada puede ser consecuencia de un hecho que
haya afectado el buen servicio que en ese momento prcstaba la Empresa Nacional
de Telecomunicacioncs.

(1) 17 dc marzo. Fallos: 314:522.
(2) Causa: "Martínez, Adrián", del 17 de septiembre de 1991.
(3) Fallos: 300:884: 303:881; 305:2204.
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Tanto la declaración de incompetencia dictada a fs. 5 por el Señor Juez
en lo Criminal a cargo del Juzgado N° 5 de San Isidro, Provincia de Bue-
nos Aires, como su insistencia de fs. 9, carecen del encuadramiento de los
hechos en una figura determinada, elemento éste indispensable para el
correcto planteamiento de una contienda de competencia, pues sólo con
relación a un delito concreto es que cabe proilunciarse respecto del Juez
. a quien compete investigarlo (Fallos: 304: 1656 y competencia N° 290
L.XXIII "Ramos, Nico Raúl s/denuncia hurto línea telefónica del 18 de
septiembre de 1990).

Por otra parte, al no surgir de las constancias del incidente la realiza-
ción de una pesquisa adecuada que permitiera sostener que el exceso de
pulsos telefónicos que se le facturara al abonado que formuló la denuncia
fuese el resultado de acción alguna que afecte, de modo concreto, la pres-
tación del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones, de
manera que pudiera justificarse la intervención del fuero federal, entien-
do que corresponde al magistrado provincial, quien previno, continuar con
la investigación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de su trámite
posterior (conforme sentencia del 22 de octubre de 1991 in re "Ruiz de
Aguilera, Lidia s/denuncia hurto línea telefónica" Comp. 831 L.XXIII).
Buenos Aires, 17 de febrero de 1992. Aldo Luis Montesano Rebon.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo de 1992.

Autos y Vistos; Considei-ando:

1°) Que la presente contienda negati va de competencia se trabó entre
el Juzgado en lo Criminal N° 5 del Departamento Judicial de San Isidro,
Provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Fcderal de Primera Instancia e!1
lo Criminal y Correccional con asiento en esa ciudad, en la causa inicia-
da por denuncia de María Cristina Galmarini de Fernández.
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2°) Que la nombrada expuso que las facturas del se..rl'icio telefónico
correspondiente a su domicilio particular, con vencimiento en noviembre
de 1990 y en enero y en marzo de 1991, registraron excedentes de pulsos
injustificados (confr. fs. 112).

3°) Que en la medida en que no puede descartarse quela situación de-
nunciada sea consecuencia de un hecho que haya afectado el buen servi-
cio que en ese momento prestaba la Empresa Nacional de Telecomunica-
ciones -las dos primeras liquidaciones a las que se aludió se refieren a
mediciones anteriores a noviembre de 1990-, resulta competente en autos
el fuero de <::xcepción (Competencia N° 688.XXIJI, "Markus de Hudson,
Gabriela s/denuncia", resuelta el 4 de junio de 1991).

Por ello, habiendo dictam inado el señor Procurador General, se declara
que debed seguir entendiendo en la causa, en la que se originó este inci-
dente, el Juzgado Federal de Primera Instancia en Io.Criminal y Correccio-
nal de San Isidro, al que se le remiti rá. Hágase saber al Juzgado en lo Cri-
min'al N° S del Departamento Judicial de San Isidro, Provincia de Buenos
Aires.

RICARDO LEVENE (H) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - Juuo S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

SAVICO S.A. V. TIETAR S.A.eLF. y A.

CONCURSOS.

Las normas ele la Ley ele Concursos son ele orelen público, en particular aquellas
referidas a la asignación de la competencia. Consecuentemente. sólo en aqucllos
supuestos contemplados por la ley. corresponderá el elesplazamiento de la compe-
tencia elel juez que elebe entender en el concurso (1).

(1) 17 ele marzo. Fallos: 305: 1084.
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El instituto del fuero de atracción tiene como fin aunar ante un mismo tribunal to-
das las acciones'quc afecten patrimonialmente al concursado, con el objeto de or-
denar el procedimiento, recomponer su activo y asistir a un sinnúmero de intereses
colectivos en igualdad de situaéiones; así también ticnde a impedir el dictado de.
sentencias contradictorias y ejecuciones parciales en desmedro de la administración
de justicia (1).

CONCURSOS.

El instituto del fuero de atracción es de orden público,

CONCURSOS,

El trámite de la verificación dc créditos no se reduce a la mera comprobación del
carácter que reviste la obligada, sino a investigar la causa de la obligación que da
lugar al crédito pretendido. .

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia, Cuestiones civiles
y comerciales, Quiebm, Fuero de atraccirín.

La reconvención contra el concursado importa una verdadera demanda, que habi-
lita el fuero de atracción de su concurso,

DlRECClON GENERAL IMPOSITIVA

.IURISfJ/CCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria, Por el territorio, Lugar del delito,

Si tanto la gestión para el cobro fraudulento de los reembolsos del impuesto al va-
lor agregado como su percepción fueron realizados por la empresa en la Capital
Federal corresponde a la justicia federal de la misma entender en la causa por de-
fraudación en perjuicio de la administración pública sin que obste a ello la circuns-
tancia de que el procesado haya recibido dinero proveniente del hccho en la Pro-
vincia de Córdoba pues tales acciones sólo tuvieron lugar con posterioridad a la
consumación de aquél (2) .

(1) Fallos: 305:609.
(2) 17 de marzo.
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ALICIA MARGARITA MACEDO

JURISDICCION y COMPETENCIA: COlllpeteJlcia federal. Call,ias pel/ales. Delitos 'lile
obstruyeJl el I/orlllal jio/(:iOlIallliel/lo de las ioslitllciol/es l/ocioJlales.

Resulla adecuado el juzgamiento por se¡)arado del delito de encubrimiento cuan-
do de los elementos de juicio reunidos en el sumario no surge que el imputado haya
tenido participación en el.desapoderamiento del automotor (1).

JlJRISDICCION y COMPETENCIA: COlIIl'elel/cill ordil/arill. Por elterrilnrio. Lllgar del deli/(J.

Si no es posible detenninar el lugar de comisión del delito de encubrimiento del robo'
dehe entender el juez del lugar en que elautomotor fue secuestrado.

JURISDICClON y COMPETENCIA: COlllpe/cJlcia fedcral. Causas pCl/alcs. Delitos 'lile
obstruyeJl el Jlorlllal./illlCiol/al/liel/lo de las il/SlilllciOl/cs I/acitmales.

Es competente el fuero federal para invcstigar en los encubrimientos cometidos en
las provincias vinculados con hechos i lícitos cuyo juzgamiento compete a la justi-
cia naeional, por cuanto ellos obstruyen o afecta!1 S\l admirlistración. en virtud de
lo cual debe asignárselc el conoeimicnto de la causa aunque no haya sido parte Cll

la contienda (2).

J)EFRA UDAClON.

Corresponde diferir el tratamiento del delito de estafa del que había sido víctima
cl imputado. hasta que la justicia federal se pronuncie respecto del encubrimiento
de robo de automotor que se le imputó, en razón de que la existencia de estc últi.
mo excluye lógicallientc la posibilidad de comisión del que afectaría la propiedad.

(J) 17 de marzo.
(2) . Fallos: 308: 1677, 2522; 300:898; 301 :728: 304:408; 306:735.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Generalidades.

319

Si se pretende acceder a la vía extraordinaria en virtud delo dispuesto en e1 arto 14,
inc. 3°, de la ley 48 rcsulta indispcnsable acreditar el carácter federal de la norma
cuestionada, tratándose de una cláusula del Código Penal, que es en principio de
naturaleza común.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales. Sentencias
arbitrarias. Improcedencia del recurso.

Carece de sustento la tacha de arbitrariedad vinculada conel monto de las penas
impuestas, en la mcdida en que han sido aplicadas dentro de los límites mínimos y
máximos establecidos por la lcy para los delitos por los que se condenó a los pro-
cesados.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Generalidades.

Si se discuten los principios generales sobre participación criminal, resulta in'ele-
vante el carácter de la ley aplicable respecto del fondo.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Contra el fallo condenatorio de la Cámara Federal de Apelaciones de
San Martín -copias obrantes a fs. 11233 de este incidente-, el Sr. Fiscal ante
la misma presentó recurso extraordinario -copias de fs. 235/281-, cuya
denegatoria por el a qua -copi~s de fs. 284/298-, motivó la presente que-
ja -fs. 300/305-.

-1-

Dos son los órdenes de fundamentos que constituyen la materia del re-
curso extraordinario presentado por el Fiscal. El primero se sustenta en la
errónea inteligencia dada por la Cámara a una ley federal, con lo que ha-
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brÍa afectado el principio de legalidad garantizado en el art. 18de la Cons-
titución Nacional. El segundo, es una consecuencia de lo antes dicho, en
tanto esa desnaturalización de la norma tornaría arbitrario el fallo en cues-
tión.

ASÍ, el Fiscal sostiene que la tipificación escogida por el a qua surge
de una interpretación errónea del art. 226 del Código Penal, puesto que
habría optado por un análisis literal de su texto con prescindencia de lo que
denomina interpretación histórica, que justamente postula como la correcta
y aplicable al caso. En tal sentido, la calificación de las conductas juzga-
das deb~rÍa consistir en rebelión agravada, esto es, según el texto del se-
gundo párrafo del arto 226 del Código Penal.

La argüida arbitrariedad de la Cámara en la interpretación de ese tipo
pcnal de Índole federal, incluye además algunas cuestiones relativas a la
autoría y participación criminal, entendidas como elementos propios de la
tipicidad. En tal scntido, el Fiscal señala que el Tribunal yerra en el aná-
lisis de la norma cuando atribuye un grado de participación secundaria en
los hechos a los condenados Juan Antonio Puigjané, Dora Ester Molina,
Cintia Alejandra Castro, Juan Carlos Abella, Daniel Alberto Gabioud
Almirón, Juan Manuel Ernesto Burgos y Miguel Angel Faldutti, pues den-
tro de la exégesis del representante del Ministerio Público, los nombrados
habrían tenido carácter de coautores o cooperadores necesarios, atendien-
do a su calidad funcional dentro de la estructura de la asociación ilícita.

-II-

La Cámara considera en su resolución denegatoria del recurso, que los
agravios de la Fiscalía se sustentan cn cuestiones de derecho común, vin-
culadas con los arts. 45 y 46 del Código Penal. En cuanto al arto 226 del
mismo cuerpo legal, el a qua indica que más allá del carácter federal o
común que quepa asignarle a dicha norma penal, el planteo fiscal en rea-
lidad pretende discutir el encuadramiento de las circunstancias fácticas del
caso, materia que por principio es extraña a la vía extraordinaria. De tal
manera, en la resolución se sostiene que las supuestas arbitrariedades que
se invocan no superan lo que denomina discrepancias con el criterio apli-
cado en la sentencia.
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En respuesta al auto denegatorio, la queja fiscal sostiene que la cita de
jurisprudencia de V.E. hecha en el mismo, no tiene eficacia para susten-
tar el rechazo de los planteas expuestos en el recurso.

En tal sentido, reitera el carácter federal de la norma penal cuya erró-
nea interpretación la habría desnaturalizado, produciendo un resultado
arbitrario en el encuadre legal de las conductas.

Es por ese carácter del tipo penal constitutivo del art. 226 que las cues-
tiones de autoría y participación alegadas resultan materia adecuada del
recurso extraordinario, extremo que a entender del fiscal, la Cámara no
pudo confutar en su auto denegatorio.

Por tales razones, y al solo efecto de que V.E. se pronuncie sobre esta
presentación directa del Fiscal ante la Cámara Federal, mantengo la pre-
sente queja. Buenos Aires, 11 de octubre de 1990. Osear Eduardo Roger.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo de 1992:

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Raúl Omar Plee, Fis-
cal ante la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín en fa causa
Abella, Juan Carlos y otros s/artículo 80, incisos 2, 6 y 7, etc. del Código
Penal -ley 23.077-", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín condenó a~
Roberto Felicetti a la pena de reclusión perpetua, con más la accesoria de
reclusión por tiempo indeterminado, accesoriaslegales y costas; a Claudia
Beatriz Acosta, a la pena de reclusión perpetua; accesorias legales y cos-
tas; a Miguel Alberto Aguirre, Luis Alfredo Díaz, Isabel Margarita
Fernández, Gustavo Alberto Mesutti, José Moreyra, Carlos Ernesto Motto,
Sergio Manuel Paz, Luis Darío Ramos, Sebastián Joaquín Ramos, Claudia
Néstor Rodríguez y Claudia Omar Veiga, a la pena de prisión perpetua,
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accesorias legales y costas; por considerar a todos ellos coautores
penalmente responsables de los delitos de asociación ilícita calificada, en
concurso real con rebelión, el que concurre idealmente con los delitos de
usurpación, homicidio doblemente agravado reiterado (10 ocasiones),
múltiple homicidio en grado de tentati va doblemente agravado (12 ocasio-
nes), robo agravado por su comisión con armas reiterado (3 ocasiones),
privación ilegal de la libertad calificada por haberse cometido como me-
dio de coacción reiterada (4 ocasiones), una de las cuales se agrava tam-
. bién por resultar grave daño en la salud del ofendid~ y otra por resultar la
muerte de la persona ofendida; lesiones graves reiteradas (3 ocasiones) y
lesiones leves reiteradas (8 oportunidades); (artículos 12; 29, ¡nc. 3°; 42,
45; 54; 55; 80, incs. 6° y 7°;'89; 90; 142 bis, último párrafo; 166, inc. 2°;
181, inc. 1°; 210 bis, conforme a las características de sus apartados a, b
y d, Y 226, todo del Código Penal; y 86 de la ky 23.077).

También condenó a Juan Antonio Puigjane a la pena de veinte años de
prisión, accesorias legales y costas; a Dora Ester Malina, a la pena de quin-
ce años de prisión, accesorias legales y costas; a Daniel Alberto Gabioud
Almirón y Miguel Angel Faldutti a la pena de trece años de prisión, acce-
sorias legales y costas; a Juan Ernesto Burgos y Cintia Alejandra Castro
a la pena de once años de prisión, accesorias legales y costas, a Juan Car-
Ias AbeJ]a a la pena de diez años de prisión, accesorias legales y costas;
por considerarlos coautores penal mente responsables del delito de asocia-
ción ilícita calificada y partícipes secundarios de rebelión, que concurre
materialmente con la asociación ilícita e idealmente con los delitos de
usurpación, homicidio doblemente agravado reiterado (10 ocasiones),
múltiple homicidio en grado de tentati va doblemente agravado (12 ocasio-
nes), robo agravado por su comisión con armas reiterado (3 ocasiones),
privación ilegal de la libertad calificada por haberse cometido como me-
dio de coacción reiterada (4 ocasiones), una de las cuales se agrava tam-
bién por resultar grave daño en la salud del ofendido y otra por resultar la
muerte de la persona ofendida; lesiones graves reiteradas (3 ocasiones) y
lesiones leves reiteradas (8 oportunidades); (artículos 12; 29, inc. 3°; 42;
45; 54; 55; 80, incs. 6° y 7°; 89; 90; 142 bis; 142 bis, acápite segundo, en
función del artículo 142, inc. 3°; 142 bis, último párrafo; 166, inc. 2°; 181,
¡nc. 3°; 210 bis, conforme a las características de sus apartados a, b y d Y
226, todo del Código Penal; y 86 de la ley 23.077).
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2°) Que contra esta resolución, el fiscal de cámara interpuso el recur-
so extraordinario cuya denegación dio l Jgar a esta presentación directa,
que fue mantenida por el sefíor Procurador General a fs. 322/323.

El recurso extraordinario se fundó en tres puntos: 1) una alegada dis-
crepancia con la interpretación dada p'Jr el a qua al artículo 226 del Có-
digo Penal, que lo habría llevado a condenar a los procesados por la figu-
ra descripta en su primer párrafo, y no por la agravada que prevé el segun-
do; 2) como consecuencia de esa incorrecta interpretación, una decisión
arbitraria respecto de las penas que se aplicaron a los procesados; 3) una
inadecuada interpretación por parte de la Cámara Federal en lo relativo a
la autoría y participación criminal que, por tratarse de un delito tipificado
por una norma de carácter federal, habilita la intervención de esta Corte por
medio del recurso extraordinario.

3°) Que la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín no hizo 'lu-
gar al recurso. Para así decidir, sostuvo que más allá del carácter federal
o común que quepa asignar al contenido del artículo 226 del Código Pe-
nal, en el caso se discute el encuadramiento de las circunstancias fácticas,
materia que resulta extraña a la vía extraordinaria. Respecto del entendi-
miento que en la especie debe darse a los artículos 45 y 46 del Código Pe-
nal, sostuvo que se trata de cuestiones de derecho común relacionadas con
la interpretación del código mencionado, lo que tampoco habilita esa ins-
tancia.

Finalmente, concluyó el a qua que las supuestas arbitrariedades invo-
cadas por el fiscal de cámara configuran meras discrepancias con el criterio
aplicado en la sentencia, lo que también obsta a la procedencia del recur-
so.

4°) Que respecto del agravio relativo a la interpretación del artículo 226
del Código Penal, cabe poner de resalto, en primer lugar, que el recurren-
te no ha intentado siquiera acreditar la naturaleza federal de la norma con
cuya interpretación discrepa, y la da por sobreentendida, lo que constitu-
ye un grave defecto en la fundamentación del recurso.

Si bien esta Corte ha resuelto reiteradamente que el carácter de una ley
no impide que parte de ella pueda ser considerada de una naturaleza dife-
rente (Fallos: 183:49; 267: 199, cons. 2°; V.14.XXII, "Vinokur de Pirata
Mazza, Ana Matilde", del 1 de diciembre de 1988, entre otras), a los efec-'
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lOS de la fundamentación suficiente del recurso extraordinario resulta in-
dispensable -si lo que se pretende es el acceso a esa vía en virtud de lo dis-
puesto por el artículo 14, inc. 3°, de la ley 48- acreditar el carácter fede-
ral de la norma cuestionada, especialmente cuando se trata de una cláusula
de una ley -el Código Penal- que es en principio de naturaleza común.

5°) Que sin petjuicio de lo expuesto en el considerando anterior, es del
caso señalar que al aplicar el artículo 226, primer párrafo, del Código Pe-
nal, la cámara sostuvo que la Fiscalía no demostró que el alzarse en armas
haya tenido el fin de cambiar de modo permanente el orden constitucio-
nal. Esta afirmación no se vinculó con la interpretación del término "per-
manente", que funda la agravante del segundo párrafo, sino con una cues-
tión fáctica.

En consecuencia, se advierte que la impugnación se asienta en la dis-
crepancia acerca de cómo fue resuelto un tema de hecho y prueba que ca-
r.ece de relación directa con la cuestión federal invocada (causa:
F.245.XXII, "Denuncia de la Corporación EconóIÍ1Íca Vitivinícola Indus-
trial y Comercial C.A. V .l.c. c/Del fino, Héctor y Anizeto, Oscar Tinto", del
19 de septiembre de 1989, y sus citas, entre otros).

Que, habida cuenta de lo manifestado en los considerandos anteriores,
carece de sustento la tacha de arbitrariedad vinculada con el monto de las
penas impuestas, cuyo análisis no suscita cuestión federal suficiente en la
medida en que han sido aplicadas dentro de los límites mínimos y máxi-
mos establecidos por la ley para los delitos por los que se condenó a los
procesados (confr. causas: E.159.XXL "Espósilo, Alfredo", del 24 de di-
ciembre de 1987; P.I O I.XXII. "Poblete Aguilera, Nolberto", del 6 de di-
ciembre de 1988, entre muchos otros).

r) Que lo relativo al carácter de la participación de los procesados en
los hechos por los que fueron condenados, que el recurrente trae como
agravio federal, remite a la interpretación de normas de naturaleza común
(artículos 45 y 46 del Código Penal).

A ello no obsta cuál sea el carácter de la ley aplicable respecto del fon-
do, pues resulta irrelevante a los efectos de lo que aquÍ se discute, que son
los principios generales sobre participación criminal.
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8°) Que, descartada la naturaleza federal de las cuestiones planteadas
por el recurrente, los restantes agravios traídos a esta Corte remiten a con-
sideraciones de hecho y derecho común y procesal, que son inadmisibles.

Por ello, se desestima la queja. Hágase saber y archívese, previa devo-
lución de los autos principales.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO-
EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

JUAN CARLOS ABELLA y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos j¡mlJoles. InlerposiciólJ del recurso. FundalllelJlo.

Para satisfacer el requisito de fundamcntación autónoma que exige el art. 15 de la
ley 48, el recurso extraordinario debe contener una enunciación clara y precisa dc
los hechos de la causa, que permita vincular a ellos las cuestiones que, corno de
naturaleza federal, se intenta someter a conocimiento de la Corte.

RECURSO EXTRAORDINARIO: RequisiloS fímlJales. IlIIe/posicilÍlJ del recurso. FundmlJenlo.

La omisión del requisito de fundamentación autónoma no puede ser subsanada
mediante la remisión a escritos anteriores o a otras actuaciones del proceso ..

RECURSO EXTRAORDINARIO: RequisilOS jiJrJI/(/les. Inlel])(Jsición del recurso. Fundmnenlo.

No configura una correcta fundamentación del recurso extraordinario el aserto de
detcrminada solución jurídica, en tanto no esté razonada, constituya agravio correc-
tamente relacionado con las circunstancias del juicio y contemple los términos del
fallo en recurso, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada
Lino de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios gellerales.

El recurso extraordinario ha sido concebido como el instrumento genérico de la
función jurisdiccional más alta de la Corte, la que debe satisfacerse cabalmente
cuando están en juego problemas de gravedad tal que han comprometido el devenir
de las instituciones que establece la Constitución Nacional y el futuro de nuestra
comunidad toda (Disidencia parcial del DI'. Carlos S. Fayt).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Gr(ll'edad institllciollal.

Estando en juego problemas de gravedad tal que han comprometido el devenir de
las instituciones que establece la Constitución Nacional, y el futuro de nuestra co-
munidad toda, se deben superar ápices formales frustratorios del remedio federal
(Disidencia parcial del DI'. Carlos S. Fayt).

INTERPRETACION DE LA CONSTlTUClON.

La interpretación del instrumento político que nos rige no debe efectuarse jamás de
modo tal que queden frente a frente los derechos y deberes por él enumerados. para
que se destruyan recíprocamente. Antes bien, ha de procurarse su armonía dentro
del espíritu que le dio vida; cada una de sus panes ha de entenderse a la luz de to-
das sus disposiciones. de modo de respetar la unidad lógica y sistemática de la Ley
FUndamental (Disidencia parcial del DI'. Carlos S. Fayt).

CONSTlTUCION NACIONAL: Prillcipios generales.

La obligación de contribuir a la defensa de la Nación y de su Ley Fundamental. rec-
tamente interpretada, es una convocatoria a la defensa de las libertades e institucio-
nes en aquella reconocidas (Disidencia parcial del DI'. Carlos S. Fayt).

CONSTlTUCION NACIONAL: Prillcipios gellerales.

El art. 21 de la Constitución Nacional regula una contribución de los ciudadanos
el aporte de "sangre", que junto a las de carácter patrimonial sólo pueden tener exis-
tencia con sanción legislativa y en particular con su inicio en la Cámara de Dipu-
tados de la Nación (art. 44 de la Ley Fundamental) integrada por los representan-
tes directos del pueblo, que es sólo quien puede recabar tales tributos (Disidencia
parcial del DI'. Carlos S. Fayt).

CONSTlTUCION NACIONAL: Dereclios ." garalltías. Generalidades.

En modo alguno el art. 2.1 de la Constitución Nacional consagra un derecho que,
por encima del marco ordenado del ejercicio de los poderes públicos, tengan los
ciudadanos y que puedan ejercer libremente (Disidencia parcial del DI'. Carlos S.
Fa)'t).
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De los arts. 21 y 22 de la Constitución Nacional resulta que la decisión de armarse
al margen de los organismos de la Nación, es una actitud que en definitiva contra-
. ría uno de los principios e'senciales sentados en el art. 10 de la Ley Fundamental
(Disid'encia parcial del Dr. Carlos S. Fayt),

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos .l' garantías. Generalidades.

El "derecho de resistencia a la opresión" es un recurso máximo que no puede
aducirse con frivolidad o ligereza sin riesgo de alterar a cada momento el orden
constitucional (Disidencia parcial del Dr. Carlos S. Fayt).

RECURSO EXTRAORDlNARIO: Requisitos propios. Relación direcra. Normas extrwias al
juicio. Disposiciones constitucionales. Art. 21.

La invocación del art. 21 de la Constitución Nacional carece de relación directa con
las cuestiones juzgadas y resueltas en la causa, si choca con la incuestionable rea-
lidad de que era contra un gobierno constitucional y legítimamente instaurado que
los recurrentes afirmaban alzarse y que las fuerzas que se vieron atacadas se halla-
ban en el pleno ejercicio de las funciones que el marco institucional les otorga (Di-
sidencia parcial del Dr. Carlos S. Fayt).

PRUEBA: O¡i-ecimiento y produccirJn.

La incorporación de un documento al proceso mediante su entrega por manos anó-
nimas a un testigo, si bien es un modo no habitual para la introducción de la prue-
ba, no por ello se halla viciada de nulidad (Disidencia parcial del Dr. Carlos S. Fayt).

REBEUON.

Para valorar la existencia o no del dolo específico que requiere el delito del art. 226
del Código Penal, es imprescindible sopesar la factibilidad del hecho que el obje-
tivo de modificar el contenido de la Constitución Nacional pudiera haber tenido en
el ánimo de los atacantes (Disidencia parcial del Dr. Carlos S. Fayt).
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Contra el fallo de la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín -fs.
61 12/6115 Y 6116/6346 de los autos principales o fotocopias respectivas
del Anexo I que corre por cuerda con el presente-, los Defensores de los
condenados JUAN CARLOS ABELLA, CLAUDIA BEATRIZ ACOSTA,
MIGUEL ANGEL AGUIRRE, JUAN MANUEL ERNESTO BURGOS,
CINTlA ALEJANDRA CASTRO, LUIS ALBERT0.DIAZ, MIGUEL
ANGEL FALDUTTl, DANIEL ALBERTO GABIOUD ALMIRON, RO-
BERTO FELlCETTI, ISABEL MARGARITA FERNANDEZ, GUSTAVO
ALBERTO MESUTTl, DORA ESTER MOLINA, JOSE MOREYRA,
CARLOS ERNESTO MOTTO, .SERGIO MANUEL PAZ, LUIS DARlO
RAMOS, SEBASTIAN JOAQUIN RAMOS, CLAUDIO NESTOR
RODRIGUEZ y CLAUDIO OMAR VEIGA, presentaron recurso extraor-
dinario -fs. 6360/6721-, cuya denegatoria por el a qua -fs. 695 I /6965 del
principal- motivó la presente queja -fs. 1/107 de este reeurso-.

~I-

Diversas cuestiones constituyen la materia del recurso extraordinario
presentado por los Defensores y que exponen como agravios idóneos para
habilitar la vía denegada por la Cámara de Apelaciones.

En primcr término, postulan en el escrito la nulidad absoluta e insanable
de las actuaciones. Para ello señalan por un lado la anomia () ambigüedad
normativa que existiría en orden a legitimar la actuación de las fuerzas de
Ejército en la recuperación dcl cuartel donde se desenvolvieron los hechos.
Y, por otro lado,.lo que denominan mutilación del objeto de conocimien-
to y decisión, refiriéndose con ello al diverso procedimiento con que se
sustancia la investigación por la Illuerte dc 2R de los ineursores en elmen-
cionado cuartel y la aplicación de la ley 23.077 para eljuzgamiel1to de sus
defendidos. En virtud de cllo entienden conculcadas las garantías de igual-
dad entre las partes y el dcbido proceso judicial, así eOlllo lo dispuesto en
los arts. 95 y 100 ele la Constitución Nacional.
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Igual pedido de nulidad promueven respecto de las pericias realizadas
en los autos principales, el secuestro y exhibición de los elementos incau-
tados, la agregación de documentación a la causa e incluso algunos testi-
momos.

En segundo lugar, los defensores ingresan en la exposición de la situa-
ción histórico-política que precedió a los hechos juzgados en los autos
principales y, tras ello, abundan en consideraciones sobre los sucesos acae-
cidos y su relación con el art. 21 de la Constitución Nacional. Sostienen
en virtud de esto la virtual derogación de la ley 17.531 y aún el posible
error en que habrían incurrido sus defendidos -art. 34 inc. 1 del Cód. Pe-
nal- al obrar bajo la creencia de resistir un levantamiento militar.

En tercer término, critican la interpretación del art. 226 del Cód. Penal
por el a qua y, en virtud de ello, la relación concursal que vincula ese tipo
penal con aquellos otros de que se valiera el tribunal para calificar los di-
versos hechos acaecidos con motivo de la incursión en el cuartel militar.
En ese mismo razonamiento, sostienen lainexistencia de asociación ilícita
en el modo de obrar de sus defendidos. El tratamiento de todos estos as-
pectos además, les merecen la tacha de arbitrariedad poI' la forma en que
son valorados en la sentencia del a qua.

Más adelante, los letrados ingresan en cuestiones que definen como no
federales pero constitutivas de supuestos de arbitrariedad. De tal forma, en
cuarto lugar, analizan los hechos calificados de homicidios, homicidios
agravados y la tentativa de aquéllos, lesiones -leves y graves- y privación
ilegítima de libertad.

Finalmente, los Defensores cOllsideran que en autos existe gravedad o
interés institucional justificante de la intervención de la Corte Suprema de
Justicia.

-11-

A criterio de la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín, el re-
curso extraordinario presentado por los Defensores no posee la autonomía
exigida para su procedencia. En particular, puntualiza que no ha descripto
los hechos, ni indicado qué segmentos del texto de las numerosas copias
acompañadas deben tenerse en cuenta, por cuanto en ellos se mezclan te-
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mas de diversa significación. Agrega que la presentación en cuestión no
satisface ni mínimament~ tales requisitos formales, lo que de por sí resulta
suficiente para el rechazo del recurso.

Sin perjuicio de ello, el a qua entra en la consideración de algunos pun-
tos mencionados en el escrito recursivo.

Así, interpreta que la alegada anomia normati va y la llamada mutilación
del objeto procesal. no aparecen vinculadas con cuestión federal alguna,
ni se muestra su relación directa o inmediata, limitándose a cuestionar la
forma en que se operó la represión contra los incursores en el cuartel. Ca-
rencia que se argumenta nuevamente, cuando analiza la falta de demostra-
ción por la parte, de las garantías que entiende violadas por el desglose de
actuaciones para la investigación de la muerte de los incursores. Todo lo
cual, lleva al tribunal a sostener que falta una lesión directa o un perjuicio
concreto que argüir sobre el particular, aspecto que se repite en relación
con las nulidades impetradas.

Por eso considera el a qua que la sola mención de un artículo de la
Constitución Nacional no suple la demostración de que existe en el plan-
teo cuestión federal.

Este argumento, se desenvuelve igualmente en el análisis de la invoca-
ción hecha por la parte del art. 21 de la Constitución Nacional, la que in-
terpreta como una mera excusa pergeñada por los condenados con el fin
de encubrir su obrar delictivo.

En cuanto a las reglas del concurso y aquellos aspectos relativos a la
coautoría y la tipificación otorgada a los hechos investigados, sostiene el
a qua que no se ha expresado cuál es la cuestión federal a debatir.

Posteriormente y ya en relación conla alegada arbitrariedad del fallo,
en especial respecto a ciertos hechos específicos, la resolución de'negatoria
sosticnc que la sentencia ha sido debidamente fundada y tratados los he-
chos y la prueba respectiva cn forma adecuada.

Finalmer;te, en punto a la gravedad institucional señalada por la partc,
el tribunal interpreta que ninguno de los supuestos invocados a1can/'.un
para configurar esta causal de apertura de la vía extraordinaria.
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Todas esas cuestiones motivan el rechazo del recurso extraordinario
presentado por los Defensores.

-III-

Como consecuencia de 10 resuelto, la parte concreta la presentación
directa que es objeto del presente. Sin embargo, el tenor de los argumen-
tos desenvueltos en el escrito precedente, parecen remitirse a la reiteración
de los que fueran elaborados tanto para el alegato ante el tribunal a qua,
cuanto en las cuestiones planteadas en el recurso extraordinario, sin llevar
a cabo en consecuencia una crítica concreta y sistemática sobre los prin-
cipios de la denegatoria resuelta por la Cámara Federal de Apelaciones de
San Martín. De allí, la falta de eficacia, a mi entender, para conmover los
argumentos de este último tribunal (Fallos: 306: 1123).

La sola confrontación de lo sostenido por la parte en el escrito del re-
curso extraordinario con los términos de la resolución denegatoria, vía
escogida por los Defensores para elaborar esta queja, no sirve, por más que
se pretenda ordenarla a través de un ensamble puntual, si no se obtiene una
crítica ql,le supere lo meramente opinable o la afirmación apodíctica. Y
esto, aunque se intente dotar de evidencia o calidad manifiesta a los jui-
cios que se realizan, pues rcsu Ita necesario para la procedencia de esta pre-
sentación directa, que los Defensores se hagan cargo de los argumentos
denegatorios de la vía extraordinaria expuestos por el a qua. Extremo este
que implica la refutación de los mismos sobre todo cuando la mayoría de
las cuestiones planteadas, dada su naturaleza, resultan ajenas por princi-
pio a la vía pretendida, finalidad no alcanzada, según mi criteri.~), en esta
presentación.

No se trata pues de rigorismo formal cuando se exige que la queja apa-
rezca autosuficiente en su constitución y con un análisis crítico específi-
co de los puntos de la resolución denegatoria. El concepto de rigorismo
formal cubre la desnaturalización de la norma, mas no pretende evitar el
riguroso cumplimiento de los preceptos rituales.

En los autos, la parte se ha valido de una argumentación que recae so-
bre aspectos fácticos, valoraciones de tipo histórico-políticas, diversidad
de interpretación en la ponderación de elementos probatorios o la aplica-
ción de normas de derecho común; argumentando en buena parte de los
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casos arbitrariedad donde sus juicios entran en contradicción con los asu-
midos por el a qua.

En primer lugar, la señalada falta de autosuficiencia del recurso ex-
traordinario con que el tribunal inicia la fu~damentación de la denegatoria
del mismo, intenta ser refutada a través de dos argumentos centrales. Uno,
constituido por la modificación de las circunstancias históricas que hacían
razonable el requisito de autosuficiencia por parte del art. 15 de la ley 48,
extremo este, que los defensores entienden superado en la medida que
ahora es el mismo tribunal de la causa el que recepta el escrito recursivo
en cuestión. El ot¡:o, fundado en el debeT de una exégesis de característi-
cas amplias para las exigencias formales del recurso, atento a la existen-
cia de única instancia en el proceso reglado por la ley 23.077, lo que con-
vierte a la vía intentada en único medio de contralor de lo realizado por el
a qua.

Conviene pues remarcar que la autosuficiencia del recurso extraordi-
nario no sólo apunta a su literalidad o a la reconstrucción de los hechos y
aspectos significativos de los autos, sino sobre todo a la circunstancia de
que debe dar cuenta por sí de la cuestión federal involucrada en los mis-
mos y de la cláusula o garantía constitucional afectada; en relación con las
cuales, el relato claro de los sucesos y las diversas secuencias de la causa
cobran toda su importancia. Por eso, es la parte y no el tribunal, la que debe
marcar la vinculación esencial entre esos principios.

De allí que el hecho de que la causa y la sentencia le sean a éste per-
fectamente conocidas, al igual que los planteas y reservas previas hechas
por los Defensores, no los excusa de la exigencia de puntualizar los hechos
de autos para discernir cuál es la cuestión federal, en virtud de qué elemen-
tos, circunstancias o hechos de ese relato se suscita, cuál es su significa-
ción en la resolución del caso por el a qua y qué precepto constitucional
afecta. Estos aspectos, por cierto, no están sujetos a una casual histórica
o temporal sino que hacen al modo legal inexcusable con que debe plan-
tearse el acceso a la vía extraordinaria.

En segundo lugar, la pretendida interpretación amplia de las exigcncias
recursivas atento a las características propias del proceso reglado por la ley
23.077, no guarda relación ni se compadecc con la falta de cumplimiento
de los requisitos reclamados para la apertura de la vía extraordinaria. En
primer lugar, la calidad dc excepcional con que la parte califica al modo
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procesal que rigió el juzgamiento de los ahora condenados, no limita ni
restringe las garantías constitucionales del debido proceso o la defensa en
juicio. El hecho de que el juicio se desenvuelva en única instancia no obsta
a ello, como lo tiene dicho V.E. en reiteradas oportunidades (Fallos:
250:753,260:51,290:274,306: 1125), dado además el carácter colegiado
del tribunal. De allí, que la excepcionalidadde este proceso surge más de
su referencia particular a un determinado tipo penal, la oralidad con que
se desarrolla y el carácter plural del tribunal en comparación con el modo
preminentemente escrito que rige al sistema procesal federal, que de cual-
quier formalidad restrictiva de garantías constitucionales. Por ello, no hay
motivos para omitir exigencias previstas legalmente para la vía extraordi-
naria, cuando éstas no se fundan en un rigorismo'que impida el correcto
servicio de justicia; pues V.E. no actúa como otra instancia ordinaria de
revi sión de los fallos judiciales de esta índole.

En cuanto a la argüida anomia, la mutilación del objeto procesal y la
nulidad general del proceso, que se opondría a los arts. 16, 18, 95 Y 100
de la Constitución Nacional, esta presentación directa no alcanza tampo-
coa conmover las razones denegatorias del recurso extraordinario consi-
deradas por el a qua.

Es que, toda la argumentación de la Defensa acerca de la faltade sus-
tento legal no se ordena a otra cosa que juzgar el modo de actuación que
le cupo al Ejército y las Fuerzas de Seguridad en la recuperación del cuartel
ocupado por los incursores. En ningún momento la sostenida anomia se
vincula con el proceso judicial mediante el cual fueron juzgados sus de-
fendidos y, en tal sentido, no se advierte qué aspectos de esa actuación de
las Fuerzas Armadas y de Seguridad han influido en el desarrollo y resul-
tado del mismo o afectado las garantías del debido proceso y la d~fensa en
juicio de los acusados". Por eso, las diversas consideraciones de los defen-
sores y la disputa sobre las normas legales que pudieran justificar la recu-
peración del cuartel, no ha podido demostrar agravio alguno para los con-
denados, en la medida que el Poder Judicial tonió intervención desde el
primer momento, dentro del marco de posibilidades que las mismas carac-
terísticas y secuencias de los hechos determinaban.

Otro tanto, debe señalarse acerca de la falta de demostración de agra-
vio por el diferente procedimiento con que se han investigado los hechos
cometidos por los condenados y la muerte de parte de los incursores en el
cuartel militar. Es que los propios Defensores admiten que dichas muer-
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tes son objeto actual de investigación por un Tribunal Judicial legitimado
para ello y, conviene destacarlo, en el mismo ámbito de garantías que rige
a todos los procedimientos. Ciertamente, la parte no alcanza a mostrar en
qué medida esa investigación judicial puede afectar o influir en el proce-
so a sus defendidos o en qué aspecto ello ataca garantías constitucionales
. de los mismos. La diversidad de modos procesales con que sejuzgan unos
y otros, reconoce origen en el mismo sistema de la ley 23.077 y su

_ especificidad, sin que se haya probado en qué aspecto, razonamiento o
conclusión del fallo tal circunstancia ha producido agravio federal para la
parte tanto respecto del art. 18 cuanto del art. 16 de la Constitución Nacio-
nal. Baste en tal sentido con señalar que la mayoría de los cuestiona-
mientas de los Defensores se ordenan a lo que el a qua, hipotéticamente,
deberá hacer cuando conozca de los hechos juzgados en la otra causa; de
allí su tacha de potencial prejuzgamiento para con aquellos autos. En úl-
tima instancia, en esta argumentación no hay agravio, sino el reproche de
que no se haya juzgado a la Fuerza Ejército dentro del mismo marco pro-
cesal que a los incursores, lo cual según loha sostenido el a qua sin res-
puesta eficaz de la parte, encuentra sosten fáctico y normativo en los su-
cesos acaecidos y la ley 23.077.

Igual carencia afecta a la presentación cuando postula diversas nulida-
des procesales pues no alcanza a demostrar en qué sentido ciertos testimo-
nios, pericias o secuestro de material han afectado la garantía de defensa
en juicio, así como impedido la presentación de otras pruebas y en su caso,
de qué manera éstas pudieran haber influido en el resultado del proceso.

Vale la pena señalar que en todas las afirmaciones de arbitrariedad so-
bre cuestiones de hecho, prueba y derecho común, los Defensores no pue-
den superar lo que resulta una simple diversidad de criterio sobre las con-
sideraciones de tales aspectos. Así, en cuanto al concurso de delitos, la
coautoría o la tipificación de las conductas; temas todos ellos de derecho
común, ajenos por principio a la vía extraordinaria, que han sido resuel.
tos con argumentos del mismo tenor por el tribunal de la causa, sin que se
muestre o advierta irrazonabilidad en el encadenamiento lógico-normati-
vo de los mismos y su vinculación con los hechos de autos.

Los otros supuestos de sentencia arbitraria, que los Defensores preten-
den esgrimir en hechos que concretamente individualizan por el nombre
de la víctima, aparecen huérfanos de los requisitos que permitan su con-
sideración. Es que no se mencionan en qué consiste la arbitrariedad de
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desechar fundadamente testimonios, cuáles son y por qué de su valor "fun-
damental". Se afirma que no se cotejó dichos contradictorios, sin mencio-
nar cuáles y por qué lo son; se sostiene que no se ponderó esos dichos con
otras medidas de prueba, pero no se indica cuáles son y en qué medida ello
es relevante para modificar el resultado de la causa. En todos los supues-
tos, por tanto, se advierte que la parte pretende en realidad que V.E. actúe
como nueva instancia ordinaria.

Por último, cabe considerar la gravedad institucional sostenida por los
Defensores. En tal sentido no puede negarse el estremecimiento produci-
do en la sociedad al tomar conocimiento de los hechos sangrientos provo-
cados en el cuartel militar. La difusión de los sucesos, sus circunstancias
e incluso la filmación de parte de los enfrentamientos facilitaron ese es-
tado emocional. A pesar de ello, es necesario remarcar que tal conmoción
no trasciende la que parece natural a hechos de estas características. En
definitiva, las conductas que se encuadran en estos tipos penales, conlle-
van una relevancia social y política que les es propia. No es este, sin em-
bargo, el contenido que la jurisprudencia de V.E. ha otorgado a la noción
de gravedad institucional.

Lo trascendente, ha de ser la cuestión constitucional o institucional que
se sucita más que el ámbito social o comunitario al que llegan reflejados
sucesos sangrientos y preocupantes, sobre todo por el recuerdo de hechos
históricos que marcaron la conciencia de la ciudadanía.

No alcanza pues con la repercusión social para que se considere a un
hecho como de gravedad institucional. En tal sentido, los Defensores han
integrado a esa cuestión elementos que ya habían individualizado en agra-
vios precedentes y que tuvieron, como se vio, un juicio negativo adecua-
do por parte del a qua a la hora de valorarlos en su eficacia para habilitar
la instancia extraordinaria. Tal en lo que respecta a la actuación militar
para recuperar el cuartel, las tareas de inteligencia en relación con ello,
ciertas alegaciones de secreto militar -sin relación con el fondo del asun-
to- o la aplicación de la ley 23.077 al proceso por la toma del cuartel, mas
no para el conocimiento de la muerte de parte de los incursores.

De hecho, la parte cuando busca responder al auto denegatorio en lo
que a este punto respecta, no hace más que motivarlo en la violación de las
garantías de defensa en juicio y el debido proceso legal, que por lo ya rei-
teradamente sostenido no aparece demostrada.
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Pero, además, fundamentalmente, la doctrina de la gravedad institu-
cional, de resultar aplicable, es válida para soslayar el incumplimiento de
requisitos indispensables del recurso extraordinario, mas no puede obte-
ner la descalificación de un acto jurisdiccional que, como en el caso, no se
demostró que incurriere en arbitrariedad.

En definitiva, según mi criterio, la presentación directa que es objeto
del presente, no puede conmover los razonamientos con que el a quo re-
chazó el recurso extraor-dinario intentado, razón por la cual estimo que
V.E. debe desestimar esta queja. Buenos Aires, 1I de octubre de 1990.
Osear Eduardo Roger.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por los defensores en la
causa Abella, Juan Carlos y otros s/rebelión -causa N° 238/89-", para de-
cidi r sobre ,~u procedenci a.

Considerando:

1°) Que la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín condenó a
Roberto Felicetti a la pena de reclusión perpetua, con más la accesoria de
reclusión por tiempo indeterminado, accesorias legales y costas; a Claudia
Beatriz Acosta, a la pena de reclusión perpetua, accesorias legales y cos-
tas; a Miguel Alberto Aguirre, Luis Alfredo Díaz, Isabel Margarita
Fernández, Gustavo Alberto Mesutti, José Moreyra, Carlos Ernesto Malla,
Sergio Manuel Paz, Luis Daría Ramos, Sebastián Joaquín Ramos, Claudia
Néstor Rodríguez y Claudia amar Veiga, a la pena de prisión perpetua,
accesorias legales y costas; por considerar a todos ellos coautores
penal mente responsables de los delitos de asociación ilícita calificada, en
concurso real con rebelión, el que concurre idealmente con los delitos de
usurpación, homicidio doblemente agravado reiterado (la ocasiones),
múltiple homicidio en grado de tentati va doblemente agravado (12 ocasio-
nes), robo agravado por su comisión con armas reiterado (3 ocasiones),
privación ilegal de la libertad calificada por haberse cometido como me-
dio de coacción reiterada (4 ocasiones), una de las cuales se agrava tam-
bién por resultar grave daño en la salud del ofendido y otra por resultar la
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muerte de la persona ofendida; lesiones graves reiteradas (3 ocasiones) y
lesiones leves reiteradas (8 oportunidades); (artículos 12; 29, inc. 3°; 42;
45; 54; 55; 80 ines. 6° y7°; 89; 90; 142 bis, último párrafo; 166, ine. 2°;
181, inc. 1°; 210 bis,conforme a las característicasde sus apartados a, b
y d Y226, todo del Código Penal; y 86 de la ley 23.077).

También condenó a Juan Antonio Puigjane a la pena de veinte años de
prisión, accesorias legales y costas; a Dora Ester Molina, a la pena de quin-
ce años de prisión, accesorias legales y costas; a Daniel Alberto Gabioud
Almirón y Miguel Angel Faldutti a la pena de trece años de prisión, acce-
sorias legales y costas, a Juan Manuel Ernesto Burgos y Cintia Alejandra
Castro a la pena de once años de prisión, accesorias legales y costas, a Juan
Carlos Abella a la pena de diez años de prisión, accesorias legales y cos-
tas; por considerarlos coautores penalmente responsables del delito de
asociación ilícita calificada y partícipes secundarios de rebelión, que con-
curre materialmente con la asociación ilícita e idealmente con los delitos
de usurpación, homicidio doblemente agravado reiteradQ (10 ocasiones),
múltiple homicidio en grado de tentativa doblemente agravado (12 ocasio-
nes), robo agravado por su comisión con armas reiterado (3 ocasiones),
privación ilegal de la libertad calificada por haberse cometido como me-
dio de coacción reiterada (4 ocasiones). una de las cuales se agrava tam-
bién por resultar grave daño en la salud del ofendido y otra por resultar la
muerte de la persona ofendida; lesiones graves reiteradas (3 ocasiones) y
lesiones leves reiteradas (8 oportunidades); (arts. 12; 29, inc. 3°; 42: 45;
54; 55; 80, incs. 6° y 7°; 89; 90; 142 bis; 142 bis, acápite segundo, en fun-
ción del artículo 142, inc. 3°; 142 bis, último párrafo; 166, inc. 2°; 181, inc.
3°; 210 bis, conforme las características de sus apartados a, b y d Y 226,
todos del Código Penal; y 86 de la ley 23.077).

2°) Que contra esta sentencia, los defensores de los condenados inter-
pusieron el recurso extraordinario de fs. 6360/6721, cuya denegación a fs.
6951/6965 motivó esta presentación directa.

3°) Que el recurso extraordinario se fundó en la presunta nulidad de las
actuaciones debido a irregularidades en su sustanciación; invocó una erró-
nea interpretación del Artículo 21 de la Constitución Nacional que, según
el recurrente, era el fundamento legal de la conducta de los procesados;
también cuestionó la calificación legal de los hechos y la valoración de las
pruebas, a las que consideró arbitrarias. Finalmente, invocó la existencia
de gravedad institucional.
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4°) Que la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín rechazó el
recurso, al considerar que no cumple el requisito formal de autosuficiencia,
por carecerse de una relación de los hechos de la causa con las cuestiones
planteadas como de naturaleza federal. Ello no obstante, se hizo cargo de
algunos de esos agravios y los desestimó por otros motivos.

5°) Que, según doctrina de este Tribunal, para satisfacer el requisito de
fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, el recur-
so extraordinario debe contener una enunciación clara y precisa de los
hechos de la causa que permitan vincular a ellos las cuestiones que, como
de naturaleza federal, se intenta someter a conocimiento de la Corte (Fa-
llos: 303:374,1108,1181 Y 1885; 304:1728'y sus citas, entre muchos
otros). Del mismo modo, se ha resuelto que la omisión de este requisito no
puede ser subsanada mediante la remisión a escritos anteriores o a otras
actuaciones del proceso (cooL causa: B.60.XXII, "Barguindeguy, Albano
Eduardo s/incidente de eximición de prisión", resuelta el 17 de noviembre
de 1988, y sus citas).

6°) Que esta doctrina resulta aplicable al presente recurso extraordina-
rio, que ha sido integrado con escritos aislados e independientes, en algu-
nos casos con fotocopias de presentaciones en la instancia anterior, y que
por]o tanto no fueron enderezados a fundamentar cuestiones constitucio-
nales surgidas como consecuencia de la sentencia recurrida, sino que cons-
tituyen una mera repetición de agravios ya sustanciados y resueltos por el
a quo.

7°) Que la exigencia de la fundamentación suficiente tiene por mira
conocer los concretos agravios de naturaleza federal que púedan justificar
la intervención del Tribunal para revisar una sentencia que ha puesto fin
al proceso, y que sólo puede ser revisada.en los casos específicos que mar-
ca la ley. En consecuenci a, no configura una correcta fundamentación del
recurso extraordinari'o,el aserto de determinada solución jurídica en tan-
to no.esté razonada, constituya agraviüeorrectamente ~elacionado con las
ci-rcunstancias deljuicioy contemple los términos del faJIo en recurso del
cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los
argumentos, en que.se apoya y da lugar a agravios (Fallos: 293: 166;
294:356; 295:99; 308:2263).

8°) Que la lectura de las más de seiscientas fojas que forman el conjunto
de escritos y fotocopias que constituyen el recurso, impide al Tribunal un
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conocimiento cabal de los agravios, con referencia a los hechos de la causa
y los fundamentos de la sentencia recurrida.

Por ello, y lo concordemente dictaminado por el señor Procurador Ge-
neral, se desestima la queja. Intímese al recurrente a que dentro del quin-
to día y conforme a las pautas establecidas por la acordada n° 54/86, efec-
túe el depósito que dispone el artículo 286 del Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación, en el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, a la
orden de esta Corte y bajo apercibimiento de ejecución.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT (en disidencia parcial) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO-

JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA PARCIAL DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1°) Que la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín condenó a
Roberto Felicetti a la pena de reclusión perpetua, con más la accesoria de
reclusión por tiempo indeterminado, accesorias legales y costas; a Claudia
Beatriz Aeosta, a la pena dc reclusión perpetua con más la accesoria de
reclusión por tiempo indeteFminado, accesorias legales y costas; a Miguel
Alberto Aguirre, Luis Alfredo Díaz, Isabel Margarita Fernández, Gusta-
vo Alberto Mesutti, José Moreyra, Carlos Ernesto Molto, Sergio M'anuel
Paz, Luis Daría Ramos, Sebastián Joaquín Ramos, Claudia Néstor
Rodríguez y Claudia Ornar Veiga, a la pena de reclusión perpetua, acce-
sorias legales y costas; por considerar a todos ellos coautores penal mente
responsablcs de los delitos de asociación ilícita calificada, en concurso real
con rebelión, el que concurre idealmente con los delitos de usurpación,
homicidio doblemente agravado reiterado (10 ocasiones), múltiple homi-
cidio en grado de tentativa doblemente agravado (12 ocasiones), robo
agravado por su comisión con armas reiterado (3 ocasiones), privación ile-
gal de la libertad calificada por haberse cometido como medio de coacción
reiterada (4 ocasiones), una de las cuales se agrava tanibién por resultar
grave daño en la salud del ofendido y otra por resultar la muerte de la per-
sona ofendida; lesiones graves reiteradas (3 ocasiones) y lesiones leves
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reiteradas (8 oportunidades); (arts. 12; 29 inc. 3°; 42; 45; 54; 55; 80, incs.
6° y r;89; 90; 142 bis, último párrafo; 166, inc. 2°; 181, inc. 1°; 210 bis,
conforme a las características de sus apartados a, b y d, y"226, todos del
Código Penal; y 86 de la ley 23.077).

También condenó a Juan Antonio Puigjané a la pena de veinte años de
prisión, accesorias legales y costas; a Dora Ester Molina, a la pena de quin-
ce años de prisión, accesorias legales y costas; a Danicl Alberto Gabioud
Almirón y Miguel Angel Faldutti a la pena de trece años de prisión, acce-
sorias legales y costas; a Juan Carlos Abella a la pena de diez años de pri-
sión, accesorias legales y costas; por considcrarlos coautores penalmente
responsables del delito de asociación ilícita calificada y partícipes secun-
darios de rebelión, que concurre materialmente con la asociación ilícita e
idealmente con los delitos de usurpación, homicidio doblemente agrava-
do reiterado (10 ocasiones), múltiple homicidio en grado de tentativa do-
blemente agravado (12 ocasiones), robo agravado por su comisión con
armas reiterado (3 ocasiones), privación ilegal de la libertad calificada por
haberse cometido como medio de coacción reiterada (4 ocasiones), una de
las cuales se agrava también por resultar grave daño en la salud del ofen-
dido y otra por resultar la muerte de la persona ofendida; lesiones graves
reiteradas (3 ocasiones) y lesiones le~es reiteradas (8 oportunidades); (arts.
12; 29, inc. 3°; 42; 45; 54; 55; 80, incs. 6° y r; 89; 90; 142 bis, 142 bis
acápite segundo, en función del artículo 142, inc. 3°; 142 bis, último pá-
ITafo; 166, inc. 2°; 181, inc. 3°; 210 bis, conforme a las características de
sus apartados a, b y d Y226, todos del Código Penal; y 86 de la ley 23.077).

2°) Que contra esta sentencia, los defensores de los condenados inter-
pusieron el recurso extraordinario de fs. 6360/6721, cuya denegación a fs.
6951/69 moti vó esta presentación directa.

3°) Que el recurso extraordinario se fundó en la presunta nulidad de las
actuaciones debido a irregularidades en su sustanciación; invocó una erró-
neainterprelación del artículo 21 de la Constitución Nacional que, según
el recurrente, era el fundamento legal de la conducta de los procesados
desde su inicio; objetó asimismo la calificación legal de los hechos y la
valoración dc las pruebas, a las que consideró arbitrarias. Finalmente, in-
vocó la existencia de gravedad institucional.

4°) Que la Cámara Fedcral de Apelaciones de San Martín rechazó el
recurso intentado al considerar que no cumplía con el requisito formal de
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autosuficiencia por carecer de una relación de los hechos de la causa con
mención a las cuestiones planteadas como de naturaleza federal.

5°) Que el recurso extraordinario ha sido concebido como el instrumen-
to genérico de la función jurisdiccional más alta de esta Corte, la que debe
satisfacerse cabalmente cuando están en juego problemas de gravedad tal
que han comprometido el devenir de las instituciones que establece la
Constitución Nacional y el futuro de nuestra comunidad toda. Así, la exis-
tencia de aspectos de tal trascendencia ha sido tomada en consideración
por este tribunal para superar ápices formales frustratorios del remedio
federal intentado (C.118.XXII. "Collinao, Rufino y otros e/Municipalidad
de General Roca s/contenciosoadministrativo", del 28 de febrero de 1989,
entre otros). Situación que se presenta en el sub examine.

6°) Que nuestra Ley Fundamental, en su artículo 21, al establecer que
"todo ciudadano argentino está obligado a armarse en defensa de la patria
y de esta Constitución", agrega que debe hacerlo "conforme a las leyes que
al efecto dicte el Congreso y a los decretos del Poder Ejecutivo Nacional".
La interpretación del instrumento político que nos rige no debe efectuar-
se jamás de modo tal que queden frente a frente los derechos y deberes por
él enumerados para que se destruyan recíprocamente. Antes bien, ha de
procurarse su armonía dentro del espíritu que les dio vida; cada una de sus
partes ha de entenderse a la luz de todas sus disposiciones, de modo de
respetar la unidad lógica y sistemática de la Ley Fundamental, (Fallos:
167: 121; 171 :348; 181 :343; 199:483; 240:311; 242:353; 246:345; 251 :86;
253: 133; 255:293; 258:267; 272:99; 276:265; 280:311; 299:200; 300:596;
301 :771; entre muchos otros). La determinación del medio que prevé el
mismo texto, dentro del marco de las instituciones que ella estipula y cuya
reglamentación otorga a los órganos de gobierno, excluye en forma abso-
luta, toda interpretación que se encamine ajustificar conductas que tengan
por objeti va subvertir el sistema que ella ordena. En tal sentido, esta Corte
ha dicho que: "la obligación de contribuir a la defensa de la Nación y de
su Ley Fundamental, rectamente interpretada, es una convocatoria a la
defensa de las libertades e instituciones en aquélla reconocidas", (causa:
P.39I.XX. "Portillo, Alfredo s/infracción al art. 44 de la ley 17.531 ", del
18 de abril de 1989).

7°) Que el art. 21 de la Constitución Nacional regula una contribución
de los ciudadanos. el aporte de "sangre", que junto a las de carácter patri-
monial sólo pueden tener existencia con sanción lcgÍslativa y en particu-
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lar con su inicio en la Cámara de Diputados de la Nación, (art. 44 de la Ley
Fundamental), integrada parlas representantes directos del pueblo, que es
sólo quien puede recabar tales tributos. Se asegura así, que la defensa de
la Patria no quede librada, en esta materia, ill pago de soldadas o de remu-
neraciones propias de regímenes profesionales o de grupos mercenarios.

Tal contribución es una "carga" pública, de las que los romanos llama-
ban "onus", término que concluyó por adquirir el sentido de "honor". Es
claro que para cada ciudadano el contribuir a la defensa de la Patria no es
una mera carga, sino que constituye un motivo de honra; empero, de este
princi pío de patrioti smo no cabe extraer que el artículo citado en su esen-
cia jurídica no imponga sino una "obligación", como su texto literalmen-
te lo dice ("Todo ciudadano argentino está obligado a armarse en defensa
de la patria").

En modo alguno se consagra en este caso, un derecho, que por sobre el
marco ordenado del ejercicio de los poderes públicos, tengan los ciudada-
nos y que puedan ejercer libremente. La convocatoria de ciudadanos es
claro que debe provenir de ley del Congreso Nacional; por otra parte la
reunión espontánea de hombres en armas es repudiada expresamente por
la Constitución Nacional cn su art. 22 cuando dispone que:. "El pueblo no
delibera ni gobierna, sino por medio de sus representantes y autoridades
creadas por esta Constitución. Toda Fuerza Armada o reunión de personas
que se atribuyan los derechos del pueblo y peticione a nombre de éste,
comete el delito de sedición".

En consecuencia de las normas constitucionales citadas resulta que la
decisión de armarse al margen de los organismos de la Nación, es una ac-
titud que en definitiva contraría uno de los principios esenciales sentados
en el art. J de la Ley Fundamental.

8°) Que tampoco es atendible el argumento de la recurrente que se re-
fiere, ya en un ámbito que excede el orden jurídico positivo, al "derecho
de resistencia a la opresión". Este, contenido en el art. 2° de la Declaración
de Derechos del Hombre y del Ciudadano francesa de 1789, que mantie-
ne su virtualidad en el ordenamiento constitucional actual de su país de I
origen, es un recurso máximo que no puede aducirse con frivolidad o li-
gereza sin riesgo de alterar a cada momento el orden constitucional. Or-
den, cuya consolidación ha sido una tarea larga y penosa, y que no debe

•
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quedar sin protección ante quienes invoquen tan excepcional derecho
antojadizamente.

9°) Que es por demás oportuno agregar que la introducción a nuestro
plexo normativo del denominado "derecho de resistencia a la opresión",
ha recibido por medio del Congreso Nacional, y no hace largo tiempo, una
clara negativa. En efecto, al tratarse el proyecto originario de la ley 23.077,
que proponía introducir en el art. 34 del Código Penal, una causal de
inimputabiliadfundada en "la resistencia a la implantación o mantenimien-
to de un poder público ajeno a los previstos en la Constitución Nacional";
el miembro informante en el Senado de la Nación dijo: "Se pretende intro-
ducir aquí, una norma de difÍci I interpretación, que alguien pudiera que-
rer invocar no para justificar la defensa de la Constitución, sino la violencia
por la violencia misma o bajo el pretexto de otra motivación política. Es-
tamos en contra de toda forma de terrorismo"-(Diario de sesiones de la
Cámara de Senadores de la Nación, año 1984, página 497). La supresión
votada afirmativamente por el Senado no generó explicaciones adiciona-
les por parte de la Cámara de Diputados.

IO) Que, a más de lo hasta aquí expresado acerca de la extensión y co-
rrecta interpretación que cabe otorgarle al art. 21 de nuestra Ley Funda-
mental, de las concretas circunstancias de hecho que rodearon la acción de
quienes aducen tal argumento, no se desprende una finalidad acorde con
la preservación de los principios e instituciones contenidas en la Consti-
tución Nacional, en los que la sociedad argentina halla la más segura pro-
tección contra la opresión en cualquiera de sus formas, y cuyo respeto es
el presupuesto fundamental para cualquier intento de supuestas mejoras.

La invocación de la cláusula constitucional antedicha para justificar la
conducta de los procesados carece así de relación directa con las cuestio-
nesjuzgadas y resueltas en la causa (Fallos: 188:5; 248:129; 268:247;
270:233; 308:2632; entre muchos otros), pues choca con la incuestionable
realidad de que era contra un gobierno constitucional y legítimamente
instaurado que los recurrentes afirmaban alzarse y que las fuerzas que se
vieron atacadas se hallaban en el pleno ejercicio de las funciones que el
marco institucional les otorga.

11) Que los agravios de la recurrente enderezados a atacar el procedi-
miento seguido que condujo a la división de las causas operada al momen-
to de su substanciación, tampoco son atendibles.
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Tal división, ha sido fundada en teXtos legale's formales (ley 23,077),
Al margen de su oportunidad y conveniencia que no es función de este
Tribunal juzgar, no resulta de la ley citada una afección al derecho de de-
fensa, en tanto no priva a los acusados de los medios esenciales para ase-
gurar sus derechos. En efecto, de conformidad con sus disposiciones se ha
producido un juicio "fundado en ley anterior al hecho del proceso"; han
intervenido magistrados regulares de la República y no comisiones espe-
ciales y se le ha propoi'cionado a los acusados suficiente oportunidad de
audiencia y prueba, no siendo vulneradas por tanto las cláusulas constitu-
cionales que hacen "al proceso.

12) Que de los detalles de la argumentación de la recurrente se despren-
de, no que ella haya sufrido agravio alguno del desdoblamiento procesal
antes aludido, hecho que no logra demostrar, sino que pretende señalar
elementos que harían no a su propio juicio, sino al que corresponde a los
miembros de las Fuerzas Armadas intervinientes.

Tales circunstancias de hecho, es obvio que antes que aliviar el peso de
los cargos efectuados a los aquí juzgados, agravaría -en la hipótesis de
asistirles razón- la situación de integrantes de las fuerzas de seguridad. Ello
es así, toda vez que en modo alguno una mayor o menO!' energía en la re-
presión -y aún la comisión hipotética de hechos ilícitos en tal tarea- impide
que se hallase ya configurado genéricamente el cuadro del cual resulta la
figura típica por la que los recurrentes son incriminados. Esto sentado, se
observa pues la ausencia de un "gravamen" concreto de entidad que haga
valer la defensa con el estricto propósito de mejorar la situación de los
encauzados, y no que implique una acusación para miembros de las fuer-
zas de seguridad. Lo dicho es aplicable en igual medida, al argumento que
sostiene la falta de legitimación de las fuerzas armadas para recuperar la
plaza militar. Es en el juicio a los integrantes de estas últimas donde de-
berán hacerse valer de modo eficaz y oportuno los argumentos antes men-
cionados si se pretendiera aportar todos los medios disponibles con miras
al esclarecimiento de los hechos acaecidos y la consagración de una solu-
ción adecuada a ellos.

13) Que el recurrente se agravia también, de la supuesta violación en
la que incurriría la sentencia, a la garantía del debido proceso que tutela
el art. 18 de la Constitución Nacional, por no haberse contemplado las re-
gIas de la exclusión de la prueba, incorporando al juicio aquellas que le
estarían vedadas. Si bien en numerosos pasajes del recurso se invoca di-
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cho agravio, no se menciona con la misma claridad e insistencia cuál se-
ría la prueba que se habría arrimado y valorado anómalamente. No alcanza
tampoco la recurrente a demostrar que la prueba presuntamente ilegal po-
sea en el razonamiento de la sentencia un valor de tal entidad, que supri-
miéndolo en formá hipotética hubiera variado la conclusión a la que arri-
bó el a qua.

Los argumentos referidos, en particular a la legitimidad de las pruebas
obtenidas en ocasión de realizarse pesquisas domiciliarias, no señalan sino
supuestos vicios en relación a cuestiones meramente formales, que no se
vinculan con la sustancia de la cláusula constitucional antedicha, centra-
das en la ley que reglamenta su ejercicio y no en aquélla (confr. Fallos:
301 :676; 303: 1593; 304: 105; 305: 1727).

14) Que en cuanto a la incorporación al proceso del documento que se
ha dado en llamar "rol de combate", es pertinente descartar también la
nulidadpretendida. Según se ha demostrado en el debate oral y lo expre-
sa la sentencia recurrida, ese documento fue incorporado al proceso me-
diante su entrega por manos anónimas a un testigo, modo no habitual por
cierto para la introducción de la prueba, pero no por ello viciado de nuli-
dad. En idéntico sentido se ha pronunciado la Corte Suprema de los Esta-
dos Unidos en un gran número de fallos, al merituar la forma en que es
aportada la prueba a la litis, (United States vs. Blaton, 479 F2d 327;
Commonwelth vs. Kozak, 336 A2d 804; State vs. Morris 329 N.E. 3d. 85;
entre otros). Al cuestionarse el modo en que la pieza probatoria fue alle-
gada, más allá de su veracidad o mendacidad, debe evitarse caer en situa-
ciones como la descripta por esta Corte en Fallos: 260: 114, "Pues si bien
la posible condena del inocente conmueve a la comunidad entera en sus
valores más sustanciales y profundos, ello ocurre también con la absolu-
ción técnica de los partícipes declarados de hechos notorios y graves, en
los supuestos en que la solución alcanzada pueda adolecer de deficiencias,
susceptibles de afectar una irreprochable administración de justicia. Tal
circunstancia compromete principios institucionales básicos, porque el
consenso colectivo en la vigencia de la ley penal es recaudo de la paz y el
orden públicos, que en definitiva reposan en el imperio de la justicia".

15) Que en cambio la sentencia apelada admite críticas en relación al
encuadramiento de los hechos en las previsiones legales consideradas. No
resulta afortunada la terminología y conceptualización del tipo penal en lo
concerniente a lo que el a qua denomina "rebelión". Esto es aSÍ, toda vez
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que a fs. 6232 vta. y siguientes la sentencia en crisis entiende apropiados
cánones doctrinarios previstos para el delito que tipificaba el art. 226 del
Código Penal de la Nación antes de su reforma por parte de la ley 23.077.

Es necesario analizar, pues, si se hallan presentes en autos, los elemen-
tos que configurarían la tipificación de 10 que el título décimo, capítulo
primero del Código en Maíeria Penal, denomina Juego de la reforma "Aten-
tados al orden constitucional y a la vida democrática".

16) Que para aplicar al sub examine las previsiones de la norma ante-
dicha el tribunal sentenciante entendió suficiente corroborar la virtualidad
de dos extremos. En primer lugar los caracteres de1."alzamiento en armas",
elemento que parece superfluo ahondar dados los perfiles públicos que
revistió el suceso. En segundo término, la existencia de un elemento sub-
jetivo del tipo distinto del dolo genérico, 'que se hallaría presente en el
ánimo de los procesados. Esta valoracióil del a qua tendría fundamento en
el conteilido de los documentos secuestrados en el interior de la unidad
militar y en la finca sita en la calle Graham Bell 2780, los que referirían
la intención de cambiar los preceptos de la Ley Fundamental, en especial
reimplantando artículos incluidos en la reforma del año] 949.

17) Que no parece suficiente la simple existencia de tales documentos
para atribuir a Jos encausados la voluntad firme de modificar el conteni-
do de la Constitución Nacional. No debe en este caso atenderse con exclu-
sividad, a las expresiones de mayor o menor fuerza retórica de los
encartados, puesto que dichos conceptos pueden bien encuadrarse en algo
que no va más allá de lo que popu larmente se llama una" arenga política".
Es imprescindible, para valorar la existencia o no de] dolo específico que
requiere este delito, sopesar la factibilidad de Ilecho que tales objetivos
pudieran haber tenido en el ánimo de los atacantes. A tal fin, podemos ase-
gurar que las conductas llevadas adelante por los agresores, por múltiples
razones no podrían en ningún caso desembocar en lo que expresan los
documentos que constan en estos autos y que son base, en este punto, de
la sentencia apelada. El conocimiento de la realidad de hecho que acom-
pañaba al ataque a ]a unidad militar no puede, dado el grado de informa-
ción que poseía la cúpula directiva del grupo subversivo, haber escapado
a las previsiones de los agresores. La desproporción de fuerzas entre quie-
nes se produjo el enfrentamiento y el conocimiento de una realidad social
compuesta por un pueblo con manifiesto rechazo por aventuras quiméri-
cas de este tipo, son elementos que no pudieron desconocer quienes lleva-
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ron adelante la incursión al cuartel militar. En un razonamiento meditado
de los hechos ocurridos, no cabe seriamente creer que las conductas tuvie-
ran por objetivo final algo más que generar en la población una situación
de confusión, que hipotéticamente, dentro delpensamiento de los recurren-
tes, hubiera podido ser campo propicio para el inicio de cualquier tipo de
iniciativa popular. Solo en una línea de causalidad sumamente lejana po-
dría existir, en el razonamiento de los enjuiciados, el dolo específico que
requiere esta especial figura típica y que el fallo apelado da por probado.
En otros términos, no cabe evaluar a los que no constituyen sino confusos
proyectos sin coherencia, gravados por una fuerte carga de oratoria y des-
tinados a generar primariamente tensión social, con el meditado proyec-
to -que exige el dolo específico referido- de producir una concreta altera-
ción de las instituciones. La descalificación axiológica que merece la con-
ducta de los condenados no debe moyer a atribuirles una acción más aca-
bada que la que realmente cumplieron.

18) Que, finalmente atento a lo antes sentado, resulta prematuro el aná-
lisis pormenorizado de las restantes cuestiones de hecho y prueba propues-
tas en el recurso interpuesto.

Por ello, oído el señor Procurador General, se hace lugar al recurso y
se deja sin efecto la sentencia apelada. Vuelvan los autos al tribunal de
origen a fin de que por quien corresponda se dicte una nueva con .arreglo
al presente pronunciamiento. Notifíquese.

CARLOS S. FAYT

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Contra el fallo condenatorio de la Cámara Federal de Apelaciones de
San Martín -fs. 61 12/6165 de los autos principales-, los Defensores de Fray
Juan Antonio Puigjane presentaron recurso extraordinario -fs. 6433/6457
y anexos-, cuya denegatoria por el a qua -fs. 6951/6965 del principal-, mo-
tivó la presente queja -fs. 115/143 de este incidente-o
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El recurso extraordinario presentado por la Defensa de Juan Antonio
Puigjane se integra de manera simultánea con aquel intentado en favor de
los demás condenados, lo que implica sumar a los argumentos allí consi-
derados aquellos que de forma particular se corresponden con las razones
argüidas especialmente para este caso.

En consecuencia el recurso expone en principio los mismos agravios
estimados como susceptibles de habilitar la vía extraordinaria que fueran
motivo de tratamiento en el recurso de hecho "AA7 XXIII, Abella, J.e. y
otros, slrebelión, causa n° 231/89, del día de la fecha".

Así, refiere en primer lugar la anomia o ambigüedad normativa respecto
de la intervención del Ejército en la recuperación del cuartel ocupado por
los incursores; agregando a ello la aplicación de esquemas procesales dis-
tintos para juzgar los hechos provocados por los ahora condenados y los
.correspondientes a la muerte de parte de los incursores. Además, se pos-o
tula la nu lidad de diversas diligencias procesales, todo ello en virtud de que
habrían sido violadas las garantías contempladas en los arts. 18 y 16 de la
Constitución Nacional.

En segundo término se analiza la situación histórico política que pre-
cedió a los sucesos de la causa y se hacen consideraciones sobre el art. 21
de la Constitución Nacional.

Como tercer agravio, se plantea una interpretación del art. 226 del Có-
digo Penal diversa a la del a qua y en relación con ella los temas de la aso-
ciación ilícita, la coautoría y la tipificación correspondiente a los distin-
tos hechos y el concurso legal entre los mismos.

En cuarto término, se ingresa en el análisis de la supuesta arbitrariedad
en que habría incurrido el a qua en el tratamiento de parte de los hechos.

Finalmente, se recurre al argumento de que en autos existiría gravedad
institucional, conforme a la doctrina elaborada por V.E.

A esos aspectos generales del recurso deben agregarse los agravios que
hacen a la situación particular de Juan Antonio Puigjane.
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En tal sentido, la Defensa cuestiona la tipificación de la asociación
ilícita no solo en sus aspectos dogmático-penales sino en especial respecto
de su adecuación al desenvolvimiento histórico del Movimiento Todos por
la Patria. En relación con ello, vincula la participación criminal que podría
haber cabido a cada uno de los condenados, señalando tres niveles diver-
sos según el lugar y el modo en que fueron detenidos los sujetos. Al res-
pecto indica que existe arbitrariedad en el tratamiento y análisis de la prue-
ba de que se sirve el fallo para responsabilizar a Puigjane en los sucesos
investigados.

Arbitrariedad de la Defensa puntualiza en la forma de valoración de
prueba simplemente conjetural o indiciaria, y la carencia de elementos
probatorios ciertos que llevan a la falta de fundamentación suficiente de
la condena.

Reitera tras ello la existencia de gravedad o interés institucional, advir-
tiendo sobre la violación de los arts. 14, 18 Y 19 de la Constitución Nacio-
nal, así como la repercusión interna e internacional de la detención de
PUIGJANE.

En un párrafo aparte, la Defensa ataca la legalidad de la pena impues-
ta al nombrado, por considerar que se han violado las reglas del Código
Penal dispuestas para ello.

-Il-

El recurso extraordinario fue rechazado pOI' la Cámara Federal de Ape-
laciones de San Martín por las razones de que se diera cuenta en el inci-
dente de queja "AA 7 XXIII, Abella, J.e. y otros, slrebelión", causa nO231/
89 resuelto en el día de la fecha, respecto de aquellos argumentos compar-
tidos por la Defensa para todos los condenados en la causa.

Así, tras estimar que aquel no cumple con el requisito de autonomía y
autosuficiencia, pasa a rechazar las di versas cuestiones planteadas por la
defensa.

En cuanto a la anomia normativa y la denominada mutilación del pro-
ceso, el a qua considera que en realidad la parte solo busca cuestionar la
actuación del Ejército en la recuperación del cuartel, sin indicar garantías
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constitucionales que aquella hubiera afectado en lo que a la parte respec-
ta.

En relación con el art. 21 de la Constitución Nacional y los argumen-
tos históricos que lo enmarcan, conceptúa que se está ante una excusa de
los condenados con el fin de encubrir 'su obrar ilícito.

En or.den a las reglas del concurso, cuestiones de tipificación y
coautoría, el a quo entiende que no se ha hecho mención a qué garantía se
ha violado o qué vinculación tiene con tales planteos.

En cuanto a la alegada arbitrariedad del falJo, el Tribunal señala que ha
fundado adecuada y legalmente'las conclusiones y valorado de igual ma-
nera la prueba presentada. De allí que a su criterio la simple mención de
que se han violado los arts. 14, 17, 18 Y 19 de la Constitución Nacional,
sin otra referencia concreta a las circunstancias de autos, no satisface las
exigencias del recurso extraordinario.

Sobre la gravedad institucional, indica que ninguno de los aspectos a
los que se recurre obtiene recepción en la doctrina elaborada por V.E. so-
bre el particular.

Finalmente, y en relación a la ilegalidad de la pena impuestas a Juan
Antonio Ptiigjane, el a quo asume las razones que sobre el tema expusie-
ra el Fiscal ante la Cámara para solicitar su rechazo.

-III-

El rechazo del recurso extraordinario motiva la presentación directa
que es objeto del presente. En tal sentido, la Defensa de Juan Antonio
Puigjane, refiere que tal presentación se integra de manera simultánea con
la que corresponde al planteo general de los defensores efectuado en el ya
recordado incidente.

En virtud de ello, corresponde remitir a lo expuesto por esta
Procuración General allf mismo -A.47.XXIII, AbeJla, J.e. y otros s/rebe-
lión, causa nO 231/89, resuelta en el día de la fecha-, donde se analiza la
improcedencia de la queja respecto de aquellos agravios, presentados como
comunes por todos los defensores.
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De todos modos, vale la pena insistir en relación con la falta de
autosuficiencia del recurso, que aun en lo que respecta a Puigjane, las re-
misiones al alegato y demás copias, no permiten por sí solas una determi-
nación de las constancias y hechos de la causa cuya vinculación específi-
'ca con la supuesta cuestión federal se pretende. La integración de los textos
y su interrelación conformando una unidad inseparable de la que habla la
Defensa -fs. 117- debe ir acompañada de la labor de la parte tendiente a la
clara determinación de las cuestiones y su relación con los hechos y cons-
tancias de la causa que transcribe, selecciona o integra según simple
agregación de fotocopias. Es esta la exigencia última de la autosuficiencia
y no la reproducción pura y simple de tales constancias.

Por eso no es un rigorismo formalista inadmisible lo que el a qua re-
clama, sino la asunción por la Defensa de las exigencias propias del recur-
so para tornarlo eficaz. Eficacia que no se logra cuando se pretende que sea
el Tribunal quien deba determinar por sí y enfrentado a una copiosa acu-
mulación de partes de la causa, las constancias concretas de las mismas que
guardan relación con algún agravio federal; que obviamente no se subsa-
na con la sola mención de garantías constitucionales cuya violación se afir-
ma.

Sin perjuicio de ello, el a qua ha entrado en la consideración de las
cuestiones señaladas en el recurso que rechaza, sin que los Defensores al-
cancen a descalificar los argumentos de que se valiera para ello; según se
expusiera en el dictamen a cuya remisión se hiciera referencia al inicio.

En cuanto a los aspectos particulares a los que atiende esta presenta-
ción, cabe integrarlos a una sola cuestión esencial, es.to es, la tacha de ar-
bitrariedad dirigida a diversas partes del fallo que hacen de manera sobre-
saliente a la situación de Puigjane. En tal sentido, ha de quedar fuera de
esta presentación directa la argüida ilegalidad de la pena impuesta al nom-
brado en la condena que se ataca en el recurso extraordinario, por cuanto
la queja no menciona siquiera la cuestión.

Respecto de la arbitrariedad, la parte indica sustancialmente que no se
ha atendido a las distintas situaciones en que se encontraban los procesa-
dos, que a su criterio determinarían tres niveles distintos de adecuación
típica. En tal s.entido, sitúa a Puigjane en un nivel propio, pues sostiene que
no estuvo en el lugar de los hechos, desconocía lo que se planeaba y se
presentó a la justicia espontáneamente.
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Estas circunstancias, aparecen a su vez vinculadas con la tipificación
de asociación ilícita con que el Q. qua se refiere a los integrantes del MTP
que decidieron, participaron o colaboraron en el intento de toma del cuartel
yen última instancia con las pruebas de que se vale el fallo para fundar la
responsabilidad del nombrado en los hechos por los que resulta condena-
do.

Sobre esto último en particular, la Defensa señala arbitrariedad en tanto
sostiene que se ha recurrido a simple prueba indiciaria, por cuanto frente
a los testimonios que menciona el fallo, indica dudas sobre su precisión y
veracidad. De allí la alegada insuficiencia de fundamento cuando se refiere
al decisorio del a qua y la rei terada crítica de subjeti vidad por la conside-
ración de prueba indiciaria, que vincula con la afectación de las garantías
de los arts. 14, 18 Y 19 de la Constitución Nacional.

Dicha subjetividad es señalada además por la parte cuando se refiere
a que el Q qua ha dejado de considerar pruebas rendidas en favor de
Puigjane, expresando que el sistema deJibre convicción no debe dar lugar
a la apreciación arbitraria de las probanzas.

Conviene entonces señalar que la valoración de cuestiones de hecho y
prueba son el moti va sustancial de agravio para los recurrentes. Ello se
advierte en la extensa consideración que hace la Defensa sobre el origen
y desarrollo del Movimiento Todos por la Patria, así como las funciones
y participación que en dichas etapas le cupo a Puigjane -ver fs. 118 vta.l
119-. En tal sentido, la discusión sobre el conocimiento que el nombrado
tenía de los hechos que habrían de desarrollarse en el cuartel de La Tablada
y el grado de responsabilidad en que podría estar incurso de acuerdo a su
importancia dentro de la estructura directiva del movimiento, terminan
vinculados con cuestiones de hecho dadas por la mayor o menor partici-
pación en la toma de decisiones del grupo. De allí la remisión al modo en
que el a qua ha valorado la prueba para tener por acreditada la responsa-
bilidad de Puigjane en los hechos, de lo que da cuenta la mayoría de los
razonamientos que componen la queja -ver [s. 119 vta.ll38 vta.-

Los temas cuestionados, además, han sido resueltos en el fallo de con-
formidad con una apreciación razonada de los hechos y la prueba, alguna
de las cuales posee carácter indiciario. En tal sentido, se advierte aquÍ tam-
bién, como lo fue en la queja en relación con los demás condenados, que
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la pretensión última de la parte, es suscitar la intervención de V.E. como
alzada ordinaria de estos autos. Sin embargo, ello no es posible en casos
como el presente, en que los agravios se centran en cuestiones de hecho,
prueba y derecho común, por cuestiones que han sido resueltas por el a quo
con argumentos, razones y normas del mismo tenor.

Tiene dicho V.E. que la apreciación de la prueba constituye, por vía de
principio, facultad de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión
en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones (Fallos:
264:301; 279:171; 294:331; 301:909; M.705-XXI, Recurso de Hecho,
Martínez, Saturnino y otros, s/homicidio calificado, 7 de junio de 1988,
entre otros), que es en definitiva la que determina mayormente el agravio
de la parte.

En tal sentido, además, no se advierte en este caso particularidad alguna
que justifique hacer excepción a dicho principio, pues el fallo, como se
señalara, da razones suficientes para fundar la apreciación de las circuns-
tancias de hecho y la eficacia de las pruebas reunidas, extremos que obstan
a la ta(~ha de arbitrariedad intentada. Es jurisprudencia de V.E. que la sim-
ple diversidad de criterios con la ponderación de los elementos de juicio
por el a quo,.no alcanza para calificar de arbitrario un fallo (Fallos:
292:564,280,320; 295:834; 301 :909; 306:263, entre otros), sobre todo,
cuando además, la prueba que la parte reclama como carente de tratamien-
to en el mismo, ha sido sin embargo descartada por el Tribunal en razón
de su confrontación con otras a las que atribuye mayor entidad acreditante.
Al respecto, cabe apuntar que gran parte de esos testimonios -fs. 142 vta.-,
no hacen en realidad al fondo del asunto, pues no guardan una relación
directa con los hechos, sino que se vinculan con las características perso-
nales de Puigjane.

De allí que no se adviertan agravios relacionados c,a0nlas garantías
constitucionales que se citan -arts. 14, 18 Y 19 de la Constitución Nacio-
nal-, lo que impide que la presentación directa que motiva el presente res-
ponda a los argumentos denegatorios del recurso extraordinario.

De tal forma, no habiendo sido objeto de la referida presentación la
denegación del a quo sobre la argüida ilegalidad de la pena impuesta a
Puigjane, entiendo que las razones precedentes justifican que V.E. deses-
time la queja presentada por la parte. Buenos Aires, 11 de octubre de 1990.
Osear Eduardo Roger.
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. FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por los defensores de
Fray Juan Antonio Puigjane en la causa Abella, Juan Carlos y otros s/ar-
tículo 80, incisos 2, 6 Y7, etc. del Código Penal -ley 23.077-", para deci-
dir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín condenó a
Juan Antonio Puigjane a la pena de veinte años de prisión, accesorias le-
gales y costas, por considerarlo coautor penalmente responsable del deli-
to de asociación ilícita calificada y partícipe secundario de rebelión, que
concurre materialmente con la asociación ilícita e idealmente con los de-
litos de usurpación, homicidio doblemente agravado reiterado (10 ocasio-
nes), múltiple homicidio en grado de tentativa doblemente agravado (12
ocasiones), robo agravado por su comisión con armas reiterado (3 ocasio-
nes), pri vación ilegal de la libertad calificada por haberse cometido como
medio de coacción reiterada (4 ocasiones), una de las cuales se agrava tam-
bién por resultar grave daño en la salud del ofendido y otra por resultar la
muerte de la persona ofendida; lesiones graves reiteradas (3 ocasiones) y
lesiones leves reiteradas (8 oportunidades); (arts. 12; 29, inc. 3°; 42; 45;
54; 55; 80, incs. 6° y 7°; 89; 90; 142 bis, acápite segundo, en función del
artículo 142,inc.3°; 142bis,últimopárrafo; 166, inc. 2°; 181,inc.3°;210
bis, conforme a las características de sus apartados a, b y d Y226, todos del
Código Penal; y 86 de la ley 23.077).

2°) Que contra esta sentencia se interpuso el recurso extraordinario de
fs. 6433/6457 y sus anexos, cuya denegación a fs. 6951/6965 motivó esta
presentación directa.

3°) Que al caso resulta aplicable lo resuelto por el Tribunal el día de la
fecha, al fallar la causa: A.49.XXII., "Abella, Juan Carlos y otros s/rebe-
lión -causa N° 238/89", a cuyos fundamentos y conclusiones correspon-
de remitirse por razón de brevedad.

Por ello, y lo concordemente dictaminado por el señor Procurador Ge-
neral, se desestima la queja. Intímese al recurrente a que dentro del quin-
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to día y conforme a las pautas establecidas por la acordada N° 54/86, efec-
túe el depósito que dispone el artículo 286 del Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación, en el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, a la
orden de esta Corte y bajo apercibimiento de ejecución.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT (en disidencia parcial) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO-

JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA PARCIAL DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1°) Que la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín condenó a
Juan Antonio Puigjane a la pena de veinte años de prisión, accesorias le-
gales y costas, por considerarlo penal mente responsable del delito de aso-
ciación ilícita calificada y partícipe secundario de rebelión que concurre
materialmente con la asoéiación ilícita e idealmente con los delitos de
usurpación, homicidio doblemente agravado reiterado (10 ocasiones),
múltiple homicidio en grado de tentativa doblemente agravado (12 ocasio-
nes), robo agravado por su comisión con armas reiterado (3 ocasiones),
privación ilegal de la libertad calificada por haberse cometido como me-
dio de coacción reiterada (4 ocasiones), una de las cuales sc agrava tam-
bién por resultar grave daño en la salud del ofendido y otra por resultar la
muerte de la persona ofendida; lesiones graves reiteradas (3 ocasiones) y
lesiones leves reiteradas (8 oportunidades); (artículos 12; 29, inc. 3°; 42;
45; 55; 80, incs. 6° y ]O; 89; 90; 142 bis, acápite segundo, en función del
artículo 142,inc.3°; 142bis,últimopárrafo; 166,inc.2°; 181,inc.3°;210
bis, conforme a las características de sus apartados a, b y d Y226, todos del
Código Penal; y 86 de la ley 23.077).

2°) Que contra esta sentencia se interpuso el recurso extraordinario de
fs. 6433/6457 y sus anexos, cuya denegación a fs. 6951/6965 motivó esta
presentación directa.

3°) Que al caso resulta aplicable lo resuelto por el Tribunal el día de la
fecha, al fallar la causa: A.49.XXII., "Abella, Juan Carlos y otros s/rebe-
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lión -causa N° 238/89-", a cuyos fundamentos y conclusiones correspon-
de remitirse por razón de brevedad.

Por ello, oído el señor Procurador General, se hace lugar al recurso in-
terpuesto y se deja sin efecto la sentencia apelada. Vuelvan Jos autos al
Tribunal de origen, a fin de que por medio de quien corresponda, se dicte
una nueva con arreglo al presente pronunciamiento. Notifíquese.

CARLOS S. FAYT

CARLOS ALBERTO AVILA y OTROSV. RODRIGO S.A. y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del ,:ecurso. Defectos en la consideración de extremos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó el recurso de casación sin
tener en cuenta que el planteo jurídico de los apelantes podía y debía ser examina-
do con independencia de la cuestión fáctica.

RECURSO' EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. !llIe'7Jretacirín de
normas tocales de procedimienlOs. Doble instancia y recursos.

L'a doctrina según la cual los pronunciamientos por los cuales los rilás altos tribu-
nales provinciales deciden acerca de que los recursos cxtraordinarios de orden lo-
cal no resultan. en principio, susceptibles dc revisión por medio de la apelación fe-
deral, y la tacha de arbitrariedad e's particularmcnte restringida con respecto a aqué-
llos, admite excepción cuando lo resueltono constituye derivación razonada del
derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del ,recurso. Defec/os en la consideración de ex/remos conducen/es.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó el recurso de casación, sin
considcrar la diferencia existcnte entre el carácter constitutivo de la inscripción re-
gulada en el art. 7° de la ley 19.550 y sus modificatorias. referente a la creación de
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una sociedad, y el declarativo'que, frente a los trabajadores que cumplen tareas para
aquélla, cabría asignar a la inscripción de la designación y cesación de represen-
tantes y administradores sociales dispuesta en el art. 60, pese a que tal distinción
resultaba conducente para establecer la validez del despido dispuesto por los inte-

resados.

SOCIEDADES,

La inscripción de los representantes y administradores sociales es un requisito im-
puesto por la ley en amparo de los derechos de terceros, pero tal protección no puede
esgrimirse válidamente -pendiente la inscripción- para privar de sus efectos a los
actos regularmente cumplidos por los nuevos administradores o representantes,
porque el tercero no puede prevalerse de la omisión de ese recaudo, ante la refor-
ma por él conocida, sin agravio al principio de la buena fe.

LEY: Interpretación )' aplicación,

Para la interpretación de la ley se impone da.r pleno efecto a la intención del le gis-
lador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el.
resto del ordenamiento jurídico yen particular con las garantías de la Constitución
Nacional. .

LEY: Intel]Jretación y aplicación,

Por debajo de lo que los preceptos de las leyes parecen decir literalmente, es lícito
indagar lo que quieren decir jurídicamente, y si bien no cabe pres,cindir de sus pa-
labras, tampoco hay que atenerse rigurosamente a ellas, cuando una interpretación
sistemática así lo requiera.

LEY: Interpretación )' aplicación.

La misión judicial no se agota con la remisión a la letra de la ley; los jueces, en cuan-
to servidores del derecho y para la realización de la justicia, no pueden prescindir
de la ratio legis y del espíritu de la norma.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Corresponde desestimar la queja contra-la sentencia que rechazó el recurso de ca-
sación por ser inadmisible el recurso extraordinario: art. 280 del Código Procesal
(Disidencia de los Ores. Augusto César Belluscio y Enrique Santiago Petracchi).
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Rodrigo S.A. y por
Héctor Hugo Karam y Juan Carlos Karam en la causa Avila, Carlos Alber-
to y otros c/Rodrigo S.A. y otros" para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que contra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de La
Rioja, que rechazó el recurso de casación interpuesto por los demandados
contra la sentencia de la Cámara del Trabajo -que había admitido la acción
de amparo deducida por empleados de Rodrigo S.A. a fin de que se deja-
ran sin efecto los despidos de aquéllos-, los vencidos interpusieron el re-
curso extraordinario basado en la doctrina de la arbitrariedad, cuya dene-
, gación originó esta queja.

2°) Que, al resolver, el a qua expresó -en lo que interesa- que la causal
de violación de la ley, invocada por los interesados, no era procedente,
pues, con aquélla, la apelante pretendía la revisión de los hechos; y que no
había errónea apreciación de la prueba porque la cámara local consideró
las escrituras públicas con las que se pretendían acreditar, tanto la trans-
ferencia de acciones de la sociedad demandada a los recurrentes Héctor
Hugo y Juan Carlos Karam, como la designación de nuevos administrado-
res.

3°) Que existe cuestión federal bastante para su examen por la vía del
art. 14 de la ley 48, pues si bien los pronunciamientos en los cuales los más
altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos extraordina-
rios de orden local que les son sometidos no resultan, en principio, suscep-
tibles de revisión por medio de la apelación federal, y la tacha de arbitra-
riedad es particularmente restringida con respecto a aquéllos (Fallos
303: 1223 y sus citas; entre muchos otros), esta doctrina admite excepción
cuando -como sucede en el sub litc- lo resuelto no constituye derivación
razonada del derecho vigente con particular aplicación a las circunstancias
de la causa.

4°) Que al desestimar la primera causal de casación invocada por los
apelantes, el a qua no tuvo en cuenta que el planteo jurídico de aquéllos
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podía y debía ser examinado con independencia de la cuestión fáctica que
es materia del sub lite.

En efecto: al decidir, el tribunal anterior no consideró la diferencia exis-
tente entre el carácterconstitutivo de la inscripción regulada en el art. 7°
de la ley 19.550 y sus modificatorias -referente a la creación de una socie-
dad-, y el declarativo que, frente a los trabajadores que cumplen tareas para
aquélla, cabría asignar a la inscripción de la designación y cesación de re-
presentantes y administradores sociales -dispuesta en el art. 60 de aquel
ordenamiento-, pese a que tal distinción resultaba conducente para esta-
blecer la validez del despido dispuesto por los interesados.

5°) Que, asimismo, resulta censurable lo resuelto con respecto a la
causal de errónea apreciación de la prueba, pues con la escritura pública
nO 316 se habría acreditado la titularidad de acciones de Rodrigo S.A. en
cabeza de los restantes codemandados, y con la n° 270 las designaciones
de Héctor Hugo Karam y Juan Carlos Karam, en los caracteres de presi-
dente y vicepresidente, respectivamente, de aquella sociedad y, al mismo
tiempo, únicos integrantes titulares del directorio (órgano que, a su vez,
cuenta con las más amplias facultades de disposición, según los estatutos
sociales). En consecuencia, con estos elementos se habría determinado que
las mencionadas personas físicas estarían suficientemente facultadas para
producir un acto regular y no extraño al objeto social cual es el de dispo-
ner el cese de vínculos laborales en los que la sociedad es empleadora, sin
que correspondiera exigir, para este fin, la inscripción de la transferencia
accionaria legislada en la ley 23.299 y el decreto 83/86, inscripción que no
guardaría vinculación alguna con las de designaciones y cesaciones de
representantes y administradores sociales.

6°) Que, además, el tribunal a qua no ha ponderado que la inscripción
de los representantes y administradores sociales es un requisito impuesto
por la ley en amparo de los derechos de terceros, que no pueden verse afec-
tados por alteraciones -no conocidas por ellos- en la composición de los
órganos societarios por vía del desconocimiento de los actos celebrados
por quienes fueron reemplazados, luego de su. sustitución y antes de que
ésta fuera publicada conforme a derecho; pero que esa protección no puede
esgrimirse válidamente -pendiente la inscripción- para privar desus efec-
tos a los actos regularmente cumplidos por los nuevos administradores o
representantes, porque el tercero no puede prevalerse de la omisión de ese
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recaudo ante la reforma por él conocida sin agravio -inadmisible- al prin-
cipio de la buena fe.

La decisión propiciada por el a quo siguiendo esta vía de razonamien-
to lleva a una solución que amplía el ámbito de protección de las normas
invocadas a hipótesis apartadas de sus finalidades, deformando su conte-
nido de manera tan esforzada que no constituye una derivación razonada
del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la
causa.

Ello, porque para la interpretación de la ley, se impone dar pleno efecto
a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de
manera que armonicen con el resto del ordenamiento jurídico, y en parti-
cular, con las garantías de la Constitución Nacional. Por debajo de lo que
parecen decir literalmente, es lícito indagar lo que quieren decir jurídica-
mente, y si bien, no cabe prescindir de sus palabras, tampoco hay que ate-
nerse rigurosamente a ellas cuando una interpretación sistemática así lo
requiera. La misión judicial no se agota con la remisión a la letra de la ley;
los jueces, en cuanto servidores del derecho y para la realización de la jus-
ticia, no pueden prescindirde la rafio legis y del espíritu de la norma (Fa-
llos: 304:1416).

7°) Que, en consecuencia, la decisión recurrida es descalificable, ya
que, en respuesta a los argumentos que formuló el apelante en defensa de
sus derechos, el a quo ha sustentado su decisión en argumentos meramente
aparentes, con grave lesión de las garantías constitucionales que se con-
sideran vulneradas, en los términos y con los alcances del art. 15 de la ley
48.

Por ello, se declaran procedentes la queja y el recurso extraordinario,
se revoca la sentencia recurrida y se rechaza la demanda (art. 16 de la ley
48). Con' costas (art. 68 del C'ódigo Procesal Ci vil y Comercial de la Na-
ción). Agréguese la queja al principal, reintégrese el depósito de fs. 172.
notifíquese y remítase.

RICARDO LF\'I:NE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ - RODOLFO C.
BARRA - AlJlilJSTO CÉSAR BELLUSCIO (en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO

. PI m ,\1. (til (('n disidencia) - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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DIsmENCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCJO y DON ENRJQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

361

Que el recurso extraordinario, cuya denegación motivó la presente que-
ja, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación).

Por ello, se desestima la queja. Declárase perdido el depósito de'fs. 172,
devuélvans~ los autos principales. Hágase saber y, oportunamente,
archívese. '

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

JOSE CARLINO v, UNIVERSIDAD NACIONAL DE TUCUMAN

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos .!iJrmales, Interposicián del recurso. Fundamento.

Debe desestimarse la queja. si el recurso extraordinario cuya denegación la moti-
va, no cumple con el requisito de fundamentación autónoma (1).

RECURSO EX7RAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos eH la fundamentación .nol'llwtim.

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que privó de eficacia a la ne-
gativa de la aseguradora citada en garantía a asumir sus obligaciones, si lo decidi.
do no constituye derivación razonada del derecho vigcnte con aplicación a los he-
chos comprobados de la causa (Disidencia de los Dres. Augusto César Belluscio,
Enriquc Santiago Petracchi y Eduardo Moliné O'Connor).

( 1) 17 de' marzo.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones ¡/O federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación normativa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que consideró que. la negativa de la ase-
guradora citada en garantía a asumir sus obligaciones se basaba en disposiciones
contractuales inexistentes, sin advertir que las normas que la aseguradora invoca-
ba habían sustituido a las estipulaciones originarias (Disidencia de los Ores. Au-
gusto César Belluscio, Enrique Santiago Petracchi y Eduardo Moliné O'Connor) (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sen/encias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideracirin de extremos conducentes.

CoiTesponde dejar sin efecto la sentencia que consideró que la negativa de la a~e-
guradora a asumir sus obligaciones se .basaba en disposiciones contractuales
inexistentes, si mediante afirmaciones dogmáticas elll quo, prescindió de exami-
nar detenidamente la defensa de la citada en garantía y ello constituía una articu-
lación seria oportunamente propuesta y conducente para la correcta solución del
litigio (Disidencia de los Ores. kugusto César Belluscio, Enrique Santiago Petracchi
y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defixtos en la consideracirin de extremos conducentes.

Correspondc dejar sin efecto la sentencia que prescindió de examinar detenidamente
la defensa de la citada en garantía, dirigida a excusar su responsabilidad en razón
de los términos del contrato de seguro, si contiene defectos graves de
fundamentación que justifican su descalificación como aClO jurisdiccional, ya que
media relación directa e inmediata entre lo decidido y las garantías constituciona-
les que se invocan como vulneradas (art. 15 de la ley 48) (Disidencia de los Ores.
Augusto César Belluscio, Enrique Santiago Pelracchi y Eduardo Moliné O'Connor).

(1) Fallos: 308:980, 1075. Causa: "Piménides, Cristo c/Cazes de Paillol,
María Celia y otros", del 16 de abril de 1991.
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NACION ARGENTINA (D1RECCION GENERAL IMPOSITIVA) v.
EXHIBIDORA DEL SUR SAC.I.A. y F.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos COl?llllzes.Gravamell.

363

Los agravios de la Dirección General Impositiva insistiendo en aplicar la resolu-
ción N° 10/88 de la Secretaría de Hacienda -dictada en virtud de la modificación
introducida por la ley 23.549 al arto 115 de la ley 11.683- a la sentencia de trance y
remate dictada con anterioridad a la misma, no son suficientes para acceder a la ins-
tancia extraordinaria si no demuestran en qué medida se afectaría la recurrente si
percibiera su crédito actualizado con más los intereses según las pautas emergen-
tes de dicha sentencia. .

DICTAMEN DE LA PROCURADORA FISCAL

Suprema Corte:

-1-

La Dirección General Impositiva promovió ejecución fiscal, en virtud
de 10 dispuesto en los artículos 604 y 605 del Código Procesal Civil y Co-
mercial y el artículo 85 de la ley 11.683, contra Exhibidora del Sur
S.A.C.LA. y F., por la suma de cuatro mil ciento veinticuatro australes
(Australes 4.124), con más su actualización monetaria e intereses previs-
tos en el artículo 115 y siguientes de la ley citada, en concepto de saldos
impagos por Impuesto al Valor Agregado correspondientes a los años 1980
y 1981.

-11-

A fs. 10 el magistrado interviniente dictó sentencia.

Mandó llevar adelante la ejecución contra el demandado, en razón.de
no haber opuesto excepciones dentro del término legal, y de conformidad
con 10 dispuesto por los artículos 542 y 551 del Código Procesal.
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Ello asÍ, condenó a Exhibidora del Sur S.A.C.LA. y F. al pago de la
suma reclamada, con su actualización, intereses y costas.

-IlI-

Contra la providencia simple del mismo juez que ordenó, a la parte
actora, practicar una nueva liquidación ajustada a la sentencia dictada a fs.
10, la Dirección General Impositiva interpuso recurso de revocatoria y
apelación en subsidio, de conformidad con el artículo 238 del Código Pro-
cesal, e insistió en aplicar al sub lite la resolución N° 10/88 de la Secreta-
ría de Hacienda, dictada en virtud de la modificación introducida -por la
ley 23.549- al texto del artículo 115 de la ley 11.683, con posterioridad a
la fecha de la citada sentenCia. .

Estimó que la mentada resolución es aplicable a las deudas pendientes
oe cobro, y que la demandada sólo tendría un derecho adquirido si hubie-
ra pagado la deuda de conformidad a la ley vigente al momento de dictarse
la sentencia.

-IV-

El tribunal a qua desestimó -a fs. 25- la apelación, y se remitió para ello
a un precedente dictado en la causa "Fisco Nacional (D.G.I.) c/Geowell
S.A. s/cobro de impuesto de capitales-Ejecución Fiscal".

Sostuvo que, una vez que el pronunciamiento pasa en autoridad de cosa
juzgada, sus disposiciones quedan incorporadas al patrimonio de los
litigantes y amparadas por la garantía de la inviolabilidad de la propiedad.

Agregó que los principios jurídicos de la intangibilidad de las senten-
cias firmes y de irretroactividad de las leyes nuevas, en tanto afecten de-
rechos asegurados por garantías constitucionales, impiden modificar las
pautas de actualización monetaria contenidas en la sentencia; y afirmó que,
la circunstancia de que la ejecutada no hubiese cancelado aún la deuda, al
tiempo de dictarse la nueva norma que fija una pauta de actualización dis-
tinta, no es razón valedera para sustituir la ley individualizada en la sen-
tencia, que determinó, de modo definitivo, los derechos y obligaciones de
las partes.
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La ejecutante interpuso recurso extraordinario a fs. 27/29, el que fue
denegado a fs; 37 por el tribunal a quo, dando origen a la presentación di-
recta quellega a conocimiento de V.E.

Destaca, la recúrrente, que el nuevo mecanismo de interés y actualiza-
ción previsto en la resolución N° 10/88 de la Secretaría de Hacienda se
. aplica a todas las deudas fiscales pendientes de cobro a la entrada en vi-
gencia de la ley 23:549, Yque la interpretación de las normas en juego debe
contemplar la intención del legislador, que fue la,de no excluir -del ámbito
de la citada resolución- a los casos en los que se había dictado sentencia
de trance y remate.

Señala que, si no se le admite la aplicación del nuevo reajuste a partir
de su entrada en vigor, la sentencia queda sujeta a previsiones que no se
adecuan a la realidad y que no pudieron ser previstas por el sentenciante
al momento del pronunciamiento.

Estima que el hecho y las consecuencias alcanzadas por la nueva nor-
ma es la circunstancia perdurable de la falta de pago del contribuyente, por
lo que no existe en el caso aplicación retroactiva de la ley, de conformi~
dad con lo dispuesto por el art. 3° del Código Civil y que, por otra parte,
nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes y reglamen-
taciones, ni a la inalterabilidad de los gravámenes creados o regidos por
ellas.

Afirma que la sentencia recurrida es arbitraria, por cuanto resuelve con
prescindencia de lo expresamente dispuesto en la ley, pone en peligro el
sistema recaudatorio, y el caso excede el interés individual de las partes,
por lo que involucra a toda la comunidad, y reviste gravedad institucional.

Reitera que el terna en debate no es procesal, puesto que está contro-
vertida la interpretación y vigencia de una norma federal y el recurso ex-
traordinario es procedente atento a que cumple con todos los requisitos
formales y sustanciales exigidos por la ley y la doctrina de la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación.
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-VI-

Es jurisprudencia reiterada de V.E. que, como principio, las resolucio-
nes dictadas en la etapa de ejecución de las sentencias definitivas son aje-
nas al recurso extraordinario (Fallos: 256:340; 264:297; 267:89; 293: 170).

El que se intenta, se funda en la arbitrariedad en que se habría incurri-
do al haberse rechazado la pretensión de la actora de actualizar, la deuda
fiscal, de conformidad con lo dispuesto por la Resolución N° 10/88 de la
Secretaría de Hacienda, en base a las pautas de una ley sancionada con
posterioridad a la sentencja de fs. 10.

Al respecto, cabe señalar que el arL 55 de la ley 23.549 incorporó, al
artículo 115 de la ley 11.683 (LO. Ysus mod.), un segundo párrafo que es-
tablece la competencia de la Secretaría de Hacienda para fijar lo referen-
te a plazos, cómputo o Índice aplicables a la actualización de los créditos
a favor del Estado.

En uso de esa facultad, la Secretaría de Estado citada, dictó la resolu-
ción N° 10/88, el día 29 de enero de 1988, y fijó, a los efectos de la actua-
lización de créditos impositivos a favor del Estado, una serie de Índices que
se aplican a los vencimientos producidos con anterioridad a la vigencia de
la ley 23.549, sancionada y promulgada en el mes de enero de 1988 (conf.
arto 6° inc. b) de la resolución N° 10/88).

En tales condiciones, toda vez que -como se advirtió supra- las resolu-
ciones posteriores a la sentencia definitiva no son susceptibles de recur-
so extraordinario, salvo que ocasionen un gravamen de imposible o insu-
ficiente reparación ulterior (Fallos: 245:433), era menester que la recurren-
te demostrara cuál es el gravamen irreparable que la decisión del tribunal
le ocasiona; extremo éste que dista de haberse cumplido, puesto que se ha
limitado a reiterar los propósitos de la resolución N° 10/88 sin concretar
el monto en que se afectaría el sistema recaudatorio si el Fisco Nacional
cobra su crédito actualizado, con más los intereses que establece la senten-
cia dictada en autos. Por ende, cabe concluir que no se verifican en el sub
lite los supuestos excepcionales que autorizan un apartamiento de la doc-
trina general citada.

Por otra parte, la facultad de los jueces de la causa de determinar el al-
cance de sus propios fallos no puede reverse por vía de recurso extraordi-
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nario, salvo que lo decidido fuese ajeno a la sentencia de cuyo cumplimien-
to se trate o constituya un claro apartamiento de lo resuelto en ella (Fallos:
295:33); a lo que cabe agregar que lo resuelto sobre el alcance de la sen-
tencia recaída en el juicio de apremio, no comporta cuestión federal a los
fines del recurso extraordinario (Fallos: 260:51; 265: 151), puesto que tanto
el carácter formal de la cosa juzgada en juicio ejecuti va, como su existen-
cia o inexistencia, constituyen materia irrevisable en instancia extraordi-
naria, salvo el caso de arbitrariedad (Fallos: 249:459).

La arbitrariedad que al respecto se imputa no aparece configurada, si
se advierte que su articulación deri va de -la distinta inteligencia que el re-
currente atribuye, a la aplicación retroactiva de la resolución N° 10/88,
respecto de los juicios en los que se dictó sentencia de trance y remate, pero
no logran desvirtuar los argumentos del a quo.

Ello así, teniendo en cuenta que la decisión que se cuestiona efectúa una
razonada aplicación del derecho vigente, puesto que la Resolución N° 10/
88 de la Secretaría de Hacienda no dispone expresamente su alcance a los
juicios ejecutivos en trámite de cumplimiento de la sentencia de trance y
remate.

Por lo expuesto, entiendo resulta improcedente el remedio federal in-
tentado, circunstancia que impone, asu vez, rechazar esta presentación
directa. Buenos Aires, 3 de diciembre de 1990. María Graciela Reiriz.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actor a en la cau-
sa Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/Exhibidora del Sur
S.A.C.LA. y F.", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que la Sala la. de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Con-
tencioso Administrativo Federal, mediante la remisión a un fallo anterior,
dispuso desestimar el recurso interpuesto por la representación fiscal con-
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tra la liquidación practicada con posterioridad al dictado de la sentencia de
trance y remate.

2°) Que para así resolver ponderó que la resolución 10/88, de la Secre-
taría de Hacienda de la Nación, dictada en virtud de la modificación intro-
ducida en el texto del art. 115 de la ley 11.683 por la ley 23.549, no resulta
aplicable respecto de la sentencia dictada en la ejecución fiscal; la que, se
expresa, determinó de modo definitivo los derechos y obligaciones de las
partes.

3°) Que la ejecutante dedujo recurso extraordinario contra dicho pro-
nunciamiento y sostuvo que la circunstancia de haberse dictado sentencia
de trance y remate con anterioridad a la vigencia de la ley 23.549, no con-
duce a excluir la aplicación de la aludida resolución 10/88 (S.H.). Afirmó
que uno de los objetiNos de la citada resolución,fue evitar que los contri-
buyentes incumplidores siguieran utilizando la mora como fuente de
financiamiento y que, "por ello es que se determinó su aplicabilidad a to-
das las deudas pendientes". Añadió asimismo que no resulta atendible la
objeción fundada en la pretendida violación de la garantía de la propiedad,
pues "nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o regla-
mentaciones ni a la alterabilidad de los gravámenes creados o regidos por
ellas".

4°) Que en tales condiciones los agravios articulados por la actora no
son suficientes para acceder a la instancia extraordinaria. a poco que se
advierta que la recurrente no ha demostrado en qué medida se afectaría si
percibiera su crédito actualizado, con más los intereses, según las pautas
emergentes de la sentencia dictada en autos; extremo que habría sido ne-
cesario acreditar para admitir la viabilidad del recurso intentado (Fallos:
302:978; 303: 1445).

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la Procuradora Fiscal,
se declara la improcedencia del remedio federal intentado. Intímese a la
recurrente a que, dentro del quinto día, haga efectivo el depósito estable-
cido en el art. 286 del Códig(lProcesal Civil y Comercial de la Nación,
debiendo acompañar a tal efecto, liquidación detallada delmon[o econó-
mico involucrado en el recurso extraordinario, con la actualización que
corresponda (Acordada 77/90); o en su defecto, y sin perjuicio de la obli-
gación del cumplimiento de lo dispuesto en la precitada acordada, difiera
el pago para el año correspondiente al siguiente ejercicio financiero (Acor-
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dada 66/90); en cuyo caso deberá adjuntar constancia documental referi-
da al correspondiente requerimiento de previsiones presupuestarias.
Notifíquese, devuélvase el principal y archívese.

MARIANO AUGUSTO CA YAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C. BARRA - JULIO S.
NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

MARTIN FIGUEREDO v. EDUARDO DANIEL YILLALON y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formules. Introducción de la cuestión federal.'
Oportunidad. Planreamiento en el escrito de interposición del recurso extraordinario.

Si al apelar la resolución de primera instancia que había establecido los honorarios
de los abogados, la obligada al pago únicamente invocó que resultaban de "exce-
sivo monto" y "altos", pero no cuestionó la base económica considerada para su
determinación, ha sido tardíamente articulado el agravio invocado en el recurso
extraordinario, tendiente a demostrar la .arbitrariedad del pronunciamiento de la
alzada en cuanto tomó como base regulatoria el importe demandado.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introduccián {le la cuestián federal.
Oportunidad. Generalidades.

Si el apelante omitió la debida actuación en la etapa procesal pertinente a los fines
de una adecuada defensa de su's derechos, estos no resultan susceptibles de ser tra-
tados por la vía del art. 14 de la ley 48, al quedar afectados por las consecuencias
de su conducta discrecional.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos ¡imuales. Introduce/án de la .cuestión federal.
Oportunidad. Plantewuiento en el escrito de intel7)(,sicitín del recurso extraordinario.

No proccde el recurso extraordinario contra la regulación de honorarios efectuada
por el tribunal de alzada cuando las cuestiones constitucionales en que se funda.
planteadas por primera \'ez en el escrito de interposición de aquel, pudieron propo-
nerse al apelar de las regulaciones practicadas en primera instancia, cuya confirma-
ción es una eventualidad previsible para el interesado.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de extremos conducentes.

Presenta graves deficiencias, que lo invalidan como acto jurisdiccional, el fallo que
prescinde de lo decidido anteriormente con autoridad de cosa juzgada (Disidencia
de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Interpretación de
normas locales de procedimientos. Cosa juzgada.

Aunque lo atinente a la existencia o inexistencia de cosa juzgada es un problema
de hecho y de derecho procesal, ello no impide conocer en un planteo de esa natu-
raleza, cuando media arbitrariedad en la decisión, por la que se afectan los derechos
constitucionales de propiedad y de defensa en juicio (Disidencia de los Ores. Ma-
riano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné O'Connor).

COSA JUZGADA.

Si la decisión de la cámara de apelaciones que reguló los honorarios se apartó ma-
nifiestamente de los pronunciamientos anteriores, que se encontraban firmes, con-
siderando los mismos planteos antes formulados, pero dándoles una solución diver-
sa, afectó el principio de estabilidad de las sentencias, que es de exigencia de or-
den público y posee raigambre constitucional (Disidencia de los Ores. Mariano
Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné O'Connor).

COSA JUZGADA.

El principio de estabilidad de las sentencias, veda al litigante de someter a decisión
judicial una cuestión que fue antei'iormente ¡'esuelta con efectos definitivos, y -co-
rrelativamente- impone al tribunal desestimar las peticiones que se efectúen en tal
sentido (Disidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo
Moliné O'Connor).

COSA JUZGADA.

La potestad jurisdiccional no puede ejer~itarse respecto de una controversia más de
una vez, pues de lo contrario se reproduciría indefinidamente el tratamiento de las
mismas cuestiones litigiosas, desvirtuándose la esencia misma del proceso y resul-
tando gravemente afectadas las finalidades del ordenamiento procesal (Disidencia
de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné O'Connor).

COSA JUZGADA.

No cabe que un tribunal acceda al requerimiento de expedirse una vez más sobre
una cuestión ya juzgada en forma definitiva, pues aunque, en determinadas condi-
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ciones, puedan los litigantes renunciar a los derechos ganados en una contienda
judicial, alterando los efectos del pronunciamiento dictado en la causa, tal facul-
tad no conlleva la de reedilar el mismo litigio, agotado con la secuela regular del
proceso (Disidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo
Moliné O'Connor).

RE;CURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el pronunciamiento.

Si la pretensión de los letrados de obtener una regulación de honorarios sobre la base
de determinadas pautas para su determinación, fue debidamente considerada en las
instancias judiciales pertinentes y juzgada de modo definitivo por los tribunales de
la causa, un nuevo pronunciamiento que acoge idénticos planteas y los resuelve de
modo diverso a lo antes decidido, transgrede principios fundamentales de la admi-
nistración de justicia, de modo que exige la intervención de la Corte en cumplimien-
to de los altos deberes que al respecto le conciernen (Disidencia de los Ores. Ma-
riano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné O'Connor).

COSA JUZGADA.

La integridad de la cosa juzgada es el pilar sobre el que se asienta la seguridad ju-
rídica y la garantía del debido proceso (Disidencia de los Ores. Mariano Augusto
Cavagna Martínez y Eduardo Moliné O'Connor).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Inca S.A. Cía. Arger¡-
tina de Seguros en la causa Figueredo, Martín c/Villalón, Eduardo Daniel
y otros", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia de
la Provincia de Buenos'Aires que, al declarar mal concedido el recurso de
inaplicabilidad de la ley, dejó firmes los honorarios regulados en favor de
los letrados y apoderados de los terceros intervinientes en la litis, una de
las obligadas al pago interpuso el recurso extraordinario cuya denegación
origina la presente queja.
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2°) Que en oportunidad de apelar las retribuciones que la resolución de
. primera instancia había establecido para dichos profesionales, la recurrente
únicamente invocó que los honorarios resultaban de "excesivo monto" y
"altos" (fs. 668 y 675), mas no cuestionó la base económica considerada
para la determinación de ellos, consistente -ante el rechazo de la preten-
sión- en el monto de la demanda debidamente actualizado.

3°) Que, en tales condiciones, el agrav.io que, como de naturaleza fe-
deral, invocó la apelante en el recurso extraordinario tendiente a demos-
trar la arbitrariedad del pronunciamiento de la alzada en cuanto tomó como
base regulatoria el importe demandado, ha sido tardíamente articulado
(Fallos: 276:313; 277:3'08; 296:642; 302:1564; 307:465), toda vez que si
el apelante omitió la debida actuación en la etapa procesal pertinente a los
fines de una adecuada defensa de sus derechos, éstos no resultan suscep-
tibles de ser tratados por la vía del artículo 14 de la ley 48, al quedar afec-
tados por las consecuencias de su conducta discrecional (Fallos: 307:635;
causa: P.586.xXII. "Pamba c1Santarcángelo S.A. s/sumario", del 3 de abril
de 1990 y sus citas).

4°) Que, con particular referencia a la cuantía de los honorarios impug-
nados, frente a la coincidente base regulatoria utilizada y a las similares
pautas considetadas en las resoluciones de primera y segunda instancia,
resulta aplicable lo decidido por esta Corte en un caso sustancialmente
análogo (Fallos: 243:5 I3), en el sentido de que "no procede el recurso ex-
traordinario contra la regulación de honorarios efectuada por el tribunal de
alzada cuando las cuestiones constitucionales en que se funda, planteadas
por primera vez en el escrito de interposición de aquél, pudieron proponer-
se al apelar de las regulaciones practicadas en primera instancia, cuya con-
firmación es una eventualidad previsible para el interesado".

Por ello, se desestima la queja y se da por perdido el depósito.
Notifíquese y, previa devolución de los autos principales, aI'chívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ (en disidencia)
- AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S.
NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR (en disidencia) - ANTONIO BOGGIANO.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO

CA VAGNA MARTÍNEZ y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR

DON EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia de
la Provincia de Buenos Aires, que declaró mal concedido el recurso de
inaplicabilidad de ley deducido, interpuso la recurrente recurso extraordi-
nario, el que, al ser denegado, motivó la presente queja ..

2°) Que la recurrente resultó condenada en costas en forma solidaria
con los demandados, en razón de haber sido desestimada su solicitud de
citación de terceros a juicio, y -a su vez- fue absuelta respecto de la pre-
tensión de condena de la actora, al rechazarse su citación en garantía, en
calidad de aseguradora de uno de los accionados.

Los letrados de los terceros obtuvieron regulaciones de honorarios a su
favor, cuya arbitrariedad alega la condenada en costas, sosteniendo que se
ha violado la cosa juzgada al desconocerse anteriores resoluciones que
establecían las pautas para fijar la base regulatoria, y que se realizó una
equi vacada interpretación de las normas arancelarias, que afecta grave-
mente el derecho constitucional de propiedad.

3°) Que, según resulta de las constancias de la causa, los letrados so-
licitaron la regulación de sus honorarios por la incidencia resuelta en fs.
227 al juez de primera instancia, quien desestimó la petición por conside-
rarla prematura, en razón de no contarse entonces con elementos que per-
mitiesen conocer la cuantía del juicio. Señaló el magistrado que el monto
de la demanda no constituía pauta suficiente, en atención a que el recla-
mo se fundaba esencialmente en esti maciones, que podían sufrir luego al-
teraciones de importancia (fs. 26\). El pronunciamiento fue recurrido por
los profesionales, y la Cámara de Apelaciones ratificó el criterio del a qua,
afirmando que la regulación debía ser diferida hasta la oportunidad previs-
ta en el art. 51 de la ley 8904. Especificó el tribunal, que no concurría en
el caso el supuesto contemplado en el segundo párrafo del art. 23 de la ley
citada, por cuanto sólo medIaba resolución de un planteo referente a un
pedido de citación a JUlcill. en tanto la norma aludida presuponía la
desestimación íntegra di. la demanda o reconvención (fs. 290).
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4°) Que con posterioridad, los letrados solicitaron nuevamente la regu-
lación de sus honorarios por la incidencia, y requirieron también la que
correspondía a la totalidad de su actuación en el juicio, pedido que fue
desestimado por el juez de primera instancia. Expresó el magistrado que
la solicitud era todavía prematura, y señaló que la interpretación del art.
23 de la ley 8904, debía ser armonizada con los principios jurispruden-
ciales que imponen que el valor de los servicios profesionales guarde re-
lación con el comprometido en la causa que les dio origen, por lo que sólo
cabía aguardar a que se practicase en el pleito liquidación definitiva, para
-partiendo de tal pauta- determinar el valor de la retribución profesional
(fs. 557). La decisión quedó firme, al declarar la Cámara de Apelaciones
mal concedido el recurso interpuesto (fs. 611).

5°) Que no obstante hallarse claramente determinadas las pautas a que
había de sujetarse la regulación de honorarios pretendida, por sucesivos
pronunciamientos que se encontraban firmes, ante una nueva solicitud de
los letrados, se procedió a fijar sus emolumentos sobre bases que diferían
significativamente de las antes establecidas, lo que dio lugar a la interpo-
sición del recurso de inaplicabilidad de ley y luego al recurso federal,
ambos denegados por la Suprema Corte provincial.

6°) Que si bien esta Corte ha señalado reiteradamente que las cuestio-
nes atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son
-como regla y por su naturaleza- ajenas al remedio extraordinario (Fallos:
305: 141,691, entre otros), ese principio reconoce excepción cuando el
pronunciamiento presenta graves deficiencias, que lo invalidan como acto
jurisdiccional. Tal es lo que acontece si el fallo prescinde de lo decidido
anteriormente con autoridad de cosa juzgada, pues aunque lo atinente a su
existencia o inexistencia es un problema de hecho y de derecho procesal,
extraño a la instancia extraordinaria, ello no impide conocer en un plan-
teo de esa naturaleza, cuando media arbitrariedad en la decisión, por la que
se afectan los derechos constitucionales de propiedad y de defensa en jui-
cio (Fallos: 184:137; 244:126; causas: V.353.XX. "Vaccaro, Francisco
Roberto c/Paramio, Pascual Enrique e Inmobiliaria del Salado S.R.L. s/
cumplimiento de contrato", del 17 de febrero de 1987; R.530.XXr. "Ruiz,
Carlos F. c/Bisigniano, Carlos Vicente", del 26 de abril de 1988;
A.76.XXI. "Acindar S.A. y otro e/Administración Nacional de Aduanas",
del 3 de mayo de 1988, entre muchos otros).
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7°) Que, en el caso, la decisión de la Cámara de Apelaciones que reguló
los honorarios (fs. 679) se apartó manifiestamente de los pronunciamien-
tos anteriores, que se encontraban firmes, considerando los mismos
planteas antes formulados, pero dándoles una solución diversa, con lo cual
afectó el principio de estabilidad de las sentencias que es exigencia de or-
den público y posee raigambre constitucional (R.387.XXI. "Rocca, Licio
s/jubilación", del 12 de abril de 1988; V.40.XXII. "Villacampa, Ignacio cl
Almos de Villacampa", del 9 de febrero de 1989, entre otros).

8°) Que el mencionado principio, veda al litigante someter a decisión
judicial una cuestión que fue anteriormente resuelta con efectos definiti-
vos, y -correlativamente- impone al tribunal desestimar las peticiones que
se efectúen en tal sentido. Ello en razón de que la potestad jurisdiccional
no puede ejercitarse respecto de una controversia más de. una vez, pues de
lo contrario se produciría indefinidamente el tratamiento de las mismas
cuestiones litigiosas, desvirtuándose la esencia misma del proceso y resul-
tando gravemente afectadas las finalidades del ordenamiento procesal. La
renovación integral del litigio, importaría el reconocimiento de que una
pretensión, aún satisfecha por el agotamiento de las vías jurisdiccionales
pertinentes, puede originar un nuevo pleito, con lo que debería buscarse
por otros caminos la fijación de la función procesal auténtica (Guasp, Jai-
me, "Derecho Procesal Civil", T. 1, págs. 556/557, Instituto de Estudios
Políticos, Madrid, 1968).

No cabe, entonces, que un tribunal acceda al requerimiento de
expedirse una vez más sobre una cuestión yajuzgada en forma definitiva,
pues aunque -en determinadas condiciones- pueden Jos litigantes renun-
ciar a los derechos ganados en una contienda judicial, alterando los efec-
tos del pronunciamiento dictado en la causa, tal facultad no conlleva la de
reeditar el mismo litigio, agotado con la secuela regular del proceso.

9d) Que en atención a que en el caso, la pretensión de los letrados de
obtener una regulación de honorarios sobre la base de determinadas pau-
tas para su determinación, fue debidamente considerada en las instancias
judiciales pertinentes, y juzgada de modo definitivo por los tribunales de
la causa, un nuevo pronunciamiento que acoge idénticos planteas y los
resuelve demodo diverso a lo antes decidido, transgrede principios fun-
damentales de la administración de justicia, de modo que exige la interven-
ción de esta Corte en cumplimiento de los altos deberes que al respecto le
conciernen (Fallos: 184: 137).
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lO) Que la decisión de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos
Aires, que desestima el recurso de inaplicabilidad de ley interpuesto con-
tra el pronunciamiento aludido, declarando que los recurrentes pretenden
reabrir el debate respecto de la determinación de la base regulatoria, omite
el debido amparo de los principios constitucionales que resguardan la in-
tegridad de la cosa juzgada, pilar sobre el que se asienta la seguridad ju-
rídica y la garantía del debido proceso (M.399.XXII. "Méndez, Virgilio
Horacio y otros e/Caja Nacional de Ahorro y Seguro", del 21 de marzo de
1989; C.292.XXII. "Cormack, Tomás Eugenio y Fuentes, Jorge s/hábeas
corpus", del 6 de octubre de 1988, entre otros). De tal modo, su fundamen-
tación es sólo aparente, pues la solución que adopta se traduce en un ma-
nifiesto apartamiento. de los principios rectores de la administración de
justicia, lo que impone su descalificación en orden a la conocida doctrina
de esta Corte en materia de arbitrariedad.

1 1) Que el alcance de lo resuelto precedentemente, determina que re-
sulte inoficioso el tratamiento de los restantes agravios formulados por los
recurrentes.

Por ello, admítese la queja intentada, declárase procedente el recurso
extraordinario deducido, y déjase sin efecto el fallo recurrido. Con costas.
Vuelvan los autos al tribunal de origen, para que por quien corresponda se
dicte nuevo pronunciamiento, con arreglo a lo resuelto.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

NILDA NOHEMI FIO DE NAHON v. CAJA NACIONAL DE PREVISION PARA EL

PERSONAL DEL ESTADO y SERVICIOS PUBLICOS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Interpretación de
normas lllcales de procedimientos. Doble illStancia y recursos.

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que, con menoscabo de la ga-
rantía de la defensa en juicio, declaró tardía la apelación sin tener en cuenta los días
declarados inhábiles por la Corte.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de extremos conducentes.

Corresponde dejar sjn efecto la sentencia que, con menoscabo de la garantía de la
defensa en juicio, declaró tardía la apelación sin tener en cuenta los días declara-
dos inhábiles por la Corte.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Interpretacirín de
normas locales de procedimientos. Doble instancia y recursos.

Si bien las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos
para ante los tribunales de la causa son ajenas, en principio, a la instancia del arto
J 4 de la ley 48, tal doctrina no puede aplicarse de manera in.estricta cuando el es-
crito contiene argumentos mínimos sobre el tema que se pretende someter a cono-
cimiento de la alzada, en los que se encuentran contenidas las exigencias legales
para sustentar la apelación.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales. Senteilcias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que declaró desierto el recurso deducido
respecto de la decisión administrati va que había denegado el reajuste del haber, en
tanto la negativa de la cámara a atender los planteas expuestos por el titular se pre-
senta revestida de un injustificado rigOl' formal, incompatible con el derecho de
defensa, máxime si se atiende a la naturaleza alimentaria del beneficio en debate,
que impone a los jueces actuar con suma cautela.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

. Buenos Aires, 17 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Fio de Nahon, Nilda Nohemí e/Caja Nacional de Previsión para el Per-
sonal del Estado y Servicios Públicos", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala III de la Cámara N acionaJ. de
Apelaciones de la Seguridad Social que declaró desierto el recurso dedu-
cido respecto de la decisión administrativa que había denegado el reajus-
te del haber, el actor dedujo recurso extraordinario que, al ser denegado por
extemporáneo, dio origen a la presente queja.
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2°) Que aun cuando los agravios se vinculan con cuestiones procesa-
les, temas ajenos -como regla y por su naturaleza- a la vía del art. 14 de la
ley 48, ello no impide la apertura de la instancia cuando, con menoscabo
de la garantía de la defensa en juicio, el tribunal declaró tardía la apelación
sin tener en cuenta los días declarados inhábiles mediante la acordada N°
33/90 de esta Corte.

3°) Que, en consecuencia, y dado que el escrito fue presentado dentro
del plazo establecido por el art. 257 del Código Procesal Civil y Comer-
cial de la Nación, corresponde examinar los agravios. Al respecto, cabe
señalar que es cierto que las resoluciones que declaran la improcedencia
de los recursos deducidos para ante los tribunales de la causa, por vincu-
larse con cuestiones de naturaleza común y procesal son ajenas, en prin-
cipio, a la instancia de excepción intentada (Fallos: 300:436; 301: 1415).

4°) Que, empero, este tribunal ha afirmado -en conocidajurispruden-
cia- que tal doctrina no puede aplicarse de manera irrestricta cuando -como
en el caso- el escrito contiene argumentos mínimos sobre el tema que pre-
tende someter a conocimiento de la alzada, en los que se encuentran con-
tenidas las exigencias legales para sustentar la apelación (confr. causa
M.343.XXIII, "Montes de Victores, Vilma Edith c/Caja Nacional de Pre-
visión para el Personal del Estado y Servicios Públicos", del 26 de junio
de 1991).

5°) Que, por lo tanto, la negativa del a qua a atender los planteos ex-
puestos se presenta revestida de un injustificado rigor formal, incompati-
ble con el derecho de defensa, conclusión que se torna particularmente
válida si se atiende a la naturaleza alimentaria del beneficio en debate, que
impone a los jueces actuar con suma cautela (Fallos: 288:439; 291 :245;
294:949), por lo que corresponde declarar procedente el recurso extraor-
dinario y dejan sin efecto la sentencia.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto la sentencia apelada. Vuelvan los autos al trihunal de origen para
que se dicte un nuevo pronunciamiento de acuerdo a lo expresado.
Agréguese la queja al principal. Notifíquese y remítase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI -EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR.
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EDUARDO JAYAT v. MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

379

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias de hecho y prueba.

\ '

Si bien la metodología empleada para establecer la cuantía de la indemnización por
larevocaciónde un contrato de concesión es, en principio, una cuestión librada a
la discreción de los jueces de la causa, procede el recurso extraordinario sobre la
base de la doctrina de la arbitrariedad si la sentencia prescinde de pruebas decisi-
vas para la solución del pleito (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de extremos 'conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que, al establecer la cuantía de la indem-
nización por la revocación de un contrato de concesión, omitió deducir las ganan-
cias obtenidas por el actor en el tiempo en que efectivamente explotó el comercio,
consagrando un enriquecimiento sin causa en perjuicio de la municipalidad deman-
dada.

RECURSO DE QUEJA: Fundamentacilín.

La falta de fundamentación de cumplimiento del requi'sito de fundamentación au-
tónoma en el recurso extraordinario, no es subsanable mediante el recurso de que-'
ja (Disidencia de los Ores. Augusto César Belluscio y Enrique Santiago Petracchi).

JUAN MAZZA v. MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Det'eetos en la consideración de extremos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que condenó a la Municipalidad de la Ciu-
dad de Buenos Aires a resarcir al actor por los daños derivados del cese en su fun-
ción de conducción y retrogradación escalafonaria, si todo el personal en funcio-

(1) 17 de marzo. Fallos: 235:387; 247:97.
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nes de conducción había sido declarado "en comisión" y asimismo, la decisión pres-
cindió de la tabla de conversión del art. 6° del decreto 1624/77 (1).

PARTIDO OBRERO (NEUQUEN)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestiones federales
simples. Interpretación de las leyes federales. Leyes federales en general.

Procede el recurso extraordinario si se encuentra en tela de juicio la interpretación
del art. 50 de la ley 23.298 y la decisión impugnada es contraria a las pretensiones
que el recurrente funda en sus disposiciones.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestiones federales
simples. Interpretación de las leyes federales. Leyes federales de carácter procesal.

Es improcedente el agravio relativo a la aplicación del art. 6S de la ley 23.298 ya
que se trata de una norma que, aunque federal, es de carácter procesal y por ello
ajena al remedio del art. 14 de la ley 48.

PARTIDOS POL/T1COS.

Los partidos políticos son organizaciones de derecho público no estatal, necesarias
para el desenvolvimiento de la democracia representativa y, por tanto, instrumen-
tos de gobierno, que ticnen como función actuar como intermediarios entre éste y
las fuerzas sociales y de ellos surgclllos que gobiernan.

PARTIDOS POL/T1COS.

Resulta razonablc que el reconocimiento y mantenimiento de la personalidad de los
partidos políticos se encuentren directamcnte relacionados con la existcncia de un
volumcn clcctoral idcntificado con sus objetivos (arts. 7, inc. a), y 50, inc. c) dc la
ley 23.298) ya quc de lo contrario se transformarían en estructuras vaCÍas de con-
tenido c ineptas para cumplir con la función quc les es propia.

(1) 17 de marzo.
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CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos)' garanlías. Generalidades.
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Los derechos civiles, políticos y sociales que la Constitución Nacional consagra,
lejos de ser absolutos, están sujetos a limitaciones o restricciones tendientes a ha-
cerlos compatibles entre sí y con los que corresponde reconocer a la comunidad.

CONSTITUCION NACIONAL: Conlrol de cOllslilucionalidad. Facultades del Poder Judicial.

La Constitución confió al Poder Legislativo la misión de reglamentar dentro de cier-
to límite el ejercicio de los derechos que ella reconoce, y no es de resorte del Po-
der Judicial decidir el acierto de los otros poderes públicos en el uso de facultades
que les son propias.

PARTIDOS POLITlCOS.

El otorgamiento de la personería política a un partido no obsta a su posterior revi-
sión por los procedimientos tendientes a su cancelación.

LEY: Inlerpretación y aplicación.

Es regla de hermenéutica de las leyes atender a la armonía que ellas deben guardar
con el resto del ordenamiento jurídico y con las garantías de la Constitución Nacio-
nal, razón por la cual no es siempre recomendable el atenerse estrictamente a sus
palabras ya que el espíritu qu.e las nutre es el que debe determinarse en procura de
una aplicación racionaJ.

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos)' garanlías. Igualdad.

Una interpretación que permitiera la subsistencia de un partido de distrito que no
hubiera obtenido voto alguno por el solo hecho de conformar un partido nacional
que en otro distrito hubiera alcanzado el porcentaje mínimo y no de aquél que, ac-
tuando exclusivamente como partido de distrito estuviere en idéntica situación u
obtuviera votos en número inferior al preyisto legalmente, resultaría francamente
violatoria de la garantía de la igualdad ante la ley.

PARTIDOS POLITlCOS.

La exigencia contenida en el art. 50, ine. e), de la ley 23.298, para decretar la ca-
ducidad de la personalidad política del partido cuando no alcance el porcentaje allí
fijado en ningún distrito se refiere solamente al partido nacional y no al de distri-
to, en cuyo caso sólo deben tenerse en cuenta los resultados obtenidos en el distri-
to del que se trate.
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DrCTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

-1-

A raíz de que la Secretaría Electoral de la Provincia de Córdoba infor-
mó que, ni en las elecciones de 1987, ni en las de 1989, el Partido Obrero
alcanzó el 2% del padrón electoral del distrito, así como que, por informe
de la Dirección Nacional Electoral, se hizo saber que dicha agrupación
política fue la única con personería nacional que no arribó a dicho porcen-
taje en ningún distrito del país en las referidas elecciones, se dispuso la
formación del incidente de caducidad en los términos de la Ley Orgánica
de los Partidos Políticos N° 23.298.

Los representantes del mencionado partido cuestionaron, al presentarse
en el incidente, el referido informe de la Dirección Nacional, a la par que
sugirieron haber superado aquel porcentual que reclama la ley, sin perjui-
cio de plantear la inconstitucionalidad del art. 65 y siguientes de la citada
Ley de los Partidos Políticos, por considerar exiguo el plazo de cinco días
que prevé dicha norma y estimar que, en cambio, debe regir el término del
art. 486 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Asimismo,
dedujeron la recusación del juez federal interviniente en la causa.

Estimó el juzgador que no cabía, por lo pronto, aceptar su recusación.
En segundo término, rechazó el planteo contra el informe de la Dirección
Nacional Electoral porque los apoderados no precisaron -dijo- en cuál dis-
trito habrían obtenido el mínimo legal que invocasen. Tras aclarar, luego,
cual es el alcance que corresponde asignar al vocablo "Distrito", desesti-
mó el planteo de inconstitucionalidad del plazo de 5 días que prevé el art.
65 de la ley 23.298, al haber sido escuchado el partido en la instancia ju-
dicial, que es lo requerido -sostuvo- por la garantía de la defensa en jui-
cio que consagra el art. 18 de la Constitución Nacional. Adujo que el fun-
damento del régimen aplicable radica en la necesidad de que los partidos
políticos que integran el sistema demuestren, por lo menos en dos eleccio-
nes nacionales, una representatividad mínima que justifique que el siste-
ma democrático representativo les siga otorgando aquella calidad y con-
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tinúe subsidiando su accionar. En razón de todo lo cual, decretó la cadu-
cidad solicitada por el representante del Ministerio Público.

-II-

A raíz de aquella decisión de la Justicia Electoral de la Provincia de
Córdoba, se formó incidente con el objeto de decretar la caducidad del
mismo partido en el Distrito de la Provincia de Neuquén (fs. 6).

A fs. 56/59 la juez federal subrogante de Neuquén dictó sentencia, de-
clarando la caducidad de la personalidad jurídico política del Partido Obre-
ro -Distrito Neuquén-, en virtud de lo dispuesto por el art. 50 inc. c) de la
ley 23.198, en lo principal, por considerar decisivo al respecto el informe
de la Dirección Nacional Electoral -confeccionado con datos de las Jun-
tas Electorales Nacionales de todo el paÍs- que acreditó que el referido gru-
po político no alcanzó'eI2% del padrón electoral en ningún distrito.

Apelada la causa, la Cámara Nacional Electoral se pronunció a fs. 84/
88.

Comenzó dicho tribunal por sostener que carecen de toda relevancia los
agravios vertidos contra el informe de la Dirección Nacional Electoral,
pues como lo decidió en n~merosos antecedentes, el porcentaje del2% al
efecto de la caducidad como partido de distrito debe estar referido al pro-
pio distrito, careciendo de importancia el porcentual que sus similares de
otros distritos pudieron haber alcanzado en sus respectivos ámbitos de
actuación. Y la comprobación -afirmó- de que un partido se encuentra o
no incurso en la causal de caducidad debe efectuarse sobre la base de los
datos correspondientes que obran en la propia Secretaría Electoral del Juz-
gado Federal del distrito.

Señaló, asimismo, que tales datos correspondientes a la cantidad de
votos no pueden discutirse en esta oportunidad, pues han sido consentidos
en el momento que pudieron cuestionarse.

Descartó, igualmente, las quejas referidas a la actuación del Procura-
dor Fiscal como juez subrogante, yá que nada decidió en este último ca-
rácter.
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Tampoco puede accederse -dijo el a quo- a la pretendida nulidad de lo
actuado por falta de realización de la audiencia del árt. 65 de la ley 23.298,
dado que ninguna prueba podría influir frente a las constancias documen-
tales de fs. 32.

Rechazó, por último, el planteo de inconstitucionalidad de la mencio-
nada ley 23.298, en lo que respecta a la exigencia del 2% aludida.

A este respecto, puntualizó el a quo que dicha exigencia del 2% obra
como condición resolutoria que acarrea la sanción legal de la cancelación
de la personalidad jurídico-política, de lo que resulta que la sentencia ju-
dicial de reconocimiento no otorga derechos en forma definitiva. El pro-
ceso por el que se llega a dicho reconocimiento por lo demás -añadió- es
de naturaleza voluntaria, no existe contraparte -el Ministerio Público sólo
asume una función fiscalizadora- razón por la cual no puede darse, en ri-
gor, el instituto de la cosa juzgada, que requiere la existencia de un pro-
ceso contencioso. Al decir de Couture -agregó- en procesos de esta índo-
le los jueces en verdad no juzgan, sino que se limitan a fiscalizar la certe-
za de lo afirmado por el peticionante del reconocimiento.

Desestimó, finalmente, la cuestión suscitada sobre la base de la garantía
de la igualdad, en razón de la reiterada jurisprudencia de la Corte, en el
sentido de que ésta debe aplicarse a quien se encuentra en iguales circuns-
tancias.

-III-

Contra dicho pronunciamiento dedujo el Partido Obrero el recurso ex-
traordinario que consta a fs. 91/96.

Al fundamentar la apelación federal, a partir de fs. 93, expresa, por lo
pronto, que la sentencia apelada deja sin aplicar la ley 23.298 de manera
arbitraria, al establecer una diferencia entre partido nacional y de distrito
que es a todas luces irrazonable. Añade que, siguiendo los términos lite-
rales de la norma del arto 50, inc. c) de la ley referida, a contrario sensu,
basta que en algún distrito se haya obtenido el 2% para que no sea aplica-
ble la causal de caducidad. Y en el sub lite -dice- no está discutido que su
parte, en algún distrito, ha obtenido el mencionado porcentaje de votos.
Añade, al respecto, que algunos partidos han obtenido el beneficio de
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mantener su personería precisamente alegando lo que su parte sostiene ~n
el sub judice, lo cual viene a violentar la garantía de igualdad ante la ley.
De otro lado, manifiesta que la ley no hace distingo entre partido nacio-
nal y partido de distrito, como lo interpretó el a qua, contrariando de tal
suerte arraigados principios.del Derecho y consag'radajurisprudencia pro-
vincial y nacional. Asimismo, aduce que la audiencia que no fue convo-
cada como lo exigía la ley no era facultativa del juzgador y su omisión tor-
na nulo lo actuado. Tampoco es cierto -afirma- que este sea un juicio vo-
luntario, por cuanto el art. 65 de la ley dice que se trata de un procedimien-
to sumario.

-IV-

Así reseñadas las constancias del sub lite, advierto que el tribunal a qua
parte, al fundamentar su sentencia, de una interpretación basal: al efecto
de la caducidad a que se refiere el art. 50, inc. c) de la ley 23.298, lo que
importa es -ha dicho- no alcanzar el 2% de los votos en el distrito que en
cada caso se trata, resultando, por ende, indiferente, la suerte de los gua-
rismos alcaniados por el mismo partido en el resto de los distritos en que
haya obtenido personería.

Estimo que esa inteligencia del referido precepto legal es equivocada,
importa un criterio de desmesurada estrictez y no se compadece con el
espíritu general de la ley, en cuyo trasfondo siempre subyace la salvaguar-
da del pluralismo político, esencia de la vida republicana.

En efecto, no cabe poner en tela de juicio el sentido de la norma en sí
misma, esto es, su propósito de consagrar la pérdida de la personería po-
lítica en los supuestos de aquellas agrupaciones partidarias que, al cabo de
un lapso prolongado de actuación, evidencien una marcada y persistente
carencia de votantes, desde que, como lo aduce con acierto el propio tri-
bunal a qua, al fin de su pronunciamiento, los subsidios y aportes de di-
versa índole que benefician a los partidos, importan un costo par ••el era-
rio público que no es justo, ni razonable, mantener en favor de quienes no
reúnen un mínimo de adherentes en los <lctos eleceionarios. Pero lo razo-
nable de tal premisa tiene que armonizar con otra de no menos valía, cual
es permitir, en lo posible, la existencia de las más variadas representacio-
nes políticas de acuerdo a la voluntad de los mismos ciudadanos, que al
reunirse de manera permanente en un vínculo partidario con arreglo a las
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exigencias de la ley, dan vida a una corriente de opinión que procede res-
petar con todo el peso de la ley misma, ya que, como dije, dicho respeto
riguroso a todas y cada una de esas expresiones que encuadran en el sis-
tema legal, es de la esencia insoslayable de la convivencia republicana y,
en lo que jurídicamente importa, emerge de modo indubitable de la volun-
tad del legislador, quien las ha permitido, e incluso fomentado, al regular
exigencias muy amplias para su constitución y reconocimiento.

En consecuencia, no es coherente con tal finalidad del legislador pre-
suponer que, contrariamente a la amplitud de dichas exigencias, que sur-
gen del Título 11, arto 7° y sgtes., de modo inopinado se haya vuelto rigu-
roso y francamente estricto cuando de la prolongación de la vida partida-
ri a se trata.

Tras estimar insostenible este último supuesto, entiendo que la norma
del arto 50, inc. c) que nos ocupa sólo puede ser entendida en el sentido de
que exige, para decretar la caducidad de una agrupación política, que no
haya alcanzado en dos (2) elecciones sucesivas el dos por ciento (2%) del
padrón electoral en ningún distrito (el subrayado me pertenece), esto es,
que exclusivamente en el supuesto extremo de que un partido no superarse
en dos actos eleccionarios aquel porcentaje mínimo en ninguno de los dis-
tritos en que se haya presentado a elección, se hace pasible de la grave
consecuencia de la pérdida de su personería, pero que, en cambio, basta
que en alguno de esos distritos superase dicho porcentaje para que su
personería siga incólume en la totalidad del resto de los distritos en que
exista.

Tal inteligencia deriva de la razonable suposición de lo cambiante y
renovable que suele ser la actividad política, en la cual, incluso, una bue-
na actuación en algún distrito puede redundar en la recuperación de un
partido en otro, a lo que puede coadyuvar, asimismo, el prestigio de nue-
vos candidatos, de resultas de lo cual procede entender, como lo quiso la
ley, que tan sólo puede llegarse al extremo de la caducidad cuando se da
el supuesto del mentado arto 50, inc. c) que nos concierne, es decir, cuan-
do el partido no ha demostrado auténtica presencia electoral en ninguno
de todos los distritos en que se desenvuelve, y no en cada uno individual-
mente como el a qua con error lo estima.

De tal suerte, no es ajustado a la ley pretender, como lo ha hecho el a
qua, que el partido recurrente, por el solo hecho de no haber reunido el
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porcentaje del 2% en el distrito de Neuquén, debe perder la personería en
tal jurisdicción. Esto último exclusivamente podría acontecer en el even-
tual supue'sto de que sólo tuviera personería en dicho distrito, lo que no es
el caso de autos.

Por consiguiente, corresponde en cambio sostener que el partido recu-
rrente mantiene su personeríaen este distrito, donde se ventilan las presen-
tes actuaciones, hasta tanto no se demostrare que no reunió el 2% de los
votos en el total de los distritos en que actuó durante las dos últimas elec-
ciones, razón por la que, de manera opuesta a como lo entendió la cáma-
ra, el grueso de los agravios tendientes a cuestionar la validez del informe
de la Dirección General Electoral, así como los que se asientan en la pre-
tensión de haber superado aquel porcentual en algún distrito, deben reco-
brar validez por resultar conducentes para la correcta solución del litigio.

En razón de lo expuesto, opino que corresponde hacer lugar al recur-
so extraordinario deducido en autos, dejar sin efecto la sentencia apelada
y devolver los autos al tribunal de origen para que, por donde correspon-
da, dicte una nueva con arreglo a lo expuesto. Buenos Aires, 29 de noviem-
bre de 1990. Osear Eduardo Roger.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo. de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el Partido Obrero de
Neuquén en la causa Partido Obrero s/ar1. 50, inc. c), ley 23.298 (Expte.
N° 1661/90 C.N.E. - Neuquén)", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Cámara Nacional Electoral que con-
firmó la de primera instancia que decretó la caducidad de la personalidad
jurídico política dcl Partido Obrero del Distrito de Neuquén, esa agrupa-
ción dedujo recurso extraordinario cuya denegación motiva la presente
queja.
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2°) Que cl a qua fundó su decisión cnla intcligcncia de que el art. 50,
inc. c), de la ley 23'.298 sanciona con la caducidad de la personalidad al
partido de distrito que no haya obtenido el porccntaje allí indicado, cn el
distrito correspondiente, sin atender a los guarismos que la agrupación
pudiera haber alcanzado cn otros. Por cllo, se abstuvo de tratar los agra-
vios relativos a la valoración del informe producido respecto de los resul-
tados electorales cn el orden nacional. Desestimó igualmente las quejas
referidas a la falta de celebración de la audicncia prevista por el art. 65 de
la ley citada, pues consideró que tal acto no hubiera resultado relevante
frcnte a las constancias documentales incorporadas a la causa. Finalmen-
tc, rechazó cl planteo de inconstitucionalidad del arto 50 de la ley 23.298,
con sustento en que esa norma no vulnera la cosa juzgada ni importa vio-
lación a la garantía de la igualdad.

3°) Quc los agravios traídos en el recurso extraordinario referidos a la
intcligencia del art. 50 de la ley 23.298 suscitan cuestión federal bastantc
para su tratamiento por la vía intentada, pues se encucntra en tcla dc jui-
cio la interpretación de una norma de csc caráctcr y la decisión impugna-
da ha sido contraria a las prctensiones que el rccurrcntc fundó en sus dis-
posicioncs. En cambio, cl rccurso rcsulta inadmisible en cuanto sc refie-
re a la aplicación del arto 65 de la ley citada, ya que sc trata de una norma
que, aunquc fcderal, es de carácter proccsal y por ello ajcna al remedio
previsto por cl art. 14 dc la ley 48 (Fallos: 308: 1578,2607, entrc muchos
otros).

4°) Que el recurrente sostiene que ellribunal a qW? ha asignado al art. .
.50 cito un alcancc reñido con su texto, ya que éste prevé la caducidad de
la personería jurídico política cuando el partido no alcanza el porcentaje
allí exigido cn dos elecciones consecutivas en ninguno de los distritos,
siendo por ello insuficiente que esa situación se presente t.an sólo en el di s-
tri to de que se trata. Cuestiona igualmente la constitucional idad de la ci-
tada disposición.

5°) Que como lo señaló esta Corte el; Fallos: 310:819. los partidos po-
líticos son organizaciones de derecho público no estatal, necesarias para
el descnvolvimiento de la democracia representativa y, por tanto, instru-
mentos de gobicrno. Su función consiste cn actuar como intermediarios
entre el gobierno y las fuerzas sociales; de ellos surgen los que gobiernan.
Encarnan los intereses y opiniones que dividen a la comunidad.
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Por ello, resulta razonable que su reconocimiento y el mantenimiento
de su personalidad se encuentre directamente relacionado con la existen-
cia de un volumen electoral identificado con sus objetivos. De lo contra-
rio, se transformarían en estructuras vacías de contenido e ineptas para
cumplir con la función que les es propia.

6°) Que estas conside¡-aciones dan sustento a las disposiciones legales
que, como las contenidas en los arts. 7 -inc. a)- y 50 -inc. c)- de la ley
23.298, exigen la existencia de un número mínimo de adherentes y votan-
tes para otorgar y mantener respectivamente la personalidad política. Tal
regulación legal no es por lo demás novedosa ya que reitera normas seme-
jantes contenidas en las que la precedieron (leyes 22.627 y 16.652, Y de-
creto-ley 12.530/62).

7°) Que el reconocimiento de los partidos políticos no importa que és-
tos no se encuentren sujetos a regulaciones legales. En efecto, los derechos
civiles, políticos y sociales que la Constitución Nacional consagra, lejos
de ser absolutos, están sujetos a limitaciones o restricciones tendientes a
hacerlos compatibles entre sí y con los que corresponde reconocer a la
comunidad (Fallos: 191: 139; 253: 133). La Constitución ha confiado al
Poder Legislativo la misión de reglamentar dentro de cierto lí~ite, el ejer-
cicio de los que ella reconoce, y no es de resorte del Poder Judicial deci-
dir el acierto de los otros poderes públicos en el uso de facultades que le
son propias (Fallos: 310:819).

8°) Que el otorgamiento de la personería política no obsta a su poste-
rior revisión por los procedimientos tendientes a su cancelación (Fallos:
253: 133), por lo que la objeción constitucional en este aspecto debe sin
más desestimarse.

9°) Que el art. 50 de la ley 23.298 establece que son causas de caduci-
dad de la personalidad política de los partidos: " ...c) no alcanzar en dos (2)
elecciones sucesivas el dos por ciento (2%) del padrón electoral en ningún
distrito". Si bien una primera y aislada lectura de esa norma podría auto-
rizar la interpretación literal que ensaya el recurrente, ella no puede ser
válidamente sostenida.

1O) Que para la interpretación de la leyes menester dar pleno efecto a
la intención del legislador, y es regla de hermenéutica de las leyes atender
a la armonía que ellas deben guardar con el resto del ordenamiento jurí-
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dico y con las garantías de la Constitución Nacional, razón por la cual no
es siempre recomendable el atenerse estrictamente a sus palabras, ya que
el espíritu que las nutre es el que debe determinarse en procura de una apli-
cación racional. Debe buscarse en todo tiempo una valiosa interpretación
de 10 que las no~mas jurídicamente han querido mandar, de suerte que la
admisión de soluciones injustas cuando es posible arbitrar otras de méto-
do opuesto, no resulta compat"ible con el fin común de la tarea legislativa
como de la judicial.

Por ello, la misión judicial no se agota con la remisión a la letra de la
ley, sino que no puede prescindirse de la ratio y del espíritu de la norma
(Fallos: 308:54 y sus citas, entre muchos otros).

I 1) Que la ley 23.298 pre~é la existencia de partidos de distrito y par-
tidos nacionales. Estos últimos nacen como consecuencia de los primeros,
desde que para su reconocimiento es necesario que por lo menos cinco
partidos de distrito lo soliciten. Ello no obstante, los partidos de distrito
conservan su propia existencia y personería.

12) Que este último aspecto no puede pasarse por alto para resolver la
presente cuestión pues la exigencia contenida en el art. 50, inc. c), de la ley
para decretar la caducidad de la personalidad política del partido cuando
no alcance el porcentaje allí fijado en ningún distrito, obviamente se refiere
al partido nacional y no al partido de distrito. De este último es imposible
sostener que mantiene su personalidad si obtiene el porcentaje requerido
de votos en los demás distritos en cuyas elecciones -demás está decirlo-
mal puede participar. La primera objeción, entonces, que presenta la inter-
pretación que ensaya la recurrente es que ella supondría la falta de previ-
sión del legislador en punto a la caducidad de la personalidad política de
los partidos de distrito, solución que no puede admitirse.

13) Que, en efecto, ello importaría presumir que la ley admite o tolera
la existencia de partidos de distrito sin representatividad ninguna, en opo-
sición a lo que ocurre con los partidos nacionales o con Jos mismos parti-
dos de distrito que no actúan en el orden nacional, sin que exista razón al-
guna que justifique ese trato marcadamente diferencial. La conclusión a la
que esta interpretación conduciría parece, por lo demás, decididamente
absurda si se tiene en cuenta que permitiría la subsistencia de un partido
de distrito que no hubiera obtenido voto alguno por el solo hecho de con-
formar un partido nacional que en otro distrito alcanza el porcentaje mÍ-
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nimo de votos, mientras que en idéntica situación un partido de distrito que
actúa exclusivamente como tal perdería su personería, y ello aun en el caso
de haber obtenido votos, si bien en número inferior al previsto legalmen-
te. Tal solución resultaría francamente violatoria de la garantía de la igual-
dad ante la ley pues se estaría brindando un trato claramente diferencial a
dos agrupaciones que se encuentran en idénticas condiciones. Además,
importaría desconocer la razón misma de la existencia de las agrupacio-
nes políticas.

Ello fuerza a concluir que la previsión legal en que la apelante funda
su posición, sólo resulta de aplicación cuando se trata de la caducidad de
la personería del partido en el orden nacional, mas no cuando, como en la
especie, se está en presencia de una situación diversa, esto es, la del par-
tido de distrito, en cuyo caso sólo deben tenerse en cuenta los resultados
obtenidos por la agrupación en el distrito del que se trate.

Por ello, y oído el señor Procurador General, se hace lugar a la queja
y se declaraadmisible el recurso extraordinario con el alcance indicado,
y se confirma la sentencia apelada. Agréguese el recurso de hecho al prin-
cipal. Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR-

ANTONIO BOGGIANO.

ERASMO SALUSTIANO PERALTA v. ESTEBAN MASCOTTO

RECURSO DE QUEJA: Depósito pre¡'io.

La carga de efectuar el depósito previsto en el ar1. 286 del Código Procesal tiene
su causa en la interposición del recurso de queja al que se refiere esa norma y nace,
por lo tanto, con motivo de dicha presentación, por lo que las normas que regulan
tal carga son las vigentes al momento de producirse tal acto.
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RECURSO DE QUEJA: Depósito previo.

Si al deducirse la queja aún no había entrado en vigencia el régimen establecido por
la acordada 28/91, resulta íntegro el depósito efectuado de acuerdo a los términos
de la ácordada 77/90.

RECURSO DE QUEJA: De¡)(ísito prel'io.

La Corte Suprema no puede modificar el momo establecido por el art. 286 del Có-
digo Procesal Civil y Comercial (Voto de los Dres. Augusto César Belluscio y Car-
los S. Fayt).

RECURSO DE QUEJA: De¡)(ísito prel'io.

Debe desestimarse la queja, si el depósito previo. no cumple con lo dispuesto en la
acordada 28/91, vigente al tiempo en que se efectuó dicho depósito (Disidencia de
los Dres. Ricardo Levene (h.), Rodolfo C. Barra y Antonio Boggiano).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo de 1992.

Vistos los Autos: "Recurso de hecho deducido por Ana Gloria Evange-
lista y Mario Alberto Gadea en la causa Peralta, Erasmo Salustiano cl
Mascotto, Esteban", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

10) Que la carga de efectuar el depósito previsto en el art. 186 del Có-
digo Procesal Civil y Comercial de la Nación tiene su causa en la interpo-
sición del recurso de queja al que se refiere esa norma y nace, por 10 tan-
to, con motivo de dicha presentación. Las normas que regulan la menta-
da carga son, pues, las vigentes al momento de producirse tal acto (Fallos:
295:454; 305: 1779).

2°) Que en el caso, la queja fue deducida el 13 de agosto de 1991 cuan-
do todavía no había entrado en vigencia el régimen establecido por la acor-
dada 28/91 del 27 de agosto de 1991, pues dicha norma comenzó a regir
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desde su publicación en el Boletín Oficial, lo que .ocurrió el4 de septiem-
bre del mismo año.

3°) Que, en tales condiciones, el depósito efectuado a fs. 31 resulta ín-
tegro pues se adecua a los términos de la acordada 77/90, vigente al tiempo
en que fue efectuada esta presentación directa.

P.or ello se declara procedente el recurso interpuesto y se revoca la re-
solución de fs. 33. Dáse por satisfecho el depósito. Notifíquese.

RICARDO LEVENE (H) (en disidencia) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ

- RODOLFO C. BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FAYT (por su voto) - AUGUSTO

CÉSAR BELLUSCIO (según su voto) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S.

NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO (en disidencia).

VOTO DE LOS'SEÑORES MINISTROS DOCTORES

DON AUGUSTO CÉSAR BELLl'SCIO y DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

Que la suma depositada a fs. 31 supera el monto establecido por el art.
286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el cual no pue-
de ser modificado por este Tribunal (disidencias de los jueces Fayt y Be-
lluscio en la acordada 77/90).

Por ello, se revoca la resolución de fs. 33. Dáse por satisfecho el depó-
sito. Notifíquese.

CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO
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DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (11),

DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA

y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ANTONIO BOGGIANO

Autos y. Vistos:

Toda vez que, de conformidad con lo' dispuesto por el art. 286 del Có-
digo ritual, el depósito debió haberse cumplido al interponerse el recurso
de queja, y en atención a que a la fecha en que'se efectuó aquél, ya regía
la modificación impuesta por la acordada N° 28/91, no se hace lugar al
pedido de revocatoria, debiendo estarse a lo proveído a fs. 33. Notifíquese.

RICARDO LEVEN E (11) - RODOLFO C. BARRA - ANTONIO BOGGIANO

VIC~NTE JUAN VITALE y OTROS v. SERVICIOS ELECTRICOS
DEL GRAN BUENOS AIRES S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestitllles 110 federales. Selltencias
arbitrarias. Procede1lcia del recurso. Defectos en la fUlldumellf(fci,íll lIonJ/{/tim.

Corre~ronde dejar ~in efecto la ~entencia que condenó a SEG8A a pagar la~ dife.
reneia~ entre ellllonto del haber que percibieron lo~ actore~ como complemento del
Fondo Compen~ador de Jubilacione~ y Pen~ione~ y el 82 o el 75% del ~ueldo de
actividad, pue~ la obl.igó a abonar cantidade~ que excedían de la~ di~ponibilidade~
del Fondo COlllpen~ador, ~iendo que ninguna di~po~ición integrante del plexo re.
guiador del ente garantizaba a lo~ bencfieiario~ el derecho a recibir íntegramente
e~as diferencia~ y la demandada eUlllplió su función de adminislJ'adora en un todo
de acucrdo con lo quc pre~cribían las normas.

RECURSO EXTRA ORDINA I?lO: Re11llisitos I,ropios. Cllestiones 110 federales. Senlellcias
Ilrbilmrias. Procedencia del recurso. Defeuos ell la jimd{(lllelltacilÍlI 1I01'lllatil'a.

Corre~pondc dejar sin efecto la sentencia que condena a efectuar un pago sin obli-
gación legal quc lo ~ustente. con apartamiento dc las eon~tancias de la causa y sin
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examinar el contcnido de las normas invocadas como fundamento de las defensas
plnnteadas, con grave menoscabo de las garantías consagradas por la Constitución
Nacional.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 1/0 federales. Sentencias
arbitrarias. Principios generales.

Si bien la doctrina de la arbitrariedad no constituye un fundamento autónomo de la
apelación dcl art. 14 dc la ley 48. es el medio idóneo para asegurar cl reconocimicnto
de los dercchos garantizados por la Ley Fundamental. máximc cuando lo resuelto
guarda relación directa con la garantía de la propicdad.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

-1-

La Sala VII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo -en lo
que aquí interesa- revocó la sentencia de la anterior instancia en cuanto no
hizo lugar al reclámo que los actores entablaron contra "Servicios Eléctri-
cos del Gran Buenos Aires" (S.E.G.B.A.), mediante el cual perseguían el
cobro de sumas que, según alegaban, dicha Empresa, en su carácter de
administradora del Fondo Compensador de Jubilaciones y Pensiones del
cual eran beneficiarios, debió abonarles a fin de cubrir las diferencias entre
el monto del haber que percibieron y el 82 o el'75CJo -según el caso- del
sueldo de actividad, hecho que no llevó a cabo -dijeron- por omitir com-
putar a tal fin el adicional llamado "Bonificación Anual por Eficiencia"
(B.A.E.). En consecuencia, los integrantes del tribunal mencionado orde-
naron que la citada empresa abone a los actores las sumas quc ilustra la
sentencia de fs. 289/290 vta. (señalo que la foliatura corresponde a los
autos principales a los que se referirán, salvo indicación, las siguientes
citas).

Contra lo así resuelto interpuso la Empresa demandada -mediante apo-
derado- rccurso extraordinario a fs. 249/258 el que, previo traslado ele ley,
le fue denegado a fs. 265, circunstancia que motivó la presente queja.
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En el escrito recursivo tacha de arbitrario al fallo sosteniendo, en prin-
cipio, que al haber prescindido los jueces de examinar las disposiciones
que rigieron el Fondo Compensador de Jubi laciones durante el lapso en
cuestión, el decisorio que dictaron ve resentida su fundamentación y, en-
tonces, la condena a su representada a abonar sumas aparece desprovista
del debido sustento. Alega, además, que también se muestra como irrazo-
nable el actuar de los magistrados en tanto, aplicaron el Plenario N° 270,
corno único fundamento del fallo condenatorio, y así debieron parcializar
la cuestión en debate, lo que trajo como consecuencia, por un lado, que
admitieran corno ciertos los dichos que en la demandá expusieron los ac-
tores -aun cuando la sinrazón de ellos quedó probada en autos- y, por otro,
que se vieran precisados a soslayar cuestiones, oportunamente acreditadas,
que resultaban verdaderamente conducentes y que hubieran llevado a una
solución distinta.

Dado que el apelante alega que se condenó a su representada a efectuar
un pago sin obligación legal que lo sustente, en violación de las garantías
consagradas por la Constitución Nacional, pienso, salvo mejor criterio de
V.E., que el recurso resulta procedente. Es que, si bien no dejo de adver-
tir que la sentencia recurrida se sustenta en un Fallo Plenario, tampoco se
me escapa que en la especie, como dije, se la tacha de arbitraria sobre la
base de haberse desconocido derechos garantizados constitucionalmente,
en especial, el de propiedad (v. considerando 6°, de Fallos: 300: 1006, con-
siderando 10 de Fallos: 300: 1213. y causa C.381, L.XXIII, "Cajal, Mario
Sebastián y otros c/Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires S.A.", sen-
tencia del 26 de marzo del corriente).

-JI -

En torno del tema en debate, cabe sei'ialar que durante el lapso que abar-
ca la condena -enero de 1982 a diciembre de 1987- el funcionamiento del
mencionado Fondo Compensador de Jubilaciones aparecía contemplado,
en una primera etapa. por el Reglamento dictado en consecuencia del de-
creto J 933/80 -ordenatorio de la Convención Colcctiva de Trabajo N° 78/
75, a fin de adecuar su contenido a los expresos términos de la ley 21.476-
dcl cual surgía que su finalidad estaba enderezada a otorgar a los ex-agen-
tes en pasividad o sus causahabientes "... un adicional tcndiente a cubrir las
diferencias entre el haber jubilatorio y el ochenta y dos por ciento de su
remuneración como si estuviese en actividad, en el caso dejubilados, y la
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diferencia entre el haber de pensión y el setenta y cinco por ciento, en el
caso de pensionados".

Se desprende igualmente de dicho cuerpo, que el Fondo Compensador
lo administraría SEGBA S.A., y que se financiaría exclusivamente con el
aporte de los trabajadores (6% de los salarios y un porcentaje variable se-
gún su edad -v. punto V, de la Reglamentación y art. 2°, inc. g), ap. 3°, ley
21.476-), como así también que dichas sumas se destinarían a complemen-
tar los haberes de los pasivos en la medida que lo permitieran las dispo-
nibilidades del sistema, límite éste impuesto por la mencionada ley, cuyo
texto disponía imperativamente que las prestaciones de tales Entes debían
adecuarse a los recursos con que contaran (v. punto 1y art. 2°, inc. g) ap.
4°, de las disposiciones citadas al comenzar este párrafo, respectivamen-
te).

La situación reseñada, vale decirlo, no varió cuando luego, enjunio de
1986, se reformó el Convenio Colectivo de Trabajo N° 78/75 en el marco
de la ley 23.126, y las partes interesadas suscribieron uno nuevo -homo-
logado por Disposición 23 -D.N.R.T.- 86- (del 8 de junio de ese año)-, ya
que si bien es cierto que la empresa se comprometió a realizar una contri-
bución al instituto compensador, como tal suma venía a sustituir uno de los
aportes que hasta ese momento efectuaban los trabajadores (el del 6%), el
flujo de recursos con destino al fondo no se incrementó, y, entonces, re-
sulta obvio, el monto de los adicionales otorgados en el futuro siguió con-
dicionado al límite de las disponibilidades financieras.

Examinando la reseña anterior, si bien vemos que durante el período
enero de 1982 a diciembre de 1987, el esquema de regulación del Fondo
se conformó, en primer término, con la Reglamentación derivada del de-
creto 1933/80 -cuya razonabilidad, vale decirlo, sostuvo el Tribunal de
V.E., en el ya mencionado precedente C. 381, L.XXIlI- y, luego, con el
nuevo convenio estipulado en 1986, fruto de la vigencia de la ley 23.126,
encontramos que ambas disposiciones prescribían que resultaba obligación
cardinal de quien administrase el Fondo Compensador de Jubilaciones el
distribuir las sumas recaudadas a fin de cumplir el objetivo para el que fue
instituido: " ... otorgar un adicional tendiente a cubrir" ciertas diferencias.

Entonces, si de las constancias de la causa se desprende que cuando
SEGBA S.A. ejerció dicha función, las sumas retenidas a los' trabajadores
fueron totalmente repartidas entre los ex-agentes (v. fs. 78), es claro que
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asiste razón al apelante cuando afirma que el fallo aparece como arbitra-
rio al obligar a su representada a abonar a los actores cantidades que ex-
cedían las disponibilidades del Fondo, cuales eran las necesarias para com-
plementar el total de las diferencias entre el haber que percibieron y el 82
ó 75% del sueldo de actividad (v. alternativa 1, anexo "C" y segundo pá-
rrafo, punto I1, de la sentencia, a fs. 234).

Avala tal aserto, por un lado, el hecho que ninguna disposición inte-
grante dcl plexo regulador del ente, durante el plazo de condena, garanti-
zaba a sus beneficiarios el derecho a recibir íntegramente las diferencias
hasta alcanzar los porcentajes que la sentencia otorga y, por el otro, la cir-
cunstancia de estar probado en autos que la Empresa demandada cumplió
su función de administradora en un todo de acuerdo con 10 que prescribían
aquellas normas, es decir, que su actuar no es pasible de reproche alguno
que pudiera hacer surgir su responsabilidad (arts. 1676, 1681, 1694, 1904,
1905, 1909,1911 Yconc., del Código Civil, analógicamente aplicables al
caso). SÓlo queda, entonces, como dije, admitir la tacha que el apelante
atribuye a la sentencia esto es, que condena a efectuar un pago sin obliga-
ción legal que 10 sustente.

Pero cabe recordar, que la Sala VII fundó su sentencia en el contenido
del Plenario nro. 270, que establece: "Corresponde incluir la bonificación
anual por eficiencia (B.A.E.) para determinar el salario de actividad que
sirve de base de cálculo del complemento a cargo del Fondo Compensador
para el personal jubilado de S.E.G.B.A.", como así también que tal hecho
es controvertido por el recurrente. Creo del caso, entonces, exami nar si los
términos del Plenario aplicado pueden otorgar sustento a lo resuelto .

.En relación con el tema, observo, por un lado, que el pedimento de au-
tos estaba enderezado a lograr el cobro del total de las diferencias entre las
sumas que percibieron los actores como prestación previsional y el 82 ó
75% del sueldo de actividad (v. fs. 4 infinel5) y, por el otro, que si bien
de las pautas que conforman el citado Plenario se desprende que los
accionan tes reci bieron dcl Fondo un complcmento menor al que les corres-
pondía al no computar su Administradora la B.A.E. para calcular el suel-
do de actividad, en ese fallo no se afirma que de haberse tenido en cuenta
dicho adicional los mentados montos residuales hubieran quedado satis-
fechos totalmente.
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Dado que la condena que se impone en autos, obliga a que SEGBA S.A.
abone a los accionantes el total de las diferencias entre el monto de las
prestaciones que percibieron y los porcentajes del sueldo de actividad arri-
ba referidos (v. segundo párrafo, del punto 11de la sentencia -fs. 234-, que
remite a la alternativa 1, del anexo "C", del peritaje), pienso que también
tiene razón el apelante al afirmar que el contenido del Plenario 270, por sí
mismo, no resultaba apto para admitir el pedido de los aquí actores, y que,
por ello, la postura de los jueces que así lo entendieron, no puede prestar-
le fundamento al decisorio que dictaron.

Ello es aSÍ, por un lado, pues privilegia el supuesto derecho que alega-
ron tener aquéllos a cobrar la totalidad de las diferencias, hecho este que,
por lo menos durante el lapso que abarca este caso, no se corresponde con
las normas que regularon el funcionamiento del Fondo Compensador que,
como vimos, limitaban las sumas a entregar a sus disponibilidades finan-
cieras. Por el otro, pues como bien lo señala el recurrente, dicha posición
aparece claramente en pugna con hechos probados en la causa, que por su
importancia no pudieron soslayar los jueces.

Entre ellos, lo destacado. en su informe por el perito en el sentido que
en junio dc 1987 el total de beneficiarios superaba en un 6,625% al total
de trabajadores activos (17.574 Y 16.482, respectivamente), y la afirma-
ción, que hace a renglón seguido, de que la única manera de recaudar las
sumas necesarias para lograr distribuir las cantidades que pretenden los
accionantes sólo se lograría efectuando a los agentes activos una retención
del orden del 12,50% de sus salarios (v. puntos 1 J Y 14, propuestos por la
demandada, a Cs. 115 in j'in e/l 16).

Estos hechos, que de por sí demostraban palmariamente la imposibili-
dad que el Fondo Compensador defiera tales porcentajes, hubieran -según
picnso- llevado a que los jueces, de no haber centrado su convicción úni-
camente en los términos del Fallo Plenario, arribasen en autos a una solu-
ción diversa.

-I1I-

Sin perjuicio de lo dicho, y con expresa relación al contenido del
decisorio plenario aplicado en la especie, creo que debo señalar, que más
allá del acierto o error del examen que efectuaron los camaristas cuyos
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votos conformaron la mayoría, respecto de la vigencia o derogación, de la
preeminencia o subordinación de las normas que rigieron el Fondo
Compensador, como a mi criterio se desentendieron por completo del prin-
cipio cardinal sobre el que se asienta el funcionamiento de tales Institutos,
la solución que alcanzaron aparece huérfana de virtualidad.

Ello así, pues dichos fondos compensadores se regulan por pautas que
difieren diametralmente de las propias del Sistema Nacional de Jubilacio-
nes y Pensiones, pues si bien la realidad nos muestra que ambos nacen
destinados a otorgar beneficios a quienes por su edad dejaron de prestar
servicios, dicha realidad también nos informa que el funcionamiento de
estos entes se basa primordialmente, no en' una solidaridad genérica, sino
en la de un sector específico -el grupo a cuya instancia se crearon- y que,
por tanto, el cumplimiento de los fines a que tienden no debe lograrse, ni
afectando excesivamente los salarios de los trabajadores, ni acrecentando
más allá de límites razonables las eventuales contribuciones empresaria-
les, pues ello, en definitiva, sólo conduce a atentar contra su subsistencia.

En efecto, ya que si tal forma de solidaridad lleva a que el régimen gire
sobre la base de la transferencia directa de las sumas que los trabajadores
activos declinan de sus salarios en favor de los dependientes en pasividad,
en épocas de inestabilidad económica general, -como fue, vale decirlo, la
que va desde la fecha de creación del Fondo de que se trata hasta nuestros
días-, siendo que los aportes que conforman.sus disponibilidades surgen
de aquellos sueldos, resulta lógico que tales vicisitudes se reflejan también
en el monto de los complementos otorgados, dado que no es posible, como
dije, afectar en grado sumo las entradas de los aportantes (en la especie,
por ejemplo, para pagar el 82 ó 75%, debía descontarse el J 2,50%).

Como muestra de que en las relaciones entre los miembros del sector
involucrado en un Fondo de tal tipo, se privilegia casi siempre a esa for-
ma particular de solidaridad sobre cualquier otra causa, viene al caso des-
tacar que, como ocurrió en su oportunidad con los dependientes de la
Empresa aquí demandada, cuando la parte integrada por sus bcneficiarios
ve incrementado los haberes que percibe el Régimen Nacional de Jubila-
ciones, correlativamente se disminuye el porcentaje que aporta la parte
formada por los trabajadores activos (v. en tal sentido, Resolución 16 -
D.N.R.T.- 77, cuya copia obra a [s. 126/127 del expediente agregado sin
acumular al Recurso de Hecho G.62; L.XXIII "Guldris, Manuela y otros
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c/SEGBA S.A.", Yque tengo a la vista por hallarse a dictamen en esta Ofi-
cina).

Las circunstancias apuntadas, como adelanté, no fueron tenidas en
cuenta por los magistrados cuyos votos conformaron la mayoría del Ple-
nario N° 270, quienes no advirtieron que la cuestión que se les presenta-
ba debía dilucidarse según pautas anejas al recordado principio cardinal
sobre el que gira el desenvolvimiento de estos institutos, y no recurrien-
do a normas extrañas a su problemática o a principios jurisprudenciales
que en realidad vienen impuestos para contemplar situaciones referidas al
régimen jubilatorio general. Es claro, entonces, que la solución a la que
arribaron no puede aceptarse, dado que ella, si bien parece perjudicar sólo
a la Empresa, lo que hace, en definitiva, al privilegiar a una de las partes
miembro del Fondo Compensador en detrimento de la restante, es llevar
a la fractura de la solidaridad peculiar a que hice referencia, cuya plenitud
es esencial para la subsistencia del régimen.

-IV-

Por todo lo reseñado, y en particular relación con el fallo recurrido,
pienso, dado las evidentes falencias que muestra la solución a la que arri-
ban los jueces, que debe descalificarse como acto judicial válido.

Estimo, entonces, que cabe hacer lugar a la queja y al recurso extraor-
dinario y dejar sin efecto la sentencia apelada, para que, por quien corres-
ponda, se dicte un nuevo fallo, sin que obste a la solución que propugno,
la circunstancia que en él se hayan debatido temas que, en principio, son
ajenos a la instancia excepcional.

-V-

Resulta necesario señalar a V.E., por último, que la presente causa se
encuentra alcanzada, a mi criterio, por los términos del Decreto N° 34/91
que dispone la suspensión, por cicnto veinte (120) días, de la tramitación
de los juicios que tengan por objeto el cohro de SUIJlas de dinero contra el
Estado Nacional y/o entes del sector público, razón por la cual -aunque
había ingresado a esta Procuración General con anterioridad a la vigencia
del referido decreto- se estimó que. a partir de su entrada en vigor, no pre-
cedía agregar el dictamen producido.
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Sin embargo, atento a la sanción del Decreto N° 383/91, cuyo art. 1°
habilita -a los magistrados intervinientes en las respectivas causas- a exi-
mirlas de la suspensión decretada, cuando no adviertan "primajacie" irre-
gularidades manifiestas en la defensa del Estado, se ha estimado conve-
niente devolver el expediente al Tribunal, con el precedente dictamen, a
fin de que V.E. pueda disponer lo que estime corresponder, en orden a la
tramitación de la causa, decisión que excede el ámbito de competencia de
este Ministerio Público en los términos del citado decreto. Buenos Aires,
I3 de mayo de 1991. Osear Eduardo Roger.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la demandada en la
causa Vitale, Vicente Juan y otros e/Servicios Eléctricos del Gran Buenos
Aires S.A.", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que la Sala VII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Traba-
jo, en lo que aquí interesa, revocó la sentencia de primera instancia en
cuanto no había hecho lugar al reclamo de las diferencias entre el monto
del haber que percibieron los actores como complemento del Fondo
Compensador de Jubilaciones y Pensiones y el 82 ó el 75% -según el caso-
del sueldo de actividad, y condenó a Servicios Eléctricos del Gran Buenos
Aires S.A. al pago de las sumas de que da cuenta el fallo agregado a fs.
234/235 vta. de los autos pri nci pales.

2°) Que contra Jo así resuelto, la demandada dedujo el recurso extraor-
dinario cuya denegación motivó la queja en examen. Tacha de arbitrario
al fallo sosteniendo, en primer lugar, que al haber prescindido los jueces
de examinar las disposiciones que rigieron el Fondo Compensador de Ju-
bilaciones durante el lapso en cuestión, la sentencia que dictaron ve resen-
tida su fundamentación y condena a la empresa a abonar sumas sin dispo-
sición legal que lo justifique. Alega, además, que la sentencia se muestra
como irrazonable en tanto aplicó el plenario n° 270 como único fundamen-
to de la condena, de modo tal que parciaJizó la cuestión en debate y, por



DE JUSTICIA DE LA NACION

315
403

;:~
un lado, admitió como ciertos los dichos expuestos en la demanda -aun
cuando la sinrazón de ellos quedó probada en autos- a la vez que, por otro,
soslayó cuestiones oportunamente acreditadas, conducentes y que hubie-
ran llevado al a qua a adoptar una solución distinta.

3°) Que, en atención a las impugnaciones mencionadas, cabe señalar
que durante el lapso que abarca la condena -enero de 1982 a diciembre de
1987- el funcionamiento del Fondo Compensador de Jubilaciones apare-
cía contemplado, en una primera etapa, por el reglamento dictado en con-
secuencia del decreto 1933/80 -ordenatorio de la convención colectiva de
trabajo n° 78/75, a fin de adecuar su contenido a los expresos términos de
la ley 21.476- del cual surgía que su finalidad estaba enderezada a otorgar
a los ex-agentes en pasividad o sus causahabientes "... un adicional tendien-
te a cubrir las diferencias entre el haber jubilatorio y el ochenta y dos por
ciento de su remuneración como si estuviese en actividad, en el caso de
jubilados, y la diferencia entre el haber de pensión y el setenta y cinco por
ciento, en el caso de pensionados".

Se desprende igualmente de dicho cuerpo legal que el Fondo
Compensador lo administraría SEGBA S.A. y que se financiaría exclusi-
vamente con el aporte de los trabajadores, como así también que dichas
sumas se destinarían a complementar los haberes de los pasivos en la me-
dida en que lo permitieran las disponibilidades del sistema, límite este
impuesto por la mencionada ley, cuyo texto disponía imperativamente que
las prestaciones de tales entes debían adecuarse a los recursos con que
contaran.

6

Cabe agregar que la situación reseñada no varió cuando luego, en ju-
nio de 1986, se reformó el convenio colectivo de trabajo ya citado en el
mélrco de la ley 23.126 y las partes suscribieron uno nuevo -homologado
por el Ministerio de Trabajo- ya que si bien es cierto que la empresa se
comprometió a realizar una contribución al instituto compensador, como
tal suma venía a sustituir uno de los aportes que hasta ese momento
efectuaban los trabajadores. el flujo de recursos con destino al fondo no se
incrementó, y, entonces, resulta obvio, el monto de los adicionales otor-
gados en el futuro siguió condicionado al límite de disponibilidades finan-
cieras.

4°) Que, de acuerdo con la reseña efectuada, el esquema de regulación
del Fondo se conformó con la reglamentación derivada del decreto 1933/80
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y después con el nuevo convenio celebrado en 1986, comprendiendo el pe-
ríodo del reclamo (enero 1982 a dicien~bre de 1987). En ambas disposicio-
nes se prescribe que la obligación de quien administra el Fondo
Compensador consiste en distribui r las sumas recaudadas a fin de cumplir
el objetivo para el que fue instituido, esto es, "otorgar un adicional tendien-
te a cubrir" ciertas diferencias.

A su vez, de las constancias de la causa se desprende que cuando
SEGBA S.A. ejerció dicha función, las sumas retenidas a los trabajadores
fueron totalmente repartidas entre los ex-agentes. En esas condiciones,
asiste razón al apelante en cuanto afirma que el fallo impugnado aparece
como arbitrario al obligar a la empresa a abonar a los actores cantidades
que excedían las disponibilidades del Fondo, cuales eran las necesarias
para complementar el total de las diferencias entre el haber que percibie-
ron y el 82 ó el 75% del sueldo de actividad.

5°) Que ello es así habida cuenta de que, por un lado, ninguna dispo-
sición integrante del plexo regula<,lor del ente, durante el plazo de conde-
na, garantizaba a sus beneficiarios el derecho a recibir íntegramente las
menta'das diferencias y, por otro, está probado en autos que la demanda-
da cumplió su función de administradora en un todo de acuerdo con lo que
prescribían aquellas normas, es decir, que su actuar no es pasible de repro-
che alguno que pudiera hacer surgir su responsabilidad.

6°) Que, además, el a qua fundó su'sentencia en el contenido del ple-
nario nO270, argumento que el apelante cuestiona. En relación a ello, cabe
destacar que el reclamo estaba enderezado a lograr el cobro del total de las
diferencias entre las sumas. percibidas como prestación previsional y los
porcentajes ya mencionados; en cambio, la doctrina plenaria sólo establece
que "corresponde incluir la bonificación anual por eficiencia (BAE) para
determinar el salario de actividad que sirve de base de cálculo del comple-
mento a cargo del Fondo Compensador para el personal jubilado de
SEGBA"., sin considerar si, de haberse tenido en cuenta dicho adicional,
los mentados montos residuales hubieran quedado satisfechos totalmen-
te. En taJes condiciones, resulta claro que la condena al total ya mencio-
nado no encuentra sustento en el contenido del citado plenario por sí mis-
1110, máx ime si se advierte que -como quedó dicho- el plexo normati va no
autorizaba tal conclusión, y que de las constancias de la causa se desprende
que la única manera de recaudadas sumas necesarias para lograr la dis-
tribución de las cantidades que pretenden los actores, se lograría efectuan-
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do a los agentes activos una retención del 12,50% de sus salarios (confr.
fs. 115/116).

7°) Que, habida cuenta de lo expuesto, cabe reiterar en el presente las
consideraciones efectuadas por esta Corte al fallar la causa "Cajal, Mario
Sebastián y otros c/Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires S.A.",
C.381.XXIII., el 26 de marzo de 1991, en el sentido de que se condenó a
la aquí apelante a efectuar un pago sin obligación legal que lo sustente, con
apartamiento de las constancias de la causa y sin examinar el contenido de
las normas invocadas como fundamento de las defensas planteadas, con
grave menoscabo de las garantías consagradas por la Constitución Nacio-
nal. En tales supuestos -como reiteradamente ha dicho esta Corte en nu-
merosos preced~ntes- es aplicable la doctrina de la arbitrariedad, pues si
bien no constituye un fundamento autónomo de la apelación del art. 14 cíe
la ley 48, es el medio idóneo para asegurar el reconocimiento de los dere-
chos garantizados por la Ley Fundamental, máxime ~uando, como en el
sub examine, lo resuelto guarda relación directa con la garantía de la pro-
piedad (entre otros, Fallos 300: 1006, consid. 6°; 1213, consid. 10) ..

Por ello, y lo concordemente dictaminado por el señor Procurador Ge-
neral, se hace lugar al recurso extraordinario y la queja interpuesta y se
deja sin efecto la sentencia apelada. Con costas. Vuelvan los autos al tri-
bunal de origen para que, por intermedio de quien corresponda, se dicte
nuevo pronunciamiento con arreglo al presente. Agréguese la queja al prin-
cipal, hágase saber y, oportunamente, remítase. Reintégrese el depósito de
fS.50.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C. BARRA - CAR/ OS S.
FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO - ANTONtO BOGG/ANO .

•
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ALBERTO LUIS LUCCHINI S.A.C.I.C. v. MACROSA CROTHERS MAQUINARIAS
S.A.C.J.F.1.A. .

RECUSACION.

Corresponde desechar dc plano la rccusación que sc basa en las opinioncs dadas por
los jueces dela Corte Suprema como fundamento de la sentencia impugnada.

SENTENCIA DE LA CORTE SUPREMA.

Las sentencias definitivas de la Corte puedcn ser recurridas y eventualmente revo-
cadas por ella, en supueslos estrietamente excepcionales.

ABUSO DEL DERECHO.

Existen diferencias sustanciales entre el derecho y su ejercicio; una cosa es que el
derecho estipulado en favor de una de las partes sea abusivo, y otra distinta esta-
blecer si ese derecho fue ejercido en forma abusiva.

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y' garalltías. Defellsa ell jl/icio. Procedimiellto y

sentencia.

El derecho previsto en el ar!. 18 de la Constitución Nacional sólo puede ser vüli-
damenle aducido por quicn explica cuáles son las defensas o pruebas concretas dc
que se habría visto privado y cuül es la relación que media entre ellas y cl resulta-
do del litigio.

MORAL PUBLICA.

El fallo de la CarIe que se basó en que la conducta de la actora implicó "iniquidad
y aprovcchamiento abusivo c ilícito", colocó cl pronunciamiento al amparo dcl prin-
cipio constitucional que consagra el ar!. .19 de la Ley Suprema.

MORAL PUBLICA.

Las acciones privadas de los hombres que ofendan la moral pública están sujetas a
la autoridad de10s magistrados, cuya función es castigarlas, anularlas o de algún
modo morigerarIas, dentro del ,narco normativo, a fin de asegurar la primacía de
los valores éticos e institucionales que esas acciones vulneran.
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Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Alberto Luis Lucchini S.A.e.Le. c/Macrosa Crothers
Maquinarias S.A.e.LF.I.A. s/cobro de pesos".

Considerando:

10) Que a fs. 423/430 la actora "deduce nulidad" respecto de la senten-
cia dictada por esta Corte a fs. 408/411 y formula diversas objeciones con-
tra ella.

2°) Que, en principio, cabe tener al presentante de fs. 423, por presen-
tado y por parte, con el domicilio constituido.

3°) Que en lo que concierne a la recusación con causa de los Ministros
del Tribunal que firmaron el pronunciamiento de fs. 408/41 1, su improce-
dencia es manifiesta, con arreglo a la tradicional jurisprudencia de que dan
cuenta, entre otras, las decisiones de Fallos: 270:415; 274:86; 280:347;
287:464 y 29 l :80. Corresponde desechar de plano la recusación que se
basa en las opiniones dadas por los jueces de la Corte Suprema como fun-
damento de la sentencia impugnada. Las razones por ellos expuestas no
constituyen prejuzgamiento que autorice la invocación del art. 17, inciso
r,del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, norma esta de la
que la actora hace pender su pretensión (fs. 424 vta.).

4°) Que, en lo queafañe al fondo del asunto, es decisivo tener presen-
te que la tacha de nulidad de sentencia sólo juega dentro de determinado
ámbito, específico y circunscripto, en que no tiene cabida la discusión so-
bre el acierto o el error de los <Irgumentos que sustentan al fallo de que se
trate. La oposición de esa tacha no permite sustanciar un debate que úni-
camente sería viable, vgr., si mediara apelación. De ello se infiere, con
clara evidencia, la inadmisibilidad del reclamo sub examine, en tanto y en
cuanto él se apoya en consideraciones que son, sin duda, impertinentes.
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5°) Que, sin perjuicio de ello, interesa dejar establecido, a mayor
abundamiento, que los agravios planteados no pueden prosperar, toda vez
que son, en sí mismos, in atendibles.

6°) Que.ello es así, ante todo, en orden a los principios inherentes al
régimen de la cosa' juzgada, cuya invocabilidad tiene en su contra, en el
caso, los numerosos precedentes jurisprudenciales citados a fs. 408. Las
sentencias definitivas del Tribunal pueden ser recurridas yeventualmen-
te revocadas por él, en supuestos estrictamente excepcionales; y ello, como
es obvio, excluye la idea de intangibilidad absoluta a que la reclamante
pretende acogerse. Esta doctrina, además, representa la premisa de la ta-
cha de nulidad que la actora, autocontradictoriamente, promueve, con apo-
yo en el reconocimiento, literal, de que, "en caso de excepción" la Corte
Suprema se halla facultada para invalidar sus propias sentencias, aun de
oficio, de acuerdo con el criterio aceptado en Fallos: 310:858 (fs. 425). A
todo lo cual cabe añadir que la tesis de que la doctrina del Tribunal, en si-
tuaciones como la de autos, permite revocar una sentencia definitiva an-
terior, pero no dictar un "fallo opuesto", es por completo inexacta, como
lo acreditan, entre otras, las decisiones de Fallos: 296:241 y 310:858. Y no
está demás destacar que lo que la actora pide en el escrito analizado es,
precisamente, un "fallo opuesto".

7°) Que conocida jurisprudencia de esta Corte distingue las diferencias
sustanciales que existen entre el derecho y su ejercicio, Ínsitas en el artí-
culo 1071 del Código Civil (Fallos: 305:637) ya que una cosa es que el
derecho estipulado en favor de una de las partes 'sea abusivo, y otra distinta
es establecer si ese derecho fue ejercido en forma abusiva (causa A.505
XXI, "Automóviles Saavedra S.A.C.LF. c/Fiat Argentina S.A.C.l.F.", del
4 de agosto de 1988).

8°) Que tiene que ser descalificado, igualmente, el agravio referente al
supuesto desconocimiento del derecho de defensa. Por lo pronto, ocurre
que la actara, en la realidad de las cosas, tuvo y utilizó la oportunidad de
alegar acerca de la procedencia o improcedencia del "recurso de
revocatoria" de la demandada, al tiempo que demostró conocer la totali-
dad de sus fundamentos. A fs. 405 vta. sostuvo la inadmisibilidad sustan-
cial de dicho recurso, por su contenido, y más adelante, a fs. 417, insistió
en su argumentación con numerosas citas jurisprudenciales y, evidencian-
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do tener pleno conocimiento de los argumentos de Macrosa Crothers, afir-
mó que "la accionada ... sostiene inexactitudes de hechos deliberadamente
inciertos y graves, para tratar de sorprender la buena fe de V.E." (fs. 418).
En tales condiciones, pues, no hubo privación alguna. La circunstancia de
que estas últimas manifestaciones hayan sido presentadas tardíamente
(cargo puesto a fs. 418 vta. y resolución de fs. 419) en nada altera los he-
chos, ya que fue consecuencia, de manera exclusiva, de la conducta dis-
crecional y negligente de quien incurrió en ella (Fallos: 298:220; 302: 1337
y otros). Ello excluye toda posibilidad de afectación a la garantía del art.
18 de la Constitución. Conclusión esta que se ve reafirmada por el hecho
de que esta Corte haya podido ejercer de oficio la potestad que empleó a
fs. 408 (véase lo resuelto a fs. 408 vta. y en Fallos: 296:241 y 310:858, así
como el acatamiento de la actora expresad?s a fs. 425).

9°) Que, con relación a la garantía contemplada en el considerando
anterior, ha de recordarse, también, que a fs. 410 esta Corte, de conformi-
dad con una jurisprudencia uniforme, resolvió que el derecho previsto en
el art. 18 sólo puede ser válidamente aducido por quien explica "cuáles son
las defensas o pruebas concretas de que se habría visto privado" y cuál es
"la relación que media entre ellas y el resultado del litigio". Una simple
lectura del escrito de fs. 423 basta para comprobar que este ineludible re-
quisito no ha sido satisfecho en la especie. Dícese que la demandada, al
pedir revocatoria; introdujo "hechos nuévos" y recurrió a "arbitrarios gua-
rismos" para "sorprender la buena fe" de los miembros de la Corte (fs. 423
vta., 424 y 427) Y se añade que de este modo la actor a quedó impedida de
refutar tales 'falsedades (fs. 427). No obstante, ésta no explica cuáles se-
rían, a su juicio, las cifras verdaderas y guarda significativo silencio al
respecto. Ante él, es importante subrayar que la cuestión relativa a los alu-
didos "guarismos" no se introdujo de manera irregular sino que fue obje-
to de detenida consideración en el fallo del tribunal a qua (fs. 327 y si-
guientes) y div motivo al extenso debate entre las partes origin'ado por el
recurso extraordinario de la demandada (fs. 351, especialmente fs. 355 vta.
y sigs.) y la contestación de la actora (fs. 370 y sigs.). Por otra parte, en
cuanto a los "guarismos" que son calificados de "arbitrarios", tiene fuer-
za concluyente el hecho de que haya sido uno de los integrantes del Supe-
rior Tribunal del Chaco, el DI'. Héctor David Toledo, quien haya hecho
suyo el aserto de que la cláusula penal litigiosa de la que la actora preten-
de sacar provecho, viene a representar una tasa de más del 313% anual,
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sobre una deuda pactada en dólares estadounidenses ... lo que implicaría
una suma realmente escandalosa en términos contractuales con evidente
lesión de la moral y las buenas costumbres y una situación verdaderame,nte
usuraria (fs. 332 vta. injine). Esta es la verdad jurídica objetiva que el Tri-
bunal tuvo en vista a fs. 408. Ante ella, carece de sentido la infundada re-
ferencia a supuestos hechos nuevos y montos arbitrarios.

10) Que, al margen de todo lo que antecede, la cita de precedentes
jurisprudenciales que admiten la "multiplicación por varios miles" de deu-
das en moneda argentina, esto es, que disponen la "indexación" de ellas (fs.
427 vta.), no tiene relación alguna con el problema jurídico debatido en la
causa. La actora confunde el concepto de cláusula penal (una "pena" que
acrecicnta el monto adeudado) ~on el de actualización monetaria (que sólo
mantiene ese monto, en moneda argentina, para preservarlo ante el paula-
tino envilecimiento de ella; Fallos: 299: 146; 301 :319 y 759, entre otros).
Las actualizaciones a que la actora alude no aumentan el valor real del cré-
dito sino que lo protegen contra el proceso inflacionar'io y, justamente por
ello, no son aplicables a las obligaciones convenidas en dólares estadouni-
denses (doctrina de Fallos: 294:41 y 302:222).

11) Que la misma suerte que sus restantes agravios debe correr el que
la demandante expone a fs. 426, en el sentido de que en la sentencia que
se impugna la Corte Suprema se ha "apartado" de las "previsiones" del art.
14 de la ley 48 que establecen, con carácter restrictivo, los únicos casos en
que le corresponde "ejercer jurisdicción extraordinaria" y, en virtud de
ello, ha examinado y resuelto cuestiones tales como las del abuso del de-
recho, la libre contratación en materia locativa, etc. La objeción adolece
de patente inexactitud en cuanto a los alcances que se atribuyen a la cita-
da norma y también en lo que respecta a los fundamentos que, según se
pretende, tendría el fallo de fs. 408. Este último, como surge de su texto,
se basa, sobre todo, en la comprobación de que la conducta de la parte
acreedora implicó "iniquidad" y "aprovechamiento abusivo e ilícito" (fs.
410/410 vta.), en términos claros y objetivos que los jueces no pudieron
convalidar. Tal aseveración del Tribunal colocó su pronunciamiento al
amparo del principio constitucional que consagra el art. 19 de la Ley Su-
prema: "las acciones privadas de los hombres que ofendan la moral pública
están sujetas a la autoridad de los magistrados, cuya función es castigar-
las, anularla~ o de algún modo morigerarlas, dentro deJ marco normativo,
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a fin de asegurar la primacía de los valores éticos e institucionales que esas
acciones vulneran". He aquí el propósito esencial que inspira al acto judi-
cial que el impugnante de fs. 423 quiere dejar sin efecto.

Por ello, se admite la personería del peticionante, se rechaza la
recusación formulada y se declara improcedente la tacha de nulidad de fs.
423. Notifíquese y devuélvase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S.
FA YT - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

BODEGAS GALARDON DE GALANTERIK HNOS. v.
INSTITUTO NACIONAL DE VITIVINICULTURA

RECURSO EXTRAORDINARIO: TrlÍmire.

Si las cuestiones referentes a la interpretación de disposiciones federales y a la ar-
bitrariedad atribuida a la sentencia impugnada se encuentran inescidiblemente li.
gadas entre si, corresponde que la Corte examine los agravios con la amplitud que
exige la garantía de la defensa en juicio.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia deJinitim. Resoluciones ante.
riores a la sentencia dejinitil'{l. Varias.

Es equiparable a sentencia definitiva la decisión que rechazó un amparo, si ocasiona
un agravio de insuficiente, dificultosa o tardía reparación ulterior.

ACCION DE AMPARO: Actos u ollIisiones de auroridades plÍ!JIicas. Requisitos. Ilegalidad o
arbitroriedad n/{lnijies/(Is.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó un amparo interpuesto con.
tra la decisión del Instituto Nacional de Vitivinicultura de paralizar las actividades
elel establecimiento de la actora, si de las normas invocadas por laentielad no sur.
ge que pueda lícitamente proceder como lo hizo.
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Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Bodegas Galardón de Galanterik Hnos. S.A. c/I.N.V.
s/acción de amparo".

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de ia Cámara Federal de Mendoza en-la que,
al revocarse la de primera instancia, se rechazó la acción de amparo, la
actora interpuso el recurso extraordinario, que le fue concedido.

Para resolver así el a qua expresó -en síntesis y en lo que interesa- que
la demandada había actuado dentro de sus facultades al paralizar las acti-
vidades del establecimiento de la actora, sin que se pudiera advertir arbi-
trariedad en la resolución administrativa dictada a tal fin.

29) Que el recurso es formalmente procedente, pues en el sub lite se ha
puesto en cuestión la inteligencia de normas de carácter federal y la solu-
ción del a qua ha sido contraria al derecho que el apelante fundamentó en
aquéllas. Por otra parte, en el caso, las cuestiones referentes a la interpre-
tación de disposiciones federales y a la arbitrariedad atribuida a la senten-
cia impugnada se encuentran inescindiblemente ligadas entre sí, y por esto
corresponde que el Tribunal examine los agravios con la amplitud que
exige la garantía de la defensa en juicio (doctrina de Fallos: 301: 1194 y
307:493, cons. 3°). No resulta óbice que la resolución recurrida se haya
dictado en un juicio de amparo pues, en el sub lite, la decisión apelada es
equiparable a una definitiva, dado que se ocasiona a la interesada un agra-
vio de insuficiente, dificultosa o tardía reparación ulterior (doctrina de
Fa]]os: 310:324, cons. 8° y sus citas).

3°) Que la autoridad administrativa consideró que determinado produc-
to de la actora había sido trasladado a ésta sin autorización y, en conse-
cuencia, exigió a la interesada realizar un contraasiento en los libros ru-
bricados oficiales a fin de debitar dicho producto. Al negarse la demandan-
te argumentando que esto implicaba reconocer una infracción que consi-
deraba no haber cometido, el Instituto dispuso la paralización total de la
bodega, sosteniendo estar facultado para esto por lo dispuesto en los arts.
15 y 37 del título 1del Reglamento General de Impuestos Internos y 24 bis
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de la ley 14.878 (modificada por las leyes 21.657 y 23.550) -confr. fs. 73
y 74 del expediente administrativo agregado por cuerda-o

4°) Que a fin de dar solución correcta al sub examine es menester de-
terminar si, pese a la presunción de legitimidad de la que goza el acto ad-
ministrativo atacado, al principio de ejecutoriedad que lo rige y al moti-
vo mediato y último que le dio fundamento -la protección de la salud pú-
blica, para lo que se ejercita el poder de poJicía-, la entidad recurrida ac-
tuó respetando los límites de sus facultades legales y de un modo razona-
ble, adecuado y proporcionado a la presunta infracción de la actora.

5°) Que con el examen de las disposiciones que rigen la actividad
vitivinícola (en especial, las leyes 14.878,21.657,23.550, demás normas
modificatorias y concordantes, Reglamentación General de Impuestos
Internos y resoluciones de la autoridad de aplicación) se ponen en eviden-
cia los fuertes poderes de fiscalización, control e inclusive, sancionatorio,
de los que es titular el Instituto Nacional de Vitivinicultura -que noes del
caso detallar-; pero, no obstante la amplitud de aquéllos, de las normas
invocadas de modo específico por la entidad apelada -expresadas en el
considerando 4°_ no surge que, ante un hecho como el que motivó la in-
tervención del ente administrativo, éste pueda lícitamente proceder como
lo hizo.

En efecto: al negarse la interesada a efectuar el contraasiento en los li-
bros oficiales en la forma requerida, la hipotética infracción consistiría en
un "incumplimiento de exigencia de inscripción ... en libros rubricados ...
en condiciones y forma ... " determinados por el organismo, según los tér-
minos del art. 24 bis de la ley 14:878 -texto según la ley 23.550-.

En consecuencia, la apelada sólo podría " ... paralizar el ing.reso y
egreso del producto en los establecimientos fiscalizados hasta tanto se dé
cumplimiento a las obligaciones establecidas precedentemente ... " (confr.
el citado art. 24 bis, infine). De este modo se advierte que, al aludirse en
la norma al "producto", se está mencionando al que resultó "intervenido";
y por lo tanto, en el caso, la paralización de toda la bodega no sólo no re-
vestiría las características de razonabilidad, proporcionalidad y adecua-
ción, sino que tampoco tendría sustento legal, pues cuando en la ley se
quiso determinar una medida de tamaña magnitud, así se legisló expresa-
mente (confr. el art. 16 segundo párrafo de la ley 23.550, en el que se dis-
pone que" ... se paralizará el movimiento del establecimiento ... " si hubiese
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negativa del administrado a aceptar el cargo de depositario de productos
intervenidos).

6°) Que, en consecuencia, a pesar de los elementos característicos del
acto impugnado -expresados en la primera parte del considerando 5°_ y de
las notas distintivas de las facultades del organismo demandado -determi-
nadas al inicio del considerando 6°_, por las razones establecidas en la pre-
sente cabe dejar sin efecto la s~ntencia apelada, pues tiene relación directa
e inmediata con las garantías constitucionales que se consideran vulnera-
das, en los términos y con los alcances del art. 15 de la ley 48.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto la sentencia, con los alcances de este pronunciamiento. Con costas
(art. 68, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Vuelvan los
autos al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte una
nueva decisión con arreglo a lo expresado en ésta. Notifíquese y remíta-
se.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ

O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

JUAN CARLOS CARPANETO v. PROVINCIA DE SAN LUIS (PODER EJECUTIVO)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.
"

Los agravios concernientes a la existencia de renuncia propiamente dicha al cargo
que desempeña el funcionario público y a la eficacia de su retractación, no susci-
tan cuestión federal que habilite la instancia del art. 14 de la ley 48, por lo que el
recurso resulta inadmisible (art. 280 del Código Procesal).

EMPLEADOS PUBLlCOS: Principios generales.

Desde el momento en que la renuncia le es aceptada, el funcionario deja de perte-
necer a la administración pública.
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La notificación de la aceptación de la renuncia al interesado al igual que la publi-
cación de los decretos en el órgano oficial, pueden tener el efecto de fijar el comien-
zo de los plaws para eventuales reclamaciones o recursos en el áinbito administra-
tivo o judicial, pero carecen de incidencia en lo concerniente a la consumación del
acto extintivo de la relación de empleo público.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Es inadmisible el recurso extraordinario contra la sentencia que rechazó la demanda
contenciosoadministrativa deducida con el objeto de que se declarara la nulidad de
los decretos provinciales que habían aceptado la renuncia del actor y designado re-
emplazante interino: art. 280 del Código Procesal (Voto de los Dres. Rodolfo C. Ba-
rra y don Enrique Santiago Petracchi).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de jillldalllentacitín sujiciente.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que consideró que la retracción del fun-
cionario a su renuncia era extemporánea, por haber ocurrido con posterioridad a su
aceptación, si éste constituye un fundamento sólo aparente (Disidencia del Dr. Car-
los S. Fayt).

DICT AMEN DE LA PROCURADORA FISCAL

Suprema Corte:

-1-

A fs. 23/38, el Sr. Juan Carlos Carpaneto dedujo demanda contencio-
soadministrativa contra la Provincia de San Luis, 4l fin de obtener que se
declare la nulidad de los decretos Nros. 2897/84, 2898/84 Y2473/88; que
se lo reincorpore al cargo de Director Provincial de Saneamiento Ambien-
tal -del que había sido ilegalmente separado- y que se le paguen los rubros.
salariales adeudados, desde la fecha de su cese hasta la de su efectiva rein-
corporación.
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Relató que el 20 de noviembre de 1984, a las 10,15 hs., fue notificado
del decreto 2897, de fecha 14 de noviembre del mismo año, por el cual se
designaba en forma interina, al Sr. Miguel Antonio Roca, para desempe-
fiar el cargo en cuestión. Quince minutos después, se le notificó el decre-
to 2898, también del 14 de noviembre, mediante el cual se aceptaba la re-
nuncia por él presentada. Que en tiempo oportuno -agregó- interpuso, con-
traambos decretos, recursos de reconsideración y nulidad, que fueron re-
chazados por Decreto nro. 2473/88.

Sostuvo que nunca había presentado renuncia alguna y, por ende, que
el decreto 2898/84 era ilegítimo, por falsa causa y por vulnerar su derecho
a la estabilidad.

En cuanto al decreto 2897, dijo que adolecía de similares vicios, por-
que mal pudo efectuarse una designación para un cargo que no se encon-
traba a la sazón vacante.

Agregó que, durante la sustanciación de los recursos administrativos
interpuestos contra los aludidos decretos, mencionó haber dirigido una
nota, al Señor Subsecretario de Salud Pública eque se encuentra agregada
a fs. 5 del expte. Nro. 158.995/84- en la cual, lejos de presentar su renun-
'ciar, expresó textualmente: "Que ponía a su consideración el cargo de Di-
rector de Saneamiento Ambiental ... ". Pero que, de sus propios térmi nos,
no podría inferirse intención de renunciar al cargo.

Además, por escritura públ ica Nro. 464, del 20 de noviembre de 1984,
pasada por ante el Escribano Público titular del Registro Notarial Nro. 3
de la ciudad de San Luis, el Ingeniero Carpaneto. antes de ser noti ficado
de los decretos 2897/84 y 2898/84, se retractó y desistió totalmente de los
términos de aquella nota.

Finalmente, sostuvo que "Poner a consideración el cargo nunca podría
interpretarse en un buen y recto sentido jurídico como acto constituti vo de
renuncia".

Fundó su derecho en lo dispuesto por distintos artíeulos del Estatuto del
Empleado Público y de la Constitución de la Provincia de San Luis y en
los arts. 14 bis, 17 y 18 de la Constitución Nacional.
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El Fiscal de Estado de la Provincia de San Luis contestó cl traslado de
la demanda a fs. 59/66.

En lo sustancial, mediante cita de doctrina, afirmó que "la renuncia de
un funcionario no está sujeta a fórmulas y debe tenerse por presentada si
se utilizan términos equivalentes, como decir que se pone a disposición del
superior el cargo, pues tal es el sentido que le da el uso general, que en este
caso dcbc prevalecer" (Manuel María Diez, "Derecho Administrativo", T.
1Il, pág. 682).

Afirmó que el nombramiento del actor no obedeció a un ascenso o cul-
minación de una carrera administrativa. Todo lo contrario, su designación
se efectuó por acto de un gobierno de facto y, como todos los dictados en
esas circunstancias, obedeció a razones fácticas no jurídicas, de confian-
za del titular del Ejecutivo de turno y de carácter político.

Por ello, aseguró que el Ingeniero Carpaneto se colocó en posición de
renunciante, dado que, "poner a disposición un cargo" y "la finalidad de
facilitar la reorganización", deben interpretarse en tal sentido. De lo con-
trario, hubiera sido lo mismo presentar la nota o no presentarla; es más, no
sería necesario retractación alguna.

Además, dijo que esa retractación era extemporánea porque, si bien es
cierto que se le notificó la aceptación de la renuncia el 20 de noviembre
de 1984 a las 10,30 hs., no surge del acta notarial -ofrecida como prueba-
la hora en que se constituyó en el despacho del entonces Subsecretario de
Estado de Salud Pública, toda vez que sólo se consigna la hora en que se
presentó ante el Director de Medicina Sanitaria (8 hs.).

Para la hipótesis de considerarse que el acta notarial acredita una retrac-
tación en tiempo hábil (20-11-84, hora 8,00), adujo que igualmente los
actos administrativos serían válidos, por cuanto la designación del señor
Roca implIcó la accptación de la renuncia del actor, presentada el 12 de
diciembre del año anterior. De tal modo que los actos cuestionados fueron
dictados conforme 'a las circunstancias de hecho y de derecho existentes
alliempo de su emisión -14 de noviembre de 1984-.
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Dichos actos son eficaces, afirmó, desde el 20 de noviembre de 1984,
fecha en que el actor y su suce.sor tomaron conocimiento de ellos; tan es
así, que el primero percibió sus haberes hasta el 20 de noviembre de 1984.
Ello, desde su punto de vista, implica que la retractación fue extemporánea,
pues el Poder Ejecutivo ya había aceptado la renuncia y sólo restaba la
notificación que le dio ejecutoriedad.

-I1I-

El Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de San Luis desestimó
la demanda a fs. 245/248.

Consideraron los jueces necesario establecer el alcance jurídico de la-
nota glosada a fs. 5 del Expte. nro. 158.995 C.84, agregado por cuerda; y
concluyeron que contiene una renuncia incondicionada del actor, de acuer-
do con doctrina que citaron.

Señalaron que, a fs. 94, obra una fotocopia de la página 3 del Boletín
Oficial, de fecha 14 de noviembre de 1984, donde se publicó la designa-
ción de Miguel Antonio Roca en el cargo que desempeñaba el actor, quien
pretende retractarse de su renuncia en fecha posterior, el 20de noviembre,
según escritura obrante en copia a fs. 4.

Resulta entonces, según los magistrados, que el decreto 2898, del 14 de
noviembre de 1984, por el cual se aceptó la renuncia del actor, no puede
ser impugnado por éste, desde que conoCÍa que, en su cargo, había sido
designado el Sr. Roca, conforme publicación en el Boletín Oficial del de-
creto 2897, aún cuando este no se le hubiera notificado.

-IV-

Disconforme, el accionante dedujD la apelación extraordinaria de fs.
250/262.

Sostiene -en lo esencial- que el fallo es arbitrario, porque el alcance
asignado a la pieza de fs. 5 del expte. Nro. 158.995/84 traduce un flagrante
desconocimiento de las normas vigentes al momento de emitirse los actos
cuestionados. Así la ley 3809 dispone que la renuncia debe ser expresa y
porescrito; concordando con el Código Civil, pues la intención de renun-
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ciar no se presume y la interpretación de los actos que induzcan a probar-
la debe ser restrictiva (arts. 873 y 874 del Código Civil).

Por lo demás, dice que, a fs 94, luce fotocopia de la pág. 3 del Boletín
Oficial del viernes lro. de marzo de 1985, en el que se publicó el decreto
nro. 2897/84, aseveración que encuentra respaldo en lo informado a fs. 95
por el Director de la Imprenta Oficial de la Provincia de San Luis.

Consecuentemente, la sentencia carece en absoluto de veracidad y
exactitud al expresar que ese decreto fue publicado en el Boletín Oficial
del 14 de noviembre de 1984 y lesiona su derecho de dafensa en juicio,
pues está probado que el 20 de noviembre de 1984, a las 8,00 hs., se retrac-
tó de todo el contenido de aquella nota que se interpretó como de renUn-
cia al cargo, como así también que el decreto Nro. 2897/84 le fue notifi-
cado el 20 de noviembre de 1984 a las 10,15 hs. y, el Nro. 2898/84, el mis-
mo día a las 10,30 hs.

Por ello, estima el recurrente que la sentencia del a qua adolece de una
fundamentación errónea, que no se adecua con las propias probanzas in-
vocadas específicamente por el juzgador.

-v-

Como surge de los antecedentes de la causa supra reseñados, los agra-
vios traídos a conocimiento de la Corte remiten al examen de cuestiones
de hecho, prueba y derecho público local, ajenas, por principio, a la ins-
tancia del art. [4 de la ley 48.

Pienso que, en cuanto atañe'a la inteligencia que acordó el a qua a la
mencionada nota'de fs. 5 del expte. administrativo nro. 158.995/84, con-
trariamente a lo aducido por el apelante, no se configura, un supuesto de
arbitrariedad que justifique apartarse de ese principio.

En efecto, los dichos de aquel sqlo traducen, desde mi punto de vista,
discrepancia sobre lo decidido, habida cuenta de que se limita a sostener
que, cuando puso el cargo "a consideración"~de su Superior, de ninguna
manera renunció.
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Ello así, omite demostrar, como hubiere sido menester, qué significa~
do distinto al interpretado por el juzgador puede encerrar aquella expre-
sión.

Máxime, cuando V.E. tiene reiteradamente dicho que la doctrina de la
arbi trariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustitui r a los jueces
de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera
instancia fallos equivocados o que se reruten tales (con. Fallos: 302:836
y L030, entre otros), doctrina que estimo aplicable no obstante tratarse, en
el sub lite, de una demanda contenciosoadministrativa que tramitó direc-
tamente ante t:;lSuperior Tribunal local.

Por el contrario, considero que es procedente la apelación federal en lo
concerniente a la retractación que el Ingeniero Carpaneto formuló, me-
diante escritura pública, de los términos de la nota ya tantas veces mencio-
nada.

Ello así, toda vez que el único fundamento utilizado por el tribunal para
desestimar lo argumentado por el actor sobre el punto, consistió en la afir-
mación de que fue. extemporánea, pues este habría tomado conocimiento
del decreto 2897- con anterioridad, a través de su publicación en el Bole-
tín Oficial.

Por el contrario y, tal como sostiene la recurrente, de acuerdo con la
aclaración consignada a fs. 95 por el Director de la Imprenta Oficial de la
Provincia, la publicación del decreto se efectuó en el Boletín Oficial con
fecha 1ro. de marzo de 1985, mientras que la retractación databa del 24 de
noviembre del año anterior.

En tales condiciones, cabe concluir, a mi juicio, que la sentencia ape-
lada evidencia un apartamiento de las constancias de la causa, que la des-
califican como acto judicial válido, según conocida jurisprudcncia de la
Cortc.

Sin abrir juicio respecto de la virtualidad jurídica que en definitiva,
rueda tener tal "retractación" en la solución dcllitigio, estimo que debe ser
analizada nuevamente a la luz de las demás circunstancias quc la rodea-
ron.
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Opino, por tanto, que corresponde dejar sin efecto la sentencia de fs.
245/248 en lo que fue materia de apelación extraordinaria y devolver las
actuaciones al tribunal de procedencia para que se expida nuevamente con
arreglo a derecho. Buenos Aires, 27 de noviembre de 1990. María
Graciela Reiriz.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

BueIÍos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Carpaneto, Juan Carlos c/Poder Ejecutivo de la Pro-
vincia de San Luis s/contenciosoadministrativo".

Considerando:

10) Que el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de San Luis
rechazó la demanda contenciosoadmini strati va deducida por el actor con
el objeto de que se declare la nulidad de los decretos emanados del Poder
Ejecutivo provincial, por los cuales se había aceptado su renuncia al car-
go de Director Provincial de Saneamiento Ambiental (decreto Nro.2898
del 14 de noviembre de 1984, fs. 16/17) y se había designado un reempla-
zando con carácter interno (decrcto Nro. 2897 de la misma fecha, fs. 14/
15): desestimó, en consecuencia, ]a pretensión de que se lo restituyera en
ese cargo.

20) Que contra ese pronunciamiento el actor dedujo recurso extraordi-
nario, con base en la doctrina sobre arbitrariedad, el que fue concedido a
fs. 277/279 por el tribuna] a quo. I

30) Que los agravios del apelante, concernientes a la existencia de re-
nuncia propiamente dicha al cargo que desempeñaba ya la eficacia de su
retractación no suscitan cuestión federal que habilite la instancia del art.
14 de la ley 48, por lo que el recurso resuita inadmisible (art. 280 del Có-
digo Procesal Civil y Comercial de la Nación).

40) Que. por otra parte, en cuanto a] error que -según puntualiza el dic-
tamen que antecede- se habría deslizado por el fallo acerca de la fecha de
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publicación en el Boletín Oficial del decreto por el que se aceptó la remin-
cia del demandante, cabe señalar que esa única circunstancia no es condu-
cente para variar la solución alcanzada por los jueces de la causa.

En efecto, no se cuestiona en autos que el aludido decreto fue emitido
con fecha 14 de noviembre de 1984 por la autoridad competente para acep-
tar la renuncia, vale decir, seis días antes de la retractación invocada por
el recurrente, hecha el 20 de noviembre del mismo año. Siendo así, la ad-
mitida preexistencia de aquel decreto torna estéril el argumento basado en
la ulterior retracción, porque el acto de aceptación de la renuncia bastaba
per se para operar la extinción de la relación de empleo público. Es que
desde el momento en que la renuncia le es aceptada, el funcionario deja de
pertenecer a la administración pública (confr. Miguel S. Marienhoff ','Tra-
tado de Derecho Administrativo", t. III-B, parág. 1078, p. 460, Abeledo
Perrot, Buenos Aires, 1988).

La notificación de la aceptación al interesado -que en la especie apa-
rece cumplida simultáneamente con la retractación, al igual que la publi-
cación de los decretos en el órgano oficial, pueden tener el efecto de fijar
el comienzo de los plazos para eventuales reclamaciones o recursos en el
ámbito administrativo o judicial, pero carecen de incidencia en lo concer-
niente a la consumación del acto extintivo de la relación de empleo públi-
co, ya que el ciclo de manifestaciones de voluntades quedó agotado con
la aceptación de la renuncia en forma auténtica.

Por ello, oída la señora Procuradora Fiscal, se desestima el recurso ex-
traordinario. Notifíquese y devuélvase.

R1CARDO LEVEN E (H) - MARIANO AUGUSTO CAvAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA (por su voto) - CARLOS S. FA YT (en disidencia) - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (según su voto) - JULIO S.

NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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VOTO DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA y

DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

Que el recurso extraordinario de fs. 250/252 es inadmisible (art. 280 del
Código Procesal Civil y Comercial ele la Nación).

Por ello, se desestima el recurso extraordinario. Con costas. Notifíquese
y devuélvase.

RODOLFO C. BARRA - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

JO) Que el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de San Luis
desestimó la demanda contenciosoadministrativa deducida por el actor
contra esa provincia, por la que perseguía la declaración de nulidad de los
decretos 2897 y 2898, ambos del 14 de noviembre de 1984, y del Nro.
2473 del 16 de agosto de 1988, y su consecuente restitución en el cargo del
Director Provincial de la Dirección de Saneamiento Ambiental. Contra esa
decisión el demandante interpuso recurso extraordinario que le fue conce-
dido.

2°) Que los agravios del apelante relativos a la existencia de renuncia
al cargo que desempeñaba son inadmisibles (art. 280 del Código Procesal
Civil y Comercial de la Nación).

3°) Que en cuanto a la retractación de esa renuncia, el a qllo la consi-
dera extemporánea, pues entiende que ha ocurrido con posterioridad a su
aceptación, que deriva de la publicación oficial del decreto 2897/84, por
~l que se designó al funcionario reemplazante.
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4°) Que ello constituye un fundamento sólo aparente, pues como resulta
en las constancias de fs. 94/95, la disposición en cuestión fue publicada en
el Boletín Oficial del día I de marzo de 1985, mientras quc el actor retractó
su renuncia el día 20 de noviembre del año anterior (confr. rs. 4).

5°) Que en esas condiciones, y sin perjuicio de la valoración que este
último acto merezca al tribunal de la causa, el pronunciamiento apelado es
descalificable como acto jurisdiccional a la luz de la conocida doctrina de
esta Corte en materia de sentencias arbitrarias.

Por ello, y oída la señora Procuradora Fiscal, se declara procedente el
recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia apelada, con el al-
cance que resulta de la presente. Devuélvanse los autos al tribunal de ori-
gen para que dicte nuevo pronunciamiento. Notifíquese.

CARLOS S. FAYT.

FERNANDO ALBERTO COMBAL

RIi.CURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos I'ml'ios. Cllestiolles 110 jálemles. IlItel]Jre/ilcilíll de
normas ." {Iclos (,O/1IlfI1l'S.

Proccde el recurso extraordinario contra la scnlcncia quc descstimó el reajuste dc
los honorarios regulados al ex síndico, si lo decidido sc traducc en un evidente l11e-
noscabo a la integridad del crédito. garantizada por el ar!. 17 de la Conslituci6n
Nacional.

RI:CUI?SO EXTRAORDINARIO: Reqllisitlls I'mlJills. Clle.Hiolles 1111 ji"tlemles. Selltfllcios
11 rhi¡mrills. I'mcedelll"ill del renl"SII. Exceso rillllll IIf(llIi/iestll.

Rcvcla un cxcc,;ivo forl11alisl11o cn la aprcciación dc las circunstancias dcl caso. y
conduce a un notorio apartal11iento de la rcalidad económica quc debía mcnsurarsc.
al prescindir dcl rcal senlido y finalidad dc las fórl11ulas de actualizacicín. la sen-
tencia que considercí quc el reajuste de los honorarios del síndico no debía exten-
derse ,,1 mcs dc febrero de 1990. por haberse exlraído los fondos el úllil110 día de
ese l11es.
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El t:mp1eo dt: índices con un mes de retraso sólo t:onstituyc un arbitrio tendiente a
obtencr un resultado quc pondere objetivamente -en la mejor medida posible- una
realidad económit:a dada; mas cuando por el método de su aplit:ación. quizá correcto
para otras hipótesis. se arriba a resultados que pueden ser calificados de absurdos
frente a dicha realidad. ésta debt: prevalet:er sobre abstractas y genéricas fórmulas
matcmátit:as.

RECURSO EXTR/IORDINARIO: RequisilOS I'l"Iil'ios. Cuesliones no .federales. Senlenclos
(lrbitrarias. Procedencil/ del recurso. lJefeClOS 'en la clIIlsideracilín de extremos ("(lIlducenles.

Corrcsponde dejar sin cfccto la rcgulación de honorarios que aplicó el habitual pro-
t:t:dimiento que relat:iona los índit:es corrt:spondientes a los mcses anteriores al pago
ya la regulación. en un período de elevadísirila tasa inflacionaria. sin atcnder a que
cl critcrio cmpkado conducía a una solución notorialÍlente injusta que aparejaba una
quita substancial del t:rédito. afectando a quien. con diligt:ncia y bucna fc, t:olabo-
ró en la pert:cpción de los fondos sin cvidt:nciar actitudes eSIKculativas o dilatorias
qu'e habrían redundado en su provet:ho.

RIOCUNSO EXTRA ORDINA IUO: Requisitos l'I"IiI'ios. Cuestiones no .fedemles. Sentencias
arbirrarios. Procetlel/cj{/ del recurso. D(~le('{os en la cOJlsil!erocúJn de extremos cOlldllcellles.

Corresponde dejar sin efcuo la rcgulación de honorarios que aplicó el habitual pro-
t:edimiento qut: relaciona los índices t:olTespondientes a los mest:s antcriores al pago
ya la regulat:ión. en un pt:ríodo de elevadísima tasa inflacionaria. pues no consti-
tuye una derivación razonada del derceho vigente con arreglo a las circunstancias
dcl caso, afectando cn forma directa e inmediata las garantías constitueionaks in-
vocadas.

RECURSO EXTR,IOIWINARIO: Priocil'ios generales.

Es inadmisiblc el recurso cxtraordinario (ar!. 280 del Código Procesal Civil y Co-
mcrcial) contra la st:ntt:ncia quc desestimó el reajuste de los honorarios regulados
al síndico (Disidencia de los Drcs. Ricardo Levene (h.), Mariano Augusto Cavag-
na f'v1artínez, Rodlllfo C. Barra y Carlos S. Fayt).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Combal, Fernando Alberto s/concurso preventivo".
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1°) Que contra la sentencia de la Sala B de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Comercial que, al revocar la decisión de primera instancia,
no admitió la actualización de honorarios pretendidas por el ex síndico,
éste interpuso el recurso extraordinario que fue concedido a fs. 336.

2°) Que los agravios del apelante suscitan cuestión federal bastante
para su consideración por la vía intentada, pues aunque lo atinente al alu-
dido reajuste por depreciación monetaria remite al examen de cuestiones
de hecho, prueba y derecho común, ajenas -como regla y por su naturale-
za- a la instancia extraordinaria, ello no es óbice para invalidar lo resuel-
to cuando su ponderación se traduce en un evidente menoscabo a la inte-
gridad del crédito del acreedor, garantizado por el art. 17 de la Constitu-
ción Nacional (confr. causa W.20 XXI, "Williams, Adrián y otra c/Banco
Hipotecario Nacional", del I de septiembre de 1987).

3°) Que ello es así pues el a qua consideró que la revalorización de la
deuda debía computarse sólo hasta la fecha en que los fondos depositados
quedaron a disposición del accipiens, al haber éste accedido a su extrac-
ción el últi mo día del mes de febrero de 1990, no cabía extender el reajuste
al mes en que se efectivizó el pago; argumento que revela un excesivo for-
malismo en la apreciación de las circunstancias del caso y que, al prescin-
dir del real sentido y finalidad de las fórmulas de actualización, conduce
a un notorio apartamiento de la realidad económica que debía mensurarse
con dichos procedimientos.

4°) Que, con relación a estos últimos, el Tribunal ha expresado reite-
radamente que el empleo de índices con un mes de retraso sólo constitu-
ye un arbitrio tendiente a obtener un resultado que pondere objetivamen-
te -en la mejor medida posible- una realidad económica dada; mas cuan-
do por el método de su aplicación -quizá correcto para otras hipótesis- se
arriba a rcsultados que pueden ser calificados de absurdos frente a dicha
realidad, ésta debe prevalecer sobre abstractas y genéricas fórmulas ma-
temáticas (conl"r. causa: P.325. XXII, "Pronar S.A.M.l. y C. c/Buenos Ai-
res, Provincia de s/daños y perjuicios". del 13 de febrero de 1990; A.75.
XXII. "Ascovich, Eduardo y otra e/Palomares de Onorato, María", del 28
de agosto de 1990'; A.239.XXIII, "Agostini, Silvia y otro c/Medicor S.A.",
del 13 de noyiembre de 1990; 0.1 15.XXIII, "Orfano, Domingo y otra c/
Bianchi, Salvador y otro", del 28 de mayo de 1991).
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5°) Que, al mantener el habitual procedimiento de reajuste -que rela-
ciona los índices correspondientes a los meses anteriores al pago y a la
. regulación- en un período de elevadísima tasa inflacionaria, sin atender a
que el depósito se efectuó el 27 de febrero y los fondos fueron retirados el
día inmediato siguiente, la decisión de la alzada condujo en el caso auna
solución notoriamente injusta en tanto aparejaba una quita substancial del
crédito (Fallos: 302: 1284; 303: 1150), resultado particularmente injusto en
tanto afecta a quien -con diligencia y buena fe- colaboró en la percepción
de los fondos sin evidenciar actitudes especulativas o dilatorias que segu-
ramente habrían redundado en su provecho.

6°) Que, en tales condiciones, lo resuelto por la alzada no constituye
una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstan-
cias del caso, por lo que al afectar en forma directa e inmediata las garan-
tías constitucionales invocadas, corresponde su descalificación como acto
jurisdiccional.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto la sentencia apelada. Con costas. Vuelvan los autos al tribunal de
origen a fin de que, por medio de quien corresponda, proceda a dictar un
nuevo pronunciamiento con arreglo a lo expresado. NotifÍquese y devuél-
vase.

RICARDO LEVENE (H) (en disidencia) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ

(en disidencia) - RODOLFO C. BARRA (en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO

BOGGIANO,

DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H), DEL SEÑOR

VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ,

DEL SEÑOR VICEPRESIDI~NTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA y DEL

SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FA YT

Considerando:

Que el recurso extraordinario es inadmisible (art. 280 del Código Pro-
cesal, Civil y Comercial de la Nación).
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.Por ello, se desesti!TIa el recurso extraordi nario, con costas. Notifíquese
y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT

MOVIMIENTO AL SOCIALISMO

LEY: Il1lerpreraciólI y al'licacirJlI.

Para la interpretación de la leyes menester dar pleno efecto a la intención del le-
gislador y atender a la armonía que ellas deben guardar con el resto del ordenamiento
jurídico y con las garantías que la Constitución Nacional estahlece. razón por la cual
no es siempre recomendable el atenerse estrictamente a sus palabras.

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos r gawlllíos. Igualdad.

Una interpretación que permitiera la subsistencia de un partido de distrito. que no
hubiera obtenido voto alguno por el solo hecho de conformar un partido nacional
que en otro distrito hubicra alcanzado el porcentaje mínimo y no de aquel que. ac-
tuando exclusivamente C0l110 partido de distrito estuviere en idéntica situación u
obtuviera votos en número inferior al previsto legalmente. resultaría francamente
viDlatoria de la garantía de la igualdad ante la ley.

PARTIDOS POUTlCOS

La exigencia contenida en el art. 50, inc. e). de la ley 23.298 para decretar la cadu-
cidad de la personalidad política del partido cuando no aleance el porcentaje allí
fijado en ningún distrito, solo resulta aplicahle cuando se trata dc la personería dc
un partido en el orden nacional pero no en el caso del partido de distrito, en el que
0010 deben tenerse en cuenta los resultados obtenidos en el ámbito electoral de que
se trate.
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Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Movimiento al Socialismo s!reconocimiento de
personería jurídico-política".

Considerando:

10) Que contra la sentencia de la Cámara Nacional Electoral que con-
firmó la de primera instancia, que dispuso la caducidad de la personalidad
jurídico política del Movimiellto al Socialismo (M.A.S.) -Distr.ito
Tucumán-, esa agrupación dedujo recurso extraordinario que le fue con-
cedido a fs. 633.

Que el [/ qua fundó su decisión en la inteligencia que le atribuye al arto
50, inc. c). de la ley 23.298, según la cual aquella disposición sanciona con
la caducidall de la personalidad jurídica al partido de distrito que no haya
obtenido el porcentaje indicado en la norma (29'c del padrón) en el distri-
to electoral correspondiente. sin atender a los guarismos que la agrupación
pulliera haber alcanzado en otros. Es decir, que la circunstancia de que la
agrupación haya obtenido el número de votantes mínimo en otros lIistri-
tos, no impide la caducillad en el que se trata.

3°) Que los agravios traídos en el recurso extraordinario referentes a la
interpretación del art. 50 de la ley 23.298 suscitan cuestión federal bastan le
para su tratamiento por la vía inteniada, desde que se encuentra en tela de
juicio la hermenéutica de una norma de aquel carácter y la decisión impug-
nada ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente fundó en ella.

4°) Que el pelicionante sostiene que el tribunal de segunda instancia ha
asignado al art. 50 cil. un alcance reñido con su texto exrreso. Esto sería
así, toda vez que la norma. a su entender. prevé la caducidad de la
personería jurídico política sólo cuando el partido no alcanza el porcentaje
allí exigillo, en el caso de dos e1ccciones consecutivas y en ninguno de los
distritos, siendo por ello insuficiente que esa situación se presente tan sólo
en uno de ellos. Sobre la base de la misma línea argumental cuestiona la
constitucionalidad de lal interpretación.
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5°) Que, en efecto, el art. 50 de la ley 23.298 establece que son causas
de caducidad de la personalidad política de los partidos: "... c) no alcanzar
en dos (2) elecciones sucesivas el dos por ciento (2%) del padrón electo-
ral en ningún distrito".

6°) Que para la interpretación de la leyes menester dar pleno efecto a
la intención del legislador, y atender a la armonía que ellas deben guardar'
con el resto del ordenamiento jurídico y con las garantías que la Consti-
tución Nacional establece, razón por la cual no es siempre recomendable
el atenerse estrictamente a sus palabras. Así, debe buscarse en todo tiem-
po una valiosa interpretación de lo que las normas jurídicamente han real-
mente querido mandar, de suerte que la admisión de soluciones injustas
cuando es posible arbitrar otras de resultado opuesto, no resulta compati-
ble con el fin común de las tareas legislativa y judicial.

r) Que la ley 23.298 prevé la existencia de partidos de distrito y par-
tidos nacionales. Estos últimos nacen como consecuencia de los primeros,
desde que para su reconocimiento es necesario que por lo menos cinco
partidos de distrito lo soliciten. Ello no obstante, los partidos de distrito
conservan su propia existencia y personería.

8°) Que este aspecto no puede pasarse por alto para resolver la presente
cuestión pues la exigencia contenida en el art. 50, inc. c), de la'ley 23.298
para decretar la caducidad de la personalidad política del partido cuando
no alcance el porcentaje allí fijado en ningún distrito, obviamente se refiere
al partido nacional y no al partido de distrito. De este último es imposible
sostener que mantiene su personalidad si obtiene el porcentaje requerido
de votos en los demás distritos en cuyas elecciones -demás está decirlo-
mal puede participar. La primera objeción entonces, que presenta la inter-
pretaciónque ensaya la recurrente es que ella supondría la falta de previ-
sión del legislador en punto a la caducidad de la personalidad jurídico po-
lítica de los partidos de distrito, carencia que no puede presumirse.

9°) Que, en efecto, ello importaría tanto como conjeturar que la ley
admite o tolera la existencia de partidos de distrito sin representatividad
alguna, en oposición a lo que ocurre con los partidos nacionales o con los
mismos partidos de distrito que no actúan en el orden nacional, sin que
exista razón que justifique ese trato marcadamente diferencial. La conclu-
sión a la que esta interpretación conduciría parece por lo demás decididac
mente absurda, si se tiene en cuenta que permitiría la subsistencia de un
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partido de distrito que no hubiera obtenido voto alguno por el solo hecho
de conformar un partido nacional que en otros distritos alcanza el porcen-
taje mínimo de votos. En idéntica situación, un partido de distrito que ac-
túa exclusivamente como tal perdería su personería, y ello aún en el caso
de haber obtenido votos, si bien en número inferior al previsto legalmen-
te. La solución pretendida por el recurrente resultaría francamente
violatoria de la garantía de la igualdad ante la ley pues se estaría brindan-
do un trato claramente diferencial a dos agrupaciones que se encuentran
en idénticas condiciones.

10) Que, de resultas de todo lo expuesto, la previsión legal en la que la
apelante funda su posición sólo resulta de aplicación cuando se trata de la
caducidad de la personería del partido en el orden nacional, mas no cuan-
do, como en la especie, se está en presencia de una situación diversa, esto
es la d~1 partido de distrito, en cuyo caso sólo deben tenerse en cuenta los
resultados obtenidos por la agrupación en el ámbito electoral de que se tra-
ta.

Por ello, se declara admisible el recurso extraordinario con el alcance
indicado, y se confirma la sentencia apelada. Notifíquese y devuélvase.

R[CARDO LEvENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR-

ANTONio BOGGIANO.

ANGEL GOMEZ CAL!

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Genemlidades.

Las cucstiones dc competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben
c1ilucidarsc por aplicación de [as normas nacionales de procedimiento (1) .

(1) 24 de marzo. Fa[los: 313:[57,717.
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JURISDICCION y COMPETENCIA: COlllpetencio ordinario. Por el terriwrio. Lllgor del

dOlllicilio de las I)({rtes.

Si los domicilios de los progenitores no sc conocen con certeza por careccr loslu-
gares de residencia denunciados de la condición de hahilUalidadnecesaria para atri-
buirles cfecto jurídico alguno, es compelcnte para conocer en la acción dc guarda
cl juez de la jurisdicciónlerritorial donde elmcnor vive con su tía ahucIa (1 J.

JURISDICCION y COMPETENCIA: COlllpetencio orditlllrio. Por el territorio. Lllgor del

dOlllicilio de las portes.

Corresponde al juez de la jurisdicción territorial donde yive el menor conoccr cn
la acción de guarda, pues dicha solución contribuyc a un contacto dirccto y pcrso-
nal dc'lórgano judicial con el menor ya una mayor concentración y ccleridad en la
adopción de medidas que su espccial cstado de salud pudiera rcquerir.

BANCO IlE LA NACION ARGENTINA v. PEDRO HEGOBURN y OTRO

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cllest;(Jl/es de cOlllpeteocia. Ceneralidodes.

Las conticndas de compctcncia requiercn como condición indispcnsablc la cxistcn-
cia de un litigio. conccpto que cxcluye los proccsos fenccidos por pcrcnción dc ins-

tancia o por scntencia firmc (2).

JURISDICCION )' COMPETENCII\: Competencio federal. Por los personas. Celleralid{/(Ies.

La ecsión dcl objeto proccsal no extinguc cl elcmcnto pcrsonal que sustenta la com-
petcncia fedcral. si no se ha prestado la cxpresa conformidad de la contraria para

la sustitución cicla calidad dc parlc.

(1) Fallos: :'\14:1196.
(2) 24 clc marzo. Fallos: 181 ::19; 187:609: 194:2:19: 23'): 161: 239:46:

240:41: 24:1: ID.
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Correspondc' entendcr a la justicia militar en las causas iniciadas por lesiones ~i, por
sus earacleri,tieas y la hora y lugar en quc ocurrieron, resulta posihle relacionar-
las con los hechos militares acaecidos el 3 de diciembre de 1990 (1).

JURISDICCION y COMPETENCIA: COIII/'etellcia lIIilirar.

No determina la compctencia militar la circunstancia de que las víctimas hayan pre-
sentado daños en su cuerpo el mismo día de los hechos militares ocurridos el 3 de
diciembre de 1990 ni que en uno de los casos lo sea como consecuencia del impacto
de un proyectil similar a los utilizados por el ejército si acontecieron en un sitio dis-
tante de aquel donde se suscitaron los incidentts.

ESTEBAN ALBANO S.A. v. PROVINCIA DE CORDOBA

JURISDICCION y COMPF:7ENCIA: CIJIII/,etellcia .federo!' COlIIl'etcllcia origillariode /a Corre
SUl'rellla. Cel1emlidades.

Si bien la declaración de falla de aptitud para entender cn la instancia originaria es
procedente en cualquier estado de la /iris, tal facultad no exime de la obligación de
articular las excepciones previas en el tiempo oportuno ya que el Código Procesal
ha fijado etapas preclusivas para su deducción y lo exceptuado por el segundo pá-
rrafo de su art. 352 es la declaración de oficio de la incompetencia.

DESAGlO

Los decrelos 1096 Y 1568 del aiío 1985 constituyen normas complemcntarias, cuya
interprctación no ha dc hacerse.en forma aut(,noma.

( I ) 24 de marzo.
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DESAGlO

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

31ó

El decreto 1096/85 tuvo como fundamento conjurar las expectativas inflacionarias
implícitas al concertarse una obligación a plazo y cubría las contraídas antes del 15
de jU:lio de 1985 para ser cumplidas después de esa fecha.

DESAGIO

Las expectativas inflacionarias no se presumen por la sola circunstancia de cum-
plirse los requisitos cronológicos del decreto 1096/85 sino que es necesaria la
constatación efectiva de su reconocimiento implícito al convenirse en cada caso la
relación creditoria.

DEPRECIACION MONETARIA: Principios generales.

El ajuste de montos previsto en la ley 21.391 implica la existencia de un sistema
legal de actualización del crédito que, como tal, no incorpora inflación a la deuda,
toda vez que sólo tiende aremediar los efectos de ese fenómeno una vez produci-
do.

INTERESES: Liquidacián. Tipo de intereses.

A partir delIro. de abril de 1991 debe computarse la tasa de interés pasi va prome-
dio que publica el Banco Central.

INTERESES: Liquidacián. Tipo de intere.~es.

A partir delIro. de abril de 1991 debe computarse la tasa de interés que percibe el
Banco de la Nación Argentina en sus operaciones ordinarias de descuento (Disiden,
cia parcial dc los Dres. Augusto César Belluscio, Enrique Santiago Petracchi y
Eduardo Moliné O'Connor).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Esteban Albano S.A. e/Córdoba, Provincia de s/res-
titución de sumasdesagiadas", de los que

Resulta:
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1) A fs. 24/31 Esteban Albano S.A. inicia demanda contra la Provincia
de Córdoba por restitución de sumas desagiadas y para que se la condene
al pago de la suma de A 3.318,68 ($ 0,33) con más su actualización e in-
tereses.

Dice que el 10 de mayo de 1985 resultó adjudicataria de la licitación
privada Nro. 9/83 y que como consecuencia de ello, tras la emisión de la
respectiva orden de compra 'el 24 de mayo, con fecha 3 de julio facturó la
venta y despachó la mercadería. En la factura quc ascendía a la suma de
A 2.509 ($ 0,25) solicitó la liquidación de los mayores costos según la ley
21.391.

Como la provincia no pagó la deuda a su vencimiento (14 de agosto),
envió una carta documento cuestionando la aplicación del desagio, la que
reiteró al día siguiente sin obtener respuesta. Sólo el 14 de noviembre se
entregó el cheque Nro. 296.883 por la suma de A 1.508, que equivalía a
poco más del 60% del valor adeudado, por lo que el 15 de ese mes comu-
nicó a la demandada que hacía reserva de los derechos por intereses, da-
ñosy perjuicios y la eventual aplicación del desagio. Una posterior
intimación basada en iguales razones dio lugar a la formación del expe-
diente 0105-01675/86.

Allí se dispuso rechazar la petición efectuada no obstante reconocer-
se que la fecha de pago convenido era el 14 de agosto y que aquél sólo se
hizo efecti va el 15 de noviembre. En cuanto al desagio, la provincia lo
consideró procedente por tratarse de una deuda a plazo que vencía después
de la entrada en vigencia del denominado Plan Austral.

Expone a continuación los fundamentos de su reclamo y sostiene la
inaplicabilidad de los decretos 1568/65 y 1096/85. En cuanto a éste, des-
taca que exigía la existencia de una obligación contraída con anterioridad
al 14 dejunio de 1985 y de vencimiento posterior, y la concertación, ex-
plícita o implícita, de tasas de interés influidas por una fuerte expectativa
inllacionaria. En cambio, en el presente caso la deuda no reflejaba expec-
tativa inflacionaria alguna pues se reajustaba por el mecanismo de la ley
2 l .391, que no contempla la inflación futura sino la pasada, y, por Jo de-
más, las prestaciones recíprocas comprendidas en la obligación, se torna-
ron exigibles después del 14 de junio, lo que quiere decir que a esa fecha
no había obligaciones de plazo pendiente.
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Tampoco considera aplicable el decreto 1568/85, que, en todo caso,
tendría vigencia en el ámbito de la administración nacional, cuyos alcan-
ces se limitan a la reglamentación del régi men del decreto 1096/85 del que
es comple'mentario, tal como lo ha establecido la Corte Suprema.

En otro orden de ideas, rechaza la negati va a abonar intereses. En ese
sentido, considera que han sido reclamados oportunamente y recuerda la
interpretación restrictiva que merece la renuncia de derechos. Cita juris-
prudencia en apoyo de su postura.

JI) A fs. 42/47 contesta la Provi nci a de Córdoba. En pri mer lugar. y
fundada en el carácter de orden público que inviste la jurisdicción origi-
naria de la Corte, requiere que el Tribunal se declare incompetente en
Ir.érito de las razones que expone en el punto I de su escrito.

En cuanto al fondo de la cuestión realiza una negativa de carácter ge-
neral y da su propia versión de los hechos. En ese sentido. considera legí-
timo el desagio praeticado por euanto, a su entendcr, el contrato qucdó
perfeccionado antes de la cntrada en vigencia del llamado Plan Austral. Por
tal razón, rechaza la afirmación del aetor basada en la fecha en que la obli-
gación se tornó e;<igible y en que el contrato no contenía expectativas
inflacionarias.

Por otro lado, desest ima cl rec Iamo de intereses por cuan to no se
obervaron las prescripciones legales y contractuales pcrtinentes.

Considerando:

1°) Quc en su contestación de demanda la Provincia dc Córdoba soli-
cita que esta Corte declare su incompetencia para conocer en la prescnte
eausa e invoca para ello el car<Ícter de orden público de la jurisdicción ori-
ginaria, que autoriza el planteo de la defensa en cualquier estado deljui-
eio.

Tal petición dehe ser desestimada. En erecto, en Pallas: 308:2104, el
Tribunal resolvió que si bien es cierto que la declaración de falta dc apti-
tud para entender en instancia originaria es procedcnte cn cualquier esta-
do de la litis, no lo es menos que tal faculladno eximc de la obligación dc
articular las excepciones previas en elliempo oporluno ya que el Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación ha fijado etapas preclusivas para
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su deducción y lo exceptuado por el segundo párrafo de su art. 352 es la
declaración de oficio de la incompetencia.

2°) Que, resuelto ese punto, c,orresponde tratar el fondo de la cuestión.
En tal aspecto, y como paso preliminar, es oportuno recordar que los de-
cretos 1096 Y 1568 del a~o 1985 que citan ambas partes -la actora para
negar su aplicabilidad; la demandada para encontrar sustento a su actitud-
constituyen, como lo ha afirmado el Tribunal, normas complementarias
cuya interpretación no ha de hacerse en forma autónoma (causa:
AAI3.XXI "Arrigoni Carlos c/Estado Nacional y otros" ,sentencia del 1
de octubre de 1987), y que la primera de ellas tuvo como fundamento con-
jurar las expectativas inflacionarias implícitas al concertarse una obliga-
ción a plazo y cubría las contraídas antes del 15 de junio de 1985 para ser
cumplidas después de esa fecha (Fallos: 307:2006).

No obstante -y como también se ha dicho- esas expectativas no se pre-
sumen por la sola circunstancia de cumplirse tales requisitos cronológicos
sino que es necesaria la constatación efectiva de su reconocimiento implí-
cito al convenirse en cada caso la relación creditoria (causa: C.524 XXlI
"Cía Swift de La Plata S.A. y otros s/quiebra, incidente liq. Deltec Argen-
tina S.A. y Deltec Internacional Ltd.", sentencia del 24 de octubre de
1989). En la especie la demandada, que pretendió justificar su aplicación
del régimen de desagio, no ha acreditado tal presupuesto fáctico como era
menester (art. 377 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).
Por el contrario, las constancias de las actuaciones administrativas ofre-
cidas como prueba revelan que en la licitación pertinente se consideró el
ajuste de montos previstos en la ley 21.391 (fs. 3, expediente Nro.
0105.01675/86. 1's. 15/16,24/25 del cuadernillo agregado a aquella pieza).
que implica, como lo ha sostenido csta Corte, "la existencia de un sistema
legal de actualización del crédito que, como tal. no incorpora inflación a
la deuda toda vez que sólo tiende a remediar los efectos de ese fenómeno
una vez producido" (causa: B.320.XXIl "Bigma S.R.L. c/O.S.N. s/cobro
de australes", sentencia del 7 de diciembre de 1989), lo que determina la
improcedencia de la actitud de la demandada.

A lo cxpuesto debe agregarse quc la prueba pericial contable ofrecida
ratifica tal extremo a la par que informa que los precios ofrecidos no in-
cluían previsiones inflacionarias Us. 93/94). lo que no fue objeto de una
crítica fundada en el escrito de fs. 95.
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Por último, la provincia demandada ha admitido su mora en el pago, lo
que excluye igualmente la viabilidad de la postura asumida (ver [s. 44
vta.l46).

3°) Que la suma reclamada debe ser reajustada según los índices que
elabora erInstituto Naciona] de Estadística y Censos para los precios ma-
yoristas nivel general desde el 15 de noviembre de 1985 hasta el l de abril
de 1991 (art. 8vo., ley 23.298). En cuanto a los intereses, resultan igual-
mente procedentes SI se advierte la reserva expresada en la carta documen-
to que en copia obra a [s. 22 emitida en fecha contemporánea a la emisión
del recibo 6255 (ver fs. 12 del cuadernillo glosado al expediente adminis-
trativo ya citado).

4°) Que las conclusiones precedentes hacen innecesario considerar el
planteo de inconstitucionalidad de la actora.

Por todo ello, se decide: Hacer lugar a la demanda seguida por Esteban
Albano S.A. contra la Provincia de Córdoba y condenar a ésta a pagar,
dentro del plazo de 30 días de quedar firme ]a liquidación que se practi-
cará, el capital que aJ1(se establezca con más los intereses al 6% según 10
establecido en el considerando 3°, hasta el l de abril de 1991 y de aJ1í en
más deberá computarse la tasa de interés pasiva promedio que publica el
Banco Central de la República Argentina hasta el efectivo pago (causa:
Y.!I XXII. "Yacimientos Petrolíferos Fiscales e/Corrientes, Provincia de
y Banco de Corrientes s/cobro de australes", sentencia del 3 de marzo de
1992). Con costas. Notifíquese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en disidencia parcia!) - ENRIQUE SANTIA-

GO PETRACCHI (en disidencia parcial) - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR (en disidencia parcial) - ANTONIO BOGGIANO.
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DISIDENCIA PARCIAL DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES

DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO, DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

y DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:
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1°) Que en su contestación de demanda la Provincia de Córdoba soli-
cita que esta Corte declare su incompetencia para conocer en la presente
causa e invoca para ello el carácter de orden público de lajurisdicción ori-
ginaria que autoriza el planteo de la defensa en cualqu'ier estado del jui-
cio.

Tal petición debe ser desestim.ada. En efecto, en Fallos: 308:2104, el
Tribunal resolvió que si bien es cierto que la declaración de falta de apti-
tud para entender en instancia originaria es procedente en cualquier esta-
do de la litis, no lo es menos que tal facultad no exime de la obligación de
articular las excepciones previas en el tiempo oportuno ya que el Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación ha fijado etapas preclusivas para
su deducción y 10 exceptuado por el segun?o párrafo de su art. 352 es la
declaración de oficio de la incompetencia ..

2°) Que, resuelto ese punto, corresponde tratar el fondo de la cuestión.
En tal aspecto, y como paso preliminar, es oportuno recordar que los.de-
cretos 1096 y 1568 del año 1985 que citan ambas partes -la actora para
negar su aplicabilidad; la demandada para encontrar sustento a su actitud-
constituyen, como lo ha afirmado el Tribunal, normas complementarias
cuya interpretación no ha de hacerse en forma autónoma (causa:
A.413.XXI "Arrigoni, Carlos e/Estado Nacional y otros", sentencia del l
de octubre de 1987), y que la primera de ellas tuvo como fundamento con-
jurar las expectativas inflacionarias implícitas al concertarse una obliga-
ción a plazo y cubría las contraídas antes del 15 de junio de 1985 para ,ser
cumplidas después de esa fecha (Fallos: 307:2006).

No obstante -y como también se ha dicho- esas expectativas no se pre-
sumen por la sola circunstancia de cumplirse tales requisitos cronológicos
sino que es necesaria la constatación efectiva de su reconocimiento implí-
cito al convenirse en cada caso la relación creditoria (causa: C.524 XXII
"Cía. Swift de La Plata S.A. y otros s/quiebra, incidente liq. Deltec Argen-
tina S.A. y Deltec Internacional Ltd.", sentencia de1 24 de octubre de



4~O FALLOS DE LA CORTE SL:I'RDIA

JI:'

1989). En la especie la demandada, que pretendió justificar su aplicación
del régimen de desagio, no ha acreditado tal' presupuesto fácúco como era
menester (art. 377 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).
Por el contrario, las constancias de las actuaciones administrativas ofre-
cidas como prueba revelan que en la licitación pertinente se consideró el
ajuste de montos previstos en la ley 21.391 (fs. 3, expcdicnte Nro.
0105.01675/86, fs. 15/16,24/25 dcl cuadernillo agregado a aquella pieza),
que implica, como lo ha sostenido esta Corte, "la existcncia de un sistema
legal de actualización del crédito que, como tal, no incorpora inflación a
la deuda toda vez, que sólo tiende a remediar los efectos de ese fenómeno
una vez producido" (causa: B.320.XXII "Bigma S.R.L. c/O.S.N. s/cobro
de australes", sentencia del 7 de diciembre de 1989),10 que determina la
improcedencia de la actitud de la demandada,

A 10 expuesto debe agregarse qLÍe la prueba pericial contable ofrecida
ratifica tal extremo a la par que informa que los precios ofrecidos no in-
cluían previsiones inflacionarias (fs. 93/94), lo que no fue objeto de una
crítica fundada en el escrito de fs. 95.

Por último, la provincia demandada ha admitido su mora en el pago, lo
'que excluye igualmente la viabilidad de la postura asumida (ver fs. 44
vta./46 ).

3°) Que la suma reclamada debe ser reajustada según los índices que
elabora el Instituto Nacional de Estadística y Censos para los precios ma-
yoristas ni ve! general desde el 15 de noviembre de 1985 hasta el I de abril
de 1991. En cuanto a los intereses. resultan igualmente procedentes si se
advierte la reserva expresada en la carta documento que en coria obra a fs.
22 emitida en fecha contemporánea a la emisión del recibo 6255 (ver fs.
12 del cuadernillo glosado al expediente administrativo ya citado).

4°) Que las conclusiones precedentes hacen innccesario considerar el
planteo de inconslitucionalidad de la actora.

Por todo ello. se decide: Hacer lugar a la demanda seguida por Esteban
Albano S.A. contra la Provincia de Córdoba y condenar a ésta a ragar,
dentro del plazo de 30 días de quedar firme la liquidación que se practi-
cará, el capital que allí se establezca con más los intereses al 6% según lo
establecido en el considerando 31'0., hasta el I de abril de 1991 y de allí en
más deberán computarse los que percibe el Banco de la Nación Argenti-
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.na en sus operaciones ordinarias de descuento hasta el momento de su efec-
ti vo pago (confr. di sidencia de los señores jueces doctores BeIluscio, don
Petracchi y Moliné O'Connor en Y.II.XXI. "Y.P.F. e/Corrientes, Provin-
cia de y Banco de Corrientes s/cobro de australes", sentencia del 3 de mar-
zo de 1992). Con costas. Notifíquese.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSClO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - EDUARDO
MOLlNÉ O'CONNOR.

JUCALAN FORESTAL AGROPECUARIA S.A. v.PROVINCIA DE BUENOS AIRES

INTERESES: Gelleralidades.

El cómputo de los intereses debe extenderse hasta la orden de pago, en la medida
en que entre ella y su percepción no medie ninguna contingencia que impida el co-.
bIo en forma inmediata.

INTERESES: Liqllidacirill. Analacisl//o.

En los casos judiciales, lacapitalización de interescs procedc siempre y cuando.
liquidada la deuda, eljuez mande pagar la suma que resulte. y el deudor fuese mo-
roso en hacerlo: arl. 623 illjille del Código Civil.

INTERESES: Liqllidacilill. Allal()cisl//().

Una vez aceptada por el juez la cuenta. debe ser intimado su pago al deudor, y si
no lo efcctiviza, debe intereses sobre el monto total de la liquidación impaga.

INTERESES: Liqllidacirín. Tipo de illlereses.

En atención a lo dispuesto por la ley de convertibilidad N° 23.928. que impide toda
actualización posterior al Iro. de abril de 199 1, debe computarsc un interés que palie
los efectos que puede tener la pérdida del valor adquisitivo de la moneda y que COIll-

pense las consecuencias propias de la falta de pago, el que le debe ser fijado por el
juez (arl. 622 del Código Civil).
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INTERESES: Liquidación. Tipo de illlereses.

En atención a 10 dispuesto por la ley de convertibilidad Nro. 23.928, resulta apli-
cable la tasa de interés pasiva promedio que publica el Banco Central en forma
mensual.

INTERESES: Liquidación, Tipo de. intereses.

La tasa que percibe el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones ordinarias
de descucnto, es excesiva a los efectos de paliar la p'érdida del valor adquisitivo de
.Ia moneda y dc compensar las consccuencias propias de la falta de pago (Voto de
los Drcs. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Antonio Boggiano).

INTERESES: Liquidación. Tipo de intereses.

La tasa de interés pasiva promedio que publica el Banco Central en forma mensual,
se compadece con la propuesta formulada por el Poder Ejecutivo a través de los
dccretos 529/91 y 942/91, reglamcntarios de la ley 23.928, y contempla él lucro
perdido por el acreedor al no poder aplicar el capital adeudado a una inversión, ya
que no se ha aercditado que haya tenido que reeurrir a un préstamo, supuesto que
permitiría computar una tasa superior (Voto de los Dres. Mariano Augusto Cavag-
na Martínez y Antonio Boggiano).

INTERESES: LiquidaCÍrín. Tipo de intereses.

En atención a lo dispuesto por la ley de convertibilidad Nro. 23.928 resulta aplica-
ble la tasa quc percibe el Banco dc la Nación Argentina en sus operaciones ordi-
narias de descuento (Disidencia parcial de los Dres. Aug~sto César Bel1uscio y
Enrique Santiago Petracchi).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Bue,;os Aires, 24 de marzo de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que a fs. 2084 la Provincia de Buenos Aires impugna las distintas
'liquidaciones presentadas por considerar que: los intereses deben ser cal-
culados hasta el 2 de julio del corriente año y no hasta el 4 de julio, como
lo hace cada uno de los acreedores; no corresponde su capitalización y
porque no cabe aplicar la tasa que percibe el Banco de la Nación Argen-



DE JUSTICIA DE LA NACION

315

443

tina en sus operaciones ordinarias de descuento, sino la tasa pura del seis
por ciento.

2°) Que el cómputo de los intereses debe extenderse hasta la orden de
pago. Es que para detener su curso los fondos deben encontrarse en con-
dicionesde ser extraídos, situación existente en el caso a partir del dicta-
do de aquélla (E.264.XVIII. "El Inca de Hughes S.C.A. e/Buenos Aires,
Provincia de 's/daños y perjuicios"; P.325.XIX. "Pronar Sociedad Anóni-
ma Minera Industrial y Comercial e/Buenos Aires, Provincia de s/daños y
perjuicios", del 24 de mayo de 1988); en la medida que entre la providencia
que ordena los cheques y su percepción no medió ninguna contingencia
que impidiese el cobro en forma inmediata.

Es por ello que corresponde su curso hasta el día 2 de julio y no como
se calcula en las liquidaciones. A tal fin se tiene en cuenta que se efectuó
una presentación conjunta de pago y del consiguiente pedido de extracción
(fs.2003/2004).

3°) Que la capitalización de dichos accesorios procede siempre y cuan-
do -en los casos judiciales- liquidada la deuda el juez mandase pagar la
suma que resultase, y el deudor fuese moroso en hacerlo (art. 623 in fine,
Código Ci vil). Para ello, una vez aceptada por el juez la cuenta debe ser
intimado su pago al deudor, porgue recién allí si este no lo efectiviza cae
en mora y, entonces, debe intereses sobre el monto total de la liquidación
,impaga. Ello como consecqencia de la mora derivada de la nueva
interpelación.

Que al no ser ese el caso de autos, pues nO.medió la intimación recor-
dada, no corresponde admitir la capitalización que se intenta.

Que cabe señalar que en este aspecto ningún cambio introdujo la ley de
convertibilidad del austral, pues mantuvo inalterables los términos del arto
623 del Código Civil con relación a la liquidación de las deudas en proce-
sos judiciales; por lo que no corresponde efectuar una interpretación dis-
tinta a la prevaleciente con anterioridad a su modificación.

4°) Que en atención a lo dispuesto por la ley de convertibilidad Nro.
23.928, que impide toda actualización posterior al I de abril de 1991, debe
computarse un interés que palie los efectos que puede tener la pérdida del
valor adquisitivo de la moneda y que compense las consecuencias propias
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de la falta de pago, el que debe ser fijado por el juez (art. 622, Código Ci-
vil).

50) Que, en tal sentido, resulta aplicable la tasa de interés pasiva pro-
medio que publica el Banco Central de la República Argentina en forma
mensual. Ello es así, con arreglo a la doctrina sentada en la causa
Y.I I.xXII., "Yacimientos Petrolíferos Fiscales e/Corrientes, Provincia de
y Banco de Corrientes s/cobro de australes", sentencia del 3 de marzo dc
1992 a cuyos fundamcntos y conclusiones corresponde remitir cn razón de
brevedad.

Por ello se resuelve: Ordenar que se practiquen nuevas liquidacioncs
acorclccon lo expuesto en los considerandos. Costas por su ordcn por tra-
tarse de una cuestión novedosa (art. 68, 2do. párrafo y 69, Código Proce-
sal Civil y Comercial de laNación). Notifíquese.

RICARDO LEVEN E (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ (seglÍn Sil voto)
_ RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en
disidencia parcial) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia parcial)-
JULIO S. NAZARENO - ANTONIO BOGGIANO (según su voto).

VOTO DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO

CAVAGNA MARTíNEZ y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ANTONIO BOGGIANO

Considcrando:

1°) Que a fs. 2084 la Provincia de Buenos Aires impugna las distintas
liquidaciones presentadas por considerar que: los intcrcses deben ser cal-
culados hasta el 2 de julio del corriente año y no hasta el4 de julio, como
lo hace cada uno de los acreedores; no corresponde su capitalización y
porque no cabe aplicar la tasa que percibe el Banco de la Nación Argen-
tina en sus operaciones ordinarias de descuento, sino la tasa pura del seis
por ciento.

20) Que el cómputo de los intereses debe extenderse hasta la orden de
pago. Es que para detener su curso los fondos deben encontrarse en con-
diciones de ser extraídos, situación existente en el caso a partir del dicla-
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do de aquélla (E.264.XYIII. "El Inca de Hughes S.C.A. c/Buenos Aires,
Provincia de s/daños y pel]uicios"; P.325.XIX. "Pronar Sociedad Anóni-
ma Minera Industrial y Comercial clBuenos Aires, Provincia de s/daños y
perjuicios", de14 de mayo de 1988); en la medida que entre laproviden-
cia que ordena los cheques y su percepción no medió ninguna contingen-
cia que impidiese el cobro en forma inmediata.

Es por ello que corresponde su curso hasta el día 2 de julio y no como
se calcula en las liquidaciones. A tal fin se tiene en cuenta que se efectuó
una presentación conjunta de pago y del consiguiente pedido de extracción
(fs.2003/2004).

3°) Que la capitalización de dichos accesorios procede siempre y cuan-
do -en los casos judiciales- liquidada la deuda el juez mandase pagar la
sumd que resultase y el deudor fuese moroso en hacerlo (art. 623 injine,
Código Civil). Para ello, una vez aceptada por el juez la cuenta debe ser
intimado su pago al deudor, porque recién allí si este no lo efectiviza cae
en mora y, entonces, debe intereses sobre el monto total de la liquidación
impaga. Ello como consecuencia de la mora derivada de la nueva
interpelación.

Que al no ser ese el caso de autos, pues no medió la intimación recoi.-
dada, no corresponde admitir la capitalización que se intenta.

Que cabe señalar que en este aspecto ningún cambio introdujo la ley de
convertibilidad del austral. pues mantuvo inalterables los términos del arl.
623 del Código Civil con relación a la liquidación de las deudas en proce-
sos judiciales; por 1.0 que no corresponde efectuar una interpretación dis-
tinta a la prevaleciente con anterioridad a su modificación.

4°) Que en atención a lo dispuesto por la ley de convcrtibilidad Nro.
23.928. que impide toda actualización posterior al 1 de abril de 1991, debe
computarse un interés que palie los efcCtos que puede tener la pérdida del
valor adquisitivo de la moneda y que compense las consecuencias propias
de la falta de pago, el que debe ser fijado por el juez (art. 622, Código Ci-
vil).

5°) Que en este marco el Tribunal considera que la aplicada por los
cucl1tadantes -tasa que percibe el Banco de la Nación Argentina en sus
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operaciones ordinarias de descuento- es excesiva a los fines recordados en,
el considerando anterior.

Debe tomarse la tasa de interés pasiva promedio que publica el Banco
Central de la República Argentina en forma mensual. Ella se compadece
con la propuesta formulada por el Poder Ejecutivo a través de los decre-
tos 529/91 y 942/91 (reglamentarios de la ley 23.928) y contempla ellu~
cro perdido por el acreedor al no poder aplicar el capital adeudado a una
inversión, ya que no se ha acreditado que haya tenido que recurrir a un
préstamo, supuesto qu.e permitiría computar una tasa superior (Y.11.XXII.,
"Yacimientos Petrolíferos Fiscales c/Corrientes, Provincia de y Banco de
Corrientes s/cobro de australes", sentencia del 3 de marzo de 1992).

Por ello se resuelve: Ordenar que se practique nuevas liquidaciones
acorde con 10 expuesto en los considerandos. Costas por su orden por tra-
tarse de una cuestión novedosa (art. 68, segundo párrafo y 69, Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación). Notifíquese.

MARIANO AUGUSTO CA yAGNA MARTÍNEZ - ANTONIO BOGGIANO

DISIDENCIA PARCIAL DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO y DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

1°) Que a fs. 2084 la Provincia de Buenos Aires impugna las distintas
liquidaciones presentadas por considerar que los intereses deben ser cal- .
culados hasta el 2 de julio del corriente año y no hasta el 4 de julio, como
lo hace cada uno de los acreedores, que no corresponde su capitalización,
y que no'cabe aplicar la tasa que percibe el Banco.de la Nación Argenti-
na en sus operaciones ordinarias de descuento, sino la tasa pura del seis por
ciento.

2°) Que el cómputo de los intereses debe extenderse hasta la orden de
pago. Es que para detener su curso los fondos deben encontrarse en con-
diciones de ser extraídos, situación existente en el caso a partir del dicta-
do de aquélla (E.264.XVIII. "El Inca de Hughes S.C.A c/Buenos Aires,
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Provincia de s/daños y perjuicios"; P.325.xIX. "Pronar Sociedad Anóni-
ma Minera Industrial y Comercial e/Buenos Aires, Provincia de s/daños y
perjuicios", del 24 de mayo de 1988) en la medida que entre la providen-
cia que ordena los cheques y su percepción no medió ninguna contingen-
cia que impidiese el cobro en forma inmediata.

Es por ello que corresponde su curso hasta el día 2 de julio y no como
se calcula en las liquidaciones. A tal fin se tiene en cuenta que se efectuÓ
una presenración conjunta de pago y del consiguiente pedido de extracción
(fs.2003/2004).

3°) Que la capitalización de dichos accesorios procede siempre y cuan-.
do -en los casos judiciales- liquidada la deuda el juez mandase pagar la
suma que resultare, y el deudor fuese moroso en hacerlo (art. 623 in fine,
Código Civil). Para ello, una vez aceptada por el juez la cuenta debe ser
intimado su pagoal deudor, porque sólo entonces si éste no lo efectiviza
cae en mora y, en tal caso, debe intereses sobre el monto total de la liqui-
dación impaga. Ello como consecuencia de la mora derivada de la nueva
interpelación.

Que al no ser ese el caso de autos, pues no medió la intimación recor-
dada, no corresponde admitir la capitalización que se intenta.

Que cabe señalar que en este aspecto ningún cambio introdujo la ley de
convertibilidad del austral, pues mantuvo inalterables los términos del art.
623 del Código Civil con relación a la liquidación de las deudas en proce-
sos judiciales; parlo que no corresponde efectuar una interpretación dis-
tinta a la prevaleciente con anterioridad a su modificación.

4°) Que en atención a lo dispuesto por la ley Nro. 23.928, que impide
toda actualización posterior al I de abril de 1991, debe computarse un in-
terés que palie los efectos que puede tener la pérdida del valor adquisiti-
vo de la moneda los que deben ser fijados por el juez (art. 622, Código
Civil).

5°) Que en este marco el Tribunal considera que la aplicada por los
cuentadantes -tasa que percibe el Banco de la Nación Argentina en sus
operaciones ordinarias de descuento- es l! correcta pues permite reparar
el perjuicio patrimonial ocasionado por el retardo, presumido por la ley
como consecuencia de la conducta del deudor moroso (disidencia de los
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señores jueces doctores Belluscio, Petracchi y Moliné O'Connor en
Y.11.XXII, "Yacimientos Petrolíferos Fiscalesc/Corrientes, Provincia de
y Banco de Corrientes s/cobro de australes", sentencia del 3 de marzo de
1992).

Dicha tasa, además, es la contemplada por el arto 565 del Código de
Comercio; y es adecuada, porque tiene en consideración el interés que
.debe pagar el acreedor insatisfecho para hacerse del capital que el deudor
no le pagó en tiempo propio.

Por ello se resuelve: Ordenar que se practiquen nuevas liquidaciones
de acuerdo con lo expuesto en los considerandos. Costas por su orden (art.
71, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Notifíquese.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCJO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.

LANAMERICA CIA. COMERCIAL E INDUSTRIAL S.A. y OTRO v.
PROVINCIA DE TIERRA DEL FUEGO

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federa/o Competencia originaria de
/0 Corte Suprema. Genera/idades.

La competencia originaria de la Corte por razón de la materia procede en la medio
da en que la acción entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones
constitucionales de carácter nacional. en leyes del Congreso. o en tratados. de tal
suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa (1).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por /a materia. Cal/sos
regidas por normas federa/es.

No basta para surtir el fuero federal la única circunstancia de que los derechos que
se dicen vulnerados se encuentren garantizados por la Constitución Nacional (2).

(1) 24 de marzo. Fallos: 115:167; 122:244; 292:625.
(2) Fallos: 311: 1588.
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JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la materia. Causas excluidas
de lo competencia federal.

Si se arguye que una leyes contraria a la Constitución Nacional y a la Provincia,
debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial y, en su caso, llegar
a la Corte por el recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48, pues en esas condi-
ciones se guardan los le'gítimos fueros de las entidades que integran el gobierno
federal dentro de su normal jerarquía (1).

JURISDICCION y COMPETENCIA. Competencia federal. Competencia originaria de la Corte
Supremo. Generalidades.

No corresponde a la competencia originaria de la Corte el planteo de ineonstitucio-
nalidad de la ley 476 de la Provincia de Tierra del Fuego, por la que se regula el
acceso a aguas marítimas, fluviales, lacustres y riberas para las actividades de pesca
deportiva estableei~ndose obligaciones a los propietarios u ocupantes legales de los
fundos respectivos, ya que debe irse primeramente ante los estrados de la justicia
provincial, y en su caso llegar a la Corte por cl recurso extraordinario del art. 14 de
la ley 48.

ABACO COMPAÑIA FINANCIERA S.A. v. RESOLUCION NRO. 509 DEL BANCO
CENTRAL DE LA REPUBLlCA ARGENTINA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite.

Si. en la presentación directa la recurrente efectúa una expresa remisión a los
planteas contenidos en el recurso extraordinario, de cuyo escrito acompaña copia,
habiendo la cámara concedido el recurso extraordirwrio en cuanto a la inteligencia
de normas federales y denegado en cuanto a la arbitrariedad deducida, resulta apro-
piado que la Corte trate conjuntamente ambos recursos.

SENTENCIA: Principios generales.

La imprecisión terminológica de la sentencia, por sí sola, no invalida la solución
adoptada, en tanto lo decidido no debe examinarse en forma fragmentaria, sino que

(1) Fallos: 311:1588.
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corresponde hacerse cargo de la totalidad de los argumentos expuestos. sobre el
punto por la sentencia.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos Imipios. Cuestiones no federales. f¡lIellJrelacián de
Iwmws .r OCIOSC01ll1ll1es.

Las objeciones atinentes al tratamiento contable que cabc dispensar a los intereses
originados en el usufructo constituido a favor de una entidad financiera sobre cer-
tificados de dcpósito a plazo, remite a cucstiones de dcrecho común, ajenas, como
regla, a la instancia dc excepción.

RECURSO EXTRAORD1NARIO: Requisitos propios. Cuestiones no Iederales. Sentencias
arbitrarias. Principios generales.

La doctrina sobre arbitrariedad no tiene por .objeto corregir en una nueva instancia
pronunciamientos equivocados o que se reputen tales, sino que sólo alcanza a su-
puestos de omisiones o desaciertos de gravedad extrema.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos forlllales. In/erposicirín del recurso. Fundalllen/().

Es inadmisible el recurso que carece de un adecuado desarrollo de las defensas de
las que se habría viSIO privada la parte y de demostrar que ellas tendrían la
virtualidad de conducir a una solución diferente a la adoptada.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos forlllales. Il11erposicirín del recurso. Fundamen/o.

No posee aptitud para modificar la sentencia la crítica relativa a una afirmación
hecha obiter dictulll.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos; "Abaco Compañía Financiera S.A. c/Resolución Nro.
509 del Banco Central de la República Argentina".

Considerando:

1°) Que la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Con-
tenciosoadministrativo Federal, desestimó el recurso deducido por la
actora contra la resolución Nro. 509/85 del Banco Central de la Repúbli-
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ca Argentina, mediante la cual éste revocó la autorización otorgada a
Abaco Compañía Financiera S.A. para funcionar con el carácter de com-
pañía financiera privada local de capital nacional -en razón de no consi-
derar viable transitar las etapas de saneamiento y consolidación previstas
en la ley de entidades financieras- y dispuso su liquidación de acuerdo con
lo previsto por el art. 45, inciso a), de la ley 21.526, modificado por el art.
30 de la ley 22.529.

2°) Que contra la sentencia, la entidad actora interpuso recurso extraor-
dinario que fue concedido en tanto se cuestiona en él la inteligencia que
cabe asignar a normas de naturaleza federal, y denegado en cuanto a la
arbitrariedad aducida, aspecto este contra el cual la recurrente dedujo re-
curso de hecho, cuya agregación a los autos principales, sin acumular, dis-
puso el Tribunal.

3°) Que, atento a que en la presentación directa la recurrente efectúa
una expresa remisión a los planteos contenidos en el recurso extraordinario
-de cuyo escrito acompaña copia-, resulta apropiado que el Tribunal, en
este pronunciamiento, trate conjuntamente ambos recursos.

4°) Que la apelante endilga a la sentencia haber incurrido en un error
al analizar el régimen de las comunicaciones "A" 146; "A" 246, Ysus com-
plementarias, dictadas por el Banco Central, pues mientras en dicho régi-
men se previó una línea especial de préstamos para las entidades financie-
ras, que éstas debían des"tinar a la concesión de créditos para la "pequeña
y mediana empresa" con el objeto de financiar inversiones en bienes de
uso, en varios pasajes del pronunciamiento se alude a créditos para la "pe-
queña y mediana industria". Además, aduce que la Cámara desconoció que
en la comunicación "A" 261-que define las condiciones que deben reunir
las unidades económicas para ser consideradas empresas- se establecieron
pautas máximas, en el sentido de que no deben superarse ciertos patrones
de potencialidad económica.

Cabe señalar, en cuanto al primer aspecto, que si bien es cierto que
existió en la sentencia la imprecisión terminológica apurttada, dicha cir-
cunstancia, por sí sola, no invalida la solución adoptada por la Cámara, ya
que no debe examinarse en forma fragmentaria lo decidido -c-omo lo pre-
tende la recurrente- sino que corresponde hacerse cargo de la totalidad de
los argumentos expuestos sobre el punto por la sentencia. En efecto, el a
qua, lejos de ponderar solamente quiénes fueron los sujetos beneficiarios
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de los créditos cuestionados, consideró tanto las condiciones de su otor-
gamiento -que en su juicio, no se ajustaban a una sana política de coloca-
ción de los fondos- como el hecho de haberse desvirtuado la finalidad con
que la línea especial de préstamos fue concedida.

En este orden de ideas, la cámara concluyó que correspondía tener por
acreditado, sobre la base de los informes producidos en sede administra-
tiva que menciona, que la entidad actora usó aquella línea especial de prés-
tamos con el doble propósito de favorecer a un grupo de personas cerca-
nas a los directivos de la entidad y a éstos mismos, y de permitirle cubrir
sus propias deficiencias, mediante el ingreso como capital de la sumas
percibidas por terceros en concepto de créditos.

Estos' aspectos debieron ser atendidos adecuadamente en el remedio
federal para que el reproche de la actora constituyera una crítica eficaz, en
especial si se repara en que respecto de aquellos tópicos la Cámara seña-
ló que no habían sido suficientemente rebatidos.

La misma falencia presenta el segundo cuestionamiento referente a los
alcances de la comunicación "A" 261, en tanto el apartamiento de las con-
diciones que ésta establece fue uno de los aspectos en que se basó la de-
mandada al controvertir la operatoria efectuada por la actora, sin que, por
lo demás, se advierta que la inteligencia de la norma que se propone en el
recurso se ajuste ni al espíritu ni a la letra de dicha comunicación, que la
recurrente transcribe sólo parcialmenté.

5°) Que, pe~ a que la actora aduce que la sentencia contiene una in-
debida generalización, por haber reprochado indiscriminadamente simila-
res irregularidades a todos los créditos otorgados al amparo del régimen
aludido en el considerando anterior, lo cierto es que en el recurso extraor-
dinario no se efectúa el tratamiento pormenorizado que la índole del agra-
vio tornaba necesario. En efecto, las únicas explicaciones intentadas por
la apelante resultan a la vez que insuficientes, contrarias a su postura, pues
sólo a título de ejemplo admite que, en dos casos, quienes vendieron bie-
nes a tomadores de los créditos destinaron parte del precio a efectuar apor-
tes de capital y que, en otros casos -con relación a seis créditos- quienes
enajenaron'bienes a los beneficiarios de los fondos constituyeron certifi-
cados de depósito,a plazo en la entidad actora, que fueron dados en garan-
tía de los mismos créditos (ver fs, 603).
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Asimismo, al pretender circunscribir el debate a la ausencia de prohi-
bición legal respecto del otorgamiento de créditos a personas vinculadas
con la entidad, o bien al afirmar que no existió ninguna otra violación nor-
mativa, las quejas de la recurrente no pueden prosperar, pues no refutan
de modo concreto y razonado .las imputaciones efectuadas por el Banco
Central, relativas a la desviación de los fines con que se concibió la comu-
nicación "A" 146 Ysus complementarias, ni tampoco contradice que -al no
desafectar del límite de redescuento las operaciones cuestionadas como le
fue requerido- se originara una falta de capital genuino que comprometía
la responsabilidad patrimonial de la entidad actora, situación a la que con-
tribuyeron las restantes irregularidades que el ente rector invocó en la re-
solución liquidatoria.

6°) Que el agravio de índole constitucional fundado en que la Cámara
convalidó la atribución del Banco Central para declarar per se la simula-
ción de actos jurídicos celebrados entre.particulares y, en consecuencia,
ordenar la adecuación de los créditos concedidos por la actara o su
desafectación desde el origen del límite especial de préstamos, arrogán-
dose ese entc facultades jurisdiccionales, no puede admitirse. Ello es así,
pues el reconocimiento que la sentencia hizo de la facultad del Banco Cen-
tral para disponer la desafectación aludida, no se funda en la existencia de
declaración de simulación alguna, sino en el ejercicio del poder de poli-
cía que le compete a aquél, con sustento en numerosos precedentes de esta
Corte, que el a quo invoca.

7°) Que las objeciones atinentes al tratamiento contable que cab,e dis-
pensar a los frutos civiles -intereses- originados en el usufructo constituido
en favor de Abaco Compañía Financiera S.A. sobre certificados de depó-
sito a plazo, por remitir a cuestiones de derecho común, resultan ajenas
como regla a esta instancia de excepción, sin que la arbitrariedad alegada
permita revisar lo resuelto en el fallo, pues la doctrina elaborada sobre el
particular por el Tribunal, no tiene por objeto corregir enuna nueva ins-
tancia pronunciamientos equivocados o que se reputen tales; sino que sólo
alcanza a supuestos de omisiones o desaciertos de gravedad extrema (Fa-
llos: 308:641, 1280, entre muchos otros), que en el caso no se hallan con-
figurados.

8°) Que la apelante se agravia también de la oportunidad en que fue
incorporado al debate el tema relativo al valor que corresponde asignar a
los títulos denominados "Treasury Investement Growth Receipts (Tigr's)",



454 FALLOS DE LA CORTE SlJI'RD1A

representativos de Bonos del Tesoro de Estados Unidos de Norteamériea,
contabi lizados por la recurrente como ingreso en su patrimonio y que fue-
ron dados en pago por el vicepresidente de la firma actora, por la adqui-
sición de 224 créditos que pertenecían a la cartera de dicha firma. Señala
al respecto, que se ha vulnerado el derecho de defensa en juicio, ya que no
tuvo ocasión de plantear sus descargos en sede administrativa antes de
dictarse el acto cuestionado.

Sin embargo, 10 alegado por la actora no basta para tener por configu-
rada la vulneración de derechos que señala, pues en este aspecto el recur-
so carece de un adecuado desarrollo de las defensas de las que se habría
visto privada la parte y de demostrar que ellas tendrían la virtualidad de
conducir a una solución diferente a la adoptad.a (confr. Fallos: 276:40;
295:701; 301 :969). Tal exigencia no resulta atendida, en efecto, por las
hipotéticas y genéricas consideraciones efectuadas; máxime en atención
a la sustanciación que efectuó la Cámara, según dan cuenta las medidas
para mejor proveer ordenadas a fs. 497 y 551; la vista del informe que
acompañó el Banco Central, conferida a la actora a fs. 487 y las
impugnaciones que ésta articuló, agregadas a fs. 494/495 y 548/550 de los
autos principales. A lo que se agrega, que en el caso se trata de una liqui-
dación dispuesta con base en lo prescripto por el arto 45 de la ley de la
materia, y no de una sanción de las previstas por el arL 41 de dicho cuer-
po normativo (Fallos: 310:727).

Finalmente, las argumentaciones vertidas en torno a la valuación de
aquellos títulos -que la apelante estima incorrectas-, en tanto sólo tradu-
cen la mera discrepancia con la solución adoptada en la sentencia, no re-
sultan aptas para modificarla, ni tampoco posee tal aptitud la crítica rela-
tiva a que, de todos modos, es incorrecto lo sostenido por el a qua en el
sentido de que con la operación que se analiza se inmovilizaban créditos
que la entidad hubiera podido disponer" ... en un lapso mucho menor que
el previsto para el cumplimiento de la obligación contenida en dichos tí-
tulos", pues tal afirmación fue hecha -abíter díctUIIl- para la hipótesis de
que haya sido correcto el valor asignado a éstos por Abaco Compañía Fi-
nanciera, lo cual -según se destacó- no consigue acreditar la actora.

9°) Quela recurrente aduce que en la sentencia no se efectúa una refe-
rencia concreta al agravio oportunamente planteado ante la Cámara, con-
sistente en que "... si por simple vía de hipótesis, consideráramos legítimas
las pretensiones del Banco Central que hacen a los presupuestos básicos
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de la liquidación y fueron en su momento recurridos (esto es los 15 créditos
y el tratamiento contable dado a los frutos del usufructo) igualmente Abaco
Cía. Financiera no se hallaba a la fecha dé su liquidación en la situación
prevista por el arto 94 inc. Sto. de la ley de sociedades comerciales. Por el
contrario su responsabilidad patrimonial era a esa fecha positiva ... " (fs. 618
vta.). Esta aseveración la funda en el error de cálculo que le atribuye al
Banco Central, el cual habría computado dos veces en el pasivo de la en-
tidad actora, cl.crédÍto de dicho banco derivado de la desafectación de la
línea de redescuento (comunicación "A" 146 Ycomplementarias).

Sin embargo, la aserción transcripta o las manifestaciones en el senti-
do de que Abaco Compañía Financiera no se hallaba en situación de
iliquidez o insolvencia "... conforme a sus balances, relaciones técnicas y
demás elementos de juicio ... " (fs. 607), por su excesiva generalidad dis-
tan de cuestionar concretamente los datos contenidos en la resolución
liquidatoria, falencia que impide al Tribunal formar criterio acerca de la
exactitud de ese planteo. Tampoco resulta coadyuvante atal efecto, el cál-
culo efectuado a fs. 619 ya que -sin mencionar siquiera cómo arriba al re-
sultado o qué constancias lo avalan- contabiliza solamente dos de los con-
ceptos cuestionados en la resolución Nro. 509/85 (incidencia por la
desafectaci'ón de créditos de.la línea de redescuento y efecto negati vo del
tratamiento contable acordado al usufructo) con la peculiaridad de que, en
tanto el Banco Central remitió su cálculo al 31 de marzo de 1985, la recu-
n"ente lo hace al 30 de junio de 1985, no obstante lo cual -inexplicablemen-
te.- las sumas de esos dos únicos rubros alcanza en el recurso a una cifra
casi idéntica a la obtenida por el Banco Central, pese al hecho público y
notorio del agudo proceso de inflación vivido en el país en el lapso que
medió entre ambas fechas.

10) Que lo apuntado en el considerando que antecede lleva, asimismo,
a desechar el agravio fundado en que no resulta aplicable al presente caso
-como lo hizo el a quo- la jurisprudencia de esta Corte mencionada en el
considerando XII de la sentencia, toda vez que el razonamiento de la aclora
parte de la premisa de qu'e no existió la pérdida del capital de la entidad,
imputada por el Banco Central, extremo éste que -según se ha dicho- la
recurrente no ha conseguido desvirtuar en la causa.

11) Que lo expuesto, resulta suficiente para desestimar los recursos
interpuestos, sin que quepa analizar los restantes argumentos -esto es, la
calidad del vínculo jurídico que liga a las entidades financieras con el Ban-
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co Central en el régimen de las comunicaciones involucradas, las citas
jurisprudenciales que contiene la sentencia, o el abultado valor conferido
a los certificados de depósito vendidos a la entidad actora por uno de sus
directivos-, en tanto resultarían irrelevantes para variar la solución del plei-
to.

Por ello, se declara improcedente el recurso extraordinario interpues-
to a fs. 595/621; con costas, y se desestima la queja. Declárase perdido el
depósito de fs. 1 del recurso de hecho, debiéndose acompañar copia de este
pronunciamiento. Hágase saber, devuélvanse los autos y archívese la que-
ja.

RICARDO LEVENE (H) - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRÁCCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO

MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

lESUS PASCUAL CANCINOS v. BANCO POPULAR ARGENTINO S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. COllcepto y genera-
lidades.

Es sentencia definitiva la resolución que no hizo lugar a la apelación contra el fa-
llo de primera instancia que consideró procedente el pedido de informes, no obs-
tante la alegación del demandado de que se afectaría el secreto bancario (art. 39 de
la ley 21.526), pues media un agravio de imposible o insuficiente reparación
ultlerior.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento que declaró mal concedida la ape-
lación contra el fallo de primera instancia que había hecho lugar al pedido de in-
formes, no obstante lo alegado en el sentido de que tal medida probatoria afectaría
el secreto bancario (art. 39 de la ley 21.526), si prescindió, con excesivo apego a
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las formas, de considerar que los efectos de la medida impugnada trascenderían el
marco de la controversia que se pretende dirimir en la causa.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Es inadmisible el recurso extraordinario contra la sentencia que declaró mal con-
cedida la apelación contra el fallo de primera instancia que había hecho lugar al
pedido de informes, no obstante lo alegado por el demandado de que tal medida de
prueba afectaría el secreto bancario (art. 39 de la ley 21.526) (Disidencia de los
Ores. Ricardo Level)e (h.), Rodolfo C. Barra y Julio S. Nazareno).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la demandada en la
causa Cancinos, Jesús Pascual c/Banco Popular Argentino S.A.", para de-
cidir sobre su procedencia.

Considerando:

10) Que el actor promovió demanda contra el Banco Popular Argenti-
no requiriendo que se declarase la nulidad de las resoluciones adoptadas
en la asamblea ordinaria de accionistas mediante las cuales se hahía apro-
bado la memoria y el balance general del ejercicio cerrado el 31 dc diciem-
bredel987.

Ofreció como prueba diversos informes que debería suministrar el de-
mandado, quien, al considerar que la medida afectaría al secreto bancario
previsto por el art. 39 de la ley 21.526, se opuso a ella.

2°) Que el juez de primer grado, al abrir a prueba la causa, hizo lugar
al pedido de informes y, ante la reposición planteada, la desestimó, admi-
tiendo, sin embargo, la apelación subsidiaria.

La Sala E de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, su-
bre la base de lo dispuesto por los arts. 379 y 496 del Código Procesal Civil
y Comercial de la Nación, la declaró mal concedida.
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Contra este pronunciamiento, el banco interpuso el recurso extraordi-
nario c'uyo rechazo originó la presente queja.

3°) Que cabe señalar al respecto que en tanto los agravios que expone
el recurrente no se refieren a la incidencia que pueda tener la medida pro-
batoria en l.a sentencia que ponga fin al pleito, .sino que consisten en los
derivados de su mera producción habida cuenta que se violaría el secreto
bancario alegado, corresponde hacer excepción al principio que estable-
ce que las resoluciones que admiten la producción de pruebas ofrecidas no
son sentencias defjnitivas a los fines del art. 14 de la ley 48 puesto que en
el caso media un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior
(Fallos: 304:769, ] 817; entre otros).

4°) Que, en consecuencia, debe destacarse que el a quo, con excesivo
apego a las formas, prescindió de considerar que los efectos de la medida
de prueba ordenada trascenderían el marco de la controversia que se pre-
tende dirimir en la causa.

5°) Que, en tales condiciones, corresponde declarar procedente el re-
curso extraordinario e invalidar lo decidido, pues media relación directa
e inmediata entre lo resuelto y las garantías constitucionales que se dicen
vulneradas (art. 15, ley 48).

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara admisible el recurso ex-
traordinario y se deja sin efecto la sentencia con el alcance indicado. Con
costas. Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que, por medio de
quien corresponda, proceda a dictar un nuevo fallo con arreglo a lo expre-
sado. Agréguese la queja al principal. Reintégrese el depósito. Notifíquese
y rem ítase.

RICARDO LEVENE (H) (en disidencia) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA

MARTíNEZ - RODOLFO C. BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO

CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO (en disidencia) - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H),

DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO c. BARRA
y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON JULIO S. NAZARENO

Considerando:

459

Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina la presente
queja, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación).

Por ello, se desestima la presente queja. Declárase perdido el depósi-
to de fs. l. Hágase saber y, previa devolución de los autos principales,
archívese.

RICARDO LEVENE (H) - RODOLFOC. BARRA - JULIO S. NAZARENO

JUAN DE DIOS RIVERO y OTRA v, JaSE ARIEL MARTlN CALVO y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios ¡;enemles.

Es inadmisible el recurso eXIraordinario contra la sentencia que elevó el monto de
la indemnización por los daños y perjuicios derivados de un accidcnIe de tránsito
en el cual perdió la vida una menor (art. 280 del Código Procesal Civil y Comer-
cial).

RECURSO t'XTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federo les. Sentencias
arbitmril/S, Procedencia del recurso. Falta de fundwnentacirín suticiente.

Procede cl recurso extraordinario contra la sentencia que elcvó el monto de la in-
demnización derivada de un acc,idente de trünsito en el cual perdió la vida una me-
nor, si lo decidido sólo satisface de mánera aparente la exigencia constitucional de
adecuada fundamentación (Disidencia de los Dres. Carlos S. Fayt y Augusto César
Belluscio).
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RECURSO /:'J<TRAORDINARIO: Requisitos propios. Cues/Íones uo federales. Sell/encios
orbi/mrias. Procedencia del recurso. Defec/lls en la consideración de ex/remos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que elevó el monto de la indemnización
por muerte y agravio moral, si al efeclllarse la estimación del daño, scgún el arl. 165
dcl Código Procesal, Civil y Comercial tenicndo en cuenta la edad de la víctima,
la existencia dc otros hermanos, y la condición humilde de los progenitores se es-
tablcció una suma exorbitante e irrazonable (Disidencia de los Dres. Carlos S. Fayt
y Augusto César Belluscio).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cues/iones no federales. Sell/encias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la cllllsideración de extremos conducentes.

Correspondc dejar sin efecto la sentencia que elevó la indemnización de los daños
y perjuicios dcrivados de un accidente de tránsito, si el monto establecido dista de
scr una ponderación providencial del daño inferido, no consulta los criterios dc
equidad que resultan apropiados y no concreta cn la práctica las pautas enunciadas
en la sentencia ni traduce los parámetros que conducen al resultado obtenido (Di-
sidencia de los Dres. Carlos S. Fayt y Augusto César Belluscio).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Cosecha Cooperati va
de Seguros Limitada en la causa de Dios Rivero, Juan y otra c/Calvo, José
Ariel Martín y/o quien resulta responsable", para decidi¡; sobre su proce-
dencia.

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina la presente
queja, cs inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación),

Por ello, se desestima esta presentación directa y se da por perdido el
depósito. Devuélvanse los autos principales. Notifíquese y archívese,

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ - CARLOS S, FAYT (en disidencia)-
AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI -

JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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DISIDENCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON CARLOS S. FAYT
y DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando:

461

1°) Que contra la sentencia de la Sala I de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Civil y Comercial Federal que elevó el monto de la indem-
nización fijada en la instancia anterior en una demanda por daños y per-
juicios derivada de un accidente de tránsito en el cual perdió la vida un
menor, la demandada y la citada en garantía interpusieron el recurso ex-
traordinario cuya denegación origina esta presentación directa.

2°) Que, al respecto, cabe destacar que la alzada consideró a la vida
humana como carente de valor en sí misma y que debía tenerse en cuenta
-a fin de reparar el daño causado por el fallecimiento del menor- el detri-
mento sufrido por el destinatario de los bienes económicos que el extinto
produciría, para lo cual era necesario atenerse a las circunstancias parti-
culares de la víctima y de quienes reclaman la reparación pertinente, a la
vez que debía ponderarse que la ayuda que los hijos solteros prestaran a
sus padres estaba llamada a cesar en el momento en que debieran atender
a las necesidades de su propio hogar.

3°) Que, asimismo, consideró que el agravio moral tenía carácter
resarcitorio que merecía una apreciación autónoma, la cual no tenía que
guardar necesariamente proporción con la indemnización del daño con
repercusión patrimonial pues respondía a fines distintos, así como que
cuando había sido causado a los parientes más próximos -como en este
caso- no se precisaba prueba específica en razón de que por Íntima rela-
ción también correspondía presumirlo.

4°) Que los agravios del apelante suscitan cuestión federal para su con-
sideración en la vía intentada, pues no obstante referirse a cuestiones de
hecho y prueba, ajenas -como regla y por su naturaleza- al remedio del
artículo 14 de la ley 48, tal circunstancia no constituye óbice decisivo para
abrir el recurso cuando la sentencia recurrida sólo satisface de manera
aparente la exigencia constitucional de adecuada fundamentación (Fallos:
307:2027: 308: 1204; causa R.243.XXII. "Rodríguez, Santiago Eladio cl
Insmetan S.R.L. y otros", del 7 de marzo de 1989).
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5°) Que, en efecto, frente a los hechos comprobados en el litigio resulta
particularmente objetable la decisión de la cámara en relación a la deter-
minación de las indemnizaciones por muerte y por agravio moral, pues si
se tiene en cuenta la edad de la víctima, la existencia de otros hermanos y
la condición humilde de los progenitores, se advierte que al efectuar la
estimación del daño, según el art. 165 del Código Procesal Ci vi l y Comer-
cial de la Nación, el sentenciante estableció una suma exorbitante e irra-
zonable en concepto de indemnización.

6°) Que ello es así porque el monto establecido dista de ser una pon-
deración prudencial del daño inferido y no consulta los criterios de equi-
dad que resultan apropiados cuando se trata de establecer el menoscabo
producido por la frustración de la chance y por el agravio moral que repre-
senta la muerte de un menor, ya que la suma de A 75.000.000 con rela-
ción al mes de diciembre de 1989 -equivalente a A 2.303.713.068, de
acuerdo a la ley de convertibilidad, según reajuste efectuado por el índi-
ce de precios al consumidor- no concreta en la práctica las pautas enuncia-
das en la sentencia ni traduce los parámetros que condujeron al resultado
obtenido (causa A.287.xXIJI. "Albornoz, Juan Carlos c/Barrios, Jorge
Oscar" del 26 de febrero de 1991).

]O) Que, en tales condiciones, las garantías constitucionales que se in-
vocan como vulneradas guardan relación directa e inmediata con lo resucI-
to (artículo 15 de la ley 48), por lo que corresponde descalificar la senten-
cia como acto jurisdiccional y mandar que se dicte una nueva con arreglo
a lo expresado.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto el pronunciamiento en cuanto fue materia de agravios. Con costas.
Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que, por medio de Cjuien
corresponda, proceda a dictar un nuevo fallo. Agréguese la queja al prin-
cipal. Notifíquese y remítase.

CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSC10.
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MONICA MARGARITA ESCUDERO v. PABLO ROBERTO DRAJNER

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

463

Es inadmisible el recurso extraordinario contra la sentencia que redujo la indem-
nización de los daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito (art. 280
del Código Procesal Civil y Comercial).

RECURSO EX7'RA,ORDINARlO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de júndal1lentación suficiente.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que redujo la indemnización de.los daños
y perjuicios derivados de un accidente de tránsito, si la decisión sólo satisface de
manera aparente la exigencia constitucional de adecuada fundamentación (Disiden-
cia de los Dres. Mariano Augusto Cavagna Marlínez y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no Federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de extremos cO/lducel/fes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que redujo la indemnización de los daños
y perjuicios derivados de un accidente de tránsito, si el monto establecido dista de
ser una ponderación apropiada del daño inferido yno concreta en la práctica los
patrones señalados en la sentencia ni traduce los parámetros que condujeron al re-
sultado obtenido (Disidencia de los Dres. Mariano Augusto Cavagna Martínez y
Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no lúlerales. Sen/encias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de lúndamentacilí/l suficiel/fe.

Corresponde deja;' sin efecto la sentencia, si la suma fijada en concepto de daño
moral no cubre mínimamente los requerimientos de la prudencia en la determina-
ción del perjuicio causado (art. 165 del Código Procesal Civil y.Comercial), habién-
dose establecido su cuantía en términos que sólo satisfacen en apariencia la exigen-
cia de adecuada fundamentación y desvirtúan el principio de reparación integral (Di-
sidencia de los Dres. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné
O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Improcedencia del recurso.

Lo referido a la pretcnsión de reintegro de la totalidad de los gastos de farmacia y
honorarios médicos se vincula con cuestiones de hecho, prueba y derecho común
(Disidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné
O'Connor).
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Escudero, Mónica Margarita c/Drajner, Pablo Roberto", para decidir
sobre su procedencia.

Considerando:

Que el recurso extraordinario cuya denegación origina la presente que-
ja, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación).

Por ello, se-desestima esta-presentación directa. Notifíquese y
archívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAV AGNA MARTÍNEZ (en diside-
ncia) - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO-

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCH! - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR (en disidencia)) - ANTONlO BOGGIANO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON

MAR1ANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR

DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala M de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Civil que -al modificar la de primera instancia- redujo
el monto de la indemnización de los dáños y perjuicios derivados de las
lesiones causadas en un accidente de tránsito, la actora interpuso el recurso
extraordinario cuya denegación origina esta queja.

2°) Que los agravios de la apelante suscitan cuestión federal para su
consideración en la vía intentada, pues no obstante referirse a cuestiones
de hecho y prueba, ajenas -como regla y por su naluraleza- al remedio del
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arto 14 de la ley 48, tal circunstancia no resulta óbice decisivo para abrir
el recurso cuando la sentencia recurrida sólo satisface de manera aparen-
te la exigencia constitucional de adecuada fundamentación (Fallos:
307:2027).

3°) Que, en efecto, sobre la base de las conclusiones del peritaje mé-
dico de las que resultaba que, como consecuencia del hecho, la damnifi-
cada había padecido fractura de cráneo en región fronto parietal izquier-
da con extravasación sanguínea, herida contusa en cuero cabelludo, frac-
tura de rama isquiopubiana izquierda con desplazamiento de segmentos y
traumatismo en región interna de pierna izquierda -que le produjo una in-
capacidad estimada en un 25% de la total- y que, además, sufre secuelas
psíquicas negativas con una disminución del orden del 200/0, la alzada con-
sideró que correspondía disminuir el monto de la indemnización fijada en
primera instancia a favor de la actora.

4°) Que, como resultado de esta reducción, el monto establecido dista
de ser una ponderación apropiada del daño inferido, ya que la suma de
A 75.700.000 por incapacidad sobreviniente, lucro cesante y gastos por
tratamiento psiquiátrico con relación al 22 de octubre de 1990 -equivalente
a A 137.605.625 de acuerdo con la ley de convertibilidad, según reajúste
efectuado por el índice de precios al consumidor-, no concreta en la prác-
tica los patrones señalados en la sentencia ni traduce los parámetros que
condujeron al resultado obtenido (causa A.298.XIII. "Albornoz, Juan Car-
los e/Barrios, Jorge Osear" del 26 de febrero de 1991).

5°) Que, de igual modo, corresponde admitir el agravio referente al
daño moral, ya que la suma fijada por tal concepto no cubre mínimamente
los requerimientos de la prudencia en la determinación del perjuicio cau-
sado en punto a 10 que dispone el arto 165 del Código Procesal Civil yCo-
mercial de la Nación, pues a pesar de reconocer el sufrimiento por las le-
siones de la víctima -en particular en 10 vinculado a la secuela estética que
presenta en la actualidad- el tribunal ha establecido su cuantía en términos
que sólo satisfacen en apariencia la exigencia de adecuada fundamentación
y desvirtúan el principio de reparación integral propio de la materia en
examen (confr. causa C.643.XXII. "Cabral, Norma Ester c/Benítez, Raúl
y otros" del 25 de septiembre de 1990).

6°) Que, en cambio, el restante agravio de la actora -referido al recha-
zo de la alzada de su pretensión de reintcgro de la totalidad de los gastos
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de farmacia y honorarios médicos- se vincula con cuestiones de hecho,
prueba y derecho común, materia propia de los jueces en la causa y ajena
-como norma y por naturaleza- a la instancia del arto 14 de la ley 48, máxi-
me cuando el a qua ha expuesto fundamentos suficientes de igual carác-
ter que, más allá de su acierto o error, sirven para dar base jurídica a lo
resuelto y para descartar la tacha de arbitrariedad invocada.

r) Que, en tales condiciones, la garantía constitucional que se invoca
como vulnerada, guarda relación directa e inmediata con lo resuelto (ar-
tículo 15, ley 48), por lo que corresponde descalificar la sentencia como
acto jurisdiccional.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto el pronunciamiento en cuanto fue materia de agravios. Con costas
según el artículo 71 del Código Procesal Civily Comercial de la Nación.
Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que, por medio de quien
corresponda, proceda a dictar nuevo fallo. Agréguese la queja al principal.
Notifíquese y remítase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

JULIO GOMEZ v. CERAMICA MARTlN S.A. y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Req;,isitos COIllUlles. Subsistellcia de los requisitos.

Las sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a las circunstancias dadas cuando
se dictan, aunque scan sobrevinientcs al recurso extraordinario.

RECURSO EXTRAORQINARIO: Requisitos cOI///Il/es. Subsistel/ci(/ de los' requisitos.

La subsistencia de los rcquisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reql/isitos COI///Illes. Subsislellci(/ de los requisitos.

La desaparición de los requisitos jui'iseliceionalcs importa la elel podcr de juzgar.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos COlIl/lnes. Subsistencia de los requisitos.
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Importa un desistimiento tácito del recurso extraordinario, la liquidación presen-
tada por la recurrente después de deducida la queja, enla cual determina el crédito
según los importes de la.sentencia recurrida, y el posterior cobro de la suma dépo-
sitada, ello sin reserva ni aclaración de ninguna naturaleza.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Es inadmisible el recurso extraordinario contra la sentencia que. al rechazar el re-
curso de inaplicabilidad de ley, dejó firme la decisión que había declarado la con-
currencia causal.de las partes en el accidente (Voto del DI'. Rodolfo C. Barra).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones nÍi federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Falw de fund(llllell/acilín sujiciell/e.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó el recurso de inaplicabilidad
de ley, si, frente a los serios reproches formulados por el apelanle, el escueto pá-
ITafo dedicado a las cuestiones propuestas como federales carece de contenido su-
ficiente que autorice a considerarlo un tratamiento, siquiera mínimo, de aquellas
(Disidencia de los Dres. Ricardo Levene (h), Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné
O'Connor). .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos COllllllles. Gravalllen.

Debe considerarse subsistente el gravamen, no obstante que, después de deducida
la queja. la recurrente haya presentado una liquidación t:n la cual determina el cré-
dito según los importes de la sentencia recurrida y cobrado la suma depositada, sin
reserva ni aclaración de ningulia naturaleza, si constancias contemporáneas reve-
lan la existencia de interés en manlener vivo el recurso (Disidencia de los Dres.
Ricardo Levene (h.), Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

-1-

A fs. 40/48 de los autos principales (a los que corresponderán las si-
guientes citas), Julio Ramón Gómez interpuso demanda contra "Cerámi-
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ca Martín S.A.C.LF." y otros a fin de obtener el resarcimiento de los da-
ños y perjuicios que le ocasionó el accidente fatal que, según afirmó, su-
frió su hijo menor de edad, quien, al ingresar el 22 de noviembre de 1982
al campo de dicha empresa ubicado en el partido de La Matanza, con el
propósito de obtener un pino para hacer un árbol de navidad, resbaló y
cayó en una de las lagunas que se forman en los pozos o depresiones que
la propietaria realiza para obtener materia prima para la elaboración de
ladri Ilos cerámicos.

-II-

La titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nro.
I de Morón consideró que en dicho accidente corresponde un 80% de res-
ponsabilidad a la demandada y un 20% a los actores. En consecuencia,
hizo parcialmente lugar a la demanda a fs. 347/365.

Ello, sobre la base de considerar, en síntesis, y en lo que actualmente
importa, que:

a) el actuar industrial de la accionada se desarrollaba con negligencia,
desidia, falta de precaución, descuido e imprudencia, acentuando su res-
ponsabilidad por la presencia de la idea de servicio en interés propio;

b) dicha parte no observó las mínimas reglas de seguridad exigidas, no
sólo por las reglamentaciolles sino por su reconocimiento en torno a las
intromisiones de los habitantes de los barrios cercanos que, carentes de
posibilidades de expansión, frecuentan el predio para bañarse en las lagu-
nas allí formadas, mientras que, en cambio, estableció celosos cercos y
específica vigilancia para su finca particular;

c) debido al emplazamiento del inmueble en área urbana complemen-
taria, se debió producir en él un Índice de responsabilidad de custodia, en
tanto importa cercanía con asentamientos poblacionales, observando las
ordenanzas municipales sobre cercamiento;

d) la explotación debe ser calificada de irracional, pues la existencia de
agua en las depresiones, su forma y vinculaciones, revela lainexislencia
de planes concretos para la evacuación de aguas;
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e) la conducta del menor, aunque en distinta medida, fue concurrente,
pues, sin perjuicio de lo alegado en la demanda, está probado que también
ingresó al predio con el propósito de refrescarse en la laguna, de acuerdo
con distintas constancias; y

f) la culpa in vigilando de los padres del menor no desplaza a la de
quien fue negligente en tomar medidas de prevención adecuadas, máxime
ante las características sociales de la población asentada enla zona, que
tiene carencias económicas, culturales y sociales.

-IlI-

Recurrido que fue dicho fallo, la Sala I de la Cámara de Apelaciones
del fuero local redujo el monto de la condena, al entender que el porcen-
taje de culpas atribuible s a los actores y al infortunado menor es exacta-
mente inverso al concluido por el inferior (fs. 422/431).

Entendieron los jueces intervinientes, a tal efecto, que:

a) si bien la explotación no se llevó a cabo conforme a las reglas téc-
nicas aplicables en materia de seguridad industrial ni a disposiciones mu-
nicipales o mineras, tal quebrantamiento no implica necesariamente la
existencia de la culpa y 1<). responsabilidad por daños y perjuicios que ri-
gen las normas del Código Civil;

b) la explotación tiene lugar en un fundo privado y la zona inundada
di sta unos 150 metros de su perímetro, de tal forma que no genera por sí
misma peligro a terceros, bastando con que estos no ingresen ai inmueble,
sin que, por lo demás, tengan derecho a hacerlo;

c) no puede reprocharse a los demandados la ausencia de una vigilan-
cia activa sobre el predio ya que, pese a lo sostenido por el actor, no han
confesado en autos tal extremo y toda duda interpretativa debe resolver-
se en favor del absolvente. Tampoco surge que lo hicieran en oportunidad
del reconocimiento judicial practicado en otro pleito por un accidente si-
milar, pues la manifestación en orden a que "no existe personal de vigilan-
cia" estaba referida a un momento distinto al del hecho de autos, circuns-
tancia que engarza-con otras declaraciones para desvirtuar tal hipótesis;
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d) no existió insuficiencia de vigilancia pues surge de testimonios no
invalidados que el campo era vigilado por un hombre que lo recorría a ca-
ballo;

e) ese método de vigilancia es el adecuado a las circunstancias de to-
pografía y extensión (dieciocho hectáreas de terreno), sin que pueda repro-
charse a los demandados no haber apostado centinelas a lo largo de todo
el perímetro, como si se tratara de una plaza fuerte, sobre todo cuando el
accidente de autos fue el primero de los acaecidos y no concurrían, enton-
ces, motivos que llevaran a redoblar los esfuerzos de control;

f) no se les debe exigir a los responsables del eampo la vigilancia en
grado sumo, pues las lagunas se encuentran a buena distancia de la calle
pública y de por sí no ofrecen mayor peligro por ser visibles y conocidas
por todos los pobladores de los alrededores;

g) el propietario del inmueble incumplió demarcarlo conforme a lo dis-
puesto por la Ordenanza Municipal Nro. 7354/89; esto es, con un
cerramiento de 0,40 m. de mampostería, con más de 1,60 m. de alambre
tejido, bien distinto a'los postes de 1,35 a 1,45 m. de altura unidos por cin-
co hilos de alambre de púas "sin tensores que se colocaron, a 10 que se suma
que no fueron mantenidos en buen estado, como lo demuestran un reco-
nocimiento judicial y un acta notarial que dan cuenta de roturas en nume-
rosas extensiones;

h) en cambio, no puede tenerse por acreditada la falta total de cercado
al día del hecho, aunque el perito interviniente haya remontado la antigüe-
dad del ubicado sobre la calle Estanislao del Campo a fabrero de 1983,
aproximadamente, pues, en abierta violación a la norma del art. 472 del
Código Procesal, no dio una sola explicación de las operaciones técnicas
realizadas ni la más leve mención de los principios técnico científicos en
que se funda, por lo que el peritaje no resulta idóneo para formar convic-
ción;

i) no debe atenderse a la culpabilidad de los progenitores del menor, ya
que los arts. 273 y I I 14 Y siguientes del Código Ci vi 1se refieren a la res-
ponsabilidad refleja por los actos de los hijos que dafien a otros y no por
los que los dafien a ellos;
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j) la culpabilidad a analizar es la de la propia víctima, quien por sus
dieciséis años estaba dotado de discernimiento para toda clase de actos
(arts. 127 y 921 del Código Civil) y, sabiendo como vecino del lugar que
el campo era privado -advertido incluso por carteles que prohibían el pasa-
se dirigió deliberada o indebidamente a su interior para, por propia deci-
sión, arrojarse a la laguna, luego de quitarse la ropa común y ponerse el
pantalón de baño, tal como evidencian las prendas que dejó en la ribera y
la que llevaba puesta al ser hallado;

k) medió entonces la voluntaria asunción de un riesgo de bañarse en un
lugar no habilitado e invadir un dominio privado, obviamente sin derecho,
porque la invasión frecuente o la costumbre de utilizar el predio como cam-
po de recreación por los vecinos no genera derecho alguno a favor de és- .
tos (art. 17 Cód. Civil); y

1) tampoco lo crea la circunstancia de tratarse de personas carentes de
un ámbito adecuado de expansión, puesto que es el Estado quien debe aten-
der a esos requerimientos del bienestar general y no los dueños del fundo,
que no pueden ser obligados, so color de impedir el ejercicio abusivo de
su derecho, a sustituir al primero en el cumplimiento de funciones que le
son propIas.

-IV-

Disconformes, los actores interpusieron el recurso de inaplicabilidad
de ley -cuyos fundamentos no he de relatar aquí por coincidir con los del
extraordinario federal al que luego me reJeriré- que fue desestimado por
la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires a fs. 458/459.

Entendió este tribunal que la cámara, en uso de facultades propias de
las instancias ordinarias, analizó las circunstancias de tiempo, lugar y
modo en que el episodio se consumó, teniendo en cuenta para ello laprue-
ba producida.

Agregaron que ese análisis y las conclusiones a que arribó el
sentenciante disconforma al recurrente, pero -como lo resolvió reiterada-
mente la corte local- la revisión propuesta constituye una cuestión ajena
a la función casatoria.
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En este sentido, recordaron que la apreciación de la prueba confesional,
documental, pericial y, en general de toda la obrante en la causa, así como
la determinación de la culpa y su gradación, constituyen típicas cuestio-
nes de hecho, reservadas a las instancias ordinarias.

Cierto es -observaron- que el recurrente imputa en este aspecto el caso
de absurdo pero, como también se ha resuelto, éste no queda demostrado
con el mero desarrollo de un criterio discordante, como aquÍ ocurre. No
puede calificarse de absurdo -dijeron- a un fallo que exhibe un razona-
miento coherente, más allá de que se lo comparta o no.

-v-

Contra esta decisión, el actor dedujo la apelación extraordinaria obrante
a fs. 463/472, cuya denegatoria motiva la presente queja.

Sostuvo allí, que la decisión del a qua es arbitraria pues, al confirmar
el fallo del inferior, subsisten, al no rebatÍrselos, los agravios fundados en
el apartamiento de constancias de la causa, en la arbitraria meritación de
elementos aportados a ésta y en la falta de fundamentación suficiente que
lesionan las garantías constitucionales del debido proceso, de la defensa
en juicio y de la propiedad.

Asevera quela Cámara y el alto tribunal local interpretaron arbitraria-
mente el elemento probatorio confesional, judicial y extrajudicial, ya que
el señor Jesús Martín, directivo de la accionada, expresó, en oportunidad
de la inspección ocular realizada en otro juicio similar "que no existe per-
sonal de vigilancia".

Y, a fs. 204, el nombrado, ante la posición referida a la ausencia de vi-
gilancia contestó "que sí es cierto", aunque aclaró que "si es vigilancia
perimetral no existía, pero sí es vigilancia en cuanto al predio en sÍ, exis-
te la vigilancia".

Afirmó el recurrente que este tipo de vigilancia es el que resulta impor-
tante al efecto de dilucidar la responsabilidad de los demandados, máxi-
me cuando existen empresas especializadas en prestarla y cuando, con
ellas, no hubieran ocurrido los luctuosos accidentes de que da cuenta el
informe de fs. 289.
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Por otra parte, señaló que en predio solo trabajaban un maquinista y
cuatro camioneros y qué, de acuerdo con lo declarado por aquél a fs. 263
in jine, "trabajan en el lugar los cuatro camiones y nada más", extremo
corroborado por la confesión extrajudicial y por la constatación de fs. 56,
donde no se hace referencia a ningún tipo de vigilancia.

Señaló que en ninguno de los escritos de contestación de demanda, los
accionados afirmaron realizar la vigilancia del predio mediante un "jine-
te vigilador" y que la segunda tesis fundamental con que se revoca el fa-
llo de primera instancia consiste en descubrir "su existencia" a través de
los dichos de dos testigos dependientes de la demandada -a los que tildó
de "sospechosos", pues ni siquiera trabajan en el predio- y que, además,
se encuentra desmentida por los restantes medios probatorios, en especial
por el testigo Musante, entre otros, quien no mencionó ningún tipo de vi-
gilancia ni a persona alguna encargada de ella.

Por el contrario, reconoció el uso público del predio (respuesta a Úl pre~
gunta sexta, fs. 263 vta.) y que el cuidador de la casa quinta no cumple
ninguna función de vigilancia (fs. 264 injine).

Adujo que, de tal forma, al conferir importancia decisoria en la revo-
cación del fallo a los dichos de esos dos testigos, que comportan la prue-
ba de un hecho no articulado en la contestación de la demanda, el juzgador
introdujo por esta vía una defensa improcedente e imposibilitó al actor la
réplica correspondiente, sumiéndolo en estado de indefensión, violatoi"Ío
de normas procesales (arts. 34, inc. 4to., J 63, incs. 3,46 Y 362 Y440 del
código respecti va) y del art. 18 de la Constitución N aciana!.

Ello, por cuanto, a partir de tal acreditación "distorsionada y falsa", se
invirtieron en forma radical los presupuestos fácticos de acreditación de
culpa y, con ello, su graduación, que, a su vez, determinó una notable re-
ducción de los montos indemnizatorios.

Finalmente, alegó un apartamiento de las constancias de la causa, como
por ejemplo el informe pericial que da cuenta de una irracional explotación
minera, de la falta de planes de drenaje de aguas, de 10 precario de los cer-
cos, etc., que evidencia un razonamiento guiado por preconceptos dogmá-
ticos (prejuzgamiento), a partir del cual el sentenciador debe "encajar" la
prueba producida, "debiendo para ello, mutilar, tergiversar, sacar de con-
texto y hacer dec~r lo contrario a los medios probatorios".



474 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

J 15

También se apartaron los jueces del informe de la Municipalidad de La
Matanza donde consta que la empresa no se encuentra anotada en sus re-
gistros (fs. 163/164), de la autoridad minera sobre el tema de seguridad y
cercos, de donde se desprende, a contrario sensu, que no existía control de
policía minera (fs. 165); de la Inspección General de Personas Jurídicas,
según el cual las demandadas no se encuentran habilitadas para desarro-
llar tareas mineras (fs. 200, art. 3ro.); del certificado municipal de
zonificación que acredita que en la zona "AC Complementaria de Zona
Urbana" se encuentra prohibido el desarrollo de actividades mineras por
cuestiones de seguridad (fs. 269); de la foto aérea remitida por la Direc-
ción de Geodesia de la Provincia de Buenos Aires que constata senderos
y caminos que demuestran el uso público del predio (fs. 271) Yde los in-
formes de la Policía de la Provincia de Buenos Aires que cnumeran los
cinco hechos mortales similares al de auto.s acaecidos hasta el presente (fs.
284'y 290).

-VIl-

V.E. ticne dccidido que, cn principio, son extrañas a la apelación fcde-
ral las dccisiones por las cuales los superiores tribunales de provincia rc-
suelven sobre los recursos extraordinarios de carácter local interpuestos
para ante ellos, doctrina que ha d~stacado las facultades provinciales en
materia dc organización de los tribunales y de los procedimientos pertincn-
tcs (con1'. Fallos: 285:410; 286:136, 213; 288:210,403; 302:418,1138;
308: 1577).

Sin embargo, creo que en el sub lite debe ceder ese principio pues, tal
como sostiene cl apelante, la Suprema Corte de la Provincia de Buenos
Aires incurrió en arbitrariedad cuando declaró que dicha parte, al fundar
el recurso de inaplicabilidad de Icy, expuso un mero criterio "discordante"
con el razonamicnto "coherente" del falJo.

En efecto, como surge de la síntesis supra efectuada, previo a invertir
los porcentajes dc culpas atribuidas en primcra instancia, la Cámara de
Apelaciones en lo Ci vil y Comercial dc Morón estimó probado que la con-
ducta de la empresa demandada cstaba en infracción de disposicioncs
municipales y mineras -si bien minimizó su importancia frente a las nor-
mas del Código Civil que rigen la culpa y la responsabilidad por daños y
perjuicios- como así también quc"incumplió las normas refercntes al
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cercamiento del campo; que el existente no se encontraba en buen estado
y que, inclusive, faltaba en algunos sectores.

Además, luego de estimar no confesada la "falta total" de vigilancia del
inmueble -punto que, dicho sea de paso, no me parece revisable a la luz de
la vía prevista por el art. 14 de la ley 48-, el tribunal consideró probada la
existencia de un "jinete vigilador" que, a su juicio, comportaba la vigilan-
cia "adecuada" a las "circunstancias de lugar".

Ello, unido a lo más adelante expresado por el vocal preopinante con
relación a que "no veo que la vigilancia se les deba exigir a los responsa-
bles del campo en.grado sumo, pues las lagunas se encuentran a buena dis-
tancia de la calle pÚblica y de por sí no ofrecen mayor peligro por ser vi-
sibles y conocidas de todos los pobladores de los alrededores", lleva a pen-
sar -según mi parecer y sin abrir juicio acerca a esta conclusión, basada
exclusi vamente en la apreciación de elementos fácticos- que los jueces de
la causa entendieron que debía existir cierta vigilancia y que, además, de-
bía ser "adecuada".

Ahora bien, toda vez que dicha vigilancia "adecuada" se cumplió, a
criterio de la Cámara, por el aludido hombre a caballo y que, tal como sos-
tiene la apelante, su existencia no fue invocada en la cOntestación de la
demanda, sino que fue mencionada posteriormente por dos testigos, esti-
mo que resulta aplicable sobre el punto aquella'doctrina de la Corte, según
la cual debedejarse sin efecto, por arbitrariedad, la sentencia que, exce-
diendo los límites de las facultades decisorias, introduce fundamentos no
alegados por las partes en tiempo oportuno y prescinde, además, de ele-
mentos de prueba conducentes para la solución de la causa.

Máxime, cuando el fallo en cuestión no menciona ni hace mérito de la
existencia de otro tipo de vigilancia que cumpliera Jos requerimientos
aceptados por el propio texto de la sentencia,

Por otro lado, me parece oportuno destacar que, aún en la hipótesis de
admitir la existencia del jinete, cierto es que, en definitiva, no impidió el
accidente de autos y su presencia en el momento en que éste acaeció no
aparece siquiera mencionada y, por ende, mucho menos acreditada.

En tales condiciones, si bien no puede otorgarse total certeza a 10 afir-
mado por el recurrente con relación a que, en el supuesto de haber existi-
do una vigilancia "perimetral" no se habría producido ningún accidente
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como el examinado, cabe coneluir, a mi juicio, que, por lo menos, no fue
impedido por personal de vigilancia alguno, como lamentablemente lo
eonfirma dieho evento y, más aún, tampoco consta ninguna actuación de
ese tipo tendiente a evitarlo.

Por lo tanto, pienso, contrariamente a lo declarado por el a qua, que el
fallo de cámara obrante a fs. 422/431 no exhibe un razonamiento coheren-
te.

Ello así, puesto que, desde mi punto de vista, la arbitraria conclusión
relacionada con la vigilancia del predio tuvo indudable importancia para
invertir los porcentajcs de culpas fijados por el fallo de primera instancia
y, de esta manera, atribuirla el" forma Ínfima a los demandados, pues, por
lo demás, el juzgador, como ya señalé, estimó probado que éstos incurrie-
ron en múltiples incumplimientos de todo tipo.

Pienso, por último, que, ante tales irregularidades cometidas por la ae-
cionada. lo señalado y meritado por la cámara en torno a la culpabilidad
del propio menor no pueden incidir para acotar de forma tan tajante lo que
cupo a la primera, culpabilidad que, obvio es, no se discute.

Por lo tanto, pese a tratarse de una cuestión de gradación de culpas,
dada su importancia al tiempo de mensurar la indemnización debida, pien-
so que la Corte provincial incurrió en arbitrariedad, a su vez, al conside-
rarla ajena al recurso de inaplicabilidad de ley.

Opino, pues, que corresponde hacer lugar a la presente queja, dejar sin
efecto la decisión de fs. 458/459 y devol,'er las actuaciones al tribunal de
procedencia para que dicte una nueva con arreglo a las pautas de este dic-
tamen. Buenos Aires, 8 de agosto de 1990. Oscar Eduardo Roger.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

BueílOs Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora cn la cau-
sa Gómc7., Julio e/Ccrámica Martín S.A. y otros", para dccidir sobrc su
proccdenci a.
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1°) Que contra la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Pro-
vincia de Buenos Aires que, al rechazar el recurso de inaplicabilidad de
ley, dejó firme la sentencia de cámara en cuanto declaró la concurrencia
causal de responsabilidad entre las partes asignando un 80% a la víctima
y el 20% restante a la demandada, la parte actora interpuso recurso extraor-
dinario -en el que se agravia de los porcentajes prealudidos- que, al ser
denegado, originó la presente queja.

2°) Que las sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a las circuns-
tancias dadas cuando se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso ex-
traordinario (fallo del 19 de mayo de 1988, in re "Franco, Carlos Hernán
s/recurso de amparo", considerando 6to.).

3°) Que la doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccionales ha
subrayado que la subsistencia de éstos es comprobable de oficio y que su
desaparición importa la del poder de ju~gar (fallo citado, considerando
7mo.).

4°) Que también es doctrina de la Corte Suprema que determinadas
conductas posteriores a la deducción del recurso son incompatihlGs con
éste e importan su desistimiento tácito (Fallos: 297:40; 298:84; 303:658
y 995).

5°) Que no cahe asignar otra interpretación a la liquidación IJresenta-
da por la parte actora después de deducida esta queja, en la cual se deter-
mina el crédito según los importes del resarcimiento en los términos ad-
mitidos por la sentencia de la alzada (fs. SOlde los autos principales) y al
posterior cobro de la suma depositada (I"s. 508), todo ello sin reserva ni
aclaración de ninguna naturaleza (causa: L.267.XXII. "Larroulet, Carlos
Raúl c/Ferrocarri les Argenti nos", sentenci a del :2 de octubre de 1990).

Por ello y oído el señor Procurador General, se desestima la queja.
Notifíquese y, previa devolución de los autos principales, archívese.

RiCARDO LEVENE (H) (en disidencia) - RODOLFO C. BARRA (flor Sil voto) -
CARLOS S. FAYT (en disidencia) - AÚGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR (en
disidencia) - ANTONIO BOGGIANO.
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VOTO DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina la presente
queja, es .inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación).

Por ello, oído el señor Procurador General, se desestima el recurso .de
hecho. Notifíquese, devuélvanse los autos principales y al'chívese.

RODOLFO C. BARRA

DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTEDOCTOR DON RICARDO LEVENE (H)

y LOS SEÑORESMINISTROS DOCTORES DON CARLOS S. FA YT
Y DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que el actor, padre del menor fallecido Julio Vicente Gómez, de-
.mandó por cobro de los daños y perjuicios provocados por su muerte, ocu-
rrida al ahogarse en una laguna, ubicada en un predio de dominio de la
demandada y formada por la falta de vías de desagote pluvial o fluvial. El
agua allí se acumula en hoyos o depresiones causados por la empresa de-
mandada, que extrae material para la fabricación de ladrillos cerámicos.
Lamentablemente, toca de nuevo a la justicia conocer en tan recurrentes
como trágicos hechos de la índole del sub lite.

2°) Que la demanda fue admitida por el juez de primera instancia, bien
que estimándose que había mediado concurrencia causal de culpas que
debía distribuirse entre la víctima y la demandada. En ese contexto, el juez
estableció un 80% de incidencia causal para la culpa de la empresa y un
20% para la influencia causal atribuible al menor de 16 años víctima del
accidente. Recurrida la decisión, la Cámara de Apelaciones en lo Civil y
Comercial de Morón consideró acertado el enfoque de la concurrencia
causal, pero valoró muy distintamente la incidelKia de cada conducta, pues
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-invirtiendo los porcentajes fijados en la instancia anterior- atribuyó 80%
de gravitación ala culpa de la víctima y un 20% a la culpa de la deman-
dada.

3°) Que contra la sentencia de la Cámara la demandante interpuso el
recurso extraordinario local de inaplicabilidad de ley, que fue rechazado
por la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires. Contra este último
pronunciamiento, a su vez, aquella parte dedujo el remedio federal previsto
en el artículo 14 de la ley 48 que, al ser denegado, motivó la presente queja.

4°) Que como lo destaca el señor Procurador General, los fundamen-
tos del recurso extraordinario local coinciden con los del extraordinario
federal. En lo que interesa, cabe destacar que, entre las cuestiones lleva-
das a conocimiento del superior tribunal de la Provincia de Buenos Aires,
claramente el apelante planteó un problema de "arbitrariedad". Así, por
otra parte, reputó a la sentencia de Cámara -a más de absurda- por haber-
se apartado de las constancias de la causa, formulado una irrazonable va-
100"ación de medios de convicción allegados al expediente, y por carecer
de fundamentación suficiente. Todo ello, advirtió el apelante, con lesión
de las garantías constitucionales del debido proceso, de la defensa en jui-
cio y de la propiedad (arts. ] 7 Y 18 de la Ley Fundamental; conL fs.
434/450, especialmente, fs. 449 vta.).

5°) Que la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires -como ya se
señaló- desestimó el recurso extraordinario local. Pafa así resolver el a qua
consideró: a) que la Cámara, en uso de facultades propias de las instancias
ordinarias, analizó las circunstancias de tiempo, lugar y modo en que el
episodio se consumó, teniendo en cuenta para ello la prueba producida; b)
que la apreciación de las pruebas, así como la determinación de la culpa
y su gradación, constituyen típicas cuestiones de hecho reservadas a las
instancias ordinarias; y e) que, finalmente, "cierto es que el recurrente
imputa en este aspecto el caso de absurdo pero, como también se ha resuel-
to, éste no queda demostrado con el mero desarrollo de un criterio
discordante, como aquí ocurre. No puede calificarse de absurdo a un fa-
llo que exhibe un razonamiento coherente, más allá de que se lo compar-
taano".

6°) Que la cuestión federal sustentada en la doctrina elaborada por esta
Corte sobre arbitrariedad de sentencias no fue explícitamente tratada por
el a qua. No se ha dado cumplimiento de tal manera a conocidajurispru-
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dencia de este Tribunal que exige que cuestiones de aquel tipo sean con-
sideradas en forma previa a su intervención de un modo cabal por parte de
los superiores tribunales provinciales {Pallas: 308:490).

7°) Que aun cuando se entienda que al tratar la cuestión por vía del con-
cepto Joéal de "absurdo" implícitamente el a quo examinó los argumentos
federales planteados por la actora, igualmente la sentencia apelaDa debe
ser dejada sin efecto. Ello es así, pues como fue enunciado en el precedente
que se registra en Fallos: 112:384 (2 de diciembre de 1909) y desarrolla-
do en una copiosa jurisprudencia por la que ha sido elaborada la doctrina
de la arbitrariedad de sentencias, es principio con base en la garantía de la
defensa en juicio de los derechos, que los fallos de los jueces han de ser
fundados, esto es: contener una exposición suficiente y clara de las razo-
nes que, con arreglo al régimen normativo vigente y a las circunstancias
de la causa, den sustento a la decisión por aquéllos dictada (sentencia del
14 de febrero de 1989, in re: M.148.XXII. "Murias, Antonio s/acción de
amparo", considerando 2do.).

8°) Que esta exigencia, sobre la cual no resulta actualmente necesario
insistir, no ha sido satisfecha por el a quo. En efecto, frente a los serios
reproches formulados por el apelante de los que hace mérito el señor Pro-
curador General, el escueto párrafo que habría sido dedicado a las cues-
tiones propuestas como federales por la actora (considerando Sto .. c) ca-
rece de contenido suficiente que autorice a considerarlo un tratamiento, en
el caso, siquiera mínimo de aquéllas, lo que impone la descalificación de)
fallo que rechaza la habilitación de la instancia local. Máxime cuando res-
pecto de esta última, no rigen limitaciones derivadas de la Constitución
Nacional que determinen el carácter restringido y extraordinario de la com-
petencia en juego, justificando así la circunstancia indicada (confr. fallo
"Murias", ya citado, considerando 3ro.).

9°) Que, finalmente, el gravamen debe considerarse subsistente no obs-
tante las actuaciones de fs. 501 Y508 de los autos principales en atención
a que las constancias contemporáneas de fs. 74/79 de esta queja revelan la
existencia de interés en mantener vivo el recurso. Lo contrario importaría
asignar a una mera omisión formal virtualidad suficiente para acreditar una
voluntad tácita que la propia interesada se encargó de desvirtuar, condu-
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ciendo al cercenamiento de sus derechos y consagrando un rigor que no se
compadece con la doctrina de esta Corte acera del exceso ritual.

j O) Que, en tales condiciones, corresponde descalificar la sentencia
apelada como acto judicial (art. 16, primera parte, de la ley 48).

Por ello, y de conformidad, en lo pertinente, con lo dictaminado por el
señor Procurador General, se hace lugar a la queja, se declara procedente
el recurso extraord.inario y se deja sin efecto el pronunciamiento apelado,
de manera que el expediente deberá ser devuelto a fin de que, por quien
corresponda, se dicte uno nuevo. Con costas. Hágase saber, acumúlese la
queja al principal y, oportunamente, remítase.

RICARDO LEVENE (H) - CARLOS S. FAYT - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

BERTOLDO BARTOLO KLOCKER v. LRA RADIO NACIONAL

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Contradicción.

Es descalificable la sentencia que, al desestimar la excepción de prescripción, hizo
lugar al reclamo por horas extraordinarias, pues, al resolver el fondo de la cuestión,
rcconoció que el derccho del dcmandante emanaba del convenio colectivo 32/75
-cuya aplicación no fue controvertida- por lo que, en las cuestiones relacionadas con
la prescripción, no pudo decidir válidamente que había tenido origen en una
diagramación de horarios de la empleadora, que se remitía a ese convenio a los fi-
nes del pago de los trabajos extraordinarios (1 J.

( I ) 24 de marzo.
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AGAPITO MAROÑAS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fúlerales. Interpretacúín de
nonillls y actos locales en general.

No procede el reeurso exu:aordinario eontra la senteneia que eonfirmó el deereto
munieipal que había reehazado la solicitud de la petieionaria de obtener el benefi-
eio de pensión derivado de la eondición de eonviviente del empleado eomunal fa-
lleeido, pues la interpreiación de la ordenanza municipal 40.464 remite al examen
de cuestiones de hecho y de derecho público local. .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Procede cl recurso extraordinario contra la sentencia que rechazó el beneficio de
pensión derivado de'la condición de conviviente de un empleado comunal falleci-
do, si las impugnaciones planteadas en la instancia ordinaria referentes a la invali-
dez constitucional del art. 3-), inc. b), de la ordenanza municipal 40.464, no fue-
ron objeto de tratamiento en la aliada, por razones'formales, a pesar de que, por la
índole del tema propuesto y la materia en examen resultaba neeesario evitar los
excesos rituales y proceder a su eonsideraeión.

JUBILACION y PENSION.

Es válido condicionar la obtención de beneficios previsionales a los que no se te-
nía derecho por lo que no se advierte razón bastante que justifique buscar la solu-
ción del caso en otros regímenes extraños al ámbito municipal que tiene sus pro-
pias disposiciones.

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.

La garantía del arto 16 de la Constitución Nacional no impone' la uniformidad de la
legislación en materia previsional.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos v garcmtías. Igualdad.

La garantía del art. 16 de la Constitución Nacional no impide la existencia de regí-
menes jubilatorios distintos en tanto no exista una diseriminaeión irrazonable o pro-
pósitos persecutorios.
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DICTAMEN DE LA PROCURADORA GENERAL SUSTITUTA

Suprema Corte:

-1-

483

La titular de estas actuaciones solicitó, ante el Instituto Municipal de
Previsión Social, la pensión derivada del beneficio otorgado a un ex agente
con quien había convivido en aparente matrimonio, derecho que, según
alegó, le reconocía la Ordenanza Nro. 40.464.

Si bien admitieron que la peticionaria cumplía con el requisito del plazo
de convivencia establecido por la disposición, las autoridades del mencio-
nado Instituto no hicieron lugar al pedido pues, según explicaron, obstaba
a su procedencia el hecho de que con anterioridad a solicitarlo hubiese
contraído matrimonio con otra persona, dado que el art. 3ro. de la Orde-
nanza Nro. 40.464 establecía que el derecho a pensión se extinguía si el
beneficiario se unía matrimonialmente (v. fs. 22, del principal, foliatura a
citar en adelante).

Vale aquí señalar que esta resolución del ante previsional fue confir-
mada, en su momento, por el señor Intendente Municipal, mediante Decre-
to Nro. 5833/88 (v. fs. 31/31 vta.) y, ante la apelación de la interesada, por
la.Sala VIde la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo. En efecto,
los miembros de este tribunal expresaron que los argumentos esgrimidos
en el recurso para criticar la decisión administrativa carecían de entidad
para descalificarla, dado que el fundamento del acto, esto es, que si el con-
traer matrimonio posteriormente a obtenerlo extinguía el beneficio, el he-
cho de estar casada al solicitarlo impedía su otorgamiento, no aparecía
como fruto de una interpretación restrictiva de la norma aplicable, ni po-
día calificárselo de arbitrario. Rechazaron además los jueces, y por care-
cer del fundamento debido, el planteo de invalidez articulado respecto del
artículo 3ro. de la Ordenanza Nro. 40.464, en cuanto disponía que la men-
tada circunstancia hacía perder la pensión (v. fs. 42).

Contra lo así resuelto interpuso la accionante -por medio de apodera-
da- recurso extraordinario a fs. 45/46 vta., cuya denegatoria a fs. 48 mo-
tivó la presente queja.
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-II-

En relación con los argumentos que conforman el citado recurso de fs.
45/46 vta. -pues según la doctrina de Fallos: 274: 139; 278: 187; 302:346:
307:2166, entre otros, ellos delimitan las cuestiones a resolver por V.E.-,
pienso, en pri'ncipio, que debe desestimarse la tacha que la peticionaria
endilga a la posición de los magistrados de la Sala VI laboral, en tanto sus-
cribieron la exégesis que dela norma en debate efectuaron las autoridades
del Instituto Previsional.

Así lo estimo, ya que lo resuelto respecto del punto remite a la interpre-
tación de normas de carácter local, materia propia del tribunal de la cau-
sa y ajena a esta instancia, máxime cuando los jueces arribaron a la solu-
ción recurrida con fundamentos que, más allá de su acierto o error le con-
fieren base jurídica y descartan la arbitrariedad que se le atribuye. En efec-
to, no advierto que tal inteligencia sea irrazonable o exceda el ámbito de
su competencia, sin que las discrepancias de la interesada, con el alcance
atribuido a la disposición en juego, resulten cubiertas por la vía elegida,
cuyo objeto no es sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que le son
privativas (v. entre otros Fallos: 297:173; 302:236; 306:464).

Creo, en cambio, que le asiste razón a la recurrente cuando alega -si
bien no con la claridad que sería menester- que la posición de los magis-
trados actuantes, en cuanto rechazaron su planteo de invalidez, no resul-
ta acertada. Ello es así, pues como lo tiene declarado en otras oportunida-
des esta Corte, en materia previsionalla eficacia de una tacha de este tipo
no está ligada al empleo de expresiones sacramentales, sino a que se ad-
vierta cuál sea el designio del impugnante con la mira puesta en que se
aparten aquellas disposiciones normativas que impiden alcanzar la solu-
ción pretendida (cf. Fallos: 306:949, 1788, y otros).

Como, a mi juicio, el escrito obrante a fs. 37/38 contiene argumentos
mínimos sobrc el tema que permiten inferir la voluntad'de la peticionaria
de atacar -con base constitucional-la norma en cuestión (v. punto IV, a fs.
37 vta./38), estimo que su planteo debe considerarse válidamente formu-
lado y, quejo resuelto por el a quo, en el aspecto señalado, aparece reves-
tido de un excesivo rigor formal incompatible con el derecho de defensa.
lo que descalifica la decisión en los términos de la doctrina de Fallos:
300: 1185; 30 I :244; 304:709.
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Por eIJo, cabe entender que el sentenciador se ha pronunciado implíci-
tamente en forma adversa sobre el punto (Fallos: 257:65; y por sus citas;
263:529; 303:2033; entre otros) y que, por ende, la apelación en examen
resulta procedente en tanto en autos se articuló la inconstitucionalidad deJ
inciso a), del artículo 3ro., de la Ordenanza Nro. 40.464, bajo la pretensión
de ser contrario a la Constitución Nacional y a las leyes del Congreso, y
lo resuelto por el superior tribunal de la causa ha sido a favor de su vali-
dez (art. 14, inc. 2do, ley 48).

-III-

En cuanto al fondo del asunto, creo que frente a las claras pautas que
ilustran la doctrina sentada en Fallos: 305: 1780, hechas valer posterior-
mente por V.E., con fecha 3 de abril de 1990, en la causa C.430, L.XXII
"Cavanna, David Domingo s/pensión" -que considero, en lo pertinente, de
indudable aplicación en la especie-, el planteo de inconstitucionalidad ar-
ticulado por la interesada no puede prosperar.

Ello es así, en tanto ninguna de las normas que en defensa de su dere-
cho invoca (leyes 22.611,23.226 Y23.570), contienen disposición expresa
que permita extender sus principios a los agentes municipales y a su gru-
po conviviente, y en cuanto, por un lado, la garantía de la igualdad ante la
ley no autoriza la extensión de los beneficios previsionales fuera de los
términos de la ley (Fallos: 240: 137; 271: 124, entre otros) y, por el otro, es
válido condicionar la obtención de beneficios a los que no se tenía dere-
cho (doctrinaFallos: 259:15, cons. 6to.; 294:119 y causa F.60.L.XX
"Ferrari Carson de Miri, Iris e/Provincia de Mendoza s/acción procesal
administrativa", sentencia del 24 deoctubre de 1985), como pa-rece ser con
toda evidencia la situación bajo examen.

Por lo demás, cabe recordar que la garantía consagrada por el artículo
16 de la Constitución Nacional no impone la uniformidad de la legislación
en esta materia (Fallos: 247: 185; 263:545), y que ella no impide la exis-
tencia de regímenesjubilatorios distintos en tanto no exista una discrimi-
nación irrazonable o propósitos persecutorios (Fallos: 266:230, sus citas
y 304: 1495), extremos éstos que desde luego no concurren en el caso,
puesto que todos los potenciales beneficiarios dentro de la órbita munici-
pal se encuentran en la misma situación (v. Fallos: 284: 341, consideran-
do 9no. y causa C.430, L.XXII, citada).
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Opino, por 10 expuesto, que corresponde confirmar la sentencia apelada
en cuanto fue materia de recurso. Buenos Aires, 13 de septiembre de 1991.
María Graciela Reiriz.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Angela Ruiz en la
causa Marañas, Agapito s/pensión", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

10) Que contra el pronunciamiento de la Sala VI de la Cámara Nacio-
nal de Apelacjones del Trabajo que confirmó el decreto municipal que
había rechazado la solicitud de la peticionaria de obtener el beneficio de
pensión derivado de su condición de conviviente del empleado comu.nal
faIJecido, aquélla dedujo el recurso extraordinario cuya denegación origina
la presente queja.

2°) Que los agravios de la apelante referentes a la interpretación de la
ordenanza municipal 40.464 remiten al examen de cuestiones de hecho y
de derecho público local, materia propia del tribunal de la causa y ajena
-como regla y por su naturaleza- al remedio del art. 14 de la ley 48, máxi-
me cuando la decisión se sustenta en argumentos suficientes que, más allá
de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad invoca-
da.

3°) Que, en cambio, las impugnaciones referentes a la invalidez cons-
titucional del inc. b) del art. 3ro. de la aludida ordenanza, suscitan cues-
tión federal para su consideración en la vía intentada, puesto que frente al
planteo efectuado por la recurrente en la instancia ordinaria, no fue obje-
to de tratamiento por razones formales, a pesar de que por la Índole del
tema propuesto y la materia en examen resultaba necesario evitar los ex-
cesos rituales y proceder a su consideración por la alzada.

4°) Que al haberse aceptado que la cuestión constitucional fue introdu-
cida en debida forma, cabe señalar en cuanto al rondo del asunto que, se-
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gún conocida jurisprud,encia del Tribunal, es válido condicionar la
obtención de beneficios previsionales a los que no se tenía derecho (con!'r.
Fallos: 259: 15, cons. 6to.; 294: 119 y causa F.60.XX. "Ferrari Carson de
Miri, Iris c/Provincia de Mendoza s/acción procesal administrativa" del 24
de octubre de 1985), por lo que no se advierte razón bastante que justifi-
que buscar la solución del caso en otros regímenes extraños al ámbito
municipal que tiene sus propias disposiciones.

Que, por otra parte, no se aprecia tampoco lesión a la garantía consa-
grada por el art. 16de la Constitución Nacional, habida cuenta de que di-
cha norma no impone la uniformidad de la legislación en materia
previsional (Fallos: 247: 185; 263:545), ni impide la existencia de regíme-
nes jubjlatorios distintos en tanto no exista discriminación irrazonable o
propósitos persecutorios (Fallos: 266:230; 304:1495), aspectos que no se
configuran en el presente caso en el que los potenciales beneficiarios se
encuentran en idéntica situación (causa C.430.XXII. "Cavanna, David
Domingo s/pensión" del 3 de abril de 1990).

Por ello, y oído la Sra. Procuradora Fiscal, se declara procedente el re-
curso extraordinario y se confirma la sentencia de fs. 42. Agréguese la
queja al principal. Notifíquese y devuélvase el expediente.'

RICARDO LEVENE (H) - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO

MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

EYA RAQUEL ORIFICI v. NACION ARGENTINA (MINISTERIO DEL INTERIOR)

RECURSO EXTRAORDINARIO: I'rincil'ios genel"illes.

Es inadmisible el recurso extraordinario contra la sentencia que desestimó la excep-
ción, de prescripción deducida por el Estado Nacional e hizo lugar a la reparación
de los daños y perjuicios derivados de la detención por el Poder Ejecutivo Nacio-
nal: art. 280'deI Código Procesal.
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PRESCRIPClON: Tiempo de /0 prescn¡JcilÍll. Mmeria ciril.

El plazo de prescripción bienal de la responsabilidad extracontractual de la admi-
nistración debe computarse desde que la persona recupera su .Iibertad vigilada pues
desde esc momcnto el interesado se encuentra "en condiciones de apreciar la mag-
nilud del perjuicio sufrido" (Disidcneia de los Drcs, Carlos S. Fayt, Augusto César
Belluscio y Julio S. Nazareno) .

. RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisilos propios. Cl/esliolles 110 federa/es. Sen tellcias
arbitrarias. Procedellcia de/ reCl/rso, Ei'cesos l/ omisiolles ell e/ prolll/llciamielllO.

Es arbitraria la sentencia que deseslimó la excepción de prescripción deducida por
el Estado Nacional e hizo lugar a la reparación de los daños y perjuicios Ilrovcnien-
les de la priváción ilegítima de la libertad si sobrc la basc dc apreciaciones subje-
tivas omitió considerar los planteas serios y conducentes del apelante, lo cual au-
toriza a descalificar el fallo como aclo Judicial válido (Disidencia de los Ores. Carlos
S. Fayt, Augusto César Belluscio y Julio S, Nazareno).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el Procurador del
Tesoro de la Nación en la causa Orifici, Eva Raquel c/Estado Nacional
(Ministerio del Interior)", para decidi;' sobre su procedencia.

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina la presente
queja, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación) .

. Por ello, se desestima la queja. Notifíquese y al'chívese, previa devo-
1ución de los autos princi pales.

RICARDO Lr:VENE (H) - CARLOS S. FA YT (en disidencia) - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO (en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO

(en disidencia) - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGL.\NO.
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DISIDENCIA DE LOS SEÑORES MINIStROS DOCTORES DON CARLOS S. FAYT, DON
AUGUSTO CÉSAR BELLUSCJO y DON JULIO S. NAZARENO

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento de la Sala 1de la Cámara Nacional
de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal que, al confir-
mar el fallo ele la instancia anterior, desestimó la excepción de prescrip-
ción deducida por el Estado Nacional y, en consecuencia, hIzo lugar a la
pretensión ele la actora tendiente a obtener la reparación de los daños y per-
juicios sufrÍdos a raíz de su detención por el Poder Ejecuti va Nacional, la
vencida interpuso recurso extraordinario federal que, al ser desestimado,
motivó la presente queja.

2°) Que para así decidir el a qua consideró que debía computarse como
punto de partida del curso de la prescripción el 6 de abril de 1983, es de-
cir, el día en que, por decreto 775, se dejó sin efecto el arresto a disposi-
ción del Poder Ejecutivo, dado que la libertad vigilada otorgada, atento a
las restricciones en el ámbito geográfico, y a las que surgen del acta de fs.
6, no importó una verdadera libertad, es decir, -adujo- que tales limitacio-
nes implicaron suprimir la esencia misma de la libertad. 1

3°) Que resulta aplicable al caso la doctrina que surge de las causas:
D.394 XXI "Di Cola, Silvia e/Estado Nacional Argentino" y C.367 XXII
"Celano, Marta Graciela c/Estado Nacional (Ministerio del Interior) sjda-
ños y perjuicios", falladas con fechas 16 de agosto y 3 de noviemb¡:e de
1988, respectivamente, en cuanto a que el plazo de prescripción bienal
debe computarse desde que la persona recupera ~u libertad vigilada pues
desde ese momento el interesado se encuentra ':en condiciones de apreciar
la magnitud del perjuicio sufrido" (ver considerandos 2do. y 3ro. de la
causa citada en último término).

4°) Que, reclamada la reparación de los daños y perjuicios provenien-
tes de la privación ilegítima de la libertad con motivo de su arresto a dis-
posición del Poder Ejecutivo Nacional por decreto Nro. 54 del 7 de abril
de 1976, y transformado en el régimen de liberad vigilada con el decreto
Nro. 345 del 13 de agosto de 1982 -día en que recuperó su libertad, ver fs.
6-, la pretensión ele la actora estaba prescripta a la fecha de promoción de
la demanda -1 I de marzo de 1985-. De ahí que asiste razón al recurrente,
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pues la cámara, sobre la base de apreciaciones subjetivas omitió conside-
rar los planteas serios y conducentes del apelante, lo cual autoriza a des-
calificar el fallo como acto judicial válido.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso ex-
traordinario y se revoca la resolución apelada. Con costas. Vuelvan los
, autos al tribunal de origen a fin de que, por medio de quien corresponda,
proceda 'a dictar nuevo pronunciamiento. Notifíquese, agréguese la queja
a los autos principales y remítase.

CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLuscro - JULIO S. NAZARENO.

FEDERICO NORBERTO PRUNELLO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos f(¡rn/(/!es, Illler!JilsiciiÍl1 de! reCl/rso, Térmillo,

Corresponde desestimar la queja que fue tardíamente interpuesta,

CORTE SUPREMA.

La Corte reconoce que en su función de intérprete y salvaguarda última de las dis-
posiciones de la Constitución Nacional, de cuya efectiva vigencia depende la po-
sibilidad de una adecuada convivencia social, es pertinente en ocasiones de gravc-
'dad suficiente, obviar ápices formales que obstarían al ejercicio de tan elevada fun-
ción (Disidcncia del DI'. Carlos S. Fayt). .

N07JF!CACION

El instituto procesal de la notificación, asegura alos interesados en decisioncs ju-
diciales que hacen a 'sus dercchos, la efectiva defensa cn juicio, evitando que des-
conozcan actuaciones que podrían afectarlos (Disidencia del DI'. Carlos S. FayO.
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En procesos en que los intereses de una parle se oponen a los de otra es lícito, por
el orden que requiere el trámite de las causas, que las falencias atribuidas a una de
las partes generen derechos en favor de la otra mienlras que la pretensión de quien
pide la rectificación de su partida de nacimiento para adecuarla al sexo que corres-
pondería a su actual configuración física no se proyecta como un proceso de con-
tenido patrimonial, de modo adverso al inlerés de una contraparte, que no sería sino
la sociedad toda, cuyo sólo interés no es sino el de la ley (Disidencia del DI'. Car-
los S. Fayt).

CORTE SUPREMA.

El pi'oblema planteado al peticionar judicialmente la recurrente la rectificación de
su partida de nacimiento para adecuarla al sexo que correspondería a su actual con-
figuración física es de aquellos cuya gravedad para el interés general hacen adecua-
do establecer una doctrina judicial clara y segura, como la que podría emanar de la
Corte Suprema (Disidencia del DI'. Carlos S. Fayt).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Así como el legislador colocó a la falta de trascendencia entre las razones por las
que la Corte puede rechazar un recurso extraordinario mediante la sola cita del art.
280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, parece compadecerse c'on
el espíritu de la norma y ello avala anlerior doctrina del Tribunal, que la imporlan-
cia de una causa sea razón atendible en el momento de sopesar la admisibilidad de
dicho recurso (Disidencia del DI'. Carlos S. Fayt).

PROCESO.

Las reglas que gobiernan el proceso no constituyen un mero ritual sino que tienen
el s.enlido de conducir al esclarecimiento de la verdad. jurídica objeti\'a, norte de
la tarea heurística de los jueces ya que el dcrecho procesal debe ser un instrumen-
to de lajusticia y no un obstáculo gratuito para su logro (Disidencia del Dr. Car-
Ias S. Fayl).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos .IimlJilles. IlIIell'osiciún. del recurso. Tél'llJilJo.

Procede el recurso cxtraordinario si la conducla de la recurrente. que se mantuvo
ele un modo conslante a lo largo del dilatado proceso y demostró una cspecial fir-
meza en la dcterminación. torna inverosímil que. de no mediar circunstancias que
la hayan conducido a un desconocimiento involuntario de la marcha de las actua-
ciones procesales cn algún momento del trámite de la causa. haya desistido de dar
los pasos recursivos adecuados en el tiempo oportuno. de modo de privarse de una
vía potencialmente apla para oblener la revisión de una decisión que le había resul-
tado adversa (Disidencia e1el DI'. Carlos S. Fayt).
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Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Federico Norberto
Prunello en la causa Prunello, Federico Norberto s/información sumaria",
pata decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que la queja ha sido tardíamente interpuesta, el I 1 de diciembre de
1989, toda vez que, atento el rechazo del recurso de hecho P.69.XXIlI.,
dictado en la fecha, cabe entender que la denegación del recurso extraor-
dinario ha sido notificada el 15 de junio de 1989.

Por ello, se desestima la queja. Dáse por perdido el depósito (fs. 9).
Hágase saber y, oportunamente, archívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT (en disidencia) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO

S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA DEL SEÑORMINISTRO DON CARLOS S. FA YT

Considerando:

1°) Que la actora peticionó judicialmente la rectificación de sú parti-
da de nacimiento para adecuar ésta al sexo que correspondería a su actual
configuración física. Rechazada su pretensiqn por la Sala E de la Cámara
Nacional de Apelac.iones en lo Civil, interpuso contra esa decisión el re-
curso extraordinario que, denegado, dio origen a la presente queja.

2°) Que la denegación del recurso extraordinario fue notificada por
cédula al domicilio constituido por la actora. Este domicilio era el de su
letrado palrocinante (ver fs.130); en él se notificó la denegación del recur-
so extraordinario (fs. 164). La posterior providencia que reza "Pór devuel-
tos los autos, hágase saber" (fs.165), del 27 de junio de 1989 no había sido
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notificada el I de diciembre de ese año cuando una nueva letrada asume
el patrocinio de la actora e inicia gestiones para promover la búsqueda del
expediente.

La recurrente promovió entonces incidente de nulidad de la notifica-
ción, que el a quo rechazó por entender que estaba frente a un recurso "or-
dinario" .

3°) Que, es difícil imaginar cómo pudo el a quo considerar ordinario
un recurso en el que se pide expresamente la remisión de los autos a esta
Corte.

4°) Que en dicho recurso, la recurrente aduce el gravamen irreparable
que le provoca lo decidido al imposibilitarle la prosecución de la causa.

Posteriormente, en la queja, añade otras argumentaciones las que no
son atendibles por no haber sido expuestas en el recurso cuya denegación
ahora se apela.

5°) Que pese a su escueto contenido en el recurso señala con claridad
el agravio que padece, el cual resulta atendible.

6°) Que en efecto, esta Corte ha reconocido que en su función de intér-
prete y salvaguarda último de las disposiciones de la Constitución Nacio-
nal, de cuya efectiva vigencia depende por otra parte la posibilidad de una
adecuada convivencia social, es pertinente en ocasiones de gravedad su-
ficiente, obviar ápices formales que obstarían al ejercicio de tan elevada
función (Fallos: 257: 132; 260: 114; 295:376 y 879; 298:732; 300: 1102 y
otros).

7°) Que en el caso, en el que está en juego el instituto procesal de la
notificación, es adecuado indagar por su sentido, desde la óptica constitu-
cional. Este es obvio en tanto asegura a los interesados en decisiones ju-
diciales que hacen a sus derechos, la efectiva defensa en juicio, evitando
que desconozcan actuaciones producidas en los estrados judiciales que
podrían afectarlos.

8°) Que en procesos en que los intereses de una parte se oponen a los
de otra, es lícito, por el orden que requiere el trámite de las causas, que las
falencias atribuiblcs a una de ¡as partes generen derechos en favor de la
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otra. Empero, en el caso, la pretensión de la actora no se proyecta como
en un proceso de contenido patrimonial, de modo adverso al interés de una
contraparte. Si queremos aquí buscar una contraparte ésta no sería sino la
sociedad toda, cuyo sólo interés no es sino el de la ley.

9°) Que esto sentado, tal interés está en el esclarecimiento de los gran-
des problemas que pueden interesar a su vida y desarrollo. antes que en su
postergación. Y ~l problema planteado es de aqueJlos cuya gravedad para
el interés general hacen adecuado establecer una'doctrinajudicial clara y
segura, como la que podría emanar de esta Corte Suprema, eomo se des-
prende de los dos votos contenidos en la sentencia del (/ qua sobre el fon-
do del asunto y de otros elementos obran tes en autos.

Así como el legislador ha colocado a la falta de trascendencia entre las
razones por las que esta Corte puede rechazar un recurso extraordinario
mediante la sola cita de] art. 280 del Código Procesa] Civil y Comercial de
]a Nación, parece compadecerse con e] espíritu de la norma y ello avala
anterior doctrina de] Tribunal, que la importancia de una causa sea razón
atendible en el momento de sopesar la admisibilidad de un recurso extraor-
dinario.

10) Que las reglas que gobiernan el proceso no constituyen un mero
ritual sino que tienen el sentido de conducir al esclarecimiento de la ver-
dad jurídica objetiva, norte de la tarea heurística de los jueces. Por ello,
sentando el sentido de] derecho procesal, que debe ser un instrumento de
la justicia y no un obstáculo gratuito para su logro, cabe aquí indagar por
cuál pudo haber sido aquella verdad en el caso (confr. Fallos: 247:176;
.254:311: 268:413; 271 :278; 302: 1611).

11) Que la conducta de la actora, clara y decidida en el recorrido de]
camino jurisdiccional que conducía a una decisión sobre su pretensión, se
mantuvo de un modo constante a lo largo de este dilatado proceso, iniciado
el 25 de marzo de 1982 (confr. cargo ele fs. 21). En lo fáctico, hay conduc-
tas anteriores suyas que al margen de la valoración que en conclusión
merczcan, demuestran también una especial firmeza en la determin.ación.
Todo cIJo torna inverosímil que, de no mediar circunstancias que la hayan
conducido a un desconocimiento involuntario de la marcha de las actua-
ciones procesales en algún momento del trámite de la causa -por otra parte
desmedidamente prolongado-, haya desistido de dar los pasos recursivos
adecuados en el tiempo oportuno. de modo de privarse de una vía poten-
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cialmente apta para obtener la revisión de una decisión que le había resul-
tado adversa.

Por otra parte, de malograrse esta oportunidad, su situación resultaría
totalmente irrevisable en la más alta instancia judicial de la República, ya
que no podría volver a plantearla, situación que la Corte no ha dejado de
valorar en causas en que seobviaron otras deficiencias de tipo formal (Fa-
llos: 257: 187; 268: 172, 30 1; 277:20 1; 280:228,429; 306: 1312; 307:784,
2030).

12) Que todo esto conduce a la admisión de la queja interpuesta ya la
admisión del rec;urso. Esto sentado cabe que en su momento la Corte se
avoque a la decisión del problema de fondo planteado en los autos prin-
cipales; lo que es tema planteado en los autosP.69.XXIlI., promovidos por
la misma recurrente y cuya admisibilidad se hallflba ligada a la presente
queja en cuanto a los aspectos que ésta trata. .

Por ello; se declara procedente el recurso y se resuelve que en la cau-
sa no deben obstar a la admisibilidad del recurso extraordinario las circuns-
tancias temporales de su interposición. Acumúlese esta queja al principal.
Siga el trámite del recurso de hecho P.7.XXIlI., unido por cuerda ~ los re-
feridos autos princi pales. N otifíq uese.

CARLOS S. FAYT.

JUAN ANTONIO RIVAROLA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones nofálemles. 1I1ferl'relllciún de
HOrlJlllS loco/es de procedill/ientos. Cosos \'{{rios.

La regla según la cual la apreciación de la prueba constituye facultad de los jueces
de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, aun en el
caso de las presunciones. no es óbicc para quc la Corte conozca en los conflictos
cuyas particularidadcs hacen excepción a ella con base en la doctrina de la arbitra-
riedad.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. ClIes/iolles 110 federoles. Sell/ellcias
arbi/rarias. PrilJ(:ipios ¡;ellerules.

Con la doctrina dc la arbitraricdad se liendc a resguardar la garantía de la defensa
en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y consti-
tuyan una derivación razonada del derecho vigentc con aplicación a las circunstan-
cias comprobadas dc la causa.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos propios. ClIes/iolles 110 federoles. Sell/ellcim
arbi/rarias. Procedellcia del reclIrso. ValoracilÍlI de cirCIlIlS/WlCias de hecho y prueba.

Correspondc dcjar sin cfccto la sentencia quc absolvió al imputado del delito de
abuso dcshoncsto. si tal conclusión liberalOria se asicnta cn una valoración irrazo-
nable dc la prucba, lo quc se evidcncia cn la falta de conside,ración lisa y llana de
la scñalada en la sentencia de primcra instancia, o cn la valuación fragmentaria y
aislada dc las circunstancias indiciarias ahí cnumcradas.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos propios. ClIestitmes 110 federales, Sell/ellcias
arbitrorias. Procede licia del reCllrso, Valoracitíll de cirCllllstmlcias de hecho." prueba.

Corrcspondc dejar sin cfccto la scntencia que absolvió al imputado dcl dclito dc
abuso dcshoncsto. si no tuvo cn cucnta la cxistcncia de otros indicios conduccntcs
a la fundamcntación dc la condcna quc rcvocó.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos propios. ClIestiolles 110 federales, Semell,.irls
arbitrarias, Procedellcia del recurso. Falto de .fill/dwllelltaeitlll sl({iciellte.

Corrcsponde dcjar sin cfccto la scntcncia quc absolvió al imputado del dclito dc
abuso qeshoncsto. si no cxplicó qué aira intcrprctación distinta cra posible otorgar
al conjunto de indicios conducentes a la fundamentación de la condena quc revo-
có.

RECURSO EXTRAORDINAI?IO:. Requisitos I,ropios. ClIestiolles 110 ./i'dl,rtlles. Seutmeills
arbitrarias. Prillcipios gelleroles.

La tacha de arbitraricdad resulta de. aplicación particularmen1e restringida cuando
cn la scntcncia se ha invocado el art. 13 dcl Código de Procedimicntos cn ¡Vlatcria
Pcnal. ioda vez quc el estado dc inccrtidumbrc al que sc refierc la Icy sc dcsarrolla
cn cl fuero intcrno dc los magistrados. como consccucncia dc la apreciación dc los
elcmentos dcl proceso en su conjunto, .
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El estado de duda (ar!. 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal) no puede
reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de la racional y objetiva
evaluación de las constancias del proceso.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Llega a consideración del suscripto el recurso interpuesto por el Señor
Fiscal de Cámara contra la sentencia de la Sala lIJa. de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, por la que se absuelve
a Juan Antonio Rivarola en orden al delito de abuso deshonesto, por el que
babía sido condenado a la pena de dos años y seis meses de prisión en pri-
mera instancia.

PareCiera desprenderse de la lectura del pormenorizado y prolijo aná-
lisis realizado por'el Dr. Ricardo G. Rango, que sustancialmente se trata-
ría de un reexamen de la prueba ya examinada por el Tribunal de senten-
cIa.

V.E. en su sentencia del 24 de abril del corriente año in re "Veira,
Héctor Rodolfo s/violación" V.328,L.XXII, contrariamente a la opinión
del suscripto, sobre la base de la teoría de la arbitrariedad reexaminó el
caso, haciendo lugar a lo peticionado por el querellante particular.

Es por ello, que a los fines de no impedir el progreso de la honesta pre-
tensión Fiscal, me veo obligado a mantener el recurso, para qUe V.E. de-
cida en definitiva respecto a si es correcta la certeza que tiene el tribunal
inferior sobre la insuficiencia de la prueba apta para condenar, o si por el
contrario, la misma ha sido arhitrariamente mensurada.

De esta forma mantengo el recurso ele qucja de fs. 39/40. Buenos Ai-
res, 20 de agosto dc 1991. Osear Eduardo Raga.
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Buenos Aires, 24 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Ricardo G. Rongo
(Fiscal ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y
Correccional de la Capital Federal, Fiscalía Nro. 1) en la causa Rivarola,
Juan Antonio s/abuso deshonesto-causa Nro. 28.105", para decidir sobre
su procedencia.

Considerando:

1°) Que la Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional, por su Sala
rIl, revocó la sentencia apelada y absolvió a Juan Antonio Rivarola del de-
lito de abuso deshonesto, por aplicación del art. 13 del Código de Proce-
dimientos en Materia Penal.

Contra dicho pronunciamiento interpuso el Fiscal de Cámara recurso
extraordinario, cuya denegación motivó esta queja.

2°) Que el juez de primera instancia tuvo por legalmente acreditado que
d procesado efectuó actos sexuales impúdicos sobre la persona de una
menor de tres años de edad, en circunstancias en que se encontraba reali-
zando lareas de albañilería en el domicilio de la víctima, sobre la base de
los siguientes elementos de juicio: a) los dichos de los padres dela niña.
quienes relataron que la noche del 21/5/87 su hija despertó con fuertes
dolores en la zona vaginal y al ser interrogada expresó que el procesado,
al que rcconocía por el apodo de "tío", le había puesto un "palo" en la boca
yen la cola; b) el reconocimiento hecho por la víctima de Rivarola, en pre-
sencia de sus padres y de terceros; c) las expresiones de los médicos de la
Clínica Bazlerrica, quienes al revisar a la menor notaron en la zona de la
vagina una secreción blanquecina inespecífica de olor muy particular, pro-
vocada por una fuerte inflamación, acompañada de rubcfacción y edema
de labios menores de horquilla con irrigación de introito; poniendo de re-
lieve asimismo, el intenso dolor que padecía la niña 'al momento del exa-
men; d) las conclusiones del informe médico policial de fs. 14 que dio
cucnta de una "congestión en introito himeneal con hematoma e himen
fuertemente congestionado, lo que dificultaha el examen por el dolor in-
tenso que provocaba; congcstión de vestíbulo de vulva y caras mucosas de
lahios mayores; que dichas lesiones eran de reciente data y habiéndose
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producido por la acción tentativa penetrante de un cuerpo duro como po-
dría ser el miembro viril en erecci~'>J1,dedos humanos y otros objetos simi-
lares"; e) el peritaje químico de fs. 66/67 realizado por la División Labo-
ratorio Químico de la Policía Federal, que detectó manchas de semen hu-
mano en la bombacha que usara la menor en el día del hecho; f) las secue-
las traumáticas que produjo el hecho en la incapaz, según lo determinaron
los informes psicológicos de fs. 70 y 134/136; g) la referencia que efec-
tuó la empleada doméstica, sobre la conducta deshonesta del procesado en
otra ocasión.

3°) Que la Cámara revocó la sentencia condenatoria y absolvió al pro-
cesado por el beneficio de la duda, al estimar que la prueba rel)nida no era
suficiente para fundar un juicio de condena al no existir certeza en el re-
lato de la menor dado que localizó a un palo de escoba, como elemento
agresor semejante al que la había lastimado -la modificación por el miem-
bro viril del imputado, recién la efectuó la madre de la niña días después
del hecho-o Respecto a la detección de semen humano en la bombacha de
la menor, expresó que el informe del laboratorio químico de la Policía
Federal de fs. 66 se contradice con el forense de fs. 89., el que no comprobó
la presencia de espermatozoides. Además indicó que la poca fosfatasa áci-
da hallada en la prenda podría deberse a un origen distinto del esperm~üico
(fs. 273).

4°) Que el señor Fiscal de Cámara basó la apelación extraordinaria en
la doctrina de la arbitrariedad por afectación de las garantías constitucio-
nales de la defensa en juicio y el debido proceso, por haber considerado
pruebas en forma fragmentaria o aislada. como así también haber omiti-
do algunas esenciales para la solución de la causa.

5°) Que esta Corte tiene dicho reiteradamente que la apreciación de la
prueba constituye. por vía de principio, facultad de los jueces de la causa
y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, aun en el caso
de las presunciones (Fallos: 264:301: 269:43; 279: 171 y 312; 292:564;
294:331 y 425; 30 1:909, entre muchos otros).

Sin embargo, esa regla no es óbice para que el Tribunal conozca en los
casos cuyas particularidades hacen excepción a ella con base en la doctrina
de la arbitrariedad, lada vez que con ésta se tiende a resguardar la garan-
tía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las senten-
cias sean fundadas y constituyan una deri\/ación razonada del derecho vi-
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gente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa
(M.70S.XXI. "Martínez, Saturnino y otras s/homicidio calificado", del 7
de junio de 1988, considerando 7mo., y sus citas; B.168.XXIJ.
"Borthagaray, Carlos Rubén s/robo en concurso real con violación", del 24
de noviembre de 1988; S.232.XXII. "Scalzone, Alberto s/robo con armas",
del l de diciembre de 1988; D.317.XXII. "Delano, Luis Alberto s/adulte-
ración de documento de identidad (art. 292 del Código Penal)", del 26 de
diciembre de 1989.

6°) Que el presente es otro de esos casos, porque frente a la contundente
prueba de cargo, la conclusión liberatoria adoptada se asienta en una va-
loración irrazonable de aquélla, irrazonabilidad que se evidencia en la falta
de consideración lisa y llana de la prueba señalada en la sentencia de pri-
mera instancia, o en la valuación fragmentaria y aislada de las circunstan-
cias inidiciarias ahí enumeradas.

7°) Que en ese sentido, el testimonio de la menor de 3 años fue desca-
lificado sobre la base de la referencia al miembro viril en erección como
un "palo", sin tener en cuenta la escasa edad del menor y sin que los jue-
ces hayan invocado que la incapaz tuviera tendencia a la fantasía.

8°) Que el peritaje químico de fs. 66 que comprobó la existencia de
esperma en la bombacha -fosfatasa ácida- prostática en contenido sólo
compatible con el semen fue descalificado con el argumento de que exis-
tiría una supuesta contradicción en las conclusiones y los restantes infor-
mes.

Al respecto, debió tenerse en cuenta que el de fs. 89 fue realizado tiem-
po ?espués con la prenda en diferentes condiciones -el centro d.e la man-
cha había sido uti Iizado en el pri mer peri taje para los macerados que cons-
tataron la existencia de ezpermatozoides- no obstante lo cual se destacó
resultado positi vo débi 1.

99) Que, por otra parle, el {/{fUO no tuvo en cuenta la existencia de otros
indicios conduccntes a la fundamentación de la condena que revocó. En
ese sentido también le asiste razón al recurrente en cuanto sostiene que:
"no hay en la sentencia una sola línea que valore en conjunto la prueba y
no aisladamcntc, como si nada tuviera~l que ver cntre sí ei scñalamiento de
la criatura sobre la a.ctitud del.acusado, la mancha en la bombacha, el pe-
ritaje y la congestión en la zona vulvar de la niña". Debió almenas expli-
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car el a qua, qué otra interpretación distinta de la del juez de grado era
posible otorgar al conjunto de estos indicios, y al no hacerlo la decisión
aparece privada de la fundamentación mínima necesaria para sostener su
validez como acto judicial, y fundado solamente en la voluntad de quie-
nes la suscriben (confr. Causa: Z.3.XX. "Zarabozo, Luis s/estafa", de fe-
cha 24 de abril de 1986).

1O) Que es del caso recordar que el defecto apuntado no se cohonesta
con la invocación del art. 13 del Código de Procedimientos ú¡ Materia
Penal. En efecto, si bien la tacha de arbitrariedad resulta de aplicación
particularmente restringida cuando esto último ocurre, toda vez que el es-
tado de incertidumbre al que se refiere la ley se desarrolla en el fuero in-
terno de los magistrados como consecuencia de la apreciación de los ele~
mentas del proceso en su conjunto (causa: F.307.XX. "Freud, Enrique y
otros s/homicidio culposo", del 20 de agosto de 1985), dicho estado de
duda no puede reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse
de la racional y objetiva evaluación de las constancias del proceso (cau-
sa: "Borthagaray", ya citada).

Por ello, se hace Jugar a la queja y se deja sin efecto el pronunciamiento
apelado. Vuelvan al tribunal de origen para que, por intermedio de quien
corresponda se dicte nuevo fallo con arreglo a derecho. Agréguese al prin-
cipal, hágase saber y remítase.'

RICARDO LEVENE (1-1)- CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉ5AR BELLUSCJO - EDUARDO

MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

CELIA SAIDMAN DE WALDMAN v.
NILDA JUANA WAISMAN DE NOSOVITZKY y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuesriones no federoles. Interpretaciún de
nOl"/lf{ls locales de procedimientos. DoNe illstancia y recursos.

La circunstancia dc que Jos agravios remitan a aspcctos fácticos y dc naturaleza
procesal. no rcsulta óbicc decisivo para abrir el recurso extraordinario cuando el
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tribunal excedió la jurisdicción devuelta por los recursos de apelación, limitación
que tiene jerarquía constitucional (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: PrincilJios generales.

Es inadinisible el recurso extraordinario contra la sentencia que confirmó elmon-
to de la condena de la decisión de primera instancia. modificando el.cálculo de la
depreciación monetaria (Disidencia del DI'. Rodolfo C. Barra).

ALICIA MARTA TOPEA y OTROS v. CLUB ATLETICO VELEZ SARSFIELD

RECURSO EXTRAORDINARIO: ReqllisiliJs propios. Cllestiones no federales. EXc!lIs¡'in de los
cllestiones de hecho. Reglas genemles.

Lo resuelto sobre cuestiones de hecho. prueba y derecho común admite revisión en
supuestos cxeepcionales. cuando cl fallo se aparta de las constancias de la CaLfSaal
limitarse al am\lisis aislado de diversos elementos dcjuicio, y prescinde de la con-
sideración dc argumentos conducentes para la correcta solución del caso (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos p;'opios. Clles/iones IIIJ federales. Sen/encios
or!Ji/rari(lS. Procedencia del reCllrso. De['ectos en lo Cllllsidemci(il/ de e.rlrel/IIJS condllcellles.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que hizo lugar al recurso por diferencias
salariales por premios de producción y viáticos. ateni.:ndose exclusivamente al sen-
tido literal de un acuerdo y prescindiendo de un peritaje contable cuya considera-
ción resultaba necesaria para la adecuada solución del litigio.

SALARIO.

Para invocar cl principio dc intangibilidad salarial se debe examinar si Lis modifi-
caciones alegadas importaron altcracioncs irrazonables en la composición del sa-

(1) 24 de marzo. Fallos: 300:7U8; 302:264: 314: 1366.
(2) 24 de mal'zo. Fallos: 297:63: 298: ¡95; 299: 101: 302: 1348: 308: 1662.
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lario, si lo disminuyeron o implicaron la desjerarquización respecto del nivel alcan-
zado por el trabajador, esto es, un perjuicio concreto derivado de la voluntad re-
muneratoria (l).

JOSE L. GRECO v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Es inadmisible el recurso extraordinario contra la sentencia que rechazó la preten-
sión de nulidad de las resoluciones por las que se dejó cesante al actor: art. 280 del
Código Procesal.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos propios. ClIestiones no .túleroles. Sentencias
arbitrarias. Improcedencia del reCllrs'o.

Corresponde desestimar cl recurso extl'aordinario contra la sentencia que rechazó
la pretensión de nulidad de las resoluciones por las que se dejó cesante al actor, en
tanto no se advierte un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la
Corte en materias ajenas a su competencia extraordinaria (Voto de los Ores. Car-
Ias S. Fayt y Julio S. Nazareno).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos propios. ClIestiones no federales. Exclllsitín de las
cllestiones de hecho. Varias.

Los agravios referentes a la inexistencia de conducta reprochable de 19arte del em-
pleado público que justificase la aplicación de una sanción disciplinaria, y la for-
ma en que fueron valoradas las diversas pruebas, resultan ineficaces para habilitar
la instancia extraordinaria (Disidencia de los Ores. Augusto César Belluscio y An-
tonio Boggiano).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos propios. ClIestiones ni! federales. Exclusilín de las
ClIestione.~ de hecho. l/arias.

No obstante remitir al examen de temas de hecho, prueba y derecho público local,
la impugnación dirigida a resaltar la omisión de tratamiento de planteos conducentes

(1) Fallos: 310:209 J; 312: 1054; 314:253.
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y oportunamente propuestos justifica habilitar la instancia extraordinaria, si ia de-
cisión del tribunal traduce un apartamiento de las constancias del expediente y de
la adecuada interpretación de los principios que informan el debido proceso adje-
tivo' art. 18 de la Constitución Nacional (Disidencia de los Dres. Augusto César
Belluscio y Antonio Boggiano).

COSA JUZGADA.

Cuando los mismos hechos son juzgados en sede penal y administrativa, el pronun-
ciamiento absolutorio que se funda en la inexistencia de los presupuestos fúcticos
de la responsabilidad del agente, hace cosa juzgada con los alcances previstos en
el art. I 103 del Código Civil respecto de la acción administrativa, pues no puede
reabrirse el debate acerca de extremos sobre los qucmedió dccisión judicial defi-
nitiva (Disidcncia del Dr. Eduardo Moliné O'Connor).

COSA JUZGADA.

Comprobada la existencia de los hechos invocados como presupuesto de la rcspon-
sabilidad dcl agente, nada obsta a que su juzgamiento difiera en sede penal yen sede
administrativa, en mérito a la evidente diversidad de encuadramiento de la misma
conducta que corresponda a cada uno de csos ámbitos en su potestad sancionatoria
(Disidcneia del Dr. Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EX7RAORD/NAR/O: Requisitos propios. Cuestiolles 110 jederales. Sentellcios
oriJitrarios. Procedellcio del recurso. Defectos ell lo cOllsidemci,íll de extremos cOllducelltes.

Poscc un fundamento sólo aparente la sentencia de la COrle provincial que descsti-
mó la pretensión de nulidad de las rcsolucioncs por lasque se dejó cesante al ac-
tor, omitiendo hacer mérito de los efcctos ele cosaju7.gada que posee la absolución
del aecionante en una causa penal (Disidencia del Dr. Eduardo Moliné O'Connor).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 31 de marzo de 1992,

Vistos los aulOS: "Greco, José L. c/Provincia de Bucnos Aires s/deman-
e1acontcnc iosoaelm inist rati va".

Con s ie1erando:

Que el recurso cxtraordinario es inadmisible (arl. 280 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación).
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Por ello, se desestima el recurso extraordinario; con costas. Notifíquese
y remítase.

RICARDO LEVEN E (H) - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT- AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO (en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO

(por su voto) - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR (en disidencia) - ANTONIO
BOGGIANO (en disidencia).

VOTO DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON CARLOS S. FAYT

y DON JULIO S. NAZARENO

Considerando:

Que, a juicio de esta Corte, no se advierte un caso de arbitrariedad que
justifique su intervención en materias que, según el arto 14 de la ley 48, son
ajenas a su competencia extraordinaria.

Por ello, se desestima el recurso extraordinario deducido; con costas.
Hágase saber y devuélvase.

CARLOS S. FAYT - JULIO S. NAZARENO

DISIDENCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES

DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSClO y DON ANTONIO BOGGIANO

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia de
la Provincia de Buenos Aires, que rechazó la pretensión de nulidad de las
resoluciones del Ministerio de EeoI1omÍa -mediante las cuales el actor ha-
bía sido dejado cesante como agente de la administración-, el reclamo de
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restitución al cargo y los daños y perjuicios producidos, aquél dedujo re-
curso extraordinario que fue concedido a fs. 289.

2°) Que a tal efecto el a qua consideró que el control jurisdiccional de
las facultades disciplinarias de la administración sólo procedía en la me-
dida en que el interesado acreditara la arbitrariedad o ilegitimidad del ejer-
cicio de aquella potestad, circunstancia que no había acaecido en el sub
judice toda vez que de las pruebas producidas -apreciadas con criterio de
responsabilidad administrativa- surgía la existencia de los hechos -discu-
sión y posteriormente agresión física- de que hacen mérito los consideran-
dos de las resoluciones impugnadas y, por lo tanto, concluyó en que resul-
taba incuestionable el encuadramiento normativo de la conducta del actor
en los términos de los arts. 55 ~inc. g- y 60 -inc. 4- del decreto-ley 8721.

3°) Que los agravios del apelante refcrentes a la inexistencia de conduc-
ta reprochable de su parte que justificase la aplicación de una sanción dis-
ciplinaria y a la forma en que el a qua ha ~/aI01'ado las diversas pruebas
agregadas a la causa, resultan ineficaces para habilitar la instancia del art.
14 de la ley 48, habida cuenta de que suscitan el análisis de cuestiones de
hecho, prueba y derecho público local, materia propia de los jueces de la
causa, máxime cuando lo decidido -en cuanto a que existió una agresión
oral- exhi be nioti vaciones suficientes de igual carácter que, más allá de su
acierto o error, confieren base jurídica a lo resuelto y descartan la tacha de
arbitrariedad invocada.

4°) Que, en cambio, la impugnación dirigida a resaltar la omisión de
tratamiento de planteas conducentes y oportunamcntc propuestos, justifica
habilitar la instancia extraordinaria, pues aunque remite al examen de tc-
mas simi lares a los expuestos en el considerando precedente, ello no cons-
tituye óbice para invalidar lo resuelto, cuando la decisión del tribunaltra-
duce un apartamiento de las constancias del expediente y de la adecuada
interpretación de los principios que informan el debido proceso adjetivo
consagrado en el art. 18 de la Constitución Nacional (Fallos: 308: 144,
1 154, entrc olros).

5°) Quc ello es así, toda vez que el actor solicitó, tanto en sede admi-
nistrativa C0l110 en la judicial (ver fs. 5 vta. del cxpte. adm. 2300-2121/81;
fs. 2 y 50 del nro. 2320/1205/81; 16, J 8 vta., 27 y 249 vta. de estos actua-
dos) que se examinara la proporcionalidad de la medida aplicada -cesan-
tía- rrentea Jos hechos imputados -no haber mantcnido vínculo de respe-
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to hacia su subordinado- y la conducta asumida por su parte durante la
prestación de servicios en la Administración Pública Provincial, máxime
cuando la supuesta agresión física que le fue atribuida había sido tenida
como cierta sobre la base de los dichos de un testigo que fue descalifica-
do en sede penal; sin que tales planteas hayan merecido adecuada respues-
ta por parte del tribunal.

6°) Que, en efecto, no basta a lo fines indicados ut supra la mera afir-
mación de que acreditados los hechos, valorados con un criterio de respon-
sabilidad ;dministrativa y no penal, resultaba incuestionable la aplicación
de la sanción prevista en el art. 60, inc. 4, del decreto-ley citado. Ello es.
así puesto que en mérito a las diversas pruebas agregadas al sub lite refe-
rentes a la eficiente y correcta actividad cumplida por el demandante en el
desempeño de sus funciones -ver fs. 4 expte adm nro. 2320-1205/80; 5\,
97/99 Y 126/132 del expediente judicial- y a los fundamentos dados por el
juez penal para descalificar al único testigo que había hecho alusión a la
existencia de una agresión física contra el denunciante, aparte de la oral
-que sí fue reconocida por el propio denunciado-, se hada necesario que
la alzada efectuara un detenido y circunstanciado análisis de tales cuestio-
nes, pues podrían resultar decisivas para el resultado final de la litis (confr.
Fallos: 302: 1348; 308: 1662), máxime cuando con ello no se vulnerarían
las potestades del poder administrador, desde que el senteneiante se man-
tendría dentro de los propios límites naturales de control del Poder Judi-
cial (confr. doctrina que surge de Fallos: 308: 176 y sus citas).

7°) Que, en tales condiciones, resulta admisible la tacha de arbitrarie-
dad que se apoya en las circunstancias señaladas, pues de este modo' se
verifica que la sentencia carece del requisito de fundamentación y que los
derechos constitucionales invocados guardan nexo directo e inmediato con
lo decidido, según lo exige el art. 15 de la ley 48, citada.

Por ello, se declara parcialmente procedente el recurso extraordinario
deducido y se deja sin efecto la sentencia con el alcance indicado. Con
costas. Vuelvan los autos al tribunal de origen para que, por quien corres-
ponda, se dicte uno nuevo. Notifíquese y devuélvase.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ANTONIO BOGGIANO
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DJSIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON EDUARDO MOUNÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Pro-
vincia de Buenos Aires, que rechazó la demanda tendiente a que se deja-
se sin efecto la cesantía del actor, dispuesta por el Ministerio de Economía
dela misma provincia, dedujo aquél recurso extraordinario, el que fue
concedido a fs. 289.

2°) Que el actor fue declarado cesante en su calidad de agente de la
Dirección de Recursos Naturales de la Provincia de Buenos Aires, por re-
solución del Ministerio de Economía de fecha 26 de enero de 1981, en la
cual se tuvo por probado que ocurrieron los hechos denunciados por un su-
bordinado del accionan te, de nombre Víctor Eduardo Marteau. Según el
denunciante, el actor -señor José Luis Greco- lo insultó durante una dis-
cusión, para finalizar agrediéndolo físicamente, con 10 que le produjo di-
versas lesiones leves. El señor Ministro de Economía de-la provincia men-
cionada, ponderó los dichos del único testigo que declaró sobre los hechos
de la causa, señor Safontás, y también el reconocimiento del propio señor
Greco, de que había mantenido una discusión con su subordinado. En
mérito a ello, estimó que correspondía sancionar al actor con la pena
expulsiva de cesantía, por transgresión a lo dispuesto en los arts. 55, inc.
g, y 60, ¡nc. 4, de la ley 8721.

-3°) Que el señor Greco interpuso recurso de revocatoria contra la re-
solución a que se hizo referencia supra, el que fue desestimado por deci-
sión dictada en fecha 20 de marzo de 198 l. Invocó el recurrente, como
principal fundamento del pcdido de reconsideración, el dictado de senten-
cia absolutoria en la causa penal que se había instruido en su contra, por
la presunta comisión del delito de lesiones leves.

4°) Que como consecuencia de la denegatoria del recurso administra-
tivo interpuesto, promovió el señor Greco acción contenciosoadmi-
nistrativa, la que tramitó ante la Suprema Corte de Justicia de la Provin-
cia de Buenos Aires. La demanda fue desestimada por el tri bunal, por con-
siderarse probados los hechos en los que se fundó la aplicación de la san-
ción. Expresó la corte provincial que no obstaba a esa conclusión, el dic-
tado de sentencia absolutoria en sede penal, en razón de la distinta natu-
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raleza del juzgamiento de la responsabilidad del agente en sede penal y en
sede administrativa. Contra esa decisión, dedujo el actor el recurso extraor-
dinario concedido a fs. 289.

5°) Que en la sentencia dictada en sede penal, que se encuentra firme,
el señor Greco fue absuelto de culpa y cargo en la imputación de haber
cometido el delito de lesiones leves, por no haberse acreditado su autoría
en el hecho. El pronunciamiento se fundó en la descalificación del único
testigo que declaró haber tenido algún conocimiento de los hechos, en vir-
tud de su mani fiesta encono con el procesado y su evidente intención de
perjudicarlo. El juez desvirtuó asimismo la trascendencia de la denuncia,
por haber sido realizada por quien mantuvo con el procesado una relación
laboral conflicti va, de la que podría inferirse una intención de perjudicarlo
cn su empleo.

6°) Que esa sentencia posee efectos de cosa juzgada material, en cuanto
determina la ausencia de participación del sei'ior Greco en los actos de
agresión física contra el señor Marteau, que éste le imputó en su denuncia.
Por consiguiente, su eficacia se proyecta inclusive en eljuzgamiento que
de los mismos hechos se efectúa en sede administrativa, pues la decisión
que en tal ámbito se dicte, sólo podrá hacer mérito de la trascendencia de
los hechos comprobados, en la responsabilidad del agente. Ello en razón
de que, cuando los mismos hechos son juzgados en sede penal y adminis-
trativa, el pronunciamiento absolutorio que se funda en la inexistencia de
los presupuestos fácticos de la responsabilidad del agente, hace cosajuz-
gada con los alcances previstos en el art. 1103 del Código Civil, respecto
de la acción administrativa, pues no puede reabrirse el debate acerca de
extremos sobre los que medió decisión judicial definitiva.

En cambio, comprobada la existencia de los hechos invocados, nada
obsta a que eljuzgamiento acerca de la responsabilidad del agente, difie-
ra en sede penal y en sede administrativa, en mérito a la evidente diversi-
dad de encuadramiento de la misma conducta, que corresponde a cada uno
deesos ámbitos en su potestad sancionatoria.

7°) Que el pronunciamiento de la corte provincial, que no ha hecho
mérito de los efectos de cosa juzgada que posee la absolución del accio-
nante en la causa penal, por no haberse comprobado su autoría en los he-
chos que le fueron imputados. posee un fundamento sólo aparente, que
impone su descalificación con arreglo a la conocida doctrina de esta Cor-
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te en materia de arbitrariedad. Ello, por cuanto el fallo transgrede un prin-
cipio de raigambre constitucional, cual es de la cosa juzgada, pilar sobre
el que se asientan la seguridad jurídica y la garantía del debido proceso
(entre otros: C.292.XXIl, "Cormack, Tomás Eugenio y Fuentes, Jorge s/
hábeas corpus", del 6 de octubre de 1988; M.399.XXIl, "Méndez, Virgilio
Horacio y otros e/Caja Nacional de Ahorro y Seguro", del 21 de marzo de
1989).

8°) Que en la causa declararon dos testigos (señores González y
Peñalba), que fueron descalificados por el tribunal a quo, porque no ha-
brían aclarado las razones de su presencia en ellug'ar en que ocurrieron los
hechos objeto de juzgamiento. En atención a que de las declaraciones de
ambos (fs. 130, 1a. ampliación, y 139 vta., 1a. ampliación) -inclusi ve
transcriptas por el tribunal en la sentencia- surge la expresión de tales
motivos, el pronunciamiento ha de ser también descalificado en este aspec-
to, por haberse apartado de constanci as de la causa, conducentes para su
solución (Fallos: 297:389; 305:72, 1449, entre muchos otros). Cabe adver-
tir al respecto, que ambos testigos declararon acerca de la discusión que
habrían mantenido el señor Greco y el señor Marteau, en forma contraria
a los dichos del testigo señor Safontás, y que el reconocimiento del actor
de que habían "discutido" fue ponderado en las decisiones administrativas
yen la de la corte provincial, aunque sin la debida calificación de su gra-
vedad como factor incidente en la sanción aplicada.

10) Que el tribunal a quo omitió dar tratamiento a la petición formu-
lada subsidiariamente por el actor, tendiente a que se reconsiderara la gra-
duación de la sanción en relación a la conducta por él asumida (fs. 5 vta.
del expediente administrativo 2320-1205/81, 16 vta., 18 vta., 27 y 249 vta.
de esta causa), lo que confiere sustento a la imputación 'de arbitrariedad del
fallo, formulada por el recurrente, conforme a la reiterada doctrina de esta
Corte en tal sentido (Fallos: 305:2019; 306:344, 1241. entre muchos otros).

Por ello, se hace lugar al recurso extraordinario interpuesto, y se deja
sin efecto el fallo. Con costas. Vuelvan Jos autos al tribunal a quo a fin.de
que se dicte nuevo pronunciamiento con arreglo a lo resuelto. Notifíquese
y remítase.

EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR
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FERROCARRILES ARGENTINOS v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES

TRANSPORTE.

5] ¡

Corresponde hacer lugar al allanamiento de la Provincia de Buenos Aires y conde-
narla al pago de los cánones por estadía y almacenaje en galpón adeudados a Fe-
rrocarriles Argentinos con motivo del transporte contratado por la policía provin-
cial para el traslado de un automóvil, actualizando su monto desde la fecha de inc
terposición de la demanda hasta el I de abril utilizando el índice de precios al por
mayor del Instituto Nacional de Estadística y Censos y desde esa fecha de confor-
midad con la tasa de interés pasiva promedio que publica el Banco Central de la
República Argentina.

TRANSPORTE.

La Corte no puede admitir el allanamiento de la provincia de Buenos Aires deman-
dada y disponer el depósito judicial del automotor solicitado por Ferrocarriles Ar-
gentinos, ya que el traslado del mismo se produjo como consecuencia de una orden
de secuestro emanada del juez provincial ante el cual tramita la causa sobre su robo,
quien está facultado en forma excluyente y exclusiva para decidir sobre su desti-
no.

CORTE SUPREMA.

La autoridad de la Corte Suprema y de sus sentencias finca en el respeto del Tri-
bunal por su propia competencia y es su función primordial interpretar la Consti-
tución Nacional - y lás leyes dictadas en su consecuencia - de modo que el ejerci-
cio de la autoridad nacional y provincial se desenvuelva armoniosamente, evitan-
do interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno cen-
tral en detrimento de las facultades provinciales y viceversa.

TRANSPORTE.

Corresponde hacer lugar al allanamiento de la Provincia de Buenos Aires y conde-
narla al pago de los cánones por estadía y almacenaje en galpón adeudados a Fe-
rrocarriles Argentinos con motivo del transporte contratado por la policía provin-
cial para el traslado de un automóvil, actualizando su monto desde la fecha de in-
terposición de la demanda hasta el I de abril de 1991 utilizando el índice de pre-
cios al por mayor del Instituto Nacional de Estadística y Censos y desde esa fecha
de conformidad con la tasa de interés que percibe el Banco de la Nación Argentina
en sus operaciones ordinarias de descuento (Disidencia parcial de los Ores. Augusto
César Belluscio, Enrique Santiago Petracchi y Eduardo Moliné O'Connor).
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Debe ser desestimado el pedido de exención de costas si no existe mérito para apar-
tarse del principio objetivo de la derrota (art. 68 del Código Procesal Civil y Co-
mercial de la Nación) pues fue la demandada con su incumplimiento a la obligación
de dar una suma de dinero quien hizo necesario que se interpusiese la acción (Di-
sidencias parciales de los Ores. Augusto César Belluscio, Enrique Santiago Petrac-
chi, Eduardo Moliné O'Connor y Antonio Boggiallo).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 31 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Ferrocarriles Argentinos c/Buenos Aires, Provincia
de s/sumario (cobro de australes)", de los que

Resulta:

1) A fs. 19/21 Ferrocarriles Argentinos promueve demanda contra la
Provincia de Buenos Aires "y/o" quien resulte responsable "y/o" titular del
automóvil marca Renault Gordini, Patente B 217.659. Pide que se dispon-
ga el depósito judicial del rodado y que se la condene a pagar la suma de
A 409.558,99 ($ 40,96), con m.ás su actualización monetaria, intereses y
costas. .

Expresa que la Brigada de Investigaciones Nro. 4 de la Policía de la
Provincia de Buenos Aires con asiento en la Ciudad de Mar del Plata, con-
trató el transporte del auto cuyo depósito se persigue, que el 9 de octubre
.de 1986 fue cargado en el vagón 67508 y transportado hacia la ciudad de
Pergamino a la que arribó el 19 de ese mes, dándose aviso telefónico al
comisario de esa ciudad -consignatario de la carga- y que, como el roda-
do no fue retirado, la empresa procedió a su descarga el22 de noviembre.

En septiembre de 1987 -continúa- la Unidad Regional Nro. VII de la
Policía de la provincia demandada ofreció abonar únicamente el flete con
la consiguiente remisión de la deuda por estadía y almacenaje, lo que fue
aceptado por la actoracon la condición de que retirase el rodado. Pero
-agrega- esa condición no se cumplió y el pago del flete sólo se realizó el
15 de diciembre -a casi un año de realizado el transporte- a su valor nomi-
nal, sin actualización ni intereses. Ello le obligó a enviar una carta certi-

•••••
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ficada en junio de 1989 intimando el retiro del auto y el pago de los cáno-
nes por estadía y almacenaje en galpón y, finalmente, a iniciar este plei-
to.

II) A fs. 49 se presenta la demandada y dice que de conformidad con
el decreto provincial Nro. 3941/90 se allana a la pretensión de la parte
actora. En virtud de ello, solicita exención de costas.

Considerando:

1°) Que esta causa es de la competencia originaria de la Corte Supre-
ma (arts. 100 Y 101 de la Constitución Nacional).

2°) Que en atención al allanamiento formulado corresponde dictar sen-
tencia sin más trámite. Ahora bien, dado que la actora ha acumulado dos
pretensiones -cobro de sumas de dinero y depósito judicial del rodado-
corresponde efectuar una distinción. Es admisible el allanamiento con re-
lación a la primera de ellas, pues no se advierten razones de orden públi-
co que justifiquen una solución distinta (art. 307, Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación). En consecuencia la demandada deberá pagar la
suma reclamada, la que se actualizará desde la fecha de interposición de
la demanda hasta el I de abri 1de 1991 (art. 8, ley 23.928). A tal fin debe-
rá utilizarse el índice de precios al por mayorque publica el Instituto Na-
cional de Estadística y Censos y computarse un interés del 6% anual que
se calculará desde el mes de junio de 1989, por ser la oportunidad desde
la cual cabe considerar que la Provincia de Buenos Aires incurrió en mora
(arts. 509 y 622, Código Civil), frente a la intimación fehaciente que se le
efectuó (ver fs. ] 8) y su falta de cuestionamiento al contestar la demanda.
A partir del I de abril de 1991 deben computarse los intereses de confor-
midad con la tasa de interés pasiva promedio que publica elBanco Cen-
tral de la República Argentina hasta el momento del efectivo pago (Y. 1]
XXII. "Yacimientos Petrolíferos Fiscales e/Corrientes, Provincia de y
Banco de Corrientes s/eobro de australes", sentencia del 3 de marzo de
1992).

3°) Que distinto debe ser el pronunciamiento en lo relativo al depósi-
to judicial del automóvil. Conforme a lo que surge de la documentación
obrante a fs. 17, el traslado a la ciudad de Pergamino, Provincia de Bue-
nos Aires, se produjo como consecuencia de una orden de secuestro ema-
nada del señor juez a cargo del Juzgado en lo Penal Nro. 3 del Departamen-
to Judicial de San Nicolás. En consecuencia, e~ auto debe estar a su dispo-
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sición y bajo su jurisdicción, dado que ante dicho magistrado tramita la
causa por el robo del vehículo. Es él quien está facultado en forma
excluyente y exclusiva para decidir sobre su destino. Un pronunciamien-
to diverso de este Tribunal -admitiendo el allanamiento de la demandada-
afectaría el orden público en la medida que se cercenarían atribuciones
propias de un juez local. Cabe recordar que la autoridad de la Corte Supre-
ma y de sus sentencias finca en el respeto del Tribunal por su propia com-
petencia y es su función primordial interpretar la Constitución Nacional
-y las leyes dictadas en su consecuencia- de modo que el ejercicio de la
autoridad nacional y provincial se desenvuelva armoniosamente, evitan-
do interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobier-
no central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa (Fallos:
32: 15; 265: 140; 296:432, entre otros).

4°) Que el informe obran te a fs. 16, según el cual no existe causa pe-
nal alguna con referencia al hecho de que da cuenta la nota de Ferrocarri-
les Argentinos. no obsta a lo expucsto, pues corresponde señalar que di-
cha misiva debió ser contestada por el juez penal provincial a cargo del
Juzgado Nro. 3 -en cuyo juzgado tramitaba la causa- y no por el señor juez
federal del lugar como se hizo (ver providencia judicial y sello de fs. 16).
En consecuencia, y por estar comprometido el orden público, a pesar del
allanamiento de"1a Provincia de Buenos Aires corresponde rechazar la
demanda con relación a la pretensión que ha sido analizada en estos dos
úIti mas considerandos.

Por ello, se decide: 1) Hacer lugar parcial mente a la demanda por lo que
se condena a la Provincia de Buenos Aires a pagar en el plazo de 30 días
la suma que resulte de la liquidación a practicarse de conformidad con las
pautas establecidas en el considerando 2°); Il) Rechazarla con relación a
la pretensión de depósito judicial del automotor debiendo recurrir la actora
por la vía y forma correspondiente. Con costas por su orden (art. 68, Có-
digo Procesal Civil y Comercial de la Nación y causa B.684.XXI, "Bue-
nos Aires. Provincia de c/Estado Nacional s/cobro de australes" del 4 de
setiembre de 1990). Notifíquese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.
BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en disidencia parcial) -
ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia parcial) - JULIO S. NAZARENO-

EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR (en disidencia parcial) - ANTONIO BOGGIANO (en
disidencia parcial).
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DISIDENCIA PARCIAL DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES

DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO, DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

y DON EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR

Considerando:

SIS

1°) Que esta causa es de la competencia originaria de la Corte Supre-
ma (arts. 100 y 101 de la Constitución Nacional).

2°) Que en atención al allanamiento formulado corresponde dictar sen-
tencia sin más trámite. Ahora bien, dado que la actora ha acumulado dos
pretensiones -cobro de sumas de dinero y depósito judicial del rodado-
corresponde efectuar una distinción. Es admisible el allanamiento con re-
lación a la primera de ellas, pues no se advierten razones de orden públi-
co que justifiquen una solución distinta (art. 307, Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación). En consecuencia la demandada deberá pagar la
suma reclamada, la que se actualizará desde la fecha de interposición de
la demanda hasta elIde abril de 1991 (art. 8, ley 23.928). A tal fin debe-
ráutilizarse el índice de precios al por mayor que publica el Instituto Na-
cional de Estadística y Censos y computarse un interés del 6% anual que
se calculará desde el mes de junio de 1989, por ser la oportunidad desde
la cual cabe considerar que la Provincia de Buenos Aires incurrió en mora
(arts. 509 y 622, Código Civil), frente a la intimación fehaciente que se le
efectuó (ver fs. 18) y su falta de cuestionamiento al contestar la demanda.
A partir del 1 de abril de 1991 deben computarse los intereses de confor-
midad con la tasa de interés que percibe el Banco de la Nación Argentina
en sus operaciones ordinarias de descuento hasta el momento del efecti-
vo pago (disidencia de los señores jueces doctores Belluscio, Petracchi y
Moliné O'Connor en Y. J 1.XXII "Yacimientos Petrolíferos Fiscales c/Co-
¡Tientes, Provincia de y Banco de Corrientes s/cobro de australes", senten-
cia del 3 de marzo de 1992).

3°) Que distinto debe ser el pronunciamiento en 10 relativo al depósi-
to judicial del automóvil. Conforme a lo que surge de la documentación
obran te a fs. 17, el traslado a la ciudad de Pergamino, Provincia de Bue-
nos Aires, se produjo como consecuencia de una orden de secuestro ema-
nada del señor juez a cargo del Juzgado en lo Penal Nro. 3 del Departamen-
to Judicial de San Nic.olás. En consecuencia, el auto debe estar a su dispo-
sición y bajo su jurisdicción, dado que ante dicho magistrado tramita la
causa por el robo del vehículo. Es él quien está facultado en forma
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excluyente y exclusiva para decidir sobre su destino. Un pronunciamien-
to diverso de este Tribunal-admitiendo el allanamiento de la demandada-
afectaría el orden público en la medida que se cercenarían atribuciones
propias de un juez local. Cabe recordar que la autoridad de la Corte Supre-
ma y de sus sentencias finca en el respeto del Tribunal por su propia com-
petencia y es su función primordial interpretar la Constitución Nacional
-y las leyes dictadas en su consecuencia- de modo que el ejcrcicio de la
autoridad nacional y provincial se desenvuelva armoniosamente, evitan-
do interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobier-
no central cn detrimento de las facultades provinciales y viceversa (Fallos':
32: 15; 265: 140; 296:432, entre otros).

4°) Que el informe obran te a fs. 16, según cl cual no existe causa pe-
nal alguna con referencia al hecho de que da cuenta la nota de Ferrocarri-
les Argentinos, no obsta a lo cxpuesto, pues corresponde señalar que di-
cha misiva debió ser contestada por el juez penal provincial a cargo del
Juzgado Nro. 3 -en cuyo juzgado tramitaba la causa- y no por el señor juez
federal del lugar corno se hizo (ver providencia judicial y sello de fS.16).
En consecuencia, y por estar com'prometido el orden público, a pesar del
allanamiento de la Provincia de Buenos Aires corresponde rechazar la
demanda con relación a la pretensión que ha sido analizada en cstos dos
úIti mos considerandos.

5°) Que el pedido de exención de costas deber ser desestimado ya que
no existe mérito para apartarse del principio objetivo de la derrota (art. 68,
ley adjetiva), pues fue la demandada con su incumplimiento a la obliga-
ción de dar una suma de dinero quien hizo necesario que se interpusiese
la acción.

Por ello, se decide: 1) Hacer lugar parcialmente a la demanda, por lo que
se condena a la Provincia de Buenos Aires a pagar en el plazo de 30 días
la suma que resulte de la liquidación a practicarse de conformidad con las
pautas establecidas en el considerando 2do.); Il) Rechazarla con relación
a la pretensión de depósito judicial del automotor debiendo recurrir la
actora por la vía y forma correspondiente. Con costas (an. 68" Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación). Notifíqucse.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCJO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHJ - EDUARDO
MOLlNÉ O'CONNOR.
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DISIDENCIA PARCIAL DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ANTONIO BOGGIANO

Considerando:

1°) Que esta causa es de la' competencia originaria de la Corte Supre-
ma (arts, 100 y 101 de la Constitución Nacional),

2°) Que en atención al allanamiento formulado corresponde dictar sen-
tencia sin más trámite, Ahora bien, dado que la actora ha acumulado dos
pretensiones -cobro' de sumas de dinero y depósito judicial del rodado-
corresponde efectuar una distinción, Es admisible el allanamiento con re-
lación a la primera de ellas, pues no se advierten razones de orden públi-
co que justifiquen una solución distinta (art. 307, Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación), En consecuencia la demandada deberá pagar la
suma reclamada, la que se actualizará desde la fecha de interposición de
la demanda hasta el I de abril de 1991 (art. 8, ley 23,928), A tal fin debe-
rá utilizarse el índice de precios al por mayor que publica el Instituto Na-
cional de Estadística y Censos y computarse un interés del 6% anual que
se calculará desde el mes de junio de 1989, por ser la oportunidad desde
la cual cabe considerar que la Provincia de Buenos Aires incurrió en mora
(arts, 509 y 622, Código Civil), frente a la intimación fehaciente que se le
efectuó (ver fs, 18) y su falta de cuestionamiento al contestar la demanda,
A partir del I de abril de 1991 deben computarse los intereses de confor-
midad con la tasa de interés pasiva promedio que publica el Banco Cen-
tral de la República Argentina hasta el momento del efectivo pago (Y, l I
XXII, "Yacimientos Petrolíferos Fiscales c/Corrientes, Provincia de y
Banco de Corrientes s/cobro de australes", sentencia del 3 de marzo de
1992),

3°) Que distinto debe ser el pronunciamiento en lo relativo al depósi-
to judicial del automóvi L Conforme a lo que surge de la documentación
obrante a fs, 17, el traslado a la ciudad de Pergamino, Provincia de Bue-
nos Aires, se produjo como consecuencia de una orden de secuestro ema-
nada del señor juez a cargo del Juzgado en lo Penal Nro, 3 del Departamen-
to Judicial de San Nicolás. En consecuencia, el auto debe estar a su dispo-
sición y bajo su jurisdicción, dado que ante dicho magistrado tramita la
causa por el robo del vehículo. Es él quien está facultado en forma
excluyente y exclusiva para decidir sobre su destino. Un pronunciamien-



518 FALLOS DE LA CORTE SUPRE:vlA

315

to diverso de este Tribunal-admitiendo el allanamiento de la demandada-
afectaría el orden público en la medida que se cercenarían atribuciones
propias deunjuez local. Cabe recordar que la autoridad de la Corte Supre-
ma y de sus sentencias finca en el respeto del Tribunal por su propia com-
petencia y es su función primordial interpretar la Constitución Nacional
-y las leyes dictadas en su consecuencia- de modo que el ejercicio de la
autoridad nacional y provincial se desenvuelva armoniosamente, evitan-
do interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobier-
no central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa (Fallos:
32: 15; 265: 140; 296:432, entre otros).

4°) Que el informe obrante a fs. 16, según el cual no existe causa pe-
nal alguna con referencia al hecho de que da cuenta la nota de Ferrocarri-
les Argentinos, no obsta a lo expuesto, pues corresponde señalar que di-
cha misiva debió ser contestada por el juez penal provincial a cargo del
Juzgado Nro.3 -en cuyo juzgado tramitaba la causa- y no por el señor juez
federal del lugar como se hizo (ver providencia judicial y sello a fs. 16).
En consecuencia, y por estar comprometido el orden público, a pesar del
allanamiento de la Provincia de Buenos Aires corresponde rechazar la
demanda con relación a la pretensión que ha sido analizada en estos dos
últimos considerandos.

5°) Que el pedido de exención de costas debe ser desestimado ya que
no existemérito para apartarse del principio objetivo de la derrota (art. 68,
ley adjetiva), pues fue la demandada con su incumplimiento a la obliga-
ción de dar una suma de dinero quien hizo necesario que se interpusiese
la acción.

Por todo ello, se decide: 1) Hacer lugar parcialmente a la demanda, por
lo que se condena a la Provincia de Buenos Aires a pagar en el plazo de 30
días la suma que resulte de la liquidación a practicarse de conformidad con
las pautas establecidas en el considerando 2°); I1) Rechazarla con relación
a la pretensión de depósito judicial del automotor debiendo recurrir la
actora por la vía y forma correspondiente. Con costas (art. 68, Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación). Notifíquese.

ANTONIO BOGGIANO



DE JUSTICIA DE LA NACION 519

MARIA AMALIA TESEI !lE NAVEIRO y OTROS v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES

PACTO DEL 11 DE NOVIEMBRE DE 1859.

No cabe incluir al Registro de la Propiedad de Buenos Aires entre las excepciones
establecidas en el art. 7mo. del Pacto de San José de Flores de 1859. porque su crea_o
ción, como tal. es posterior.

PROV1NCIAS.

Las leyes que se dicten conducentes al bienestar y prosperidad provincial deben
serlo en los límites de los poderes no delegados (art. 104 de la Constitución Nacio-
nal) y sin desnaturalizar las que rigen en todo el ámbito de la Nación (arts. 7mo. y
3 I de la Constitución Nacional).

PROVINCIAS

La circunstancia de que la provincia considere que las leyes y disposiciones cues-
tionadas son necesarias a fin de obtener un control adecuado del cumplimiento de
obligaciones fiscales, no es razón suficiente para allanar el contenido de cláusulas
constitucionales de cumplimiento ineludible, como lo es el art. 7mo. de la Ley Fun-
damental.

DICTAMEN DE LA PROCURADORA FISCAL

Suprema Corte:

En la presente causa se cuestionan leyes y actos administrativos de ca-
rácter local en colisión con el art. 7mo. de la Constitución Nacional.

En consecuencia, la materia del pleito resulta ser de aquellas especial-
mente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el art. 2do., inc, 1ro.,
de la ley 48 ya que versa sobre la preservación del ordenamiento de las
competencias entre las provincias argentinas y entre éstas y el gobierno
federal, en lo que se refiere a la validez y eficacia de los actos públicos
otorgados en una provincia, consagrando que gozan de entera fe en las
demás.
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Habida cuenta de ello, y al ser además una provincia parte en la cau-
sa, V.E. es competente para conocer en forma originaria en las presentes
actuaciones. 13uenos Aires, 6 de octubre de 1988. María Graciela Reiriz.

DICTAMEN DE LA PROCURADORA FISCAL

Suprema Corte:

-1-

En autos se presentan los firmantes del escrito de demanda de fs. 115/
132, invocando su carácter de escribanos de registros notariales de la Ca-
pital Federal, e interponen, por representación, esta acción de condena ten-
diente a obtener ra anulación de los actos administrativos que acompañan.
Mediante su dictado -sostienen- el Registro de la Propiedad Inmueble de
la Provincia de Buenos Aires rechazó las solicitudes de certificados de
dominio, en cada caso, por no haber dado cumplimiento al Decreto pro-
vinciaI406/87, en algunos supuestos (fs. 6,14, 19,23/4,27,29,36,37,43/
4,52/3,57,58,64,68,75,86,81/2,991100,1011102,106,108 Y 112/3),
o a la Disposición Técnica Registral nro. 5/87, en otro (fs. 64).

Fundan su pretensión en el vicio de que adolecen, a su juicio, las dis-
posiciones reglamentarias citadas ya que, mediante ellas y tras una preten-
dida defensa de intereses profesionales y "fiscalistas", estiman que la Pro-
vincia de Buenos Aires consagró un sistema de "barrera jurisdiccional" al
exigir que, en solicitudes de certificados de dominio respecto de inmuebles
ubicados en esa jurisdicción, deberá indicarse el notario provincial que
intervendrá en el acto a otorgarse.

Se violan así, sostienen, los principios constitucionales acogidos por
V.E. en la causa M. 267, L. XIX "Malina, Isaac Raúl e/Buenos Aires, Pro-
vincia de s/nulidad acto administrativo" y P. 252 L. XIX "Peña Robirosa,
Fernando e/Buenos Aires, Provincia de s/nulidad acto administrativo", del
19 y 23 de diciembre de 1986 respectivamente, publicado el primero en
Fallos: 308:2588).
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Hacen extensi vo el planteo de inconstitucionalidad, por adolecer de los
mismos vicios, a las Leyes 10.191 Y 10.446 que les dan sustento, como así
también a la legislación actualmente vigente en la materia, esto es, la Ley
10.542 (fs. 168), el Decreto provincial 142/89 y la Disposición Técnico
Registral 3/89 (fs. 177).

-II-

Por su parte, la Provincia de Buenos Aires no sólo funda, en lo sustan-
cial, la legitimidad de su accionar, sino que además considera que los ac-
tores carecen de interés en la pretensión de autos (fs. 1941201 y fs. 208/
214).

Ello así, en virtud de que las Leyes 10.191 y 10.446, el Decreto 406/
87 Y la Disposición Técnico Registral 5/87 han sido derogados por las
Leyes 10.542, el Decreto 142/89 y la Disposición Técnico Registral 3/89,
respectivamente, por lo que una declaración de inconstitucionalidad -a su
respecto- devenorÍa abstracta. Y, con relación a estas últimas disposicio-
nes, la circunstancia de que el Estado provincial no las hubiera aplicado
a los concretos pedidos de los accionantes descarta, a su juicio, la existen-
cia de un gravamen actual en cabeza de estos últimos.

-I1I-

Con tales antecedentes corresponde, en primer lugar, un pronuncia-
miento en cuanto al interés jurídico en que fundan su pretensión los deman-
dantes y cuya configuración controvierte la accionada, ya que la decisión
que al respecto se adopte incidirá directamente para habilitar a V.E. en el
tratamiento de I¡¡, cuestión de fondo.

Es criterio del Tribunal que, la impugnación de inconstitucionaltdad de
una norma legal o reglamcntaria, procede sólo en la medida en que exista
la posibilidad del dictado de una sentcncia de condena. que reconozca un
derccho concrcto a cuya efectividad obstcn las normas impugnadas (doc-
trina de Fallos: 294: 163 y 315, citada en Fallos: 307:2337).

Resulta, pues. inoficioso un pronunciamiento de V.E. respecto de la
validez de las Leyes 10.191 Y 10.446. Ello es así en virtud de que. de aco-
gerse la pretensión de invalidez a su respecto, esa decisión sería ineficaz
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ya que no traería aparejado, por sí, el reconocimiento del derecho que re-
claman los impugnantes en cuanto a poder gestionar sendos certificados
dominiales sin la necesaria intervención de un notario local. Cualquier
petición en tal sentido no podrá válidamente regirse por esas normas sino
que, en las actuales circunstancias, estará sometida al sistema que establece
el nuevo ordenamiento jurídico aplicable, cual es el de la Ley 10.542, su
Decreto reglamentario 142/89 y la Disposición Técnico Registral 3/89.

Empero, no resulta aconsejable, a mi juicio, hacer extensivo igual tem-
peramento al Decreto 406/87 y a la Disposición Técnico Registral 5/87,
aún cuando esas disposiciones reglamentarias -al igual que las leyes cita-
das ut supra- han sido posteriormente derogadas. Ello ya que, ambas cons-
tituyen el fundamento normativo de los actos administrativos cuya impug-
nación se persigue.

De ahí que, a los efectos de decidir la cuestión traída al debate, esto es
la legitimidad o ilegitimidad de los actos administrativos en cuestión y la
privación de los efectos que ya produjeron en el ámbito del Derecho, re~
sulta necesario examinar la validez constitucional de la norma que moti-
vó su dictado.

De lo contrari.o se les estaría asignando, con carácter de cosa juzgada,
legitimidad a los actos en cuestión, impidiéndole al administrado cualquier
defensa a su respecto.

La solución aquí propuesta resulta compatible, por lo demás, con la
sostenida en oportunidad de dictaminar, el 14 de marzo ppdo., en el pre-
cedente T.164. L.XXII "Torterola, Juan Emilio e/Buenos Aires, Provincia
de s/ineonstitucionalidad", ya que la pretensión del actor, en dicha causa,
no era obtener, como sucede en autos, la nulidad de los actos administra-
tivos que motivaron el rechazo de sus respectivos pedidos de certÍficacio-
nes dominiales, sino una declaración de certeza en cuanto al régimen le-
gal aplicable a su respecto en tales supuestos, para lo cual resultaba indu-
dablemente inoficioso un pronunciamiento sobre la legislación derogada.

-IV-

Sentado ello, no advierto la ausencia de interés de los accionantes a fin
de que V.E. se pronuncie sobre la validez de las disposiciones legales y
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reglamentarias vigentes en la actualidad. Si bien es cierto que no obran en
autos actos administrativos que reconozcan sustento en esa normativa ello
no constituye óbice, a mi juicio, para su tratamiento, en la medida en que
su contenido regula los mismos presupuestos de hecho que el régimen
anteriormente imperante, por lo que excluir la consideración de su cons-
titucionalidad importaría un rigorismo formal estéril, no amparado por
principio procesal alguno (con1'. P. 426. L.XXI. Originario. "Pinto, Ernesto
H. c/Buenos Aires, Pcía. de s/inconstitucionalidad y daños y perjuicios",
resuelta el 6 de djciembre de 1989, cons. 2do).

Porque, como ya tuve oportunidad de decir al dictaminar en la causa
recién citada, en nuestro sistema de control concreto, la cuestión de inva-
lidez no posee un carácter independiente de la situación que se busca re-
vertir, razón por la que, deducida la objeción respecto de otras normas si-
milares, I.a circunstancia de que se haya dictado una nueva, atac.ada de
generar los mismos efectos y de adolecer de iguales vicios, no puede lle-
var a concluir que se excluya el punto de la decisión final, desde que ésta
debe, sustancialmente, afirmar o negar el derecho en sí mismo demanda-
do por el actor.

-v-

La cuestión se circunscribe, pues, a dictaminar acerca de la validez
constitucional del Decreto 406/87 y de la Disposición Técnico Registral
5/87, como así también de la Ley 10.542, el Decreto 142/89 y la Disposi-
ción Técnico Registral 3/89.

Si bien no paso por alto que los hechos sobre los que se sustenta la de-
manda solamente se refieren a pedidos de expedición de certificados
dominiales con relación a inmuebles ubicados en esa Provincia, con mi-
ras a otorgar actos notariales fuera de esa jurisdicción, la circunstancia de
que éstos constituyan el eslabón inicial de un procedimiento tendiente a
obtener una inscripción registral (cons. 11 de la causa "Malina" ya citada),
aconseja también un pronunciamiento en punto al tratamiento que estas
disposiciones legales y reglamentarias dispensan al trámite indicado.

En cuanto al primer aspecto, ya en oportunidad de dictaminar en la cau-
sa "Torterola" lit sI/pro citada, me pronuncié acerca de la validez consti-
tucional de la Ley 10.542 Yele su Decreto reglamentario 142/89, en cuanto



524 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

a la regulación que efectúan sobre el punto y, en la misma fecha, hice lo
propio con relación a la Disposición Técnica Registral 3/89 citada, al dic-
taminar en la causa A.20.L.XXIl. "Amura, Graciela Esther y otros ... ".

Me remito, entonces, alas consideraciones allí expuestas, para opinar
que corresponde rechazar el planteo de inconstitucionalidad articulado, en
lo que atañe al artículo 186 del Decreto-ley 9020/78, conforme las modi-
ficaciones introducidas por el artículo Iro. de la Ley 10.542; y declararlo
admisible respecto del Decreto 142/89 y de la Disposición Técnico
RegistraI3/89.

Así 10 estimo ya que, si bien en la normativa de la ley local vigente la
solicitud de expedición de certificados de dominio recibe un tratamiento
distinto al que le dispensaban las normas legales anteriores, al permitir que
el "escribano que autorice el documento respectivo" pueda solicitar "direc-
tamente" certificados de dominio, su reglamentación reimplanta la exigen-
cia que contenía la legislación anterior, imponiendo como recaudo para la
tramitación de esos requerimientos, la designación del notario local que
intervendrá en la inscripción registral del acto notarial a otorgarse sobre
la base de la certificación en cuestión. Este recaudo es reiterado, además,
en iguales términos, por la Disposición Técnico Registral3/89 que regla,
también, la anotación interna que deberá efectuarse en el Registro, en pun-
to al profesional designado por el otorgante del acto (art. 2do.).

En lo que concierne a la inscripción registral de actos notariales, en
supuestos como los de autos, sobre la base de las consideraciones por mi
expuestas en oportunidad de dictaminar en la causa "Pinto" ya citada, a las
que me remito en honor a la brevedad y doy aquí por reproducidas, opino
que corresponde declarar la inconstitucionalidad del artículo 185 del De-
creto-ley 9020/78, conforme las modificaciones introducidas por el artí-
culo 1ro. de la Ley 10.542. Y, toda vez que el Decreto 142/89 y la Dispo-
s'ición Técnico Registral 3/89 disponen, en lo sustancial, la misma regu-
lación sobre el punto, cabe hacer extensiva la tacha de invalidez a su res-
pecto, por adolecer de los mismos vicios.

Por último y, con relación al Decreto 406/87 y la Disposición Técnico
Registral 5/87, estas disposiciones reglamentarias contenían', en lo sustan-
cial, iguales exigencias que sus similares ahora vigentes, De ahí que, tam-
bién a su respecto, por adolecer de los mismos vicios que sus modifica-
torias, aconsejo que se declare su invalidez.
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Opino, pues, que corresponde se declare abstracta la pretensión de la
parte actora en punto a las leyes 10.191 Y 10.446; se rechace su planteo de
inconstitucionalidad en lo que atañe al artículo 186 del Decreto-ley 9020/
78, conforme las modificaciones introducidas por la Ley 10.542 de la Pro-
vincia de Buenos Aires; y se declare admisible respecto del artículo 185
del mismo cuerpo legal, como así también en relación al Decreto 142/89
de este Estado Local y la Disposición Técnico Registral3/89 del Registro
Provincial de la Propiedad Inmueble.

Asimismo, entiendo que corresponde hacer lugar a la tacha de invali-
dez pretendida con respecto al Decreto 406/87 y la Disposición Técnico
Registral 5/87, solamente en aquellos supuestos en qt'ie el acto administra-
tivo cuya impugnación se persigue encuentre apoyo normativo en esas.
disposiciones, hoy derogadas. Buenos Aires, 31 de julio de 1990. María
Graciela Reiriz.

DICTAMEN DE LA PROCURADORA FISCAL

Suprema Corte:

Soy de la opinión que la defensa articulada por la Provincia de Buenos
Aires, con sustento en el Pacto de San José de Flores, no modifica el cri-
terio aconsejado a fs. 224/229.

Ello por los fundamentos desarrollados en oportunidad de dictaminar,
en el día de la fecha, en la causa A. 164, L. XXII, "Acrich de Malbín, R.G.
y otras e/Buenos Aires, Provincia de s/inconstitucionalidad" (*), a los que
me remito brevitatis causae. Buenos Aires, 5 de julio de 1991. María
Graciela Reiriz.

(*) Dicho dictamen dice así:
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DtCTA~1EN DE LA PROCURADORA FISCAL

-1-

A fs. 24/28 comparecen. mediante apoderado, los actores, quienes invocan su carácter
de escribanos matriculados en la Capital Federal y demandan, a la Provincia de Buenos
Aires, para que se declare la nulidad de los actos administrativos por medio de los cuales
el Registro de la Propiedad Inmueble de dicho Estado denegó -sostienen- la expedición de
los certificados de dominio obrantes a fs. 9 a 23 y exigió que se ajustara su trámite a las dis-
posiciones del decreto provincial Nro. 142/89.

Fundan su pretensión en el vicio de que adolece, a su juicio, la norma reglamentaria
citada para fundar los actos administrativos que cuestionan, como así también la ley 10.542
en la que se sustenta, el decreto 406/87 y la Disposición Técnico Registral Nro. 5/87, a cuyo
respecto introducen el planteo de inconstitucionalidad.

Manifiestan que la demandada, con motivo de una pretendida defensa de los intereses
profesionales locales, sancionó las normas legales y reglamentarias que impugnan, las que
consagran un sistema de "barrera jurisdiccional", en cuanto establecen la intervención ne-
cesaria de un escribano de lajurisdieción provincial en el trámite atinente al otorgamiento
e inscripciÓN de los documentos notariales referentes a inmuebles situados en ese territo-
rio.

Se violan así, a su entender, los artículos 7,16,17,33 Y 67. inc. 1 1, de la Constitución
Nacional y el principio de supremacía del artículo 31 de la Ley Fundamental, según la in-
terpretación que V.E. sentara en las causas M. 267, L.XIX, "Malinas, Isaac Raúl c/Buenos
Aires, Provincia de s/nulidad de acto administrativo" y P. 252, L.XIX. "Peña Robirosa,
Fernando c/Buenos Aires, Provincia de s/nulidad de acto administrativo", del 19 y 23 de
diciembre de 1986. respectivamente, publicado el primero en Fallos: 308:2588.

-11-

Los argumentos mediante los cuales la accionada defiende la validez de las normas y
actos que se cuestionan. son los siguientes:

1) El contenido substancial de la presente demanda involucra una cuestión abstracta.
toda vez que no existe acto público desconocido por el Registro de la Propiedad Inmueble
de la Provincia de Buenos Aires, dado que las solicitudes de certificados dc dominio acom-
pañadas a fs. 9/23 no constituyen -a su juicio- actos públicos cuya validez. cn todo el terri-
torio nacional, consagra el arl. 7mo. de la Constitución.

2) Las normas legales y reglamentarias que se tachan de inconstitucionales son del re-
sorte exclusivo y eXcluyente de la Provincia de Buenos Aires, pucsto que se rcfieren a la
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o.rganización y funcio.namiento. del Registro de la Pro.piedad Inmueble, establecimiento.
público. cuyo. go.bierno. y legislación exclusiva se reservó Buenas Aires par el art. 7mo.. del
Pacto. de San Jasé de Fiares, facultad reservada y no. delegada que le co.rrespo.nde co.nfo.r-
me Preámbulo y arts. 31 y 104 C.N.

3) Laprerro.gativa que la demandada invo.ca para el dictado. de las no.rmas cuestio.na-
das hace ineludible el tratamiento. de esta defensa, ya que, de o.tra manera, se co.nculcaría
su derecho. de defensa y el sistema federal, así cama las garantías co.nstitucio.nales estable-
cidas en favo.r de la Pro.vincia de Buenas Aires (arts. 1,31, 104 Y Preámbulo. dela Co.nsti-
tución Nacio.nal).

4) El precedente recaído. en la causa "Pinta", recepcio.nado. en "Rumi", "Rueda" y
"Go.nzález Bo.no.rino", no. resulta aplicable al caso, ya que en aquellas causas sólo. se anali-
zó la facultad reglamentaria dentro. del marco. del po.der de po.licía pro.vincial, pero no. la
prerro.gativa reservada en el arl. 4to.. (sic. 7mo..) del Pacto. de San Jasé de Fiares.

5) V.E., en la causa "Banco. de la Pro.vincia de Buenas Aires v. Nación Argentina", pu-
blicada en Fallas: 186: 170, reco.noció que Buenos Aires se reservó -par el Pacto. del I I de
no.viembre de 1859- po.deres que la Co.nstitución atribuía en algunas casas al Go.bierno.
Nacio.nal, habiendo. éste par su parte co.nsentido. en ello., par lo. que tal reserva es perfecta-
mente arreglada al arden de una nación de pueblas co.nfederado.s, y co.nfo.rme al derecho.
público. argentino. en lo. que respecta a la teo.ría de las pactas preexistentes, que la misma
Co.nstitución reco.no.ce en su Preámbulo..

6) Esa reserva co.mprende no. sólo a las propiedades y establecimientos públicas exis-
tentes en la Pro.vincia de Buenas Aires antes del Pacto., sino a to.do.s los posterio.res que las
necesidades obligaren a crear y/o a ampliar. No. o.bstante, dado que en otro. precedente el
Tribunal falló -el 22 de noviembre de 1957-, limitando. esa reserva a la preexistencia del
establecimie'nto. público respecto del Pacto. (Fallas: 239:251), cabe señalar que resulta un
hecho. público. y notorio. que la Provincia de Buenas Aires tenía Registro. de la Pro.piedad
desde las albares de su existencia; y que, por decreto. provincial del 18 de junio. de 1855,
se creó la Oficina de Registro. de Hipo.tecas, establec,imiento. público. que era dirigido. par
un funcio.nario no.mbrado. par el gobierno. pro.vincial.

-111-

A fs. 55' vta. se declara la cuestión de puro derecho. y se confiere a las partes un nuevo.
traslado. par su orden, el que fue co.ntestado par la parte acto.ra a fs. 59/67, no haciendo. lo.
pro.pio. la parte demandada.

-IV-

Con tales antecedentes co.rrespo.nde, en prjmer lugar, un pronunciamiento. en cuanto. al
interés jurídico. en que fundan su pretcnsión las dcmandantes y cuya existencia controvierte
la accio.nada, ya que la decisión que al respecto se adapte incidirá directamente para habi-.
litar a V.E. cn el tratamiento. de la cuestión de fo.ndo..



528 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

315

Es criterio del Tribunal que, la impugnación de inconstitucionalidad de una norma le- -
galo reglamentaria, procede sólo efl la medida en que exista la posibilidad del dictado de
una sentencia de condena, que reconozca On derecho concreto a cuya efectividad obsten las
normas impugnadas (doctrina de Fallos: 294: 163 y 315, citada en Fallos: 307:2337).

Según resulta de la documentación acompañada con la demanda, los certificados de
dominio cuya obtención perseguían los actores -COIlexclusióll de la escriballa Martha Dora
Woda- estaban destinados a instrumentar operaciones de venta, de donación y de constitu-
ción de hipoteca, en su caso, sobre inmuebles varios sitos en la Provincia de Buenos Aires.
El Registro de la Propiedad Inmueble de ese Estado denegó su expedición por medio de los
actos administrativos que se cuestionan en autos, los que se fundan -salvo los de fs. 21 y
22- en las disposiciones del decreto provincial Nro. 142/89, reglamentario de la ley 10.542
(fs. 9 a 20 y fs. 23).

En tales condiciones, no constituye óbice decisivo para la procedencia del planteo de
inconstitucionalidad deducido por los actores, la ausencia de "escritura pública" en el sub
lite, no obstante el argumento en contrario esgrimido como defensa por la accionada, puesto
que la pretensión jurídica de los demandantes se halla enderezada concretamente contra los
actos administrativos que denegaron los certificados de dominio (fs. 9/23), eslabón inicial
de un procedimiento viciado en la finalidad que lo informa, es decir, crear recaudos previos
a la inscripción de los títulos foráneos en desconocimiento de la plena fe que cabe atribuirles
en función de 10 preceptuado por el arto 7mo. de la Constitución NacTonal y de la ley de fondo
en materia registral (cf. sentencia de V.E. de fecha 19 de diciembre de 1986, in re "MoJlna,
Isaac Raúl c/Buenos Aires, Provincia de s/nulidad de actos administrativos e inconstitucio-
nalidad", considerando 11, publicada en Fallos: 308:2588).

En consecuencia, los actos administrativos cuestionados, cuyos instrumentos obran en
autos, acreditan la existencia de sendas relaciones jurídicas entre los peticionarios de los
informes de dominio y la Provincia demandada, en la medida en que aquéllos están com-
prendidos en las previsiones de las normas legales y reglamentarias cuya inconstituciona-
lidad introducen, encontrándose alcanzados por tales normas toda vez que necesitaron ges-
tionar los certificados registrales a los efectos de otorgar escrituras públicas pasadas ante
su protocolo notarial en Capital Federal, para surtir efectos en territorio provincial.

-v-

Entiendo del caso aclarar que igual solución propongo respecto de la pretensión del
accionante que dedujo acción persiguiendo la nulidad de los actos administrativos de fs. 21
y 22, mediante los cuales el Registn;> de la. Propiedad Inmueble denegó la expedición de los
certificados dominiales por no haberse solicitado por intermedio de un notario provincial.

Aun cuando dichos actos administrativos no invoquen la disposición que fundó su dic-
tado en tales. términos, ni siquiera I~lfecha en que fueron emitidos,.teniendo en cuenta que
al presentarse el pedido que los originó ya estaba vigente la ley 10.542, como así también
el decreto Nro. 142/89, cabe eonclui.[ que dichas normas fu eJ'On las que le dieron sustento.
Hahida cuenta de ello y, al haber integrado estas normas la lilis, corresponde reconocer el
interés jurídico del escribano nombrado don Adolfo SCHILKER en un pronunciamiento del
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Tribunal sobre la nulidad de los actos administrativos que impugna y sobre la invalidez
constitucional de las normas citadas.

-VI-

Consideración aparte merece la pretensión deducida en autos por doña Martha Dora
Woda de FLlGLER, quien se presenta conjuntamente con los demás actores, invocando su
calidad de escribana con registro notarial en la Capital Federal, pretendiendo que, por esa
sola circunstancia, reviste legitimación para obtener una declaración de invalidez respec-
to de las disposiciones legales y reglamentarias en cuestión, con fu ndamento en el eventu:¡J
daño económico que le irrogaría el cumplimiento de las normas impugnadas. en el supues-
to de tener que inscribir, en el Registro de'!a Propiedad de la Provincia de Buenos Aires,
actos notariales pasados ante su registro.

Nada más remoto, conjetural o hipotético que este agravio, ya que la sola calidad de la
presentante no puede válidamente dar origen a una relación jurídica con la accionada que
inmediatice su gravamen. Resuliaría imprescindible, para ello, que la citada actora hubie-
ra acreditado -como el resto de los demandantes- que está comprendida"en las previsiones
de las disposiciones cuya impugnación persigue, lo que en autos no se ha producido ya que
no se ha justificado la existencia dc un agravio efectivo que dé sustento a la declaración de
inconstitucionalidad pretendida, ante la inexistcncia del presupuesto fáctico condicionante'
de la aplicación de las normas objetadas. Tampoco es proeedente la impugnación de inva-
lidez que intenta respecto de actos administ'rativos que se refieren a terceras personas, como
los que se encuentran agregados con la dcmanda.

Las circunstancias apuntadas con relación a la escribana Woda de Fligler concurren
sustancialmente con las de la causa A. 633, L. XX. Originario, "Abud, Jorge Homero y otros
clBuenos Aires, Provincia de s/declaración dc inconstitucionalidad de la ley 10.542", ra-
zón por la cual me remito a las consideraciones expuestas en mi dictamen de fecha 14 de
marzo de 1990 y doy aquí por reproducidas cn honor a la brevedad, en el sentido de que la
pretensión deducida "de una declaración general y directa de inconstitucionalidad de las
normas y actos de los otros podercs. no constituye "causa" o "caso contencioso" que per-
mit(l el ejercicio del Podcr Judicial de la Nación. Máxime que nuestro sistema de control
de constitucionalidad, con efecto limitado a ulia dcclaración válida únicamente inler par-
les. tornaría ineficaz un pronunciamiento en autos. ante la ausencia de relación jurídica sobre
la que recaer".

Estimo pues que corresponde deseSlimar la acción deducida por doña Martha Dora
Woda de Fligler, por careccr dc interés jurídico concreto en un pronunciamiento jurisdic-
cional.

-VII.

La cuestión se circunscribe, pues. a una decisión sobre la validez de los arts. 185 a 188
del decreto-ley 9020/78, con las modificaciones introducidas por la ley 10.542, Ysu decreto
reglamentario Nro. 142/89, loda vez que tales normas dan fundamento a los actos adminis-
trativos que se impugnan cn autos.
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V.E. ya ha tenido oportunidad de pronunciarse respecto de la inconstitucionalidad de
la ley 10.542 y del decreto 142/89, en la causa: T. 164, L.XXII, "Torterola, Juan Emilio c/
Buenos Aires. Pcia. de s/inconstitucionalidad ley 10.542, decreto 406/87", sentencia del 26
de marzo dc 1991, con remisión -en cuanto a la primera de las normas citadas- al fallo
rccaído en la causa: P. 426. L.XXI. "Pinto. Ernesto H. c/Buenos Aires, Pcia. de slinconsti-
tucionalidad y daños y perjuicios"; y, en cuanto al decreto 142/89, a los fundamentos de mi
dictamen de fecha 14 de marzo de 1990 en la misma causa T. 164. L.XX [1.

Corresponde, pues, remitirme a las consideraciones vertidas en los citados pronuncia-
mientos a fin de evitar repeticiones innecesarias.

-VIII-

No modifica lo allí resuelto, a mi modo de ver, la defensa que desarrolla cn el s/lb lile
la accionada, basándose en las prerrogativas que la Provincia de Buenos Aires se reservó
en el art. 7mo. del Pacto de San José de Flores y a las que se refieren los arts. 31 y 104 de
la Constitución Nacional.

La demandada, con base en las citadas prerrogativas, arguye que las normas que se ta-
chan dc inconstitucionales son de su resorte exclusivo y excluyente, puesto que se refieren
a la organización y funcionamiento del Registro de la Propiedad Inmueble, establecimien-
to público respecto del cual la Provincia se reservó-sostiene- el gobierno y legislación, fa-
cultad no delegada que le corresponde conforme al Preámbulo y los arts. 31 y 104 de la Ley
Fundamental. Máximc cuando se trata -agrcga- de un establecimiento público preexisten-
tc respecto del Pacto.

En consecuencia, se impone definir los alcances que cabe asignar al Pacto del II de
noviembre de 1859, por el cual la Provincia de Buenos Aires se declaró parte integrante de
la Confederación. pero estableciendo -entre otras condiciones- la de que "todas las propie-
dades de la Provincia que le dan sus leyes particulares, como sus establecimientos públi-
cos. de cualquier clase y género que sean, segu'irán correspondiendo a la Provincia de Bue-
nos Aires, y sel"<Íngobernadas y legisladas por la autoridad de la Provincia" Cart. 7mo.).

La Convención Revisora Provincial quiso que cse Pacto fuera puesto "bajo la salvaguar-
dia dc la Constitución" y así fue resuelto, mediante referencia concreta incluida en el art.
104: "Las provincias conscrvan todo el podcr no delegado por esta Constitución al gobier-
no federal y el que expresamente sc hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su
incorporación" (cf. Informe de la Comisión examinadora de las reformas proyectadas por
la Convención de Buenos Aires a la Constitución de 1853).

Dcsde enlonccs, el Estado provincial ha esgrimido la reserva del artículo 7mo. del Pacto
para afirmar su dcrccho de legislar y gobernar el Banco dc la Provincia de Bucnos Aires y
dcclararlo cxcnto de impucstos nacionalcs y dc las regulaciones de orden laboral dictadas
para instituciones dc crédito que no gozan de sus privilegios constitucionales.

Con igual fundamento, se sostuvo la exención dc afectacioncs fiscales con rcspccto al
telégrafo provincial (cf. Fallos: 186: 170; 239:251; 256:588 y 280:304).
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En los casos del Banco y del Telégrafo provinciales, la Corte Suprema consideró -lal
como se analiza "infra"- no sólo la reserva del Pacto, sino en especial los artículos 3ro. y
4to. dc la Ley de Capitalización nro. 1029 para sustentar los privilegios demahdados.

Sin enlbargo, la pretensión jurídica que esgrime la demandada en el sub examine im-
plica, a mi modo de ver, una extensión inusitada de la aludida reserva, que pone en crisis
el contenido integral de la Constitución Nacional y el régimen federal adoptado, toda vez
que el principio que consagra el artículo 7mo. de la Ley Fundamental -el de validez y efi-
cacia de los actos públicos y procedimientos judiciales de una provincia en todas las demás-
constituye una consecuencia necesaria de la unidad territoriaL que era presupuesto indis-
pensable del federalismo argentino, conforme a la opinión de Alberdi (Linares Quintana.
S. V. "Tratado de la Ciencia del Derecho Constitucional", ed. 1965. T. 6. págs. 236/245).

El Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia de Buenos Aires es una institu-
ción local, regida por las leyes de ese Estado, que regulan su organización y funcionamiento,
en ejercicio del poder de policía registral y de seguridad del tráfico de bienes (arts. 104, 108
Y 67 inc. 11 de la Constitución Nacional), pero en el marco de cláusulas constitucionales
de cumplimiento ineludible.

Como lo advirtiera Luis Linares, en su ilustrada disidencia en el fallo de la Corte, del
15 de marzo de 1940, in re "Banco de la Provincia de Buenos Aires c/Nación Argentina"
(Fallos: 186: 170, en cspecial, páginas 249/50): "no se puede concebir que los hombres de
Buenos Aires propusieran que cosas o instituciones ,/lIejill'l/wban parte inteRrante del país.
radicadas ell Sll territorio. aCl1wndo en SlI seno r protegidas por la COllstitllción NGlciollal.
Ji/eran colocadasfllera del alcalice de las leyes federales. tales como pertellecientes a lIn
estado extr<llljero o conlO lIbicadas ji/era de sllslilldes, así como no se pucde concebir tam-
poco quc los hombres del resto del país aceptaran semejante amputación de la soberanía
territoriaL Dentro de la República no hay ni puede haber personas, cosas, o instituciones
que no estén bajo el imperio de las leyes dictadas por cl Congreso para su ordenamiento,
prospcridad y defensa" (énfasis, agregado).

Corresponde, entonces, interpretar la reserva del artículo 7mo. del Pacto y de los arlí-
culos 31 y J 04 de la Constitución Nacional "teniendo en cuenta no sólo las circunstancias
históricas del momento de su sanción, sino también las existentes al tiempo de su interpre-
tación" (Willoughby: 'The Constitutional Law of the United States", T. 1ro., p. 71). Yes
de plena evidencia que, en las actuales circunstancias, resulta inadecuada la interpretación
extensiva que postula la accionada, respecto de sus privilegios de legislación exclusiva,
porque afectaría "a la perfecta igualdad institucional y a la semejante entidad jurídica de
todas las provincias" (Fallos: 239:251, cons. 7mo. injille).

-IX-

El Pacto de San José de Flores, celebrado inmediatamente después de la victoria mili-
tar de la Confederación en Cepeda (23 de octubre de 1859), tendió a resolvcr definitivamente
-y así dice su Preámbulo- "/ .. .! la cuestión que ha mantenido a la Provincia de Buenos Ai-
res scparada del gremio de las delllás que constituyeron y constituyen la República Argen-
tina: las cuales unidas por el vínculo federal, reconocen por ley fundamental la Constitu-
ción sancionada por el Congreso constituyente el 1ro. de mayo de 1853 / .. .!acordaron nOIll-
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brar Comisionados por ambas partes, plenamente autorizados para que discutiendo entre sí.
y ante el mediador, con ánimo tranquilo y bajo la sola inspiración de la paz y del decoro de
cada una de las partes; todos y cada uno de los puntos en que hasta aquí hubiese disiden-
cia, entre las Provincias Confederadas y Buenos Aires, hasta arribar a un Convenio, de per-
fecta y perpetua reconciliación. quedara resuelta la incorporación inll/ediata y definitiva
de Buenos Aires a la ConfederaciólI Argentina sinll/engua ninguna de los derechos de la
soberanía local, reconocidos COlllOinherentes a las Provincias Confederadas y declara-
das por la Constitución Nacional" (énfasis agregado).

Cabe recordar que, la reacción más fuerte de los hombres de Buenos Aires contra la
Constitución de 1853, había sido dcterminada por el artículo 31'0. que cerccnaba su territo-
rio sin su consentimiento. Eso explica que, al celebrarse el Pacto luego de la derrota mili-
tar de la Provincia, sus representantes buscaran incorporar dos reservas fundamentales en
previsión de que la ciudad de Buenos Aires quedara como Capital: la garantía del artículo
5to. in fine, en el sentido de que debía dejarse a salvo "la integridad del territorio de Bue-
nos Aires, que no podía ser dividido sin el consentimiento de su Legislatura" y el recono-
cimiento del artículo 7mo. sobre las propiedades y establecimientos públicos de la Provin-
cia, que seguirán correspondiendo a ésta y serán gobernados y legislados por su autoridad.

Conviene agregar que, por el artículo 8vo. del Pacto de Florcs se exceptuaba, de aque-
llas propicdades y establecimientos reservados por la Provincia, la Aduana, que debía pa-
sar por imperio de la Constitución de 1853 al Gobierno Fed~ral, bajo la condición de que
éstc solventara -con sus rcntas- los presupuestos de Buenos Aires durante cinco años.

La reserva del artículo 7mo. eJel Pacto de San José no fue tocada por el "Pacto definiti-
vo de Paraná" del 6 de junio de 1860, resultando ineorporada a la Constitución de 1860
-como último párrafo del artículo 104- en forma genérica y comprensiva de otros casos po-
sibles.

Joaquín V. González interpreta la rescrva del artículo 7mo. como referida exelusiva-
mente al Banco de la Provincia de Buenos Aires, pues "como por la Constitución, los Ban-
cos eon facultad de emitir billetes dejaban de corresponder al poder provincial,.la Provin-
cia reincorporada se proponía conscrvar sus antcriores dereehos sobre su Banco de Esta-
do; y la Convención Nacional rcvisora de las reformas de 1860 convirtió esta promesa del
convenio en una cláusula pcrmanente, en previsión de posibles cambios. Era aquél, además,
el "pacto preexistente" con que Buenos Aires suscribía la Constitución, como lo hicieran
las otras trece. signatarias de la de mayo de 1853. Pero a la vcz fijaba una regla general para
todos los casos. pues no era propio que en una ley común se establecieran preferencias en
favor de una Provincia respecto de otra u.otras: antes bien, se salvaban los poderes reser-
vados por cada una de ellas" ("Manual de la Constitución Nacional", ed. 1980. Nro. 660.
pág. 647: con cita de Estrada, "Derecho Constitucional", 1. 111.pág. 89).

Una pauta interpretativa valiosa sobre la "ratio" de la reserva del artículo 7mo. del Pacto,
en su vinculación con la capitalización de Buenos Aires, surge del contenido de la ley na-
cional nro. 12, sancionada el 20 de agosto de 1862. que fue representada a la Legislatura
de la Provincia de Buenos Aires para su aceptación (arl. 15) y fue rechazada por ésta. Se
disponía, en el artículo 2do .. quc durante el término de trcs años las autoridades naciona-
les continuarían residiendo en la Ciudad de Bucnos Aires.la cual. eOlllo la Provincia, que-
daba fedcralizada cn toda la cxtensión de su territorio y sometida a la inmediata y exclusi-
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va dirección de las autoridades nacionales (art. 3ro.). Sin embargo, en el artículo 9no. se
establecía textualmente: "Todas las propiedades de la Provincia de Buenos Aires, y sus es-
tablecimientos públicos, de cualquier clase y género que sean, seguirán correspondiéndo-
le, quedando sujetos aquéllos que por su naturaleza son nacionales, a la legislación na-
cional, pero siendo del dominio de la Provincia" (énfasis agregado). El artículo 12, a su vez,
estatuía que "El Banco y la Casa de Moneda, queda perteneciendo a la Provincia de Bue-
nos Aires, debiendo ser administrado y legislado por las autoridades nacionales, durante el
término de la federalización. sin poder hacerse nuevas emisiones de papel moneda, ni ex-
tender sus operaciones fuera de la Provincia; vencido el término de ésta pasará a las auto-
ridades provinciales.

Rechazada, la ley de federalización de la Provincia, por la Legislatura de Buenos Ai-
res, fue sustituida por la ley nacional Nro. 19, promulgada el 8 de octubre del mismo año,
que estableció la coexistencia -en la Ciudad de Buenos Aires- de las autoridades naciona-
les y provinciales. hasta tanto se estableciera la Capital permanente de la Nación.

Finalmente, el 21 de setiembre de 1880 se promulgó la ley 1029, sobre Capitalización
del Municipio de la Ciudad de Buenos Aires, cuyo contenido fue accptado por la ley pro-
vincial Nro. ]355. En el art. 2do. estableció, como principio general, que "todos los esta-
blecimientos y edificios públicos situados en el Municipio quedarán bajo la jurisdicción de
la Nación, sin que los municipales pierdan por esto su carácter". Pero agregó, en forma ex-
presa, las siguientes excepciones: "el Banco de la Provincia, el Hipotecario y el Monte de
Piedad, permanecerán bajo la dirección y propiedad de la Provincia sin alteración a los de-
rechos que a ésta correspondan" (art. 3ro.) y "La Provincia mantendrá igualmente la admi-
nistmción y propiedad de sus ferrocarriles y telégrafos, aunque empiece .1'/1 arranque en el
municipio de la ciudad, cOllsen'ondo aSlJl1is1JlO la propiedad de los demás bienes que tlf-
viese en él" (art. 4to.).

De las normas enunciadas precedentemente y que corresponden a las leyes 12 y 1029,
surge nítidamcntc la "ratio" y los alcances de la reserva del aft. 7mo. del Pacto de San José
de Flores: buscllr solución a los bienes." estoblecimientos de la Provincia ubicados en la
Ciudad de Buenos Aires "que por su naturaleza y situación no pudiesen ser trasladados al
punto que se desIgne como su capital. que no pudiesen continuar bajo su administración o
que sus autoridadcs no quisieren reservarse para su simple administración privada" (Dia-
rio de Sesiones del Senado, 1880, pág. 139).

Por eso, aparece como de meridiana claridad la afirmación de Luis Linares, en el ya ci-
tado voto en disidencia en el precedente publicado en Fallos: 186: 170, con relación al pri-
vilegio del Banco de la Provincia de Buenos Aires asentado en el art. 31'0. de la. ley 1029:
"f .. .Ino es otro que el de una limitada extraterritorialidad que le permite vivir y actuar en la
Capital dc la República sin estar somctido a las leyes que el Congreso dicte para el gobier-
no de este distrito federal, así como estarían las demás instituciones a que se refiere la re-
serva del pacto preexistente. Ninguna ler ni impuesto local le puede ser aplicado. Lo am-
para la ficción de ser considerado como si estuviera dentro de los límites. del territorio pro-
vincial. Y no puede haber sido otro el espíritu del pacto que el de hacer esta reserva, que
ponía a cubierto de los inconvenientes propios de un cambio de jurisdicción a las institu-
ciones creadas y prósperamente en marcha, estimuladas por las ventajas que les ofrecía
como asiento la ya gran ciudad de Buenos Aires y cuyo traslado a otro centro o ciudad de
la Provincia habría sido con desmedro seguro de sus intereses".
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Concluye, de allí, Linares, en la parte de su voto transcripta "supra" (Capítulo VIII de
este dictamen), que, en cambio, no puede concebirse que el privilegio que se reservaron los
hombres de Buenos Aires, en el tantas veces citado art. 7mo. del Pacto, fuera entendido
como colocando fuera del alcance de las leyesfederales a las cosas o instituciones que for-
maban parte integrante del país, radicadas en su territorio.

Más restrictiva aún es la interpretación de José Nicolás Matienzo, quien al dictaminar
el27 de diciembre de 1918, como Procurador General de la Nación, ante el requerimiento
del Ministro de Hacienda, en una causa en la cual el Banco provincial discutió su obliga-
ción de pagar impuesto de giros sobre los actos jurídicos y operaciones bancarias efectua-
das en la Capital de la República, sostuvo que la razón dada para exceptuar a la Aduana de
la reserva del art. 7mo. del Pacto demuestra que éste "1.. ./ no se propuso dar a la Provincia
poderes nacionales, sino resguardarla contra la posibilidad de que el Congreso le cercena-
ra facultades de carácter local que ya estaba ella ejercitando; así, como las provincias no
pueden establecer bancos de emisión sin autorización del Congreso (art. 10 de la Consti-
tución), éste hubiera podido negar a la provincia de Buenos Aires el derecho de conservar
el banco que ya tenía. El pacto importaba dar esa autorización, o sea confirmar la existen-
cia de ese establecimiento" (v. "Cuestiones de Derecho Público Argentino", Valerio
Abeledo, Editor, Buenos Aires, J 924, Tomo r, pág. 77 Y sgts).

Agrega más adelante Matienzo: "Pero lo que no me parece razonable atribuir al pacto
mencionado, ni a la salvedad del art. 104 de la Constitución, es que la provincia pueda re-
servarse jurisdicción fuera de sus límites territoriales. La Capital de la República queda fuera
de esos límites desde el 9 de diciembre de 1880, en virtud de cesión hecha a la Nación por
la misma provincia de Buenos Aires, y desde entonces no puede ejercitarse en ella otraju-
risdicción que in del gobierno federal, con arreglo a la Constitución Nacional (art. 67, inc.
27, y art. 86, inc. 3ro.). Si, pucs, la provincia de Buenos Aires conservara algún derecho
de legislación y gobierno, que no tengan las demás provincias, sólo podría ejercitarlo den-
tro de su territorio y fuera de la Capital de la República".

x

La misma línea interpretativa estricta de los alcances dc la reserva del art. 7mo. del Pacto
de San José de Flores adoptó el Procurador General de la Nación, doctor Osear Eduardo
Roger. al dictaminar el 30 de octubre de 1989 -en el expediente administrativo Nro. 10598188-,
ante el requerimiento del señor M inistro de Economía, acerca del planteo del Banco de la
Provincia de Buenos Aires, de considerarse excnto del pago de derechos de importación por
la compra de material extranjero.

Sostuvo, el titular del Ministerio Púhlico, quc "1.. ./ una inteligencia tan amplia del Pacto
de mentas, no me parece consecuente con el contenido integral de nuestra Constitución, e
implica de hecho admitir un verdadero e inaceptable contrasentido por parte de la Provin-
cia de Buenos Aires al tiempo en que decidió, tras la batalla de Cepeda, incorporarse a la
organización republicana y federal que dicha Constitución consagra".

Citó párrafos del discurso pronunciado por el General M itre, en la Cámara de Diputa-
dos, el 13 de septiembre de 1878, oportunidad en que declaró:
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"Si el pacto del II de noviembre hubiese creado privilegios exclusivos en favor de una
provincia respecto de las otras, como se pretende, nuestro país no sería una Nación con vida
orgánica y robusta / .. ./ porque cuando, en una Nación, unas provincias son hijas y otras son
hijastras; cuando no hay intereses comunes y solidarios, no existe el principio conservador
de las sociedades políticas que prolonga la vida de los pueblos en los tiempos".

/ .. ./ "Es'ta misma cuestión se trató en la Convención Constituyente de Buenos Aires en
¡871, Y precisamente con motivo de límites pl'ovinciales y de puntos conexos con la refor-
ma de la Constitución se invocó por varias voces el pacto del lI de noviembre; y, en pre-
sencia de esta doctrina, Indos convinieron en el seno de la cO/lvencitJ/I porteiía que el T)(IC-
lo de J J de novielllbre había caducado de hecho y de derecho; es decir. que si había leni-
do su raztJ/I de ser y producido sus resullados /lO Te consliluía ningún privilegio respeclO
de sus delllás hemw/las".

Agregó el doctor Roger, en el dictamen que cito, que: "/ .. ./ para resolver con la mayor
equidad la cuestión que se nos plantea, estos juicios de Mitre son categóricos, no solamen-
te en lo que al fondo respecta, desde que la posición doctrinal que trasuntan son más que
acertados, sino porque en virtud de provenir del principal protagonista de los succsos his-
tóricos que e~ un momento determinaron la separación de Buenos Aires y que en otro de-
cidieron su definitiva reincorporación al conjunto integrado de la Nación, alumbran, con
una eaHdad de primer grado, las pautas justamente de índole históricas que, necesariamente,
deben tomarse en cuenta para la correcta inteligencia de las normas en análisis / .. ./. La ra-
zonable interpretación del Pacto debe con lógica buscarse en la mera intención de salvaguar-
dar sus entidadcs públicas cn el seno de la autonomía provincial, contra cl peligro que por
entonces se cernía en torno a su eventual nacionalización, antes que cn la exigencia a
ultranza de imponerle a la Nación privilegios como si fuera un oponente victorioso".

-XI-

De los anteccdentes expuestos en los ca¡,ítulos I",ecedentcs surge con mediana claridad
-a mi cntender- que la reserva del '11'1. 7mo. del Pacto de San José de Flores, invocada por
la provincia demandada para sustentar su pretensión de legislación exclusiva respecto de
su Registro dc Propiedal; Inmueble, no resulta aplicable al sub exallline. .

Ello así, por cuanto las propiedades y establecimientos públicos a que alude la citada
"reserva" no son otros que aquéllos que aparecen individualizados cn los arts. 3ro. y 4to.
de la Ley de Capitalización Nro. 1029: el Banco de la Provincia y los Fcrrocarriles y Telé-
grafos bonaerenses.

El primero, porque era el Banco de Estado de Buenos Aires y había que poner "a cu-
bierto de los inconvenientes propios de un cambio de jurisdicción a las instituciones crea-
das y prósperamente en marcha, estimuladas por las ventajas que les ofrecía como asiento
la ya g'ran ciudad de Buenos Aires y cuyo traslado a otro centro o ciudad de la Provincia
habría sido con desmedro seguro de sus intereses" (cf. voto de Linares, ya citado). De ahí
que esa institución provincial fue identificada concretamcnte cn el art. 12 de la ley Nro. 12



536 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

315

y en el ar!. 3ro. de la ley 1029, ya que "él fue, en parte, el precio de la unión e integridad
nacional; que respondió a un determinismo histórico y económico de fuerte gravitación y
hondo arraigo; y que los beneficios obtenidos por el país superan -con creces- al sacrificio
que puede importar la exención acordada" (Fallos: 186: 170, en pág. 230).

En cuanto a los ferrocarriles y telégrafos provi nciales, a los que alud~ el arto 4to. de la
ley 1029, eran aquéllos que tenían "arranque en el municipio de la ciudad" de Buenos Ai-
res, convertida cn Distrito Federal, por lo que la reserva tendía a evitar su federalización,
dado su carácter interjurisdiccional.

Cabe aquí.señalar, en lo que a'l telégrafo se rcfiere, que la demandada basa su interpre-
tación cxtensiva de los alcances de la reserva del ar!. 7mo. del Pacto a los "establecimien-
tos públicos de cualquier c'lase y género" -entre los cuales pretende incluir al Registro de
la Propiedadlnmueblc- poraplicación dc la doctrina del Tribunal sentada en el prccedente
"Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires v. Provincia de Bucnos Aires" (Fallos:
239:251). Dijo allí la Corte:

"1.. ./ falta en el caso de autos la dcmostración de que el Telégrafo Provincial, cuyo ser-
vicio gravan las ordcnanzas invocadas, fuese establecimicnto existente al tiempo de la
suscripción del Pacto dc San Jos" lc Florcs, 'porque solamentc los que entonces exist(an
podían considerarsc incluidos cn su régimcn de excepción. Por algo el citado ar!. 7mo ..
cmplea la expresión: " ... seguirán pcrtenecicndo a la Provincia de Bucnos Aires ... ". Respecto
de los establecimientos de creación postcrior. la reserva no parecería justificada, porque no
fueron tomados en cuenta entonces y no se asentó ninguna salvedad para el futuro. Por otra
parte, no resulta dudoso que disposición tan especial, porque afecta a la perfecta igualdad
institucional y a la semcjantc entidad jurídica dc tajas las provincias, ha de ser interpreta-
da cstrictamente".

Sobrc esas bascs. la accionada alega quc, por decrcto provincial del 18 de junio de 1855,
se creó la Oficina dd Registro de Hipotecas, estahlccimicnto público que era dirigido por
un funcionario nombrado por el Gohierno de la Provincia de Buenos Aires; parlo que, al
tratarse dc un establecimicnto público precxistente al Pacto. qucdaría incluido en su régi-
mcn de rcscrva.

Contra esta interpretación extensiva que pretende la demandada, cabe oponer las si-
guientes consideraciones:

a) los anteeedentcs históricos analizados "supra". delimitan los alcances de la rescrva
del ar!. 7mo. del Pacto. a los bienes y establecimicntos de la Provincia. ubicados en la ciu-
dad de Buenos Aires "que por su naturaleza y situación no pudiescn ser trasladados al punto
que se designe \:omo su Capital". No es ese, precisamente el easo del Registro de la Pro-
piedad Inmueble;

b) las expresiones vertidas por la Corte en el caso citado (Fallos: 239:25.1). respecto de
las facultades que se habría reservado la Provincia sobre sus establecimientos en virtud dcl
ar1.7mo. del Pacto, constituyen "biler die/u/u, toda vez que el Tribunal resolvió la lilis en
base al ar!. 4to. de la ley 1029, declaramlo expresamente que no era ele aplicación el Pacto
del l1 de noviembre de 1859 (ver, en especial, pág. 255);
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c) la inclusión o exclusión del Registro de la Propiedad Inmueble, en la "reserva" del
Pacto, carece de relevancia jurídica, puesto que el t!le/l/a decidelldll/l/ sometido a V.E. es
el de la invalidez constitucional de normas provinciales que no se refieren a la organización
y funcionamiento específico de esa institución local -facultad no delegada, de poder de po-
licía inmobiliario- sino a competencias del ámbito reservado al Estado Nacional (arts. 7, 67,
inc. 1I y 108 de la Constitución Nacional). Y la rescrva del Pacto " ... no se propuso dar a
la Provincia poderes nacionales, sino rcsguardarla contra la posibilidad de que el Congre-
so le cercenara facultades de carácter local que ya estaba ella ejercitando (cf. dictamen de
Matienzo, en op. cit., pág. 79/80).

-XII-

Reiterando una histórica doctrinajurisprudenciaL la Corte, en la causa M.267, L.XIX,
"Molina, Isaac R. c/Buenos Aires, Provincia de s/nulidad de actos administrativos e incons-
titucionalidad", en la sentencia del 19 de diciembre de 1986. declaró que las normas dicta-
das por el Congresoen ejercicio de la facultad que establece el art. 7mo. de la Constitueión
N acional (leyes 44 y 51:n, decreto-ley 14.983/57), "no se refieren sólo a las formas extrín-
secas de los aclos, sino que el respeto debido a estas prescripciones de la ley y ole la Cons-
titución exige que se les dé también los mismos efectos que hubieren de producir en la pro-
vincia de donde emanasen, toda ,'e¿ l/lIe el territorio de la RelJlíblica debe cOllsiderarse suje-
to aUlla sobel"llllía IÍllica. Si así no fuese, si los actos, contratos. sentencias, procedimien-
tos judiciales. ctc., fueran a ser sometidos a tantas legislaciones distintas como jurisdicciones
prO\'incialcs existan en el país, se habría desvirtuado en el hecho no sólo la regla del art.
7mo. de la Constitución Nacional sino también la del arto 67. inc. 11, qlle establece la /llIi-
dad de lo legislilcifÍlI ci"il 1'11 todo ellerrilorio (Fallos: 136:359; ¡74: 105: 183:76; 186:97;
191:260; 194:144; 199:637; 273:50; entre otros).

Recordó el Tribunal que el arl. 2505 del Código Civil -que consagra la publicidad
registral como requisito de oponibilidad a los terceros de los derechos reales sobre
inmuebles- fue reglamentado en el orden nacional por la ley 17.80 1, a la (jue quedaron su-
jetos los registros de la propiedad inmueble existentes en cada provincia, en la Capital Fe-
deral yen Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántieo Sud.

El art. 38 de la eitada ley 17.80 l defiere. a los gobiernos provinciales. "la organización,
funcionamiento y número de los registros de la propiedad así como el procedimiento de
rcgistración y tr<imite aplicable a las impugnaciones". lo que constituye aplicación concreta
del art. 104 de la Consiitueión f'aeional.

Sobre esas bases, sostuvo la Corte que "/ .. .! no cabe extender tales facultades al punto
de admitir la \'alidez constitucional dc leyes locales que, so pretexto de reglamentar el fun-
cionamiento de los registros inmobiliarios, introduzcan requisitos extraños a la finalidad
propia de la inscripción de los títulos provenientes de otras jurisdicciones que no sólo no
son rcqucridos a ese fin por la ley nacional en la materia (art. 3). sino que traducen además
el desconocimiento de la autenticidad {'er se de tales instrumentos, tal cual ha sido regula-
da por el Estado Nacional, en uso de .su potestad soberana (arts. 7 y 41 Constitución Na-
cional; arts. 4 y 5, decreto-ley 14.983/57)".
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Frente a conceptos tan claros y definidos, que traducen una inveterada posición
doctrinaria de la Corte en la materia, parece ya fuera de discusión que una cosa es la auto-
nomía de las provincias para regir sus propias instituciones -en el caso, el Registro Inmo-
biliario- y otra, muy distinta, quebrar la unidad de la legislación civil que se logró como
consecuencia de la unidad política de la República, so pretexto de reglamentar el Registro
local.

En Fallos: 147:88, recordó el Tribunal "que como lo ha declarado esta Corte, de acuerdo
con el ar!. 108 de la Constitución, las provincias no ejercen el poder delegado de la Nación.
y no les cstá permitido dictar los Códigos Civil. Penal. Comercial y de Minería, después que
el Congreso los haya sancionado, precepto que no deja lugar a duda cn cuanto a que todas
las leyes que estatuyen sobre las relaciones privadas de los habitantes de la República, sien-
do del dominio de la legislación Civil o Comercial, están comprendidas entre las faculta-
des de dictar los Códigos fundamentales que la Constitución atribuye exclusivamente al
Congreso (Fallos: 103:373y 133:161)".

Reitcró esa doctrina en Fallos: 156:20. en la sentencia del 23 de octubre de 1929 in re
"S.A. Viñedos y Bodegas Arizu c/Provincia de Mendoza", en el que agregó V.E. que" ... este
poder de legislar, en materia de derecho privado, es exclusivo del Congreso, evidentemente
no puede ser compartido en su ejercic'io por las autonomías provinciales, correspondiendo
solamente a aquél apreciar las ventajas o inconvenientes de las instituciones que haya san-
cionado. dejándolas subsistentes o promoviendo su reforma. Y esta consecuencia no importa
cerrar la puerta a las iniciativas legislativas que cl progreso del país puede hacer necesa-
rias, en las diferentes ramas del derecho privado en relación a las provincias, pues. tanto
los representantes del pueblo de las mismas, como los de su soberanía, tienen amplias fa-
cultades para presentar aquéllas ante el propio cuerpo que posee la facultad y del cual for-
man parte integrante".

En uno de los precedentes que V .E. cita, en la causa "Malina", cl de Fallos: 174: 127,
el Alto Tribunal. compuesto por los doctores Roberto Repella, Antonio Sagarna, Luis
Linares, B.A. Nazar Anchorena y Juan B. Terán (integración casi idéntica a la que produ-
jo la sentencia sobre los privilegios del Banco de la Provincia de Buenos Aires, registrada
en Fallos: 186: 170) dijo respecto de la ley del Registro de la Propiedad de Catamarca. que
exigía que los títulos otorgados fuera de la provincia, fucran protocolizados -para su ins-
cripción- ante un cscribano de la Capital de Catamarca: "Nada afectaría en mayor grado la
unidad de la Nación quc la prevalcncia en una provincia. de una ley que cn materia tan fun-
damental como la organiza~ión de la familia y el régimen de la propicdad contraríe lo cs-
tablecido por el Código Civil".

"Crear esa unidad y consolidarla fuel'Onlos fines primordiales de la Constitución, para
cuya vigilancia ella misma ha instituido esta Corte. de Justicia".

"/ .. .IEstos principios han sido sancionados por la Corte Suprema de Justicia Nacional
desde el primer momento de su constitución, cuando formaban el Tribunal quienes'habían
sido testigos y actores, desde bandos opuestos. en el período anterior a la organizació,i na-
cional. de los sacrificios que impuso y de los móviles que la alimentó y luego factores de
la organización misma; por tanto, intérpretes altamente calificados de la Constitución que
la consagr6. La jurisprudencia ha elaborado el concepto y los límites del federalismo por
un proceso dc interpretación de l'a Constitución y sus antecedentes aplicados a la realidad
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de los casos concretos sometidos a su decisión, que es la forma propia de la función judi.
cial".

"I .. ./Si en ese trabajo que se realizaba por primera vez y en un terreno nuevo fue nece-
sario recurrir a la legislación constitucional comparada y a asimilaciones de derecho inter-
nacional privado para definir las relaciones de las provincias entre sí (Fallos: 13:456; 14: 18),
nunca se ha alterado el pensamiento inicial. de que la soberanía provincial no podía menos-
cabar la unidad de la legislación de fondo ... ".

Me he extendido en las transcripciones precedentes, de fallos señeros del Tribunal,
porque quiero concluir este dictamen señalando a v.E. que, la pretensión esgrimida por la
Provincia de Buenos Aires en el sub eXllIllille, implicaría que sus instituciones no queda-
ran alcanzadas por las cláusulas de la Constitución Nacional ni por las leyes federales dic-
tadas en su consecuencia (art. 31 Constitución Nacional); de tal suerte que el Pacto de San
José de Flores habría derivado en la formación de una Confederación entre el Estado de
Buenos Aires y el resto de las provincias argentinas.

Precisamente, refiriéndose al arl. 4to., sección 1ro., de la constitución norteamericana,
que sirvió de modelo a nuestros constituyentes para establecer el precepto del art. 7mo., dijo
Madison, en "El Federalista" que: " ... el poder de prescribir por medio de leyes generales
la manera de probar los actos públicos, registros y procedimientos judiciales de cada Esta-
do y el efecto que producirán en otros Estados, constituye un progreso evidente y aprecia-
ble en comparación con la cláusula concerniente de los artículos de la Confederación" (Ed.
Fondo de la Cultura Económica, Méxieo. 1957, pág. 181/182).

y ello porque: '''Si una Provincia pudiese dictar leyes por las cuales quitase valor pro-
batorio o autoridad o anulase los actos legislativos, ejecutivos o judiciales de otra, habría
hecho imposible dentro de la Nación la condición igual de los ciudadanos que de ellos tu-
viesen dercchos adquiridos y habría alterado las bases de una unión federativa y sembrado
los gérmenes de la disolución nacional. .. " (Joaquín V. González, op. cil. pág. 666).

-XIII-

Por las razones expuestas, opino que corresponde declarar la nulidad de los actos ad-
ministrativos por medio de los cuales el Registro de la Propiedad Inmucble de la Provincia
de Buenos Aires denegó la expedición de los certificados de dominio obran tes a fs. 9/23 y
admitir el planteo de inconstitucionalidad de la ley 10.542 Y del decreto 142/89 de la mis-
ma provincia, que dieron fundamento a los actos impugnados. Buenos Aires, 5 de julio de
1991. Maríu Grucie!u Reiri¿.



540 FALLOS DE LA CORTE SUPRE~'!A

.11.\

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 31 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Tesei de Naveiro, María Amalia y otros c/Buenos
Ai res, Provincia de s/inconstitucionalidad leyes 10.191, 10.446Ydec. 406/87", .de
Jos que

Resulta:

1) Que a [s. 115/133 se presentan por apoderado, los escribanos María
Amalia TESEI DE NA VEIRO; Diego María DE ACHA VAL; Juan Cruz
CERIANI CERNADAS; Julio E. TISSONE; Genoveva del Carmen
RODRIGUEZ; Luis María QUINTEROS; José Luis Gregorio DEL CAMPO;
Nelly Inés ETCHEGARA y de PALMEIRO; Roberto CONDOMI ALCORTA;
Enrique Francisco MASCHWITZ; Enriquc Ignacio MASCHWITZ; Mario
Fidel TESEI; Héctor Abel LOPEZ MENDEZ; Aldo Argentino BARBERO;
Luis Osear FARINA: Yolanda Nora BULWIK de NECHEVENKO; Miguel
. Esteban Fernando PUNTA: Fernando Juan PUNTA; Leonel Pedro
SICARDI; Irma PIANO de ALONSO y Lilia Reneé de BENEDETTI e iniciati
demanda contra la Provincia de Buenos Aires por nulidad de los actos por
los que el Registro de la Propiudad Inmueble denegó la expedición de cer-
tificados de dominio exigiendo para ello la intervención de notarios
inscriptos en esa provincia. Solicitan que se declare la inconstitucionali-
dad del decreto 406/87 y de las leyes provinciales que le sirven de sustento,
tales como las números 10.191 Y 10.446 Y de la disposición técnico-
registral 5/87 que aplicó ese decreto.

Señalan que la citada disposición legal es inconstitucional por los mis-
mos fundamentos'expuestos por esta Corte en la causa "Molina, Isaac c/
Buenos Aires. Provincia de s/nulidad de acto administrativo e inconstitu-
cionalidad".

A fs. 168/172 amplían la demanda instaurada y piden que se declare la
inconstitucionalidad de la ley 10.542 por los argumentos que allí exponen,
a los que cabe remitir en razón de brevedad.

A fs. 177/178 la actora denunci a como hecho nuevo el dictado del de-
creto 142/89 de la Provincia de Buenos Aires y de la disposición t.écnico-
registral 3/89 del registro inmobiliario de esa provincia, reglamentarios de
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la ley 10.542, toda vez que poseen los mismos vicios determinantes de
inconstitucionalidad de la ley que los originó.

11) Corrido el traslado de la demanda, la Provincia de Buenos Aires se
presenta y la contesta a fs. 194/202. Solicita su rechazo en virtud de las
facultades reservadas por la provincia de conformidad con los artículos 31 -
Y 104 de la Constitución Nacional y el artículo 4 del Pacto de San José de
Flores. Sostiene que la legislación impugnada por los actores fue dictada
en ejercicio de poderes locales sobre la base de una prerrogativa retenida
con relación a la organización y funcionamiento de los establecimientos
públicos existentes a la fecha de suscripción del Pacto, entre los que en-
cuadra al Registro de la Propiedad provincial. Cita doctrina y jurispruden-
cia para avalar su postura.

Considerando:

1°) Que la presente ~ausa es de la competencia originaria de esta Cor-
te (artículo 101, Constitución Nacional).

2°) Que si bien es cierto que las disposiciones legales impugnadas por
inconstitucionalidad en el escrito inicial. en las que se sustentaron los ac-
tos administrativos provinciales, han sido "virtualmente" derogadas como
lo destaca la señora Procuradora Fiscal en su dictamen, ello no parece
óbice para considerar subsistente el interés de los actores en lograr un pro-
nunciamiento del Tri'bunal.

En efecto, exigirles que renueven sus presentaciones a fin de provocar
una nueva observación basada en posteriores pero igualmente inválidas
disposiciones, importaría abrir una reiteración de trámites innecesarios en
tanto las objeciones constitucionales se mantengan como es lo que ocurre
con las sucesivamente dictadas por la Provincia de Buenos Aires que re-
sultanigualmente violatorias del artículo 7 de la Constitución Nacional.

3°) Que este'Tribunal ha tenido oportunidad de pronunciarse respecto
de la inconsl ituciona 1idad de la ley 10.542 en la causa "Pi nto, Ernesto H.
c/Buenos Aires, Provincia de slinconstitucionalidad y daños y perjuicios"
pronunciamiento del 6 de diciembre de 1988, a cuyas consideraciones
corresponde remitirse para evitar repeticiones innecesarias.
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4°) Que en el mismo orden de ideas se ha declarado la inconstitucio-
nalidad del decreto 142/89, de reglamentación de la ley mencionada en el
considerando anterior (confr. T.164 XXI "Torterola, Juan Emilio c/Bue-
nos Aires, Provincia de slinconstitucionalidad ley 10.542, decreto 406/87"
del 26 de marzo de 1991) Y al compartir esta Corte los fundamentos de la
señora Procuradora Fiscal con relación a la disposición técnico-registral
3/89, a ellos cabe remitirse adoptando la misma solución (A.633 XX
"Abud, Jorge Homero y otros e/Buenos Aires, Provincia de s/declaración
de inconstitucionalidad ley 10.542" del 1 de octubre de 1991).

5°) Que en los pronunciamientos citados en los párrafos precedentes,
esta Corte no se pronunció sobre la defensa que plantea la Provincia de
Buenos Aires, en virtud de la cual considera que las disposiciones ataca-
das de inconstitucionales encuentran su legitimidad en el Pacto de San José
de Flores.

Que a más de las razones expuestas en el ilustrado dictamen de la se-
ñora Procuradora Fiscal en cuanto al origen y propósitos de ese acuerdo
histórico, al que -como allí se expresa-la demandada pretende asignar una
"inusitada extensión", cabe tener en cuenta los fundamentos expuestos en
los pronunciamientos del Tribunal que se refirieron al tema.

Resulta conveniente precisar que esta Corte -desde antigua composi-
ción- ha procurado preservar el sistema representativo federal, para lo cual
no ha descuidado el respeto a la esencial autonomía y dignidadde las en-
tidades políticas por cuya "voluntad y elección" se reunieron los constitu-
yentes argentinos (Fallos: 184:72), y es en ese marco conceptual que se
inscribe la solución que se propicia.

6°) Que por el Pacto de San José de Flores, suscripto el I I de noviem-
bre de 1859, la Provincia de Buenos Aires se declaró parte integrante de
la Confederación y estableció -entre otras condiciones- que "todas las pro-
piedades de la provincia que le dan sus leyes particulares como sus esta-
blecimientos públicos de cualquier clase y género que sean, seguirán co-
rrespondiendo a la provincia de Buenos Aires y serán gobernadas y legis-
ladas por la autoridad de la Provincia" (artículo 7mo.).

Que en anteriores oportunidades se ha precisado el alcance del artícu-
lo 7mo. puesto bajo la salvaguarda de la Constitución, mediante la referen-
cia concreta incluida en el artículo 104 al resolverse que la Provincia de
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Buenos Aires conservaba, en su virtud, la facultad de legislar sobre los es-
tablecimientos allí comprendidos.

Que, no obstante, para que dicho privilegio pudiera ejercerse, se afir-
mó que era necesario que el establecimiento existiese al tiempo de suscri-
birse el Pacto porque esa era la condición indispensable que permitía -y
justificaba- su inclusión en la reserva.

Empero, no es talla situación respecto de los de creación posterior; así
lo decidió el Tribunal en la causa de Fallos: 239:251, en la cual, al inter-
pretar los alcances del mencionado artículo 7mo. los acotó a aquel presu-
puesto, rechazando la protección del mencionado acuerdo. Allí se dijo que
en tales casos, "la reserva no parecería justificada, porque no fueron toma-
dos en cuenta entonces y no se asentó ninguna salvedad para el futuro. Por
otra parte, no resulta dudoso que disposición tan especial, porque afecta
a la perfecta igualdad institucional y a la semejante entidad jurídica de to-
das las provincias, ha de ser interpretada estrictamente".

7°) Que el Registro de la Propiedad Inmueble provincial fue creado por
ley 1276, sancionada el 6 de junio de 1879, y el de la Capital Federal -en
forma provisoria- por la ley I 144 del 15 de diciembre de 188 J yen forma
definitiva por ley J 893.

Si bien su origen se remonta al "Oficio público de hipotecas" -Cedula-
rio de la Real Audiencia de Buenos Aires del 25 de septiembre de 1802-
sólo a los 10 años de plena vigencia del Código Ci vil se dictó la primera
ley organizadora del Registro de la Propiedad. Esta ordena -en el territo-
rio de la Provincia de Buenos Aires- la inscripción y anotación de todos
los derechos reales, embargos e inhibiciones. A partir de entonces, en to-
das las provincias componentes de la Nación se dictaron leyes semejantes.

8°) Que en la ley 1029 del 21 de septiembre de 1880 -sobre la capita-
lización del municipio de la ciudad de Buenos Aires- sólo fueron excep-
tuados de la jurisdicción de la Nación los establecimientos y edificios pú-
blicos correspondientes al Banco de la Provincia de Buenos Aires, el Hi-
potecario y el Monte de Piedad (artículo 3ro.), manteniendo la provincia
la administración y propiedad de sus ferrocarriles, teléfonos y demás bie-
nes (artículo 4to.). Dicho texto legal fue reconocido por la ley provincial
1355.
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De lo expuesto surge que no cabe incluir en la excepción al Registro de
la Propiedad, porque su creación -como tal- es posterior al Pacto y no pudo
ser contemplado en la legislación citada.

9°) Que tal conclusión no importa desconocer la facultad provincial de
organizar sus registros inmobiliarios en la forma que se crea conveniente
(Fallos: 121:40; 174:105; 175:257; 187:449), salvo que, desde luego, se
alteren las disposiciones de las leyes nacionales dictadas por el Congreso
en uso de.sus atribuciones (Fallos: 210:462) ..

Ello es así por cuanto -como lo ha sostenido esta Corte- las leyes que
se dicten conducentes al bienestar y prosperidad provincial (Fallos: 7:373;
13 1:212), deben serlo en los límites de los poderes no delegados (artícu-
lo 104, Constitución Nacional) y sin desnaturalizar las que rigen en todo
el ámbito de la Nación (artículos 7 y 31, Constitución Nacional; Fallos:
174: 104).

10) Que la circunstancia de que la demandada considere que las leyes
y disposiciones cuestionadas son necesarias a fin de obtener un control
adecuado del cumplimiento de obligaciones fiscales, no es razón suficiente
para allanar el contenido de cláusulas constitucionales de cumplimiento
ineludible, como lo es el artículo 7 de la Ley Fundamental (doctrina de
Fallos: 183:80).

Por ello se resuelve: Hacer lugar a la demanda en cuanto persigue la
declaración de inconstitucionalidad de la ley 10.542 Yde los decretos 406/87
y 142/89 Ydisposiciones técnico-registrales 5/87 y 3/89, con costas (artí-
culo 68, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Teniendo en cuenta la labor desarrol1ada en el principal y de conformi-
dad con lo dispuesto por los arts. 6to., incs. b, c y d; 9no., 37 y 38 de la ley
21.839, se regulan los honorarios de los Dres. David Andrés Halperín,
Lino Enrique Palacio, Juan Carlos Cassagne y Osear Alvarado Uriburu (h),
en conjunto, en la suma de diez mil pesos ($ 10.000). Notifíquese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ - AUGUSTO

CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO-

EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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TRANSPORTES AUTOMOTORES CHEVALLIER S.A. v.
PROVINCIA DE BUENOS AIRES

PRIVACION DE JUSTICIA.

545

La garantía constitucional de la defensa en juicio impone la posibilidad de ocurrir
ante un órgano jurisdiccional en procura de justicia, por lo que la privación de jus-
ticia se presenta cuando se impide el ejercicio del derecho amparado por el art. 18
de la Constitución Nacional, pero no cuando no se han agotado las vías que razo-
nablemente ofrecía el ordenamiento procesal.

PRIVACION DE JUSTICIA.

Es inadmisible el plaJiteo de privación de justicia si su configuración sólo surge de
las afirmaciones del incidentista.

PRIVACION DE JUSTICIA.

El hecho de que la Corte se haya declarado incompetente para conocer en el caso
en forma originaria (art. J 01 de la Constitución Nacional) no permite concluir que
se haya afectado el derecho constitucional de la recurrente de ocurrir ante un juez
competente en procura de justicia porque median vías para requerir el amparo del
derecho que esgrime.

PRIVACION DE JUSTICIA.

No puede concluirse que se configure el supuesto de "privación de justicia" cuan-
do lo que se obtienen son resultados desfavorables a las pretensiones esgrimidas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 31 de marzo de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que el letrado apoderado de la empresa actora -Transportes
Chevallier S.A.- denuncia la existencia de "privación de justicia" y soli-
cita se adopten las medidas necesarias para reparar dicha situación ..

2°) Que esta Corte ha decidido que la garantía constitucional de la de-
fensa en juicio impone la posibilidad de ocurrir ante un órgano jurisdic-
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cional en procura de justicia (Fallos: 276: 157; 281 :235 y 303:2063), por
lo que la privación de justicia se presenta cuando se impide el ejercicio del
derecho amparado por el artículo 18 de la Constitución Nacional, pero no
cuando -como sucede en el caso- no se han agotado las vías que razona-
blemente ofrecía el ordenamiento procesal (doctrina de Fallos 247:486;
296:715; 304:342 y A.476.XXIJI "Alonso, Jorge Francisco y otros s/con-
trabando de.estupefacientes y otros delitos causa nro. 3161" del 23 de ju-
lio de 1991). En efecto, en el caso su configuración no surge más que de
las afirmaciones del incidentista, circunstancia que impide que sea admi-
tido el planteo (Fallos: 302: 1379).

3°) Que la empresa actora interpuso demanda por considerar ilegítima
la pretensión del fisco de la Provincia de Buenos Aires por la que se recla-
maba el pago del impuesto a los ingresos brutos. Esta Corte se declaró in-
competente para conocer en el caso en forma originaria (artículo 101,
Constitución Nacional). Sin que ello permita concluir que se haya afectado
su derecho constitucional de ocurrir ante un juez competente en procura
de justicia, porque median vías para requerir el amparo del derecho que
esgrime.

4°) Que, paralelamente, la misma empre.sa interpuso demanda
contenciosoadministrativa ante la Suprema Corte de la Provincia de Bue-
nos Aires, a fin de que se modificase la decisión del Tribunal Fiscal del
Estado provincial; la que fue rechazada por no haber efectuado el pago
previo al reclamo que establece la ley. Al margen del acierto o error de
dicho pronunciamiento -aspecto sobre el que este Tribunal no tiene que
expedirse en esta instancia procesal- también resulta claro que en el caso
el actor tiene a su alcance vías recursivas aptas para mantener su derecho.

5°) Que, por lo demás, no puede concluirse que se configure el supuesto
de "privación de justicia" cuando lo que se obtienen son resultados desfa-
vorables alas pretensiones esgrimidas.

Por ello, se resuelve: Rechazar el planteo interpuesto en el escrito a
despacho. Notifíquese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (segúll su voto) - JULIO S. NAZARENO-
EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR.
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Considerando:

547

1°) Que el letrado apoderado de la empresa actora, Transportes
Chevallier S.A., denuncia la configuración de un supuesto de privación de
justicia y exige de este Tribunalla adopción de medidas para el inmedia-
to restablecimiento de la garantía constitucional que considera afectada.

2°) Que esta Corte negó su competencia originaria para conocer en la
acción declarativa promovida por la actora, sin perjuicio de destacar la
posibilidad de que la causa -una vez que fuese decidida por' juez compe-
tente- pudiese ser sometida a su conocimiento por las vías pertinentes.

3°)Que, según las constancias aportadas por el peticionante, la Supre-
ma Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires desestimó por
improcedencia formal la demanda contencioso administrativa deducida
por la actora contra la decisión del Tribunal Fiscal atinente a su obligación
impositiva, con fundamento en el incumplimiento del recaudo exigido por
el art. 30 del Código de Procedimiento Contenciosoadministrativo local.
siil que ello signifique abrir juicio sobre tal pronunciamiento, cabe seña-
lar que, ante la decisión adversa a sus pretensiones, si la actora conside-
raba que se habían cercenado sus garantías constitucionales, tenía a su al-
cance las vías recursivas aptas para plantear la cuestión federal ante este
Tribunal.

4°) Que, en tales condiciones, resulta que la actora no se havisto pri-
vada de ocurrir ante el órgano jurisdiccional en procura de justicia ni se han
configurado conflictos de competencia que implicasen un menoscabo a la
garantía constitucional de la defensa en juicio. Por el contrario, en el sub
judice la interesada no ha agotado las vías que razonablemente ofrecía el
ordenamiento procesal ni ha demostrado que aquéllas fuesen ineficaces,
lo cual obsta a la configuración del supuesto excepcional de privación de
justicia (doctrina de Fallos 304:342; causa A.476.XXIII "Alonso, Jorge
Francisco y otros s/contrabando de estupefacientes y otros delitos causa
nro. 3161 ", fallada el 23 de julio de 1991, considerando Sto). '
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Por ello, se resuelve: Rechazar el planteo interpuesto a fs. 13/15.
Notifíquese.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO.

CARLOS ALBERTO AvíLA y OTROS v. RODRIGO S.A. y OTROS

RECURSO DE QUEJA: DeptÍsi¡o previo.

Tratándose de un recurso de hecho dencgado por cl superior tribunal de provincia
y dcclarado,admisible por la Corte, córresponde devolver al interesado la cantidad
depositada por encima de $250, suma ésta que indefectiblemente integrará los re-
cursos propios de la CarIe.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 31 de marzo de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que el artículo 166, inc. 1ro, del Código Procesal Civil y Comer-
cial de la Nación establece que antes de la notificación de la sentencia po-
drán aclararse conceptos obscuros siempre que ello no altere lo sustancial
de la decisión (art. 36, inc. 3ro., cuerpo legal citado).

2°) Que en la sentencia de fs. 183/186 se ha ordenado el reintegro del
depósito de fs. 172, pero sin especificar su monto.

3°) Que, según lo dispuesto por la acordada Nro. 77/90 de'este Tribu-
nal, en los casos de recursos de hecho denegados por los superiores tribu-
nales de provincia y declarados admisibles por esta Corte, se devolverá al
interesado la cantidad depositada por encima de $ 250.-, suma esta última
que indefectiblemente integrará los recursos propios del Tribunal.
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Por ello, se aclara la sentencia con el alcance indicado. Hágase saber
conjuntamente con la decisión motivo de este pronunciamiento y remíta-
se como está ordenado.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ - RODOLFO C.

BARRA - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

ALBERTO ANGEL COPPOLA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Prillcipios gellérales.

El recurso extraordi~ario contra la sentencia que declaró la nulidad de la denuncia
y de todo lo actuado en su consecuencia por haber sido aquélla efectuada por la
cónyuge del procesado es "inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comer-
cial de la Nación).

DENUNCIA.

El art. 163 del Código de Procedimientos en Materia Penal procura concretas fina-
lidades destinadas a la protección de la familia y de la sociedad y ampara el víncu-
lo familiar preservándolo de las lesiones perpetuas que la denuncia penal genera,
evitando que los enfrentamientos conyugales conviertan, necesariamente el accio-
nar de la justicia en arma de rencillas domésticas (Voto del Dr. Carlos S. Fayt).

NULIDAD DE ACTOS JURIDICOS.

La facultad de denunciar un acto viciado de nulidad absoluta en materia procesal
penal o la posibilidad de declarar la nulidad de oficio, sin tener en cuenta elmomen-
to en que se ha producido el vicio, se mantiene hasta tanto la sentencia haya pasa-
do en autoridad de cosa juzgada (Voto del Dr.Carlos S. Fayt).

FAMILIA.

La familia constituye la raíz, la célula, el elemento más simpfe y fundamental de
la organización social. No puede concebirse a la sociedad sin la familia, grupo co-
lectivo primario en que las relaciones entre padre, madre e hijos vinculan a los in-
dividuos por lazos inalienables. Su fin es la vida misma, teniendo por función la
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satisfacción de las necesidades primarias de la existencia (Voto del Dr. Carlos S.
Fayt).

FAMILIA.

De la familia vienen los elementales grupos sociales basados en la comunidad de
sangre y cualesquiera sean las hipótesis sobre su evolución y la influencia de las.
condiciones del desarrollo económico político sobre su funcionamiento social, ella
constituye el núcleo primario de la vida social y "la única forma dc asociación in-
tégral" (Voto del DI'. Carlos S. Fayt).

DENUNCIA.

Corresponde confirmar la sentencia que declaró la nulidad de la denuncia y de todo
lo actuado en su consecuencia ya que la cohesión de b familia, como valor supe-
rior, resultaría indudablemente afectada si un proceso penal se pudiese originar a
raíz de un elemento aportado por un cónyuge con la intención de perjudicar al otro
(Voto del DI'. Carlos S. Fayt).

DENUNCIA.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que anuló todo lo actuado por conside-
rar que la denuncia había sido efectuada por la cónyuge dcl procesado (ar!. 163 del
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) al enviar al fiscal de cámara una
misiva con.el documenio supuestamente falsificado si el acto que contuvo la noti-
cia del delito y que desencadenó la persecución penal fue realizado por el referido
fiscal, que cs la pcrsona particularmente ofendida por el hccho delictuoso (Disiden-
cia de los Drcs. Rodolfo C. Barra, Augusto César Belluscio y Julio S. Nazarcno).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 31 de marzo de J 992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Ricardo G. Rongo
(Fiscal ante la Cámara Nacional de Apelaciones en 10 Criminal y
Correccional de la Capital Federal, Fiscalía Nro. 1) en la causa CóppoJa,
Alberto Angel s/falsificación de instrumento público -Causa Nro. 899-",
para decidir sobre su procedencia.

Considerando:
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Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina esta queja, es
inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Por ello, se desestima la queja. Hágase saber y archívese, previa devo-
lución de los autos principales.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FA YT (según su I'oto) - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO (en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO

(en disidencia) - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

VOTO DEL SEÑORMINISTRO DOCTORDON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1°) Que contra la s~ntencia de la Sala II de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Criminal y Correccional que, al confirmar lo resuelto en la
instancia anterior, declaró la nulidad de la denuncia de fs. 2 y de todo lo
actuado en su consecuencia y dispuso el archivo dc la causa, el fiscal de
cámara interpuso el recurso extraordinario, cuya denegación por el auto de
fs. 268 dio origen a la presente queja.

2°) Que, según consta en autos, la denuncia fue efectuada formalmente
el 24 de mayo de 1987 por el señor fiscal de cámara Norberto Julio Quantín
a raíz de haber tomado conocimiento -por medio de una misiva dirigida a
su persona por la señora Aurora Hernández de Cóppola- de la existencia
de una certificación hecha en papel con membrete del Poder Judicial, don-
de aparecía una firma falsa y el sello de la Fiscalía Nro. 3, a su cargo. El
20 de noviemhre de 1987 Us. 56/57 vta.) el juez de instrucción decretó la
prisión preventi va de Alherto Angel Cóppola, cuyo abogado defensor pro-
movió incidente de falta de acción con fundamento en que el denuncian-
te había ohtenido la notitia crilllinis por medio de la cónyuge de Cóppola,
situación que viciaha la admisibilidad de la denuncia (art. 163 del Códi-
go de Procedimientos en Materia Penal) y determinaba la sanción de nu-.
lidad de todo lo actuado. Tal planteo fue desestimado por el juez de ins-
trucción y la decisión fue confirmada por la alzada Us. 19 del incidente
Nro. 37.948 de ralta de acción).
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En ocasión de dictar la sentencia, el juez introdujo de oficio la viola-
ción a la prohibición contenida en el art. 163 del Código de Procedimien-
tos en Materia Penal. Estimó que la salvaguarda de los principios que ins-
piraban esa norma debía prevalecer frente al interés en la persecución de
los delitos. Consecuentemente, declaró la nulidad de la denuncia de fs. 2
y de todo lo actuado. Apelada la sentencia, la Cámara confirmó la decisión.

3°) Que el Fiscal de Cámara reclama l~ apertura del recurso extraordi-
nario por violación del derecho constitucional de defensa en juicio y de la
garantía del debido proceso, que se habría configurado, a su juicio, por el
pronunciamiento de oficio del tribunal sobre una cuestión decidida en una
etapa clausurada del procedimiento -concretamente, la nulidad de la de-
nuncia y sus efectos en el proceso- circu'nstancia que lesionaba el princi-
pio de preclusión e impedía la obtención de una sentencia sobre el fondo.

4°) Que, por lo pronto, corresponde señalar que la facultad de denun-
ciar un acto viciado de nulidad absoluta en materia procesal penal o la
posibilidad d~ declarar la nulidad de oficio, sin tener en cuenta el momento
en que se ha producido el vicio, se mantiene hasta tanto la sentencia haya
pasado en autoridad de cosa juzgada.

En autos, la decisión recaída sobre la excepción de falta de acción, por
no tratarse de una sentencia definitiva, no había adquirido firmeza, e in-
cluso sin la intervención del tribunal podía eventualmente ser replanteada
por el agraviado en ocasión de impugnar el fallo definitivo mediante el
recurso extraordinario. Si ello es así, cualquiera que fuese el fundamento
que hubiera sustentado aquella decisión -con mayor razón, en atención a
la naturaleza del vicio- conservaba el juez del plenario la facultad de apli-
car la sanción de oficio en tanto advirtiera que correspondía su encuadra-
miento en la categoría de las nulidades absolutas.

5°) Que, sin perjuicio de lo expresado precedentemente, habida cuen-
ta de que el presupuesto que habilita la conducta del a qua que ha causa-
do agravio al recurrente, es la existencia de un vicio apto para provocar la
nulidad absoluta de lo actuado, tal cuestión constituye materia de ineludi-
ble tratamiento por esta Corte, a los fines de resolver la procedencia de la
qucja.

6°) Que, con el objeto enunciado, resulta necesario interpretar el alcan-
ce del art. 163 del Código de Procedimientos en Materia Penal. En tal sen-
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tido, es apropiado recordar que, si bien la exigencia de legitimación no se
requiere.en la formulación de denuncia de los delitos de acción pública,
existen casos en que la relación parental obsta a su admisibilidad y opera
al modo de una valla infranqueable. La norma en cuestión prOcura, en su
examen teleológico, concretas finalidades destinadas a la protección de la
familia y de la sociedad; así, amparar el vínculo familiar preservándolo de
las lesiones perpetuas que este lipo de hechos generan, y asimismo evitar
que estos enfrentamientos conyugales conviertan, innecesariamente, el
accionar de la justicia en arma de rencillas domésticas.

r) Que la familia, como se ha expresado en innumerables oportunida-
des, es la más antigua de las instituciones humanas. Ella constituye la raíz,
la célula, el elemento más simple y fundamental de la organización social.
No puede concebirse a la sociedad sin la familia, grupo colectivo prima-
rio en que las relaciones entre padre, madre e hijos vinculan a los indivi-
duos por lazos inalienables. Su fin es la vida misma, teniendo por función
la satisfacción de las necesidades primarias de la existencia. De ella vie-
nenlos elementales grupos sociales basados en la comunidad de sangre y
cualesquiera sean las hipótesis sobre su evolución y la influencia de las
condiciones del desarrollo económico político sobre su funcionamiento
social, ella constituye el núcleo primario de la vida social y "la única for-
ma de asociación integral".

8°) Que la incolumnidad del vínculo familiar, la solidaridad y el respeto
sobre el que reposa el orden filial y por tanto comunitario entre los partí-
cipes en la "unidad social", que en el dispositivo legal de referencia se pro-
cura mantener por encima del interés de la persecución de los delitos, ha
sido valuado por el legislador de modo muy preciado. Este valor superior
-la cohesión de la familia- resultaría indudablemente afectado si un pro-
ceso penal se pudiese originar a raíz de un elemento aportado por un cón-
yuge con la intención de perjudicar al otro.

9°) Que, en el caso, los principios antes reconocidos no pueden ser de-
sechados sin grave desconocimiento de la norma y seria afectación de los
altos postulados que la inf.orman. Así, no resultan atendibles los argumen-
tos del apelante que refieren haber conocido la Ilotitin cril/linis de modo
casual, por medio de una misiva; como tampoco los dichos de la esposa del
imputado, en cuanto habría hallado involuntariamente el documento pú-
blico falsificado y habría tenido exclusivamente la intención de remitirlo
a quien creía que lo había suscripto. El primero de ellos pierde toda
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relevancia a poco que se advierta que el razonamiento expresado reviste
un excesivo rigor formal; el siguiente, pues más allá de que I.ade~unciante
hubiese o no conocido la ilicitud del hecho infonnado, tal circunstancia no
permuta la 'inexcusable nulidad de las actuaciones así sustentadas.

Por ello, se desestima la queja. Notifíquese y oportl:.mamente archívese.

CARLOS S. FA YT

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C.

BARRA y DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

y DON JULIO S. NAZARI::""NO

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Saja II de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en 10 Criminal y Correccional que, al confirmar lo resuelto en la
instancia anterior, declaró la nulidad de la denuncia de fs. 2 y de todo lo
actuado en su consecuencia y dispuso el archivo de la causa, el fiscal de
cámara interpuso el recurso extraordi nario, cuya denegación por el auto de
fs. 268 dio origen a la presente queja.

2°) Que, según consta en autos, la denuncia fue efectuada el 24 de mayo
de 1987 por el señor fiscal de cámara Norberto Julio Quantín a raíz de ha-
ber lqmado conocimiento -por noticia dada por la señora Aurora
Hcrn¡Índez de Cóppola- de la existencia de una ccrtific"ación hecha en pa-
pel con membrete del Poder Judicial, donde aparecía una firma falsa y el
sello de la Fiscalía Nro. 3, a su cargo. El 20 de noviembre de 1987 (fs.
56/57 V 1<1. ) eljuez de insl rucción decretó la pri sión preventi va de A 1berta
Angel Cúppola, cuyo abogado defensor promovió incidente de falta de
acci(ín con fundamento en que el denunciante había obtenido la notitia
crill1inis por medio de la cónyuge de Cóppola, situación que viciaba la
admisihilidad de la denuncia (ar1. 163 del Cúdigo de Procedimientos en
Materia Penal) y determinaba la sanción de nulidad de todo lo actuado. Tal
planteo fue desestimado por el juez de instrucción y la decisión fue con-
firmada por la alzada (fs. 19 del incidente Nro. 37.948 de falta de acción).
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En ocasión de dictar la sentencia penal, el juez introdujo de oficio la
violación a la prohibición contenida eR el art. 163 del Código Procesal
Penal. Estimó que la salvaguarda de los principios que inspiraban esa nor-
ma debía prevalecer frente al interés en la persecución de los delitos. Con-
secuentemente, declaró la nulidad de la denuncia de fs. 2 y de todo lo ac-
tuado. Apelada la sentencia, la Cámara confirmó la decisión.

3°) Que el fiscal de cámara reclama la apertura del recurso extraordi-
nario por violación del derecho constitucional de defensa en juicio y de la
garantía del debido proceso, que se habría configurado, a su juicio, por el
pronunciamiento de oficio del tribunal sobre una cuestión decidida en una
etapa clausurada del procedi miento -concretamente, la nulidad de la de-
nuncia y sus efectos en el proceso- circunstancia que lesionaba el princi-
pio de preclusión y obstaba a la obtención de una sentencia sobre el fon-
do.

4°) Que corresponde señalar en primer lugar que la facultad de denun-
ciar un acto viciado de nulidad absoluta en materia procesal penal o la
posibilidad de declarar la nulidad de oficio, sin tener en cuenta el momento
en que se ha producido el vicio, se mantiene hasta tanto la sentencia haya
pasado en autoridad de cosa juzgada.

En autos, la decisiónrecaÍda sobre la excepción de falta de acción, por
no tratarse de una sentencia definitiva, no había adquirido firmeza, e in-
cluso sin la intervención del tribunal podía eventualmente ser replanteada
por el agraviado en ocasión de impugnar el fallo definitivo mediante el
recurso extraordinario. Si ello es así cualquiera que fuese el fundamento
que hubiera sustentado aquella decisión, con mayor razón, en atención a
la naturaleza del vicio. conservaba eljuez del plenario la facultad de apli-
car la sanción de oficio en tanto advirtiera que correspondía su encuadra-
miento en la categoría de las nulidades absolutas.

5°) Que, sin perjuicio de lo expresado precedentemente, dado que el
presupuesto que habilita la conducta del a qllo que ha causado agravio al
recurrente, es la existencia de un vicio apto para provocar la nulidad ab-
soluta de lo actuado. tal cuestión constituye materia de ineludible trata-
micnto por csta Corte, a los fines de resolver la procedcncia dc la queja.

6°) Que el acto que contuvo la noticia del delito y que desencadenó la
persecución penal fue realizado por el Dr. Quantín, es decir, la persona
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particularmente ofendida por el hecho delictuoso, 9uien no está ligado por
lazos familiares con quien resuhó procesado como resultado de la inves-
tigación.

En tales condiciones, la asimilación que efectúan los jueces de la cau-
sa entre la situación de autos y la contemplada en el art. 163 del Código
de Procedimientos en Materia Penal -y la consiguiente aplicación de una
sanción de nulidad absoluta que se propaga al proceso- constituye un tra-
tamiento irrazonable de la controversia, de acuerdo con las constancias de
la causa y con las disposiciones legales aplicables, con claro menoscabo
de la garantía del debido proceso que invoca el recurrente.

7°) Que, en efecto, la participación de la señora Hernández de Cóppola
se limitó a una etapa anterior a la denuncia. En el caso, la prohibición del
art. 163 del Código Procesal Penal hubiera podido resolverse en el impe-
rativo de no utilizar los datos aportados por la cónyuge del procesado para
fundamentar ef procesamiento, o no introducir ese material en el debate del
juicio plenario como elemento integrante de la base fáctica del fallo. Ex-
cede, pues, lo razonable, el difundir la sanción de nulidad al resto del jui-
cio en circunstancias en que la investigación penal hubiera debido ponerse
en marcha por la denuncia admisible de fs. 1, aun cuando quien manifes-
tó ser ofendido o damnificado pbr el hecho cuyo conocimiento transmitió
a la autoridad, no hubiese expresado cuál había sido su fuente de anoticia-
miento.

8°) Que, en tales condiciones, la sanción de nulidad absoluta que el a
qua ha aplicado a la totalidad de las actuaciones guarda relación directa e
inmediata con la lesión a la garantía constitucional consagrada en el art.
18 de la Constitución Nacional y justifica la descalificación de la senten-
cia corno acto jurisdiccional.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso ex-
traordinario y se deja sin efecto el fallo apelado. Con costas. Vuelvan los
autos al ti-ibunal de origen a fin de que por quien corresponda se dicte nue-
vo pronunciamiento. Notifíquese, agrégl!ese la queja al principal y remí-
tase.

RODOLFO C. BARRA -AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO.
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DANIEL RAMON FERNANDEZ v. MUNICIPALIDAD DE LA CAPITAL y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Prin(ipios generales.

557

El recurso extraordinario contra la sentencia dcl superior tribunal provincial que
declaró formalmente admisible la demanda meramente declarativa destinada a ha-
cer cesar el estado de incertidumbre sobre el alcance y validez de dos normas re-
putadas contradictorias (ordenanza 2871/88 y ley 3052 de la Provincia de Mendoza)
es inadmisible (ar!. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

DIVISION DE LOS PODERES.

No le compete al Poder Judicial el ejercicio en forma expresa o tácita de funciones
que corresp'o'nden a los restantes poderes, pues la adopción de una posición contraria
puedc implicar un menoscabo al principio de separación de poderes,(Disidencia de
los Ores. Mariano Augusto Cavagna MartÍnez y Rodolfo C. Barra).

PROVINCIAS.

SLbien la Constitución Nacional garantiza a las provincias el establecimiento de sus
instituciones, el ejerc'icio de ellas está sujeto al sistema representativo y republicano
y es la Corte nacional la encargada de asegurarlo (Disidencia de los Ores, Maria-
no Augusto Cavagna MartÍnez y Rodolfo C. Barra),

RECLAMO ADMINISTRATIVO PREVIO.

El reclamo administrativo tiene múltiples finalidades entre las que se destaca la de
otorgar al Estado la posibilidad de rectificar su actitud, evitando juicios innecesa-
rios, lo que se apoya en evidentes razones de economía y práctica para resol ver el
problema en el ámbito enque se creó, sin necesidad de plantear demandas en un
poder distinto como es el judicial (Di~idencia de los Ores, Mariano AuguSIO Cavag-
na MartÍnez y Rodolfo C. Barra).

RECLAMO ADMINISTRATIVO PREVIO.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia del superior tribunal provincial que de-
claró formalmente admisible la demanda meramente declarativa destinada a hacer
cesar el estado de incertidumbre sobre el alcance y validez de dos normas reputa-
das contradictorias (ordcnanza 2871188 y ley 3052 de la provincia de Mendoza) ya
que se debió exigir al apelante que agotara la vía administrativa (art. 144, inc. Sto.,
de la Constitución provincial) ante el Jefe de Policía (Disidencia de los Ores. Ma-
riano Augusto Cavagna MartÍnez y Rodolfo C. Barra).
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LEY: IlllerpreliicitÍl/ y 1Il'JicacitÍll.

La primera regla de interpretación de laslcyes consiste en dar pleno efecto a la in-
tención del legislador, propósito que no debe ser olvidado por los jueces so pretexto
de posibles imperfecciones téenicas en la instrumentación legal (Disidencia de los
Dres. Mariano Augusto Cavagna Ma¡.tínez y Rodolfo C. Barra).

ACCION DECLARATIVA.

No resulta apropiado admitir la preeminencia de la acción declarativa en un con-
texto en el que se ventilan cuestiones ligadas al mantenimiento o despojo de situa-
ciones jurídicas subjetivas de naturaleza administrativa (derecho subjetivo o inte-
rés legítimo) ya que no se pretende una declaración judicial de certeza sino obte-
ner el reconocimiento de una situación jurídica preexistente concedida por el
ordenamiento público local'y vulnerada por la administraeión (Disidencia de los
Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Rodolfo C. Barra).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 31 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Ef,raín I. Quevedo
Mendoza (Fiscal de Estado de la Provincia de Mendoza) enla causa
Fernán~ez, Daniel Ramón c/Municipalidad de la Capital y Jefe de Policía",
para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina esta presenta-
ción directa, es inadmisible (an. 280 del Código Procesal Civil y Comer-
cial de la Nación).

Por ello, se desestima la queja. Noti fíquese, devuél vallse los autos prin-
cipales y, oportunamente, archívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ (en disiden-
cia) - RODOLFO C. BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZAliENO - EDUARDO
MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.



DE JUSTICIA DE LA NACION

315

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR

DON MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ

y DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA

Considerando:

559

1°) Que el actor, Dn. Daniel Ramón Fernández, promovió demanda
meramente declarativa contra la Municipalidad de la Ciudad de Mendoza
y contra el Jefe de Policía de la Provincia de Mendoza, a fin de hacer ce-
sar el estado de incertidumbre sobre el alcance y validez de dos normas
reputadas contradictorias. En efecto, mientras la ordenanza 2871/88 había
autorizado el funcionamiento de su fondo de comercio destinado ajuegos
de videos, la ley provincial 3052 prohibía esa actividad y preveía severas
sanciones. El actor adujo que había invertido un importante capital en la
instalación, que la comuna le exigía el pago de gravámenes mensuales y
que sufría el peligro inminente de que su local fuese clausurado y sus má-
quinas decomisadas, como había sucedido con otros establecimientos si-
milares. Solicitó el dictado de una prohibición de innovar a fin de que el
Jefe de Policía se abstuviera de todo procedimiento que afectase su nego-
cio. La acción fue deducida ante el 14 Juzgado en lo Civil Comercial y de
Minas de Mendoza, cuyo titular se declaró incompetente en razón de es-
timar que la materia era de naturaleza administrativa, y giró los autos a la
suprema corte de justicia local.

2°) Que el Superior Tribunal declaró formalmente admisible la deman-
da en los términos del art. 3 del Código de Procedimiento Civil, y le im-
puso el trámite de los procesos de instancia regulado por los arts. 220 y
sgtes. del código local. Desestimó la medida precautoria y dio traslado de
la demanda. Contestaron la Municipalidad de Mendoza y el Jefe de Poli-
cía de la provincia. Este último opuso excepción de incompetencia. Se
presentó espontáneamente el Fiscal de la Provincia de Mendoza y solici-
tó la nulidad de la resolución que declaró formalmente admisible la deman-
da, por entender que violó el art. 144 inc. 5 de la constitución provincial.
Argumentó que esa norma y la ley 3918 fijaban la competencia del supe-
rior tribunal local en materia administrativa, y que carecía de atribuciones
para expedirse en una acción meramente declarativa en razón de que no
constituía una "causa contenciosoadministrativa". Criticó la actuación de
oficio del superior tribunal, pidió suspensión del procedimiento e hizo re-
serva de caso fcderal.
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3°) Que la Suprema Corte mendocina desestimó la presentación del
Fiscal de Estado a la que calificó como excepción de incompetencia, dado
que alegaba la transgresión de normas que establecían la competencia del
tribunal en la materia administrativa. Para así decidir consideró que era
Cierto que actuaba de oficio pues el actor no había desistido del procedi-
miento, y había efectuado peticiones al tribunal que implicaron actos de
consentimiento; además en el supuesto de que la Corte se hubiera decla~
rado incompetente, habría privado al particular del acceso a la justicia lo
cual violaba la garantía de defensa en juicio. Finalmente aseveró que ne-
gar la existencia de la acción declarativa en el ámbito contenciosoadmi-
nistrativo de la provincia, además de contrariar la amplia redacción del art.
3 del Código de Procedimiento Civil, tendría graves consecuencias pues
significaría un retroceso en el avance de la jurisprudencia tendiente a am-
pliar las vías procesales en materia administrativa.

4°) Que contra este pronunciamiento, el Fiscal de Estado de Mendoza
interpuso el recurso extraordinario cuya denegación dio origen a la presen-
te queja. Reclama la apertura del remedio federal por violación de las ga-
rantías establecidas en los arts. 5, 18, 104 Y 105 de la Constitución Nacio-
nal y el arto 12 de la Constitución Provincial, por entender que se trans-
gredió el equilibrio entre l.as funciones del Poder Judicial y del Poder Eje-
cutivo 10 cual compromete la forma republicana de gobierno y configura
una situación de gravedad institucional. También tacha de arbitraria la
sentencia apelada al modificar la naturaleza de la "demanda de nulidad"
y tratarla como "excepción de inco"mpetencia"; por omitir evaluar la
ine((istencia de causa contenciosoadministrativa y realizar una interpreta-
ción errónea del ar\. 3 del Código de Procedimiento Civil; por no haber
exigido la previa denegación por parte de la administración, y por la im-
procedente actuación de oficio del tribunal.

5°) Que los agravios del apelante suscitan cuestión federal para su con-
sideración en la vía intentada, pues aunque remiten al examen de las facul-
lades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la for-
ma en que ejercen su ministerio, cuestiones que son -como regla y por su
naturaleza- ajenas.a la instancia extraordinaria, tal circunstancia no cons-
tituye óbice para invalidar lo resuelto cuando la alzada ha realizado una
inadecuada selección del derecho aplicable para resolver el caso (doctri-
na de Fallos: 304: 1904). .



DE JUSTICIA DE LA NACION

315

561

6°) Que esta Corte tiene dicho que no le compete al Poder Judicial el
ejercicio en forma expresa o tácita, de funciones que corresponden a los
restantes poderes, pues la adopción de una posición contraria puede impli-
car un menoscabo al principio de separación de poderes, y si bien la Cons-
titución Nacional garantiza a las provincias el establecimiento de sus ins-
tituciones, el ejercicio de ellas está sujeto al sistema representativo y re-
publicano, y es la Corte nacional la encargada de asegurarlo (Fallos:
308:1745; y causa C.76I.XXII. "Cohen, Rafael c/Instituto Nacional de
Cinematografía s/nulidad", sentencia del 13 de marzo de 1990). Además
es doctrina inveterada que la misión más delicada de lajusticia es la:de sa-
berse mantener dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las
funciones que le corresponden a los otros poderes (Fallos: 310:804). En
esta inteligencia, se advierte que el tribunal superior mendocino no respetó
dicha independencia, pues al hacer lugar formalmente a la demanda inter-
firió prematuramente en la cuestión suscitada, porque no exigió al apelante
que agotara previamente la vía administrativa que en el caso de autos era
el Jefe de Policía por ser el órgano de aplicación de la ley 3052.

7°) Que el reclamo administrativo tiene múltiples finalidades, entre
ellas se destaca la de otorgar al Estado la posibilidad de rectificar su acti-
tud, evitando juicios innecesarios (Fallos: 230:509, entre muchos otros).
Ello se apoya en evidentes razones de economía y práctica para resol ver
el problema en el ámbito en que se creó, sin necesidad de plantear deman-
das en un poder distinto como es el judicial; constituye pues, una vía pre-
via que debe agotarse antes de iniciar la acción declarativa, porque lo con-
trario importaría sustraer la cuestión a las autoridades que entienden o
deben entender en el asunto. Eh todo caso, esta vía quedaría abierta si de-
ducido el reclamo administrativo, la autoridad pública demorara su deci-
sión por causas no imputables al recurrente y siempre que la dilación
ocasionare un daño irreparable.

8°) Que, así.Io ha entendido el constituyente, pues del art. 144, inc. 5
de la Constitución de Mendoza surge que el actor debió haber agotado la
instancia administrativa antes de ocurrir al superior tribunal local, de ma-
nera que en este punto se advierte la arbitrariedad de la decisión del a quo,
pues apartándose de las disposiciones señaladas, desarrolló actividades
legisferantes, debilitando fuertemente su pronunciamiento como acto ju-
risdiccional válido. Conviene recordar que la primera regla de interpreta-
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ción de las leyes consiste en dar pleno efecto a la intención del legislador,
propósito que no debe ser olvidado por los jueces so pretexto de posibles
imperfecciones técnicas en la instrumentación legal (Causa E.231.XXI.
"E.S.M.A.s/hechos que se denunciaron como ocurridos", sentencia del 29
de marzo de 1988).

9°) Que, por otra parte, no resulta apropiado admitir la preeminen~ia
de la acción declarativa en un contexto en el que se ventilan cuestiones li-.
gadas al mantenimiento o despojo de situaciones jurídicas subjetivas de na-
turaleza administrativa (derecho subjetivo o interés legítimo), pues los pre-
supuestos de admisibilidad de las vías procesales idóneas deben diferir no-
tablemente, en tanto, en un caso, se pretende una declaración judicial de
certeza y, en el restante, el reclamo jurisdiccional estará enderezado a ob-
tener el reconocimiento de una situación jurídica preexistente concedida
por el ordenamiento público local'y vulnerado por la administración.

Por ello, y por mediar nexo directo e inmediato entre lo resuelto y las
garantías constitucionales invocadas, se dcclara procedente el recurso ex-
traordinario y se deja sin efecto el pronunciamiento apelado, con costas.
Vuelvan los autos al (ribunal de origen a fin de que por medio dc quicn
corresponda proceda a dictar nuevo fallo con arreglo a lo expresado.
Notifíquese y devuélvase.

MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C. BARRA.

NACION ARGENTINA (DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA) v.
EDUARDO ALFREDO DAGLlO

SEGUNDA INSTANCf;\.

Las potestades decisorias de lo, trihunaks de alzada se cncucntran circull'criplas
al conocimiento de aquellas clle.'>liones que hayan sido ""nelidas a su c!t:cisión y
comprendidas en los agravios exp,esados por el apc1;,ntl'. Les.está vedado emitir
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pronunciamicnto con respecto a aquellas cuestiones que, resueltas en primera ins-
tancia en contra del apelante, son excluidas por éste, al interponer el recurso de ape-
lación (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
ariJitmrias. Procedencia del recurso. Excesos u olllisiones en el pronUllcialllielllo.

Al no habcr sido objeto de agravios la condena en costas, y al ser consentida ex-
presamente por la obligada al pago, resulta arbitraria la sentencia de cámara que la
revocó, pues ha excedido los límites de sus facultades, al resolver cuestiones aje-
nas al recurso, lo que irroga un menoscabo a las garantías constitucionales de la
dcfensa enjuicio y dc la propiedad (2).

VIRGILlO Fl.cWVIO FOTl v. CAJA NAClONALI)E PREVISION DE LA INDUSTRIA,
COMERCIO y ACTI'VIDADES CIVILES

RECURSO, EXTRAOIUJINAI?lO: R'eqaisitos propios. Cuestiones 110 federales. Sentellcias
arbitrarios, Pro2'er/eHci(l del reClIrs.u., E..r.ce,r;o r;tua/ mon(/ieslo.

C'orrcspondc'dejar sin cfecto la sentencia que declaró desierto el recurso deducido
contra la decisión administrativa que había denegado el reajuste del haberjubilatorio
por no conte:Aer la presentación respectiva una crítica concreta y razonada de lo re-
suelto, en ta.lHo la ncgativa de la "ámara a atender los planteas expuestos se presenta
Fcvestida de: un' ri'gor formal incompatible con el derecho de defcnsa .

.fUf~fIACIOfj y I'ENSION.

La naturaleza alimentaria del reajustc del habcr jubilatorio impone a,los jucces ac-
tuar con Sllnla cautela a fin dc quc no sc vuelvan ilusorios los precepros constitu-
ciollales que ampara la materia en debate.

(1) 31 dc marzo. FalJos: 304:355.
(2) Pallas: 303:624, 843.
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Buenos Aires, 31 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Foti, Virgilio Fluvio c/Caja Nacional de Previsión de la Industria, Co-
mercio y Actividades Civiles", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

10) Que contra el pronunciamiento de la Sala III de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones dG Seguridad Social, que declaró desierto el recurso
deducido contra la decisión administrativa que había denegadó el reajus-
te del haber jubilatorio por no contener la presentación respectiva una crí-
tica concreta y razonada de lo resuelto, el interesado dedujo recurso ex-
traordinario cuya denegación dio origen a la presente queja.

2°) Que si bien es cierto que las resoluciones que declaran la
improcedencia de los recursos interpuestos para ante los tribunales de la
causa, por vincularse con cuestiones de índole fáctica y procesal, son aje-
nas, en principio, a la instancia del art. 14 de la ley 48 (Fallos: 3Ó8:436;
30 1: 1415), tal doctrina no puede aplicarse de manera in-estricta cuando
-como en el caso- el escrito contiene argumentbs mínimos sobre el tema
que pretende someter a conocimiento de la alzada, en los que se encuen-
tran contenidas las exigencias legales para sustentar la apelación ..

3°) Que, en consecuencia, la negativa del a qua a atender los planteos
expuestos, se presenta revestida de un rigor formal, incompatible con el
derecho de defensa, conclusión particularmente relevante si se atiende al
hecho de que la naturaleza alimentaria del beneficio en debate impone a
los jueces actuar con suma cautela a fin de que no se vuelvan ilusorios los
preceptos constitucionales que ampara la materia en debate (Fallos:
288:439; 291 :245; 294:94 y causa M.343.XXIlI "Montes de Victores,
Vilma Edith e/Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y
Servicios Públicos" de fecha 26 de junio de 1991)_

4°) Que, en tales condiciones, corresponde hacer lugar a los agravios
propuestos, pues ponen de manifiesto que media relación directa e inme-
diata entre lo resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulne-
radas.
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Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto la sentencia apelada. Vuelvan los autos al tribunal de origen para
que se dicte un nuevo pronunciamiento. Agréguese la queja al principal.
Notifíquese y remítase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C. BARRA - AUGUSTO

CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - EDUARDO MOLINÉ

O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

GUSTAVO ENRIQUE PASTRANA GOMEZ

BIEN DE FAMILIA.

El incumplimiento de los recaudos establecidos por la ley 14.394 en relación con
el régimen de publicidad. no pucde ir sino cn menoscabo de la tutela del beneficio
impetrado.

BIEN DE FAMILIA.

Si bien el instituto del bien de familia tiene respaldo mediato en el art. 14 bis de la
Constitución NacionaL su ejercicio está sujeto a la ley reglamentaria (art. 28 de la
Constitución Nacional).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. ProteccilÍn integral.,

No resulta contraria a la Carta Magna, la exigencia de que se acredite que la mu-
danza temporaria a otra residencia se halla dentro de alguna de las excepciones pre-
vistas en el art. 41 de la ley 14.394 para el mantenimiento de la afectación del bien.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios <~enerales.

Es inadmisible el recurso extraordinario contra la sentencia que hizo lugar a la
desafectación de un inmueble como bien de familia: ar!. 280 del Código Procesal
(Voto del DI'. Rodolfo C. Barra).
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La auseneia de la autorización administrativa prevista en el art. 41 de la ley 14.394
no exime al tribunal de analizar si se encuentran satisfechos los extremos que per-
miten exceptuar a los ocupantes de la obligación de habitar el inmueble, pues le
compete determinar la procedencia de su desafeetación como bien de familia con
arreglo a los requisitos sustaneiales impuestos para enervar la proteeción legal al
núeleo familiar (Disidencia de los Dres. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Car-
los S. Fayt, Enrique Santiago Petraechi y Eduardo Moliné O'Connor).

IJIEN DE FAMILIA.

Importa un exceso ritualmanifieslo, la existencia del previo cumplimiento de un
recaudo formal (art. 41 de laley 14.394) absteniéndose de ponderar las circunstan-
cias que ya ha comprobado al dictar otra decisión en una causa vinculada (Disiden-
eia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Carlos S. Fayt, Enrique San-
tiago Petracchi y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINAI?IO: Requisilos propios. Cue.l'1iones no federolcs. Senlcncills
IIrlJilrarills. Procedencia del recurso. Exceso rilllal 1II11I1i(iesfII.

Importa un exeeso rilual manifiesto que desvirtúa la esencia de la institución del
bien de familia, y neutraliza su efecto tuitivo, condicionarlo a un trámite adminis-
trativo (art. 41 de la ley 14.394) cuya virtualidad se ha visto superada por actuaeio-
nes judiciales cumplidas (Disidencia de los Dres. Mariano Augusto Cavagna Mar-
tínez, Carlos S. Fayt. Enrique Santiago Petracchi y Eduardo Moliné O'Connor).

IJIEN DE FAMILIA.

Los recaudos administrativos sólo tienden a facilitar la comprobación de que sub-
sisten los requisitos para el mantenimiento de la inscripción del bien de familia, sin
que pueda invertirse la relación entre ambos lérminos y asignar mayor trascenden-
eia a los instrumentos que permiten eonocer la situación de los ocupantes. que a la
comprobada existencia de los presupuestos sustanciales que la rigen (Disidencia de
los Dres. ¡Vlariano Augusto Cavagna !Vlartínez, Carlos S. Fayt. Enrique Santiago Pe-
tracchi y Eduardo ¡VI01in'; ()'Connor).
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Buenos Aires, 31 de marzo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el fallido en la cau-
sa Pastrana Gómez, Gustavo Enrique s/quiebra", para decidir sobre su pro-
cedencia.

Considerando:

1°) Que contra la decisión de la Sala D de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Comercial que, al confirmar la de primera instancia, hizo
lugar al pedido de desafectación de un inmueble como bien de familia efec-
tuado por el síndico, el fallido dedujo el recurso extraordinario cuya de-
negación origina la presente queja.

2°) Que, a tal fin, la cámara consideró que el apelante no había acredi-
tado que su mudanza temporaria a otra residencia se hallara dentro de al-
guna de las excepciones previstas en el artículo 41 de la ley 14.394 y que
tal situación no era "estimable" por ese ¡¡-ibunal, en razón de lo cual pro-
cedía la desafectación decretada por el juez de grado, según Jo prescripto
por el artículo 48, inciso d, de la ley citada.

3°) Que el recurrente invocó la existencia de cuestión federal por la
. violación del fin de ese instituto -la protección de la propiedad familiar-
derivada de los artículos 14 bis y 17 de la Constitución Nacional y por la
falta de intervención del Ministerio de Menores, en tanto su formal con-
testación a la vista que le había sido conferida no había podido suplir la
necesaria defensa de sus hijos en esta controversia.

Sostuvo, además, que la decisión era arbitraria porque los motivos de
excepción debieron ser analizados en sede judicial y porque esas constan-
cias habían sido adecuadamente probadas, por 10 que la interpretación del
a qua se había limitado a lo puramente literal sin compatibilizar las diver-
sas disposiciones legales, de manera que la sentencia recurrida carece de
los requisitos propios de un acto jurisdiccional.

4°) Que la ley 14.394 ha instituido Uil régimen de excepción al princi-
pio deque el patrimonio del deudor constituye la garantía común de los
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acreedores, de modo que el iIlcumplimiento de los recaudos pertinentes
-en relación con el régimen de publicidad establecida- no puede ir sino en
menoscabo de la tutela del beneficio impetrado.

5°) Que si bien es cierto que el referido instituto tiene respaldo mediato
en la norma constitucional mencionada, debe tenerse en cuenta también
que su ejercicio está sujeto a la ley reglamentaria (artículo 28 de la Cons-
titución Nacional), de modo tal que la exigencia requerida por la cámara
para el mantenimiento de la afectación del bien a esa restricción -respec-
to de la persecución patrimonial de los acreedores- no surge como contraria
a la Carta Magna.

6°) Que por ser ello así no parece absurda la interpretación de la cámara
en punto al cumplimiento del recaudo legal del artículo 41 de la ley 14.394,
más aún cuando para la constitución del inmueble referi<;lo como bien de
familia el apelante debió prestar juramento respecto a su efectiva y futu-
ra habitación en aquél (confr. artículo 163, inciso b, 3 del decreto 2080/80).

7°) Que en consecuencia, los argumentos expuestos por el a qua se
encuentran dentro del marco del derecho común ajeno -como regla y por
su naturaleza- a la vía del artículo 14 de la ley 48, sin que pueda entenderse
configurada la tacha de arbitrariedad invocada, todo lo cual hace impro-
cedente e.I recurso deducido por el fal1ido.

Por ello, se desestima la queja. Devuélvanse los autos priI1'cipales.
Notifíquese y archívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ (en disiden-
cia) - RODOLFO C. BARRA (por su voto) - CARLOS S. FAYT (en disidencia)-
AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) -
JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR (en disidencia) - ANTONIO
BOGGIANO.
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VOTO DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA

Considerando:

Que el ~ecurso extraordinario, cuya denegación origina esta queja, es
inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).,

Por ello, se desestima la queja y se da por perdido el depósito. Devuél-
vanse los autos principales. Notifíquese y archívese.

RODOLFO C. BARRA

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR

DON MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ y DE LOS SEÑORES MINISTROS

DOCTORES DON CARLOS S. FAYT, DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

y DON EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento dictado por la Sala D de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal, que hizo
lugar al pedido de desafectación de un inmueble como bien de familia,
formulado por el síndico, dedujo el fallido -propietario del inmueble- re-
curso extraordinario, cuya denegación origina la presente queja.

2°) Que para así decidir, ponderó el tribunal a qua que el fallido ya no
habitaba el inmueble afectado como bien de familia, por haberse mudado
temporariamente a una propiedad facilitada por su padre. Señaló asimis-
mo, que la excepcionalidad del caso para justificar la transitorja ocupación
del otro inmueble, no era "estimable" por el tribunal, en razón de noha-
berse acreditado el acuerdo de la autoridad de aplicación exigido por el arto
41 de la ley 14.349 a esos efectos.

3°) Que la ley que regula la institución de un inmueble en calidad de
bien de familia, prevé la posibilidad de que los ocupantes sean relevados
-en forma excepcional- de la obligación de habitarlo, con la condición de
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que se acuerde tal autorización transitoriamente, y por causas justificadas
(art. 41 de la ley 14.394). En el decreto reglamentario (2080/80), se requie-
re declaración jurada de comprometerse al cumplimiento de lo exigido en
el art. 41 de la ley 14.394 (art. 163, b, 3).

4°) Que, en el caso, aunque el f.alhdo no solicitó autorización previa
para mudarse al inmueble facilitado por un familiar, esa circunstancia fue
de pleno conocimiento del juez intervini,ente en el proceso de quiebra, y
del mismo tribunal que dictó el pronunciami.ento recurrido, con motivo de
la tercería de dominio deducida por los padres del fallido. En esa causa, la
cámara tuvo por probada la veracidad de lo alegado por los tel~ceristas, en
cuanto al préstamo temporario del inmueble que ellos hicieron al fallido
y su familia, mientras durase el cargo diplomát'ico que k.s permitía habi-
tar la residencia asignada al embajador de Colombia en.el país.

Por otra parte, en este expediente se produjo prueba tendi.ente a corro-
borar los mismos supuestos fácticos, que fueron alegados pord fallido en
sustento de su oposición a la desafectación del inmueble com{) bien de fa-
milia.

5°) Que el tribunal a qua admitió, en decisión que posee efectos de cosa
juzgada, la concurrencia de los hechos que, en este pleito, fueron invoca-
dos por el fallido, quien -además- produjo nueva prueba en apoyo de sus
afirmaciones; pero ha prescindido de considerarlos, por no haberse acre-
ditado el previo acuerdo de la autoridad administrativa para eximir a los
ocupantes de la obligación de habitar el inmueble.

6°) Que la ausencia de la autorización administrativa prevista en el arto
41 de laley 14.394, no exime al tribunal de analizar -en el caso- si se en-
cuentran satisfechos los extremos que permiten exceptuar a los ocupantes
de la obligación de habitar el inmueble, pues le compete determi nar la pro-
cedencia de su desafectación como bien de fami lia, con arreglo a los re-
quisitos sustanciales impuestos para enervar la protección legal al núcleo
familiar.

7°) Que la interpretación que el tribunal de grado efectúa de las normas
aplicables al caso, por la que exige el previo cumplimiento de un recaudo
formal, y se abstiene de ponderar las circunstancias que ya ha comprobac
do al dictar otra decisión en una causa vinculada con la presente, y de eva-
luar nuevas probanzas producidas en apoyo de la oposición deducida, im-
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porta un exceso ritual manifiesto, que desvirtúa la esencia de la institución
del bien de familia y neutraliza su fin tuitivo, al condicionarlo a un trámite
administrativo, cuya virtualidad se ha visto superada por las actuaciones
judiciales cumplidas.

8°) Que la interpretación así formulada por el a qua priva a las normas
aplicadas de su verdadero sentido, ya que los recaudos administrativos sólo
tienden a facilitar la comprobación de que subsisten los requisitos para el
mantenimiento de la inscripción del bien de familia, sin que pueda
invertirse la relación entre ambos términos, y asignar mayor trascenden-
cia a los instrumentos que permiten conocer la situación de los ocupantes,
que a la comprobada existencia de los presupuestos sustanciales que la ri-
gen. Ello presenta particular gravedad cuando se efectúa en desmedro de
un instituto que posee raigambre constitucional, y fue concebido en pro-
tección del núcleo familiar, de modo que exige evaluar las circunstancias
que lo afectan con cuidado de no desatender su finalidad esencial.

9°) Que, por los motivos expuestos, el tribunal de grado, al haber pres-
cindido de la indagación de la verdad jurídica objetiva en función de la
aplicación mecánica de la ley (Fallos: 304: 1340, 1398; 307: 1984), ha for-
mulado una inadecuada interpretación de las normas que rigen el caso, que
las desvirtúa hasta tornarlas inoperantes (Fallos: 304:289; 306: 1242, 1462;
307: 1054), con grave afectación de la garantía de defensa del bien de fa-
milia, instituida en el art. 14 bis de la Constitución Nacional; todo lo cual
impone la descalificación del fallo, con arreglo a la conocida doctrina de
esta Corte en materia de arbitrariedad.

Por ello, admítese la queja intentada y declárase procedente el recur-
so extraordinario, dejándose sin efecto el fallo recurrido. Costas en el or-
den causado, atento a las particularidades de la cuestión. Vuelvan los au-
tos al tribunal de origen a fin de que, por quien corresponda, se dicte nuevo
pronunciamiento con arreglo a lo resuelto.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.
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RHODIA ARGENTINA QUIMICA y TEXTIL S.A.I.C.F. v.
BANCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RECURSO DE QUEJA: Depósito previo.

El Banco de la Provincia de Buenos Aires debe efectuar el depósito previo: (ar!. 286
del Código Procesal).

RECURSO DE QUEJA: Depósito previo.

Sólo quedan relevados de cump"lir con el depósito previo los que se encuentran exen-
tos de pagar sellado o tasa judicial, según las disposiciones de las leyes nacionales
respectivas (art. 286 del Código Procesal) sin que el precepto comprenda a aque-
llos que pudiesen estarlo en virtud de normas locales.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires; 31 de marzo de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que frente a la intimación cursada a la demandada para que hicie-
ra efectivo el depósito a que se refiere el arto 286 del Código Procesal Ci-
vil y Comercial de la Nación, dicha parte dedujo el recurso de revocatoria
fundado en lo dispuesto por los arts ..96, inc. 2do. de la ley de sellos y 1ro.
y 4to. de la ley provincial 9434, conforme con los cuales el Banco de la
Provincia de Buenos. Aires -como ente autárquico- se encontraría exento
del impuesto de sellos.

2°) Que ninguna de ¡as normas invocadas respalda la posición susten-
tada por la recurrente ya que la ley 22.016 (Boletín Oficial del 22 deju-
nio de 1979) derogó "todas las disposiciones deleyes nacionales ya sean
generales, sociales o estatutarias, en cuanto eximen o permiten capitalizar
el pago de tributos nacionales, provinciales y municipales (impuestos, ta-
sas y contribuciones) a ... todo organismo nacional, provincial o municipal
que vende bienes o preste servicios a terceros a título oneroso", supuesto
éste en el que claramente se encuentra comprendido el Banco de la Provin-
cia de Buenos Aires. o.'
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3°) Que con relación al argumento referente a la exención dispuesta por
la ley provincial 9434, no resulta tampoco hábil para alcanzar el fin per-
seguido, pues conforme con el art. 286 del Código citado sólo quedan re-
levados de cumplir con el depósito los que se encuentran exentos de pa-
gar sellado o tasa judicial, según las disposiciones de las leyes nacionales
respectivas, sin que el precepto comprenda a aquellos que pudiesen estarlo
en virtud de normas locales (Fallos: 301 :871; causa: C.844.XX. "Compa-
ñía Argentina Técnica Industrial S.A. (C.A.T.!.) c/Banco de la Provincia
de Buenos Aires", fallada el8 de mayo de 1986).

Por lo expuesto, se desestima la revocatoria y cúmplase con el depó-
sito respectivo en el plazo señalado a fs. 57. Notifíquese.

RICARDO LEVEN E (H) - RODOLFO C. BARRA - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI -

JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.



HOJA COMPLEMENTARIA

Hoja incorporada a los efectos de permitir la búsqueda por 
página dentro del Volumen.



ABRIL

ENRIQUE ANGEL DE RENZIS v. AEROLlNEAS ARGENTINAS
-SOCIEDAD DEL ESTADO-

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Contradiccilín.

Resulta autocontradictoria la sentencia que no obstante expresar que eleva el monto
del crédito en realidad lo disminuye, ya que al actualizar la suma ya percibida en
ocasión del despido se obtiene un monto mayor que el importe de la condena (1).

RECURSO EXTRAORD!NARIO: Requisitos propios. Cuestiones no .túlerales. Sentencias
arbitrarias. Principios genel'ales.

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir en tercera instancia sen-
tencias equivocadas o que se estimen talcs, sino que sólo encuadran en ella casos
excepcionales en que medie absoluta carencia de fundamentación o un apartamiento
inequívoco de la solución normativa prevista para el caso, ya que lo contrario im-
portaría extender la jurisdicción de la Corte para revisar todos los pronunciamien-
tos que se dicten en el país, con menoscabo de los límites establecidos por la Cons-
titución y las leyes (2).

CARLOS ALBERTO LARRA IN CRUZ

EXTRADICION: Exlmdición con paf,es extranjeros. Generalidades.

Conforme a la Convención de Montevideo de 1933, la falta de traducción de los
documentos falsificados ("drafts") no afecta la extradición.

(1) 7.de abril.
(2) Fallos: 306:262. 429.
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EXTRADICION: Extradición con países extranjeros. Generalidades.

Los jueccs pueden recurrir a un diccionario extranjero para.traducir el concepto de
. "draft".

EXTRADICION: Extradición con países extranjeros. Generalidades.

El art. 8vo. de la Convención de Montevideo de 1933 sólo puede scr e)llendido en
el sentido de que e.1procedimiento estará reglado por la legislación local del país
requerido.

EXTRADICION: E.rtradicilÍn COII países extranjeros. Generalidades.

Los jueces pueden examinar de oficio las traducciones.

EXTRADICION: Extradici,ín con países eXTranjeros. Generalidades.

La doble subsunción que exigc la aplicación dcl principio de la doble incriminación
no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación del
hecho a un tipo legal del país requirente se efectlia sobre la base de un hecho hipo-
tético que el país requirente pretende probar, el examen de la adecuación del mis-
mo hecho a un tipo legal del país requerido se efectlia sobre la base de que ese he-
cho, hipotéticamente, cayese bajo la ley del país requerido. .

EXTRADIClON: E.rTradición cml países eXTranjeros. Generalidades.

Los tribunales del país requerido )10 pueden modificar la calificación efectuada por
los del país requirente.

EXTRADICION: EX/r({{lición cOll países extranjeros. Generalidades.

La calificación hecha por los tribunales dcl país requirente de los "drafts" como
instrumentos privados mercantiles, de conformidad con su legislación local, no
puede ser revisada por la Corte en el procedimicnto de cxtradición.

EXTRADICION: EXTradicilÍn COIIpaíses eXTranjeros. Generalidades.

Para juzgar la existencia de doble incriminación. los tribunales del país requerido
no están afectados por la calificación o el/lOmen j/lris del delito, sino que lo deci-
sivo es la "sustancia de la infracción".
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Si se sostiene que el "draft", cuya falsificación el tribunal requirente encuadra en
el art. 197, párrafo 2, del Código Penal Chileno, no es uno de los documentos pri-
vados aludidos por el art. 297 del Código Penal Argentino, se plantea una compa-
ración imposible, pues lo relevante es determinar si los elementos normativos "do-
cumento privado mercantil" y "títulos de crédito trasmisibles por endoso o al por-
tador", son conforme a su valoración, equivalentes, es decir, si en sustancia su fal-
sificación constituye la misma infi-acción.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

-1-

La asistencia técnica de Carlos Alberto Larrain Cruz interpuso el pre-
sente recurso ordinario de apelación que prevé el artículo 24, inciso 6to.,
apartado "b", del decreto-ley 1285/58, contra la sentencia de la Sala JI de
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Fede-
ral, que hizo lugar a la extradición solicitada, respecto de su asistido, por
la República de Chile.

Funda la apelación en los distintos agravios que integran la memoria de
fs. 542/552 y que si bien, en principio y en lo sustancial, no constituyen
más que una reiteración de los ya introducidos desde el inicio de este trá-
mite y han recibido tratamiento y respuesta en las instancias anteriores,
corresponde su reconsideración aquí por ser precisamente el sustento de
este recurso.

-II-

El decisorio apelado (fs. 528/36) sostuvo, en síntesis, que de los hechos
atribuidos a Larrain Cruz en Chile, calificados en la requisitoria de fs. 314/
8 como falsificación de instrumento privado mercantil, apropiación inde-
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bida y estafa, resultaba viable su entrega solamente en 10 que al delito de
falsificación se refiere.

Ello en atención a que la conducta imputada al requerido, en este as-
pecto, encuadra en el tipo penal agravado del artículo 297 del Código Pe-
nal argentino. única figura, de las aplicables a los hechosque motivan el
pedido, que cumple acabadamente con las exigencias del artículo 1ro.,
inciso "b", de la Convención citada, en cuanto establece, como requisito
para la procedencia de la entrega, que el hecho por el cual se reclame la
extradición se encuentre conminado con la pena mínima de un año de pri-
vación de la libertad por las leyes del Estado requerido, "pena mínima" que
según criterio de V .E. se refiere al mínimo legal y abstracto.

-IlI-

La defensa alega que el tribunal a qua contravino, al pronunciarse, los
términos de la Convención Interamericana sobre Extradición que liga a la
República Argentina con el estado chileno, suscripta en Montevideo e.n el
año 1933 y aprobada por decreto-ley 1638/56, de aplicación al caso de
autos.

En primer lugar, debido a que al no contener la requisitoria una traduc-
ción de los documentos presuntamente falsificados que constituyen la base
del proceso seguido a Larrain Cruz en Chile, no dio cumplimiento a las
exigencias que impone el artículo Sto. de la Convención.

En segundo término, porque el tribunal violó el artículo 8vo. de la C<;lIl-
vención en cuanto impone que "El pedido de exli'adición será resuelto de
acuerdo a la legislación interior del Estado requerido ... ".

A su juicio, en la tramitación de este pedido, se dejó de lado, precisa-
mente, esta legislación.

Por un lado, desde que no se respetó su derecho de defensa en juicio al
asignarle el sentenciante, a los instrumentos presuntamcntc falsificados por
Larrain Cruz, el carácter de títulos de crédito comprendidos en el artícu-
lo 297 del Código Penal, sobrc la base de una traducción emanada del mis-
mo órgano jurisdiccional. sin posibilidad de contralor alguno por parte de
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la defensa, en franco apartamiento del principio de adquisición procesal
de la prueba.

Por otra parte, en razón de que el tipo penal citado, al referirse a "... la
letra de cambio y los títulos de crédito transmisibles por endoso o al por-
tador. .. ", incluye elementos normativos cuya interpretación debe efectuar-
se a la luz de la legislación comercial en la materia, caracterizada por su
tipicidad. Entiende, por ello, que el tribunal de alzada excedió ese marco
al interpretar la figura en cuestión.

Sostiene que el a qua incurrió, también, en analogía al considerar la ley
del lugar de pago como la aplicable a los títulos de autos, ante la ausencia
en ellos de determinación del lugar de creación, ley que regiría en princi-
pio la materia.

Por último, considera que aun cuando se interpretara que el tipo penal
incluye instrumentos del carácter que enuncia, más allá de los que
específicamente regula la ley argentina, el orden jurídico nacional también
se vería lesionado, ya que, en los supuestos de falsificación del artículo 297
del Código Penal, se exige que medie afectación al bien jurídico protegi-
do, cual es la re pública, y estima que en el caso este agravio no se da.

-IV -

Entiendo, sin desconocer la relevancia que en autos reviste, a la luz de
la reseña efectuada, el carácter de los doculIlentos cuya falsificación se
atribuye a Larrain Cruz, que no se verifica la mentada violación al artículo
Sto. de la Convención citada, pues esta, al exigir que 'iEl pedido de extra-
dición ... debe acompañarse de los siguientes documentos, en el idioma del
país requerido .. ", no parece referirse más que a aquellas piezas que a con-
tinuación enuncia y que en supuestos como el del sub examine, es decir
cuando el individuo reclamado es un acusado, incluyen "... una copiaau-
ténticl de la orden de detención, emanada del juez competente; una rela-
ci"jll precisa del hecho imputado, una copia de las leyes penales aplicables
e ":,Ll, así como de las leyes referentes a la prescripción de la acción o de
la pena ... ".

En mi opinión, la cláusula no indica, con la obviedad que parece reco-
nocer el recurrente, que la documentación a que se refiere comprenda los
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documentos utilizados para perpetrar el delito que motiva el pedido. Y, si
bien hace referencia a una "relación precisa de los hechos", no advierto,
repasando los antecedentes acompañados por el país requirente, que el
hecho a que se refiere la falsificación de los documentos en cuestión ca-
rezca de precisión en autos (conf. surge de fs. 22/23, 24/27, 30, 3]/36, 39/
43,45,46/47,50,52/53,105/118,180/185,192/193,226/230, 232, 261,
267/278,288/89,314/8) o hasta qué punto resulta relevante, para su deter-
minación, la traducción que se pretende.

Por el contrario, entiendo que el sentido de la norma es imponerle al
país requirente solamente la traducción de aquellas piezas que resultan
necesarias para acreditar los extremos exigidos por la Convención, de
modo tal que el país requerido cuente, en principio, con los antecedentes
del caso y la legislación aplicable, según la nación requirente, para pronun-
ciarse sobre la procedencia de la solicitud. No se explica, en consecuen-
cia, que tal exigencia deba extenderse a los documentos en el proceso que
motiva el pedido, más aún cuando estos, como ocurre en el sub lite, reco-
nocen su origen en un país ajeno a las partes.

En este sentido, estimo correcta la manifestación del Juez de Primera
Instancia, en cuanto sostuvo que la traducción a que se refiere el artículo
5to. tiende a salvar diferencias lingüísticas que pudieran existir entre las
partes contratantes al formular un pedido de extradición (fs. 431).

Ello con independencia de las medidas probatorias que pudieran
sustanciarse, según la legislación interna del país requerido, para compro-
bar algunos hechos que fueran pertinentes para decidir el pedido, según las
particularidades de cada caso y en la medida en que el juez interviniente
así lo entienda.

En el sub judice esta posibilidad encuentra sustento en el artículo 657
del Código de Procedimientos en Materia Penal, aplicable en atención a la
remisión dispuesta por el artículo 8vo. de la misma Convención, lit supra
citado y de la que el propio recurrente hizo uso en autos (fs. 371), en un
principio, y luego desistió (fs. 381).

No parece, entonces, razonable imponerle al país requirente la traduc-
ción que se pretende cuando ella no resulta exigible por las normas con-
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vencionales y nada impedía, llegado el caso, que se realizara conforme la
legislación procesal argentina aplicable al trámite de extradición.

-v-

En cuanto a la tacha fundada en el artículo 8vo. de la misma Conven-
ción, creo oportuno señalar que la remisión que efectúa dicho precepto, a
la legislación interior del Estado requerido, y cuyo desconocimiento invo-
ca el apelante, se refiere únicamente,"al régimen procesal aplicable al
tramitar'se el pedido de extradición. Esto importa que, salvo en lo que hace
a disposiciones aisladas que regulan particularmente alguna otra cuestión,
deberá estarse a lo dispuesto por el Código de Procedimientos en lo Cri-
minal.

Empero, toda vez que los agravios introducidos por la parte recurren-
te, con sustento en el mencionado artículo 8vo., ponen en tela de juicio, por
un lado, la garantía constitucional de la defensa en juicio (art. 18 de la
C.N.) y, por otro, la calificación asignada en las instancias anteriores al
hecho que sustenta b entrega y su incidencia en el extremo exigido por el
apartado "b" del artícuio Iro. de la Convención, entiendo que cabe su con-
sideración, aún cuando exceda el marco específico de la ley procesal apli-
cable y el alcance del arl. 8vo. mencionado.

-vI-

Acerca de la mentada violación constitucional, no advierto, ni la par-
te recurrente ha acreditado el agravio a la defensa que dice haber sufrido
en la tramitación de este pedido de extradición, extremo que según inva-
riable doctrina de v.E. resulta de imprescindible demostración, cuando se
alega un menoscabo a la garantía en cuestión.

No resulta suficiente para elJo, a mi juicio, la mera manifestación de la
apelante, de que la traducción que habrían llevado a cabo los jueces de la
causa no pudo ser controlada por el requerido; éste, debió acreditar, a todo
evento, de qué modo la medida que pretende, podría haber incidido para
una solución distinta a la adoptada. Es e1ecir, no sólo manifestar su
disconformidad con la forma en que se llevó a cabo la traeluceió,; de los
documentos en cuestión, sino además demostrar que la producción de la



582 FALLOS DE LA CORTE SL'PRDM

prueba de que se habría visto privado hubiera modificado el decisorio ape-
lado, en su beneficio (Fallos: 300:178; 301:969; 302:179,321,1626;
304: 106 Y 1749; 306: II 11, entre muchos otros).

-VIl-

. El debate se centra, pues, en determinar si el hecho que motiva la en-
trega del requerido en autos recibió un adecuado encuadre legal en la nor-
ma del artículo 297 del Código Penal cuando, según la defensa técnica
debió ser alcanzado por el artículo 292 del mismo cuerpo legal. Extremo
que, como ya dije, reviste especial relevancia en el sub lite ya que de él
depende la viabilidad del pedido, en atención al límite legal que fija el ar-
tículo lro., apartado "b", de la Convención citada.

El alegato del recurrente se refiere, concretamente, al límite que debe
reconocer, a su juicio, el elemento normativo del mencionado tipo penal,
circunscribiéndolo solamente a los títulos de crédito nominados por la le-
gislación comercial argentina, esto es, la letra de cambio, el pagaré y el
cheque, entre otros.

Adelanto mi opinión, en sentido coincidente al expuesto -aunque en
otros términos- por los jueces idtervinientes cn las instancias anteriores;
esto es, que el tipo penal en cuestión incluye, además de los denominados
por ley. a todos los instrumentos que cumplen con los requisitos de nece-
sidad, literalidad y autonomía exigibles a los títulos de crédito, sujetos a
circulación, ya sea por endoso o al portador.

Sabido es que los títulos de crédito posibilitan la circulación y que la
esencia de ellos reside en la voluntad de crear un instrumcnto con ese ca-
rácter, siendo la incorporación del dcrecho cn cl documcnto sólo un mc-
dio para permitir cxplicar la función dc legitimación dcl documcnto; y que,
por otra parte, la posesión del título atribuye al investido la posibilidad
jurídica de prctcndcr la prestación, sin tener que demostrar más que la cxis-
tencia de la investidura formal.

Resulta de interés tener en cuenta que "... la incxistencia en nuestro de-
recho de una norma expresa, como el artículo 2004 del Código Civil de
Italia -que resuelve en forma explícita la libcrtad de emisión de los títulos
al portador y en forma implícita la de los títulos a la orden y nominativos-,
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nos coloca en una situación semejantc a la existente cn aquel país antes de
la sanción' del Código de 1942" (conf. Jorge N. Williams, "Títulos'de Cré-
dito", pág. 190, Cuadernos "El Dcrecho", Universitas S.R.L., 1976, Bue-
nos Aires).

Tal circunstancia rcsulta. a mi juicio, relevante en punto a la cuestión
ya que el tipo penal del artículo 297 citado, reconoce su antecedente nor-
mativo. en el orden nacional, en el art. 28, inciso Sto., de la ley 4189
(A.D.L.A., Repertorio 1889-1919, pág. 597) sancionada, el 3 de agosto de
1903, que. sobre la base del Proyecto de 1891, introdujo reformas parciales
al Código Penal entonces vigente, recogiendo así, en lo que a esta figura
se reficre, la disposición concordante de ese proyecto (artículo 344). para
cuya formulación la comisión encargada de su redaeción se había ins¡'ira-
do "... en la obra de los nuevos estudiosos del derecho penal, principalmen-
te en los autores italianos y en los preceptos del Código holandés, que cra
en ese momento el conjunto más adelantado que se presentaba en esa rna
teria ... " (del discurso pronunciado por RodoJfo Moreno (h) en la Cámara
de Diputados, en la sesión del 21 de agosto de 1917. en Rodolfo Moreno
(h), "El Código Pcnal y sus antecedcntes", T. 1, pág. 117); y
específicamente, en el artículo 284 del entonces vigente Código Penal Ita-
liano (eonf. Moreno (h), ob. cil. T. VIf, pág. 44).

Justamente Guiseppe Ferri, quien formó parte de la Comisión para la
refor'ma del Código de Comercio y Civil italiano de 1942. ya transmitía su
prcocupación sobrc el punto al decir, "Problema más complejo es estable-
cer si es posible atrihuir la eficacia de título de crédito a un documento que
no es regulado por la ley como tal; es decir si a la par de los títulos
nominados, pucdc admitirse la categoría de los títulos innominados ... "
(con1'. oh. cit.. pág. 161) y, remitiendo a Francesco Messineo y a Cesare
Vivante entre otros. concluyó que "... no existe limitación alguna a la libre
circulación de títulos de crédito innominados" (con1'. ob. cit., pág. 164).

En la doctrina nacional. Mauricio L. Yadarola trató específicamente el
punto,en su obra "Títulos de Crédito" (Tipográfica Ed. Arg., Buenos Ai-
res, [9(1), sosteniendo que todo título de crédito está sujeto conforme la
ley lo exige a una determinada forma. aveccs mínima pero siempre nece-
saria; sólo cuando tales formas han sido observadas se ha creado el título
de la especie a que esa forma corresponde. Por donde no puede hablarse
de una típica libertad de creación almenas en el derecho argentino desde
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que las exigencias formales ponen siempre un límite a esa libertad ... " (ob.
cit., pág. 28112).

Dice también que "...Tal vez se objetara que las exigencias de forma no
son limitaciones a la creación de títulos a la orden sino condiciones para
su existencia; sin embargo no puede negarse que aquel sea su significado
puesto que no está en la facultad de quien subscribe un documento some-
terlo al régimen propio de los títulos de crédito, especialmente en el pun-
to de su circulación sino cuando ha usado la forma impuesta por la ley, por
donde resulta que las formas son también medios de limitación ... " (ob. cit.,
pág. 283).

Cabe tener en cuenta que en el derecho argentino la creación de títulos
de cualquier categoría está sujeta a las expresas prescripciones del Códi-
go de Comercio que, si bien no contiene una teoría general de los títulos
de crédito, pese a que la mayoría de la doctrina se inclina por su formu-
lación e inserción en el ordenamiento jurídico nacional, sí regula expre-
samente algunos títulos de esta índole -entre ellos, la letra de cambio, el
pagaré, el cheque-, como así también sienta principios generales, vincu-
lados a ellos, en cuanto concibe como acto de comercio a todo negocio que
recaiga, no sólo sobre letras de cambio, o de plaza, o cheques, sino tam-
bién sobre" ... cualquier otro género de papel endosable o al portador" (art.
8vo., inc. 4to.).

Por lo demás, el artículo 740 del mismo cuerpo legal -vigente a la época
de incorporarse el tipo penal en cuestión al Código- consideraba como le-
tras de cambio cualquier documento que, siendo concebido a la orden,
contenga obligaciones de pagar cantidad cierta a plazo fijo -precisado o
no- a persona determinada.

y es teniendo en cuenta estas consideraciones que creo que la base de
la problemática radica en confundir categorías conceptuales que permiten
ser diferenciadas. aun cuando ambas incidan a los efectos de atribuirle a
un título el carácter de título de crédito.

Por un lado, la existencia dc títulos de crédito nominados o innomi-
nacios. según mcdie o no un esquema típico prefijado por la ley, en cuyo
caso no pueden sus requisitos esenciales ser modificados por quien preten-
de servirse de ellos. Es decir, hay una categoría de papeles de este tipo que



DE JUSTICIA DE LA NACIO\;

.1 15

585

se encuentran sujetos a un rigor cambiario, sustancial previsto por la pro-
pia ley que los crea (verbigracia decreto 5965/63 -para letras de cambio y
pagarés, entre otros, y decreto 4776/63 para el cheque-), o en sentido for-
mal, supuesto que tienc su principal expresión en el artículo 523, inciso
5to., del c.P.c.c. que dispone que tales títulos habilitan la vía ejecutiva.

Pero tal circunstancia, esto es, que determinados títulos de crédito ten-
gan una regulación específica en nuestro ordenamiento jurídico que auto-
riza a asignarles determinada denominación con sustento en un rigor
cambiario sustancial o formal, no importa circunscribir, como pretende la
defensa, la categoría de "... títulos de crédito transmisibles por endoso o al
portador. .. ", existente en materia comercial y cuya falsi ficación castiga el
artículo 297 del Código Penal, solamente a los títulos nominados o, laque
es lo mismo, a aquellos sujetos al mentado rigor cambiario.

Estos constituyen, a mi juicio. una especie de títulos de crédito, mas de
modo alguno agotan el género.

Si bien no basta que un documento incluya la cláusula a la orden para
que sea un título de crédito, sí me parece suficiente para asignarle este ca-
rácter que, adcmás de ello, reúna los requisitos de literalidad, autonomía
y necesidad que lo caracteriza.

Aunque en el caso de los títulos de crédito nominados la existencia de
estos caracteres se presumc cuando el documento se ajusta a las formas y
condiciones que la ley prescribe al asignarle esa categoría, no cabe descar-
tar su configuración en otros instrumentos innominados en los que la ve-
rosimilitud del derecho allí contenido deberá ya no presumirse sino pro-
barse.

Por otro lado, independientemente de ello, cabe reconocer la existen-
cia de ciertas formalidades a las que deberán ajustarse los títulos de cré-
dito en lo que concierne a su faz circulatoria. Si bien este tipo de formali-
dades debe estar presente en cualquiera de ellos, no considero que corres-
ponde identificarlas con cl mentado rigor cambiario. según el alcance ex-
puesto. Debe ser considerado así, pues, de lo contrario, esta sola circuns-
tancia autorizaría a eliminar la categoría de títulos de crédito innominados,
lo que no parece -a mi juicio- razonable a la luz de las consideraciones lit
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supra efectuadas por tratarse, reitero. de dos categorías conceptuales dis-
tintas.

Por las razones expuestas. opino que el elemento normativo contenido
en el tipo penal en cuestión incluye todos aquellos títulos que gocen de los
requisitos de necesidad, literalidad y autonomía que caracterizan alas tí-
tulos de crédito -nominados ci innominados- y estén sujetos a circulación,
ya sea por endoso o al portador.

-VIII-

Asignada la interpretación que antecede al elemento normativo de la
figura contenida en el artículo 297, cabe ahora analizar si se verifica en
autos tal extremo, esto es, si los documentos cuya falsificación motiva la

. extradición de Larrain Cruz revisten el carácter de títulos de crédito trans-
misibles por endoso o al portador.

Desde un principio. a la par que la apelante admitió el carácter deins-
trumento privado a los documentos en cuestión (fs. 507 vta. y 551 vta.) no
obstante discutió su naturaleza jurídica a la luz de la legislación comercial,
esto es si cabía o no considerarlos Ictra de cambio, extremo que desechó
(I's, 3(-, 7/369 Y5 I 1/13). como así también que fueran cheques (fs. 364/365).
pagarés. vales o billetes (fs. 369 vta./370 y 516 vta.) o incluso giros (I's.
5 J 8), como proponía el Sr. Fiscal de Cámara en su dictamen de fs. 502/4.
El pronunciamiento apelado resolvió la discusión sobre el punto al consi-
derarlos como "drafts" y. en consecuencia, asignarles la categoría de títulos
de crédito transmisibles por endoso o al portador.

Cabe, entonces, advertir que la apelante al expresar agravios, en esta
instancia, lejos de cuestionar dicho carácter. el que, por otra parte, ella
misma había introducido a fs. 366 al sostcner que los documentos en cues-
tión posecnuna leyenda en tal sentido. como así también que su libramien-
to es a la ordeli (h. 370 vta.), se limitó a pretender demostrar que salvo la
categoría de documentos que. según su interpretación. incluye el tipo le-
gal, los restantes, entre ellos los de autos. están excluidos de la normati-
va penal por no ser nominados según la legislación comercial; y, a todo
evento. no lesionan el bien jurídico protegido.
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Es decir, por afirmarse en su idea de que el tipo penal sólo incluye los
títulos nominados se despreocupó de los cfectos que implicó consentir la
decisión del a quo en el sentido de que eran títulos de créditos innominados
transmisibles por endoso o al portador.

De ahí que, a mi juicio, cabe tener por admitida la cuestión citada, esto
es que los documentos de aUtos son títulos de crédito transmisibles por
endoso, ya que. como dije, en su expresión de agravios de fs. 542/52 el
recurrente no se hace cargo de refutar tal afirmación del a quo y con su
silencio ha aceptado tácitamente la decisión de la cámara sobre el punto,
centrando sus agravios antes que en quitarle, como era menester, tal enti-
dad a las piezas de actos, meramente en su propósito de excluirlas del tipo
penal aplicable sobre la base de la interprctación restrictiva que asigna a
la norma.

-IX-

Resta, pues, anal izar si, en supuestos como los de autos, el bien jurídico
protegido -la fe pública- se ve afectado, a la luz de las apreciaciones for-
muladas por la defensa.

En mi parecer, si las exigencias de la vida social, cada vez más com-
plejas y frecuentes, han permitido el tráfico jurídico de medios convencio-
nales que facilitan las relaciones, eximiendo a los sujetos de verificar la
correspondencia entre la apariencia del instrumento y el contenido presu-
puesto en él, las nO.I'mas sobre la falsedad, no sólo deben tutelar lo contin-
gente a las relaciones patrimoniales. sino principalmente las relaciones de
solidaridad y de cooperación entre los diversos agentes sociales.

Así se ha dicho, " ... que la confianza (fiducia) debe ser tutelada. Su
manifestación implica la existe'ncia de una garantía por parte del
ordenamiento, y esto no puede consistil:en otra cosa que en la prohibición
de la exhibición en las relaciones sociales de falsas apariencias. La prohi-
bición será tanto más categ6rica y, por consiguiente, la punición más gra-
ve, cualúo más importantes sean las rcl'aciones sobre las cuales la falsa
apariencia puede extcnder sus efectos nocivos, y cuanto mayor pueda pa-
recer la probabilidad de correspondencia a la realidad de aquella aparien-
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cia ... " (conf. Enrique Casas Barquero, pág. 141, "El delito de falsedad en
documento privado", Bosch Casa Ed. S.A., España).

Tales principios resultan de aplicación a cualquier tipo de falsedad
documental, como el propio recurrente sostiene a fs. 551 vta.

Sin embargo, su agravio, respecto a la cuestión, parece apoyarse en la
problemática otrora planteada, y ya superada, de concebir que la fe púhlica
solamente resulta lesionada en los casos de documentos públicos, por ser
los únicos en los que el "público" deposita su fe en virtud de los signos de
autenticidad que revisten por imposición de la ley.

De la lectura de sus agravios (fs. 55 [), interpreto que la defensa repo-
sa, en lo sustancial, en la ausencia de confiabilidad respecto de Jos títulos
de autos por tratarse precisamente de títulos de crédito creados sin un "res-
paldo formal fundado en una ley determinable emergente del documento
mismo" o en "un régimen legal que regula la emisión del título" o "con
respaldo de formas legales". Lo cual equivale a decir, sobre la base de las
consideraciones efectuadas en párrafos que anteceden, que sólo los títu-
los nominados son capaces de generar la confianza necesaria en el tráfi-
co mercanti 1.

Ello conduce, una vez más, al punto del rigorismo cambiario y a con-
cebir que solamente en aquellos supuestos en que median formalidades de
esa entidad la fe pública se ve afectada.

Sobre el particular, además de lo expuesto, entiendo i lustrati va tener en
cuenta que en el Proyecto de 1891 ya citado, la Comisión encargada de su
redacción justificó la equiparación "quoad poenam". del artículo 297 en
"... La fe atribuida por distintas consideraciones a estos documentos, que
les hace revestir un carácter semejante al de los instrumentos públicos ... "
(con1'. Rodolfo Moreno (h), ob. cit., Tomo VII, pág. 45).

Aún cuando en aquella oportunidad no se precisó cuáles eran las con-
sideraciones tenidas en cuenta, no existen motivos que autoricen a supo-
ner que estas respondieron al heeho de que ciertos títulos de crédito estén
sujetos a rigor cambiario -según lo expuesto lit slIpra-. Máxi me cuando para
esa fecha y hasta la sanción de los dccretos 5965/63 y 6774/63 ya citados,
rigió el artículo 740 del Código de Comercio ya citado que autoril-aba,
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reitero, a considerar como letra de cambio a cualquier documento que,
concebido a la orden, contenga "... obligaciones de pagar cantidad cierta
a plazo fijo a persona determinada". Ello al par que el artículo 8vo., inciso
4to., del mismo cuerpo legal admitía, y admite en la actualidad, la existen-
cia de "papeles endosables o al portador", a los que le atribuye carácter
comerci al.

Sobre la base de todo lo dicho, entiendo que el sentido de la
equiparación legal responde a la protección debida al comercio por la ce-
leridad de las relaciones que lo caracterizan y por tratarse de documentos
absolutamente necesarios para el tráfico mercantil al permitir y facilitar el
crédito y la movilización de los valores, lo que aconseja que gocen de una
protección "per se" en virtud de su potencial eficiencia en el tráfico jurí-
dico fiduciario (conf. Casas Barquero, ob. cil., pág. 241).

En tales condiciones y en la inteligencia de que, aún cuando se trate de
ün instrumento privado, la circunstancia no negada de que sea un título de
crédito transmisible por endoso, lo constituye en uno de los documentos
amparados por la ley, en protección de la fe pública concebida, no corno
protección a las relaciones contractuales en particular, .sino como resguar-
do de la confianza que caracteriza al tráfico mercantil.

-x-

Hab.ida cuenta de lo expuesto, opino que corresponde rechazar el recur-
so de apelación ordinaria interpuesta por la defensa técnica de Carlos Al-
berto Larrain Cruz y confirmar la sentencia recurrida en cuanto hace lu-
gar a su entrega a la República de Chile. Buenos Aires, 13 de junio de
1990. Osear Eduardo Roger.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 7 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Larrain Cruz, Carlos Alberto s/extradición".

Considerando:
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1°) Que contra la sentencia de la Sala IIde la Cámara Nacional de Ape-
lacioncs cn lo Criminal y Correccional Federal, que confirmó la que ha-
hía concedido la extradición solicitada por la Repúhlica de Chile del ciu-
dadano de esa nacionalidad Alherto Larrain Cruz, la defensa interpuso
recurso ordinario de apelación, el que fue concedido (fs. 527/530; 533 Y
535).

2°) Que el tribunal a quo sostuvo que la cuestión que debía decidirse
se circunscrihía a dcterminar si los instrumentos que constituyen la base
del proceso instruido en Chile pueden ser incluidos en la enumeración del
art. 297 del Código Penal argentino, pues si no fuese así, como la extra-
dición se pide para juzgar al reo por los delitos de falsificación dc instru-
mento privado mercantil, apropiación indebida de dineros y estafa
-encuadrables en los arts. 172 y 292 de nuestro Código Penal-, no se ha-
llaría cumplido el requisito del art. 11'0., inc. h), de la convención que rige
entre las partes.

Después de descartarse que los documentos fuesen letra de camhio, los
jueces entendieron, sin embargo. que merecen la protección privilegiada
del art. 297 citado, porquc son títulos de crédito y se transmiten por endoso
o al portador. Para ello tuvieron en cuenta los magistrados su similitud con
la letra de eamhio y aplicaron las normas referentes a clla y, al no poder-
se dcterminar el lugar de creación, tomaron en consideración el de pago
(Standrord, Estados Unidos de Norte América) a los fincs de escoger el
dcrecho aplieahle. Yen tal intcligencia, concluyeron en que, aún sin
precisarsc la naturaleza jurídica del "draft" -así se denominan los docu-
mentos-, es indudable que son títulos de crédito, "es decir, que se trata de
una ordcn incondicional girada por el librador al girado a la orden de un
henefieiario, de modo similar a lo que ocurre con la letra de cambio (confr.
Henry Camphell Black, M.A., "Black's Law Dictionary-Definitions ofthe
Terms Phrases 01' American and English Jurisprudencc Ancient únd
Modern". 5'1 .. ed .. West Puhlishing Co., St. Paul Minn., 1979)".

3°) Quc cn el memorial de I"s.:142/552 la parte apelante cxpresa, res-
pecto de la cuestión dirimcnte. dos grandes grupos de agravios: 1) los vin-
culados con el prohlema de la traducción del término "draft"; y, 2) los rc-
ferentes a la ley aplieahle que, en su opinión. dehe scr la ley argentina.

En cuanto a los del primer grupo, enumera los siguientes:
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a) Los documentos obran en inglés técnico y sin traducir. Ello implica
violación al arto Sto., primera parte, de la Convención de Montevideo de
1933.

b) El simple diccionario extranjero fue entronizado como ley aplicable.

c) Se prescindió de los peritos necesarios según las normas procesales
vigentes, pues los nueve primeros renglones de 1's. 530 son traducción li-
bre de la página 443 del diccionario invocado, y esa traducción es
violatoria del derecho a contar con el perito de parte (1's. 542 vta.).

Ninguna de tales protestas puede ser recibida favorablemente porque:

a') Los documentos fotocopiados (drafts), no resultan requisito indis-
pensable para la procedencia de la extradición, pues cl arto Sto., en relación
a procesados sólo exige: 1) copia auténtica de la orden de detención ema-
nada de juez competente; 2) una relación precisa del hecho imputado; 3)
copia de las leyes penales referente~ a la prescripción de la acción o de la
pena; 4) filiación y demás datos personales que permitan identificar al in-
dividuo.

Todos estos datos están expresados originalmente en español. La tal-
la de traducción de los "drafts" no puede afectar la extradición cuando ni
siquiera era necesaria su agregación según el tratado (con fr. mulatis
mutandi Fallos: 235:414).

b') No hay objeción a que en el caso los jueces hayan recurrido a un
diccionario extranjero para traducir el concepto de "draft", porque los jue-
ces pueden examinar de oficio las traducciones (así lo hizo esta Corte en
Fallos: 272:283 y en la causa W.31.XXIII. "WeissgUrber, Whilhelm s/ex-
tradición". resuelta el 24 de septiembre de 1991).

Aquí no hubo traducción por perito, ni ésta fue exigida por las partes;
entonces, los jueces estaban facu Itados para hacerla de oficio con el fin de
investigar cl derecho cxtranjero no probado por las partcs (art. 377. últi-
mo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

c') La parte se agravia de que se prescindió de peritos, pero no demues-
tra haberlos propuesto y que se le haya denegado la prueba, ni menos aún
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demuestra que la traducción del texto original sea infiel. Al contrario, ad-
mite que es traducción "libre" de la página 443 del dicclonaI'io invocado.

4°) Que el segundo grupo de agravios anunciados en el considerando
anterior está compuesto por los que siguen:

a) Tiene que haber en el ordenamiento interno una "norma de colisión",
y en ausencia del lugar de creación, para el juzgamiento de la obligación
nacional citada, se vuelve en definitiva siempre a la ley comercial argen-
tina. No está probada la ley extranjera (fs. 544 vta.).

b) En la rogatoria se califica a los documentos como instrumento pri-
vado mercantil, sin decir de cuál de ellos se trata (fs. 545).

c) Se viola el ar!. 8 de la Convención de 1933 que regula que "el pedi-
do de extradición será resuelto de acuerdo con la legislación interior del
Estado requerido". Sostiene que, según nuestra legi slación interior, los tí-
tulos de crédito son necesariamente típicos. Nuestro sistema se aparta de
la libre creación imperante en otros países. Cada título de crédito acepta~
do por nuestra "legislación interior" recibe de la ley expresa su perfil for-
mal estricto y taxativo, de modo tal que si no se lo satisface en cada caso
concreto, el documento de que se trate no será el instrumento mercantil
analizado. No hay integración por vía de similitud. Esa mezcla sería
violatoria del tipo. No puede admitirse la creación de títulos de crédito por
vía analógica. Concluye que los documentos glosados a la rogatoria no son
títulos de crédito de ninguna índole, y por ende no se adecuan al tipo del
art. 297 del Código Penal argentino (fs. 546).

d) El campo de la legislación exterior por vía de la llamada ley aplica-
ble extranjera está totalmente cerrado por mandato del ar!. 8vo. de la Con-
vención de 1933.

e) El título no es circulatorio. No es la confianza general la que lo hace
circular, sino la confianza que pueden tenerse personalmente el que lo
entrega y el que lo recibe. No hay ley que le dé respaldo formal al docu-
mento.

5°) Que el citado segundo grupo de agravios parte del siguiente esque-
ma argumental:
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1) la extradición debe ser resuelta de conformidad con la ley argenti-
na por imperio del art. 8 de la Convención de 1933; 2) la ley argentina es-
tablece un sistema de títulos de crédito típico y cerrado; 3) no puede ad-
mitirse una integración analógica de la ley argentina admitiendo como tí-
tulos de crédito documentos parecidos o análogos a los reconocidos por la
ley. La integración analógica se extiende al art. 297 en violación al arto 18
de la Constitución Nacional; 4) no hay norma de colisión que remita a la
ley extranjera para integrar la ley argenti na.

El razoné;lmiento tiene un punto de partida erróneo y ello afecta toda la
construcción del recurrente. En efecto, el art. 8 de la Convención de 1933
que establece que "el pedido de extradición será resuelto de acuerdo con
la legislación interior del estado requerido; y ... se agotarán todas las ins-
tancias y los recursos que aquella legislación autorice", solo puede ser
entendido en el sentido de que el procedimiento estará reglado por la le-
gislación local del país requerido. Esa es la única interpretación posible si
se toma en cuenta que en cuanto a la procedencia de la extradición, ella se
subordina al requisito de la doble incriminación, también llamado de iden-
tidad de la norma, (art. Ira., inc. b) y a que la acción penal o la pena no
estén prescriptas según las leyes del Estado requirente y del requerido con
anterioridad a la detención del individuo inculpado (art. 3ro., inc. a). Por
esa razón es que el pedido de extradición debe ir acompañado de una co-
pia de las leyes penales aplicables al hecho, así como de las leyes referen-
tes a la prescripción de la acción o de la pena (art. Sto., ine. b).

El principio de la doble incriminación está específicamente estableci-
do en el art. 1, inc. b), del Tratado Interamericano de Extradición, que exi-
ge que "el hecho por el cual se reclama la extradición tenga el carácter de
delito y sea punible por las leyes del Estado requirente y por las del Esta-
do requerido, con la pena mínima de un año de privación de libertad".

Esta doble incriminación exige una doble subsuneión por el juez del
país requerido pues, en los términos del dictamen del Procurador General
de FaIlos: 291: 195. "debe compararse el hecho imputado al requerido con
las normas de ambos estados que resultarían violadas por aquél".

Sin embargo, la doble sub sunción no se realiza en un mismo plano,
pues mientras que el examen de la adecuación del hecho a un tipo legal del
país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que el país



594 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

.11:\

requirente pretende probar, el examen de la adecuación del mismo hecho
a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de que ese he-
cho, hipotéticamente, cayese bajo la ley del país requerido. Pero esta hi-
pótesis es metodológica y tiene poí. fin efectuar una comparación
vaIOl'ativa, pues esa hipótesis nunca podrá verificarse en tanto se parte del
presupuesto de que el Estado requirente tiene jurisdicción internacional
(art. 1ro., inc. a) y de que el Estado requerido no la tiene (arg. a contrario
sensu del art. 3ro., incisos b) y c); en otras palabras, mientras que para el
país requirente la existencia del hecho es hipotética, para el país requeri-
do lo hipotético es que el hecho caiga bajo su jurisdicción. En el caso de
autos la hipótesis del país requirente es que el sujeto pedido cometió un
hecho subsumible realmente en su ley penal, mientras que para el país re-
querido el hecho debe ser también valorado hipotéticamente como com-
prendido en su ley penal interna.

Esta diferenciación tiene consecuencias específicas en los tipos pena-
les que se integran con elementos normati vos. En efecto, mientras que por
lo general el país requerido no tiene impedimento alguno para confrontar
los hechos imputados con su propia ley penal, lá dificultad aparece cuan-
do se trata de calificar un aspecto del hecho con arreglo a un elemento
normativo del tipo. El elemento normativo del tipo introduce una valora-
ción o calificación jurídica respecto de elementos descriptivos que no la
tenían, y se vincula íntimamente con el resto del ordenamiento jurídico al
cual pertenece. En este sentido, en muchos casos es imposible formular es-
trictamente la subsunción de un hecho bajo la ley del país requerido, como
si este hecho cayese bajo su jurisdicción, porque en verdad ese hecho no
ha recaído, ni recaerá bajo su jurisdicción. Cuando se trata de los elemen-
tos valorativos la subsunción en concreto es imposible, sólo es posible la
comparación en abstracto de los elementos normativos (valorativos) que
contienen las leyes penales del país requirente y de'! requerido. Si existe
una correspondencia abstracta habrá que tener por cumplida la doble
incriminación.

6°) Que para efectuar dicho examen es necesario tener en cuenta los
siguientes puntos:

a) Los tribunale~ lel país requerido no pueden modificar la calificación
efectuada por los dcí país requirente, porque ese extremo resulta ajeno al
trámite de la extradición y debe ser resuelto en el proceso penal pertinen-
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te (doctrina de Fallos: 284:459 y especialmenle 105:725). Los tribunales
de la República de Chile han calificado a los doclImentos cuestionados
como instrumentos pri vados mercantiles (confr. fs. 2x~1290 y fs. 3141318)
y la calificación de los denominados "drafts" como imtrumentos privados
mercantiles, efectuada por los tribunales chilenos de conformidad con su
legislación local, es una cuestión que no puede ser revisada por esta Cor-
te en el procedimiento de extradición. De este modo queda acreditada la
forma en que es punible el hecho en el país.requirente.

b) La doble incriminación presupone también la punibilidad en el país
requerido. Para juzgar la existencia de este recaudo los tribunales del país
requerido no están afectados por la calificación (Fallos: 306:67) o el nomen
i!lris del delito (Fallos: 284:59), sino que lo decisivo es la "sustancia de la
infracción" (confr. fallos citados). En otros términos, lo relevante eS que
las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustan-
cia la misma infracción penal, tal como lo requiere el arL lro., inc. b), de
la Convención de Montevideo de 1933 (confr. Fallos: 284:459).

Yen este sentido, la defensa no pone en cuestión la equivalencia en-
tre el arL 197, párrafo 2, del Código Penal Chileno y el arL 297 del Códi-
go Penal argentino; sólo se limita a cuestionar que el "draft" no es uno de
los documentos privadn<; aludidos por el art. 297. Con ello plantea una
comparación imposibl'J1ues lo relevante es determinar si los elementos
normativos "documento rrivado mercantil" y "t.ítulos de crédito transmi~
sibles por endoso o al Pllf tador" son, conforme a su valoración, equivalen-
tes, es decir, si en sustancia su falsificación constituye'la misma infracción.

Los elementos normativos pueden concretarse sólo en el orden jurídi-
co al cual pertenecen, y sólo de manera abstracta pueden compararse con
otros análogos de otrasjurisdicciones estatales. Los conceptos de cosa
mueble, de funcionario público, de documento público, etc., aluden a ca-
lificaciones que pueden tener manifestaciones concretas distintas en cada
orden jurídico. El concerto de moneda extranjera que no tenga curso le-
gal es el ejemplo más claro de que el elemento normativo sólo puede ser
concretado en el orden en el cual rige. Una falsificación de moneda argen-
tina en el extranjero es una falsificación de moneda de curso legal rar,l '
ley argentina (confr. art. 282 del Código Penal). Del mismo modo, la (1'.\,.
bra exige el carácter de comerciante. pero puede suceder que la califie;
ción de comerciank en el país requirente y en el requerido no abarquc ,1
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mismo grupo de personas. También el hurto presupone el apoderamiento
de cosas muebles ajenas. El distinto régimen de propiedad del país
requirente y el requerido puede llevar a que la cosa sea ajena para el
requirente y propia para el requerido.

En todos estos casos, como en el de autos, no puede negarse que las
normas aplicables prevén, en sustancia, la misma infracción, pues no se
trata de casos en los que la ley del país requerido establece en el tipo un
elemento normati va que no contiene la ley penal del país requirente, en
cuyo caso no se trata ya de la misma infracción (confr. doctrina de Fallos:
70:79); sino de casos que contienen los mismos elementos que fundan la
incriminación y sólo difieren en las particularidades de esos elementos
propios del régimen jurídico en el que se insertan.

Estas consideraciones hacen innecesario el tratamiento de los agravios
señalados en c, d, y e, del considerando 4to.), pues no se trata de determi-
nar cuál es la calificación que hubiere correspondido al hecho en el caso
de que se hubiese cometido en la Argentina, como lo pretende la defensa.

Por ello. de conformidad con lo dictaminado en sentido concordante
por el señor Procurador General, se confirma el pronunciamiento apelado.
Hágase saber y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MAR~ANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENR1QUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO

BOGGIANO.

CARLOS ARANDA CAMACHO v. DIRECCION NACIONAL !lE VIALIDAD

CONSTlTUCION NACIONAL: COlIslill{l.'iollolidod e illCIIllslilllCiollolidml. Leyes lIociollales.

Es inconstitucional el art. 56 de la Icy 21.499, que establece el término de cinco años
para la prescripción ele la acción de expropiación inversa ya que .tiene el alcance ele
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justificar la transferencia de bienes al Estado sin la correspondiente sentencia de
indemnización que establece el art. 17 de la Constitución Nacional, lesionando el
derecho que esta norma consagra.

EXPROPIACION: ExpmpiacilÍJl iJlversa.

Los arts. 31 y 56 de la ley 21.499 contemplan dos supuestos diferentes: el primero
establece el plazo para que el expropiado exija el pago de la indemnización ya que
en la expropiación regular no existe término alguno para que el expropiante inicie
la acción expropiatoria, mientras que el segundo se refiere a la expropiación irre-
gular y establece un plazo de prescripción para que el particular peljudicado pro-
mueva la pertinente demanda (Disidencia del DI'. Rodolfo C. Barra).

EXPROPlACION: ErpmpiacilÍJl ¡'l\'er.w.

El arto 56 de la ley 21.499 en manera alguna pudo tener en cuenta -como sí lo hace
el art. 31- la fecha en que quede determinado el monto de la indemnización para
hacer correr desde allí el plazo de prescripción de cinco años, ya que tal determi-
nación solú puede tener lugar una vez que se haya promovido el juicio pertinente
y se haya practicado y aprobado judicialmente la liquidación que fije el resarcimien-
to impetrado (Disidencia del Dr. Rodolfo C. Barra).

CONSTlTUClON NACIONAL: COJlslilllcilllwlidad e iJlcoJlSlilllcioJlalidad. Leyes JlacioJlales.

No corresponde declarar la inconstilucionalidad del art. 56 de la ley 21.499 ya que
no entra en colisión con lo previsto por el art. 17 de la Constitución Nacional (Di-
sidencia del Dr. Rodolfo C. Barra).

DICTAMEN DE LA PROCURADORA FISCAL

Suprema Corte:

-1-

El actor, por apoderados, inició demanda de expropiación irregular
contra la Dirección Nacional de Vialidad. Sostuvo que era propietario de
dos fracciones de terreno, ubicadas en el departamento Sarmiento, de la
Provincia de San Juan, y que la demandada, sin su conocimiento ni auto-
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rización, ha venido realizando diversos trabajos y obras que han oeasio-
nado un grave desmedro al. predio, restando posibilidades de utilización y
aprovechamiento económico del mismo.

En fecha que no logra individualizar exactamente, el ente nacional,
ejerciendo de hecho la posesión de la cosa, construyó un canal de desagüe
que atraviesa ambas fraeciones de su inmueble; forma, a ambos lados del
canal, sendos terraplenes de relleno de 7 a 10 m de ancho cada uno, que
se suman al ancho de la obra (4 m), y que ocupa entonces entre 20 y 25 m,
a lo largo de los 240 m en que corre por sus terrenos. Debido a esas cons-
trucciones, buena parte de sus tierras resultan inutilizables por el
anegamiento que se produce en los lotes contiguos, a causa de las aguas
de lluvia que no escurren debido a los terraplenes.

Indicó que, de acuerdo a las comunicaciones y diligencias que llevó a
cabo antes de interponer la demanda, ha podido comprobar que la deman-
dada es la única responsable de los hechos que mencionó, y quien atribu-
yó, de facto, un destino de utilidad pública al inmueble, mediante los tra-
bajos y obras realizadas. A fin de obtener la reparación dc su dcrecho dc
propiedad conculcado, entabló esta demanda, no obstante la ausencia de
una declaración legislativa formal de utilidad pública que afecte el
inmueble, en base a los fundamentos y jurisprudencia que expone (fs. 23/
28).

En fs. 49/55, la Dirección Nacional de Vialidad opuso la excepción de
prescri pción, de acuerdo a lo estab leci do en el art. 56 de la ley 21.499, en
razón de que las obras fueron realizadas más de veinte años atrás. Argu-
mentó también que resultaba aplicable la prescripción adquisitiva estable-
cida por el arto 4015 del Código Civil, en función de lo previsto en el art.
3951 del mismo cuerpo. Opuso, asimismo, la prescripción legislada en el
art. 4023 del mismo código, porque la única y exclusiva finalidad de ia
acción intentada era obtener la indemnización correspondiente a la
inutilización del inmueble. y no la devolución en especie del mismo. Con-
testó también la demanda indicando que. en el caso de no prosperar la ex-
cepción opuesta, se allanaba a la expropiación', discutiendo Jos valores
pretendidos. como indemnización, por la aclara.

Al contestar el traslado de la excepción, sostuvo el actor US. 53/55) que
las defensas opuestas no podían tener sustento frente a lo dispuesto por el
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arto 17 de la Constitución Nacional y la jurisprudencia de V.E. acufíada al
respecto, que citó. Sobre'esa base, afirmó que no procede invocar la pres-
cripción liberatoria en tanto no se establezca, por sentencia firme, el monto
de la indemnización que el Estado debe pagar. en cumplimiento de la ga-
rantía constitucional; como tampoco se puede oponer la prescripción ad-
quisitiva, que es un modo de adquirir el dominio del derecho privado y, por
consecuencia, carece de eficacia y aplicación en orden al traspaso de la
propiedad privada al dominio público.

En lo que hace al art. 56 de la ley 21.499, planteó su inconstituciona-
lidad, con fundamento en jurisprudencia de e'sta Corte; en cuanto se pre-
tenda que, el término de la prescripción que estatuye esa norma, comien-
ce a correr antes de la fijación, mediante sentencia firme, de la indemni-
zación expropiatoria.

-Il-

El señor juez de primera instancia acogió la pretensión (fs. 170/174).
En primer lugar, desestimó la defensa de prescripción liberatoria. Consi-
deró que sólo el pago o consignación del resarcimiento fijado por senten-
cia definitiva produce la adquisición del dominio, lo que lleva a afirmar
que hasta el momento del pago no existe ejercicio de ninguna acción per-
sonal que pueda prescribir. Sin sentencia que fije el resarcimiento y sin
pago o consignación de éste, no hay adquisición de la propiedad, de acuer-
do con el art. 17 de la Constitución Nacional. Por ello, no puede admitir-
se que el expropiante se libere de pagar el precio, que constituye el medio
necesario para adquirir el dominio.

Afirmó que la indemnización viene impuesta por la norma constitucio-
nal citada, de modo que mientras el monto no esté determinado, por acuer-
do de partes o sentencia judicial, se trata de un crédito ilíquido y, por tan-
to, no sujeto a prescripción. Recién al determinarse la suma adeudada nace
un derecho personal exigible, éste sí prescriptible según el art. 4023 del
Código Civil.

Por razones análogas, rechazó la defensa de prescripción adquisiti va
opuesta por el expropiante, toda vez que estimó que sólo el pago de la in-
demnización otorga -al Estado- el dominio del bien expropiado, lo que
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determina la inaplicabilidad del instituto de la usucapión, a los supuestos
en que se pretende la adquisición por razones de utilidad pública.

Finalmente, acogió el planteo de inconstitucionalidad del arto 56 de la
ley 21.499. Para ello, el sentenciador se basó en pronunciamientos de V.E.,
contrarios.a la prescriptibilidad de la acción de expropiación irregular,
durante la vigencia de la anterior ley de expropiaciones 13.264; y el que
declaró la inconstitucionalidad de una norma similar, contenida en la ley
de la materia de la provincia de San Juan. Las restantes consideraciones
de la sentencia están referidas a la determinación del monto indemni-
zatorio.

Apelado el fallo, se pronunció a fs. 2051208, la Sala "B" de la Cámara
Federal de Apelaciones de Mendoza, disponiendo el rechazo de la deman-
da. El argumento central del tribunal de alzada estuvo constituido por la
aplicacion, al caso, del art. 56 de la ley 21.499. Entendió que la norma ofre-
ce medios para resolver conflictos que se suscitan entre el Estado y los
particulares, cuando se trata de satisfacer exigencias de utilidad pública.

A juicio del a ql/O, es claro el texto de la ley, que ha venido a finiqui-
tar una situación de incertidumbre, producida antes por la falta de texto
expreso a nivel nacional; que resolviera el punto. Tomó en cuenta que la
prescripción es un instituto de orden público, destinado a dotar de segu-
ridadal ordenamiento jurídico, e integra los principios generales del de-
recho aplicables a todo el sistema normativo.

Destacó que el actor, al adquirir la propiedad, ya conoCÍa la situación
del canal y su infraestructura, puesto que está en funcionamiento -según
lo probado en autos- desde enero de 1962. Hasta cumplirse el término
prescriptivo, dispuso de los medios para iniciar acciones contra la
expropiante, pero no hizo uso de su derecho hasta la promoción de estos
autos, efectivizada cuando hubieron transcurridos con exceso los cinco
años previstos en el art. 56 ya citado.

Expresó que la ley ha otorgado, a los administrados, la acción de ex-
propiación irregular cuando la ocupación, restricción o limitación impor-
ten un menoscabo al derecho de propiedad, pero le ha impuesto un térmi-
no para ejercitar la acción, puesto que el derecho de propiedad no es ab-
soluto dentro de nuestro sistema constitucional, ya que los derechos indi-
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vi duales pueden gozarse de acuerdo a las leyes que reglamentan tal ejer-
cicio. Con la solución legal, no se conculca el artículo 17 de la Constitu-
ción Nacional, toda vez que la ley nacional no niega el derecho a ser in-
demnizado, sino que ha reglamentado el derecho establecido por la Cons-
titución. De esta forma, la regulación legislativa no legitima en modo al-
guno la confiscación de bienes, prohibida como principio por la Ley Fun-
damental.

Agregó, finalmente, que las acciones de este tipo no pueden quedar
subsistentes en form;:¡ indefinida,pues ello traería aparejada la inseguridad
jurídica que ningún sistema puede dejar de respetar. La ley de expropia-
ciones ha establecido una forma de adquirir el dominio, por parte del Es-
tado, que es distinta de las maneras de adquisición de los bienes estable-
cidas en el Código Civil; constituyendo una cuestión de derecho público
que se rige por sus propias normas.

-III-

Contra el pronunciamiento así sintetizado, planteó recurso extraordi-
nario la parte actora, que le fue concedido a fs. 233.

Se agravió por no haber sido acogidos sus planteas en la alzada, sien-
do que había solicitado la declaración de inconstitucionalidad del art. 56
de la ley 21.499, o de la interpretación del mismo aceptada por el aquo,
en cuanto significa admitir una expropiación sin indemnización previa,
aplicando un plazo de prescripción liberatoria a favor del expropiante,
cuando el crédito que conforma la reparación no ha sido aún fijado, ni por
convenio, ni por sentencia.

En apoyo de su tesis, citó los antecedentes de V.E. que surgen de Fa-
llos: 304:862,287:387 y 296:55. Consideró que lo resuelto configura un
menoscabo confiscatorio de su derecho de propiedad, al consagrar la pér-
dida de la indemnización que, como previa, viene exigida por el artículo
17 de la Constitución Nacional. Adujo que la interpretación del a quo, se-
gún la cual el art. 56 de la ley no determina una confiscación, resulta una
afirmación dogmática, pues se contradice con el texto mismo de la garantía
c¿nstitucional, que exige la indemnización previa al desapropio. El insti-
tuto de la prescripción, excluido en principio del ámbito de la relación
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expropiatoria, sólo es aplicable a partir del momento en que el derecho
personal, correspondiente a la indemnización, ha quedado determinado en
una suma líquida. convirtiéndose en un crédito exigible.

A partir de esta inteligencia, consideró que la norma atacada sólo re-
sulta compatible con la vigencia de la garantía del art. 17 de la Constitu-
ción Nacional, si se la interpreta computando el término de la prescripción
a partir del momento en que la indemnización queda determinada por sen-
tencia firme, tal como lo establece el art. 31 de la ley 21.499, respecto a
la expropiación regular. Se quejó de que el fallo hubiera admitido la ad-
quisición, por el Estado, del dominio privado, sin pagar indemnización,
cuando ésta aún no había sido determinada, aplicando un plazo de pres-
cripción liberatoria a un crédito indeterminado, no exigible, que 110 cons-
tituía aún un derecho personal prescriptible. En resumen, a su criterio, el
fallo apelado consagró una confiscación, prohibida por la Ley Fundamen-
tal.

II)lputó, por ID demás, arbitrariedad al pronunciamiento, en cuanto
omitió el tribunal considerar y resolver las cuestiones propuestas por su
parte al contestar la expresión de agravio, respecto al consentimiento pres-
tado, por la apelante, a los fundamentos del fallo de primera instancia re-
lacionados con la improcedencia de la prescripción liberatoria opuesta,
cuando el crédito correspondiente a la indemnización expropiatoria no ha
sido aún determinado; y el significado de la jurisprudencia de esta Corte
vinculada al art. 17 de la Constitución Nacional, en relación al punto en
discusión.

-IV-

A mi modo de ver,el recurso extraordinario interpuesto, desde un punto
de vista formal, resulta procedente (art. 14, inc. 31'0., ley 48). Ello así, por
cuanto se ha debatido en el pleito una cuestión federal y la decisión ha sido
contraria al derecho del actor, fundado en la garantía del art. 17 de la Cons-.
titución Nacional. Por lo demás, el tratamiento expreso de la inconstitucio-
nalidad alegada, por parte del sentenciante, me exime de todo análisis so-
bre elmanlenimiento del casus foederis a lo largo del proceso, por la par-
te aclora.
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En cuanto al fondo de la cuestión, me parece oportuno, en primer lu-
gar, expresar que en autos se han verificado actos y comportamientos ma-
teriales de un ente federal, respecto de un bien inmueble deun particular,
que configuran una expropiación, 16 que implica laexistencia de califica-
ción legislativa de la utilidad pública del bien afectado.

En efecto, según las constancias obrantes en el expediente administra-
tivo (fotocopiado) del Departamento de Hidráulica de la Provincia de San
Juan (agregado a estos autos), las obras dispuestas en el predio del actor
tuvieron el carácter de anexas o complementarias al trazado de la ruta na-
cional Nro. 40; fueron dispuestas por la entonces Administración General
de Vialidad Nacional (fs. 1 del mencionado expediente) y, si bien no hay
constancias efectivas de la fecha de construcción, quedaron habilitadas con
anterioridad a enero de 1962 (fs. 9 vta.).

Se desprende de lo expresado que, la decisión de construir la obra com-
plementaria de la ruta, se encuadra dentro de las atribuciones legalmente
conferidas al ente, y que tiene como virtualidad individualizar Jos bienes
particulares declarados de utilidad pública y sometidos a expropiación.
Ello así, por cuanto el art. 25 del decreto-ley 505/58 estatuye que la Direc-
ción Nacional de Vialidad estudiará, proyectará, construirá, reconstruirá
y conservará el sistema troncal de caminos nacionales, sus obras anexas
y sus modificaciones; a cuyo efecto se declaran de utilidad pública y su-
jetos a expropiación, todos los terrenos, servidumbres o materiales reque-
ridos para la apertura, trazado y construcción de los caminos previstos, sus
obras anexas, complementarias y sus futuros ensanches y ampliaciones.

Cabe recordar' que análoga prescripción contenía el art. 16 de la ley
11.658 (1932), reformado por la ley 12.625 (1939), cuya constitucionali-
dad fue declarada por V.E. en Fallos: 183:88.

Formulada la aclaración precedente, no caben dudas, en mi parecer, que
resulta aplicable al sub lite el artículo 56 de la ley 21.499, toda vez que,
no iniciado el proceso de expropiación por el ente federal, ni habiéndose
celebrado un avenimiento entre las partes, correspondía -en principio- al
propietario del bien afectado promover la acción de expropiación in'egu-
lar (sin que esta conclusión importe abrir juicio sobre la concurrencia, en
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la especie, de los requisitos establecidos en el art. 51 de la ley citada; tema
que es ajeno en este momento a la instancia federal). La letra del mencio-
nado art. 56 es clara y sostiene que este tipo de acción prescribe a los cin-
co años. los que se computarán desde la fecha en que tuvieron lugar los
comportamientos estatales que hacen viable la pretensión expropiatoria.

Frente a lo diáfano del texto legal, no cabe a mi juicio otra interpreta-
ción que la asignada por el a qllo y, por lo tanto, desde el punto de vista
de la ley formal, la acción se encontraría prescripta. Por lo tanto, corres-
ponde ineludiblemente entrar a considerar los agravios del recurrente, vin-
culados a la inconstitucionalidad del precepto, toda vez que no puede sos-
tenerse una inteligencia de la norma que la haga conciliable con la garan-
tía plasmada en el art. 17 de la Ley Fundamental.

La expropiación por causa de utilidad públi.ca legalmente declarada,
origina una relación jurídica de derecho público nacida de una manifesta-
ción unilateral de la voluntad del Estado como lo ha declarado V.E., (Fa-
llos: 241 :73; 287:387; 296:55; 304:862); afirmando también que la adqui-
sición del dominio sobre el bien expropiado por el Estado se halla subor-
dinada al pago de la indemnización previa, determinada en la sentencia
definitiva del juicio expropiatorio, conforme al artículo 17 de la Consti-
tución Nacional.

Hasta la fijación definitiva de ese resarcimiento, el derecho real de do-
minio se convierte, por subrogación real, en el derecho al cobro de un cré-
dito representativo del valor del bien que se desapropia, ya que no le es
dable al expropiado, luego de la declaración legal de utilidad pública, pre-
tender la reivindicación del bien afectado al interés social.

En consecuencia, ha afirmado el tribunal que, siendo la indemnización
condicionante del desapropio (art. 17 Constitución Nacional), representa
la contrapartida del derecho real a adquirir por el Estado, dentro de una
misma relación jurídica. El derecho al cobro del valor del objeto expropia-
do ha de calificarse como crédito ilíquido del expropiado que, a falta de
acuerdo, s610 puede ser determinado por sentencia judicial. Es inexigible,
por tanto, hasta que su valor no sea concretado en una suma de dinero lí-
quida. Esta inexigibilidad hace que. entre tanto. aquel derecho no pueda
extinguirse por prescripción, desde que ésta sólo principia en el momen-
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to en que el crédito líquido se torna cantidad cierta (Fallos: 287:387;
296:55).

Similar doctrina, en el sentido de que recién a partir del momento en
que ha quedado determinada la indemnización previa puede comenzar a
correr el término de prescripción, ha sido reiterada en Fallos: 304:862 y en
la sentencia del 12-12-85, recáída en la causa: "Bianchi, Héctor A. y otro
c/Dirección Provincial de Vialidad". En este último caso, referido a la
impugnación de una norma similar a la aquí cuestionada (art. 36 de la ley
6394 de la Provincia de Córdoba), dijo V.E. que la .aplicación del citado
art. 36, que establece el término de cinco años para la prescripción de la
acción de expropiación irregular, tiene el alcance de justificar la transfe-
rencia de bienes al Estado provincial sin la correspondiente sentencia de
indemnización, que establece el arto 17 de la Constitución Nacional, por
lo que lesiona el derecho que consagra esta norma y justifica invalidar la
disposición cuestionada.

De acuerdo con la doctrina reseñada, que juzgo directamente aplicable
al sub lite, estimo que corresponde hacer lugar al planteo de inconstitucio-
nalidad. Una solución distinta, importaría cohonestar la conducta del Es-
tado que, luego de la declaración de utilidad pública del bien, lo arrebató
de su propietario, sin la indemnización previa, que debe ser "justa" (art.
251 l del Código Civil); destruyéndose así el contenido de la garantía cons-
titucional, por la sola permanencia en el tiempo de los actos estatales
desposesorios, o turbatorios de la propiedad. Adviértase, asimismo, que
importaría una solución contradictoria con la que se establece, en el art. 31
de la misma ley 21.499, respecto de la acción para exigir el pago de la in-
demnización en los supuestos de expropiación regular.

-VI-

Por las razones expuestas, opino que corresponde hacer lugar al recurso
extraordinario, declarar la inconstitucionalidad del precepto legal cuestio-
nado, revocar la sentencia y devol ver los autos, para que se dicte nuevo
pronunciamiento sobre las demás cuestiones del juicio. Buenos Aires, 3 de
julio de 1990. María Graciela Reiriz.
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Buenos Aires, 7 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Aranda Camacho, Carlos e/Dirección Nacional de
Vialidad s/expropiación irregular".

Considerando:

Que la cuestión debatida en el sub examine es sustancialmente análo-
ga a la resuelta en la causa: B.133.XX. "Bianchi, Héctor A. y otro e/Direc-
ción Provincial de Vialidad", de fecha 12 de diciembre de 1985, a cuyos
argumentos cabe remitirse en razón de brevedad.

Por ello, oída la señora Procuradora Fiscal, se declara procedente el
recurso extraordinario, se declara la inconstitucionalidad del art. 56 de la
ley 21.499 Y se revoca la sentencia apelada; con costas. Vuelvan los au-
tos al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo
pronunciamiento de conformidad a lo aquí expuesto. Notifíquese y devuél-
vase, con copia del precedente citado.

RICARDO L¡;:VENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO-

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDU~RDO MOLlNÉ

O'CONNOR- ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESI!;)ENTE SEGUNDO DOCTOR

DON RODOLFO C. BARRA

Considerando:

1°) Que la Cámara Federal de la Ciudad de Mendoza dispuso a fs. 205/
208 vta. revocar la sentencia de la anterior instancia y, en consecuencia,
rechazó la demanda promovida por el actor por expropiación irregular, a
quien impuso las costas del juicio. De esta manera, el a qua dejó sin efecto
el anterior pronunciamiento del juzgado de primera instancia que, a su vez,
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había hecho lugar a la demanda instaurada, desestimando la defensa de
prescripción, rechazando las articulaciones de las prescripciones adquisi-
tiva y liberatoria fundadas en el Código Civil y, por último, concluyó aco-
giendo el planteo de inconstitucionalidad del art. 56 de la ley Nro. 21.499,
con costas a la vencida (fs. 170/174 vta. y aclaratoria de fs. 177).

Por su lado, el a qua resolvió como lo hizo, por entender que debían
aplicarse las claras disposiciones contenidas en el art. 56 de la ley Nro.
21.499, en cuya virtud y a resultas de lo que se extrae del examen de las
presentes actuaciones judiciales, no puede sino afirmarse que el actor no
promovió la acción dentro del transcurso del plazo contemplado en la nor-
ma citada precedentemente. Finalmente, el a qua aseveró que la solución
alcanzada no conculca lo establecido por el art. 17 de la Constitución Na-
cional.

2°) Que contra el mencionado pronunciamiento, el actor interpuso re-
curso extraordinario a fs. 211/221, el que fue respondido por la contraria
a fs. 224/232 y ,?oncedido a fs. 233/233 vta., razón por la cual los actua-
dos vinieron a conocimiento de esta Corte.

3°) Que el demandante, en su escrito de inicio manifestó que' promo-
vía la acción contra la Dirección Nacional de Vialidad, por expropiación
irregular de dos fracciones de terreno de su pr.opiedad, ubicadas en el De-
partamento Sarmiento de la Provincia de San Juan (fs. 23/28). Expresó que
desde una fecha que no puedeprecisar y sin su autorización, la demanda-
da ejerció de hecho la poses'ión de los inmuebles, realizando diversos tra-
bajos y obras (un canal de desagüe que atraviesa ambas fracciones de te-
rreno), que han ocasionado un grave desmedro a esos predios, restándo-
les posibilidades de utilización y aprovechamiento económico. Añade que,
en consecuencia, las zonas afectadas se han convertido en inundables y,
por lo tanto, inutilizables para todo tipo de explotación rentable.

Contra el progreso de la acción, la Dirección Nacional de Vialidad opu-
so la defensa de prescripción (art. 56, ley 21.499) y adujo que la acción se
encontraba prescripta por haber transcurrido más de 22 años desde el mo-
mento del inicio de las obras denunciadas y hasta la oportunidad de pro-
moción de la demanda (21 de noviembre de 1984: fs. 28, infine), argumen-
tó la prescripción adquisitiva regulada por el Código Civil, citó en apoyo
de su postura lo previsto por los arts. 3951,4015 Y4023 de dicho cuerpo
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normati va y, por último, contestó la demanda. Sin perjuicio de lo expuesto,
la demandada se allanó a lo petici.onado por el actor, discutiendo los va-
lores pretendidos como indemnización (fs. 49/50 y fs. 51/52).

El actor, al contestar las excepciones opuestas, invocó que no resulta-
ban de aplicación al caso, las disposiciones del Código Civil indicadas ut
supra, insistió en su anterior afirmación que en el sub lite se cónfiguraba
una evidente afectación del derecho de propiedad protegido por el art. 17
de la Constitución Nacional y~por último, planteó la inconstitucionalidad
del arto 56 de la ley 21.499, con base en jurisprudencia de la Corte, que al
efecto citó (fs. 53/55).

4°) Que el recurso extraordinario es formalmente procedente, toda vez
que se interpone contra la sentencia definitiva dictada por el superior tri-
bunal d,e la causa, que ha resuelto la cuestión debatida en autos en forma
opuesta a la pretendida por el apelante, para lo cual ha hecho interpreta-
ción y aplicación en el sub examine de las disposiciones contenidas en la
Ley Nacional de Expropiaciones Nro. 21.499, norma de preeminente ca-
rácter federal. En tal sentido, el tribunal a qua ha dictado su pronuncia-
miento de manera contraria a la postura asumida por el apelante, habida
cuenta que lo decidido está íntimamente vinculado con la inteligencia que
deba acordarse a la normativa aplicable. Tal particularidad podría llegar
a configurar, en principio, .una eventual lesión al derecho de propiedad
tutelado por el arto 17 de la Ley Fundamental; por todo lo cual, cabe ad-
mitir que en el sub examine, se está ante el supuesto contemplado por el
art. 14, ¡nc. 3ro.), de la ley 48. '

5°) Que el actor se agravia porque: a) sus planteas no han encontrado
adecuada acogida en la anterior instancia, citando en apoyo de su preten-
sión, los antecedentes de esta Corte que surgen de Fallos: 287:387; 296:55
y 304:862; b) en su caso, se ha configurado una confiscación, ya que la
exigencia de la previa indemnización, según el art. 17 de la Constitución
Nacional, presenta el carácter de ser un requisito de naturaleza fundamen-
tal; c) la afirmación en contrario efectuada por el a qua constituye una
expresión dogmática, ya que la disposición contenida en el art. 56 de la ley
21.499, solamente se torna comprensible si se la compara con lo estable-
cido en el art. 31 de la misma ley, respecto de la expropiación regular; d)
el fallo recurrido es arbitrario porque dicho pronunciamiento omitió con-
siderar y resolver las cuestiones propuestas por su parte al colltestar la
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expresión de agravios de su oponente; y e) por último, recuerda los con-
ceptos vertidos por el demandante en torno de las prescripciones adquisi-
tiva y liberatoria antes esbozadas, como asimismo, recalca la invocada
jurisprudencia de la Corte sobre el tema, e insiste una vez más, en el plan-
teo de ineonstitucionalidad del art. 56 de la ley 21.499 -que establece el
plazo de prescripción para la promoción de lademanda en que se persiga
una expropiación irregular- e igualmente, sobre lo preceptuado por el art.
17 de nuestra Carta Magna.

6°) Que la señora Procuradora Fiscal de la Nación Doctora María
Graciela Reiriz, al dictaminar en autos a fs. 239/245 vta., manifiesta que,
a su entender, la letra del art. 56 de la ley 21.499 es clara y de su lectura
no cabe sino extraer la conclusión que este tipo de acción prescribe a los
cinco años contados desde la fecha en que ocurrieron los comportamien-
tos estatales que hacen viable la pretensión expropiatoria y, por lo tanto,
atento la fecha de ptomoción de la presente demanda (21 de noviembre de
1984; fs. 28, infine), desde un punto de vista estrictamente formal, la ac-
ción se encontraría prescripta. Ello así, habida cuenta que aquellos hechos
tuvieron lugar hace más de 22 años.

En lo atinente al planteo de inconstitucionalidad, sostIene que, hasta
que el valor de la expropiación no sea concretado en una suma de dinero
líquida, se torna inexigible la obligación de satisfacer la indemnización
prevista por el art. 17 de la Constitución Nacional, de modo que el dere-
cho a reclamar el pago de dicho resarcimiento, no puede extingu'irse por
prescripción, según doctrina de Fallos: 287:387 y 296:55.

Luego de citar la jurisprudencia sentada por la Corte en autos:
B.133.XX. "Bianchi, Héctor A. y otro e/Dirección Provincial de Vialidad
s/expropiación inversa", sentencia del 12 de diciembre de 1985 (caso en
el que se impugnó una norma análoga a la aquí atacada pero contenida en
una ley homóloga de la Provincia de Córdoba), la Dra. Reiriz da cierre a
su dictamen afirmando que, desde su punto de vista, debe hacerse lugar a
la inconstitucionalidad planteada, por estimar que una solución opu~sta
importaría cohonestar la conducta del Estado Nacional, posibilitaría que
el actor no tuviera acceso a una indemnización justa (art. 251 !, Código
Civil) y por ende, se destruiría en la emergencia, la garantía consagrada por
el art. 17 de la Ley Fundamental.
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7°) Que el art. 31 de la ley 21.449 establece -en lo referente a la expro-
piación regular- que "la acción del expropiado para exigir el pago de la
indemnización, prescribe a los cinco años, computados desde que el monto
respectivo quede determinado con carácter firme y definitivo".

A su vez, el art. 56 de la misma ley y en relación con la expropiación
irregular, estatuye que "la acción de expropiación irregular prescribe a los
cinco años, computados desde la fecha en que tuvieron lugar los actos o
cOIllPortamientos del Estado que tornan viable la referida acción".

8°) Que de la lectura y consecuente cotejo de los textos de los dos ar-
tículos que acaban de transcribirse se extrae, a modo de una primera de-
rivación, que mientras en el primero de ellos se fija un plazo prescriptivo
para promover la acción mediante la cual se exigirá el pago de la indem-
nización; en el segundo se hace lo mismo, pero respecto de la iniciación
de la demanda dirigida a obtener una sentencia judicial que ordene la ex-
propiación irregular del bien en cuestión, del cual se trate.

En otras palabras: los dos preceptos regulan supuestos diferentes, y
también distintas son, por congruencia, las soluciones que el legislador ha
contemplado para sistematizar los dos disímiles institutos bajo examen. Va
de suyo que el art. 56 citado, en manera alguna pudo tener en cuenta -como
sí lo hace en cambio, el art. 31- la fecha en que quede determinado el mon-
to de la indemnización, para hacer correr desde allí el plazo de prescrip-
ción de cinco años; por cuanto tal determinación solamente podrá tener
lugar una vez que se haya promovido el juicio pertinente -por el particu-
lar damnificado-, se haya dictado sentencia favorable al demandante y, por
último, se haya practicado y aprobado judicialmente la liquidación que fije
la cantidad a la cual deberá alcanzar el resarcimiento impetrado.

9°) Que así como en el supuesto que regula el art. 31 se está frente a la
promoción de un jUILio por parte del expropiante, en el cual, recién a partir
de la determinación del l11onto de la indemnización, comenzará a correr
para el expropiado, el plazo de cinco años para exigir el pago de aquélla;
así también -pero por el contrario- en el caso del art. 56 nos encontramos
ante un plazo de prescri prión de ci nco años pero que aquí no es sino ellap-
so que fija la ley para que el particular perjudicado promueva, durante su
transcurso, la pertinente demanda de expropiación irregular del bien afec-
tado.
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La única forma de concordar adecuadamente lo prescripto por ambas
normas, es concluir que en el caso del art. 31 corre por cuenta del
expropiante entablar la demanda de expropiación (regular), mientras que
se encuentra a cargo del expropiado, reclamar, en su caso y oportunidad,
el pago de la correspondiente indemnización resarcitoria. Asimismo, y
respecto del arto 56, en cambio, es el expropiado quien debe promover la
demanda y una vez alcanzado el estadio procesal oportuno, solicitar las
medidas de ejecución conducentes a que se le haga efectivo el pago del
resarcimiento solicitado.

10) Que en consecuencia, sobre la base de la exégesis y hermenéutica
precedentemente desarrolladas, puede ahora alcanzarse la debida corres-
pondencia entre los dos preceptos en estudio, ya que resulta pertinente
afirmar que en el primer supuesto no existe plazo para que el expropiante
inicie la acción expropiatoria, debiendo ceñirse únicamente a las exigen-
cias que estatuye el art. 17 de la Constitución Nacional. A diferencia de
ello, sí cxiste plazo -y es de cinco años- para que el expropiado exija el
pago de la indemnización, el que se contará desde la oportunidad en que
ella quedó firme y definitivamente determinada.

En el segundo supuesto, la acción por expropiación irregular está so-
metida a un determinado plazo de prescripción, el que se cuenta desde el
momento en que tuvieron lugar los actos o comportamiento del Estado que
lajustifiquen. En tales condiciones, de ninguna manera parece razonable
-a la luz de las normas bajo examen- pretender el previo pago de la indem-
nización para a partir de allí hacer correr la prescripción como se impetra
cuando, por lo que se ha visto, en esta segunda alternativa en estudio, aqué-
lla también se encuentra sujeta a determinación. Esta, por las caracterÍs-
ticas apuntadas, habrá necesariamente de tener lugar a resultas del juicio,
en la oportunidad en que aparezca procesalmente procedente y de confor-
midad con lo que en definitiva y sobre dicho punto, decida eljuzgador.

11) Que por las razones expuestas en los considerandos que anteceden,
cabe concluir que no puede acogerse el planteo de inconstitucionalidad
formulado por el actor respecto del arto 56 de la ley 21.499; toda vez que
de la reseña efectuada uf supra, se desprende que la citada norma en ma-
nera alguna pueda entrar en colisión con lo previsto por el arto 17 de la
Constitución Nacional. Ello así, con mayor razón en el presente caso, en
que no se advierte -ni se ha intentado demostrar siquiera- un menoscabo
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al derecho de propiedad protegido por la indicada norma de nuestra Ley
Fundamental: De existir un eventual e hipotético perjuicio en gravamen de
los derechos del actor, tal conjetural desmedro, no podría en el sub judice
sino atribuirse a la evidencia de estarse ante una manifiesta e indubitable
inacción del demandante, quien dejó transcurrir más de 22 años -como ya
se apuntara en el considerando 3ro.- para promover la presente acción.

Por ello, se dedara procedente el recurso extraordinario interpuesto y
se confirma la sentencia apelada. Con costas. Notifíquese y devuélvase.

RODOLFO C. BARRA.

COLUMBIA S.Á. DE SEGUROS v. AIR FRANCE

TRANSPORTE AEREO.

El plazo que fija el art. 26 de la Convención de Varsovia para hacer efectiva la pro-
testa por averías o faltantes sufrida por la mercancía que ha sido objeto de transporte
aéreo internacional debe ser computado a partir del momento en que la mercadería
es entregada al depósito aduanero con nolificaeión a la destinataria.

7RANSPORTE AEREO.

A los efectos de determinar el'punto de partida del plazo que fija el arl. 26 de la
Convención de Varsovia para hacer efectiva la protesta por averías o faltantes su-
frida por la mercancía que ha sido objeto de transporte aéreo internacional, la re-
cepción de la mercadería no puede ser identificada con la descarga en depósitos
aduaneros con notificación af destinatario (Disidencia de los Dres. Carlos S. Favl
y Augusto César Belluseio). . "
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Buenos Aires, 7 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Columbia S.A. de Seguros c/Air Frances/ordinario".

Considerando:

Que las cuestiones suscitadas en esta causa son sustancialmente aná-
logas a las examinadas y resueltas en el voto en disidencia del señor juez
Petracchi en el precedente de Fallos: 306: 1805, al que cabe remitirse por
razones de brevedad.

Que, además, la interpretación allí asignada al art. 26 de la Convención
de Varsovia de 1929 modificada por el Protocolo de La Haya de 1955, es
conforme al sentido corriente que ha de atribuirse a los términos de la
Convención en su contexto y teniendo en cuenta su objeto y fin de unifi-
cación de ciertas reglas relati vas al transporte aéreo internacional (Conven-
ción de Viena sobre el derecho de los tratados, art. 31.1 aprobada por ley
19.865, ratificada por el Poder Ejecutivo Nacional el 5 de diciembre de
1972 y en vigor desde el 27 de enero de 1980, lnternational Uniform Law
in Practice, The Experience ofLatin American States, UNIDROIT, Roma,
1988, pág. 28 et seg.).

Por ello, se declara formalmente procedente el recurso extraordinario
y se confirma el pronunciamiento apelado. Costas por su orden en atención
a la existencia de precedentes de esta Corte, en su anterior integración, en
sentido contrario al de la presente decisión. Notifíquese y remítase. -

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT (en disidencia) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSClO (en
disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (según su voto) - JULIO S.

NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.



614 FALLOS DE LA CORTE SUPllEMA

315

VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

Que las cuestiones que plantea el sub examine son sustancialmente
análogas a las examinadas yresueItas por el Tribunal en el precedente de
Fallos: 306: 1805 (voto en disidencia del juez Petracchi), al que cabe remi-
tirse en razón de brevedad.

Por ello, se declara formalmente procedente el recurso extraordinario
y se confirma el pronunciamiento apelado. Costas por ~u orden, en aten-
ción a la existencia de precedentes de esta Corte, en su anterior integración,
en sentido contrario al de la presente decisión. Notifíquese y remítase.

ENRJQUE SANTIAGO PETRA'CCHJ

DISIDENCJA DE LOS SEÑORESMJNISTROS DOCTORESDON CARLOS S. FAYT y DON

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando:

Que resulta aplicable al caso la doctrina sentada por esta Corte en Fa-
llos 306: 1805, a cuyos fundamentos y conclusiones corresponde remitir en
¡'azón de brevedad.

Por ello, 'se hace lugar al recurso extraordinario interpuesto y se revo-
ca la sentencia apelada; con costas. Vuelvan las actuaciones al tribunal de
origen a fin de que, por quien corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento
con arreglo a lo aquí decidido. Notifíquese y remítase.

CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO
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FISCAL v. CARLOS GUILLERMO WOLF GUERRERO

615

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestiones federales
simples. Interpretación de las leyes federales. Leyes federales en general.

Resulta formalmente procedente el recurso extraordinario (art. 14, inc. 3ro., de la
ley 48) si el a quo intei.pretó la circunstancia de agravación prevista en el art. 3ro.,
segundo párrafo, de la ley federal 13.985 de manera contraria al derecho fundado
en ella.

ESPIONAJE.

Tanto desde el punto de vista gramatical como desde el lógico, sistemático y
teleológico, se debe interpretar que el art. 2do. de la ley 13.985 describe la figura
básica de espionaje y que el art. 3ro. prevé en sus dos párrafos circunstancias de
agravación de aquélla cuando el autor se sirviera de su empleo, función, estado o
misión y cuando actuara al servicio o en beneficio de una potencia extranjera, de-
biendo rechazarse la interpretación del recurrente alegando dependencia entre am-
bas agravantes.

DICT AMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

La Sala "A" de la Cámara Federal de Apelaciones de Mendoza, confir-,
mó el fallo de primera instancia en cuanto condenó a Carlos Guillermo Wolf
Guerrero, modificándolo en su calificación y elevando la pena impuesta.

Contra esa sentenci.a, la defensa presentó recurso extraordinario -fs.
446/453- que, tras vista al señor Fiscal-fs, 456/461-, fue concedido por el
a qua -fs. 462/463-,

-1-

En lo sustancial la defensa se agravia de la inteligencia que el tribunal
de alzada asignó al artículo 3 de la le):' 13.985, que resulta contraria a la
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invocada por esa parle. Sostiene el recurrente que el fallo en cuestión le
causa un gravamen irreparable ya que la tesis que prevalece en la votación
considera erróneamente que es extensiva a la'conducta reprochada a Wolf
Guerrero el agravante de] segundo párrafo, del artículo 3ro., de la norma
antes mencionada, sin que se dieran los requisitos previstos en su primer
apartado, esto es, la calidad de funcionario público.

Señala al respecto que la aplicación dela norma del artículo 2do. con
el agravante del artículo 3ro. de la ley 13.985 derivó en un sustancial au-
mento de la pena impuesta, que de cuatro años de prisión se elevó a ocho
de ]a misma especie. Estimo, en consecuencia, que el recurso es formal-
mente procedente -artículo 14, inciso 3ro., de la ley 48-.

En cuando al fondo de la cuestión, debe tenerse en cuenta que V.E. tie-
ne dicho que si bien no es siempre recomendable atenerse a las palabras
de la ley (P.559.XXII, Pappalardo, Luciano c/Estado Nacional s/ordinario,
resuelta el 9 de octubrc de 1989; S.3120.90, Asunción dc Funcionarios,
sentencia dcl 23 dc noviembre de ]990; E.145.XIX, Etchcverry, Luisa c/
Provincia de Buenos Aires y otros s/daño, del 9 de dicicmbre de 1990), la
primera fuente de exégesis dc ésta es su letra (Fallos: 283:239,304:737,
B.75 XXIII, BalIvé, Horacio Jorge c/Administración Nacional de Adua-
nas s/nulidad dc resolución, del 9 de octubre de 1990), particularmente si
expresa de modo adecuado el espíritu que la informa y quc debe rastrearse
en procura de una aplicación racional (Fallos: 308:54). A esos efectos,
estimo quela determinación del bien jurídico penal mente protegido y el
. análisis dcl debate parlamentario, resultan elemcntos idóneos en el discer-
nimiento de la intención legislativa.

De acuerdo a esos criterios interpretativos debo destacar que la estruc-
tura gramatical de la norma no muestra, a mi modo de ver, que los dos pá-
rrafos de su artículo 3ro. se encuentren vinculados uno a otro, de manera
que. para ser ap]icable e] agravante de actuar al servicio o en bcneficio de
una potencia extranjera deba verificarse, además, el aprovechamiento de
empleo, función, estado () misión. Muy por el contrario, la falta de algún
término que vincule ambos supuestos, dado que se encuentran previstos en
párrafos separados, no se compadece con la alegada dependencia dc aqué-
Ilos.
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En segundo lugar, advierto que esta forma de interpretar la ley desde
un punto de vista literal encuentra ratificación cuando se analiza cuál ha
sido su espíritu. En efecto, el mensaje del Poder Ejecutivo Nacional some-
tiendo a estudio de la Honorable Cámara de Diputados el proyecto luego
sancionado señala que, con esa normá, se procura asegurar la defensa de
los intereses nacionales y la soberanía frente a conductas de espionaje,
sabotaje y traición (Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores, 1950,
T. Il, p. 1506). Al respecto, el presidente de la Comisión de Legislación
General y Asuntos Técnicos destaca en su informe, que la intención
legisferante es defender al Estado de sujetos "al servicio de alguna potencia
extranjera o a los individuos capaces de vender la patria ... ", para definir,
párrafos después, al espionaje como a actividad de quien observa y escu-
cha lo que pasa para comunicarlo al que se lo ha mandado o encargado (id.
pág. 1512). La consideración que allí se hace del término espionaje en sen-
tido estricto, como las referencias que acerca del mismo concepto hacen
los Diputados Benítez, Vítolo o Coocke, (Diario de Sesiones de la Cáma-
ra de Diputados, 1950, T. 3, pág. 2218 Y ss) supone, en todos los casos, la
colaboración para con un tercero y omite cualquier referencia a la calidad
del agente -cali ficante del párrafo primero- como elemento esencial para
aplicar la figura del segundo párrafo del artículo 3ro. de la ley.

De acuerdo con lo expuesto, cabe destacar que la ley tipifica en el ar-
tículo 2do. lo que en el debate parlamentario se denomina "espionaje
indiciario o presunto", que es un delito de peligro y que, por ende, no exige
que el autor esté al servicio de una potencia extranjera. Sin embargo, en
el caso que así sea, esaplicable el artículo 3ro. que prevé, obviamente, una
pcna mayor, pues reprime la conducta de espionaje en sentido propio sin
que por ello deba acreditarse, además, que el agente se sirvió de su empleo,
función, estado o misión, pues esa circunstancia es del todo ajena a la no-
ción y por lo tanto independiente. .

Lo dispuesto en el artículo 1ro., en cuanto allí se califica como traición
las acciones u omisiones previstas en la misma ley que constituyan ayu-
da y socorro a los enemigos de la Nación cuando fueran cometidas por ar-
genti nos o por quienes. por razón de su empleo o función, tengan deber de
obediencia, no importa, a mi modo de ver, un obstáculo para la interpre-
tación que estimo adecuada. Ello es así pues esa noción no aparece, como
un elemento general subyacente en todas las disposiciones de la norma,
sino que define una conducta de tipo subsidiario para aquellos casos de
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espionaje o sabotaje que, además, cumplan los requisitos del artículo 103
de la Constitución Nacional y 214 del Código Penal (Diario de Sesiones
de la Cámara de Senadores, 1950, T. n, pág. 1513 Y 1518).

En igual sentido se expresa el 'miembro informante de la Cámara de
Senadores (pág. 1512/1513), en cuanto sostiene que al contemplarse en el
texto legal a la traición no se ha innovado, sino que la referencia a esa fi-
gura responde a la necesidad de armonizar todas las disposiciones relati-
vas tanto a ese delito como al espionaje y al sabotaje.

Por eso, el Diputado Cooke expone que el texto de la ley 13.985 pre-
vé distintas escalas para la traición, sabotaje y espionaje (pág. 2280), Y
aclara que la de mayor gravedad corresponde al primer supuesto en que
está de por medio el tomar las armas contra la Nación o unirse a sus ene-
migos prestándoles ayuda y socorro. No se advierte al respecto qué in-
fluenci a puede tener ello para interpretar que el segu mI,; I '; ra fo del artí-
culo 3ro. sólo se configura en caso de que su autor se valga t le sus calida-
des funcionales. Por el contrario, entiendo que resulta lógico, dentro de la
estructura de la ley, que la pena prevista para este delito sea superior a la
del primer párrafo del mismo artículo o a la prevista en cl caso artículo
2do., ya que se trata del tipo penal que realiza estrictamente la noción de
espionaje que, como quedara visto de acuerdo a las definiciones tomadás
en cuenta durante el debate parlamentario y las apreciaciones allí vertidas,
no requiere para su configuración otra calidad en su autor más que hallarse
al servicio de una potencia extranjera.

De tal forma, entiendo que la interpretación otorgada por el a qua al
artículo 3ro. de la ley 13.985 es la que mejor se corresponde con los aspec-
tos gramaticales y literales de la norma, el espíritu del legislador, la pro-
tección penal del bien jurídico y la necesaria coherencia y unidad de la
propia ley.

Por ello considero que V.E. debe confirmar la sentencia apelada. Bue-
nos Aires, 23 de diciembre de 1991. Aldo Luis Montesano Rebon.
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Buenos Aires, 7 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Fiscal c/Wolf Guerrero, Carlos Guillermo s/av.inf.
ley 13.985".

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones de
Mendoza -Sala A-, que condenó a Carlos Guillermo Wolf Guerrero a la
pena de ocho años de prisión e inhabilitación absoluta y perpetua, en ca-
lidad de autor-responsable del delito de espionaje agravado por habérselo
ejecutado en beneficio de una potencia extranjera (arts. 2do. y 3ro., segun-
do párrafo, de la ley 13.985), interpuso recurso extraordinario el defensor
particular del nombrado, que fue concedido (fs. 436/442; 446/453; 462/
463).

2°) Que la apelación es formalmente procedente (art. 14, inc. 3ro., de
la ley 48) en tanto el tribunal a qua ha interpretado la circunstancia de
agravación prevista en el art. 3ro., segundo párrafo, de la mencionada ley
federal, de manera contraria al derecho fundado en ella de que el acusa-
do resulte excluido de los alcances de la figura calificada.

3°) Que en cuanto al fondo del asunto, esta Corte comparte los funda-
mentos y conclusiones del dictamen del señor Procurador General. En
efecto, tanto desde el punto de vista gramatical, como desde el lógico, sis-
temático y teleológico, se debe interpretar que el art. 2do. de la ley 13.985
describe la figura básica de espionaje yque el art. 31'0. prevé, tanto en su
primero como en su seglWldo párrafo, circunstancias de agravación de
aquella figura. Así lo dice expresamente la ley en el primero de tales pá-
rrafos, elevando la pena de dos a quince años cuando el autor se sirviera
de su empleo, función, estado o misión. Y aunque no repita -porque sería
innecesario-la remisión al art. 2do., en párrafo separado por punto y aparte
prevé una elevación aún mayor -de ocho a veinticinco años, o prisión per-
petua- si el agente actuara al servicio o en beneficio de una potencia ex-
tranjera. Estas escalas penales aparecen enunciadas de menor a mayor se-
gún que las conductas resulten progresivamente más graves: uno a diez
años de prisión para elespionaje "presunto o indiciario", dos a quince años
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de la misma especie de pena para igual conducta ejecutada por quien ten-
ga la calidad de autor especificada por el art. 3ro., párrafo primero; y ocho
a veinticinco años, o prisiónperpetua, cuando el espionaje se cbncreta en
beneficio de una potencia extranjera, cualquiera que sea el autor del hecho.
Así 10 avala la intención del legislador, señalada en el referido dictamen,
y la cOJisecuencia inadmisible -bien apuntada en la sentencia recurrida-
que se deriva de la inteligencia propiciada en el recurso: la inexistencia de
distingo alguno en el tratamiento punitivo del habitante común que sólo
comete el delito de peligro descripto en el art. 2do. de la ley 13.985, res-
pecto de aquél que realiza las mismas conductas actuando al servicio o en
beneficio de un país extranjero.

Por eIJo, de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador
General y los propios fundamentos de la sentencia apelada, se la confir-
ma en cuanto fue materia de recurso extraordinario. Hágase saber y devuél-
vase.

RICARDO LEVENE (H) - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO

BOGGIANO;

CARLOS ALBERTO MEDINA y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos' pro/,ios. Sel1/encia d~f¡nitit.a. Neso/uciones l/lIIe-
riores 1/ Il/ sentencia dejinitil'll. Cuestiones de competencia.

El principio según el cual las resoluciones en materia de competencia no constitu-
yen sentencia definitiva reconoce excepción en los casos en que. una vez agotada
la posibilidad de promover la acción ante cl jucz competente. se deniegue el fuero
federal (1).

(1) 7 de abril. Fallos: 257: 187; 268:30 1: 288:95; 312: 1 J 14.



DE JUSTICIA DE LA NACION

315

621

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Selltellcia defillitil'a. Resoluciolles (lllte-
riores a III sell/e/l(;ia dejilli/il'll. Cues/iolles de compe/ellcill.

Es equiparable a sentencia definitiva la resolUción que, al impedirle al interesado
apelar la resolución militar. ha cerrado la posibilidad de acceso a la jurisdicción
federal.

JUSTICIA MILITAR.

A los efectos de determinar si un pronunciamiento del Consejo Supremo de las Fuer-
zas Armadas es definitivo a lós efectos del recurso previsto en el arto 445 bis del
Código de Justicia Militar, se deben tener en cuenta las características del caso para
verificar si se produce un agravio insusceptible de reparación ulterior (1). .

JUSTICIA MILITAR.

Si el recurrente se. halla a disposición de un orgailismo no judicial que ha negado
la procedencia de la jurisdicción federal invocada, ello importa un agravio de en-
tidad suficiente para equiparar ese pronunciamiento a definitivo (art. 445 bis del
Código de Justicia Militar) pues un recurso contra la sentencia final no podría sub-
sanar la cventual sustracción anuero federal (2).

JUSTICIA MILl1i\R.

El objcto del recurso del arl. 445 bis del Código de Justicia Militar es evitar que se
incurra en una efectiva privación de justicia (3).

NUEVA EDITORIAL CODEX LATINOAMERICANA S.A.
v. EDITORIAL TUCUMAN S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: RelfUisiifJs propios. Relociúll direclll. Normas ex/rl/ljos al
juicio. \larias.

Corresponde dcscstimar el recurso' extraordinario contra la scntencia quc rechazó
una dcmanda por rcparación de perjuicios, si las cucstioncs quc sc alcgan como de

(1) Fallos: 310:57: 312:I3J8.
(2) Fallos: 313:249.
(3) Fallos: 310:57.
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naturaleza federal no guardan relación directa e inmediata con lo debatido y resuelto
(ar!. 15 de la ley 48) (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestitin federal. Cuestiones federales
simples. 'IJllerpretación de las leyes federales. Leyes federales en general.

La ley 22.362 es una norma.de preeminente carácter federal (Voto del Dr. Rodol-
fa C. Barra).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolucilín contraria.

Si la cámara ha dictado su pronunciamiento de manera contraria a la postura asu-
mida por el apelante, de modo tal que la sentencia podría llegar a colisionar con la
correcta inteligencia que debe acordarse a la normativa a aplicar, con lo cual po-
dría configurarse, en principio, una eventual lesión a los derechos tutelados por los
arts. 18, 19, 28 Y 33 de la Constitución Nacional, debe tenerse, prima facie, por
evidenciada la conereci'ón del supuesto contemplado por el art. 14,. inc. 31'0., de la
ley 48 (Voto del Dr. Rodal fa C. Barra).

MARCAS DE FABRICA.

Lo amparado por el derecho mareario es la "marca", esto es, el "nombre" (Voto del
Dr. Rodolfo C. Barra).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. CuestilíJl federal. ClIes/iones federales
simples. IllIerpretacitin de 'Ias leyes federales. Leyes federales en general.

No se reúnen los requisitos exigidos por el ar!. 14, ine. 3ro., de la ley 48, si en el
caso, a lo sumo podría reconocerse que se ha producido una suerte de deslinde en-
tre lo tutelado por la ley de marcas y lo protegido por la norma que ampara a la pro-
piedad intelectual, lo que no significa interpretación alguna, sino la mera atenta lec-
tura de la ley (Voto del Dr. Rodolfo C. Barra).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos propios. ClIestiones I/IJ federoles. Sentencias
arbitrarias. Principios generales.

Si las cuestiones de hecho y prueba y derecho común y procesal han sido resueltas
por la cámara con fundámentos idóneos de igual naturaleza que bastan para sustentar
el pronunciamiento, es inaplicable la doctrina excepcional sobre arbitraricdad (Voto
del Dr. Rodolfo C. Barra) (2).

(1) 7 de abril.
(2) Fallos: 273:285; 274:35, 243; 279: 15; 280:320.
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RECURSO EX7RAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Principios. generales.

La tacha de arbitrariedad no cubre la aceptación de distinciones interpretativas ni-
zonables (Voto del Dr. Rodolfo C. Barra) (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federa/es. Sentencias
arbitrarias. Principios generales.

La excepcionalidad de la arbitrariedad requiere para su andamiento que haya me-
diado un apartamiento inequívoco de la solución prevista para el caso o una cm'en-
eia absoluta de fundamentación (Voto del Dr. Rodolfo C. Barra) (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no lá/erales. Sentencias
arbitrarias. Principios generales.

La doctrina de la arbitrariedad no conduce necesariamente a la sustitución del jui-
cio de los magistrados intervinientes en la causa por el de la propia Corte Supre-
ma, siempre que la sentencia recurrida cuente con fundamentos jurídicos en grado
suficiente que imposibiliten su descalificación como tal (3).

ERNESTO CELESTINO BESSONE

ADUANA: In}i"acciones. Contrabando.

Corresponde decretar la prisión preventiva si es posible afirmar, prilllutilcie, que
si bien el automotor ha sido importado por el agregado naval de una embajada ex-
tranjera en virtud de la franquicia concedida a personal diplomático, estaba bajo la
disposición del imputado, conducta que en principio se encontraría alcanzada por
el art. 864, inc. c), del Código Aduanero (4).

(1) Fallos: 270: 176.
(2) Fallos: 276: 132.
(3) Fallos: 256:28; 261 :223.
(4) 7 de abril.
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JORGE EMILIO DE ALVEAR v. LAS DOS TUNAS SA

JURISDICClON y COMPETENCIA: COlllpetellcia ordillaria. Por la illtlleria:Cllesliolles civiles
r cOlllerciales. Sucesilíll. Fuero de atraccilíll.

No se da ningulío de los supuestos de los arts. 3284 y 32.85 del.C6digo Civil que
habiliten la radicación de la causa ante cl jucz del sucesorio, si se demanda la nuli-
dad de uila asamblea, la disolución anticipada.de la sociedad y reclamo de respon-
sabilidad social contra. sus directivos, sin que ello se altere por la eventual inten-
ción de .Ias parles oponentes.. de mantener,"medianle la constitución de la sociedad
cuya disolución se solicita, un estado de indivisión hereditaria (J).

RAUL LORENZO CORONEL

JURISDICC/ON }' COMPETENCIA: COl/1petellcia ordillaria. Por la lIIateria. Clles/iones
pellalés. Pluralidad de delitos.

El delilo de lenencia dc armas de guerra rcsulta claramcnte escindible del homici-
dio. si sólo sc trata de una de las parles del a'rma que se sustrajo a la víctima de es le
último delito, por lo que cl caso no se encuadra en la excepción prevista por el ar!.
3ro., inc. Sto .. de l.a ley 48, modificado por la ley 23..817 (2).

(1) 7 de abril. Fallos: 307:2280.
(2) 7 de abril. Fallos: 314:522.
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JURISDICCION y COMPETENCIA: COlllpetencia ordinaria. Por el rerrirorio. Lugar del deliro.

Corresponde entender a ¡ajusticia provincial en la causa en la que el imputado as-
cendió en la Capital Federal a un vehículo de alquiler y obligó al conductor a diri-
girse hacia la provincia de Buenos Aires, donde lo hizo descender para quedarse con
el automóvil ya que, ante la multiplicidad delugares de perpetración del delito.
corresponde dctcrminar la justicia competcnte de acuerdo a lo que resulte más con-
veniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía
procesal y mejor defensa de los procesados.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

La presente contienda de competencia, suscitada entre el señor Juez a
cargo del Juzgado en lo Criminal Nro, 11 de Morón, Provincia de Buenos
Aires y el señor Juez Nacional de Primera Instancia titular del Juzgado en
lo Criminal Nro. 2 de la Capital Federal, se refiere al conocimiento de la
causa que por los delitos de privación ilegítima de la libertad y robo de
automotor agravado se sigue contra Carlos Osvaldo Nieto.

El señor Juez local, declinó su competencia en favor de la Justicia Na-
cional, sin considerar que ambos delitos habrían tenido principio de eje-
cución en la Capital Federal.

El Juzgado de Instrucción, por su parte, rechazó la competencia atribui-
da al entender que si bien las conductas en análisis habrían comenzado en
su jurisdicción, se consumaron en la Provincia de Buenos Aires.

A 1's. 27, el magistrado local elevó las presentes actuaciones para que
V.E. resuelva en definitiva,

Esa Corte tiene reiteradamente establecido que al no existir solución de
continuidad entre la privación ilegítima de la libertad comenzada en una
jurisdicción y su transcurso en otra u otras, si se hubiera consumado otro
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delito en perjuicio dé la víctima en cualquiera de ellas, es a los tribunales
de ésta última a los que corresponde atribuir la investigación de ambos
hechos ilícitos (conf. sentencias del l I de marzo de 1986 Ydel 17 de oc-
tubre de 1989, dictadas en Competencia Nro. 609, L.XX "Incidente de
oposición a la declinatoria de competencia en el Expte. 739/85 "Palacios
Nelson Eladio y otros s/robo", y Competencia Nro. 595; L.XXII "Causa
Nro. 18.178 contra Invernoz y del Mármol".

Por lo tanto opino que COI l'f:sponde a lajusticia local conocer de la cau-
sa, toda vez que de las constancias de autos (fs. 10) se desprende que fue
en la Provincia de Buenos Aires donde se consumó el robo de automotor.
Buenos Aires, 17 de febrero de 1992. Aldo Luis Montesano Rebon.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 7 de abril de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que la presente contienda negativa de competencia se suscitó en-
tre el Juzgado en lo Criminal Nro. 11 del Departamento Judicial de Morón,
Provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional de Primera Instancia en
lo Criminal de Instrucción Nro. 2, en la causa seguida a Carlos Osvaldo
Nieto, por los delitos de privación ilegal de libertad y robo de automotor.

2°) Que, según la declaración testifical de Hugo Vicente ViJlalba co-
piada a [s. 1/5, el imputado ascendió en esta ciudad al vehículo de alqui-
ler que aquél conducía y, mediante el uso de un elemento punzante,lo
obligó a dirigirse hacia la Provincia de Buenos Aires, al mismo tiempo que
le preguntó si el automotor tenía equipo de gas. A ello agregó que en las
proximidades del barrio Evita, partido de La Matanza, nuevamente con el
empleo de aquel objeto, lo hizo descender del automóvil en movimiento
qued<lndose con éste. •

3°) Que, con lo expuesto, puede sostenerse que los delitos por los que
se promovió esta contienda se han cometido tanto en jurisdicción de los
tribunaJes de esta Capital Federal como de la Provincia de Buenos Aires.
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En tales condiciones resulta aplicable el criterio reiteradamente eXpth ',.0
por esta Corte Suprema en el sentido de que ante la multiplicidad de luga ..
res de perpetración del delito, corresponde determinar la justicia c('mpc-
tente de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista
de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa
de los procesados (Fallos: 303:934; 304: 1322; 305:610 y 306: 1024 y Com-
petencia Nro. 397 XXIII. "GraveIloni, Flavio s/privación ilegal de liber-
tad", resuelta el 26 de marzo de 1991'). En el caso debe ser, dado el avan-
ce de las actuaciones, la provincial.

Por ello, de conformidad con lo dictaminado en sentido concordante
por el señor Procurador General, se declara que corresponde entender en
la causa en la que se originó este incidente al Juzgado en lo Criminal Nro.
II del Departamento Judicial de Morón, Provincia de Buenos Aires, al que
se remitirá. Hágase saber al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo
Criminal de Instrucción Nro. 2.

RICARDO LEVEN E (H) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S, NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

DELFOR G. SEVERO CC.E.A.M.S.E.)

JURISDICCION y COMPETENCIA: COlllpe/el1cia ordil1aria, Por la lIIa/eria, ClIes/iol1es
pel1oles. Deli/os el1 par/iclIlar. Dejim{dacilÍn.

Cuando el acto infiel perjudicial en violación al deber, constitutiv.o del delito de
administración fraudulenla previsto en el arl. 173, inc. 7mo., del Código Penal,
consiste en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error administrado y
consumar con ello el perjuicio patrimonial, resulta relevante para establecer la com-
petencia el lugar donde las cuentas debían rendirse.
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Suprema Corte:

F,\I.UlS DE 1.,\ CURTE Sl'I'RDIA

.11,

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Esta contienda negativa de competencia suscitada entre el Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción Nro. 3 y el
titular dcl Juzgado cn lo Criminal Nro. 7, del Departamento Judicial de San
Martín. Provincia de Bucnos Aires. se originó con motivo de la presunta
comisión dcl dclito de administración fraudulenta por parte de Luis Pon-
te -jcfe de personal del parque San Martín, sito en el Camino del Bucn
Ayre- al constatarse diferencias entre el dinero rendido proveniente de la
recaudación de dicho parque y la posterior liquidación practicada por la
emprcsa Cóordinación Ecológica Arca Metropolitana Sociedad del Esta-
do (CEAMSE) que, mediante la falsificación de los respectivos compro-
bantcs, habrían sido distraídas a csta última firma.

El señor Jucz de instrucción que previno en las actuaciones, declinó su
competencia en favor de la justicia provincial (fs. 16/8 y 29), por enten-
der que la administración real del parque en cuestión se ejercía en el mis-
mo lugar uonde éste cstaba situado sin perjuicio de resultar otra lajuris-
dicción donde se debían rendir cuentas. Agrega, por otra parte. que con-
forme surge de los estatutos sociales, el organismo del cual depende el
parque -CEAMSE- ticne su domicilio legal en la ciudad de La Plata.

A fs. 37/38, el magistrado bonaerensc rechazó ese planteo al sostener
que, de acuerdo con lo manifestauo por el propio denunciante a fs. 35/6.
la sede de la administración central de la sociedad responsable del parque
'se encuentra en la calk Amancio ¡\ Ieorta Nro. 1550 de esta Capital Fede-
ral. lugar donde se consumó el delito. toda vez que allí se efectuaban las
rcndicioncs dc cuentas y donde ekctivamente trabajaba el imputado.

Con la insistencia de fs. 39, qucdó trabada esta contienda.

Más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda, consi-
dero que las constancias remitidas permiten encuadrar "prima/ocie" el
hecho en cuestión en el delito dc administración fraudulenta mediante la
falsificación de comprobantes destinados a acreditar el dinero recaudado
en el aludido parque.
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Tiene establecido V.E. que a los efectos de determinar la competencia,
en el supuesto en que el suceso se subsuma en el inciso 7mo. del artículo
173 del Código Penal, resulta decisivo el lugar donde tuvieron
exteriorización actos con relevancia típica para su configuración (Comp.
638, L.XXIII "Valdivia, Aníbal José slinf. art. 173, inc. 2do. c.P.", senten-
cia del4 de junio de (991).

Conforme con tal doctrina, entiendo que asiste razón al señor Juez pro-
vincial, pues tal como surge de la presentación realizada por Delfor Gladys
Severo a fs. 10, como de las dos ocasiones posteriores en que amplía sus
dichos (fs. 14/5 y 35/6), el único acto relevante en el sentido indicado lo
constituye la presentación de aquellos comprobantes ante las oficinas ad-
ministrativas del CEAMSE en esta ciudad.

En efecto, ante la ausencia de todo elemento que permite determinar el
lugar donde se llevó a cabo la supuesta falsificación de la documentación
con la finalidad.señalada, es a partir de su utilización en esta Capital Fe-
deral donde quedó manifestada la voluntad de distraer fondos provenien-
tes de la recaudación del parque en perjuicio de la referida sociedad, a
punto tal, que dicha circunstancia determinó al denunciante para tener por
configurado el delito por el que se iniciara la presente investigación.

Por lo expuesto, soy de opinión que corresponde continuar entendiendo
al señor Jucz Nacional a cargo del Juzgado de Primera Instancia en lo Cri-
minal de Instrucción Nro. 3, que previno en estas actuaciones. Buenos
Aires, 17 de febrero de 1992. Aldo Luis Montesano Rebon.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 7 de abril de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que tanto el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal
de Instrucción Nro. 3 como el Juzgado en lo Criminal Nro. 7 del Depar-
tamento Judicial de San Martín, Provinciade Buenos Aires, se declararon
incompetentes para conocer en la causa iniciada por denuncia de Delfor
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Severo, presidente de Coordinación Ecológica Area Metropolitana Socie-
dad del Estado.

2°) Que el nombrado expresó que la gerencia de administración y finan-
zas de la entidad comprobó diferencias de dinero en la rendición de fon-
dos presentadas por el g~rente de personal con respecto a las recaudacio-
nes del Parque San Martín, sito en el Camino del Buen Ayre, Provincia de
Buenos Aires (confr. fs. 10/11, 14/15 Y35/36).

3°) Que el tribunal nacional declinó su intervención por considerar que
el hecho denunciado, ya sea qúe encuadre en el art. 173, inc. 7mo., o en
el art. 261, ambos del Código Penal, acaeció en el ámbito de la adminis-
tración delll1encionado parque, situada en jurisdicción provincial, donde
el funcionario imputado desempeñaba sus tareas. Agregó que eso era así,
no obstante que fuese otro el lugar donde debía rendir cuentas (conf1'. fs.
16/17).

4°) Que el magistrado local rechazó el conocimiento de las actuacio-
nes sobre la base de que, según los dichos del denunciante, el gerente de
personal debía presentar los comprobantes de ingresos y egresos en la ad-
ministración de la sociedad en la Ciudad de Buenos Aires (confr. fs. 37/
38).

5°) Que con la insistenci.a del juzgado de instrucción (confr. fs. 39),
quedó trabada la contienda que esta Corte debe resolver conforme a lo es-
tablecido por el art. 24, inc. 7mo., del decreto-ley 1285/58.

6°) Que esta Corte Suprema tiene dicho, respecto del delito de admi-
nistración fraudulenta previsto en el art. 173, inc. 7mo., del Código Penal
-calificación a la cual se ajustaia conducta denunciada- que cuando el acto
infiel peljudicial en violación al deber, constitutivo de esa infracción, con-
sista en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del admi-
nistrado y consumar con ello el perjuicio patrimonial, será relevante para
establecer la competencia el lugar donde las cuentas debían rendirse (Fa-
llos: 308: 1372 y Competencia Nro. 896 XXIII. "Gaona, Hernán s/denun-
ci a defraudación", resuelta el 5 de noviembre de 1991). De la declaración
testifical copiada a fs. 35/36 se desprende que ese sitio corresponde a la
sede del C.E.A.M.S.E. en esta ciudad. De todo 10 expuesto cabe concluir
en que incumbe al juez nacional proseguir con la investigación.
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Por ello, y lo concordemente dictaminado por el señor Procurador Ge-
neral, se declara que corresponde seguir entendiendo en la causa en la que
se originó este incidente al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo
Criminal de Instrucción Nro. 3, al que se le remitirá. Hágase saber al Juz-
gado Criminal Nro. 7 del Departamento Judici,al de San Martín, Provincia
de Buenos Aires.

RICARDO LEYENE (H) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

EMILIO C. LOTTlCI v. TELEFONICA DE ARGENTINA SA

JURISDICCION y COMPETENCIA: COlllpetencia federal. Por la Illateria. Causas rel{idas por
/1orlllas federales.

Es competente la justicia federal para conocer en el amparo contra una empresa te-
lefónica, si se trata de precisar el sentido y los alcances de normas federales y sus
respectivas reglamentaciones reguladoras del sistema de precios y de las categorías
del servicio público telefónico, disposiciones emanadas y fiscalizadas por el Esta-
do Nacional en ejercicio de las facultades que le confieren los arts. Iro., 3ro., inc.
cJ, 4to., inc. e), 15, 16 Y concordantes de la Ley Nacional de Telecomunicaciones
Nro. 19.798 (1).

(1) 7 de abril. Fallos: 304:1186; 314:848. Causas: "Provincia de Salta cl
Compañía Argentina de Teléfonos S.A.", "Guerra, Norberto D. cl
Compañía Argentina de Teléfonos, S.A." de fechas 23 de octubre y
11 de diciembre de 1990, respectivamente.
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MANUEL EDUARDO ABAD y OTROS

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garantías. LiberlOd de prensa.

La verdadera escncia dcl dcrccho a la libertad de imprcnta radica fundamcnlalmente
en el reconocimicnlo de que todos los hombres gozan de la facultad dc publicar ideas
por medio de la prensa sin censura previa. o sea sin previo control de la autoridad
sobrc lo que se va a decir; pero no en la subsiguiellle impunidad de quien utiliza la
prensa como un medio para cometer delilos comunes previstos en el Código Pcnal.'

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garwllías. Libertad de expresitÍll.

El derecho a la librc expresión c información no es absoluto en cuanto a las rcspon-
sabilidades que el legislador puedc detcrmina.r a raíz de los abusos producidos me-
diantc su ejcrcicio. sea por la comisión de delilos penales o actos ilícitos civilcs
pucs, si bien en el régimen republicano la libertad de expresión tiene un lugar emi-
ncnte que obliga a particular catllela en cuanto se lrata de deducir responsabilida-
des por su desenvolvimiento. ello no se traduce en el propósito de asegurar la im-
punidad de la prensa.

CONSTlTUClON NACIONAL: Derechos ." garantías. Libertad de prensa.

La función primordial en que toda sociedad moderna cumple el periodismo supo-
ne quc ha de aCluar con la más amplia libertad, pero el ejercicio del derecho de in-
formar no puede exlenderse en detrimento de la necesaria armonía con los restan-
les dercchos conslilUcionalcs. enlrc los que se encucntran cl de la intcgridad mo-
ral y cl honor dc las pcrsonas.

CONSTiTUCION NACIONAL: Derechos y garal11ías. Libertad de prellSa.

Los derechos a publicar las ideas por medio de la prensa y a suministrar informa-
ción prevalecen sobre el interés personal dc los individuos a que no se afccte su
honor cuando la cucstión está vinculada con un asunto de inlerés público, y sólo en
la medida dc esc interés. .

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y gartlntías. Libertad de prenso.

Así eomo no es dudoso que debe evitarse la obstrucción o cntorpecimiento de la
I;rensa libre y de sus funciones esenciales. no puede considerarsc tal la exigencia
de que su desenvolvimiento resullc veraz, prudente y compalible con el resguardo
de la dignidad individual de los ciudadanos, impidiendo la propalación de imputa-
ciones falsas que puedan dañarla injustificadamente.
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CONSTlTUCION NACIONAL: Dereclios y I'amlltías. Libertad de prensa.

No se trata de imponer a los responsahles de la prensa el deber de verificar en cada
supuesto la exactitud de una noticia sino de adecuar, primeramente, la i¡lformaeión
a los datos suministrados por la propia realidad, máxime cuando se trata de noticias
con evidente potencialidad calumniosa o difamatoria y, en todo caso, el deber de
difundir el informe atribuyendo directamente su contenido a la fuente, utilizando
un tiempo de verbo potencial o guardando reserva sobre la identidad de los impli-
cados en el hecho ilícito.

CONSTlTUCION NACIONAL: Dereclios \" l'al"((lItías. Libertad de prellsa.

Corresponde confirmar la sentencia quc atribuyó responsabilidad a los procesados
a raíz de la publicación de un artículo considcrado calumnioso si sólo se limitaron
a acreditar la existencia objetiva de las maniobras de complot destinadas a produ-
cir un "golpe" antidemocrático pero se desentendieron de toda prueba judicial de
sus actividades, con el fin de demostrar que los movía un sano y exclusivo interés
público muy superior al que resguarda el honor personal dcl acusador particular.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos ProlJios. Cuestiolles 110 federales. Selltellcias
arbitrarias. Procedellcia del recurso. AI",r/{/illiell/o de cOIIStCllICÍlISde la C(/llsa.

Resulta arbitrario atribuir al director del semanario haber tomado conocimiento del
artículo considerado calumnioso si éste nunca 10 reconoció sino que sólo admitió
la autenticidad del mismo y uno de sus firmantes rebtó detalladamente que no pudo
tener conocimiento previo a la edición por tratarse de una "nota de cierre" cuyo texto
quedó tcrminado cn la madrugada del mismo día de la aparición de la revista, cuando
el director ya no estaba presente en la redacción.

RESPONSABILIDAD.

El principio constitucional de culpabilidad como presupuesto de la aplicación de
una pena exige que la acción ilícita pueda ser atribuida al procesado tanto objetiva
como subjetivamente.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. CuestÍlíll j"deral. Cuestiones federoles
simples. IIItel7,retacÍlíll de la COllsti/ucÍlíll Naciollal.

Si la inteligencia asignacla por la defensa a la libertad de prensa no es distinta a la
efectuada por el a <¡uo, el recurso extraordinario no resulta viable en ese aspecto ante
la ausencia de una decisión contraria en tal sentido (Voto ciclos Dres. Ricardo Lc-
vene (h.) y Eduardo Moliné O'Connor).
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CONSTJTUCION NACIONAL: Derechos y gar(/Ilt[as. Libertad de prensa.

Tratándose de hechos que se presentan con las características de actos conspira torios
dirigidos a dcsarticular el sistema constitucional de la República, corresponde re-
conocer que la Constitución Nacional consagra el derecho de prensa como un de-
recho de carácter estratégico en conexión con la radicación de la soberanía del pue-
blo, y la Corte, en cada caso, tenicndo en cuenta las circunstancias del suceso, debe
tutelar ese derecho esencial para la vida democrática cuando, defendiendo un in-
terés público actual, entre en colisión con la protección que se les debe a los indi-
viduos contra la calumnia (Disidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Mar-
tínez, Rodolfo C. Barra y Carlos S. Fayt).

CONSTJTUCION NACIONAL: Derechos y garant[as. Libertad de prensa.

Si mediante una publicación se difama o injuria a una persona, se hace. la apología
del crimen, se incita a la rebelión o a la sedición, se desacata a las autoridades na-
cionales o provinciales, no pueden existir dudas acerca del derecho del Estado para
reprimir o castigar tales publicaciones sin mengua de la libertad de prensa (Disiden-
cia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Rodolfo C. Barra y Carlos S.
Fayt).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y ga/"(/nt[os. Libertad de prensa.

Es función y responsabilidad de la prensa defender con entereza y dignidad los va-
lores de libertad, democracia y justicia, así como los principios consagrados y re-
conocidos por la Constitución Nacional (Disidencia de los Ores. Mariano Augus-
to Cavagna Martínez, Rodolfo C. Barra y Carlos S. Fayt).

\

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos." ga/"(/nt[as. Liberlod de prensa.

Entre las libertades que la Constitución Nacional consagra, la de prensa es una de
las que poseen mayor entidad, al extremo que sin su debido resguardo existiría tan
sólo una democracia desmedrada o puramente nominal y, aún cuando el art. 14
enuncie derechos meramente individuales está claro que cuando legisla sobre la li-
bertad de prensa la Carta Magna protege fundamentalmente su propia esencia de-o
mocrática contra toda desviación tiránica (Disidencia de los Ores. Mariano Augusto
Cavagna Martínez, Rodolfo C. Barra y Carlos S. Fayt).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y ga/"(/nt[as. Libertad de prensa.

Tiene máxima jerarquía constitucional la exigencia de que el uso legítimo de la li-
bertad de prensa no puede ser sancionado cuando se lo ejerce contra las manifes-
taciones radicalmente ilícitas de la dictadura, debiendo prevalecer este requerimien-
to sobre cualquier interpretación de normas legales por respetables que sean los.
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intereses que ellos tutelan (Disidencia de los Dres. Mariano Augusto Cavagna Mar-
tínez, Rodolfo C. Barra y Carlos S. Fayt).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y liarwltías. Libertad de prensa.

Cuando se trata de publicaciones de informaciones cuya finalidad no es la de inju-
riar o calumniar sino defender un interés público actual, las imputaciones inexac-
tas o falsas que pudieran contener, efectuadas sin ánimo de dañar, no revisten el
carácter de calumniosas, debiendo probar el acusador o querellante lo contrario, sin
perjuicio del derecho del imputado a lo prescripto por el art. 113, inc. 2do., del
Código Penal (Disidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez; Rodol-
fo C. Barra y Carlos S. Fayt).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de prensa.

La tensión entre delito y libertad se resuelve amparando la responsabilidad de di-
fundir sin agravios a fin de que la autocensura no degrade a la prensa (Disidencia
de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Rodolfo C. Barra y Carlos S.
Fayt). .

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y liaran tías. Libertad de prensa.

Las garantías constitucionales requicren que quienes reclamen penal o civilmente
daños a la prensa por falsedad difamatoria, se trate de un funcionario público, una
persona1idad pública o un particular involucrado en una cuestión de trascendencia
institucional, prueben que la noticia o publicación fue efectuada con "real malicia",
o sea, con el conocimiento dc que era falsa o con temerario desinterés acerca de si
era falsa o no (Disidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Rodolfo
C. Barra y Carlos S. Fayt).

CONSTI1UCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de prensa.

Si una publicación es realizada de buena fe y sin dolo el artículo se encuentra pri-
vilegiado aún cuando las cuestiones principales contenidas en el mismo puedan no
ser ciertas en la realidad y lesivas de la personalidad del demandante, y en ese caso,
éste tiene la carga de probar la existencia de malicia en la publicación del artículo
(Disidencia de los Dres. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Rodolfo C. Barra y
Carlos S. Fayt).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de prensa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia -que condenó por el delito de calumnia a
los autores de una nota publicada con el objeto de alertar a la ciudadanía sobre una
acción conspirativa contra el sistema constitucional, ya que viola el principio de que

, -
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el derecho de información sobre cuestiones de interés público está garantizado por
los arts. 14 y 32 de la Constitución Nacional y desconoce la presunción de licitud
que protege a la prensa cuando cumple con el deber de comunicar a la ciudadanía
toda noticia relacionada con la seguridad de la República y la preservación del sis-
tema democrático (Disidencia de los'Dres. Mariano Augusto Cavagna ,iv1artínez.
Rodolfo C. Barra y Carlos S. Fa)'t).

DICTA~1EN DEL PROCURADOR FISCAL

Suprema Corte:

-1-

La Sala 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y
Correccional de la Capital Federal, al revocar el fallo de la instancia an-
terior, condenó a Angel Luis Sicilia ya Andrés Luis Cascioli, por ser
coautores penalmente responsables del delito de calumnia, a la pena de un
año y dos meses de prisión, cuyo cumplimiento dejó en suspenso, y al pago
de la suma de un millón de australes en concepto de indemnización por
daño moral causado al querellante Guillermo Francisco Adrián Pini (artí-
culos 26, 29, 109 Y l 13 del Código Penal).

Contra esa decisión la defensa técnica de los nombrados interpuso el
remedio del artículo 14 de la ley 48 (fs. 27/38), cuyo rechazo (fs. 43), dio
origen a esta presentación directa.

Ef recurso extraordinario se fundó en un doble orden de razones. La
primera, que una condena en los términos en que ha sido dictada configu-
raría una inadmisible lesión al derecho constitucional de expresarse libre-
mente por medio de la prensa (artículos 14 Y32 de la Constitución Nacio-
nal), y, la segunda, por cuanto el pronunciamiento adolecería de anoma-
lías que lo tornarían arbitrario e impondrían su consecuente declaración de
invalidez como acto jurisdiccional.
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En cuanto a la cuestión constitucional, un repaso del desarrollo de este
agravio en el escrito de interposición del remedio federal, a cuyos térmi-
nos corresponde remitirse ya que delimita la competencia del Tribunal
(Fallos: 297: 133; 298:354 y 612; 300:522; 302:346, 538 y 656; 304: 1588;
306:384, 1472,2088 Y 2166, entre muchos otros), autoriza a concluir que
el sustento de ese gravamen, lejos de importar una diversa inteligencia
asignada por el a qua a la garantía constitucional de la libertad de prensa,
reposa en una valoración, distinta a la llevada a cabo por los jueces de la
causa, de las circunstancias de hecho y prueba, y de derecho común que
concurren en el sub examine.

En efecto, no advierto que medie en el fallo impugnado una diversa
interpretación en punto a la inteligencia asignada por la defensa a la ga-
rantíaconstitucional, sino, por el contrario, entiendo que la Cámara aceptó
la propuesta por el recurrente al sostener quc no es viable el castigo cuando
una publicación tenga por mira la defensa de un interés público actual.

y es a partir del examen que efectuó de las circunstancias fácticas del
caso, para decidir si éstas se adecuaban a aquella hipótesis de exención de
responsabilidad, que se pronunció en forma contraria a las pretensiones del
recurrente.

Así, entendió que no estaba acreditado que el accionar de los
querellados respondiera "... a un sano y exclusivo interés para tutelar un
interés público muy superior al que resguarda el honor personal del
acusador particular" (fs. 25).

y concluyó que incluir al querellante como asistente de dicho seinina-
rio, sin aclaración alguna, importó haccrle partícipc de las ideologías y
acciones, que habíancaracterizado el encuentro, accionar que encuadró en
las figuras contenidas en los artículos 109 Y 113 del Código Penal y que
atribuyó subjetivamente a los acusados.

Contra ello se agravia el apelante ya que, a su juicio, " ... el objeto cen-
tral y específico de la nota periodística obedecía al tratamiento de una
cuestión de indudable interés público, conforme a la gravedad de la rea-
lidad política de la época ... " y que "... el querellante sólo fue mencionado,
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en forma meramente circunstancial, atribuyéndose exclusivamente ser uno
de los asistentes a los seminarios de Córdoba, sin siquiera adjudicarle ad-
hesión ideológica con las expresiones ,vertidas en dichas reuniones ... ", por
lo que no advierte" ... como la sentencia de autos puege pasar a presumir
en las mismas la existencia de un accionar doloso dirigido al descrédito del
querellante" (fs. 33/34).

A la luz de tales antecedentes, considero que la reparación que se pre-
tende, a través del remedio federal, con sustento en los agravios señalados
resulta inadmisible ya que remite al examen del contenido de la publica-
ción que motivó esta querella y de la aptitud para lesionar el honor que le
ha adjudicado el tribunal a quo, como así también si resulta alcanzada por
las razones de interés público que invoca el recurrente para eximir de res-
ponsabilidad a los acusados, aspectos todos estos que configuran el ejer-
cicio de facultades propias de los jueces de la causa, cuyo acierto no es
revisable en esta instancia, (Fallos: 265: 186; 276:248; 282:250; 288:406
y 290: 132).

Los agravios del recurrente, a este respecto, en rigor, sólo demuestran
su discrepancia con el criterio empleado por el a quo en la apreciación de
las circunstancias del caso, de modo que no resultan idóneos para habili-
tar la vía intentada (Conf. O. 133, L. XX. Recurso de Hecho "Olmedo,
Maximiliano s/querella por injurias ... ", del 23 de julio de 1985), sin que
advierta que haya mediado arbitrariedad en su tratamiento.

-IlI-

En segundo término, el apelante invoca arbitrariedad en el pronuncia-
miento por considerar que, al calificar el tribunal a quo el accionar de los
acusados como constituti va del delito de calumnia, medió un "...claro apar-
tamiento con lo expresamente dispuesto por la ley con relación al tipo pe-
nal que el pronunciamiento condenatorio aplica ... " ya que, en el sub lite,
"... en ningún momento se le atribuye a Pini la comisión de delito COnCl"e-
to alguno. Es más, ni siquiera se le atribuye uha conducta genérica o in-
deternlinada que pudiera ser reputada como ilícita o reprochable.:." (fs. 36
vta.).
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Y, además, sostiene que la conclusión a que arribó el a quo -en el sen-
tido de que la nafa en cuestión le asignó al querellante participación en las
ideologías y acciones, ventiladas en el seminario, por su sola inclusión
entre los que participaron de él- importa, a su juicio, una mera afirmación
dogmática ya que" ... no resulta ni del texto expreso del artículo en cues-
tión, ni puede avalarla ninguna de las constancias de autos ... " (fs. 37).

Un atento examen de los agravios en que está fundado el recurso, en
este aspecto, autoriza a concluir que el recurrente pretende, en definitiva,
una vez más, cuestionar la valoración que del contenido de la publicación
han efectuado los jueces de la causa y su decisión en cuanto a la aptitud
para lesionar el honor que a ella le adjudican, aunque esta vez desde la
óptica de la calificación legal, esto es cuál es la disposición penal a la que
se adecuan los hechos de la causa, materia ésta, al igual que las hasta aquí
tratadas, cuya determinación, con independencia del acierto o error que
pudiera adjudicársele, involucra, en principio, la valoración de cuestiones
de hecho, ajenas como regla a la instancia extraordinaria (Fallos: 305:828,
entre otros).

Más aún cuando, una vez más, no advierto, ni el recurrente ha dado
razones suficientes, a mi juicio, que demuestren la existencia de arbitra-
riedad en este punto del pronunciamiento, vía ésta excepcional que, según
conocida jurisprudencia de V.E., no tiene por objeto sustituir a los jueces
de la causa en la resolución de las cuestiones que les son propias ni habi-
litar una tercera y nueva instancia para debatir temas no federales (Fallos:
308:789,1041,1118,1372,1758,2351,2405,2456, Y sus citas, entre
muchos otros), sino que sólo atiende a supuestos de gravedad extrema en
los que se configura un apartamiento palmario y claro de la solución pre-
vista por la ley o una absoluta carencia de fundamentación (conf.
D.30 l.L.XXII. "De la Fuente, Luis Ramón c/Banco de la Ciudad de Bue-
nos aires s/ordinário", resuelta el6 de febrero de 1990, entre otros), hipó-
tesis que no logra demostrar el recurrente que se configure en autos ya que,
más allá de sus discrepancias con lo resuelto, el fallo impugnado tiene,
sobre el punto, suficiente fundamentación.
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-IV-

Resta considerar las impugnaciones introducidas, por el apelante, ade-
más, respecto de la condena impuesta a Andrés Luis Cascioli, con funda-
mento en que, al aceptar como comprobado el dolo de su asistido, el tri-
bunal apelado habría tenido en cuenta sólo su calidad de "... director de la
publicación, sin probarse, ni siquiera invocarse por el acusador ningún tipo
de participación personal en la redacción y supervisión de la nota en cues-
tión ... " (fs. 34 vta.l35).

Ello importó, a su juicio, desconocer las pautas sentadas por V.E., en
el precedente "Lectoure", publicado en Fallos 303:286, en cuanto allí se
sostuvo, al fijar el alcance que cabía asignarle al artículo 113 del Código
Penal en relación con el principio de culpabilidad que reconoce sustento
en el artículo 18 de la Ley Fundamental, que es requisito ineludible de la
responsabilidad penal la positiva comprobación de que la acción ilícita
pueda ser atribuida al procesado tanto objetiva como subjetivamente, prin-
cipio que también consideró Ínsito en el anterior pronunciamiento de ese
Tribunal de Fallos 257:308.

Asimismo, entiende que el a qua incurrió en arbitrariedad al tener por
probado ese extremo y dar por cierto que Cascioli tenía "... conocimiento
del artículo y de sus intenciones ... ", con sustento en sus declaraciones
obran tes a fs. l 1 Y 19.

Considera que no sólo un examen de esas piezas procesales no autori-
za a concluir que ello sea así -por las razones que menciona- sino que ade-
más repara en que el tribunal apelado no habría ponderado, para arribar a
la conclusión que funda su aserto, las manifestaciones vertidas por el con-
sorte de causa de su asistido, Angel Luis Sicilia, quien, al declarar a 1's. 81,
habría brindado un relato detallado -que reprodujo- de las razones por las
cuales el director no pudo tener conocimiento, antes de la publicación, de
la nota en cuestión.

En tales condiciones, no advierto que los agravios en este sentido, ver-
sen sobre una interpretación asignada por los jueces de la causa al artícu-
lo 113 del Código Penal, de modci tal que siendo contraria a la introduci-
da por la defensa, aún cuando se refiera a una norma de derecho común,
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tenga relación directa con garantías constitucionales (Fallos 303:268 cons.
4to.).

Considero, más bien, que la apelación reposa, en este aspecto, en la
descalificación, que como acto jurisdiccional, entiende el recurrente cabe
efectuar de la selltencia apelada, en punto a la cuestión.

V.E. ha sostenido reiteradamente que la apreciación de la prueba cons-
tituye, por vía de principio, facultad de losjueces de la causa y noes sus-
ceptible de revisión en la instancia extraordinaria, aún en el caso de las
presunciones (Fallos 300:928); que los jueces no están obligados a 1'011-
derar todas las pruebas producidas en el juicio y que la prescindencia de
alguna no basta para invalidar la sentencia si el tribunal ha hecho mérito
de otros elementos que esti mó suficientes para sustentar sus conc] usiones
(FalJos 274:243) y que los jueces no cstán obligados a seguir a las partes
en todas sus alegaciones, sino a tomar en cuenta sólo aquellas que estimen
conducentespara la mejor solución del caso (Fallos 307: 1988).

Sin embargo, ha aceptado su intervención para conocer de aquellos
casos cuyas particularidades hacen excepción a estas reglas, con base en
la doctrina de la arbitrariedad, que tiende a resguardarla garantía de la
defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean
fundadas y constituyan una deri vación razonada del derecho vigente con
aplicación a la.s circunstancias de la causa (Fallos 300:928;
C.l065.L.XXIl. ReCUrso de Hecho. "Charruti Curbelo, Luis Eduardo si
robo seguido de homicidio", resuelta el 7 de agosto de 1990).

Así, V.E. ha declarado que la reiteración en la contestación de agravios
de cuestiones invocadas en la causa es suficiente para su mantenimiento
en la litis y hace necesaria la decisión del tribunal de alzada y que el ha-
ber omitido, en esas condiciones, el tratamiento de articulaciones condu-
centes para la adecuada solución del litigio, pese a estar habilitado para
ello, constituye un vicio que descalifica el pronunciamiento como acto
judicial (Fallos 300:928).

Ello resulta particularmente aplicable al sub examine en tanto advier-
to que el tribunal inferior cn grado, en el tratamiento de la cuestión rela-
tiva al dolo de Cascioli, omitió la ponderación de aquellas argumentacio-
nes que, conducentes para la decisión final sobre el punto, venían siendo
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invocadas en el pleito desde un inicio (conf. escrito de defensa obrante a
fs. 222/5, punto 111), habiendo sido, además, expresamente incluidas por
la defensa en su contestación de agravios obran tes a fs. 386/9 (punto 3ro.).

Asimismo, entiendo que el auto apelado es pasible de impugnación, en
lo que a esta cuestión respecta, teniendo en cuenta que cuando la interpre-
tación de la prueba se limita a un análisis parcial y aislado de los elemen-
tos de juicio obrantes en la causa, sin integrarlos ni arman izarlos debida-
mente en su conjunto (Fallos 297: 100 y 303:2080), se desvirtúa la efica-
cia, que según las reglas de la sana crítica, corresponde a los distintos
medios probatorios (conf. causa W18.L.XX. "Witteveen, Claudia el
Chiossone, Roberto y otro", resuelta el 27 de agosto de 1985).

En el sub examine, el tribunal apelado le asignó a los dichos del acu-
sado Cascioli un sentido que no sólo no emana expresamente de sus decla-
raciones, ni encuentra sustento en otras constancias de la causa, sino que,
casualmente, aparece controvertido con lo declarado, sobre el punto, por
su consorte de causa, Sicilia.

En efecto, éste sostuvo, a fs. 81, que" ... la nota que da origen a estas
actuaciones fue la última de cierre de edición no habiendo tenido el Direc-
tor Andrés Cascioli intervención en la redacción ni supervisión de la mis-
ma ... "; que "... el Director tiene comúnmente una noción global del con-
tenido de cada edición de la revista pero no de la redacción de cada una de
las notas, menos aún de esta nota que es de último momento y que inclu-
so puede estar sujeta a modificaciones finales ... ".

y agregó, "...que cuando se produce el cierre de la edición en la madru-
gada de los días jueves el Director del semanario por razones de horario
nunca está presente ... ".

Frente a estas expresiones, el tribunal a qua, no justificó los motivos
por los que no sólo prescindió sino que, además, ni siquiera consideró
-pese a haberle sido expresamente invocado por la defensa y dada la inci-
dencia que podía tener en la solución del caso- los dichos de Sicilia, por
lo que toda vez que la sentencia aparece sustentada, en este aspecto, so-
lamente en la voluntad de quienes suscriben el fallo, corresponde desca-
lificar el pronunciamiento en este punto, con apoyo en la doctrina de la ar-
bitrariedad (conf. O.15.L.XXI. Recurso de Hecho "Olmos Zavala, Víctor
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Manuel s/jubilación", del 11 de abril de 1989, cons. 3ro. y 4to. y
A.238.L.XXII. Recurso de Hecho. "Ahuad, Alfredo Héctor s/inf. art. 84
del Código Penal", del4 de julio de 1989, cons. 7mo.).

Por elJo, opino que, con el alcance establecido uf supra, corresponde
hacer lugar a la queja y dejar sin efecto el auto apelado en lo que a esa cues-"
tión respecta a fin de que se dicte un nuevo pronunciamiento, sobre el pun-
to, acorde con lo dictaminado. Buenos Aires, 23 de octubre de 1990. Luis
González Warcalde.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 7 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la defensa de Angel
Luis Sicilia y Andrés Luis Cascioli en la causa Abad, ManUel Eduardo y
otros /calumnias e injurias -Causa Nro. 18.880-", para decidir sobre su
procedencia.

Considerando:

JO) Que la Saja 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Crimi-
nal y Correccional condenó a Angel Luis Sicilia ya Andrés Luis Cascioli,
a la pena de un año y dos meses de prisión, en suspenso, por considerar-
los coautores penalmente responsables del delito de calumnia (fs. 393/398
vta.).

tI a quo consideró que los condenados en su carácter de jefe de la sec-
ción política y director, respectivamente, del semanario "El Periodista",
cometieron tal delito con la publicación del número correspondiente a la
semana del 3 al .10 de mayo de 1985, al incluir un artículo sobre "473 fu-
turas víctimas" de un grupo que se aprestaba a producir un "golpe"
antidemocrático; "impulsado por sectores de la derecha peronista
nucleados en la agrupación Guardia de Hierro", y que sería preparado"
mediante acciones terroristas y culminaría con una "noche celeste y blan-
ca". En la publicación se informó que uno de los centros de la actividad
conspirativa estaría ubicado en Córdoba, donde se desarrollaban semina-
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rios de estudio en los cuales participarían diversas personas, entre las que
se incluyó el nombre del querelJante, Guillermo Pini.

Contra esa decisión se interpuso el recurso extraordinario federal (fs.
403/414) cuya denegación (fs. 425) dio origen a la presente quejá.

2°) Que se agravian los condenados de que la pena impuesta constitu-
ye una inadmisible lesión al derecho constitucional de expresarse libre-
mente por la prensa, derecho que, según su inteligencia, ampara a la acti-
vidad periodística. Al respecto alegan que la noticia que dio motivo a la
querella se refería a un tema de actualidad e incuestionable interés públi-
co y que su actividad constituía el ejercicio regular y legítimo del derecho
que asiste a la prensa de informar y opinar libremente. En ese entendimien-
to se agravian contra el fallo del a qua al que imputan establecer una res-
tricción a la libertad de prensa de gravedad equivalente a la censura pre-
via (con1'r. fs. 408/409 vta.).

3°) Que, en definitiva, los recurrentes plantean que han obrado ampa-
rados en el ejercicio de un derecho derivado directamedte de la Constitu-
ción Nacional, y que este derecho los autorizaba a difundir una informa-
ción de actualidad e indudable interés público, conforme a la gravedad de
la realidad política de la época, y pretenden que ese interés debe prevale-
cer en todos los casos sobre el honor individual de las personas. Al respecto
se agravian de que la cámara haya considerado decisivo el hecho de haber
incluido innecesariamente el nombre del querellante y de desentenderse
posteriormente en el juicio de toda prueba tendiente a demostrar su parti-
cipación en los sucesos. Así, sostienen una interpretación limitada de la
exceptio veritatis en cuanto aducen que no puede ser exigible a los medios
periodísticos que verifiquen y eventualmente prueben la total exactitud de
todo 10 que publican, lo que sería incluso materialmente imposible y se
transformaría en la más eficaz restricción a la libertad de prensa.

4°) Que la verdadera esencia del derecho a la libertad de imprenta ra-
dica fundamentalmente en el reconocimien~o de que todos los hombres
gozan de la facultad de publicar sus ideas por medio de la prensa sin ceil-
sura previa, esto es, sin previo control de la autoridad sobre lo que se va
a decir; pero no en la subsiguientc impunidad de quien utiliza la prensa
como un medio para cometer delitos comunes previstos en el Código Pe-
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nal (Fallos: 269: 189; 269: 195 y A.283.XXII, "Acuña, Carlos Manuel y
Gainza, Máximo s/infracción arts. 109, 110, 112, 113 Y 114 del Código
Penal", resuelta el29 dejunio de 1989).

En términos análogos esta Corte ha señalado que el aludido derecho a
la libre expresión e información no es absoluto en cuanto a las responsa-
bilidades que el legislador puede determinar a raíz de los abusos produci-
dos mediante su ejercicio, sea por la comisión de delitos penales o actos
ilícitos civiles pues, si bien en el régimen republicano la libertad de expre-
sión tiene un lugar eminente que obliga a particular cautela en cuanto se
trata de deducir responsabilidades por su desenvolvimiento, puede afir-
marse sin vacilación que ello no se traduce en el propósito de asegurar la
impunidad de la prensa (Fallos: 308:789 y 310:508).

5°) Que, en efecto, la función primordial que en toda sociedad moder-
na cumple el periodismo supone que ha de actuar con la más amplia liber-
tad, pero el ejercicio del derecho de informar no puede extenderse en de-
trimento de la necesaria armonía con los restantes derechos constituciona-
les, entre los que se encuentran el de la integridad moral y el honor de las
personas (Fallos: 308:789).

6°) Que esta Corte ha tratado de conjugar el interés personal de los in-
dividuos a que no se afecte su honor mediante publicaciones o escritos que
tuviesen tal aptitud, y el derecho a publicar las ideas por medio de la prensa
y el de suministrar información, estableciendo que estos últimos prevale-
cen sobre aquél cuando la cuestión esté vinculada con un asunto de inte-
rés público, y sólo en la medida de ese interés. Sobre esta base, no ha exi-
gido la prueba concluyente de esos hechos atribuidos al afectado, sino sólo
la demostración de que se obró en el ejercicio prudente y sopesado de una
cuestión de tal naturaleza.

En tal sentido, declaró que así como no es dudoso que debe evitarse la
obstrucción o entorpecimiento de la prensa libre y de sus funciones esen-
ciales (Fallos: 257:308), no puede considerarse talla exigencia de que su
desenvolvimiento resulte veraz, prudente y compatible con el resguardo
de la dignidad individual de los ciudadanos, impidiendo la propalación de
imputaciones falsas que puedan dañarla injustificadamente. Ello no impli-
ca imponer a los responsables el deber de verificar en cada supuesto la
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exactitud de una noticia sino de adecuar, primeramente, la información a
los datos suministrados por la propia realidad, máxime cuando se trata de
noticias con evidente potencialidad calumniosa o difamatoria, y en todo
caso, el deber de difundir el informe atribuyendo directamente su conte-
nido a la fuente, utilizando un tiempo de verbo potencial o guardando re-
serva sobre la identidad de los implicados en el hecho ilícito (Fallos:
308:789, consid. 7mo. y 310:508, consid. 9no.).

JO) Que, de acuerdo con lo señalado, la sentencia del a qua que atribuyó
responsabilidad a los procesados pues sólo se limitaron a acreditar la exis-
tencia objetiva de las maniobras de complot pero se desentendieron de toda
prueba judicial de sus actividades, con el fin de "demostrar que los movía
un sano y exclusivo interés público muy superior al que resguarda el ho-
nor personal del acusador particular" (confr. fs. 396), o eventualmente de
la prueba destinada a acreditar que se encontraba entre quienes se retira-
ron molestos por el tenor de los seminarios (confr. fs. 395/395 vta.), ha
decidido la cuestión debatida de un modo compatible con la interpretación
que esta Corte ha asignado al derecho de publicar libremente las ideas por
medio de la prensa y al derecho de crónica.

8°) Que también se agravian los procesados con sustento en la doctri-
na sobre arbitrariedad de sentencias, en cuanto respecta a la calificación
de la conducta bajo el tipo de la calumnia, pues alegan que en ningún mo-
mento sele atribuyó al querellante la comisión de delito concreto alguno,
y que no se le han imputado ni ideas, ni expresiones, ni conductas que pu-
dieran reputarse ilícitas o reprochables. Alegan que sólo se trató de una
mención circunstancial atribuyéndole al querellante la asistencia a uno de
los seminarios, sin siquiera adjudicarle adhesión ideológica con las expre-
siones vertidas en dichas reuniones, y en refuerzo de esa defensa señalan
que en la misma publicación se aclaró que no todos los participantes es-
taban de acuerdo y que algunos se retiraron de las reuniones en disconfor-
midad con las ideas expuestas (fs. 409 vta./41 Oy 412).

Del mismo modo imputan arbitrariedad a la condena, pues en ella se
considera dogmáticamente que la inclusión del nombre del querellante
implicaría hacerlo participar de las ideologías y acciones contra el orden
público constitucional y la vida democrática (fs. 413).
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9°) Que en este aspecto tampoco procede habilitar la instancia extraor-
dinaria. En efecto, el a qua apreció que la inclusión del nombre del
quere]]ante como participante de esos seminarios, precedida de hl noticia
de una conspiración a ponerse en marcha contra el gobierno democrático,
una de cuyas manifestaciones de adoctrinamiento parecían ser los semina-
rios cordobeses que incluían una visita semanal al general Menéndez, no
significaba otra cosa que hacer participar al querellante de tales ideologías
y acciones contra el orden público constitucional y la vida democrática,
previstas y reprimidas en los arts. 209, 210 bis, 211, 213 Y bi s, 226 y
concordantes del Código Penal. La revisión de la calificación de esa con-
ducta como calumnia es ajena a la vía extraordinaria pues remite a la con-
sideración de extremos fácticos y de derecho común que aparecen resuel-
tos con fundamentos suficientes de igual naturaleza que bastan para su
sustento.

10) Que, por el contrario, asiste razón a la parte apelante en cuanto sos-
tiene que resulta arbitraria la condena de Cascioli -direCtor de la publica-
ción- basada en afirmaciones dogmáticas y que no hacen mérito de cons-
tancias obrantes en la causa que podrían haber influido en el resultado.

Al respecto han imputado arbitrariedad al a qua en cuanto atribuyó al
procesado Cascioli haber tomado conocimiento, como director del sema-
nario, del artículo considerado calumnioso, omitiendo valorar que éste
nunca se hizo cargo del conocimiento previo a la publicación, sino que sólo
reconoció la autenticidad del artículo, que remitió a los firmantes de la nota
para que diesen las precisiones sobre su contenido, y que uno de ellos re-
lató detalladamente'las razones por las cuales el director no pudo tener
conocimiento previo a la edición, esto es, por tratarse de una "nota de cie-
rre" cuyo texto quedó terminado en la madrugada del mismo día de la apa-
rición de la revista, cuando el director ya no estaba presente en la redac-
ción (confr. fs. 81 vta.).

11) Que esta Corte ha señalado ya que son arbitrarias las sentencias que
se limitan a efectuar un examen parcial y aislado de los elementos dejui-
cio obrantes en la causa, sin integrarlos ni armonizarlos en su conjunto
(Fallos: 297: 100 y 303:2080), circunstancia que desvirtúa la eficacia que,
según las reglas de la sana crítica, corresponde a los distintos medios pro-
batorios (confr. causas F.27. XX, "Fernández, Jorge Gui I1ermo s/defrau-
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dación", resuelta el 29 de noviembre de 1984; W.18.XX. "Wiueveen,
Claudia c/Chiossone, Roberto y otro", del 27 de agosto de J 985; Z.3.XX,
"Zarabozo, Luis s/estafa" del 24 de abril de 1986; 1.12. XXII, "Irigoyen,
Mm'celo y otro s/robo de automotor", resuelta el l Ode noviembre de 1988).

Esa valoración conjunta resultaba exigible en el caso, máxime cuando
los elementos cuyo tratamiento se ha omitido resultaban relevantes para
determinar la responsabilidad del imputado con arreglo a la doctrina sen-
tada por esta Corte en el caso de Fallos: 303 :267, según la cual el princi-
pio constitucional de culpabilidad como presupuesto de la aplicación de
una pena exige, en casos como e] presente, que la acción ilícita pueda ser
atribuida al procesado tanto objetiva como subjetivamente, a cuyo efecto,
en los supuestos del art. 113 es decisiva ]a comprobación acerca de si e]
director de la publicación tuvo conocimienlo previo del material publica-
do, y, en su caso, si estuvo en condiciones de evitar su publicación.

Por ello, de coi1l"ormidad con lo dictaminado por el señor Procurador
Fiscal, se hace lugar parcialmente a la queja, se declara procedente el re-
curso extraordinario, y se revoca la sentencia apelada, sólo en cuanto res-
pecta a la condena impuesta a Andrés Luis CascioJi, con el alcance sentado
en la presente. Hágase saber. ]nlímese a Angel Luis Sicilia a que dentro del
quinto día, y conforme a las pautas establecidas por la acordada Nro. 54/
86, efectúe el depósito que dispone el art. 286 del Código Procesal Civil
y Comercial de la Nación, en el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, a la
orden de esta Corte y bajo apercibimiento de ejecución. Acumúlese la que-
ja a los autos principales y devuélvanse a su origen para que, por quien
corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento de conformidad con lo que
aquí se dispone (art. 16, primera parte, de la ley 48).

RICARDO LEVENE (H) (seglÍn su vo10) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ

(en disidencia) - ROJ){)LFO C. BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FA YT (en
disidencia) - AUGUSTO O~SAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI -

JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOI.INÉ O'CONNOR (seglÍn Sil \'Oto) - ANTONIO

BOGGIANO.
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VOTO DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H) y DEL SEÑOR

MINISTRO DOCTOR DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala] de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Criminal y Correccional, que condenó a Angel Luis Sicilia
y Andrés Luis Cascioli a la pena de un año y dos meses de prisión de eje-
cución condicional, por considerarlos coautores del delito de calumnias,
interpuso la defensa recurso extraordinario, cuya denegación dio origen a
la presente queja.

2°) Que los agravios en que se sustenta el recurso extraordinario se
basan, principalmente, en la violación del derecho constitucional de expre-
sarse libremente por medio de la prensa (arts. 14 y 32 de la Constitución
Nacional); el alcance del art. 113 del Código Penal; el tratamiento de la
exceptio veritatis en forma lesiva a la citada garantía constitucional, y en
la doctrina de esta Corte sobre arbitrariedad al contener el pronunciamiento
impugnado anomalías que lo descalificarían como acto jurisdiccional vá-
lido.

3°) Que la inteligencia asignada por la defensa a la libertad de prensa
no ha sido distinta de la que efectuó el {/ qua en su fallo, de modo que el
rccurso deducido no resulta viable en este aspecto ante la ausencia de una
decisión contraria en tal sentido (causa: I.184.XXlI, "Itzigsohn, Martha
Paulina s/calumnias e injurias", resuelta el 28 de agosto de 1990).

4°) Que, ello es asÍ, al haber afirmado la cámara que el derecho a la li-
bertad de prensa radica en el reconocimiento de que todos los hombres
gozan de la facultad de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa,
pero haher excluido la impunidad de quienes utilizan la prensa como me-
dio para cometer delitos y haher sustentado la condena en el carácter ofen-
sivo de las expresiones para el honor del querellante.

5°) Que tampoco resulta proccdcntc habilitar la instancia extraordinaria
para revisar la sentencia apelada en lo relativo a la aptitud deshonrante de
la puhlicación; interpretación del delito de calumnias, alcance del art. 113
del Código Penal y tratamiento de la exceptio veritatis, porque remiten a
la inteligencia de cuestiones de hecho, prueha y derecho común acerca de

,-
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los cuales el apelante muestra su mera discrepancia, la que no es idónea
para fundar la tacha que formula.

6°) Que, en cambio, asiste razón a la parte apelante en cuanto sostiene
que resulta arbitraria la condena de Cascioli -director de la publicación-
basada en afirmaciones dogmáticas y que no hacen mérito de constancias
obran tes en b causa que podrían haber incidido respecto del resultado.

r) Que si bien las cuestiones que se suscitan en torno a los hechos,
prueba y derecho procesal son ajenas, corno regla, a la vía del art. 14 de
la ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en los casos
cuyas particularidades hacen excepción al principio, con base en I~ doc-
trina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la
garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sen"
tencÍas de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razona-
da del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de
la ca.usa (D.317.XXII, "Del ano, Luis Alberto s/adulteración de documento
de identidad", del 26 de diciembre de 1989).

8°) Que el sub examine es uno de esos casos pues el a qua, si n dar ra-
zones que lo sustenten, atribuyó al querellado haberse hecho cargo del
conocimiento -con carácter previo a su publicación- del contenido del ar-
tículo y de sus intenciones, pese a que el nombrado expresó que los auto-
res de la nota eran los únicos que podían dar explicaciones; no se pronun-
ció sobre una cuestión esencial para la solución de la cuestión, oportuna-
mentc introducida por la defensa, cual es la rcferente a la declaración de
Sicilia (fs. 81) en cuanto deSlacó que el director no luvO intervención en
la redacción ni en la supervisión de la nota. Ello determina que la senten-
cia sea dcjada sin efecto cn ese único aspecto, a fin de que dicha cuestión
sea adecuadamcnte considerada y resuelta (Fallos: 30 1:591), más allá del
rcsultado que, en definitiva, corresponda otorgar al proccso.

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador Fiscal, se hace lu-
gar a la queja y se deja sin efecto la sentencia apelada con el limitado al-
cancc cstablecido en el considerando 8). Hágase saber, incorpórese al prin-
cipal y vuclva al tribunal de origen para que, por intermedio de quien co-
rresponda, se dicte nuevo fallo con arreglo a derecho respecto del punto
indicado cn el mencionado considerando.

RICARDO LEVENE (H) - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR
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DISlDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO

CAVAGNA MARTÍNEZ, DEL SEÑOR VICEPRESlDENTE SEGUNDO DOCTOR

DON RODOLFO C. BARRA y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala 1de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Criminal y Correccional, que condenó a Angel Luis Sicilia
y Andrés Luis Cascioli a la pena de un año y medio de prisión de ejecu-
ción condicional, por considerarlos coautores del delito de calumnias, in-
terpuso la defensa recurso extraordinario, cuya denegación dio origen a la
presente queja.

2°) Que los agravios en que se sustenta el recurso extraordinario se
centran en el derecho de publicar las ideas libremente por medio de la
prensa (arts. 14y 32 de la Constitución Nacional); el alcance del art. 113
del Código Penal; el tratamiento de la exceptio veritatis en forma lesiva a
las garantías constitucionales que protegen el ejercicio del derecho de in-
formación; y en la doctrina de esta Corte sobre arbitrariedad al contener
el pronunciamiento impugnado anomalías que lo descalificarían como acto
jurisdiccional válido. En ese sentido el recurrente señala: a) que la quere-
lla por calumnias e injurias fue promovida por Guillermo F. A. Pini con
motivo de haber sido mencionado en la nota periodística publicada en el
Nro. 34 del semanario "El Periodista de Buenos Aires", páginas I a 3 de
la edición correspondiente a la semana que va del 3 al lO de mayo de 1985;
b) que la nota periodística en cuestión tenía por objeto el tratamiento de la
existencia de una campaña conspirativa contra el orden constitucional, en
un clima de violencia política, que hizo que el presidente Raúl Alfonsín
convocara a una movilización popular en defensa de la democracia el 26
de abril de 1985; c) que la mención del nombre del querellante en la nota
en cuestión, como partícipe de un seminario, no implicaba "involucrarlo"
ni "vincularlo" en forma directa con el plan criminal, careciendo de todo
propósito imputativo o agraviante hacia Pini; d) que el director del sema-
nario Andrés L. Cascioli, no tuvo ni pudo tener intervención en la redac-
ción o supervisión de la nota por las características del funcionamiento del
semanario; e) que el propósito de la nota periodística fue la defensa de un
interés público actual y fue escrita por Sicilia y Abad, jefe y redactor, res-
pectivamente, de la Sección Política del semanario.
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3°) Que corresponde habilitar la instancia extraordinaria toda vez que
la cuestión federal ha sido planteada inequívocamente por el recurrente,
quien invocó a su favor las garantías que la Constitución Nacional confiere
a la prensa en sus artículos 14 y 32, garantías cuyos alcances fueron dene-
gados por la decisión del ({ quo, quien hizo prevalecer una norma
infraconstitucional. Además asiste razón al recurrente en cuanto sostiene
que resulta arbitraria la condena al director de la publicación Andrés L.
Cascioli, basada en afirmaciones dogmáticas que marginan constancias de
la causa COIllOla declaración de Sicilia de fs. 81, cuyo mérito podrían ha-
ber incidido en su resultado. Esta marginación afecta las garantías de la
defensa enjuicio y el debido proceso, que exigen que las sentencias de los
jueces constituyan una derivación razonada del derecho vigente con apli-
cación a las circunstancias comprobadas de la causa.

4°) Que el tema a decidir es la función y responsabilidad de la prensa
ante los hechos que se presentan con las características de actos
conspirativos dirigidos adesarticular el sistema constitucional de la Repú-
blica. En ese sentido esta Corte ha reconocido que la Constitución Nacio-
nal consagra el derecho de prensa como un derecho de carácter estratégi-
co, en conexión con la radicación de la soberanía en el pueblo. Este Alto
Tribunal, en cada caso, teniendo en cuenta las circunstancias del suceso,
debe tutelar ese derecho esencial para la vida democrática, cuando defen-
diendo un interés público actual entre en colisión con la protección que se
le debe a los individuos contra la calumnia. Cuando esto no ocurre, la pu-
blicación es de carácter perjudicial y la prensa, que no goza de impunidad,
responde por los delitos y daños cometidos mediante su ejercicio (Fallos:
269: 195). En este caso, si mediante la publicación" ... se difama o injuria
a una persona, se hace la apología del crimen, se incita á la rebelión o a la
sedición, se desacata a las autoridades nacionales o provinciales, no pue-
den existir dudas acerca del derecho del Estado para reprimir o castigar
tales publicaciones sin mengua de la libertad de prensa ... Es una cuestión
de hecho que apreciarán los jueces en cada caso" (Fallos: 167: 138).

5°) Que en orden a lo expuesto, se ha rcconocido que es función y res-
ponsabj]idad dc la prensa dcfcndcrcon cntereza y dignidad los valores de
libcrtad, democracia y justicia, así como los principios consagrados y rc-
conocidos por la Constitución Nacional. Esta Corte dijo el 1I de noviclll-
bre de 1960, en los autos "Abal, Eclelmiro y olros e/Diario "La Prensa" s/
dcspido", que: "Entre las libertades que la Constitución Nacional consa-
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gra, la de prensa es una de las que poseen mayor entidad, al extremo que
sin su debido resguardo existiría tan solo una democracia desmedrada o
puramente nominal. Ineluso no sería aventurado afirmar que, aun cuando
el art. 14 enuncie derechos meramente individuales, está claro que cuan-
do la Constitución al legislar sobre la libertad de prensa, protege funda-
mentalmente su propia esencia democrática cóntra toda desviación
tiránica. Ha de concluirse, entonces, que tiene máxima jerarquía constitu-
cional la exigencia de que el uso legítimo de la libertad de prensa no pue-
de ser sancionado cuando se la ejerce contra las manifestaciones radical-
mente ilícitas de la dictadura. Y va de suyo que ese requerimiento debe
prevalecer sobre cualquier interpretación de normas legales, por respeta-
bles que sean los intereses que ellos tutelan" (Fallos: 248:291; cons.ideran-
do 25).

Por tanto la prensa debe ser objeto de la máxima protección jurisdic-
cional en todo cuanto se relacione con su finalidad de servir leal y honra-
damente a la iilformación y a la formación de la opinión pública. Según
este principio, cuando se trata de publicaciones de informaciones cuya fi-'
nalidad no es la de injuriar o calumniaÍ' sino defender un interés público
actual, las imputaciones inexactas o falsas que pudieran contener, efectua-
das sin ánimo de dañar, no revisten el carácter de calumniosas, debiendo
probar el aeusador o querellante lo contrario, sin perjuicio del derecho de!
imputado a lo prcscripto por el art. 113, inciso 2do., del Código Penal.

6°) Que la "tensión" entre delito y libertad se resuelve amparando la
responsabilidad de difundir sin agravios a fin de que la autocensura no
degrade a la prensa. Quc cn el caso Ncw York Times Co. VS. Sullivan, re-
suel to por Ia Corte Suprcm a de los EE. UD. el 9 de marzo de 1964, se d ij o
que a "la difamación no puede atribuirsc una inmunidad talismática fren-
te a las limitaciones constitucionales. Debe ser medida con parámetros que
satisfagan la primera enmienda. El principio general de que la libertad de
exprcsión frente a cucstiones públicas está garantizada por la primera en-
mienda, ya ha sido establecido en fallos anteriores de esta Corte. La garan-
tía constitucional. hcmos dicho, fue reconocida a e!"cctos de asegurar un
lihre intercambio de ideas para el surgimiento de cambios políticos y so-
ciales deseados por el pueblo" (Roth vs. United States 354 U.S. 476. 484).
El juez Brandeis en su concurrente opinión en Whitney vs. California 274
U.S. 357, 375, 776, dio al principio su formulación clásica: "Aquéllos que
lograron nuestra independencia creyeron ... que la discusión púhlica es un
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deber político; y que éste debía ser un principio fundamental del gobier-
no Americano. Reconocieron los riesgos a que se encuentran sometidas
todas las instituciones humanas. Pero sabían que el orden no podía asegu-
rarse simplemente mediante el miedo al castigo por su infracción; que es
riesgoso desalentar el pensamiento, la esperanza y la imaginación; que el
miedo engendra represión; que la represión engendra el odio; que el odio
amenaza a los gobiernos estables; que el camino de la seguridad reposa en
la oportunidad.de discutir libremente supuestos agravios y proponer solu-
ciones; y que el remedio adecuado para los malos consejos son los reme-
dios buenos. Creyendo en el poder de la razón aplicada a través de la dis-
cusión pública, ellos evitaron el silencio por coerción legal, el argumen-
to de la fuerza en su peor forma.

Reconociendo la ocasional tiranía de las mayorías gobernantes, enmen-
daron la Constitución de modo que las libertades de palabra y de reunión
fueran garantizadas".

Por lo demás, como dijo Madison "algún grado de abuso es insepara-
ble del debido uso de cualquier objeto; yen ninguna instancia es esto más
cierto que en el caso de la prensa" (44 Elliot's Debate on the Federal
Constitution -1876-, pág. 571).

7°) Que en ese mismo fallo de la Corte Suprema de los EE.UU. se se-
ñaló que una regla que restrinja la crítica, que a través de la noticia o de
la opinión formule la prensa, para garantizar la veracidad de todas sus afir-
maciones fácticas bajo apercibimiento de condenas por calumnias e inju-
rias, conducen a una autocrítica similar: "permitir la prueba de la verdad
con la carga de la misma en cabeza del acusado -se dijo-, no significa que
sólo las manifestaciones falsas vayan a ser disuadidas". Además de las
dificultades a efectos de acreditar la veracidad de la supuesta difamación
en todas sus particularidades, semejante regla limita la libertad de expre-
sión tanto por su poder de disuación, como por el miedo que puede pro-
ducir en quienes tienen la responsabilidad de expresar sus críticas. Las
garantías constitucionales requieren que quienes reclamen penal o civil ..
mente daños a la prensa por falsedad difamatoria, se trate de un funcionario
público, una personalidad pública o un particular involucrado en una cues-
tión de trascendencia institucional, prueben que la noticia o publicación
fue efectuada con "real malicia" ("actual Malice"). Esto es, con el cono-
cimiento de que era falsa o con temerario desinterés acerca de si era falsa
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o no. De ahí que si una publicación es realizada de buena fe y sin dolo, "el
artículo se encuentra privilegiado aun cuando las cuestiones principales
contenidas en el mismo. puedan no ser ciertas en la realidad y lesivas d~ la
personalidad del demandante, yen ese caso, éste tiene la carga de probar
la existencia de malicia en la publicación del artículo" (New York Times
Co. vs. Sullivan 376 U.S. 254, 279-280) ..

8°) Que de lo expuesto resulta que la sentencia del a qua es constitu-
cionalmente deficiente pues desprotege el derecho de prensa y lo desam-
para de las garantías que 10 resguardan para que pueda ejercer en plenitud
su deber de informar al pueblo sobre cualquier asunto de interés público
actual. Esto es así, porque en esta acción por calumnias en la que el recu-
rrente no ha probado que los querellados hubieran obrado con intención
de dai'\ar, circunstancia negada por éstos al sostener reiteradamente su ino-
cencia, se ha penado con prisión a los autores de una nota publicada con
eI"objeto de alertar a la ciudadanía sobre una acción conspirativa contra el
sistema constitucional. Se ha violado así el principio de que el derecho de
información sobre cuestiones de interés público está garantizado por los
arts. 14 y 32 de la Constitución Nacional, y desconocido la presunción de
licitud que protege a la.prensa cuando cumple con el deber de comunicar
a la ciudadanía toda noticia relacionada con la seguridad de la República
y la preservación del sistema democrátjco.

Por ello, habiendo dictaminado el señor. Procurador Fiscal, se hace lu-
gar a la queja, se deja sin efecto la sentencia apelada y se confirma la de
primera instancia (art. 16, 2da. parte de la ley 48). Sin costas, atento a que
el querellante pudo considerarse con derecho a litigar. Hágase saber, in-
corpórese la queja al principal y devuélvanse.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ- RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT
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CHACOFI SAC.LF. E L y, DIRECCION DE VIALIDAD DE LA PROVINCIA DE
CORRIENTES

RECURSO EXTRAORDINARIO,' Re<luisifOS propios, Cueslil)})es 1111 federo/es, IlIlell'rcf<lcilíll de
1101'11/(/."1 y ({etos !oca/es en general.

Existe cuestión federal bastante, aunque los agravios de] recurrente remitan al tra-
tamiento de cuestiones de derecho público local, si lo resuelto pone de manifiesto
un injustificado rigor formal y omitc ponderar argumentos conducentes para una
adecuada solución del litigio,

RECURSO EXTRAORDINARIO,' Requisilos /'ropios, Cuesliolles lIo/edero/es, IlIle/l'relacirJlI de
JlorlJlas y (lC/os {oca/es en general.

Es admisible el recurso extraordinario contra la decisión que hizo lugar a la excep-
ción de caducidad de la acción opuesta a la demanda de un contratista de obra pú-
blica, si lo resuelto pone de manifiesto un injustificado rigor formal y omite pon-
derar argumentos conducentes para una adecuada solución del litigio.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Re<luisilllS propios. Cuesliones 1111 .federo/es. Sen/cncios
or!Jifrorias. Procedencia del recurso. Excesos 1I olllisiones en, el pronullciamiento,

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que hizo lugar a la excepción (k caduci-
dad de la acción opucsta a la dcmanda de un contratista de obra pública. omiticn-
do dar respuestas concretas a los planteas de la recurrente, respecto a la inaplica-
bilidad del plazo de caducidad frente a la denegación tácita por silencio que prevé
el arto 1 12 de la ley :1460 de Corrientes.

A CClON CONTENCIOSOA DM IN ISIR/I T1V /l.

Las razones de seguridad jurídica alegadas para sostener la no interrupción o sus-
pensión de los plazos de caducidad y prescripción contrasta con cl hccho de que la
inseguridad resultante de la indefinida posibilidad de accionar ",lo es imputable a
la Administración. quc puede poner fin a ella en cualquier momento, dictando la
rcsolución expresa requerida por el inleresado.

RECURSO rXTRAORDIN/lRIO: Princil,ios genero/es.

Es inadlnisible cl recurso extraordinario contra la decisión que hizo lugar a la ex-
cepción de caducidad de la acción opuesta a la demanda ele un contratista de obra
pública: ar!. 280 del Código Procesal (Disidencia e1el DI'. Carlos S. Fa)'!).
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Buenos Aires, 7 deabril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Chacofi S.A.C.LF. e I. c/Dirección de Vialidad de la Provincia dc Co-
rrientes", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

10) Que el Superior Tribunal de Justicia de Corrientes hizo lugar a la
excepción de caducidad de la acción opucsta por la Dirección Provincial
de Vialidad y, en consecuencia, rcchaz,ó la demanda por la cual se preten-
día la declaración de nulidad de la resolución nro. 79/79 -como así también
la de aquellos aclOS que desestimaron los recursos administrativos dedu-
cidos contra ella-, y se rcclamaba el pago de las sumas de dinero que re-
sultaron afectadas por la medida. Este pronunciamiento condujo a la
actora, contratista de una obra pública, a interponer el recurso extraordi-
nario cuya denegación origina la presente queja.

2°) Que para así decidir, el trihunal señaló que la resolución aludida,
por la quc se dispuso modificar el plazo contractual de pago de los certi-
ficados de obra, había sido impugnada mediante los recursos de
revocatoria y jerárquico. Destacó que ambos fucron rechazados: el primero
por la resolución nro. 489/89 y el segundo por el instituto del silencio ad-
ministrativo como denegación tácita (art. 112 de la ley local 3460). Dijo
también que ante la pasividad de la Administración para resolver el jerár-
quico, la actora podía haber actuado de acuerdo con lo previsto en los arts.
112 o 194 de la ley aplicable -requiriendo pronto despacho o promovien-
do un amparo por mora-, pero en lugar de el Jo optó por interponer un nuevo
recurso jerárquico contra la resolución nro, 79/79; recurso éste -acotó- que
resultaba ineficaz por habcr transcurrido ya el plazo de caducidad contem-
plado en el art. 223 de la ley 3460. Finalmente, expresó que por haberse
excedido razonables pautas temporales no podía considerarse a este últi-
mo recurso como una denuncia de ilegitimidad en los términos del art. 15
de la ley mencionada, y, por otra parte, que los plazos de caducidad y pres-
cripción no reconocen suspensión o interrupción alguna en atención a
"principios de seguridad jurídica".

3°) Que los agravios de la recurrente suscitan cuestión federal bastan-
te para su consideración por la vía intentada, pues aunque rcmiten al [ra-
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tamiento de cuestiones de derecho público local, tal circunstancia no cons-
tituye óbice decisivo para abrir el recurso cuando lo resuelto pone de ma-
nifiesto un injustificado rigor formal y se omite ponderar argumentos con-
ducentes para una adecuada solución del litigio (Fallos: 300: 1114; 301: J 74
Y304: 1397, entre muchos otros).

4°) Que, según surge de la sentencia, el a quo consideró que el ténni-
no para interponer la acción judicial había comenzado a correr a partir del
vencimiento del plazo que tenía la Administración para pronunciarse res-
pecto del primer recurso jerárquico, pues en ese entonces se había confi-
gurado la denegación tácita por silencio tal como lo prevé el art. 112 de la
ley 3460.

5°) Que, al contestar la excepción de caducidad opuesta por la deman-
dada, la actora sostuvo que el silencio negativo regulado en la ley de la
materia constituía una ficción legal de efectos estrictamente procesales,
cuya única finalidad era lade permitir al administrado acceder a la instan-
ciajudicial. Tal previsión de la ley, según la actora, había sido estableci-
da para evitar que aquellos particulares afectados por la inactividad de la
Administración pudieran verse impedidos de promover b respectiva ac-
ción judicial debido a la ausencia del acto administrativo previo que ago-
tara dicha vía. Y concluyó que si el objeto del silencio negativo es, como
quedó expuesto, el de favorecer la situación de los administrados, resulta
entonces irrazonable supeditar el ejercicio de la acción que de ese modo
queda expedita a un plazo de caducidad que, en rigor de verdad, fue pre-
visto sólo para impugnar verdaderos actos administrativos.

En la misma oportunidad procesal, la demandante destacó la existen-
cia de un elemento dejuicio que, a su entender, definía en su favor la con-
troversia respecto a la tempestividad de la acción deducida. Señaló que en
la especie no podía hablarse de un caso de silencio de la Administración,
toda vez que ésta, mediante el decreto nro. 102/83 suscrito por el gober-
nador de la provincia, examinó la cuestión contenida en el recurso jerár-
quico y se pronunció expresamente sobre el fondo del asunto, bien que
rechazando tal impugnación.

6°) Que tales planteos no merecieron respuesta concreta en la senten-
cia pese a rcsultar conducentes para la correcta solución del pleito. Lo di-
cho por la recurrente para concluir cn lainaplicabilidad del plazo de ca-
ducidad frento a una dencgación tácita por silencio, comporta una inteli-
gencia de las reglas aplicables imbuida por el principio de in dubio pro
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actione -rector en la materia y destacado por esta Corte al pronunciarse en
la causa G.31.XXII. "Guerrero, Luis Ramón e/Municipalidad de Córdoba",
del 8 de agosto de 1989-, que el a quo ha dejado de lado mediante afirma-
ciones dogmáticas y sin precisar norma alguna que, en el e>rden local, im-
pusiera de modo expreso la solución que adopta en el fallo. A ello cabe
agregar que en casos que presentan sustancial analogía con el de autos, este
tribunal ha restado trascendencia a la configuración de un supuesto de
denegación tácita cuando la propia Administración, aunque tardíamente,
decide conocer sobre el fondo de la pretensión formulada y la resuelve
explícitamente (Fallos: 295:276; 299:344 y 308:838).

7°) Que, por último, corresponde señalar que las alusiones contenidas
en el fallo sobre la improcedencia de considerar al último recurso jerárqui-
co como denuncia de ilegitimidad, y las vinculadas con la no interrupción
o suspensión de los plazos de caducidad y prescripción, no constituyen
argumentos relevantes ni suficientemente fundados que permitan soslayar
los defectos de motivación antes mencionados. Ello es así, en el primer
caso, pues no se tuvo en cuenta que en el decreto nro. 102/83 no se de-
sestimó el recurso por entender que se habían excedido razonables pautas
temporales, sino por razones que hacían al fondo del planteo, lo que de-
muestra que la propia demandada, en sede administrativa, estimó que la
impugnación había sido formulada dentro de un marco temporal oportu-
no. y en cuanto a la segunda cuestión, las razones de seguridad jurídica
alegadas para sostener la no interrupción o suspensión de los plazos con-
trasta con el hecho de que la inseguridad resultante de la indefinida posi-
bilidad de accionar sólo es imputable a la Administración, que, por lo de-
más, puede poner fin a ella en cualquier momento, dictando la resolución.
expresa requei-ida por el interesado.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso ex-
traordinario y se deja sin efecto la sentencia. Con costas. Vuelvan los au-
tos al tribunal de origen a fin de que, por quien corresponda, se dicte un
nuevo fallo. Reintégrese el depósito de fs. 127. Notifíquese, agréguese la
queja al principal y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT (eH disideHcia) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S.
NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina esta presenta-
ción directa, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comer-
_cial de la Nación). '

Por elJo, se desestima la queja. Declárase perdido el depósito de fs. 127.
Hágase saber y oportunamente a1'chívese, previa devolución de los autos
principales.

CARLOS S, FAYT

DINEL S.A, v, MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD IJE BUENOS AIRES

IMPUESTO: Facullades illll)()silil'{ls de' la Naciúu, pI'IJl'incias .1' llIunicipalidades.

El alcance del principio contenido en el arl. 67. inc. 12. dc la Constitución Nacio-
nal debe ser fijado en relación a otro principio que es el del poder de las provincias
de crear impuestos a la riqueza que se halle dentro de sus fronteras. ya quc'lo con-
denado. lo ilegal. es cl gravamen con fincs económicos de protccción o rcferencia.
a fin de manejar la circulación económica y. al intcrpretar y aplicar cse objeto csen-
cial dc la Lcy Fundamcntal, no pucde menoscabarse el derecho primario de las pro-
vincias a formar el tesoro públ ico con la contribución dc su riqu.eza y cuya forma
más evidelllc cs. sin duda, su población y su capacidad ele consumo.

CONS7'fTUCION NACIONAL: Principios gel/emles.

La intcrpretación constitucional dehc atender al desenvolvimiento armonioso de las
autoridades fedcrales y locales y no al choque y oposición de ellas. dacio que cn esa.
su m:ís importante función. de he actuar de modo tal que en el ejcrcicio de ambos
órdenes de autoridad se eviten interfcrencias o roces susceptibles de acreccntar los
podcres (lel gobicrno central cn detrimen~o de las facultades provinciales o vicever-
sa.
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Sin perjuicio de la diversidad esencial entre las provincias y la Capital Federal, debe
reconocerse a las autoridades de esta última, igual que a las primeras, la facultad
de establecer tributos sobre las cosas que forman parte de su riqueza general y de-
terminar los medios de distribuirlos en la forma y alcance que consideren más con-
venientes, potestad que puede ser ejercida en forma amplia y discrecional, con el
sólo límite de no contrariar principios estatuidos en la Ley Fundamental.

IMPUESTO: Faculwdes illll'0sitims de la Nacilíll, prlJl'illci(ls y IIll1llicil}(llid(ldes,

La concesión al Congreso Nacional del poder de sujetar a determinadas reglas el
comercio inlerprovincial e internacional, así como la correlativa prohibición con-
tenida en el ari. 108 de la Constitución Nacional no implican la abdicación total del
poder tributario provincial sobre aquellas actividades,

IMPUESTO: Facultades illll)()sitims de la Na cilÍll , I'rlJl'illcias \' lIlullicil}(llid(ldes.

La Constitución Nacional no otorga al Gobicrno Fedcralla potestad exclusiva de
imposición sobre todas las actividades susccptibles de considerarse alcanzadas por
la facultad del arl. 67. inc. 12, sino que únicamente le otorga en exclusividad la fa-
cultad de exigir derechos de importación y exportación (ari. 14),

COMERCIO EXTERIOR.

La protccción acordada constitucionalmente al comercio internacional es la neceo
saria para garanti7.ar que no se adopten medidas que puedan condieionar su curso.
discriminarlo en función de su origcn, aplicarse a modo de condición para ejercer-
lo, o en carecer la actividad hasta el extremo de dificultarla o impedirla o que -tra-
tándose de tribu los- no se impongan en forma tal que entorpezcan, frustren o im-
pidan determinada polítiea del Gobierno Federal expresada en normas sancionadas
en virtud de los arts. 25, 27 Y 67, incs. 12. 16 Y 28 de la Ley Fundamental.

IMPUI,'STO A LOS INGRESOS BRUTOS.

Si la recurrente realiza en la Ciudad de Bucnos Aires actividades comerciales, cuya
finalidad lucraliva resulta innegable, no existe motivo para considerarla excluida
de la norma gencral que gra\'a las actividades de ese carácter. y que rccae sobre la
maleria imponible suministrada por el monto total de los ingresos originados en las
operaciones dc venta realizadas por los responsables, sin que quepa efeciUar dis-
criminación alguna en función del origen de los bienes enajenados ya que, a cfec-
tos del impuesto a los ingresos brulos. sólo adquiere relevancia cl valor de
comercialización dc aquéllos, cn conjunto. por ser uno dc los índiccs razonables
para la mcdiación de la riqueza generada por una actividad lucrativa local.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 7 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la .3ctora en la cau-
sa Dinel S.A. c/Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires", para deci-
dir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que la Sala L de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de
la Capital Federal, al confirmar el pronunciamiento de la instancia ante-
rior, desestimó la demanda de repetición del impuesto a los ingresos bru-
tos abonado por la actora por los años 1979 a 1982 inclusive. Contra la
sentencia, el apoderado de la demandante interpuso recurso extraordina-
rio, cuya denegación originó la queja en examen.

2°) Que el fundamentó de la pretensión de la actora radica en que la
actividad de importación que desarrolla escapa a la potestad impositiva de
la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, encontrándose reservada,
en virtud del art. 67, inc. 12, de la Constitución Nacional al Gobierno Fe-
deral, a quien se le ha deferido la facultad exclusiva de reglar el comercio
con las naciones extranjeras, lo que importa proscribir la creación de
gravámenes que, directa o indirectamente, signifiquen un impuesto al trá-
fico de las mercaderías que ingresen o se extraigan de las jurisdicciones
locales.

3°) Que en tanto la cuestión así planteada involucra la posible colisión
entre las normas tributarias locales y la disposición constitucional aludi-
da, y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa es favorable
a la validez de las primeras, el remedio federal ha sido mal denegado, co-
rrespondiendo declarar su admisibilidad en los términos del art. 14, in~.
2do., de la ley 48.

4°) Que ya en el pronunciamiento registrado en Fallos: 178:308, y en
la tarea de precisar la inteligencia que corresponde atribuir al art. 67, inc.
12, de la Cünstitución Nacional, el Tribunal expresó, ante planteas de na-
turaleza análoga a la del antes reseñado, que el alcance del principio con-
tenido en esa norma constitucional "debe ser fijado en relación a otro prin-
cipio quees el del poder de las provincias de crear impuestos a la riqueza



DE JUSTICIA IJE LA NACION

,15
663

que se halle dentro de sus fronteras, poder esencial para su subsistencia"
(consid. Ira.), añadiendo que "lo condenado, "lo ilegal es, pues, el grava-
men con fines económicos de protección o preferencia, a fin de manejar
la circulación económica", y que "al interpretar y aplicar ese objeto esen-
cial de la Constitución, no puede menoscabarse el derecho primario de las
provincias a formar el tesoro público con la contribución de su riqueza y
cuya forma más evidente es, sin duda, su población y su capacidad de con-
sumo" (consid. 3ro.).

5°) Que ante la convergencia de ambos principios cabe recordar que el
Tribunal ha señalado que la interpretación constitucional debe tender al
desenvolvimiento armonioso de las autoridades federales y locales y no al
choque y oposición de ellas, dado que en esa, su más importante función,
debe actuar de modo tal que en el ejercicio de ambos órdenes de autoridad
se eviten interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del
gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa
(Fallos: 296:432, considerando 6to. y sus citas).

6°) Que, en el mismo orden de ideas, ha afirmado también que, sin per-
juicio de la diversidad esencial entre las provincias y la Capital Federal,
debe reconocerse a las autoridades de esta última, en los mismos términos
en quese lo ha hecho reiteradamente con respecto a las primeras, la facul-
tad de establecer tributos sobre las cosas que forman parte de su riqueza
general y determinar los medios de distribuirlos en la forma y alcance que
consideren más convenientes, potestad que puede ser ejercida en forma
amplia y discrecional, con el solo límite de no contrariar principios esta-
tuidos en la Ley Fundamental (Fallos: 305: 1672, considerando Sto., entre
otros).

]O) Que esas pautas de hermenéutica lo han llevado a concluir que "la
concesión al Congreso Nacional del poder de sujetar a determinadas reglas
el comercio interprovincial e internacional, así como la correlativa prohi-
bición contenida en el art. 108 de la Ley Fundamental, ciertamente no
implican la abdicación total del poder tributario provincial sobre aquellas
actividades", ya destacar que "la Constituc.lión Nacional no otorga al Go-
bierno Federal la potestad exclusiva de imposición sobre todas las activi-
dades susceptibles de considerarse alcanzadas por la facultad del art. 67,
¡nc. 12, sino que únicamente le otorga en exclusividad la facultad de exi-
gir derechos de importación y exportación (art. 4)" (Fallos: 307:374,
considerandos 11 y 13).
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8°) Que en consonancia con esos principios, cabe reiterar que la pro-
tección acordada constitucionalmente al comercio internacional, es la ne-
cesaria para garantizar que no se adopten medidas que puedan condicio-
nar su curso, discriminarlo en función de su origen, aplicarse a modo de
condición para ejercerlo, o encarecer la actividad hasta el extremo de
dificultarla o impedirla (Fallos: 305: 1672, considerando 7mo.), o que -tra-
tándose de tributos- no se impongan en forma tal que entorpezcan, frus-
tren o impidan determinada política del Gobierno Federal expresada en
normas sancionadas en virtud de los arts. 25, 27 Y67, inc. 12, 16 Y28 de
la Ley Fundamental (Fallos: 307:374, considerandos 18 y 19, Y sus citas).

9°) Que ninguno de estos óbices ha sido invocado en el caso por la
actora, la que funda su pretensión exclusivamente en una inteligencia con-
forme a la cual la cláusula comercial de la Constitución sustrae totalmen-
te a su actividad del ámbito de imposición local.

En tales condiciones, y dado que la empresa actora realiza en la Ciu-
dad de Buenos Aires actividades comerciales, cuya finalidad lucrativa re-
sulta innegable, no existe motivo para considerarla excluida de la norma
general que grava las actividades de ese carácter, y que recae sobre la
materia imponible suministrada por el monto total de los ingresos origina-
dos en las operaciones de venta realizadas por los responsables, sin que,
por lo expuesto, quepa efectuar discriminación alguna en función del ori-
gen de los bienes enajenados, ya que, a efectos del gravamen en cuestión,
sólo adquiere relevancia el valor de comercialización de aquéllos, en con-
junto, por ser uno de los índices razonables para la medición de la rique-
za generada por una acti vidad lucrati va local (Fallos: 280: 176, voto de los
jueces Ortiz Basualdo y Risolía).

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara admisible el recurso ex-
traordinario, y se confirma la sentencia apelada. Con costas. Reintégrese
el depósito de 1's. l. Agréguese el recurso de hecho a los autos principales,
hágase saber y devuélvanse. .

RICARDO LEYENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - ,RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO-
EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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OSMAR TOMAS GRASSI v. INSTITUTO DE AYUDA FINANCIERA PARA EL PAGO DE

RETIROS y PENSIONES MILITARES

CONSTlTUCION NACIONAL: Derec/¡os l' garantías. Seguridad social.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que, aplicando la ley 19. J 01, ordenó la
exclusión dcl suplcmento por título univcrsitario que había acordado al recurrente
la ley 14.777, ya que lesiona un bien incorporado a su patrimonio, vulnerando el
art. 14 bis de la Constitución Nacional, que garantiza la integridad de los benefi-
cios de la seguridad social.

CONSTlTUClON NACIONAL: Derec/¡o" y garantías. Derecho de propiedad.

Debe aceptarse, siempre que no sea confiscatoria, la disminución del monto del re-
tiro militar si circunstancias excepcionales así lo hubieran aconsejado, ya que no
existen derechos adquiridos con relación a los montos de las prestaciones de la se-
guridad social.

DICTAMEN DE LA PROCURADORAGENERAL SUSTITUTA

Suprema Corte:

Los integrantes de la Sala 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Contencioso Administrativo Federal, revocaron la sentencia de la ante-
rior instancia en cuanto, previo declarar inaplicable el artículo 106 de la
ley 19.10 1 -tachado de inconstitucional por el accionante- había hecho
lugar al reclamo de éste para que el haber que percibe se calcule integrando
el llamado "Suplemento por Título Universitario" correspondiente a su
jerarquía, beneficio éste que, según expuso, le otorgaba la norma vigente
al momento de su pase a la situación de retiro, (artículo 76, inciso 1 ro.,
apartado a), de la ley 14.777).

Contra lo así decidido, interpuso el interesado recurso extraordinario
a fs. 145/154 vta. el que, previo traslado de ley, le fue denegado a fs. 165/
165 vta., circunstancia que motiva esta presentación directa (las citas co-
rresponden al principal).
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Considero que el mencionado recurso es procedente, toda vez que se
cuestiona la constitucionalidad e inteligencia de normas de carácter federal
y haber sido 10 resuelto c'ontrario a las pretensiones del apelante (Fallos:
310: 1955 y causa C.609; L.XXIII "Carnevale, Silvia A. c/Estado Nacio-
nal -Estado Mayor General del Ejército- s/reg. haber militar").

En cuanto al fondo del asunto, esti mo que los agravios del recurrente
no logran conmover el núcleo de la doctrina sentada, oportunamente, por
esta Corte en el pronunciamiento que cita el a qua (Fallos: 291 :596), cu-
yos fundamentos considero aplicables, en lo pertinente, al caso de espe-
cIe.

Por lo expuesto, y como quiera que el argumento esgrimido por el
sentenciador para rechazar el agravio referido a.la violación de la garan-
tía de la igualdad ante la ley se conforma, en lo sustancial, con los princi-
pios que sentara la Corte sobre el tema, aquel criterio, a mi juicio, no re-
. sulta pasible del reproche que le endilga ahora el recurrente. En condicio-
nes tales, considero que si V.E. mantuviera la doctrina del precedente ci-
tado, correspondería confirmar la sentencia apelada en cuanto ha sido
materia de recurso. Buenos Aires, 6 de septiembre de 1991. María
Graciela Reiri::..

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 7 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Grassi, Osmar Tomás c/Instituto de Ayuda Financiera para el Pago de
Retiros y Pensiones Militares", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que el actor se retiró de las Fuerzas Armadas en el año 1970 con
el grado de Capitán de Navío Médico durante la vigencia de la ley 14.777
que acordaba al personal comprendido en el art. 76, inc. Ira., ap. a y b,
derecho a percibir, además del sueldo y de los suplementos generales Ín-
tegros de su grado" ... todo otro haber que corresponda al personal del mis-
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mo grado en actividad ... " y también los suplementos particulares (art. 57,
inc. Ira.).

2°) Que la ley 19.10 1 -modificatoria de la anterior- di spuso que" ...el
personal retirado según disposiciones del arto 76, inc. I ro.,ap. a y b de la
ley 14.777 que al momento de la vigencia de la presente ley perciba suple-
mentos particulares o compensaciones establecidas en aquélla, dejarán de
recibirlos en tales conceptos, sin perjuicio de continuar percibiendo los
respectivos montos hasta su total absorción por los futuros aumentos de
remuneración ya cuenta de los mismos".

3°) Que la Sala I de la Cámara Nacion;}1 de Apelaciones en lo Conten-
cioso Administrativo Federal revocó la sentencia de primera instancia que
había declarado procedente la demanda entablada por el actor tendiente a
que se le reconociera el derecho a percibir el "suplemento por título uni-
versitario" y, en consecuencia, confirmó la resolución del Instituto de
Ayuda Financiera que lo había excluido del retiro.

4°) Que, a tal efecto, el a qua se apoyó en la doctrina sentada por la
CoÍ'te en la causa "Melgar, René y otros c/Nación Argentina (Ministerio
de Defensa Nacional) slinconstitucionalidad" (Fallos: 291 :596), en la cual
se consideró que aun cuando la medida del derecho jubi latorio fuese de-
terminada por la ley vigente en el momento del cese en la actividad, ello
era así siempre que no mediara disposición en contrario.

5°) Que en esa oportunidad el Tribunal destacó también que los mon-
tos de los beneficios previsionalcs podían ser disminuidos sin menoscabo
a la garantía del artículo 17 de la Constitución Nacional, por razones de
orden público o de bien general, siempre quc la reducción no resultara
confiscatoria o arbitrariamente desproporcionada.

Del juego de ambos principios concluyó que -en ese caso- la disposi-
ción en contrario era precisamente el arto 106 de la ley militar reformada
y que al no haberse demostrado que la quita efectuada al suprimir el adi-
cional particular hubiera sido confiscatoria, debía revocarse la sentencia
que había hecho lugar a la demanda.

6°) Que contra ese pronunciamiento el actor dedujo el recurso extraor-
dinario cuya denegación dio origen a la presente queja. Sostiene que lo
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decidido reviste gravedad institucional en razón de que por aplicación de
una norma posterior, cuya declaración de invalidez había solicitado. se le
desconocieron derechos adquiridos al amparo de disposiciones vigentes a
la fecha del cese en el servicio activo, lo que configuró una flagrante
vulneración de expresas garantías constitucionales (arts. 14, 16, 17,28,31
y 33).

7°) Que, como lo señala la señora Procuradora Fiscal, el remedio fede-
ral es procedente toda vez que se ha objetado la validez constitucional de
normas de naturaleza federal y la decisión del {/qua ha sido adversa a las
pretensiones del apelante (Fallos: 304:684: 310: 1955).

8°) Que, con relación al fondo del asunto, si bien es cierto que la Cor-
te en su actual composición comparte los criterios expuestos en el prece-
dente citado, no lo es menos que difiere respecto de la forma en que se in-
terpretó su aplicación al caso concreto. En efecto, es preciso diferenciar el
monto de las prestaciones, con relación al cual no existen derechos adqui-
ridos (Fallos: 303 :616; 303: 1155; 305 :21 19; 306: 1(74), de los rubros que
se tuvieron en cuenta al tiempo de otorgar el retiro y que establecieron el
estado de pasividad que no puede ser alterado por una ley posterior sin
vulnerar el art. 14 bis de la Constitución Nacional que garantiza la integri-
dad de los beneficios de la seguridad social.

9°) Que, en esa inteligencia, le asiste razón al apelante en cuanto ob-
jeta la validez de la norma que ordenó la exclusión del suplemento por tí-
tulo universitario dado que lesiona un bien incorporado a su patrimonio,
por lo que en ese aspecto corresponde declarar riroeedenles los agravios
pues demuestran el nexo directo entre lo decidido y las garantías consti-
tucionales que se invocaron como vulneradas.

lO) Que el nuevo pronunciamiento que se dicte debenl ordenar que el
suplemento particular en cuestión sea considerado para calcular elmon-
to de retiro, sin peljuicio de aceptar la disminución del monto del haber si
circunstancias excepcionales así 10 hubieran aconsejado, siempre que esa
disminución no haya sido confiscatoria, según la doctrina sobre la mate-
ria sostenida por este Tribunal (Fallos: 279:389; 280:424; 294:84;
305:21 19 y causas: C.289 y C.312.XX1. "Caprile, Nélida Carmen s/jubi-
lación" y C.416.XXlI. "Chirico, Francisco s/jubilación". falladas con fe-
chas IOde agosto de 1989 y 26 de junio de 1990).
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Por ello, y oída la señora Procuradora Fiscal, se declara procedente el
recurso extraordinario y sc deja sin efecto la sentencia apelada. Vuelvan
los autos al tribunal dc origen para que, por quien corresponda, se dicte un
nuevo fallo de acuerdo a lo expresado. Agrégucsc la queja al principal.
Notifíquese y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - CARLOS S.
FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

OSCAR MARUZZA \i ALEJANDRO RIGADA y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
orbitrarios. Procedenc;a del recUrso. Ap({rtol1lien1o de cOl1s/(ilu.:ias de la cousa,

Se apoya en datos que no coinciden con las constancias füclicas obrantes en el pro-
ceso la sentencia que desestimó la acción considerando que la póliza amparaba un
período en el que no se hallaba comprcnoioa la fecha en que ocurrió el siniestro si
según resulta oe la causa instruida por robo de automotor dicho pe.-íodo se extien-
de desde el 15 de octubre de 1985 hasta el 15 de octubre de 1986 y el hecho tuvo
lugar entre los días 28 y 29 de enero de 1986.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

El recurso extraordinario contra la sentencia que desestimó la acción consideran-
do que la póliza amparaba un período en el que no se hallaba comprendida la fe-
cha en que ocurrió el siniestro resulta inadmisible (ar!. 280 del Código Procesal
Civil y Comercial de la Nación) (Disidencia de los Ores. Augusto César BeIluscio
y Enrique Santiago Petracchi). '
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 7 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Maruzza, Osear c/Rigada, Alejandro y otro", para decidir sobre su pro-
cedencia .

.Consi derando:

JO) Que contra la sentencia dictada por la Sala A de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones en lo Comercial, en cuanto desestimó la acción inten-
tada contra uno de los codemandados, dedujo la actora recurso extraordi-
nario, el que, al ser denegado, motivó la presente queja.

2°) Que la recurrente solicita la descalificación del pronunciamiento
con arreglo a la doctrina de esta Corte en materia de arbitrariedad, pues
sostiene que el fallo se funda en una errónea apreciación de las constan-

. cias de la causa y de la prueba producida, de la que resulta grave afecta-
ción de su derecho constitucional de propiedad.

3°) Que la Cámara de Apelaciones desestimó la demanda incoada con-
tra el codemandado Alejandro Rigada, por considerar que la póliza con-
certada con "La Nación Cía. Argentina de Seguros S.A." amparaba un pe-
ríodo en.el que no se hallaba comprendida la fecha en que ocurrió el sinies-
tro que motiva el litigio. Como consecuencia de ello, desechó analizar si
existía responsabilidad del mencionado codemandado por la percepción de
las sumas consignadas en el recibo de fs. 7, ya que -desde tal óptica- la
cuestión no guardaba relación con el tema litigioso.

4°) Que la póliza emitida por La Nación Cía. Argentina de Seguros S.A.
cubría el período comprendido entre el 15 de octubre de 1985 y el 15 de
octubre de 1986, en tanto el siniestro tuvo lugar entre los días 28 y 29 de
enero de 1986, según resulta de la causa instruida por robo de automotor,
que se tiene a la vista.

Se advierte de lo expuesto, que el razonamiento mediante el cual el tri-
bunal a quo rechazó la demanda contra el codemandado Rigada, se apo-
ya en datos que no coinciden con las constancias fácticas obran tes en el
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proceso, por lo que tal apartamiento conduce a la descalificación del fa-
llo en el aspecto analizado (Fallos: 284: 119; 296:442; 307:556, entre
otros).

5°) Que también omitió el tribunal considerar las restantes probanzas
producidas en la causa, que poseen decisiva trascendencia para determi-
nar si existe la responsabilidad que se atribuye al codemandado Rigada.

Cabe destacar que la actora sostuvo como fundamento de su pretensión,
que el mencionado codemandado había actuado como promotor de segu-
ros para la contratación de la póliza emitida por La Nación Cía. Argenti-
na de Seguros S.A. y que, no obstante haberse abonado el premio según
constancias obran tes en el recibo de fs. 7, concertó luego otra póliza con
Ruta Cía. Argentina de Seguros, sin autorización del actor y sin haber apli-
cado debidamente los valores entregados. Por consiguiente, la cuestión no
puede dilucidarse sin el examen de la prueba producida para acreditar los
hechos mencionados (informes de fs. 183 y 186, dictamen pericial de fs.
212/215, absolución de posiciones de fs. 265, declaración testimonial de
fs. 194, entre otras), y -en su caso- la determinación de su incidencia en el
juzgamiento de la eventual responsabilidad del demandado por la produc-
ción de los daños que se invocan.

Las deficiencias señaladas imponen que también en el aspecto
descripto prospere la queja de la recurrente, en mérito a la doctrina de esta
Corte en materia de arbitrariedad (Fallos: 268:393; 295:790; 306:441,
1095, entre otros).

Por ello, admítese la queja intentada, declárase procedente el recurso
extraordinario interpuesto, y se deja sin efecto la sentencia de fs. 546/552
con el alcance que resulta de la presente, con costas. Vuelvan los autos al
tribunal de origen a fin de que, por quien corresponda, se dicte nuevo pro-
nunciamiento con arreglo a lo resuelto.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAV AGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en disidencia) -
ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO

MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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DISIDENCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO y DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

.Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina esta queja, es
inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Por ello, se desestima la queja. Notifíquese y, previa devolución de los
autos principales, archívese.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

SALOMON MONASTIRSKY y OTRO v. SERGIO FALCONI y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones I/IJ federales. Exclusión de las
cuestione:~ de !lec!lo. Reglas generales.

Lo resuelto sobre temas de hecho, prueba y derecho común admite revisión ensu-
puestos excepcionales, en los que la decisión no se hace cargo, con el rigor indis-
pensable, de las argumentaciones de peso esgrimidas por la demandada que resul-
.taban conducentes para la correcta sol ución del caso.

LEY: Interpretación y aplicación.

El desempeño judicial no se agota con la remisión a la letra de los textos.

LEY: Interpretación y aplicacirín.

Son inadmisibles las soluciones notoriamente injustas, que no se avienen con el fin,
propio de la labor de los jueces, de determinar los principios acertados para el re-
conocimiento de los derechos de los litigantes, en las causas concretas a decidir.
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JUECES.

La ley acuerda a los jueces la facultad de disponer las medidas necesarias'para es-
clarecer los hechos debatidos, y tal facultad no puede ser renunciada cuando su efi-
cacia para determinar la verdad sea indudable.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisi/os propios. Cues/iones no federales. Sen/encias
arbiTrarias. Procedencia del recurso. Varias.

Debe descalificarse la sentencia cuyo resultado importa un apartamiento palmario
de la realidad económica, con grave menoscabo de la verdad objetiva y de los de-
rechos de propiedad y de defcnsa en juicio.

RECURSO EXTRAORDINARIO: RequisiToS propios. CuesTiones no federales. Sellfencias
arbiTrarias. Procedencia det' recurso. Defectos en la .tillldalJlenlacián normaTiva.

Es descalificable la sentencia que, sin más base que una afirmación dogmática, des-
conoció hechos relevantes, concretos y evidentes y confirmó la aplicación mecá-
nica de la presunción del arto 11 de la ley 14.546, de modo tal que condenó al pago
de un importe que pierde toda proporción y razonabilidad en relación con las remu-
neraciones acordes con la índole de:la actividad y la específica tarea realizada por
los actores.

RECURSO EXTRAORDINARIO: RequisiTOS propios. CuesTiones no federales. SenTencias
arbiTrarias. Procedencia del recurso. Falla de .tillldamenTacián sujicielIfe.

Si la sentencia se basa en argumentos que le otorgan fundamentos' sólo aparentes,
y no da, por ello, respuesta a los planteos que formuló la parte en defensa de sus
derechos, corresponde su descalificación como acto jurisdiccional.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 7 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por los demandados en
la causa Monastirsky, Salomón y otro c/Falconi, Sergio y otro", para de-
cidir sobre su procedencia.

Considerando:
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1°) Que contra la sentencia de la Sala VI de la Cámara Nacional de
Apelaciones del Trabajo que, al confirmar la de primera: instancia, hizo
lugar a los reclamos deducidos por los actores por comisiones directas
impagas con apoyo en la ley 14.546, la parte demandada dedujo el recur-
so extraordinario cuya denegación motivó la queja en examen.

Para arribar. a ese resultado, el a qua consideró que no había sido con-
trovertido un aspecto central del fallo impugnado, según el cual "de la
prueba aportada ha surgido concluyentemente que la intennediación era
realizada en forma exclusiva por los accionantes no infiriéndose de ele-
mento alguno la intervención directa de los demandados en ninguna de las
ventas efectuadas con anterioridad a diciembre de 1985" (conf1'. fs. 265
vta. y 291 vta. de los autos principales).

2°) Que las impugnaciones traídas a conocimiento de esta Corte susci-
tan cuestión federal bastante para su tratamiento por la vía intentada, sin
que obste a ello que las cuestiones debatidas sean de hecho, prueba y de-
recho común y, como regla, ajenas al recurso del art. 14 de la ley 48, toda
vez que 10 resuelto en temas de esa índole admite revisión en supuestos
excepcionales en los que -como en el sub examine- la decisión no se hace
cargo, con el rigor indispensable, de las argumentaciones de peso esgrimi-
das por la demandada que resultaban conduceilles para la correcta solución
del caso (conf1'. entre muchos otros Fallos: 239:367; 297:63; 302: 1348;
307:1858; 308:1662).

3°) Que, en efecto, la afirmación según la cual no fue rebatido un "ar-
gumento central" de la sentencia de primera Instancia no se exhibe como
fruto de un examen razonado y cabal de los motivos en que la recurrente
había basado su impugnación, lo que resultaba imprescindible. Ello es así,
pues la demandada puso de relieve en su expresión de agravios que el
sentenciante de primera instancia había incurrido en contradicción al eva-
luar los alcances del juramento contemplado en el art. I1 de la ley 14.546
que no fue prestado sobre operaciones concretas, ya que, por un lado, le
restó eficacia por ese motivo respecto de las comisiones indirectas y al
propio tiempo se la acordó con relación a las directivas, pese a que en este
último caso tampoco había mediado esa discriminación. Asimismo, el ape-
lante señaló la omisión de verosimilitud de las alegaciones de los actores
referentes a la falta de pago de sus comisiones como viajantes de comer-
cio por todo el período de la relación laboral, lo que no se compadecía con
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las modalidades de la retribución propia de los trabajadores de lacatego-
ría de los demandantes. Tales argumentos resultaban conducentes para una
correcta solución del litigio.

4°) Que esta Corte tiene establecido que el desemreño judicial no se
agota con la remisión a la letra de los textos, y ha desechado la admisión
de soluciones notoriamente injustas que no se avienen con el fin, propio
de la labor de los jueces, de determinar los principios acertados para el
reconocimiento de los derechos de los litigantes en las causas concretas a
decidir (Fallos 253 :267 y 271: 130). Asimismo, la ley acuerda a aquéllos
la facultad de disponer las medidas necesarias para esclarecer los hechos
debatidos, y tal facultad no puede ser renunciada cuando su eficacia para
determinar la verdad sea indudable (Fallos: 238:550).

Estos principios generales han sido desconocidos por el a qua, pues si
se atiende al monto de la condena sólo por el concepto de comisiones di-
rectas y sus intereses, que ascendió aproximadamente a cuatrocientos no-
venta y dos mil dólares estadounidenses a septiemhre de 1990 para cada
actor, no puede dejar de advertirse que dicho resultado importa un apar-
tamiento palmario de la realidad económica, con gravc menoscabo de la
verdad jurídica objetiva y de los derechos de propiedad y de defensa en
juicio (confr. fs. 383/385 y 404/405). Ello es así pues, sin más base que la
afirmación dogmática seiialada en el considerando precedente, la senten-
cia impugnada desconoció hechos relevantes, concretos y evidentes, y
confirmó la aplicación mecánica de la aludida presunción legal, de modo
tal que condenó al pago de un importe que pierde toda proporción y
razonabilidad en relación con las remuneraciones acordes con la índole de
la actividad y la específica tarea desempeiiada por los actores.

5°) Que, habida cuenta de lo expuesto, la sentencia impugnada se basa
en argumentos que le otorgan fundamentos sólo aparentes, y no da, por
ello, respuesta a los planteas que formuló la parte en defensa de sus dere-
chos, por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional
con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, pues media en el caso la re-
lación directa e inmediata entre lo debatido y resuelto y las garantías cons-
titucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48).

Por ello, se hace lugar a la queja y al recurso extraordinario interpues-
tos y se deja sin efecto la sentencia con el alcance indicado. Con costas (art.
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68 del Código Procesal Civil' y Comercial de la Nación} ..VU.elvan los. au-
tos al tribunal de origen a fin de que, por quten corresponda, se dicte un
nuevo pronunciamiento con arreglo al presente ..Acumúlese la queja al
principal, notifíquese, y oportunamente remítase. Reintégrese el depósi-
to de fs. 51.

RICARDO LEVEN E (H) - MARIANO AUGUSTO CAvAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI -

EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

ADOLFO MARIO SEMORILE v. CAJA NACIONAL DE PREvlSION DE LA INDUSTRIA,
COMERCIO y ACTIVIDADES CIVILES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la jill1dall1el1fación normativa.

Es arbitraria la sentencia que, acreditada la confiscatoriedad de la disminución que
produjo enel monto del haber el cambio de sistema de movilidad, adoptó, para pa-
liar dicho deterioro, una pauta extraña a las disposiciones legales vigentes y pres-
cindió, sin dar razones que lo justifiquen, de las normas que regían el tema al tiempo
de conccderse el bcncfieio jubilatorio (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. DeFectos en la ./ill1dwnenf(/ción normativa.

Si la ley vigente a la fecha del cese de servieios del reeurrente tenía entidad para
subsanar el gravamen que sufrió el monto de la prestación previsional, la aplieación
de un sistema extraño hace descalificable al fallo por invocación de la doctrina de
la arbitrariedad.

(1) 7 de abril. Fallos: 312:753. Causa: "Miatello, Ninfa Lilia", del 8 de
agosto de 1989.
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ANDRES TOLEDO MARQUEZ v. PROVINC[A DE LA RIOJA
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Contradicción.

Resulta contradictoria la sentencia que hizo lugar a la demanda de expropiación
inversa si, al determinar el quantum de la indemnización, dijo apartarse de la con-
clusión del Tribunal de Tasaciones por contener minusvaloración del bien expro-
piado pero fijó una suma considerablemente menor a la que éste había establecido
(1 ).

FABIAN ANTONIO JESUS TRIPODORO y OTRO

DECLARACION INDAGATORIA.

Para la completa reconstrucción de un expediente destruido en la etapa del plena-
rio no es razonable exigir la incorporación de copia del acta de declaración
indagatoria, cuando no derivó de ella la prueba de confesión y la responsabilidad
penal de los acusados se dio por acreditada con elementos de juicio extraños a lo
dicho por ellos en esa declaración.

DECLARACION INDAGATORIA.

La irrazonabilidad de exigir la incorporación de copia del acta de la declaración
indagatoria para la reconstrucción de un expediente destruido en la etapa del ple-
nario se aprecia más evidente si torna prácticamente imposible la persecución pe-
nal de graves delitos en cuya represión también debe manifestarse la preocupación
de Estado como forma de mantener el delicado equilibrio entre [os intereses enjuego
en todo proceso penal: los del individuo sometido a proceso y los de la sociedad
agredida por el delit9.

(1) 7 de abril.
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DECL,4f?ACION INDAGA TORIA.

El recurso extraordinario contra la sentencia que declaró la nulidad de 10 actuado
en un proceso penal ante la falta de material del acta de la declaración indagatoria
para la reconstrucción del expediente destruido,es inadmisible (art. 280 del Códi-
go Procesal Civil y Comercial de la Nación) (Disidencia del DI'. Enrique Santiago
Petracchi).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

La Cámara de Apelaciónes en lo Criminal y Correccional de esta Ca-
pital, Sala IV; en su sentencia del 18 de marzo de 1991, según el voto de
la mayoría de sus integrantes, anuló todo lo actuado, revocó el fallo con-
denatorio dictado en primera instancia, y absolvió a los procesados
Tripodoro y Swinnen de los delitos por los cuales habían sido acusados.

Contra ese pronunciamiento el señor Fiscal de Cámara interpuso recur-
so extraordinario, cuya denegatoria dió origen a la presente queja.

Concluyó el a qua en la nulidad del trámite de reconstrucción de la cau-
sa que quedara totalmente destruida con motivo del incendio del edificio
de Vi amonte l 155, ocurrido en enero de 1989, por entender que la falta
material del acta de indagatoria "no puede ser suplida por las menciones
que de ella se hagan en otras actuaciones del expediente, pues los magis-
trados deben analizar el contenido de ese acto para ponderar su eficacia
probatori a en los aspectos formales y sustantivos".

Sostiene el recurrente que esa decisión se apoya en fundamentos sólo
aparentes por su irrazonabilidad y las consecuencias absurdas a las que su
aplicación conduce. En ese sentido destaca que exigirla constatación de
que en el acto de la indagatoria destruida se cumplieron todos los requi-
sitos l'orm'ales es tanto como pretender que se demuestre que el Juez asis-
tió a todas las diligencias que demandan su presencia.
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Por otra parte señala que según el criterio de los jueces jamás la fisca-
lía podría lograr una reconstrucción válida de un proceso en la etapa de
plenario, pues no puede pedir una nueva indagatoria sin la cual lo actua-
do será nulo.

A ello agrega que la nulidad dispuesta resulta más irrazonable aún si se
repara en que los acusados habían negado su intervención en el hecho y
que la Cámara ya había tenido oportunidad de constatar la legalidad dei
procedimiento al confirmar oportunamente el auto de prisión preventiva.

No paso por alto que la cuestión que ha suscitado los agravios del ape-
lante es de índole procesal y que dicha materia resulta, por regla, ajena al
ámbito del recurso extraordinario (Fallos: 303:620; 304:554; 307: 1572).
Sin embargo, entiendo que el caso en examen es de aquellos que autori-
zan la excepción posible a esa regla con base en la doctrina de la arbitra-
riedad, ya que, tal como ha establecido la Corte a través de reiteradajuris-
prudencia, lo decidido con relación a temas de esa especie ádmite revisión
en la instancia prevista por el artícuio 14 de la ley 48 cuando, como aquí
ocurre, el tribunal (l qua ha omitido considerar extremos conducentes para
la decisión del litigio o su pronunciamiento importa un exceso ritual ma-
nifiesto (Fallos: 303: 1291 y 1535; 305: 1322 y 1679; y 307: 1457).

En este sentido considero que asiste razón al recurrente cuando sostiene
que los fundamentos en que se apoya la decisión, resultan manifiestamente
inaplicables al caso, ya que la nulidad se ha basado en la imposibilidad de
examinar las actas de indagatoria destruidas y emitir juicio acerca de al-
gún defecto que eventualmente pudieran presentar, sin reparar en que nin-
guna de las partes dedujo queja alguna en lo relativo a ese aspecto ni en
que, tal como surge del voto en disidencia, la Cámara ya había tenido opor-
tunidad de realizar ese control al révisar el auto de prisión preventiva.

Además, tampoco puede pasar inadvertido que la pretensión punitiva
articulada por el Ministerio Público no se ha apoyado en aspecto alguno
de aquellas declaraciones en las que. tal como surge de las constancias que
integraron la reconstrucción del expediente. ambos procesados habían
negado su participación en el delito materia de acusación.

Entiendo, por otra parte, que tampoco la decisión impugnada puede
encontrar sustento en la pretendida necesidad de examinar dichas actas en
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sus aspectos sustanciales ya que, en tales condiciones, cabe concluir que
ellas no contenían elemento esencial alguno tantó para la acusación como
para la defensa, parte esta última que, en el peor de los casos, bien pudo
producir una ampliación de indagatoria.

Siendo así, la nulidad declarada no reconoce eficacia alguna como
medida tuitiva del derecho de defensa en juicio de los acusados que, en
virtud de las razones antes expuestas, ningún menoscabo ha sufrido mien-
tras que, por el contrario, el criterio en que se ha sustentado el fallo, pri-
va a la fiscalía de la posibilidad de obtener, en todos los casos, una recons-
trucción válida de un proceso en que se haya destruido la declaración
indagatoria, especialmente en aquellos supuestos en que la causa se en-
cuentre en estado de plenario, ya que en esa etapa no puede exigirse al pro-
cesado su reproducción.

Soy de la opinión, entonces, que la decisión impugnada es consecuen-
cia de un exceso ritual que, por hallarse vacío de contenido, es incompa-
tible con el adecuado servicio de justicia que garantiza e] artículo 18 de la
Constitución Nacional (Fallos: 305:419,944 y 1322).

Mantengo por ello la queja interpuesta. Buenos Aires, 30 de septiem-
brc de 1991. A Ido Luis Montesano Rebon.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 7 de abri 1de 1992.

Vistos Jos autos: "Recursode heeho deducido por Ricardo G. Rango
(Fiscal ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y
Correccional dc la Capital Federal, Fiscalía Nro. 1) en la causa Trip-odoro,
Fabián Antonio Jesús y otro slrobo con armas -Causa Nro. 6741 -", para
decidir sobre su procedencia. .

Considerando:

1°) Que contra la decisión de la Sala IV de la Cámara Nacional de Ape-
laciones cn lo CrilÍlinal y Correccional, que declaró la nulidad de todo lo
actuado y abs'olviá a los procesados Fabián Antonio Jesús Tripodoro y
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Carlos Favlo Ov,ejero :Swinnen, de los delitos de violación de domicilio en
'COTI'CUTSOI'cal con tentativa de Tobo agravado, por los que fueron acusados,
interpuso el señor Fiscal de Cámara recurso extraordinario, cuya denega-
ción motiv() esta presentación directa, sostenida por el señor Procurador
General.

2°) Que el tribunal de la instancia anterior resolvió de ese modo por la
falta material del acta de la declaración indagatoria, omisión que -sostu~
vo- no puede ser suplida por las menciones que de ella se hagan en otras
actuaciones del expediente y más aún cuando la desaparición de la
indagatoria deja sin sustento a las actuaciones posteriores de las que es
presupuesto procesal insoslayable.

3°) Que el apelante se agravia, con sustento en la doctrina de esta Corte
sobre arbitrariedad de sentencias, por violación de la defensa en juicio del
Ministerio Público y el debido proceso. En sustancia, esos agravios radi-
can en la falta de apoyo legal del pronunciamiento, dado que el a qua, al
anular todo lo actuado por falta de la declaración indagatoria, dejó sin po-
sibilidades al acusador de reconstruir una causa destruida cuando se halla-
ba en la etapa plenaria, puesto que al Ministerio Público le está vedado
pedir que se le reciba declaración indagatoria al acusado en esa etapa del
proceso. Agrega que la forma en la que se resolvió la cuestión, es aún más
irrazonable, ante la negativa de los procesados de haber intervenido en el
hecho y la circunstancia de que el tribunal a qua tuvo ocasión de compro-
bar la validez formal de la declaración indagatoria, a.l confirmar el auto de
prisión preventiva.

4°) Que los agravios del apelante suscitan cuestión federal bastante
para habilitar la vía extraordinaria, pues lo decidido por la Cámara con
fundamentos sólo aparentes, no constituye derivación razonada del dere-
cho vigente con aplicación a las particulares circunstancias de la causa,
afectando de ese modo la garantía de la defensa en juicio (art. 18 de la
Constitución Nacional).

5°) Que, en efecto, para la completa reconstrucción de un expediente
destruido en la etapa del plenario, no es razonahle exigir la incorporación
de copia del acta de la declaración indagatoria, cuando no ha derivado de
ella la prueba de confesión y la responsabilidad penal de los acusados se
dio por acreditada con elementos de juicio extraños a 10 dicho por ellos en
esa declaración. Tal irrazonabilidad se aprecia tanto inás evidente si se
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repara en que, por ese mal entendido respeto a la garantía de la defensa del
imputado -respeto que exige una afectación sustancial que no fue invocada
ni por los defensores, ni demostrada por el tribunal a qua, que se limitó a
la exposición de argumentos sólo formales-, en el caso se ha venido a tor-
nar prácticamente imposible la persecución penal de graves delitos en cuya
represión también debe manifestarse la preocupación del Estado como
forma de mantener el delicado equilibrio entre los intereses en juego en
todo próceso penal, cuales son los del individuo sometido a proceso y los
de la sociedad agredida por el delito. Además, existen en la causa constan-
cias suficientes de que los procesados fueron oídos y que tuvieron la opor-
tunidad de ser escuchados nuevamente en"el plenario, oportunidad que
desecharon por su discrecional conducta.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso ex-
traordinario y se deja sin efecto el pronunciamiento apelado. Hágase sa-
ber, agréguese la queja al principal y devuélvase, a fin de que, por quien
corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento con arreglo a derecho.

RICARDO LEVEN E (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR-
ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCH!

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación originó esta queja es
inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Por ello, y oído el señor Procurador General, se desestima la queja.
Hágase saber y m'chívese, previa devolución del expediente principal.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI
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DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA v. GRANDES TIENDAS "EL PICHON S.A."
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definiliFa. Reso[uciones ante-
riores a [a sentencia definitim. Juicios de apremio y ejecutivo.

Cabe asignar el carácter de sentencia definitiva a'la resolución que rechazó la eje-
cución de un certificado de deuda derivada de.la ley de ahorro obligatorio Nro.
23.256, pues la cuestión debatida excede el interés individual de las partes y afec-
ta de manera directa el de la comunidad.

AHORRO OBLIGATORIO.

Al cobro judicial de la obligación creada por la ley de ahorro obligatorio Nro. 23.256
se le aplica el procedimiento de ejecución fiscal dcl art. 92 de la ley 11.683.

RECURSO EXTRAORDINARIO: RequisiloS propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en [a jilndamen({/citín nOrJ/wti\'a.

Corresponde dejar sin efecto la sentcncia que rcchazó la cjecución de un ccrtifica-
do de dcuda dcrivada de la ley dc ahorro obligatorio Nro. 23.256, en tanto importó
prescindir de la normativa aplicable al caso.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 14 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Dirección General Impositiva e/Grandes Tiendas 'El
Pichón S.A.' s/ejecución fiscal".

Considerando:

1°) Que en la ejecución promovida a fin de obtener el cobro del certi-
ficado de deuda que encabeza estas actuaciones, referente a la determina-
ción de oficio de la obligación prevista en la lCy 23.256 -ahorro obligato-
rio- el juez federal subrogante de Mendoza hizo lugar a la inhabilidad de
título articulada por la demandada y, en consecuencia, rechazó la demanda
interpuesta.
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2°) Que para así resolver estimó que el título que se pretendía ejecutar
carece de recaudos suficientes. Expresó que el artículo 604 del Código
Procesal contiene la enunciación de los casos en que procede la ejecución
fiscal y que de aquél no surge el presupuesto relativo al ahorro forzoso.
Asimismo, coligió -mediante la interpretación del mencionado precepto
procesal y del art. 92 de la ley 11.683, t. o. 1978 y modif.-, que en la le-
gislación fiscal citada en la boleta de deuda y en la demanda de ejecución,
no se alude a deudas fiscales por ahorro obligatorio.

3°) Que si bien las decisiones recaídas en juicios de ejecución no cons-
tituyen, en principio, la sentencia definitiva que exige el art. 14 de la ley
48, cabe asignar tal carácter a la resolución apelada, en tanto desconoce
que el cumplimiento de la obligación instituida por la ley 23.256 pueda ser
exigida mediante aquel mecanismo de percepción. Conclusión a la que se
accede a poco'que se advierta que la cuestión debatida excede el interés
individual de las partes y afecta de manera directa el de la comunidad, en
razón de que incide en la percepción de la renta pública y puede postergarla
considerablemente (causa: T.171.xXIl. "Trebas S.A. s/prohibición de in-
nov£r", sentencia del 22 de junio de 1989, y Fallos: 268: 126 y sus citas;
297:227; 298:626, y otros).

4°) Que de conformidad al art. 92 de la ley 11.683 -Lo. 1978 y modif.-
el cobro j udici al de los tri butos, pagos a cuenta, anl icipos, accesorios, ac-
tualizaciones, etc'., "se hará por la vía de ejecución fiscal establecida en el
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, con las modificaciones
incluidas en la presente ley, sirviendo de suficiente título, a tal efecto, la
boleta de deuda expedida por la Dirección General".

5°) Que en el art. 604 del código de rito -in.voeado por el pronuncia-
miento de la instancia anterior- se dispone que "procederá la ejecución fis-
cal cuando se persiga el cobro de impuestos, patentes, tasas, retribuciones
de servicios o mejoras, multas adeudadas a la Administracióri Pública,
aportes y contribuciones al sistema nacional de previsión social y en los
demás casos que las leyes establecen. La forma del título y su fuerza eje-
cutiva serán las determinadas por la legislación fiscal".

6°) Que, en consecuencia, es dable advertir un doble y diferente régi-
men de.cobro judicial. Uno, el previsto en el art. 92 de la ley 11.683, apli-
cable alas tribu lOSalcanzados por ella y otro, instituido por los arts. 604
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y 605 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, atinente a aque-
llos tributos nacionales excluidos de la ley 11.683. Respecto del primer
régimen, en el arto 110 de este último cuerpo normati va se establece que
"sin perjuicio de los preceptos contenidos en las leyes que establecen los
gravámenes, las disposiciones de esta ley que no sean de aplicación exclu-
siva para determinado tributo rigen con relación ... ", a los que extensamente
se enumeran en dicha disposición.

7°) Que en orden al esquema interpretativo desarrollado preceden-
temente, cabe advertir que en el artículo 23 de la ley 23.256 -de ahorro
obligatorio- se estipula que "en todo lo no previsto en la presente ley, se-
rán de aplicación las normas legales y reglamentarias de la ley 11.683 Ysus
modificaciones", remisión que pone de manifiesto que el legislador ha
querido, en lo relativo al cobro judicial de la obligación creada por la nor-
ma, que resulte de aplicación el arto 92 de la citada ley fiscal.

8°) Que en tales condiciones, y aun cuando las consideracionesprece-
dentes atañen a aspectos de índole procesal, lo resuelto por el a qua impor-
tó prescindir de la normativa aplicable al caso', de modo tal que no cons-
tituye derivación razonada del derecho vigente en relación con las circuns-
tancias concretas de la causa (Fallos: 292:205 y 503; 304:278).

Por tanto, a mérito de lo expuesto, se declara procedente el recurso
extraordinario y se deja sin efecto el pronunciamiento recUl'rido; debien-
do volver los autos al tribunal de origen para que, por quien corresponda,
se dicte un nuevo pronunciamiento ajustado a lo aquí resuelto. Costas a la
demandada. Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CESAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO-
ANTONIO BOGGIANO.
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ACFOR S.A.e. v. MUNICIPALIDAD I)E LA CIUDAD I)E BUENOS AIRES

SANCIONES DISCIPLINARIAS.

Corresponde imponer la sanción dc apercibimiento (art. 18 del decreto-ley 12851
58) a los firmantes de un escrito que han utilizado términos que trasuntan un cxcc-
so en la defensa de sus derechos e implican una falta contra la autoridad. dignidad
y decoro de la Corte.

RECURSO' EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Semencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el prOllUllciamienlO.

Corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento de cámara en cuanto fijó el índi-
ce aplicable para el cálculo de la depreciación monetaria, si dicha cuestión, que
había sido resuelta expresamente enla anterior decisión de la cámara, no fue obje-
to de pronunciamiento' en la posterior sentencia de la Corte que descalificó esa scn-
tencia, por lo que se enconlraba firme y fuera del litigio.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestián federal. Cues/iones federal
simples. Intel/Jretacitín de otras nOrJIWS yacIOS federales.

El principio según cl cual la interpretación de los fallos de la CarIe constituye cues-
tión federal bastante para sustentar el recurso extraordinario, requiere que medie

. desconocimiento, en lo esencial, de lo decidido en el anterior pronunciamiento.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propiO.f. Cues/iones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recilrso. Defectos en la .consideracián de e,rlremos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la decisión que, al ordenar una actualización, se aparló
palmariamente de lo resuello en un anterior pronunciamienlo de la Corte en la causa.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 14 de abril de 1992,

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido. por la demandada en la
causa Acror S.A.e. e/Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires", para
decidir sobre su procedencia,

Considerando:



DE JUSTICIA DE LA NACIO:-l 687

1°) Que contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Civil interpuso la demandada el recurso extraordinario, cuya denegación
motiva la presente queja.

2°) Que la recusación de la Secretaría ha devenido abstracta, habida
cuenta del cambiode titular de la Secretaría Judicial Nro. 4 de este Alto
Tribunal.

No obstante esta circunstancia yque se ha desistido de la recusación de
los Sres. Ministros (fs. 104/106) los firmantes del escrito de fs. 322/329
han utilizado términos que trasuntan un exceso en la defensa de sus dere-
chos e implican una falta contra la autoridad, dignidad y decoro del Tri-
bunal, por lo que corresponde imponerles la sanción de apercibimiento con
arreglo a las facultades otorgadas por el art. 18 del Decreto-Ley 1285/58.

3°) Que a continuación cabe examinar los agravios del recurrente fun-
dados en el exceso de jurisdicción en que habría incurrido el a qua y en el
apartamiento de lo decidido por el tribunal a fs. 286.

4°) Que al fijar el Índice aplicable para el cálculo de la depreciación
monetaria, el a qua ha excedido su jurisdicción, con agravio de las garan-
tías de los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional, lo que autoriza a de-
jar sin efecto este aspecto del pronunciamiento (FalIos: 303:843). Ello es
asÍ, toda vez que la sentencia de fs. 286 no sepronunció sobre el punto, por
lo que esta cÍJestión, expresamente resuelta en la anterior decisión de cá-
mara (cfr. fs. 198 vta.), se encontraba firme y fuera del litigio.

5°) Que el principio según el cual la interpretación de los falIos de este
Tribunal constituye cuestión federal bastante para sustentar el recurso ex-
traordinario, requiere que medie dt:;sconocimiento, en lo esencial, de lo
decidido en el anterior pronunciamiento (Fallos: 307:468,483, 1948;
308:1104).

6°) Que, tal extremo se configura en el caso pues lo resuelto a fs. 296
importó apartarse del verdadero sentido que correspondía atribuirle a lo
decidido por este Tribunal. En efecto, al estimar la improceden¡:;ia de res-
tituir únicamente el rendimiento de la inversión a plazo fijo -durante el
período en que los fondos estuvieron depositados- esta Corte consideró
que desde que la comuna depositó en pago el monto de los honorarios, los
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beneficiario.s "eran y actuaron" como verdaderos titulares de los fondos
disponiendo de la totalidad del dinero -que había ingresado a su patrimo-
nio- de la manera que estimaron converiiente. Al respecto, se aclaró que
el fundamento dado por el a qua en torno a la buena fe de los letrados re-
sultaba sólo aparente pues tal conducta le era inoponible a la demandada,
por no ser responsable del destino dado a los fondos ni del resultado de una
inversión libremente elegida por sus titulares.

No obstante resultar claro que esta Corte juzgó comprendido todo el
período en que los fondos estuvieron invertidos en plazo fijo, el a qua -so-
bre la base de la falta de oposición de la demandada y la buena fe de los
letrados- ordenó actualizar sólo las sumas retiradas para hacer frente a
pagos de peritos y letrada de la demandada, apartándose palmariamente de
lo resuelto en el anterior pronunciamiento de esta Corte.

Por lo expuesto se resuelve: 1°) Rechazárde plano la recusación for-
mulada a fs. 104/106; 2°) Hacer lugar a la queja, declarar procedente el
recurso extraordinario y dejar sin efecto la sentencia apelada, con costas;
3°) Imponer a los Dres. Héctor Alberto Barroetaveña y Samuel M.J. Uzal
Urtubey la sanción de apercibimiento. Vuelvan los autos al tribunal de
origen para que, por quien corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento.
Notifíquese, agréguese la queja al principal y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - RODOLFO'C. BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO - ANTONIO BOGGIANO.

MARIA MAGDALENA BENITEZ 11E CORREA v. SUBTERRANEOS DE BUENOS AIRES
-SOCIEDAD DEL ESTADO. y OTIWS'

RECURSO ORDINARIO DE APELA CfON: Tercera instancia. Juicios en 'fue la Nacirín es parte.

No procede el recurso ordinario de apelación, dado que, al ser la demandada -Sub-
terráneos de Buenos Aircs- una Sociedad del Estado cuyo capital se encuentra en
manos de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, ente q~le además es el
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compelente para regular el servicio prestado por la empresa (ans. I y 2 de la ley
22.070), sólo se halla comprometido un interéslocaJ (1).

JUAN FRANCISCO CAZARRE v. GOLF CLUB ARGENTINO

RECURSO ORDINARIO DE A PELA CION: Tercera ills/llllcill. Juicios ell que la NacilÍlI es (lllr/e.

El recurso ordinnrio de apClación es formalmente procedcnte. si se trata de una sen-
tencia definitiva dictada en una causa en que la Nación es parte y el valor cuestio-
nado en último término. aCillalizado a la fecha de la interposición del recurso. su-
'pera el mínimo previsto por el art. 24, inc. 6. apartado a). del decreto-ley J 285/5'8,
modificado por la ley 21.708 Y resolución de la Corte N° 1577/90.

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercem ills/allcia. Gellemlidades.

Correspondc dcclara'r desierto el recurso ordinario de apelación, si e.1eserito de
expresión de agravios no formula una crítica concreta y razonada de los fundamcn-
tos desarrollados por la cámara. desde que las razones expuestas en el memorial
respectivo deben ser suficientes para refularlos argumentos dc hecho y de derecho
dados para arribar a la decisión impugnada.

RECURSO ORDINARIO DE APELIICION: Tercera ills/(Jllcia. Gellemlidades.

Es improeedcnte cl recurso ordinario dc apelación, si los argumentos recursivos sólo
constituyen una nucva rcedición de las objeciones formuladas en las instancias an-
teriores o, en el mejor de los casos, simples discrepancias con cl criterio del sentcn-
ciante, pero distan de contener una crítica concreta y razonada de los fundamentos
que informan la sentencia.

RECURSO ORDINARIO DE APELAClON: Tercera ills/allcia. GOlerafidades.

Carecc de fundamentación cl recurso ordinario de apelación que soslaya las cate-
góricas y concretas razones expucstas por la cámara para excluir la responsabili-
dad concurrente del codemandado.

(1) 21 de abril. Causa: "Subterráneos de Buenos Aires cl D. Y .C.A.S.A.
S.A.", del 30 de diciembre de 1985.
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DAÑOS Y PERJUICIOS: Casos mrios.

No constituyen datos relevantes para conferirle a un club de campo la guarda de las
redes eléctricas que atraviesan su espacio aéreo, las circunstancias de que posca un
tejido cerrado con acceso restringido, y que le pudiera corresponder elmantenimien-
to y control de las calles internas del complejo, así como que el te.ndido del cableado
eléctrico se instalara a solicitud de la entidad, o que ésta aproveche de la provisión
de energía para el uso de sus instala.ciones. .

DAlI¡OS y PERJUICIOS: Principios generales.

La responsabilidad de la empresa prestataria de energía eléctrica no sólo emana del
carácter de propietaria de las instalaciones sino de la obligación de supervisión que
es propia de su actividad, la que la obliga a ejercer una razonable vigilancia de las
condiciones en que el servicio público se presta, para evitar sus consecuencias da-
ñosas.

DAÑOS y PERJUICIOS: Casos mrios.

El club de campo no tienc la guarda de la red de cables de media tensión que lo atra-
viesa pues no puede ejercer su vigilancia, la que corresponde a la empresa concesio-
naria del servicio.

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Generalid(/{Ies.

Corresponde declarar desierto el recurso ordinario de apelación interpuesto contra
la sentencia que hizo lugar a la defensa de prescripción, si los agravios del recurrente
se reducen a la reiteración de los planteas formulados en piezas precedentes, que,
al no aportar elementos nuevos de convicción, no alcanzan a rebatir las sólidas con-
sideraciones efectuadas en l¡¡sentencia apelada.

RECURSO ORDINARIO DE APELACfON: Tercera instancia. Generalidades.

Correspondc declarar desierto el recurso ordinario dc apelación con respecto a la
imposición de costas, si el recurrente se limita a una mera discrepancia con lo re-
sucito por el a if.lfO, que se ajusta al principio rector que rige la materia y cuyas ex-
cepciones deben admitirse restric.livamente.
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Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Cazarre, Juan Francisco e/Golf Club Argentino s/
daños y perjuicios".

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala E de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Civil (fs. 719/724) confirmatoria de la dictada en primera
instancia que había rechazado la demanda al hacer lugar a la excepción de
falta de legitimación pasiva opuesta porel Golf Club Argentino y a la ex-
cepción de prescripción deducida por la empresa Servicios Eléctricos del
,Gran Buenos Aires S.A. y la Sociedad de Fomento del Barrio Parque
Country Golf Club, la actora interpuso el recurso ordinario de apelación
(fs. 727/728) que le fue concedido a fs. 737.

2°) Que el remedio intentado es, en principio, formalmente proceden-
te toda vez que se trata de una sentencia definitiva, dictada en una causa
en que la Nación es parte y el valor cuestionado en último término o "mon-
to del agravio" -en el caso la suma reclamada al promoverse la acción-,
actualizado a la fecha de la interposición del recurso, supera el mínimo
previsto por el art. 24, ¡nc. 6to., apartado a), del decreto 1285/58, modifi-
cado por la ley 21.708 y la resolución Nro. 1577/90 de esta Corte.

3°) Que la actora promovió originalmente su demanda en forma exclu-
siva contra el Golf Club Argentino, reclamando el resarcimiento de los
daños y perjuicios sufridos al ser alcanzada por una descarga eléctrica en
circunstanci as en que efectuaba la poda de un árbol existente frente a una
propiedad localizada en cl citado club de campo, al que atribuyó la guar-
da, material y de iure, de la cosa generadora del daño -la red de cables de
media tensión-, imputándole además una actitud negligente al no haber
instalado señales o indicadores que advirtieran de la existencia y peligro-
sidad de tales elementos. Con posterioridad a la traba de la litis, amplió la
demanda contra S.E.G.B.A. y.la Sociedad de Fomento del Barrio Parque
Country Golf Club.
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4°) Que el recurren1:e se agravia en primer término de 10 decidido en
relación ala legitimación pasiva del Golf Club Argentino, y sostiene que
el tendido de cables de media tensión constituye una canalización "inter-
na" del country, pues no se halla emplazada en la vía pública sino en las
calles internas del club, cuyo mantenimiento, cuidado y vigilancia le fue
expresamente delegado por el Municipio.

En segundo lugar, y con respecto a los codemandados S.E.G.B.A. y
Sociedad de Fomento del Barrio Parque Country Golf Club, la vencida
alega nuevamente el "error de hecho excusable" como justificación por
haber demandado al Golf Club Argentino como ostensible titular del
country, actuación que de este modo tendría virtualidad interruptiva del
curso de la prescripción respecto ,de las partes ulteriormente demandadas.

El apelante, por último, se agravia de la sentencia en cuanto confirmó
la imposición de costas, y aduce 'que correspondería, en la especie, la
eximición de la vencida, que pudo -por las circunstancias del caso- creerse
con derecho a litigar en la forma que lo hizo.

5°) Que no obstante la admisibilidad formal.antes señalada, el recurso
interpuesto debe desestimarse por otro motivo, pues, en su escrito de ex-
presión de agravios, el ape'lante no formula -como es imprescindible- una
crítica concreta y razonada de los fundamentos desarrollados por el a quo,
circunstancia que conduce a declarar la deserción del recurso (Fallos:
310:2914; F.482.XX. "Francisco Cacik e Hijos S.A.clDirección Nacional
de Vialidad slrevocación de resolución", del 27 de septiembre de 1988;
C.SI8.XXII. "Cía. de Representaciones Hoteleras c/Servicio Nacional de
Parques Nacionales s/daños y perjuicios", del 26 de septiembre de 1989;
S.71 S.xXI. "S.A.D.E. S.A.C.C.I.F.I.M. e/E.F.A. s/cobro de pesos", del 3
de abril de 1990), desde que las razones expuestas en el memorial respec-
tivo deben ser suficientes para refutar los argumentos de hecho y de dere-
cho dados para arribar a la decisión impugnada (C.SS2.xXI. "Capla S.A.
c/Poder Judicial de la Nación s/daños y perjuicios", del 31 de diciembre
de 1987, entre otros).

6°) Que taJes defectos de fundamentación se advierten en tanto que los
argumentos recursivos sólo constituyen una mera reedición de las objecio-
nes ya formuladas en las instancias anteriores, 0, en el me.;-)r de los casos,
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simples discrepancias con el criterio del sentenciante, pero distan de con-
tener una crítica concreta y razonada de los fundamentos que informan la
sentencia. En este sentido, el apelante insiste en atribuirle al Golf Club
Argentino (conjuntamente con la Sociedad de Fomento del Barrio Parque
Country Golf Club) la guarda de los cables electrificados que atraviesan
el complejo urbanístico -sin perjuicio del deber de vigilancia que le pudiera
corresponder a S.E.G.B.A.-, planteo que soslaya las categóricas y concre-
tas razones expuestas por el a qua para excluir la responsabilidad concu-
rrente del club de campo.

En efecto, las circunstancias de que el club -considerado como una
unidad- posea un tejido cerrado, con acceso restringido, y que le pudiera
corresponder el mantenimiento y control de las calles internas del comple-
jo, así como el hecho de que el tendido del cableado eléctrico se instalara
a solicitud de la entidad, o que ésta eventualmente aproveche de la provi-
sión de energía para el uso de sus instalaciones, no constituyen datos re-
levantes para conferirle la guarda de las redes eléctricas externas que atra-
viesan su espacio aéreo.

7°) Que ello es así pues, como se ha acreditado en autos, la empresa
S.E.O.B.A. es propietaria de tales cableados de media y baja tensión, apro-
bó su puesta en serv!cio y asume su mantenimiento y custodia (informes
de fs. 548 y 320, pericia de fs. 402/403 vta., informes de consultores téc-
nicos de fs. 409/410 Yfs. 520/521), responsabilidad que no sólo emana del
carácter de propietaria de las instalaciDnes sino de la obligación de super-
visión que es propia de su actividad -como prestataria del servicio públi-
co-, la que la obliga a ejercer una razonable vigilancia de las condiciones
en que aquél se presta para evitar sus consecuencias dañosas (Fallos:
310:2103, considerando 7mo.).

8°) Que frente a esta clara y conteste conclusión, no puede seriamente
sostenerse la atribución al country de una guardajurÍdica -concurrente ~on
S.E.O.B.A.- respecto de tales redes de distribución, ni tampoco podría
hablarse de una suerte de guarda material o derivada del supuesto aprove-
chamiento de esas instalaciones, elJo p¡.¡es, en rigor, el club de campo no
puede ejercer, siquiera en el plano fáctico, una prerrogativa autónoma de
vigilancia sobre las condiciones del material eléctrico enclavado a lo lar-
go de su superficie y externo a las instalaciones domiciliarias, el cual -por
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su naturaleza técnica y elevada peligrosidad- sÓlo se encuentra bajo el
poder de mando y contralor de la empresa concesionaria del servicio, con
relación a la cual el club sólo resulta un usuario más, calidad que obvia-
mente no puede servir de sustento para la atribución de responsabilidad
civil fuera de los supuestos de daños generados por instalaciones internas,
a los que no puede asimilarse el sub judice sin alterar el texto y sentido del
decreto 1247/62 (ans. 2do. y 10 Anales de Legislación Argentina, XXII-
A, pág. 238).

9°) Que idéntica insuficiencia revela el memorial respecto de la preten-
dida responsabilidad subjetiva del club demandado, máxime cuando está
acreditado que no existen disposiciones o normas que exijan o reco-
mienden la colocación de señales o carteles de advertencia en los lugares
en los que pasan líneas o tendidos de media tensión (confr. pericia fs. 399/
405).

10) Que los agravios vinculados con la excepción dé prescripción re-
sultan igualmente ineficaces en cuanto al fin perseguido pues también se
reducen ala reiteración de los planteas formulados en piezas precedentes,
que, al no aportar elementos nuevos de convicción, no alcanzan a rebatir
las sólidas consideraciones efectuadas en la sentencia, a la luz de las cua-
les no puede concebirse una razón para errar en 10 atinente a la tardía am-
pliación de la demanda respecto a S.E.G.B.A., empresa que ostensiblenlen-
te reúne la propiedad y la guarda de las instalaciones. El mismo argumento,
esta vez aplicado a la prescripción opucsta por la sociedad de fomento del
country, deviene en insustancial atento a que el fallo recurrido también se
pronunció expresamente sobre la falta de legitimación de esta entidad, al
considerarla ajena a la guarda de la cosa (fs. 720).

/

11) Que, finalmente, tampoco es viable el recurso con respecto ala
imposición de costas, ya que el recurrente se limita a UJiamera discrepan-
cia con lo resuelto por el a quo, que se ajusta al principio rector que rige
la materia y cuyas excepciones deben admitirse restrictivamente (causa:
S.19.XXIJ. "Santa Marta S.C.A. c/S.E.G.B.A S.A. s/servidumbre", del 19
de mayo de 1988).
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Por ello, se cjeclara desierto el recurso ordinario concedido (art. 280, del
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Con costas a la recurren-
te vencida (art. 68 del Código citado). Notifíquese y devuélvanse.

RODOLFO C. BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI- JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR.

ASOCIACION PERSONAL AERONAUTICO v. NACION ARGENTINA
(MINISTERIO DE TRABAJO)

SENTENCIA: Principios genera/es.

La firma del juez en la sentencia es requisito esencial para que un pronunciamien-
to judicial exista como tal (ar!. 163, inc. 9no., del Código Procesal Civil y Comer-
cial), máxime si la rúbrica faltante resulta claramente imprescindible para que quede
conformada la voluntad mayoritaria del tribunal (arts. 271 y 272 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial).

CORTE SUPREMA.

Es misión indeclinable de la Carie Suprema corregir la actuacióri de las Cámaras
Nacionales de Apelaciones cuando aparezca realizada con transgresión de los prin-
cipios fundamentales inherentes a la mejor y más correcta administración de justi-
cia, inclusive por razón de que dichos Tribunales, se hallan bajo la Superintendencia
del Tribunal, para el control del cumplimiento de las disposiciones que regulan la
Constitución y el funcionamiento dc aquellos.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reso/ucirin. Límites del pronunciomiento.

No obstante que las sentencias de la Corte están limitadas a los planteas formula-
dos por las partes correSponde que, en virtud de su obl igación de corregir la actua-
ción de las Cámaras Nacionales de apelaciones, este Tribunal declare de oficio la
inexistencia como sentcÍ1cia de Cámara a la sllscripta por uno solo de los camaris-
tas pese a que tal irrcgularidad no fue objeto de agravio por los recurrentes.
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COSTAS: Resulrado del litigio.

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

Corresponde decidir la cuestión sin costas, si la Corte declara la nulidad de la sen-
tencia en virtud de su obligación de corregir la actuación de las cámaras naciona-
les de apelaciones y sin que la irregularidad que la motiva haya sido planteada como
agravio por la recurrente.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Asociación Personal Aeronáutico e/Ministerio de
Trabajo s/acción de amparo".

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala III de la Cámara Nacional de
Apelaciones del Trabajo, confirmatoria de la de primera instancia -en la
que se había admitido la acción de amparo y, en consecuencia, se había de-
clarado la nulidad del laudo 5/90 del Ministerio de Trabajo y Seguridad So-
cial de la Nación-, la demandada y Aerolíneas Argentinas S.A. interpusie-
ron sendos recursos extraordinarios, que fueron concedidos.

2°) Que de la lectura de la resolución cuestionada surge que la sala a
quo habría establecido su decisión por mayoría de dos votos: el del Dr.
Ricardo Guibourg -juez que desarrolló sus conclusiones, y votó en primer
término- y el del Dr. Antonio Vázquez Vialard -quien expresó sus propios
fundamentos y concluyó adhiriéndose a la solución propuesta por el co-
lega que le había precedido en el orden de la votación-o ElDr. Bernardo
Lasarte se abstuvo de votar, citando expresamente el art. 125 de la ley de
rito aplicable.

3°) Que, no obstante lo expresado en el considerando anterior, del exa-
men de la resolución impugnada surge con claridad que el Dr. Vázquez
Vialard -quien ya no forma parte del tribunal a quo- no suscribió aquella
decisión, hecho que, pese a la trascendencia de las cuestiones debatidas en •

I

•
I
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el sub examine, parece haber sido i'nadvertido, tanto por las partes, como
.por el tribunal anteriop.

4°) Que la firma dC'!juez en la sentencia es, como regla general, requi-
sito esencial para que un pronunciamiento judicial exista como tal -confr.
art. 163, inc. 9no., del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación,
aplicable a este caso según el arto 164 del mismo ordenamiento-, máxime
si -como sucede en el sub lite- la rúbrica faltante resulta claramente impres-
cindible para que quede. conformada la voluntad mayoritaria del tribunal
a quo, del modo que. se exige en los arts. 271 y 272 del Código Procesal
Civil y Comercial de l'aNación.

5°) Que desde tiempo atrás ha quedado establecida la doctrina con arre-
glo a la cual es misi'ón indeclinable de este Tribunal corregir la actuación
de las cámaras nacionales de apelaciones cuando aparezca realizada con
transgresión de los principios fundamentales inherentes a la mejor y más
correcta administración de justicia, inclusi ve porque dichos tribunales se
hallan bajo la superintendencia de esta Corte Suprerrya, entre otras razones
para el control del cumplimiento de las dispos.iciones que regulan la cons-
titución y el funcionamiento de aquéllos (doctrina de Fallos 156:283;
223:486; 229: 120; 232:269 y 233: II 1).

En consecuencia y pese a que, en principio, las decisiones en esta ins-
tancia excepcional están limitadas a los planteas formulados por los
litigantes (Fallos: 297: 133; 298 :354; 302:346; 306:2088), resulta insosla-
yable para el Tribunal declarar de oficio la inexistencia como sentencia de
cámara, del acto de fs. 301/309 del expediente principal (doctrina de Fa-
llos: 156:283; 223:486; 233: 111 Y 308:2188); y asimismo, la nulidad de
todas las actuaciones posteriores al acto mencionado (art. 172, primera
parte, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

6°) Que esta cuestión debe ser decidida sin imposición de costas, pues
la irregularidad que motiva la presente decisión no ha sido planteada como
agravio por los recurrentes, y lo resuelto es producto del ejercicio -se rei-
te¡'a- insoslayable, de los poderes-deberes de esta Corte Suprema (confr.
considerando anterior).

Por ello, se declara la inexistencia, como pronunciamiento de cámara,
del acto de fs. 301/309 del expediente principal, y la nulidad de todas las
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actuaciones producidas con posterioridad a aquel acto. Sin costas. VueI.:
van los autos al tribunal de origen para que, por medio de quien correspon-
da, se dicte una nueva decisión. Notifíquese y reillítase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C. BARRA - AUGUSTO

CÉSAR.BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO.

COOPERATIVA PATRONAL LTDA. DE SEGUROS v. JORGE NOE IARCHO y OTRO

SEGURO.

Al reconocer el damnifiea,do la facultad de "citar en garantía" a la aseguradora del
demandado, el art. I J8 de Ja ley 17:418 lo ha legitimado para acumuJar a la preten-
sión deducida contra el rcsponsilble. otro reclamo de idéntico objeto contra el ase-
gurador.

SEGURO.

La aseguradora citada en garantía está legitimada para recurrir un pronunciamien-
to advcrso. con autonomía de la actitud séguida por el asegurado~

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos propios. ClIes/iones no federales. Sen/encias
arIJi/rarias. Procedencia del recnrsll. Defec/lls en 1(1 fllndl/lIlelllacirín IIl1ml(l/i\'((.

Es dcscalificable el pronunciamiento quc. sin fundamentación idónea suficiente y
con lesión de la garantía constitucional de la defensa en juicio, vedó el acceso a la
segunda instancia previsto en el art. 242 del Código Procesal Civil y Comercial. I

I
I
I
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Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Cooperativa Patronal Ltda. de Seguros c/Jorge Noe
larcho y otro s/sumario".

Considerando:

10) Que contra el pronunciamiento de la Sala B de la Cámara Nacional
de Apelaciones en lo Civil que, al declarar desierto el recurso de apelación
que había deducido la aseguradora citada en garantía, dejó firme la senten-
cia de primera instancia, dicha parte interpuso el recurso extraordinario
cuya denegación origina la presente queja.

2°) Que, al respecto, la alzada destacó que desde que media entre ase-
gurador y asegurado solidaridad sustancial en orden al resultado delliti-
gio (confr. arl. 699 del Código Civil), el consentimiento que cualquiera de
aquéIJos manifieste expresa o tácitamente, involucra elde su correspon-
sable, sin perjuicio de las pretensiones que proceden entre eIJos, si dicho
consentimiento fuere impropio, intempestivo o malicioso.

3°) Que los agravios de la apelante suscitan cuestión federal para su
consideración en la vía intentada, pues aunque remiten al examen de te-
mas de derecho procesal y común que no justifican -como rcgla- el otor-
gamiento del recurso extraordinario, eIJo no es óbice para invalidar lo re-
suelto cuando el tribunal ha efectuado una interpretación inadecuada de las
normas legales aplicables con menoscabo de la garantía de la defensa en
juicio (art. 18 de la Constitución Nacional).

4°) Que la cuestión debatida en el sub lite remite al examen de planteas
sustancialmente análogos a los resueltos por este Tribunal in re: L.39
XXIII "Lanza Peñaranda, Ruth Antonia e/Transporte Quimo Costa S.A.e.
e 1. y otro" del 27 de noviembre de 1990, a cuyas consideraciones cabe
remitirse por razón de brevedad.

5°) Que, en particular, el precedente citado estableció que "al recono-
cer al damnificadola facultad de citar en garantía a la aseguradora del de-
mandado y, como consecuencia, propagar respecto de la citada .los efec-
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tos de la cosa juzgada y establecer que la sentencia condenatoria será
ejecutable contra dicha parte, el art. 1.18 dela ley 17.418 no se ha limita-
do a instituir un mero llamado a la causa del asegurador, sino que, con
abstracción del nomen ¡uris utilizado, ha legitimado al actor para acumu-
lar a la pretensión deducida contra el responsable otro reclamo de idénti-
co objeto contra el asegurador (Fallos: 308:852)".

6°) Que, por otro lado, consideró esta Corte que "el carácter personal
del interés defendido por la aseguradora es objeto de una especial protec-
ción dentro del sistema de la ley de seguros, pues no sólo el asegurado tiene
deberes en relación con su defensa en juicio, sino que se le veda la reali-
zación de actos de disposición del objeto procesal en tanto cuenta con la
expresa prohibición legal de reconocer su responsabilidad y de transar (art.
116), lo cual lleva a considerar que dentro de la estructura del régimen le-
gal asiste a la aseguradora todo el conjunto de cargas, deberes y faculta-
des procesales contemplados por el ordenamiento ritual para las partes".

7°) Que, sobre la base de tales fundaméntos, concluyó este Tribunal que
"la relación constituida por el demandado y su aseguradora genera en fa-
vor de ésta una legitimación procesal que la faculta -con autonomía de la
actitud seguida por aquél- para recurrir un pronunciamiento adverso, toda
vez que el gravamen que, como presupuesto, requiere d'icha vía de
impugnación, está dado desde el punlo de vista subjetivo para todos aque-
llos a quienes alcanzan los efectos de cosa juzgada de la sentencia, situa-
ción que se presenta en el caso en tanto la apelante fue inclui.da en el fa-
llo como sujeto pasivo de la condena".

8°) Que, en las condiciones expresadas, al haber efectuado el tribunal
a quo una exégesis inadecuada de los textos legales aplicables y, en con-
secuencia, vedar el acceso a la segunda instancia prevista por el art. 242
del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la sente.ncia impug-
nada clausuró la vía uti lizada por el justiciable sin fundamentación idónea
suficiente con lesión de la garantía constitucional invocada (Fallos:
303: 1929; 307:966), deficiencia que justifica su descali ficación como acto
judici al.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario concedido a fs.
242 y se deja sin efecto la sentencia, con costas. Vuelvan los autos al tri-
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bunal de origen a fin de que, por medio de quien corresponda, proceda a
dictar nuevo fallo con arreglo a lo expresado. Notifíquese y remítanse.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

MIRTA ALICIA DELLA ROCCA v. CLlNICA SAINT EMILlEN S.A.

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES.

Elart. 20 de la ley 21.839 es aplicable cuando un profesional cesa en la represen-
tación o patrocinio sin que haya concluido el juicio, correspondiéndole una regu-
lación provisional y un reajuste posterior y no cuando el proceso concluye por uno
de los medios anormales -transacción-, supuesto en el que se debe practicar una
regulación definitiva (1).

DALTON MARIO HAMILTON v. UNIVERSIDAD DE BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestiones federales
complejas. Inconstitucionalidad de Iwmias y actos nacionales.

Es admisible el agravio l:eferido a que los pronunciamientos de la universidad en
el orden. intcrno, disciplinario, administralivo y docente, no podrían ser revisados
porjucz alguno sin invadir atribuciones propias de sus autoridadcs, pues involucran
la inteligencia de cláusulas constitucionales refcrcnles al principio de división de
podercs (art. 14, inc. 3, de la ley 48).

(l) 21 de abril.
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Si bien las euestiones relativas al régimen interno, diseiplinario y docel1le no ad-
miten, en principio, revisión judicial, tal principio reconoce lJlP excepción cuan-
do los actos administrativos impugnados en el ámbito judicial adolecen de arbitra-
riedad manifiesta.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Illterposicióll del recurso. FUlldamellto.

No es idóneo para habilitar la instancia extraordinaria el agravio concerniente a la
declaración de inconstilucionalidad de una resolución del Consejo Superior
Provisorio de la Universidad Nacional de Buenos Aires, si no se hizo cargo del fun-
damento de la sentencia en cuanto a que la demandada no había rebatido el argu-
mento en que se basó el juez de primera instancia para deelarar'tal inconstitucio-
nalidad.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolucilíll. Límiles del PI'IIIlUllcitlllliellto.

No corresponde a la Corte pronunciarse sobre la tacha de arbitrariedad si. ante la
denegatoria del recurso cn ese aspecto, la apelante no dedujo queja alguna (Disi-
dencia de los Drcs. Mariano Augusto Cavagna Marlínez y Rodolfo C. Barra).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisilos pl'llpios. Cuestilín fedéral. Cuestiones federales
complejas. Illcollsritucilmalidad de 1l0I'J1l([s.,. actos Ilaciollales.

Procede el recurso extraordinario contra la sentcncia que declaró la inconstitucio-
nalidad de una resolución del Consejo Superior Provisorio de la Universidad Na-
cional de Buenos Aires por excedcr las'facultades rcglamentarias otorgadas por la
ley 23.068, toda vez que se interpone contra la sentencia definitiva del superior tri-
bunal de la causa que cuestiona la validez de la reglamentación dictada por una en-
tidad autárquica. por considerar que la misma excede los límites que surgen de nor-
mas preeminentes de carácter federal y por consiguiente transgrede las pautas que
la Constitución estableee para reglamentar las leyes de la nación (art. 14. ¡nc. 31'0..
de la ley 48 y 86. inc. 2do .. de la Constitución Nacional) (Disidencia de los Ores .
. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Rodolfo C. Barra).

UNIVERSIDAD.

La potestad reglamentaria otorgaCla por cl arto 10 de la ley 23.068 se funda en que
las universidades nacionales poScen carácter de personas de derceho público, do-
tadas de autarquía administrativa, económica y financiera para adoptar y ejecutar
decisiones (Disidencia de los Ores. Mai'iano Augusto Cavagna Martínez y Rodol-
fo C. Barra).
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Son válidas las reglamentaciones que aun no proviniendo del Poder Ejecutivo cuen-
tan con una ley que atribuye a la entidad emisora potestad de dictar normas espe-
cíficas (Disidencia de los Dres. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Rodolfo C.
Barra).

REGLAMENTACION DE LA LEY.

No cabe apartarse del espíritu de la ley reglamentada y debe cuidarse que se man-
tengan inalterables los fines y el sentido con que esas leyes han sido sancionadas,
ni exceder mediante una interpretación irrazonada los límites asignados por el art.
86 inc. 2do. de la Constitu"CÍón Nacional. (Disidencia de los Dres. Mariano Augusto
Cavagna Martínez y Rodolfo C: Barra).

LEY: Interpretación y aplicación.

Por encima de lo que las leyes "dicen literalmente" es preciso averiguar lo que en
verdad "dicen jurídicamente" (Disidencia de los Dres. Mariano Augusto Cavagna
Martínez y Rodolfo C. Barra).

LEY: Interpretación y aplicación.

El intérprete debe preferir siempre la interpretación que favorece y no la que difi-
culta los fines perseguidos por la norma (Disidencia de los Dres. Mariano Augus-
to Cavagna Martínez y Rodolfo C. Barra).

LEY: Ime/pretación y aplicación.

Las leyes deben interpretarse evitando darles un sentido que ponga en pugna sus
disposiciones destruyendo las unas por las otras, y adoptando en cambio como ver-
dadero aquél que las concilie y deje a todas con valor y efecto (Disidencia de los
Dres. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Rodolfo C. Barra).

UNIVERSIDAD.

La circunstancia eje que la ley 23.068 no prevea en forma expresa el pago de una
compensación, no excluye el derecho de quien fue privado de su empleo por moti-
vos que no le son imputables, a que se le indemnicen los p'eljuicios ocasionados por
la medida; ya que se privaría al actor de un derecho que las disposiciones sobre
prescinciibilidad le han reconocido expresamente (Disidencia de los Dres. Maria-
no Augusto Cavagna Martínez y Rodolfo C. Barra).
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DICTAMEN DE LA PROCURADORA FISCAL

Suprema Corte:

-1-

A fs. 21/27 se presentó, por medio de apoderado, el Dr. Dalton Mario
Hamilton promoviendo demanda contra la Universidad de Buenos Aires,
a fin de que: a) se le abonen los salarios no percibidos desde el 1/1/1977
hasta el momento de su efectiva reincorporación al cargo que detentaba,
con más su reajuste por depreciación mqnetaria, intereses y costas; b) se
le reincorpore al cargo de Jcre de Trabajos Prácticos (rentado) de la Escue-
la de Salud Pública de la Facultad de Medicina de la Universidad de Bue-
nos Aires; c) subsidiariamente y, para el supuesto de que no prospere el
reclamo principal, se le pague la indemnización prevista en el art. Iro. de
la ley 21.274, con más los salarios que le correspondan desde el 6/3/1984
y los que se devenguen hasta su efectiva reincorporación al cargo, con
actualización, intereses y costas.

Relató que, por Resolución Nro. 841/76, el Delegado Militar en la Uni-
versidad de Buenos Aires, con fundamento en la Resolución (C.S.) Nro.
543/76, le dió de baja, en los términos del art. l ro. de la ley 21.274, en el
cargo citado, reconociéndose1c derecho a la indemnización prevista en el
art. 4to. de la misma norma legal.

Señaló que, al tiempo del dictado de la resolución segregativa, se en-
contraba en uso de licencia sin goce de haberes en el cargo de la Univer-
sidad de Buenos Aires y se había radicado en la República Federativa del
Brasil, donde se desempeñaba como Investigador Titular de la Escuela
Nacional de Salud Pública de dicho país. Agregó que, por encontrarse fue-
ra de la Argentina, no tuvo medio ni modo alguno de conocer la resolución
que dispuso su cesantía, la que jamás le fue notificada por la autoridad
universitaria.

Tomó conocimiento de su situación -sostuvo- apenas arribó al país, en
marzo de 1984, por 10 que inmediatamente hizo una presentación a la Uni-
versidad de Buenos Aires poniendo de manifiesto que no había sido noti-
ficado de la Resolución Nro. 841/76 y que no se le había abonado la indem-
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nízación prevista en la ley 21.274. En ese reclamo, de fecha 6 de marzo de
1984, solicitó su reincorporación, con reconocimiento de servicios.

El 6 de junio de 1985, el Decano Normalizador de la Facultad de Me-
dicina dictó la Reso!ución Nro. 1212, por la que se reincorporó al actor al
cargo del que fuera privado en 1976 ~en forma interina y con carácter ho-
norario-, reconociéndosele antigüedad docente, a todo efecto, desde la
fecha de su cese. En los "considerandos" se hizo referencia a lo dispuesto
por el arto 10 de la ley 23.068 y a la reglamentación dictada por Resolución
(C.S.) Nro. 424/84, en cuanto dichas normas contemplan la posibilidad de
reincorporación con reconocimiento de la antigüedad docente.

El 27 de agosto de 1985, el actor presentó otro reclamo ante la Univer-
sidad, solicitando su reincorporación como Jefe de Trabajos Prácticos ren-
tado y el pago de los salarios caídos por el lapso en que estuvo separado
de tal función. Este reclamo administrativo -agregó- determinó que el
Decano Normalizador, el 9 de setiembre de 1985, dictara la Resolución
Nro. 1465, dejando sin efecto su anterior Nro. 1212/85, en consideración
a lo dispuesto en el art. 8vo. de la Resolución (C.S.) 424/84, es decir, que
las reincorporaciones se concretarían con el desistimiento previo, por parte
del interesado, de todo recurso administrativo o judicial.

La demandada no respondió el reclamo del 27/8/85 -sostuvo el actor-
ni el pedido de pronto despacho cursado el4 de febrero de 1986, por lo que
se hallaría expedita la vía judicial intentada.

Planteó, el demandante, la inconstitucionalidad del art. 8vo. de la Re-
solución (C.S.) Nro. 424/84, por constituir -a su juicio- una reglamenta-
ción irrazonable, a la luz de lo previsto en el art. 10 de la ley 23.068, que
es una norma de rango superior (arts. 31 y 86, inc. 2do. de la Constitución
Nacional) y violar el principio de estabilidad del empleado público (art. 14
bis C.N.) y los derechos de defensa y debido proceso legal (arts. 17 y 18
C.N.).

-II-

El señor Juez de Primera Instancia en lo Contenciosoadministrativo
Federal rechazó la demanda en cuanto persigue la nulidad de la Resolución
(C.S.) Nro. 543 del 13/7/76, del Delegado Militar en la Universidad de
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Buenos Aires, la reincorporación del actor, el pago de los salarios caídos
y el daño moral.

En cambio, hizo lugar parcialmente a la demanda en la que se refiere
al pago de la indemnización reconocida en la misma Resolución (C.S.)
Nro. 543/76 y dispuso que la Universidad demandada debe tratar el pedi-
do de reincorporación del Dr. Hamilton, en los términos del art. 10 de la
ley 23.068 y su reglamentación, con exclusión del requisito exigido por el
art. 8vo. de la Resolución (C.S.) Nro. 424/84, consistente en la obligación
de renunciar previamente a todo reclamo administrativo o judicial contra
la Universidad de Buenos Aires, cuya inconstitucionalidad declaró.

Para decidir el rechazo de la pretensión principal deducida en la deman-
da, el magistrado acogió la defensa de caducidad de la acción contencio-
soadministrativa, por aplicación del art. 25 de la ley 19.549.

Si bien admitió lo alegado por el actor, en el sentido de que no había
tenido conocimiento del acto segregativo desde 1976 hasta 1984, hizo
mérito de que, su presentación del 6 de marzo de 1984 ante la Universi-
dad de Buenos Aires reclamando el pago de la indemnización que se le
adeudaba, constituyó la notificación válida de la resolución que dispuso
su baja y el pago de tal indemnización. Y toda vez que, ni en esa presen-
tación ni en las siguientes el actor dedujo la impugnación de validez del
acto administrativo -petición que recién introdujo en la demanda del 26 de
mayo de 1986-, el plazo perentorio de noventa (90) días del art. 25 ya ci-
tado se encontraba ampliamente vencido.

Para acoger el planteo subsidiario del actor, al pago de la indemniza-
ción ordenada en el mismo acto administrativo que dispuso su baja y que
quedó firme, desestimó las defensas de caducidad y prescripción opues-
tas por la accionada. No se operó la caducidad de la acción -a su juicio-,
porque el arto 25 prevé ese plazo para la impugnación de actos y hechos
administrativos, pero no para reclamar por su falta de cumplimiento, como
lo es el pago de la indemnización ordenada. Sostuvo que tampoco se po-
día admitir la prescripción opuesta, con fundamento en el art. 4037 del
Código Civil, toda vez que ese plazo se refiere a las acciones por respon-
sabilidad civil extracontractual, mientras que en el sub lite se demanda el
pago de indemnizaciones reconocidas por un acto administrativo, en un su-
puesto específico previsto por la ley 21.274. Por ello, agregó, en mérito al
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carácter restrictivo con que debe interpretarse la prescripción, corresponde
aplicar el término genérico del art. 4023 del Código citado, el que no se
encuentra cumplido.

Finalmente, respecto de la pretensión de reincorporación en los térmi-
nos de la ley 23.068 y de la reglamentación dictada por Resolución (C.S.)
424/84, el magistrado hizo lugar al planteo de inconstitucionalidad del
artículo 8vo. de la resolución cuestionada, toda vez que la exigencia, al
personal que pidiese su reincorporación, de desistir previamente de todo
reclamo administrativo o judicial contra la Universidad de Buenos Aires
no se encuentra prevista en la ley 23.068 e implica la introducción, por vía
reglamentaria, de un requisito no querido por la norma superior. Estimó el
juez que la disposición impugnada constituye un exceso reglamentario,
que se aparta del espíritu de la ley y que, de tal modo, viola los límites del
art. 86, inc. 3ro. de la Constitución Nacional.

De la declaración de inconstitucionalidad decretada -concluyó- resul-
ta que la Universidad deberá tratar nuevamente el pedido de reincorpora- .
ción del actor, en los términos del art. 10 de la ley 23.068 y su reglamen-
tación, con exclusión del requisito exigido por el art. 8vo. de la Resolución
(C.S.) 424/84.

-I1I-

La Sala 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencio-so
Administrativo Federal confirmó la sentencia de fs. 133/137, excepto en
la fecha a partir de la cual se inicia el cómputo de los intereses sobre las
sumas adeudadas al actor en concepto de indemnización.

Sin embargo, los argumentos en base a los cuales el tribunal desestimó
el agravio de la Universidad accionada, contra la sentencia de primera ins-
tancia; en cuanto rechazó la defensa de prescripción fundada en el art. 4037
del Código Civil, fueron cuestionados -por la parte demandada-en el re-
curso extraordinario deducido a fs. 168/172 y concedido por la Cámara a
fs. 176.

Por sentencia de fecha 29 de junio de 1989, V.E. declaró procedente el
recurso extraordinario interpuesto y dejó sin efecto el decisorio apelado,
por no constituir una. derivación razonada del derecho vigente con referen-
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cia a las circunstancias concretas de la causa, "toda vez que de las confu-
sas consideraciones del a qua al respecto no surge la razón por la cual con-
sideró improcedente la defensa de prescripción opuesta por la demanda-
da sobre la base del art. 4037 del Código Civil" (fs. 43 vta., 153 y 170 vta.)
respecto a la o,bligaciónasumida por la Universidad de Buenos Aires de
indemnizar los perjuicios causados al actor con motivo de su baja. Máxi-
me cuando, a diferencia del juez de primera instancia -quien entendió que
no era el presente un supuesto de responsabilidad extracontractual del
Estado-, resulta de la sentenci a recurrida (fs. 164) que el a qua consideró
inaplicable aeste supuesto el término genérico previsto en el art. 4023 del
Código Civil aplicado en la instancia anterior. De tal modo, el fa110 impug-
nado no, satisface de ninguna manera el requisito de debida fundamen-
tación exigible en las decisiones judiciales" (ver Considerando 3ro, fs. 181
vta.).

-IV-

Vuelta la causa al tribunal de origen, dictó nuevo pronunciamiento por
intermedio de la Sala II (fs. 188/190), confirmando una vez más la senten-
cia apelada, con la única salvedad de la fecha desde la cual deben
computarse los intereses, la que se fijó en el6 de marzo de 1984, día en que
el actor presentó el reclamo correspondiente.

En el Considerando 6to., la Cámara fundamentó la desestimación del
agravio de la Universidad contra la sentencia de primera instancia, en lo
referente a la defensa de prescri pción opuesta por dicha parte.

Comenzó reiterando el argumento de la instancia anterior, en el senti-
do de que en el caso no se trata del ejercicio de la acción que tiene por ob-
jeto responsabilizar extracontractualmente al Estado -en cuyo supuesto
podría sostenerse la aplicación del art. 4037 del Código Civil-, sino que a
través de ella se procura obtener el cumplimiento del acto administrativo
que reconoció el pago de indemnización en los términos de la ley 21.274.

Sentado lo anterior, entendió que el término de la prescripción de la
acción debía computarse desde la fecha que el sentenciante tomó como de
notificación de dicho acto, esto es, el 6 de marzo de 1984. En consecuen-
cia, como la demanda fue deducida el 26 de marzo de 1986, la acción no
se hallaba prescripta, sea que se tenga en cuenta el término previsto en el
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art. 4023 del Código Civil -como lo expuso el magistrado de primera ins-
tancia- o el previsto en el art. 4027, inc. 3, del mismo Código, como lo
sostuvo la propia demandada en la expresión de agravios de fs. 152/154.

-v-

Contra la sentencia reseñada eh el capítulo anterior, interpuso la accio-
nada el recurso extraordinario de fs. 1991204.

Ante todo aduce que, enel caso, se halla en discusión la validez de ac-
tos de autoridad de la Nación, y que la decisión ha sido contraria al dere-
cho en el que funda su pretensión, toda-vez que se declara la inconstitucio-
nalidad del art. 8vo. de la Resolución (C.S.) 424/84 de la Universidad de
Buenos Aires.

Sostiene que la disposición descalificada por el tribunal a qua, que
exige la renuncia de todo reclamo administrativo o judicial como condi-
ción para la reincorporación, no excede del marco reglamentario del art.
10 de h¡ ley 23.068, puesto que la norma legal estatuye que la reincorpo-
ración de los docentes cesanteados se practicará conforme al régimen que
al efecto establezca la Universidad. Tal deber legal-ajuicio de la recurren-
te- fue cumplido por la accionada mediante la Resolución (C.S.) 424/84,
cuyo art. 8vo. impone un requisito no tachable de arbitrario, como lo es el
de pretender que quien ha de reincorporarse lo haga sin cuentas pendien-
tes con el Organismo. Por otra parte -agrega- los órganos de gobierno de
la Universidad son los únicos competentes para entender en asuntos como
el de autos, excluidos de la intervención del Poder Judicial por tratarse de
temas de índole estrictamente académica; afirmación que estima fundada
en jurisprudencia del Tribunal -que cita- según la cual todo pronuncia-
miento de las Universidades en el orden interno, disciplinario, administra-
tivo y docente de su instituto no podría ser revisado por juez alguno del
orden judicial sin que éste invadiera atribuciones inconfundibles de otras
autoridades con autonomía propia.

Asimismo, la apelante se agravia de la sentencia, con sustento en la
doctrina de la arbitrariedad, en cuanto "ignora la inobjetable notificación
de la prescindibilidad que efectuara la Universidad al último domicilio
registrado en el legajo personal del actor".
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Sobre la base de la afirmación de que, a los efectos de las notificacio-
nes e intimaciones, el último domicilio denunciado en los legajos perso-
nales de los agentes de la Administración se asimila al domicilio consti-
tuido, concluye que la comunicación cursada produjo el efecto jurídico de.
una notificación válida, computándose a partir de ese momento el térmi-
no de la prescripción.

Por otra parte, tacha al decisorio de carente de fundamentación, por
cuanto -a su juicio- se aparta del texto legal expreso aplicable al caso, que
determina que la indemnización que deba abonarse al personal dado de
baja se abonará en cuotas mensuales, consecutivas e iguales (art. 4to., ley
21.274). De ahí que, a su modo de ver, la obligación de la Universidad se
encuentra prescripta, por imperio del art. 4027, inciso 3ro., del Código
Civil, que establece un plazo de cinco años para las obligaciones de pagar
los atrasos "de todo lo que debe pagarse por años, o plazos periódicos más
cortos".

-VI-

El a que concedió -a fs. 208- el recurso extraordinario, exclusi vamen-
te en cuanto a la inteligencia, interpretación y aplicación de las normas
federales en las que funda la apelante su pretensión, denegándolo respecto
de la tacha de arbitrariedad de la se.ntencia de la Sala n, y de aquellos
planteas que se encuentran referidos a cuestiones de hecho y prueba, de
neto contenido procesal, ajenos a la instancia excepcional del art. 14 de la
ley 48.

-VII-

A mi modo de ver, el recurso resultaJormalmente procedente en lo que
respecta a los agravios vinculados a la interpretación de normas federales,
como son la ley 23.068 (art. 10) Y la reglamentación dictada por Resolu-
ción (C.S.) Nro. 424/84 de la Universidad de Buenos Aires, toda vez que
la recurrente fundó en ellas su derecho, que no le ha sido reconocido.

En cambio, estimo que los alcances del decisorio recurrido en cuanto
a la fecha en que se dio por notificado -al actor- de la resolución que de-
terminó su baja, así como al término de prescripción aplicable al caso,
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constituyen cuestiones de hecho, prueba y derecho común ajenas, por prin-
cipio, al remedio federal e irrevisables por esa vía; habida cuenta que la
impugnante no funda sus agravios federales en la interpretación de la sen-
tencia de V.E. en la misma causa (fs. 181/182), que dejó sin efecto el pro-
nunciamiento anterior de la SalaI de la Cámara a qua, por no haberse sa-
tisfecho -entonces- el requisito de debida fundamentación. Máxime cuando
el auto de fs. 208 desestimó el recurso extraordinario en cuanto a la arbi-
trariedad, sin que la recurrente haya intentado la queja del art. 285 del có-
digo ritual.

-VIII-

En lo que respecta al fondo de la cuestión, participo de la interpretación
desarrollada por los jueces de grado, en el sentido de que la norma desca-
lificada -art. 8vo. de la Resolución (C.S.) 424/84 de la Universidad de
Buenos Aires- implica un exceso reglamentario, en cuanto exige la renun-
cia a todo reclamo administrativo o judicial para el tratamiento de los pe-
didos de reincorporación en los términos de la ley 23.068.

El art. lO de la ley citada determina que "cada universidad asegurará la
existencia de un régimen de reincorporación que contemple la situación
del personal docente y no docente cesanteado, prescindido u obligado a
renunciar por motivos políticos, gremiales o conexos, reconociendo las
categorías al momento de las cesantías y computándosele la antigüedad
hasta el momento de sU reincorporación".

En tales términos, la norma legal impuso a las universidades naciona-
les -entre ellas, la accionada- la obligación de estatuir un régimen de rein-
corporacionys, dejando librada al arbitrio de cada establecimiento la incor-
poración efectiva respecto de cada caso concreto.

En virtud de ese mandato legal, la Universidad de Buenos Aires esta-
hleció su propio régimen de reincorporaciones por tnedio de la Resolución
(C.S.) 424/84, cuyo art. 8vo. fijó una condición para que los pedidos fue-
ran considerados -el desistimiento previo de todo reclamo contra esa C.s.,
de Estudios- que no se encuentra prevista en la ley 23.068.
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El "themG decidendum", en consecuencia, gira en torno de los límites
de las potestades reglamentarias de los organismos administrativos, en
función de las leyes formales -materiales que vienen a integrar-o

La limitación que impone el ar!. 86, inc. 2do., de la Constitución Na-
cional, al decir que "debe cuidarse de no altcrar el espíritu de la ley con
excepciones reglamentarias", establcce una valla elástica, regida por la
pauta de razonabilidad. En virtud de esa valla, el Poder Ejecutivo puede
fijar los detalles de lo que la ley dice en general, sin que le sea dado ha-
cer ni más ni menos severas o gravosas las prestaciones y sanciones esta-
blecidas por la ley, ni incluir sujetos obligados no incluidos por la misma,
ni liberar a los incluidos. En otras palabras, el contenido de la reglamen-
tación debe ser razonablemente cncuadrado dentro de lo que es la "sustan-
cia" de la ley (Fallos: 264:206) o el "espíritu" de la misma.'

En igual sentido dijo el Tribunal, en Fallos 151 :5, "que ... lós decretos
reglamentarios del poder administrador pueden apa¡'tarse de la estructura
literal de la ley, siempre que se ajusten al espíritu de la misma; el texto le-
gal es susceptible de ser modificado en sus modalidades de expresión siem-
pre que 'CIlo no afecte su acepción substantiva y, en consecuencia, proce-
de establecerse en general, desde luego, que no vulneran el principio cons-
titucional de que se trata, las instrucciones y reglamentos que se expidan
para la mejor, ejecución de las leyes cuando esa reglamentación se dicte
"cuidando", para usar el vocablo de la Constitución, de que se mantenga
inaltcrable los fines y el sentido o concepto con que dichas leyes han sido
sancionadas" .

Por aplicación de los principios antes citados, cabe concluir que las
competencias reglamentarias de las.universidades debieron ajustarse "a
una política legislativa claramente establecida" (Fallos: J 99:483 y
246:345), toda vez que la ley 23.068 pretendió la reparación de injusticias
cometidas en el pasado.

De los términos precisos utilizados en el texto norÍl1ativo, o sea, en el
art. 10 ele la ley en cita, se desprende con claridad que las event.uales rein-
corporaciones.presuponen reproches sobre'las verdaderas causas que ori-
ginaron los ceses, que traducirían el ejercicio de un abuso o desvío de po-
der. Esto parece indudable cuando se advierte que el precepto no sólo se
refiere a prescindibilidades, sino incluso a cesantías; a todo lo cual debe
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sumarse la solución expresa de reconocerse la anterior categoría del rein-
corporado yel cómputo de la antigüedad.

En esa inteligencia de la norma legal, parece una flagrante alteraci0n
de su espíritu una exigencia reglamentaria que condicione, el otorgamiento
de sus beneficios -las reincorporaciones-, a la renuncia previa que hagan,
los peticionarios, de su derecho inviolable a la defensa en juicio de su pro-
piedad (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional). Máxime cuando los
reclamos patrimoniales han podido tener su origen, precisamente, en ac-
tos irregulares del pasado, que el Legislador pretende reparar con la nor-
ma sub examine.

Por ello, a mi entender, no le asiste razón a la recurrente, cuando sos-
tiene que "recibir en el claustro Universitario a docentes que se encuentran
en litigio con la universidad no respondería al espíritu de la norma.legal
en cuestión, la que al contemplar la reincorporación de 'docentes
cesanteados' está implementando el mayor desagravio que se puede ofre-
cer a quien se ha de reintegrar a las filas de la Universidad.

Tal interpretación del espíritu de la ley 23.068, que no pasa de ser una
mera afirmación dogmática, se contradice con la doctrina de los principios
generales del Derecho como límite del poder reglamentario y, en especial,
con el principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos,
que permiten excluir del ámbito de validez a reglamentos que impongan
medidas desproporcionadas o incongruentes con la finalidad que persigan
o resulten objetivamente irrazonables.

-IX-

En relación al segundo de los agravios en que sustenta la apelante su
recurso, atinente a que los órganos de gobierno de la universidad son los
únicos competentes para entender en asuntos como el de autos, excluidos
de la intervención del Poder Judicial por.(ratdrse de temas de índole estric-
tamente académica, estimo que debe ser también desestim,ado.

Ello así, por cuanto según rciterada jurisprudencia del Tribunal, "las
resoluciones que dictan las universidades en el orden interno, disciplina-
rio, administrativo y docente que les es propio no son, como principio,
susceptibles de revisión judicial, en tanto ellas respeten en sustancia los
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derechos y garantías establecidos en la Constitución Nacional y no cons-
tituyan un proceder manifiestamente arbitrario". (FaJlos: 288:44; 279:65;
301 :410; 304:391).

De lo considerado "supra", en el capítulo precedente, surge con nitidez
que la cuestión q'ue aquí se plantea se encuadra en la hipótesis de excep-
ción que prevé la citada doctrina de V.E., toda vez que el exceso reglamen-
tario en que habría incurrido la Universidad de Buenos Aires vino a lesio-
nar derechos del actor, amparados por la Constitución Nacional y por la ley
reglamentada.

Lo contrario importaría admitir que la autonomía académica de las
universidades implica colocarlas, en el plano normativo, al margen de todo
control de constitucionalidad y legalidad, desconociéndose así el princi-
pio general del art. 100 de la C.onstitución Nacional, piedra angular del-
sistema judicialista argentino.

-x-

En razón de lo expuesto, opino que cabe rechazar el recurso extraordi-
mlrio interpuesto en autos y confirmar la sentencia apelada en lo que fue
materia de recurso. Buenos Aires, 25 de setiembre de 1990. María
Graciela Reiriz.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Visto los autos: :'Hamilton, Dalton Mario c/U.B.A. s/cobro de pesos".

Considerando:

10) Que la Cámara Nacional de Apelaciones en 10 Contencioso Admi-
nistrativo Federal (Sala Il) confirmó, en 10que al caso interesa, la sentencia
de primera instancia que declaró la inconstitucionalidad del arl. 8 de la
resolución N° 424/84 del Consejo Superior Provisorio de la Universidad
Nacional de Buenos Aires por exceder las facultades reglamentarias otor-
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gadas por la ley 23.068 y, en consecuencia, ordenó a las autoridades de la
demandada tratar nuevamente el pedido de reincorporación del actor con
exclusión de la norma declarada inconstitucional. Contra dicho pronuncia-
miento la demandada interpuso recurso extraordinario, que sólo fue con-
cedido en tanto se discutía la inteligencia, interpretación y aplicación de
diversas normas federales y el pronunciamiento había sido adverso a las
pretensiones de la apelante (fs. 2081208 vta.).

2°) Que, en consecuencia, el Tribunal se encuentra facultado a exami-
nar sólo dos de los agravios esgrimidos por la recurrente en su presenta-
ción: a) los pronunciamientos de la Universidad en el orden interno, dis-
<;:iplinario, administrativo y docente no podrían ser revisados por juez al-
guno sin invadir las atribuciones propias de otras autoridades (fs.203 vta.);
b) el artículo 8° de la resolución N° 424/84 sería constitucional_pues ha-
bría configurado un ejercicio adecuado de las facultades reglamentari'as
que la ley 23.068 atribuyó a la demandada (fs. 203).

3°) Que el primero de los agravios reseñados, que resulta formalmen-
te procedente pues involucra la inteligencia de cláusulas constitucionales
referentes al principio de división de poderes (art. 14, inc. 3°, ley 48), no
logra desvirtuar los fundamentos de la sentencia apelada. En efecto, si bien
la Corte Suprema ha dioho en numerosas oportunidades, con relación al
punto en análisis, que las cuestiones relativas al régimen interno, discipli-
nario y docente no admiten, en principio, revisión judicial, también ha se-
ñalado que tal principio reconoce una excepción cuando los actos admi-
nistrati vos impugnados en el ámbito judicial adolecen de arbitrariedad ma-
nifiesta (Fallos: 307:2106 y sus citas; entre muchos otros), supuesto este
último en el cual encuadra, obviamente, la inconstitucionalidad del art. 8°
de la resolución N° 424/84, declarada en las instancias anteriores.

4°) Que el restante agravio, concerniente a la mencionada declaración
de inconstitucionalidad, no es idóneo para habilitar la instancia extraordi-
naria pues la recurrente no se ha hecho cargo del fundamento de la senten-
cia apelada en este punto, cual es que la demandada no había rebatido el
argumento en que se basó el juez de primera instancia para declarar la in-
constitucionalidad de la norma citada.

Por ello, habiendo dictaminado la señora Procuradora Fiscal, se declara
formalmente admisible el recurso extraordinario respecto del agravio ex a-
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minado en el considerando 3°, se confirma la sentencia apelada en ese
punto y se declara inadmisible el recurso extraordinario en lo restante. Con
costas. Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ (en disidencia)-
RODOLFO C. BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO

MOLlNÉ O'CONNOR.

DISIDENCIA PARCIAL DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO

DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ

y DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala II de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Contencioso Administrativo Federal de fs. 188/190, que al
confirmar parcialmente el pronunciamiento de primera instancia hace lu-
ga~ -también en parte- al reclamo formulado por el Dr. Dalton Mario
Hamilton contra la Universidad de Buenos Aires, ésta interpone el recur-
so extraordinario de fs.199, que es concedido a fs. 208.

2°) Qu'e por resolución N° 543/76, el Dr. Hamilton fue dado de baja en
su cargo de jefe de Trabajos Prácticos (rentado) de la Escuela de Salud
Pública de la Facultad de Medicina de la Universidad de Buenos Aires, en
los términos del art. 1° de la ley 21.274 (Régimen transitorio de
prescindibilidad de empleados públicos), reconociéndosele el derecho a la
indemnización prevista en el art. 4° de la misma ley. El 6 de marzo de
1984, tras alegar desconocimiento de aquella resolución por no habérsele
notificado, pidió a la Universidad su reincorporación con reconocimien-
to de servicios; lo que le fue concedido por resolución N° 1212 del Deca-
no Normalizador de la Facultad de Medicina de fecha 6 de junio de 1985,
en forma interina y con carácter transitoriamente honorario. Como el 27
de agosto de 1985 el actor presentó un nuevo reclamo ante la Universidad
solicitando esta vez su reincorporación en el cargo con carácter rentado y
además el pago de los salarios caídos desde enero de 1977, el Decano
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Normalizador dictó el 9 de septiembre de ese mismo año la resolución N°
1465 que dejó sin efecto la ánterior aduciendo que por lo dispuesto en el
art. 8 de la resolución (CS.) 424/84, reglamentaria del art. 10 de la ley
23.068 (Régimen provisorio de normalización de las Universidades Nacio-
nales), las reincorporaciones suponían el desistimiento previo del intere-
sado de todo recurso administrativo o judicial. Planteada la demanda el
juez de primera instancia dispuso que la reincorporación de Hamilton de-
bía ser nuevamente tratada por la Universidad en los términos del art. 10
de la ley 23.068 y su reglamentación, pero esta vez con exclusión del art.
8 de la resolución (CS.) 424/84, ya que al introciucir por vía reglamenta-
ria un requisito no exigido ni querido por la norma superior violaba los lí-
mites establecidos por el arto 86, inc. 2~, de la Constitución Nacional; asi-
mismo hizo lugar a la indemnización prevista por la ley 21.274 y ordena-
da por el mismo acto administrativo que dispuso la baja. La Sala 1 de la
Cámara NaCional de Apelaóones en lo Contencioso Administrativo Fede-
ral confirmó sustancialmente el fallo de primera instancia, pero cuestio-
nada su decisión mediante el recurso extraordinario interpuesto por la de-
mandada a fs. 168/172, fue dejada sin efecto por esta Corte al resolver que
la defensa de prescripción oportunamente intentada por la Universidad con
base en el art. 4037 del Código Civil -por oposición al art. 4023 del códi-
go citado aplicado en la instancia anterior- fue desestimada por el a qua
sin aportar razones y sin satisfacer por tanto el requisito de la debida
fundamentación de las decisiones judiciales. Vuelta la causa al tribunal de
origen este dictó nuevo pronunciamiento por intermedio de su Sala 1I, que
al confirmar una vez más la sentencia apelada motivó el remedio federal
en trámite.

3°) Que el recurso extraordinario de fs. 199/204 sostiene: que por es-
tar en juego la validez de un acto de autmidad ejercida en nombre de la
Nación -lo que supone una discusión sobre la fa<,;ultad de ejercer la auto-
ridad conferida-y por ser la decisión judicial contraria a su validez, se esúí
en presencia de un caso federal (art. 14, inc. 1°, ley 48); que la sentencia
en crisis hace también procedente el remedio federal intentado, toda vez
que tacha de inconstitucional el ar!' 8 de la resolución (CS.) N° 424/84 por
ser violatorio del arto 10 de la ley 23.068, cuando en realidad aquella re-
solución expresa fielmente la facultad reglamentaria concedida por esta
ley, para que sea la propia Universidad quien -en el núrco de sus atribu-
ciones no revisables judicialmente- concrete la reincorporación de los
docentes cesanteados por causas políticas, en un espíritu tal de desagravio
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que resulta incompatible con cualquier reclamo de éstos a la institución,
por cuentas pendientes de naturaleza económica (art. 14, inc. 3°, ley 48);
que por último el decisorio es arbitrario, porque debiendo abonarse la in-
demnización del personal cesanteado en cuotas mensuales, consecutivas
e iguales (art. 4°, ley 2] .274), la prescripción aplicable sería la del arto
4027, inc. 3°, del Código Civil, y no la del arto 4037 del Código Civil como
aquél dispone; lo que sumado a que también "ignora la inobjetable noti-
ficación de la prescindibilidad" que la Universidad efectúa en el último
domicilio registrado en el legajo personal del actor -asimiÚlble al domicilio
constituido-, conduce a convalidar infundadamente una obligación que
para el caso de que hubiera nacido, estaría ya prescripta.

4°) Que a fs. 208/208 vta. se concede el recurso extraordinario porque
"se halla en tela de juicio la inteligencia, interpretación y aplicación de
diversas normas federales", pero en tanto se rechaza la arbitrariedad
impetrada y no se deduce la queja pertinente, este último aspecto queda
excluido del pronunciamiento de la Corte (Fallos: 300:]30; 301:] 103;
304:730; 307 :2106).

5°) Que el recurso extraordinario es formalmente procedente, toda vez
que se interpone contra la sentencia definitiva del superior tribunal de la
causa que, en contra de lo sostenido por el apelante, cuestiona la validez
de la reglamentación dictada por una entidad autárquica, por considerar
que la misma excede los límites que surgen de normas preeminentes de
carácter federal y por consiguiente transgrede las pautas que la Constitu-
ción establece para reglamentar las leyes de la Nación (art. 14, inc. 3°, ley
48; arto 86, inc. 2, de la Constitución Nacional).

6°) Que la potestad reglamentaria otorgada por el arto 10 de la ley
23.068 -para que dentro de los sesenta días de su promulgación cada Uni-
versidad Nacional asegure la existencia de un régimen de reincorporación
que contemple la situación del personal docente y no docente cesanteado,
prescindido u obligado a renunciar por motivos políticos, gremiales o
conexos, reconociendo las categorías al momento de las cesantías y
computándose le la antigüedad a la hora de su reincorporación- se funda en
el carácter de persona de derecho público, dotada de autarquía administra-
ti va económica y financiera que toda uní versidad nacional posee, para
adoptar y ejecutar las decisiones que hacen al cumplimiento de sus funcio-
nes (Fallos: 300: 1] 38), Y siendo válidas las reglamentaciones que aún no



DE JUSTICIA DE LA NACION

315
719

proviniendo del poder ejecutivo cuentan con una ley que atribuye a la en-
tidad emisora esa potestad de dictar normas específicas (Fallos: 275:265),
corresponde aplicar al caso la reiterada jurisprudencia de esta Corte que
exige no apartarse del espíritu de la ley reglamentada, cuidar que se man-
tengan inalterables los fines y el sentido con que esas leyes han sido san-
cionadas, y no exceder mediante una interpretación irrazonable los lími-
tes asignados por el arto 86, inc. 2°, de la Constitución (Fallos: 199:443;
246:221 y 345; 262:518; 300: 1167, entre muchos otros).

7°) Que como esta Corte tiene expresado, por encima de lo que las le-
yes "dicen literalmente", es preciso averiguar lo que en verdad "dicen ju-
rídicamente" (Fallos: 300:417), siendo el fin primordial del intérprete dar
pleno efecto a la voluntad del legislador (Fallos: 299: 167) y preferir siem-
pre la interpretación que favorece y no la que dificulte los fines persegui-
dos por la norma (Fallos: 298: 180), teniendo presente que la inconsecuen-
cia o la falta de previsión no se suponen en el legislador y que por lo tan-
to las leyes deben interpretarse evitando darles un sentido que ponga en
pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras, y adoptando
en cambio como verdadero aquél que las concilie y deje a todas con valor
y efecto (Fallos: 296:372; 297: 142; 300: I080).

8°) Que la resolución del Decano Normalizador de la Facultad de Me-
dicina N° 1465, que por sujeción al art. 8 de la resolución (CS.) 424/84
exige que Dalton Mario Hamilton, para acceder al régimen previsto por el
art. 10 de la ley 23.068 que lo cuenta entre sus beneficiarios, debe renun-
ciar a un derecho indemnizatorio que le es reconocido por las mismas dis-
posiciones que le dieron la baja -la resolución N° 543/76 Y su expresa
mención del art. 4 de la ley 21.274 de prescindibilidad en la que se funda-
pone en práctica una reglamentación que resulta incompatible con la dis-
posición legal a la que debe sujetarse en función de la clara política legis-
lativa que ésta consagra: la reparación de los perjuicios sufridos a conse-
cuencia de las cesantías sin causa dispuestas por el gobierno de facto de
la época (art. 86, inc. 2, de la Constitución Nacional).

Esta desinteligencia entre el reglamento encargado de precisar el régi-
men de reincorporación de los docentes afectados y la norma de rango
superior que debe respetar en su acepción sustantiva, se hace más evidente
aun cuando esta Corte ha tenido -ocasión de señalar, que. la ausencia de
norma expresa sobre el pago de una compensación, no excluye el derecho
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de quien fue privado de su empleo por motivos que no le son imputables,
a que se le indemnicen los perjuicios ocasionados por la medida; ya que
se privaría al actor de un derecho que las disposiciones sobre
prescindibilidad, tanto nacionales como provinciales, por 10 común han
reconocido expresamente (Fallos: 308:2086). O bien 10 consignado en
Fallos: 308:51, cuando este Tribunal confirma la sentencia del a qua que
al estimar que la actora sufrió un perjuicio efectivo que no podía
subsanarse con las previsiones de la ley 23.068, estableció previá analo-
gía con la ley 21.274, las pautas para la determinación del monto a indem-
nizar.

Por todo ello, se declara procedente el recurso interpuesto por la de-
mandada, y se confirma la sentenCia apelada en cuanto ha sido materia de
aquél. Con costas. Notifíquese y devúelvase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C. BARRA.

LA VENDIMIA S.A.R.e.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito.i propios. Cuestiolles /10 federales. Sentencias
arbitrarias. procedencia del recurso. Apartamiento de cOlIstal/cias de la causa.

Es arbitraria la sentencia que dejó sin efecto la disposición del Instituto Nacional
de Vitivinicultura por la cual se estableció que se optase entre la destilación del pro-
ducto intei'venido o su derrame, pues las consideraciones que fundamentan el fa-
llo no sólo ap'arecen desvinculadas de los coneretosreclamos de la parte sino que
además se sostienen en afirmaciones que no encuentran un adecuado sostén en las
constancias de autos.

POLlCIA DE VINOS.

Las normas legales y reglamentarias de control en materia de vinos son de estricto
Cuillplimienlo porque de ellas depende la protección de la salud de los consumido-
res y el fomento y consolidación de la industria respectiva. '
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Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Vistos los autos: "La Vendimia S.A.R.C. s/apelación".

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala II de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Penal Económico que, al revocar el fallo de primera instan-
cia, dejó sin efecto la disposición N° 174.347 del Instituto Nacional de
Vitivinicultura, el representante de dicho organismo interpuso el recurso
extraordinario,que se le concedió.

2°) Que el recurrente sustenta sus objeciones en la doctrina de la arbi-
trariedad por lo que si bien la resolución que concede el recurso parece
indicar en sus fundamentos que sólo se habilitan aquellos agravios refe-
rentes a la interpretación de la ley federal y a la impugnación de un acto
de autoridad nacional, puesto que éstos no pueden desvincularse de la ta-
cha de arbitrariedad y que la resolución no efectúa salvedad alguna, debe
interpretarse que el recurso se concedió en su totalidad.

3°) Que con motivo de una inspección del Instituto Nacional de
Vitivinicultura en la bodega La Vendimia S.A.R.C., se constató la existen-
cia de una partida de vino que, ai ser analizada, presentaba una diferencia
de graduación alcohólica respecto de su certificado de origen, que dupli-
caba la tolerancia permitida por las reglamentaciones entonces vigentes lo
que impidió continuar amparán\,!ola con tal certificado de origen.

Esa circunstancia originó el correspondiente sumario administrativo a
fin de determinar la existencia: de la infraccíón, sancionarla y disponer res-
pecto del destino del producto.

Cuando el sumario se encontraba en trámite, se sancionó la ley 23.150
de amnistía por infracciones vitivinícolas, por lo que el Instituto conclu-
yó las actuaciones con la disposición N° 174.347 por la cual dispuso, en
su primer punto, declarar extinguida la acción respecto de la infracción y,
en su punto segundo, otorgar un plazo de 90 días a la bodega para que op-
tase por la destilación del producto intervenido o su derrame.
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4°) Que contra esta disposición, el representante de la bodega interpuso
el recurso de apelación previsto por el arto 28 de la ley 14.878, ante el Juz-
gado Nacional de Primera Instancia en Jo Penal Económico N° 8, por cuan-
to entendió que la intimación efectuada por el Instituto respecto del des-
tino a dar al producto intervenido constituía un plus de sanción cuya apli-
cación estaba vedada por la amnistía.

5°) Que, en tales condiciones, el tema sometido a revisión judicial con-
sistió en la determinación del alcance de la ley de amnistía y, en conse-
cuencia, si el Instituto pudo ordenar la redestilación o derrame del vino en
virtud de sus facult'1des de control sobre la producción vitivinícola o si tal
orden constituyó una consecuencia directa de la existencia de la infracción,
por 10 que resultaba contradictoria con la amnistía dictada.

6°) Que el extenso procedimiento llevado a cabo en sede judicial y cu-
yos desaciertos fueron señalados por el fallo de la cámara concluyó con la
sentencia de ésta que dejó sin efecto la resolución administrativa ..

Para así resolver, el tribunal concluyó que las facultades del Instituto
para disponer el destino del producto resultan independientes de las que
lo habilitan para aplicar sanciones y, en consecuencia, no se encuentran
alcanzadas por la ley 23.150 (amnistía). Sin perjuicio de ello, el a qua in-
terpretó que debfa revocarse la intimación del Instituto a redestilar o de-
rramar el vino intervenido, en atención a que la diferencia acreditada en
cuanto a la graduación alcohólica no aparecía, a su juicio, relevante y que
el producto resultaba apto para consumo.

7°) Que el Instituto Nacional de Vitivinicultura interpuso contra esta
sentencia el recurso extraordinario con sustento en la doctrina de la arbi-
trariedad, que habrá de prosperar.

Ello es así por cuanto, tal como lo señala el recurrente, el tribunal no
sólo se ha pronunciado excediendo los reclamos de las partes sino que
además Jo ha hecho efectuando afirmaciones dogmáticas sin sustento al-
guno en las constancias de autos.

En efecto, toda vez que el reclamo efectuado por el representante de La
Vendimia S.A.R.e. se limitó a que se considerara la intimación respecto
del destino del producto como una consecuencia directa de la infracción
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y, por ello, vedada por la amni stía, en tanto que el Instituto sostuvo que la
medida en cuestión se adoptó en virtud de sus facultades de control de pro-
ducción y comercialización de vinos, la recepción en el fallo de la tesis del
ente, imponía el rechazo de las peticiones del apelante.

Las consideraciones de la cámara que, en definitiva, fundamentan el
fallo no sólo aparecen desvinculadas de los concretos reclamos de las par-
tes sino que además se sostienen en afirmaciones que no encuentran un
adecuado sostén en las constancias de autos y que ponen de manifiesto un
palmario desconocimiento del sistema normativo que rige la producción,
industria y comercialización vitivinícola.

8°) Que la intimación para redestilar o derramar el producto efectua-
da por la disposición N° 174.347 se sostuvo en la prohibición de liberar al
consumo los vinos elaborados en contravención con las normas legales o
reglamentarias (art. 23 de la ley 14.878). En el caso, se acreditó que el pro-
ducto presentaba una variación de la graduación alcohólica respecto del
certificado de origen que superaba los máximos tolerados por la reglamen-
tación, consecuentemente no podía ser comercializado al amparo de dicho
certificado (art. 14 de la ley de vinos), por lo que elInstituto en cumpli-
miento de sus funciones impidió que se liberara al consumo ordenando que
o bien se redestilara o bien se derramara.

Se advierte entonces que la circunstancia de que el vino resulte apto
para consumo o la afirmación acerca de que la diferencia de graduación
con respecto a los límites permitidos "es mínima" -afirmación que pasa por
alto que dicha diferencia resulta un 100% superior a la tolerancia regla-
mentaria- son irrelevantes para dejar sin efecto una disposición adoptada
en el marco de las facultades del Instituto que no sólo no fueron cuestio-
nadas por la parte sino que además han sido expresamente reconocidas por
la Cámara.

9°) Que al resolver como lo hizo, la cámara ordenó poner en "circula-
ción" el producto en abierta contradicción con lo normado por el art. 14 de
la ley 14.878, soslayando que las normas legales y reglamentarias de con-
trol en materia de vinos son de estricto cumplimiento porque de ellas de-
pende la protección de la salud de los consumidores y el fomento y con-
solidación de la industria respectiva (Fallos: 295:495; 296: 136; 298:90 y
175; entre otros).
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10) Que el apartamiento de los términos iniciales en los que se trabó la
litis, la dogmática afirmación respecto de que una diferencia que duplica
el límite de tolerancia en la graduación alcohólica del producto debe ser
considerada "mínima", y la exigencia de que el Instituto autori~e la circu-
lación del vino atribuyéndole un certificado de origen que reglamenta-
riamente no se corresponde, violentando lo dispuesto por el art. 14 de la
ley ~4.878, constituyen causales suficientes para invalidar el fallo apela-
do, con sustento' en la doctrina de la arbitrariedad.

Por ello, se resuelve hacer lugar al recurSo extraordinario y revocar la
sentencia apelada, con costas. Hágase saber y devuélvase para que, por
quien corresponda, se dicte nueva sentencia conforme a derecho.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO-
EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

MARTA ESTELA MENVIELLE SANCHEZ v.
UNIVERSIDAD NACIONAL DE caRDOBA

RECURSO EXTRAORDINARIO: ResolllcitÍlI. Límites del I"rollllllciwlliell/o.

No corrcsponde a la Cortc pronunciarse sobre la tacha dc arbitrariedad alegada por
la apelante si, antc la denegatoria del recurso en ese aspecto. no dedujo qucja al-
guna (1).

REC;URSO EXTRAORDINARIO: Reqtlisitos propios. ClIestiolles 110 federales. IllIeI]JrelaciólI de
normlJS y actos CUJ1lllJles.

Es improcedente el recurso "extraordinario deducido contra la sentencia que recha-
zó la acción tendiente a que se declare la nulidad de un concurso para proveer car-
gos docentes e invalidar las re:.oluciones que lo habían convalidado, pues la sola

(1) 21 de abril. Fallos: 305:376.1761; 306:1626; 307:188, 518.
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circunstancia de que hubiera hecho mérito de diversas disposiciones de carácter
federal, no basta para hahilitar la vía extraordinaria cuando los agravios expuestos
atañen a cuestioncs de hecho que sonde! resorte exclusivo de los jueces de la cau-
sa.

UNIVERSIDAD.

Las decisiones que se adoptan en el orden interno de las universidades en punto a
la selección del Cuerpo docente, no son, como principio y salvo arbitrariedad ma-
nifiésta, susceptibles de revisión judicial.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gmmll1en.

Constituye un agravio insustancial e hipotético, el referido a una afirmación de la
cámara efectuada a un mayor abundamiento (Voto de los Dres. Mariano Augusto
Cavagna Martínez, Rocíolfo C. Barra y Carlos S. Fayt) (1).

UNIVERSIDAD.

La decisión y separación de profesores universitario,-, así como los procedimien-
tos arbitrados para la selección del cuerpo docente, no admiten, en príncipio, revi-
sión judicial por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su
cargo el gobierno de la universidad, salvo en aquellos casos en que los actos admi-
nistrativos impugnados en el ámbito judicial posean arbitrariedad manifiesta (Voto
de los Dres. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Rodolfo C. Barra y Carlos S.
Fayt) (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolllcirín. Límites del Immllnciomiento.

Si la cámara no hizo lugar al recurso deducido en base a la doctrina de la arbitra-
riedad concediéndolo únicamente en cuanto se encontral'Ía en tela de juicio la va-
lidez dc los actos de autoridad nacional, y no se interpuso la queja pertinente, la
jurisdicción de la Corte queda limitada a la que ha otorgado la alzada (Voto del Dr.
Augusto César Belluseio) (3).

(1) Fallos: 300: l 13; 306: 1698. •
(2) Fallos: 307:2106; 177:169; 235:337; 239:13; 267:450; 283:189.
(3) Fallos: 300: 130. Causas: "Dorsay Industria Farmacéutica Ltda. el

Disprovent S.A.C.l.F. y M. Y otras": "Pamba & Santacángelo S.A.";
"Fil S.A.F.C.A.I.", dcl 26 de diciembre de 1989 y 3 de abril y 13 de
novicmbre de 1990, respectivamente.
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FELIPE MARTORANI

Debe desestimarse el pedido de avocación a fin de que la Corte determine si la sala
de cámara era competente para resolver sobre la admisibilidad del recurso extraor-
dinario interpuesto contra la sentencia que consideró maliciosa una'recusaeión cón
causa y le aplicó una multa al letrado, pues no se encuentra previsto en las dispo-
siciones que regulan su competencia apelada, ni se configura un supuesto de
extralimitación en la potestad disciplinaria a los empleados de la administración de
justicia ni median razones de superintendencia (I).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite.

El (lrt. 257 del Código Procesal Civil y Comercial no infringe el derecho de defen-
sa del profesional, pues en virtud de la naturaleza del recurso extraordinario, co-
rresponde a la Corte el último examen de admisibilidad, ya sea que haya sido con-
cedido o denegado, y, en este último caso, a través de la deducción del recurso de
queja por parte del interesado.

SUPERINTENDENCIA.

Debe desestimarse el pedido de avoeaeió;¡ a fin de que la Corte determine si Ja sala
de cámara era competente para resolver sobre la admisibilidad del recurso extraor-
dinario interpuesto contra la sentencia que consideró maliciosa una recusación con
causa y le aplicó una multa al letrado, pues no se encuentra previsto en ninguna de
las disposiciones que regulan la competencia del tribunal (Voto de los Ores. Rodolfo
C. Barra y Carlos S. Fayt).

(1) 21 de abril. Fallos: 307:738.
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AIDEE PARADA v. LUIS ELlAS NORAMBUENA

LEY: Interpretación y aplicación.

727

No es admisible una interpretación que equivalga a la prescindencia del texto le-
gal ya que la primera fuente de hermenéutica de la leyes su letra.

LEY: InterpretacilÍn y aplicacilÍn.

La inconsecuencia, laJalta de previsión o la omisión involuntaria no se suponen en
el legislador y por esto se reconoce como principio que las leyes deben interpretarse
siempre evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones.

LEY: InterpretacilÍn y aplicación.

Cuando la ley emplea determinados términos u omite, en un caso concreto, hacer
referencia a un aspecto, es la regla más segura de exégesis la de que esos términos
o su preclusión no son superfluos, sino que se ha realizado ello con algún propósi-
to, porque, en definitiva, el fin primordial del intérprete, es dar pleno efecto a la
voluntad del legislador.

LEY: Interl'retacilÍn y aplicacirín.

La omisión de referencia a la "culpa" en el ar!. 1103 del Código Civil, y que sí fue
incluida en el ar!. I 102 no fue una omisión involuntaria ni puede entenderse como
el fruto de una redacción defectuosa, sino que fue deliberado, pues responde al pen-
samiento efectivo del legislador, sobre el modelo de Freitas -Esbozo, arts. 836 y
837- Y de losju"isconsultos franceses.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la .tillldamentacilÍn normativa.

Es descalificable la sentencia que, con sustento en la equidad, en citas doctrinales
incompletas y en una interpretación fragmentaria de la nota del codificador al artí-
culo 1103 del Código Civil, atribuye al sobreseimiento definitivo dictado en sede
penal autoridad de cosa juzgada en la pretensión resarcitoria civil.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la .tillldal11el/tación normativa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la demanda por indemniza-
ción de daños y perjuicios ocasionados en un accidente de tránsito ,si no consideró
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que, aun cuando en cl sobrcseimiento definitivo se hizo mención a la ausencia dc
responsabilidad del imputado debido a la imprudencia en que habían incurrido las
víctimas, ello no obstaba a que el juez civil pudiera resolver si existía concurren-
cia de culpas entre los intervinientes del hecho dañoso.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de ahril de 1992.

Vistos los autos: "Parada, Aidee c/Norambuena, Luis Elías s/daños y
perjuicios" .

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento del Tribunal Superior de Justicia de
Neuquén que, al revocar el fallo de la instancia anterior, rechazó la deman-
da por.indemnización de daños y perjuicios ocasionados cn un'accidente
de tránsito, la actora interpuso el recurso e~traordinario de fs. 382/397, que
fue concedido a fs. 408/409.

2°) Que, a tal efecto, el tribunal consideró que el sobreseimiento defi-
nitivo de sede penal -equiparable, a su criterio, a la absolución del acusa-
do-, basado en que no había mediado culpa por parte del imputado, hizo
cosa juzgada en el fuero civil, máxime cuando no existieron nuevos ele-
mentos probatorios aparte de los producidos en la causa penal. Agregó quc
si se resolviera con otro alcance se rompería el equilibrio lógico del sistema
normati va y el art. I 103 del Código Civil como letra muerta.

3°) Que, por otro lado, sostuvo que no se puede alegar que la culpa ci-
vil es distinta a la penal, pues ello se contradice con lo expuesto por el
codificador en la nota a los arts. 1102 Y 1103 del referido código -de la que
surge que Vélez Sársfield no incluyó la culpa en el art. 1103, por una omi-
sióninvoluntaria. Por ello, concluyó que era necesario acudir a un méto-
do para evitar sentencias contradictorias en uno y otro fuero, tal como el
de la "equidad". De ahí que la justicia en el caso concreto induCÍa a recha-
zar la demanda de indemnización de daños y perjuicios por la muerte de
una de las niñas y por las lesiones graves sufridas por la otra a consecuen-
cia del accidente.
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4°) Que la apelante se agravia pues considera que el superior tribunal,
sobre la base de meras afirmaciones dogmáticas y subjetivas, se ha apar-
tado no sólb de los hechos acreditados en la causa sino, también, de los
claros términos del citado arto 1103. Agrega, que al h~ber fundado el fa-
llo en una interpretación errónea de la norma citada uf supra, se apartó del
sistema de responsabilidad establecido en el Código Civil (art. 1113).
Concluye, de tal modo, que la sentencia ha violado las garantías y los de-
rechos de propiedad, de defensa en juicio y la supremacía constitucional.

5°) Que las impugnaciones de la recurrente suscitan cuestión federal
para su consideración en la vía intentada, pues aunque remiten al examen
de cuestiones fácticas y de derecho común, tal circunstancia no constitu-
ye óbice decisivo para ello cuando, con menoscabo al derecho constitucio-
nal de defensa en juicio, sobre la base de meras apreciaciones subjetivas,
el tribunal propone una exégesis irrazonable de la norma que aplica, lo que
la desvirtúa y condUce a un apartamiento inequívoco de la finalidad per-
seguida mediante su sanción.

6°) Que, en efecto, el alcance otorgado por el voto de la mayoría del
artículo 1103 -con sustento en la equidad, en citas doctrinales incomple-
tas y en una interpretación fragment<¡ria de la nota del codificador a la nor-
ma citada- lo ha llevado a atribuir al sobreseimiento definitivo dictado en
sede penal -ver fs. 100 de la causa penal agregada por cuerda- la autori-
dad de cosa juzgada en la pretensión resarcitoria civil, lo cual autoriza a
descalificar el fallo como acto judicial v:ilido por no constituir una deri-
vación razonada del derecho vigente. '

7°) Que esta Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades que no es
admisible una interpretación que equivalga a la prescindencia del texto
legal (Fallos: 300:687 y 301:958), desde que la primera fuente de
hermenéutica de la leyes su letra (Fallos: 299: 167, entre otros). Por otra
parte, se ha sostenido que la inconsecuencia, la falta de previsión o la
omisión involuntaria no se suponen en el legislador y por esto se recono-
ce como principio que las leyes deben interpretarse siempre evitando dar-
les un sentido que ponga en pugna sus disposiciones (Fallos: 300: 1080),
en tanto cuando la ley emplea determinados términos u omite, en un caso
concreto, hacer referencia a un aspecto, es la regla más segura de exégesis
la de que esos términos o su inclusión no son superfluos, sino que se ha
realizado ello con algún propósito, por cuanto, en definitiva, el fin primor-
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dial del intérprete es dar pleno efecto a la voluntad del legislador (Fallos:
299:167, entre otros).

8°) Que en el contexto expuesto se ha de destacar que la omisión de
referencia a la "culpa" en el art. 1103 del código citado -y que sí ha sido
incluida en el art. 1102 no ha sido una omisión involuntaria ni puede en-
tenderse como el fruto de una redacción defectuosa; ello fue deliberado,
pues responde al pensamiento efectivo del legislador, sobre el modelo de
Freitas -Esbozo, arts. 836 y 837- Yde los jurisconsultos franceses.

9°) Que, en tales condiciones, y por haber estructurado el razonamiento
sobre la base de una interpretación inadecuada de la ley, el tribunal no
consideró que aun cuando en el sobreseimiento definitivo sehizo mención
a la ausencia de responsabilidad del imputado, debido a la imprudencia en
que habían incurrido las víctimas, ello no obstaba a que el juez civil pu-
diera resolver si existía concurrencia de culpas entre los intervinientes del
hecho dañoso o, en su caso, que la resolución dictada por el juez penal, no
hacía cosa juzgada en el juicÍo ci vil (Ver doctrina que surge de la causa.
G.239.xXIII "Gómez, Juana Verónica y otra c/Transporte Atlántida S.A.
y otro" de fecha 26 de marzo de 1991).

10) Que, además, no resulta atendible lo expuesto por el tribunal en
cuanto a que en la causa civil no había nuevas pruebas para desvirtuar lo
resuelto en sede penal, pues ello se contradice con las constancias de la
causa, en la medida en que el hecho de que el demandado había conduci-
do su automotor a una excesiva velocidad en zona urbana, en una bocacalle
y distraído, podría resultar de las pruebas de inspección ocular (ver fs. 136
vta.), de testigos (ver fs. 138) e informati va (fs. 153/155) producidas en el
sub lite.

11) Que, en consecuencia, por mediar circunstancias que revelan un
menoscabo a las garantías constitucionales invocadas por la recurrente, al
no constituir la decisión apelada una deri vación razonada del derecho vi-
gente con aplicación a las circunstancias del caso, corresponde invalidar
lo resuelto en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario deducido por
la parte actora y se deja sin efecto la sentencia, con costas (art. 68 del Có-
digo Procesal Civil,y Comercial de la Nación). Vuelvan los autos al tribu-
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nal de origen a fin de que, por quien corresponda, proceda a dictar nueva
sentencia. Devuélvase el depósito. Notifíquese y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT - 'AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO

BOGGIANO.

SEGUNDO S. PEREYRA v. FRIGORIFICO y MATADERO LA FLORESTA S.C.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito.~ propios. Sentencia 'definitiva. Resoluciones poste.
riores a la sentencia.

Es equiparable a sentencia definitiva la resolución dictada dentro del procedimiento
de ejecución de sentencia que no computó el mes de julio de 1989 a los efectos de
la actualización monetaria, si lo resuelto importa un apartamiento de lo decidido en
aquélla, por no considerarse los ~alores reales en juego tenidos en cuenta al dictarla
(1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
.arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideracián de extremos conducentes.

Corresponde descalificar el pronunciamiento que aplicó en forma mecánica el mé.
todo de apreciación de la pérdida de valor de la moneda en función de las variaciones
eátre los meses anteriores respectivos, sin atender a que por haberse realizado el
depósito en pleno proceso inflacionario, el criterio empleado conducía a una solu.
ción notoriamente injusta que llevaba a una quita sustancial del crédito (2).

DEPRECIACION MONETARIA: Indias oficiales.

Corresponde computar a .los efectos de la actualizacié'n monetaria el mes de julio
de 1989, si el depósito de los fondos tuvo lugar los últImos días deese mes.

(1) 21 de abril. Fallos: 310:302.
(2) Fallos: 313:1173.
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JOSE PEREZ v. CAJA NACIONAL DE PREVISION DE LA INDUSTRIA, COMERCIO y
ACTIVJDADES CIVILES

CONSTlTUC10N NACIONAL: COl1stituciOlwlitlatl e inconstitucionalidad. Leyes naciOlw/es.

El art. 25 de la ley 18.03"7 no lesiona garantías constitucionalcs.

JUBILACION y PENSION.

Correspondc dejar sin efect.o la sentencia que declaró la inconstitucionalidad del art.
25 dela ley 18.037, pues no lesiona garantías que cuentan con la protección de la
Carla Magna, ya que el sentido de la norma está dirigido, a proteger el acervo co-
mún de los afiliados al tratar de impedir que los empleadores omitan rcalizar los
descuentos y contribuciones que la ley les impone, sin que ello implique desaten-
der el interés de los trabajadores, toda vez que la disposición les proporciona la vía
para defender sus derechos 'mediante el control y la denuncia correspondiente.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Los integrantes de la Sala JII de la Cámara Nacional de Apelaciones de
la Seguridad Social, previa declaración de inconstitucionalidad, en el caso,
del artículo 25 de la ley 18.037 '-1.0. 1976-, revocaron lo decidido por el
organismo previsional de alzada y, en 'consecuencia, ordenaron a la Caja
actuante que se expidiera nuevamente sobre la procedencia del beneficio
solicitado, con exclusión de lo dispuesto poi' aquella norma (v. fs. 63/67).

Contra 10 así resuelto interpu.so el Instituto Nacional de Previsión So-
cial -por mcdio de apoderado- recurso extraordinario a fs. 71/72 vta. el
que, previo traslado de ley que no fue contestado, es concedido con el al-
cance de que da cuenta el auto obrante a fs. 76.

En cuanto al fondo del asunto, resulta preciso señalar que el precepto
en cuestión dispone que no se computarán ni se reconocerán los servicios
ni las remuneraciot1es posteriores al 31 de diciembre de 1976 respecto de
los cuales el empleador no hubiese efectuado la correspondiente retención
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en concepto de aportes, salvo que dentro de los noventa días de 'Ocurrida
tal omisión el trabajador efectuase la denuncia ante los organismos perti-
nentes.

Conviene recordar, deprincipio que el Tribunal de V.E., al c'Ünsiderar
que el sentido del citado artículo 25 "... está dirigido a proteger el acervo
común de los afi liados y tratar de evitar que los empleadores omitan rea-
lizar los descuentos y contribuciones que la ley les impone, sin que ello
importe desatender el interés de los trabajadores, toda vez que expresa-
mente la disposición les proporciona la vía apta para defender sus derechos
a través de la denuncia correspondiente", concluyó afirmando que la exi-
gencia que ella imponía no resultaba frustratoria de garantía constitucio-
nal alguna (ver, entre otros, Fallos: 306: 1344 y causa S.370; L.XX
"Shields, Cuthbert e/Caja Nacional de Previsión pará el Personal del Es-
tado y Servicios Públicos", fallada el 10de octubre de 1985). Ello por un
lado.

Por el otro, que también tiene dicho la Corte que la cláusula de la Ley
Fundamental que impone al Estado otorgar los beneficios de la seguridad
social -artículo 14 nuevo-, incluye una implícita legitimación de la obli-
gación de aportar cuando fulmina la superposición de aportes (Fallos:
307:1971).

Tengo para mí, que a la luz de las precisas y terminantes pautas que
emergen de las citas doctrinarias reseñadas, -que comparto y hago mías-,
los 3.rgumentos expresados por los jueces actuantes para descalificar al
artículo 25 de la ley 1S.037 -t. o. 1976-, no pueden aceptarse y que, por
ello, corresponde revocar la sentencia apelada en lo que fue materia de
recurso. Buenos Aires, 16 de agosto de 1991. Osear Eduardo Roger.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Pérez, José e/Caja Nacional de Previsión de la Indus-
tria, Comercio y Actividades Civiles".
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1°) Que contra el pronunciamiento de la Sala 111 de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones de la Seguridad Social que declaró la inconstituciona-
lidad del art. 25 de la ley 18.037, revocó la resolución administrativa y
ordenó al organismo previsional que se expidiera nuevamente acerca de
la procedencia de la jubilación ordinaria solicitada, el Instituto Nacional
de Previsión Social dedujo el recurso extraordinario que fue concedido a
fS.76.

2°) Que, como lo señala el señor Procurador General en el dictamen
precedente, este Tribunal ha declarado reiteradamente la validez constitu-
cional del art. 25 de la ley 18.037, por haber entendido que no lesiona ga-
rantías que cuentan ~on protección en la Carta Magna, ya que el sentido
de la norma está dirigido, precisamente, a proteger el acervo común de los
afiliados al tratar de impedir que los empleadores omitan realizar los des-
cuentos y contribuciones que la ley les impone.

3°) Que la Corte consideró también que tal circunstancia no implica
desatender el interés de los trabajadores, toda vez que la disposición les
proporciona la vía apta para defender sus derechos mediante el control y
la denuncia correspondiente para el caso de infracción a las reglas que
hacen a la buena marcha del régimen de previsión social, a cuyo mante-
nimiento deben colaborar los agentes que se desempeñan en relación de
dependencia (Fallos: 306: 1844 y causas: S.370.XX. "Shield, Cuthbert cl
Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públi-
cos", de fecha l de octubre de 1985).

4°) Que, en el caso, no se advierten razones que justifiquen apa~tarse
del criterio expresado, en especi al si se tiene en cuenta que el actor preten-
de obtener un beneficio de jubilación ordinaria sin haber aportado nunca
al sistema, por lo que corresponde hacer lugar a los agravios del ente
previsional, pues demuestran la relación directa entre lo resuelto y las ga-
rantías constitucionales que se invocan como vulneradas.

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador
General, se declara bien concedido el recurso extraordinario y se revoca
la sentencia. Vuelvan los autos al tribunal de origen para que, por quien
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corresponda, se dicte un nuevo fallo sobre las restantes cuestiones plan-
teadas. Notifíquese y remítase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO-

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

ANA MARIA R. SILVA CASALES DE MANCEBO y OTRO v. BANCO CENTRAL DE LA
REPUBLlCA ARGENTINA y OTRA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestián federal. Cuestiones federale;
simples. Interpretación de las leyes federales. Leyes federales el! general.

Procede el recurso extraordinario, si se controvierte la inteligencia de normas de
carácter federal, como lo cs cl art. 56 de la ley 21.526.

ENTIDADES FINANCIERAS.

La obligación que como garante asume el Banco Central no deriva del contrato de
depósito sino dela ley, ya que ella ha sido impuesta con fines de regulación eco-
nómica y no para asegurar el cobro por parte de un acreedor particular.

EN71DADES FINANCIERAS.

La interpretación de las normas que establecen el régimen de garantía que más se
compadece con la finalidad de regulación económica es la que asegure a los depo-
sitantes la devolución de sus imposiciones con más los intereses,.inclusive los
devengados durante el plazo de 30 días que establece el art. 56 de la ley 21.526.

ENTIDADES FINANCIERAS.

Los fines de índole macroeconómica que pudieran inspirar la sanción del régimen
de garantía de los depósitos no podrían alcanzarse si dicho régimen no asegurara a
los depositantes la real devolución de sus imposiciones, con los intereses pactados.
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ENTIDADES FINANCIERAS.

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

Tratándose de certificados de depósitos vencidos con anterioridad a la fecha en la
que el Banco Central dispuso la liquidación de la entidad depositaria, corresponde
que el plazo que establece el art. 56 de la ley 21.526 se compute a partir de dicha
fecha.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos limpios. Cuestiones 110 federales. Sentencias
arbitrarias. Impmcedencia del recurso.

Es inadmisible el agravio fundado en lo dispuesto por la institución del Banco Cen-
tral, que establece el pago de intereses a la tasa regulada durante el lapso posterior
al vencimiento del plazo de gracia del art. 56 de la ley 21.526, toda vez que el ape-
lante se limita a sostener la procedencia de la aplicación de dicho régimen, sin ha-
cerse cargo de las razones expuestas en la sentencia en punto a que esa norma no
es oponible a terceros al no haber sido publicada en el modo previsto por el art. 108
del decreto-ley 1759/72.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de abril .de 1992 .

.Vistos los autos: "Silvia Casales de Mancebo, Ana María R. y otro el
Banco Central de la República Argentina y otra slcobro de pesos".

Considerando:

1°) Que la Sala III de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Con~
tencioso Administrativo Federal, al modificar la decisión de la instancia
anterior, resolvió, en relación con una operación de depósito a plazo fijo
nomiJlativo transferible realizada por los actores en Viplan S.A. -entidad
que fue liquidada por el Banco Central- que, durante el lapso corrido desde
el vencimiento del plazo pactado en dicha operación hasta la fecha de li-
quidación de la entidad depositaria, correspondía que el Banco Central
pagara a los actores, en virtud de la garantía establecida en el art. 56 de la
Ley de Entidades Financieras, los intereses respectivos calculados según
la tasa fijada en el contrato, computándose a la misma tasa los correspon-
dientes al lapso de treinta días posteriores a dicha liquidación, y a partir de
tal fecha y hasta la del efectivo pago, se procediera al reajuste monetario
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de lo adeudado según el índice general de precios mayoristas, más un in-
terés puro del 6% anual.

2°) Que contra lo resuelto'- el apoderado del Banco Central i~terpuso
recurso extraordinario, que fue concedido en cuanto se controvierte la in-
teligencia de normas de carácter federal y denegado en punto a la arbitra-
riedad invocada.

3°) Que, en el aspecto en el que ha sido concedido, el remedio inten-
tado es procedente, toda vez que el apelante cuestiona el alcance acorda-
do por el tribunal a qua al art. 56 de la ley 21.526, y sostiene que el régi-
men de garantía allí establecido -que tiene su punto de partida en la liqui-
dación de la entidad receptora del depósito- implica que sólo a partir de ese
momento comience a contarse el plazo de treinta días al que se refiere la
norma, por lo cual afirma que no corresponde antes de esa fecha la percep-
ción de ajuste ni compensación alguna.

4°) Que acerca de la cuestión planteada, esta Corte ha señalado que si
bien es cierto que la obligación que como garante asume el Banco Central
no deriva del contrato de depósito sino de la ley, ya que ella ha sido im-
puesta con fines de regulación económica y no para asegurar el cobro por
parte de un acreedor particular (Fallos: 307:534), no lo es menos que tam-
bién ha establecido que la interpretación de las normas que establecen 'el
régimen de garantía que más se compadece con tal finalidad, es la que ase-
gure a los depositantes la devolución de sus imposiciones con más los in-
tereses, inclusive los devengados durante el plazo de treinta días que es-
tablece el art. 56 de la ley 21.526. Y esto es así porque los fines de índole
macroeconómica que pudieran inspirar la sanción del régimen de garan-
tía de depósitos no podrían alcanzarse si dicho régimen no asegurara a los
depositantes la real devolución de sus imposiciones, con los intereses pac-
tados (Fallos: 310: 1950; "Fernández, Raúl Ambrosio y otrós e/Banco Cen-
tral de la República Argentina s/cobro de pesos", del ll de octubre de 1988
y "Galarraga, Ignacio e/Banco Central de la República Argentina", del 22
de diciembre de 1988).

5°) Que, asimismo, ha sostenido esta Corte que el fallo que ordenó la
devolución del capital e intereses pactados corridos hasta la fecha en que
se cumple el plazo de treinta días impuesto por el art. 56 de la ley 21.526,
ya partir de ese momento la actualización de la suma total con más un in-
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terés puro hasta la fecha del efectivo pago, se compadece con la doctrina
reseñada en el considerando anterior (Fallo recaído en la causa "Wernicke,
Jaime y otro c/Banco Central de la República Argentina s/cobro de pesos",
del3 de octubre de 1989).

6°) Que, sin embargo, tratándose de certificados de depósito vencidos
con anterioridad a la fecha en la que el Banco Central dispuso la liquida-
ción de la depositaria, corresponde que el plazo que establece el mencio-
nado art. 56 se compute a partir de dicha fecha (sentencia del 11 de octu-
bre de 1988 en autos "Fernández, Raúl Ambrosio y otros e/Banco Central
de la República Argentina s/cobro de pesos"). Y ello es así porque, al te-
ner el mencionado plazo por objeto permitir al ente rector el control del
cumplimiento de los requisitos legales para efectuar el pago, no parece
razonable que comience a contarse en fecha anterior a la liquidación, mo-
mento a partir del cual tiene vigencia la garantía y en el que el Banco Cen-
tral sustituye a los representantes legales de la entidad liquidada (Fallo del
3 de octubre de 1989 dictado en la causa M.612.XXII. "Messina, Hugo y
otra e/Banco Central de la República Argentina s/cobro de pesos").

7°) Que no empece a lo expuesto el agravio fundado en lo dispuesto por
la instrucción N° 36 del Banco Centra\, que establece el pago de intereses
a tasa regulada durante el lapso posterior al vencimiento del plazo de gracia
contemplado por el aludido art. 56, toda vez que el apelante se limita a
sostener la procedencia de la aplicación de dicho régimen, sin hacerse car-
go de las razones expuestas en la sentencia en punto a que esa norma no
es oponible a terceros, dado que no ha sido publicada en el modo previs-
to por el art. 108del decreto 1759/72.

Por ello, se declara procedente el recurso en 10 concerniente a la cues-
tión tratada en los considerandos 4°) a 6°) de este pronunciamiento, con-
firmándose la sentencia apelada, e improcedente en cuanto al agravio del
que da cuenta el considerando 7°). Con costas. Hágase saber y devuélvan-
se.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO

MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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WENCESLAO JORGE SALASEVICIUS y OTROS v. DIRECC10N NACIONAL
ASOCIACIONES SINDICALES (MINISTERIO DE TRABAJO y SEGURIDAD SOCIAL)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestián federal .. Cuestiones federales
simples. Illferpretación de las leyes fálerales. Leyes federales en general.

Existe cuestión federal suficiente, si la sentencia recurrida negó validez a la deci-
sión del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de suspender el congreso con-
vocado por una federación gremial.

ASOCIACIONES PROFESIONALES.

Resultan innegables las facultades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para
resolver el diferendo entre una entidad de grado inferior, el sindicato, y otra de grado
superior, la federación (art. 60 de la ley 23.551).

ASOCIACIONES PROFESIONALES.

Si la cuestión es consecuencia de la grave crisis institucional que desde larga data
viene afectando a la federación dc'mandante, exigir de modo formal la acreditación
por ella del agotamiento de la vía asociacional (arts. 59 y 60 de la ley 23.551) hu-
biera resultado un ritualismo estéril. '

ACTOS ADMINISTRATIVOS.

El ejercicio del control de legalidad, no es un derecho sino un deber de la adminis-
tración.

ASOCIACIONES PROFESIONALES.

Si en el congreso estaba prevista la elección de autoridades, el Ministerio de Tra-
bajo y Seguridad Social estaba facultado para suspenderlo, en uso de las atribucio-
nes que le confieren los dos últimos párrafos del art. 15 del decreto 467/88, de modo
armoniOso con lo dispuesto en los arts. 59 y 60 de la ley 23.551.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cuestión federal.
Mantenimiento.

Si la cámara consideró que, atento lo resuelto, no debía expresarse sobre el plan-
teo de inconstitucionalidad del art. 15 del decreto 467/88, y la actora no mantuvo
la cuestión al contestar agravios ante la instancia extraordinaria, cabe declarar la
deserción de aquel cuestionamiento.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cuestión federal.
Oporwllidad. Plall/eamienlO en el escrito de inte'7)Osición del recurso extraordinario.

Có'nstituye una reflexión tardía la tacha de inconstitucionalidad del art. 64 de la ley
23.551 plant«ada sólo ante la Corte.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Límites del pronunciamiento.

No corresponde determinar si la vía utilizada para promover la acción de invalidez
de una decisióil del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social fue la correcta si el
tema se encuentra firme y la Corte, como regla, debe limitar su decisión a las cues"
tiones que le sean sometidas a juzgamiento.

ASOCIACIONES PROFESIONALES.

La sola atribución de competencia al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para
resolver los diferendos cntre una entida9 de grado inferior y otra de grado superior
(art. 60 de la ley 23.551) no puede ser considerada violatoria de la libertad y auto-
nomía sindicales, si existe posibilidad de revisión judicial.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Estimo que las constancias obrantes de fs. 135 a [s. 143 en nada alte-
ran el tema cardinal a resolver en la especie cual es, si el Ministerio de
Trabajo y Seguridad Social cuenta o no con facultades para dictar resolu-
ciones como la que dio origen a estas actuaciones (v. segundo párrafo de
mi anterior dictamen, a [s. 133 vta.) .

. Considero, en suma, y salvo, obviamente, lo que el Tribunal de V.E.
pudiera decidir según su elevado criterio, que correspondería desestimar
el pedi do de fs. 144. Buenos Aires, 20 de agosto de 1991. Osear Eduar-
do Roger.



DE JUSTICIA DE LA NACION

:115

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

741

Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Salasevicius, Wenceslao Jorge y otro c/Dirección
Nacional Asociaciones Sindicales (Ministerio de Trabajo y Segurida~
Social) s/acción de amparo".

Considerando:

1°) Que cont'ra la sentencia de la Sala IJI de la Cámara Nacional de
Apelaciones del Trabajo en la que, al revocarse la de primera instancia, se
hizo lugar a la demanda resolviéndose que la decisión del Ministerio de
Trabajo y Seguridad Social de la Nación, en la que se había dispuesto la
suspensión del congreso convocado por la Federación del Personal de
Vialidad Nacional para los días 27 y 28.de abril de 1989, carecía de vali-
dez, la demandada interpuso el recurso extraordinario, que fue concedido.

2°) Que, para resolver como lo hizo, el a qua consideró que la suspen-
sión dispuesta por la autoridad de aplicación constituía una interferencia
en la vida interna de la asociación sindical, vedada por varios artículos de
la ley 23.551. Expresó, también, que la facultad de control otorgada al
ministerio en el arto 58 del ordenamiento citado debía ser interpretada a la
luz de los principios de libertad sindical estatuidos en los arts. 1°,6°,56,
57 y 58 del cuerpo normativo mencionado y que, como consecuencia de
tales principios, cuando es necesario adoptar medidas externas "para en-
carrilar el procedimiento democrático de la institución que ha sido afec-
tado" (en una alusión que no resulta muy clara para comprender si se está
haciendo referencia al proceso electoral gremial, o a otros aspectos
institucionales de la asociación), el Estado sólo puede actuar por medio del
Poder Judicial. Abundó en consideraciones semánticas atinentes al signi-
ficado de los términos "control" e "intervenir" -utilizados en algunos de los
artículos precedentemente mencionados-, refiriéndose en largos párrafos
a las distintas acepciones que se asignan a aquellos vocablos en el diccio-
nario de la Real Academia Española. Concluyó, en definitiva, establecien-
do que en ninguna norma de la ley 23.551 se autorizaba al mInisterió a re-
solver como lo hizo, aclarando que la decisión administrativa tampoco
podía sustentarse en el arto 15 del decreto 467/88 -pese a q~e en los párra-
fos 11 y 12 de la norma se permitía a la autoridad administrativa" ... sus-
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pender el proceso electora!..." - pues en el sub lite la suspensión dispuesta
no estaba destinada a un proceso electoral; y queno cabía examinar la in-
constitucionalidad de esta norma planteada por la actora, pues la decisión
administrativa impugnadá no se basaba en aquella disposición.

3°) Que existe cuestión federal suficiente para habilitar la intervención
de este Tribunal, pues en el caso se ha puesto en cuestión la validez de una
autoridad ejercida en nombre de la Nación, y lo resuelto es contrario a di-
cha autoridad (doctrina de Fallos: 307:1572).

4°) Que del examen de las constancias de la causa surge que la Comi-
siónDirectiva del Sindicato de Trabajadores Viales de Buenos Aires -aso-
ciación sindical de primer grado adherida a la Federación del Personal de
Vialidad Nacional- se presentó ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social de la Nación objetando el congreso que las autoridades de la Fede-
ración habían convocado para el 27 y 28 de abril de 1989; agregó la
impugnante, en una posterior presentación, que la convocatoria cuestio-
nada se había realizado sobre la base de un estatuto no aprobado válida-
mente. La autoridad de aplicación consideró que el planteo inicial -en el
que se requería el cambio de lugar de realización del congreso, la partici-
pación de todos los sindicatos adheridos, incluso los morosos, y la deter-
minación de normas diferentes para la realización del acto- conducía ine-
vitablemente a la suspensión del congreso; y que el primer cuestionamien-
to resultaba reforzado por el posterior, pues en éste se ponía en cuestión,
ni más ni menos, la norma rectora de la vida asociacional. En consecuen-
cia, la demandada dictó la resolución que motivó el presente litigio (confr.
considerando 1°), destacando que con anterioridad había intimado a am-
bas partes en conflicto (y esto, obviamente, incluía a la Federación) a abs-
tenerse de realizar actos modificatorios de la situación existente con an-
terioridad a la convocatoria y el congreso impugnados -confr. fs. 83/85 del
expte. administrativo Nro. 847.863, y la sentencia dictada el 13 de diciem-
bre de 1989 por la Sala III de la Cámara Nacional de Apelaciones del Tra-
bajo a fs. 69170 en la causa "Federación del Personal de Vialidad Nacio-
nal e/Dirección Nacional deAsociaciones Sindicales (Ministerio de Traba-
jo y Seguridad Social de la Nación)", ambos agregados-o

5°) Que, planteada la cuestión del modo expresado en el considerando
anterior, es menester puntualizar, en primer término, que a fin de determi-
nar si la demandada actuó dentro de los límites fijados en la ley 23.551 y
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en su reglamentación, y con respeto por los principios de libertad y auto-
nomía sindicales, es menester examinar las circunstancias específicas que
otorgan singularidad a la materia en debate.

Al respecto, cabe poner de relieve, que se suscitó un conflicto entre una
entidad de grado inferior -el Sindicato de Buenos Aires- y otra de grado
superior -la Federación- que la primera -adherida a la segunda- sometió a
conocimiento y decisión de la demandada.

En consecuencia, y en principio, resultan innegables las facultades de
la apelante para resolver el diferendo, pues en el art. 60 de la ley 23.551
-dada la remisión que se hace en esta disposición al artículo anterior del
mismo ordenamiento- se otorga al ministerio recurrente la potestad de re-
solver controversias entre asociaciones como las mencionadas al comienzo
de este considerando siempre que, previamente, quien haya peticionado
agote la vía asociacional.

También con el examen de la causa, y el de los agregados a ésta, se
puede constatar que el sub examine es consecuencia de la grave crisis
institucional que desde larga data -y con anterioridad al pedido de suspen-
sión de la realización del congreso del 27 y 28 de abrí 1de 1989- vienen
afectando a la federación demandante.

En efecto: existieron suspensiones de miembros directivos, múltiples
denul;cias de irregularidades, tomas violentas de locales sindicales que
originaron causas penales y, en definitiva, distintos dirigentes que se atri-
buían las calidades de integrantes de también diferentes órganos de con-
ducción de la entidad federativa y, en tales caracteres, convocaban y rea-
lizaban congresos en los que se decidían cuestiones asociacionales trascen-
dentes; a la vez, dejaban sin efecto las convocatorias y congresos celebra-
dos por los opositores, o suspendían a éstos.

No menos conflictiva resultaba la relación entre la entidad de grado
superior y algunas de las adheridas a ésta.

De este modo, dadas las peculiaridades del caso, exigir de modo for-
malla acreditación por el peticionante (que, por otra parte, desconoci6la
autoridad del órgano convocante del aludido congreso, sosteniendo que los
integrantes de aquél estaban suspendidos), del agotamiento de la vía
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asociacional, habría resultado, se reitera, por la crítica situación institucio-
nal de la actora y por lo que se expresará en el considerando 6°, un
ritualismo es(éril y que hubiera sido cuestionable en cualquier caso.

6°) Que al haberse establecido que el Ministerio de Trabajo y Seguri-
dad Social de la Nación estaba facultado para conocer y resolver el con-
f1il'(n que le fue sometido (confr. considerando anterior), para poder de-
tcnlJlllar si. al resolver como lo hizo, actuó dentro del límite de sus atribu-
CHIlleS. resulta imprescindible valorar un dato esencial, explícita y exten-
samente establecido en la resolución administrativa que fue dejada sin
efecto por la cámara y que ésta, de modo inexplicable, ignoró palmaria-
mente. Dicho dato pone de manifiesto que el congreso de los días 27 y 28
de abril de 1989 fue convocado y desarrollado conforme a un estatuto
asociacional que no había sido aprobado por la autoridad de aplicación. y
que tampoco podría recibir aprobación (pues, a su vez, tal estatuto no con-
sistía en una mera adecuación del anterior a la ley 23.551, sino que pro-
ducía una modificación sustancial del ordenamiento rcctor de la vida dc la
entidad y, por lo tanto. para la sola aprobación por la misma asociación
grcmial se exigía un procedimiento determinado en el estatuto anterior,
que no habría sido cumplido),

De esta circunstancia fundamental no se hicieron cargo ni la demandan-
te en el escrito inicial. ni el (/ quo en su sentencia. no obstante que lo es-
tablecido por el ministerio constituía el ejercicio irrenunciabl~ del control
de legalidad (que no es un derecho de la administración, sino un deber de
ésta) que corresponde a aquél por imposición legal, (anto genérica (art. 58,
ley 23.551) como específica (ans. 24,inc. a, y 64 del mismo ordenamien-
to).

Tampoco valoró el a quo que la inminente realización del Congreso
-en el que se elegirían autoridades. aspecto este que se examinará más ade-
lante- en transgresión a disposiciones tanto estatutarias como legales, per-
mitiría la consumación de actos que. obviamente, luego serían objetables,
con el consiguiente posible perjuicio para la misma clltidad, las demás
adheridas a ésta, y los afiliados.

7Ú
) Que si a pesar de lo expresado en el considerando anterior se pre-

tendiera argumentar que la demandada. no obstante la clara necesidad de
la adopción de una medida rápida y eficaz para suspender el congreso va-
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rias veces mencionado -llevado a cabo, por otra parte, con consciente y
deliberado desconocimiento de una anterior intimación ministerial cursada
a la actora para que se abstuviera de realizarlo, confr. considerando 4° úl-
tima parte- debería haber procedido, ineludiblemente, por medio de la apli-
cación estricta y literal del art. 56, incisos 2° y 3°, de la ley 23.551 -y, por
lo tanto, actuar exclusivamente requiriendo la intervención del Poder Ju-
dicial-, no se puede omitir considerar que, en el congreso en cuestión, es-
taba prevista la elección de autoridades. En consecuencia, la recurrente
estaba facultada para proceder como lo hizo, pues con los planteas del
impugnante Sindicato Buenos Aires se estaba cuestionando, también,
aquel proceso electoral, y la instancia asociacional debía considerarse
agotada (confr. considerando 5° injine). Al ser esto así, la recurrente uti-
lizó las atribuciones que se le confieren en los dos últimos párrafos del art.
15 del dec. 467/88, de modo armonioso con lo dispuesto en los arts. 59 y
60 de la ley 23.551 (confr. cons. 5° tercer párrafo).

De este modo, carece.eJe fundamentación suficiente lo expresado por.
el a qua para considerar inaplicable la norma reglamentaria pues es obvio
que, al impugnarse la realización misma del congreso, esto incluía a todos
y cada uno de los pasos que en aquél se desarrollarían para elegir autori-
dades.

Por otra parte, al establecerse, también, en la sentencia apelada, que la
resolución administrativa impugnada no se fundamentó en el art. 15 del
decreto 467/88, y esto eximía al tribunal anterior en grado de "analizar la
inconstitucionalidad planteada ... y reiterada ... ", se incurrió en un palma-
rio apartamiento del texto y espíritu de tal disposición ministerial, en la que
sin dificultad, en la parte pertinente, se lee: "8. Por último cabe señalar que
amén de las facultades que como autoridad de aplicación le corresponden
a este Ministerio conforme la ley 23.551, su decreto reglamentario prevé
la posibilidad de suspender el proceso electoral si se advirtiera la verosi-
militud de la impugnación y la posibilidad de frustración de derechos fren-
te a la demora (art. 15 del decreto 467/88)" (fs. 4 del expte. principal). De
este modo, también se advierte sin esfuerzo que la cita que se hizo del ar-
tículo 15 no fue meramente de rito, sino que estaba precedida de funda-
mentación suficiente.

8°) Que con respecto a los planteas de inconstitucionalidad de los arts.
15 del decreto 467/88 y 64 de la ley 23.551, sin entrar a considerar si co-
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rresponde el examen de tales impugnaciones cuando la acción se interpone
con base en el art. 47 de la ley 23.551, con relación a la primera de las nor-
mas impugnadas el a quo consideró que no debía expresarse dada la for-
ma en que resolvió (confr. considerando 2° injine), y la actora no mantu-
vo la cuestión al contestar agravios ante esta instancia, por lo que cabe
declarar la deserción de aquel cuestionamiento (Fallos: 247: 111; 253:463;
256:434; 276:261; 300:614). Yen lo atinente al art. 64 de la ley 23.551,
la tacha se planteó sólo ante este Tribunal, y por esto es una reflexión tar-
día (Fallos: 303: 164 y 167, entre muchos otros).

9°) Que no es del caso determinar si la vía utilizada para promover la
acción fue la correcta, pues este tema se encuentra firme y la Corte, como
regla, debe limitar su decisión a las cuestiones que le sean oportuna y de-
bidamente sometidas a juzgamiento. Pero a la luz de todo lo establecido
en los considerandos anteriores resulta claro que la resolución ministerial
impugnada no fue un acto impeditivo o constitutivo de obstáculo del ejer-
cicio régular de los derechos de la asociación gremial demandante, en los
términos y con los alcances del art. 47 de la ley 23.551. Y que en el modo
de proceder de la administración tampoco existieron la ilegalidad o arbi-
trariedad manifiestas que hubieran sido requisito ineludible para recabar
el amparo de aquéllos, supuestamente conculcados.

10) Que, por lo demás, no se puede soslayar que el a quo, al pretender
detraer de la competencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de
la Nación, en forma genérica, el ejercicio de las funciones en virtud de las
cuales éste actuó como lo hizo, bajo el pretexto de que esto resultaba lesivo
de la libertad y autonomía sindicales, no valoró que la sola atribución de
esta competencia a la autoridad de aplicación que se hace en el
ordenamiento aplicable no puede ser considerada violatoria de tales dere-
chos si existe posibilidad de revisión judicial.

Tampoco tuvo en cuenta el tribunal anterior en grado que con el ejer-
cicio del control de legitimidad efectuado de modo activo por el órgano
administrativo, al impedirse la prosecución de todo un procedimiento
sumamente irregular, se pretendía asegurar que la realización de actos
asociacionales trascendentes se hiciese sin desplazamientos indebidos de
sectores de opinión -tal vez mayoritarios- de la vida sindical, y con esto,
lejos de atentarse'contra la libcrtad y autonomía sindicales de la actora, de
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las entidades adheridas a ésta, y de los afiliados, se garantizaban tales de-
rechos.

11) Que con relación al planteo de la demandante referente a la hipo-
tética ausencia de necesidad de que esta Corte resuelva el sub examine,
basado en un supuesto reconocimiento, por parte del ministerio recurren-
te, de "...derechos que asisten ala actora ... ", cabe destacar, por un lado, que
la interesada ha manifestado expresamente su voluntad de mantener el re-
curso extraordinario interpuesto (confr. fs. 117 de los autos principales);
y por otro, que con las constancias de fs. 138/139, con las que se preten-
dería acreditar el "reconocimiento" invocado, sólo se demuestra, una vez
más, que el estatuto asociacional no ha recibido aprobación ministerial, y
esto pone en evidencia que, en verdad, la actitud de la autoridad de apli-
cación es precisamente la contraria de la que su contraparte le atribuye.

Por ello, y oído el señor Procurador General de la Nación, se declara
procedente el recurso extraordinario, se revoca la sentencia apelada y se
rechaza la demanda. Con costas. Notifíquese y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

TELEFONICA DE ARGENTINA S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos propios. Resolllción contraria.

Las resoluciones que deciden cuestiones de competencia son apelables por la vía
del arto 14 de la ley 48 cuando mcdia denegación del fuero federal.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Principios generales.

La intervención del fuero federal en provincia es de excepción, es decir que se en-
cuentra circunscripta.a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fi.
jan su competencia, las cuales no son de interpretación restricliva.
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JURISD1CC10N y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la materia. Causas excluidas
de la competencia federal.

Es competente la justicia local para conocer en la demanda deducida por una em-
presa telefónica si la relaciónjuridica que vincula a los litigantes está básicamente
regida pOI'normas de derecho común y no se encuentra comprendida en los supues-
tos contemplados por los arts. 100 de la Constitución Nacional y 2° de la ley 48.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Contra la decisión de la Sala I Civil de la Cámara Federal de Apelacio-
nes de La Plata, provincia de Buenos Aires, que confirmó lo resuelto en la
anterior instancia, la demandada -Telefónica Argentina Sociedad Anóni-
ma- dedujo el recurso extraordinario de fojas 34/39 el que fue concedido
a fojas 40.

Sostuvo que la denegatoria por el a qua del fuero federal importó des-
conocer y cuestionar la validez y aplicación de la Ley Nacional de Tele-
comunicaciones y demás conexas, marco legal en el cual desenvuelve sus
actividades. Puso de resalto, además, la naturaleza. federal de la materia
debatida en la litis,remitiéndose a krs artículos 67,incisos 12, 13 Y 16 Y
100 de la Constitución Nacional.

Indicó especialmente que toda cuestión que pueda afectar o se relacione
con el servicio público de comunicaciones es de naturaleza federal, mar-
co en el que se encuentran comprendidas -agregó- las relaciones de natu-
raleza laboral como las aquí debatidas.

-11-

Debo señalar, en principio, que si bien las resoluciones que deciden
cuestiones de competencia no son apelables por la vía del artículo 14 de
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la ley 48, en el caso el recurso es procedente por mediar denegatoria del
fuero federal invocado por la apelante (v. Fallos 273: 16; 276:222; 302:436;
303: 1542; 307: 1831, 2430 entre muchos otros).

Establecido ello cabe observar, en cuanto al fondo del asunto, que la
parte actara dedujo una demanda labaral contra Telefónica Argentina So-
ciedad Anónima -entidad privada- mediante la cual reclamó la indemni-
zación devengada a raíz del despido, falta de preaviso, vacaciones, suc1-
do anual complementario y daño moral. Fundó la acción en las normas de
los artículos 84, 86, 87, 88, 242, 245 Y concordantes de la Ley de Contra-
to de Trabajo.

Dichos antecedentes permiten sostener con fundamento que en el sub
lite se ha incoado una acción en la que se encuentran en tela de juicio cues-
tiones vinculadas con aspectos individuales del derecho del trabajo.

En ese contexto, debo indicar que tiene reiteradamente dicho la Corte
que la intervención de la justicia federal en provincias es de excepción, es
decir que se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atri-
buyen las leyes que fijan su competencia, las cuales, no está demás e1ecirlo,
son de interpretación restrictiva (v. Fallos: 305: 193; 307: 1139, entre
otros).

Entonces, desde ljlle la relación jurídica quc cn el caso vincula a los
litigantes está hásicamente regida por normas ele derecho común, se sigue
que la cuestión no se encuentra comprendida en los supuestos especialcs
contemplados por los artfculos 100 de la Constitución Nacional y 2 de la
ley 48 que surten lajurisdiceiún federal. Consecuentemente c1juicio debe
continuar su trámite ante lajustlcia local (v. Fallos: 296:432).

Por otra parte. es del caso seiialar que de los términos en que quedó tra-
baela la litis no surge que la dilucidación de la controversia exija precisar
el sentido y los alcances de normas federales vinculadas a las facultades
conferidas al Estado por la Ley Nacional de Telecomunicaciones respec-
to e1el servicio púhlico telefónico. (v. sentenCIas del 20 de agosto de 1991
C.308 XXIII "Chaar David c/Cía. Argentina de Teléfonos S.A. s/ordina-
rio" y del 23 de octuhre de 1990 Competencia 775 XXII "PrOVincia de
Salta c/Compañía Argentina de Teléfonos S.A. s/acción de amparo" -apli-
cación a contrario sen su- ).
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No dejo de advertir que en los autos principales se ha dispuesto la ci-
tación como tercero de E.N.T.E.L., pero desde que dicha empresa no de-
dujo ninguna defensa frente a la intervención de la justicia local en la litis,
cabe considerar configurada una prórroga implícita de su eventual dere-
cho al fuero federal ratione personae.

Por ello, soy de parecer, que corresponde desestimar el recurso extraor-
dinario deducido y confirmar el pronunciamiento atacado en lo que fue
materia de recurso. Buenos Aires, 20 de diciembre de 1991. Aldo Luis
Montesano Rebon.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Telefónica de Argentina S.A. s/inhibitoria".

Considerando:

Que esta Corte' comparte y hace suyas las consideracioneS expuestas,
en el dictamen precedente, por el señor Procurador General, a cuyos fun-
damentos corre"sponde remitirse en razón de brevedad.

Por el1o, se desestima el recurso extraordinario deducido, cohfirmán-
dose el pronunciamiento apelado en lo que fue materia de recurso.
Notifíquese y oportunaniente remítanse las actuaciones.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MAJüiNEZ - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S.

FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLlJSCJO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.
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EDUARDO F. TENORIO v. MUNICIPALIDAD DE LOMAS DE ZAMORA y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolución contraria.

751

Es procedente el recurso extraordinario, al haberse denegado el fuero federal opor-
tunamente invocado (l).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la materia. Causas excluidas
de la competencia federal.

No por la soja circunstancia de que un hecho se produzca dentro de los perímetros
reservados al Estado Nacional cabe reputarlo de competencia federal, ya que las
provincias mantienen su jurisdicción siempre que su actividad no afecte directa o
indirectamente intereses nacionales o fines para los cuales esos lugares están des-
tinados (2).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la materia. Causas excluidas
de la competencia federal.

No corresponde a la justicia federal entender en los delitos cometidos en terrenos
ferroviarios cuando, como consecuencia de ellos, no resulte comprometida la res-
ponsabilidad patrimonial de la Nación, ni interrumpida o entorpecida su seguridad
o el buen servicio de sus empleados (3).

JURISDICCJON y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la materia. Causas excluidas
de la competencia federal.

Si la relación jurídica que liga a los contratantes está básicamente regida por las
normas comunes civiles y comerciales, la aplicación en algunos aspectos, de las
prescripciones de los reglamentos ferroviarios no altera la competencia de la justi-
cia ordinaria para conocer en el caso (4).

JURISDICCJON y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la materia. Causas excluidas
de la competencia federal.

No es competente la justicia federal para rcconocer en el amparo donde se impug-
na el acto por el cual la Municipalidad de Lomas de Zamora ordenó la clausura de

(1) 2 J de abril. FaIJos: 298:44 J, 58 J; 300:839; 302:258.
(2) Fallos: 306:761.
(3) Fallos: 301:451.
(4) Fallos: 306:1872.
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un local de la estación de Ferrocarriles Argentinos ya que el art. 18, 2a. parte, de
la ley 16.986 limita su aplicación por los jueces federales de las provincias a "los
casos en que el acto impugnado mediante la acción de amparo provenga de una au-
toridad nacional".

JURISDICCION y COMPETENCIA: CompeTencia federal. Por la maTeria. Causas excluidas
de la compeTencia federal.

No es competente la justicia federal para entender en la clausura de un local ubi-
cado en la estación de Ferrocarriles Argentinos, pues la invocación de garantías
constitucionales no sujeta, por sí sola, las causas que de ellas surjan al fuero fede-
ral, pues éste solo tendrá competencia cuando aquellas sean lesionadas por o con-
tra una autoridad nacional (1).

JAVIER IGLESIAS y OTRA

JURISDICCION y COMPETENCIA: ConfliCTOS enTre jueces.

Frente a un conflicto entre magistrados sólo uno debe ser el habilitado para adop-
tar respecto de un menor las medidas adecuadas a la preservación de su salud físi-
ca y moral, lo que contribuye a evitar la posibilidad de resoluciones contradictorias
cuyos efectos perjudiciales adquieren especial significación debido a los interes~s
comprometidos (2).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Conflictos en/re jUe('es.

Si los dos magistrados entre los cuales se planteó el conflicto de competencia se
encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar del menor, la
elección debe hacerse ponderando cuál de ellos sc halla en mejores condiciones de
alcanzar la protección integral de sus derechos.

(1) Fallos: 307:J761,
(2) 21 de .abriL Fallos: 247:506; 263:365: 265: 199.
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JURISDICCION y COMPETENCIA: CompeTencia ordinaria. Por la maTeria. CuesTiones
civiles y comerciales. TUTela..

Corresponde mantener la jurisdicción del tribunal que conoció antes la situación
personal del menor ya que es posible presumir que.cuenta con mayores anteceden-
tes sobre su evolución, que le permitirían su eficaz asistencia y porque, al ser ór-
gano jurisdiccional que procura establecer la real identidad del nombrado, de con-
seguirlo y ubicar a sus familiares, estará en las mejores condiciones de resolver de-
finitivamente su situación tutelar.

PEDRO AGUSTIN MART1NEZ

DEFRAUDACJON.

Cabe encuadrar en el delito de administración fraudulenta la actitud del conductor
de un colectivo que percibió para sí el dinero correspondiente al valor de los pasa-
jes, sin entregar a las personas transportadas los boletos de viaje (1).

JURISD/CCION y COMPETENCIA: CompeTencia ordinaria. Por el TerriTorio. Lugar
del deliTo.

El delito de administración fraudulenta debe estimarse cometido en el lugar donde
se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber (2).

(1) 21 de abril.
(2) Fallos: 308:1372, 2470; 313:655.
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DANIEL MEDINA

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. Cuestiones
penales. Pluralidad de delitos.

Los delitos de estafa y puesta en circulación de moneda extranjera falsa concurren
idealmente y, en consecuencia, debe entender en la investigación del hecho la jus-
ticia federal (1).

JUANA M. WAGNER DE PRADA y OTRO v. FRANCISCO STADELMAN y OTRO

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. Cuestiones civiles
y comerciales. Quiebra. Fuero de atracción.

La doctrina por la cual "la citación en garantía a instancias del asegurado implica
el ejercicio de una acción judicial -de contenido patrimonial- contra el asegurador,
que se ve comprendida en el fuero de atracción (ar!. 136 de la ley 19.551)", no se
ve modificada por el hecho de existir una sentencia firme.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. Cuestiones civiles
y comerciales. Quiebra. Fuero de atraccÍfin.

La acción judicial del asegurado contra su asegurador, mientras no exísta un
desistimiento expreso, se mantiene en el proceso, aun en la etapa de ejecución de
sentencia, pues la sentencia dictada hace cosa juzgada respecto del asegurador y es
ejecutable contra él, en la medida del seguro (art. 118 de la ley 17.418).

JURISDICClON y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la maleria. Cuestiones civiles
y comerciales. Quiebra. Fuero de afracción.

La citación en garantía de la aseguradora se encuentra comprendida en el art. 136.
de la ley J 9.551, no obstante el desistimiento de la acción formulado por la actora.

(1) 2 J de abril. Fallos: 314:277. Causa: "Incidente de comp. en causa N°
37.717", del 1° de octubre de 1991.
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JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. Cuestiones
civiles y comerciales. Quiebra. Fuero de atracción.

No opera el fuero de atracción (art. J 36 de la ley J 9.551) y corresponde a la justi-
cia provincial conocer en la liquidación forzosa de una cooperativa de seguros si
existe una sentencia definitiva firme, pues ésta hace cosa juzgada y no puede' su-
frir modificaciones por tanto no se da la posibilidad del dictado de sentencias con-
tradictorias (Disidencia de los Dres. Rodolfo C. Barra, Julio S. Nazareno y Eduar-
do Moliné O'Connor).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

-1-

.El señor Juez a cargo del Juzgado Nacional de Comercio N° 4 puso en
conocimiento del señor magistrado titular del Juzgado de Primera Instancia
en lo Civil y Comercial N° 4 del Departamento Judicial de Morón, Provin-.
cia de Buenos Aires, el decreto de liquidación forzosa de Ruta Coopera-
tiva de Seguros Limitada.

Con motivo de tal conocimiento el señor juez local, resolvió en orden
a lo dispuesto en el art. 136 de la ley 19.551 y el carácter de orden públi-
co de la normativa, remitir las actuaciones al tribunal donde tramita la li-
quidación de la aseguradora citada en garantía.

Recibidos los autos en el juzgado comercial, su titular destacó que en
los mismos obraban constancias de que se ha dictado sentencia definitiva
que se halla firme y en consecuencia no resultaban aplicables al caso los
presupuestos de la doctrina sentada en el caso "Arcadia", ya que tanto el
damnificado como el asegurado contaban con un título para hacer valer sus
derechos contra la fallida.

Señaló, por otro lado, que una inteligencia distinta le otorgaría exclu-
sivamente jurisdicción sobre la ejecución de la sentencia contra el no fa-
llido, lo que es ajeno a la finalidad del instituto del fuero de atracción, y
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agregó que de aplicarse las disposiciones de la ley concursal se causaría
al actor una inaceptable afectación de sus derechos de propiedad y defensa
enjuicio.

Resolvió, por ,tanto devolver las actuaciones al juzgado originario.

El juzgado provincial, tras insistir en su postura, elevó las actuaciones
a V.E. para que resuelva la cuestión planteada.

-II-

En las,condiciones expuestas quedó planteado un conflicto de compe-
tencia que corresponde dilucide V.E. en orden a lo dispuesto en el inciso
7° del art. 24 del decreto-ley 1'285/58 -texto según ley 21. 708- .

. Debo poner de resalto, en primer lugar, que en la doctrina sentada en
diversos precedentes (Arcadia Cía. Arg. de Seguros S.A. c/Hesslegrave,
Carlos F. s/daños y perjuicios", Comp. N° 731, L. XX del 22 de mayo de
1986; "Vázquez c/Sufuentes" Comp. N° 39, L. XX del 23 de octubre de
1986, "Luna c/Liaudat", Comp. N° 582, L. XXI del 9 de febrero de 1988,
"Campodónico de Leggio c/Exp. Angélica S.R.L. y otros", Comp. N° 485,
L. XXII del 16 de mayo de 1989), "Alaniz, Emilio c/Chacama, Juan c.",
Comp. N° 8, L. XXIII del 20 de marzo de 1990 y otros), V.E. consagró la
aplicación del fuero de atracción y la consecuente remisión de las actua-
ciones al juzgado de la quiebra, con fundamento en que la citación en ga-
rantía prevista en el art. 118 de la ley 17.418 y la participación en juicio
de la aseguradora no se reduce a una mera llamada a comparecer en la cau-
sa, sino que implica el ejercicio de una acción contra ella, es decir, que ante
el mismo juez se esgrimen dos pretensiones de contenido patrimonial, y
por ello se ven comprendidas en el fuero de atracción, en la medida que no
resultan escindibles, en tanto la pretensión contra la aseguradora sólo pue-
de ejercerse en la acción de daños y perjuicios, ya que carecería de auto-
nomía.

Se destacó también que ello tenía el sentido de evitar dos procesos de
cognición, en los que se formularían argumentos, pruebas y conclusiones
que, en el caso de ser idénticos, revelarían dispendio jurisdiccional y, de
resultar disÍmi les podrían traducirse en el escándalo jurídico de sentencias
contradictorias.
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Tengo para mí que en el presente caso, no se dan los supuestos seña-
lados, en tanto en autos consta la existencia de sentencia definitiva firme
dictada por el juez provincial contra ambas demandadas y su contenido ha
hecho cosa juzgada, que ya no puede sufrir modificaciones, o sea, ya no
se da la posibilidad de dictado de sentencias contradictorias.

La eventual relación de las partes del presente juicio con el concurso
quedaría limitada, entonces al hipotético reclamo, por parte del actor y/o
asegurado en la demanda de daños y perjuicios, de sus derechos emergen-
tes del título obtenido con la sentencia dictada.

En el sub lite, la actora ha desistido de ejecutar la sentencia contra la
aseguradora en liquidación, y lo cierto es que, más allá de lo que al respec-
to resolvió el juzgado, ha promovido, en cambio, exclusivamente, la eje-
cución de sentencia contra el asegurado, por lo cual no cabe sino estimar
que ha desaparecido la razón de ser del fuero de atracción de los autos prin-
cipales y, aún con mayor sentido respecto del proceso de ejecución con-
tra el asegurado, donde no opera el instituto falencial, por no ser parte la
concursada.

Procede advertir, a mayor abundamiento, que el actor, lo mismo que el
asegurado, conservan su derecho a verificar en el concurso, el primero por
la parte de su crédito no satisfecho por el principal responsable y el segun-
do, repiticndo lo pagado al actor, en virtud del seguro que garantiza su res-
ponsabilidád; lo cual no podría provocar, en este supuesto, dispendio ju-
risdiccional alguno, desde que necesariamente, por tratarse de dos situa-
ciones jurídicas diferentes, deberán ser atendidas por el órgano jurisdic-
cional pertincnte y en su caso contarán con el control debido de la
sindicatura, el propio concursado y/o el asegurado, para evitar un reclamo
excesivo n ya cumplido.

Cabe poner de relieve, a su vez, que cnmi opinión, una solución como
la propuesta ati"ende, a la necesidad de no asignar al juez del concurso la
causa en la que nada tiene que ver el trámite falencial, Jo cual vendrá a
evitar un agravio innecesario al actor que de otro modo se vería obligado
a quedar involucrado en un trámite al que es ajeno, y que se suscita fuera
de su natural jurisdicción, a la par que se paralizaría su derecho a deman-
dar la ejecución del principal obligado, quién no se halla concursado.
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Por lo expuesto, opino que en el supuesto en examen no corresponde
la remisión de la causa al juez del concurso, debiendo continuar elproce-
so su trámite ante el juzgado originario de primera instancia, en lo Civil
y Comercial N° 4, del Departamento Judicial de Morón, de la Provincia de
Buenos Aires. Buenos Aires, 7 de agosto de 1991. Osear Eduardo Roger.

-FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de abri 1de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que en la causa sub examine -adecuadamente reseñada por el se-
ñor Procurador General-, tanto el señor juez a cargo del Juzgado Nacional
de Primera Instancia en lo Comercial N° 4, como el señor juez a cargo del
Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 4 de la Ciudad
de Morón, Provincia de Buenos Aires, se declararon incompetentes para
conocer en las actuaciones.

Consecuentemente y de conformidad con lo dispuesto en el art. 24, inc.
7°, del decreto-ley 1285/58, ha quedado trabado un conflicto negativo de
competencia que le corresponde resolver a esta Corte Suprema.

2°) Que es doctrina del Tribunal que la citación en garantía a instan.cia
del asegurado implica el ejercicio de una acción judicial -de contenido
patrimonial- contra el asegurador, que se ve comprendida en el fuero de
atracción, establecido en el art. 136 de la ley 19.551 (Fallos: 308:852).

3°) Que la doctrina sentada en el precedente uf supra citado y reitera-
da en numerosos fallos posteriores, no se ve modificada en el sub lite, por'
el hecho de existir sentencia firme.

La acción judicial del asegurado contra su asegurador, mientras no
exista un desistimiento expreso, se mantiene en el proceso, aUJl en la eta-
pa de ejecución de sentencia, atento a que, conforme a lo dispuesto por el
arto 1 18 de la ley 17.418, la sentencia dictada hace cosa juzgada respecto
al asegurador y es ejecutable contra él, en la medida del seguro.
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En el sub judice, si bien la actora ha desistido de la acción contra la
aseguradora citada en garantía, el demandado ha mantenido la citación
oportunamente efectuada, por lo que esta acción se ve comprendida en el
fuero de atracción establecida en el art. 136, de la ley 19.551.

Por ello, oído el señor Procurador General, declárase la competencia,
para seguir conociendo en las actuaciones, del señor juez a cargo del Juz-
gado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial N° 4 al que se le re-
mitirán. Hágase saber al Juzgado de Primera Instancia en 10Civil y Comer-
cial N° 4 de la Ciudad de Morón, Provincia de Buenos Aires.

RICARDO LEVENE (H) - RODOLFO C. BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FAYT-

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S.

NAZARENO (en disidencia) - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR (en disidencia)-
ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C.

BARRA y DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON JULIO S. NAZARENO

y DON EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR

Autos y Vistos:

Por los fundamentos y conclusiones del dictamen del señor Procurador
General, a cuyos términos cabe remitirse en razón de brevedad, se decla-
ra que debe conocer en la causa el Juzgado de Primera Instancia en lo Ci-
vil y Comercial N° 4 del Departamento Judicial de Morón, Provincia de
Buenos Aires, al que se le remitirá. Hágase saber al Juzgado Nacional de
Comercio N° 4 de la Capital Federal.

RODOLFO C. BARRA - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR.
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EDUARDO MARCELO ASENSIO v. CHINCUL SeA.

RECURSO EXTRA'ORDINARIO: Requisitos propios. Sentenáa definitiva. Resoluciones ante-
riores a la sentencia definitiva. Varias.

El pronunciamiento que, al conceder el beneficio de litigar sin gastos, se sustentó
en la intervención q~e cabía a la contraparte, destinada a desvirtuar las pruebas de
la carencia de recursos del actor, no constituye una sentencia definitiva o equipa-
rable a tal a los fines del recurso extraordinario (art. 14 de la ley 48) (1).

BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS.

La sentencia que, para conceder el beneficio de litigar sin gastos, se sustenta en la
intervención que cabe a la contraparte, destinada a desvirtuar las pruebas de la ca-
rencia de rccursos del actor y producir las sumas relativas a la situación patrimo-
nial de éste, excede una razonable interpretación de los principios del onus
probandi, lesiona directamente .las garantías de la defensa en juicio y del debido
proceso y controvierte,la regla de la ley que dispone que el peticionante del bene-
ficio es quien tiene dicha carga probatoria (Disidencia de los Ores. Carlos S. Fayt,
Augusto César Belluscio y Antonio Boggiano).

PRUEBA: Principios generales.

Las máximas "ei incumbit probatio, qui dicit; non qui negat" y "negativa no sunt
probanda", sólo son válidas en cuanto se refieren a la mera negativa o desconl?ci-
miento, por cualquiera de las partes, de los presupuestos de hecho de los cuales el
adversario pretende derivar un efecto jurídico favorable a su posición procesal, pero
resultan inaplicables en todos aquellos supuestos en que una norma -como la del ar!.
79 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- erige un hecho negativo en
presupuesto de un efecto determinado, ya que no media razón válida alguna para
dispensar de la carga de la prueba a la parte que invoque un hecho de ese tipo como
fundamento de su pretensión (Disidencia de los Ores. Carlos S. Fayt, Augusto César
Belluscio y Antonio Boggiano).

( 1) 21 de abril.

I..
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones IZO federales. Interpretación de
normas locales de procedimientos. Doble instancia y recursos. '

Cabe apartarse del principio según el cual la admisión o rechazo de los recursos
locales constituye una cuestión procesal reservada a los jueces de la causa, cuan-
do la improcedencia de la apelación puede restringir sustancialmente la defensa o
conducir a la frustración de derechos que cuentan con amparo constitucional (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. InferprefacilÍn de
normas locales de procedimientos, Doble instancia y recursos.

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que rechazó la demanda
contenciosoadministrativa considerando extemporáneo el planteo propuesto, si trató
la cuestión de fondo respectiva sin cuestionar la procedencia de los recursos de ape-
laciónjerárquica y de revo~atoria, pór lo que no puede el tribunal volver sobre una
etapa ya preCIuída, al no existir agravio que se vincula con la admisibilidad de la
actuación administrativa (2). '

JUAN CARLOS CABALLERO VIDAL

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos cO/llunes. CuestilÍn justiciable.

Los enjuiciamientos de magistrados constituyen cuestiones justiciables, en la me-
dida en que se acredite lesión a la garantía del debido proceso.

(1) 21 de abril. Fallos: 303:1134; 305:576.
(2) Causa: "Rodríguez, Luis Napoleón c/Caja de Jubilaciones, Subsidios

y Pensiones del Personal del Banco de la Provincia de Buenos
Aires.", del 3 de septiembre de 1991.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Re9uisitos propios. Tribunal superior.

En los enjuiciamientos de magistrados, cl afectado por una decisión adversa debc
imprcscindiblemente plantear las eventuales cuestiones federales ante el superior
tribunal dc provincia, como recaudo de admisibilidad del recurso extraordinario que
decidiera en su caso interponer.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior.

En los casos aptos para ser conocidos por la Corte según el art. 14 de la ley 48, la
intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regula-
ción que el legislador nacional hizo del art. 31 de la Constitución, de modo que la
legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar el acceso a
aquel órgano, en tales supuestos.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior.

Las provincias Son libres para crear las instancias judiciales.que estimen apropia-
. das, pero no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación
preferente de la Constitución Nacional.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior.

Es inadmisible el recurso extraordinario interpuesto contra la dccisión de un jura-
do de Enjuiciamiento de Magistrados sin plantear las eventuales cuestiones fede-
rales ante el superior tribunal de provincia.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Carlos Horacio
Zavalla en la causa Caballero Vidal, Juan Carlos s/solicita enjuiciamien-
to del titular del Cuarto Juzgado Penal Dr. Carlos Horacio Zavalla -Cau-
sa N° 34-", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que el doctor CarIas Horacio Zavalla interpone la presente queja
por habérsele negado el recurso extraordinario que dedujo contra la deci-
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sión del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Provincia de San
Juan, por la que fue destituido como titular del Cuarto Juzgado en lo Pe-
nal de la Ciudad de San Juan.

2°) Que, en primer lugar, corresponde poner de resalto que los enjui-
ciamientos de magistrados constituyen cuestiones justiciables, en la me-
dida en que se acredite lesión a la garantía del debido proceso, tal como lo
ha decidido esta Corte en recientes pronunciamientos (confr. considerando
6° de la sentencia de fecha 19 de junio de 1986, in re: "Graffigna Latino,
Carlos y otros s/acción de amparo", G .55 8.XX; resolución de fecha 19 de
diciembre de 1986, in re: "Fiscal de Estado Dr. Luis Magín Suárez s/for-
mula denuncia-solicita jurado de enjuiciamiento y sus acumulados",
F.l O LXXI; sentencia del 6 de octubre de 1987, in re: "Llamosas, Oscar
Francisco s/solicita formación jurado de enjuiciamiento al Juez en lo Pe-
nal N° 2 de la la. Circunsc. Judicial Dr. Rubén Langbart ya la Sra. Fiscal
Penal N° 1 Dra. Demetria G. de Canteros", L.355.XXI; fallo del 26 de
mayo de 1988, in re: "Retondo, María D. de Spaini s/denuncia c/Juez del
Crimen de IV Nom. Dr. Remigio José Carol y acumulados", R.437.XXI;
sentencia del 10 de noviembre de 1988, in re: "Jaef, Jorge y Eduardo s/
denuncia-causa N° 695/86", J.22.XXII; fallo del 28 de febrero de 1989, in
re: "Cantos, José María s/juicio político contra el Dr. Velloso Colombres,
Pedro Alberto José", C.574.XXII; sentencia del 15 de febrero de 1990, in
re: "Viola, Carlos J. y olI'o s/juicio político", V.321.XXII).

3°) Que, por otro lado, cabe señalar que -salvo que se den las circuns-
tanci as de excepción que presentaba la causa F.I O I.xXI. "Fiscal de Estado
Dr. Luis Magin Suárez" precedentemente citada- en los enjuiciamientos de
magistrados, el afectado por una decisión adversa debe impres-
cindiblemente plantear las eventuales cuestiones federales ante el superior
tribunal de provincia como recaudo de admisibilidad del recurso extraor-
dinario que decidiera en su caso interponer (confr. pronunciamientos re-
cordados en el consi'derando anterior). Ello por cuanto corresponde reiterar
que "en los casos aptos para ser conocidos por esta Corte según el art. 14
de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesa-
ria eí1 virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo
31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y lajurisprudencia
de sus tribunales no pueden vedar el acceso a aquel órgano, en tales su-
puestos ... Las provincias son libres para crear las instancias judiciales que
estimen apropiadas, pero no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las
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más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional" (confr.
D.309.XXI "Di Mascio, Juan R. interpone recurso de revisión en expedien-
te N° 40.779", sentencia del Ide diciembre de 1988, considerando 14).

4°) Que, en tales condiciones, la presentación sub examine debe ser
rechazada, toda vez que no se encuentra satisfecho el requisito preceden-
temente mencionado pára la admisibilidad del recurso extraordinario.

Por ello, se desestima la queja. Hágase saber y, oportunamente,
archívese.

RICARDO LEVENE (H),( según su voto) - MARIANO AUGus1.'0 CAVAGNA MARTfNEZ

"(según su voto) - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO (según su voto) - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNqR (según su voto) - ANTONIO BOGGIANO.

VOTO DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H), DEL SEÑOR

VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ. .
y DEL SEÑORMINISTRO DOCTOR DON JULIO S. NAZARENO

Considerando:

Que el recurso extraordinario cuya denegación origina esta queja no se
dirige contra la sentencia dictada por el tribunal sllperior de la causa con-
forme. lo exige el arto 14 de la ley 48 (art. 208,inc. 6°, de la Constitución
de la Provincia de San Juan).

Por ello, se desestima la queja. Hágase saber y, oportunamente,
archívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ - JULIO S.

NAZARENO.
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VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:

765

Que las presentes actuaciones guardan sustancial analogía con la re-
suelta en la fecha en la causa: J.74.XXII "Juzgado de Instrucción de Goya
s/eleva solicitud de juicio político a la señora Juez de Paz Letrado n° 2,
Dra. María Elisa Maydana", voto del doctor Moliné O'Connor.

1!"

Por ello, se desestima la queja. Hágase saber y archívese.

EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

ADRIANA MABEL CUETO v. WALTER HORACIO TELIAS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Es inadmisible el recurso extraordinario '(art. 280 del Código Procesal Civil y Co-
mercial) interpuesto contra la sentencia que rechazó la demanda de daños y perjui-
cios derivados de un accidente de tránsito.

PRUEBA: Principios generales.

La verdad del hecho es uno de los fines fundamentales, con arreglo a los cuales el
proceso civil ha de ser instrumentalmente orientado (Disidencia de los Dres. Ma-
riano Augusto Cavagna Martínez, Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. De(ensa en juicio. Principios generales.

Debe primar la verdad jurídica objetiva e impedirse su ocultamiento ritual, como
exigencia de un adecuado servicio de justicia garantizado por el art. 18 de la Cons-
titución Nacional (Disidencia de los Dres. Mariano Augusto Cavagna Martínez,
Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor).
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 170 federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamenjación normativa.

Es arbitraria la sentencia que rechazó la demanda de daños y perjuicios derivada de
un accidente de tránsito sin señalar con claridad la norma aplicable, pues el exacto
encuadramiento legal del tema es indispensable para su correcta solución (Disiden-
cia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Carlos S. Fayt y Eduardo
Moliné O'Connor).

DAÑOS Y PERJUICIOS: Culpa. Extracontractual.

La sola circunstancia de un riesgo recíproco no excluyeJa aplicación de lo dispuesto
en la segunda parte del ar!. J 113 del Código Civil, que regula1a responsabilidad por
el hecho de la cosa (Disidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez,
Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor).

DAÑOS Y PERJUICIOS: Culpa. ExtracontraclUal.

En la colisión entre dos automotores, se crean presunciones concurrentes como las
que pesan sobre el dueño o guardián, quienes deben afrontú los daños causados a
otros salvo que prueben la existencia de circunstancias eximentes (Disidencia de
los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné
O'Connor). .

DAÑOS Y PERJUICIOS: Culpa. Generalidades.

La conducta de la víctima es trascendente sólo cuando haya influido causalmente
en el momento de producirse el hecho generador de los daños (Disidencia de los
Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné
O'Connor).

DAÑOS Y PERJUICIOS: Culpa. Genel-alidades.

Para que la aceptación de los riesgos por la víctima sea causal de supresión o de
disminución de la responsabilidad del autor del daño, esa aceptación debe consti-
tuir una culpa (Disidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Car-
los S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circulIStancias de hecho)' prueba.

Es arbitraria la sentencia que rechazó la demanda de daños y l)erjuicios derivados
de un accidente de tránsito si no valoró la prueba confesional en su integridad ni
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conjuntamente con otros elemcntos que ap¡'eciados en su totalidad y en el concep-
to de la. relación cntre las panes adquieren especial relevancia para la corrccta so-
lución dcl caso (Disidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Carlos
S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sente/icias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circlll7Jtancias de !lec!lo y prueba .

.Es arbitraria la sentencia que rechazó la demanda de daños y perjuiciosiierivados
de un accidente de tránsito excluyendo datos obj~tivos del peritaje mecánico (Di-
sidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Carlos S. Fayt y Eduardo
Moliné O'Connor).

JUECES.

Si bien cl órgano judicial no puede dccidir más aJl.á de las pretensiones de las par-
tes, el juez está llamado a dcsempeñar un insoslayable papel en la búsqueda dc la
verdad (Disidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Carlos S. Fayt
y Eduardo Moliné O'Connor).

JUECES.

CorreSponde al órgano judicial cstablccer si se ha vcrificado o no realmcnte el su-
pucsto fáctico abslractamcnte calificado en la norma, dc lo contrario qucdaría in-
cieno que esas normas hayan sido correctamente actuadas (Disidcncia de los Drcs.
Mari.ano Augusto Cavagna Martínez, Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO DE APELACION.

No obstante que la actora no expresó agnivios contra la sentencia que había falla-
do cn su favor, ante los agravios del codemandado, la contestación de aquella adi-
chos agravios y la falta de contestación por parte de otros codemandados, la Corte
es competente para cl cxamen total de las actuaciones y decidir en consecuencia de
conformidad a los hechos controvertidos y a las normas aplicables (Disidencia de
los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné
O'Connor).
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Cueto, Adriana Mabel c/Telías, Walter Horacio", para decidir sobre su
procedencia.

Considerando:

. Que el recurso extraordinario, cuya denegación motiva la presente que-
ja, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación).

Por ello, se desestima la queja. Notifíquese y archívese, prevía devo-
lución de los autos principales.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ (endisidencia)-
RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FA YT (en disidencia) - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO

MOLINÉ O'CONNOR (en disidencia) - ANTONIO BOGGIANO.

DIS1DENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO

CAVAGNA MARTÍNEZ y DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES

DON CARLOS S. FAYT y DON EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que contri! el pronunciamiento de la Sala H de la Cámara Nacie-
nal de Apelaciones en lo Civil que, al revocar el fallo de primera instan~
cia, rechazó la demanda de daños y peljuicios, la actora dedujo el recuT-
so extraordinario cuya denegación origina la presente queja.

2°) Que la actora, Adriana Mabel Cueto, inició demanda contra Walter
Horacio Telias (conductor y propietario del automotor marca Dodge 1500)
y contra los señores Antonio Jacinto Hasin y Mario Chiappe (conductor y
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propietario, respectivamente, del automotor taxímetro marca Renault 12)
a raíz de que, viajando como acompañante, en carácter de invitada, en el
primero de los vehículos, perdió la visión de su ojo derecho, como conse-
cuencia del accidente de tránsito producido entre los dos rodados.

3°) Que si bien el juez de primer grado hizo lugar a la demanda respecto
del codemandado Telias, la Cámara a qua revocó la sentencia, por consi-
derar que no había culpa de aquél en la producción del siniestro y en con-
secuencia, rechazó la demanda en todas sus partes.

El a qua basó su decisión en el examen de la prueba confesional de las
partes, determinando que el automotor conducido por Hasin fue el
embestidor, y que la actora había exculpado con sus dichos a Telias.

Por otra parte, expresó que se vio impedidode considerar otras circuns-
tancias generadoras del accidente, a raíz de la falta de apelación de la
actora.

4°) Que si bien la materia debatida en las presentes actuaciones, refe-
rente a la apreciación de la culpa ya la determinación de su existencia, por
tener base fundamentalmente fáctica, resulta ajena -en principio- a la ins-
tancia extraordinaria del art. 14 de la ley 48, la admisión de soluciones
notoriamente injustas y que no se avienen con el fin propio de la labor ju-
dicial, de establecer los principios acertados para el reconocimiento de los
derechos del litigante en las causas concretas a decidir, constituye arbitra-
riedad (doctrina de Fallos: 271: 130, entre otros).

En tal sentido, debe considerarse arbitraria la sentencia que culmina en
la frustración ritual del derecho de la actara a obtener la tutelajurisdiccio-
nal de su pretensión resarcitoria mediante el dictado de una sentencia que
constituya la aplicación del derecho vigente a los hechos controvertidos.

La verdad del hecho es uno de los fines fundamentales, con arreglo a
los cuales el proceso civil ha de ser instrumentalmente orientado. Debe, en
consecuencia, primar la verdad jurídica objetiva e impedirse su
ocultamiento ritual, como exigencia de un adecuado servicio de justicia
garantizado por el art. 18 de la Constitución Nacional; y, en tal sentido, la
fundamentación del fallo apelado tergiversa el sentido de la demanda y no
permite llegar a conclusión alguna acerca del modo cómo se produjo el
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accidente, del que fue víctima la actora (doctrina de la sentencia dictada
con fecha 30 de setiembre de 1986 in re: 0.264.XX. "Orfano, Domingo y
otra c/Bianchi, Salvador y otros").

5°) Que, por otro lado, la sentencia de la Cámara a qua carece de
fundamentación normativa, atento a que no señala con claridad la norma
que resulta aplicable al caso. La cita indiscriminada de diversos artículos
del Código Civil, no puede servir como fundamento de la decisión toma-
da, ya que el exacto encuadramiento legal del tema, resulta indispensable
para su correcta solución, máxime que, según cual sea la norma aplicable
podría variar el resultado del pleito, respecto a la responsabilidad que le
cabe a los codemandados.

6°) Que esta Corte ha señalado -dentro de su jurisdicción originaria-
que la sola circunstancia de un riesgo recíproco no excluye la aplicación
de lo dispuesto en la segunda parte del art. 1I 13 del Código Civil que re-
gula la responsabilidad por el hecho de la cosa y, de tal suerte, en la coli-
sión entre dos automotores, se crean presunciones concurrentes como las
que pesan sobre el dueño o guardián de la cosa, quienes deben a"frontar los
daños causados a otros, salvo que prueben la existencia de circunstancias
exinientes (doctrina de la sentencia del 22 de diciembre de 1987 in re: "Em-
presa Nacional de Telecomunicaciones c/Provincia de Buenos Aires y
otro", E.78.XX.).

Consecuentemente, la conducta de la víctima tendrá trascendencia sólo
cuando haya influido causalmente en el momento de producirse el hecho
generador de los daños. La mera aceptación de los riesgos por parte de la
víctima no es causal de supresión ni de disminución de la responsabilidad.
Para que ello suceda, esta aceptación debe constituir una culpa, lo cual no
ha sido ni alegado ni probado en esta causa.

7°) Que el carácter de embestidor del rodado conducido por Hasin ha
sido señalado por la actora desde el inicio de su demanda. Y por otra par-
te, de las posiciones de aquélla no surge -como lo expresa la Cámara a qua-
que haya exculpado al codemandado Telias. Por el contrario, sólo ha ex-
presado su duda sobre la culpabilidad exclusiva del codemandado Hasin
en el evento dañoso. En tal sentido, y no en otro, debe entenderse la con-
testación a la posición ]O del pliego de fs. 131 Y que luce a [s. 134 vta.,
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cuando la actora, ante la afirmación de que si era cierto que el culpable del
accidente fue el conductor del taxi Renault, contestó: "que cree que si ... ".

Esta deficiencia se ve agravada ante el hecho de no haberse valorado
la prueba confesional en su integridad, ni conjuntamente con otros elemen-
tos probatorios existentes en la causa. Elementos que apreciados en su to-
talidad y en el concepto de la relación entre las partes, adquieren especial
relevancia para la correcta solución del caso.

8°) Que resulta menester efectuar, además, una nueva apreciación de
la prueba pericial mecánica, ya que si bien la exclusión de ella por el a qua
resulta -en principio- razonable respecto al modo en que se produce el ac-
cidente, no pueden descartarse otros datos objetivos del peritaje, como la
constatación de señales de tránsito en ambas bocacalles y la posición de
los rodados después del impacto. Ya que difícilmente un accidente de trán-
sito ocurre sin la participación culposa de alguien o de ambos conducto-
res, aunque la de uno sea mayor que la del otro, pues, casi siempre basta-
ría que uno de ellos procediese con cuidado, adoptando todas las medidas
necesarias a fin de dominar su vehículo, para que el accidente no se pro-
dujera.

9°) Que la actora ha tenido a su favor una sentencia, y si bien no expre-
só agravios contra ella, ante los agravios del codemandado Telias, la con-
testación de aquélla a dichos agravios y la falta de contestación por parte
de los codemandados Hasin y Chiappe, la alzada ha tenido la plenitud de
su competencia para el examen total de las actuaciones y decidir, en con-
secuencia, de conformidad a los hechos controvertidos y a las normas apli-
cables al caso.

Si bien el órgano judicial no puede decidir más allá de las pretensiones
de las partes, no debe olvidarse que el juez está llamado a desempeñar un
insustituible papel en la búsqueda de la verdad. Y si aquél no establece si
se ha verificado o no realmente el supuesto fáctico abstractamente califi-
cado en la norma, quedará incierto que esas normas hayan sido correcta-
mente actuadas. Mientras exista razonabilidad en la actividad de las par-
tes y de los jueces y siempre que no se altere el objeto de la pretensión y
el contenido del litigio, no sólo se mantendrá sin menoscabo la garantía
constitucional y los límites del debido proceso adjetivo, sino que se lo con-
sagrará cabalmente.
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Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto la sentencia apelada. Con costas. Vuelvan los autos a fin de que, por
medio de quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento con arre-
glo a lo expresado en la presente. Agréguese la queja al principal.
Notifíquese y oportunamente remítase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - CARLOS S. FA YT - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR.

FERNANDO CARLOS A. CEBRAL

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestiones federales
simples. Interpretación de otras normas y actos federales.

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que rechazó la aclaratoria so-
licitada respecto de la invalidez deducida contra el art. 80 bis, inc. 2°, de la ley
19.101, pues los agravios no sólo se vinculan con la negativa del a quo a conside-
rar cuestiones planteadas oportunamente y conducentes para la decisión del litigio,
sino también porque la norma cuyo alcance debía ser precisado, es de naturaleza
federal.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestiones federales
simples. Interpretación de otras normas y (lctos federales.

Corresponde examinar el planteo referente a la impugnación del art. 80 bis de la ley
19.10 1, si el apelante ha demostrado que la aplicación de la norma limita el conte-
nido patrimonial de la prestación en tal forma que frustra en demasía el beneficio
que concede.

RETIRO MILITAR.

Los beneficios previsionales de las fuerzas armadas y de seguridad no están inclui-
dos en el régimen de reciprocidad jubilatoria, motivo por el cual se admite la acu-
mulación de las prestaciones cuando se tiene derecho a un retiro militar y a unaju-
bilación civil, derecho que sólo se adquiere cuando los servicios computables hu-
biesen sido prestados en forma sucesiva (art. 17 de la ley 18.037).
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Las normas que disponen que los afiliados que hubiesen trabajado en los distintos
regímenes comprendidos en el decreto-ley 9316/46, sólo podrán obtener una pres-
tación única considerando la totalidad de los servicios y remuneraciones percibidas.
Importan una suerte de acumulación de los beneficios a los que se tiene derecho.

JUBILACION y PENSION.

Si bien resulta razonable entender incluida la movilidad jubilatoria (art. 14 de la
Constitución Nacional) dentro de los máximos que establece el poder administra-
dor para los haberes jubilatorios con criterio a él reservado, ya que con ello se hace
posible la previsibilidad de las erogaciones y se asegura una distribución más jus-
ta de los beneficios, ello es así siempre que la disminución operada se mantenga
dentro de los límites que el tribunal señaló como razonables.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de extremos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la-aclaratoria solicitada res-
pecto de la invalidez del art. 80 bis de la ley 19.10 l pues la aplicación irrestricta
de dicha norma importa desconocer prácticamente la jubilación civil, lo que pone
en evidencia que al tornar ilusoria la mejor prestación a que se tendría derecho en
virtud del mayor tiempo trabajado con los respectivos aportes efectuados al siste-
ma, la decisión se encuentra en pugna con enunciados de jerarquía constitucional
que resguardan la integridad del haber.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

-1-

Los jueces de la Sala 1 de la Cámara N acional de Apelaciones del Tra-
bajo, previa declaración de inconstitucionalidad de los artículos 49 y 53
de la ley 18.037 (LO. 1976), revocaron las resoluciones administrativas que
no habían hecho lugar al pedido del peticionario tendiente a que se reajuste
el monto de su beneficio. Como consecuencia de ello, ordenaron se le
abonasen actualizadas y con intereses -por los períodos fijados- las even-
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tuales diferencias que pudieran surgir de cotejar, por un lado, sus haberes
determinados según el sistema que describieron y, por el otro, los que
como jubilado percibió, siempre que tales diferencias excedieran del 10%,
así como que en el futuro -y mientras se mantuviera vigente el sistema cuya
invalidez declararon- debía la caja aplicar similar criterio al compróbar una
desproporción de tal identidad (v. fs. 101/102 vta. del principal, foliatura
a citar en adelante).

Frente a lo así resuelto, el beneficiario interpuso acl.aratoria en virtud
de que los magistrados no se habían pronuncia-do sobre la tacha de inva-
lidez que articuló respecto del artículo 55 de la ley 18.037 -t.o. 1976- y del
inciso 2°, del artículo 80 bis, de la ley 19.101- agregado por la similar N°
22.477-. En relación con tal recurso, el tribunal declaró la inconstitucio-
nalidad de la primera de las normas citadas, pero no aplicó igual criterio
respecto de la restante, por entender que no le correspondía expedirse so-
bre ella pues su contenido no había sido materia de tratamiento en sede
administrativa, y que su competencia se hallaba limitada por lo resuelto en
dicha órbita (v., respectivamente, fs. 103/104 y 108 Y vta.).

Contra tal decisorio, en cuanto rechazó emitir opinión sobre la validez
del mencionado inciso 2°, del artículo 80 bis, de la ley 19.101, articuló el
interesado -por medio de apoderado- recurso extraordinario a fs. 127/131
vta., el que, previo traslado de ley, le fue denegado a fs. 152, circunstan-
cia que motivó la presente queja.

-Il-

Respecto de la viabilidad del mencionado recurso, vale señalar: en un
plano, que la autoridad previsional. aplica tal precepto y limita, así, el ha-
ber del beneficiario (fs. 31, 32, 36 y 39 vta.) pues, según lo afirmó" ... no
puede apartarse de la normativa vigente" (fs. 67) y, en otro plano, que éste
último planteó la cuestión en todas sus pretensiones (fs. 43, 47/49 vta., 75/
80 vta.). Cabe estimar, ante ello, que respecto de la pretendida inconstitu-
cionalidad del inciso 2°, del artículo 80 bis, de la ley 19.101, el senten-
ciador se ha pronunciado implícitamente en forma adversa sobre la
impugnación, circunstancia que habilita la procedencia del remedio federal
intentado (Fallos: 257:65 y sus citas; 263:529; 303:651; 308:915, entre
otros).
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Creo que como punto de partida debo señalar que la norma que se ta-
cha de inconstitucional, si bien permite a quien goza de un retiro militar
acumular a éste una jubilación civil -sea diferida por servicios dependien-
tes, fuere por tareas autónomas- dispone que la suma de los montos de
ambas prestaciones no puede superar el haber mensual y suplementos ge-
nerales fijados para el grado de General de Brigada y, por ende, prescri-
be el sistema para adecuar las retribuciones a ese límite en caso que lo ex-
cedieran. .

En cuando al fondo del asunto, considero que no asiste razón al apelan-
te. Ello es así, pues, a mi juicio, aparece como singularmente inatendible
su posición de que resulta inconstitucional, dado el límite que establece,
la norma que le reconoce el excepcional derecho acumulativo que goza
(Fallos: 271: 124; 292:404, entre muchos otros).

Sin perjuicio que lo dicho resulta, según creo, suficiente para desesti-
marlo, observo que el interesado sustenta su pedido de invalidez en el
menoscabo que sufre su patrimonio como consecuencia del descuento rea-
lizado en su haber civil el que, aduce, es de tal magnitud que hiere la de-
bida proporcionalidad que debe existir, según la doctrina de esta Corte,
entre el monto de haber jubilatorio y las sumas que percibía antes de ce-
sar.

Tengo para mí, que tampoco tal aserto puede cambiar la suerte de su
pretensión, en tanto pierde eficacia apenas se consulta la postura sosteni-
da por el Tribunal de V.E. ante situaciones similares, y según la cual, "No
debe ser tan estricta la inteligencia en punto a la naturaleza sustitutiva
cuando se trata de un único beneficio, que cuando se trata de una acumu-
lación de ellos, la mera ecuación matemática no tiene por qué ser la pau-
ta necesaria y lógica del tratamiento de su cálculo y bien puede en cambio
el legislador que posibilita esa acumulación, imaginar otro porcentaje para
fijar en definitiva el límite" (v., R.357, L.XXI "Rebay, Héctor A. e/Esta-
do Nacional -Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la PoliGÍa Fe-
deral Argentina s/cobro de pesos", sentencia del 25 de agosto de 1988).

A la luz de lo antes explicitado, y como no es admisible aceptar que se
descalifique, en punto a su constitucionalidad, a una solución legislativa
sobre la base del mero desacuerdo en su acierto, creo que corresponlie re-
chazar la impugnación que en la especie se trae contra la validez del inciso
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2°, del artículo 80 bis, de la ley 19.10 1, máxime cuando esta Corte -en tér-
minos que comparto- se pronunció sobre el tema aquí debatido (v. causa
"Juan Logascio", sentencia del 19 de octubre de 1982. Fallo: 304: 1495).

Opino, por ello, que corresponde hacer lugar a la queja, declarar pro-
cedente el remedio federal intentado y confirmar la sentencia en cuanto
pudo ser materia de recurso. Buenos Aires, 24 de octubre de 1990. Osear
Eduardo Roger.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Fernando Carlos
Avelino Cebral en la causa Cebral, Fernando Carlos A. s/jubilación", para
decidir sobre su procedencia.

Considerando:

10) Que la Sala 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo
declaró la inconstitucionalidad de los arts. 49 y 53 de la ley 18.037 y 1 Y
4 de la ley 21.864, revocó la resolución administrativa apelada y ordenó
al ente previsional que abonara las diferencias en niás del 10% que resul-
taran de reajustar elllaber del modo y por el período que señala. Asimis-
mo, hizo lugar parcialmente a la aclaratoria solicitada y declaró la invali-
dez del art. 55 de la ley de trabajadores dependientes, a 'Ia vez que la re-
chazó respecto de la tacha de invalidez deducida contra el art. 80 bis, inc.
2, de la ley 19.10 l (agregado por el art. 2 de la ley 22.477).

2°) Que contra ese pronunciamiento el interesado dedujo el recurso
extraordinario cuya denegación dio origen a la presente queja que es pro-
cedente, pues los agravios no sólo se vinculan con la negativa del a quo a
considerar cuestiones planteadas oportu,namerite y con~.\tCentes para la
decisión final del debate, sino también porque la norma ~(Jyo alcance de-
bía ser precisado es de naturaleza federal.

3°) Que, con referencia al tema no tratado, es del caso señalar que de
los informes que obran en el expediente surge inequívocamente que la Caja
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demandada liquida el haber jubilatorio aplicando el precepto de la ley mi-
litar impugnado oportunamente y sobre cuya validez constitucional el ente
administrativo no pudo expedirse por carecer de facultades, circunstancia
que conduce a afirmar que la negati va del a qua a tratar el tema no tiene
sustento y justifica la descalificación del fallo por vulnerar el derecho de
defensa (Fallos: 30 1: 174; 305:662, 777).

4°) Que, por otra parte, el hecho de que este Tribunal se haya pronun-
ciado con anterioridad en favor de la razonabilidad de la norma cuya ta-
cha se articula (causa: R.357.XXI. "Rebay, Héctor Alberto c/Estado Na-
cional (Policía Federal Argentina - Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensio-
nes) s/cobro de pesos", del 25 de febrero de 1988), no resulta óbice para
examinar el planteo propuesto pues, tal como se dejó a salvo en esa opor-
tunidad, el apelante ha demostrado aquÍ que la aplicación de la norma li-
mita el contenido patrimonial de la prestación de tal forma que frustra en
demasía el beneficio que concede (ver el dictamen del señor Procurador
General a cuyos fundamentos se remitió el fallo de la Corte; confr. tam-
bién causas: L.15.XXII "Laciana, Carlos s/jubilación"; N.119.XXII
"Narvales, Ramiro Héctor s/jubilación" y M.587.XXII "Muro, Manuel s/
jubilación", falladas con fecha 6 de abril, 17 de abril y 3 de octubre de
1989, respectivamente, entre otras).

5°) Que, al respecto, cabe recordar que los beneficios previsionales de
las fuerzas armadas y de seguridad no están incluidos en el régimen de
reciprocidad jubilatoria, motivo por el cual se admite la acumulación de
las prestaciones cuando se tiene derecho a un retiro militar y a una jubi-
laéión civil, derecho que sólo se adquiere cuando los servicios computa-
bles hubiesen sido prestados en forma sucesiva (confr. art. 17 de la ley
18.037).

6°) Que el actor obtuvo el retiro militar con el grado de vicecomodoro
de la Fuerza Aérea y, posteriormente, como piloto de Aerolíneas Argen-
tinas accedió a lajubilación ordinaria civil, la cual se acumuló a dicho re-
tiro con la Ii.mitación establecida -en cuanto al monto- por el art. 80 bis,
citado, disposición que impone un tope en el haber jubilatorio que resul-
ta similar al establecido en el orden nacional por el art. 55 de la ley 18.037
y el 39 de la ley 18.038. Por circunstancias prácticas y para lograr una
mejor organización administrativa estos sistemas han consolidado el régi-
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men de jubilación única, que tiende a que sea la Caja otorgante la que com-
pute todos los servicios prestados por el agente.

r) Que tal afirmación encuentra sustento en los términos de las nor-
mas pertinentes que disponen que los afiliados que hubiesen trabajado en
los distintos regímenes comprendidos en el decreto-ley 9316/46, sólo po-
drán obtener una prestación única considerando la totalidad de los servi-
cios y remuneraciones percibidas (art. 23 in fine, ley 14.370, art. 7, decreto
9316/46 y art. 49, inc. 3, de la ley 18.037), lo que importa en definitiva una
suerte de acumulación de los beneficios a que se tiene derecho.

8°) Que, con relación al tema discutido, es del caso señalar que aun
cuando esta Corte ha considerado razonable entender incluida la movili-
dadjubilatoria (art. 14 bis de la Constitución Nacional) dentro de los máxi-
mos que establece el poder administrador para los haberes jubilatorios con
criterio a él reservado (Fallos: 292:3 I 2, Y causa: S.352.XX. "Sticotti,
Dante Francisco s/jubilación", de fecha I de octubre de 1985), ya que con
ello se hace posible la previsibilidad de las erogaciones y se asegura una
distribución más justa de los beneficios, ello es así siempre que la dismi-
nución operada se mantenga dentro de los límites que el Tribunal señaló
como razonables.

9°) Que los informes que obran en el expediente demuestran que la
aplicación irrestricta de la disposición atacada importa desconocer prác-
ticamente la jubilación civil, pues el actor percibe un reducido porcenta-
je de lo que le correspondería si no se aplicara el tope de la ley militar, lo
que pone en evidencia que al tornar ilusoria la mejor prestación a la que
se tendría derecho en virtud del mayor tiempo trabajado con los respecti-
vos aportes efectuados al sistema, la decisión se encuentra en pugna con
enunciados de jerarquía constitucional que resguardan la integridad del
haber.

10) Que, por otra parte, aun cuando la intención de la Cámara haya sido
otorgar al jubilado una reparación al perjuicio denunciado, el tratamien-
to parcial de la cuestión conduce -en la práctica- a que no se cumpla con
ese cometido, ya que le asiste razón al apelante en cuanto afirma que la
aplicación del tope del art. 80 bis de la ley 19. IOI impedirá el acceso a la
mejor prestación que resultaría del reajuste ordenado.
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11) Que, en consecuencia, al disponer una condena de cumplimiento
imposible corresponde dejar sin efecto la sentencia con invocación de la
doctrina de la arbitrariedad, pues los agravios demuestran el nexo direc-
to entre lo decidido y las garantías constitucionales que se dicen vulnera-
das.

Por ello, y oído el señor Procurador General, se declara procedente el
recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia apelada. Vuelvan
los autos al tribunal de origen para que proceda a dictar nuevo fallo.
Agréguese la queja al principal. Notifíquese y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - CARLOS S.

FAYT - AUGUSTO C!~SARBELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S.

NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

SANTIAGO DI SCHINO y OTROSv. SERVICIOS ELECTRICOS
DEL GRAN BUENOS AIRES S.A. '

RECURSO EXTRAORDINARIO: RC1luisilos propios. Cues/iolles 110 federales. Sen/ellcias
arbitrarias. Procedencia del recurso. r....~XCeS(}S lt ol1lisiones en el pronunciamiento,

Corresponde dejar sin efecto la sentencia quc hizo lugar a las diferencias salaria-
Ics reclamadas por la incorrecta liquidación del rubro "antigüedad", para lo cual se
sostuvo que de considerarse aplicable al caso la ley 21 .476, se planleaba su incons-
titucionalidad, si lo decidido -en cuanto incursionó en un tema ajeno a la cuestión
en debatc al examinar la validez constitucional dela ley citada con referencia al
rubro "prorrateo"- no brinda adecuada respuesta a los argumentos que expuso la
apelante en defensa de sus derechos ni constituye derivación razonada del dere¡cho
vigente con aplicación a las concretas circunstancias de la causa (1).

(J ) 21 de abri 1.
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MAXIMO GOMEZ y OTROS v. ANIBAL ANGEL CLERICI y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Es inadmisible el recurso extraordinario contra la sentencia que redujo la indem-
nizaci6n por los daños y perjuicios derivados de la muerte de un hijo (art. 280 del
Código Proccsal Civil y Comercial) (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisi/os propios. Cues/iones no federales. Sen/encias
arbi/rarias. Procedencia del recurso. Falla de fundamen/ación sujicien/e.

Corresponde dejar sin efccto la sentencia que redujo el monto de la illdemnización
por el año moral derivado de la pérdida de un hijo, s.í la decisión sólo satisface de
manera aparente la exigencia constitucional de adecuada fundamentación (Disiden-
cia de los Drcs. Julio S. Nazareno y Eduardo Moliné O'Connor) e).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisi/os propios. Cues/iones 110 jéderales. Sell/encias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Dejéc/os en la consideraciúll de extremos conducell/es.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que redujo la indemnización por el daño
moral derivado de la muerte de un hijo, si se lo valuó el daño en un importe que no
guarda una razonable relación con la intensidad de la lesión en las afecciones legí-
timas y que virtualmente convierte en inoperante la indemnización prevista en el
art. 1078 del Código Civil (Disidencia de los Ores. Julio S. Nazareno y Eduardo
Moliné O'Connor) (3).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios .. Cuestiones no jéderales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Falla de fundamentación sujiciell/e.

Si bien las normas aplicables confieren a la prudencia de los magistrados un signi-
ficativo cometido para la determinación del resarcimiento, ello no los autoriza a
prescindir al respecto del recaudo de fundamentación que exige todo acto judicial
válido, de ahí, que el ejercicio de la aludida prudencia debe hallarse acompañado
de la expresión de las razones que las susfentan, sin las cuales no hay prudencia ni
fallo válidos en los términos de la doctrina de la arbitrariedad (Disidencia de los
Ores. Julio S. Nazareno y Eduardo Moliné O'Connor) (4).

(1) 21 de abril.
(2) Fa.llos: 307:2027; 312:287; 314:1350.
(3) Fallos: 314:78, 423.
(4) Fallos: 306:1395; causa: "Consorcio de Propietarios Edificio 25 de

Mayo 192/96/98 clEstablecimiento Ganadero San Antonio S.A.C.1.F.l.A.",
del 16 de mayo de 1989.

/
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 11O federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del reCllrso. Falta de jillldamentación sltjiciente.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que redujo el monto de la indemnización
por daño moral derivado de la pérdida de un hijo, si revela una decisiva falta de
fundamentación que afecta en forma directa e inmediata el principio del alterum no
laedere que tiene raíz constitucional (art. 19 de la Ley Fundamental) (Disidencia de
los Ores. Julio S. Nazareno y Eduardo Moliné O'Connor).

JUZGADO DE INSTRUCCION DE GOY A

ENJUICIAMIENTO DE MAGISTRADOS JUDICIALES.

Los enjuiciamientos de magistrados constituyen cuestiones justiciables, en la me-
dida en que se acredite lesión a la garantía del debido proceso.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior.

En los enjuiciamientos de magistrados el afectado por una decisión adversa debe
imprescindiblemente plantear las eventuales cuestiones federales ante el superior
tribunal de provincia, como recaudo de admisibilidad del recurso extraordinario que
resolviera en su caso interponer.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunol superior.

En los casos aptos para ser conocidos por la Corte según el art. J 4 de la ley 48, la
intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regula-
.ción que el legislador nacional hizo del art. 31 de la Constitución, de modo que la
legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar el acceso a
aquél órgano. en tales supuestos.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior.

Las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropia-
das, pero no pueden vedar y menos a las más altas, la aplicación preferente de la
Constitución Nacional.
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RECURSO /:.",)(TRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribullal superior.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia del superior tribunal provincial que de-
sestimó los recursos locales deducidos contra la resolución recaída en un juicio po-
lítico puntualizando su caráctcr "irrevisable", en tanto equivale a sostener que.nin-
gún control constitucional puede ser ejercido sobre cse tipo de dccisiones.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones Ilafederales. Illte/JJretacióll de
Ilormas locales de procedimiel1/os. Doble illstallcia y recursos.

Los.pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden
acerca de los recursos extraordinarios de orden local que les son Ilcvados, no resul-
tan como regla, susceptibles de revisión en la instancia del art. 14 de la ley 48, y la
tacha de arbitrariedad es especialmente restrictiva al respecto (Disidencia del DI".
Julio S. Nazareno).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cues/iolles IlO federales. IIl/elJJre/(lciúll de
Ilormas locales de procedimientos. Doble illstallcia y recursos.

No parece razonable exigir al superior tribunal provincial que se expida más allá
de los límites que, según su inteligencia dc las normas de derecho público local,
definen su propia competencia en el caso dc un recurso contra cl pronunciamiento
del Senado provincial en un juicio político contra un magistrado, normas cuya in-
constitucionalidad no fue planteada por la interesada, sin que le sea dado a la Cor-
te suplir tal omisión (Disidencia del Dr. Julio S. Nazareno) ..

CONSTlTUCION NACIONAL: COlltml de, cOllstituciollalidad. Facultades del Poder Judicial.

La exigencia a todos los jueces de expedirse sobre las cuestiones constitucionales
que les fueren llevadas a sus estrados, dcbc ocurrir en los casos que les son some-
tidos de conformidad con las reglas locales que rigen su competencia y los proce-
dimientos respectivos (arts. 5-,67, inc. I 1, 104 Y 105 de la Constitución Nacional).
Yen la medida en que estas últimas no fuesen impugnadas como contrarias a la
Constitución, no es objetable la sentencia que sc ha ceñido a tales directivas, cir-
cunstancia que, al mismo tiempo, priva a los agravios de relación directa con lo re-
suelto en la causa (Disidencia dcl DI".Julio S. Nazareno).

JUICIO POLlTlCO.

No podría la Corte pcrmanccer indiferente ante un pronunciamiento dc las más al-
tas autoridades judiciales localcs que, cxpresa o implícitamcnte, convalidara un acto
absolutamente arbitrario, una parodia o remcdo dc juicio político, a punto tal que
careciera de las mínimas exigencias para ser tenida como acto jurisdiccional váli-
do (Disidencia del DI". Julio S. Nazareno).
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A las autoridades locales les cabe la posibilidad de organizar procedimientos des-
tinados a hacer efectiva la responsabilidad política de sus funcionarios, sin estable-
cer -en cuanto lo contrario no esté expresamente admitido por el ordenamiento lo:
cal- recurso alguno ante el Poder Judicial, lo cual es una consecuencia implícita de
tales atribuciones exclusivas (Disidencia del Dr. Eduardo Moliné O'Connor).

PROVINCIAS.

La Corte Suprema carece de úribuciones para rever cuestiones que se refieren a la
organización y funcionamiento de los poderes públicos provinciales, desde que se
trata de situaciones que no exceden el ámbito local, en los términos del art. 104 Y
siguientes de la Constitución Nacional (Disidencia del Dr. Eduardo Moliné
O'Connor).

JUICIO POLlTlCO.

No cabe.a la Corte la revisión de las decisiones adoptadas en los procedimientos de
juicio político por los órganos de juzgamiento establecidos por las constituciones
provinciales; salvo que en el mecanismo instituido por la constitución provincial
-o de la interpretación que a éste se le confiera- resulte un apartamiento inacepta-
ble de las restricciones impuestas a los poderes constituyentes locales por el art. 5°
de la Constitución Nacional (Disidencia del Dr. Eduardo Moliné O'Connor).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por María ElisaMaydana
en la causa Juzgado de Instruc. de Goya s/eleva solicitud de juicio políti-
co a la Sra. Juez de Paz Letrada N° 2 Dra. María Elisa Maydana", para
decidir sobre su procedencia.

Considerando:

10) Que la Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Corrien-
tes, constituida en "Cámara de Justicia", falló "admi'tiendo la acusación
deducida contra la Señora Juezde Paz Letrado N° 2 de la Ciudad de Goya
(Corrientes) Dra. María Elisa Maydana y en consecuencia destituirla de tal
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cargo, por estar encuadrado su accionar aquí juzgado, en la previsión del
art. 54 de la Constitución Provincial" (fs. 992 del expediente N° 105/87).
La afectada interpuso contra esa decisión los recursos locales de incons-
titucionalidad y de revisión (fs. 1005/1021 id.), que le fueron rechazados
in limine por el Senado provincial (fs. 1035 del citado expediente). Presen-
tados recursos de queja por dichas denegaciones, el Superior Tribunal de
la Provincia de Corrientes decidió desestimarlos, con fundamento en que
"el Honorable Senado de la Provincia no es tribunal de justicia y por lo
tanto sus pronunciamientos dictados en juicio político contra magistrados
judiciales son irrevisables" (fs. 44 del expediente N° 17.078). Contra esa
resolución, la magi strada removida dedujo el recurso extraordinario de la
ley 48 (fs. 46/58 vta. id.), cuya no concesión motivó la presente queja.

2°) Que, en primer lugar, corresponde poner de resalto que los enjui-
ciamientos de magistrados constituyen cuestiones justiciables, en la me-
dida en que se acredite lesión a la garantía del debido proceso, tal como lo
ha decidido esta Corte en recientes pronunciamientos (confr. considerando
6° de la sentencia de fecha 19 de junio de 1986, in re: "Graffigna Latino,
Carlos y otros s/acción de amp aJ:O", G.558.XX; resolución de fecha 19 de
diciembre de 1986, in re: "Fisca1 de Estado Dr. Luis Magín Suárez s/for-
mula denuncia - solicita jurado de enjuiciamiento y sus acumulados",
F.IOl.XXI; sentencia del6 de octubre de 1987, in re: "Llamosas, Oscar
Francisco s/solicita formación jurado de enjuiciamiento al Juez en lo Pe-
nal N° 2 de la 1a. Circunsc. Judicial Dr. Rubén Langbart ya la Sra. Fiscal
Penal N° I Dra. Demetria G. de Canteros", L.355.XXI; fallo del 26 de
mayo de 1988, in re: "Retando, María D. de Spaini s/denuncia c/Juez del
Crimen de IV Nom. Dr. Remigio José Carol y acumulados", R.437.XXI;
sentencia del 10 dc noviembre de 1988, in re: "Jaef, Jorge y Eduardo s/
denuncia-causa N° 695/86", J.22.XXII; fallo del 28 de febrero de 1989, in
re: "Cantos, José María s/juicio político contra el Dr. Velloso Colambres,
Pedro Alberto José", C.574.xXII; sentencia del 15 de febrero de 1990, in
re: "Viola, Carlos J. Yotro s/juicio político", V.321.XXII).

3°) Que, por otro lado, cabe señalar que -salvo que se den las circuns-
tancias de excepción que presentaba la causa El OI.XXI. "Fiscal de Estado
Dr. Luis Magín Suárez", precedentemente citada- en los enjuiciamientos
de magistrados, el afectado por una decisión adversa deb,e imprescin-
diblemente plantear las eventuales cuestiones federales ante el superior
tribunal de provincia como recaudo de admisibilidad del recurso extraor-
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dinario que decidiera en su caso interponer (confr. pronunciamientos re-
cordados en el considerando anterior). Ello por cuanto corresponde reiterar
que "en 10s casos aptos para ser conocidos por esta Corte según el arto 14
de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesa-
ria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo
31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia
de sus tribunales no pueden vedar el acceso a aquél órgano, en tales su-
puestos ... Las provincias son libres para crear las instancias judiciales que
estimen apropiadas, pero no pueden vedar ninguna de ellas y menos a las
más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional" (confr.
D.309.XXI "Di Mascio, Juan R. interpone recurso de revisión en expedien-
te N° 40.779", sentencia del I de diciembre de 1988, considerando 14).

4°) Que la agraviada, en cumplimiento de la doctrina anteriormente
reseñada, transitó exhaustivamente las instancias locales, pero sólo obtu-
vo del Superior Tribunal de la Provincia de Corrientes un escueto pronun-
ciamiento en el cual se le puntualizaba el carácter "irrevisable" de la reso-
lución recaída en un juicio político, lo que, en otros términos, equivale a
sostener que ningún control constitucional puede ser ejercido sobre ese
tipo de decisiones. Esta postura es -obviamente- incompatible con la sos-
tenida por esta Corte en el tema, y, por lo tanto, lleva a descalificar la sen-
tencia recurrida ya devolver las actuaciones al tribunal de origen para que
se aboque al tratamiento de los recursos interpuestos contra el fallo que
separó a la recurrente de su cargo.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso ex-
traordinario y se deja sin efecto la sentencia apelada, con los alcances in-
dicados. Vuelvan las actuaciones al Superior Tribunal local para que dic-
te nuevo pronunciamiento con arreglo al presente (art. 16, primera parte,
de la ley 48). Agréguese la queja al principal. Hágase saber y, oportuna-
mente, remítase.

RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO (en disidencia) - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR (en disidencia) - ANTONIO BOGGIANO.
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DlSIDENCIA DEL SEÑORMINISTRO DOCTOR DON JULIO S. NAZARENO

Considerando:

JO)Que la Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Corrien-
tes, constituida en "Cámara de justicia", falló "admiticndo la acusación
deducida contra la Señora Juez de Paz Letrado N° 2 de la Ciudad de Goya
(Corrientes) Dra. María Elisa Maydana y en consecuencia destituirla de tal
cargo, por estar encuadrado su accionar aquÍ juzgado, en la previsión del
art. 54 de la Constitución Provincial" (fs. 992 del expediente nO 105/87).
La afectada interpuso contra esa decisión los recursos locales de incons-
titucionalidad y de revisión (fs. J 005/1 02 I id.), que le fueron rechazados
in limine por el Senado provincial (fs. 1035 del citado expediente). Presen-
tados recursos de queja por dichas denegaciones, el Superior Tribunal de
la Pro\tincia de Corrientes decidió desestimarlos, con fundamento en que'
"el Honorable Senado de la Provincia no es tribunal de justicia y por lo
tanto sus pronunciamientos dictados en juicio político contra magistrados
judici ales son irrevi sables" (fs. 44 del expediente nOl7 .078). Contra esa
resolución, la magistrada removida dedujo el recurso extraordinario de la
ley 48 (1's. 46/58 vta. íd.), cuya no concesión motivó la presente queja.

2°) Que, ante todo, es preciso recordar que conforme reiterada doctri-
na de esta Cortc, los pronunci~ll1ientos por los cuales los más altos tribu-
nales provinciales deciden acerca de los recursos extraordinarios de orden
local que les son llevados, no resultan, como regla, susceptibles de revi-
sión en la instancia del art. 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad es
especialmente restrictiva al respecto (Fallos: 302: 1221; 304:427, 1323;
305:60,766,1637; 306:885; 307:188 y otros).

3°) Que, en el caso, no parece razonable exigir al superior tribunal pro-
vincial que se expida más allá de los límites que, según su inteligencia de
las normas de derecho público local, definen su propia competencia en
supuestos como el de autos, normas cuya inconstitucionalidad no fue plan-
teada por la interesada, sin que le sea dado a esta Corte suplir tal omisión.

4°) Que no empece a ello el deber, tantas veces declarado por este Tri-
bunal, que concierne a todos los jueccs de expedirse sobre las cuestiones
constitucionales quc les fueren llevadas a sus estrados, ya que esa exigen-
cia debe ocurrir en los casos que les son sometidos de conformidad con las
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reglas locales que rigen su competencia y los procedimientos respectivos
(arts. 5, 67 inc. 11; 104 Y 105 de la Constitución Nacional). Yen la medi-
da en que estas últimas no fuesen impugnadas como contrarias a la Cons-
titución, como se ha dicho, no es objetable la sentencia que se ha ceñido
a tales directivas (ver doctrina de Fallos: 306:779), circunstancia que, al
mismo tiempo, priva a los agravios de relación directa con lo resuelto en
la causa (confr. Fallos: 305:2096, entre otros).

5°) Que, por otra parte, el estrecho margen de revisión que esta Corte
se ha reservado en materias como la que dio origen a la presente causa, ha
tenido por finalidad preservar la efectiva vigencia de los derechos ampa-
rados por garantías constitucionales, en particular la defensa en juicio de
la persona y sus derechos, porque no podría este Tribunal permanecer in-
diferente ante un pronunciamiento de las más altas autoridades judiciales
locales que, expresa o implícitamente, convalidara un acto absolutamen-
te arbitrario, una parodia o remedo de juicio político, a punto tal que ca-
reciera de las mínimas exigencias para ser tenida como acto jurisdiccional
válido.

6°) Que no se advierten en el sub lite ninguna de esas circunstancias de
excepción que justifiquen un apartamiento de los principios enunciados.

En efecto, los agravios que la recurrente pretende someter a esta Cor-
te como de carácter federal y con base en la invocación de garantías cons-
titucionales sólo traducen, en rigor, sus discrepancias con el examen de los
hechos y la valoración de las pruebas (en especial la testimonial) que el
Senado de la provincia -como tribunal de enjuiciamiento- consideró con-
ducentes para formar su convicción acerca de la conducta que se atribu-
yera a la apelante y que motivó su destitución. La tacha de arbitrariedad
que ella ensaya en torno de esa decisión y que procura trasladar al fallo del
superior tribunal provincial, no resulta admisible; no sólo porque se refiere
a aspectos no federales resueltos ~on fundamentos suficientes de igual
carácter en la instancia precedente, sino porque, en sí, carece de idoneidad
para suscitar la revisión del mencionado fallo en tanto no se dirige concre-
tamente contra él.

Por ello, se desestima la queja. Notifíquese, devuélvanse los autos prin-
ci pales y archívese.

JULJO S. NAZARENO
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DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON EDUARDO MOLlNI~ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que la Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Corrien-
tes, constituida en "Cámara de Justicia", falló "admitiendo la acusación
deducida contra la Señora Juez de Paz Letrado N° 2 de la Ciudad de Goya
(Corrientes) Dra. María Elisa Maydana y en consecuencia destituirla de tal
cargo, por estar encuadrado su accionar aquí juzgado, en la previsión del
art. 54 de la Constitución Provincial" (fs. 992 del expediente nO 105/87).
La afectada interpuso contra esa decisión los recursos locales de incons-
titucionalidad y de revisión (fs. 1005/1021 íd.), que le fueron rechazados
in [imine por el Senado provincial (fs. 1035 del citado expediente). Presen-
tados recursos de queja por dichas denegaciones, el Superior Tribunal de
la Provincia de Corrientes decidió desestimarlos, con fundamento en que
"el Honorable Senado de la Provincia no es tribunal de justicia y por lo
tanto sus pronunciamientos dictados en juicio político contra magistrados
judiciales son irrevisables" (fs. 44 del expediente nO 17.078). Contra esa
resolución, la magistrado removida dedujo el recurso extraordinario fede-
ral (fs. 46/58 vta., íd.), cuya no concesión motivó la presente queja.

2°) Que la pretensión de obtener un pronunciamiento de esta Corte para
dejar sin efecto la decisión adoptada por el Honorable Senado de la Pro-
vincia de Corrientes que destituyó a la magistrado recurrente, configura en
este caso una aspiración que no puede ser atendida por vía del recurso ex-
traordinario del art. 14 de laley 48 (Fallos: 285:43).

3°) Que ello es así en tanto las disposiciones locales aplicables al caso
-no tachadas de inconstitucionalidad- no prevén la "justiciabilidad" de las
decisiones adoptadas en situaciones como la que se juzga, razón por la cual
la cuestión debe necesariamente darse por concluida mediante el pronun-
ciamiento del órgano competente -no judicial- de ese mismo ámbito.

4°) Que no es ocioso recordar que el tema propuesto a consideración
de esta Corte porla recurrente se vincula con el ejercicio de poderes cui-
dadosamente reservados por la Constitución Nacional a las autoridades
locales. Y, en este marco, les cabe -dentro de las potestades que aquel texto
asegura a los estados provinciales- la posibilidad de organizar procedi-
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mientas destinados a hacer efectiva la responsabilidad política de sus fun-
cionarios, sin establecer -en cuanto lo contrario no esté expresamente ad-
mitido por el ordenamiento local- recurso alguno ante el Poder Judicial, lo
cual es una consecuencia implícita de tales atribuciones exclusivas.

5°) Que en íntima relación con el régimen de los poderes no delegados
por las provincias se encuentran las particularidades propias del procedi-
miento sub examine, en el cual las responsabilidades de los funcionarios
-a efectos, sustancialmente, de disponer su mera separación e inhabilidad
futura para cargos públicos- son juzgadas por las cámaras que integran los
parlamentos locales, que actúan, en rigor, como representantes del pueblo
(Bowsher v. Synar, 478 U.S. 714, 1986); que así habría retenido uno de los
atributos de su soberanía cuyo ejercicio expresa a través de quienes tradu-
cen su presencia de modo más inmediato.

6°) Que eIlo excluye, como principio, el remediojurisdiccional que se
plantea, porque si bien la Corte Suprema tiene facultades implícitas para
la preservación de la autonomía de los tribunales que integran el Poder
Judicial frente a los avances de otros poderes, tal doctrina no justifica la
extensión de esas facultades en este ámbito, pues carece de atribuciones
para rever cuestiones que se refieran a la organización y funcionamiento
de los poderes públicos provinciales, desde que se trata de situaciones que
no exceden el ámbito local, en los términos del artículo 104 y sigs. de la
Constitución Nacional (Fallos: 250:373; 301: 1226, considerando 7° y sus
citas).

7°) Que, conforme con todo lo expuesto, no cabe a esta Corte la revi-
sión de las decisiones adoptadas en esos procedimientos por los órganos
de juzgamiento establecidos por las Constituciones provinciales; salvo que
del mecanismo instituido por la Constitución provincial -o de la interpre-
tación que a éste se le confiera- resulte un apartamiento inaceptable de las
restricciones impuestas a los poderes constituyentes locales por el artícu-
lo 5 d.e la Constitución Nacional, cuestión que no ha sido planteada en la
especie y sobre la cual no cabe pronunciamiento en esta causa.

8°) Que, por el contrario, la revisión aquí pretendida propicia la susti-
tución del criterio del órgano local por la opinión de esta Corte -con fun-
damento en su discrepancia.con la ponderación de la prueba valorada por
el Honorable Senado de la provincia de Corrientes, que tilda de "arbitra-
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ria"-, revisión que, de ser atendida, constituiría una intromisión inadmisi-
bleen una cuestión sobre la cual no se ha atribuido competencia a los tri-
bunales judiciales; sin que la queja brinde elementos suficientes para apar-
tarse de los principios recordados.

9°) Que, en estas condiciones, el remedio federal intentado es manifies-
úlmente improcedente, lo ql1e así se declara.

Por ello, se desestima el recurso de queja. Notifíquese, devuélvanse los
autos principales y archívese.

EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

VICTOR J. KAMENSZEIN y OTROS v. MALKA FRIED DE GOLDRING y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: RequisiToS propios. CuesTilÍn federal. CuesTiol/es federales
simples. 1I1lerprelacilÍI/ de olras I/ormos .r (JcTos federales.

Siempre que esté en tela de juieio la inteligencia de un pronunciamiento de la Cor-
te en que el recurrente funde el derecho que estime asistirle, se configura una hi-
pótesis que hace formalmente viable el recurso extraordinario, pero la procedencia
sustancial de dicha apelación está condicionada a que la rcsoluciónimpugnada con-
sagre un incquívoco apartamiento de lo resuelto por la Corte.

RECURSO EXTRAORDINARIO: RequisiToS propios. CuesTiol/es 110federales. II/TerpreTacilÍ1/ de
l/orillas y actos COIII1II1es.

Es admisible el recurso extraordinario. no obstante tratarse de temas de derecho
común, cuando se ha omitido considerar euestiones oportunamente propuestas y
conducentes para la adecuada solución del juicio, con notorio agravio de garantías
constitucionales.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Intel]Jretación de
normas y actos comunes.

Es admisible el recurso extraordinario, no obstante tratarse de temas de derecho
común, cuando media prescindencia del texto expreso de la ley sin declaración de
inconstitucionalidad, con nolorio agravio de garantías constitucionales.

TEORIA DE LA IMPREVISJON.

El ar!. 1 198 del Código Civil no concede una acción de revisión del contrato para
el supuesto de excesiva onerosidad sobreviniente, previendo únicamente que la
mejora equitativa pueda ser ofrecida por la otra parte.

LEY: Interpretación y aplicación.

La primera regla de interpretaci6n de las leyes es dar pleno efecto a la intención del,
legislador.

LEY: Interpretación y aplicación.

La primera fuente para determinar la voluntad del legislador es la letra de la ley.

LEY: Interpretación y aplicación.

Los jueces no deben sustituir al legislador, sino aplicar la norma tal como éste la
concibió.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales. Sel1/encias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el pronunciamiento.

Si en atención a la oportunidad y modo en que fue planteada la defensa fundada en
la teoría de la imprevisión, su admisión requería necesariamente el tratamiento de
las razones de hecho y de derecho expuestas por los actores al contestar el traslado
de la expresión de agravios de la contraria, que obstarían a su aplicación, su omi~
sión implica una grave violación del derecho de defensa en juicio suficiente para
descalificar el fallo (Voto del DI'. Carlos S. Fayl).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Es inadmisible el recurso extraordinario interpuesto contra la senten'cia que aplicó
al caso la teoría de la imprevisión: ar!. 280 del Código Procesal (Disidencia de los
Ores. Ricardo Levene (h.), Enrique Santiago Petracchi y Antonio Boggiano).
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Víctor J. Kamenszein
y Naum Heilman en la causa Kamenszein, Víctor J. y otros c/Fried de
Godlring, Malka y otros", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que la Sala A de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil
-cuya intervención en la causa fu~ motivada por la anterior sentencia de
esta Corte que dejó sin efecto la que había sido dictada por la Sala II de la
entonces Cámara Nacional de Apelaciones Especial en lo Civil y Comer-
cial- modificó la de primera instancia disponiendo, por aplicación de la
teoría de la imprevisión, que la suma de dólares estadounidenses objeto de
la condena fuese convertida en moneda de curso legal en la República se-
gún su valor al 11 de abril de 1981, conforme al mercado cambiario de esa
fecha, y que hasta el efectivo pago se ajustase por aplicación del Índice de
precios mayoristas, con una tasa de interés reducida al seis por ciento
anual. Contra ella, la parte actora dedujo el recurso extraordinario federal
que, denegado, dio lugar a esta queja.

2°) Que el recurso extraordinario se basa, fundamentalmente, en dos
planteos: a) el de que -en atención al alcance del anterior fallo de este Tri-
bunalc el a qua se habría apartado de lo dispuesto en éste, volviendo so-
bre puntos que habrían quedado definitivamente consentidos por las par-
tes; y b) la omisión de considerar los planteos oportunamente formulados
por la recurrente, que habría llevado al apartamiento de la solución norma-
ti va prevista para el caso.

3°) Que es criterio reiterado de esta Corte el de que, siempre que esté
en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal en que
el recurrente funde el derecho que estima asistirle, se configura una hipó-
tesis que hace formalmente viable el recurso extraordinario, pero la pro-
cedencia sustancial de dicha apelación está condicionada a que la resolu-
ción impugnada consagre un ineqUÍVoco apartamiento delo dispuesto por
la Corte (Fallos: 306: 1195; 308:617,920, 1217, 1740, entre muchos otros).
Esto no ocurre respecto de la decisión del Tribunal que dejó sin efecto la
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anterior sentencia de alzada, pues si bien ella expresó que lo era con el al-
cance indicado en el dictamen del señor Procurador General, éste había
aconsejado admitir la queja porque la sentencia atacada contaba sólo con
decisiones aparentes, ya que en realidad se sustentaba en votos con fun-
damentos normativos discordantes, que, además, carecían de un análisis
razonado y acorde de los problemas conducentes para la correcta diluci-
dación del pleito, lesionando así el derecho de defensa en juicio. En tales
condiciones, no puede considerarse que subsista ninguno de los aspectos
decididos en el fallo dejado sin efecto.

4°) Que, en cuanto al resto de las cuestiones planteadas por el recurren-
te, si bien la sentencia se ha pronunciado sobre temas de derecho común,
en principio extraños a la vía del art. 14 de la ley 48, corresponde hacer
excepción a ese principio cuando, como en el caso, se omite considerar
cuestiones oportunamente propuestas y condu~entes para la adecuada so-
lución del juicio (Fallos: 307:454 y sus citas), así como cuando media
prescindencia del texto expreso de la ley sin declaración de inconstitu-
cionalidad (Fallos: 307:2153, considerando 4° infine y sus citas), con no-
torio agravio de garantías constitucionales.

5°) Que, en lo que se refiere al primero de esos aspectos, la aplicación
de la teoría de la imprevisión fue planteada como defensa en la contesta-
ción de la demanda. Puesto que el ordenamiento adjetivo no contempla el
traslado de las defensas opuestas en tal oportunidad, y aquélla no fue ad-
mitida en primera instancia, la primera oportunidad procesal para la actora
de oponerse a esa defensa fue la contestación de la expresión de agravios
de la parte contraria. Así lo hizo, pues a fs. 565 y siguientes planteó la
inviabilidad de laaplicación de la teoría de la imprevisión en razón de no

/

habérsela articulado por vía de demanda o de reconvención, a más de sos-
tener la necesidad de que se demostrase la concreta onerosidad en este caso
en especial, la tesis de que en el contrato que motiva la acción la moneda
extranjera fue moneda de obligación y no pauta de ajuste, la no
invocabilidad del arto 1198 del Código Civil cuando el acontecimiento que
provoca la excesiva onerosidad haya sido previsto o podido o debido ser
previsto por las partes, la improcedencia de tomar como base el aparta-
miento de la tabla oficial de cotización del dólar para una época que al
otorgarse el contrato no estaba abarcada por ella, y la de la revisión del
contrato con base en la antes citada disposición legal. Ninguna de esas
cuestiones fue atendida en la sentencia recurrida, lo que implica una gra-
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ve violación del derecho de defensa en juicio de la parte actora, garanti-
zado por el arto 18 de la Constitución Nacional, suficiente para su desca-
lificación como acto judicial válido.

6°) Que, desde otro punto de vista, la sentencia recurrida se aparta de
la solución normativa expresamente establecida para el caso, pues el arto
1198 del Código Civil, para el supuesto de excesiva onerosidad sobrevi-
niente, sólo faculta a la parte perjudicada a demandar la resolución del
contrato, previendo la mejora equitativa únicamente como alternativa que
puede ser ofrecida por la otra parte. Esta,Corte tiene reiteradamente resuel-
to que la primera regla de interpretación de las leyes es dar. pleno efecto a
la intención del legislador, que la primera fuente para determinar esa vo-
luntad es la letra de la ley, y que los jueces no deben sustituir al legislador
sino aplicar la norma tal como éste la concibió (Fallos: 308: l745y sus ci-
tas). Conceder a uno de 10,,5contratantes una acción que la ley no le con-
fiere,.como lo sería, en el caso, la de revisión del contrato o modificación
de sus cláusulas, implicaría una clara violación de esas reglas; máxime
cuando no puede suponerse que haya mediado una omisión u olvido del
legislador, el cual frente a las diversas opciones que le proponía la doctrina
y la legislación extranjera- optó por una perfectamente clara, sin que su
inconsecuencia o su falta de previsión puedan suponerse (Fallos: 307:518,
considerando 10, y sus citas). Por lo demás, si en supuestos relacionados
de algún modo con el examinado confirió la opción entre la invalidez o la
modificación (art. 954, modificado -lo mismo que el 1198- por la ley de
facto 17.711), es irrazonable creer que la exclusión de esa opción haya sido
motivada por olvido o ligereza.

7°) Que, en tales condiciones, la sentencia recurrida no constituye de-
rivación razonada del derecho vigente con apli~ación a las circunstancias
comprobadas de la causa, motivo suficiente para su descalificación como
acto judicial válido con base en la doctrina de la arbitrariedad.

8°) Que, en razón de las motivaciones expuestas en los considerandos
anteriores, resulta inoficioso pronunciarse sobre las demás impugnaciones
formuladas en el recurso.

Por ello, se hace lugar a la queja y se declara procedente el recurso ex-
traordinario, con costas. Reintégrese el depósito de fs. 174. Agréguese a
los autos principales y remítase al tribunal de origen para que, por quien
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corresponda, se dicte un nuevo fallo con arreglo a lo dispuesto en el art.
16, primera parte, de la ley 48. Notifíquese.

RICARDO LEVENE (H) (en disidencia) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ-

RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FA YT (por su voto) - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S.
NAZARENO - ANTONIO BOGGIANO (en disidencia).

VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FA YT

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala A de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Civil -cuya intervención en la causa fue motivada por la
anterior sentencia de esta Corte que dejó sin efecto la que había sido dic-
tada por la Sala II de la entonces Cámara Nacional de Apelaciones Espe-
cial en lo Civil y Comercial- que modificó la de primera instancia y dis-
puso, por aplicación de la teoría de la imprevisión, que la suma de dóla-
res estadounidenses objeto del reclamo fuera convertida en moneda de
curso legal según su valor al II de abril de 1981 y, a partir de allí ajusta-
da por aplicación del índice de precios mayoristas, con más sus intereses
calculados al 6% anual, la parte actora dedujo recurso extraordinario cuya
denegación motiva la presente queja.

2°) Que los agravios de los recurrentes se centran en que, por un lado,
el a qua habría excedido su jurisdicción al considerar cuestiones que -en
atención al alcance del anterior pronunciamiento de esta Corte- se encon-
trarían consentidas por las partes. Por otra parte, indican que el pronuncia-
miento recurrido ha omitido tratar los planteas oportunamente formulados
por ello, de lo que se deriva el apartamiento dela solución normati va del
caso.

3°) Que es doctrina de esta Corte que, cuando esté en tela de juicio la
inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal en la causa, el recurso
extraordinario es procedente cuando la resolución impugnada consagra un
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inequívoco apartamiento 'de lo dispuesto por la Corte (Fallos: 303:685,
1708; 306: 1195; 308: 1740, entre otros).

4°) Que esa situación se configura en el supuesto de autos, toda vez que
de conformidad con los fundamentos del dictamen del señor Procurador
Fiscal que esta Corte hizo suyos (confr. pronunciamiento de fs. 8 l O) la
sentencia entonces apelada fue dejada sin efecto por contar con decisio-
nes sólo aparentes, sustentadas en votos con f)..mdamentos normativos
discordantes que careCÍan además de un análisis razonado y acorde de los
problemas conducentes para la solución del pleito. En esas condiciones,
no puede considerarse subsistente aspecto alguno de lo decidido en el fa-
llo allí dejado sin efecto, por lo que la decisión apelada en tanto parte de
la premisa contraria, importa el desconocimiento del pronunciamiento de
este Tribunal.

5°) Que si bien las restantes quejas de los actores conducen a la consi-
deración de temas de derecho común, ajenos como regla al remedio ex-
traordinario previsto por el art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excep-
ción a ese principio cuando, como en,el caso, se omite la consideración de
cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la adecuada so-
lución del pleito (Fallos: 307:454), con notorio agravio de garantías cons-
titucionales.

6°) Que en atención a la oportunidad y modo en que fue planteada en
autos la defensa fundada en la teoría de la imprevisión, su admisión por el
a qua requería necesariamente el tratamiento de las razones de hecho y de
derecho expuestas por los actores al contestar el traslado de la expresión
de agravios de la parte contraria, que obstarían a su aplicación (confr. fs
565/571, especialmente fs. 570 vta., apartado 6.9).

7°) Que esta omisión implica una grave violación del derecho de defen-
sa en juicio de la parte actora, garantizado por el art. 18 de la Constitución
N acional, suficiente para su descalificación como acto judicial válido con
base en la doctrina de la arbitrariedad, pues no constituye una derivación
razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias compro-
badas de la causa, conclusión que hace inoficioso el tratamiento de las
demás impugnaciones formuladas en el recurso.

Por ello, se hace lugar a la queja y se declara procedente el re~urso ex-
traordinario, con costas (art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial de
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la Nación). Reintégrese el depósito de fs. 174. Agréguese a los autos prin-
cipales y remítase al tribunal de origen para que, por quien corresponda,
se dicte un nuevo fallo con arreglo a lo dispuesto en el arto 16, primera
parte, de la ley 48. Notifíquese.

CARLOS S. FAYT

DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H)

y DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

y DON ANTONIO BOGGIANO

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina esta queja, es
inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Por ello, se desestima la queja. Declárase perdido el depósito de fs. 174.
Notifíquese y, previa devolución de los autos principales, archívese.

RICARDO LEVENE (H) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - ANTONIO BOGGIANO

NESTOR DANIEL LEVIN y OTRO v. PISO UNO S.A ..

RECURSO DE QUEJA: Trámite.

Debe rechazarse la denuncia de quienes se agravian por la supuesta paralización de
los trámites de ejecución si, aunque se hubiera interpretado -por la amplitud de los
términos empleados en la solicitud- que el requerimiento de la Corte comprendía
el incidente de ejecución de sentencia, la remisión de dicha pieza de ningún modo
podía haber importado la suspensión de aquel procedimiento, que seguía expedito
para la actora en tanto no se dispusiera la admisión formal de la queja.
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Buenos Aires, 21 de abril de 1992.

1°) Que en el recurso de hecho L.192.XXIJI "Levin, Néstor Daniel y
otro e/Piso Uno S.A.", por providencia del día 18 de diciembre de J 99 J se
requirieron todos los incidentes y agregados que puedan corresponder a
esta causa, aun los posteriores a la remisión de los autos principales a esta
Corte.

2°) Que el oficio respecti va fue recibido por el juzgado de primera ins-
tancia el día 20 de diciembre de J 991, según se desprende del cargo
obran te a fs. 32 del incidente agregado por cuerda, foliatura que se men-
cionará en lo sucesivo.

3°) Que a fs. 32 vta. el juez de primera instancia proveyó, el día 23 de
diciembre de 1991: "Por recibido. Agréguese y conforme ]0 solicitado,
remítase el incidente de ejecución solicitado sirviendo el presente proveído
como muy atenta nota de envío".

El día 26 de diciembre de 1991 , a los 8 hs. 35' la parte actora presentó
un pedido de revocatoria de tal proveído (confr. fs. 65/67 y cargo de fs. 67
vta.) en la que, en síntesis, sostuvo que el pedido de la Corte no implica-
ba suspender el procedimiento de ejecución. Acompañó fotocopias sim-
ples de todo lo actuado y solicitó su certificación por el Actuario y su re-
serva en Secretaría (confr. otro sí digo de fs. 67 vta.).

4°) Que ese mismo día, 26 de dicicmbre de 1991, el letrado apodera-
do de la demandada pidió la nulidad de todo lo actuado por considerar que,
al no habérsele notificado por cédula de la resolución que ordenó la for-
mación del mentado incidente, se le había privado de su derecho de defen-
sa (confr. fs. 68/69 y cargo de fs. 69 vta.).

5°) Que en la misma fecha (26 de diciembre de 1991) el señor juez de
primera instancia dictó la siguiente providencia: "Proveyendo el escrito de
fs. 65/67, no encontrando mérito para apartarme de 10 resuelto a fs. 32, no
ha lugar a la revocatoria solicitada. Deniégase la apelación deducida por
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improcedente (art. 109 L.O.). Expídase certificación de las fotocopias que
se acompañan. Proveyendo el escrito de fs. 36/37, tiénese presente y estése
a lo dispuesto a fs. 32".

Ese día el Actuario dio cumplimiento a lo ordenado, procedió al
desglose de las fotocopias y rectificó la foliatura del expediente (confr. fs.
70).

6°) Que, como se desprende de las actuaciones relatadas preceden-
temente, tanto la parte actora como el juzgado actuante entendieron que no
mediaba en el caso suspensión de procedimiento alguno. Ello es así, ya que
por un lado la actara lo manifestó expresamente en su pedido de
revocatoria, y por el otro, el juez dispuso la remisión del expediente y or-
denó la certificación de todas las fotocopias (acto cumplido por el secre-
tario), al parecer, para la continuación del trámite pertinente, sin expedirse
sobre el pedido de nulidad presentado por la demandada. No existen en,
estos autos constancias de los actos cumplidos con posterioridad ya que,
como es obvio, la actividad procesal continúa en primera instancia.

7°) Que, como se advierte, aun cuando se hubiera interpretado -por la
amplitud de los términos empleados en la solicitud- que el requerimiento
del Tribunal comprendía el incidente de ejecución de sentencia, la remi-
sión de dicha pieza de ningún modo podía haber importado la suspensión
de aquel procedimiento, que seguía expedito para la actora en tanto no se
dispusiera la admisión formal de la queja. En consecuencia, al no haber-
se tenido por finalidad ni por efecto producir la paralización de los trámi-
tes de ejecución, no se presenta en el caso extremo alguno que conduzca
a sostener los dichos de los letrados que suscriben la denuncia que se exa-
mma.

Por ello, se rechaza liminarmente la denuncia. Hágase saber.

RICARDO LEVENE (H) - RODOLFO C. BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO

S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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MARIANO SALOMON PADILLA v. CAJA DE PREVISION SOCIAL
DE LA PROVINCIA y PROVINCIA DE SALTA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios .. Cuestiones 110 federales. Sentencias
arbitrarias. Improcedencia del recurso.

No es descalificable la sentencia que rechazó la demanda de inconstitucionalidad
de las disposiciones de la Provincia de Salta que ordenaron un aporte del 12% del
haber de retiro a la Caja de Previsión Social (inc. 6° del art. 1°, de la ley 5191, rei-
terado por el inc. 6°, del art. 3ó de la ley 6335), pues el contenidb económico de la
prestación puede ser disminuido cuando circunstancias superiores y atendibles así
lo aconsejan (l).

JUBILACION y PENSION.

La oportunidad de la decisión de disminuir el contenido económico de los benefi-
cios de la seguridad social cuando circunstancias superiores y atendibles así lo acon-
sejen escapa a la esfera de los jueces, ya que es resorte de otros poderes del Estado
evaluar su procedencia.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Improcedencia del recurso.

No es descalificable la sentencia que rechazó la demanda de inconstitucionalidad
de las disposiciones de la Provincia de Salta que ordenaron un aporte del 12% del
haber de retiro a la Caja de Previsión Social (inc. 6°, del art. 1°, de la ley 5191, rei-
terado por el inc. 6° del art. 3°, de la ley 6335), pues el porcentaje' de descuento se
ubica dentro de los montos válidamente aceptados por la Corte como no confisca-
torios (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Interpretación de
nOrJIlllS locales de procedimientos.' Costas y honorarios.

r

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que -al rechazar la demanda de inconsti-
tucional idad de las normas que imponen un aporte del 12% a la Caja de Previsión
Social- impuso las costas al actor, pues no puede calificarse de temeraria la preten-
sión deducida por un jubilado que vio disminuido su ingreso a raíz del dictado de
una norma posterior a su cese de servicios.

(1) 21 de abril. Fallos: 291:596: 295:674; 303:1155; 306:614, 999.
(2) Fallos: 303:1155; 307:1874. Causas: "Horisberger, Werner S.'';'

"Bóveda Buco, Jorge A.", del 5 de septiembre y 24 de octubre de
1989, respectivamente.
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JORGE RAUL DEL VALLE REGALADO v. CAJA 'NACIONAL DE PREVISION
PARA EL PERSONAL DEL ESTADO y SERVICIOS PUBLICOS

801

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales: Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias de hecho)' prueba.

Es arbitraria la sentencia que rectificó el monto de la jubilación por invalidez y dis-
puso la reliquidación del beneficio, si no valoró la prueba documental -cuya
autenticidad no fue cuestionada- respecto de los antecedentes profesionales del ac-
tor, pues las resoluciones judiciales que omiten evaluar cuestiones oportunamente
propuestas y conducentes para la decisión del caso carecen de base adecuada para
sustentarlas y deben ser descalificadas (1).

LUIS ANTONIO RODRIGUEZ v. MARIA LU1SA PRADERE DE SANTAMARIA

RECURSO t--xTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación sujiciente.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que hizo lugar a la demanda por cumpli-
miento de un pacto de cuota litis, si contiene serios defectos de fundamentación que
redundan en menoscabo de los derechos de defensa en juicio y propiedad (arts. 16
Y 1,7 de la Constitución Nacional) (2). '

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Es inadmisible el recurso extraordinario contra la sentencia que hizo lugar a la de-
maljda por cumplimiento de' un pacto de cuota litis: art. 280 del Código Procesal
(Disidencia de los Dres ..Rical'doLevene (h.), Rodolfo C. Barra y Enrique Santia-
go Petracchi). .

(1) 21 de abril. Fallos: 295d20; 301:1 149.
(2) 21 de abril..
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RICARDO JOSE RUSSOMANDO v. MARIO DANIEL GOIJMAN

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de extremos conducentes.

Es descalificable la sentencia que admitió la excepción de litispendencia en un juicio
de daños y peljuicios sin tener en cuenta que el proceso penal había fimilizado por
prescripción de la acción (l).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales; Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de extremos conducentes.

Es descalificable la sentencia que admitió la excepción de litispendencia deducida
en un juicio de daños y perjuicios si no ponderó que al haberse extinguido la acción
penal, por medio de una decisión que carecía de los efectos de la cosa juzgada so-o
bre la cuestión sustancial, quedaba expedita la vía para que el juez civil pudiera
pronunciarse acerca de la procedencia de la pretensión resarcitoria interpuesta.

JOSE ANGEL VALEA LOPEZ v. CORPORACION FABRICANTES
DE MUEBLES S.A. CORFAN

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias de hecho y prueba.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la demanda de indemniza-
ción por accidente laboral basada en la Jey 9688, si se advierte una consideración
fragmentaria de las constancias conducentes para la decisión del litigio, lo cual
impide una visión de conjunto de la pTueba reunida y frustra el derecho del recu-
n'ente a obtener una sentencia que'seaderivación razonada del derecho vigente, con
ajuste a las circunstancias comprobadas en la causa (2).

(1) 21 de abril.
(2) 21 de abril.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias de hecho y prueba.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la demanda de indemniza-
ción por accidente laboral basada en la ley 9688, considerando que se había con-
jugado la hipótesis de "culpa grave" del dependiente que excluía la responsabili-
dad patronal, si los aspectos que destaca como determinantes de la gravedad de la
culpa del trabajador no forman convicción alguna sobre el grado de previsibilidad
que pudo o debió tener acerca de las consecuencias dañosas que su accionar aca-
rrearía.

ACCIDENTES DEL TRABAJO.

Si bien incumbe a los magistrados de la causa apreciar la intensidad de la culpa y
encuadrarla según corresponda a su prudente juicio, la solución especial adoptada
en la legislación laboral argentina (art. 4° de la ley 9688) exige una muy cuidado-
sa ponderación del conjunto de circunstancias que antecedieron y originaron el in-
fortunio en el caso concreto, a fin de estar en condiciones de concluir que se ha con-
figurado una excepción a la regla genérica de la responsabilidad patronal.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de extremos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la demanda de indemniza-
ción por accidente laboral basada en la ley 9688, considerando que se había confi-
gurado la hipótesis de "culpa grave" del dependiente que excluía la responsabili-
dad patronal, si omitió ponderar en debida forma la actuación que le cupo al con-
ductor del restante vehículo que intervino en el evento dañoso (Yoto de los Dres.
Carlos S. Fayt, Eduardo Moliné O'Connor y Julio S. Nazareno).

ACCIDENTES DEL TRABAJO.

Enmarcada la pretensión en la ley 9688, para eximir de responsabilidad a la
empleadora demandada, con fundamento en la "culpa grave" del trabajador se im-
pone verificar si el accidente provino "exclusivamente" de aquella (art. 4°, inc. a,
segunda parte, de la ley citada) (Yoto de los Dres. Carlos S. Fayt, Eduardo Moliné
O'Connor y Julio S. Nazareno).
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FIDELlNA VERA y OTROS v. ROBERTO LA VISTA LLANO y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones /10 federales. Sentencias
arbitrarias. Procedellcia del recurso. Falta de fundamentación suficiente.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que decidió que el suicidio del causante
resultaba indemnizable de conformidad con las disposiciones de la ley 9688, mo-
dificada por la ley 23.643, si se basó en argumentos que le otorgaban fundamentos
sólo aparentes y no se hizo cargo de razones de peso esgrimidas por la demanda-
da, como el informe de la perito médico psiquiatra expresando la imposibilidad de
establecer relación causal alguna entre el trabajo y el suicidio sin conocer antes las
declaraciones de los testigos (1).

ALBERTO AGUSTIN ARROYO v. GLASS-SER

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Apartamiento de const¿lIlcias de la causa .•

Corresponde dejar sin efecto la sentencia, si resulta evidente la falta del más ele-
mental examen de la causa o, al menos, de las piezas esenciales que se debieron
considerar para decidir. Así ocurre en el caso en que se demandÓ por accidente de
trabajo, con fundamento expreso en el derecho común y el fallo impugnado confir-
mó el rechazo de la pretensión del daño moral por entender que la acción se había
intentado en base a la ley especial (9688).

JUECES.

Cabe a la Corte exhortar a los integrantes de una cámara de apelaciones que extre-
men el cuidado necesario en el'ejercicio de su función, a fin de evitar la reiteración
de decisiones que incurran en una equivocación inconcebible dentro de una racio-
nal administración de justicia, constitutiva de negación de derechos constituciona-
les.

(1) 21 de abril.
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Buenos Aires, 28 de abril de 1992.

Vistos los autos: IOArroyo, Alberto Agustín c/Glass-SerlO.

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala VI de la Cámara Nacional de
Apelaciones del Trabajo en la que, por los votos de dos de sus integran-
tes -Dres. RodolfoCapón Filas y Juan Carlos E. Morando- se confirmó la
decisión de la instancia anterior -en la que se había rechazado la dernan-
da-, expresándose -en 10 que interesa-, que IO... dado que la acción se intentó
con fundamento en la ley especial (ley N° 9688) la indemnización a per-
cibir por el trabajador con motivo del infortunio es tarifada, y nunca, bajo
ningún aspecto, se podrá apartar de dicha tarifa alegando la existencia de
un daño moral, pues la tarifación incluye todo perjuicio ... 10, la actora inter-
puso el recurso extraordinario con base en la doctrina de la arbitrariedad,
que fue concedido.

2°) Que existe cuestión federal suficiente para su examen por la vía
elegida, pues si bien los temas en debate son de hecho, prueba y derecho
común y, como regla, ajenos a la vía del art. 14 de la ley 48, cabe hacer
excepción a este principio cuando -como sucede enel sub lite- se ha omi-
tido la consideración de argumentos oportunamente propuestos y condu-
centes para la solución del caso, con flagrante apartamiento de las cons-
tancias de la causa, y lo resuelto constituye una formulación dogmática que
es producto de la sola voluntad de los jueces que suscriben la decisión, de
un modo notablemente impropio de los actos jurisdiccionales válidos.

3°) Que, en efecto, en el escrito inicial de demanda (fs. 25/30), en va-
rios párrafos, la actora manifestó expresamente que optaba por el derecho
común. Así se lee sin esfuerzo a fs. 25 (lO...venimos a iniciar formal deman-
da ... POR ACCIDENTE DE TRABAJO, ART. 1113 DEL CODIGO CI-
VIL. .. IO);a fs. 27 vta. ("B-DAÑO MORAL-PROCEDENCIA ...este agravio
moral, cuyo resarcimiento integral perseguimos y reclamamos, de acuer-
do a la normativa del art. 1078 del Código CiviLIO); a fs. 28 (IO-V-DERE-
CHO: Fundamos el derecho que asiste a nuestro mandante, en los arts.
1113, 1078, 1083 Y concordantes del Código Civil... lO).
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Por otra parte, al dictarse sentencia en primera instancia se expresó que
el actor" ... responsabiliza a la demandada en los términos de los arts. 1078,
1083,1113 Yconcordantes del Código Civil... (fs. 271)"; y, al fundarse la
decisión,.el juez citó expresamente los arts. 1078, 1083,1113 Y
concordantes del Código Civil (fs. 274).

4°) Que, al apelar este pronunciamiento, la interesada sostuvo que el
magistrado, sin dar razones, había omitido considerar el agravio moral
padecido, y tampoco había tenido en cuenta el daño estético. Desarrolló
de modo fundado ambas cuestiones (confr. fs. 285/289) -que, por otra par-
te, habían sido planteadas en el escrito inicial-o

5°) Que, al resolverse como se lo hizo, y a la luz de lo expresado en los
considerandos anteriores, queda en evidencia la falta del más elemental
ex"amen de la causa o, al menos, de las piezas esenciales que se debieron
considerar para decidir.

En efecto: si tal ex"amen se hubiera realizado, los magistrados
suscriptores de la sentencia apelada jamás podrían haber establecido el
fundamento transcripto en el considerando 1° de la presente, pues resulta
más que obvio -y sin lugar a dudas- que la acción promovida se basó en
el derecho común, y esto significa (sin que la cuestión sea opii1able, ni re-
sulte admisible error alguno al respecto, y nienos aún por parte de un ma-
gistrado especializado) que, al haber optado la actora por demandar con-
forme a este último derecho, renunció a la acción especial (denominada
"tarifada" en la decisión impugnada) -confr. arlo 17, ley 9688, según la
derogada ley 23.643-.

En consecuencia, en el caso se presenta la "... equivocación inconcebi-
ble dentro de una racional admini stración de justicia ... constitutiva de ne-
gación de derechos constitucionales ... ", con la que este Tribunal tipificó
a la arbitrariedad en Fallos: 247:713 (considerando 5°) -con cita de la Su-
prema Corte de Estados Unidos en el caso "Chicago Life Insurance
Company el. al. V. Cherry"-.

6°) Que si bien esta Corte conoce la magnitud -tanto cuantitati va como
cualitativa- de las tareas que pesan sobre la Justicia Nacional del Traba-
jo, como también la dificultosa situación en la que ésta se encuentra sumi-
da no s610 por el gran número de causas que debe atender sino también por
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las cotidianas di ficultades que aquel fuero debe enfrentar -circunstancias
todas estas que, en mayor o menor medida, se presentan en todos los sec-
tores del Poder Judicial de la Nación-, cabe al Tribunal, en su carácter de
máximo responsable de la conducción de una de las funciones. esenciales
del Estado, exhortar a los magistrados a quo a fin de que extremen el cui-
dado necesario en el ejercicio de su función y, de este modo, eviten la rei-
teración de decisiones como la que ha motivado este recurso federal.

Por ello, y debido a que se ha demostrado la relación directa e inmedia-
ta de la sentencia recurrida con las garantías constitucionales que se con-
sideran vulneradas, en los términos del art. 15 de la ley 48, se declara pro-
cedente el recurso extraordinario y se deja sin efecto el pronunciamiento
apelado, con los alcances del presente. Con costas (art. 68 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación). Exhórtase a los señores magistra-
dos suscriptores de la decisión de fs. 302 y 302 vta., del modo estableci-
do en el considerando 6° in fine. Vuelvan los autos al tribunal de origen
para que, por quien corresponda, se dicte una nueva resolución con arre-
glo a ésta. Notifíquese y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO

BOGGIANO.

RUDY CARLOS AICHELE KRETSCHMAR v.
ADMINISTRACION NACIONAL DE ADUANAS

CONSTITUCION NACIONAL: Derec/¡os y garantías. Defensa en juicio. Procedimiento y
sentencia.

La defensa en juicio se lesiona cuando el tribunal incluye dentro del obje(o de su
resolución hechos que no hayan sido motivo de indagación y. acusación.
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CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos )' garantías. Defensa en juicio. Procedimiento y
sentencia.

La presunción de fines de comercialización (art. 490 del Código Aduanero) no cons-
tituye un "hecho", sino una calificación de los hechos ya descriptos, que permite
encuadrarlos en el tipo'de la infracción aduanera por la que se dicta ia condena.

ADUANA: Infracciones. Varias.

El carácter restrictivo de la expresión "sus vehículos" del art. 59, inc. b), del decreto
JOOJ182 es el que más se compadece, no sóJo con eJ carácter estricto que debe apli-
carse en materia de exenciones, sino también con la necesidad de interpretar las le-
yes impositivas computándo la totalidad de los preceptos que las integran.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requi.~itos propios. Cuestiones 110 federales. Interpreiación de
IlOrmas y actos comunes.

Lo relativo al monto de la pena constituye materia ajena al recurso extraordinario,
en la medida en que se haya impuesto dentro de los topes mínimo y máximo esta-
blecidos por la ley.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal: Cuestiones federales
simples. lnrerpreracÍlín de la Constitución Nacional.

Es apto para habilitar la instancia extraordinaria el agravio que conduce en defini-
tiva a determinar el alcance del art. 18 de la Constitución Nacional. a efectos de
comprobar si se han respetado o no los requisitos de la defensa en juicio: art. 14,
inc. 3°, de la ley 48 (Disidencia del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTlTUCI0N NACIONAL: Derechos y !I{mmtías. Defensa en juicio. Procedimiento y
sentencia.

Posee jerarquía constitucional el principio según el cual tan desprovista de sopor-
tes legales resultaría una sentencia de primera 'instancia sin acusación corno una
condena de segunda instancia sin apeJación (Disidencia del Dr. Enrique Santiago
Petracchi).

CONSTlTUCION NACIONAL: DerecllOs )' !lara/l/ías. Defensa en juicio. Procedimiento y
sentencia.

Si el organismo aduanero fundó su pronunciamiento condenatori~ en la falta de
.autorización administrativa previa para la introducción de equipos de radiotelefonía,
y el Tribunal Fiscal, en su carácter de órgano jurisdiccional de apelación, la basó
en que la cantidad de equipos permitía presumir fines de comercialización, sin que
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tal hecho hubiese sido mencionado en forma alguna ante este tribunal al fundarse
la pretensión condenatoria, se ha configurado una lesión a la garantía cons.titucio-
nal de la defensa en juicio (Disidencia del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTlTUCJON NACIONAL: Derecilos y lia ran tías. Defensa en juicio. Procedimiento y
sentencia:

La garantía constitucional de la defensa en juicio exige, aun en el caso de sancio-
nes impuestas por organismos administrativos, que se haya otorgado a la persona
la oportunidad de ser oída y de probar de algún modo los hechos que creyere con-
ducentes a su descargo (Disidencia del Dr.Enrique Santiago Petracchi).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestiones federales
simples. Interpretación de las leyes federales. Leyes federales en limeral.

Es admisible el recurso extraordinario si se ha cuestionado la inteligencia acorda-
da a una norma federal (art. 59, inc. b), del decreto 1001/82, reglamentario del Có-
digo Aduanero) y la decisión ha sido contraria al derecho fundado en aquélla (Di-
sidencia del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

LEY: Interpretación y aplicación.

El significado de los términos de las leyes no puede establecerse rigurosamente, sólo
por medio del examen aislado de éstos, sino que ha de estarse en todo momento al
del contexto que ellos componen (Disidencia del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

ADUANA: Infracciones. Varias.

No sólo debe considerarse incluida en el concepto de "vehículo" del art. 59, inc. b)
del decreto 1001/82 a la embarcación en la cual el viajero arribó al país, sino tam-
bién a aquélla "destinada a ser utilizada" por aquél (Disidencia del Dr. Enrique San-
tiago Petracchi).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 28 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Aichele Kretschmar Rudy Carlos c/Administración
Nacional de Aduanas s/recurso de apelación".

Considerando:
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1°) Que contra la sentencia de la Sala 1de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Conter¡cioso Administrativo Federal, por la que se conde-
nó a Rudy Carlos Aichele Kretschmar a una pena de multa como autor de
la infracción al régimen de equipaje, en los términos del artículo 977 del
Código Aduanero (fs. 302/304), se interpuso el recurso extraordinario
concedido a fs. 343.

Se le imputó haber introducido al país tres motores fuera de borda, una
lancha, ocho estaciones de radiotelefonía y sus accesorios, según consta
en el acta de fs. l y las diligencias administrativas llevadas a cabo por las
autoridades aduaneras del resguardo "El Rincón", dependiente de la Adua-
na de San Carlos de Bariloche, con fecha 23 de noviembre de 1982.

2°) Que a fs. 74/76, el Administrador de la Aduana de Bariloche con-
denó a Aichele Kretschmar por la infracción señalada, que fue confirma-
da por el Tribunal Fiscal de la Nación a fs. 239/245.

El mencionado tribunal consideró, en cuanto a las estaciones de
radiotelefonía, que si bien su ingreso en el país no se encuentra prohibi-
do -siempre que sea para su uso por el radioaficionado y que ingrese
temporariamente en el territorio nacional, y previo cumplimiento de los
pertinentes requisitos- en este caso, la cantidad de ocho estaciones, más sus
accesorios, antenas, etc., resulta excesiva para encuadrar en el concepto de
equipaje definido por el art. 489 del Código Aduanero, y permite conside-
rar a dichos efectos como mercadería comprendida en la prohibición del
art. 490 del código citado, cabiendo presumir, en su ingreso, fines de
comercialización.

Respecto de los motores fuera de borda, confirmó la decisión del ad-
ministrador, toda vez que su introducción en el país por el régimen de equi-
paje se encuentra expresamente vedada por el art. 59, inc. b"del decreto
1001/82.

Las lanchas también están excluidas del régimen de equipaje en virtud
de lo dispuesto por el precitado artículo 59, inc b, concordante en este as-
pecto con el artículo 58, apartado 1, inc. n, del mismo decreto.

3°) Que, apelada la resolución ante la Cámara a qua, la defensa del pro-
cesado expresó los siguientes agravios:
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a) Que la presunción de fines de comercialización de los equipos de
radiotelefonía constituye un hecho que no fue objeto de imputación ni de
debate, con lo cual se alteró la base del proceso, y se produjo una afecta-
ción al principio in dubio pro reo, expresamente recogida por el artículo
898 del Código Aduanero.

Sostuvo al respecto que la decisión del Administrador de Aduanas se
basó én la falta de autorización de la Secretaría de Comunicaciones, pero
que en ningún momento se aludió a que tales equipos, por su cantidad,
permitieran presumir fines comerciales para excluirlos del régimen de
equipaje.

Afirmó que el Tribunal Fiscal, al sustentar su condena en un hecho que
no fue objetode imputación ni debate, afectó los principios de congruen-
cia y de defensa.

Agregó que la defensa no pudo contradecir el argumento del Tribunal
cuando dice que no se ha acreditado que esos equipos fueran necesarios
para la actividad y oficio del procesado, pues esa circunstancia no era ob-
jeto del debate.

,
Sostuvo que la cantidad de equipaje, por sí sola, no es suficiente para

presumir los fines de comercialización, y que corresponde al tribunal de-
mostrar esa finalidad comercial, pues de lo contrario se invierte la carga
de la prueba indebidamente.

b) Respecto de los restantes efectos, afirmó que no existen las prohi-
biciones legales en las que se fundó el tribunal. El arto 59, inc. b, del de-
creto 100 l /82, si bien excluye del régimen de equipaje a los motores dentro
y fuera de borda, y a las embarcaciones de todo tipo, establece como ex-
cepción, la posibilidad de importar o exportar temporariamente sus vehí-
culos de acuerdo con lo previsto en esa reglamentación, yen los arts. 265
y 363 del Código Aduanero.

Cuestionó la interpretación dada a esta cláusula por el Tribunal Fiscal,
en cuanto indica que se refiere a los casos en los que el viajero llegue al
país en su vehículo. Dice que el decreto no realiza ninguna diferencia y que
por lo tanto tampoco puede distinguir el tribunal.
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Sostuvo además que el decreto 1001/82 tiene su fundamento en el arto
491 del Código, que faculta al Poder Ejecutivo, por motivos fundados, a
. restringir la aplicación del régimen de equipaje.

c) Cuestionó el monto de la pena aplicada.

d) Planteó la inconstitucionalidad de las restricciones aduaneras, por ser
contrarias a los artkulos 20,25 Y28 de la Constitución Nacional.

4°) Que a fs. 302/304, la Sala 1de la Cámara Nacional de Apelaciones
en lo Contencioso Administrativo Federal confirmó la resolución del Tri-
bunal Fiscal.

Para así decidir, entendió que el agravio de la defensa traduce sólo una
discrepancia con la evaluación de los hechos: Sostuvo quejos agrav.ios
contra la presunción de fines de comercialización de los equipos de
radiotransmisión pierden de vista lo dispuesto por el arto 1143 del Códi-
go Aduanero, en el sentido de que el Tribunal Fiscal tiene amplias facul-
tades para establecer la verdad de los hechos y resolver el caso indepen-
dientemente de lb alegado por las partes.

En lo atinente a la lancha, entendió correcta la interpretación del Tri-
bunal Fiscal y la aplicación del decreto 1001/82.

5°) Que contra esta sentencia se interpuso el recurso extraordinario de
fs. 307/335 vta., concedido a fs. 343.

Los agravios del recurrente son los siguientes:

a) Se ha condenado al procesado por un hecho distinto del que fueob-
jeto de resolución por el Administrador de la Aduana de Bariloche, en vio-
lación a la garantía de la defensa en juicio.

b) Se ha invertido la carga de la prueba, al exigir que sea el procesado
quien demuestre que los equipos de radiotelefonía eran inherentes a su
acti vidad, arte u oficio.
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c) Incorrecta interpretación del arto 59, inc. b, del decreto 1001/82, en
cuanto se ha entendido que el permiso de importación temporal de vehí-
culos se limita a aquéllos en los que se moviliza el importador.

d) Inconstitucionalidad de las restricciones aduaneras.

e) Excesivo quantum de la pena.

6°) Que', respecto del primero de los agravios mencionados, es preci-
so advertir que tal cuestionamiento carece de una relación directa con las
garantías constitucionales invocadas.

En efecto, la defensa en juicio se lesiona cuando el tribunal incluye
dentro del objeto de su resolución hechos que no hayan sido motivo de
indagación y acusación (Fallos: 310:2415, consid. 3° y sus citas, entre
muchos otros).

En el caso de autos, los hechos objeto de decisión fueron correctamente
delimitados y son los mismos tanto en la resolución del Administrador de
la Aduana de Bariloche, como en la del Tribunal Fiscal. Esos hechos se
refieren a la introducción en el país de los elementos mencionados en el
considerando 1°, por parte del infractor, en las circunstancias de tiempo y
lugar que surgen de las actuaciones administrativas que originaron esta
causa.

La presunción de fines de comercialización de los equipos de
radiotelefonía, según los términos del arto 490 del Código Aduanero, no
constituye un "hecho", sino una calificación de los hechos ya descriptos,
que permitió encuadrarlos en el tipo de la infracción aduanera por la que
se dictó la condena.

Al margen de que esa interpretación pudo ser prevista por la defensa,
en el caso tuvo además la oportunidad de expresar los agravios que esa
calificación pudiera ocasionarle, en la apelación amplia y libre que tuvo
ante la Cámara a qua, por lo que no se advierte violación alguna a la de-
fensa en juicio.

Además, el recurso extraordinario no se hace cargo del nuevo argumen-
to que introduce la Cámara, en el sentido de que el art. 1143 del Código



814 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

315

Aduanero faculta al Tribunal Fiscal a apartarse de las alegaciones de las
partes al momento de determinar la verdad de los hechos.

7°) Que tampoco se advierte una inversión ilegal en la carga de la prue-
ba que lesione alguna garantía constitucional. El arto 489 del Código Adua-
nero establece qué efectos son considerados equipaje, "siempre que por la
cantidad, calidad, variedad y valor, no permitieran presumir que se impor-
tan o exportan con fines comerciales o industriales".

El Tribunal Fiscal entendió que "no puede pasarse por alto que, desde
el punto de vista del régimen de equipaje, la cantidad de ocho estaciones,
con más sus accesorios, antenas, etc., resulta por demás excesiva para en-
cuadrar en el concepto de equipaje definida en el artículo 489 del Código
Aduanero, y permite considerar a dichos efectos como mercadería, com-
prendida en la prohibición del arto 490 del código citado, cabiendo presu-
mir, en su ingreso, fines de comercialización (v. fs. 24'3).

El Tribunal ha fundado su presunción razonablemente en la cantidad y
calidad de los bienes introducidos. La defensa tuvo oportunidad de cues-
tionar esta conclusión al expresar agravios ante la Cámara, que confirmó
este criterio, sin que se advierta lesión constitucional en tal interpretación
de los hechos.

8°) Que lo relativo a la validez e interpretación del decreto 1001/82, en
tanto se dirige contra una norma de carácter federal y la decisión definiti-
va es contraria al derecho que la apelante sostiene en ella, constituye una
cuestión federal que debe ser tratada por esta Corte, en virtud de lo dis-
puesto por el arto 14, inc. 3°, de la ley 48 (Fallos: 302:661; 306: 131 1;
307: 1828; 308: 10 18, entre muchos otros).

Al respecto, el carácter restrictivo que el tribunal ha dado a la expre-
sión "sus vehículos" en el texto del arto 59, inciso b, del decreto.mencio-
nado, es el que más se compadece, no sólo con el carácter estricto que debe
aplicarse en materia de exenciones, sino también con la necesir:iad de in-
terpretar las leyes impositivas computando la totalidad de los preceptos
que las integran, tal como entendió esta Corte al referirse, entre otras nor-
mas, a la que aquí se interpreta (confr. Fallos: 307:2010, y sus citas).
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9°) Que el planteo genérico de inconstitucionalidad de las restriccio-
nes aduaneras carece de fundamentación suficiente en cuanto sólo contiene
una mera exposición de cláusulas y garantías constitucionales que no se
ha demostrado que fuesen alteradas por las leyes que reglamentan Su ejer-
cicio, y olvida que la fuente del régimen aduanero descansa en la propia
Carta Fundamental (arts. 4 y 9 de la Constitución Nacional).

lO) Que, por último, lo relativo al monto dela pena constituye mate-
ria ajena al recurso extraordinario, en la medida en que se haya impuesto
dentro de los topes mínimo y máximo establecidos por la ley (Fallos:
237: 190,423; 255:253; 305:494).

Por ello, se confirma la sentencia apelada. Con costas. Hágase saber y
devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR-

ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTrAGO PETRACCHI

Considerando:

1°) Que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Admi-
nistrativo Federal (Sala 1) confirmó la decisión del Tribunal Fiscal de la
Nación que, al modificar la resolución del organismo aduanero, había con-
denado a Rudy Carlos Aichele Kretschmar a una pena de multa como au-
tor de la infracción al régimen de equipaje, en los términos del arto 977 del
Código Aduanero, al pretender introducir al territorio aduanero argentino
tres motores fuera de borda, una lancha y ocho estaciones de radiotelefonía
y sus accesorios. Contra el' fallo de Cámara, la apoderada del nombrado
Aichele Kretschmar interpuso recurso extraordinario, que fue concedido
a fs. 343.
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2°) Que la recurrente se agravia, en primer lugar, de 'la decisión del a
quo de confirmar el pronunciamiento del Tribunal Fiscal, que, en su opi-
nión, habría violado la garantía constitucional de la defensa en juicio de
su representado. Según la apelante, la citada transgresión constitucional
habría consistido en la decisión del Tribunal Fiscal de introducir en su ar-
gumentación un hecho que no había sido objeto de imputación ni de de-
bate, el cual consistiría en la supuesta existencia de fines de comercia-
lización por parte del condenado respecto de las estaciones de radiotele-
fonía mencionadas precedentemente. Para la recurrente, el objeto del pro-
nunciamiento del Tribunal Fiscal debió haberse limitado a la imputación
formulada por la Administración Nacional de Aduanas, la cual -en su opi-
nión- se fundó exclusivamente en que no había existido autorización de la
Secretaría de Comunicaciones para la introducción de los equipos de
radiotelefonía. En ningún momento, sostiene la representante del conde-
nado, se habría afirmado en la imputación aduanera que tales equipos, por
su cantidad, permitían presumir fines comerciales para excluirlos del ré-
gimen de equipaje, tal como señaló el Tribunal Fiscal en su pronuncia-
miento.

3°) Que el agravio reseñado es apto para habilitar la instancia extraor-
dinaria pues aquél conduce en definitiva a determinar el alcance del art. 18
de la Constitución Nacional a efectos de comprobar si en autos se han res-
petado o no los requisitos de la defensa enjuicio (art. 14, inc 3°, ley 48).

4°) Que, a fs. l de la presente causa, consta el acta N° 21/82, suscripta
por el Jefe Resguardo "El Rincón" -dependiente de la Aduana de San Car-
Ias de Bariloche-, en la que se dejó constancia del ingreso al país proce-
dente de la República de Chile, en su carácter de residente temporario (art.
58, inc. 2, letra "d", del decreto 1001/82), del condenado Aichele
Kretschmar y, en lo que al caso interesa, de la interdicción de equipos de
radiotelefonía, que el nombrado pretendía introducir en la República Ar-
gentina. Dicha interdicción se fundó en el hecho de que las citadas mer-
caderías carecían de los certificados de autorización expedidos por la Se-
cretaría de Comunicaciones.

5°) Que, a fs. 74176, el señor Administrador de la Aduana de San Car-
Ias de Bariloche dictó la resolución 03/84 por la cual condenó a Aichele
Kretschmar a una pena de mu"lta y al decomiso de las mercaderías en ra-
zón de configurar su conducla la infracción al art. 977, inc. 2°, del Códi-
go Aduanero. Para llegar a esa conclusión, el organismo aduanero tuvo en
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cuenta el hecho, mencionado en la citada acta N° 21/82, de que el conde-
nado careCÍa de autorización para ingresar al país los equipos de
radioaficionado. Contra dicho pronunciamiento, el condenado interpuso
recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de la Nación (art. 1132, inc.
a), del Código Aduanero).

En su recurso, Aichele Kretschmar formuló los siguientes agravios:

a) la mercadería en cuestión no requería autorización previa por parte
de la Secretaría de Comunicaciones;

b) aún de ser necesaria dicha autorización, habría existido de parte del
nombrado un error de derecho extrapenal aduanero, que eliminaba su res-
ponsabilidad.

6°) Que el Tribunal Fiscal señaló que, si bien el ingreso al país de las
mencionadas estaciones de radiotelefonía no se encontraba prohibido, no
podía pasarse por alto que, desde el punto de vista del régimen de equipaje,
la cantidad de ocho estaciones, con más sus accesorios, antenas, etc., re-
sultaba por demás excesiva para encuadrar en el concepto de equipaje de-
finido en art. 489 del Código Aduanero. Por tal razón, el citado tribunal
concluyó que dichos efectos debían ser considerados como mercadería
comprendida en la prohibición del art. 490 del Código Aduanero ya que
cabía presumir fines de comercialización en su ingreso (confr. [S. 242 vta./
243).

7°) Que una conocida jurisprudencia de la Corte ha establecido que
posee jerarquía constitucional el principio según el cual tan desprovista de
soportes legales resultaría una sentencia de primera instancia sin acusación
como una condena de segunda instancia sin apelación (Fallos: 310:2415,
consid. 3° y sus citas, entre muchos otros).

8°) Que, de la reseña efectuada, se advierte que, tal como lo señala la
recurrente, no se ha dado cumplimiento en autos al mencionado principio
constitucional pues, mientras el organismo aduanero fundó su pronuncia-
miento condenatorio en la falta de autorización administrativa previa para
la introducción de los equipos de radiotelefonía, el Tribunal Fiscal -en su
caráct..,.. de órgano jurisdiccional de apelación- la basó en la circunstancia
de que la cantidad de equipos permitía presumir fines de comercialización,
sin que tal hecho hubiese sido mencionado en forma alguna ante ese tri-
bunal de alzada a efectos de fundar una pretensión condenatoria.
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9°) Que corresponde afirmar entonces que el a qua no dio adecuada
respuesta al planteo del condenado en ese punto al remitirse al art. 1180,
inc. b), del Código Aduanero, el cual establece que las conclusiones del
Tribunal Fiscal sobre los hechos probados serán, en principio, tenidas
como válidas por la Cámara, toda vez que, evidentemente, la cuestión
planteada por la recurrente no es la contemplada por dicha norma.

10) Que ello permite concluir que, en lo que a este tema se refiere, se
ha configurado en autos una lesión a la garantía constitucional de la defen-
sa en juicio, la cual exige que -aún en el caso de sanciones impuestas por
organismos administrativos- se haya otorgado a la persona la oportunidad
de ser oída y de probar de algún modo los hechos que creyere conducen-
tes a su descargo (Fallos: 308: 191, consid. 6° y su cita, entre otros).

Por tal razón, corresponde revocar la sentencia apelada en este punto,
lo cual hace innecesario examinar el agravio de la recurrente vinculado a
la presunta violación por parte del Tribunal Fiscal del principio in dubio
pro reo al presumir aquel órgano la existencia de fines de comercialización
en 'el ingreso de los equipos de radio.

11) Que la recurrente también se agravia de la decisión del a qua de
considerar que la introducción al país de la lancha y sus accesorios, que el
condenado traía consigo, se encontraba expresamente vedada por el régi-
men de equipaje.

Para sostener que la citada embarcación se encuentra incluida cn dicho
régimen, la recurrente se remite al art. 59, inc. b, del decreto 1001/82, re-
glamentario del Código Aduanero, que dice lo siguiente: "A los fines de
lo previsto en el art. 491 del Código Aduanero, exclúyese del régimen de
equipaje:

b) los automotores en general,"sus partes y repuestos, las motocicletas,
motonetas y bicicletas a motor, los motores dentro y fuera de borda, las
casas rodantes, las aeronaves y las embarcaciones de todo tipo, sus partes
y repuestos. No obstante, los viajeros de las categorías D.E.F.G.H. e 1.,
podrán importar o exportar temporariamente sus vehículos de acuerdo a lo
previsto en esta reglanlentación yen los arts. 265 y 363 del código ... ".

En opinión de la apelante, la expresión "sus vehículos", utilizada por
la disposición legal transcripta, comprende a la embarcación de su defen-
dido, quien estaba comprendido en la categoría "D".
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12) Que este planteo es formalmente procedente a los fines del recur-
so extraordinario toda vez que la recurrente ha cue~tionado la inteligencia
otorgada a una norma federal y la decisión ha sido contraria al derecho
fundado en aquélla (art. 14, inc. 3°, ley 48).

13) Que resulta ser un principio indiscutible de la exégesis de las leyes,
que el significado de sus términos no puede establecerse, rigurosamente,
sólo por medio del examen aislado de éstos, sino que ha de estarse en todo
momento al del contexto que ellos componen (Fallos: 308:1897, consid.
6°; entre otros).

Ello significa que la inteligencia correcta de los términos empleados
por el art. 59, inc. b), del decreto 1001/82, sólo podrá ser hallada a través
del examen del art. 265 del Código Aduanero -que regula el régimen de la
importación temporaria-, al cual aquél se remite expresamente a los fines
de establecer qué mercaderías se encuentran incluidas en el régimen de
equipaje. Si se tiene en cuenta que el citado art. 265, en su inc. 4°, men-
ciona a las "embarcaciones deportivas destinadas a ser utilizadas por el
viajero o turista", parece razonable concluir que no sólo debe considerar-
se incluida en el concepto de "vehículo" -a los fines del régimen de equi-
paje- a la embarcación en la cual el viajero arriba al país (confr. fs. 243 vta.
del pronunciamiento del Tribunal Fiscal), sino también a aquélla "destina-
da a ser utilizada" por aquél, extremo de hecho éste que no se encuentra
controvertido en autos.

Por tal razón, cabe concluir que en este punto el fallo de Cámara tam-
poco se ajusta a derecho y, en consecuencia, debe ser revocado.

14) Que, atento a la forma cómo han sido resueltos los agravios restl-
ñados en los considerandos anteriores, resulta innecesario examinar los
restantes planteas de la recurrente vinculados a la alegada inconstitucio-
nalidad de las restricciones aduaneras y al monto de la pena aplicada.

Por ello, se revoca la sentencia apelada y se absuelve libremente a Rudy
Carlos Aichele Kretschmar de la imputación que se le formuló en autos
(art,16,2da. parte, ley 48). Con costas en todas las instancias. Notifíquese
y devuélvase.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI
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OSCAR BERTELLOTTI

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO.

La actividad profesional atinenle exclusivamente a la confección de proy,eclos,
cuando se no se realiza en "forma conjunta y complementaria con locaciones opres-
taciones de servicios gravados" (art. 26, penúltimo párrafo, de la ley 20.63 1) no
resulta alcanzada porel impuesto al valor agregado, ya que no conCUlTen ,endla los
presupuestos de hecho requeridos por la disposición legal para configurar per se un
trabajo destinado a preparar, coordinar o administrar obras sobre inmuebles, dado
que ella se concreta o perfecciona solamente mediante una actividad intelectual.

IMPUESTO: IllIerpretacilÍlI de l/orillas iilll'osiri\'{/s.

No cabe aceptar la analogía en ia interpretación de las normas tributarias materia-
les, para entender el derecho más allá de 10 previsto por el legislador ni para impo-
ner una obligación ya que, atendiendo a la naturaleza de las obligaciones fiscales.
rige el principio de reserva o legalidad (arts. 4 y 67, inc. 2°. de la Constitución Na-
cional).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 28 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Bertellottl,Oscar slrecurso de apelación",

-Considerando:

1°) Que la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Con-
tencioso Administrativo Federal confirmó la decisión del Tribunal Fiscal
que había revocado la resolución de la Dirección General Impositiva, que
impugnó las declaraciones juradas del impuesto al valor agregado de los
ejercicios fiscales 1977 a 1980, ambos inclusive, presentadas. por el recu-
rrente, determinó de oficio la materia imponible, y le intimó el ingreso de
las diferencias liquidadas en concepto de impuesto, ~ccesorios y multa.

2°) Que para así resolver, el tribunal a qua consideró que, de acuerdo
a lo establecido en el art. 3, inc. d), de la ley de la materia y 21 dela pla-
nilla anexa a dicho artículo, están gravadas con el impuesto al valor agre-
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gado las locaciones y prestaciones de servicios destinados a preparar o
coordinar trabajos u obras sobre inmuebles, tales como las realizadas por
arquitectos, ingenieros, coordinadores, proyectistas y similares.

Señaló que lo establecido por el arto 26 del texto legal y lo previsto en
la partida N° 49.06 de la Nomenclatura del Consejo de Cooperación Adua-
nera, que contempla, entre otros, a los planos de arquitectura -cuyo rubro
"observaciones" estatuye sin exclusiones-, permite concluir que sólo es-
tán gravados los planos y proyectos realizados por arquitectos, cuando se
relacionan con la preparación o coordinación de trabajos u obras sobre
inmuebles; vinculación que no se probó en la causa, y en cuya virtud re-
sulta susceptible incluirlos en la exención prevista en dicho artículo.

3°) Que contra dicho pronunciamiento el representante del Fisco Na-
cional interpuso recurso extraordinario que fue concedido y es proceden-
te, toda vez que se encuentra controvertida la inteligencia de normas de
carácter federal, y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa
es contraria a las pretensiones que el recurrente sustenta en ellas.

4°) Que la cuestión controvertida consiste en establecer si la confección
de planos -proyectos de arquitectura- se encontraba alcanzada por el im-
puesto al valor agregado en el texto vigente durante los años 1977 a 1980,
en razón que en la determinación efectuada la demandada, y las instancias
anteriores después, reconocieron que los honorarios percibidos por el con-
tribuyente se vinculaban exclusivamente a la "elaboración de proyectos"
-[s. 26 a 37 y 83 vta. de los antecedentes administrativos agregados-o

5°) Que las normas que rigen el sub examine -arto 3°, inc. d) y punto 19
(21 en el texto de la ley 22.294) de la planilla anexa a dicho artículo, en
el texto de la ley 20.631- expresan: "Se encuentran alcanzadas por el im-
puesto de esta ley las obras, las locaciones y las prestaciones de servicios
que se indican a continuación: ... d) Las locaciones y prestaciones de ser-
vicios que se indican en la planilla anexa al presente artículo en cuanto no
estuvieron incluidas en los incisos precedentes" y el punto 21 de la plani-
lla anexa señala: "Destinados a preparar, coordinar o administrar trabajos
u obras sobre inmuebles, tales como los realizados por arquitectos, inge-
nieros, coordinadores, supervisores, proyectistas, administradores y simi-
lares".
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El art. 26 del texto legado citado instituye la exención de las locacio-
nes indicadas en el apartado c) del arto 3, que tuvieran por objeto las co-
sas muebles que se clasificaban en las partidas de la Nomenclatura de Bru-
selas -hoy Nomenclatura del Consejo de Cooperación Aduanera- que se
indicaban en la planilla anexa a dicho artículo,entre las que se encontra-
ba la 49.06 cuyo texto es: "Planos de arquitectura, de ingeniería y otros
planos y dibujos industriales, comerciales y similares, obtenidos a mano
o por reproducción fotográfica sobre papel sensibilizado; textos rpanuscri-
tos o mecanografiados. Sin exclusiones". Dicha partida en las respectivas
notas aclaratorias, especifica que "comprende planos, dibujos y croquis
industriales, comerciales y similares, cuya finalidad generalmente es pre-
cisar, a los constructores o fabricantes el papel y lugar de las diversas pie-
zas de una estructura (edificios, máquinas, etc.) ... "; además, que "es pre-
ciso hacer notar que estos artículos sólo se incluyen en esta partida si cons-
tituyen originales, copias a mano ... ".

6°) Que la actividad desempeñada por los arquitectos y vinculada a un
proyecto, cabe entenderla dentro de la realidad económica, a cuyos efec-
tos deviene ilustrativo lo puntualizado en el arto 46 del decreto-ley 1887/
55 que considera proyecto: "el conjunto de elementos gráficos y escritos
que definen con precisión el carácter y finalidad de la obra y permiten eje-
cutarla bajo la dirección de un profesional. Comprende: 1) Planos gene-
rales, a escala conveniente, de plantas, elevaciones principales y cortes,
acotados y señalados con los símbolos convencionales, de modo que pue-
dan ser tomados como básicos para la ejecución de los planos de estruc-
tura y de instalaciones; 2) Planos de construcción y de detalles; 3) Planos
de instalaciones y de estruCturas con sus especificaciones y planillas co-
rrespondientes; 4) Presupuesto, pliego de condiciones, llamado a licitación
y estudio de propuestas".

La prestación, si bien implica un trabajo, no altera la materia al no in-
cidir sobre ella, toda vez que consiste en una actividad intelectual en la cual
los planos constituyen meros soportes o elementos materiales complemen-
tarios que la sustentan~ y que difiere de otras actividades profesionales
como las de dirección de obra, obras para exposiciones, decoración exte-
rior e interior, etc., en la medida en que éstas constituyen locaciones des-
tinadas a preparar o coordinar trabajos u obras sobre inmuebles en gene-
ral.
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7°) Que, en tales condiciones, cabe concluir que la actividad profesio-
nal atinente exclusivamente a la confección de proyectos, cuando no se
realiza en "forma conjunta y complementaria con locaciones o prestacio-
nes de servicios gravados" (art. 26, penúltimo párrafo, de la ley del tribu-
to), no resulta alcanzada por el gravamen mencionado, puesto que no con-
curren en ella los presupuestos de hecho requeridos por la disposición le-
gal para configurar per se un trabajo destinado a preparar, coordinar o ad-
ministrar obras sobre inmuebles, dado que ella se concreta o perfecciona
solamente mediante una actividad intelectual.

8°) Que, por otra parte, con respecto a la interpretación del sistema'
normativo examinado, se sostuvo que no cabe aceptar la analogía en la
interpretación de las normas tributarias materiales, para extender el dere-
cho más allá de lo previsto por el legislador (Fallos: 310:290), a lo que cabe
agregar, ni para imponer una obligación, habida cuenta de la reiterada
doctrina en el sentido de que, atendiendo a la naturaleza de las obligacio-
nes fiscales, rige el principio de reserva o legalidad (arts. 4 y 67, inc. 2, de
la Constitución Nacional) (Fallos: 311: 1642; y F.344.XXI., "Fleischmann
Argentina lnc., s/recurso por retardo - impuestos internos", del 13 de ju-
nio de 1989).

9°) Que la interpretación expuesta en los considerandos precedentes,
se corresponde de manera adecuada "con la necesidad de que el Estado
prescriba claramente los gravámenes y exenciones para que los contribu-
yentes puedan fácilmente ajustar la conducta fiscal en materia tributaria"
(Fallos: 253:332 y otros).

Por ello, se confirma el pronunciamiento. recurrido en cuanto fue ma-
teria de recurso. Las costas de esta instancia se imponen a la vencida (art.
68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Notifíquese y
devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S ..

NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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RAUL F. LOZANO y OTROS v. AUTOPLAT S.A.C.1.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiolles 1111 federales. Exclusión de las
cuestiones de hedlO. Varias.

Existe cuestión federal, aunque las impugnaciones se refieran a cuestiones de he-
cho. prueba y derecho procesal, si el fallo impugnado realiza un análisis parcial izado
de las pruebas y establece una carga probatoria ajena al régimen respectivo.

'.
RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiolles 110 federales. Selltencias
arbitrarias. Procedellcia del recurso. Defectos en la fUlldamelltacilÍll Ilormatil'(l.

Considerar acreditado, por ausencia de prueba de la contraria, que los actores ha-
bían integrado los aportes correspondientes al capital suscripto, implica afirmar la
vigencia de una carga de probar inversa a las reglas que rigen la materia (arl. 375
del Código Procesal de Buenos Aires). razonamiento que resulta inadecuado, toda
vez que la sociedad demandada se limitó a negar aquel hecho afirmado por los de-
mandantes como presupuesto de sus pretensiones. .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiolles 110 federales. Selltellcias
ariJitrarias. Procedellcia del recurso. Defectos ell la cOllsideracilÍll de extremos cOllducelltes.

Se apoya en un razonamiento inadecuado. la decisión que declara que, desde que
el presunto incumplimiento de los actores en completar los aportes dinerarios por
el capital originariamente suscripto, había sido invocado por la sociedad demandada
como fundamento de su negativa a admitirles el carácter de socios. a ella le corres-
pondía demostrar el presupuesto fáctico de ese hecho extintivo que alegaba en su
favor (Voto de los Dres. Julio S. Nazareno y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. CueSTiones 110 federales. Sell1ellcias
ariJitrarias. Procedellcia del recurso. Valoracilíll de circullstallcias de l/echo y prueba.

Configura una decisión arbitraria la que ha relativizado la trascendencia de cons-
tancias probatorias que, como la absolución de posiciones de uno de los actores,
poseen relevancia, al referirse concretamente a uno de los puntos sometidos a de-
cisión judicial. sin perjuicio de la eficacia que en definitiva corresponda asignarle
(Voto de los Dres. Julio S. Nazareno y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: ResolucilÍll. Límites del prollullciamiellto.

Los agravios expresados en el escrito de interposición del recurso extraordinario
limitan la jurisdicción de la Corte cuando conoce por vía del art. 14 de la ley 48
(Disidencia de los Dres. Rodolfo C. Barra y Enrique Santiago Petracchi).
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales. Sentencias
a'rbitrarim;. Principios ¡:enerales.

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir en una nueva instancia
fallos equivocados o que se estimen tales, sino que requiere, para resultar aplica-
bte, un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso o una
decisiva carencia de fundamentación (Disidencia de los Ores. Rodolfo C. Barra y
Enrique Santiago Petracchi).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales. Interpretación de
Iwnnas y actos comunes.

Los criterios de eficacia de las normas en el tiempo según las pautas del art. 3° del
Código Civil, remiten a la consideración de cuestiones que resultan propias de los
jueces de la causa y ajenas, como principio, al recurso extraordinario (Disidencia
de los Ores. Rodolfo C. Barra y Enrique Santiago Petracchi).

RECURSO EXTRAORADINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Interpretación
de normas [oca les de procedimientos. Costas y honorarios.

Lo atinente a la imposición de las costas en las instancias ordinarias es una cues-
tión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la
vía prevista en el art. 14 de la ley 48 (Disidencia dé los Ores. Rodolfo C. BalTa y
Enrique Santiago Petracchi).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 28 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Lozano, Raúl F. y otros c/Autoplat S.A.C.!. s/ordi-
nario".

Considerando:

10) Que contra el pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia de
la Provincia de Buenos Aires que, al desestimar los recursos extraordina-
rios locales de nulidad e inaplicabilidad de ley, confirmó el fallo de la Sala
Segunda de la Cámara Primera de Apelaciones en lo Civil y Comercial que
había hecho lugar parcialmente a la pretensión de los actores, éstos y la
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demandada interpusieron sendos recursos extraordinarios que fueron con-
cedidos.

2°) Que a tal efecto, y en lo que al caso interesa, el tribunal desestimó
el agravio de la demandada en cuanto a que la Cámara habría violado el
principio procesal que regula la distribución de la carga de la prueba, dado
que corresp::mdía precisamente a esa parte el demostrar el hecho negativo
que constituía el presupuesto de su defensa, a saber, que los actores no
habían integrado la totalidad de los aportes. De ahí que ante la falta de esa
prueba resultaba razonable considerar que los demandantes habían cum-
plido con tal obligación y, por ello, podían compeler a la sociedad a la en-
trega de las acciones suscriptas.

3°) Que, además, agregó que si bien era cierto que el a qua no había
evaluado la prueba confesional y el peritaje contable en el punto a que hace
alusión la recurrente, ello no configuraba un absurdo dado que la ley per-
mite a los jueces valorar las pruebas esenciales y decisivas máxime cuando
la demandada no había demostrado que aquéllas lo fueran.

4°) Que las impugnaciones de la demandada referentes a la violación
del onus probandi y a la omisión de valorar pruebas esenciales suscitan
cuestión federal bastante para su consideración en la vía intentada, pues
aunque se refieren a cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, ma-
teria ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del arto 14 de la
ley 48, tal circunstancia no constituye óbice decisivo para abrir el recur-
so cuando el fallo impugnado realiza un análisis parcializado de las prue-
bas y establece una carga probatoria ajena al régimen respectivo, de modo
tal que lo resuelto no constituye una derivación razonada del derecho vi-
gente con aplicación a los hechos comprobados de la causa.

5°) Que ello es así, puesto que la Suprema Corte afirmó la vigencia de
una carga de probar inversa a las reglas que rigen la materia (art. 375 del
Código Procesal de la Provincia) y de tal manera estimó acreditado -por
ausencia de prueba de la contraria- que los actores habían integrado los
aportes correspondientes al capital suscripto. Razonamiento, éste, que re-
sulta inadecuado toda vez que la sociedad se limitó a negar aquel hecho
afirmado por los demandantes como presupuesto de sus pretensiones.
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6°) Que el defecto de fundamentación señalado ha llevado al tribunal
a qua a no considerar conducente para la decisión del caso a la prueba de
cónfesión del señor Lozano -de la cual surge que al momento de constituir-
se la sociedad él integró el 10% Yque el resto iba a quedar integrado con
las ganancias que aquella produjera (ver fs. 740)- y el peritaje contable -
del que se infiere que la demandada obtuvo una míni'ma ganancia (ver fs.
962 vta. y 963)- Y cuyo examen podría prima facie incidir en la solución
final del caso.

7°) Que, en atención a las consideraciones precedentemente expuestas,
resulta inconducente el tratamiento de los restantes agravios planteados
por ambas partes, toda vez que se refieren a aspectos del fallo que consti-
tuyen derivación d~ los que se dejan sin efecto.

8°) Que, en tales condiciones, y sin abrir juicio sobre lo que en definic
tiva se resuelva con respecto al fondo, resulta admisible la tacha de arbi-
trariedad que se apoya en las circunstancias señaladas, pues de este modo
se verifica que la sentencia carece de fundamentos serios y que los dere-
chos constitucionales invocados guardan nexo directo e inmediato con lo
resuelto, segun lo exige el art. 15 de la citada ley 48.

Por ello"se declara procedente el recurso extraordinario deducido por
la demandada y se deja sin efecto el pronunciamiento recurrido, con el al-
cance que surge de esta decisión. Con costas. Vuelvan los autos al tribu-
nal de origen a fin de que, por medio de quien corresponda proceda a dictar
nuevo fallo. Notifíquese y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - RODOLFO C. BARRA (en disidencia) - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S. NAZARENO

(según su voto) - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR (según su voto) - ANTONIO
, BOGGIANO.
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VOTO DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON JULIO S. NAZARENO
y DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento dictado en fs. 1372/1380 por la Su-
prema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, actora y deman-
dada interpusieron sendos recursos extraordinarios, los que fueron conce-
didos en fs. 1425 por el tribunal a quo.

2°) Que la parte actora sostiene que la Suprema Corte de la Provincia
dé Buenos Aires ha desestimado infundadamente su pretensión de perci-
. bir intereses, sobre las sumas que integran la indemnización reparatoria
que le fue concedida, de modo que solicita la descalificación del pronun-
ciamiento, por no constituir éste derivación razonada del derecho aplica-
ble al caso.

3°) Que la parte demandada requiere igualmente la descalificación del
pronunciamiento con arreglo a la doctrina de esta Corte en. materia de ar-
bitrariedad, pero afirma que el defecto se ha configurado al admitir el a quo
la procedencia de la demanda, mediante una inadecuada ponderación de
las constancias de la causa y del alcance de los pronunciamientos emiti-
dos con anterioridad, que pasaron en autoridad de cosa juzgada. A ello se
. añade el dictado de una condena no solicitada por la parte actora, que im-
porta además la doble reparación de un único concepto y que, por sus
características, resultá violatoria de la ley, en cuanto impone a la sociedad
demandada la emisión de nuevas acciones, sin el debido respaldo de ca-
pital que debió haberse efectuado m~diante aportes de los socios. Expre-
sa, asimismo, que el fallo contiene una incorrecta aplicación de la ley
19.550 al sub lite, en orden a su vigencia temporal, y agrega que, aun de
resultar su aplicación admisible, se ha violado el principio de igualdad
entre las partes, al concederse a la actora la indemnización que prevé el art.
195, sin ponderar en favor de la recurrente la caducidad de las acciones
para reclamarla, contemplada en el art. 196 del mismo cuerpo legal. Señala
también que ha omitido pronunciarse sobre la suerte de otras acciones de-
ducidas, y sobre la incidencia de éstas en la distribución de las costas del
proceso.
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4°) Que la parte demandada opuso excepciones de falta de legitilP!ltión

activa y de prescripción (fs. 214/225). Fundó la primera de ellas en la cir-
cunstancia de que los actores perdieron su calidad de socios al no haber
integrado los aportes correspondientes al capital suscripto, en tiempo há-
bil, a cuyos efectos invocaron la cláusula de caducidad inserta en los du-
plicados de los certificados provisorios que agregaron a la causa.

Admitida tal excepción por el pronunciamiento de primera instancia
(fs. 1048/1 055), la decisión fue confirmada por la cámara de apelaciones,
en orden a los defectos de técnica recursiva que puntualizó el tribunal (fs.
109111 094).

La sentencia de la cámara de apelaciones fue descalificada por el fallo
dictado en fs. 1140/1145 por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia
de Buenos Aires, quien revocó lo decidido y ordenó dictar nuevo pronun-
ciamiento, resolviendo los temas pendientes.

5°) Que en e! fallo de fs. 114011145, la Corte local ponderó la contra-
dicción existente entre las constancias asentadas en los libros de la deman-
dada, y las consignadas en los duplicados de los certificados provisorios,
pero añadió que ni aun prescindiendo de considerar tales defectos, la ex-
cepción de falta de acción podría prosperar. Señaló el tribunal a qua que
la cláusula de caducidad inserta en los certificados provisorios, carecía de
efectos frente a los actores, por no haberse comprobado su inclusión en los
estatutos, ni la existencia de decisión válida, adoptada por los órganos
societarios competentes, que la tornasen vigente.

6°) Que, por las razones expuestas, la Corte local revocó la sentencia
de la Cámara que admitía la excepción de falta de acción, sin emitir deci"
sión acerca de uno de los aspectos invocados por la demandada como ele-
mento obstativo a la legitimación de los actores: la falta de integración de
los aportes correspondientes al capital suscripto.

Tal cuestión fue resuelta por la cámara de apelaciones en el fallo dic-
tado en fs. 1250/1263, mediante la asignación de la carga probatoria de la
falta de integración de los aportes, a la sociedad demandada (v. conside-
rando h), fs. 1256 vta.), lo que motivó un agravio concreto referente al
punto, en la interposición del recurso de inaplicabilidad de la ley frente a
la Corte local (fs. 1279/1292, cap. 111), que fue desestimado por dicho tri-
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bunal (fs. 1372/1380, considerando 4°, c). La demandada se agravió igual-
mente de la deficiente apreciación de la prueba referente a la integración
de los aportes (fs. 1279/1292, cap. III, 3), aspecto que fue también deses-
timado por el a qua (fs. 1372/1380, considerando 4°, d).

r) Que la suerte de la cuestión descripta, posee influencia decisiva en
la solución de la causa, por lo que un orden lógico impone que sean aten-
didos prioritariamente los planteas que a ella se refieren.

Sostiene la demandada que fue juzgado en el primer fallo dictado por
la cámara de apelaciones, que los actores nunca integraron los aportes
dinerarios que se encontraban pendientes, y que la corte local, al afirmar
que tal tema había sido nuevamente sometido a juzgamiento con total
amplitud "en virtud de lo resuelto por ese tribunal en fs. 1140/1145- incu-
rrió en arbitrariedad, con grave afectación de las garantías amparadas por
los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. Expresa también que la sen-
tencia del a qua es arbitraria al convalidar el pronunciamiento emitido por
la cámara de apelaciones, mediante apreciaciones en las que desarrolla me-
ramente su parecer, sin fundamento legal alguno y sin efectuar un adecua-
do tratamiento de las cuestiones planteadas.

8°) Que lo decidido por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de
Buenos Aires en cuanto a la amplitud con que pudo expedirse la cámara
de apelaciones acerca de las cuestiones pendientes, no importa descono-
cimiento de las resoluciones firmes adoptadas en la causa, ni transgrede las
garantías constitucionales de propiedad y de defensa en juicio, invocadas
por el recurrente. Ello porque -como se anticipó supra- la Corte local des-
calificó el fallo del tribunal de grado mediante el análisis de las contradic-
ciones existentes entre los libros de la sociedad demandada y los duplica-
dos de los certificadosprovisorios, y por la falta de virtualidad de la cláu-
sula de caducidad de los derechos del accionista, invocada por la excepcio-
nante. Sobre la base de tales pautas, revocó la sentencia -confirmatoria de
la de primera instancia- que había admitido la excepción de falta de
legitimación, mas omitió pronunciarse acerca de la efectiva integración de
los aportes, tema que tampoco había sido objeto de expresa consideración
por la Cámara. Por consiguiente, ese aspecto -relacionado estrechamente
con la aptitud de los actores para demandar, según los propios términos en
que fue deducida la excepción mencionada- forma parte de las "cuestio-
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nes pendientes" cuya resolución ordenó el tribunal, de modo que los agra-
vios sub examine no pueden prosperar.

9°) Que la corte local rechazó los agravios relativos a la inversión de
la carga probatoria y el análisis de la prueba producida en la causa, seña-
lando que no se advertía irregular alteración del principio procesal men-
cionado puesto que sólo se había requerido la prueba de un hecho negati-
vo, y no de un hecho que hubiera sido negado-, y que la falta de pondera-
ción de algunas constancias probatorias no invalidaba el fallo, en tanto el
recurrente no había demostrado que se tratase de elementos esenciales y
decisivos para la solución del caso.

10) Que, como regla general, las cuestiones atinentes al alcance, inter-
pretación y ponderación de la prueba, remiten a temas de hecho y derecho
común, que no habilitan la vía extraordinaria, principio que encuentra ex-
cepción en aquellos casos en que el pronunciamiento contiene una
fundamentación sólo aparente, y no constituye deri vación razonada del
derecho vigente, con aplicación a las comprobadas circunstancias de la
causa, según la conocida doctrina de esta Corte en materia de arbitrarie-
dad (Fallos: 268:393; 295:790; 306: 1095; 308: 112; 308:640, entre muchos
otros).

l 1) Que la corte local desestimó los agravios del recurrente, referen-
tes a la imposición de la carga de demostrar que los actores no habían com-
pletado los aportes dinerarios por el capital originariamente suscripto,
declarando que, desde que el presunto incumplimiento había sido invocado
por la sociedad como fundamento de su negativa a admitir el carácter de
socios de los demandantes, a ella incumbía demostrar el presupuesto
fáctico de ese hecho extintivo, que alegaba en su favor. Restó relevancia,
asimismo, a la prueba confesional producida por uno de los actores, con-
cretamente relacionada con la forma y modo con que se habrían integra-
do esos aportes, y también minimizó la aparente contradicción de esas afir-
maciones con el resultado del dictamen pericial contable producido en
autos.

12) Que lo resuelto por la corte local en materia de distribución de la
carga de la prueba, cuenta con un fundamento sólo aparente, pues se apoya
en un razonamiento inadecuado para arribar a la definición de las cuestio-
nes litigiosas, y omite el tratamiento de las serias críticas formuladas por
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la demandada a la decisión adoptada por la cámara de apelaciones. Así,
asiste razón al recurrente cuando invoca el deficiente tratamiento de las
cuestiones propuestas en el fallo recurrido, que no se hace cargo de los
reparos que suscitó a la demandada la decisión de la cánlara, y se limita a
reproducir sus conclusiones, sin examinar los fundados argumentos jurí-
dicos que se oponen a tal solución.

Cabe señalar al respecto, que los actores alegaron ser socios de la de-
mandada, hipótesis que sustentaron en la afirmación de haber integrado.
debidamente los aporles dinerarios correspondientes. La sociedad deman-
dada negó tal extremo, en una postura procesal que el tribunal a qua equi-
paró dogmáticamente ala alegación de un hecho negativo, como funda-
mento de la existencia de un derecho. Omitió, al respecto, dar tratamien-
to a lo alegado por la demandada acerca de la particular naturaleza del pago
como hecho extintivo -y la incidencia que e.lla posee en la carga de acre-
ditar su cumplimiento- y, también analizar la observación que destaca el
pago delos aportes como uno de los hechos invocados en la demanda, re-
levante como requisito para accionar, e inherente a la calidad de socios que
se atribuyen los actores.

La decisión adoptada en tales términos, resulta descalificable, en orden
a la mencionada doctrina de esta Corte en materia de arbitrariedad (Fallos:
274: 135; 279:355; 284: 119; 301 :265, entre muchos otros), por lo que el
recurso deducido ha de prosperar en este aspecto.

13) Que la corte local ha relativizado la trascendencia de constancias
probatorias que, como la absolución de posiciones de uno de los actores,
posee relevancia, al referirse concretamente a uno de los puntos someti-
dos a decisión judicial, sin peljuicio de la eficacia que en definitiva corres-
ponde asignarle, en virtud de las circunstancias de la causa y de su corre-
lación con otras probanzas.

Por consiguiente, el pronunciamiento recurrido ha prescindido de la
ponderación de elementos probatorios conducentes para la solución del
litigio, sin motivos valederos, configurando de tal modo una decisión ar-
bitraria (Fallos: 268:393; 295:790; '306: 1095, entre otros), que determina
el progreso del recurso interpuesto.
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14) Que, en mérito a las consideraciones precedentemente expuestas,
el pronunciamiento recurrido ha de ser descalificado, lo que torna
inconducente el tratamiento de los restantes agravios formulados por am-
bas partes, que se refieren a aspectos del fallo que constituyen derivación
de los que se dejan sin efecto.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario deducido, y se
deja sin efecto el pronunciamiento recurrido, con el alcance que surge de
esta decisión. Con costas. Remítanse los autos al tribunal de origen, para
que, por quien corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento, con arreglo
a lo resuelto.

JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C.

BARRA y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia de
la Provincia de Buenos Aires que, al rechazar los recursos extraordinarios
locales deducidos, dejó firme lo resuelto por la Sala Segunda de la Cámara
Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial
de La Plata en cuanto condenó a la sociedad demandada a entregar a los
actores los títulos representativos de las acciones por ellos suscri ptas al
fundarse el ente y a indemnizar los daños y perjuicios derivados de la im-
posibilidad de haber hecho uso de la opción de suscripción preferente res-
pecto de las r~stantes (fs. 1372/1380), ambas partes interpusieron sendos
recursos extraordinarios federales que fueron concedidos.

2°) Que el a qua, para denegar la apelación local de los actores, sostu-
vo que al no haber sido requerida oportunamente la condena a pagar inte-
reses, no podía admitirse dicho reclamo tardío, so pena de afectar el prin-
cipio de congruencia y, consecuentemente, el derecho de defensa en jui-
cio.
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3°) Que, asimismo, para rechazar la apelación local de la demandada
juzgó -entre otros aspectos- que la cámara había actuado correctamente al
ponderar la prueba producida en la causa ya que -a contrario de lo alega-
do- no existía cosa juzgada al respecto. Agregó, además, que no se había
configurado tampoco la inversión de la carga de la prueba y que las pro-
ducidas habían sido consideradas en la anterior instancia de acuerdo a las
facultades procesales que la ley ritual le acuerda a los jueces.

La Corte provincial sostuvo, asimismo, que no resultaba aplicable el
principio iura curia novit como lo pedía la demandada para suplir la falta
de invocación del hecho desde cuyo acaecimiento habría transcurrido el
plazo de prescripción alegado.

Por último, y en otro orden de ideas, consideró que la cámara había
dado adecuada respuesta al agravio basado en la supuesta imposibilidad
de cumplir la sentencia; que la improcedencia de aplicar al caso la actual
ley de sociedades y la alegación subsidiaria de la caducidad de la acción
no habían sido planteadas en la instancia de origen y que, lo relativo a las
costas, no era revisable en la casación.

4°) Que en razón de que el recurso de la demandada se dirige al meo-
llo de la admisibilidad de la acción, corresponde que sea tratado en primer
término.

En tal sentido, debe subrayarse de manera liminar que, como ha sido
expuesto reiteradamente, los agravios expresados en el escrito de interpo-
sición del recurso extraordinario limitan la jurisdicción de la Corte Supre-
ma cuando conoce por vía del art. 14 de la ley 48 (Fallos: 268:91, 446;
271:278; 274:139, 319; 275:58; 278:187; 298:354, 612; 302:283; causa:
M.727.XXII. "Montivero de González, Bartolina Esther s/pensión", del 8
de marzo de 1990; entre muchos otros) por lo que no habiendo sido cues-
tionado el fundamento de la sentencia impugnada en cuanto la corte pro-
vincial explícitamente juzgó que no había mediado una inversión del onus
probandi, ni habiéndose siquiera señalado en la apelación federal que tal
circunstancia se hubiera configurado, el planteo sólo exhibe una mera dis-
crepancia con el criterio del a quo al juzgar sobre la base de fundamentos
que no corresponde a esta Corte revisar ya que se encuentran vinculados
a cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal y que brindan
suficiente sustento a la solución propuesta como para descartar la tacha de
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arbitrariedad (Fallos: 297: 117; 300:649, 890, 1112; 302:246; 306: 114,
262,978; causa: R.267.XXII. "Rama, Enrique e/Municipalidad de la Ciu-
dad de Buenos Aires s/posesión veinteañal", sentencia del 28 de marzo de
1989; entre muchos otros).

5°) Que cabe agregar a mayor abundamiento que en un pronunciamien-
to anterior al ahora impugnado (ver fs. 1140/1145) el Tribunal Superior de
la Provincia de Buenos Aires había dejado sin efecto la sentencia de la
anterior instancia in totum por lo que la demandada en modo alguno pue-
de considerar que ciertos aspectos de la decisión revocada o del resulta-
do de la prueba producida hubiesen pasado en autoridad de cosa juzgada.

6°) Que en este mismo orden de ideas y con respecto a los agravios
vertidos sobre las consideraciones del a quo en cuanto a la razonabilidad
de lo decidido por la cámara con referencia al rechazo de la excepciólJ de
prescripción, a una supuesta acumulación de condenas o a la eventual im-
posibilidad de su cumplimientó, debe recordarse el reiterado criterio de
esta Corte acerca del carácter estrictamente excepcional que cabe atribuir
a la doctrina de la arbitrariedad, la cual no tiene por objeto corregir en una
nueva instancia fallos equivocados o que se estimen tales, sino que requie-
re, para resultar aplicable, un apartamiento inequívoco de la solución nor-
mativa prevista para el caso, o una decisiva carencia de" fundamentación
(causa: M.708.XIX "Maraña, Ismael Roberto c/Municipalidad de Gral.
Pueyrredón slindemnización por accidente del trabajo", fallo del 12 de
junio de 1984 y precedentes allí citados; entre muchos otros) lo que no se
configura en el sub lite.

7°) Que lo dicho, también alcanza a la queja fundada en un supuesto
error de los jueces de la causa al regir el conflicto de acuerdo a la nueva
ley de sociedades y a la alegada omisión de declarar la caducidad de la
acción sobre la base de lo dispuesto en el arto 196 del citado texto legal. A
ello debe sumarse que el recurso extraordinario aparece en este aspecto
decididamente insuficiente en tanto la corte provincial destacó la falta de
planteamiento oportuno de dichas cuestiones en la instancia de origen, lo
que no ha merecido agravio concreto de la recurrente que sólo en forma
ambigua aborda el punto.
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No es ocioso agregar que en el falla ante6ar de la COJ:1!:eprovinciaJ -.al
que se aludió en el considerando 5°)_ ya se había hecho expresa. invoca-
ción de la ley 19.550.

Por otra parte, esta Corte ha señalado que los criterios de eficacia de las
normas en el tiempo según las pautas del art. 3° del Código Civil remiten'
a la consideración de cuestiones 'que resultan propias de los jueces de la
causa y ajenas -como principio- al recurso extraordinario (Fallos: 302:554,
1112 Y 1203; 308:422; entre otros).

8°) Que, en cuanto a la falta de imposición de las costas a los actores
por los ítems que no prosperaron, cabe destacar que el a qua consideró al
agravio como inatendible en materia de casación dado el alcance que la
anterior instancia había conferido a su pronunciamiento, por lo que no re-
sulta adecuado apartarse en el caso de los numerosos precedentes de e~ta
Corte en cuanto a que lo atinente a la imposición de las costas en las ins-
tancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces
de la causa y ajena, en principio, a la vía prevista en el art. 14 de la ley 48
(Fallos: 308:1076,1917, 2456; causa: L.402.XXI. "Lazada, Salvador
María e/Editorial Amfin S.A. s/acción declarati.va", sentencia del 20 de
setiembre de 1988; entre otros).

9°) Que, por último, no mucho cabe decir respecto al recurso de las
actores en tanto en el planteo federal, que podría considerarse como
carente de la necesaria fundamentación' autónoma, no se demuestra la
irrazonabiJidad de la decisión impugnada en una materia de derecho co-
mún y procesal.

Por ello, se declaran improcedentes los recursos extraordinarios dedu-
cidos. Con costas. Decláranse perdidos los depósitos efectuados.
Notifíquese y remítanse.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - RODOLFO C. BARRA
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GASTOS DE JUSTICIA.
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No corresponde imponer a quien tiene su domicilio en la República Oriental del
Uruguay la obligación de garantizar los gastos causídicos que ocasione a la otra
parte la deducción del juicio porque de lo contrario se le conferiría un trato proce-
sal distinto al que se le otorga a un connacional con domicilio en el país, con total
prescindencia del "convenio sobre igualdad de trato procesal y exhortos", aproba-
do por la ley 22.410, que en su art. 10 establece que los domiciliados en un Estado
parte gozan, ante los tribunales del otro, del mismo trato de que gozan quienes en
él se domicilian.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 28 de abril de 1992.

Autos y vistos; considerando:

1°) Que a fs. 471a Provincia de Buenos Aires opone excepción de arrai-
go fundada en que la actora carece de bienes y de domicilio real en el país.
A fs. 60 -al contestar el traslado de la excepción- la interesada sostiene que
el planteo articulado no es viable en mérito al beneficio de litigar sin gas-
tos que ha interpuesto con anterioridad y que se encuentra en trámite.

2°) Que desde el 12 de mayo de 1981, con el canje de instrumentos de
ratificación entre Argentina y Uruguay, está en vigor entre estos dos paí-
ses el "Convenio sobre igualdad de trato procesal y exhortos", aprobado
por la ley 22.410 sancionada el 27 de febrero de 1981 y publicada en el
Boletín Oficial del 6 de marzo del mismo año. En su mérito los domicilia-
dos en un Estado parte gozan, ante Jos tribunales del otro, del mismo tra-
to de que gozan quienes en él se domicilian (art. 1° del Convenio).

3°) Que, en consecuencia, no corresponde imponer a quien tiene su
domicilio en la República Oriental del Uruguay la obligación de garanti-
zar los gastos causídicos que ocasione a la otra parte la deducción del jui-
cio porque de lo contrario se le conferiría a la actora un trato procesal dis-
tinto al que se le otorga a un connacional con domicilio en el país, con total
prescindencia de la legislación citada. En efecto, una solución distinta no
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aseguraría al contendiente uruguayo la situación de igualdad perseguida
por la ley.

4°) Que sentado lo expuesto resulta innecesario analizar la defensa de
la actora en cuanto hace valer el beneficio de litigar sin gastos que aún se
encuentra en trámi te.

Por ello, se resuelve: Rechazar la excepción de arqligo. Con costas (ar-
tículos 68 y 69, CÓdigo Procesal Civil y Comercial de la ,Nación).
Notifíquese.

CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI -

EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

KARAMI S.R.L. v. YACIMIENTOS PETROLlFEROS FISCALES

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA.

Para el cómputo de la caducidad de instancia no debe tomarse en cuenta la feriaju-
dicial del mes de julio (art. 311 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación)
(1 ).

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA.

Los días de huelga declarados inhábiles se incluyen en el tiempo computable para
que se opere la caducidad (2).

(J) 28 de abril. Fallos: 311: 1094.
(2) Fallos: 313:1081, 1109.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisi/os propios. Cues/ióll federal. Cues/iones federales
silllples. Incons/i/ucionalidad de Ilorlllas yac/os naciollales.

Existe cuestión federal si se ha cuestionado la validez del art. 19 de la ley 23.264
tal corno fue aplicado, bajo la afirmación de resultar violatorio de los arts. 14 bis,
16 y 17 de la Constitución Nacional y la decisión ha si~o contraria a esa pretensión.

AUMENTOS.

No configura un agravio al derecho de propiedad la sentencia que rechazó la pre-
tensión por alimentos deducida por un' hijo extra matrimonial contra los herederos
del padre fallecido, por considerar que la ley 23.264, derogatoria del art. 331 del
Código Civil, era inmediatamente apl icable a la situación jurídica en que se halla-
ba el actor.

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garall/ías. Derecho de propiedad.

Una nueva ley no desconoce un derecho definitivamente incorporado al patrimo-
nio cuando el eventual afectado no ejerció ni se le habían reconocido los derechos
que le acordaba el anterior régimen.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garall/ías. Igualdad.

Las diferencias cxistentes entre' las situaciones anteriores y posteriores a la sanción
de un nuevo régimen legal no importan agravio a la garantía de igualdad ante la ley,
porque de lo contrario toda modificación legislativa implicaría desconocerla.

DERECHOS ADQUIRIf)OS.

Nadie tiene derecho adquirido al mal1lenimienlo de leyes o reglamentos ni a su
inalterabilidad.

CONSTITUClON NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.

La garantía de la igualdad no obsta a que el legislador contemple en forma distinta
situaciones que considera diferentes con tal que la discriminación no sea arbitra-
ria ni importe ilegítima persecución o indebido pri\;ilegio de personas o de grupos
de personas, aunque su fundamento sea opinable.
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CONSTITUCION NACIONAL: COl1slilllciol1alidad e il1Col1sliluciol1alidad. Leyes l1aciol1ales.

Es ineficaz para declarar la inconstÍlucionalidad de la aplicación del art. 19 de la
ley 23.264, la situación jurídica en que se encuentra el hijo extramatrimonial cuya
pretensión de alimentos contra los herederos del padre fue rechazada en razón de
las respectivas fechas de fallecimiento del padre y de la entrada en vigencia de la
ley citada.

RECURSO DE APELACION.

Los tribunales de apelación no pueden ir más alhí de lajurisdiceión devuelta por los
recursos deducidos ante ellos, limitación ésta que tiene jerarquía constitucional.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiol1es 110 federales. Sel1tel1cias
arbitrarias. Procedel1cia del recurso. Excesos u omisiol1es el1 el prol1l1l1citluliel1to.

La modificación en la forma de distribución de las costas dcl pronunciamiento de
primera instancia, en ausencia de apelación, convierte en arbitraria la sentencia (art.
18 de la Constitución Nacional).

LEY: II1te'7,retacióI1 y aplicaciól1.

La primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del
legislador ya los fines que las informan, propósito que no debe ser ob,'iado por los
jueces con motivo de las posibles impcrfccciones técnicas de su instrumentación
legal (Disidencia parcial dcl DI'. Mariano Augusto Cavagna Marlínez).

LEI': Ill/erpre/llciól1 y aplicaciól1.

Las consecuencias que derivan de la diversidad de criterios, constituyen uno de los
índices más seguros para verificar su razonabilidad y su coherencia con el sistema
en que eSlá engarzada la norma (Disidencia parcial del DI'. Mariano Augusto Ca-
vagna M artínez).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relacilí¡l direc/II. Normas eXlraiitls al
juicio. Disposiciol1es COl1stilllciol1t1les. Art. 16.

Corresponde dejar sin efecto la sentcncia que, en razón de su interprctación
inlertemporal de la ley 23.264 respecto de las fechas del fallecimiento del padre y
de su entrada en vigencia, privó al hijo extramatrimonial de la particular asisten-
cia que preveía el art. 331 del Código Civil. sin reconocerle simultáneamente los
beneficios del actual art. 3565 del mismo ordenamiento, pues media relación di reCIa
c inmediata entre lo resuelto y la garantía constitucional de igualdad (Disidencia
parcial del DI'. Mariano Augusto Cavagna Martínez).
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DICTAMEN DBL PROCURADOR GENERAL

'S'l'l'Prem,a 'Curte:

-1-

84\

En l'Os,autos principales, a los cuales me referiré en lo sucesivo salvo
'Í'I1'dica'CÍón,en 'contrario, Clara María Isabel Linares, en representación del
men'Or Ezequiel Martín Descotte Linares, hijo extramatrimonial del cau-
'sant'e Jorge Carlos Descotte, dedujo demanda de alimentos contra los he-
rederos de este último -fallecido-, con fundamento en lo dispuesto por el
artículo 331 del Código Civil -vigente al momento en que se interpuso la
acción-, derogado en la actualidad por la ley 23,264 -artículo 18- (v. fojas
117).

Asimismo a fojas 70 se fijó una cuota alimentaria provisoria en favor
del accionante declarándose a fojas 170, primer párrafo, desierto el recurso
interpuesto a fs. 71 contra dicha decisión.

La Sala A de la Cámara Nacional de Apelaciones en 10 Civil de esta
Capital Federal dispuso la anulación de la sentencia dictada'a fojas 2 I8/
20, (v. fojas 290/291) pasando las actuaciones al señor juez a cargo del
Juzgado Nacional en 10 Civil N° 26 a los fines del dictado de pronuncia-
miento definitivo.

Dicho magistrado rechazó la demanda sobre la base que en oportuni-
dad de adoptarse la decisión final del pleito, el régimen legal en que se
fundó -artículo 33 I del Código Civil y ley 14.367- se encontraba deroga-
do por la ley 23.264.

Puso de manifiesto especialmente que el nuevo precepto normativo
resultaba inmediatamente aplicable a la litis en orden a 10 establecido por
el artículo 3° del Código Ci vi 1 -Lo. ley 17.71 1-, que consagra dicho pri n-
cipio aun respecto de las relaciones y situaciones jurídicas existentes.

Consideró que el principal <Jbjetivo de la ley 23.264 ha sido lograr la
equiparación entre hijos nacidos dentro y fuera del matrimonio, asignán-
doles a todos los mismos derechos. Agregó que la derogación expresa del
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artículo 331 del citado ordenamiento no obsta a que en caso de darse los
presupuestos legales que rigen el tema de alimentos, no pueda reclamarse
a los herederos la asistencia que el menor necesite. Se remitió sobre el
particular al nuevo texto del artículo 367 del Código Civil.

Tuvo en cuenta, desde esa perspectiva que la obligación alimentaria
entre parientes es subsidiaria y recíproca; y, que en ese caso, el ~olicitan-
te. debería probar no sólo la falta de medios para alimentarse, sino también
que no le es posible adquirirlos con su trabajo.

En tales condiciones, invocó, la madre del menor revestía la calidad de
principal obligada y estaba a su cargo, la prueba que exige la ley de fon-
do.

Finalmente impuso las costas del juicio en el orden causado (v. fs. 547/
549).

-II-

Contra dicha decisión la parte actora dedujo el recurso de apelación de
fojas 559, cuyo memorial obra a fojas 562.

La Sala A de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil puso de
manifiesto, centralmente, que su reclamo judicial -fundado en el artículo
331 deleitado Código- se encontraba pendiente de solución al momento

-- -de entrada en vigencia de la ley 23.264, que lo derogó. De modo que, huér-
fana de una sentencia judicial firme, la pretensión de la demandante, es,
según sostuvo dicho tribunal, "propiamente la expectati va de obtener el
reconocimiento de un derecho a incorporar en el patrimonio y no un de-
recho ya adquirido y que -como tal- pertenezca a su propiedad".

Es por ello que -agregó- al momento de entrada en vigencia de la ley
22.324 la "expectativa" para convertir el reclamo alimentario en derecho
asistencial, quedó trunca por la derogación del artículo 331 del Código
Civil no habiendo, consecuentemente, afectación de derecho alguno por
la aplicación inmediata del nuevo texto legal. Ello es así, por cuanto aquél
beneficio en oportunidad de su sanción no estaba incorporado al patrimo-
nio del acreedor. Concluyó entonces que esa ley, en consecuencia, no es
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retroactiva ni afecta los derechos constitucionales garantizados por el pre-
cepto del artículo 17 de nuestra Carta Magna.

Puso de manifiesto, a mayor abundamiento, que de "accederse al recla-
mo del apelante cabría una indebida superposición del derogado artículo
331 con la facultad asignada por la novedosa redacción del artículo 367,
incorrectamente invocado por la recurrente".

Observó, sin embargo que las actuaciones fueron iniciadas con anterio-
ridad a la entrada en vigencia de la ley 23.264; de manera que en el lapso
transcurrido entre esas dos circunstancias resultaban aplicables las
premisas del mencionado artículo 331 entonces vigente.

De allí entonces que la sala de referencia resolvió confirmar la senten-
cia atacada en lo principal que decide y la modificó respecto del período
comprendido entre el 30 de octubre de 1984 y el 10 de noviembre de 1985,
en el que dispuso el pago en favor del actor de una suma alimentaria que
determinó.

Asimismo, en atención a la forma en que resolvía, impuso las costas del
juicio en un setenta por ciento a la madre y un treinta a los demandados.

-IlI-

Contra dicha decisión la parte actora dedujo:

a) el recurso de inaplicabilidad de ley de fojas 595/596, en lo que se
refiere a la imposición de las costas, el que fue denegado a fojas 610.

b) el recurso extraordinario de fojas 597/603, el que denegado a fojas
619, dio lugar a este recurso de queja.

Ahora bien, en orden a la solución que propiciaré en los puntos siguien-
tes procederé a estudiar primero la cuestión citada en el punto b.

Debo indicar sobre el particular que el apelante se agravió, en primer
término, de la inconstitucionalidad que evidenciaría el artículo 19 de la ley
23.264, que se aplica para desestimar su pretensión. Puso de manifiesto,
que en autos, en este estado, sólo se discutía la subsistencia de los efectos
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del artículo 331 del Código Civil luego del dictado del artÍCulo 19 de la ley
23.264.

Destacó que el menor actor, no puede enel sub lite invocar una concu-
rrencia sucesoria igualitaria con los hijos matrimoniales de su padre pues
la norma del artículo 3565 del Código Civil -t.o. 23.264, art. 182- no al-
canza a las sucesiones abiertas con anterioridad al mes de noviembre de
1985.

Sostuvo entonces que la norma atacada establece a partir de su sanción
dos clases de hijos extramatrimoniales: a) aquellos que no tienen acción
contra los herederos de su padre por alimentos, pero incrementarán
sustancialmente su porción hereditaria por su fallecimiento posterior y b)
aquellos que no sólo cuentan con el primero de dichos recursos legales sino
que tampoco verán mejorada su participación sucesoria por haber fallecido
el causante con anterioridad a dicha fecha.

Ahora bien: según resaltó la ratio legis de la existencia del artículo 331
estaría vinculada a la desigualdad de los hijos extramatrimoniales frente
al derecho sucesorio, a quienes se les otorgó dicho beneficio en compen-
sación de la disminución de su porción hereditaria. No aparece razonable
entonces -sostuvo- que el nuevo texto legal establezca una disminución
entre los propios hijos extramatrimoniales cuya equiparación a los legíti-
mos consagra.

En tales condiciones, concluyó que la cuestión constitucional que plan-
tea consiste en la colisión de las disposiciones del artículo 19 de la ley
23.264 con el principio contenido en el artículo 16 de la Constitución Na~
cional, que consagra la igualdad de todos los habitantes ante la ley, las que
al ser aplicadas al sub examen, violentan sus derechos en relación con di-
cho principio.

Solicitó que, para el caso quc se intcrprete que la ley atacada es de apli-
cación al caso, se declare su inconstitucionalidad.

En segundo término consideró errónea la sentencia en la medida que
calificó al reclamo judicial de la aclara como una mera expectativa. Puso
de manificsto que sobre la base del art. 3° del Código Civil]a Cámara sos-
tuvo que sólo una sentencia judicial podría otorgarle a la pretensión del
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menor el alcance de derechos adquiridos, cuando en rcalidad el beneficio
consagrado por el citado artículo 331 quedó incorporado al patrimonio del
acreedor en oportunidad del fallecimiento del causante, independiente-
mente de toda sentencia judicial.

Se agravió asimismo en tercer término del pronunciamiento del a qua,
de un lado, en la medida que le atribuyó fundar su sentencia en el artícu-
lo 367 del Código Civil -Lo. ley 23.264-; y de otro, en cuanto consideró
que de admitirse el reclamo de la actora, se configuraría una indebida
superposición de normas.

Destacó que los agravios reseñados guardan relación directa con los
derechos .consagrados por los artículos 16 y 17 de la Constitución N acio-
nal.

Por otra parte sostuvo, en cuarto término, la eventual violación de dis-
posiciones del artículo 14 bis de la Constitución Nacional en que incurri-
ría la sentcncia impugnada, dado que el monto fijado como cuota alimen-
taria, no resultaría acorde con el caudal del alimentante y necesidades del
menor actor:

Se agravió en último término de la sentencia en lo relativo a la impo-
sición de las costas. Resaltó que el único recurso que llegó a conocimiento
de la alzada se vinculaba al pedido de la parte actora de que se revocara
la resolución que las imponía en el orden causado, y se las aplicara exclu-
sivamente a los demandados.

Sin perjuicio de ello -observó- el a qua modificó dicha carga e impu-
so un setenta por ciento de ellas a la madre del menor que sólo intervenía
en el proceso en ejercicio de una representación legal. Tales antecedentes
-sostuvo- le permiten afirmar que los sentenciantes fallaron más allá de las
cuestiones propuestas contraviniendo expresamente disposiciones del ar-
tículo 277 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y el artículo
18 de la Constitución Nacional.

-IV-

En primer lugar debo señalar que V.E. tiene reiteradamente dicho que
los agravios en torno a la operatividad, desde la perspectiva de su aplica-
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ción intertemporal -arto 3° del Código Civil- de un determinado cuerpo
legal, esto es si una norma -no federal y que nada establece en ese punto-,
tiene o no efectos retroacti vos, conduce al estudio de cuestiones de hecho
y derecho común, materia que -más allá del acierto o error de,la decisión
atacada- resulta propia de los jueces de la causa y ajena como principio,
al recurso extraordinario previsto por el artículo 14 de la ley 48 (v. Fallos:
259:373; 297: 117; 300:61,589; 302: 1335; 308:422 y precedentes allí ci-
tados).

. En autos, según lo reconoce el apelante se discute la vigencia en el
tiempo del artículo 19 de la ley 23.264, esto es a partir de cuando quedó
derogado el artículo 33 I del Código Civil.

Además, partiendo de esa premisa, el actor disiente, centralmente, por
considerarlas erróneas, con las apreciaciones en orden al alcance de dere-
cho en expectativa que el a qua atribuyó a su reclamo alimentario.

Invocó sobre el particular mantener ese derecho -dado su naturaleza de
carga sucesoria- sin perjuicio de la supresión de toda distinción entre hi-
jos matrimoniales y extramatrimoniales que propicia la ley 23.264 (v. esp.
sus arts. 7°, que sustituye el artículo 3565 del Código Civil; arts. 18 y 19
que derogan el 331 del Código Civil y ley 14.367), con fundamento dog-
mático en que el nuevo texto del artículo 3565 del Código Civil que le otor-
ga los mismos derechos que a los hijos matrimoniales, no le resulta apli-
cable.

No demostró sin eml;>argo, como era exigible en este marco de la ma-
teria a considerar, desde la perspectiva de los requisitos formales que debe
reunir el escrito en que se funda este tipo de recursos, su situación actual
en el trámite pertinente del sucesorio del causante. Por ejemplo: si allí
planteó y se lo reconocieron o desestimaron derechos hereditarios -y su
alcance en orden a la nueva normati va-; si el menor recibió total o parcial-
mente su parte en la sucesión, y en ese caso, medida de lo recibido, aspec-
tos esenciales desde la perspectiva de la duración de la obligación
alimentaria debatida, en especial pues el actor reclama su extensión has-
ta los21 años de edad.

Creo oportuno destacar que el Tribunal ha establecido reiteradamente
que la apelación extraordinaria debe reunir los requisitos de fundamen-
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tación autónoma previstos en el artículo 15 de la ley 48. A dicho fin el re-
currente debe expresar agravios suficientes sobre todos los temas condu-
centes con relación concreta a las circunstancias del caso (v. Fallos
300:214), lo que no ocurre en relación a los puntos a mi juicio esenciales,
reseñados en el párrafo que antecede.

Por ello soy de opinión, que desde esta perspectiva, corresponde de-
sestimar la apelación deducida.

-v-

Una consideración independiente, merece, dada la solución propicia-
da en el punto precedente, el caso constitucional reseñado que inte.nta el
apelante, con fundamento en la violación de la igualdad en que incurriría
-según observó- el arto 19 de la'ley 23.264.

En mi parecer éste tampoco resulta atendible. En efecto, aún en el caso
de admitirse que el régimen jurídico que le es aplicable en materia
sucesoria y consecuentemente a su reclamo alimentario, es el vigente al
tiempo de fallecimiento del causante, creo oportuno señalar que ese crite-
rio, contrariamente a lo expuesto por el apelante, no es consagrado por él
texto legal atacado, que ninguna norma incluye en orden a su vigencia en
el tiempo.

Dicha conclusión podría, por el contrario, llegar a derivarse -prima
jacie- y sin que ello importe anticipar opinión respecto del fondo del asun-
to, de una interpretación integral de los artículos 3283 y 3420 y
concordantes del Código Civil, cuya constitucionalidad en ningún momen-
. to fue atacada.

También desde este punto de vista el recurso extraordinario interpues-
to, debe ser desestimado por carecer a mi juicio de una fundamentación
hábil a los fines perseguidos.

En nada modifica la solución propuesta la circunstancia que en autos
se haya fijado una cuota de alimentos provisoria, desde que como bien lo
indicó a este respecto el a quO, aquella no causó estado y asimismo fue fi-
jada cuando la ley 23.264 aún no había sido publicada.
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-VI-

Es del caso asimismo, poner de manifiesto que V .E. tiene reiteradamen-
te dicho, que no constituyen la fundamentación que exige el artículo 15 de
la ley 48, las consideraciones genéricas contenidas en el escrito de inter-
posición del recurso extraordinario (v. fallos: 300:656 entre muchos otros).

En este orden de ideas la afirmación de fojas 602 en el sentido que en
el caso se han violado las disposiciones del artículo 14 bis de la Constitu-
ción Nacional "por la falta de fijación de una cuota alimentaria adecuada
ante la comprobación por V.E. del caudal del alimentante y de las necesi-
dades del menor" resulta una afirmación que por su latitud y falta de
correlato con los elementos probatorios aportados al juicio y considerados
por la alzada, me autoriza de por sí a aconsejar a V.E. proceda sin más,
desde este punto de vista, a desestimar el recurso extraordinario incoado
y la queja consecuente.

-VIl-

En orden a lo expuestp ~ólo resta en este estado considerar la materia
relativa a la imposición de costas respecto de la cual se agravia el apelan-
te.

Si bien juntamente con el reCL"'SOextraordinario que llega de la Corte,
el actor también dedujo el recurso de inaplicabilidad de fs. 595/596, la
Cámara al considerarlo, no se expidió respecto del fondo del asunto.

Soy de opinión, entonces, que el remedio federal ha sido interpuesto en
tiempo propio contra la sentencia definitiva de la causa (v. sentencia del'
19 de noviembre de 1987, G.374. L.XXI, "Granaderos de Toay S.A. c/
Frigoríficos Pehuajó S.A. s/cobro hipotecario").

En otro orden de ideas, es cierto que V.E. ha sostenido el principio que
lo atinente a la imposición de las costas, por remitir al examen de cuestio-
nes de hecho y derecho procesal no habilita la vía del artículo 14 de la ley
48 (v. Fallos: 297:204; 302:565: 304:267; 308:920; ver asimismo, senten-
cia del 14 de kbrero de 1989, V .67, L.XXII, Recurso de Hecho "Vivien-
das Bancarias S.A,CLCLl. y M. c/Luis Carlos y otros" que remite al dic-
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tamen dc esta Procuración General, punto IlI, 6), tercer párrafo). Sin em-
bargo, también ha admitido dejar de lado dicho criterio en supuestos, como
el de autos en que la alzada se apartó de los límites de su competencia, con
fundamento.en que el régimen del artículo 277 del Código Procesal Civil
y Comercial.de la Nación sólo atribuye al tribunal de segunda instancia la
jurisdicción.que resulta de los recursos ante ella deducidos, limitación esta
que tiene jerarquía con,titucional (Fallos: 229:953; 230:478; 248:549;
302:263; 307:948; v. asimismo sentencia del 12 dejunio de 1990 B.733
XXII Recurso de hecho Guevara Irma Rosa c/Cambaceres Carlos A. y
otros -causa 'B-3/89-).

En el sub .Iite no obstante que el único Fecurso por costas que llegó a
conocimiento,de la Cámara es el del actor, que se agravió de su imposición
en el orden causado y solicitó se las cargara.exclusivamente al demanda-
do, aquella se .apartó de esa temática y dogmáticamente sostuvo que las
costas de ambas instancias.atento la forma en que se rcsolvía, se imponían
en un setenta 'por ciento a la madre del alimentado Clara María Isabel
Linares y.en u'n treinta por ciento al .demandado.

Ese pronunciamiento, a mi juióo, de un lado cn cuanto sc refiere a las
costas CQTrcspO'ndientes a la primera instancia, excede del marco de la
materia recursi v.a. Y de otro, respecto de las devengadascn l.a alzada, ca-
rece de una adccuada fundamentaci6n vinculada a temas esenciales como
son el relativo a las razones de dichagradua'C'ión y de su imposición al re-
presentante legal del menor.

En talcs condiciones desde esta perspectiva d pronunciamiento atacado
no constituye deriv.ación razonada del derecho vigente con relaci6n a las
circunstancias dcl c.aso (v. sentencia del 3 de junio de 1986- O. 202 XX
Recurso de hecho "Obra Social de Mecánicos del Transporte Automotor
c/Renault Argentina S.A. ") considerando 3° y precedentes allí citados).

Corresponde, consecuentemente, en este aspecto hacer lugar al recur-
so incoado y dejar sin efecto la sentencia.

Por ello soy de opinión que V.E. debe desestimar la queja en relación
al fondo de las cuestiones debatidas y acogerla parcialmente en cuanto se
refiere a la imposición de las costas a cuyo respecto el a qua deberá dic-
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tar nueva sentencia. Buenos Aires, 3] de julio de 1990. Osear Eduardo
Roger.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 28 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Clara María Isabel
Linares y en representación de su hijo Ezequiel Martín Descoue Linares
en la causa Linares, Clara María Isabel c/Descoue, Carlos Alberto y otros",
para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que contra la resolución de la Sala A de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Civil que, al confirmar en lo principal la de primera ins-
tancia, rechazó la pretensión'por alimentos deducida por un hijo extrama-
trimonial contra los herederos del padre fallecido e impuso parte de las
costas a la madre del actor menor de edad, ambos interpusieron el recur-
so extraordinario cuya denegación origina esta queja.

2°) Que el a quo sostuvo que la ley 23.264 -derogatoria del artículo 331
del Código Civil- era inmediatamente aplicable a la situación jurídica en
la que se hallaba el actor y que, en consecuencia, éste careCÍa del derecho
a percibir alimentos de los demandados al momento del dictado de la sen-
tencia, sin que ello importara violación del derecho de propiedad consa-
grado por el artículo 17 de la Constitución Nacional.

3°) Que, a tal efecto, la alzada estimó que la falta de una sentencia fir-
me favorable al actor a la fecha de la entrada en vigencia de esa norma
había implicado que la expectativa de convertir el reclamo alimentario en
dcrecho asistencial quedara trunca, a lo que no obstaba la anterior fijación
de una cuota provisional que -por su misma naturaleza- no había podido
importar definitiva decisión judicial sobre cl tema.

4°) Que el actor peticiona la revocatoria de la decisión apelada con fun-
damcnto en que el artículo 19 de la lcy 23.264 es incompatible con los ar-
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tículos 14 bis, 16 y l7 de la Constitución Nacional, pues su aplicación al
caso lleva a la pérdida del derecho asistencial del artículo 331 del Códi-
go Civil, a pesar de no haber sido equiparado en los derechos sucesorios
con sus otros hermanos, e introduce una discriminación inaceptable entre
los propios hijos extramatrimoniales.

5°) Que los agravios del apelante suscitan cuestión federal para su exa-
men en la vía intentada, puesto que se ha cuestionado la validez del artí-
culo 19 de la ley 23.264, tal como fue aplicado por el a qua, bajo la afir-
maciónde resultar violatorio de los artículos 14 bis, 16 y l7 de la COilSti-
tución Nacional y la decisión ha sido contraria a esa pretensión.

6°) Que, en primer término, asiste razón al a qua en el sentido que no
se configura agravio alguno al derecho de propiedad, puesto que una nueva,
ley no desconoce un derecho definitivamente incorporado al patrimonio
cuando el eventual afectado no ejerció ni se le habían reconocido los de-
rechos que le acordaba el anterior régimen (Fallos: 299:49 y 146).

7°) Que, por otra parte, esta Corte ya ha señalado que las diferencias
exiúentes entre las situaciones anteriores y posteriores a la sanción de un
nuevo régimen legal no importan agravio a la garantía de igualdad ante la
ley, porque de lo contrario toda modificación legislativa implicaría desco-
nocerla (Fallos: 295:694), ya que nadie tiene derecho adquirido al mante-
nimiento de leyes o reglamentos, ni a su inalterabilidad (Fallos: 275: 130;
283:360; 299:93).

8°) Que, además, la garantía de la igualdad no obsta a que el legislador '
contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, con tal
que la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución o
indebido privilegio de personas o de grupos de personas, aunque su fun-
damento sea opinable (Fallos: 300: I049; 30 1: I 185; 302:457).

9°) Que, a la luz de dichos principios, el Tribunal no advierte que la
situación jurídica en la que se halla el actor -en razón de las respectivas
fechas de fallecimiento de su padre y de la entrada en vigencia de la ley
23.264- se origine en motivos de discriminación propios de la ley, sino que
resulta de la aplicación intertemporal de la nueva normativa fundada en
causas objetivas, lo que es normalmente ineficaz para obtener la declara-
ción de inconstitucionalidad pretendida.
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10) Que, en cambio, asiste razón a la madre del,aotor que impugnó la
sentenciapor.exceso en el tema refe:¡;ente a las.costas,puesto que'los.tribu-
nales.de,apelación no pueden ir más aHáde lajurisdiooión devuelta por los
recursos,deducÍdos ante ellos, limitaciún ésta,que tienejerarquía consti-
tucional'(Fallos: 307:948), de modo talque la'modificaciónen'la forma de
distribución de las costas del pronmlcia'mientode lpr,i'me¡:ainstancia en
aus'e-ncia ,de .apelación de la contraparte ,convierte ,e-n,a¡'bitr:aria 'Ia 'senten-
cia Tecurridaen este rubro (art. 18 de la Constitución Nacionál').

P.ore,llo, .de.acuerdo con lo dictaminado -por.el señur Pl'Oour:auor'Gene-
ral, se .admite 'la queja, se confirma la sentenci.a ,e-n].0 'pri-nci'Pa'l 'que ,deci-
de y s'e hace l'u:gar parcialmente al recurso ,extr.aord'inario .oon el.alcance
indicado. Las .costas de la cuestión de fondo se imponen por 'S'U 'OFdenen
razón de no 'haber mediado oposición; las 'conespo-ndientes a1'PBCUTSO.de
la madr,e de'] menor se imponen a los demandados. Vuelvan 'l'O'sautos a'l
tribunal de 'ori-ge'n 'para que, por quien corr,espond.a, p,'oceda.a réli'c'tar,twe-
vo fallo con aneg'lo.a lo expresado. Notifíqll'es'e y 1'emÍtase.

RICARDO LEV'ENE {H)- MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ (en dis¿deJ,1<CÚil)-
RODOLFO C. BAR'RA- CA'RLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BE'L'LUSCIO - ENR.'IQuÉ

SANTIAGO PETRACCH1- ..l'tJL:lO S. NAZARENO - EDUARDO MOUNÉ O'CONNOR-

ANTONIO BOGGIANo..

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR

DON MAR1ANO ,AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ

Considerando:

1°) Que contra la resolució-n de la Sala A de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Civil que, al confirmar en lo principal la de primera ins-
tancia, rechazó la pretensión por alimentos deducida por un hijo
extramatrimonial contra los herederos del padre fallecido, el actor inter-
puso el recurso extraordinario cuya denegación origina esta presentación
directa.
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2°) Que el a qua sostuvo que la ley 23.264 -derogatoria del artículo 331
del Código Civil- era inmediatamente aplicable a la situación jurídica en
la que se hallaba el actor y que, en consecuencia, éste carecía del derecho
a percibir alimentos de-los demandados al momento del dictado de la sen-
tencia, sin que ello importara violación del derecho de propiedad consa-
grado por el artículo 17 de la Constitución Nacional.

3°) Que, a tal efecto, la alzada estimó que la falta de una se'ntencia fir-
me favorable al actor a la fecha de entrada en vigencia de esa norma, ha-
bía implicado que la expectativa de convertir el reclamo alimentario en
derecho asistencial quedara trunca, a lo que no obstaba la anterior fijación
de una cuota previsional que -por su misma naturaleza- no había podido
importar definitiva decisión judicial sobre el tema.

4°) Que el apelante solicita la revocatoria de la decisión impugnando
de inconstitucionalidad al artículo 19 de la ley 23.264 -derogatorio del
artículo 331 del Código Civil- como incompatible con el artículo 16 de la
Constitución Nacional y, cn subsidio, la descalificación de su interpreta-
ción por arbitrariedad por ser contraria al fin previsto por aquella norma.

5°) Que, a tal efecto, cabe seftalar que la primcra regla de interpretación
de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y a los fines
que las informan, propósito que no debe ser obviado por los jueces con
motivo de las posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación le-
gal (Fallos: 302:973 y 308:2246). De ahí que no pueda prescindirse de las
consecuencias que derivan de la diversidad de criterios, porque ellas cons-
tituyen uno de los Índices más seguros para verificar su razonabilidad y su
coherencia con el sistema en que está engarzada la norma (Fallos:
307: 10 18 Y2200).

6°) Que la solución del fallo lleva al actor a una posición jurídica en la
que la Cámara -en razón de su interpretación intertemporal de la ley res-
pecto de las fechas de fallecimiento de su padre y de su entrada en vigen-
cia- lo ha privado de la particular asistencia que preveía el artículo 331 del
Código Civil, sin reconocer simultáneamente los beneficios del actual ar-
tículo 3565 del mismo ordenamiento, por lo que el propósito del legisla-
dor de equiparar a una y otra clase de hijos ha sido notoriamente afecta-
do por una discriminación que conduce a consecuencias incompatibles con
el sistema legal.



854 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

.lIS

r) Que ello es así porque la cuestión planteada no pasa por la
invalidación de la ley que modifica las normas vigentes, sino por una com-
prensión sistemática de las consecuencias a las que cabe extender las nue-
vas disposiciones, las que en su aplicación práctica no pueden perjudicar
a quien la ley ha puesto en mejor condición que la que tenía. De ahí que
la aplicación del criterio anteriormente enunciado lleva a la descalificación
de la sentencia porque desvirtúa el sentido dela norma al pr9yectarse en
efectos perjudiciales para quien el legislador quiso beneficiar.

80
) Que, por consiguiente, corresponde admitir el recurso e invalidar

el fallo, pues media relación directa e inmediata entre lo resuelto y la ga-
rantía constitucional que se dice vulnerada, lo que conduce a privarlo de
su condición de acto jurisdiccional. De tal modo, no resulta necesario exa-
minar la cuestión de la entidad de la pensión fijada ni el recurso deduci-
do por la madre del menor acerca de la distribución de las costas por el a
qua, habida cuenta de que deberá dictarse una nueva decisión sobre elfon-
do del asunto.

Por ello y oído el señor Procurador General de la Nación, se declara
procedente el recurso extraordinario y se deja sin efecto el fallo con el al-
cance indicado. Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que, pm
medio de quien corresponda, proceda a dictar una nueva sentencia con
arreglo a lo expresado. Agréguese la queja al principal. Notifíquese y re-
mítase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ

RAMON HUGO MACHICOTE v. EMPRESA ROJAS S.A.e.

ACCIDENTES DEL TRABAJO.

Si la empleadora no desconoció la participación de una cosa de su propiedad en el
aecidcnte y la relación causal invocada por el damnificado entre este hecho y las
lesiones sufridas. la sentencia apelada se apartó dc lo dispuesto en el art. 11 13.2°
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párrafo, del Código Civil, al imponer a ésle la carga de probar la configuración del
riesgo de la cosa dañosa ya que para dicha norma basta con que el'afectado demues-
tre él daño causado y el contacto con el automolor, quedando a cargo del deman-
dado, como dueño o guardián de ella, acreditar la culpa de la víctima o de un ter-
cero por quien no deba responder (1).

ACCIDENTES DEL TRABAJO.

La sentencia que afirmó que la genérica peligrosidad del automotor resultaba insu-
ficienle y reconoció que éste sería riesgoso únicamente para el caso de peatones pero
no para su conductor, respecto del cual debería concurrir un vicio de la cosa, efec-
tuó una clasificación del riesgo que no esta contemplada en el ámbito de aplicación
del arto 1113 del Código Civil e introdujo una distinción entre las situaciones del
peatón y del conductor que no se adecua a los fundamentos que inspiran la opción
establecida por el art. 17 de la ley 9688 en favor de la acción de derecho común.

ACCIDENTES DEL TRABAJO.

El condicionamiento a la presencia de un defecto de fabricación o funcionamiento
para atribuir responsabilidad al empleador por el accidente ocurrido con un micro-
ómnibus de su propiedad e integrante de su actividad empresarial desvirtúa y vuelve
inoperante el art. 1113 del Código Civil ya que prescinde del supuesto de respon-
sabilidad por el riesgo creado al subsumir esta hipótesis en la que involucra al vi-
cio de las cosas, apartándose de la nítida distinción efectuada por dicha norma y
restringiendo indebidamente su ámbito de aplicación.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Re(juisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Improcedencia del recurso.

No es arbitraria la sentencia que rechazó la acción fundada en el art. 1 j 13 del Có-
digo Civil al sostener que la actora no había acreditado el carácter riesgoso del
micro-ómnibus que conducía y que la peligrosidad genérica resultaba insuficiente
para atribuir responsabilidad a su empleadora (Disidencia de los Dres. Ricardo Le-
vene (h.), Rodolfo C. Barra, Augusto César Belluscio y Enrique Santiago Petrac-
chi).

(l) 28 de abril. Fallos: 307: 1735. Causa: "Soto, Carlos Angel c/Monibes
S.A.", del 15 de abril de 1986.
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JOSE MARIA ORGEIRA

SENTENCIA: Principios generoles.

La obligación que incumbe a los jueces de fundar sus decisiones va entrañablemente
unida a su condición de órganos de ap¡'icación del derecho vigente no solamente
porque los ciudadanos puedan selllirse mejor juzgados, ni porque se contribuya así
al mantenimiento del prestigio de la magistratura, sino porque la mencionada exi-
gencia ha sido prescripta porla ley.

SENTENCIA: Principios generoles.

La obligación que incumbe a los jueces de fundar sus decisiones persigue la exclu-
sión de decisiones irregulares, tiende a documentar que el fallo de la causa seá de-
rivación razonada del derecho vigcnte y no producto dc la voluntad individual dcl
juez.

SENTENCIA: Principios generales.

El mismo sentido republicano de .Ia justicia exige la fundamentación de las senten-
cias porque esta (lIt,ima es la explicación de sus motivaciones.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cliestiones no federoles. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentacifÍn sujiciel/le.

Corresponde dejar sin efccto la sentencia que impide conocer los motivos que lle-
varon al tribunal a qllo a disponer el sobreseimiento definitivo si al uso de térmi-
nos que no existen en el idioma castellano se agrega una sintaxis que conspira contra
una clara comprensión de argumentos quc no logran fundar mínimamente la reso-
lución.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 28 de abril de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por José María Orgeira
en la causa Orgeira, José María s/querella por falso testimonio -Causa N°
55.656-", para decidi l' sobre su procedencia.
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1°) Que contra. la. sentencia de la Sala IV de la Cámara Nacional de
Apelaciones en loCrim.inal y Correccional por la que se sobreseyó defi-
niüvamente en la causa, originada como consecuencia de la querella de-
ducida contraGuiH'e-rmoSegundo-Goyena, por el delito de falso testimo-
Rio., el querellante, i'Hte-rpttso-el recurso extraordinario cuya denegación
ol.-j'ginó esta queja.

2°) Que,. de acuerdo con la querella, el hermano del imputado, Héctor
Roberto Goyena, después de separarse de su esposa, convivi6con Nonna
Alicia Coronel, con quien tuvo un hijo. Después de la muerte de Goyena,
Coronel i,nició un juicio de reconocimiento de paternidad' re'specto de este
hijo. En ese expediente, Guillermo Segundo Goyenad'ecla1-D que conoCÍa
a Norma Alicia Coronel y que calculaba que mantuvo. rel'acrones con su
hermano desde hacía fáci Imente diez años, en fonna i.nintelTumpida has-
ta su muerte, dándose trato de esposos, pues vivían'juntos, en aparente ma-
trimonio. También se sometió a la prueba de histocompatibilidad, que dio
resul'tado positivo.

JO) Que, posteriormente, uno de los hijos. d~l. anterior matrimonio de
Héctor Roberto Goyena, inició un juicio de. rendición de cuentas~ntra
Norma Alicia Coronel, en el que reclamó una suma de dinero depositada
en una cuenta bancaria, achacándole simu.\'a.ción y reducción.

En ese expediente, Gui Ilermo Segundo Goyena prestó declaración tes-
timonial, y declaró que no conoCÍa la vida privada de su hermano, que no
sabía si continuó viviendo ininterrumpidamente con su esposa Beatriz
CopeHo, o si convivía con Norma Coronel, pues se veían poco. Esta de-
claración originó la querella por falso testimonio.

4°) Que en una anterior resolución, la Sala II del tribunal a qua sobre-
seyó definitivamente en la causa, sobre la base de que el nombrado Goyena
podría ser beneficiario como posible heredero de los bienes cuestionados,
lo que impediría que su declaración sea tenida como prestada en "causa
ajena" .

Esa resolución fue revocada a fs. 130/134 de los autos principales, por
la que este Tribunal resolvió que la garantía de no ser obligado a declarar
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contra sí mismo contenida en el artículo 18 de la Constitución Nacional
ampara solamente al procesado en causa criminal y, por tal razón, no im-
pide la intimación en materia civil de formular las manifestaciones perti-
nentes a las circunstancias del juicio. Por lo tanto, consideró que la escueta
argumentación del a qua constituía una mera afirmación dogmática que no
cumplía con el requisito constitucional de poseer una mínima fundamen-
tación.

5°) Que, vuelta la causa al juzgado de primera instancia, se requirieron
dos expedientes ad efectum videndi y se recibió declaración a Guillermo
Segundo Goyena, a tenor de lo dispuesto por el artículo 236, segunda parte,
del Código de Procedimientos en Materia Penal, quien amparándose en su
garantía constitucional se negó a declarar e interpuso la excepción de pres-
cripción de la acción penal.

Con estos nuevos elementos de juicio, se volvió a sobreseer definitiva-
mente en la causa, por sentencia que fue confirmada por la Sala IV, por la
resolución de fs. 189/190 vta. que es moti vo de la impugnación que mo-
tivó esta queja.

6°) Que, de acuerdo con la doctrina del Tribunal, la obligación que in-
cumbe a los jueces de fundar sus decisiones va entrañablemente unida a
su condición de órganos de aplicación del derecho vigente no solamente
porque los ciudadanos puedan sentirse mejor juzgados, ni porque se con-
tribuya así al mantenimiento del prestigio de la magistratura, sino porque
la mencionada exigencia ha sido prescripta por la ley. Ella persigue tam-
,bién la exclusión de decisiones irregulares, es decir, tiende a documentar
que el fallo de la causa sea derivación razonada del derecho vigente y no
producto de la voluntad individual del juez (Fallos: 236:27).

El mismo sentido republicano de la justicia exige la fundamentación de
las sentencias porque esta última es la' explicación de sus motivaciones
(confr. causa: G.153.XXIII, "Guzmán, Rodolfb Eduardo s/homicidio agra-
vado - inconstitucionalidad", resuelta el 23 de abril de 1991, consideran-
do 10).

7°) Que la lectura de la sentencia recurrida, impide conocer los moti"
vos que llevaron al tribunal a qua a disponer el nuevo sobreseimiento de-
finitivo. Al uso de términos que no existen en el idioma castellano se agre-
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ga una sintaxis que conspira contra una clara comprensión de argumentos
que, por tanto, no logran fundar mínimamente la nueva resolución.

AsÍ, tras reflexiones que no pueden considerarse fundamentos de la
decisión, el Tribunal concluyó que "resulta diáfano que continuar la en-
cuesta descripto este cuadro de situación, no sólo no consulta una finali-
dad útil de pesquisa, sino que no se observa bajo qué signos se pueda lle-
gar a arquitectar (sic) el cuño legal eje del análisis, ya que es de desear que
la pretensión inquisitiva no revele un motivo tan turbio como el que el
impugnante comenta acerca del trasfondo de las relaciones entre las dis-
tintas ramas de los Goyena ... ".

Estas expresiones que, sumadas a las de la sentencia de primera instan-
cia no responden a los agravios del querellante, lesionan la garantía de la
defensa en juic-io; que exige una sentencia fundada y comprensible para el
justiciable.

Por ello, se hace lugar a la queja y se revoca la resolución recurrida.
Acumúlese al principal, hágase saber y devuélvase, a fin de que, por quien
corresponda, se dicte una nueva sentencia conforme a derecho (artículo 16
de la ley 48).

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S.

FA YT - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULlO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR.

FRANCISCO RIOS SEOANE

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisiros propios. Sentencia definitiva. Concepto .l' genera-
lidades.

La "calificación" de una querella como calumniosa no constituye sentencia defini-
tiva en los términos del art. 14 de la ley 48 si la tutela de los derechos eonstitucio-
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nales que se invocan <(.. puede hacer efectiva en otro proceso y el recurrente no de-
muestra que la deci~ión le ocasione un perjuicio de imposible re¡;aración posterior.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Concepto .l' genera-
lidades.

Examinar una sentencia incompleta puedc imponer a la Corte la resolución de la
cuestión por partes y no de manera final, con 10 c'ual su intervención se tornaría in-
necesaria.

RECURSO, EXTRAORDINARIO: Requisitos pl'Opios. Sentencia definitiva. Concepto y genera-
lidades.

La invocación de arbitrariedad o desconocimiento de garantías.constitucionales no
autoriza a prescindir de la existencia de pronunciamiento definitivo.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

El recurso extraordinario contra la sentencia que absolvió a la.imputada del dclito
de injurias y calificó la querella como calumniosa es inadmisible (art. 280 del Có-
digo Procesal Civil y Comercial de la Nación) (Voto del DI'. Enrique Santiago Pe-
tracchi).

FALLO, BE LACOR'TE SUPREMA

Buenos Aires, 28'de.abril de 1992.

Vistos los autos: "Rc-cw,rsQ-de hecho deducido por FI'anci.sco Ríos
Seoane en la causa RÍ'os. Se'Cl'<Ule,Fnmcisco s/injurias -Causa, N° 39.297-",
para decidir sobre su proce:d'enda.

Considerando.:.

1°) Que contra la sentencia dela Sala VI de la Cámara Nacional Je
Apelaciones. en lo Criminal y Correccional, que absolvi6 a Graciela Blda
Grande del' delito de injurias, interpuso la querella recurso. extraordinario,
cuya denegación motivó esta presentación c1ir~cta.
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2°) Que el acusador privado -Presidente de la Sociedad Española de
Beneficencia del Hospital Español-, promovió querella por el delito de
injurias contra la Dra. Grande -médica del nosocomio-, por haber manifes-
tado verbalmente que "si el directorio anterior eran todos unos ladrones
el actual no había cambiado nada, con Ríos Seoane a la cabeza". A raíz de
esas expresiones, se formó sumario administrativo, en el cual declararon
los testigos que habrían escuchado la ofensa.

3°) La Cámara, después de examinar la prueba aportada por el acusador
particular, llegó a las siguientes conclusiones: a) la querella fue una
artificiosa creación de Ríos Seoane, a cuyos efectos utilizó al chofer y a
otras personas que tenían estrecha vinculación con él, b) con el sumario
administrativo se intentó, a través de la presente querella, lograr Un des-
pido con "justa causa" y evitar reclamos laborales, c) los testigos aporta-
dos por el acusador particular fueron parciales e incurrieron en contradic-
ciones, por cuya razón los descartó como prueba de cargo y dispuso res-
pecto de cuatro declarantes, que se investigue la posible comisión del de-
lito de falso testimonio. Como conclusión de todo lo expuesto, absolvió a
la querellada, y, -a pedido de la defensa- calificó "calumniosa" a la que-
rella; ello por aplicación del artículo 177 del Código de Procedimientos en
Materia Penal que dice: "El que promoviese querella por un delito cual-
quiera, contrae responsabilidad personal cuando hubiese procedido
calumniosamente" .

4°) Que los agravios en que se sustenta el recurso extraordinario se
basan, principalmente, en la doctrina de esta Corte sobre arbitrariedad de
sentencias. En sustancia los reclamos se apoyan en la prescindencia de
prueba testimonial, errónea valoración de la prueba, creación de una nor-
ma supra-legal -al haber extendido la aplicación del art. 177 del Código
de Procedimientos en Materia Penal, a delitos de acción privada-, y asimis-
mo, por contener el fallo contradicciones en sus propias afirmaciones, falta
de fundamentación suficiente y por haber sido suscripta la sentencia de
Cámara por un juez que sustanció el proceso.

5°) Que los agravios referentes a la valoración de la prueba, autocon-
tradicción, falta de fundamentación, etc., remiten al examen de cuestiones
de hecho, prueba y derecho común acerca de los cuales el apelante mues-
tra su discrepancia, sin que, a juicio de esta Corte se advierta un caso de
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arbitrariedad que justifique su intervención en materias que, según el art.
14 de la ley 48, son ajenas a su competencia extraordinaria.

6°) Que respectoa la interpretación contra-legem del art. 177 del Có-
digo de Procedimientos en Materia Penal, cabe recordar que la "califica-
ción" de una querella como calumniosa no constituye sentencia definiti-
va en los términos del art. 14 de la ley 48 si, como en el caso, la tutela de
los derechos constitucionales que se invocan se pueden hacer efecti vos en
otro proceso (conforme doctrina de Fallos: 300:75), y el recurrente no de-
muestra que la decisión le ocasione un perjuicio de imposible reparación
posterior. Es que examinar una sentencia incompleta puede imponer a la
Corte]a resolución de la cuestión por partes y no de manera final, con lo
cual la intervención del Tribunal tórnase innecesaria (confr. doctrina de
Fallos: 206:301; 244:414; 252:236) y más aun ante el estado actual de la
legislación respecto del delito de calumnias.

: Esta conclusión impide tratar lo atinente a la interpretación contra-
legem del art. 177 del Código de Procedimientos en Materia Penal, dado
que la invocación de arbitrariedad o desconocimiento de garantías cons-
titucionales no autoriza a prescindir de la existencia de pronunciamiento
definitivo (Fallos: 306:224 y sus citas).

Por ello, se desestima la queja. lntímese a ]a parte recurrente a que den-
tro del quinto día y conforme a las pautas establecidas por la acordada N°
54/86, efectúe el depósito que dispone el art. 286 del Código Procesal Civil
y Comercial de la Nación, en el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, a la
orden de esta Corte y bajo apercibimiento de ejecución. Hágase saber y,
previa devolución de los autos principales, archívese.

RICARDO LEVENE (H) - CARLOS S. FÁYT- AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHJ (según su voto) - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONJO

BOGGIANO.
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VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

863

Que el rec!Jrso extraordinario, cuya denegación dio origen a esta que-
ja, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación).

Por ello, se la desestima. Intímese a la parte recurrente a que dentro del
quinto día, y conforme a las pautas establecidas por la acordada N° 54/86,
efectúe el depósito que dispone el art. 286 del Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación, en el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, a la
orden de esta Corte y bajo apercibimiento de ejecución. Hágase saber y
archívesc, previa devolución de los autos principales.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI



HOJA COMPLEMENTARIA

Hoja incorporada a los efectos de permitir la búsqueda por 
página dentro del Volumen.



MAYO

FRANCISCO CACIK E HIJOS S.A. v. DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD

RECURSO ORDINARIO DE APELA CION: Tercera instancia. Juicios en que la Nación es parte.

Procede cl rccurso ordinario si el valor disputado, actualizado a la fecha de su in-
tcrposición, supera el mínimo previsto por el arto 24, inc. 6, apartado a), del dene-
to-Iey 1285/58.

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Segunda instancia.

Si al fundar la apclación la demandada argumentó acerca de la preponderante res-
ponsabilidad de la actora por los hechos que determinaron la paralización de la obra
pública y la posteriol' rescisión del contrato, ello importó implícitamente alegar su
propia exculpación.

RECURSO ORDINARIO DE APELACJON: Segunda instancia.

La circunstancia de que la cámara encontrara inocuos los argumentos de la deman-
dada para justificar una atribución de responsabilidad a la actora, no inhibía al tri-
bunal parajuzgar acerca de la inexistencia de tal responsabilidad, por lo que al pro-
clOder así no i,ncurrió lOnun exceso jurisdiccional. .

DAÑOS Y PERJUICIOS: Caso fortuito.

Nada obsta a quc sc declare que la causa que dcterminó la rescisión del contrato de
obra pública fue el ("asus y simultáneamente se considere la conducta cxterioriza-
da por la comitente ante dicha continglOncia, a fin de precisar cómo cada una de las
partes habría de soportar las consecuencias del evento sobre las prestaciones recí-
procas.

ACTOS ADMINISTRATIVOS.

No pucde sustentarse el derecho que se pretende en el contenido dc una resolución
administrativa antcrior, que no causó instancia y que fue descalificada dentro del
procedimiento administrativo que la pretensora misma promovió.
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Si la contratista solicitó, ante 'la instancia administrativa, la rescisión del contrato
por fuerza mayor, la doctrina de los actos propios le impide cambiar a discreción
la postura exteriorizada e imputarle una actitud ilegítima a la Administración.

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Segunda instancia.

Con excepción de las cuestiones expresa o implícitamente excluidas, el tribunal de
apelación tiene con respecto a las pretensiones y oposiciones oportunamente inter-
puestas, la misma competencia que corresponde al juez de primera instancia.

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Generalidades.

Si la recurrente no se ha hecho cargo de un aspecto relevante del pronunciamiento
cuya revisión intenta, ello impide atender sus agravios sobre el punto.

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instal/cia. Generalidades.

La argumentación expuesta en el memorial, que sólo constituye una mera reitera-
ción de conceptos vertidos con anterioridad en la causa, resulta ineficaz para mo-
dificar el criterio que informe el fallo recurrido.

L1QUIDACION.

Los errores deslizados en las operaciones aritméticas realizadas por el perito inge-
niero pueden ser corregidos en la instancia oportuna, al momento de practicarse la
liquidación que ordenó la sentencia de primer grado, sin que quepa solicitar a la
Corte -en ocasión del recurso ordinario en tercera instancia- un pronunciamiento
al respecto. .

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, S de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Francisco Cacik e Hijos S.A. e/Dirección Nacional
de Vialidad s/nulidad de resolución y cobro de pesos".

Considerando:

1°) Que la Sala 1de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Conten-
cioso Administrativo Federal confirmó en parte ra sentencia de pr!mer gra-
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do, en cuanto había hecho lugar a diversos reclamos formulados por la
actora, provenientes de la rescisión del contrato de obra pública celebra-
do con la Dirección Nacional de Vialidad para la ejecución de obras bá-
sicas, pavimento bituminoso y construcción de puentes en el tramo
"Ceibas-Médanos" de la ruta nacional 136 enla Provincia de Entre Ríos.
Confirmó también el rechazo del lucro cesante pedido por la actora, pero
con base en argumentos diferentes a los expuestos por el juez, ya que éste
había admitido la imputabilidad de la rescisión, considerándolo atribuible
a culpa del organismo comitente, mientras que la cámara tuvo como pre-
. supuesto que aquélla obedeció a un "evidente caso de fuerza mayor". Otros
dos aspectos del fallo de primera instancia fueron modificados en la alzada:
el rubro denominado por la actora "liquidación de activos", que el juez
había admitido y la cámara rechazó; y las costas del juicio, que el magis-
trado de primer grado había impuesto a la demandada y la. cámara distri-
buyó en el orden causado.

2°) Que contra ese pronunciamiento ambas partes dedujeron recurso
ordinario de apelación. La actora por los rubros que no fueron admitidos
y por el régimen de imposición de las costas (fs. 1187/1193). La deman-
dada, por su parte, en tanto mantiene su tesitura tendiente al rechazo de la
demanda (fs. 1194). Ambos recursos fueron concedidos por el a qua a fs.
I 195 Y sustentados en esta instancia a fs. 1200/1240 y fs. 1241/1268, res-
pecti vamente.

3°) Que los recursos ordinarios interpuestos resultan formalmente pro-
cedentes, toda vez que se trata de una sentencia definitiva dictada en una
causa en que la Nación es parte, y el valor cuestionado actualizado a la
fecha de interposición de los recursos supera, en ambos casos, el mínimo
previsto por el art. 24, inc. 6°, apartado a), del decreto-ley 1285/58, mo-
dificado por la ley 21.708, Yresolución de esta Corte N° 50/88.

4°) Que la primera crítica que la actora dirige al pronunciamiento re-
currido se vincula con la ausencia o insuficiencia de los agravios llevados
ante la alzada por su oponente. Expresa que la demandada no se agravió
en esa oportunidad de la imputación de responsabilidad que le formuló el
fallo de primera instancia (considerando 5° de fs. 970), razón por la cual
la cámara habría incurrido en un exceso de jurisdicción al abordar ese
tema. Sin embargo, al fundar su apelación, la demandada argumentó acerca



868 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

::;15

de la preponderante responsabilidad de la actora por los hechos que deter-
minaron la paralización de la obra, primero, y la rescisión del contrato,
después; lo que implícitamente importaba alegar su propia exculpación. Y
así lo expresa, bien que escuetamente, en el párrafo final de fs. 997 vta.,
al concluir que "... 1'1 paralización de los trabajos de obra respondió a la
imprevisión de la contratista, exclusi vamente, y no al comportamiento de
mi mandante"; expresiones que la sentencia reproduce (ver fs. 1174 vta.).

5°) Que la circunstancia, señalada por la actora, consistente en que la
cámara haya encontrado inocuos esos argumentos para justificar una atri-
buciónde responsabilidad a la empresa contratista -particularmente por-
que la resolución 1308 del 27 de septiembre de 1978 adoptada en las ac-
tuaciones administrativas por el nJinistro de economía había tenido por
ciertos los hechos extraordinarios invocados por dicha empresa recono-
ciendo así su falta de culpa-, en modo alguno ponía al tribunal en la nece-
sidad de admitir la responsabilidad del organismo comitente. Es decir, no
cabe sostener que la circunstancia antedicha inhibiera al a qua para juz-
gar acerca de la inexistencia de tal responsabilidad, sobre la base de los
elementos de juicio allegados a la litis. Al proceder así no incurrió en un
"exceso jurisdiccional", como erróneamente se sostiene, porque la cues-
tión había sido resuelta en la primera instancia y fue materia de la apela-
ciónante la cámara.

6°) Que, por lo demás, tampoco se advierte una contradicción en eltem-
perameiltoadoptado por la cámara al juzgar la cuestión aludida, como sos-
tiene la apelante; ya que se trataba del examen de extremos correlacionados
pero obviamente diferenciables: la culpabilidad de la actora en el desen-
lace rescisorio, por una parte, y la responsabilidad de la demandada en
relación a los mismos sucesos, por la otra. Por eso no se observa incohe-
rencia en la conclusión a la que arriba el tribunal, en el sentido de que la
rescisión contractual fue originada en causas ajenas al comportamiento de
las partes y que no cabe admitir a ese respecto connotaciones vinculadas
con la idea de culpa de uno u otro contratante, asúción en la que apoya su
decisión parcialmente revocatoria del fallo anterior.

r) Que, sobre el mismo tema, afirma la actora que la cámara habría
declarado la inexistencia de agravios en relación a la generalidad de los
rubros admitidos enla primera instancia, a la vez que, injustificadamente,
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habría omitido hacer extensiva tal declaración a los dos rubros que deses-
timó. Empero, preciso es señalar que el primer párrafo de fs. 1181 de la
sentencia no tiene el alcance que intenta atribuirle la recurrente. La frase:
"aspectos que por no haber sido motivo de agravios han quedado consen-
tidos", se refiere claramente a la "actualización monetaria" y a los "inte-
reses", extremos que, efectivamente, no fueron controvertidos de manera
específica en la apelación. Asimismo, cuando a renglón seguido dice la
sentencia: "La misma solución se impone con relación al capital al cual
acceden", es igualmente obvio que sólo alude a la cuantificación asigna-
da a los rubros que se consideraron procedentes, pero no puede interpre-
tarse como una declaración genérica de admisibilidad de los conceptos que
habían sido materia de reclamo. Por consiguiente, no cabe hablar de una
presunta omisión injustificada de rubros que se pretenden consentidos. Ni
hubo tal consenso, de modo que la cámara -corno se ha visto- estaba ha-
bilitada para resolver si los rubros en cuestión eran procedentes; ni cabe
hablar de desacierto o ausencia de justificación al omitirlos en la enume-
ración de los que prosperaban, precisamente porque el a qua dio razones
suficientes para declarar su inadmisibilidad en la especie.

8°) Que, en cuanto a los rubros incluidos en la condena, cuestiona la
actora la decisión de la cámara por haber desestimado su reclamo de lu-
cro cesante. Sostiene que tras afirmar que la rescisión fue determinada por
"causas ajenas al comportamiento de las partes" (fs. 1178), puso el tribu-
nal en tela de juicio la conducta asumida en ese trancc por la comitente (fs.
1178 vta.), lo que interpreta la apelante como una autocontradicción en la
que se habría apoyado el rechazo de su reclamo, en tanto éste se basó en
la antijuridicidad de lo obrado por la Dirección Nacional de Vialidad y su
consiguiente culpabilidad en la rescisión del vínculo. Sin embargo, una
lectura atenta del pronunciamiento apelado permite ver que no cabe atri-
buirle conceptos contradictorios. No pasaron inadvertidos al tribunal los
aspectos que señala la recurrente, concernientes a ciertas actitudes que
habría adoptado el organismo demandado frente a los hechos climáticos
que afectaron la ejecución de la obra pública y que operaron, en definiti-
va, corno causal rescisoria. Pero según el razonamiento del a q/lO, la va-
loración de aquellas actitudes no ha tenido entidad como para fundar un
juicio de culpabilidad en orden a la rescisión -la cual se estima determinada
por hechos que escaparon al dominio de las partes- sino tan solo para gra-
duar la medida de la reparación que corresponde acordar a la actora en el
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sub lite, como se expresa en la misma sentencia. Dicho de otro modo, no
se advierte la contradicción aducida porque nada obsta a que"se declare que
la causa que determinó la rescisión fue el casus -por sí no imputable a las
partes- y simultáneamente se considere la conducta exteriorizada por la
comitente de la obra pública ante dicha contingencia, a fin de precisar
cómo cada una de las partes habría de soportar las consecuencias del even-
to sobre las prestaciones recíprocas y, en definitiva, el quantum de la com-
pensación que por diversos conceptos debería recibir la contratista, de
conformidad con las disposiciones legales que sejuzgaron aplicables (arts.
39,53 inc. d, 54 Yconcordantes de 1a ley 13.064).

9°) Que en el transcurso de su extenso memorial, la apelante admite
luego implícitamente ese enfoque del caso al discriminar el "hecho ex-
traordinario de la naturaleza" y el "hecho de la comitente", si bien pretende
atribuir a la valoración de este último una mayor incidencia en la exten-
sión del resarcimiento que la acordada parla cámara. Los argumentos que
expone al respecto, sin embargo, no alcanzan a desvirtuar las fundadas
razones en que se basó aquélla para rechazar los rubros que son materia de
la apelación ante esta Corte. En tal sentido, además de otras consideracio-
nes expuestas en el fallo, cabe señalar que esa mayor incidencia resarci-
toria que la recurrente procura adjudicar a la conducta de la demandada que
estima reprochable -consistente en la inicial insistencia de la Dirección
Nacional de Vialidad en continuar los trabajos, pese a las condiciones des-
favorables de los suelos-, ya fue específicamente contemplada en los pe-
ritajes realizados en autos, sobre cuya base se cuantificaron los diferentes
rubros admitidos en ambas instancias. Es precisamente la incidencia de ese
dato fáctico lo que tomó en cuenta el perito ingeniero para explicar la con-
figuración de los ítems concernientes a: un desgaste prematuro de los equi-
pos por ser utilizados en condiciones de mayor exigencia que las habitua-
les; la necesidad de efectuar trabajos previos, complementarios y adicio-
nales para posibilitar la ejecución de las obras; el consiguiente incremen-
to del empleo de mano de obra; la adecuación del precio de los trabajos ya
ejecutados y certificados en virtud de las condiciones en que fueron he-
chos; y aun el reconocimiento de un incremento en los denominados "gas-
tos indirectos", cuya influencia -según el propio experto- se halla en fun-
ción de toda circunstancia que alargue el plazo previsto inicialmente (ver:
fs. 646 vta., 647 y sgtes., apartado V de la ampliación de fs. 1035/1 040).
PQr lo mismo, no resulta pertinente la cita del art. 39 de la ley 13.064, que
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la actora aduce como omitido por el tribunal, en tanto su virtual inciden-
cia, en todo caso, estaría ya contemplada en la reparación ordenada por el
Q quo.

10) Que, por otra parte, tampoco se relaciona con el caso la referencia
genérica que la actora hace a precedentcs de esta Corte en los que se ad-
mitió la indeinnización del lucro cesante, como una derivación del prin-
cipio de reparación integral aplicado a esta materia. En efecto, no se acre-
dita que dicho principio haya sido conculcado en la especie y no se pro-
porcionan razones concretas que permitan desvirtuar lo resuelto por el a
quo en punto al rubro mencionado, habida cuenta de que no concurren en
el sub lite las mismas condiciones que tuvo en vista la mayoría del Tribu-
nal para acoger dicho reclamo en otro caso (ver Fallos: 306: 1409), En el
citado precedente, la rescisión del contrato de obra pública había sido dis-
puesta por el organismo comitente por moti vos de oportunidad, mérito o
conveniencia, circunstancia bien distinta a la hipótesis aquí configurada,
donde la rescisión fue inicialmente atribuida a inejecución de la contratista
y, luego, excluida esa imputación ya en sede administrativa, se la consi-
deró determinada por razones de fuerza mayor, criterio que adoptó final-
mente la cámara a quo. Y si bien es cierto que la fuerza mayor no exclu-
ye la responsabilidad del comitente de la obra pública -art. 39; ley 13.064-
la cámara declaró inaplicable al casola norma invocada, señalando -con
acierto- que la rescisión del contrato con fundamento en la fuerza mayor
fue peticionada por la actora, 10 que impide el resarcimiento de las pérdi-
das por lucro cesante con arreglo a lo dispuesto por los arts. 53 y 54, inc.
f), de la mencionada ley de obras públicas, que excluyen, en estos casos,
la indemnización del beneficio sobre la obra no ejecutada.

11) Que también pretende la actora sustentar la viabilidad de su recla-
mo de lucro cesante en una "actitud ilegítima" que imputa a la Adminis-
u'ación por haber declarado la rescisión contractual por culpa de dicha
empresa contratista, aludiendo a 10 decidido en tal sentido por la primiti-
va resolución 970/75 de la Dirección Nacional de Vialidad. Empero, el
agravio no aparece fundado, toda vez que dicha resolución fue luego mo-
dificada, a instancia de la propia recurrente y en la misma sede adminis-
trativa, mediante la resolución ministerial 1308/78. Por consiguiente, más
allá de las objeciones dirigidas contra esta última, la apelante no puede
sustentar el derecho que pretende en el contenido de una resolución admi-
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nistrativa anterior que no causó instancia y que fue descalificada dentro del
procedimiento administrativo que ella misma promovió. La satisfacción
del agravio así invocado, ya fue lograda con la modificación pretendida y
no podría tener un alc<\llce mayor. En este orden de ideas, es del caso ob-
servar que la actora había inicialmente solicitado la rescisión del contra-
to por fuerza mayor, al punto que la citada resolución ministeri al 1308/78
acogió dicha petición y dejó sin efecto el anterior temperamento adopta-
do por la Direcci'.Jl1 Nacional de Vialidad. Por tanto, así como la doctrina
que exige estar a los actos propios impediría al organismo demandado
volver ahora sobre lo ya establecido en la instancia administrativa en cuan-
to al origen de la suspensión de '¡a obra y la rescisión del contrato -como
hien declare el a quo-, así también ha de considerarse impedida la contra-
tista de cal-lb.ir a discreción la postura exteriorizada inicialmente sobre el
mismo tC)J1?

12) Qu' otro agravio de la actora se rcfiere a lo que denomina "liqui-
dación je activos", rubro al que había accedido eljuez de primera instan-
cia y que la cámara desestimó. Con este reclamo pretende la reparación del
perjuicio que dice haber experimentado por la venta, a precios muy infe-
riores a su valor real, de dos campos ubicados en la Provincia de Entre
Ríos, "Fortín Grande" y "Granja El Recuerdo". La actora atribuye tales
operaciones a la nccesidad de realizar activos para afrontar compromisos
contraídos con el Banco de Paraná, situación que. a su vez, pretende vin-
cular con un proceso de deterioro que la empresa había atravesado a raíz
de su conflicto con la Dirección Nacional de Vialidad por la obra pública
que es materia de esta litis. Sostiene la apelante que la cámara, al decidir
este punto, también habría excedido su jurisdicción, ante la falta de agra-
vios de la demandada al respecto. Y añade que al resolver que "no se en-
cuentra debidamente acreditado que la realización de estos bienes del ac-
tivo hubiera sido originada por la urgencia de cumplimentar obligaciones
contraídas con motivo de la obra" (fs. 1181 vta.), el trihunal se habría apar-
tado de las conclusiones de los peritos, contador e ingeniero, actuantes en
la causa.

13) Que, por razones análogas a las ya expresadas en los considerandos
4° y S°, la primera objeción no es atendible, pues al sostener la demanda-
da en su apelación ante la cámara que correspondía atribuir responsabili-
dad exclusiva a la empresa actora, en tanto ello importaba la negación de
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todos los reclamos de ésta, nada impedía al tribunal resolver como lo hizo.
En tal sentido, tiene dicho esta Corte que participa de un .criterio amplio
en la matcria -acorde con la debida tutela de la garantía de la defensa en
juicio (art. 18 de la Constitución Nacional)- fundado en que, con excep-
ción de las cuestiones expresa o implícitamente excluidas, el tribunal de
apelación tiene con respecto a las pretensiones y oposiciones oportuna-
mente interpuestas la misma competencia que corresponde al juez de pri-
mera instancia (Fallos: 308:821), criterio que resulta aplicable al sub lite.
Sobre todo si se advierte que ambas partes consintieron la ampliación de
los periújes que dispuso la cámara en la audiencia convocada al efecto a
fs. 1014/1 025, donde se insinuaron aspectos vinculados a esta cuestión, e
igualmente, los dos expertos consideraron en detalle el punto en sus res-'
puestas a dicho requerimiento (fs. 1041 Y 1048) yesos informes merecie-
ron específica impugnación de la demandada en lo concer:1iente a este tó-
pico (fs. 1059/1 060 Yfs. 1087/1 087 vta.), de modo que el planteo que aho-
ra introduce la actora importaría volver sobre etapas precluidas e ignorar
anteceden tés incorporados legíti mamente al proceso.

14) Que, en lo atinente al agravio en sí mi smo que sobre esta cuestión
propone la apelante, preciso es señalar que la cámara se remitió a lo expre-
sado por el perito contador en su primer informe, donde textualmente dijo:
"Si bien puede presumirse que hubo que malvender ciertos bienes -en es-
peciallas dos fincas- para atender el pasivo generado por las causas que
señala el perito ingeniero, es imposible para el suscripto valorizar ese per-
juicio" (fs. 844 vta.). Sobre esta base advirtió el a qua que el "perito con-
tador no afirma, sino que presume", que la venta de los bienes habría obe-
decido a la causa invocada por la actora (1's. 1182), lo que le permitió con-
cluir -con cita de la impugnación formulada por la demandada al dictamen-
que no se encontraba aprobado el nexo causal entre el perjuicio aducido
y la realización de los inmuebles. Por cierto, no se advierte en este juicio
una valoración inadecuada de la prueba pericial en cuestión o una inteli-
gencia reí'íida con sus conclusiones, como sostiene la recurrente.

15) Que, por 10 demás, cabe destacar que en el informe ampliatorio
presentado por el perito contador a fs. 1047/1 053, según lo acordado en la
ya citada audiencia fijada por la cámara Us. 1024/1 025), se observa que
los niveles más altos de endeudamiento de la firma actora -a valores cons-
tantes- corresponderían a los años 1971 y 1972 (ver fs. 1048 vta.), es de-
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cir, a un lapso anterior a la celebración del contrato de obra pública (no-
viembre de 1972) y, en especial, anterior a los sucesos que desembocaron
en la rescisión contractual bajo juzgamiento. Aunque en los años sucesi-
vos se registran también deudas contraídas por la empresa, el dato relevan-
te de un fuerte endeudamiento precedente y el hecho -destacado en la sen-
. tencia- de que la obra objeto de autos no fuese la única actividad econó-
mica desplegada por aquélla en la época considerada (vgr.: otras obras de
menor importancia y una explotación agropecuaria aludidas enel mismo
peritaje, puntos La y 'l.b de fs. 1047/1048), tornan prácticamente
indiscernible el grado de incidencia causal que se intenta atribuir al con-
flicto con la Dirección Nacional de Vialidad en la disposición de activos
fijos operada a mediados de 1974. De manera que, si se. adopta una visión
de conjunto, no parece factible vincular causalmente este acontecimien-
to con aquel conflicto ni con la rescisión que fue su desenlace, como ha
sido resuelto con acierto en el pronunciamiento apelado.

16) Que el restante agravio de la actora se vincula con la imposición de
las, costas en el orden callsado, pues pretende que cargue con ellas exclu-
sivamente la parte demandada. Sostiene, en esencia, que el fundamento
proporcionado por la cámara, en cuanto remite al "resultado alcanzado" en
el pleito (fs. I 184 vta.), aparecería insuficiente y contrario al principio de
la derrota con.sagrado'por el art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial
de la Nación. Observa que la acción deducida progresó en la mayor parte
de los rubros incluidos en la prctensión originaria y que la conducta de la
demandada habría dado lugar al reclamo, todo lo cual restaría fundamen-
to a la decisión adoptada por la cámara.

17) Que, al exponer así este agravio, los planteas de la recurrente apa-
recen cncaminados a considerar la cuestión desde un punto de vista me-
ramente numérico o cuantitativo en orden a la relación entre los importes
reclamados y los admitidos en la sentencia. Sin embargo, no se advierten
motivos que conduzcan a interprctar de ese único modo las expresiones del
tribunal referentes al régimen de costas. Por el contrario, es dable enten-
der que la ¡:emisión al resultado dc'] litigio importa una refercncia global
a las conclusiones alcanzadas sobre las principales cuestiones quc integra-
ban elthemG decidendum. Y dentro de ellas se destaca especialmente la ca-
lificación del hecho que dio lugar a la rescisión contractual, ya que sobre
esa base definió el a qua los alcances de la correspectiva situación jurídi-
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ca de las partes, en función de las normas de la ley de obras públicas que
determinen los efectos de la fuerza mayor y que' consideró aplicable al
caso. Tal enfoque sobre el fondo del litigio ha condicionado, sin duda, la
decisión adoptada sobre las costas, más allá del progreso parcial de las
pretensiones y las defensas esgrimidas por las partes. La actora, empero,
no se ha hecho cargo de ese aspecto relevante del pronunciamiento cuya
revisión intenta, lo que impide atender sus agravios sobre el punto (Fallos:
308:693, entre muchos otros). Corresponde añadir que la sola referencia
a que la Dirección demandada habría dado lugar a la acción, no basta para
rebatir los fundamentos a los que remite el fallo en este tema, porque la
resistencia de aquélla estuvo, al menos en parte, justificada.

18) Que, por su parte, la demandada procura demostrar en su recurso
una serie de errores que se habrían deslizado en la sentencia, a raíz de pre-
suntas fallas técnicas en los peritajes e informes producidos en la causa,
relacionados con los hechos naturales que dieron origen a la rescisión del
contrato de obra pública. Insiste en que se habría distorsionado la magni-
tud del fenómeno climático que afectó los trabajos encomendados a la
actora durante 1973 y 1974, el cual no sería comparable con el que se pro-
dujo en la misma zona una década después, en 1982 y 1983, como lo ha-
bría insinuado el perito ingeniero; afirma la apelante que el s~gundo ha-
bría tenido características de extrema gravedad que no serían predicables
del primero. Sobre esa base, propone una revisión integral del caso y,
subsidiariamente, impugna los conceptos y cáleulos comprendidos en la
suma que ha sido materia de condena, aludiendo a: "compactación de base
de asiento", terraplenes, deterioro del equipo de la empresa contratista,
reemplazo de suelos, caminos accesorios para acarrear materiales, des-
monte, gastos indirectos y proyectos de puentes. Cuestiona, finalmente, el
modo como fueron calculados los intereses sobre el capital actualizado,
por entender que no se adecua a las directivas de la ley 21.392.

19) Que la extensa enunciación de detalles técnicos que contiene el
memorial de la Dirección demandada, aunque de algún macla vinculados
con los hechos que fueron materia dejuzgamiento en el sub lite, no cons-
tituyen impugnaciones concretas a los términos del fallo ni aportan nue-
vos elementos de juicio que justifiquen una solución distinta de la adop-
tada en la instancia precedente. Las manifestaciones de la apelante, ade-
más, dejan sin rebatir un argumento central de la sentencia, consistente en
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que su intento de atribuir cierto grado de imputabilidad a la actora en los
sucesos que condujeron a la rescisión, implicaba introducir en este litigio
una cuestión definitivamente zanjada en sede administrativa a raíz de la
resolución ministcrial 1308/78, que declaró la cxtinción del vínculo con-
tractual sin culpa de aquélla (fs. I 180). Por otra parte, la argumcntación
expuesta en cl memorial sólo constituye una mera reiteración de concep-
tos vertidos con anterioridad en la causa, por lo que resulta ineficaz para
modificar el criterio que informa el fallo recurrido. Tales circunstancias,
que esta Corte ha ponderado a los efectos de la idoneidad del recurso y el
alcance de su jurisdicción en la tercera instancia ordinaria (Fallos:
30.7:2216; 308:541 y 2095; y sentencia del 6 de febrero de 1986 in re:
S.293.XX. "Sáenz y Maracó Empresa Constructora S.R.L. cl D.N.V. si
revocación dc resolución", sus citas y muchos otros), conducen a deses-
timar los agravios expuestos por la demandada.

Todo ello, claro está, sin pcrjuicio de cualquier error que se haya des-
lizado-en las operaciones aritméticas realizadas por el perito ingeniero
designado en autos, ya que tales errores podrán ser corregidos en la ins-
tancia oportuna, al momento de practicarse la liquidación que ordenó la
sentencia de primer grado, confirmada en ese punto por la cámara, sin que
quepa solic.itar a esta Corte un pronunciamiento al respecto que sería pre-
maturo.

Por ello, se confirma la sentencia apelada en cuanto ha sido materia de
recurso. Costas de esta instancia cn el orden causado. Notifíquese y de-
vuélvasc.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ - RODOI.FO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PURACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO
BOGGIANO.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. In/erpretación de
1I0rJlUlS ." (lclos COlJlll1/cs.

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que hizo lugar a la acción
reivindicatoria con respecto a unos bienes muebles que habían sido donados yen-
tregados al Estado Provincial, si prescinde del texto legal aplicable al caso y con-
tradice expresas constancias agregadas a los autos.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
ariJitrarias. Procedencia del recurso. DeFectos en la fúndal11en/(lción nOrl/wtim.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que atribuyó la acción reivindicatoria de
bienes muebles -que habían sido donados- a quien nunca tuvo la propiedad de las
cosas ni podía ser considerado cesionario de una acción que no existía en cabeza
del supuesto cedente pues decidió la cucstión en contra del texto expreso de la ley,
en la medida en que el art. 2758 del Código Civil solo atribuye legitimación al pro-
pietario que ha perdido la posesión.

DONACION.

El conlrato de donación de cosas muebles realizado por escrito. sin entrega de la
cosa, aún cuando sea perfecto, no es suficiente por sí solo para transferir al donatario
el dominio sino que sólo le atribuye una acción personal por la entrega de la cosa
contra el donante y sus herederos (arts. 1833 Y j 834 del Código Civil) o, en su caso,
también una acción real cuando ejerce la acción de su donante por cesión o
subrogación en los derechos de éste.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
orbirrarillS. Procedencia del recurso. DereclOS en lo fimdwllenf(/cilÍn nOrJIw/im.

Es descalificable la sentencia que, al hacer lugar a la acción de reivindicación de
bienes muebles, consideró que las cosas fueron poseídas por el actor, confundien-
do la aceptación de la donación con la I.radición de la cosa.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Re1lUisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencios
orbitrarios. Procedencio del recurso. Defec/os en la fúndalllentocilÍn nOrl/wriro.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que hizo lugar a la acción reivindicatoria
de bienes muebles que habían sido donados. si omitió aplicar la norma que
específicamente rige la cuestión planteada (art. 592 del Código Civil).



878 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

3J5

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencip del recurso. Valoración de circunstancias de hecho y prueba.

Corresponde dejar sin efecto la sentenciá que hizo lugar a la acción reivindicatoria
de bienes muebles que habían sido donados, si contradijo las c.onstancias inequí-
vocas de la causa mediante la suposición de prueba inexistente, dado que al consi-
derar efectuada la tradición de las cosas donadas mediante la donación de la casa
incurrió en una irrazonable valoración de las pruebas producidas.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Es inadmisible el recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia que hizo
lugar a la acción reivindicatoria de bienes muebles que habían sido donados (art.
280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) (Disidencia del DI'. Car-
los S. Fayt).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 5 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Anzalaz, Dionisio Miguel - cesación (autos 'Anzalaz,
D. M. cl Estado Provincial de La Rioja si reivindicación')".

Considerando:

1°) Que contra el pronunciamiento del Superior Tribunal de Justicia de
La Rioja que, al revocar el fallo de la instancia anterior, declaró procedente
la pretensión reivindicatoria con respecto a unos bienes muebles que ha-
bían sido donados y entregados al Estado Provincial, éste interpuso el re-
curso extraordinario que fue concedido a fs. 62/64.

2°) Que para así decidir el tribunal consideró que el contrato d,e
donación ,quedaba perfeccionado con la oferta y la aceptación, sin nece- .
si dad de tradición, y que la donación de cosas muebles podía ser hecha,
bien por un acto escrito, bien por la entrega manual de las cosas. Añadió
el voto que funda la sentencia "que las cosas fueron a mi criterio poseídas
por el accionante toda vez que se encontraban en la casa -la que le fue'do-
nada también- por lo que el hecho de la tradición fue efectivamente reali-
zado".
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3°) Que el recurso se agravia por estimar que en el sub lite se habría

configurado la causal de gravedad institucional que resultaría de la atribu-
ción a un particular de la propiedad de bienes que hacen al patrimonio his-
tórico, y la de arbitrariedad, resultante de haberse confundido la acepta-'
ción de'la donación con la tradición de la cosa, lo que motiva que la sen-
tencia no sea derivación razonada del derecho vigente con aplicación de
las circunstancias de la causa.

4°) Que los agravios dei recurrente suscitan cuestión federal para su
consideración en la vía intentada, pues no obstante referirse a cuestiones
fácticas y de derecho común, tal circunstancia no constituye óbice para la
apertura del recurso cuando, con menoscabo de las garantías constitucio-
nales invocadas, el tribunal prescinde del texto legal aplicable al caso y
contradice expresas constancias agregadas a autos.

5°) Que, en efecto, al atribuir acción reivindicatoria a quien nunca tuvo
la propiedad de las cosas ni podía ser considerado cesionario de una acción
que no existía en cabeza del supuesto cedente, el tribunal ha decidido la
cuestión en contra del texto expreso de la ley, en la medida en que el art.
2758 del Código Civil sólo atribuye legitimación al propietario que ha
perdido la posesión.

6°) Que ello es así toda vez que el contrato de donación de cosas mue-
bles realizado por escrito, sin entrega de la cosa, aun cuando sea perfec-
to, no es suficiente por sí solo para transferir al donatario el dominio sino
que sólo le atribuye una acción' personal por entrega de la cosa contra el
donante y sus herederos (arts. 1833 y 1834 del Código citado), o, en su
caso, también una acción real, pero sólo cuando ejerce la acción de su do-
nante por cesión o subrogación en los derechos de éste. De ahí que el a qua
ha confundido el perfeccionamiento del contrato -que se realiza con la
oferta y la aceptación- con la transmisión del dominio, lo cual descalifica
el fallo como acto judicial válido.

]O) Que, además, el a qua no sólo omitió aplicar la norma que
específicamente rige la cuestión planteada en el sub lite (art. 592 del Có-
digo Civil), sino que también contradijo las constancias inequívocas de la
causa mediante la suposición de prueba inexistente, dado que al conside-
rar efectuada la tradición de las cosas donadas mediante la donación de la
casa incurrió en una irraz.onable valoración de las pruebas producidas, en
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la medida en que la casa no fue donada sino que hubo venta con reserva
de usufructo, máxime cuando este último acto fue anterior en el tiempo al
contrato de donación que benefició al actor.

8°) Que, en tales condiciones, el fallo no satisface el requisito de cons-
tituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las cir-
cunstancias del caso, por lo que ante la relación directa existente entre lo
resuelto y las garantías constitucionales invocadas, corresponde descali-
ficar la sentencia con fundamento en la doctrina de esta Corte sobre arbi-'
trariedad.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario, y se revoca la
sentencia apelada; con costas (art. 68 del Código Procesal Civil y Comer-
cial de la Nación). Vuelvan los autos al tribunal de origen para que, por
quien corresponda, se dicte nueva decisión con arreglo a la presente.
Notifíquese y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARlANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT (en disidencia) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO-

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

DlSIDENCIA DEL SEÑORMINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

Que el recurso extraordinario es inadmisible (art. 280 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación).

Por ello, se desesti ma el recurso extraordinario, con costas (art. 68 del
Código Procesal Civil y Comercial ele la Nación). Notifíquese y devuél-
vase.

CARLOS S. FAYT
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RECURSO EXTRAORDINARIO: RequisilOs propios. Cuestiones no jederales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de extremos conducentes.

Corresponde dejar sin efécto la sentencia que consideró extemporáneo el pedido de
aplicación del art. 23 de la ley 21.839 porque la actora había practicado'liquidación,
sin tener en cuenta que é~ta en ningún momento expresó que tal liquidación sería
la base de cálculo de la futura regulación de honorarios (1 j.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios gem!rales.

Es inadmisible el recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia que consi-
deró eXtemporáneo el pedido de aplicación del art. 23 de la ley 21.839 (art. 280 del
Código Procesal Civil y Comercial ele la Nación) (Disidencia de los Ores. Rodol-
fa C. Barra, Enrique Santiago Petracchi y Julio S. Nazareno).

BANCO DE LA NACION ARGENTINA v. CARLOS A. DEVIDA y OTROS

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la IIIlIferia. Cuestiones ci\'iles
y cOlllerciales. Quiebra. Fuero de atracción.

El fuero de atracción que ejerce la quiebra funciona en forma pasiva y no activa (2).

JURISDICCION y COMPETENCIA: COlllpetencia .lecleral. Por la lIIateria. Causus exclaidas
de la competencia jecleral.

No es de competencia federal la causa por cobro de pesos iniciada por el Banco de
la Nación Argentina en su calidad de representante' legal de la entidad financiera
fallida, desde que no está directamente comprometida en la litis una entidad nacio-
nal, ni se dan los supuestos que, por la materia. habilitan la radicación de la causa

(1) 5 de mayo.
(2) 5 de mayo. Fallos: 314: l 320.
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en el fuero de exccpción (arls. 100 de la Constitución Nacional, 2, de la ley 48, JIJ
de la ley 1893 y 3 de la ley 19.551).

PRI\fACION DE JUSTICIA.

Habiendo transcurrido un prolongado lapso sin que se haya dirimido la cuestión,
se.produce una suerle de privación de justicia que debe remediarse a la brevedad,
por io que subsistiendo también un conflicto entre tribunales de la jurisdicción pro-
vincial, que no corresponde a'la Corte resolver, el juicio debe ser remitido a la Su-
prema COrle provincial a fin de que, de acuerdo con la legislación local, determine
expresamente quién se encuentra hahilitado a dirimir la cuestión o bien establezca
el tribunal que debe seguir conociendo en la causa.

NESTOR RENE ESPINOSA v. INTER RUTAS S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos propios, Cuestioues no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del reCllrso. Falta de fllndamentacilÍn s/(Iiciente,

Corresponde dejar sin efecto la decisión que impuso una multa al letrado de la de-
mandada, si no demostró la necesaria correlación entre la imputada falta de serie-
dad de los planteos efectuados y el propósito especial que tipifica la causal de ma-
licia procesal.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisitos propios. ClIestiones 110 federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso .. Falta de fllndamelllación s/({icienle,

Carece de fundamentación suficiente y constituye una seria ofensa a la garantía de
la defensa en juicio la decisión que, al imponer una multa al letrado de la deman-
dada, se sustentó en la inconducencia de los argumentos desarrollados al expresar
agravios, pues configura sólo un reproche por haber apelado la selllencia de primera
instancia.

ABOGADO,

La jerarquía que el art. 58 del Cód'igo Procesal Civil y Comercial de la Nación re-
conocc a los abogados en el desempeño de su profesión, al igual quc lo dispuesto,
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en el arto 5 de la ley 23,187, sobre ejerCicio de la abogacía, determinan un respeto
recíproco entre magistrados y abogados.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA'

Buenos Aires, 5 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de he ho deducido por Jorge Luis Fabián en
la causa Espinosa, Nés.tor René cl lnter Rutas S.A.", para decidir sobre su
procedencia:

Considerando:

10) Que contra el pronunciamiento de la Sala VI de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones del Tl;abajo que, al declarar desierto el recurso de ape-
lación interpuesto por la parte demandada, califi.có de'maliciosa la conduc-
ta de su letrado imponiéndole una multa, éste interpuso -por su propio de-
recho- recurso extraordinario por arbitrariedad cuya denegación origina la
presente queja.

2°) Que la cámara a qua fundamentó su decisión en la ausencia total de
seriedad en el escrito de expresión de agravios, que revelaba una inconce-
bible intención de retardar el proceso, lo que -a su juicio- constituyó un
ejemplo casi paradigmático de conducta maliciosa y temeraria, por la que
merecieron ser sancionados tanto la parte demandada como su letrado.

Asimismo y respecto del letrado de la demandada -único recurrente en
la causa sub examine- el a qua expresó que la condición de talle confiere
la jerarquía establecida por el art. 58 del Código Procesal Ci vil y Comer-
cial de la Nación y paralelamente le exige observar una conductaacorde
con ella, excluyente de la "infantil chicana" intentada, reveladora de una
"falta de respeto por el tribunal y su noble profesión".

3°) Que el órgano con facultades para ,sancionar debe demostrar la im-
putación que sustenta la medida que decrete. Lo contrario importaría ad-
mitir, como único fundamento de la sanción, la absoluta discrecionalidad
de aquél.
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La falta de seriedad alegada por el a qua, no queda debidamente cla-
rificada en el pronunciamiento dictado, ya que no podría considerarse con-
figurada por el escueto considerando que -a fin de declarar desierto el re-
curso- expresó que el recurrente no demostró que medió error in iudicando
en virtud del cual resultó condenado a pagar deudas canceladas.

4°) Que lajerarquía que el art. 58 del Código Procesal Civil y Comer-
cial de la Nación reconoce a los abogados en el desempeño de su profesión.
al igual que lo dispuesto en el art. 5° de la ley 23.187, sobre ejercicio de
la abogacía, determi nan un respeto recíproco entre magistrados y aboga-
dos.

En el escrito de expresión de agravios (rs. 49/53, del expediente prin-
cipal) se formula una crítica al fallo del ju"ez de primera instancia que re-
sulta -más allá del acierto o no del planteo- expresada en términos correc-
tos y en ningún momento se desprende de ella la configuración de una
conducta maliciosa y temeraria que revele la intención de retardar el pro-
ceso; no resultando tampoco que a la conducta del letrado se la pueda ca-
. lificar de "infantil chicana", "reveladora de falta de respeto por el tribunal
y su noble profesión" C0l110 ha expresado el a qao.

5°) Que es doctrina de esta Corte que, descartada la malicia como mo-
tivo de la multa y no demostrada en el caso la necesaria correlación en-
tre la imputada falta de seriedad de los agravios y el propósito especial que
ti pi rica dicha causal, al sustentar la multa, en un propósito mani fiestamente
dilatorio. caracterizado sobre la base de la inconducencia de los argumen-
tos desarrollados al expresar agravios, el pronunciamiento carece de
fundamentación suficiente, y constituye una seria ofensa a la garantía de
defensa en juicio, pues al no referirse a conducta precedente alguna, con-
figura sólo un reproche por haber apelado la sentencia de primera instan-
cia (sentencia del 12 de mayo de 1988 in re: NI I I.XXII "Naya Publicidad
S.R.L. cl Nicemboim, Alberto Daniel", considerando 3°), insuficiente
como presupucsto de la sanción impugnada.

Consecuentemente, resulta arbitraria la multa impuesta allctrado dc la
parte demandada y la comunicación de la sanción al Colegio Público de
Abogados que impLica, además, un obstáculo para el libre ejercicio de la
profesión.
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Por ello, se hace lugar al recurso extraordinario y se deja sin efecto la
sentencia apelada en lo que fue materia de recurso. Agréguese la queja al
principal. Reintégrese el depósito de fs. J. Notifíquesc y oportunamente
remítanse las actuaciones al tribunal de origen.

RICARDO LEVEN E (H) - MARIANO AUGUSTO CAv AGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR - ANTONIO

BOGGIANO. o

FIDEL ROMULO MOLINA VO OBRAS SANITARIAS DE LA NACION

RECURSO EXTRAORDINARiO: Principios genemleso

Es inadmisible el recurso extraordinario interpuesto contra la séntencia que había
hecho lugar a la demanda por cobro de indemnización fundada en la ley 9688, en
cuanto a las cuestiones vinculadas a la ineapáeidad, su grado y la evaluación de la
prueba a los efectos de tcner por demostrada la relación del daño con las ta¡oeas (ar!.
280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) (1)0

RECURSO EXTRAORDINARIO: Re'luisi/(}s propios. Cues/iolles no fálemles. Sen/encías
orbilmrios. Procedencia del recurso. Def'eC/r!s en la jill7doll7ell/oc/ún 1I0mUltiHI.

Corresponde descalificar la scntencia que declaró aplicable al caso la ley 23.643,
en cuanto modificó la ley 9688, pues propone una exégesis irrazonable de la ley,
que la desvirtúa, con afectación del derecho de propiedad garantizado por la Cons-
titución Nacional, en tanto implica la aplicación retroactiva de la ley nueva a situa-
ciones jurídicas cuyas consecuencias se habían producido con anterioridad a ser
dictada (2).

(1) 5 de inayo.
(2) Causa: "Caja NaciOnal de Ahorro y Seguro en JO: N° 17.830,

Escudero, Adolfo c/Orandi y Massera S.A.", del 28 de mayo de
1991.
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El fallo judicial que impone el pago de una indemnización por un infortunio labo-
ral, sólo declara la existencia del derecho que lo funda, que es anterior a ese pro-
nunciamiento; por ello la compensación económica debe c;leterminarse conforme a
la ley vigente cuando ese derecho se concreta, lo que ocurre en el momento en que
se integra el presupuesto fáctico previsto en la norma para obtener el resarcimien-
to, con independencia de la efectiva promoción del pleito que persigue el recono-
cimiento de esa situación y de sus efectos en el ámbito jurídico (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Prillcipios generales.

Es inadínisible el recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia que había
hecho lugar a.la demanda por cobro de indemnización fundada en la ley 9688 (ar!.
280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) (Disidencia del DI'. Julio
S. Nazareno).

JOSE ESTEBAN MOLlNA v. ALBERTO MANUEL ROMANO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios generales.

Es inadmisible el recurso cxtraordinario interpueslo contra la sentencia que recha-
zó la dcmanda del peatón, víctima cn un accidente de tl'jnsito, atribuyéndole la res-
ponsabilidad exclusiva (ar1. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Na-
ción).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones /w federales. Illte/J)retacióll de
normas yacIos comunes.

Es admisible el recurso extraordinario contra la dccisión que atribuyó a la víctima
la responsabilidad exclusiva en el accidentc dc tránsito, cuando la aprcciación efec-
tuada cn la scntcncia exccde el límite de razonabilidad a que está subordinada la

(1) Causa: "Caja Nacional de Ahorro y Seguro en JO: N° 17.830,
Escudero. Adolfo c/Orandi y Masscra S.A.", del 28 de mayo de
J991.
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valoración de la prueba, lo que transgrede la adccuada exteriorización del cumpli-
miento de la garantía del debido proceso (ar!. 18 de la Constitución Nacional) (Di-
sidencia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné
O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Fal!ll de jill1dal/lentacilín suficiente.

Si bien la experiencia puede constituir un elemento importante para la solución de
un pleito, su mera invocación no constituye fundamento válido para un acto judi-
cial en los términos de la doctrina de la arbitrariedad (Disidencia de los Ores. Ma-
riano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundwnentacitÍn suficiente.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que atribuyó a la víctima la responsabi-
lidad exclusiva en cl accidente de tránsito, si se apoya cn afirmaciones dogmáticas,
dcscalificables como fundamento cxclusivo dc la decisión; máxime cuando se tra-
taba de discernir la culpabilidad de los protagonistas en un hecho ilícito (Disiden-
cia de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 11O federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. D~reclos en la ulllsideracitín de extrelllos conducellfes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que atribuyó al peatón, víctima en un ac-
t cidente de tránsito, la responsabilidad exclusiva, si omitió realizar una ponderación
razonada de la incidcncia que pudo tener la conducta de quien dirigía el rodado, a
la luz de las numerosas exigencias y precauciones contempladas en el Reglamento
General de Tránsito (ley 13.893, Títulos U a X) y, soslayó el tratamiento del plan-
teo relacionado con la transgresión del ar!. 47 de dicha norma (Disidencia de los
Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez y Eduardo Moliné O'Connar).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 5 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Malina, José Esteban cl Romano, Alberto Manuel", para decidir sobre
su procedencia.
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Considerando:

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina la presente
queja, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación).

Por eIJo, se desestima esta presentación directa. Notifíquese y
archívese.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ (en disidencia) - CARLOS S. FA YT-

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S.

NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR (en disidencia) - ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICÉPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR

DON MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ
y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala B de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Civil que confirmó la de primera instancia que había recha-
zado la demanda, la vencida interpuso el recurso extraordinario cuya de-
negación motiva la presente queja.

2°) Que en lo relativo a la aplicación de la teoría del riesgo en materia
de automotores, no se advierte, a juicio del Tribunal, un caso de arbitra-
riedad quejustifique su intervención en materias que, segú'n el art. lA de
la ley 48, son ajenas a su competencia extraordinaria.

3°) Que, por el contrario, los restantes agravios del apelante suscitan
cuestión federal'bastante para habilitar la vía intentada, pues aunque remi-
tan a-lexamen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materia
ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del art. 14 de la ley
48, ello no es óbice para quela Corte pueda conocer en un planteo de esta
índole cuando -como en el caso- la apreciación efectuada en la sentencia
excede el límite de razonabilidad a que está subordinada la valoración de
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la prueba, lo que transgrede la adecuada fundamentación de los fallos ju-
diciales como exteriorización del cumplimiento de la garantía del debido
proceso (art. 18 de la Constitución Nacional) (confr. causa: N.114.XX.
"Nervi, Renato Albino y otros cl Delfina, Rafael y otros si daños y peljui-
cios", del 26 de octubre de 1989).

4°) Que ello se ha verificado en el sub lite pues el a qua hizo suyo el
argumento del juez de grado, según el cual el actor -peatón lesionado al
intentar el cruce de una avenida por la senda de seguridad-, sería respon-
sable exclusivo del accidente a pesar de haber iniciado su marcha habili-
tado por la señal luminosa que vedaba el paso a automotores, pues el pre-
sumido funcionamiento del semáforo peatonal allí existente debería haber-
le advertido con antelación -atento a que el cambio de luces se operó para
los automovilistas cuando se promediaba el cruce- el inminente
reanudamiento del tránsito vehicular, argumento que se revela como una
apreciación meramente cónjetural sin asidero alguno en los elementos ob-
jetivos de la causa.

5°) Que aun cuanclo la experiencia del sentenciante puede constituir un
elemento importante para la solución de un pleito, su mera invocación no
constituye fundamento válido para un acto judicial en los términos de la
doctrina de esta Corte sobre arbitrariedad (autos: "Martín, Bartolomé cl
Fundación Universidad de Belgrano", M.247.XXIl., del 18 de octubre de
1988; A.602.XXIJ., "Argüello, Erminda Clementina y otros el Empresa Fe-
rrocarriles Argentinos", del 1 de marzo de 1990) de modo que, tanto la
mencionada inferencia del juez de primer grado como la hipótesis aduci-
da en la alzada sobre la supuesta advertencia de la luz amarilla -ambos jui-
cios de probabilidad basados en la observación empírica del juzgador- se
revelan tan sólo como afirmaciones dogmáticas, descalificable,s como fun-
damento exclusivo de la decisión, máxime cuando se trataba de discernir
la culpabilidad de los protagonistas en un hecho ilícito.

6°) Que, asimismo, la decisión recurrid'l omitió realizar una pondera-
ción razonada de la incidencia que pudo tener la conducta de quien diri-
gía el rodado, a la luz de las numerosas exigencias y precauciones contem-
pladas en el Reglamento General de Tránsito (ley 13.893, Títulos V a X),
y, específicamente, soslayó el tratamiento del planteo del recurrente rela-
cionado con la transgresión del arto 47 de dicha norma, cuestiones condu-
centes en el tratamiento de la controversia.
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7°) Que, en taJes condiciones, las garantías constitucionales que se di-
cen vulneradas guardan nexo directo e inmediato con lo resuelto, según lo
exige el ai't. 14 de la ley 48, por lo que corresponde hacer lugar a esta pre-
sentación directa.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto la sentencia. Con costas. Vuelvan los autos al tribunal de origen a
fin de que, por medio de quien corresponda, proceda a dictar un nuevo faJlo
con arreglo a lo expresado. Agréguesela queja al principal. Noqfíquese y
devuélvase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

ASTILLEROS COSTAGUTA S.A. v. NACION ARGENTINA (MINISTERIO DE

ECONOMJA .SEe. INT. MARITJMOS-J

RECURSO ORDINARIO DE APELAClON: Tercera ins/(Incia. Jllicios en que la Nación es parle.

Procede el recurso si el valor debatido. actualizado a la fecha de su interposición,
supera el mínimo previsto en el art. 6°, apartado aJ, del decreto-ley 1285/58, mo-
. dificado por la ley 21.708.

ACTOS PROPIOS.

Si la postura sostenida en la instaneiajudicial por la demandante se contradice con
la adoptada en sede administrativa, corresponde rechazar e.1agravio con fundamento
en la doctrina sobre los actos propios.

CONTRATOS ADMINISTRATIIIOS.'

Los princil)ios contenidos en el art. J 198 del Código Civil son aplicables en el ám-
bito de los contratos administra¡ivos.
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Es dable exigir a los contratantes un comportamiento coherente, ajeno a los cam-
bios de conducta perjudiciales, y debe desestimarse toda actuación que implique un
obrar incompatible con la confianza que merced a sus actos anteriores, seha sus-
citado en la otra parte.

CONTRATO DE OBRAS PUBLICAS.

Durante la ejec\lción del contrato el contratista debe obrar con pleno conocimien-
to de las cosas (arg. arto 902 del Código Civil) puesto que la magnitud de toda obra
pública y de los intereses le imponen actuar de modo de prever cualquier aventua-
lidad que pudiese incidir sobre sus derechos, adoptando a ese efecto las diligencias
apropiadas que exijan las circunstancias de persona, tiempo y lugar (art. 12 del
Código Civil).

CONTRATO DE OBRAS PUBLICAS.

Si la contratista incurrió en error acerca de las obligaciones contractuales asumi-.
das, éste provendría de una negligencia culpable que impide su invocación (art. 929
del Código Civil).

CONTRATO DE OBRAS PUBLICAS.

La omisión de informar a la Administración que las órdenes de compra no podían
considerarse colocadas, y cobrar el porcentaje, constituyen la conducta fraudulen-
ta prevista en el art. 50, inc ..a), de la ley 13.064. .

CONTRATO DE OBRAS PUBLICAS.

La violación al principio de buena fe contractual opera como causal de rescisión
independiente de la efectiva producción de un daño o de los créditos o débitos que
la administración tenga con el contratista.

COSTAS: f!erecho para litigar.

Corresponde imponer las cosas por su orden en atención a la complejidad y parti-
cularidades de la cuestión debatida (Disidencia parcial de los Ores. Mariano Au-
gusto Cavagna Martínez, Rodolfo C. Barra y Carlos S. Fayt).
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 12 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Astilleros Costaguta S.A. el Estado Nacional (P.E.N.
-Ministerio de Economía- Seco Int. Marítinios) si nulidad de resolución y
daños y perjuicios".

Considerando:

1°) Que I.aSala 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Conten-
cioso Administrativo Federal (fs. 792/802), confirmó parcialmente el fa-
llo dictado en primera instancia (fs. 663/678) que declaró ilegítinio el pro-
ceder del Estado Nacional al rescindir el contrato N° 52-0 celebrado con
la actora, y válida la rescisión de los contratos 59-0 y 72-0, di firiendo para
la etapa de ejecución de sentencia la determinación de los daños y perjui-
cios causados a la demandante. Asimismo, modificó lo relativo a la impo-
sición de costas, cuyo régimen supeditó a lo que resultara de ese trámite
procesal.

2°) Que contra tal pronunciamiento la actora interpuso recurso OJ'dina-
rio de apelación, que le fue concedido, y cs formalmente procedente toda
vez que se trata de una sentencia definitiva dictada en una causa en que la
Nación es partc, y el valor debatido, actualizado a la fecha de la interpo-
sición dcl recurso, supcra el mínimo previsto por cl art. 6°), apartado a),
del dccrcto-Iey 1285/58, modificado por la ley 21,708 y la resolución de
esta Corte N° 1242/88.

3°) Que para resolver como lo hizo, la cámara tuvo en cuenta que la
causal de rescisión que motivó las resoluciones administrativas 240/76 y
su confirmatoria 53/79, fue la de fraude del contratista, hipótesis que a su
juicio se tipifica cuando existe un comportamicnto de aquél contrario al
principio de buena fe objetiva, aplicable a los contratos de obra pública,
y quc, acaecida, autoriza la rescisión del convenio. Asimismo, el a qU(}

ponderó que para que se configure tal supuesto no es necesaria la efecti-
va producción de un daño o quc tal conducta incida sobre la calidad de la
obra pues, en ciertas situacioncs, el fraude pu.ede veri ficarse por la percep-
ción indebida de fondos de mala fe o por maniobras tendientes a obtener
pagos de esa índole, y la pérdida de confianza que ello acarrea se COIllU-



DE JUSTICIA DE LA NACION

:1IS

893

nica a todas las relaciones que el mismo contratista mantenga con la ad-
ministración.

4°) Que el tribunal de la instancia anterior descartó la nulidad de la res-
cisión dispuesta, que la recurrente fundó en la incompetencia del funcio-
nario que la dictó por haberse excedido éste de los términos del recurso
administrativo planteado, con la consecuente violacion de las disposicio-
nes de la ley 19.549, del decreto 1759/72 y de la garantía de defensa en
juicio consagrada en la Constitución Nacional. Para ello estimó que la re-
solución 53/79 no modificó sino que ratificó la 240/76 y que en el dicta-
men que precedió a esta última se incluyó, como elemento de cargo de la
rescisión aconsejada, lo relativo a la inexistencia de colocación de las ór-
denes de compra. A su vez, expresó que de acuerdo con el art. 7°, inc. c),
de la ley de procedimientos administrativos, el órgano interviniente debía
decidir sobre las peticiones formuladas e involucrar otras no propuestas,
previa audiencia del interesado y siempre que ello no afectara derechos
adquiridos. Por tal motivo concluyó en que, aún cuando se admitiera por
vía de hipótesis que se introdujo una cuestión no propuesta por el intere-
sado al resolver el recurso, sin habérsele otorgado la audiencia prevista en
la ley, la oportunidad de alegar los fundamentos fácticos y jurídicos con-
cernientes a este aspecto durante la sustanciación del proceso judicial,
excluyó toda posibilidad de violación al derecho de defensa en juicio.

5°) Que en lo atinente a si existió O no colocación de las órdenes de
compra y perfeccionamiento de los contratos con la firma Stork, la cámara
sostuvo que el juez de primer grado no omitió expedirse sobre ese punto
sino que IQ resolvió a partir de las cláusulas contractuales y sin seguir el
dictamen del perito en la medida en que el experto pretendió extraer con-
secuencias jurídicas de los elementos analizados en su informe, lo cual
constituía una tarea ajena a su labor.

. Respecto del contrato 59-O, ponderó que la firma Stork rechazó el I I
de junio de 1975 la orden de compra que le había remitido la actora el 9
de ese mes y año, por lo que a su entender debía concluirse en que no hubo
aceptación de la oferta y que la contratista, pese a conocer ese rechazo del
proveedor, obtuvo la certi ficación del 2,5% correspondiente a la coloca-
ción de la orden de compra el 19 de septiembre de 1975, es decir, tres
meses después.
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En cuanto al contrato 72-0 el a qua consideró que a raíz de la orden de
compra que en marzo de j 975 la demandante había enviado a la firma
Stork, ésta ubicó los cuatro motores en su línea de producción y se puso
a disposición de la otra parte para perfeccionar el convenio a la brevedad,
de acuerdo con los términos de la oferta, pero que finalmente el contrato
no se firmó, pues el 11 de junio de 1975 el proveedor notificó a la actora
que no podía aceptar la orden de compra, comunicación que fue recibida
por aquélla al día siguiente. A ello agregó que, aun aceptando que el acuer-
do se hubiera materializado, 10 cierto es que cuando se libró la orden de .
pago, el 12 de junio de 1975, y más todavía cuando se percibió su impor-
. te, era evidente qúe la orden de compra no había sido colocada.

Por lo expuesto, el tribunal de alzada concluyó en que la empresa no
había ajustado su conducta al deber de lealtad y buena fe que la relación
contractual le imponía, pues ante la situación planteada era necesario in-
formar a la administración la inexistencia de causa habilitante de los pa-
gos relativos a la colocación de órdenes de compra, ya que a ella incum-
bía resolver, en definitiva, acerca del destino de tales fondos. Por último,
añadió que la conducta de la actora al percibir el citado porcentaje sin que
concurriera el presupuesto contemplado en las previsiones contractuales
para eJlo y al haber ocultado tal circunstal1cia a la comitente, era reprocha-
ble y de suficiente gravedad como para legitimar la rescisión de los con-
tratos 59-0 y 72-0.

6°) Que la cámara consideró que los certificados emitidos para el pago
del porcentaje antes mencionado, importaban en sentido negocial una de-
claración de conocimiento. por lo que.de mediar error en la certificación,
inducido por la actividad del particular, tales actos eran naturalmente re-
vocables, circunstancia que ocurrió implícitamente en el sub lite con el
dictado de las resoluciones 240/76 y su confirmatoria 53/79. Por lo demás,
el sentenciantejuzgó que, según las cláusulas contenidas en los pliegos de
la licitación, los certificados constituían, en todos los casos, documentos
provisionales para pagos a cuenta, sujetos a posteriores rectificaciones
hasta tanto se produjera la liquidación final y ésta fuera aprobada por la
autoridad competente.

7°) Que el a qua sostuvo que -pese a su criterio sobre la fuerza
expansiva que la causal de fraude, en los términos del art. 50, inc. a), de
la ley 13.064, exhibía respecto de otras relaciones contractuales que man-
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tuviera con la administración el contratista incurso en ella- los términos
estrictos del memorial dcl Estado obstaban a la aplicación de aquel tem-
peramento al contrato N° 52-O.

8°) Que, finalmente, la cámara estimó que no era dudoso que las par-
tes hubieran acordado trasladar a la etapa de ejecución de sentencia el exa-
men de la existencia y prueba de los daños, de la pertinencia o impertinen-
cia de la reparación y de su significación económica concreta; ello sin per-
juicio de señalar que la sentencia de primera instancia no se había pronun-
ciado específicamente respecto de la procedencia de cada uno de los ca-
pítulos, los cuales por propia decisión de las partes, deberían ser sustan-
ciados en la etapa procesal indicada y resueltos conforme a las prescri p-
ciones contractuales y las disposiciones de la ley 13.064, a partir de la for-
ma en que resolvía en la causa respecto de lo principal.

9°) Que la actora se agravia en la medida en que no se hace lugar a su
queja relativa a que existió exceso de competencia apelada en sede admi-
nistrativa que vició de nulidad la resolución N° 53/79, por cuanto en ésta
se volcaron los argumentos utilizados en la resolución impugnada para
fundar el cargo de duplicidad de pagos, con el fin de sostener el concer-
niente a la falta de colocación de las órdenes de compra.

10) Que la resolución 240/76 tuvo en cuenta para disponer la rescisión
de los contratos el dictamen producido por la Dirección General de Asun-
tos Jurídicos, en el cual bajo el ítem" 1.2.3. Ordenes de Compra. Motores
Propulsores. Obras 72-0 y 59-O, se estableció que "nunca se perfeccionó
la compra de los motores y a pesar de haber recibido el astillero las sumas
arriba indicadas, ni siquiera puso en conocimiento de la repartición de tales
circunstancias hasta la fecha, configurando su actitud una conducta ilegí-
tima, ya que se beneficia con el usufructo de las sumas percibidas sin
haberlas destinado al fin [,ijado" (confr. fs. 58 del expte. 17.953201.114/
74, Cde. 32, Reconstrucción de Cuerpo 1 - Resol. S.E.I.M. N° 503).

Dicho criterio aparece receptado en la resolución 240/76 que tuvo en
cuenta ese dictamen para declarar la rescisión; a lo que cabe agregar que
la propia actora, al fundamentar su recurso de revocatoria ([s. 389/406, en
especial fs. 396, punto E) y alegar en sede administrativa (fs. 525/532), se
hiio cargo de las imputaciones que se le formularon sobre la inexistencia
de colocación de órdenes de compra, aportando en su defensaelementos
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de juicio similares a los vertidos posteriormente en sede judicial, por en-
tender que, al fundarse la resolución impugnada en los términos del dic-
tamen que la precedió, era necesario rebatir los argumentos contenidos en
éste para lograr su revocación.

I 1) Que, en esas condiciones, no cabe duda de qUe, al dictar la resolu-
ción 53/79 confirmando su anterior 240/76, el órgano apelado decidió
cuestiones efectivamente comprendidas en el recurso interpuesto; y la
postura sostenida en la instancia judicial por la demandante se contradi-
ce con la adoptada en sede administrativa, lo cual permite rechazar este
agravio con fundamento en la doctrina sobre los actos propios (Fallos:
300:909; 308:72; resolución del 17 de agosto de 1989 in re: S.291 XX.
"Santiago del Estero, Provincia de cl Estado Nacional y/o Yacimientos
Petrolíferos Fiscales sI acc. declarativa"; entre otros).

12) Que tampoco es admisible que la cámara se haya apartado de los
términos de la relaciÓn procesal, admitiendo una defensa no alegada por
las partes, al determinar que existió violación al principio de buena fe en
lo concerniente al cargo vinculado con la falta de colocación de las órde-
nes de compra. Ello es así pues para valorar la legitimidad de la rescisión
dispuesta con fundamento en la causal de fraude del contratista, era nece-
sario apreciar su conducta y la intencionalidad que de ésta se desprendía,
con lo cual no puede sostenerse válidamente que el tema haya sido ajeno
al objeto debatido en el proceso.

13) Que, en lo relacionado con la colocación de las órdenes de compra,
el astillero insiste en que los contratos con la firma Stork fueron perfeccio-
nados en los términos del art. I 154 del Código Civil, por lo que aquéllas
quedaron colocadas y la percepción de los importes correspondientes fue
legítima. A Jo expuesto, la recurrente agrega que no tenía obligación algu-
na de informar a la administración el incumplimiento de su proveedor, toda
vez que el pago del porcentaje del 2,5% estaba supeditado pura y exclu-
sivamente a la colocación de las órdenes de compra y no a la efectiva ad-
quisición de los motores, con lo cual intenta demostrar que este último
tema es ajeno a la litis y que ninguna influencia tiene para la solución del
pleito que el art. 9° del pliego de cláusulas especiales impusiera a la em-
presa el deber de informar a la comitente la actitud asumida por la firma
Stork.
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14) Que, de acuerdo con las cláusulas contractuales, se requería la co-
locación de la orden de compra para percibir el porcentaje del 2,5% esta-
blecido cn el artículo 4° del aviso y características fundamentales de la
licitación (1's. 16 de la carpeta de antecedentes varios -anexo I1- expte.
201.1 14/74, Cde. 32). No obstante la claridad de esas normas, las partes
difieren en el alcance quc cabe asignar al término "colocación" y a partir
de esa distinta inteligencia sustentan sus posiciones encontradas.

15) Que, según el arl. 1198 del Código Civil, los contratos deben ce-
lebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo con lo que
verosímilmente las partes entendieron o pudieron entender, obrando con
cuidado y previsión, principios aplicables al ámbito de los contratos admi-
nistrativos conforme a la jurisprudencia de esta Corte (confr. sentencia del
9 dejunio de 1988, in re: J.88.xXI. ".luan Manuel de Vida eHijos S.C.A.
c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ nulidad de resolución" y sus citas).
Por ser ello así, es dable exigir a los contratantes un comportamiento co-
herente, ajeno a los cambios de conducta perjudiciales, y debe desesti-
marse [oda actuación que implique un obrar incompatible con la confian-
za que -mcrced a sus actos anteriores- se ha suscitado en la otra parle. A
la luz de esos principios debe analizarse la situación planteada en autos.

16) Que la recurrente acepta que la colocación de las órdenes de COl11-

pra era presupuesto necesario para el cobro del porcentaje del 2,5%, es
dccir, que en la medida en que esa circunstancia efectivamente se verifi-.
cara, ella tendría derecho a exigir el pago de esa suma de acuerdo con el
contrato celebrado y. en caso contrario, carecería de derecho alguno a esos
efectos.

17) Que, más allá de si los contratos entre el astillero y su proveedor se
peri"cccionaron. lo cierto es que la actora percibió el importe de los certi-
ficados euando ya conocía la voluntad de la firma Stork de no dar cumpli-
miento a la entrega de los motores, lo cual obstaba a su derecho de cobrar
esos fondos por no haberse verificado la condición a la cual había queda-
do supeditada su cxistencia. Ello cs así pues ante la actitud adoptada por
el provecdor no era razonable entender que las órdenes de compra aún es-
taban colocadas. ya que esa inteligencia supondría que la exigencia con-
tenida en las cláusulas contractuales era una mera formalidad carente de
contenido real.
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18) Que, frente a esa situación y teniendo en cuenta que el art. 9.1 de
las cláusulas especiales (fs. 44 de la carpeta de antecedentes varios -anexo
1I- expte. 201.114/74, Cde. 32) imponía a la contratista la obligación de
comunicar a la repartición por escrito cualquier hecho que pudiera afec-
tar el cumplimiento del contrato, aquélla debió informar la actitud asumida
por la firma Stork a la administración con el fin de que ésta pudicra deci-
dir el temperamento a adoptar respecto del pago del porcentaje supra ci-
tado. Sobre el punto, ha sostenido esta Corte que durante la ejecución del
contrato el contratista debe obrar con pleno conocimiento de las cosas (arg.
art. 902 del Código Civil) puesto que la magnitud de toda obra pública y
de los intereses en ella en juego, le imponen actuar de modo de prever cual-
quier eventualidad que pudiese incidir sobre sus derechos, adoptando a ese
efecto las diligencias apropiadas que exijan las circunstancias de persona,
tiempo y lugar (art. 512 del Código Civil; doctrina de Fallos: 300:273); y
si la actora incurrió en error acerca de las obligaciones contractuales asu-
midas, éste provendría de una negligencia culpable que impide su invoca-
ción (art. 929 del Código Civil; Fallos: 303:323, considerando 10).

19) Que, por lo expuesto, corresponde concluir en que la actitud del
astillero al cobrar el porcentaje del 2,5% cuando conocía que las órdenes
de compra no podían en ese entonces considerarse colocadas y la omisión
de informar esa circunstancia a la administración, constituyen la conduc-
ta fraudulenta prevista en el art. 50, inc. a), de la ley 13.064, pues el cita-
do ocultamiento originó que la actora obtuviera el pago indebido de esos
fondos.

20) Que tampoco puede admitirse que dicho comportamiento carezca
de gravedad suficiente para fundar la rcscisión dispuesta sobre la base de
afirmar que la administración adeudaba a la actora una suma quince veces
superior a la retenida. Tal razonamiento no es válido en la medida en que
se advierte que está basado en cálculos efectuados por la propia demandan-
te, ya que en el pleito se difirió a la etapa de ejecución de sentencia -de
acuerdo con lo convenido entre las partes- lo relativo a la existencia y prue-
ba de los dailos, a la pertinencia de la reparación ya la significación eco-
nómica concreta del reclamo. A lo que cabe agi'egar que la violación al
principio de buena fe contractual opera como causal de rescisión indepen-
diente de la efectiva producción de un daño o de los créditos o débitos que
la administración tenga con la contratista.
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21) Que también debe descartarse la existencia de autocontradicción en
el pronunciamiento impugnado y que la demandante funda en que, por un
lado el a qua afirma el criterio de la fuerza expansiva de la causal de fraude
a los restantes contratos que la administración tenía con la actora, y por el
otro, declara la ilegitimidad de la rescisión de contrato 52-O. Los funda-
mentos de carácter procesal aportados por la cámara que obstaron a la apli-
cacióri de su tesis acerca del efecto comunicante antes expuesto, son su-
ficientes para desestimar la autocontradicción impetrada.

22) Que la recurrente insiste en que la emisión de los certificados cons-
tituyó un reconocimiento por parte de la administración de que las órde-
nes de compra habían sido colocadas. Tal argumento no es válido para
variar la conclusión a que llegó el a qua si se advierte que el reproche que
se formula al astillero no es que al momento de presentar los certificados
no estaba cumplido el presupuesto contractual sino que -como se dijo
precedentemente- al tiempo del cobro de esos documentos aquél conocía
que tales órdenes de compra no habían quedado concertadas y ocultó esa
circunstancia a la administración con el fin de cobrar los fondos. De ello
se sigue que ningún reconocimiento pudo existir por parte del Estado Na-
cional al admitir la certificación presentada por el contratista, ya que en su
momento no se había consumado la conducta reprochada a la actora.

23) Que, por último, lo relativo al reajuste de cuentas que pretende la
demandante deberá ser objcto de examen en la etapa de ejecución de sen-
tencia, tal como lo resolvieron las partes durante el proceso y lo admitió
el a qua; a lo que cabe agregar que las afirmaciones que se formulan en el
memorial sobre este punto ninguna influencia tienen sobre el criterio ex-
puesto en los considerandos que anteceden. .

Por ello, se confirma la sentencia apelada, con costas (artículo 68, pri-
mera parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).
Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVEN E (H) - MARIANO AUGUSTO CAvAGNA MARTÍNEZ (en disidencia
parcia!) - RODOLFO C. BARRA (en disidencia parcia!) - CARLOS S. FA YT (en
disidencia parcia!) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - ANTONIO BOGGIANO.
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DISIDENCIA PARCIAL DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO

AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ, DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR

DON RODOLFO C. BARRA y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FA YT

Considerando:

1°) Que la Sala 1de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Conten-
cioso Administrativo Federal (fs. 792/802), confirmó parcialmente el fa-
llo dictado en primera instancia (fs. 663/678) que declaró ilegítimo el pro-
ceder del Estado Nacional al rescindir el contrato N° 52-0 celebrado con
la actora, y válida la rescisión de los contratos 59-0 y 72-0, difiriendo para
la etapa de ejccución la sentencia la determinación de los daños y perjui-
cios causados a la demandante. Asimismo, modificó lo relativo a la impo-
sición de costas, cuyo régimen supeditó a lo que resultara de ese trámite
procesal. .

2°) Que contra tal pronunciamiento la actora interpuso recurso OI'dina-
rio de apelación, que le fue concedido, y es formalmente procedente toda
vez que se trata de una sentencia definitiva dictada en una causa en que la
Nación es parte, y el valor debatido, actualizado a la fecha de la interpo-
sición del recurso, supera el mínimo previsto por el arl. 6°), apartado a),
del decreto-ley 1285/58, modificado por la ley 21.708 y la resolución de
esta Corte N° 1242/88.

3°) Que para resolver como lo hizo, la cámara tuvo en cuenta que la
causal de rescisión que motivó las resoluciones administrativas 240/76 y
su confirmatoria 53/79, fue la de fraude del contratista, hipótesis que a su
juicio se tipifica cuando existe un comportamiento de aquél contrario al
principio de buena fe objetiva, aplicable a los contratos de ob;'a pública,
y que, acaecida, autoriza la rescisión del convenio. Asimismo, el a qua
ponderó que para que se configure tal supuesto no es necesaria la efecti-
va producción de un daño o que tal conducta incida sobre la calidad de la
obra pues, cn ciertas situaciones, el fraude puede verificarse por la percep-
ción indebida de fondos de mala fe o por maniobras tendientes a obtener
pagos de esa índole, y la pérdida de confianza que ello acarrea se comu-
nica a todas las relaciones que el mismo contratista mantenga con la ad-
ministración.
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4°) Que el tribunal de la instancia anterior descartó la nulidad de la res-
cisión dispuesta, que la recurrente fundó en la incompetencia del funcio-
nario que la dictó por haberse excedido éste de los términos del recurso
administrativo planteado, con la consecuente violación de las disposicio-
nes de la ley 19.549, del decreto 1759/7,2 y de la garantía de defensa en
juicio consagrada en la Constitución Nacional. Para ello estimó que la re-
solución 53/79 no modificó sino que ratificó la 240/76 y que en el dicta-
men que precedió a esta última se incluyó, como elemento de cargo de la
rescisión aconsejada, lo relativo a la inexistencia de colocación de las ór-
denes de compra. A su vez, expresó que de acuerdo con el art. 7°, inc. c),
de la ley de procedimientos administrativos, el órganointerviniente debía
decidir sobre las peticiones formuladas e involucrar otras no propuestas,
previa audiencia del interesado y siempre que ello no afectara derechos
adquiridos. Por tal motivo concluyó en que, aún cuando se admitiera por
vía de hipótesis que se introdujo una cuestión no propuesta por el intere-
sado al resolver el recurso, sin habérsele otorgado la audiencia prevista en
la ley, la oportunidad de alegar los fundamentos fácticos y jurídicos con-
cernientes a este aspecto durante la sustanciación del proceso judicial,
excluyó toda posibilidad de violación al derecho de defensa en juicio.

5°) Que en lo atinente a si existió o no colocación de las órdenes de
compra y perfeccionamiento de los contratos con la firma Stork, la cámara
sostuvo que el juez de primer grado no omitió expedirse sobre ese punto
sino que lo resolvió a partir de las cláusulas contractuales y sin seguir el
dictamen del perito en la medida en que el experto pretendió extmer con-
secuencias jurídicas de los elementos analizados en su informe, lo cual
constituía una tarea ajena a su labor.

Respecto del contrato 59-O, ponderó que la firma Stork rechazó el ] 1
de junio de 1975 la orden de compra que le había remitido la actora el 9
de ese mes y año, por lo que a su entender debía concluirse en que no hubo
aceptación de la oferta y que la contratista, pese a conocer ese rechazo del
proveedor, obtuvo la certificación del 2,5% correspondiente a la coloca-
ción de la orden de compra el 19 de septiembre de 1975, es decir, tres
meses después.

En cuanto al contrato 72-0, el a qua consideró que a raíz de la orden
de compra que en marzo de 1975 la demandante había enviado a la firma
Stork, ésta ubicó los cuatro motores en su línea de producción y se puso
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a disposición de la otra parte para perfeccionar el convenio a la brevedad,
de acuerdo con los términos de la oferta, pero que finalmente el contrato
no se firmó, pues el II dejunio de 1975 el proveedor notificó a la actora
que no podía aceptar la orden de compra, comunicación que fue recibida
por aquélla al día siguiente. A elJo agregó que, aun aceptando que el acuer-
do se hubiera materializado, 10 cierto es que cuando se libró la orden de
pag,o, el 12 de junio de 1975, y más todavía cuando se percibió su impor-
te, era evidente que la orden de compra no había sido colocada.

Por 10 expuesto, el tribunal de alzada concluyó en que la empresa no
había ajustado su conducta al deber de lealtad y buena fe que la relación
contractual le imponía. pues ante la situación planteada era necesario in-
formar a la administración la inexistencia de causa habilitante de los pa-
gos relativos a la colocación de órdenes de compra, ya que a ella incum-
bía resolver. en definitiva, acerca del destino de tales fondos. Por último,
añadió quela conducta de la actora al percibir el citado porcentaje sin que'
concurriera el presupuesto contemplado en las previsiones contractuales
para ello y al haber ocultado tal circunstancia a la comitente, era reprocha-
ble y de suficiente gravedad como para legitimar la rescisión de los con-
tratos 59-0 y 72-0.

6°) Que la cámara consideró que los certificados emitidos para el pago
del porcentaje antes mencionado, importaban en sentido negocial una de-
claración de conocimiento, por lo que de mediar error en la certificación,
inducido por la actividad del particular, tales actos eran naturalmente re-
vocables, circunstancia que ocurrió implícitamente en el sub lite con el
dictado de las resoluciones 240/76 y su confirmatoria 53/79. Por lo demás,
el sentenciante juzgó que, según las cláusulas contenidas en los pliegos de
la liciiación, los certificados constituían, en todos Jos casos, documéntos
provisionales para pagos a cuenta. sujetos a posteriores rectificaciones
hasta tanto se produjera la liquidación final y ésta fuera aprobada por la
autori dad. ~ompetent~.

7°) Que el a qua sostuvo que -pese a su criterio sobre la fuerza
expansiva que la causal de fraude, en los términos del art. 50, inc. a), de
la ley 13.064, exhibía respecto de otras relaciones contractuales que man-
tuviera con la administración el contratista incurso en ella- los términos
estrictos del memorial del Estado obstaban a la aplicación de aquel tem-
peramento al contrato N° 52-O.
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8°) Que, finalmente, la cámara estimó que no era dudoso que las par-
tes hubieran acordado trasladar a la etapa de ejecución de sentencia el exa-
men de la existencia y prueba de los daños, de la pertinencia o impertinen-
cia de la reparación y de su significación económica concreta; ello sin per-
juicio de señalar que la sentencia de primera instancia no se había pronun-
ciado específicamente respecto de la procedencia de cada uno de los ca-
pítulos, los cuales por propia decisión de las partes, deberían ser sustan-
ciados en la etapa procesal indicada y resueltos conforme a las prescrip-
ciones contractuales y las disposiciones de la ley 13.064, a partir de la for-
ma en que resolvía en la causa respecto de lo principal.

9°) Que la actora se agravia en la medida en que no se hace lugar a su
queja relativa a que existió exceso de competencia apelada en sede admi-
nistrativaque vició de nulidad la resolución N° 53/79, por cuanto en ésta
se volcaron los argumentos utilizados en la resolución impugnada para
fundar el cargo de duplicidad de pagos, con el fin de sostener el concer-
niente a la falta de colocación de las órdenes de compra.

IO)Que la resolución 240/76 tuvo en cuenta para disponer la rescisión
de los contratos el dictamen producido por la Dirección General de Asun-
tos Jurídicos, en el cual bajo el ítem "1.2.3. o.rdenes de Compra. Motores
Propulsores. o.bras 72-0. y 59-0.", se estableció que "nunca se perfeccio-
nó la compra de los motores y a pesar de haber recibido el astillero las su-
mas arriba indicadas, ni siquiera puso en conocimientO de la repartición de
tales circunstancias hasta la fecha, configurando su actitud una conducta
ilegítima, ya que se beneficia con el usufructo de las sumas percibidas sin
haberlas destinado al fin fijado" (confr. fs. 58 del expte. 17.953201.114/
74, Cde. 32, Reconstrucción de Cuerpo 1- Resol. S.E.I.M. N° 503).

Dicho criterio aparece receptado en la resolución 240/76 que tuvo en
cuenta ese dictamen para declarar la rescisión; a lo que cabe agregar que
la propia actora, al fundamentar su recurso de revocatoria (fs. 389/406, cn
especial fs. 396, punto E) y alegar en sede administrativa (fs. 525/532), se
hizo cargo de las imputaciones que se le formularon sobre la inexistencia
de cólocación de órdenes de compra, aportando en su defensa elementos
de juicio similares a los vertidos posteriormente en sede judicial, por en-
tender que, al fundarse la resolución impugnada en los términos del dic-
tamen que la precedió, era necesario rebatir los argumentos contenidos en
éste para lograr su revocación.
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11) Que, en esas condiciones, no cabe duda de que, al dictar la resolu-
ción 53/79 confirmando su anterior 240/76, el órgano apelado decidió
cuestiones efectivamente comprendidas en el recurso interpuesto; y la
postura sostenida en la instancia judicial por la demandante se contradi-
ce con la adoptada en sede administrativa, lo cual permite rechazar este
agravio con fundamento en la doctrina sobre los actos propios (Fallos:
300:909; 308:72; resolución del 17 de agosto de 1989 in re: S.291 XX.
"Santiago del Estero, Provincia de cl Estado Nacional y/o Yacimientos
Petrolíferos Fiscales si acc. declarativa"; entre otros).

12) Que tampoco es admisible que la cámara se haya apartado de los
términos de la relación procesal, admitiendo una defensa no alegada por
las partes, al determinar que existió violación al principio de buena fe en
lo concerniente al cargo vinculado con la falta de colocación de las órde-
nes de compra. Ello es así pues para valorar la legitimidad de la rescisión
dispuesta con fundamento en la causal de fraude del contratista, era nece-
sario apreciar su conducta y la intencionalidad que de ésta se desprendía,
con 10 cual no puede sostenerse válidamente que el tema haya sid.o ajeno
al objeto debatido en el proceso.

13) Que, en lo relacionado conla colocación de las órdenes de compra,
el astillero insiste en que los contratos con la firma Stork fueron perfeccio-
nados en los términos del art. 1154 del Código Civil, por lo que aquéllas
quedaron colocadas y la percepción de los importes correspondientes fue
legítima. A 10 expuesto, la recurrente agrega que no tenía obligación algu-
na de informar a la administración el incumplimiento de su proveedor, toda
vez que el pago del porcentaje del 2,5% estaba supeditado pura yexclu-
sivamente a la colocación de las órdenes de compra y no a la efectiva ad-
quisición de' los motores, con lo cual intenta demostrar que este último
tema es ajeno a la litis y que ninguna influencia tiene para la solución del
pleito que el art. 9° del pliego de cláusulas especiales impusiera a la em-
presa el deber de informar a la comitente la actitud asumida parla firma
Stork.

14) Que. de acuerdo con las cláusulas contractuales. se requería la co-
locación de la orden de compra para percibir el porccntaje del 2.5% esta-
blecido en el artículo 4° del aviso y características fundamentales de la
licitación (1"s. 16 de la carpeta de antecedentes varios -anexo II- expte.
201.114/74, Cde. 32). No obstante la claridad de esas normas, las partes
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difieren en el alcance que cabe asignar al término "colocación" y a partir
de esa distinta inteligencia sustentan sus posiciones encontradas.

15) Que, según el art. 1198 del Código Civil, los contratos deben Ce-
lebrarse, interpretarse y ejecutarse de'buena fe y de acuerdo con lo que
verosímilmente las partes entendieron o pudieron entender, obrando con
cuidado y previsión, principios aplicables al ámbito de los contratos admi-
ni strati vos conforme a la jurisprudencia de esta Corte (confr. sentencia del
9 dejunio de 1988. in re: J.88.XXI. "Juan Manuel De Vida e Hijos S.C.A.
cl Dirección Nacional de Vialidad si nulidad de resolución" y sus citas).
Por ser ello así, es dable exigir a los contratantes un comportamiento co-
herente, ajeno a los cambios de conducta perjudiciales, y debe desesti-
marse toda actuación que implique un obrar incompatible con la confian-
za que -merced a sus actos anteriores- se ha suscitado en la otra parte. A
la luz de esos principios debe analizarse la situación planteada en autos.

16) Que la recurrente acepta que la colocación de las órdenes de com-
pra era presupuesto necesario para el cobro del porcentaje del 2,5%, es
decir. que en la medida en que esa circunstancia efectivamente se verifi-
cara, ella tendría derecho a exigir el pago de esa suma de acuerdo con el
contrato celebrado y, en caso contrario. carecería de derecho alguno a esos
efectos.

17) Que, más allá de si los contratos entre el astillero y su proveedor se
perfeccionaron, lo cierto es que la actora percibió el importe de los certi-
ficados cuando ya conocía la voluntad de la firma Stork de no dar cumpli-
miento a la entrega de los motores, lo c)Jal obstaba a su derecho de cobrar
esos fondos por no haberse verificado la condición a la cual había queda-
do supeditada su existencia. Ello es así pues ante la actitud adoptada por
el proveedor no era razonable entender que las órdenes de compra aún es-
taban colocadas, ya que esa inteligencia supondría que la exigencia con-
tenida en las cláusulas contractuales era una mera formalidad carente de
cn nten ido real.

18) Que. frente a esa situación y teniendo en cuenta que el art. 9.1 de
las cláusulas especiales (fs. 44 de la carpeta de antecedcntes varios -anexo
Il- expte. 20 l. l 14/74. Cde. 32) imponía a la contratista la obligación de
comunicar a la repartición por escrito cualquier hecho que pudiera afec-
tarel cumplimiento del contrato, aquélla debió informar la actitud asumida
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por la firma Stork a la administración con el fin de que ésta pudiera deci-
dir el temperamento a adoptar respecto dcl pago del porcentaje supra ci-
tado. Sobre el punto, ha sostenido esta Corte que durante la ejecución del
contrato el contratista debe obrár con pleno conocimiento de las cosas (arg.
arto 902 del Código Civil) puesto que la magnitud de toda obra pública y
de los intereses en ella en juego, le imponen actuar de modo de prever cual-
quier eventual idad que pudiese incidi r sobre sus derechos, adoptando a ese
efecto las diligencias apropiadas que exijan las circunstancias de persona,
tiempo y lugar (art. 512 del Código Civil; doctrina de Fallos: 300:273); y
si la actora incurrió en error acerca de las obligaciones contractuales asu-
midas, éste provendría de una negligencia culpable que impide su invoca-
ción (ar!. 929 del Código Civil; Fallos: 303:323, considerando 10).

19) Que, por lo expuesto, corresponde incluir en que la actitud del as-
ti Ilcro al cobrar el porcentaje del 2,5% cuando conoCÍa que las órdenes de
compra no podían en ese entonces considerarse colocadas y la omisión de
informar esa circunstancia a Laadministración, constituyen la conducla
fraudulenta prevista en el art. 50, inc. a), de la ley 13.064, pues el citado
ocultamiento originó que la actora obtuviera el pago indebido de esos fon-
dos.

20) Que tampoco puede admitirse que dicho comportamiento carezca
de gravedad suficiente para fundar la rescisión dispuesta sobre la base de
afirmar que la administración adeudaba a la actora una suma quince veces
superior a la retenida. Tal razonamiento no es válido en la medida en que
se advierte que está basado en cálculos efectuados por la propia demandan-
te, ya que en el pleito se difirió a,la etapa de ejecución de sentencia -de
acuerdo con lo convenido entre las partes- lo relativo a la existencia y prue-
ba de los daños, a la pertinencia de la reparación y a la significación eco-
nómica concreta del reclamo. A lo que cabe agregar que la violación al
Vincipio de buena fe contractual opera como causal de rescisión indepen-
diente de laefectiva producción de un daño o de los créditos o débitos que
la administración tenga con la contratista.

21) Que también debe descartarse"la existencia de autocontradicción en
el pronunciamiento impugnado y que la demandante funda en quc, por un
lado el ({qllO afirma cl critcrio de la fuerza expansiva de la causal de fraude
a los rcstantes contratos que la administración tenía con la aclora, y por el
otro, declara la ilegitimidad de la rescisión del contrato 52-O. Los funda-



DE JUSTICIA DE LA i\ACIOI<

.115

907

mentas de carácter procesal aportados por la cámara que obstar~n a la apli-
cación de su tesis acerca del efecto comunicante antes expuesto, son su-
ficientes para desestimar la autocontradiceión impetrada,

22) Que la recurrente insiste en que la emisión de los certificados cons-
tituyó un reconocimiento por parte de la administración de que las órde-
nes de compra habían sido colocadas. Tal argumento no es válido para
variar la conclusión a que llegó el a qua si se advierte que el reproche que
se formula al astillero no es que al momento de presentar los certificados
no estaba cumplido el presupuesto contractual sino que -como se dijo
precedentemente- al tiempo del cobro de esos documentos aquél conocía
que tales órdenes de compra no habían quedado concertadas y ocultó esa
circunstancia a la administración con el fin de cobrar los fondos. De ello
se sigue que ningún reconocimiento pudo existir por parte del Estado Na-
cional al admitir la certificación presentada por el contratista, ya que en su
momento no se había consumado la conducta reprochada a la actora.

23) Que, por último, lo relati va al reajuste de cuentas que pretende la
demandante deberá ser objeto de examen en la etapa de ejecución de sen-
tencia, tal como lo resolvieron las partes durante el proceso y lo admitió
el a qua; a lo que cabe agregar que las afirmaciones que se formulan en el
memorial sobre este punto ninguna influencia tienen sobre el criterio ex-
puesto en los considerandos que anteceden.

Por ello, se confirma la sentencia apelada. Costas por su orden, en aten-
ción a la complejidad y particularidades de la cuestión debatida.
NOlifíquese y devuélvase.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT
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ARPEMAR S.A. P.C. E 1. y OTROS

TRIIJUNALES ADMINISTRATIVOS.

Son válidas las normas legales que, al regular materias específicas de su
incumbencia, han inslituido procedimientos administrativos, atribuyendo compe-
tencia a ciertos órganos -centralizados o no- para establecer hechos y aplicar san-
ciones con la condición deque se prcserve una revisión judicial suficiente de las
decisiones así adoptadas.

TRIBUNALES ADMINISTRA TI VOs.

I~esulta irrelevante que la propia ley establezca que el monto de las multas deter-
minadas por condenas firmcs ingresen a las arcas del mismo organismo si el requi-
sito obvio para que ello suceda es que, o bien se haya consentido la resolución ad-
ministrativa, o bien ésta haya sido confirmada por un tribunal jurisdiccional inde-
pcndiente.

CONSTlTUCION NACIONAL: ClIlISlil/lcirll1(1lid(ld e illcmlslil/lcillll(llid(ld. Leyes IllIclOII(lles.

El an. 8° de la ley 19.:159 no es inconstitucional.

DELEGACION DE ATRIBUCIONES LEGISLATIVAS.

No existe propiamente delegación sino cuando una autoridad jnvestida de un po-
der determinado hace pasar el ejercicio de ese poder a otra autoridad o persona des-
cargándolo sobre ella, debiendo distinguirse entre la delegación del poder para hacer
la ley y la de conferir cierta autoridad al Poder Ejecutivo o a un cuerpo administra-
tivo, a fin de reglar.los pormenores o detalles para la ejecución de aquella.

REGLAMEN7i\CION DE LA LEY.

Cuando el Poder Ejecutivo es llamado a cjereitar sus poderes reglamentarios en
presencia de una ley que ha menester de cllos, lo hace no en virtud de una delega-
ción de atribuciones legislativas, sino"a título de una facultad propia consagrada por
el art. 86, ine. 2° de la Conslitueión Nacional.

REGLAMüVTACION DE LA LE 1'.

La mayor o menor extensión en que los poderes reglamentarios del Poder Ejecuti-
vo puedan ejercerse. está determinada por el uso que de la misma facultad haya

\
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hecho el Poder Legislativo, los límites establecidos al determinarse la política le-
gislativa y las características de la materia que sc rcglamente,

CONTROL DE CAMBIOS.

En materia cambiaria. una vez establecida la política legislativa no resulta irrazo-
nable el rcconocimicnto de amplias facultadcs reglamcntarias al órgano ejecutivo.

CONTROL DE CAMBIOS

El decreto 2581/64 y la circular Copex 1, capítulo I y la Comunicación A 39 del
Banco Ccntral. han sido dictados dentro del marco dc las facultades reglamentarias
del Poder Ejecutivo.

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garalltías. Defensa en juicio. Le." (lI1terior y jueces
Ilatura/es.

El arl. 10, inc. f), de la ley 19.359 (1.0. decreto I 265/82)'no entraña una renuncia a
la detcrminaeión de la conducta punible sino que, con una definición abareativa',
refucrza con la amenaza de una sanción cl mandato legal quc imponc realizar to-
daslas opcraciones cambiarias conforme lo establezcan las normas vigentcs cuyo
dictado puedc válidamente delegarse cn el Podcr Ejccutivo ..

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garall/ías. Defensa ell juicio. Ler allterior y jueces
Ila/ura/es.

El an. 10, inc. n, dc la ley 19.359 (1.0. decreto 1265/82) satisface el requisito del
arl. 18 de la Constitución Nacional en la medida en que, por su formulación, brin-
da inequívocas pautas acerca de cuáles conductas están prohibidas y cuáles permi-
tidas. .

CONTROL DE CAMBIOS.

El arl. 1°, del decreto 2581/64 conticne una reglamentación aceptable, que procu-
ra armonizar la necesidad del Estado de evitar el distorsionamiento del mercado de
divisas y consecucntcmentc del valor dc nucstra moneda y, adcmás, permitir la sa-
tisfacción de los requerimicntos necesarios para la atención de los compromisos en
moncda cxtranjcra y un ejcrcicio adccuado dcl derccho dc ejcrccr libremcnte el
comercio.
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CONTROL DE CAMBIOS.
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El incumplimiento del deber impueslo al exportador por el decreto 2581/64 queda
atrapado por la figura de] art. ]0. inc. n. de la ley 19.359 (1.0.1962).

CONSTITUC/ON NACIONAL: Derechos T g({l'(Il/tías. Dlj'el/m el/ jl/icio. Ley al/terior .,. jl/eces
I/({tl/I'(I/es. .

La garantía del arl. 18 de la Constitución Nacional pone cn cabeza exclusiva dcl
Podcr Lcgislativo la dcterminación de los intcrcscs que. dcben scr protcgidos
penalmentc y dc las conductas cspccíficas que poncn a aquéllos en peligro (Disi-
dcncia dc los Drcs. Augusto César l3elluscio y Enriquc Santiago Pctracchi).

CONTlWL DE CAMBIOS.

SOli constitucionales las normas pcnales cambiarias que conficren a la administra-
ción la facultad de integrar. por medio de reglamentación. algunos aspectos del tipo
penal (Disidencia dc los Dres. Augusto César l3elluscio y Enriquc Santiago Petrae-
chi).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y gal'(llllías. D(t"el1Sa el/ jl/icio. Ley al/ferior y jl/eces
11a/llra/e.\'.

El principio de Icgalidad pone en cabeza exclusiva del Poder Legislativo la deter-
minación delnúclco esencial de la maleria prohibida: la norma integradora sólo tie-
ne por función señalar condiciones, circunstancias, límitcs y otros aspectos clara-
mente complemcntarios, pcro nunca la dc entrar a definir lo prohibido mismo (Di-
sidencia de los Dres. Augusto César l3elluscio y Enriquc Santiago Petracchi).

CONSTlTUCJON NACJONAL: COI/SIifllciol/alidad e il/col/stiTuciol/alidad. Leyes I/aciol/ales.

El arl. 1°. inc. f). de la ley 19.359 (1.0. decrcto 121i5/R2) rcsulta contrario al prin-
cipio de Icgalidad reconocido en el arto 18 de la Constitución Nacional (Disiden-
cia dc los Drcs: Augusto César Bclluscio y Enrique Santiago J>etracchi).
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Buenos Aires, ]2 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Arpemar S.A.P.e. e l. y otros si infr. a la ley 19.359".

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Salal de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Penal Económico que confirmó la resolución dictada por el
Presidente del Banco Central de la República Argentina que aplicó a la
firma "Arpemar S.A.P.e. e l." y a los miembros de su directorio una mul-
ta equivalente a dos veces el monto de las divisas no ingresadas al país en
una operación de comercio exterior, interpuso el representante de los con-
denados el recurso extraordinario que le fue concedido.

2°) Que los agravios del recurrente se reducen, en lo esencial, a impug-
nar la validez constitucional de los artículos l°, inc. 0, 8° y 15 de la ley
19.359 (1.0. 1982); cuestionar el alcance dado al artículo 2°, ¡nc. 0, en la
sentencia y tachar por arbitrarias las razones dadas por cl tribunal a quo
para rechazar la defensa referente a la imposibilidad material de dar cum-
plimiento a la norma que impone el ingreso de las divisas al país.

3°) Que los agravios vinculados a la inteligencia de cláusulas consti-
tucionales ya la interpretación de las normas contenidas en una ley fede-
ral resultan suficientemente aptos para habilitar esta instancia toda vez que
la decisión impugnada ha sido contraria al derecho fundado en aquéllas,
en tanto que el último de los agravios reseñados en el considerando pre-
cedente remite a la consideración de circunstancias de hecho y valoración
de prueba que resultan ajenas a la materia del recurso por lo que, en aten-
ción a que no sc advierten causales de arbitrariedad en la solución dada al
respecto por el tribunal, corresponde su rechazo.

4°) Que los fundamentos con los que se pretende cuestionar la consti-
tucionalidad del artículo 8° de la ley 19.359 resultan insuficientes a la luz
de la doctrina del Tribunal que desde antiguo ha reconocido validez a las
normas legales que. al regular materias específicas de su incumbencia, han
instituido procedimientos administrativos, atribuyendo competencia a cier-
tos órganos -centralizados o no- para establecer hechos y aplicar sancio-
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nes con la condición de que se preserva una revisión judicial suficiente de
las decisiones así adoptadas (Fallos: 205:549; 270:465; 297:456 y
303: 1776).

En tales condiciones, resulta irrelevante que la propia ley establezca
que el monto de las multas determinadas por condenas firmes ingresen a
las arcas del mismo organismo por cuanto el requisito obvio para que ello
suceda es que o bien se haya consentido la resolución administrativa o bien
ésta haya sido confirmada por un tribunal jurisdiccional independiente.

5°) Que en cuanto a la impugnación que se pretende respecto del artí-
culo 1°, inciso n, de la ley 19.359. con fundamento en que dicha norma
consagraría una indebida delegación de facultades legislativas al poder
central debe considerarse que esta Corte declaró que no existe propiamente
delegación sino cuandó una autoridad investida de un poder determinado
hace pasar el ejercicio de ese poder a otra autoridad o persona descargiÍn-
dolo sobre ella, debiéndose distinguir entre la delegación de poder ¡Jara
hacer la ley y la de conferir cierta autoridad al Poder Ejecutivo o a un cuer-
po administrativo. a fin de reglar los pormenores o detalles para la ejecu-
ción de aquélla. Cuando el Poder Ejecutivo es llamado a ejercitar sus po-
deres reglamentarios en presencia de una ley que ha menester de ellos, lo .
hace no en virtud de una delegación de atribuciones legislativas. sino a tí-
lulo de una facultad propia consagrada por el artículo 86, inc. 2°, de la
Constitución Nacional (Fallos: 148:430 y 304: 1898. entre otros).

La mayor o menor extensión en que tales poderes reglamentarios pue-
dan ejercerse estiÍ determinada por el uso que de la misma facultad haya
hecho el Poder Legislativo, los límites establecidos al determinarse la po-
lítica legislativa y, naturalmente, las características de la materia que se
reglamente.

En este último sentido, el Tribunal ha reconocido en reiteradas opor-
tunidades que la materia cambiaria. al igual que otras formas de actividad
econó111ica, presenta contornos o aspectos ,pecul iares, d isti ntos y variables:
que impiden al legislador prever anticipadamente la concreta manifesta-
ción que tendrá en los hechos, por lo que una vez establecida la polítiea
legislativa, no resulta irrazonahle el reconocimiento de amplias facultades'
reglamentarias al órgano ejecutivo (Fallos: 199:483; 246:345; 300:392 y
304: 1898), por lo que tanto el decreto 2581/64 C0l110la circular "Copex"
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), capítulo 1 y la Comunicación "A" 39, del Banco Central de la Repúbli-
ca Argentina, deben considerarse dictados en el marco de dichas faculta-
des por cuanto no se advierte -ni lo señala el recuITente- que por esta vía
reglamentaria se haya pretendido sustituir al .legislador en cuanto dispo-
nen el modo en que deben liquidarse las divisas que se obtengan en ope-
raciones de exportación.

6°) Que el artículo 1°, inci so f). de la ley 19.359 (LO. decreto 1265/82)
que sanciona "todo acto u omisión que infrinja las normas sobre el régi-
men de cambios", no entraña una renuncia a la determinación de la con-
ducta punible sino que, con una definición abarcativa, refuerza con la
amenaza de una sanción el mandato legal que impone realizar todas las
operaciones cambiarias conforme lo establezcan las normas vigentes cuyo
dictado, como ya se ha dicho, puede válidamente delegarse en el Poder
Ejecutivo.

Aun cuando pueda cuestionársela desde el punto de vista de su técni-
ca legislativa, es evidente que la norma, cuya impugnación se pretende,
satisface el requisito del artículo 18 de la Constitución Nacional en la me-
dida en que, por su formulación, brinda inequívocas pautas acerca de cuá-
les conductas están prohibidas y cuáles permitidas.

]O) Que se agravia también la recurrente por el alcance dado a las nor-
mas aplicadas (arL 2°, ¡nc. n, de la ley 19.359 -1.0. 1962- Yel decreto 2581/
64 del Poder Ejecutivo Nacional) de modo tal que se habría sancionado una
conducta no culpable carente de "designio delictivo".

Conviene señalar al respecto que el decrcto 2581/64 establcce en su
artículo 1 ° el debcr del exportador de'ingresar al país y negociar en el mer-
cado único de cambios las divisas obtenidas en operaciones de exportación
de productos nacionales, dentro de los plazos que establezca la reglamen-
tación.

Ahora bien, la imposición de dicho dcber no ha sido cuestionada cn
autos ni parece rai'.onable hacerlo toda vez que es una reglamentación
aceptable que procura armonizar la necesidad del Estado de "evitar el
distorsionamiento dclmercado de divisas y consecuencialmente del valor
de nuestra moneda ... " y, además. permitir "la satisfacción de los requeri-
mientos necesarios para la atención de los compromisos cn moneda cxtran-
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jera ... " (confr. los fundamentos del decreto) y un ejercicio adecuado del
derecho de ejercer libremente el comercio.

Tanto el Presidente del Banco Central de la República Argentina al dic-
tar la resolución n° 592 como la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Penal Económico al confirmarla señalaron claramente que la sanción no
retribuía la circunstancia objetiva de no haber ingresado las divisas en el
tiempo establecido sino en haber incumplido el "deber" de hacerlo, esto es
haber omitido toda di ligencia razonable a fin de obtener el pago de la ope-
ración de exportación por parte del tercero a quién se le atribuye el incum-
plimiento. Para arribar a tal conclusión tanto el Banco Central corno la
Cámara valoraron diversos elementos probatorios entre los que se pesta-
can irregularidades contables, la inexistencia de constancias de intimación
de pago y de un adccuado registro de la deuda, etc. Tanto es así que, en este
mismo sumario, los miSnios imputados fueron absueltos respecto de la
demora en ingresar las divisas producidas por otra operación de comercio
exterior al haberse acreditado en autos que tal demora no les era atribuíble.
Se advierte así que el alcance dado a las normas es el correcto toda vezque
en el sumario se demostró el incumplimiento del deber impuesto al
exportador por el decreto 2581/64 sobre régimen de operaciones de cam-
bio por lo que tal conducta quedó, sin mayor esfuerzo de intet:pretación
atrapada por la figura del arlo 1°, inc. 0, de la ley 19.359 (LO. 1962) que
sanciona "todo acto u omisión que infrinja las normas sobre el régimen de
cambios".

Por ello, se confirma la sentcncia apelada. COI; costas. Hágase saber y
devuél vase.

RICARDO LEVEN E (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR-

ANTONIO BOGGIANO.
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1°) Que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico
(Sala 1) confirmó la resolución N° 592, dictada por el Presidente del Banco
Central de la República Argentina, que aplicó, en lo que al caso interesa,
una multa ala firma "Arpemar S.A., Pesquera, Comercial e Industrial" y
a los señores Pedro Traballoni, Juan Carlos TrabalJoni, Carlos Traballoni,
Nicolás Salvi, equivalente a dos veces el monto de la infracción detecta-
~a, por la ralta prevista en el art. 1°, inc. f), de la Ley del Régimen Penal
Cambi ario N° 19.359 (l.o. por el decreto 1265/82), integrado en el caso con
las disposiciones del decreto 2.581/64 y la Circular "Cl'lpeX" 1, capítulo 1
y la Comunicación "A" 39, del Banco Central de la República Argentina,
por la omisión en el ingreso dc divisas correspondientes a exportaciones
de pescados varios a los Estados Unidos de América. En dicha oportuni-
dad, el B.C.R.A. también responsabilizó solidariamente, conforme a lo
dispuesto en el arlo 2°, inc. f)injine, de la disposición citada, a las perso-
nas mencionadas precedentemente, por el pago'de la multa impuesta en el
punto anterior a la firma "Arpemar". Contra el pronunciamiento de la Cá-
mara, el representante de la empresa interpuso recurso extraordinario, que
rue concedido.

2°) Quc el apelante formula los siguientcs agravios:

a) El artículo 1°, ¡nc. f), de la Ley Penal Cambiaria sería violatorio del
art. 18 de la Constitución Nacional, pues dejaría completamente en manos
del Poder Administrador la dcscripción de la conducta típica;

h) Los artículos 8 y 15 de la ley citada serían contrarios al artículo 18
de la Ley Fundamental pues concentrarían en un solo organismo -el Ban-
co Central- facultades policiales, acusatorias y jurisdiccionales, además de
ser el citado organismo parle en el litigio;

c) La ley cucstionada privaría de las mínimas garantías legales a los
supuestos infractores al calificar la conducta de aquéllos por la actividad
desplegada y no por su culpabilidad;
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d) La sentencia de Cámara sería violatoria del artículo 2°, inc. f), de la
ley impugnada al condenar a sus defendidos en razón de los cargos direc-
tivos que ocupaban y no, tal como exigiría la norma citada, por suinter-
vención en el hecho punible, lo cual constituiría una violación a los artí-
culos 16, 17, 18y 19 de laConstilución Nacional; y

e) La conducta de sus representados se encontraría amparada por el'
artículo 34, inc. 2°, del Código Penal. pues estaría probado en autos la
imposibilidad de ingresar las divisas al país en razón de la negativa de pago
por parte del importador extranjero.

3°) Que el planteo reseñado bajo la letra "a" es idóneo para habilitar el
recurso extraordinario, pues el apelante ha cuestionado la inteligencia de
cláusulas constitucionales y la decisión ha sido contraria al derecho fun-
dado en aquéllas (art. 14, inc. 3°. ley 48).

4°) Que esta Corte ha reiterado que la garantía del art. 18 de la Cons-
tilUción Nacional pone en cabeza exclusiva del Poder Legislativo la deter-
minación de los intereses que deben ser protegidos penalnYente y de las
conductas específicas que ponen a aquéllos en peligro (sentencia dictada
enla causa L.119.XXII, "Legumbres S.A. y otros si contrabando". del 19
de octubre de 1989, cons. 10 Y sus citas; entre muchos otros).

S°) Que, sin perjuicio de ello, el Tribunal ha aceptado la validez cons-
titucional de normas penales cambiarías que conferí;\n a la administración
la facultad de integrar, por medio de reglamentación, algunos aspectos del
tipo penal,.en razón de que en dicha materia " ... al igual que en otras for-
mas de actividad económica, por esencia movediza y proteica, resulta in-
dispensable disponer de un instrumento ágil que pueda describir con ra-
pidez conductas políticamente dañ()sas y. a la vez, desincriminar otras que
han dejado de serlo ... " (Fallos: 300:392).

6°) Que la citada facultad. reconocida en cabeza del Poder Administra-
dor, encuentra. sin embargo, límites infranqueables en los principios de-
sarrollados por la jurisprudencia de esta Corte sobre el punto.

Así. en el conocido caso."Delfino" (Fallos: 148:430), se recalcó clara-
mente la distinción fundamental que existía entre la delegación del poder
para hacer la ley y la de conferir cierta autoridad al Poder Ejecutivo o a un
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cuerpo administrativo a fin de reglar los pormenores y detalles necesarios
para la ejecución de aquélla. Según el citado precedente, lo primero es-
taba vedado constitucionalmente, lo segundo -en cambio- resultaba admi-
sible.

Conforme a esta doctrina, el Tribunal aceptó, en la causa "Soete". la
validez de una ley que había autorizado al Poder Ejecutivo a llevar regis-
tros de industriales, importadores, etc., y que preveía sanciones para aque-
llas personas que infringieran sus disposiciones. La resolución reseñada se
fundó en el hecho de que, en el caso, el P.E. se había limitado -conforme
a una expresa autorización legislativa que había establecido una clara po-
lítica sobre el punto- a crear el mencionado registro y a establecer las mo-
dalidades de la correspondiente inscripción (Fallos: 253: J 7 1; doctrina rei-
terada, entre otros, in re: "Verónica S.R.L. sI apelación ley 20.680",
V.228.XXl., del 17 de noviembre de 1988, voto de la mayoría y voto con-
currente del Juez Petracchi).

Esta solución eoincide con los principios desarrollados por la doctri-
na penal contemporánea, en el sentido de que el principio de legalidad
pone en cabeza exclusiva del Poder Legislativo la determinación del nú-
cleo esencial de la materia prohibida; es decir, la norma integradora sólo.
tiene por función señalar condiciones, circunstancias, límites y otros as-
pectos claramente complementarios, pero nunca la de entrar a definir lo
prohibido mismo (ver, en tal sentido, a Juan Bustos Ramírez, "Manual de
Derecho Penal Español. Parte General", editorial Ariel, Barcelona, pág.
85).

r) Que, en tal sentido, al resolver el caso "Mouviel" (Fallos: 237:636),
la Corte declaró la inconstitucionalidad de una ley que otorgaba a la Po-
licía Federal la facultad de "emitir edictos" para reprimir actos "no previs-
tos por las leyes", en razón de que ello iba mucho más allá de la potestad
simplemcntc reglamentaria que correspondía al Poder Ejecutivo, e impor-
taba la facultad de legislar en materias exclusivamente reservadas al Con-
greso.

8°) Que resta ahora determinar, a la luz de la doctrina reseñada, si es
correcta o no la decisión de la Cámara, que reconoció validez constitucio-
nal al ar!. 1°. ¡nc. 1), de la ley ¡9.359, el cual reprime "Todo acto u omi-
sión que infrinja las normas sobre el régimen de cambios".
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Al rechazar el..planteo de inconstitucionalidad formulado por el apelan-
te, el a qua consideró que la norma transcripta era una ley penal en blan-
co, que preveía una conducta ilícita y establecía la sanción correspondien-
te. En opinión de este tribunal, dicha ley se encontraba válidamente inte-
g¡:ada por el decreto 2581/64, emanado del P.E., la Circular "Copex", ca-
pítulo 1 y la Comunicación "A", ambas del B.C.R.A., que establecían las
conductas punibles y que habían sido dictadas en el ejercicio legítimo de
la facultad reglamentaria del art.86, inc. 2° de la Constitución Nacional.
La Cámara concluyó, entonces, que la disposición cuestionada no viola-
ba el principio de legalidad.

9°) Que esta Corte no comparte la solución reseñada.

En efecto, del examen de la disposición transcripta, parece claro que
ella no contiene l~¡determinación del núcleo esencial de la materia prohi-
bida, pues, en lugar de describir una conducta típica, se limita a remitirse
a un grupo de normas -"el régimen de cambios"-, el cual, por otra parte,
tampoco individualiza en forma alguna. .

Ello significa que, en el caso, no se ha cumplido el requisito básico del
, principio de legalidad, según el eual debe ser el órgano investido del Po-
der Legislativo el que brinde a los individuos pautas inequívocas acerca
de cuáles conductas están prohibidas y cuáles permitidas (confr. Fallos:
308:2236, considerando 7°).

10) Que, por último, cabe señalar que la decisión de esta Corte de Fa-
llos: 300:443, en la cual se convalidaron sanciones fundadas en el ar!. 1°,
inc. e), de la Ley Penal Cambiaria, no se opone a lo resuelto en la presen-
te pues la diferencia sustancial que existe entre los incs. e) y f) de la ley
mencionada, impiden oponerle al primero los reparos constitucionales del
segundo.

Por las razones enunciadas precedentemente, cabe concluir que el arL
1°, inc.-f). de la ley 19.359 (LO, decreto 1265/82) resulta contrario al prin-
cipio de legalidad, reconocido en el ar!. 18 de la Constitución Nacional, lo
que así se declara. Ello hace innecesario el examen de los demás agravios
del recurrente.
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Por ello, se deja sin efectO la sentencia apelada. Notifíquese y devuél-
vase a fin de que, por quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamien-
to con prescindencia de la norma declarada inconstitucional.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.

AGENCIA MARITIMA HEILEIN S.A.

ADUANA: In{álccio/les. MO/li/es{{/cilí/l i/lc.mcto.

El beneficio de la reducción dc la pena previsto por el art. 917 del Código Adua-
nero para el caso de "autodenuncia", procede únicamente cuando se den los
recaudos de espontaneidad expresamen1e previstos en el precepto.

ADUANA: I/I{i-occio/lcs. MII/lit'es{{/cirJn i/lexllctll.

La espontaneidad (art. 917 del Código Aduanero) resulta manifiesta cuando el res-
ponsable se anticipa al servicio aduanero y antes de que se realicen actividades que
permitan comprobar la inexactitud, pone en su conocimiento la existencia de una
diferencia.

ADUANA: IlI{ruccio/les. MII/li/l'stocirJ/I inexocto.

La iniciación de la descarga bajo el control aduanero (art. 194 del Código Adua-
nero) importa un principio de inspección aduanera en los términos del arto 917.

COSTAS: Derecho pora litigor.

Corresponde imponer las costas en el orden causado, en atención a que un prcce-
dente de la Corte pudo generar expectativas razonables, en la vencida, acerca del
éxito de su pretensión.
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COSTAS: Derecho para ¡ifiliar.

Corresponde imponer las costas en el orden causado. en razón de que ante la falta
de un criterio jurisprudencial firme sobre la cuestión tratada. la recurrente pudo
creerse con derecho a s'ostener su posición (Voto de los Dres. Enrique Santiago
Petracehi y Augusto César Belluscio).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 12 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Agencia Marítima Heilein S.A. sI recurso de apela-
ción".

Considerando:

1°) Que la Sala JI de la Cámara Nacional de Apelaciones en 10 Conten-
cioso Administrativo Federal confirmó 'el pronunciamiento del Tribunal
Fiscal por el cual se mahtuvo la multa aplicada a la actora, con sustento en
lo dispuesto en el art. 954 del Código Aduanero.

2°) Que para así resolver el tribunal a qua desestimó la pretensión
articulada por la sancionada, tendiente a obtener la reducción de la multa
en virtud de la apl icación del art. 917 de dicho texto normativo. Ponderó
que la comunicación efectuada por la responsable, haciendo saber de las
inexactitudes.contenidas en la declaración comprometida, no autorizan a
la mentada disminución de la pena por cuanto, se afirma, aquélla tuvo lu-
gar "cuando han comenzado las actividades que inevitablemente condu-
cirán a la comprobación de la diferencia".

3°) Que contra esa sentencia la actora interpuso recurso extraordinario
invocando arbitrariedad y fundado asimismo en la interpretación de nor-
mas de carácter federal. La apelación fue concedida solamente respecto de
este último punto. En tales condiciones la apelación extraordinaria resul-
ta procedente toda vez que se halla contravenido el alcance de normas de
naturaleza federal y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa,
es' contraria a las pretensiones que la recurrente sustenta en ellas.
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4°) Que la apelante procura la reducción de la sanción de multa impues-
ta por la Administración Nacional de Aduanas a raíz de no haberse justi-
ficado "sobrante a la descarga" de mercaderías en una operación de impor-
tación. Sostiene que, por el solo hecho de haber comenzado la descarga
bajo el control aduanero, cualquier diferencia habría de ser advertida
inexorablemente, por lo que, concluye, jamás pudo haberse incurrido en
la infracción del art. 954, en virtud de que ésta exige la posibilidad cierta
o potencial de violaciones a sus incisos a), b) ylo c). Señala que, en todo
caso, la comunicación cursada a la Aduana, haciéndole saber de las dife-
rencias una vez iniciada la descarga bajo el control aduanero, implicó una
áutodenuncia de conformidad con lo establecido en cI art. 917 del Códi-
go Aduanero, en virtud de que ello acaeció con anterioridad a la iniciación
de los actos preparatorios del despacho ordenados por el agente verifica-
dor.

5°) Que en lo que atañe al ámbito de la controversia, ceñido a la inter-
pretación del art. 954 del Código Aduanero, la cuestión debatida ha sido
resucita en la fechü por la Corte, in re: S.227.XXIL "Subpga S.A.CLE. e
1. cl Estado Nacional (A.N.A.) si nulidad de resolución", a cuyos funda-
mentos corresponde remitirse en homenaje a la brevedad.

6°) Que el art. 917 del Código Aduanero prescribe que: "Cuando el res-
ponsable de una declaración inexacta comunicare por eserito la existencia
de la misma ante el servicio aduanero con anterioridad a que éste por cual-
quier medio la hubiere advertido o a que hubiere Ull principio de inspec-
ción aduanera o a que se hubieren iniciado los actos preparatorios del des-
pacho ordenados por el agente verificador, se reducirá en un setenta y cin-
co por ciento el importe mínimo de la multa que correspondiere y, sin ne-
cesidad de proceder a la apertura de un sumario, se dispondrá la pertinente
recti ficación".

]O) Que el beneficio de la reducción de la pena, previsto en la norma
para los casos conocidos como de "autodenuncia", procede únicamente
cuando se den los recaudos de espontaneidad expresamente previstos en
el precepto citado. Esta espontaneidad resulta manifiesta, según se des-
prende de las previsiones del legislador, y como lo señala el tribunal a quo,
cuando el responsable se anticipa al servicio aduanero y, antes de que se
realicen actividades que permitan comprobar la inexactitud, pone en su
conocimiento la existencia de una diferencia. En la especie, en cambio, la
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iniciación de la descarga bajo el control aduanero (art. 194 del Código
Aduanero), importa un principio de inspección aduanera, en los términos
del mentado art, 917.

Por ello, se declara admisible el recurso concedido y se confirma la
scntencia apelada. Las costas de esta instanc,ia correrán en el orden cau-
sado en atención a que la existencia del precedente de Fallos: 305: 1294
pudo generar expectativas razonables, en la vencida, acerca del éxito de
su pretensión. Notifíquese y devuélvase, con agregación del precedente
citado en el considerando 5°.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (según su voto)-
ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (según su voto) - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO

MOLlNI~ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

VOTO DE LOS SEÑORESMINISTROS DOCTORESDON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

y DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando':

Que la cuestión alegada en el 'recurso extraordinario, ha sido resuelta
en la fecha por esta Corte, in re: S.227.XXII. "Subpga S.A.C.LE. e 1. cl
Estado Nacional (A.N.A.) sI nulidad de resolución".

Por ello, se confirma el pronunciamiento apelado en cuanto fue mate-
ria de recurso. Las costas de esta instancia se imponen en el orden causa-
do, en razón de que ante la falla de un criterio jurisprudencial firme sobre
la cuestión tratada, la recurrente pudo creerse con derecho a sostener su
posición. Notifíquese, acompañ,ándose copia del precedente citado, y de-
vuélvase.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO.
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CONSTlTUCION NACIONAL: Contml de constitucionalidad. Facultades del Poder Judicial.

La declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constitu-
ye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de
justicia y configura un acto de suma gravedad que debc ser considerado como "ul-
tima ratio" del orden jurídico.

CONSTlTUCION NACIONAL: Contml de cOllstituciollalidad. Facultades del Poder Judicia/.

Sólo cabe formular la declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerar-
quía legal, cuando un acabado examen del mismo conduce a la convicción cierta
de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados.

DEPRECIACION MONETARIA: Prillcipios generales.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que redujo la multa aplicada por la Ad-
ministración Nacional de Aduanas fundándose en la inconstitucionalidad dcl an. 10
de la ley 21.898, toda vez que la actualización allí prevista no hace a la multa más
onerosa sino que mantiene el valor económico rcal de la moneda frente a su pro-
gresivo envilecimiento.

ADUANA: Pellalidades.

Rcsulta susceptible de ser actualizada por depreciación monetaria la multa aplica-
da por la Administración Nacional de Aduanas, en la medida en que los efcctos de
dicha actualización no alteren la relación entre la cuantía de la sanción y el valor
de la mercadería que sustenta la detenninación de la multa.

ADUANA: Pellalidades.

No resulta congruente ni justo admitir que el valor asignado a una mercadería
contrabandeada sea mcnor, a los efectos elc calcular la multa correspondiente. que
el reconocido a mercancía lícitamente entrada al país. a los fines del pago del de-
recho aduanero.

ADUANA: Pellalidades.

No resulta congruente quc quien ha sido condenado como autor de una infracción
no reciba sanción alguna por efecto de las distorsiones económicas que él mismo
contribuye a producir violando las obligaciones fiscales y aduaneras pertinenles.
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ADUANA: Pella/ldades.

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

.1\5

El art. 10 de la ley 21.898 no es inconstitucional. pues la actualización monetaria
de multas aplicadas por la comifión de delitos aduaneros -aun dispuesta por ley
posterior al hccho- no implica un agravamicnto de la situación del infractor (Voto
de los Ores. Rodolfa C. Barra, Augusto César Belluscio y Enrique Santiago Petrac-
chi).

ADUANA: I'ellalidades.

Correspondc declarar la inconstitucionalidad dcl art. 10 de la ley 21.898, en cuan-
10 manda actualizar el importc de las multas quc dcbieron imponerse en primera
instancia administrativa o judicial con posterioridad a su entrada cn vigencia, por
ilícitos aduaneros cometidos con anterioridad a dicha fecha o a la vigencia dc la ley
21.898 ~Oisidencia de los Orcs. Ricardo Levcne (h.) y Antonio 13oggiono).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 12 de mayo de 1992,

Vistos los autos: "Bruno Hnos,. S,e. y otro cl Administración Nacional
de Aduanas sI recurso de apeláción",

Considerando:

10) Que contra la sentcncia de la Sala II de la Cámara Nacional de Ape-
Iaciones en lo Contencioso Ad mi nistrati vo Federal que, al 'confi rmar el
fallo del Tribunal Fiscal de la Nación man,tuvola declaración de incons-
titucionalidad del artículo .10de la ley 21 ,898, interpuso la Administración'
Nacional de Aduanas el recurso extraordinario que le fue concedido.

2°) Que la Administración Nacional de Aduanas condenó por diversas
infracciones aduaneras a la firma Bruno Hnos. S.C. a abonar una multa
proporcional al monto del peljuicio fiscal, que actualizó conforme las pre-
visiones del artículo 10 de la ley 21,898.

3°) Que la firma condenada apeló esa resolución ante el Tribunal Fis-
cal de la Nación, Este tuvo por acreditada la infracción pero declaró lain-
constitucionalidad de la norma en que se había fundado la actualización
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y redujo la multa a la suma de A 0,0261 192, lo que fue confirmado por la
Cámara Nacional dc Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Fede-
ral, invocando la doctrina de este Tribunal elaborada a partir del caso que
se registra en Fallos: 304:849.

4°) Que en aquella oportunidad la Corte ínterpretó que el artículo 10 de
la ley 2 1.898 constituía una norma penal ex post/acto que agravaba la si-
tuación del infractor transgrediendo el principio constitucional de irretro-
actividad de la ley penal, toda vez que disponía que las multas que debie-
ran imponerse con posterioridad a la fecha de su vigencia por infracciones
cometidas con anterioridad debían ser actualizadas.

5°) Que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerar-
quía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de en-
comendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gra-
vedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico (Fa-
llos: 302: 1149; 303:24 1, 1708, entre muchos otros); por lo que no cabe
formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la con-
vicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía cons-
'titucional invocados.

6°) Que en tal sentido, el Tribunal, en su actual constitución, no com-
parte las conclusiones del antecedente de Fallos: 304:849.

Ello es así por cuanto lo preceptuado en el aÍ.tículo 10 de la ley 21.898
no importa el agravamicnto de la pena prevista para la infracción comcti-
da, toda vez que la actualización allí prevista no hace a la multa más one-
rosa sino que mantiene el valor económico real de la moneda frente a su
progresivo envilecimiento (Fallos: 299: 146) ..En otros términos, lejos de
agravar la sanción prevista, impide que ésta se desnaturalice.

7°) Que corresponde destacar que las sanciones contempladas para las
infracciones aduaneras por las que se condenó en la causa, se encuentran
directamente referidas al valor de la mercadería objeto de la infracción. Por
eso, el monto nominal en el que la multa, y~ determinada, pueda expresar-
se, resulta susceptible de ser actualizado por depreciación monetaria, en
la medida en que por efecto de dicha actualización no se altere la relación
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entre la cuantía de la sanción y el valor de la mercadería que sustenta la
determinación de la multa,

8°) Que así como "no resulta congruente ni justo admitir que el valor
asignado a una mercadería contrabandeada sea menor, a los efectos de
calcular la multa correspondiente, que el reconocido a mercancía lícita-
mente entrada al país, a los fines del pago del derecho aduanero" (Fallos:
288:356), tampoco lo es que quien ha sido condenado como autor de una
infracción no reciba sanción alguna por efecto de las distorsiones econó-
micas que él mismo contribuye a producir violando las obligaciones fis-
cales y aduaneras pertinentes,

9°) Que; resta señalar que la validez del artículo 10 de la ley 21,898 ya
ha sido sostenida por algunos integrantes de este Tribunal, con fundamen-
tos en igual sentido que los aquí expresados, en el caso que se registra en
Fallos: 310: 1401, voto de los jueces Augusto C. Belluscio y Enrique San-
tiago Petraeehi,

Por ello, se deja si n efecto la sentencia al',elada, Con costas, Notifíquese
y vuelvan los autos al tribunalcle origen, para que, por quien correspon:
da, se dicte un nuevo pronunciamiento (art. 16, primera parle, de la ley 48),

RICARDO LEVENE (H) (en disidenci({) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ-

RODOLFO C. ~ARRA (según Sil \'010) - AUGUSTO CJ~SAR BELLUSCIO (según Sil

VOIO) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (según su VOIO) - JULIO S, NAZARENO-

EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO (en disidencia),

VOTO DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SICóGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA

y DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSClO

y DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

Que los agravios de la recurrente relativos al alcance del art. 10 de la
ley 21,898, que motivaron la concesión del recurso extraordinario plantea-
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do, tratan cuestiones sustancialmente análogas a las que esta'Corte resol- '
vió en el precedente de Fallos: 310: 140 l.

Por ello, se deja sin efecto la sentencia apelada. Con costas. Notifíques"e
y vuelvan los autos al tribunal de origen, para que, por quien correspon-
da, se dicte un nuevo pronunciamiento (art. 16, primera parte, de la ley 48).,

RODOLFO C. BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI.

DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H) y DEL

SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ANTONIO BOGGIANO

Considerando:

Que los agravios de la recurrente relativos a la inteligencia del art. 10
de la ley 21.898 que motivaron la concesión del recurso extraordinario-
interpuesto, tratan cuestiones sustancialmente análogas a las que esta Corte
resolvió en los precedentes de Fallos: 304:849 y 892, entre otros, a cuyas
consideraciones cabe remitir en razón de brevedad.

Por ello, se confirma la sentencia apelada en cuanto fue materia de re-
curso. Las costas de esta instancia se imponen a la vencida (art. 68 del
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Notifíquese y devuél-
vase.

RICARDO LEVENE (H) - ANTONIO BOGGIANO.
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SAMUEL BLOJ

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios ¡;enerales.

Es inadmisible el recurso extraordinario contra la sentencia que resolvió que la ob-
jetiva falta de pago en término de la primera cuota concordataria, configuraba el
incumplimiento previsto en el art. 74 de la ley 19.551 e imponía la declaración de
quiebra (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos Prollios. CuesTiones 110 federales. Sentellcias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Dej"ectos ell la cOllsideracilÍ1l de extremos cOllducel1fes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia declarativa de la quiebra fundada en que
la objetiva falta de pago en término de la cuota concordataria configura el incum-
plimiento previsto en el art. 74 de la ley 19.551, omitiendo considerar la existen-
cia de una decisión, consentida por el propio acreedor peticionante de la quiebra,
por la que el juez del concurso, en uso de las atribuciones conferidas por el art. 17
de la ley 19.551, había autorizado la venta de un importante inmueble con el pro-
pósito de atender al pago de dicha cuota (Disidencia de los Ores. Carlos S. Fayt y
Eduardo Moliné O'Connor). .

CONCURSOS.

El.art. 74 de la ley 19.551 impone al tribunal la concreta ponderación de la impo-
sibilidad de cumplimiento como causa de la declaración de quiebra (Disidencia de
los Ores. Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisit;}s propios. Cues1Íolles no federales. SenTencias
arbiTrarias. Principios ¡;enerales.

La interpretación inadecuada de la norma, que equivale a decidir en contra o con
prescindencia de sus términos, impone la descalificación del pronunciamiento con
arreglo a la.doctrina de la arbitrariedad, aún cuando se trate de disposiciones de
naturaleza no federal (Disidencia de los Ores. Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné
O'Connor) (2).

(1) 12 de mayo.
(2) Fallos: 308:1796.
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LEY: InterpretacilÍl/ y aplicación.
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Las leyes debeninterprelarse siempre evitando darles un sentido que coloque efl
pugna sus disposiciones y adoptando como pertinente el que las concilie y deje a
todas con valor y efecto.

IMPUESTO: !I¡lál're((JcilÍll de Ilormas impositivas.

El, alcance de las leyes tributarias debe determinarse computando la totalidad de las
normas que las integran para que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo a las
reglas de una razonable y discreta interpretación.

ADUANA.: Illfracciolles. Mw¡((es({/cilÍll illexacta.

El bien jurídico lutelado por el art. 954, ine. e), del Código Aduanero resulta ser el
principio de veracidad y exactitud de la manifestación o declaración ele la merea'-
dería que es objeto de una operación o destinación de aduana.

ADUANA: !llji'acciones. Mall((es({/cilÍll illexacta.

En la eonfiabilidad de lo declarado mediante la correspondiente doeumcntaeión
reposa todo un sistema dirigido a evilar que al amparo del régimen de exportación
o impo.rtaeión, en su caso, se perpetren maniobras que lo desnaturalicen o pervier-
tan.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiolles IIO federales. Selltf!llcias
arbitrarias. Procedellcia del recurso. Defectos ell la fUlldamell((JcilÍn Ilorl/wtiva.

Corresponde dejar sin efceto la sentencia que absolvió de la infracción a que se rc-
fierc cl art. 954, ine. e), dcl Código Aduanero, fundándose en que no se había po-
dido producir ningún perjuicio al Estado, sin advertir que el perjuicio fiscal fue pre-
visto por el legislador en el ine. a).

ADUANA: Prillcipios gellerales.

Es razonable admitir la legitimidad de las facultades legales propias e inexcusables
que posee la Administración Nacional de Aduanas, las cuales comprenden, además
de la verificación de las diferencias 'susceptibles de regislrarse por derechos de
importación y exportación, las atinenles al control del ingreso de divisas vincula-
-das con idénlicas operaciones, y a los demás tributos (Voto de los Dres. Enrique
Santiago Petracehi y Augusto César Belluseio).
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ADUANA: Prillcipios ¡;ellerales.

Las funciones de la Administración Nacional de Aduanas involucran la verificación
de las declaraciones aduaneras formuladas, a los fines de determinar si resultan idó-
neas para producir el pago de un' importe distinto del que efectivamente corresponda
por cada operación concreta (Voto de los Ores. Enrique Santiago Pctracchi y Au-
gusto César Belluscio).

LEY: Illlerl'relociúll y ol'liCilciúl/.

La primera fuente de interpretación de la leyes su letra (Voto de los Ores. Enrique
Santiago Petracehi y Augusto César Belluscio).

LEY: IllIerl'relociúll y ol'licaciúl/.

Cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpre-
tación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con
algún propósito (Voto de los Ores. Enrique Santiago Petracchi y Augusto César
Belluscio).

LEY: Il/lerl'relaciúll \' aplicaciúll.

El fin primordial del intérpretc es dar pleno efecto a la voluntad dellcgislador (Voto
de los Ores. Enrique Santiago Pelraechi y Augusto César Belluscio).

COST/IS: Derecho para lili¡;!lr.

Corresponde imponer las costas en el ordcn causado, en razón dc que antc la falta
de un criterio j.urispruc!eneial firme sobre la cuestión tratada, la recurrente pudo
creerse eon derccho a sostener su posición (Voto de los Orcs. Enriquc Santiago
Pelracchi y Augusto César Belluscio).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, l2 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Frigorífico Rioplatensc S.A. si rccurso de apclación".

Considcrando:

1°) Que la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelacioncs en lo Con-
tcncioso Administrativo Federal revocó la dccisión del Tribunal Fiscal
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confirmatoria de]a resolución de la Administración Nacional de Aduanas
por la quc se condenara a la actora en mérito a la infracción tipificada por
el art. 954, inc. c), del Código Aduanero. •

2°) Que para así decidü -y sobre.]a base de la interpretación de la nor-
ma precedentemente aludida-, ponderó que no obstante que existió una
declaración inexacta de la mercadería cuya exportación amparada por e]
permiso de embarque 421 18/82, que arrojó un valor mayor que el decla-
rado, no se ha podido "producir ningún perjuicio al Estado, toda vez que
para la Aduana, en definitiva, el exportador ha concertado la venta a un
precio mayor que el que correspondía y, en consecuencia, ha permitido un
mayor ingreso de divisas a] país y ha abonado más derecho de] estimado
por el organismo recaudador" (fs. 176/177).

3°) Que contra dicho pronunciamiento la Administración Nacional de
Aduanas interpuso recurso extraordinario, que fue concedido y es proce-
dente, toda vez que está controvertido e] alcance de una norma de natura-
leza federal y la sentencia definitiva del superior tribunal de ]a causa es
contraria a las pretensiones que ]a recurrente sustcnta en ellas.

4°) Que los agravios expuestos están vinculados con la inteligencia atri-
buida por e] tribunal a qua al art. 954, inc. c),. del Código Aduanero, que
expresa: "E] quc, para cumplir cualquiera de las operaciones o destina-
ciones de importación o de exportación, efectuare ante el servicio aduanero
una declaración que difiera con lo que resultare de ]a comprobación y que,
en caso de pasar inadvertida, produjere o hubiere podido producir: ... c) el
ingreso o e] egreso desde o hacia el exterior de un importe pagado o por
pagar distinto del que efectivamente correspondiere, será sancioilado con
una mu]ta de uno (1) a cinco (5) veces el importe de la diferencia~'.

Sostiene la recurrente que no ha sido intención del legislador sujetar la
existencia de]a infracción a la ppsibilidad de que se produzca un perjui-
cio fi sca!.

5°) Que toda vez que el ámbito de la controversia concierne a] marco
interpretativo de la norma mencionada en el considerando precedente,
cabe advertir que las leyes deben interpretarse siempre evitando darles un
sentido que coloque en pugna sus disposiciones y adoptando como perti-
nente el que las concilie y deje a todas con valor y efecto (Fallos: 304:794,
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entre muchos otros). A ello cabe añadir que el alcance de las leyes
tributarias debe determinarse computando la totalidad de las normas que
la integran, para que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo con las.
reglas de una razonable y discreta interpretación (Fallos: 307:871).

6°) Que con arreglo a tales reglas interpretativas y no perdiendo de vista
que el bien jurídico tutelado en el precepto examinado -según lo explica
la Exposición de Motivos del Código Aduanero- resulta ser el principio de
veracidad y exactitud de la manifestación o declaración de la mercadería
que es objeto de una operación o destinación de aduana, corresponde se-
ñalar que el perjuicio fiscal ha sido previsto por el legislador en orden a la
conducta prevista en el inciso a) del art. 954 del Código Aduanero, al cual
se remite el inciso b) del art. 956 de dicho ordenamiento legal al estable-
cer que "se entiende por perjuicio fiscal la falta de ingreso al servicio adua-
nero del importe que correspondiere por tributos cuya percepción le
estuviere encomendada, el ingreso de un importe menor al que correspon-
diere por tal concepto o el pago por el Fisco de un importe que no corres-
pondiere por estímulos a la exportación".

7°) Que en tales condiciones, atento a que lo que se debate en estos
autos concierne a una previsión normativa diferente -inciso c) del referi-
do art. 954 del Código Aduanero- y habida cuenta del limitado marco de
conocimiento del remedio federal concedido, procede conCluir, en conse-
cuencia, que de la confiabilidad de lo declarado mediante la correspon-
diente documentación reposa todo un sistema dirigido a evitar que al am-
paro del régimen de exportación o importación, en su caso, se perpetren
maniobras que lo desnaturalicen y perviertan (confr. S.227.XXII. "Subpga
S.A.C.LE. e L cl Estado Nacional (A.N.A.) si nulidad de resolución", fa-
llada en la fecha).

Por ello, se deja sin efecto la sentencia apelada en cuanto ha sido ma-
teria de recurso; debiendo volver los autos al tribunal de origen para que,
por quien corresponda, dicte nuevo pronunciamiento de conformidad a lo
resuelto. Con costas. Notifíqucse y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (según su voto)-
ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHl (según su voto) - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO

MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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VOTODELOSSEÑORESMINISTROSDOCTORESDONENRIQUESANTIAGOPETRACCHI
y DONAUGUSTOCÉSARBELLUSCIO

Considerando:

Que la cuestión alegada en el recurso extraordinario, ha sido resuelta
en la fecha por esta Corte, in re: S.227.XXII. "Subpga S.A.C.LE. e L cl
Estado Nacional (A.N.A.) si nulidad de resolución".

Por ello, se revoca el pronunciamiento apelado en cuanto fue materia
de recurso. Las costas de esta instancia se imponen en el orden causado,
en razón de que ante la falta de un criterio jurisprudencial firme sobre la
cuestión tratada, la recurrente pudo creérse con derecho a sostener su po-
sición. Notifíquese, acompañándose copia del precedente citado, y devuél-
vase.

AUGUSTOCÉSAR BELLUSCIO- ENRIQUESANTIAGOPETRACCHI.

SANDRO DANIEL LAVIA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestián federal. Cuestiones federales
simples. InterpretacilÍn de otras normas y actos federales.

Existe cuestión federal si está controvertida la inteligencia de un pronunciamiento
de la Corte dictado con anterioridad en la misma causa, yIa solución escogida con-
sagra un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por el tribunal y desconoce en lo
esencial aquella decisión.

RECURSO EXTRAORDINARIO: ResolucilÍn. Límite del pronunciamiento.

En atención a que el imputado cuenta con el derecho a obtener, después de un jui-
cio tramitado en legal forma, un pronunciamiento que, definiendo su posición frente
a la ley y a la sociedad, ponga término del modo más rápido posible a la situación
de incertidumbre que comporta el enjuÍciamiento penal, corresponde que la Corte
-en uso de la facultad que le acuerda el art. 16, 2° párrafo, de la ley 48- resuelva
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sobre el fondo del asunto -robo agravado por el uso de armas. en grado de Icntati-
va- que llega al Tribunal a través dcl rceurso exlraordinario dcducido contra la ab-
solución dictada desconociendo los clemenlos de prucba señalados en el anterior
pronunciamiento de la Corle.

BENEFICIO DE LA DUDA.

El cstado de duda respecto de la ocurrencia de los hechos no puede reposar en la
pura subjetividad de los jueces, sino que debe derivarse de la ,'acional y objeliva
evaluación de las constancias del proceso.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federa/es. Sentencias
arbitrarias. Procedencia de/ reclIrso. A/)(Jr/alllie11lo de conslilncias de la C(I/Isa.

Corresponde dcjar sin efecto la senlcncia que absolvió al proeesado deseonoeien-
do un cucrpo dc prucbas c indicios prccisos y concordantes que no permitían du-
dar sobre la exislencia dcl hecho ilícilOY la responsabilidad del autor del delito.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqllisi/os propios. ClIes/iones 110 federo/es. ExclusilÍn de las
clIes/irmes de hecho. Reglas generoles.

Es improcedente cl recurso extraordinario conlra la selllencia que absolvió al pro-
cesado por el beneficio de la duda, pues se trala de euestioncs de hecho quc al mar-
gen de su acierto, han sido resucitas con fundamenlos suficientcs que baSlan para
sustcnlarla (Disidencia de los Dres. Mariano'Augusto Cavagna Martíncz. Rodolfo
C. BalTa y Enrique Sanliago Petracchi). .

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 12 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Lavia, Sandro Daniel si tentativa de robo con arma".

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de [s. 2101211 vta., por la que la Sala VII
de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional ab-
solyió libremente a Sandro Daniel Lavia en orden del delito de robo agra-
vado por el uso de armas, en grado de tentativa, el Fiscal de Cámara inter-
puso el recurso extFaordinario de [s. 213/217, concedido a fs. 222.
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Conferida vista al señor Procurador General (fs. 225 vta.), éste mantuvo
el recurso y solicitó que este Tribunal resuelva el fondo de la cuestión de-
batida, en uso de las atribuciones que le acuerda el artículo 16 de la ley 48
(fs. 226/227).

2°) Que en su anterior intervención en la causa, esta Corte hizo lugar
a la queja por denegación del recurso extraordinario deducido por el Fis-
cal de Cámara, dejó sin cfccto el pronunciamiento absolutorio apelado y
devolvió los autos al tribunal de origen para que dictase un nuevo fallo con
arreglo a derecho.

En esa oportunidad el Tribunal estimó que el pronunciamiento era ar-
bitrario pues "reducir la solución del asunto a una mera contraposición
entre las versiones antagónicas del autor del hecho y de la víctima importa
ignorar las presunciones e indicios que emanan del material probatorio,
tales como lo inverosímil del relato del procesado, la razonable y creíble
manifestación del damnificado y la declaración de los testigos José Anto-
nio Guzmán -taxista al que otra persona le comunicó que se estaba produ-
ciendo un asalto en el garage y que por ello reclamó la intervención
policial-, Juan José Méndez -policía que detuvo al asaltante mientras se
alejaba del lugar del hecho y de acuerdo a las referencias obtenidas de la
víctima-, y Aníbal Pedro Roque Pégolo -quien presenció el acto de la de-
tención e incautación del arma empleada-; que resultan de insoslayable
consideración para evaluar la calificada confesión del reo, tanto en lo re-
ferente al desarrollo del suceso como en lo atinente a su imputabilidad al
¡no mento de intervenir en éL .. " (fs. 198/198 vta.).

3°) Que al dictar nuevo pronunciamiento, la Sala VII del tribunal a qllO

entendió que la "permanencia de Lavia en las inmediaciones del lugar del
hecho, siendo presumible que pudo alejarse de él mediante cualquier veC

hículo de los que por allí circulaban o aun caminando, hace sospechar
fUlidadamente ac"erca de si la presunta víctima captó fielmente el sentido
de los actos del incriminado", concluyendo que tal circunstancia "traca
nuestro ánimo una duda que resulta insalvable despejar mediante los ma-
gros y difusos elementos de juicio que se han acercado y que tan sólo pue-
de ser resuelta a favor del encausado por imperio de lo nonnado por el ar-.
tículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal" (fs. 21 () vta. y
21 1),
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De este modo, el a qua volvió a absolver al procesado desconociendo
los elementos de prueba señalados en la sentencia de esta Corte, incurrien-
do nuevamente en un fallo arbitrario, tal como fue puesto en evidencia por
el señor Fiscal de Cámara y el señor Procurador General.

4°) Que lo decidido por el a qua importa, por sÍ, una cuestión federal
que debe ser atendida en esta instancia, en la medida en que está contro-
vertida la inteligencia de un pronunciamiento de la Corte Suprema dicta-
do con anterioridad en la misma causa; y, además, porque la solución es-
cogida consagra un inequÍvoco apartamiento de lo dispuesto por el Tribu-
nal y desconoce en lo esencial aquella decisión (Fallos: 304:494; 307:483,
683 y 2124; 308:215, causa: B.575 .xXII, "Borthagaray, Carlos R.", resuel-
ta el 14 de noviembre de 1989,.entre otros) .

. 5°) Que, en las particulares circunstancias de esta causa yen atención
a que el imputado cuenta con el derecho a obtener -después de un juicio
tramitado en legal forma- un pronunciamiento que, definiendo su posición
frente a la ley y a la sociedad, ponga término del modo más rápido posi-
ble a la situación de incertidumbre que comporta el enjuiciamiento penal
(Fallos: 272: 188; 298:50; 300: 1102; 305:913; 307: 1030, entre otros); co-
rresponde que esta Corte resuelva sobre el fondo, en uso de la facultad que
le acuerda el artículo 16, segundo párrafo, de la ley 48.

6°) Que de conformidad con las constancias de la causa surge que el I
de mayo de 1988, aproximadamente a las 15:30, el procesado Lavia,
munido de un revolver calibre 22 cargado con proyectiles aptos para el tiro,
intentó asaltar a Nicolás Walter Fedianiak, encargado del garage ubicado
en José María Moreno N° 859, de'esta Capital. Al no lograr su propósito

. por la resistencia de la víctima, escapó del lugar. .

Ello se encuentra probado con las declaraciones testimoniales de
Fedianiak (fs. 7 y 44), quien relató la forma en que el procesado lo empu-
jó hacia el interior del garage, sacando su arma de fuego, tomándolo del
cuello y colocando el arma en el pecho, al tiempo que le dijo "quedate
quieto, esto es un asalto". En esos momentos, la víctima reaccionó empu-
jando al delincuente y escapó hacia la calle.

En Directorio y José María Moreno, Fedianiak paró un taxi conducido
por José Antonio Guzmán, a quien pidió que avisara a la policía. Guzmán
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testificó en forma coincidente a fs. 5, y agregó que en Cochabamba y
Muñiz se encontró con un patrullero de la Policía Federal, a cuyos inte-
grantes contó lo sucedido.

El subinspector Juan José Méndez declaró a fs. I y 46. Manifestó que,
alertado por Guzmán, se dirigió al garage donde Fedianiak le relató las
circunstancias de] asalto intentado y describió al asaltante.

El oficial detuvo a Lavia en José María Moren-o y autopista, secuestran-
do en su podú el revólver marca Pehuén calibre 22 L.R. número 0227 serie
(E) con ocho alveolos con ocho proyectiles en su interior intactos, y del
interior del bolso color celeste secuestró una caja con 4 I proyectiles más.

Este secu'estro fue presenciado por AnÍbal Pedro Roque Pégolo, quien
declaró en forma concordante a 1'S.-6y 43, Ysuscribió el acta respectiva (fs.
3/4). El arma y los proyectiles fueron peritados y resultaron aptos para su
función específica (fs. 21,35 Y 52/53).

7°) Que este cuadro probatorio no puede ser desvirtuado con la expli-
cación que intentó Lavia al presentar declaración indagatoria (fs. 25/26),
en la cval, si bien reconoció que ingresó al garage y exhibió su arma al
encargado, manifestó que sólo lo hizo debido a un estado de depresión
emocional, y con el objeto de "hablar y contarle a alguien sus problemas".

Como lo señaló este Tribunal en su anterior resolución, no se trata en
el caso de dos versiones contrapuestas, la del procesado y la del encarga-
do del garage, sino de un cuerpo de pruebas e indicios precisos y concor-
dantes, por una parte, y una excusa muy poco creíble por la otra.

8°) Que, en estas condiciones, y tal como lo ha señalado esta Corte en
numerosas ocasiones, el estado de duda respecto dela ocurrencia de los
hechos no puede reposar en la pura subjetividad de los jueces, sino que
debe derivarse de la racional y'objetiva evaluación de las constancias.del
proceso (confr. causas: M.705.XX], "Martínez, Saturnino y otros si homi-
.cidio calificado", del7 dejunio de 1988, cons. 10, Ysus citas; S.232.XXIl,
"Scalzone, Alberto.sl robo con armas". del 1 de diciembre de 1988, entre
otros).



938 FALLOS IlE LA CORTE SUI'RE~'lA

En el caso de autos, los elementos señalados no permiten, razonable-
mente, dudar sobre la existencia del hecho ilícito y la responsabilidad de
Lavia en su comisión.

9°) Que el hecho se adecua típicamente a la figura descripta por el ar-
tículo 166, inciso 2°, del Código Penal, cometido en grado de tentativa.

A los efectos de graduar la pena a imponer, en virtud de las pautas
mensurativas contenidas en los artículos 40 y 41 del Código Penal, el Tri-
bunal computa como causas atenuantes la edad, la baja condición social
y cultural del procesado, según surge de la prueba aportada por la defen-
sa y del legajo de personalidad que corre por cuerda; y como agravante la
circunstancia de que registra un antecedente criminal por delito contra la
propiedad (v. certificado de fs. 23). En consecuencia, se considera adecua-
da la pena de dos años y dos meses de prisión.

/"

10) Que la condena impuesta en esta causa, deberá ser uni ficada con la
que recayó en la causa N° 222 del registro del Juzgado Nacional de Prime-
ra Instancia en lo Criminal de Sentericia Letra "LL", en la que la Sala VI
de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional im-
puso al procesado la pena de un año de prisión en suspenso como autor del
delito de hurto de automotores, con fecha 27 de febrero de 1986, a la pena
única de dos años y seis meses de prisión, con costas.

Por ello, en uso delas atribuciones conferidas por el artículo 16, segun-
do párrafo, de la ley 48, el Tribunal resuelve:

1) Revocar la sentencia de [s. 210121 J, Y condenar a Sandro Daniel
Lavia a la pena de dos años y dos meses de prisión. como autor del delito
de robo con armas, en grado de tentativa (ans. 42, 44, 45 Y 166, inc. 2°,
del Código Penal).

2) Imponer a SandI'O Daniel Lavia la pena única de dos años y seis
meses ele prisión, comprensiva dc la aplicada en esta causa, y la ele un año
de prisión en suspenso impuesta en la causa N° 222 del registro del Juz-
gado Nacional ele Primcra Instancia cn lo Criminal de Sentencia Letra
"LL". cl 27 de febrcl"O de 1986, como autor del delito de hurto de automo-
tores.
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Hágase saber y devuélvase, a fin de que se haga efectivo lo resuelto.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ (en disidencia) -
RODOLFO C. BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FAYT - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S.

NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO.

CAVAGNA MARTfNEZ, DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR

DON RODOLFO C. BARRA y DEL SEÑOR MINISTRO

DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de fs. 210/211 vta., por la que la Sala VII
de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional ab-
solvió libremente a Sandro Daniel Lavia en orden del delito de robo agra-
vado por el uso de armas, en grado de tenlati va, el Fi scal de Cámara inter-
puso el recurso extraordinario de fs. 2131217, concedido a fs. 222.

Conferida vista al señor Procurador General (fs. 225 vta.), éste mantuvo
el recurso y solicitó que este Tribunal resuelva el fondo de la cuestión de-
batida, en uso de las atribuciones que le acuerda el artículo 16 de la ley 48
(fs.226/227).

2°) Que en la causa se acusó a Sandro Daniel Lavia como autor del de-
lito de robo con arma en grado de tentati va. Se imputó al nombrado haber
amenazado con un arma de fuego al encargado de un garage, a quien ha-
bría introducido por la fuerza al interiqr del local, tomándolo del cuello de
la camisa, colocándole un revólver debajo de la tetilla del lado derecho y
manifestándole "quedate quieto, esto es un asalto". El hecho se habría frus-
trado porque la víctima le dio un empujón y salió corriendo hacia la calle,
donde pidió auxilio a un taxista, para ljue llamase a la policía.

3°) Que, en su declaración indagatoria el procesado manifestó haber
tenido el día del hecho una fuerte discusión con su madre, la cual lo echó
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de la casa, a raíz de lo cual preparó un bolso en el que colocó ropa y un
revólver calibre 22 corto y una cajita de balas; que se sentó en un bar donde
tomó cerveza y ginebra y se embriagó y que después de ello, llorando ca-
minó hasta el lugar del hecho, un garage, donqe vio parado a un hombre,
a quien se le acercó con la intención de hablar y contarle sus problemas.
Dijo haber tomado el revólver entre el pulgar y el Índice, apuntando ha-
cia abajo, sólo para mostrárselo y que la persona salió corriendo pese a que
en ningún momento el imputado lo apuntó ni le dijo que fuere un asalto.
También dijo que después de esto no huyó y se sentó en un umbral distante
a pocos metros del lugar, en donde siguió llorando, hasta que fue deteni-
do por personal de un patrullero (fs. 25/26). Dijo que al llegar el patrulle-
ro hizo señas para que lo ubicaran "ya que no tenía moti vos para esconder-
se".

4°) Que la Cámara a qua absolvió al procesado en base a.la duda que
se le creó acerca de la existencia del hecho (fs. 2101211). El tribunal hizo
mérito de distintos datos que según su juicio "sirven de apoyo a la aparente
inverosímil versión del procesado".

Al respecto consideró creíble que Lavia no huyó, tomandó en cuenta
que fue detenido a menos de una cuadra y media del garage, en la misma
avenida y juzgó que la presunta víctima debió llegar hasta Directorio para
pedir auxilio, y que el taxista que lo auxilió debió recorrer ocho cuadras,
antes de encontrar al patrullero, y que de allí partió el móvil hacia el ga-
rage, donde los aprehensores obtuvieron la descripción del prófugo, lo cual
insumió un tiempo "que hubieran habilitado a Lavia para alejarse mucho
más sino fuera porque es cierto que permaneció en las cercanías del gara-
ge" (sic).

También sustentó su duda sobre si la víctima captó fielmente el senti-
do de los actos del incriminado en el hecho de que el encargado del gara-
ge lo haya notado "alterado", que haya explicado al aprehensor que había
obrado porque la madre no lo quería, y en que la historia clínica agrega-
da a la causa revela que su psiquis ha sufrido perturbaciones que motiva-
ron su internación durante seis meses, y que egresó poco antes del hecho
contra la opinión de los médicos que lo trataban.

5°) Que la señora fiscal recurrente se agl'avia con arreglo a la doctrina
sobre arbitrariedad de sentencias, de que el {/qua no habría hecho una con-
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sideración de conjunto de la prueba recurrida, omitiendo considerarla. En
especial, se refirió a las declaraciones de los testigos Guzmán, Pégolo, del
oficial de policía que lo detuvo Juan José Méndez, al acta de secuestro del
arma y a los informes periciales sobre su funclonamiento, y a los informes
periciales que según su juicio permitirían descartar el estado de ebriedad
del imputado.

6°) Que el recurso extraordinario no puede prosperar, por dos órdenes
de razones. Por un lado, los testimonios del taxista que acudió en búsqueda
de la policía y del transeúnte que presenció el secuestro del arma, así como
la declaración del oficial de la prevención que detuvo a Lavia, no se refie-
ren a la percepción del hecho mismo que motiva la causa, esto es a la exis-
tencia del asalto, sino a otros posteriores, esto es, al auxilio solicitado por
Fedianiak y a la detención y requisa de Lavia, y al secuestro del arma. La
fiscal recurrente no demuestra de qué modo pueden esos testimonios di-
sipar la duda del a qua sobre si realmente existió una amenaza con el arma
o si es cierta la versión dada por el procesado sobre un hecho que pudo
haber sido mal interpretado por Fedianiak. Lo mismo cabe decir del acta
de secuestro y de las peritaciones sobre el funcionamiento del arma, pues
ellas no se refieren por sí a la existencia de la amenaza.

Por otra parte, no se demuestra qué relevancia podrían tener las
peritaciones médico legales de fs. 18 vta., 38/39 y 41 para arribar a una
solución distinta. Ello resultaría imprescindible si se tiene en cuenta, por
un lado, que el examen realizado por el médico legista se realizó más de
nueve horas después del hecho y sólo se informó que Sandro Daniel Lavia
no presentaba "signos de alteraciones psicopatológicas" y que tenía con-
ciencia "para comprender las normas que nos rigen", y que el de los mé-
dicos forenses se realizó dieciséis días después del hecho (fs. 38/39) y su
ampliación informa que "no surgen elementos que permitan establecer el
diagnóstico de ebriedad ni de alteraciones psicofísicas de Sandro Daniel
Lavia, que impidan comprender la criminalidad del acto ni dirigir sus ac-
ciones" (1's. 41), pero que no afirma, asertivamente, la imposibilidad de que
haya estado bajo efectos del alcohol en el momento del presunto hecho.
Pero, por otro lado, no se demuestra qué influencia podría tener la demos-
tración de la existencia de un estado de inimputabilidad al momento del
hecho, teniendo en cuenta que la cámara no absolvió por duda sobre la
imputabilidad del acusado, sino por duda acerca de cuál versión -la del
acusado o la de la víctima- debía tenerse por verdadera.
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En ese sentido, el juicio dél a quo que favoreció .al acusado por el be-
neficio de la duda, se fundó en la falta de certeza sobre la existencia de la
amenaza misma, y para ello tuvo en cuenta que la versión del procesado,
.aunque excéntrica, podía tener cie;.ta verosimilitud si se tenía en cuenta
que no se alejó del lugar del hecho, y en especial sus antecedentes sobre
una anterior internación psiquiátrica vinculada con el alcoholismo.

Estejuicio de la cámara, que se remite a la historia clínica de fs. 81/139,
de la cual surge que Lavia fue internado el 14 de mayo de 1987 con el diag-
nóstico de "síndrome de abstinencia alcoh6lica" (fs. 82), que la iliternación
fue voluntaria porque Lavia había declarado que tomaba alcohol hacía
tiempo y quería dejarlo definitivamente (fs. 86). y que fue internado nue-
vamente el 30 de septiembre de 1987 por dependencia al alcohol y sín-
drome depresivo (fs. 110 y 113), yque fue externado el 18 de noviembre
de 1987, por un responsable, contra la opinión médica de la institución
donde se lo trataba (fs. 81). En esas condiciones la decisión resuelve cues-
tiones de hecho que, al margen de su acierto o error, han sido resueltas con
fundamentos bastantes que bastan para su sustento.

Por ello, se desestima el recurso extraordinario de fs. 213/217. Hága-
se saber y devuélvanse los autos a su origen.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C. BARRA - ENRIQUE
SANTIAGO PETRACCHI.

SUI3PGA SAC.I.E. E L v. NACION ARGENTINA
(ADMINISTRACION NACIONAL DE ADUANAS)

LE}': In/eJpre/acitin y aplicación.

Las Icycs dcben interpretarse sicmpre cvitando darlcs un scnlido que coloque cn
pugna sus disposiciones y adoptando como pcrtincntc el que las concilie y deje ,;
ladas con vaíor y.efecto.
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El alcancc J,¡' las leyes tributarias debe determinarse computando la totalidad de las
'normas que la integran, para que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo a las
reglas de una razonable y discreta interpretación.

ADUANA: Il/fÍ'acciol/es. Manifestaciún inexacta.

El bien jurídico tutelado en el arl. 954, ine. c), del Código Aduanero resulta ser en
principio la veracidad y exactitud de la manifestación o declaración de la merca-
dería que es objeto de una operación o destinación de aduana.

ADUANA: IntÍ'acciones. MíIl7ifestaóún inexacta.

El art. 954 del Código Aduanero da prioridad a la veracidad y exactitud de la de-
claración, con prescindencia de otra actividad ulterior del declarante -salvo los su-
puestos previstos por la propia ley- o del control que pueda efcctuar el servicio adua-
nero.

COSTAS: Derecho pam litigar.

Corresponde imponer las costas en el orden causado, toda vez que la ex istencia de
un precedente de la Corte, pudo generar expectativas razonables en la vencida, acer-
ca del éxito de su pretensión.

ADUANA: !'rincil,ios generales.

Es razonable admitir la legitimidad de las facultades propias e inexcusables que
posee la Administración Nacional de Aduanas, las cuales comprenden, además de
la vcrificación de las diferencias susceptibles de registrarse por derechos de impor-
tación y exportación, las atinentes al control del ingreso y egreso de divisas vincu-
ladas con idénticas operaciones y a los demás tributos (Voto de los Dres. Enrique
Santiago Petraechi y Augusto César Bel1uscio).

ADUANA: !'rincipios generales .

. Las funciones de la Administración Nacional de Aduanas involucran la verificación
de las declaraciones aduaneras formuladas, a los fines de detcrminar si resultan idó-
neas para producir el pago de un imjJorte distinto del que efectivamente corresponda
por cada operación concreta (Voto de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Au-
gusto César Belluscio).
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LEY: Interpretación )' aplicacióll.

La primera fuente de interpretación de ¡aley es su letra (Voto de los Dres. Enrique
Santiago Petracchi y Augusto César Belluscio). .

LE)': Inlel]Jretadón y aplicadón.

Cuando la ley empica varios ténilinos sucesivos, es la regla más segura de interpre-
tación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con
algún propósito (Voto de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Augusto César
Belluscio).

LEY: Inlerpretadtin y apliéacitin.

El fin primordial del intérprete es dar pleno efecto a la voluntad del legislador (Voto
de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Augusto César Belluscio).

ADUANA: InFacciones. Mani{esliu:itin inexacta.

La viabilidad de'la sanción prevista por el art. 954, inc. c) del Código Aduanero
depende de la ponderación de los extremos que convergen en cada operación en
particular, de acuerdo a las normas vigentes a la fecha de los hechos, para determinar
el tipo de la infracción (Voto de los Dres. Enrique Santiago Pelracchi y Augusto
César Belluscio).

ADUANA: f¡~f¡'acciones. Mani{eswdlín' inexllt:la.

La intcgración material de la infracción al ar!. 954, inc. c) del Código Aduanero está
dada por la conctirrencia de la inexactitud que revela la decraración comprometida
y las diferencias comprobadas -de calidad o especie, cantidad, valor- mediante la
revisión o el control de los documentos emitidos y la verificación de las mercade-
rías respectivas (Voto de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Augusto César
Belluscio). .

COSTAS: Derecilo pam litigar.

Corresponde imponer las costas en el orden causado, en razón de que, ante la falta
de un criterio jurisprudencial firme sobre la cuestión tratada. la recurrente pudo
creerse con derecho para sostener su posición (Voto de los Dres. Enrique Santiago
Petracchi y Augusto César Belluscio).



DE JUSTICIA DE LA NACION

JI)

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

945

Buenos Aires, 12 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Subpga S.A.C.LE. e Lcl Estado Nacional (A.N.A.)
si nulidad de resolución".

Considerando:

1°) Que la Sala JI de la Cámara Nacional de Apelaciones en 10 Conten-
cioso Administrativo Federal revocó la decisión de la instancia anterior,
que había dejado sin efecto la resolución de la Administración Nacional
de Aduanas en cuanto impuso a la recurrente una multa con arreglo a lo
dispuesto por el art. 954, inc. c) del Código Aduanero.

2°) Que.para así resolver, el tribunal a qua sostuvo que la exposición
de motivos del proyecto de Código, destaca que el precepto legal tutela el
'principio básico de veracidad y exactitud en la declaración de la mercade-
ría objeto de cada operación, y delimita el tipo de infracción que se veri-
fica cuando se produce efectivamente un ,dafjo 'o cuando puede producir-
se, exista o no control aduanero, y sea é'steobligato"¡oQ no. En lal virtud,
los actos posteriores a la declaración no pueden incidir sobre la configu-
ración de la infracción, habida cuenta de que la ley alcanza al hecho ilícito
en el momento que se efectúa la declaración aduanera.

3°) Que contra dicho pronunciamiento la actora interpuso recurso ex-
traordinario, que fue concedido y es procedente, toda vez que está contro-
vertido el alcance de una norma de naturaleza federal y la sentencia defi-
nitiva del superior tribunal de la causa es contraria a las pretensiones que
la recurrente sustenta en ellas.

4°) Que los agravios expuestos están vinculados con la inteligencia atri-
buida por el tribunal a qua al art. 954, inc. c), del Código Aduanero, que
expresa: "El que, para cumplir cualquiera de las operaciones o destina-
ciones de importación o de exportación, efectuare ante el servicio aduanero
una declaración que difiera con lo que resultare de la comprobación y que,
en caso de pasar inadvertida, produjere o hubiere podido producir: ... c) el
ingreso o el egreso desde o hacia el exterior de un importe pagado o por
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pagar distinto del que efectivamente correspondiere, será sancionado con
una multa de uno (1) a cinco (5) veces el importe de la diferencia".

La actara sostiene, en cuanto a la diferencia de cantidad advertida, que
si bien el exceso de peso supera la tolerancia admitida por el art. 128 de
las O.O.A.A. y el art. 959, inc. c), del Código Aduanero, ello no es suscep-
tible de provocar un ingreso menor de divisas d,-~de el exterior, habida
cuenta de que la mercadería que exporta se encuentra sujeta a control de
peso obligatorio en el momento de la carga al medio transportador.

5°) Que toda vez que el ámbito de la controversia concierne al marco
interpretativo de la norma mencionada en el considerando precedente,
cabe advertir que las leyes deben interpretarse siempre evitando darles un
sentido que coloque en pugna sus disposiciones y adoptando como perti-
nente el que las concilie y deje a todas con valor y efecto (Fallos: 304:794,
entre muchos otros). A ello cabe añadir que el alcance de las leyes
tributarias debe determinarse computando la totalidad de las normas que
la integran, para que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo con las
reglas de una razonable y discreta interpretación (Fallos: 307:871).

6°) Que con arreglo a tales reglas interpretativas y no perdiendo de vista
que el bien jurídico tutclado cn el precepto examinado -según lo explica
la Exposición de Motivos del Código Aduanero- resulta ser el principio de
la veracidad y exactitud de la manifestación o declaración de la mercade-
ría que es objeto de una operación o destinación de aduana, corresponde
seiialar que en los artículos 224 y 321 del aludido cuerpo normativo se
establece que una vez registrada la declaración. ella deviene inalterable y
el servicio aduanero no admitirá del interesado rectificación, modificación
o ampliación alguna, salvo las excepciones previstas expresamente. Estas
rectificaciones -admitidas por el legislador sin desmedro del mentado prin-
cipio que consagra la exactitud y veracidad de la declaración comprome-
tida- proceden cuando "lal inexactitud fuera comprobable de su simple
lectura o de los documentos complementarios a ella y fuera solicitada con
anterioridad a que la diferencia hubiera sido advertida por cualquier me-
dio por dicho servicio, o a que hubiera un principio de inspección adua-
nera o a que hubieran iniciado los actos preparatorios del despacho ordc-
nado por el agente verificador". Se trata del mismo principio establecido
en el art. 1057 de las Ordenanzas de Aduana, con arreglo al cual las recti-
ficacioncs sobre las circunstancias de las mercaderÍ:ls no justific:ln los
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errores, salvo que resulten de los propios documentos, sin admitir prueba
extraña a éstos; lo que significa, en consecuencia, que el resultado del
pesaje no autoriza la modificación de la declaración, ni excluye la respon-
sabilidad emergente (Fallos: 153:350).

]O) Que por otra parte no puede dejar de señalarse que la reducción de
la pena, prevista para el responsable de la declaración inexacta que comu-
nique por escrito la existencia de ella ante el servicio aduanero "con an-
terioridad a que éste por cualquier medio la hubiere advertido" (art. 917 del
Código Aduanero), ha sido establecida aun para aquellos supuestos en que
el control aduanero fuere obligatorio. Siendo ello así, la aseveración rela-
tiva a que el pesaje forzoso desincrimina la falsa declaración, importa pres-
cindir de las premisas del sistema, considerado en su integridad y apartarse
de l¡:tdebida hermenéutica (considerando 5° ut supra).

8°) Que, por tanto, procede declarar que el art. 954 del Código Adua-
nero da prioridad a la veracidad y exactitud de la declaración, con prescin-
dencia de otra actividad ulterior del declarante -salvo los supuestos previs-
tos en la propia ley- o del control que pueda efectuar el servicio aduane-
ro. Ello se traduce en que, por principio, en la confiabilidad de 10 decla-
rado mediante la correspondiente documentación reposa.todo un sistema
que no depende de la mayor o menor eficiencia con que la Administración
Nacional de Aduanas practique las tareas de control que le están asigna-
das;al contrario, la sujeción a tales presupuestos tiende a evitar que al
amparo del régimen de exportación o importación, en su caso, se perpe-
tren maniobras que lo desnaturalicen y perviertan.

Por ello, se confirma la sentencia apelada en cuanto ha sido materia del
recurso concedido. Las costas de esta instancia COITe¡'án en el m.den cau-
sado, en atención a que la existencia del precedente de Fallos: 305: 1294,
pudo generar expectativas razonables, en la vencida, acerca del éxito de
su pretensión. Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTíNEZ - RODOLI'O C.

BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (según SUl'oto) -

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (según SI( I'oto) - JULIO S.NAZARENO - EDUARDO

MOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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VOTO DEL LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCH[

y DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando:

1°) Que laSala IIde la Cámara Nacional de Ape.).aciones en lo Conten-
cioso Administrativo Federal revocó la decisión de la +nstancia anil:<e'r.ior,
que había dejado sin efecto la resolución de ia Admlnistraclón Naó,o'l'lal
de Aduanas, en cuanto impuso a la recurrente una muha ,con 'sustento ,en
lo dispuesto porelaTt. 954, inc. c), del Código Adu,anero.

20) Que para así l'esolver, el tribunal a qua sostuvü que ').aexposicióliI
de motivos del proyectü de Códigü, destaca que el precepto 'legal tutela el
principio básico de veracidad y exactitud en la declaración de la mercade-
ría objeto de cada operación, y delimita -el tipo infracc1ünal que se verifi-
ca cuando se produce efectivamente un daño o cuando puede pl"Qduclrse,
exista o no control aduanero, y sea éste obligatorio o no. En tal virtud, los
actos posteriores a la declaración no pueden incidir sobre la configur.ación
de la infracción, habida cuenta de que la ley alcanza al hecho ilícito -enel
momento que se efectúa la declaración aduanera.

3°) Que contra dicho pronunciamiento la actora interpuso recurso ex-
traordinario, que fue concedido ye's procedente, toda vez que está contl"Q-
vertido el alcance de una norma de naturaleza federal y la sentencia defi-
nitiva del superior tribunal de la causa es contraria a las pretensiones que
la recurrente sustenta en ellas.

4°) Que los agravios expuestos están vinculados con la inteligencia atri-
buida por el tribunal a qua al art. 954, inc. c), del Código Aduanero que
expresa: "El que para cumplir cualquiera de las operaciones o
destinaciones de importación o de exportación, efectuare ante el servicio
aduanero una declaración que difiera con lo que resultare de la comproba-
ción y que, en caso de pasar inadvertida, produjere o hubiere podido pro-
ducir: ...c) el ingreso o el egreso desde o hacia el exterior de un importe
pagado o por pagar distinto del que efectivamente correspondiere, será
sancionado con una multa de uno (1) a cinco (5) veces el importe de la di-
ferencia" .
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La actora sostiene, en cuanto a la diferencia de cantidad advertida, que
si bien el exceso dé<peso supera la tolerancia admitida por el art. 128 del
las O.O.A.A. y el art. 959, inc. c), del Código Aduanero, ello no es suscep-
tible de provocar un ingreso menor de divisas desde el exterior, habida
cuenta de que la mercadería que exporta se encuentra sujeta a control de
peso obligatorio en el momento de la carga al medio transportador.

5°) Que cabe señalar que la Administración Nacional de Aduanas tie-
ne a su cargo la aplicaciÓn de la legislación relativa a la importaCión yex-
portación de mcrcaderÍas, la percepción y fiscalizaciÓn de las rentas pú-
blicas producidas por los derechos y demás tributos, y el control del trá-
fico internacional de mercaderías.

En consecuencia, es razonable adrrÍitir la legilimidadde las facultades
legales propias e inexcusables que posee, las cuales comprenden, además.
de la verificación de las di ferencias susceptibles de registrarse por dere-
chos de importación y exportación, las atinentes al control del ingreso y
egreso de divisas vinculadas con idénticas operaciones, -no obstante en-
contrai"se su régimen básicamente regulado por el Banco Central, por la ley
19.359 y sus modificaciones, entre otras normas 1ega1es- y a los demás tri-
butos, entre los que se encuentra el impuesto de equiparación de precios,
los derechos antidumping y compensatorios, los tributos con afectaciÓn
especial, las tasas de estadística, comprobación, servicios extraordinarios,
almacenaje, etc.

6°) Que, en tales condiciones, dichas funciones involucran la verifica-
ción de las declaraciones aduaneras formuladas, a los fines de determinar
si resultan idóneas para producir el pago de un importe distinto del que
efectivamente corresponda por cada operación concreta, o sea, si la ma-
nifestación inexacta configura por los efectos susceptibles de ocasionar,
la consecuencia que el precepto legal prevé, independientemente de la
magnitud del pago -mayor o menor-, cuando se registren diferencias no
salvadas ni justificadas en la forma dispuesta por el Código Aduanero.

Ello está vinculado y guarda coherencia con el ejercicio del poder de
pol;cía del Estado, relativo al cumplimiento del plexo normativo vigente
al tiempo de los hechos que originan las manifestaciones realizadas por los
operadores.
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7°) Que esta Corte ha expresado que "la primera fuente de interpreta-
ción de la leyes su letra, y que cuando la ley emplea varios términos su-
cesivos es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no
son superfluos sino que han sido empleados con algún propósito, por cuan-
to, en definitiva, el fin primordial del intérprete es dar pleno efecto a la
voluntad del legislador" (Fa)los: 200: 165; 299: 167, entre otros).

8°) Que, al ser así, la viabilidad de la sanción depende de la pondera-
ción de los extremos que convergen en cada operación en particular, de
acuerdo a las normas vigentes a la fecha de los hechos, para determinar el
tipo infraccional.

La integración material está?ada por la concurrencia de la inexactitud
que revela la declaración comprometida y las diferencias comprobadas
-de calidad o especie, cantidad, valor-, mediante la revisión o el control de
los documentos emitidos y la verificación de las mercaderías respectivas.

Dichos extremos resultan eficaces, en tanto importarían el ingreso des-
de el exterior de.un pago distinto -menor o mayor- si se liquidaran las ope-
raciones de acuerdo a las manifestaciones formuladas por el responsable.

9°) Que en el sub examine resultaron acreditados los requisitos exigi-
dos para la configuración de la conducta sancionada por el arlo 954, inc.
c), del Código Aduanero, conforme a las constancias.que surgen de las
actuaciones de fs. 97.

Por ello, se confirma la sentencia apelada en cuanto fue materia del
recurso concedido. Las costas de esta instancia se imponen en el orden
causado, en razón de que ante la falta de un criterio jurisprudencial firme
sobre la cuestión tratada, la recurrente pudo creerse con derecho a soste-
ner su posición. Notifíquese y devuélvase. .

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.
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JURISDICClON y COMPETENCIA: COl//pelel/cia federal. C()}l1pelel/cia origil/aria de la COrle
Suprel//a. Causas el/ que es parle 1IIJ(1pmrincia. Causas chiles. Disti11la ,.ecindad.

Es de la competencia originaria de la Corte la causa en la que se persigue, con apoyo
en normas de derecho común, el cumplimiento de obligaciones de pago nacidas de
acuerdos celebrados para la exhibición de material fílmico en una emisora televisiva
y se encuentra aúeditada la distinta vecindad de la actora respecto de la provincia
demandada (1).

BARBARA MARIA NOAILLES DURRIEU v. LUIS VICENTE NOAILLES y OTROS

JURISDiCClON y COMPETENCIA: COlllpelencia federal. Por las personas. Nacilil/.

El Banco Hipotecario Nacional está sometido en la Capital Federal a la justicia fe-
deral ya que resulta claro que el art. 58 de la ley 22.232 quiso otorgarle el mismo
status que la Nación eh juicio (2).

JURiSDiCCiON y COMPETENCiA: Cues/iones de cOl//pelencio. Generalidades.

Para la determinación de la compcteneia correspondc atender dc un modo princi-
pal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, y sólo
en la medida en que se adccue a ellos, al derccho que invoca como fundamento de
su pretensión (3) .

.IURISDiCCiON y COMPETENCiA: COlllpe/el/cio fe de ro l. Por la nJ(l/eria. Causas regidos por
norlllas federales.

Si el estudio y dilucidación dc la causa remite directa e inmediatamente a la consi-
deración de temas reglados por cl dcrecho administrativo, naturaleza que revistcn

(1) 12 de mayo. Fallos: 310:1074; 314:830.
(2) j 2 de mayo. Fallos: 3 10:500, 2340.
(3) Fallos: 306:328, 333, 444, 73 1, 2160.
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las normas que regulan la actividad del Banco Hipotecario Nac.ional en el ejerci-
cio de las funcioncs que le competen corno administrador y ejecutor de la operatoria
de créditos para la adquisición de inmuebles, el juicio puede considerarse compren-
dido entre las causas contenciosoadministrativas a que se refiere el art. 45, inc. a),
de la lei 13.998, no obstando a ello la circunstancia de que también se tenga quc
aplicar institutos de derecho común para la solución del caso (1). '

JaSE LUIS FaJO y OTROS v. NACION ARGENTINA y OTRO

CONSTlTUCION NACIONAL: Principios ~enerales.

La interpretación constifucional debe hacerse de manera que sus limitacioncs no
lleguen a trabar el cficaz ejercicio de los poderes atribuidos al Estado a efectos del
cumplimiento de sus fines del modo más beneficioso para la comunidad.

FACULTAD REGLAMEI'iTARIA.

El Estado puede intervenir por vía de reglamentación en el ejercicio de ciertas in-
dustrias y actividades a efectos de restringirlas o encauzarlas en la medida en que
lo exijan la defensa y el afianzamiento de la salud, la moral, el orden público y aun
los intereSes económicos de la colectividad.

FACULTAD REGLAMENTARIA.

La intervención por vía de reglamentación puede contemplar la posibilidad de que
una industria surja como simplemente privada y se transforme en el curso de su
evolución en una actividad que afecta a intereses públicos dignos de regulación
previsora, apreciación cuya revisión es ajena al cometido de los tribunales de jus-
ticia.

FACULTAD REGLAMENTARIA.

La decisión de modificar de la función reguladora asignada a un organismo y que
restablezca la vigencia de la actividad privada fundada en la preeminencia del in-

(1) Fallos: 30Q: 159 1; 3\ O: 1555.
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tel'és público es irrevisable en sede judicial, ya. que lo contrario importaría juzgar
¡'a'oportunidad o conveniencia de tales medida:s ..

CONSTlTUCrON NA.CfONAL: Control de constitucionalidad. Facultades del Poder Judicial.

El cliteriode conveniencia o eficacia económica o social de la Corte no puede sus-
t.ituir allegisIador para pronunciarse sobl:e la validez o invalidez constitucional de
las leyes que regulan trabajos, comercios o industrias, con fines de policía y la mo-
dificación de un criterio legislativo por otro responde a una concepción abierta y
dinámica' -antes que estática- de los objetivos super.iores concebidos por la Cons-
titución Nacional (arts. 67, inc. 16 y 107).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos)' garantías. Generalidades.

La Constitución Nacional no reconoce derechos absolutos y los por ella consagra-
dos se ejercen con aFreglo a las leyes que los reglamentan.

CONSTlTUCION NACIONAL: Control de constitucionalidad. Interés para impugnar la
constitucionalidad.

El interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demos-
trar c1arámente que contraría la Ley Fundamental.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.

El amparo del derecho a la igualdad no encuentra desmedro ante leyes que contem-
plan en forma distinta situaciones que consideran diferentes, siempre que la discri-
minación no sea arbitraria ni responda a un propósito de hostilidad contra determi-
nada persona o grupos de personas.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Principios lienerales.

El derecho de defensa se ve resguardado en tanto se dé oportunidad al interesado
para ser oído por un tribunal judicial y de producir la prueba en que funda sus de-
rechos.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Competencia originaria de la Corte
Suprema. Causas en que es parte una provincia. Generalidades.

Carecen de legitimación para demandar al Estado Nacional y a una provincia los
socios de una institución de derecho público no estatal regida por las normas que
regulan las sociedades de economía mixta, ya que sus eventuales derechos cuya
violación habrían comprometido garantías constitucionales al disponerse la
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privatización de la misma debieron ser ejercitados en su 90ndición de accionistas
por las vías societarias pertinentes.

COSTAS: Derecho para liligar.

Corresponde imponer las costas por su orden en la causa en la que se rechazó el re-
clamo de los socios de una institución de derecho público no estatal al Estado Na-
cional y a una provincia a raíz de la privatización de dicha corporación ya que en
las particulares circunstancias del caso los demandantes pudieron creerse con de-
recho a litigar (Disidencia parcial de los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martí-
nez, Carlos S. Fayt y Eduardo Moliné O'Connor).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 12 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Fojo, José Luis y otros cl Estado Nacional y Provincia
de San Juan si daños y petjuicios" de los que

Resulta:

1) A fs. 18/35 se presentan los Sres. José Luis Fojo, Sergio Larrea, An-
tonio Cabrera Jordán y Eduardo Kadi e inician demanda contra el Estado
Nacional y la Provincia de San Juan. Solicitan la invalidez de la ley pro-
vincial 4714 y la resolución 786 del Ministerio del Interior, que se condene
a la mencionada provincia a cumplir con los aportes a que se obligó por la
ley 3933, y se declare la responsabilidad solidaria de los estados nacional
y provincial por los daños y perjuicios ocasionados a la Corporación
Agroeconómica, Vitícola, Industrial y Comercial (C.A. V.I.c.), por la ges-
tión dcl ex interventor Adolfo Delfino.

Manifiestan ser socios y accionistas de la mencionada corporación y
que el interés jurídico que les asiste es el de todos y cada uno de los accio-
nistas en cuya defensa también actúan (fs. 27). Recuerdan que la institu-
ciÓn fue creada por la ley 3019 Yque en el año 1974 mediante ley 3933 la
Provincia de San Juan se incorporó como socio. Esa participación supo-
nía determinados aportes para integrar el capital previsto en el art. 21.
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Producido el golpe militar del 24 de marzo de 1976, el Poder Ejecuti-
vo provincial dispuso la intervención de C.A.V.Le., durante la cual se
produjeron hechos lesivos del patrimonio societario atribuibles al mal de-
sempeño del coronel Delfina designado interventor. Como consecuencia
del estado en que se encontraba la corporación -dicen más adelante- fue
necesario crear un consejo nonnalizador que entre otras funciones debía
elevar un informe económico financiero, el que llevado a cabo reveló el
estado de crisis económica que soportaba.

Es en tales condiciones que se decide su privatización para lo cual se
sancionó la ley 4714 y se dispuso convocar una asamblea que debía deci-
dir sobre el destino de e.A.V.Le. aprobando su transformación en una
personajurídica de derecho privado sin participación estatal. Si esa asam-
blea no se hubieÍ"a constituido o no hubiese podido funcionar válidamen-
te o, en su caso, no se aceptara la transformación, la ley preveía su disolu-
ción o liquidación. Parece claro, entonces, que la ley autoriza a un socio
-la Provincia de San Juan- a decidir por sí yen desmedro de los derechos
de los otros la pri vatización del ente. Sostienen que no es su propósi t~ juz-
gar la bondad o inconveniencia de una u otra figura jurídica sino señalar
el agravio que sufren los accionistas y la propia empresa por aquella de-
cisión unilateral que les impone una nueva forma societaria sin que se in-
demnicen a e.A.V.Le. los perjuicios derivados de una gestión administra-
tiva deficiente y sin que la Provincia de San Juan cumpla con sus aportes.

Todo este proceso, continúan, persigue soslayar la responsabilidad del
Estado provincial por los aportes no satisfechos, la que corresponde al
Estado Nacional y a San Juan por la mala administración del ente, 'por su
liqUidación al margen de los marcos legales que definen su situación pa-
trimonial yen detrimento de los derechos de los socios, utilizando, para
ello, su transformación en una sociedad cooperativa. Se vulneran así de-
rechos de raigambre constitucional como son el de propiedad, el de libre
asociación y la defensa en juicio. Fundan su demanda en los arts. 14, 16,
17, 18y31 de la Constitución, 1109, Ill2, l 195 yconcs.del CódigoCi-
vil, y las disposiciones de la ley 19.550 aplicables supletoriamente.

A fs. 44/49 los actores precisan aspectos de la demanda, lo que reite-
ran a fs. 65/67 donde plantean la inconstitucionalidad de la ley 4747. Fi-
nalmente, a fs. 88/97 manifiestan que amplían y ordenan sus pretensíones.
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En esta última presentación se afirma que la privatización procura sos-
layar: 1) lo dispuesto en el art. 5° de la ley 3933 que fija el plazo de dura-
ción de la sociedad; 2) la obligación del Estado provincial de efectuar el
aporte de capital comprometido en el art. 21 de aquel texto legal; 3) la de
indemnizar los perjuicios derivados de la actuación irregular de los fun-
cionarios encargados de la administración de la corporación; 4) la nece-
sidad de determinar su estado patrimonial; 5) el reconocimiento del dere-
cho de los accionistas particulares a la restitución de su capital si no estu-
vieran de acuerdo con la transformación del ente; 6) su derecho a partici-
par sin coacción en la decisión acerca del destino de la empresa; y 7) las
exigencias de la ley 19.550 respecto de la susodicha transformación. Es-
tos reclamos, dicen a fs. 91 vta. no los realizan los actores para sí sino en
la medida de su interés concreto como accionistas.

A fs. 54 se adhieren a la demanda Teodora Teresa Rambaud de Arturo
y a fs. 81 lo hacen Alfredo Jorge, Osear Mario, Carlos Santiago, Luis
Emilio y Rodolfo Héctor Graffigna Latino y asimismo, Angela Latino de
Graffigna. A fs. 102 Oscar Mario Graffigna Latino deja sin efecto suad-
hesión. Igual temperamento adoptan, posteriormente, la Sra. Rambaud y
el Sr. Larrea (fs. 109 y 129).

I1) A fs. 294/312 contesta la Provincia de San Juan. Hace mención a los
antecedentes legales que rigieron a e.A.V.Le. y rechaza la existencia de
violaciones a principios constitucionales.

Sostiene -en lo sustancial- que los actores carecen de derechos para
oponerse a la transformación de la corporación en un nuevo ente social, a
la vez que afirman que el régimen de la ley de sociedades -aplicable" por
vía supletoria- demuestra su falta de legitimación para demandar a la pro-
vincia. AsÍ, por ejemplo, en lo atinente a la impugnación de la asamblea
dé accionistas que debió ser eje;-cida contra la sociedad, la pretendida res-
titución de aportes y el resarcimiento de los daños y perjuicios que atribu-
yen al ex administrador Delfina. Plantea, asimismo, defensas de naturaleza
procesal.

Ill) A fs. 319/333 se presenta el Estado N aciana!. Funda su defensa en
un orden de razones afín a las expuestas por la provincia codemandada.

Considerando:
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1°) Que este juicio es de la competencia originaria de la Corte Supre-
ma(arts. 100y 101 de la Constitución Nacional).

2°) Que, en atención a las sucesivas presentaciones de los actores de las
que dan cuenta el escrito inicial y los que corren a fs. 44/49, 65/67 Y 88/
97, es conveniente determinar el alcance de su reclamo, para 10 cual resul-
tan útiles las aclaraciones realizadas en el último de los citados, donde
manifiestan que "amplían y ordenan pretensiones de la demanda" (ver asi-
mismo fs. 181/185). De tal manera se evidencia que persiguen: 1) la de-
claración de inconstitucionalidad de la "decisión del Estado Nacional de
privatizar o liquidar la Corporación Agro Económica, Vitícola, Industrial
y Comercial (C.A.V.LC.) y de las resoluciones, leyes y actos dictados y
ejecutados para hacer efectivo este propósito, incluidas la resolución N°
786 del 13 de mayo de 1980 del Ministerio del Interior, las leyes 4714 y
4747 dictadas por el gobernador de San Juan en ejercicio de facultades
legislativas y cumpliendo instrucciones del gobierno nacional, la asamblea
de accionistas efectuada el 20 de julio de 1980 y la decisión allí tomada de
convertir la empresa en una sociedad cooperativa o de derecho privado";
2) que se resuelva que la Provincia de San Juan está obligada: a) a perma-
necer como socia dela corporación durante el plazo que fija el art. 5° de
la ley provincial 3933 y mientras no sobrevenga una causa legal de diso-
lución, y b) a cumplir con el aporte de capital determinado en el art. 21 de
la ley; 3) se declare la responsabilidad solidaria de los estados nacional y
provincial por el daño causado a la corporación ya sus accionistas priva-
dos por la gestión irregular y dolosa del ex interventor Adolfo Delfina y
se los condene a reparar ese perjuicio por el monto que se determine en el
sumario criminal que se sustancia contra dicho ex funcionario; 4) decla-
re que los actores y todos los accionistas privados de la corporación tienen
derecho a que se les restituya o indemnice el valor actualizado de su res-
pectivo capital accionario. Asimismo, afirma que las conductas asumidas
por las demandadas infringen las garantías constitucionales de la igualdad,
de asociación, de propiedad y de defensa, a la vez que resultan contrarias
al art. 37 de la ley 19.550 (aplicable en razón de lo preceptuado por el art.
2 de la ley local 3933) que sanciona el incumplimiento del socio que no
cumple'con sus aportes, a lo dispuesto en los arts. 54 y 59 que se refieren
a la conducta de los socios y administradores dc la sociedad, y a los arts.
74 y 77 de esa norma. Cabe tener presente, asimismo, su aclaración de fs.
91 en el scntidó de que los reclamos los efectúan en la medida de su intc-
résconcreto como accionistas.

•
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3°) Que corresponde, en primer término, considerar las impugnaciones
dc naturaleza constitucional que oponen los actores a la determinación de
privatizar C.A.V.l.e.

En oportunidad de dictar sentencia en la causa seguida por esa corpo-
ración contra Juan Maurin y Cía. (Fallos: 277: 147) el Tribunal tuvo opor-
tunidad de expedirse sobre los propósitos que Ilevarón al gobierno de San
Juan a crearla, para lo cual consideró apropiado recordar la doctrina de
Fallos: 199:483, cuyos fundamentos reprodujo en lo pertinente. Así se rei-
teró que la interpretación constitucional debe hacerse de manera que sus
limitaciones no lleguen a trabar el eficaz ejercicio de los poderes atribui-
dos al Estado a efectos del cumplimiento de sus fines del modo más bene-
ficioso para la comunidad, por lo que se ha reconocido desde antiguo la
facultad de aquél para intervenir por vía de reglamentación en el ejercicio
de ciertas industrias y actividades a efectos de restringidas o encauzarlas
en la medida en que lo exijan la defensa y el afianzamiento de la salud, la
moral, el orden público y aun los intereses económicos de la colectividad
(en igual sentido Fallos: 298:341). En el caso, esa facultad se inscribe en
el marco de los poderes de policía económica que con fines de promover
la industria la Constitución otorga, de manera concurrente, al Estado Na-
cional y a las provincias (arts. 67 inc. 16 y 107), Yen cuyo ejercicio la au-
toridad provincial pudo crear un organismo para que actuara como instru-
mento de gobierno ante la coyuntura específica que caracterizaba a la in-
dustria vitivinícola local.

Cabe destacar, asimismo, que la intervención por vía de reglamentación
puede contemplar, como se ha dicho en el precedente de Fallos: 199:483,
la posibilidad de que una industria surja como simplemente privada y se
transforme en el curso de su evolución en una actividad que afecta intere-
ses públicos dignos de regulación previsora, apreciación cuya revisión
-se sostuvo- es ajena al cometido de los tribunales de justicia. De lo ex-
puesto se desprende que una decisión contraria modificadora de la función
reguladora asignada a un organismo como la C.A.V.Le. y que restablez-
ca la vigencia de la actividad privada fundada -al igual que en el supues-
to anterior- en la preeminencia del interés público (Fallos: 258: 171), será
igualmente irrevisable en sede judicial ya que lo contrario importaríajuz-
gar la oportunidad o conveniencia de tales medidas. Es que, como se sos-
tuvo en Fallos: 171 :349, el Tribunal nunca ha entendido que pueda susti-
tuir su criterio de conveniencia o eficacia económica o social al dellegis-
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lador para pronunciarse sobre la validez o invalidez constitucional de las
leyes que regulan trabajos, comercios o industrias, con fines de policía. Por
otro lado, la modificación, como ha sucedido en el caso sub examine, de
un criterio legislativo por otro sobre la materia responde a una concepción
abierta y dinámica -antes que estática- de los objetivos superiores conce-
bidos por la Constitución Nacional (arts. 67 inc. 16 y 107).

Desde luego, esta autolimitación no puede impedir un pronunciamiento
en cuanto a la razonabilidad de los medios elegidos y a si ellos son propor-
cionados a los fines tenidos en mira y, en consecuencia, decidir si es ad-
misible la consiguiente restricción de los derechos individuales afectados.

4°) Que, como los actores hacen deri var de las decisiones impugnadas
lesión a derechos constitucionales, corresponde, habida cuenta de la adver-
tencia antes expuesta, considerar si se configura tal extremo. A tal efecto
ha de señalarse que, respecto a algunos de sus reclamos, carecen de
legitimación contra los aquí demandados toda vez que debieron ser ejer-
cidos contra la sociedad CA.V.LC de conformidad a lo establecido en la
legislación aplicable por vía supletoria (ley 19.550).

En ese sentido es necesario tener presente que la Constitución Nacio-
nal no reconoce derechos absolutos y que Jos por ella consagrados se
ejercen con arreglo a las leyes que los reglamentan (Fallos: 304:319;
307:2262), y que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad
de una norma debe demostrar claramente que contraría la Ley Fundamen-
tal (Fallos: 307: 1656,1983).

5°) Que resulta oportuno fijar el marco legal en que se desenvolvió el
proceso que culminó con la transformación societaria de CA.V.LC Para
ello, debe tenerse en cuenta que mediante la ley 3933 la corporación que-
dó integrada por los productores vitícolas y el Estado provincial de San
Juan y definida como una institución de derecho público no estatal, "so-
metida al derecho privado en todo lo que se refiere a los derechos y obli-
gaciones de ese carácter que origine su actividad industrial y comercial"
regida por las normas previstas en aquel texto legil1, las que regulan las
sociedades de economía mixta y en cuanto "se concilien con la naturale-
za y fines de la entidad y en relación a las materias respectivas, por las dis-
posiciones del Código de Comercio y de los decretos - leyes 19.550 y
20.337".
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Por ley 4714, de fecha 28 de abril de 1980, se dispuso la convocatoria
por parte del directorio de CA.V.LC de una asamblea general extraordi-
naria de accionistas cuyo orden del día contemplaba como finalidad prin-
cipalla privatización del ente, previéndose su disolución o liquidación para
el caso de que no se resolviera la transformación, no se aprobaren los es-
tatutos o no se eligiesen las autoridades de la nueva entidad o ésta resul-
tara integrada por mcnos de un millar de los actuales accionistas. La pos-
terior ley 4747 fijó la fecha de convocatoria de la asamblea y establecía
otras disposiciones atinentes a la liquidación de las deudas existentes.

Fue en cumplimiento de tales disposiciones que se llevó a cabo el día
20 de julio de 1980, la asamblea respecti va en,la que los accionistas deci-
dieron la transformación de la corporación en una cooperativa.

6°) Que los actores afirman que la ley 4714 afectó el derecho a la libre
asociación toda vez que impuso como medio para conservar el capital
aportado en su carácter de accionistas, la incorporación a la nueva socie-
dad por crearse, Sin embargo, tal afirmación no encuentra respaldo en ese
antecedente legal, que se limitó a poner a consideración de una asamblea
general extraordinaria de socios la eventual transformación de CA.V.LC,
en empresa privada. Esa sola circunstancia no configura lesión constitu-
cional puesto que la garantía del art. 14 no alcanza a aquellos supuestos en
que la voluntad del asociado de mantener la modalidad social vigente
-como parece haber sido el caso de los actores- sea contraria a la decisión
legalmente adoptada por los órganos competentes.

En ese sentido, no se ha demostrado que aquéllos se hayan visto com-
pelidos a aceptar la nueva forma societaria ni que su disconformidad -que
no se manifestó por las vías legales pertinentes (art. 251 de la ley 19.550
de aplicación supletoria)- les impidiera ejercer el derecho de receso que
corresponde a los socios disconformes frente al ente social y que contem-
pla el art. 245 del texto legal citado. Tal situación que, por lo demás, tam-
bién debe ser ponderada en orden a la violación del derecho de propiedad
que se alega, surge d<: la propia confesión de los actores en el sentido de
que no ha mediado concreta y fundada impugnación a la aludida asamblea
ni el ejercicio del mentado derecho de receso (ver posición segunda, pliego
de fs. 23, exhorto 16.142 agregado por cuerda, respuestas de fs. 24/25, 26,
27,28 Y 28 vta.; posiciones 5ta. y 6ta. del pliego de fs.'97, respuestas de
fs. 958/958 vta., 959 vta. y 966).



DE JUSTICIA DE LA NACION

3J5

961

7°) Que, en cuanto a] derecho de propiedad agraviado por ]0 que se
califica de confiscación o menoscabo de] aporte societario, e] incump]i-
miento de los aportes de capital a que se comprometió la provincia y la
renuencia que se atribuye a ]a sociedad a reclamar los daños y perjuicios
de ]a administración De]fino, cabe recordar que por lo expuesto en los
considerandos anteriores los actores no pueden, frente a decisiones de
política económica como eran las vinculadas con e] proceso de transfor-
mación de e.A.V.Le., hacer valer un derecho adquirido a] mantenimien-
to de] régimen lega] originario (Fallos: 267:247; 29] :359; 308: 199) a la par
que la lesión patrimonial invocada -en e] supuesto de existir, toda vez que
]a sola privatización no la infiere- encontraba mecanismos apropiados para
su reparación en e] marco de las relaciones societarias regidas por ]a ley
19.550 que, como han reconocido, no han sido utilizados. Así, por ejem-
p]o, e] ejercicio del derecho de receso contemplado en e] arto 245, ]a
impugnación de ]a decisión asamblearia prevista en el art. 25 I -que debió
promoverse contra ]a sociedad- y la iniciación de la acción de responsa-
bilidad del art. 277 de ese texto legal, a cuyo fin debe considerarse -asimis-
mo- lo dispuesto en el art. 35 de la ley 3933. Tales omisiones no pueden
ser suplidas mediante esta demanda dirigida contra quienes -según lo ex-
puesto- los actores carecen de legitimación.

8°) Que igualmente ineficaz resulta el agravio vinculado con la viola-
ción del derecho a la igualdad. En efecto, esta Corte ha sostenido que su
amparo no encuentra desmedro ante leyes que contemplan en forma dis-
tinta situaciones que consideran diferentes, siempre que la discriminación
no sea arbitraria ni responda a un propósito de hostilidad contra determi-
nada persona o grupos de personas (Fallos: 304:684; 306:533).-A]a luz de
tal principio, no parece irrazonable que las disposiciones impugnadas tra-
ten de manera diversa a los accionistas que aceptaron incorporarse a la
nueva modalidad social respecto de los que, como los actores, no lo hicie-
ron. Por lo dcmás, esa distinción no ooró, por sí misma, como óbice para
que éstos hicieran valer sus derechos contra la sociedad por considerar
lesionado su derecho de propiedad.

9°) Que tampoco se ve menoscabado el derecho de defensa tal como lo
concibe ]a jurisprudencia del Tribuna] que ha establecido que se ve res-
guardado en tanto se dé oportunidad al interesado para ser oído por un tri-
bunal judicial y de producir la prueba en que funda sus derechos (Fallos:
286:257; 290:293.; 296:] 06). E] presente juicio, donde los actores han ex-
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puesto sus pretensiones, ha significado un medio idóneo de salvaguardarlo,
por lo que su agravio carece de sustancia.

10) Que de lo expuesto se desprende la improcedencia de la demanda.
En efecto, a la condición no justiciable que asume el reclamo por la
privatización de e.A.V.Le. se unen las circunstancias ya apuntadas acerca
de la falta de legitimación de los actores para demandar a la Provincia de
San Juan y al Estado Nacional. Como se ha visto, sus eventuales derechos
cuya violación habría comprometido garantías constitucionales -seglín
aducen- debieron ser ejercitados en su condición de accionistas por las vías
societarias pertinentes. '

Por ello se decide: Rechazar la demanda. Con costas. Notifíquese. De-
vuélvanse los expedientes agregados y oportunamente archívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ (en disidencia
parcial) - RODOLFO e. BARRA - CARLOS S. FAYT (en disidencia parcial)-
AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENR[QUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S.
NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR (en disidencia parcial) - ANTONIO
BOGGIANO.

DISIDENCIA PARCIAL DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR

DON MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ y DE LOS SEÑORES MINISTROS

DOCTORES DON CARLOS S . FA YT Y DON EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que este juicio es de la competencia originaria de la Corte Supre-
ma (arts. 100 y 101 de la Constitución Nacional) .. '

2°) Que, en aten.ción a las sucesivas presentacion~s de los actores de las
que dan cuenta descrito inicial y los que corren a fs. 44/49, 65/67 y 88/
97, es conveniente determinar el alcance de su reclamo, para lo cual resul-
tan lítiles las aclaraciones realizadas en ellíltimo de los citados, donde
manifiestan que "amplían y ordenan pretensiones de la demanda" (ver asi-
mismo fs. 181/185). De tal manera se evidencia que persiguen: 1) la de-
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c1aración de inconstituciona1idad de la "decisión del Estado Nacional de
privatizar o liquidar la Corporación Agro Económica, Vitícola, Industrial
y Comercial (e.A.V.Le.) y de las resoluciones, leyes y actos dictados y
ejecutados para hacer efectivo este propósito, incluidas la resolución N°
786 del 13 de mayo de 1980 del Ministerio del Interior, las leyes 4714 y
4747 dictadas por el gobernador de San Juan en ejercicio de facultades
legislativas y cumpliendo instrucciones del gobierno nacional, la asamblea
de accionistas efectuada el 20 de julio de 1980 y la decisión allí tomada de
convertir la empresa en una sociedad cooperativa o de derecho privado";
2) que se resuelva que la Provincia de San Juan está obligada: a) a perrna-
necer como socia de la corporación durante el plazo que fija el art. 5° de
la ley provincial 3933 y mientras no sobrevenga una causa legal de diso-
lución, y b) a cumplir con el aporte de capital determinado en el art. 21 de
la ley; 3) se declare la responsabilidad solidaria de los estados nacional y
provincial por el daño causado a la corporación y a sus accionistas priva-
dos por la gestión irregular y dolosa del ex interventor Adolfo De1fino y
se los condene a reparar ese perjuicio por el monto que se determine en el
sumario criminal que se sustancia contra dicho ex funcionario; 4) decla-
re que los actores y todos los accionistas privados de la corporación tienen
derecho a que se les restituya o indemnice el valor actualizado de su res-
pectivo capital accionario. Asimismo, afirma que las conductas asumidas
por las demandadas infringen las garantías constitucionales de la igualdad,
de asociación, de propiedad y de defensa, a la vez que resultan contrarias
al art. 37 de la ley 19.550 (aplicable en razón de lo preceptuado por el art.
2 de la ley local 3933) que s.anciona el incumplimiento del socio que no
cumple con sus aportes, a lo dispuesto en los arts. 54 y 59 que se refieren
a la conducta de los socios y administradores de la sociedad, y a los arts.
74 y 77 de esa norma. Cabe tener presente, asimismo, su aclaración de fs.
91 en el sentido de que los reclamos los efectúan en la medida de su inte-
rés concreto como accionistas.

3°) Que corresponde, en primer término, considerar las impugnaciones
de naturaleza constitucional que oponen los actores a la determinación de
privatizar e.A.V.I.C.

En oportunidad de dictar sentencia en la causa seguida por esa corpo-
ración contra Juan Maurin y Cía. (Fallos: 277: 147) el Tribunal tuvo opor-
tunidad de expedirse sobre los propósitos que llevaron al gobierno de San
Juan a crearla, para lo cual consideró apropiado recordar la doctrina de
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Fallos: 199:483, cuyos fundamentos reprodujo en lo pertinente. Así se rei-
teró que la interpretación constitucional debe hacerse de manera que sus
limitaciones no lleguen a trabar el eficaz ejercicio de los poderes atribui-
dos al Estado a efectos del cumplimiento de sus fines del modo más bene-
ficioso para la comunidad, por lo que se ha reconocido desde antiguo la
facultad de aquél para intervenir por vía de reglamentación en el ejercicio
de ciertas industrias y actividades a efectos de restringirlas o encauzarlas
en la medida en que lo exijan la defensa y el afianzamiento de la salud, la
moral, el orden público y aun los intereses económicos de la colectividad
(en igual sentido Fallos: 298:341). En el caso, esa facultad se inscribe en
el marco de los poderes de policía económica que con fines de promover
la industria la Constitución otorgá, de manera concurrente, al Estado Na-
cioilal y a las provincias (arts. 67 inc. 16 y 107), Yen cuyo ejercicio la au-
toridad provincial pudo crear un organislilO para que actuara como instru-
mento de gobierno ante la coyuntura específica que caracterizaba a la in-
dustria vitivinícola local.

Cabe destacar, asimismo, que la intervención por vía de reglamentación
pueqe contcmplar, como se ha dicho cn el precedente de Fallos: 199:483,
la posibilidad de que una industria sUl:ja como simplemente privada y se
transforme en el curso de su evolución en una actividad que afecta intere-
ses públicos dignos de regulación previsora, apreciación cuya revisión
-se sostuvo- es ajena al cometido de los tribunales de justicia. De lo ex-
])uesto se desprende que una decisión contraria modificadora de la función
reguladora asignada a un organismo como la CA.V.LC y que restablez-
ca la vigencia de la actividad privada fundada -al igual que en el supues-
to anterior- en la preeminencia del interés público (Fallos: 258: 171), será
igualmente irrevisable en sede judicial ya que lo contrario importaríajuz-
gar la oportunidad o conveniencia de tales medidas. Es que, como se sos-
tuvo en Fallos: 171 :349, el Tribunal nunca ha entendido que pueda susti-
tuir su criterio de conveniencia o eficacia económica o social al dellegis-
lador para pronunciarse sobre la validez o invalidez constitucional de las
leyes que regulan trabajos, comercios o industrias, con fines de policía. Por
otro lado, la modificación, como ha sucedido en el caso sub examine, de
un criterio legislati vo por otro sobre la materi a responde a una concepción
abierta y dinámica -antcs quc estática- de los objetivos superiores conce-
bidos por la Constitución Nacional (arts. 67 inc. 16 y 107).
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Desde luego, esta autolimitación no puede impedir un pronunciamiento
en cuanto a la razonabilidad de los medios elegidos ya si ellos son propor-
cionados a los fines tenidos en mira y, en consecuencia, decidir si es ad-
misible la consiguiente restricción de los derechos individuales afectados.

4°) Que, como los actores hacen derivar de las decisiones impugnadas
lesión a derechos constitucionales, corresponde, habida cuenta de la adver-
tencia antes expuesta, considerar si se configura tal extremo. A tal efecto
ha de señalarse que, respecto a algunos de sus reclamos, carecen de
legitimación contra los aquÍ demandados toda vez que debieron ser ejer-
cidos contra la sociedad e.A.V.Le. de conformidad a lo establecido en la
legislación aplicable por vía supletoria (ley 19.550).

En ese sentido es necesario tener presente que la Constitución Nacio-
nal no reconoce derechos absolutos y que los por ella consagrados se
ejercen con arreglo a las leyes que los reglamentan (Fallos: 304:3 19;
307:2262), y que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad
de una norma debe demostrar claramente que contraría la Ley Fundamen-
tal (Fallos: 307: 1656, 1983).

5°) Que resulta oportuno fijar el marco legal en que se desenvolvió el
proceso que culminó con la transformación societaria de C.A.V.Le. Para
ello, debe tenerse en cuenta que mediante la ley 3933 la corporación que-
dó integrada por los productores vitícolas y el Estado provincial de San
Juan y definida como una institución de derecho público no estatal, "so-
metida al derecho privado en todo lo que se refiere a los derechos yobli-
gaciones de ese carácter que origine su actividad industrial y comercial"
regida por las normas previstas en aquel texto legal, las que regulan las
sociedades de economía mixta y en cuanto "se concilien con la naturale-
za y fines de la entidad y en relación a las materias respectivas, por las dis-
posiciones del Código de Comercio y de los decretos - leyes 19.550 y
20.337".

Por ley 4714, de fecha 28 de abril de 1980, se dispuso la con vocatori a
por parte del directorio de C.A. V.Le. de una asamblea general extraordi-
naria de accionistas cuyo orden del día contemplaba como finalidad prin-
cipalla privatización del entc, previéndose su disolución o liquidación para
el caso de que no se resolviera la transformación, no se aprobaren los es-
tatutos o no se eligiesen las autoridades de la nueva entidad o ésta resul-
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tara integrada por menos de un millar de los actuales accionistas. La pos-
terior ley 4747 fijó la fecha de convocatoria de la asamblea y establecía
otras disposiciones atinentes a la liquidación de las deudas existentes.

Fue en cumplimiento de tales disposiciones que se llevó a cabo el día
20 de julio de 1980, la asamblea respectiva en la que los accionistas deci-
dieron la transformación de la corporación en una cooperativa.

6°) Que los actores afirman que la ley 4714 afectó el derecho a la libre
asociación toda vez que impuso como medio para conservar el capital
aportado en su carácter de accionistas, la incorporación a la nueva socie-
dad por crearse. Sin embargo, tal afirmación no encuentra respaldo en ese
antecedente legal, que se limitó a poner a consideración de una asamblea
general extraordinaria de socios la eventual transformación de C.A.V.I.C.
en empresa privada. Esa sola circunstancia no configura lesión constitu-
cional puesto que la garantía del art. 14 no alcanza a aquellos supuestos en
que la voluntad del asociado de mantener la modalidad social vigente
-como parece haber sido el caso de los actores- sea contraria a la decisión
legalmente adoptada por los órganos competentes.

En ese sentido, no se ha demostrado que aquéllos se hayan visto com-
pelidos a aceptar la nueva forma societaria ni que su disconformidad -que
no se manifestó por las vías legales pertinentes (art. 251 de la ley 19.550
de aplicación supletoria)- les impidiera ejercer el derecho de receso que
corresponde a los socios disconformes frente al ente social y que contem-
pla el art. 245 del texto legal citado. Tal situación que, por lo demás, tam-
bién debe ser ponderada en orden a la violación del derecho de propiedad
que se alega, surge de la propia confesión de los actores en el sentido de
que no ha mediado concreta y fundada impugnación a la aludida asamblea
ni el ejercicio del mentado derecho de receso (ver posición segunda, pliego
de fs. 23, exhorto 16.142 agregado por cuerda, respuestas de fs. 24/25, 26,
27, 28 Y 28 vta.; posiciones 5ta. y 6ta. del pliego de fs. 97, respuestas de
fs. 958/958 vta., 959 vta. y 966).

7°) Que, en cuanto al derecho de propiedad agraviado por lo que se
califica de confiscación o menoscabo del aporte societario, el incumpli-
miento de los aportes de capital a que se comprometió la provincia y la
renuencia que se atribuye a la sociedad a reclamar los daños y perjuicios
de la administración Delfina, cabe recordar que por lo expuesto en los
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considerandos anteriores los actores no pueden, frente a decisiones de
política económica como eran las vinculadas con el proceso de transfor-
mación de e.A.V.Le., hacer valer un derecho adquirido al mantenimien-
to del régimen legal originario (Fallos: 267:247; 291:359; 308: 199) a la par
que la lesión patrimonial invocada -en el supuesto de existir, toda vez que
la sola privatización no la infiere- encontraba mecanismos apropiados para
su reparación en el marco de las relaciones societarias regidas por la ley
19.550 que, como han reconocido, no han sido utilizados. Así, por ejem-
plo, el ejercicio del derecho de receso contemplado en el art. 245, la
impugnación de la decisión asamblearia prevista en el art. 251 -que debió
promoverse contra la sociedad- y la iniciación de la acción de responsa-
bilidad del art. 277 de ese texto legal, a cuyo fin debe considerarse -asimis-
mo- lo dispuesto en el art. 35 de la ley 3933. Tales omisiones no pueden
ser suplidas medi~nte esta demanda dirigida contra quienes -según lo ex-
puesto- los acto.res carecen de legitimación.

8°) Que igualmente ineficaz resulta el agravio vinculado con la viola-
ción del derecho a la igualdad. En efecto, esta Corte ha sostenido que su
amparo no encuentra desmedro ante leyes que contemplan en forma dis-
tinta situaciones que consideran diferentes, siempre que la discriminación
no sea arbitraria ni responda a un propósito de hostilidad contra determi-
nada persona o grupos de personas (Fallos: 304:684; 306:533). A la luz de
tal principio, no parece irrazonable que las disposiciones impugnadas tra-
, ten de manera diversa a los accionistas que aceptaron incorporarse a la
nueva modalidad social respecto de los que, como los actores, no lo hicie-
ron. Por lo demás, esa distinción no obró, por sí misma, como óbice para
que éstos hicieran valer sus derechos contra la sociedad por considerar
lesionado su derecho de propiedad.

9°) Que tampoco se ve menoscabado el derecho de defensa tal como 10
concibe la jurisprudencia del Tribunal que ha establecido que se ve res-
guardado en tanto se dé oportunidad a'l interesado para ser oído por un tri-
bunal judicial y de producir la prueba en que funda sus derechos (Fallos:
286:257; 290:293; 296: 106). El presente juicio, donde los actores han ex-
puesto sus pretensiones, ha significado un medio idóneo de salvaguardarlo,
por lo que su agravio carece de sustancia.

10) Que de lo expuesto se desprende la improcedencia de la demanda.
En efecto, a la condición no justiciable que asume el reclamo por la privati-
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zación de e.A.V.Le. se unen las circunstancias ya apuntadas acerca de la
falta de legitimación de los actores para demandar a la Provincia de San
Juan y al Estado Nacional. Como se ha visto, sus eventuales derechos cuya
violación habría comprometido garantías constitucionales -según aducen-
debieron ser ejercitados en su condición de accionistas por las vías
societarias pertinentes.

Por ello se decide: Rechazar la demanda. Costas por su orden toda vez
que en las particulares circunstancias del caso los den;landantes pudieron
creerse con derecho a litigar. NotifÍquese. Devuélvanse los expedientes
agregados y oportunamente archÍvesc.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - CARLOS S. FAYT - EDUARDO MOLlNÉ
O'CONNOR.

JUAN CARLOS LOZANO GOMEZ v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES

DAÑOS Y PERJUICIOS: ReSI){)nsabiliriad del Estado. Policía de seguridad.

Es rcsponsable la provincia por los daños causados a un vehículo por la policía lo-
cal en oportunidad dc rccuperarlo par~ su propiefario mediante cl uso de la fuerza
para venccr la resistencia de quicnes ilegítimamcnte lo retenían.

l)AÑOS y PERJUICIOS: Responsabilidad del Eswdo. Generalidades.

Aún cuando no hay acucrdo en cuanto a la fuente inmediata de regulación Icgal de
la responsabilidad del Estado por el daño causado sin culpa a los particulares ello
no obsta a su admisión fundada en la directa aplicación de principios constitucio-
nales (Disidencia ele los Ores. Ricardo Lcvene (h.). Rodolfo C. Barra y Carlos S.
Fayt).
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La legitimidad del obrar del Estado o de sus agentes no lo exime de responder por
las afecciones que puedan los habitantes sufrir en su propiedad (Disidencia de los
Ores. Ricardo Levene (h.), Rodolfo C. Barra y Carlos S. Fayt).

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Es/ado. Policía de seguridad.

No se puede fundar la responsabilidad de la provincia por los daños causados a un
vehículo por la policía provincial en oportunidad de recuperarlo para su propieta-
rio, en la doctrina elaborada en torno a los perjuicios ocasionados como consecuen-
cia de una obra pública ya que las reglas que resultan útiles tratándose de casos en
los que sólo está en juego el poder de policía o la cláusula constitucional del pro-
greso no puede extenderse a aquellos en que se encuentra comprometido un elemen-
tal deber del Estado como es el de suministrar seguridad y prevenir el delito a tra-
vés de un adecuado servicio de policía (Disidencia de los Ores. Ricardo Levene (h.),
Rodolfo C. Barra y Carlos S. Fayt).

DAÑOS Y PERJUICIOS: Reslwnsabilidad del Estado. Polida de seguridad.

No existe semejanza entre los daños causados a un vehículo por la policía provin-
cial en oportunidad de recuperarlo para su propietario y el supuesto en el que se
ocasionó un daño a la integridad física sin que ésta se encontrara particularmente
amenazada ya que en el primer caso sólo se produjeron daños menores a la propie-
dad dando ocasión, adcmás, de recuperarla para su titular, frente al daño cierto que
para aquél significaba la situación en que se encontraba su automóvil (Disidencia
de los Ores. Ricardo Levene (h.), Rodolfo c.. Barra y Carlos S. Fayt).

DA/VOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Es/ado. Polida de seguridad.

En el ejercicio concreto del servicio de policía el Estado debe emplear los medios
necesarios. incluso inevitablemente dañosos, para cumplir con ese deber por lo que
resulta inimaginahle inhibir al personal policial de portar armas y de usarlas euan-
do sea necesario -salvo que se pretenda tornar por completo en ilusoria la eficacia
de aquel servicio- so riesgo de tener que responder por los perjuicios menores de
índole patrimonial ocasionados a aquél en cuyo directo beneficio se obró legítima-
mente (Disidencia de los Ores. Ricardo Levcne (h.), Rodolfo C. Barra y Carlos S.
Fayt).

DAÑOS Y PERJUICIOS: Resl,ol1.wiJilidad del Es/ado. Generalidades.

Si los agentes públicos pudieran verse sujetos aljuego de acciones indemnizatorias
cada vez lJue ejerciendo regularmente sus obligaciones resultara de su acción un
daño, esto alentaría su pasividad, lo que en el caso especial de la policía acarrearía
consecuencias sociales desastrosas, además de la iniquidad intrínscca que ello con-
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lleva (Disidencia de los Ores. Ricardo Levene (h.), Rodolfo C. Barra y Carlos S.
Fayt).

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Policía de seguridad.

Si la policía provincial ocasionó daños a un vehículo en oportunidad de recuperar-
lo para su dueño no resulta aplicable la doctrina del "sacrificio especial" ya que, por
el contrario, aquél resultó especialmente beneficiado por la acción estatal, sin que
haya alegado irregularidad o desmesura alguna en ese proceder, por lo que existe
una obligación de soportar el daño, en la medida en que fue necesario y proporcio-
nado a la obtenciQn del beneficio producido (Disidencia de los Ores. Ricardo Le-
vene (h.), Rodolfo C. Barra y Carlos S. Fayt).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 12 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Lozano Gómez, Juan Carlos cl Buenos Aires, Provin-
cia de si daños y perjuicios", de los que

Resulta: .

1) Que a fs. 15/22 se presenta Juan Carlos Lozano Gómez, por derecho
propio, promoviendo demanda contra la Provincia de. Buenos Aires ylo
quien resulte responsable por indemnización de los daños y perjuicios
ocasionados en el vehículo de su propiedad marca Ford Taunus, modelo
1980, patente C.l.042.943, consistentes en el daño emergente, desvalori-
zación del rodado y privación de su uso. Relata que el día 23 de octubre
de 1986, en oportunidad en que su automotor se encontraba estacion'ado
sobre la avenida Cabildo, cerca de la intersección con la calle Aguilar, fue
sustraído por desconocidos por lo que realizó la correspondiente denun-
cia, la cual dio lugar a las actuaciones judiciales radicadas ante el Juzga-
do Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción, a cargo del
Dr. Irurzun, Secretaría N° 114, Agrega que no tuvo conocimiento del pa-
radero del vehícu lo hasta el día 6 de noviembre de 1986. En esa oportu-
nidad, aproximadamente a las 7.20, una comisión perteneciente a la Poli-
cía de la Provincia de Buenos Aires, en circunstancias en que realizaba una
recorrida por la calle Pacífico Rodríguez, de la localidad de Villa Ballester,
partido de General San Martín, observó el desplazamiento en su misma
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dirección de un automóvil Ford Taunus -que resultó ser el de su propiedad-
ocupado por varias personas no identificadas. Así comenzó una persecu-
ción por la caIle General Paz hasta Ilegar a la intersección con la calle
Lacroze, donde se originó un intercambio de disparos. Como consecuen-
cia de eIlo el rodado sufrió varios impactos de proyectiles -los que descri-
be- provenientes de las armas reglamentarias de la policía bonaerense, sin
poderse determinar cuál de los tres funcionarios intervinientes provocó los
daños. Por tal razón imputan responsabilidad a la Policía de la Provincia
de Buenos Aires, pues si bien aquéIlos fueron causados en ejercicio de su
función, debe responder por eUos. Funda en derecho su pretensión, ofre-
ce prueba y pide, en definitiva, que se haga lugar a la demanda, con cos-
tas.

Il) Que, corrido traslado de la demanda a fs. 24, se presenta a fs. 29/30
la Provincia de Buenos Aires. Realiza una negativa de carácter general y
señala que no corresponde imputar responsabilidad al accionar de la Po-
licía pues ésta obró en cumplimiento de una de sus funciones específicas,
cual es la de velar por la seguridad de la población. Destaca, asimismo, que
gracias a la pericia con que se manejó en su accionar, se pudo recuperar
el rodado perteneciente al actor, que se encontraba en poder de conocidos
delincuentes -quienes portaban armas de fuego-" con la menor cantidad de
daños posibles. Agrega, finalmente, que la policía provincial no obró con
culpa o negligencia sino con la debida diligencia en el desempeño de sus
funciones, destacando que esta situación es un típico caso de fuerza ma-
yor excluyente de responsabilidad. Ofrece prueba y pide, en definitiva, que
se rechace la demanda, con costas.

y considerando:

10) Que este juicio es de la competencia originaria de la Corte Supre-
ma (arts. 100 Y 101 de la Constitución Nacional).

2°) Que el actor reclama la indemnización de los daños materiales cau-
sados al automóvil marca "Ford Taunus", patente C. 1.042.943, como así
también la derivada de la privación de su uso. Su legitimación sustancial
emana de su carácter de titular del vehículo, extremo que se acredita con
el informe acompañado a fs. 101/105 y con las actuaciones penales agre-
gadas en autos.
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3°) Que, de conformidad con la prueba aportada por ambas partes, con-
sistente en las actuaciones penales tramitadas por ante el Juzgado Naeio-
nal de Primera Instancia en lo Criminal a cargo del Dr. Irurzun, Secreta-
ría N° 114, obran te a fs. 52/73, las tramitadas por ante el Juzgado Penal N°
5 de la Provincia de Buenos Aires, Secretaría N° 9, cuyas fotocopias obran
agregadas a fs. 149/410, en el informe balístico de fs. 125 y en especial,
con la declaración testifical presentada a fs. 120 por el comisario inspec-
tor Ricardo Santo, quien intervino en forma personal en los sucesos, que-
da comprobado que Jos daños sufridos en el automóvil fueron provocados
como consecuencia de los disparos de fuego efectuados por los efectivos
policiales en ocasión del operativo que se llevó a cabo en la locálidad de
Villa Ballester. Esta intervención compromete la responsabilidad del Es-
tado provincial en los términos establecidos por esta Corte en la causa de
Fallos: 310: 1826, toda vez que, por lo demás, no ha existido por parte del
actor una conducta propia causante del daño.

4°) Que, por lo expuesto, corresponde fijar el monto de la indemniza-
ción solicitada en la demanda por los daños sufridos en el automotor.

5°) Que la parte actora reclamó como daño emergente, de conformidad
con el presupuesto oportunamente acompañado y que se encuentra agre-
gado al informe obrante a fs. lll/112,la suma de $ 0,23 CA 2.278), la que
fue estimada por el experto como razonable para la fecha en que se efec-
tuaron los arreglos correspondientes.

En cuanto a la indemnización por la desvalorización del vehículo, la
demanda debe prosperar por la suma de $ 0,03 CA 342), en atención a las
conclusiones a las que arribó el perito en su dictamen de fs. 130/131, que
en este rubro no ha sido objeto de observación alguna por parte del actor,
quien, además. prestó su conformidad con el alegato presentado a fs. 414/
419.

En lo que hace a la privación del uso del automóvil, cabe señalar que
su resarcimiento se impone como consecuencia de que, necesariamente,
durante el lapso que demandó la reparación e 13 días hábiles conforme eon
el dictamen pericial) debió ser desafectado de su utilización habitual. Aho-
ra bien, como en autos no se ha probado que el automóvil estuviera desti-
nado a alguna actividad específica, corresponde hacer aplicación de lo
dispuesto por el artículo 165,3° párrafo, del Código Procesal Civil y Co-
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mercial de la Nación y, por lo tanto, fijar por este rubro la suma de ciento
setenta pesos ($ 170). En consecuencia, el monto de la indemnización as-
ciende en valores actualizados al I de abril de 1991 (art. 8°; ley 23.928) a
cuatro mil doscientos cincuenta y nueve pesos ($ 4.259).

6°) Que las costas se deben imponer a la vencida por no encontrarse'
mérito para apartarse de lo previsto por el artículo 68 del Código Proce-
sal Civil y Comercial de la Nación.

Por ello y lo dispuesto por el art. l I 12 Y concordantes del Código Ci-
vil, se decide: Hacer lugar a la demanda seguida por Juan Carlos Lozano
Gómez contra la Provincia de Buenos Aires a quien se condena a pagar en
el plazo de treinta días la suma de cuatro mil doscientos cincuenta y nue-
ve pesos ($ 4.259), con más los intereses a la tasa del 6% anual desde el 6
de noviembre de 1986, hasta elIde abri l de 1991.

Teniendo en cuenta la tarea realizada y de conformidad con lo dispues-
to por los artículos 6°, incs. a, b, c, y d; 7°; 9°; 22; 37 Y39 de la ley 21.839'
se regulan los honorarios del DI'. Eduardo Damián Gural, letrado patroci-
nante de la parte actara, en la suma de quinientos setenta pesos ($ 570), los
del DI'. Hugo César Genolet, letrado patrocinante de la misma parte por su
actuación de fs. 120, en la suma de treinta pesos ($ 30), Y los del DI'. Ale-
jandro Fernández Llanos, letrado apoderado de la Provincia de Buenos
Aires, en la suma de quinientos cuarenta pesos ($ 540).

En cuanto al trabajo real izado a fs. 130/13 I por el ingeniero mecáni-
co Carlos Simone, regúlanse sus honorarios en la suma de ciento setenta
pesos ($ 170) (decreto-ley 7887, modificado por la ley 21.165, en lo apli-
cable). Notifíquese y, oportunamente, archívese.

RICARDO LEVENE (H) (en disidencia) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ-

RODOLFO C. BARRA (en disidencia) - CARLOS S. FAYT (en disidencia) ~AUGUSTO
O:'SAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO-

EDUARDO MOLlNf, O'CONNOR - ANTONIO BOGGIANO.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H),

DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA

y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

y considerando:

1°) Que este juicio es de la competencia originaria de la Corte Supre-
ma (arts. 100 y 101 de la Constitución Nacional).

2°) Que el actor reclama la indemnización de los daños materiales cau-
sados al automóvil marca "Ford Taunus", patente C.1.042.943, como así
también la derivada de la privación de su uso. Su legitimación sustancial
emana de su carácter de titular del vehículo, extremo que se acredita con
el informe acompañado a fs. 10 1/l 05 Y con las actuaciones penales agre-
gadas en autos.

3°) Que, de conformidad con la prueba aportada por ambas partes, con-
sistente en las actuaciones penales tramitadas por ante el Juzgado Nacio-
nal de Primera Instancia en lo Criminal a cargo del Dr. lrurzun, Secreta-
ría N° 114, obrante a fs. 52/73, las tramitadas por ante el Juzgado Penal N°
5 de la Provincia de Buenos Aires, Secretaría N° 9, cuyas fotocopias obran
agregadas a fs. 149/410, en el informe balístico de fs. 125 y en especial,
con la declaración testifical presentada a fs. 120 por el comisario inspec-
tor Ricardo Santo, quien intervino en forma personal en los sucesos, que-
da comprobado que los daños sufridos en el automóvil fueron provocados
como consecuencia de los disparos de fuego efectuados por los efectivos
policiales en ocasión dcl operativo que se llevó a cabo en la localidad de
Villa Ballester.

4°) Qu_ecorresponde estudiar si tales hechos comprometen la respon-
sabilidad del Estado Provincial, para lo cual debe tencrsc cn cuenta que no
se alcga, ni por lo demás resulta de las constancias de autos, que haya exis-
tido ilicitud cn el obrar policial.

5°) Que csta Corte, frentc a la rcsponsabilidad del Estado por el daño
causado sin culpa a los particulares, ha señalado que aunque no hay acuer-
do en cuanto a su fucnte inmediata de regulación legal, ello no obsta a su
admisión fundada en la directa aplicación de principios constitucionalcs.
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En cuanto a las cuestiones de detalle, se ha remitido al derecho común, de
modo supletorio(Fallos: 137:47; 145:307; 174:178; 195:66; 211:46;
247:432; 249:654; 253:316; 258:345; 259:173, 398; 261:336; 300:159,
298; entre muchos otros).

Agrega el Tribunal que la legitimidad del obrar del Estado o de sus
agentes no lo exime de responder por las afecciones que puedan los habi-
tantes sufrir en su propiedad.

6°) Que si bien la aplicación de esta doctrina, en la medida en que el
Tribunal la mantenga, no ha presentado dificultades cuando el daño se
generaba a partir de actos jurídicos (como son la casi totalidad de las cau-
sas antes citadas, con excepción de las de Fallos: 300: 159,298), distinta
es la situación cuando aquél deriva de hechos.

7°) Que la falta de una regulación legislativa de derecho público como
la materia lo exigiría, no autoriza a extender en este campo la responsabi-
lidad del Estado en el modo que se pretende. Es que aun cuando en algu-
nos casos el Tribunal ha admitido su procedencia, entre otras razones, so-
bre la base de postulados de justicia y equidad, esos precedentes no auto-
rizan a generalizar el pri ncipio para comprender situaciones distintas de las
contempladas en aquellos fallos (Fallos: 180: 107). De lo contrario, el res-
peto con semejante extensión de las garantías individuales podría detener
la actividad gubernativa (Fallos: 180: 107; 182: 146; 245: 146). En sentido
análogo se ha expedido la Suprema Corte de los Estados Unidos (12 Wall,
157). Si la pretensión traída por el actor extiende la responsabilidad del
Estado a límites inconcebibles aun en el campo del derecho común, apli-
cado subsidiariamente ante la inacción del legislador en la materia, el re-
chazo de la demanda intentada se impone de modo especialmente severo.

8°) Que en este sentido, parece evidente quc no es hábil para fundar la
responsabilidad en un supuesto como el que nos ocupa -en el que se trata
de los daños causados a un vehículo por la policía provincial en oportuni-
dad de recuperarlo para su propietario mediante el uso de la fuerza para
vencer la resistencia de quienes ilegítimamente lo retenían la doctrina ela-
borada en torno a los perjuicios ocasionados como consecuencia de una
obra pública, supuesto típico de responsabilidad estatal por su obrar líci-
to .. Las reglas que resultan útiles tratándose de casos en los que sólo cstá
en juego el poder de policía o la cláusula constitucional del progreso, no
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pueden sin más extenderse a aquellos en que se encuentra comprometido
un elemental deber del Estado, como es el de suministrar seguridad y pre-
venir el delito a través de un adecuado servicio de policía, del que por otra
parte, el actor resultó en el caso beneficiario particular y directo. La ma-
teria de este pleito se resiste así a doctrinas que han relacionado la situa-
ción de quien sufre un daño como consecuencia de la actividad lícita es-
tatal con supuestos como el de la expropiación o las denominadas doctri-
nas del "sacrificio especial".

9°) Que tampoco existe semejanza alguna en punto a los bienes daña-
dos entre este caso y el de Fallos: 310: IS26. En efecto, mientras allí se
había ocasionado un daño a la integridad física sin que ésta se encontrara
particularmente amenazada, en el de autos sólo se produjeron daños me-
nores a la propiedad dando ocasión, además, de recuperarla para su titu-
Jar, frente al daño cierto que para aquel significaba la situación en que se
encontraba su automóvil. El Estado cumplió así en la forma regular que las
circunstancias le permitían, con su deber de brindarle seguridad en el goce
de ese derecho de propiedad, por lo cual no puede nacer responsabilidad
alguna fundada en la situación opuesta, esto es, el sacrificio de algún de-
recho en miras al interés general.

10) Que la responsabilidad por los hechos y omisiones de funcionarios
públicos es tema que -no debe olvidarse- ha sido objeto de previsión ex-
presa por el codificador civiL Con claridad exime de toda exégesis, el art.
1112 del Código Civil, inserto en el Tít. IX, del Lib. n, Seco n, "De las
obligaciones que nacen de los hechos ilícitos que no son delitos", dispo-
ne: "los hechos y las omisiones de los funcionarios públicos en el ejerci-
cio de sus funciones, por no cumplir sino de una manera irregular las obli-
gacioncs legales que les están impuestas, son comprendidos en las dispo-
siciones de este título". Ninguna norma impone a aquellos agentes respon-
sabilidades por cumpli;' de un modo regular sus obligaciones legales.

En ocasiones, primando en su discernimiento la finalidad de procurar
una solución de equidad. y aún de caridad, ha admitido la Corte solucio-
nes no del todo compatibles con lo enunciado; así el caso "Gunther" (Fa-
llos: 30S: 1 lIS). Si la inquietud caritativa no es de por sí negativa en el
juez, sí lo será cuando extiende remedios de especie, sentando doctrinas
dc aplicación general, a otras situaciones donde son francamcntc
insostenibles. Así resulta inadmisible la indemnización quc se pretcnde en
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autos, donde no media en modo alguno la afección de otros intereses que
no sean meramente crematísticos que fueron, por otra parte, compensados
con creces con la recuperación del automóvil en beneficio de su propieta-
no.

11) Que tampoco la ac;ción corre mejor suerte, como se anticipó, si se
atiende a los principios del derecho público. El servicio de policía es una
indudable obligación del Estado. En su ejercicio concreto deberá emplear
los medios necesarios, incluso inevitablemente dañosos, a los efectos de
cumplir con ese deber. Es inimaginable, en esta particular materia, inhibir
al ¡Jersonal policial deportar armas y de usarlas cuando sea necesario -sal-
vo que se pretenda tornar por completo en ilusoria la eficacia de aquél ser-
vicio- so riesgo de tener que responder por los peljuicios menores'de Ín-
dole patrimonial ocasionados a aquél en cuyo directo beneficio se obró
legítimamente.

12) Que el Estado cumple sus funciones en medio de una realidad en
la cual los factores sociales y naturales ejercen sus efectos, y en relación
a los actos de sus agentes, en tanto éstos no sean cumplidos "de manera
irregular", aquél no puede garantir que no se produzca daño alguno y re-
sarcir el que pueda producirse. De lo contrario, concluiría por no haber
desventura individual frente a la cual el Estado dejase de acudir con un
remedio patrimonial.

13) Que tal consecuencia inimaginable se tiñe de colores aún más os-
curos si se atiende a la responsabilidad personal de los agentes, que podrían
verse sujetos al juego de acciones indemnizatorias'éada vez que ejerciendo
regularmente sus obligaciones, resulta de su acción un daño. Es fácil ima-
ginar que esto alentaría la pasividad de los agentes públicos, lo que en el
caso especial de la policía acarrearía consecuencias sociales desastrosas,
a más de la iniquidad intrínseca que ello conlleva.

14) Que en estas condiciones no resulta aplicable al caso la citada doc-
trina del "sacrificio especial" ya que, por el contrario, la actora resultó es-
pecialmente beneficiada por la acción estatal, sin que haya alegado irre-
gularidad o, aún, desmesura alguna en ese proceder. En consecuencia pue-
de admitirse aquÍ la cxistencia de una obligación de soportar el daño, en
la mcdida en que éste fue necesario y proporcionado a la obtención del
beneficio producido.
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Por ello, se decide: rechazar la demanda, con costas (artículo 68 del
Código Prooesal Civil y Comercial de la Nación). Notifíquese y, oportu-
namente, archívese.

RICARDO LEVENE (H) - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FAYT.

CORPORACION MADERERA DEL NEUQUEN S.A.C.1. y FORESTAL y OTROS v.
ADMINISTRACION DE PARQUES NACIONALES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Interliretación de
normas locales de procedimientos. Casos varios.

Lo referentc a la constitución y composición dc los tribunales de la causa, al igual
que las cuestiones vinculadas con las formalidades de. la scntcncia y el modo de
emitir el voto en dichos tribunalcs cuando son colegiados. cOJistituyen materias aje-
nas al rccurso cxtraordinario. '

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Se1l/encias
arbitmrias. Procedencia del recur.w, E.;'ces()S /.1 omisiones en el pronunciamiento.

Corresponde dejar sin efecto la regulación dc honorarios que estimó el monto del
proceso sustcntándose en el informe del perito ingeniero forestal, sin expedirse
específicamente sobre agravios del apelante y en especial omitiendo tanto la con-
sideración dc los vicios procesales imputados al trámite regulatorio de primera ins-
tancia, como el tratamiento de sus críticas en relación a las conclusiones del infor-
me del perito.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios genemles.

Es inadmisible el rccurso extraordinario interpuesto contra la scntcncia que regu-
ló los honorarios del abogado y cstimó el monto dcl proceso sustentándose en el
informc del perito ingcniero forestal (art. 280 de'l Código Proccsal Civil y Comer-
cial ele la Nación) (Disidcncia dc los Ores. Mariano Augusto Cavagna Martínez y
Rodolfo C. Barra).
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Buenos Aires, 12 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Corporación Maderera del Neuquén S.A.C.I. y Forestal y otros cl Ad-
ministración de Parques Nacionales:', para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala II de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Contencioso Administrativo Federal que regl;lló los hono-
rarios del ex letrado apoderado de la actora, esta parte interpuso el recur-
so extraordinario cuya denegación motiva esta presentación directa.

2°) Que el agravio de la recurrente sustentado en la infracción del pro-
cedimiento establecido en los arts. 271 y 272 del Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación no justi.fica su consideración en la vía intentada,
pues esta Corte ha resuelto que lo referente a la constitución y composi-
ción de los tribunales de la causa, al igual que las cuestiones vinculadas
con las formalidades de la sentencia y el modo de emitir el voto en dichos
tribunales cuando son coiegiádos, constituyen materias ajenas al recurso
extraordinario (Fallos: 265:300; 273:289; 264:227; 281 :306; 304: 154 y
1639), sin que en el caso se presente alguna de las circunstancias de excep-
ción examinadas en los precedentes de Fallos: 156:283; 223 :486; 233: I 11
ó 308:2188.

3°) Que, en cambio, los restantes planteos del apelante suscitan cues-
tión federal para su consideración en la vía intentada, pues si bien es cierto
que las bases computables para las regulaciones de honorarios son temas
ajenos -en principio- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, tal circuns-
tancia no constituye óbice decisivo para la apertura del recurso cuando,
con menoscabo de los derechos de defensa en juicio y de propiedad, el tri-
bunal omitió el tratamiento de planteos oportunamente propuestos y con-
ducentes para la correcta solución del caso (Fallos: 303: 1177).

4°) Que, al respecto, cabe señalar que para regular los honorarios del
ex abogado de la actora -obligada a su pago por la transacción concluida
con la demandada-, el a qua tuvo en cuenta su estimación del monto del
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proceso sustentada en el informe de un perito ingeniero forestal, que Jo
había calculado a partir de su apreciación pecuniaria de la producción pro-
bable de madera aserrada y de leña correspondiente al "volumen potencial
cOl"table" en la zona concedida en explotación a la recurrente por el plazo
de 40 años.

5°) Que el Tribunal señaló que era de aplicación al caso el art. J 9 de la
ley 21.839 sobre la transacción suscripta entre las partes y que, en conse-
cuencia, el monto del proceso estaba dado por el valor de la producción
establecido en el dictamen señalado, convertido en australes al lipo de
cambio vigente al día del pronunciamiento.

6°) Que, a pesar de estas referencias, la Cámara no se expidió específi-
camente sobre los restantes agi'avios deducidos por la apelante y, en espe-
cial, omitió tanto la consideraeión de los vicios procesales imputados al
trámite regulatorio de primera instancia como el tratamiento de sus críti-
cas en relación a las conclusiones del informe del perito respecto al volu-
men total de bosque aprovechable, la madera que efectivamente se obtie- .
ne del aserradero de la actora,los costos de producción, su fundamento en
la consideración de beneficios hipotéticos por un lapso potencial de explo-
tación y la realidad económica del contrato de concesión suscripto entre
las parles.

r) Que, en la medida expresada, la decisión vulnera en forma directa
e inmediata las garantías constitucionalcs invocadas, por lo que debe ser
descalificada como acto judicial sobre la base de la doctrina de esta Cor-
te enmaleria de arbitrariedad.

Por ello, con el alcance indicado, se declara procedente el recurso ex-
traordinario y se deja sin efeeto la sentencia apelada. Con costas. Vuelvan
los autos al tribunal de origen a fin de que, por medio de quien correspon-
da. proceda a dictar un nuevo fallo con arreglo a lo exprcsado. Agréguese
la queja al principal. Reintégrese el depósito. Notifíqucse y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTfNEZ (en disidencia) -
RODOl.f'O C. BARRA (en disidencia) - AUGUSTO CÉSAR BEI.LUSCIO - JULIO S.
NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CO¡";NOR - ANTONIO BOGGIANO.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON MARIANO AUGUSTO

CAVAGNA MARTÍNEZ y DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO

DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación origina la presente
queja, es inadmisible (art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación).

Por ello, se desestima esta presentación directa y se da por perdido el
depósito. Notifíquese y archívese.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C. BARRA.

MARIA ALEJANDRA KINSELLA v. ELISA YERGANIAN DE SEFERIAN y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencios
arbitrarias. Procedencia del recurso, Excesos (l omisiones en el prollullciol/lielllo.

Corresponde dejar sin efecto la scntencia que guardó silencio frenle a ciertas cues-
t.iones propucstas por la recurrente a pesar de quc su tratamiento era imprescindi-
blc para dilucidar tanlO la eventual responsabilidad del demandado en la produc-
ción de los hechos que condujeron a la rescisión del conlrato de locación C0l110 cl
alcance quc corrcspondía conccder a la cláusula de exoneración de responsahilidad
invocada por el propietario (1 J.

(IJ 12 de mayo. Fallos: 313:1073.
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HILDA H. LEONI v. ADRIAN C. LOPEZ BARRIOS y OTRO

SENTENCIA DE LA CORTE SUPREMA.

Las decisiones de la Corte Suprema no son susceptibles de recurso alguno.

SANCIONES DISCIPLINARIAS.

Si el returso de revocatoria contra una sentencia de la Corte fue precedido de una
aclaratoria que fue rechazada por el Tribunal, se configura un desgaste jurisdiccio-
nal motivado por la reiteración del mismo planteo improcedente, por 10 que corres-
pondela imposición de un apercibimiento a la letrada con arreglo a las facultades
otorgadas por los arts. 35 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y 18
del decreto-ley 1285/58.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 12 de mayo de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que la recurrente, en el escrito de fs. 30/31, plantea recurso de
revocatoria respecto de la resolución de esta Corte del 12 de noviembre de
1991 por la que se desestimó la queja interpuesta en autos.

2°) Que en el caso no existe motivo para apartarse de la conocida ju-
risprudencia de este Tribunal en cuanto a que sus decisiones no son sus-
ceptibles de recurso alguno (Fallos: 286:50; 294:33; 304: 1921; 307:560;
causa: M.487.XXI. "Mevopal S.A. y otra el Banco Hipotecario Nacional
si oi'dinario", del6 de septiembre'de 1988; entre muchos otros).

3°) Que toda vez que el recurso en examen fue precedido de una
aclaratoria que dio lugar al rechazo dispuc'sto por esta Corte mediante la
resolución del 3 de marzo de 1992, se ha configurado en el sub lite un des-
gaste jurisdiccional motivado por la reiteración del mismo planteo impro-
cedente, por lo que corresponde la imposición de un apercibiílliento a la
letrada -que actúa por derecho propio- con arreglo a las facultades otorga-
das por los arts ..35 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y
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18 del decreto-ley 1285/58 (causas: M.I.XXI. "Marín Martínez, Sergio S.
s/ causa N° 30.670", del 17 de febrero de 1987; N .32. y N Al y NA2.XXII.
"Nelson, Guillermo C. y otros s/ usurpación", resueltas el 28 de febrero de
1989; D.23.XXIl. "De Feo, Elías R.", del 20 de abril de 1989 y S.74.XXIII.
"Speter, Armando c/ Piano, Alfredo Victorino", del 25 de setiembre de
1990).

Por ello, sedesestima lo solicitado a fs. 30/31 y estése a lo resuelto a
fs. 25 y 28. Se impone a la abogada Hilda Haydée Leoni la sanción de aper-
cibimiento. Notifíquese y comuníquese al Colegio Público de Abogados
de la Ciudad de Buenos Aires.

RODOLFOC. BARRA - ENRIQUE SANTIAGOPETRACCHI- JULIO S. NAZARENO-
EDUARDOMOLlNÉ O'CONNOR - ANTONIOBOGGIANO.

JUSTA RITA OZUNA v. ADALBERTO LUIS CABRERA Y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios genem/es.

Es inadmisihle el recurso extraordinario contra la sentencia que hizo extensiva la
condena a la aseguradora citada en garantía (1) .

RECURSO EXTRAORDINARIO: RequisiTos propios. Cuestiones nolá/em/es. Interpretación de
Ilormas y actos comunes.

Es admisible el recurso extraordinario. no ohstante que los agravios remitan a cues-
tiones de hecho y de derecho común, si la cámara ha prcscindido de efectuar un tra-
tamiento adecuado del tema controvertido de acuerdo con las circunstancias de la
causa y ha suplido con conjeturas el estudio de los antecedentes del caso tal como
obran en el expediente (Disidencia del DI'. Augusto César BeIluscio) (2).

(1) 12 de mayo.
(2) FaIlos: 31 1:948.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencia.\
arbitrarias. Procedencia del recurso. Apartamienlo de constancias de la causa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que hizo extensiva la condena a la ase.
guradora citada en garantía, si lo decidido respecto de su responsabilidad por 1:,
apariencia de mediación, y, tal vez de representación, que habría ejercido el agen.
te, es una elaboración abstracta carente de sustento fáctico, que coloca a la recurren.
te en estado de indefensión, habida cuenta de que ni siquiera se invocaron los ex.
tremas que le habrían permitido organizar su defensa sobre este punto (Disidenci:
del DI'. Augusto César Belluscio).

EUGENIO SELLaRA E HIJOS S.e.

IMPUESTO: InterpretacilÍlZ de normas imposilivas.

Deben tenerse por efectuadas correctamente en ticmpo y forma la presentac'ión de
las declaraciones juradas del impuesto al patl:iJilOnio neto y el ingreso del impues-
to resultante en concordancia con el criterio fiscal imperante en ese momento.

IMPUESTO: Principios generales.

La contestación a una eonsulta, por parte del organismo recaudador, con anterio-
ridad a la sanción del decreto 1397/79, resultaba vinculante tanto para la Dirección
General Impositiva como para el contribuyente.

IMPUESTO: Inlerpretaci<ín de normas impositivas.

Los cambios en el criterio impositivo sólo rigen para el futuro.

IMPUESTO: Principios generales.

Si bien los impuestos no son obligaciones que emergen de Jos contratos, por cuan-
to la imposición y la fuerza compulsiva para su cobro son actos de gobierno y de
potestad pública, tampoco puede desconocerse que esta última facultad no es ili-
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mitada y puede ser controvertida judicialmente si al procederse de esta manera se
lesionan derechos de los particulares amparados en un régimen normativo anterior.

IMPUESTO: IIIIel7Jre1llciún de normas imposilims.

No procede abonar la actualización del saldo de impuesto emergente de las decla-
raciones juradas rectificativas del impucsto sobre los capitalcs si el ingrcso tardío
de los mismos se habría producido como consecuencia de la contestación errónea
a la consulta por el ente recaudador, formulada con anterioridad a la sanción del
decreto 1397/79.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Eugenio Bellora e Hijos S.e. si recurso de apelación
- Impuesto sobre los capitales".

Considerando:

1°) Que la Sala IV de la Cámara Federal de Apelaciones enlo Conten-
cioso Administrativo Federal confirmó la decisión del Tribunal Fiscal en
cuanto había dejado sin efecto las resoluciones de la Dirección General
Impositiva mediante las cuales se intimaba a la actora el pago de intere-
ses resarcitorios y actualización por el ingreso, fuera de término: de los
saldos de las declaraciones juradás rectificativas del impuesto sobre los
capitales correspondientes a los .perÍodos fiscales 1977, 1978 Y 1979.

2°) Que para así resolver interpretó que la actualización de las sumas
no ingresadas tempestivamente reviste, en el sistema de la ley 11.683, un
carácter innegablemente complementario y parcialmente sustitutivo del
restante accesorio previsto en relación a la indemnización completa del
daño, que aquella falta de pago en término produjo. Asimismo consideró
aplicable al caso la doctrina de I:allos: 310:903, donde se estableció la
improcedencia de adoptar un criterio dual respecto de la exculpación de
la mora para el reajuste de la deuda y de los intereses resarcitorios, dado
que ambos aspectos tienen un presupuesto generador común.
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3°) Que contra dicho pronunciamiento el Fisco Nacional interpuso re-
curso extraordinario, que fue concedido y es procedente, en razón de en-
contrarse controvertido el alcance de normas federales y resultar el fallo
definitivo del superior tribunal de la causa, contrario a las pretensiones que
la recurrente sustenta en ellas.

4°) Que como surge de las constancias de autos, el contribuyente for-
muló, con fecha 19 de octubre de 1977, una consulta al organismo recau-
dador, la cual fue respondida -con fecha 22 de marzo de 1978- por un fun-
cionario que revestía el carácter de juez administrativo; la que se evacuó
indicándose que los inmuebles afectados a una explotación agropecuaria
pertenecientes, en condominio, a los integrantes de una sociedad de hecho,
resultaban alcanzados por el impuesto al patrimonio neto.

Con posterioridad, el 8 de octubre de 1980, la Dirección General
Impositi va, adoptando un distinto criterio, comunicó al contribuyente que
debería incorporar los bienes mencionados a su declaración jurada del
impuesto sobre los capitales, intimándole la presentación, en el término de
quince (15) días, de las respectivas declaraciones juradas rectificativas, lo
que fue cumplido en el plazo concedido, ingresándose el impuesto respec-
tivo.

Por último, la Dirección General Impositiva cursó al responsable los
formularios en los que liquidó intereses resarcitorios y actualización del
impuesto sobre los capitales ingresado tardíamente; liquidación que fue
apelada ante el Tribunal Fiscal. La sentencia dictada por el organismo ju-
risdiccional revocó esas intimaciones de pago, criterio que fue confirma-
do por la Cámara.

5°) Que en el recurso extraordinario el representante fiscal sostiene que
corresponde la actualización reclamada, con prescindencia de que el ingre-
so tardío de los saldos de impuesto sobre los capitales se haya producido
como consecuencia de la contestación errónea ala consulta formulada por
la actora. Afirma que la actualización cuestionada no requiere de mora
culpable por parte del deudor, sino que sdlamente necesita la verificación
del ingreso tardío, lo que efectivamente se produjo, sin que la contrapar-
te controvierta este hecho.
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Agrega el mandatario del Fisco Nacional que "el régimen de mora, con-
tenido en el derecho civil, no es aplicable" a estas actuaciones, donde "la
mora culpable bien puede exigirse tratándose de intereses pero nunca
cuando se trata de recomposición del capital, desde que éste no es un ma-
yor valor que se agrega sinola repotenciación del capital para devolverle
su valor de origen".

6°) Que, en tales condiciones, la solución del caso en examen requie-
re ponderar si la contestación a una consulta, por parte del organismo re-
caudador, con anterioridad a la sanción del decreto 1397/79, deviene
vinculante tanto para la Dirección General Impositiva como para el con-
tribuyente.

r) Que el artículo 12 del decreto reglamentario de la ley N° 11.683,
después de la modificación introducida por el decreto 1397/79, establece:
"Las opiniones de los funcionarios en respuesta a las consultas que los con-
tribuyentes, responsables o terceros formulen, no serán recurribles y no
producirán efectos jurídicos, ni para la Dirección General ni para los
consultantes. La presentación de la consulta no suspende el transcurso de
los plazos ni justifica el incumplimiento de las obligaciones a cargo de los
consultantes" .

En cambio, con anterioridad al dictado de esta norma, las respuestas a
las consultas formuladas por los contribuyentes revestían el carácter de una
interpretación realizada por un fU!1cionario, con atribuciones de juez ad-
ministrativo, con relación al tratamiento fiscal que correspondía dispen-
sar a determinadas situaciones relacionadas con los tributos cuya aplica-
ción, percepción y fiscalización se encontraban a cargo de la Dirección
General Impositiva.

Al respecto, cabe tener presente que la modificación introducida por el
decreto 1397/79 es demostrativa de un cambio de criterio sobre el aspec-
to que aquí se analiza, y no puede aplicarse, por no ser norma aclaratoria,
a casos no regidos por la nueva normativa. En tal sentido, esta C9rte tie-
ne declarado, reiteradamente, que los cambios en el criterio impositivo
sólo rigen para el futuro (Fallos: 258: 17; 268:446; 262:60).

8°) Que siendo ello así, los actos cumplidos -es decir, la presentación
de las declaraciones juradas del impuesto al patrimonio neto y el ingreso
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del impuesto resultante- en concordancia con el criterio fiscal imperante
en ese momento deben tenerse por efectuados correctamente, en tiempo y
forma.

Cabe recordar que este Tribunal ha expresado que si bien los impues-
tos no son obligaciones que emergen de los contratos, por cuanto imposi-
ción y la fuerza compulsiva para su cobro son actos de gobierno y de po-
testad pública, tampoco puede desconocerse que esta última facultad no es
ilimitada y puede ser controvertida judicialmente, si al procederse de esta
manera se lesionan derechos de los particulares amparados en un réginien
normativo anterior (Fallos: 283:360).

9°) Que, teniendo presente lo expuesto en los considerandos anterio-
res, cabe concluir en que no procede abonar la actualización del saldo de
impuesto emergente de las declaraciones juradas rectificativas del impues-
to sobre los capitales, por los períodos fiscales 1977,1978 Y 1979.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se confirma
la sentencia apelada. Sin costas, atento no haberse contestado el traslado
del recurso extraordinario concedido a fs. 115. Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ]ULlO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ
O'CONNOR.

DAVID EDUARDO TROBO v. NAClON ARGENTINA
(MINISTERIO DE OBRAS y SERVICIOS PUBLICOS)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reso/lIcilill. Límites del I'mll/lllci({JlliclI/O.

Cuando se encuentra en discusión el alcance que cabe asignar a una norma de de-
rccho federal la Corte no s'e cncuentra limitada en su dccisión por los argumcntos
de las partes o los fundamentos del {/ 'f/lO, sino que le incumbe realizar una decla-
ratoria sobre el punto disputado.
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No puede descalificarse la norma del ar!. 51 del decreto 2606/83 que establece un
"adicional por dedicación permanente" para quienes cumplen tareas de mayor res-
ponsabilidad dentro de las de dirección y vigilancia por el solo hecho de que exis-
tan períodos en los cuales las horas efectivamente trabajadas no resulten aritmét-
icamente compensadas por dicha asignación, pues en la teleología de la disposición
está previsto que también haya períodos en los que ninguna tarea se hubiera reali-
zado fuera de la jornada habitual.

JORNADA LEGAL DE TRABAJO.

En la ley 11.544 de jornada de trabajo se admiten, como excepciones a la jornada
máxima, a los empleos de dirección y vigilancia (ar!. 3, inc. a), y al definirse a es-
tos en el decreto 562/30 -reglamentario de aquella ley en lo referente al personal de
servicio marítimo, lluvial y portuario- se incluyó en el art. 10 al "capitán o patrón",
sin que se pueda considerar que aquella excepción haya sido derogada en el decre-
to 16. J 15/33 -reglamentario, in genere, de la ley 11.544-, pues esta norma es ge-
neral y aquella especial.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Trabo, Dav.id Eduardo cl Estado Nacional (M.O.S.P.)
si cobro de australes".

COilsiderando:

l°) Que contra la sentencia de la Sala III de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, revocatoria de la
de primera instancia -en la que se había rechazado la demanda-, la deman-
dada interpuso el recurso extraordinario, que le fue concedido.

2°) Que el a qua expresó -remitiéndose a un precedente de la misma
Sala lII- que si bien en el escalafón especial del decreto 2606/83 se había
podido determinar, válidamente, una modalidad distinta para remunerar al
personal de Dirección y Vigilancia N aval -como en el caso del actor~, tal
cambio resultaba arbitrario si -como sucedía en el sub lite- producía dis-
criminación en las retribuciones, o si la distinción era injustificada con
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respecto a los tripulantes que desempeiiaban igualo "inferior" tarea. Y que
las características discriminatorias mencionadas se advertían -en peljuicio
del personal "superior"- en el art. 51 del decreto 2606/83, por lo que éste
resultaba inválido para reducir unilateralmente la remuneración del de-
mandante, al variar -del modo anteriormente expresado- el régi men de re-
tribucioncs de servicios extraordinarios. En consecuencia, el tribunal an-
terior en grado dispuso que se abonen los servicios extraordinarios -liqui-
dados según el art. 60 de aquel decreto, referentc al pago de tareas dcsa-
rrolladas por el personal de categorías inferiores, en horarios que exceden
el normal de labor-, previa deducción de lo percibido en concepto de la
asignación del art. 51.

3°) Que el recurso resulta formalmente procedente, pues en el sub exa-
mine se ha puesto en cuestión la inteligencia de una norma de naturaleza
federal y lo resuelto es adverso a las pretensiones que el recurrente sustentó
en aquella disposición.

4°) Que, según ha establecido esta Cortc, cuando se encuentra en dis-
cusión el alcance que cabe asignar a una norma de derecho federal, el Tri-
bunal no se encuentra limitado en su decisión por los argumentos de las
partes o los fundamentos del a qua, sino que le incumbe realizar una de-
claratoria sobre el punto disputado (Fallos: 308:647, cons. 5° y su cita;
G.14.XXIIL "Gaiarto, Rino y otros cl Armando Automotores S.A.C.LF.",
sentencia del4 dejunio de 1991, cons. 4° infine).

5°) Que, en consecuencia, a la luz de la doctrina expresada en el con-
siderando anterior, corresponde el examen del art. 51 del decreto 2606/83
(ordenamiento, éste, rector del escalafón para el personal embarcado), en
el que se dispuso que los trabajadores de determinadas categorías (1 a 6,
entre las que se encuentra la del actor) percibirían un "adicional por dedi-
cación permanente", consistente en el 100% del importe de la asignación
de la categoría de revista -compuesta por el sueldo básico y la "bonifica-
ción funcional", confr. art. 45 del decreto citado-o

En la norma se determinó, también con claridad, que este adicional
-como el denominado de "servicios especializados"- resultaba incompa-
tible con la percepción de retribución por horas extraordinarias. Asimis-
mo se estableció que la remuneración integral constituida por todas las re-
tribuciones fijadas en el capítulo VIII del ordenamiento -entre las que está
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incluido el adicional del arto 51- "cubre todas las responsabilidades espe-
cíficas de capitanes, jefes de máquinas y oficiales de a bordo", y que se
considera a éstos "en servicio permanente", inclusive en las horas que ex-
cedan las normales de labor.

6°) Que, de este modo, se advierte que el pago del adicional del arto 5 l
se debe a que las tareas del actor, comprendidas dentro de las de dirección
y vigilancia, conllevan la asunción de responsabilidades mayores que las
correspondientes al personal de menor jerarquía, y también al eventual
desarrollo de la labor en horarios que exceden la jornada habitual.

Por lo tanto, Se presentan dos circunstancias particularmente
destacables: que la asignación por "dedicación permanente". se recibe -y
siempre en igual cantidad- con total independencia de la prestación, o no,
de las tareas, en horario que pueda exceder el habitual -o sea que si la la-
bor se desarrolló exclusivamente dentro del horario normal, la asignación
también se paga-; y que el importe de aquella asignación, en términos por-
centuales, es realmente importante -IOO%de la "categoría de revista"-.

En consecuencia, las razones que se acaban de expresar impiden atri-
buir a la norma en examen las causales de descalificación que el a qua le
asignó por el solo hecho de que existan períodos en los cuales las horas
efectivamente trabajadas no resulten aritméticamente compensadas por la
asignación del art. 51 del ordenamiento aplicable, pues en la teleología de
la disposición está previsto que también haya períodos en los que ningu-
na tarea se hubiera realizado fuera de lajornada habitual.

7°) Que, por otra parte, en la ley l 1.544 -de jornada de trabajo, aplica-
ble al sub life- se admiten, como excepciones a la jornada máxima, a los
empleos de dirección y vigilancia (art. 3°, inc. "a") y, al definirse a éstos
en el decreto 562/30 -reglamentario de aquella ley en lo referente,
específicamente, al personal de servicio marítimo, fluvial y portuario-, se
incluyó -en el arto 10- al "capitán o patrón" (caso del actor), sin que se pue-
da considerar -en lo que al sub life interesa- que aquella excepción haya
sido derogada en el decreto 16.115/33 -reglamentario, in genere, de la ley
l 1.544-, pues esta norma es general, y aquélla es especial y destinada a
regir empleos como el del demandante.
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8°) Que no obsta a lo expresado en los considerandos anteriores la san-
ción del decreto 342/87, modificatorio del arto 51 del decreto 2606/83, pues
si la administración dictó una nueva norma para regir, de modo diferente
y con posterioridad a tal sanción, las relaciones que mantenía con el de-
mandante y demás personal de características similares a las de éste, pero
al mismo tiempo, en el pleito continuó manteniendo la postura inicial, re-
sulta obvio que la demandada no sólo nose allanó a las pretensiones del
actor, sino que consideró imprescindible sustituir expresamente la redac-
ción original del art. 51 por otra distinta, a fin de que se pueda admitir que
la norma tenga una interpretación diferente.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario, se revoca la
sentencia apelada y se rechaza la demanda (art. 16, segunda parte, de la ley
48). Con costas (art. 68, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).
Notifíquese y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - Júuo S."NAZARENO - EDUARDO MOLiNÉ O'CONNOR ..

ENTIDAD BINACIONAL YACYRETA v. PROVINCIA DE MISIONES

EXPROPIACION: Indemnizaciún. Determinación del valor real. Generalidades.

Resultan de primordial importancia a fin de resolver la determinación del monto de
la indemnización expropiatoria, las conclusiones del Tribunal de Tasaciones, sal-
vo que se evidencien hechos reveladores de error u omisión manifiesta en la deter-
minación de los valores en razón de la fuerza probatoria que supone la idoneidad
técnica de sus integrantes, los elementos de convicción en que se fundan y el gra-
do de uniformidad con que se expidan.
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La ley 23.928 constituye una decisión clara y terminante del Congreso Nacional de
ejercer las funciones que le encomienda el art. 67, inc. 10, de la Constitución Na-
cional, en cuanto establece que le compete "hacer sellar moneda, fijar su valor y el
de las extranjeras".

MONEDA.

Aun cuando el valor de la moneda se establece en función de las condiciones ge-
nerales de la economía, su fijación es un acto reservado al Congreso Nacional por
disposiciones constitucionales expresas y claras, y no cabe pronunciamiento judi-
cial ni decisión de autoridad alguna ni convención de particulares tendiente a su
determinación.

DEPRECIACION MONETARIA: Indices o/iciales.

Si bien los índices publicados por ellNDEC pueden ser actualizados a fin de obte-
ner un resultado que se acerque, en la mayor medida posible, a una realidad eco-
nómica dada, cuando clla determina resultados injustos o incluso absurdos frcnte
a la realidad, ésta debe privar sobre abstractas y genéricas fórmulas matemáticas.

JUECES.

Es función de los jueces la realización efectiva del derecho en las situaciones rea-
les que se le presentan, conjugando los enunciados normativos con los elementos
fácticos del caso.

LEY: Interpretación y aplicación.

Los jueces, en la tarea de razonamiento que ejercitan para indagar el sentido que
corresponde acordar a las normas, deben atender a las consecuencias que normal-
mente derivan de sus fallos, lo que constituye uno de los índices más seguros para
verificar la razonabilidad de su interpretación y su congruencia con el todo del
ordenamiento jurídico.

LEY: IlIterpretación y aplicación.

Es indudable decisión de las autoridades políticas la contención de la inflación y
en base a esa decisión corresponde a los jueces interpretar las disposiciones de las
autoridades políticas, de modo de dar pleno efecto a la intención del legislador.
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DEPRECIACION MONETARIA: Principios generales.

Si bien la asociación entre derecho de propiedad y depreciación monetaria pudo
elaborarse como defensa eficaz de los derechos patrimoniales en determinados pe-
ríodos, su perduración sine die no solo postergaría disposiciones constitucionales
expresas, como la del art. 67, inc. 10, de la Constitución Nacional, sino que causa-
ría un daño en la esfera de los derecho's patrimoniales todos, al alimentar esa gra-
ve patología que tanto afecta: la inflación.

DEPREClACION MONETARIA: Principios generales.

Dictada la ley 23.928, no sólo han quedado derogadas disposiciones legales, sino
que además deben ser revisadas las soluciones de origen perentorio que admiten el
ajuste por depreciación, en cuanto se fundaron en la falta de decisiones legislati-
vas destinadas a enfrentar el fenómeno de la inflación.

INTERESES: Liquidaci6n. Tipo de intereses.

A partir del] ro. de abril de 1991 debe computarse la tasa de interés pasiva prome-
dio, que publica mensualmente el Banco Central (art. 10 del decreto 94 J /4 J l, a fin
de mantener incólume el contenido económico de la prestación.

INTERESES: Liquidaci6n. Tipo de intereses.

El resarcimiento del daño moratoria previsto en el art. 622 del Código Civil cuen-
ta con una presunción legal de causalidad que comprende tanto la existencia del
menoscabo patrimonial como la determinación de su contenido, mediante una in-
demnización que se liquida únicamente por los intereses legales.

INTERESES: Liquidaci6n. Tipo de intereses.

Si ante el incumplimiento del deudor, el acreedor debió acudir a una institución
bancaria para proveerse del capital adeudado, a los efectos del resarcimiento del
daño moratoria deberá aplicarse la tasa de interés activa, pero dado que ello no es
sino una consecuencia mediata del incumplimiento, para asignarla a la esfera de
responsabilidad del deudor debe ser concretamente alegada y demostrada.

INTERESES: Liquidaci6n. Tipo de intereses.

Derogada la actualización prevista en el art. 20 de la ley 21.499, deben también ser
subsumidos por la tasa de interés pasiva promedio los intereses allí contemplados.
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A partir del l ro. de abrí I de 1991, debe compu tarse la tasa de interés pasi va prome-
dio que publica mensualmente el Banco Central hasta el efectivo pago, ya que al
no proceder la repotenciación posterior a la fecha de entrada en vigencia de la ley
de convertibilidad debe consagrarse un mecanismo que permita eximir de todo daño
y perjuicio al expropiado mediante un cabal resarcimiento con el propósito de man-
tener intangible el principio de justa indemnización (Voto del DI'. Mariano Augusto
Cavagna Martínez).

INTERESES: Liquidación. Tipo de inTereses.

Si la ley de convertibilidad, a partir de su entrada en vigencia, no mantiene la pre-
visión de repotenciación, no existe razón para mantener el interés'que sólo en di-
cho "caso" establece la ley 21.499 (Voto del DI'. Mariano Augusto Cavagna Mar-
tínez).

JUECES.

Al no mediar interés legal que contemple una situación son los jueces los que de-
ben determinar lo que corresponde abonar en tal concepto (ar!. 622 del Código Ci-
vil) (Voto del DI'. Mariano Augusto Cavagna Martínez).

INTERESES: Liquidación. Tipo de inTereses.

Al no mediar un plus por actualización del crédito es aconsejable establecer un in-
terés superior al previsto en la ley 21.499, pues -ante tal circunstancia- dicho por-
centaje resulta exigido para integrar el "justo resarcimiento" debido al expropiado
y pagarle el beneficio de la ocupación de que ha disfrutado el exprúpiante sin
contraprestacion alguna (Voto del DI'. Mariano Augusto Cavagna Martínez).

INTERESES: LiquidllCÍón. Tipo de inTereses.

A partir del Ira. de abril de 1991 debe computarse la tasa que percibe el Banco de
la Nación Argentina en sus operaciones ordinaria~ de descuento (Disidencia par-
cial de los Dres. Augusto César Belluscio, Enrique Santiago Petracehi y Eduardo
Moliné O'Connor).
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de mayo de: I992.

Vistos los autos: "Entidad Binacional Yacyretá cl Misiones, Provincia
de si expropiación", de los que

Resulta:

1) A fs.'29/30 vta. se presenta la Entidad Binacional Yacyretá ante la
justicia federal de Misiones e inicia demanda de expropiación contra quien
resulte propietario del inmueble que individualiza, declarado de utilidad
pública 'por encontrarse comprendido dentro de las áreas delimitadas de
acuerdo con lo dispuesto por los arts. 1 de la ley 22.313 y XVII del Tra-
tado de Yacyretá ratificado por ley 20.646, según resolución del Consejo
de Administración N° 134 del 26 de julio de 1982.

II) A fs. 35/36 se consigna la cantidad de $a. 213.173 como consecuen-
cia de la valuación efectuada por la Comisión de Tasaciones del organis-
mo actor.

III) A fs. 72/72 vta. se presenta la Defensora Oficial Federal de Pobres,
Incapaces y Ausentes. Se aJlana a la demanda pero rechaza la indemniza-
ción ofrec.ida y pide que se cumpla con la citación ordenada a fs. 66.

IV) A fs. 83/84 vta. comparece la Provincia de Misiones y lo hace -se-
gún expresa- de manera espontánea en defensa de sus derechos toda vez
que, según resulta de los informes catastrales, el bien carece de otro due-
ño. Explica los fundamentos de su presentación y se aJlana a la demanda
aunque cuestiona la indemnización ofrecida. Sostiene que al monto queen
definitiva resulte deberán adicionarse el reajuste por depreciación mone-
taria y los intereses desde la fecha de desposesión conforme a lo que es-
tablece el art. 10 de la ley 21.499. Destaca que el importe oportunamente
depositado sólo pudo ser retirado a partir de la notificación que le fue cur-
sada y que el Estado provincial no debe soportar el deterioro del valor de
la moneda producido en ese lapso.
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V) A fs. 162 el Juzgado Federal de Posadas se declaró incompetente y
a fs. 167 esta Corte decidió que el caso correspondía a su competencia ori-
ginaria.

Considerando:

1°) Que la cuestión a resolver se limita a la determinación del monto
de la indemnización expropiatoria, a cuyo fin resulta de primordial impor-
tancia el dictamen del Tribunal de Tasaciones que obra en el expediente
J 18.265 agregado de fs. 114 a fs. 154.

2°) Que constante jurisprudencia de esta Corte ha establecido que debe
estarse a las conclusiones de aquel organismo salvo que se evidencien he-
chos reveladores de error u omisión manifiesta en la determinación de los
valores en razón de la fuerza probatoria que supone la idoneidad técnica
de sus integrantes, los elementos de convicción en que se fundan y el grado
de uniformidad con que se expiden (causa: E.33.XXII. "Estado Nacional
cl Textil Escalada S.A. sI expropiación", sentencia del 19 de diciembre de
1989 y s~s citas). En el presente caso, la valuación efectuada mereció la
sola disconformidad del representante de la parte actora y de uno de sus
miembros, sin que se evidencien en la decisión de la mayoría aquellos vi-
cios que, como se señaló, permitirían pres.cindir del dictamen. En conse-
cuencia, debe aceptarse como valor de tasación la suma de $a 346.430 (A
346,43) que se fija a la fecha de la desposesión del bien (5 de junio de
1985).

\

3°) Que el arto 20 de la ley 21.499 determina la actualización moneta-
ria "hasta el momento del efectivo pago" de la indemnización expropia-
toria prevista inmediatamente en el artículo 17 de la Constitución Nacio-
nal y reglamentada en el orden nacional por medio de aquella ley.

4°) Que, empero, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 7, 8,10
Y 13 de la ley 23.928 -que deroga toda otra disposición que se oponga a sus
prescripciones- no corresponde practicar actualización alguna con poste-
rioridad al 1 de abril de 1991.

5°) Que la reforma introducida por las disposiciones recién citadas re-
quiere dar respuestas a liminares interrogantes. En primer lugar, si puede
el legislador nacional vedar la actualización por depreciación monetaria,
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máxime tratándose en el sub lite de una indemnización por expropiación,
materia en la cual aquella repotenciación encuentra especialmente señe-
ros precedentes de esta Corte. En segundo término, deberá indagarse por
la verdadera naturaleza de la actualización monetaria, que pretorianamente
este Tribunal instituyó con sustento directamente en normas de la Cons-
titución Nacional.

6°) Que conforme al art. 67, inc. 10, de la Ley Fundamental, es al Con-
greso Nacional a quien compete "Hacer sellar moneda, fijar su valor y el
de las extranjeras ... ". Concordemente, puede disponer la emisión de bille-
tes a través de un Banco Nacional (art. 67, inc. 5°) o autorizar a hacerlo a
instituciones provinciales (art. 108).

7°) Que la ley 23.298 constituye una decisión clara y terminante del
Congreso Nacional de ejercer las funciones que le encomienda el art. 67,
inc. 10, ya referido. Ante tal acto legislativo no sólo han quedado deroga-
das disposiciones legales sino que además deben ser revisadas las solucio-
nes de origen pretoriano que admitían el ajuste por depreciación, en cuan-
to, precisamente, se fundaron en la falta de decisiones legislativas desti-
nadas a enfrentar el fenómeno de la inflación. De allí que esta Corte no
puede mantener idéntico temperamento respecto de este punto con relación
a períodos posteriores al I de abri 1de 1991.

8°) Que es oportuno recordar que la problemática de la inflación es un
fenómeno muy antiguo y corriente. Ya se presentaba en tiempo de mone-
das !netálicas mediante la "rebaja" o "aumento" de las piezas, aunque los
procesos de esa índole no son comparables por su magnitud, con los pro-
ducidos en el uso del papel moneda. Su remedio, en definitiva, está inevi-
tablemente ligado a la política que acierte a seguir el Estado (Arthur
Nussbaum, Derecho Monetario Nacional e Internacional, trad. esp., Bue-
nos Aires, 1954, Sección 13, pág. 276 Y sgtes.).

9°) Que esta ineludible función estatal ha conducido en el campo jurí-
dico a la aceptación de las doctrinas nominalistas en las más diversas épo-
cas históricas, así como el reconocimiento de que la solución de la infla-
ción, ligada al remedio concreto de las situaciones inequitativas surgidas
a su amparo debe ser por naturaleza objeto de soluciones legislati vas y no
pretorianas (obra citada, pág. 302 Y sgtes.; F.A. Mann, El aspecto legal del
dinero, trad. esp., México, 1986, cap. IV, pág. 111 Y sgtes.).
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10) Que el rechazo jurisprudencial de soluciones contrarias es corriente
desde casos clásicos como el "Case de Mixt Moneys", "Gilbert v. Brett",
1I State trials, 114, resuelto en Inglaterra en 1604 (parte sustancial de sus
fundamentos se halla en Mann, obra citada, págs. 122-123) al que se refi-
rió positivamente la Corte Suprema de Jos Estados Unidos (confr. senten-
cia del 3 de marzo de 1884, "JulJiard v. Greeman", I 10 U.S. Reports 421,
Y los casos que cita en pág. 449), que por otra parte elaboró una doctrina
semejante en los no menos famosos Legal Tender Cases (sentencias del 11
de marzo de 1871, "Knox v. Lee" y "Parker v. Davis", 79 U.S. WaJlace (2)
457,458; 20 Law Ed. 287).

11) Que, en ese contexto, no resulta extraña la extensa doctrina de esta
Corte -coherente con tal tendencia mundial- que rechazó como principio
esencial el ajuste por depreciación. Razonó para ello que aun cuando el
valor de la moneda se establece en función de las condiciones generales
de la economía, su fijación es un acto reservado al Congreso Nacional.p0r
disposiciones constitucionales expresas y claras, y no cabe pronunciamien-
to judicial ni decisión de autoridad alguna ni convención de particulares
tendientes a su determinación (Fallos: 225: I35; 226:261, sus citas y otros).
Se completó el sustento de este criterio con argumentos extraídos del de-
recho procesal; así se invocó que la litiscontestaciÓ"n -a tenor de abundante
doctrina y disposiciones legales como las de los arts. 101 Y 103 del anti-
guo Código de Procedimientos Civiles, y 85 de la ley 50- establecía los
límites de las contradicciones litigiosas que losjusliciables someten a los
magistrados (Fallos: 237:865; 241:73; 242:35; 258:80; 262:283), no ad-
mitiéndose que en la condena se superase el monto inicialmente deman-
dado (Fallos: 224: 106; 241 :22; 242:264) ni aun en los casos de responsa-
bilidad aquiliana, en los que, hasta aquel máximo, se atendía a la depre-
ciación monetaria (Fallos: 249:320; 255:317; 258:94; 261 :426).

12) Que circunstancias excepcionales han conducido en diversos paí-
ses a la aceptación del ajuste de las deudas. Las condiciones en que tal
admisión se produjo en el nuestro, resultan del voto del juez de este Tri-
bunal, Dr..José F. Bidau, en el caso de Fallos: 268: 112, quien había ante-
riormente suscripto sentencias adversas a tallesitura. Expuso que "puede
explicarse la persistencia de esa doctrina (por la que se negaba el ajuste)
a pesar del fenómeno inflacionario que ya es muy antiguo, ante la doble
esperanza de que se pudiera frenar el mismo y que el legislador contem-
plara su repercusión jurídica ... vista la persistencia de ese fenómeno y los
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extremos que alcanza al presente, no es posible mantener principios jurí-
dicos que se h?ln convertido en ficticios". También ante circunstancias par-
ticularmente dramáticas, a las que no se hallaba remedio por las vías nor-
males, el tribunal supremo alemán (Reichgericht) dictó su trascendental
sentencia del 28 de noviembre de 1923 (R.G.Z. 107:78).

13) Que, en suma, la actualización de las deudas fue admitida por la
fuerza de los hechos que imponían la preservación de ciertos derechos
amenazados por el proceso inflacionario. Así la retribución justa (Fallos:
301 :319); la indemnización en las expropiaciones (Fallos: 268: 112); y
fundamentalmente la propiedad (Fallos: 298:466; 300:655; 301 :759).
Contemporáneamente, se dejaron de lado limitaciones de carácter proce-
sal otrora sostenidas (Fallos: 294:434; 295:937; 300:844; 30 1:102 y 319).

14) Que en este proceso, que concluyó con la aceptación generalizada
de la actualización de las deudas mediante la aplicación de índices publi-
cados por organismos oficiales, se destaca asimismo otra particular varia-
ción de criterio. Tradicionalmente tanto esta Corte como los distintos tri-
bunales nacionales y provinciales, al hacer uso de la facultad de fijación
de intereses prevista en el arto 622 del Código Ci vil acudieron a la tasa que
cobrase el Banco de la Nación Argentina -o el provincial correspondien-
te- en sus operaciones habituales de descuento. Tal posición dominante fue
sustentada en diferentes razones. Por un lado, se entendía suficiente para
reparar las consecuencias inmediatas del incumplimiento de una obliga-
ción dineraria-prevaleciendo en tal sentido enseñanzas que remontan a
Domat y Pothier- el pago de la comúnmente denominada en el mercduü
financiero como "tasa activa", toda vez que el acreedor insatisfecho podría
recurrir a un tercero para obtener un mutuo de igual cantidad a la que de-
bió recibir del deudor, con lo que el perjuicio sufrido se circunscribía a los
intereses que tuviera que pagar por el préstamo. Se consideraba, entonces,
que la tasa que debe pagar el deudor que no cumple debe ser igual a aquella
a la que el acreedor puede proveerse del capital que se le debe. También
se invocaba lo reglado en el art. 565 del Código de Comercio en cuanto
establece que "siempre que en la ley o en la convención se habla de inte-
reses de plaza o intereses corrientes se entiende los que cobra el Banco
Nacional", norma que por vía analógica se consideraba aplicable en ma-
teria civil.
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I S) Que cuando;parecía,que tal ¡posición había'quedado definitivamente
consolidada la realidad económica -impuso el abandono de ese rumbo. En
efecto, no obstante 'haberse sosteni,doTCÍ"teradamente que "las tasas de in-
terés bancar,ia'son comprensivas, ,as'imismo, de la disminución del capital
ocasionada por el deterioro del valoT,de la moneda" (Fallos: 302: 1570 Y sus
citas, entre muchos otros), 'en ri;goT, 'en 'la práctica 'ello no sucedía. Por
-momentos, la tasa inflacionariasupeTaba con creces la bancaria. Por otro
lado, en largos períodos de ,esta misma época el crédito era una ficción para
la generalidad de las 'peTsonas. Lisa y llanamente, éste no existía en un
-mercado de capitales absolutamente regulado por el Estado que determi-
'naba las insuficientes-a los ekctos de reparar los derechos constituciona-
les vulnerados- "tasas oficiales".

16) Que la carencia e insuficiencia apuntadas concluyeron en la apli-
cación para todo .e11,apso de que se tratase de los diferentes índices de ac-
tualización elaborados por el Instituto Nacional de Estadística y Censos,
en -reemplazo de la tasa antes referida. Es más, en reiterados como cono-
ciuosprecedentes esta Corte permitió que en la etapa de ejecución de sen-
tencia de los pleitos se acudiera a la actualización mediante los índices
antesI'eferidos en reemplazo de los intereses bancarios establecidos en la
sentencia que se ejecutaba, superándose vallas provenientes de lo que se
juzgó,oomo equivocada invocación del alcance de la cosa juzgada (Fallos:
307:1170 y 1312, Y sus citas).

17) Que esta reseña de antecedentes resulta demostrativa de un proceso
esencia1mente cambiante y de la búsqueda por parte de este Tribunal de
instrumentos idóneos a fin de proteger adecuadamente la concreta vigen-
cia de los derechos constitucionales entonces quebrantados.

18) Que, en tal sentido, deben distinguirse los derechos establecidos en
las disposiciones constitucionales y legales -y que perduran mientras sub-
sisten las normas que les otorgan sustento- de aquellas construcciones ela-
boradas por los jueces formuladas como un remedio destinado a asegurar
de un modo concreto y eficaz algún derecho conculcado, amenazado o
indebidamente reducido. Tales instrumentos no tienen necesariamente una
duración coexistente con la de la vigencia de la norma cuyo efectivo cum-
plimiento procuran; antes bien, en ocasiones se vinculan con una por na-
turaleza esencialmente cambiante realidad que impone una variación en el
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instrumento destinado a reparar el concreto agravio que supone el desco-
nocimiento del derecho de fondo.

19) Que el alcance de tales remedios fue ya determinado de modo ex-
hausti va en el derecho de los Estados Unidos, cuya Consti tución se empa-
renta con la nuestra (ver Dan B. Dobbs, Remedies, St. Paul, Minnessota,
1973). La jurisprudencia de su Suprema Corte ha sentado claramente la
necesidad de que los "remedies" sean prescriptos para consolidar la efica-
cia, en su caso, de los principios constitucionales, pero no proporcionan-
do soluciones rígidas, sino teniendo en cuenta la mejor forma de asegurar-
los, en cada supuesto y atendiendo a sus circunstancias ("MacKesson Ca.
v. Division of Alcoholic Beverages and Tobacco Department Bussines
Regulation ofFlorida et al "; resueIta el 24 de junio de 1990,58 L.W. 4665,
y sus citas).

20) Que la naturaleza contingente de dichos remedios lejos de infrin-
gir los derechos determinados en la Constitución y las leyes constituye
muchas veces condición de posibilidad para que el respeto del derecho sea
asegurado. "La verdadera sanción de las leyes -decía Alberdi- réside en su
duración. Remediemos sus defectos no por la abrogación, sino por la in-
terpretación" (Bases para la organización política y económica de la Con-
federación Argentina, T. 1, pág. 197, Madrid, 19 l 3). Se trata de una con-
cepción, por Olra parte, recogida en señeros precedentes de esta Corte. Así
en el caso ":Kot" (Fallos: 241 :291) el tribunal sostuvo que "Las leyes no
pueden ser interpretadas sólo históricamente, sin consideración a las nue-
vas condiciones y necesidades de la comunidad, porque toda leY1poi. na-
turaleza, tiene una visión de futuro, está predestinada a recoger y regir
hechos posteriores a su sanción: 'las leyes disponen para lo futuro', dice el
art. 3° del Código Civil, con un significado trascendente que no se agota,
por.cierto, en la consecuencia particular que el precepto extrae a continua-
ción. Con mayor fundamento, la Constitución, que es la Ley de las Leyes
y se halla en el cimiento de todo el orden jurídico positivo, tiene la
virtualidad necesaria de poder gobernar todas las relaciones jurídicas na-
cidas en circunstancias sociales diferentes a las que existían en tiempos de
su sanción. Este avance de los principios constitucionales, que es de na-
tural desarrollo y no de contradicción, es la obra genuina de los intérpre-
tes, en particular de los jueces, quienes deben consagrar la inteligencia que
mejor asegure los grandes objetivos para que fue dictada la Constitución".
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21) Que la vinculación que ha efectuado esta Corte entre derecho de
propiedad y actualización por depreciación monetaria resulta ejemplo tí-
pico de uno de aquellos remedios, donde la actualización constituyó el
instrumento y la propiedad el derecho protegido. Sin embargo, afirmar que
la actualización' por depreciación monetaria está "incorporada" a la Ley
Fundamental constituiría la propia refutación del enunciado, desde que se
confundiría una de las posibles herramientas de protección de la propie-
dad con la sustancia misma de ese derecho. Igual razonamiento cabe res-
pecto de los demás derechos constitucionales mencionados en el conside-
rando 13, bien que recordando que fue el derechode propiedad consagrado
en el arto 17 de la Constitución Nacional el que, solo o concurrentemente,
constituyó el sustento principal del ajuste de las deudas.

22) Que la ecuación entre ajuste por depreciación e "indexación", es por
último, el más acabado ejemplo de mero expediente, de circunstancial
medio, que no puede adquirir el estatuto de derecho sustancial. Esta Cor-
te ha podido constatar recientemente que los resultados más disparatados
pueden resultar de la aplicación de índices, por lo que observó que si bifm
estos pueden ser utilizados a fin de obtener un resultado que se acerque,
en la mayor medida posible, a una realidad económica dada, cuando ello
determina resultados injustos o incluso absurdos frente a esa realidad, ella
debe privar sobre abstractas y genéricas fórmulas matemáticas (causas:
P.325.XXIJI. "Pronar SAMI cl Buenos Aires, Provincia de", del 13 de fe-
brero de 1990; A.75.XXIJI. "Ascovih, Eduardo y otra cl Palomares de
Ornato, María", del 20 de agosto de 1990; C.96.XXIJI. "Cukierman,
Moisés si sucesión", del 1I de setiembre de 1990; A.239.XXJIJ. "Agostini,
Silvia y otro el Medicar S.A.", del 13 de noviembre de 1990; 0.115. XXIJI.
"Orfano, Domingo y otro cl Bianchi, Salvador y otros", del 28 de mayo de
1991; entre otros).

23) Que, sentado ello, cabe recordar que es función de los jueces la rea-
lización efectiva del derecho en las situaciones reales que se le presentan,
conjugando los enunciados normativos con los elementos fácticos del caso
(Fallos: 302: 1611), Yen la tarea de razonamiento que ejercitan para inda-
gar el sentido que corresponde acordar a las normas deben atender a las
consecuencias que normalmente derivan de sus fallos; lo qué constituye
uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de su inter-
pretación y su congruencia con el todo del ordenamiento jurídico (Fallos:
302: 1284). En tal sentido, la inflación -hecho económico que está en la raíz
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de la necesidad de una actualización de los valores nominales de la mone-
da- ha sido señalada como disvaliosa en reiteradas manifestaciones de los
poderes de gobierno materializadas, en definitiva, en la ley 23.928, y su
repudio por la doctrina económica es, con diferencias de matices que no
interesa indagar a nivel jurídico, prácticamente unánime. Ello permite ase-
gurar que es indudable decisión de las autoridades políticas la contención
de la inflación, y que en base a esa decisión corresponde que los jueces
interpreten las disposiciones de aquellas autoridades, de modo de dar pleno
efecto a la intención del legislador conforme lo indica conocida regla de
interpretación (Fallos: 296:22; 297: 142; 299:93; 301 :460). De allí, que si
bien es cierto que la asociación entre derecho de propiedad y depreciación
monetaria pudo elaborarse como defensa eficaz de los derechos patrimo-
niales en determinados períodos, no es menos exacto que su perduración
sine die no sólo postergaría disposiciones constitucionales expresas, como
las del art. 67, inc. 10, de la Constitución Nacional, sino que causaría un
daño profundo en la esfera de los derechos patrimoniales todos, al alimen-
tar esa grave patología que tanto los afecta: la inflación. No puede admi-
tirse que lo que fue solución de especie frente a un problema acotado tem-
poralmente y en su configuración, en la que no incidieron normas como las
que recientemente dictó el Congreso Nacional para procurar una moneda
nacional apta, se trueque en vínculo estable, alterando así su naturaleza
esenci al.

24) Que aquellas autoridades han dictado la ley 23.928 reglamentada
por los decretos 529/91 y 941/91. En lo que concierne al caso, el art. 10 de
esta última norma dispone que "En oportunidad de determinar el monto de
la condena en australes convertibles, eljuez podrá indicar la tasa de in-
terés que regirá a partir del 1 de abril de J 99 J ,de modo de man tener in-
cólume el contenido económico de la sentencia. El Banco Central de la
República Argentina deberá publicar mensualmente la tasa de interés pa-
siva promedio, que los jueces podrán disponer que se aplique alas fines
previstos en el art. 622 del Código Civil".

25) Que es a esa tasa, entonces, a la que regularmente se deberá acu-
dir para supuestos como el del sub examine. Caso contrario, la "desindexa-
ción" perseguida por la ley de convertibilidad mediante la supresión, en
general, de los procedimientos de actualización sustentados en la utiliza-
ción de indicadores, quedaría desvirtuada por la aplicación de la tasa de
interés activa, ya que ésta, especialmente a partir de la vigencia de la n.ueva
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ley, ha superado sustancialmente a los índices de precios que venía apli-
cando este Tribunal, por lo que no mantiene "incólume el contenido eco-
nómico" sino que genera en el patrimonio del acreed~r un enriquecimiento
incausado. Tampoco puede soslayarse que la tasa activa está integrada no
solamente por la renta y la depreciación de la moneda sino también, y en
gran medida, por el desmesurado costo generado por la intermediación
financiera, circunstancia que lleva a diferencias impropias de una econo-
mía estable y que no deben, salvo supuestos particulares en que medie ale-
gación y prueba en contrario, ser soportadas por el deudor.

26) Que no menos inadmisible que la antes indicada asimilación entre
derecho de propiedad y depreciación monetaria sería admitir un instrumen-
to en reemplazo de la "indexación" que por vía de intereses desmedidos
pudiera acentuar nuevamente el proceso inflacionario con grave daño para
la comunidad. Máxime cuando al hacerlo se pueda entorpecer a las auto-
ridades políticas de la Nación en su decisión de solucionar de modo pro-
fundo, y no meramente sintomático, los problemas monetarios mediante
el dictado de las normas pertinentes.

27) Que, en un diverso pero afín orden de ideas, corresponde nueva-
mente señalar que frente a un problema de constitucionalidad sólo es ade-
cuado recurrir a elaboraciones efectuadas en ramas del derecho infracons-
titucional cuando contribuyen a su esclarecimiento mediante aportes con-
gruentes con la Ley Fundamental y siempre que sean de pertinente aplica-
ción en la materia del pleito. No ocurre así, cuando se recurre a tales ela-
boraciones doctrinarias con la pretensión que de ellas surjan directivas que
afecten una cuestión constitucional. En la solución del tema a resolver,
pues, han primado construcciones que derivan de la interpretación direc-
ta de normas constitucionales y de leyes como la 23.928 dictadas en su
consecuencia. Hajugado un papel principal, asimismo, una larga y peno-
sa lucha del país contra perturbadores fenómenos monetarios profunda-
mente enraizados en su seno. Cualquier decisión que pretendiese susten-
tarse, exclusivamente, en normas de derecho privado como la del art. 622
del Código Civil, que ya reconoce jurisprudencia del Tribunal que en su
momento debió dejarlo de lado (confr. considerando S 15 y 16) no sólo
perdería de vista esta circunstancia sino que confundiría la verdadera di-
mensión de la cuestión a resolver.
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28) Que, empero, a igual solución se arribaría aun en el supuesto de
fundar la decisión exclusivamente en lo regulado por el art. 622 del Código
Civil. Por empezar, no sería necesario hoy integrar por analogía la solu-
ción del caso, como en su momento ocurría con el art. 565 del Código de
Comercio, ya que la ley especial a que reenvía el art. 622 prealudido es-
taría constituida, precisamente, por el art. 10 del decreto 941/91.

29) Que, por otro lado, el resarcimiento del daño moratoria previsto en
el art. 622 del Código Civil cuenta con una presunción legal de causalidad
que comprende tanto la existencia del menoscabo patrimonial como la de-
terminación de su contenido, mediante una indemnización que se liquida
únicamente por los intereses legales. Estos intereses constituyen la conse-
cuencia inmediata y necesaria del incumplimiento de la obligación, pues
tienen por objeto resarcir el lucro perdido por el acreedor al no poder apli-
car el capital adeudado a una inversión que genere la renta pertinente, vale
decir los intereses que aquél ha dejado de percibir. Desde esta perspecti-
va, el daño debe liquidarse mediante la aplicación de la tasa bancaria pa-
siva, pues ésta es la que hubiera obtenido el accipiens de haberle sido res-
tituido el capital en tiempo oportuno. En cambio, si ante el incumplimiento
del deudor, el acreedor debió acudir a una institución bancaria para pro-
veerse del capital adeudado, el daño no estaría configurado -como en el
supuesto anterior- por el beneficio perdido, sino por los intereses pagados,
de manera que se aplicaría la tasa de interés activa, habitualmente deno-
minada "de descuento de documentos comerciales". No obstante, en este
caso, la circunstancia de acudir el acreedor al circuito financiero no apa-
rece como una consecuencia inmediata y necesaria del incumplimiento
comprendido en la presunción de causalidad establecida por el art. 622,
sino como una consecuencia mediata que para ser asignada a la esfera de
responsabilidad del deudor debe ser concretamente alegada y demostrada,
exigencias que no se verifican en el caso.

30) Que, finalmente, no es óbice para la conclusión sentada los intere-
ses al6% anual previstos en el art. 20 de la ley 21.499. Ello es así, con arre-
glo a la pauta de i'nterpretación de la vigencia temporal de las leyes que
indica la derogación de las disposiciones secundarias de la ley antigua
cuando no fuese discreto alterar la economía y la unidad de la nueva ley
mezclando a ellas disposiciones heterogéneas de la ley anterior que ella ha
reemplazado (Fallos: ]82:392, con cita de Demolombe). Derogada la ac-
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tualización prevista en aquella norma, deben también ser subsumidos por
la tasa de interés pasiva promedio los intereses allí contemplados.

31) Que, de resultas de todo lo expuesto, corresponde que la cantidad
mencionada en el considerando 2° sea actualizada hasta elIde abril de
1991 (arts. 7, 8, 10 Y 13 de la ley 23.928), a cuyo fin se utilizarán los ín-
dices de precios al consumidor elaborados por el Instituto Nacional de
Estadística y Censos. Devengará dicha suma un interés del 6% anual desde
el5 de junio de 1985, hasta la fecha antes indicada. De allí en más, debe-
rá computarse la tasa de interés pasiva promedio mencionada en el art. 10
del decreto 941/91 a fin de mantener incólume el contenido económico de
la indemnización.

32) Que, de acuerdo al criterio expuesto a partir de Fallos: 307:2040 y
308: 1917, corresponde reajustar -también hasta el I de abril aludido- la
suma depositada a fs. 33 el 27 de mayo de 1985, desde la fecha en que la
provincia tomó conocimiento del depósito (4 de julio de 1986), adoptan-
do a ese efecto el mismo índice de corrección. La diferencia resultante
constituirá el monto de la indemnización que deberá abonar la actora.

Por ello, y lo dispuesto en el art. 17 de la Constitución Nacional, arts.
2511 y eones. del Código Civil y art. 10 y canes. de la ley 21.499, declárase
transferido a la Entidad Binacional Yacyretá el inmueble cuyos datos
registrales figuran a fs. 29/30 vta., previo pago dentro del plazo de 30 días
de la suma que resulte de la aplicación de las pautas establecidas en los
considerandos 31 y 32; con costas por su orden (confr. E.198.XXIII. "En-
tidad Binacional Yacyretá el Misiones, Provincia de si expropiación", fa-
llada el 16 de octubre de 1990 y aclarada en cuanto a las costas el 5 de
marzo de 1991). Notifíquese a las partes intervinientes y a la persona cuya
citación se ordenara a fs. 66, segundo párrafo (arts. 27 y 28 de la ley
21.499). Notifíquese.

RICARDO LEYENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA yAGNA MARTÍNEZ (por su voto)-
RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en
disidencia parcial) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia parcial) -
JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR (en disidencia parcial).
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VOTO DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO DOCTOR DON

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ

Considerando:

1°) Que la cuestión a resolver se limita a la determinación del monto
de la indemnización expropiatoria, a cuyo fin resulta de primordial impor-
tancia el dictamen del Tribunal de Tasaciones que obra en el expediente
J 18.265 agregado de fs. 114 a fs-. 154.

2°) Que constante jurisprudencia de esta Corte ha establecido que debe
estarse a las conclusiones de aquel organismo salvo que se evidencien he-
chos reveladores de error u omisión manifiesta en la determinación d~ los
valores en razón de la fuerza probatoria que supone la idoneidad técnica
de sus integrantes, los elementos de convicción eh que se fundan y el grado
de uniforrnidad con que se expiden (causa: E.33.XXII. "Estado Nacional
cl Textil Escalada S.A. si expropiación", sentencia del 19 de diciembre de
1989 y sus citas). En el presente caso, la valuación efectuada mereció la
sola disconformidad del representante de la parte actora y de uno de sus
miembros, sin que se evidencien en la decisión dela mayoría aquellos vi-
cios que, como se señaló, permitirían prescindir del dictamen. En conse-
cuencia, debe aceptarse como valor de tasación la suma de $a 346.430 (A
346,43) que se fija a la fecha de la desposesión del bien (5 de junio de
1985). Dicha cantidad deberá ser actualizada hasta el l de abril de" 1991
para compensar la depreciación monetaria (arts. 7, 8, 10 Y 13 de la ley
23.928 y art. 10 de la ley 21.499), a cuyo fin se utilizarán los índices para
precios al consu"midor elaborados por el Instituto Nacional de Estadística
y Censos. Devengará dicha suma un interés del 6% anual desde e15 de ju-
nio de 1985, hasta la fecha antes indicada. De allí en más deberá calcularse
la tasa de interés pasiva que publica mensualmente el Banco Central de la
República Argentina hasta el efectivo pago. Ello es así porque al no pro-
ceder la repotenciación posterior a la fecha de entrada en vigencia de la ley
de convertibilidad debe -necesariamente- consagrarse un mecanismo que
permita eximir de todo daño y perjuicio al expropiado mediante un cabal
resarcimiento, con el propósito de mantener intangible el principio de la
justa indemnización. Así, no se hieren derechos amparados por la Cons-
titución Nacional (su artículo 17) y se mantiene el principio de justicia de
las indemnizaciones expropiatorias (artículo 2511, Código Civil).
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No es óbice a lo expuesto el interés que preveía la ley 21.499, ya que
el porcentaje en ella fijado (6%) lo era porque contemplaba la actu,aliza-
ción "hasta el efectivo pago". Así establece l,anorma que "en tal casa" co-
rresponde dicha interés, lo que lleva a canc/.rrir 'que si no se mantiene la
previsión de repatenci.aciól1, no existe razón p,ara mantener el interés .que
sólo en dicho "casa" la normativa contempla. A'l no corresponder la
repotenciación de la suma'hasta el momento en que se efectúe el paga de-
saparece, con posteriaádad al primero de abril, a.a.ratio legis que justifi-
ca la norma al establecer.e'linterés del seis por ciCTHOanual. Ello es así por-
que dicho interés puro esj:ustificable cuando una d,euda se actualiza, pero
no cuando ella queda crista,l,izada como ocurre en la.especie.

Que un criterio distinta tl~aería aparejado un grave perjuicio para el pra-
pietario quien, además de y,cor.dilatado en el tiempa la percepción de su
crédito y de haber perdido l,aposesión del bien, na haUaría forma de pa-
liar los daños que le ocasionan la falta de disponibilidad,del dinero que se
le debió pagar, como consecuencia de la expropiación y la falta de pose-
sión.

Que al no mediar interés legal que contemple la situación -planteada son
los jueces los que deben determinar la que cOlTesponde abanar,en tal con-
cepto (artículo 622 del Código de fando) y se cOhsidera que.eLantedicho
esel más adecuado con posterioridad al l de abril y hasta el efect'Ívo pago,
con el propósito de preservar el carácter de integralmente justa que debe
reunir la indemnización que perciba el expropiado, porque e1'laimporta
una garantía constitucional establecida en resguardo de la prapi.edad pri-
-vada. Si bien ellos son consecuencia de la desposesión y a primera vista
no carrespondería establecer una distinción entre los devengados con an-
terioridad y después de la fecha señalada; al na mediar plus por actualiza-
ción del crédito es aconsejable establecer un interés superior al seis ]XlI'

ciento anual r.eferido, pues -ante dicha circunstancia- dicho porcentaje re-
sulta exigido pa¡:a integrar el "justo resarcimiento" debido al expropiado
y pagarle el beneficio de la ocupación de que ha disfrutado el expropiante
sin contraprestación alguna.

3°) Que, de acuerdo al criterio expuesto a partir de Fallos: 307:2040y
308:1917, corresponde reajustar :también hasta elIde abril aludido-la
suma depositada a fs. 33 el 27 de mayo de 1985, desde la fecha en que la
provincia tOllió conocimiento del depósito (4 de julio de 1986), adoptan-
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do a ese efecto el mismo índice de corrección. La diferencia resultante
constituirá el monto de la indemnización que deberá abonar la actora.

Por ello, y lo dispuesto en el art. 17 de la Constitución Nacional, arts.
2511 Y concs. del Cód"igo Civil yart. 10 Y concs. de la ley 21.499, declárase
transferido a la Entidad Binacional Yacyretá el inmueble cuyos datos
registrales figuran a fs. 29/30 vta., previo pago dentro del plazo de 30 días
de la suma que resulte del reajuste a practicarse según lo decidido en los
considerandos 2° y 3° Y los intereses desde el 5 de junio de 1985 a la tasa
del 6% anual hasta el 31 de marzo de 1991 y de alIí en más la tasa de in-
terés pasiva que publica el Banco Central de la República Argentina. Cos-
tas por su orden (confr. E.198.XXIII. "Entidad Binacional Yacyretá cl Mi-
siones, Provincia de si expropiación", falIada el 16 de octubre de 1990).
Notifíquese a las partes intervinientes y a la persona cuya citación se or-
denara a fs. 66, segundo párrafo (arts. 27 y 28 de la ley 21.499). Notifí-
quese.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ.

DISIDENCIA PARCIAL DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES

DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO, DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

y DON EDUARD.O MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que la cuestión a resolver se limita a la determinación del monto
de la indemnización expropiatoria, a cuyo fin resulta de primordial impor-
tancia el dictamen del Tribunal de Tasaciones que obra en el expediente"
] 18.265 agregado de fs. 1] 4 a fs. 154.

2°) Que constante jurisprudencia de esta Corte ha establecido que debe
estarse a las conclusiones de aquel organismo salvo que se evidencien he-
chos reveladores de error u omisión manifiesta en la determinación de los
valores en razón de la fuerza probatoria que supone la idoneidad técnica
de sus integrantes, los elementos de convicción en que se fundan y el grado
de uniformidad con que se expiden (causa: E.33.XXII, "Estado Nacional



DE JUSTICIA DE LA NACION

315

1011

cl Textil Escalada S.A. si expropiación" sentencia del 19 de diciembre de
1989 y sus citas). En el presente caso, la valuación efectuada mereció la
sola disconformidad del representante de la parte actora y de uno de sus
miembros, sin que se evidencien en la decisión de.Ja mayoría aquellos vi-
cios que, como se señaló, permitirían prescindir del dictamen. En conse-
cuencia, debe aceptarse como valor de tasación la suma de $a 346.430 (A
346,43) que se fija a la fecha de la desposesión del bien (5 de junio de
1985). Dicha cantidad deberá ser actualizada hasta el I de abril de 1991
para compensar la depreciación monetaria (arts. 7, 8, 10 Y 13 de la ley
23.928 y arto 10 de la ley 21.499), acuyo fin se utilizarán los índices para
precios al consumidor elaborados por el Instituto Nacional de Estadística
y Censos. Devengará dicha suma un interés del 6% anual desde el 5 de ju-
nio de 1985, hasta la fecha antes indicada. De allí en más deberá calcularse
el interés que percibe el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones
ordinarias de descuento hasta el efectivo pago. Ello es así porque al no
proceder la actualización posterior a la fecha de entrada en vigencia de la
ley de convertibilidad debe -necesariamente- consagrarse un mecanismo
que permita eximir de todo daño y perjuicio al expropiado mediante un
cabal resarcimiento, con el propósito de mantener intangible el principio
de la justa indemnización. Así, no se hieren derechos amparados por la
Constitución Nacional (su arto 17) y se mantiene el principio de justicia de
las indemnizaciones expropiatorias (art. 2511, Código Civil).

No es óbice a lo expuesto el interés que preveía la ley 21.499, ya que
el porcentaje en ella fijado (6%) lo era porque contemplaba la actualiza-
ción "hasta el efectivo pago". Así establece la norma que "en tal caso" co-
rresponde dicho interés, lo que lleva a concluir que si no se mantiene la
previsión de repotenciación, no existe razón para mantener el interés que
sólo en dicho "caso" la normativa contempla. Al no corresponder la
repotenciación de la suma hasta el momento en que se efectúe el pago de-
saparece, con posterioridad al primero de abril, la rafio legis que justifi-
ca la norma al establecer el interés del seis por ciento anual. Ello así por-
que dicho interés puro esjustificable cuando una deuda se actualiza, pero
no cuando ella queda cristalizada como ocurre en la especie.

Que un criterio distinto traería aparejado un grave perjuicio para el pro-
pietario quien, además de ver dilatado en el tiempo la percepción de su
crédito y de haber perdido la posesión del bien, no hallaría forma de pa-
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liar los daños que le ocasionan la falta de disponibilidad dd,dinero que se
le debió pagar, ,como-consecuencia de la expropiación y la 'fálta de pose-
sión. ,

Que al no H,ediari'nteres'legal que con'temple la situación ¡planteada son
los jueces los quedebewdeterminar lo que ,corresponde abonar'en tal con-
cepto (articulo 622ael Oódigo de fondo) y esta Corte considera que el
antedicho es el más aaecuadüeon posterioridad al 1 de abril y 'hasta el efec-
tivo pago, con el propósi"tooe'preservare1 -carácter de integralmente jus-

.ta que debe reunir 'la'indemnización que perciba el expropiado, 'porque ello
importa una garantfa'constr~uoional estabJ.ecida.en resguardo'dela'propie-
dad privada, Si bien ellos :SQTIconsecuencia.dela desposesión 'Y a'prime-
ra vista no correspondería 'establecer una di'strnción entre los -devengados
'con anterioridad y después de'la'fecha sefíal.ada;al no mediar plus'por ac-
tUa'lización del crédito es aoonsejable establecer'un interés superior,al seis
por,ciento anual referido, pures-iante dicha cirounstancia- dicho poroentaje
I'esulta exigido para integra1f el "<1ustoresarci'J1l11ento"debido al,expropia-
do 'Y ,pagarle el benefi'cio de la 'ocupación de <O]'\]e'ha disfrutado ,el ,expro-
piante sin contraprestación alg'UTla.

3°) Que, de acuerdo ,al criterio,expuesto a partir ,de Fallos: 307:2040 Y
30'8:'1917, 'Corresponde reajustar-también hasta 'el '1,de abril de 1.991--la
suma depositada a fs, 33 el 27 de mayo de 1985 (art. :20, ley 21.499) ,des-
de la fecha en que la:provincia tomó 'conoci miento del depósito (4 de j'U-
lio de 1986), adoptando a ese efecto rcI mismo índi,oe,de corrección. 'La
diferencia resultante .constituirá el monto de la indeml'lización que debe-
rá abonar la actora.

Por ello y lo que disponen el art. 17 de la Constitución Nacional, arts.
2511 y canes. de1 Código Civil y art. 10 y,c'Üncs. de la ley 2,1.499, declárase
transferido a la Entidad Binacional Yacyretá el inmue'o:Je cuyos datos
registrales figuran a fs. 29/30 vta., previo pago dentro del p~,azode 30 días
de la suma que resulte del reajuste a practicarse según lo decidido de los
considerandos 2° y 3° Y los intereses desde el5 de junio de 1985 a la tasa
del 6% anual hasta el 31 de marzo de 1991 y de allí en más los que perci-
be el Banco de la N ación Argentina en sus operaciones ordinarias de des-
cuento hasta el efectivo pago (art. 20, ley 21.499). Con costas, Notifíquese
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a las partes intervinientes y a la persona cuya citación se ordenara a fs. 66,
segundo párrafo (arts. 27 y 28 de la ley 2 [.499).

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - EDUARDO MOLlNÉ
O'CONNOR.

MARTIN LEIV A v. PROVINCIA DE ENTRE RIOS

ACCION DIRECTA DE INCONSTlTUClONALlDAD.

Si la tutela jurisdiccional pretendida consiste en una declaración de certeza que
impida la exclusión del actor de un concurso para cubrir el cargo de jefe de clínica
de un banco de sangre, por carecer del título habilitante ex igido por la ley 8144 de
Entre Ríos, norma que se tacha de inconstitucional, la acción es susceptible de
enmarcarse en el ar!. 322 del Código Procesal.

ACCION DIRECTA DE INCONSTlTUClONALlDAD.

La declaración de inconstitucionalidad no puede tener simplemente carácter con-
sultivo, sino que debe corresponder a un caso en el que el titular de un interés jurí-
dico suficientemente concreto busque precaver los efectos de un acto en ciernes al
que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional.

JURISDICCION y COMPETENCIA: COlllpetencia federal. Competencia originaria de
la Corte Suprema. Generalidades.

La competencia originaria de la Corte no puede quedar subordinada al cumplimiento
de requisitos exigidos pór las leyes que regulan el procedimientó administrativo
local.

SALUD PUBLICA.

Toda vez que la sangre humana es un factor de irreemplazable función y su utili-
zación tiene un profundo sentido ético-social y exige una seria determinación de las
responsabilidades derivadas de su extracción y de sus diversos manejos terapéuti-
cos y científicos, ello conlleva la posibilidad y hasta la necesidad de que la Nación
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elabore planes y políticas tendientes a afianzar la salubridad, la morál y la conve-
niencia colectiva de la comunidad por encima de los límites provinciales.

CONSTlTUCION NACIONAL: CO/lstitucio/lalidad e Íllcllllstitucio/lalidad. Leyes /lacio/lales.

No es inconstitucional la ley 22.990 que establece el régimen de utilización de la
sangre humana, pues constituye un razonable ejercicio de atribuciones que compe-
ten al legislador nacional en virtud ele lo dispuesto en la primera parte del inc. 16
del art. 67 de la Constitución Nacional y el objetivo enunciado en su Preámbulo.

PODER DE POLlC/A.

El poder de policía quc cjcrce la Nación ocasionalmente pueele entrar en colisión
con el que se hayan reservado las provincias, lo cual no obsta al principio de la con-
currencia de ambos poderes Carts. 104 Y 107 de la Constitución Nacional).

PODER DE POLlC/A .

.No es dudosa la facultad de las provincias de reglamentar el ejercicio de las profe-
siones liberales derivada de Sll poder ele policía.

FACULTADES CONCURRENTES.

El ejercicio de facultades concurrentes sólo puede considerarse incompatible cuan-
do mcdía una repugnancia efectiva, de tal modo que el connicto deviene incon-
ciliable.

FACULTADES CONCURRENTES.

En caso ele colisión en el ejercicio ele facultades concurrentes, la preeminencia debe
ser establecida en función de los fines queridos por la Constitución y el interés ge-
neral en juego.

CONSTlTUCION NACIONAL: COl1stitucio/lalidad e i/lco/lsti/llcio/ll/lidad. Leyes prol'i/lciales.

Los arts. 17 y 20 de la ley 8144 ele Entre Ríos, que establecen que la dirección téc-
nica ele los bancos de sangre y la extracción ele la misma. esta(,¡ln a cargo ele un
bioquímico, son inconstitucionales, pues resultan incompatibles con la letra y con
el espírituelel art. 59, ines. a) y b), de la ley 22.990:y con el arto 58.
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Dado que la responsabilidad última y principal atribuida por la leynaeional22:990
al profesional médico especialista en hemoterapia obedece a la intención de extre-
mar la protección de la persona e imponer con el carácter de orden público elmáxi-
mo de control en el manejo terapéutico de todo 10 vinculado con la obtención de la
sangre humana, ello no puede verse enervado por el ejercicio por las provincias de
sus facultades concurrentes.

PROVINCIAS.

Las provincias han conservado competencias diversas de orden institucional, tri-
butario, procesal y también de promoción general, estas últimas particularizadas en
el ar!. 107 de la Constitución Nacional. Entre esos poderes se encuentran compren-
didos los de proveer lo conveniente a la seguridad, salubridad y moralidad de sus
vecinos (Voto del Dr. Eduardo Moliné O'Connor).

PODER DE POLlCIA.

En el llamado poder de policía se halla incluida la facultad de reglamentar el ejer-
cicio de las profesiones liberales, con la limitación natural que establece el ar!. 28
de la Constitución, la razonabilidad de la norma y el necesario respeto de la igual-
dad, excluyente de ilegítima discriminación (Voto del Dr. Eduardo Moliné
O'Connor).

REGLAMENTACION DE LOS DERECHOS.

No puede considerarse alterado un derecho por la reglamentación de su ejercicio,
cuando se le imponen condiciones razonables (Voto del Dr. Eduardo Moliné
O'Connor).

REGLAMENTACION DE LOS DERECHOS.

La reglamentación del ejercicio de un derecho no resulta razonable si ha sido lle-
vado al extremo de constituir una prohibición, destrucción o confiscación (Voto del
Dr.,Eduardo Moliné O'Connor).

PROVINCIAS.

El legislador nacional pucde dictar normas sobre aspectos de las actividades inte-
riores de los estados provinciales con el objeto de fomentar el bienestar general por
encima de esos límites y en la medida en que a tales fines fuera necesario, en cuyo
caso aquellos carecen de facultades para impedir o de cualquier manera controlar
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el eficaz cumplimiento de las leyes dictadas de conformidad a la Constitución Na-
cional (Voto del Dr. Eduardo Moliné O'Connor).

FACULTADES CONCURRENTES.

Las facultades concurrentes se evidencian cuando las potestades del Gobierno Na-
cional y del provincial pueden ejercerse conjunta y simultáneamente sobre un mis-
mo objeto o una misma materia sin que de tal circunstancia derive violación de prin-
cipio o precepto jurídico alguno. Pero esa coexistencia presupone el requisito de que
no exista entre ambas incompatibilidad manifiesta e insalvable (Voto del 01'. Eduar-
do Moliné O'Connor).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Leiva, Martín cl Entre Ríos, Provincia de si incons-
titucionalidad ley 8144", de losque

Resulta:

1) A fs. 12/19 se presenta Martín Gerardo Leiva, médico especialista en
hemoterapia, y promueve demanda contra la Provincia de Entre Ríos por
inconstitucionalidad de la ley local 8144 que regula las actividades "rela-
cionadas con la sangre humana, sus componentes y derivados para fines
exclusivamente terapéuticos" (art. 1°). Aduce que dicha norma, al dispo-
ner en sus arts. 17, 19 Y20 que el manejo terapéutico de la sangre huma-
na corresponde con exclusividad a los bioquímico's, entra en colisión con
los arts. 23 y 32 de la ley 17.132 y los arts. 16, 17,58 y 59 de la ley 22.990,
con la consecuencia de impedir el libre ejercicio de la profesión a los mé-
dicos terapeutas y provocar la postergación de su designación como jefe
de clínica -Banco de Sangre- del Hospital Centénario de Gualeguaychú.
Solicita la declaración de inconstitucionalidad de la ley provincial por vio-
lación de los arts. 31, 14 bis Y 14 de la Constitución Nacional.

A fs. 22 agrega que la norma impugnada ha cercenado su derecho a
ingresar en la Cooperativa Médica de Provisión Gualeguaychú Limitada
y solicita, como medida de no innovar, que se mantenga la situación exis-
tente con anterioridad a la sanción de la ley 8144.
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Es.úe'Tribunal, de c.Qfol,jio]:¡;r¡,idadcon el dictamen, dd Procurador Gene"
raldc~ 1'5..24/26, calificó, hll demanda en los tél'mi-rlos del art. 322 del Ca-
digQ,P'rocesal Civil yCbm,e'l'cialde la Nación,ydi,spusoqueel gobernador
provi,n.cial debería abstenerse de aplicar alacto'lT'i'as,di,sposiciones de lal'ey
8:1,4:4en todo cuanto~,se' opusieran a lo prev.isto, en l'a ley 22.990 (fs. 27),

JI) A fs. 57/61 se'prcsenta el Fiscal de,Estado de la Provincia de En'tre
Etfos y contesta la demanda, cuyo rechazosohc1ta~ Aduce que el desenvol-
vj.¡¡nientode una pQH.ti.cade la salud es ui1a1'acultad reservada de laprovin-
ei,a y que el podccde policía correspondiente ha sido anulado por e!' art. 10
de la ley naciona-l, 22.990, que sólo admite el dictado de normas,co'trlple-
mentarias en la flespectivajurisdicciónprovincial.

Mani fiesta q.ue la demandada, dentro de su territorio, ha reglamentado
lo atinente a laCFeación y administl:ación de los bancos de sangre: y, en uso
de la facultad de reglamentar el ejercicio de las profesiones libera+es -com-
prendida en ~areserva del art. 104.de l'aConstitución Nacional'-, ha sancio-
nado la ley 8:1'44,que estima cOFflpatihle con los principios y: garantías de
la Constitución NacionaL Por el contrario, considera inconstitl:lcionalla ley
nacional 22.990, por cxceso en su ámbito de aplicación que avasalla la
zona de reserva de los estados provinciales (arts. 104 Y67, i'Dc. 16, de la
Constitución Nacional).

IIl) A 1's. 63 vta. se dedara la cuestión de puro derecho y a fs. 81 vta.
se deja sin efecto el llamamiento de autos para sentencia con motivo de la
invocación por el actor del hecho nuevo de que da cuenta la documenta-
ción agregada a fs. 73/80. Como tal, denuncia la convocación a concurso
para la cobertura de cargos de planta permanente en el área de la salud de
la Provincia de Entre Ríos, entre ellos el de jefe de clínica (Banco de San-
gre) del Hospital Centenario de Gualeguaychú, con supuesta violación de
la medida c'autelar de no innovar ordenada por el Tribunal en estos autos
afs.27.

Tras la correspondiente sustanciación, se llama autos para sentencia a
fs. 91.

Considerando:
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1°) Que este juicio es de la competencia originaria de la Corte Supre-
ma (arts. 100 y 101 de la Constitución Nacional).

2°) Que la tutela jurisdiccional pretendida por el actor consiste en una
declaración de certeza que impida su exclusión del concurso al que se lla-
mó por resolución 859, en virtud de las normas locales que regulan la ca-
rrera médico asistencial para cubrir el cargo de jefe de clínica -Banco de
Sangre- del Hospital Centenario de Gualeguaychú, en virtud pe carecer del
título habilitante exigido,por la ley 8144, norma que tacha de inconstitu-
cional por violación al principio contenido en el art. 31 de la Constitución
Nacional, en atención a incurrir, a su juicio, en evidente contradicción con
lo dispuesto con carácter de orden público en la ley nacional 22.990 con
relación al manejo terapéutico de la sangre y a la dirección de los bancos
de sangre y servicios de hemoterapia.

3°) Que, en esos términos, la declaración de certeza pretendida es sus-
ceptible de enmarcarse en lo establecido en el art. 322 del Código Proce-
sal Civil y Comercial de la Nación pues se han configurado los requisitos
para la procedenci a formal de la acción meramente declarati va, a saber: a)
la concurrencia de un estado de incertidumbre sobre una relación jurídi-
ca -considérese que no se ha controvertido que el actor se desempeña como
médico en el Hospital Centenario de Gualeguaychú y que pretende su in-
corporación en la planta permanente-; b) la existencia de un interés jurí-
dico suficiente en el demandante, ya que ha mediado una oposición explí-
citamente fundada en el hecho de que el actor carece de título habilitante
para el cargo al que se postula; y c) la ausencia de otra vía alternativa para
articular la pretensión que se trae al proceso; que tiende a prevenir en for-
ma oportuna -dado que no consta la transgresión de la medida cautelar
decretada a fs. 27 ni la decisión atinente al concurso- la lesión de un' de-
recho del actor que cuenta con tutela constitucional (Fallos: 3 I0:606, con-
siderando 3°).

4°) Que en virtud de que la declaración de inconstitucionalidad preten-
dida no puede tener simplemente carácter consultivo sino que debe corres-
ponder a un caso en el que el titular de un interés jurídico suficientemen-
te concreto busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atri-
buye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional (FalJos: 308:2569
considerando 3°; causa A.633 XX Originario "Abud, Jorge Homero y otros
cl Buenos Aires, Provincia de sI inconstitucionalidad ley 10.542" del I de
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octubre de 1991 considerando 3°), cabe descartar toda consideración
atinente a la obstrucción del libre ejercicio profesional del actor en razón
de la eventual transgresión de la ley 17.132, cuyo ámbito de aplicación la
torna irrelevante respecto de los agravios que el demandante plantea en
esta causa. En cuanto a la imposibilidad de ingresar como encargado del
banco de sangre de la Cooperativa Médica de Provisión Gualeguaychú
Limitada, la impugnación de índole constitucional debió ser efectuada en
la causa judicial que el actor dijo mantener contra esa entidad ante lajus-
ticia ordinaria provincial.

5°) Que, finalmente, cabe descartar la defensa de falta de reclamo ad-
ministrativo previo, alegada por la provincia demandada a fs. 59 vta./60,
conforme a la jurisprudencia que dimana de reiteradas decisiones de esta
Corte en las que se ha sostenido que su competencia originaria, que pro-
viene de la Constitución, no puede quedar subordinada al cumplimiento de
requisitos exigidos por las leyes que regulan el procedimiento administra-
ti vo local (Fallos: 307: 1302 entre otros).

6°) Que, en el marco que se ha precisado, corresponde analizar el thema
decidendum en relación a la pretensión del actor, esto es, si la ley de la
Provincia de Entre Ríos 8144, al regular las actividades relacionadas con
la sangre humana, entra en colisión efectiva e inconciliable con las dispo-
siciones de la ley nacional 22.990 y transgrede en consecuencia la direc-
triz normativa del art. 31 de la Constitución Nacional, juicio que supone
la decisión sobre la compatibilidad de la norma federal infraconstitucional
con las prescripciones constitucionales involucradas, de acuerdo con la
impugnación deducida expresamente por la demandada en la contestación
de la demanda (fs. 59/60 vta.).

r) Que la demandada ha puesto en tela de juicio las facultades del go-
bierno nacional para dictar la ley 22.990 con un ámbito de aplicación (art.
1°) que avasallaría las potestades legislativas provinciales sobre materias
-policía de la salud y policía del ejercicio delas profesiones liberales- com-
prendidas en las facultades concurrentes de la Nación y de las provincias,
las que deben ejercerse de modo razonable en sus respecti vas esferas ju-
risdiccionales. Tal avance del Estado Nacional transgredería en el caso, a
juicio de la demandada, el principio consagrado en el arto 104 de la Cons-
titución Nacional.
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Al respecto corresponde precisar que la ley 22.990 establece el régimen
normativO relativo a la utilización de la sangre humana y sólo en forma
mediata involucra consecuencias relativas al ejercicio de ciertas profesio-
nes liberales del área de la salud. Es decir que la Nación, tal como se des-
prende del mensaje de elevación del proyecto, ha querido atribuir carác-
ter de orden público y unificar la legislación vigente en todo el territorio
de la República sobre un aspecto específico que compromete gravemen-
te el bienestar general de la comunidad, toda vez que la sangre humana es
un factor de irreemplaz-ab\'e función y su utilización -habida cuenta de que
su fuente de obtención son las personas vivas- tiene un profundo sentido
ético-social y exige una seria determinación de las responsabilidades de-
rivadas de su extracci'ón y de sus diversos manejos terapéuticos y cientí-
ficos.

Ello conlleva laposibilidad y hasta la necesidad de que la Nación ela-
bore planes y polHi'cas tendientes a afianzar la salubridad, la moral y la
conveniencia colectiva de la comunidad por encima de los límites provin-
ciales y en la medida en que sea necesario para el logro de tales fines, los
que se hallan en consonancia con uno de los elevado5i propósitos conteni-
dos en el Preámbulo de la Constitución Nacional, el de promover el bie-
nestar genera,l' (Fallos: 270: 11; 295:338 considerando 5°; 308:943, consi-
derando 4° ,c:atl'sa E.178 XX Originario "Estado Nacional cl Santiago del
Estero, Pro,vlllci,a de si nulidad por inconsÜtucionalidad ley 5379 y decreto
D.3017" de fecha 22 de diciembre de 1987, considerando 3°). Máxime si
se considera que la ley cuya constituciona}i,dad se impugna ha instituido
el Sistema Nacional de Sangre, que posibilita la participación directa y
efectiva de los estados provinciales en las: decisiones de alcance nacional
en la materia.

8°) Que las mencionadas moti vaciones importan, en el caso de la ley
22.990, un razonable ejercicio de atribuciones que competen al legislador
nacional en virtud de lo dispuesto en la primera parte del inciso 16 del art.
67 de la Constitución Nacional y el objetivo enunciado en su Preámbulo,
lo cual determina el rechazo de la tacha de inconstitucionalidad formula-
das por la demandada. La amplitud de las cláusulas citadas y la multipli-
cidad de aspectos que puede presentar el poder de policía hacen que el que
ejerce la Nación, ocasionalmente, pueda entrar en colisión con el que se
hayan reservado las provincias, lo cual no obsta al principio de la concu-
rrencia de ambos poderes (arts. 104 Y 107 de la Constitución Nacional).
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9°) Que, en tal sentido, no es dudosa la facultad de las provincias de
reglamentar el ejercicio delas profesiones liberales derivada de su.poder
de policía (Fallos: 305: I094; 308:403 y sus citas). Tal ejercicio de facul-
tades concurrentes sólo puede considerarse incompatible cuando media
una repugnancia efectiva (Fallos: 239:343; 300:402), de tal modo que el
conOicto deviene inconciliable. Ante tal situación de colisión, la preemi-
nencia debe ser establecida en función de los fines queridos por la Cons-
titución y el interés general en juego.

10) Que cabe entonces analizar si la disposición de la ley local 8144
relativa a la dirección profesional de los bancos de sangre (art. 17) se opo-
ne de manera inconciliable con la norma que regula la cuestión en la ley
nacional y cuál responde a un interés social de tutela preferente.

En tal sentido corresponde señalar que el arto 16 de la ley 8144 conci-
be a los bancos de sangre como entidades con funciones similares a las
definidas en el art. 23 de la ley 22.990, que comprenden -en lo que inte-
resa en el presente juicio- la extracción de la sangre. Tales organismos, de
acuerdo con el art. 17 de la ley 8144, estárán bajo la dirección técnica de
un bioquímico. En sentido coincidente el art. 20 del cuerpo legal en estu-
dio establece que la extracción de la sangre -así como también otras prác-
ticas relacionadas con la preparación de dicho fluido- estará "a cargo ex-
clusivamente de bioquímicos" que cumplan ciertas condiciones de residen-
cia.

Resulta evidente que tales disposiciones son incompatibles con la le-
tra y con el espíritu del arto 59, incisos a y b, de la ley 22.990 que estable-
cen -en lo que aquí interesa- que los servicios de hemoterapia y los ban-
cos de sangre deberán funcionar a cargo y bajo la dirección de un médico
especialista en hemoterapia. Asimismo, el carácter "exclusivo" con que el
art. 20 de la ley 8144 atribuye a los bioquímicos las tareas de extracción
de la sangre, entra en colisión -por excluir de modo terminante a los pro-
fesionales médicos- con lo dispuesto en el arto 58 de la ley 22.990, según
el cual tal función "podrán efectuarla exclusivamente los profesionales
!TIédicos" y, sólo como procedimiento no habitual expresamente autoriza-
do y controlado, el personal auxiliar o técnico.

11) Que, en atención a que la responsabilidad última y principal atri-
buida por la ley nacional al profesional médico especialista en hemoterapia
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(en los supuestos de los arts. 58 y 59 incisos a y b de la ley 22.990) obe-
dece a la intención del legislador de extremar la protección de la persona
a imponer con carácter'tie ordenpúblico'cl máximo de control en el ma-
nejo terapéutico de todo lo vinculado con la obtención de la sangre huma-
na, resulta que existe un lazo racional entre la aplicación de tales prescrip-
ciones en todo el territorio de la República y el cumplimiento de los altos
fines del legislador nacional en procura del bien común, que no pueden
.verse enervados por el ejercicio por parte de las provincias de sus facul-
tades concurrentes sobre el mismo objeto u otros similares (Fallos:
304: 1588 considerando I 1 voto de los doctores Black y Renom; 3Q~:943).
Esta es la conclusión que corresponde de conformidad con el principio de
supremacía que consagra el art. 31 de la Constitución Nacional.

Por ello, se decide: hacer lugar a la demanda y declarar la inconstitu-
cionalidad de los arts. 17 Y20 de la ley 8144 de la Provincia de Entre Ríos
en cuanto resultan incompatibles con los arts. 59, incisos a y by 58 de la
ley nacional 22.990. Con costas. Notifíquese y, oportunamente, archívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTíNEZ - AUGUSTO

CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO-

EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR (según Sil voto).

VOTO DEL SEÑORMINISTRO DOCTOR DON EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR

Considerando:

1°) Que este juicio es de la competencia originaria de la Corte Supre-
ma en los términos de que da cuenta la resolución dictada a fs. 27.

2°) Que el Tribunal, ante una acción meramente declarativa como la
presente, en la cual el dictamen del Sr. Procurador General cuestionaba la
existencia de un interés concreto del actor en la declaración de inconsti-
tucionaJidad de una ley local, tal como acontece en esta causa (ver fs. 67/
72), decidió que "no se trataba de dar solución a una hipótesis abstracta o
académica" toda vez que, porhal1arse en juego la actividad profesional de
los actores sometida en los aspectos que regula la ley impugnada al con-
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trol de la provincia demandada, media entre las partes. una vinculación
jurídica que traduce un interés serio y suficiente en la declaración de cer-
teza pretendida (causa A.633, XXI "Abud, Jorge Homero y otros cl Bue-
nos Aires, Provincia de sI declaración de inconstitucionalidad ley 10.542",
sentencia del I de octubre de 1991). Tal criterio resulta aplicable al caso
en estudio, donde el actor persigue la declaración de inconstitucionalidad
de la ley provincial 8144 en cuanto dispone que el manejo terapéutico de
la sangre humana debe estar exclusivamente a cargo de bioquímicos, ex-
cluyendo la participación de los médicos hemoterapeutas. Se pone así en
juego el ejercicio de "la actividad profesional" del actor, cuestión que guar-
da entonces evidente analogía con el precedente citado. Por otro lado, y a
fin de responder al planteo de la demandada expuesto a fs. 60, e's necesa-
rio recordar que la competencia originaria de la Corte, que proviene de la
Constitución, no puede quedar subordinada al cumplimiento de requisitos
exigidos por leyes locales, por lo que carece de relevancia la alegación de
no haberse cumplido trámites administrativos en sede provincial (Fallos:
307: 1302 y sus citas).

3°) Que cabe, por lo tanto, la consideración de la cuestión suscitada no
sin antes advertir que la oposición que el actor encuentra en la norma lo-
cal respecto de aquéllas de naturaleza federal, sólo se considerará con re-
lación a la ley 22.990 y no respecto de la 17..132, cuyo ámbito de aplica-
ción la torna irrelevante a los fines perseguidos.

4°) Que esta Corte ha establecido que en virtud del pacto federal (arts.
104 Y sigs.) las provincias han conservado competencias diversas de or-
den institucional, tributario, procesal y también de promoción general,
estas últimas particularizadas en el art. 107. Eiltre esos poderes se encuen-
tran comprendidos los de proveer lo conveniente a la seguridad, salubridad
y moralidad de sus vecinos (Fallos: 289:3 15 Y sus citas).

También ha dicho que en el llamado poder de policía se halla incluida
la facultad de reglamentar el ejercicio de las profesiones liberales con la
limitación natural que establece el art. 28 de la Constitución, la razona-
bilidad de la norma y el necesario respeto de la igualdad, excluyente de
ilegítima discriminación (Fallos: 97:367; 1 17:432; 156:290; 197:569;
199:202; 203: 100; 207: 159; 237:397; 302:231). Es que no puede conside-
rarse alterado un derecilO por la reglamentación de su ejercicio, cuando se
le imponen condiciones razonables lo que no se cumple si aquélla "ha sido
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llevada al extremo de constituir una prohibición, destrucción o confisca-
ción" (Fallos: 117:432).

5°) Que es asimismo criterio inveterado del Tribunal reconocer que el
legislador nacional puede dictar normas sobre aspectos de las actividades
interiores de los estados provinciales con el objeto de fomentar el bienestar
general por encima de esos límites y en la medida en que a tales fines fuera
necesario (Fallos: 239:343; 257: 159; 270: 11), en cuyo caso aquéllos ca-
recen de facultades para impedir o de cualquier manera controlar el eficaz
cumplimiento de las leyes dictadas de conformidad a la Constitución Na-
cional (Fallos: 173:128; 183:190; voto de Fallos: 249:292; causa S.152
XXI. "Santa Cruz, Provincia de cl Y.P.F. Sociedad del Estado si ejecución
fiscal, sentencia del 17 de diciembre de 1991).

6°) Que en este caso específico aparecen en conflicto atribuciones del
gobierno nacional y'del provincial en el marco de las que han dado en lla-
marse facultades concurrentes, las que se evidencian cuando esas potes-
tades pueden ejercerse conjunta y simultáneamente sobre un mismo objeto
o una misma materia sin que de tal circunstancia derive violación de prin-
cipios o precepto jurídico alguno. Pero esa coexistencia presupone el re-
quisito de que no exista entre ambas incompatibilidad manifiesta e
insalvable. En tal caso el principio de supremacía nacional, proveniente del
art. 31 de la Constitución, debe necesariamente prevalecer. Así, por ejem-
plo, cuando la política legislativa adoptada por el legislador nacional tie-
ne en vista los intereses del país en una visión totalizadora. Es que en su-
puestos de colisión de las .esferas de los gobiernos nacional y provincial,
la preeminencia de uno u otro debe ser establecida en función de los fines
queridos por la Constitución o el interés general enjuego.

7°) Que, en la especie debe tomarse particularmente en cuenta que la
ley nacional 22.990 tiene como objetivo estatuir un "régimen normativo
con alcancc general para todo el territorio de la República, tendiente a re-
gular las actividades relacionadas con la sangre humana" al que define
como "un importante avance por cuanto constituye una iniciativa legisla-
tiva inédita" (mensaje al Poder Ejecutivo). Ello surge de manera explíci-
ta de su art. 10 donde se expresa que la ley contempla "las actividades re-
lacionadas con la sangre humana" que "se declaran de interés nacional y
se regirán por sus disposiciones, siendo sus normas de orden público y de
aplicación en todo el territorio de la República". Del estudio de su texto
surge que csa regulación dispone que las prácticas referentes a extraccio-
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nes, transfusiones, plasmaféresis o equivalentes, estarán a cargo de médi-
cos especialistas en hemoterapia, tanto en lo que hace a los servicios de esa
especialidad como a los bancos de sangre (arts. 58 y 59 incs. a y b. En cam-
bio, la ley local 8144 dispone; que los bancos de sangre estarán bajo la di-
rección de un bioquímico (art. 17), lo mismo que la extracción, prepara-
ción y compatibilización entre dador y receptor (art. 20).

Parece evidente, entonces, la incompatibilidad entre ambas disposicio-
nes legales y que la provincial obsta y hace ineficaz el ejercicio del poder
nacional (Fallos: 183: (90), cuyos objetivos en la materia obedecen a fines
de indiscutible trascendencia en cuyo logro se tiende a privilegiar la capa-
cidad e investigación científica mediante la regulación espec~alizada de las
prácticas médicas atinentes. En efecto, la restricción que supone el texto
legal impugnado a la activ.idad profesional del actor, contradice esos pro-
pósitos y somete a los médicos hemoterapeutas a una injustificada dis-
criminación que lodescalifica y excede el ámbito de un ejercicio razona-
ble del poder de policía en la materia.

Por ello, se decide: Hacer lugar a la demanda y declarar la ineonstitu-
cionalidad de la ley provincial 8144. Con costas. Notifíquese y, oportuna-
mente, al'chívese.

EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

DIEGO DANIEL MARTlNEZ v. PROVINCIA DE CORRIENTES

BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS.

La concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apre-
ciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan
los requisitos suficientes para llevar el ánimo del juzgador la verosimilitud de las
condiciones de pobreza alegadas (1).

(1) 19 de mayo.
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BENEFICIO bE LITIGAR SIN GASTOS.

Corresponde hacer lugar al beneficio de litigar sin gastos solicitado por los padres
del menor para actuar en su representación, si las pruebas producidas en el incidente
permiten concluir que los medios económicos con que cuentan no resultan suficien-
tes para afrontar gastos que excedan los comunes de su subsistencia diaria y la de
sus hijos.

COLUMBIA S.A'. DE AHORRO y PRESTAMO PARA LA VIVIENDA v. BANCO CENTRAL
DE LA REPUBLlCA ARGENTINA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación suficiente.

Constituye una aserción dogmática la fundamentación de la sentencia que decidió
que de la circunstancia de que las entidades financieras requieran autorización para
funcionar y queden sujetas a las normas dictadas por el Banco Central, no se s.igue
que deba soportar, sin resarcimiento, el daño causado por las medidas de carácter
financiero que ese organismo adopte en la esfera de sus atribuciones, pues no pa-
rece apoyada en ninguna consideración directamente referida a razones jurídicas de
carácter objetivo.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no .lúlerales. Sentencias
arbitl'arias. Procedencia del recurso. Varias.

La referencia del pronunciamiento acerca de la responsabilidad del Estado por los
daños causados como consecuencia de su actividad lícita corrobora el inadecuado
enfoque de la cuestión, si las circunstancias fácticas y jurídicas del precedente in-
vocado son diferentes de las que plantea el caso.

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Generalidades.

El reconocimiento de la responsabilidad estatal por su actividad lícita exige para su
procedencia el cumplimiento de ciertos requisitos imprescindibles, esto es, la exis-
tencia de un daño cierto, la relación de causalidad entre el accionar del Estado y el
perjuicio, y obviamente, la posibilidad de imputar jurídicamente esos daños a la
demandada. .
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El reconocimiento de la responsabilidad estatal por su actividad lícita, tratándose
del reclamo. de una entidad financiera por decisiones del Banco Central, requiere
la necesaria verificación de la existencia de un sacrificio especial en el afectado y
la ausencia de un deber jurídico a su cargo de soportar'el daño (Voto de la mayo-
ría, al que no adhirió el DI'. Julio S. Nazareno).

BANCO CENTRAL.

El conjunto de normas que otorga facultades al Banco Central en materia cambiaria
y que complementa e integra la regulación de la actividad financiera que se desa-
rrolla en el país, convierte a esta entidad autárquica en el eje del sistema financie-
ro, concediéndole atribuciones exclusivas e indelegables en 10 que se refiere a la
política cambiaria y crediticia, la aplicación de la ley y su reglamentación y la fis-
calización de su cumplimiento.

BANCO CENTRAL.

Las relaciones jurídicas cntrc el Banco Central y las entidades sujetas a su fiscali-
zación se desenvuelven en el ámbito del derecho administrativo, y esa situación
particular es diversa al vínculo que liga a todos los habitantes del territorio con el
Estado.

BANCO CENTRAL.

El dictado de la comunicación "A" 144 del Banco Central encontró fundamento en
la necesidad de poner un límite adecuado a la divergente evolución de los índices
de ajuste de los préstamos con relación al nivel de la actividad económica y de los
ingresos, lo cual, paralelamente, redundaba en un beneficio para las entidades de
crédito al facilitar la recuperación de sus acreencias, afectada con quebrantos por
su incobrabilidad.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso, D~t'el:tos en la consideracirín de extremos conducentes.

La admisión de la demanda sin un adecuado tratamiento de argumentaciones dota-
das de aptitud suficiente para modificar el resultado del pleito, importa un
cercenamiento del derecho de defensa del afectado, por 10 que debe descalificarse
en su carácter de acto judicial.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relaciún directa. NormllS extraiíos al
juicio. Varias.

Si el recurrente sostiene que la procedencia del recurso deriva de hallarse en dis-
cusión la interpretación de nornias de naturaleza federal, como son las contenidas
en la Ley de Entidades Financieras y en la Carta Orgánica del Banco Central, el
agravio no guarda relación directa e inmediata con la materia del litigio (ar!. 15 de
la ley 48) toda vez que no se ha discutido el alcance de las facultades del Banco
Central ni, por lo tanto, efectuado interpretación alguna de los preceptos invoca-
dos (Disidencia de los Ores. Ricardo Levene (h.), Augusto César Belluscio y En-
rique Santiago Petracchi).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos .fiJl'll/ales. Interposiciún del recurso. FUl/damento.

No cabe admitir el agravio vinculado con la arbitrariedad de lo resuelto si la queja
articulada por el apelante no constituye una crítica concreta y razonada de las par-
tes del fallo que estima equivocadas y sólo traducen la discrepancia con la valora-
ción de los hechos y de la prueba efectuada por los jueces de la causa (Disidencia
de los Ores. Ricardo Levene (h.), Augusto César Belluscio y Enrique Santiago Pe-
tracchi).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la demandada en la
causa Columbia S.A. de Ahorro y Préstamo para la Vivienda el Banco
Central de la República Argentina", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que la Sala JI de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Conten-
cioso Administrativo Federal, al confirmar el pronunciamiento de la ins-
tancia anterior, admitió la demanda entablada por Columbia Financiera
S.A. contra el Banco Central de la República Argentina, tendiente a obte-
ner la indemnización del daño producido durante los meses de julio y agos-
to de 1982 al reemplazarse los Índices de corrección que para los présta-
mos de capitales ajustables establecían las ";rculares R.F. 202 y 687, por
la tasa máxima impuesta a partir del 1° de jUlio de 1982 por la comunica-
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ción "A" 144. Contra la sentencia, la representación del ente oficial inter-
puso recurso extraordinario, cuya denegación origina la queja en examen.

2°) Que la alzada sostuvo que de la circunstancia de que entidades
como la actora requieran, en aras de la realización del interés público, au-
torización para funcionar y queden por ello sujetas a las normas dictadas
por el Banco Central de la República Argentina, no se sigue que deban
soportar, sin resarcimiento, el daño causado por las medidas de carácter
financiero que ese organismo adopte en la esfera de sus atribuciones. En-
tendió, asimismo, que esa reparación no se limita al perjuicio ocasionado,
sino que alcanza también a la disminución del lucro, conforme a lo dis-
puesto por el art. 519 del Código Civil.

3°) Que al fundar su recurso de apelación ante la Cámara (fs. 338/348
vta.), el Banco Central sostuvo que 1'\ sentencia de primera instancia evi-
denciaba un incompleto enfoque de la cuestión a resolver, pues omitió
considerar las consecuencias y proyecciones de la situación reglamenta-
ria en que se encuentra la actora a partir de la autorización administrativa
que la beneficia con la posibilidad de efectuar la actividad de intermc-
diación financiera que constituye su objeto societario.

En 'este sentido, afirmó dicha entidad que ya en el escrito de contesta-
ción de la demanda había señalado la necesidad de analizar la proceden-
cia de la pretensión de la actora a partir del marco de referencia que sur-
ge de la especial posición en que se encuentran rcspecto a su parte, origi-
nada en una autorización que implicó la posibilidad de sobrepasar una
prohibición genéricamente impuesta al resto de los operadores económi-
cos.

La cuestión, dijo entonces, fue derechamente omitida por el magistra-
do de primera instancia.

Luego de efectuar una reseña de la evolución legislativa en la materia,
manifestó el Banco Central que la: realidad normativa actual impide con-
siderar al acto de autorización como el medio para posibilitar el ejercicio
de un derecho que el particular ya ostentaba como propio; por el contra-
rio indicó, tal autorización no solamente tiende a hacer factible lo prohi-
bido sino, también, a establecer las condiciones con arreglo a las cualcs la
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actividad podrá ser ejercida, llegando a crear una verdadera relación es-
pecial de sujeción.

Destacó luego la importancia del tema al reparar en que justamente el
objeto de la reclamación de la actora debe ser entendido como un contra-
peso que actúa como correlato de la situación de privilegio en que la ad-
ministración la colocó.

Concluyó así la' entidad bancaria que es precisamente ese marco de
valoración lo que impide que se trasladen al presente soluciones factibles
en el ámbito de las relaciones de supremacía general, por cierto inconve-
nientes e insuficientes frente a una relación especial de poder o frente a una
situación reglamentaria como es aquélla en la que se encuentra la
accionante.

4°) Que estas argumentaciones conformaban un planteo serio referido
a un aspecto medular de la controversia e imponían un tratamiento adecua-
do a su trascendencia. Sin embargo, la alzada se limitó a sostener que, es-
tando reconocida la situación reglamentaria en que se encuentra la actora,
el tema no podía constituir agravio para concluir, como ya se dijo, luego
de hacer sólo una mención de los intereses en juego, que "no parece que
la conjugación de aquel interés público y este interés de carácter patrimo-
nial lleven a aceptar, sin más, que deban soportarse, sin resarcimiento el
daño causado por el BCRA a través de las medidas de carácter financiero
que decida en la esfera de sus propias atribuciones" (fs. 523 vta.), aserción
dogmática que no trasluce más que una simple convicción personal, pues
no aparece apoyada en ninguna consideración directamente referida a las
razones jurídicas, de carácter objetivo, que pudieron orientar esa misma
convicción y que, por ello, invalida lo resuelto sobre el punto (D.307.XXII.
"Di Sarna, Genaro Héctor cl Yacimientos Petrolíferos Fiscales", senten-
cia del! Ode abril de 1990, y sus citas).

5°) Que la circunstancia precedente bastaría para admitir el recurso,
más todavía cabe advertir que la posterior referencia del pronunciamien-
to acerca de la responsabilidad del Estado por los daños causados como
consecuencia de su actividad lícita lejos de dar algún sustento a lo deci-
dido viene a corroborar el inadecuado enfoque de la cuestión pues, según
se infiere de la transcripción efectuada a fs. 524, las circunstancias fácticas
y jurídicas del precedente invocado son diferentes a las que plantea el sub
lite, sin que resulte sobreabundante señalar, por lo demás, que la doctrina
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que sobre el tema específicamente involucrado allí se habría sentado -pro-
cedencia del reclamo de un particular por los perjuicios ocasionados por
el Estado en virtud de su actividad reglamentaria en el campo de la indus-
tria azucarera- ha sido desvirtuada por este Tribunal (L.290.XXII.
"Ledesma S.A. Agrícola Industrial cl Estado Nacional (Ministerio de Eco-
nomía) si nulidad de resolución", pronunciamiento del 31 de octubre de
1989).

6°) Que lo expuesto adquiere singular gravedad cuando a partir de ese
desacertado fundamento el fallo hizo derivar, sin más, la responsabilidad
del Estado en el caso, así como la extensión del resarcimiento al admitir
el lucro cesante con el exclusivo apoyo adicional del artículo 519 del Có-
digo Civil, lo cual, dadas las especiales características de la contienda,
resulta, cuanto menos, claramente insuficiente.

7°) Que el reconocimiento de la responsabilidad estatal por su activi-
dad lícita exige para su procedencia el cumplimiento de ciertos requisitos
imprescindibles, esto es, la existencia de un daño cierto, la relación de
causalidad entre el accionar del Estado y el perjuicio y, obviamente, la
posibilidad de imputar jurídicamente esos daños a la demandada (Fallos:
312:345; T.12.XXII., T.4.XXIl. "Tejedurías Magallanes S.A. cl Adminis-
tración Nacional de Aduanas", pronunciamiento del 19 de septiembre de
1989, entre otros). A los cuales cabe añadir, atendiendo a la particular re-
lación que en el caso vincula a las partes, la necesaria verificación de la
existencia de un sacrificio especial en el afectado, como así también la
ausencia de un deber jurídico a su cargo de soportar el daño. Y es preci-
samente en la consideración de la concurrenci a de tales recaudos, particu-
larmente los últimos, que -conforme lo hasta aquí expuesto- la sentencia
impugnada satisface sólo de manera aparente la exigencia de constituir una
derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las concretas
circunstancias de la causa.

8°) Que, en este último sentido, esta Corte ha sostenido que el conjunto
de normas que otorga facultades al Banco Central en materia cambiaria y
que complementa e integra la regulación de la actividad financiera que se
desarrolla en el país, convierte a esta entidad autárquica en el eje del sis-
tema financiero, concediéndole atribuciones exclusivas e indelegables en
lo que se refiere a política camhiaria y crediticia, la aplicación de la ley y
su reglamentación y la fiscalización de su cumplimiento. De ello se des-
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prende el principio según el cual las relaciones jurídicas entre el Banco
Central y las entidades sujetas a su fiscalización se desenvuelven en el
ámbito del derecho administrativo, y esa situación particular es diversa al
vínculo que liga a todos los habitantes del territorio con el Estado (Fallos:
310:203 y sus citas).

9°) Que, por lo demás, a los fines de una correcta decisión sobre la
admisibilidad de un reclamo basado en las consecuencias que acarreó la
aplicación de la comunicación "A" 144, no se puede perder de vista que el
dictado de esa disposición, al igual que el de otras que en su momento la
acompañaron, encontró fundamento en la necesidad de poner un límite
adecuado a la divergente evolución de los índices de ajuste de los présta-
mos con relación al nivel de la actividad económica y de los ingresos, lo
cual, paralelamente, redundaba en un beneficio para las entidades de cré-
dito al facilitar la reéuperación de sus acreencias, afectada con quebran-
tos por incobrabilidad (v. Resolución N° 218 del Banco Central, del 30 de
junio de 1983; copia.a fs. 14/1 5 de los autos principales). Un propósito
análogo a aquél motivó, con posterioridad, la sanción de diversas leyes
destinadas también a paliar los efectos de tal situación (y., entre otras, le-
yes 23.082, 23.293 Y23.318).

10) Que, en las condiciones indicadas, la admisión de la demanda sin
un adecuado tratamiento de argumentaciones dotadas de aptitud suficiente
para modificar el resultado del pleito importó un cercenamiento del d~re-
cho de defensa del afectado, por lo que debe descalificarse su carácter de .
acto judicial (Fallos: 297:322; 299:32y 101; 302:1190; 312:1305, entre
otros), sin que sea necesario tratar los restantes agravios de la peticiona-
ria en mérito al alcance y proyección de lo decidido.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto la sentencia apelada. Con costas. Vuelvan los autos al tribunal de
origen a fin de que, por medio de quien corresponda, proceda a dictar nue-
vo fallo con arreglo a lo expresado. Agréguese la queja al principal. Re-
intégrese el depósito de fs. 14. Notifíquese y remítase.

RICARDO LEYENE (H) (en disidencia) - MARIANO AUGUSTO CA YAGNA MARTÍNEZ-

RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en
disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S.

NAZARENO (según su voto) - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR.
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VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON JULIO S. NAZARENO

Considerando:
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1°) Que la Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Conten-
cioso Administrativo Federal, al confirmar el pronunciamiento de la ins-
tancia anterior, admitió la demanda establecida por Columbia Financiera
S.A. contra el Banco Central de la República Argentina, tendiente a obte-
ner la indemnizaciÓn del daño producido durante los meses de julio y agos-
to de 1982 al reemplazarse los índices de corrección que para los présta-
mos de capitales ajustables establecían las circulares R.F. 202 Y687, por
la tasa máxima impuesta a partir del 1° de julio de 1982 por la comunica-
ción "A" 144. Contra la sentencia, la representación del ente oficial inter-
puso recurso extraordinario, cuya denegación origina la queja en examen.

2°) Que la alzada sostuvo que de la circunstancia de que entidades
como la actora requieran, en aras de la realización del interés público, au-
torización para funcionar y queden por ello sujetas a las normas dictadas
por el Banco Central de la República Argentina, no se sigue 9.ue deban
soportar, sin resarc.imiento, el daño causado por las medidas de carácter
financiero que ese organismo adopte enla esfera de sus atribuciones. En-
tendió, asimismo, que esa reparación no se limita al perjuicio ocasionado,
sino que alcanza también a la disminución del lucro, conforme a lo dis-
puesto por el art. 519 del Código Civil.

3°) Que al fundar su recurso de apelación ante la Cámara (fs. 338/348
vta.), el Banco Central sostuvo que la sentencia de primera instancia evi-
denciaba un incompleto enfoque de la cuestión a resolver, pues omitió
considerar las consecuencias y proyecciones de la situación reglamenta-
ria en que se encuentra la actora a partir dela autorización administrativa
que la beneficia con la posibilidad de efectuar la actividad de interme-
diación financiera que constituye su objeto societario.

En este sentido, afirmó dicha entidad que ya en el escrito de contesta-
ción de la demanda había señalado la necesidad de analizar la proceden-
cia de la pretensión de la actora a partir del marco de referencia que sur-
ge de la especial posición en que se encuentra respecto a su parte, origi-
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nada en una autorización que implicó la posibilidad de sobrepasar una pro-
hibición genéricamente impuesta al resto de los operadores económicos.

La cuestión, dijo entonces, fue derechamente omitida por el magistra-
do de primera instancia.

Luego de efectuar una reseña de la evolución legislativa en la materia,
manifestó el Banco Central que la realidad normativa actual impide con-
siderar al acto de autorización como el medio para posibilitar el ejercicio
de un derecho que el particular ya ostentaba como propio, por el contra-
rio indicó, tal autorización no solamente tiende a hacer factible lo prohi-
bido sino, también, a establecer las condiciones con arreglo a las cuales la
actividad podrá ser ejercida, I1egando a crear una verdadera relación es-
pecial de sujeción.

Destacó luego la importancia del tema al reparar en que justamente el
objeto de la reclamación de la actora debe ser entendido como un contra-
peso que actúa como correlato de la situación de privilegio en que la ad-
ministración la colocó.

Concluyó así la entidad bancaria que es precisamente ese marco de
valoración lo que impide que se trasladen al presente soluciones factibles
en el ámbito de las relaciones de supremacía general, por cierto inconve-
nientes e insuficientes frente a una relación especial de poder o frente a una
situación reglamentaria como es aquélla en la que se encuentra la accio-
nante.

4°) Que estas argumentaciones conformaban un planteo serio referido
.a un aspecto medular de la controversia e imponían un tratamiento adecua-
do a su trascendencia. Sin embargo, la alzada se limitó a sostener que, es-
tando reconocida la situación reglamentaria en que se encuentra la actora,
el tema no podía constituir agravio para concluir, como ya se dijo, luego
de hacer sólo una mención de los intereses en juego, que "no parece que
la conjugación de aquel interés público y este interés de carácter patrimo-
nial I1even a aceptar, sin más, que deban soportarse, sin resarcimiento el
daño causado por el BCRA a través de las medidas de carácter financiero
que decida en la esfera de sus propias atribuciones" (fs. 523 vta.), aserción
dogmática que no trasluce más que una simple convicción personal, pues
no aparece apoyada en ninguna consideración directamente referida a las

"
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razones jurídicas, de carácter objetivo, que pudieron orientar esa misma
convicción y que, por ello, invalida lo resuelto sobre el punto (D.307 :XXII.
"Di Sarna, Genaro Héctor cl Yacimientos Petrolíferos Fiscales", senten-
cia del 10 de abril de 1990, y sus citas).

5°) Que la circunstancia precedente bastaría para admitir el recurso,
más todavía cabe advertir que la posterior referencia del pronunciamien-
to acerca de la responsabilidad del Estado por los daños causados como
consecuencia de su actividad lícita lejos de dar algún sustento a lo decidido
viene a corroborar el inadecuado enfoque de la cuestión pues, según se
infiere de la transcripción efectuada a fs. 524, las circunstancias fácticas
y jurídicas del precedente invocado son diferentes a las que plantea el sub
lite, sin que resulte sobreabundante señalar, por lo demás, que la doctrina
que sdbre el tema específicamente involucrado allí se habría sentado -pro-
cedencia del reclamo de un particular por los perjuicios ocasionados por
el Estado en virtud de su actividad reglamentaria en el campo de la indus-
tria azucarera- ha sido desvirtuada por este Tribunal (L.290.XXII.
"Ledesma S.A. Agrícola Industrial cl Estado Nacional (Ministerio de Eco-
nomía) si nulidad de resolución", pronunciamiento del 31 de octubre de
1989).

6°) Que lo expuesto adquiere singular gravedad cuando a partir de ese
desacertado fundamento el fallo hizo derivar, sin más, la responsabilidad
del Estado en el caso, así como la extensión del resarcimiento al admitir
el lucro cesante con el exclusivo apoyo adicional del artículo 519 del Có-
digo Civil, lo cual, dadas las especiales características de la contienda,
resulta, cuanto menos, claramente insuficiente.

r) Que el reconocimiento de la responsabilidad estatal por su activi-
dad lícita exige para su procedencia el cumplimiento de ciertos requisitos
imprescindibles, esto es, la existencia de un daño cierto, la relación de
causalidad entre el accionar del Estado y el perjuicio, y la posibilidad de
imputar jurídicamente esos daños a ]a demandada (Fallos: 312:345;
T.12.XXII. TA.XXII. Recurso de Hecho: "Tejedurías Magallanes S.A. cl
Administración Nacional de Aduanas", pronunciamiento del 19 de setiemc

bre de 1989, entre otros); y es precisamente en la consideración de la con-
currencia de tales recaudos, particularmente el último, que -conforme lo
hasta aquí expuesto- la sentencia impugnada satisface sólo de manera apa-
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rente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigen-
te con aplicacion a las concretas circunstancias de la causa.

8°) Que, en este último sentido, esta Corte ha sostenido que el conjunto
de normas que otorga facultades al Banco Central en materia cambiaria y
que complementa e integra la regulación de la actividad financiera que se
desarrolla en el país, convierte a esta entidad autárquica en el eje del sis-
tema financiero, concediéndole atribuciones exclusivas e indelegables en
lo que se refiere a política cambiaria y crediticia, la aplicación de la ley y
su reglamentación y la fiscalización de su cumplimiento. De ello se des-
prende el principio según el cual las relaciones jurídicas entre el Banco
Central y las entidades sujetas a su fiscalización se desenvuelven en el
ámbito del derecho administrativo, y esa situación particular es diversa al
vínculo que liga a todos los habitantes del territorio con el Estado (Fallos:
310:203 y sus citas).

9°) Que, por lo demás, a los fines de una correcta decisión sobre la
admisibilidad de un reclamo basado en las consecuencias que acarreó la
aplicación de la comunicación "A" 144, no se puede perder de vista que el
dictado de esa disposición, al igual que el de otras que en su momento la
acompañaron, encontró fundamento en la necesidad de poner un límite
adecuado a la divergente evolución de los Índices de ajuste de los présta-
mos con relación al nivel de la actividad económica y de los ingresos, lo
cual, paralelamente, redundaba en un beneficio para las entidades de cré-
dito al facilitar la recuperación de sus acreencias, afectada con quebran-
tos por incobrabilidad (v. Resolución N° 218 del Banco Central, del 30 de
junio de 1983; copia a fs. 14/15 de los autos principales). Un propósito
análogo a aquél motivó, con posterioridad, la sanción de diversas leyes
destinadas también a paliar los efectos de tal situación (v., entre otras, le-
yes 23.082, 23.293 y 23.318).

10) Que, en las condiciones indicadas, la admisión dela demanda sin
un adecuado tratamiento de argumentaciones dotadas de' aptitud suficiente
para modificar el resultado del pleito importó un cercenamiento del dere-
cho de defensa del afectado, por lo que debe descalificarse su carácter de
acto judicial (Fallos: 297:322; 299:32 y 101; 302:1190; 3]2:1305, entre
otros), sin que sea necesario tratar los restantes agravios de la peticiona-
ria en mérito al alcance y proyección de lo decidido.
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Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin
efecto la sentencia apelada. Con costas. Vuelvan los autos al tribunal de.
origen a fin de que, por medio de quien corresponda, proceda a dictar nue-
vo fallo con arreglo a lo expresado, Agréguese la queja al principal. Re-
intégrese el depósito de fs. 14. Notifíquese y remítase. .

JULIO S. NAZARENO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H)

y DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

y DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

1°) Que la Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Conten-
cioso Administrativo Federal, al confirmar el pronunciamiento de la ins-
tancia anterior, admitió la demanda entablada por Columbia Financiera
S.A. contra el Banco Central de la República Argentina, tendiente a obte-
ner la indemnización del daño producido durante los meses de julio y agos-
to de 1982 al reemplazarse los índices de corrección que para los présta-
mos de capitales ajustables establecían las circulares R.F. 202 Y687, por
la tasa máxima impuesta a partir del 1° de julio de 1982 por la comunica-
ción "A" 144. Contra la sentencia, la representación del ente oficial inter-
puso recurso extraordinario, cuya denegación origina la queja en examen.

2°) Que, al adoptar la decisión impugnada, destacó el tribunal que no
se encontraba cuestionada la potestad reglamentaria del Banco Central, por
lo que la divergencia entre las partes se encontraba circunscripta a las con-
secuencias que del ejercicio de esa facultad pudieran derivar.

En este orden de ideas señaló que de la circunstancia de que entidades
como la actora requieran, en aras de la realización del interés público, au-
torización para funcionar y queden por ello sujetas a las normas dictadas
por el Banco Central de la República Argentina, no se sigue que deban
soportar, sin resarcimiento, el daño causado por las medidas de carácter
financiero que ese organismo adopte en la ésfera de sus atribuciones. En-
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tendió que esa reparación no se limita al perjuicio ocasionado, sino que
alcanza también a la disminución del lucro, conforme a lo dispuesto por
el art. 519 del Código Ci vi 1.

En cuanto al agravio.que el Banco Central fincó en la falta de conside-
ración global de los efectos de la reforma financiera de 1982, consideró la
Cámara que la entidad demandada no había probado cuál era, en el con-
texto de las medidas financieras adoptadas, la compensación de la pérdi-
da invocada por la actora, y que, antes bien, si se atendía a las constancias
de la causa -entre ellas las conclusiones del peritaje contable, no rebatidas
con sustento técnico- se arribaba a la conclusión de que las diferencias
reclamadas no aparecían cubiertas por la aludida reforma integral, en es-
pecial en lo que atañe a la cartera de deudores morosos y a su recupero.

3°) Que al interponer el recurso extraordinario afirma el representan-
te del ente oficial que, dado que la cuestión central de la controversia es
la relativa a las facultades reglamentarias de su mandante, la procedencia
del recurso deriva de hallarse en discusión la interpretación de normas de
naturaleza federal, corno lo son las contenidas en la Ley de Entidades Fi-
nancieras y en la Carta Orgánica del Banco Central. Impugna asimismo las
conclusiones de la sentencia con sustento en la doctrina de la arbi~rariedad,
formulando apreciaciones acerca del alcance que, en su criterio, debió
otorgarse al peritaje contable, aunque a renglón seguido afirma que para
establecer la existencia del daño reclamado no debió tomarse en cuenta tan
solo ese dictamen pericial sino que resultaba esencial considerar la cues-
tión en el marco integral de la reforma financiera de 1982.

4°) Que el primero de los agravios aludidos no guarda relación direc-
ta e inmediata con la materia del litigio, tal como lo exige el art. 15 de la
ley 48 para la procedencia del recurso estatuido en su art. 14 (doctrina de
Fallos: 307: 1802; 310: 135, entre muchos otros), toda vez que, como lo
señaló la Cámara, no se ha discutido el alcance de las facultades del Ban-
co Central ni, por lo tanto, efectuado interpretación alguna de los precep-
tos que el apelante inv.oca.

5°) Que tampoco cabe admitir el restante agravio, vinculado con la ar-
.bitrariedad de lo resuelto, pues las quejas articuladas por el apelante no
constituyen una crítica concreta y razonada de las partes del fallo que es-
tima equivocadas y sólo traducen la discrcpancia con la v'aloración de los
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hechos y de la prueba efectuada por los jueces de la causa, aspecto éste que
reiteradamente se ha considerado privativo de aquéllos y ajeno por lo tan-
to, como principio, a la revisión de esta instancia extraordinaria (Fallos:
300:443; 302:806; 311 :2753).

Por ello, se desestima la queja. Declárase perdido el depósito de fs. 14,
Hágase saber, devuélvanse los autos principales y archívese, .

RICARDO LEVEN E (H) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI.

PROFIN COMPAÑIA FINANCIERA SA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Resoluciones ante.
riO/'es a la sentencia detinitiva. Medidas precautorias.

Si bien las resoluciones adoptadas en materia de medidas cautelares no son suscep-
tibles dc revisión por la vía del recurso extraordinario en tanto no constituyen sen-
tencias definitivas, tal principio cede cuando la medida adoptada causa un agravio
de imposible o insuficiente reparación ulterior.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos p/"opios. Sentencia detinitiva. Resoluciones ante.
ri(}l'es a la sentencia detinitiva. Medidas precautorias.

Es equiparable a sentencia definitiva la decisión que, al hacer lugar a una medida
precautoria. dispuso que, mientras se sustanciara el recurso de apelación interpuesto
en los términos del arto 42 de la ley 2 I .526;quedaran suspendidos los efectos de una
resolución del Banco Central en lo referente a la inhabilitación aplicada, pues im-
porta el desconocimiento de los términos expresos de dicha norma, en cuanto a que
el recurso debía concederse en el caso al solo efecto devolutivo. .

ENTIDADES FINANCIERAS.

El efecto soIamenIe devolutivo con el que se otorga el recurso de apelación previsto
en el an. 42 de la ley 21.526 contra resoluciones del Banco .central ha sido insti-
tuido con el fin de evitar que, por la vía de la interposición de ese recurso, se impi-
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da la adopción de las providencias que, a juicio de la entidad facultada para ejer-
cer el control de la actividad financiera, fuere necesario concretar con celeridad para
lograr el resguardo del sistema, desnaturalizando así el procediniiento establecido
por la ley de la materia.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reql/isilOs propios. Cuestiones l/O federales. Selllencias
ariJilrarias. Procedencia del recl/rso. Defeuos el/ la fl/ndamentación IlIJl'1Italil'll.

Corresponde dejar sin efecto la decisión que, al hacer lugar a una medida
precautoria, dispuso que, mientras se sustanciara el recurso de apelación interpuesto
en los términos del art. 42 de la ley 21.526, quedaran suspendidos los efectos de una
resolución del Banco Central en cuanto a la inhabilitación aplicada, si, al prescin-'
dir del texto legal, existe el riesgo de frustrar por esa vía las eonsecuencia!i de las
disposiciones legales dictadas en ejercicio del poder de policía y control del siste-
ma financiero.

LEY: II/Ierprelación y aplicacirin.

No cs admisible una interpretación que equivalga a prcscindir del texto lcgal, pucs
la exégesis de la norma, aun con el fin dc adecuación a principios y garantías cons-
titucionalcs. debc praclicarse sin violación de su letra o de su cspíritu.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el Banco Central de
la República Argentina en la causa Profin Compañía Financiera S.A. si
apelación Resolución 280 del Banco Central de la República Argentina",
para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que la Sala III de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Con-
tencioso Administrativo Federal, al hacer lugar a la medida precautoria
solicitada por el Sr. Santiago Peña, di rector de Profin Compañía Financiera
S.A., dispuso que, mientras se sustanciara el recurso de apelación inter-
puesto en los términos del art. 42 dela ley 21.526, quedaran suspendidos
los efectos de la resolución280/90 dictada por el Banco Central de la Re-
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pública Argentina, en cuanto a la sanción de inhabilitación aplicada por ese
acto al apelante. Contra el pronunciamiento, el apoderado del ente oficial
interpuso recurso extraordinario, cuya denegación originó la queja en exa-
men.

2°) Que es conocida doctrina de esta Corte la que establece que, por no
tratarse de sentencias definitivas, las resoluciones adoptadas en materia de
medidas cautelares no son susceptibles de revi'sión por la vía del recurso
extraordinario. Sin embargo, es también un criterio consagrado desde an-
tiguo por el tribunal que son equiparables a sentencias definitivas aquéllas
que, sin concluir el pleito, causan no obstante un agravio de imposible o
insuficiente reparación ulterior (Fallos: 217:248 y 879; 292:202, y sus ci-
tas, entre otros). Ello ocurre cuando, como en el caso, la medida precau-
toria dispuesta importa el desconocimiento de los términos expresos del
arto 42 de la ley 21.526, conforme a los cuales la apelación contra las san-
ciones previstas en los cuatro últimos incisos del art. 41 -entre las cuales
se halla la de inhabilitación aplicada en el caso- se concederá al solo efecto
devolutivo.

3°) Que el propósito de la norma legal mencionada ha sido el de evi-
tar que, por la vía de la interposición del recurso que autoriza, se impida
la adopción de las providencias que, a juicio de la entidad facultada para
ejercer el control de la actividad financiera, fuere necesario concretar con
celeridad para lograr el resguardo del sistema, desnaturalizando así el pro-
cedimiento establecido por la ley de la materia (Fallos: 311 :49, dictamen
del Procurador General, págs. 52 y 53, capítulo III; 312:409).

4°) Que resulta por ello inadmisible la prescindencia del texto legal que
evidencia la decisión apelada, en razón del evidente riesgo de frustrar, por
esa vía, las consecuencias de las disposiciones legales dictadas en ejerci-
cio del poder de policía y control del sistema financiero.

5°) Que cabe recordar, asimismo, que no es admisible una interpreta-
ción que equivalga a prescindir del texto legal, pues la exégesis de la nor-
ma, aún con el fin de adecuación a principios y garantías constitucionales,
debe practicarse sin violación de su letra o de su espíritu (Fallos: 300:687;
30 l :958; 312: 11O).
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Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso in-
terpuesto y se revoca la decisión apelada. Costas de esta instancia a la ven-
cida. Reintégrese el depósito de [s. l. Hágase saber, agréguese la queja a
los autos principales y devuélvanse.

RICARDO LEYENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA yAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.

BARRA - CARLOS S. FAYT- AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JULIO S. NAZARENO-
EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.

IRENE MARIA SCHILLACHI y OTRA v.
ESTABLECIMIENTO TEXTIL SAN MARCO S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: ['rillcipios gel/erales.

Es inadmisible el recurso extraordinario contra la sentencia que rechazó la demanda
de nulidad de decisiones de asambleas de una sociedad anónima: art. 280 del Có-
digo Procesal (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. CuestirJlles 110 federales. Selltel/cias
arbitrarias. Procedel/cia del recurso. Defectos ell la cOllsideracúill de extremos cOllducelltes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que no hizo lugar a la nulidad de asam-
bleas de una sociedad anónima, si el tribunal ha realizado una apreciación fragmen-
taria de las cuestiones propuestas por las demandantes y de las constancias obrantes
en la causa pues efectuó un examen individual de cada uno de los actos impugna-
dos, omitiendo completarlo con la apreciación integral de la situación configurada
en su consecuencia (Disidencia del DI'. Eduardo Moliné O'Connor).

(1) 19 de mayo.
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CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Principios generales.

Es de equidad y aun de juslicia apartarse del rigor del derecho para reparar los efec-
tos de la ignorancia de las leyes por parte del acusado o del descuido de su defen-
sor ya que no basta para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso que
el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal sino que es menester
además que aquél reciba una efectiva y sustancial asistencia de parte de su defen-
sor.

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Domicilio)' correspondencia.

Si como resultado del allanamiento dispuesto por un juez de faltas fundado en la
presunción de que en el domicilio se producían hechos violatorios de normas pro-
vinciales fueron obtenidas probanzas referidas a la posible comisión de delitos cuyo
conocimiento excede la competencia de aquel magistrado, ello no autoriza a des-
calificar sin más tales elementos probatorios, especialmente si ante la primera no-
ticia del hallazgo de estupefacientes se puso de inmediato la circunstancia en co-
nocimiento del juez federal, que dispuso continuar con el procedimiento bajo su
control.

PRUEBA: PrinCljJios generales.

La descalificación de elementos probatorios referidos a la posible comisión de de-
litos por exceder la competencia del magistrado que dispuso el allanamiento, equi-
valdría a exigir que los jueces conociesen -y calificasen en consecuencia- el resul-
tado de medidas investigativas, las que parten precisamente de un campo de igno-
rancia que ellas están destinadas a eliminar.

SANCIONES DISCIPLINARIAS.

Si la conducta negligente del titular de la Defensoría de Pobres, Incapaces y Au-
sentes puede merecer algún tipo de corrección disciplinaria, corresponde poner en
conocimiento de la resolución de la Corte al Señor Procurador General de la Na-
ción,a los efectos que considere pertinentes.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos fimnales. Intel]wsición del recurso. Término.

Resulta extemporáneo el recurso extraordinario interpuesto después de haberse
cumplido con exceso el plazo de diez días hábiles a partir de la notificación, sin
asistir razón al defensor al afirmar que su designación quedó firme sólo una vez que
el juez resolvió la cuestión de turno por él propuesta, ya que tal discusión adminis-
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t1'ativa no puede alterar la calidad de defensor de quien fue' designado en legal for-
ma y aceptó su cargo (Voto de los Dres. Ricardo Levene (h.) y Augusto César Be-
lluscio).

CONSTlTUClON NACIONAL: Derechos." garantías. DOlllicilio y correspondencia.

Aunque en rigor no resulta exigencia del art. 18 de la Constitución Nacional que
la orden de allanamiento emane de los jueces. el principio es que sólo ellos pueden
autorizar esa medida, sin peljuieio de algunos supuestos en que se reconoce a los
funcionarios la posibilidad de obviar tal recaudo (Disidencia del DI'. Enrique San-
tiago Pctracchi).

CONSTlTUCION NACIONAL: DerecllOs ." garantías. DOlllicilio y correspondencia.

La pl"Otección a la intimidad del domicilio contra actos estatales sólo es realizable
de modo efeclivo restringiendo ex-ante las facultades de los órganos administrati-
vos para penetrar en él, y -salvo en casos de necesidad legalmente previstos- suje-
tando la entrada a la existencia de una orden judicial previa ya que si solo se limi-
tara la actuación de los jueces al control ex-post el agravio estaría ya consumado
de modo insusceptible de ser rcparado. pues la Constitución no sc limita a asegu-
rar la reparación sino la inviolabilidad misma (Disidencia del DI'. Enrique Santia-
go Petracchi).

SENTENCIA: Principios generales.

Los jueces están obligados a fundar sus decisiones no solamente para que los ciu-
dadanos puedan sentirse mejor juzgados, ni porque se contribuya así almanteni-
miento del prestigio de la magistratura, sino que dicha exigencia persigue también
la exclusión de decisiones irregulares. es decir. tiende a documentar que el fallo de
la causa sea derivación razonada del derecho vigente y no producto de la voluntad
individual del juez (Disidencia del DI'. Enrique Santiago Petraeehi).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos .1' garantías. Domicilio .r cOrreSI)()ndencia.

La decisión del juez que ordena un allanamiento debe ser fundada pues la motiva-
ción de aquella es el modo de garantizar que el registro aparece como fundamen-
tadamente necesario (Disidencia del DI'. Enrique Santiago PetTaeehi).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos .1' garalllías. Domicilio y correspondencia.

Si los jueces no estuvieran obligados a examinar las razones y antecedentes que
motivan el pedido de las autoridades administrativas y estuviesen faeullados a ex-
pedir las órdenes de allanamiento sin necesidad de expresar fundamento alguno, la
intervención judicial carecería de sentido, ya que no constituiría control ni garan-
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tía alguna para asegurar la inviolabilidad del domicilio (Disidencia del Dr. Enrique
Santiago Petracchi).

CONSTlTUCION NACIONAL: De¡:edws y garantías. Domicilio y correspondencia.

Si la juez de faltas no expresó las razones por' las cuales consideró procedente la
penetración en el domicilio ni se remitió a ningún elemento objetivo de la causa que
pudiera fundar una mínima sospecha razonable de que en el lugar podrían encon-
trarse elementos que probasen la comisión de una infracción penal, ni la orden de
allanamiento ni los objetos que fueron secuestrados en virtud de ella pudieron ser
tenidos en cuenta para la iniciación de un proceso por el juez federal (Disidencia
del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

BUenos Aires, 19 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por atinar O. Paulucci
(defensor a cargo de la Defensoría de Pobres, Incapaces y Ausentes N° 2)
en la causa Torres, Osear Claudio y Rasuk, Eduardo Mm-celo si ley 20.771
-Causa N° 37.252-:', para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala A Penal de la Cámara Federal de
Apelaciones de Rosario, por la que se condenó a Eduardo Mal'celo Rasuk
como autor del delito de almacenamiento de estupefacientes, a la pena de
tres años y seis meses de prisión y multa de cincuenta mil australes, se in-
terpuso el recurso extraordinario cuya denegación originó esta queja.

2°) Que el recurrente sostiene que la sentencia apelada vulnera el art.
18 de la Constitución Nacional al haberse fundado en elementos probato-
rios incautados en ocasión de efectuarse un allanamiento que reputa ile-
gal. Este, según expresa, se habría llevado adelante sin orcicn de magistra-
do competente y sólo en un segundo término, luego de haber ingresado el
personal policial a la morada del procesado, se habría requerido la orden
de allanamiento al juez federal correspondiente, situación que a su enten-
der, no convalidaría la ilegalidad del procedimiento ejecutado.
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3°) Que la sentencia condenatoria fue notificada al procesado a fs. 162
y éste, a fs. 155, (el 12 tie setiembre de 1990) había en ese acto revocado
el poder de sus abogados y pedido que se designara al defensor oficial.

La designación recayó sobre el titular de la Defensoría de Pobres, In-
capaces y Ausentes N° 2 de esa jurisdicción, por auto del 26 de octubre de
1990, que le fue notificado el 7 de noviembre (fs. 26 vta./27).

4°) Que a fs. 160, el defensor oficial planteó una cuestión de turno,
solicitando que se dejase sin efecto su designación, por considerar que al
haber participado previamente en el expediente la Defensoría N° 1, le co-
rrespondía a ésta continuar con la asistencia letrada (fs. 28).

El juez no hizo lugar a lo solicitado (fs. 29), auto que notificó al defen-
sor oficial el 29 de noviembre de 1990 (fs. 30 vta.).

5°) Que el recurso extraordinario fue interpuesto el 4 de diciembre de
1990 (v. fs. 37), después de haberse cumplido el plazo de diez días hábi-
les a partir de la notificación de fs. 27, sin que haya constancias de ninguna
interrupción de los términos.

6°) Que lo dicho hasta aquí, no es óbice suficiente para acoger el recur-
so intentado. Esta Corte ha dejado sentado, desde los inicios de su activi-
dad, que era de equidad y aun de justicia apartarse del rigor del derecho
para reparar los efectos de la ignorancia de las leyes por parte del acusa-
do o del descuido de su defensor (Fallos: 5:549, sentencia del 25 de julio
de J 868). Por lo tanto, no basta para cumplir con las exigencias básicas del
debido proceso, que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera
formal, sino que es menester además que aquél reciba una efectiva y
substancial asistencia de parte de su defensor (Fallos: 304: 1886). En idén-
tico sentido se ha pronunciado la Corte Suprema de los Estados Unidos,
en numerosos precedentes, así: "Powell v. Alabama, 287 U.S. esp. pág. 58,
1932. El desconocer lo sentado, configura una clara violación del derecho
de defensa, en su faz material, de todo individuo y en particular el de quien
por un error en su asistencia técnica pierde la posibilidad de interponer el
recurso estatuido por el art. 14 de la ley 48.

r) Que, a partir del caso registrado en Fallos: 306: 1752 y con cita de
los precedentes de Fallos: 46:317 y 177:390, esta Corte estableció el cri-
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terio según el cual suscitan cuestión federal bastante planteas como los
sometidos a su decisión en el recurso que se examina, pues aun cuando
atañen por lo general a temas de hecho y de derecho procesal, sustan-
cialmente conducen a determinar el alcance de la garantía de la inviola-
bilidad del domicilio.

8°) Que en el caso el allanamiento fue dispuesto por el señor Juez de
Faltas de la Ciudad de Rosario fundado en la presunción de que en el do-
micilio se producían hechos violatorios de normas provinciales. El refe-
rido magistrado tenía indudablemente facultades para disponer el allana-
miento cuestionado. Si como resultado de tal procedimiento, fueron obte-
nidas probanzas referidas a la posible comisión de delitos cuyo conoci-
miento excede la competencia de aquel magistrado, ello no autoriza a des-
calificar sin más tales elementos probatorios.

9°) Quc esto es especialmente así, si se tiene en cuenta que en el caso,
desde el momento mismo en. que los funcionarios actuantes en elallana-
miento tuvieron una primera noticia del hallazgo de estupefacientes pusie-
ron de inmediato la circunstancia en conocimiento del juez federal -cuya
competencia en el caso es indubitable-, que en el mismo acto ordenó continuar
con el procedimiento bajo su control.

10) Que una solución diferente no implicaría un aseguramiento de la
defensa en juicio, sino desconocería la verdad material revelada en el pro-
ceso, toda vez que se trata de medios probatorios que no adolecen de ta-
cha original alguna y donde de modo instantáneo, al producirse primafaeie
alteraciones en la materia delictiva concomitantemente se aproximó a la
causa el magistrado competente.

Una solución distinta, obligaría a descartar toda prueba cuyo sentido
jurídico no hubiera sido percibido de antemano por los jueces, exigencia
contradictoria con la sucesión en que los hechos se evidenciaban.

En otros términos, esto equivaldría a exigir que los jueces conociesen
-y calificasen en consecuencia- el resultado de medidas investigativas, las
que parten precisamente de un campo de ignorancia que ellas están desti-
nadas a eliminar.
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11) Que toda vez que la conducta negligente del titular de la Defensoría
de Pobres, Incapaces y Ausentes N° 2 ante los tribunales federales de Ro-
sario puede merecer algún tipo de corrección disciplinaria, corresponde
poner en conocimiento de esta resolución al señor Procurador General de
la Nación, a los efectos que considere pertinentes (confr. resolución 1329/
90, del 30 de octubre de 1990, considerando 5° y sus citas).

Por ello, se declara admisible el recurso extraordinario y se confirma
la sentencia apelada. Comuníquese al señor Procurador General. Hágase
saber, agréguese al principal y devuélvase.

RICARDO LEVEN E (H) (según su voto) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA

MARTíNEZ - RODOLFO C. BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

(según su voto) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) - JULIO S.

NAZARENO - EDUARDO MOLINÉ O'CONNOR.

VOTO DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE (H)

y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala A Penal de la Cámara Federal de
Apelaciones de Rosario por la que se condenó a Eduardo Marcelo Rasuk,
como autor del delito de almacenamiento de estupefacientes, a la pena de
tres años y seis meses de prisión y multa de cincuenta mil australes, se in-
terpuso el recurso extraordinario cuya denegación originó esta queja.

2°) Que la sentencia condenatoria fue notificada al procesado a fs. 162
y éste, a fs. 155, (el 12 de septiembre de 1990) había revocado el poder de
sus abogados y pedido que se designara al defensor oficial.

La designación recayó sobre el titular de la Defensoría de Pobres, In-
capaces y Ausentes N° 2 de esa jurisdicción, por auto del 26 de octubre de
1990, que le fue notificado el 7 de noviembre (fs. 26 vta./27).
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3°) Que a fs. 160, el defensor oficial planteó una cuestión de turno,
solicitando que se dejase sin efecto su designación, por considerar que al
haber participado previamente en el expediente la señora defensora a cargo
de la Defensoría N° 1, le correspondía a ella continuar con la asistencia
letrada (fs. 28).

El juez no hizo lugar a lo solicitado (fs. 29). auto que notificó al defen-
sor oficial el 29 de noviembre de 1990 (fs. 30 vta.).

4°) Que el recurso extraordinario fue interpuesto el 4 de diciembre de
1990 (v. fs. 37), después de haberse cumplido con exceso el plazo de diez
días hábiles a partir de la notificación de fs. 27, sin que haya constancias
de ninguna interrupción de los términos.

5°) Que no asiste razón al defensor en cuanto afirma que su designa-
ción quedó firme sólo una vez que el juez resolvió la cuestión de turno,
pues tal discusión administrativa no puede alterar la cálidad de defensor
de quien fue designado en legal forma y aceptó su cargo.

Esa pretensión equivale a confesar que su asistido quedó indefenso
mientras se sustanció la discusión, período durante el cual el recurrente
revestía indiscutiblemente la calidad de defensor.

En tales condiciones, el recurso extraordinario fue interpuesto
extemporáneamente (artículo 257 del Código Procesal Civil y Comercial
de la Nación).

6°) Que, teniendo en cuenta que el recurrente no manifestó", al ser no-
tificado, su pretensión de que se interpusiese en su favor recurso ante esta
Corte, ni se advierten anormalidades en el proceso que pudiesen causar su
nulidad, no corresponde que el Tribunal adopte las medidas que dispuso
en otras actuaciones, en las que la conducta de la defensa ocasionó perjui-
cios concretos a las garantías constitucionales de los justiciables (confr.
causa: M.361.XXII. "Magui Agüero, Ciriaco", del I de diciembre de 1988,
y sus citas).

7°) Que toda vez que la conducta negligente del titular de la Defensoría
de Pobres, Incapaces y Ausentes N° 2 ante los tribunales federales de Ro-
sario puede merecer algún tipo de corrección disciplinaria, corresponde
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poner en conocimiento de esta resolución al señor Procurador General de
la Nación, a los efectos que considere pertinentes (confr. Resolución N°
1329/90, del 30 de octubre de 1990, cons. 5°, y sus citas).

Por ello, se desestima la queja. Intímese a la parte recurrente a que den-
tro del quinto día, y conforme a las pautas establecidas por la acordada N°
54/86, efectúe el depósito que dispone el artículo 286 del Código Proce-
sal Civil y Comercial de la Nación, en el Banco de la Ciudad de Buenos
Aires, a la orden de esta Corte y bajo apercibimiento de ejecución. Comu-
níquese al señor Procurador General de la Nación. Hágase saber y archí-
vese.

RICARDO LEVENE (H) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

1") Que contra la sentencia de la Sala A Penal de la Cámara Federal de
Apelaciones de Rosario, por la que se condenó a Eduardo Marcelo Rasuk
como autor del delito de almacenamiento de estupefacientes, a la pena de
tres años y seis meses de prisión y multa de cincuenta mil australes, se in-
terpuso el recurso extraordinario cuya denegación originó esta queja.

2°) Que la sentencia condenatoria fue notificada al procesado a fs. 162
(el 19 de noviembre de 1990) y en ese acto rati ficó su presentación ante-
rior de fs. 155 por la que había revocado el poder de sus abogados de con-
fianza y pedido que se designe al defensor oficial.

La designación recayó sobre el titular de la Defensoría de Pobres, In-
capaces y Ausentes N° 2 de esa jurisdicción, por auto del 26 de octubre de
1990, que le fue notificado el 7 de noviembre (fs. 26 vta./27).

3°) Que a fs. 160, el defensor oficial planteó una cuestión de turno,
solicitando que se dejase sin efecto su designación, por considerar que al
haber participado previamente en el expediente la señora defensora a cargo
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de la Defensoría N° 1, le correspondía a ella continuar con la asistencia
letrada (fs. 28).

Eljuez no hizo lugar a lo solicitado (fs. 29), auto que notificó al defen-
sor oficial el 29 de noviembre de 1990 (fs. 30 vta.).

4°) Que el recurso extraordinario fue interpuesto el 4 de diciembre de
1990 (v. fs. 37), después de haber expirado el plazo de diez días hábiles a
partir de la notificación de fs. 162, que, computado según el art. 124, úl-
timo párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, vencía
en las dos primeras horas hábiles de aquella fecha.

5°) Que no asiste razón al defensor en cuanto afirma que su designa-
ción quedó firme sólo una vez que el juez resolvió la cuestión de turno,
pues tal discusión administrativa no puede alterar la calidad de defensor
de quien fue designado en legal forma y aceptó su cargo.

Esa pretensión equivale a confesar que su asistido quedó indefenso
mientras se sustanció la discusión, período durante el cual el recurrente
revestía indiscutiblemente la calidad de defensor.

En tales condiciones, debería considerarse que el recurso extraordinario
fue interpuesto extemporáneamente (artículo 257 del Código Procesal
Civil y Comercial de la Nación).

6°) Que 10 dicho hasta aquí, no es óbice suficiente para la procedencia
del recurso. Esta Corte ha dejado sentado, desde los inicios de su acti vi-
dad, que era de equidad y aun de justicia apartarse elel rigor del derecho
para reparar los efectos de la ignorancia de las leyes por parte del acusa-
do o del descuido de su defensor (Fallos: 5:549, sentencia del 25 de julio
de 1868). En efecto, atendiendo a que el imputado, en el acto de notifica-
ción personal de la sentencia (fs. 162), reiteró su pretensión de que se diese
intervención al Defensor Oficial, debe tomarse su manifestación, más allá
de los términos en que aparece documentada, como expresión matúial de
su voluntad de recurrir de la sentencia, pues de haber mediado conformi-
dad con la misma ésta debería ser expresa, y en este caso, la designación
del Defensor Oficial carecería de sentido. En esas condiciones, resulta
aplicable la doctrina elaborada por esta Corte según la cual la negligencia
del abogado defensor no puede acarrearle perjuicios al procesado, ni se
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puede sancionar la falta del defensor en cabeza del defendido (confr. doc-
trina de Fallos: 296:65 y 691; 302: 1669 y 303: 1929).

7°) Que el recurso extraordinario se ha sustentado en la inviolabilidad
del domicilio garantizada por el art. 18 de la Constitución Nacional. Sos-
tiene el recurrente que la sentencia del a quo ha desconocido esa garantía,
pues ha considerado válido el registro del domicilio en el que se encontraba
el procesado, donde a éste y a Oscar Claudia Torres, se les secuestró la sus-
tancia estupefaciente que dio origen a la iniciación del sumario y en defi-
niti va a la condena que ahora apela el primero de los nombrados.

El agravio de la defensa se sustenta en que la inspección de la morada
fue realizada por la "Sección Estupefacientes de la Unidad Regional n,
Rosario, de la Policía de la Provincia de Santa Fe, a raíz de la orden de
allanamiento expedida por un juez de faltas en av:eriguación de la infrac-
ción que prevé el art. 89, inc. b, de la ley provincial de Faltas N° 3473, y
que esa orden de allanamiento fue expedida en contravención al art. 218
del Código Procesal Penal local que exige que la pesquisa debe disponerse
"por decreto fundado".

El recurrente destaca que los funcionarios de la prevención expresaron
haber solicitado la orden de allanamiento para ingresar al domicilio "donde
habita un conocido infractor de la ley federal N° 20.771, llamado Carlos
Daniel Torres (a) 'Pelo''', a la juez de faltás "como consecuencia de una
información" que daba cuenta de que "el causante más arriba citado se
encontraba portando consigo elementos de dudosa procedencia". Sobre esa
base pone en cuestión la sinceridad de los fines declarados al solicitar la
orden de allanamiento al Tribunal de Faltas, y expresa que, como se des-
prende de los términos del informe que encabeza este sumario (fs. 1) la
verdadera finalidad del registro solicitado por la Sección Estupefacientes
de la policía local era determinar la existencia de una infracción a la ley
20.771, para lo cual, la juez de faltas res.ultaba incompetente. También
destaca que ese modus operandi de los preven tares fue advertido en otros
dos sumarios que tramitaron ante el Juzgado Federal N° 3 de Rosario, y
que dio lugar a la nulidad de los allanamientOs. También señala que los
agentes de la prevención sólo secuestraron un radio reproductor de cassette,
que fue remitido a lajuez de faltas y que fue devuelto al titular por haber
resultado absuelto según la certificación de fs. 105.
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8°) Que la cuestión federal articulada ha sido resuelta de modo contra-
rio al propuesto por el recurrente. El a qua consideró que la actuación del
personal policial interviniente "comenzó legítimamente, ya que impusie-
ron al principal morador de la finca sobre los motivos de la presencia
policial en el lugar y le exhibieron la orden judicial que los habilitaba para
tal proceder", que suspendieron la inspección al advertir una infracción a
la llamada ley de drogas, y que sólo la continuaron después de haber ob-
tenido una nueva orden de allanamiento del juez federal competente, se-
cuestrando el estupefaciente objeto de la infracción.

9°) Que, sin embargo, el a qua no ha dado respuesta satisfactoria a una
cuestión propuesta por la Defensa que resultaba conducente para variar la
solución del pleito. Esto es así, pues la defensa no puso en cuestión la po-
sibilidad de que la policía obtuviese una nueva orden de allanamiento con
el fin de ampliar el objeto de la pesquisa, sino, antes bien, tachó de incons-
titucional la primera orden de allanamiento, por haber sido expedida por
la juez de faltas sin expresar fundamentación alguna. Esta cuestión exige
que esta Corte examine cuáles son los presupuestos que condicionan la
emisión de una orden de allanamiento de modo compatible con la garan-
tía de la inviolabilidad del domicilio.

10) Que esta Corte ha interpretado ya que, aunque en rigor no resulta
exigencia del art. 18 de la Constitución Nacional que la orden de allana-
miento emane de los jueces, el principio es que sólo ellos pueden autori-
zar esa medida, sin perjuicio de algunos supuestos en que se reconoce a los
funcionarios la posibilidad de obviar tal recaudo (Fallos: 306: 1752 y
308:853).

11) Que esa interpretación es la más adecuada al texto constitucional
que ha querido proteger de manera más fuerte la intimidad del domicilio
contra actos estatales, pues esa protección sólo es realizable de modo efec-
ti vo restringiendo ex-ante las facultades de los órganos administrativos
para penetrar en él, y -salvo en casos de necesidad legalmente previstos-
sujetando la entrada a la existencia de una orden judicial previa. Sólo en
este sentido puede asegurarse que los jueces, como custodios de esa garan-
tía fundamental, constituyan una valla contra el ejercicio arbitrario de la
coacción estatal, pues, si sólo se limitara su actuación al control ex-post
el agravio a la inviolabilidad del domicilio estaría ya consumado de modo
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insusceptible de ser reparado, pues la Constitución no se limita a asegu-
rar la reparación sino la inviolabilidad misma.

12) Que, por otra parte, esta Corte ha señalado en numerosas oportu-
nidades la obligación que incumbe a los jueces de fundar sus decisiones
(Fallos: 240: 160), y esto es, no solamente porque los ciudadanos puedan
sentirse mejor juzgados, ni porque se contribuya así al mantenimiento del
prestigio de la magistratura. La exigencia de fundamentación de las deci-
siones judiciales persigue también la exclusión de decisiones irregulares,
es decir, tiende a documentar que el fallo de la causa es derivación razo-
nada del derecho vigente y no producto de la voluntad individual del juez
(FalIos: 236:27 yen esp. FalIos: 240: 160 cit.).

Esas consideraciones son aplicables no sólo respecto de la sentencia
que decide de modo definitivo la causa, sino también respecto de cualquier
otra decisión reservada a los jueces por la Constitución Nacional en res-
guardo de las garantías individuales.

13) Que, por las razones expresadas, la decisión del juez que ordena un
allanamiento debe ser fundada, pues la motivación de la decisión es el
modo de garantizar que el registro aparece como fundadamente necesario.
El control judicial está impuesto en el caso por la necesidad de controlar
la coacción estatal y evitar la arbitrariedad de sus órganos. Si los jueces no
estuvieran obligados a examinar las razones y antecedentes que motivan
el pedido de las autoridades administrativas y estuviesen facultados a ex-
pedir las órdenes de allanamiento sin necesidad de expresar fundamento
alguno, la intervención judicial carecería de sentido, pues no constituiría
control ni garantía alguna para asegurar la inviolabilidad del domicilio.

Esa es la inteligencia que, por otra parte, acuerdan los códigos de pro-
cedimiento penales al establecer que la resolución del juez que ordene el
allanamiento deberá ser siempre fundada (confr. p. ej,: art. 403 del Códi-
go de Procedimientos en Materia Penal, art. 218 del Código Procesal Pe-
nal de la Provincia de Santa Fe).

14) Que, en el caso, el auto de fs. 17 vta. del expediente que tramitó ante
el Juzgado de Faltas de la 2a. Nominación de Rosario, Provincia de San-
ta Fe, no expresa las razones por las cuales la juez consideró procedente
la penetración en el domicilio, ni se remite siquiera a ningún elemento
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objetivo de la causa que pudiera fundar una mínima sospecha razonable de
que en el lugar podrían encontrarse elementos que probasen la comisión
de una infracción penal. Más aún, el funcionario policial que solicitó la
expedición de esa orden se limitó a invocar "información" que daba cuenta
de que una persona portaba "elementos de dudosa procedencia", sin aportar
al menos mínimamente, explicación alguna que pudiese convencer al juez
que existían elementos objetivos aptos para fundar la razonabilidad del
pedido.

15) Que, en esas condiciones, ni la orden de allanamiento expedida en
contra de la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional, ni los obje-
tos que fueron secuestrados en virtud de ella, pudieron ser tenidos en cuen-
ta, de ningún modo, para la iniciación de este proceso por el juez federal
(Fallos: 306: 1752).

Por ello, se hace lugar a la queja, se revoca la sentencia apelada de fs.
147/151 Y se resuel ve absolver libremente a Eduardo Marcelo Rasuk por
el delito de almacenamiento de estupefacientes por el cual fue acusado a
fs. 83/84 (art. 16, 2a parte, de la ley 48). Asimismo, por aplicación de la
doctrina de Fallos: 307:2236 y 308:733, se resuelve absolver libremente
a Oscar Claudio Torres del delito de almacenamiento de estupefacientes,
por el cual también fue acusado a fs. 83/84, aunque no haya impugnado la
sentencia de fs. 147/151, por extensión de los efectos del recurso extraor-
dinario de su coprocesado. Hágase saber, acumúlese la queja a los autos
principales y devuélvase a su origen.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.

OBRA SOCIAL DEL PODER JUDICIAL

OBRAS SOCIALES.

El mantenimiento de la estabilidad económica financiera de las instituciones socia-
les debe reconocer la existencia de una relación jurídica justificante entre los be-
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neficiarios del régimen y los obligados a contribuir, para no erigirse en una empresa
comercial prestadora de servicios.

OBRA SOCIAL DEL PODER JUDICIAL.

Corresponde hacer lugar al pedido del magistrado que solicitó que no se le efectúen
descuentos en concepto de aportes a la Obra Social del Poder Judicial de la Nación
de su haber jubilatorio obtenido como ex juez de primera instancia sino exclusiva-
mente de su retribución como camarista ya que, en su carácter de afiliado volunta-
rio, imponerle el criterio del descuento por cada haber percibido incitaría a su
"desafiliación", con lo cual se menoscabaría el fin de solidaridad perseguido y no
habría beneficio para el afiliado pero tampoco para la institución cuya existencia
se protege.

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de mayo de 1992.

Vistas las actuaciones S.2207/91, caratuladas: "Obra Social del Poder
Judicial si solicitud Escuti Pizarro-reintegro", y

Considerando:

1°) Que el Dr. Jorge Escuti Pizarro, actualmente juez de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil, solicita que no se le efectúen des-
cuentos en concepto de aportes a la Obra Social del Poder Judicial de la
N ación de su haber jubilatorio, obtenido a partir de abril de 1991 como ex-
juez de primera instancia. Señala que debe descontársele exclusivamente
de su retribución como juez de cámara, y solicita que se le reintegren las
sumas descontadas de su haber previsional.

2°) Que el Sr. Director General de la Obra Social del Poder Judicial
eleva el requerimiento y pide que el Tribunal le informe si "mantiene el
temperamento de que si un afiliado cobra retribuciones como jubilado y
como personal en actividad sólo le corresponde efectuar aporte por uno de
estos rubros" (ver fs. 6). .

3°) Que según 10 dispuesto por el artículo 5° del Estatuto de la Obra
Social del Poder Judicial, aprobado por acordada 43/8 [, hay dos grupos
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principales de afiliados: los titulares y los familiares, subdivididos, a su
vez, en categorías.

El art. 6° preceptúa que los titulares son: a) activos -obligados o volun-
tarios-; b) jubilados y pcnsionados, quienes perciben los correspondientes
haberes de pasividad como consecuencia de su anterior desempeño en la
justicia y manifiestan expresamente su voluntad de continuar como afilia-
dos, si lo hubieran sido cuando se encontraban en actividad; y c) extraor-
dinarios, formado por los profesionales que solicitan su incorporación y
los renunciantes con determinada antigüedad que requieran la continuidad
de la afiliación.

No existe previsión reglamentaria respecto de categorías que reúnen las
condiciones de dos de los grupos, por ejemplo, "activos-jubilados", o a la
inversa, o "cxtraordinarios-acti vos".

El artículo 9° expresa que todos los afiliados deben contribuir con la
cuota que determine la Corte Suprema de Justicia de la Nación, o la que
en su caso, y previa aceptación por el Tribunal, establezca la propia Obra
Social.

Así, y de acuerdo con las retribuciones sujetas a aportes previsionales,
han sido fijadas las cuotas para cada categoría (activos, familiares y ex-
traordinarios) (vigencia ac. 3/84; 40/87; 40/83; 44/90).

No hay cuotas "mixtas", o "dobles", o "superpuestas" fijadas por el
Estatuto o resoluciones del Tribunal, que reconozcan como origen la re-
unión circunstancial de requisitos comunes a más de un grupo.

Sí es cicrto que la cuota cstá fijada en un porcentaje sobre los haberes
que cobra el afiliado; también, que el criterio de solidaridad dcbe presidir
este tipo de cuestiones, por la materia sobre la que versan y por constituir
el objeto fundamental de la obra (ver art. 2° Estatuto).

Pero el mantenimiento de la estabilidad económico-financiera de las
instituciones sociales debe reconocer la existencia de una relación jurídi-
cajustincante entre los beneficiarios del régimen y los obligados a contri-
buir, (conf. F:;¿50:610; 258:315; 300:836; res. l 331/90), para no erigirse
en una empresa comercial prestadora de servicios.
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Podría pensarse que no causa perjuicio al beneficiario el sistema que
a su respecto se adoptó por la Obra Social, porque no se alteró su propor-
cionalidad -a mayores ingresos es mayor la contribución-o

Pero justamente en el caso se trata de un beneficiario que es afiliado
VOLUNTARIO; imponerle el criterio del descuento por cada haber per-
cibido incitaría a su "desafiliación", con lo cual se menoscabaría el fin de
solidaridad perseguido. Entonces no habría beneficio para el afiliado, pero
tampoco para la institución cuya existencia se protege.

Por simple aplicación del criterio de la proporcionalidad con relación
a "cada ingreso", podría llegarse también a situaciones absurdas, como por
ejemplo, obligar (aquí sí) a contribuir a un agente que se desempeña como
personal de servicio y como contratado (una cuota por cada sueldo); o pre-
tender la imposición de un relevamiento sobre las fuentes de ingresos, sol-
ventados por el Estado, respecto de cada afiliado.

Si no todos los integrantes del Poder Judicial de la Nación deben afi-
liarse obligatoriamente -aunque no precisamente esté disociada la "jerar-
quía" de la "solidaridad"-; como tampoco es obligatoria la afiliación de
funcionarios y empleados que por disposición legal DEBEN afiliarse a
otras obras sociales (acordada 116 del 31-12-73, F:287:365), resulta de
estricta equidad mantener el criterio sustentado por el Tribunal en las re-
soluciones 659/89 y 1331/90.

Por ello, se resuelve:

Hacer saber al Sr. Director de la Obra Social del Poder Judicial de la
N ación el contenido de la presente y, por ende, disponer el cese del cobro
como se ha venido practicando, y el consecuente reintegro, de acuerdo con
lo peticionado.

Regístrese, hágase saber y aI'chívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTfNEZ - RODOLFO C.

BARRA - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.
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JULIA AURORA SANCHIS FERRERO y OTROS V.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NAClON

J059

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia dejinitim. Concepto y genera-
lidades.

La sentencia que rechaza el amparo es asimilable a definitiva cuando se demues-
tra que lo decidido causa un agravio de muy dificultosa reparación ulterior, conclu-
sión válida cuando se hallan en juego derechos de naturaleza alimentaria. .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fedúal. Cuestiones federales
complejas. Inconstitucionalidad de normas y actos nacionales.

Procede el recurso extraordinario si se puso en tela de juicio la validez de un acto
dictado por una autoridad nacional -la Corte Suprema en ejercicio de sus faculta-
des adminislrativas- y la decisión impugnada es contraria al derecho constitucio-
nal en que se fundaron los recurrentes.

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Gelieralidades.

Cuando el Estado toma a su cargo una funci.ón, asume la obligación de prestar el
servicio respectivo en forma regular, de modo que responda a las garantías que quiso
asegurar, por lo que debe realizarlo en condiciones adecuadas al fin para el que ha
sido establecido, siendo responsable de los peljuicios que causare su incumplimien-
to o su irregular ejecución; principios éstos que, si bien hallan su inicial fundamento
en normas de derecho privado, resultan plenamente aplicables a las relaciones que
se rigen por el derecho público.

EMPLEADOS JUDICIALES.

Si la delegación del cobro en una persona del juzgado o dependencia judicial no
re?ponde a comodidad de los beneficiarios del pago sino a verdaderas razones de
necesidad impuestas por una estructura administrativa carente de medios para abo-
nar los salarios a los magistrados, funcionarios y empleados en forma individual,
cabe relativizar los efectos de la aplicación del ar!. 731, inc. 7°, del Código Civil,
ya que esa postura presupone la idea de designación voluntaria de un tercero con
facultades para recibir el pago y la consiguiente liberación del deudor con la entrega
de los fonclos.
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Al encomendarse a un empleado el cobro de los sueldos de los magistrados, flin-
cionarios y además agentes del juzgado o dependencia judicial resulta impuesto a
ellos un riesgo no elegido: el de no poder custodiar personalmente sus haberes desde
que son entregados al autorizado hasta su definitiva recepción con conocimiento de
que quien cumpla con esa tarea habrá de valerse por sí mismo, pues no goza de pro-
tección policial, ni de ningún sistema de seguridad que le garantice mínimamente
un exitoso resultado y sin poder optar por el cobro directo en habilitación.

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Generalidades.

Si por las carencias del sistema impuesto para la percepción de haberes se trasla-
dan funciones administrativas exclusivas de la habilitación a quienes en principio
no deben desempeñarlas, creando con su accionar un riesgo que de otro modo no
existirÍay que es el origen -en parte- del daño originado al personal de un juzgado
a raíz de la sustracción de sus sueldos a la persona autorizada para cobrarlos, debe
juzgarse la responsabilidad por los perjuicios sufridos en ese ámbito de relaciones
jurídicas, atendiendo a la peculiaridad de que el área de ejercicio de aquella fun-
ción administrativa se desplaza más allá de su aparente conclusión.

ACCION DE AMPARO: Ac/os u ol/lisiones de autoridades públicas. Principios generales.

La lesión al derecho constitucional de propiedad a raíz de la sustracción de los suel-
dos del personal de un juzgado al empleado autorizado para su cobro es cucstión
que habilita la acción regulada en la ley 16.986, pues es grave y evidente y afecta
prestaciones de carácter alimentario y no se advierte utilidad en la sustanciación de
otro proceso al cual no ban de aportarse más elementos conducentes para la solu-
ción del caso.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolucián. Revocación de la sen/encio ape/ada.

Corresponde hacer lugar a la acción de amparo y disponer el pago actualizado de
los sueldos del personal de un juzgado sustraídos a la persona autorizada para su
cobro, teniendo en cuenta la naturaleza alimentaria de los intereses en juego y el
tiempo transcurrido desde el inicio de las actuaciones (art. 16, segunda parte, de la
ley 48).

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Generalidades.

Si el sistema de recurrir a una persona autorizada para el retiro de la totalidad de
los haberes le viene impuesto al personal judicial por razones de "comodidad" y
"seguridad" del empleador y no de los empleados y teniendo especialmente en cuen-
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ta el principio protectorio que rige respecto del salario, que asegura su percepción
cómoda y efectiva por parte del trabajador (art. 129 Ley de Contrato de Trabajo) y
que es aplicable en el ámbito dcl derecho público por no alterarse la naturalcza de
la prestación, debe concluirse que el riesgo creado y concretado con motivo de la
sustracción de dichos sueldos debe ser soportado por qu¡"en estableció dicho siste-
ma (Voto de los Ores. Hugo Rodolfo Fossati, Francisco C. Garay y Jorge C. Bruno).

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Generalidades.

La conducta del personal de un juzgado al firmar y entregar sus recibos de sueldo
a una empleada autorizada para su cobro revela la existencia de un mandato tácito
(arl. 1874 del Código Civil) y la entrega de dichos importes a quien de esta mane-
ra se hallaba legitimado pasivamente para recibir el pago (art. 731, inc. 10 del Có-
digo Civil) tuvo efectos cancelatorios de la obligación y liberó el Poder Judicial,
que no deberá responder por la sustracción de los salarios (Disidencia de los Ores.
Ricardo Levene (h.), Mariano Augusto Cavagna Martínez y Rodolfo C. Barra).

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Generalidades.

Aun considerando a la persona autorizada para cobrar los sueldos del personal de
un juzgado como mero nuncio o como el adjeetlls sollltiollis callsa contemplado en
el ¡nc. 7 del art. 731 dcl Código Civil no existe responsabilidad del Poder Judicial
por la sustracción de los mismos ya que, indepcndicntemente de la relación entrc
los acreedores y el autorizado, la obligación del solvens qucdó cxtinguida ya que
efec'tL¡ó cl pago a quien se hallaba habilitado para recibirlo (Disidencia de los Ores.
Ricardo Levene (h.), Mariano Augusto Cavagna Martínez y Rodolfo C. Barra).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 20 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Julia Aurora Sanchis
Ferrero y otros en la causa Sanchis Ferrero, Julia Aurora y otros cl Corte
Suprema de Justicia de la Nación", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala II de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Contencioso Administrativo Federal que, al confirmar lo
resuelto en la instancia anterior, declaró inadmisible la acción de amparo
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promovida por la señora jueza, funcionarios y empleados del Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Sentencia Letra "U" con-
tra la Corte Suprema de Justicia de la Nación, los actores interpusieron el
recurso extraordinario cuya t1enegación dio origen a la presente queja.

2°) Que mediante la acción deducida los actores pretenden la nulidad
de la resolución N° 1027/88 de fecha 18/1 0/88, dictada por este Tribunal
en el expediente de Superintendencia Administrativa N° 5776/88 A-99, a
la que encuadraron en la hipótesis del arto 1° de la ley 16.986, por haber
denegado la petición de la señora jueza, funcionarios y empleados del
mencionado juzgado para que se pagasen nuevamente los haberes del mes
de setiembre de 1988, que le fueron sustraídos a la persona autorizada para
el cobro después de abandonar el ámbito de la Oficina de Habilitación.

3°) Que el a quo fundó la improcedencia de la acción de amparo en la
falta de ilegalidad manifiesta en el acto administrativo atacado, así como
la existencia de vías ordinarias para dilucidar los derechos controvertidos,
los cuales requerirían, ajuicio de la cámara, un margen de máyor ampli-
tud de debate y prueba.

4°) Que los recurrentes aducen la irreparabilidad del agravio en razón
de la naturaleza alimentaria del reclamo patrimonial deducido, cuya dis-
cusión por las vías ordinarias constituiría un ritualismo inútil, habida cuen-
ta de que consideran presentadas en este proceso todas las pruebas condu-
centes y esgrimidos -hasta el exceso- los argumentos que sustentan su pre-
tensión.

5°) Que, sobre el particular, conocida jurisprudenc;ia de esta Corte ha
entendido que la sentencia que rechaza el amparo es asimilable a defini-
tiva cuando se demuestra que lo decidido causa un agravio de muy dificul-
tosa reparación ulterior (Fallos: 307:444, entre otros), conclusión válida
en el presente caso por la naturaleza alimentaria de los derechos en juego.

6°) Que en el sub examine se ha puesto en tela de juicio la validez de
un acto dictado por una autoridad nacional -el más alto tribunal de justi-
cia de la Nación en ejercicio de sus facultades administrativas- y la deci-
sión impugnada es contraria al derecho constitucional en que se fundaron
los recurrentes (causa M.620.XXII. "Merlo de Passennheim, Bolonia
Estelvina y otros c/ Universidad Nacional de Formosa y otro s/ acción de
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amparo" del 8/8/89; causa C.I062. XXII. "Cm'doza Galeano, Víctor An-
tonio e/ Mi ni sterio del Interior" del 13/2/90).

]O) Que este Tribunal fundó la decisión negatoria de la pretensión de
cobro de. los peticionantes, en el dictamen emitido por el Tribunal de Cuen-
tas, con especial ponderación de las circunstancias de que el hecho se pro-
dujo fuera de la órbita de la Habilitación del fuero, que los emolumentos
ya habían sido abonados a la persona autorizada a esos fines, y que los re-
cibos pertinentes obraban en la dependencia mencionada, debidamente
suscritos por los beneficiarios del pago.

En la Resolución de Superintendencia Administrativa N° 1209/88, dic-
tada por esta Corte en el expediente N° 5776/88, se expresó que configu-
ra un sistema usual y vigente, aquél por el cual los magistrados, funciona-
rios y empleados encomiendan a una persona designada previamente, el
cobro de los haberes, en su nombre y bajo su responsabilidad, para lo cual
le entregan firmados, los recibos correspondientes. Según se señaló en esas
actuaciones, es por ese motivo que se ha instruido a las oficinas de Habi-
litación para que entreguen los fondos a la persona autorizada, acto con el
que queda efectivizado el pago, y liberada la Administración en tal senti-
do.

8°) Que la situación precedentemente descripta, aunque generalizada,
no obedece a voluntaria elección de quienes perciben sus haberes dentro
del ámbito del Poder Judicial de la Nación.

En el expediente de Superintendencia N° 3790/79 de esta Corte, se li-
bró oficio a la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, para
que informase si los empleados firmaban los recibos contemporáneamente
con la percepción dc sus habercs, y si existía la posibilidad de que se pre-
sentaran a cohrarlos en fonná individual. El requerimiento fue satisfecho
por la oficina de Habilitación de ese fuero, en el sentido de que existía una
verdadera imposibilidad material para pagar individualmente los salarios
a los agentes que prestan servicios en esa área, por su excesivo número, y
el reducido de los empicados que componían la oficina. Se informó tam-
bién que el personal suscribía los recibos de sueldo con dos días de anti-
cipación a la recepción de sus haberes (fs. 14/16).
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Surge de tales constancias, que la delegación del cobro en una perso-
na del juzgado o dependencia judicial, no responde a comodidad de los
beneficiarios del pago, sino a verdaderas razones de necesidad, impuestas
por una estructura administrativacarente de medios para abonar los sala-
rios a magistrados, funcionarios y empleados, en forma individual..

La ausencia de libre voluntad en la designación de un autorizado, im-
pide asimilar el caso a la figura del mandato, que se integra con un elemen-
to volitivo por parte del otorgante, inexistente en quienes sólo pueden per-
cibir sus haberes en término, si acceden a delegar el cobro en un tercero,
aunque gocen -y ello sólo en escasa medida- de la facultad de elegir la
persona que ha de efectivizarlo.

Por consiguiente, cabe relativizar los efectos de la aplicación del arto
731, inc. 7°, del Código Civil al sub lite, en tanto esa postura presupone
la idea de designación voluntaria de un tercero con facultades para reci-
bir el pago, y la consiguiente liberación del deudor con la entrega de los
fondos, sin consideración de las restantes circunstancias del caso; cuando
en realidad ese tercerá es el instrumento del cual se sirve la administración
-la oficina de Habilitación en este caso- para concretar el hecho que es
debido.

9°) Que la situación así descripta, exige analizar cuál es el grado de
responsabilidad que incumbe a la Administración del Poder Judicial de la
Nación, en los daños sufridos por la jueza, los secnúarios del juzgado y
todo el personal que en él se desempeña, como consecuencia del hecho
ilícito de que fue víctima la persona autorizada para percibir los haberes
en su nom breo

En primer término, debe señalarse que las falencias del sistema admi-
nistrati va para el cobro de salarios, han pretendido ser atenuadas mediante
la asignación de tareas propias de la oficina de Habilitación, a auxiliares
de cada juzgado. Los empleados autorizados a esos fines por los jueces o
funcionarios de cada tribunal, se ven entonces inmersos en una situación
de riesgo, que no goza de la cobertura de seguridad que se impone al área
de Habilitación de cada fuero. Ello resulta evidente, cuando se advierte que
una persona, carente de toda protección, se ve precisada a transportar una
significativa cantidad de dinero en efectivo, por sus propios medios, y por
variados ámbitos -a veces dentro de los edificios del tribunal, otras por la
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vía pública-, con el objetivo final de arribar a la dependencia judicial res-
pectiva, y entregar a cada uno de los beneficiarios los haberes correspon-
dientes.

Resulta de ese modo impuesto a magistrados, funcionarios yemplea-
dos, un riesgo no elegido: el de no poder custodiar personalmente sus ha-
beres desde que son entregados al autorizado, hasta su definitiva recepción
en la sede del juzgado o dependencia judicial, con conocimiento de que
quien cumpla con esa tarea, habrá de valerse por sí mismo, pues no goza
de protección policial, ni de ningún sistema de seguridad que le garanti-
ce mínimamente un exitoso resultado, y sin poder optar por el cobro direc-
to en Habilitación, por las razones informadas en el expediente 3790/79.

Existe entonces una apreciable diferencia entre esa situación, y la que
se configura cuando son los empleados de la oficina de Habilitación quie-
nes realizan el pago de haberes en la persona de cada uno de los beneficia-
rios. En esa última hipótesis, incumbe a quien recibe el pago, la custodia
de los fondos, por los medios de seguridad que estime más convenientes.
En cambio, en el caso que se analiza, tal posibilidad no existe, por razo-
nes que no son imputables a magistrados, funcionarios y empleados, sino
a la propia administración del P~der Judicial de la Nación.

Por ende, si por las carencias del sistema impuesto para la percepción
de haberes, se trasladan funciones administrativas exclusivas de la Habi-
litación a quienes en principio no deben desempeñarlas, creando con su
accionar un riesgo que de otro modo no existiría y que es el origen -en
parte- del daño, debe juzgarse la responsabilidad por los perjuicios sufri-
dos en ese ámbito de relaciones jurídicas, atendiendo a la peculiaridad de
que el área de ejercicio de aquella función administrativa, se desplaza más
allá de su aparente conclusión.

10) Que esta Corte ha sostenido que cuando el Estado toma a su cargo
una función, asume la obligación de prestar el servicio respectivo en for-
ma regular, de modo que responda a las garantías que ha querido asegu-
rar. Por consiguiente, debe realizarlo en condiciones adecuadas al fin para
el que ha sido establecido, siendo responsable de los peljuicios que causare
su incumplimiento o su irregular ejecución; principios éstos que si bien
hallan su inicial fundamento en normas de derecho privado, resultan plc-
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namente aplicables a las relaciones que se rigen por el derecho público
(Fallos: 182:5; 307: 1507).

En el caso, y conforme se expuso precedentemente, se encuentra debi-
damente acreditada la existencia de un perjuicio concreto, originado por
la defectuosa prestación de una actividad estrictamente administrativa -las
circunstancias que rodean el pago de haberes- en el ámbito del Poder JiJ-
dicial de la Nación. Esas falencias de las medidas de seguridad en el mo-
mento del pago, determinaron que lajueza, los funcionarios y los emplea-
dos del juzgado, quedaran expuestos a padecer un riesgo no querido, e ine-
vitable, pues no podían por decisión personal, modificar las condiciones
objetivamente impuestas por la Administración.

Por medio del accionar descripto, aconteció entonces una lesión patri-
monial a los administrados, que exige reparación en resguardo del dere-
cho de propiedad establecido en el art. 17 de la Constitución Nacional, la
que debe ser asumida por el Estado Nacional, quien resulta jurídicamen-
te responsable por las consecuencias del deficiente ejercicio de la función
administrativa que le compete.

11) Que la lesión al derecho constitucional de propiedad, producida en
ocasión del cumplimiento de función administrativa dentro del área del
Poder Judicial de la Nación, eS,cuestión que habilita la acción regulada en
la Ley 16.986, pues -en el caso- aquélla es grave y evidente, y afecta pres-
taciones de carácter alimentario. La configuraci6n de tal lesión surge ple-
namente acreditada de las constancias de la causa, en la que obran suficien-
tes elementos parajuzgar el acto administrativo que motiva el requerimien-
to de amparo, de modo que ratifica la procedencia de la vía intentada por
los recurrentes. Así, no se advierte utilidad en la sustanciación de otro pro-
ceso, al cual no han de aportarse más elementos conducentes para la so-
lución del caso, pues éstos obran, en su totalidad, en el presente litigio. Por
otra parte, la accionada no ha alegado limitación concreta en el ejercicio
de su derecho de defensa como consecuencia de la vía intentada, con lo que
pierden virtualidad los argumentos expuestos por el a qua como obstativos
al curso de esta acción.

, 12) Que en atención a la naturaleza alimentari a de los intereses en jue-
go, y al tiempo transcurrido desde el inicio de estas actuaciones, que ac-
túa como agravante de la situación que las motiva, estima esta Corte apro-
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piado hacer uso de la facultad que le acuerda el arto 16, segunda parte, de
la ley 48 (Fallos: 290:249).

Por ello, se declara procedente el reéurso extraordinario deducido y se
revoca la sentencia recurrida. Admítese la acción de amparo interpuesta,
y dispónese el pago de las sumas reclamadas, con actualización moneta-
ria e intereses al 6% anual desde que son debidas, hasta el 31/3/1991; las
sumas repotenciadas devengarán, a partir del"1 /4/ 1991, sólo intereses. Con
costas. Reintégrese el depósito de fs. l. Notifíquese, agréguese la queja al
principal y remítase.

RICARDO LEVENE (H) (en disidencia) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ

(en disidencia) - RODOLFO C. BARRA (en disidencia) - JULIO S. NAZARENO-
EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR - GUILLERMO A. MuÑoz - RUGO RODOLFO FOSSATI

(por su voto) - FRANCISCO C. GARAY (por su voto) - JORGE C. BRUNO (por su
voto).

VOTO DE LOS SEÑORES CONJUECES DOCTORES DON RUGO RODOLFO FOSSATI,

DON FRANCISCO C. GARA y y DON JORGE C. BRUNO

Considerando:

1°) Que contra la sentencia de la Sala II de la Cámara Nacional de Ape-
lacion'es en lo Contencioso Administrativo Federal que, al confirmar lo
resuelto en la instancia anterior, declaró inadmisible la acción de amparo
promovida por la señora jueza, funcionarios y empleados del Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Sentencia Letra "U" con-
tra la Corte Suprema de Justicia de la NaCión, los actores interpusieron el
recurso extraordinario cuya denegación dio origen a la presente queja.

2°) Que mediante la acción deducida los actores pretenden la nulidad
de la resolución N° 1027/88 de fecha 18/ l 0/88, dictada por este Tri bunal
en el expediente de Superintendencia Administrativa N° 5776/88 A-99, a
la que encuadraron en la hipótesis del arto 1° de la ley 16.986, por haber
denegado la petición de la señora jueza, funcionarios y empleados del
mencionado juzgado para que se pagasen nuevamente los haberes del mes
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de setiembre de 1988, que le fueron sustraídos a la persona autorizada para
el cobro en el pasillo del edificio que comunica la oficina de Habilitación
con el juzgado al que pertenecen los reclamantes.

3°) Que el a qua fundó la improcedencia de la acción de amparo en la
falta de ilegalidad manifiesta en el acto administrativo atacado, así como
la existencia de vías ordinarias para dilucidar los derechos controvertidos,
los cuales requerirían, a juicio de la cámara, un margen de mayor ampli-
tud de debate y prueba.

4°) Que los recurrentes aducen la irreparabilidad del agravio en razón
de la naturaleza alimentaria del reclamo patrimonial deducido, cuya dis-
cusión por las vías ordinarias constituiría un ritualismo inúti 1,habida cuen-
ta de que consideran presentadas en este proceso todas las pruebas condu-
centes y esgrimidos -hasta el exceso- los argumentos que sustentan su pre-
tensión.

5°) Que, sobre el particular, conocida jurisprudencia de esta Corte ha
entendido que la sentencia que rechaza el amparo es asimilable a defini-
tiva cuando se demuestra que lo decidido causa un agravio de muy dificul-
tosa reparación ulterior (Fallos: 307:444, entre otros), conclusión válida
en el presente caso por la naturaleza alimentaria de los derechos en juego.

6°) Que en el sub examine se ha puesto en tela de juicio la validez de
un acto dictado por una autoridad nacional -el más alto tribunal de justi-
cia de la Nación en ejercicio de sus facultades administrativ"as- y la deci-
sión impugnada es contraria al derecho constitucional en que se fundaron
los recurrentes (causa M. 620. XXII. "Merlo de Passennheim, Bolonia
Estelvina y otros cl Universidad Nacional de Formosa y otro si acción de
amparo" del 8/8/89; causa C.I 062.XXII. "Cardozo Galeano, Víctor Anto-
nio el Ministerio del Interior" del 13/2/90).

7°) Que según resulta del informe requerido a la oficina dc Habilitación
del fuero Griminal y Correccional de la Capital Federal" ...de hacerse efec-
tivo el pago individual de todos los agentes de este fuero, que suman 1.800,
entonces sí sería imposible su realización normal por falta dc espacio fí-
sico en las oficinas, de comodidades acordes con la tarea y falta de perso-
nal, dado que a pesar de que se deben liquidar los sueldos de la mayor can-
tidad de agentes que agrupa una Habilitación Judicial, contamos con la
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misma cantidad de empleados que cualquier otra oficina liquidadora que
llegan a pagar menos de la mitad de personas ... " (fs. 16). Esta circunstan-
cia, como la que resulta de las instrucciones dadas a los responsables de
dicha oficina -vid. expte. 7724/79 y fs. 3 y 7 del expte. 10.532-, revelan
que el sistema de recurrir a una persona autorizada para el retiro de la to-
talidad de los haberes le viene impuesto al personal por razones de "como-
didad" y "seguridad" del empleador y no de los empleados.

8°) Que, en ese estado de cosas, y teniendo especialmente en cuenta el
principio protectorio que rige respecto del salario, que asegura -entre otros
aspectos-, su percepción cómoda y efectiva por parte del trabajador (confr.
doc. art. 129 Ley de Contrato de Trabajo, primera parte), y que es aplica-
ble en el ámbito del derecho público por no alterarse la naturaleza de la
prestación que siempi-e será la de retribuir servicios prestados (doctrina de
Fallos: 295:937, in re "Suárez, Miguel R. cl Superior Gobierno de la Pro-
vincia de Córdoba" del 21 de marzo de 1989), debe concluirse que el riesgo
creado y concretado en el presente caso debe ser soportado por quien ha
establecido el sistema de "cobro de haberes" precedentemente menciona-
do.

9°) Que, asimismo, y según se señalara en el voto en disidencia de la
resolución nO 1209/88 dictada por este Tribunal el 25111/88 (expte. nO
5776/88 de Superintendencia Administrativa), resulta forzado recurrir a
normas legales que regulan el mandato o la figura del adjectus solutionis
grat!a cuando queda puesto de manifiesto que el sistema de pago, si res-
ponde a alguna "comodidad" o "conveniencia", es del solvens y no del
accipiens. La relación laboral, además, por comprometer valores persona-
les del trabajador exige una consideración mucho más delicada que las
relaciones en las cuales sólo hay un cambio de cosas, responde al princi-
pio de que el "trabajo no .es mercancía".

IO) Que, finalmente, el sub lite resulta sustancialmente análogo a los
casos "Ruffa" y "Sandullo" que este Tribunal declaró procedentes por vía
de Superintendencia (vid. fs. 4, 5, 6, Y 7, Y dictamen de fs. 43 del expte.
3790), toda vez que si bien los haberes fueron sustraídos a la persona au-
torizada para el cobro en el edi ficio de la Cámara y no de la caja fuerte de
la Secretaría como en aquéllos, en ambos supuestos el dinero había sali-
do del ámbito de la oficina de habilitación del fuero y un dependiente del
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Poder Judicial de la Nación era el que había firmado la planilla que acre-
ditaba el retiro correspondiente.

11) Que en consideración del largo tiempo transcurrido desde el inicio
del reclamo y, especialmente, por su carácter alimentario esta Corte esti-
ma oportuno el uso de la facultad que le confiere el art. 16, segunda par-
te, de la ley 48.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario deducido y se
revoca la sentencia recurrida. Admítese la acción de amparo interpuesta y
dispónese el pago de las sumas reclamadas, con más actualización mone-
taria e intereses al 6% anual desde que son debidas hasta el 3 1/3/1991, las
sumas repotenciadas devengarán, a partir del 1/4/9), sólo intereses. Con
costas. Reintégrese el depósito de fs. L Notifíquese, agréguese la queja al
principal y remítase.

RUGO RODOLFO FOSSATI- FRANCISCO C. GARAY - JORGEC. BRUNO.

DISIDENCIA DE LOS SEÑORES JUECES DOCTORES DON RICARDO LEVENE (H),

DON MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ y DON RODOLFO C. BARRA

Considerando:

1d) Que contra la sentencia de la Sala II de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Contencioso Administrativo Federal que, al confirmar lo
resuelto en la instancia anterior, declaró inadmisible la acción de amparo
promovida por la señora jueza, funcionarios y empleados del Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Sentencia Letra "U" con-
tra la Corte Suprema de Justicia de la Nación, los actores interpusieron el
recurso extraordinario cuya denegación dio origen a la presente queja.

2°) Que mediante la acción deducida los actores pretenden la nulidad
de la resolución N° 1027/88 de fecha 18/10/88, dictada por este Tribunal
en el expediente de Superintendencia Administrativa N° 5776/88 A-99, a
la que encuadraron en la hipótesis del art. 1° de la ley 16.986, por haber
denegado la petición de la señora jueza, funcionarios y empleados del
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mencionado juzgado para que se pagasen nuevamente los haberes del mes
de setiembre de 1988, que le fueron sustraídos a la persona autorizada para
el cobro después de abandonar el ámbito de la Oficina de Habilitación.

3°) Que el a qua fundó la improcedencia de la acción de amparo en la
falta de ilegalidad manifiesta en el acto administrativo atacado, así como
la existencia de vías ordinarias para dilucidar los derechos controvertidos,
Jos cuales requerirían, a juicio de la cámara, un margen de mayor ampli-
tud de debate y prueba.

4°) Que los recurrentes aducen la irreparabilidad del agravio en razón
de la naturaleza alimentaria del reclamo patrimonial deducido, cuya dis-
cusión por las vías ordinarias constituiría un ritualismo inútil, habida cuen-
ta de que consideran presentadas en este proceso todas las pruebas condu-
centes y esgrimidos -hasta el exceso- los argumentos que sustentan su pre-
tensión.

5°) Que, sobre el particular, conocida jurisprudencia de esta Corte ha
entendido que la sentencia que rechaza el amparo es asimilable a defini-
tiva cuando se demuestra que lo decidido causa un agravio de muy dificul-
tosa reparación ulterior (Fallos: 307:444, entre otros), conclusión válida
en el presente caso por la naturaleza alimentaria de los derechos en juego.

6°) Que en el sub examine se ha puesto en tela de juicio la validez de
un acto dictado por una autoridad nacional -el más alto tribunal de justi-
cia de la Nación en ejercicio de sus facultades administrativas- y la deci-
sión impugnada es contraria al derecho constitucional en que se fundaron
los recurrentes (causa M. 620. XXII. "Merlo de Passennheim, Bolonia
Estelvina y otros cl Universidad Nacional de Formosa y otro si acción de
amparo" del 8/8/89; causa C.l 062.XXII. "Cardozo Galeano, Víctor Anto-
nio cl Ministerio del Interior" del 13/2/90).

7°) Que no se encuentra controvertido que los demandantes, acreedo-
res de los haberes correspondientes a las funciones cumplidas durante el
mes de setiembre de 1988, encomendaron el cobro de sus salarios a la se-
ñora Elena Tito de Guanco -que cumplía tareasde ordenanza-, mediante
la firma anticipada de los recibos y la entrega de éstos a la nombrada, para
ser presentados en la Oficina de Habilitación, en ocasión de recibir el pago,
como documento de liberación del deudor. Esa conducta, observada por
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cada uno de los actores, revela la existencia de un mandato tácito para efec-
tuar el cobro del sueldo respectivo (art. 1874 del Código Civil).

8°) Que, cabe señalar, la autorización dada por la titular del juzgado a
la señora de Guanco, para que se identificara ante el responsable de la
Oficina de Habilitación, es una medida de seguridad que facilita la
individualización por parte de esa dependencia del o de los legitimados
para el cobro, sin constituir prueba alguna de la imposibilidad de los ac-
tores de concurrir personalmente a percibir la obligación debida. Contra-
riamente a lo que arguyen los recurrentes (agravios de fs. 91), esa "auto-
rización" no constituye la circunstancia que permite inferir la existencia
del mandato, sino que éste resulta tácito pero indudablemente de hechos
positivos de los actores, consistentes en la entrega al mandatario de un
documento que contiene la declaración firmada del recibo de los haberes
mensuales.

9°) Que, en tales circunstancias, la entrega de los importes de los suel-
dos al representante convencional de los acreedores, legitimado pasiva-
mente para recibir el pago (art. 731, inc. 1°, del Código Civil) tuvo efec-
tos cancelatorios de la obligación y liberó a la demandada. Las circunstan-
cias fácticas del sub lite difieren de aquellos casos que los actores citan,
con invocación -errónea- de la doctrina de los propios actos. En "Posse de
Cranwe1l" y "Vera" (fs. 10 Y 17 del expte. 5776/88), la sustracción de los
valores tuvo lugar mientras se hallaban en poder de la Habilitación. En
"Ruffa" y "Sandullo" el fundamento de la responsabilidad del Poder Judi-
cial de la Nación obedece a otros principios (ver dictame"n de fs. 43 del
expte. 3790/79), ajenos a las circunstancias de la presente causa.

10) Que a igual conclusión se arriba si se califica la figura del autori-
zado como mero nuncio a quien el comitente le ha encomendado la reali-
zación del acto de recibir el pago o, incluso, como el adjectus solutionis
causa contemplado en el inciso]O del art. 731 del Código Ci vil. Ello es así
pues, independientemente de la relación entre los acreedores y el autori-
zada, I-aobligación del solvens ha quedado extinguida puesta que efectuó
el pago a quien se hallaba habilitado para recibirlo.

11) Que, en consecuencia, no se adv'ierte en el sub..Judice la existencia
de arbitrariedad o ilegalidad manifiestas en el acto administrativo cuya
nulidad se pretendió por la vía excepcional del amparo.
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Por ello, se declara formalmente procedente el recurso extraordinario
y se confirma, por los fundamentos precedentes, la sentencia de fs. 101/
102. Costas por su orden en atención a que los recurrentes pudieron creerse
con derecho a litigar. Reintégrese el depósito de fs. l. Notifíquese,
agréguese la queja al principal y remítase.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CA VAGNA MARTÍNEZ - RODOLFO C.
BARRA.

COLEGIO DE FARMACEUTICOS DEL CHACO v.
INSTITUTO DE PREVISJON SOCIAL DE LA PROVINCIA DEL CHhCO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Prinópios generales.

Es inadmisible el recurso extraordinario (art. 280 del Código Procesal Civil y Co-
mercial) contra la sentencia que resolviólamIlidad de los actos procesales cumpli-
dos con posterioridad a la demanda e impuso las costas a la parte actora (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolucúín contraria .

.Las sentencias que, por interpretación y aplicación de normas no federales, deci-
den cuestiones de competencia, son ajenas a la vía extraordinaria cuando no impor-
tan denegación del fuera federal, pues en tales supuestos no constituyen la resolu-
ción contraria al derecho o privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48
(Disidencia del Dr. Carlos S. FayO (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Concepto y genera-
lidades.

Es admisible el recurso extraordinario contra la sentencia que impuso las costas a
la aClara pues produce un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior
(Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).

(1) 26 de mayo.
(2) Fallos: 296:3 J; 303: 1702.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no p!derales. Sentencias
arbitrarias. Procedencia del recurso.

Carrespande dejar sin efecta la sentencia que impusa las castas a la actara pues re-
sulta carente de sustenta que se la sanciane afirmanda que la nulidad del pracedi-
mienta fue atribuible a que interpusa la demanda ante un juez incampetente en las
precedentes del tribunal (Disidencia del Dr. Carlas S. Fayt) (1).

FISCAL DE ESTADO DE LA PROVINCIA DEL CHACO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones noteelerales. Interpretacitin de
normas y actos locales en general.

Es inadmisible el recursa e('traardinaria si las agravias invalucran cuestianes de
derecha pública lacal, pues atañen a una virtual controversia entre órganas de un
gabierno pravincial, arigin(ldaen la campatibilidad de una ley lacal can la cansli.-
tución de la pravincia.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relacirin directa. Normas extraíias a!
juicio. Disposiciones constitucionales. Art. 5.

Para acreditar la relación directa e inmediata del ar!. 5° de la Canstitución Nacio.
nal can la resuelta, es necesaria demastrar en farma precisa que el principia repu-
blicana de la separación de paderes está efectivamente invalucrada en la salución
dellitigia.

DIVISION DE LOS PODERES.

La .observación del Padel: Ejecutiva provincial, y la insistencia de la Legislatura el;

la sanción de la ley cuesti'anada, como el juzgamienta del asunta par el superiar tri-
bunallacal, exteriarizan un funcianamiento efectiva de las institucianes provincia.

(1) Fallos: 307: 1974; 310:2241.
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les que no pone en riesgo en modo alguno el principio republicano de la separación
de poderes.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Normas extrwlas al
juicio. Disposiciones constitucionales. Generalidades.

Si la solución del litigio se.circunscribe a la inteligencia de las normas constitucio-
nales y legales de la provincia, esto es, preceptos no federales, el nexo directo que
exige el ar!. 15 de la ley 48 no se verifica.

COSTAS: Personas en litigio.

Corresponde imponer las costas por su orden en razón de la naturaleza de la cues-
tión planteada.y el carácter de las partes intervinientes, tratándose de una acción de
inconstitucionalidad deducida por el Fiscal de Estado contra una ley provincial.

RECURSO EXTRAORDINARIO: TrlÍmite.

No obstante la vaguedad del auto que coJicede el recurso extraordinario, correspon-
de interpretar la cila genérica del arto 14 de la ley 48, sin mencionar incisos, como
receptora del pretelldido caso federal por inobservancia del ar!. 5° de la Constitu-
ción Nacional (Disidencia parcial del Dr. Rodolfo C. Barra):

RECURSO EXTRAORDINARIO: TrlÍmite.

Debe considerarse que la gravedad institucional invocada tiene como función su-
perar las trabas formales que impedirían la recepción plena del recurso, por cuan-
to su descripción como "zozobra en el manejo de la cosa pública" motivada por una
ley "atentatoria del principio republicano de la división de poderes", la identifica
substancialmentc con la causal antes mencionada (Disidencia parcial del Dr. Ro-
dolfo C. Barra).

RECURSO EXíRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestiones federales
simples. InterpreTación de Ú, CrmsTitución Nacional.

Procede el recurso extraordinario fundado en que la sentencia impugnada convalida
una ley provincial dictada en violación del principio republicano de la división de
poderes: ar!. 5° de la Constitución Nacional (Disidencia parcial del Dr. Rodolfo C.
Barra).
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CONSTlTUCfONES PROVINCIALES.

La hermenéutica del art.53 de la Constitución del Chaco incluye los mayores gas-
tos resultantes de los ajustes salariales de los agentes públicos (Disidencia parcial
del Dr. Rodolfo C. Barra).

CONSTITUCIONES PROVINCIALES.

El arto 14 de la Ley Presupuestaria de la Provincia del Chaco N° 3419, que crea el
recurso necesario para hacer frente.a la mayor erogación resultante de la ley 3389,
le da a ésta la cabida presupuestaria que ordena el ar1. 53 de la Constitución del
Chaco bajo pena de caducidad (Disidencia parcial del Dr. Rodolfo C. Barra).

COSTAS: Principios generales.

Corresp9nde imponer las costas por su orden, atento la naturaleza de la cuestión
planteada, tratándose de una .acción de inconstitucionalidad deducida por el Fiscal
de Estado contra una ley provincial '(Disidencia parcial del DI'. Rodolfo C. Barra).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Fiscal de Estado de la Provincia del Chaco s/ acción
de inconstitucionalidad contra ley provincial nO 3389".

Considerando:

1°) Que contra la sentencia del Superior Tribunal de Justicia de la Pro-
vincia del Chaco que desestimó (fs. 84/99) la acción de inconstituciona-
lidad deducida por el Fiscal de Estado provincial con relación a la ley lo-
cal n° 3389, éste interpuso a fs. 1171135 el recurso extraordinario federal
que, previo traslado a la Cámara de Diputados de la mencionada provin-
cia, le fue concedido a [s. 1451146.

2°) Que, más allá de la vaguedad de los fundamentos de la resolución
que concedió el recurso, corresponde señalar que éste no resulta admisi-
ble en la especie por cuanto, los agravios que se procuran someter a esta
Corte involucran cuestiones de derecho público local, pues atañen a una
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virtual controversia entre los órganos del gobierno provincial originada en
la compatibilidad de una ley local con la Constitución de la provincia, tema
que no suscita una cuestión federal que corresponda abordar en el marco
del artículo 14 de la ley 48.

3°) Que en cuanto a la alegada inteligencia del artículo 5° de la Cons-
titución Nacional y a la arbitrariedad que se atribuye al fallo del superior
tribunal local que puso fin a la contrOversia antedicha, cabe observar que
la mencionada disposición carece de relación directa e inmediata con lo
resuelto, limes no basta argüir con apoyo en el genérico principio republi-
cano de la separación de poderes para que proceda el recurso extraordina-
rio.

Ello es así, pues a tal fin es necesario demostrar en forma precisa que
aquel principio está efectivamente involucrado en la solución del litigio,
exigencia que no se presenta en el sub examine toda vez que, por el con-
u'ario, de los propios términos de la litis surge que la observación del Po-
der Ejecutivo Provincial y la insistencia de la Legislatura en la sanción de
la ley cuestionada, como en el juzgamiento del asunto por el superior tri-
bunallocal, cxteriorizan un funcionamiento efectivo de las instituciones
provinciales que no pone en riesgo en modo alguno el principio que se
pretende resguardar.

4°) Que, en consecuencia, la solución del litigio se circunscribe a la
inteligencia de las normas constitucionales y legales de la provincia, esto
es, preceptos no federales por lo que el nexo directo que exige el art. 15
de la ley 48 no se verifica en la especie, además de que la decisión adop-
tada se encuentra suficientemente fundada en esas disposiciones, lo que
excluye la arbitrariedad alegada.

Por ello, se declara improcedente el recurso extraordinario. Costas por
su orden en razón de la naturaleza de la cuestión planteada y el carácter de
las partes intervinientes. Notifíquese y devuélvase.

RICARDO LEYENE (H) - RODOLFO C. BARRA (eH disideHcia parcial) - CARLOS S.

FAYT - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S.

NAZARENO - EDUARDO MOLlNÉ O'CONNOR.
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DISIDENCIA PARCIAL DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR

DON RODOLFO C. BARRA

Considerando:

1°) Que contra la sentencia del Superior Tribunal de Justicia de la Pro-
vincia del Chaco (fs. 84/99) que desestimó la acción de inconstituciona-
lidad deducida por el Fiscal del Estado contra la ley provincial N° 3389,
éste interpuso a fs. 117/l35 vta. el recurso extraordinario federal que, pre-
vio traslado a la Directora de Asuntos Jurídicos de la Cámara de Diputa-
dos de la mencionada provincia, le fue concedido a fs. 145/l46 vta.

2°) Que según el escrito de fundamentación del recurso, la sentencia'
impugnada presenta las siguientes causales de inconstitucionalidad:
convalida una ley provincial dictada en violación del principio republicano
de la división de poderes y por lo tanto transgrede el art. 5° de la Consti-
tución Nacional; es manifiestamente arbitraria porque omite pronunciar-
se sobre cuestiones planteadas, prescinde de normas legales expresas, y se
funda en afirmaciones dogmáticas (art. 18 de la Constitución Nacional);
coloca a la provincia en un estado de máxima gravedad institucional.

3°) Que el auto que concede el recurso lo hace en mérito de la arbitra-
riedad alegada, y también en virtud de la "naturaleza de la acción" (fs.
146); expresión ésta que, por su vaguedad, debió motivar una aclaratoria
y eventualmente la queja del recurrente ante estos estrados, toda vez que
al no producirse resolución efectiva. sobre las otras tachas de inconstitu-
cionalidad aducidas, ello importaría su rechazo según Fallos: 304:730;
307:2106, entre otros.

Que sin enibargo ha de interpretarse la cita genérica -sin mencionar
incisos- del art. 14 de la ley 48 (fs. 146 vta.) como receptora del preten-
dido caso federal por inobscrvancia del art. 5° de la Constitución Nacio-
nal, y ha de considerarse que la gravedad institucional invocada tiene aquí
por función superar las trabas formales que impedirían la recepción ple-
na del recurso (Fallos: 248: 189; 262:41 Y246). Ello así, por cuanto su des-
cripción como "zozobra en el manejo de la cosa pública" n).otivada por una
ley "atentatoria del principio republicano de la división de poderes", la
identifica substancialmente con la causal antes mencionada.
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Por ello cabe concluir que el recurso extraordinario interpuesto contra
la sentencia definitiva de fs. 84/99, ha sido concedido por el a qua por su-
puesta transgresión al art. 5° de la Constitución Nacional (art. 14, inc. 1°,
de la ley 48) y también por supuesta arbitrariedad.

4°) Que según el recurrente, los actos de los poderes públicos provin-
ciales que dieron lugar a la violación del principiorepublicano de la divi-
sión de poderes, fueron los siguientes: el 18 de agosto de 1988, la Cáma-
ra de Diputados de la Provincia del Chaco sancionó la ley N° 3389 por
cuyo mandato las retribuciones que por todo concepto recibiera el perso-
nal de la administración central y de los entes estatales allí indicados (art.
1°), serían ajustadas automáticamente todos los meses de acuerdo con el
Índice de costo de vida de la ciudad de Resistencia. El Poder Ejecutivo,
haciendo uso de una facultad concedida por el art. 114, 2°párrafo, de la
Constitución de la provincia, observó el proyecto, pero al insistir la Cámara
en su redacción original, se convirtió en ley por imperio del párrafo tercero
de la misma norma constitucional.

Que en virtud de lo expuesto y a tenor de lo previsto en el arto 9° de la
Constitución provincial y en el decreto-ley 1407/62 que lo reglamenta, el
señor Fiscal de Estado promovió la acción de inconstitucionalidad cuyo
resultado motiva el presente recurso.

5°) Que siguiendo la doctrina de Fallos: 269:243 y 308:2609, se con-
sidera procedente el recurso planteado, por cuanto se pone en tela de jui-
cio el principio de la división de poderes (art. 5° de la Constitución Nacio-
nal).

6°) Que en cuanto al primer supuesto, la actora sostiene que su consu-
mación se produce con el dictado de la ley N° 3389, ya que en ningún caso
la Cámara de Diputados podría aumentar los gastos ordinarios y los suel-
dos establecidos en el proyecto de presupuesto del Poder Ejecutivo (art.
115, inc. 3°, de la Constitución de la Provincia del Chaco), y porque el art.
53' del texto constitucional que el legislador utiliza como fundamento de
la ley extraordinaria de gasto público que sanciona, exige la creación del
recurso especial para hacerle frente, la inclusión de todo ello en la prime-
ra ley de presupuesto que se dicte, y finalmente el respeto del carácter tran-
sitorio implícito en todo régimen de excepci.ón con aspiraciones de vali-
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dez. Lo que, en criterio de la recurrente, para nada se ha cumplido en au-
tos.

r) Que para saber si la sanción de la ley N° 3389 ha invadido un ám-
bito de competencia reservado al Poder Ejecutivo, es preciso concentrar-
se en la indagación de si se han o no cumplido los recaudos exigidos por
el arto 53 de la Constitución provincial, para reputar válidas las leyes es-
peciales de gasto público que excepcionalmente autoriza. En el entendi-
miento -es obvio- de que la hermenéutica de esa norma incluye los mayo-
res gastos resultantes de los ajustes salariales de los agentes públicos, y en
la interpretación de que ello es también posible como resultado de un con-
texto normativo signado por las importantes facultades que la constitución
otorga al legislador, en materia de creación o supresión de empleos públi-
cos (art. 52), en la determinación de las condiciones de su ingreso, ascenso,
remoción, traslado o incompatibilidad (art. 66, párrafo 2°), en la organic
zación de su carrera y dictado de su estatuto (art. 115, inc. 12°).

8°) Que estas exigencias han sido cumplidas por el arto 14 de la Ley
Presupuestaria Provincial N° 3419, sancionada el 18 de octubre de 1988,
que crea el recurso necesario para hacer frente a la mayor erogación resul-
tante de la ley N° 3389, y le da a ésta la cabida presupuestaria que la cons-
titución ordena bajo pena de caducidad (art. 53).

9°) Que no es razonable la afirmación de la actora, de que el ajuste sa-
larial automático establecido por la ley N° 3389, carezca del límite tem-
poral inmanente a todo régimen de excepción. Por el solo hecho de remi-
tirse ella a la ley presupuestaria, cabe concluir que establece para sí una
vigencia no superior al año (art. 137, inc. 8°). Por lo demás, la apelación
que la recurrente hace al arto 115 inciso 3° de la Constitución provincial,
cuando en torno al presupuesto expresa que en "ningún caso la cámara
podrá aumentar los gastos ordinarios y los sueldos fijados en el proyecto
del Poder Ejecutivo", deviene abstracta por la apuntada inserción de la ley
3389 en la ley de presupuesto sancionada inmediatamente después (art. 14
de la ley 3419).

10) Que cuando el a qua sostiene (fs. 89 vta./9l) que como no hay dis-
posición constitucional expresa en torno a la fijación y aumento de las re-
tribuciones de la administración pública, es preciso recurrir a la interpre-
tación contextual y dirimir la cuestión en un sentido acorde con las múl-
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tiples y relevantes competencias que la Carta Magna provincial concede
a la Cámara de Diputados en materia presupuestaria, en menoscabo de las
que a similares efectos otorga al Poder Ejecutivo (art. 115, inciso 1° Y 12°;
art. 25 y art. 26, inciso 2°; art. 137, incisos 8° y 9°), es evidente que deja
sin sustento la tacha de arbitrariedad pretendida por la actora, a causa de
una supuesta falta de pronunciamiento sobre el tema.

11) Que corre la misma suerte la restante impugnación de arbitrariedad
que el recurrente esgrime, toda vez que el superior tribunal de la causa le-
jos de prescindir de la aplicación del art. 53 de la Constitución provincial,
considera que se han satisfecho sus exigencias con la sanción del art. 14
de la Ley de Presupuesto N° 3419 (fs. 89/89 vta.).

12) Que con lo expuesto basta para desmerecer la última de las afirma-
ciones del Fiscal de Estado de la Provincia del Chaco; esta vez referida a
que el fallo recurrido se funda en afirmaciones dogmáticas.

Por todo lo cual se resuelve confirmar la sentencia apelada en cuanto
fue materia del recurso extraordinario, declarándolo improcedente en lo
que respecta a la arbitrariedad planteada. Con costas por su orden atento
la naturaleza de la cuestión planteada. Notifíquese y devuélvase.

RODOLFO C. BARRA.

FISCAL !lE ESTADO IJE LA PROVINCIA DEL CHACO

RECURSO EXTRAORDINARIO: I'rillCliJios gCl/cra!es.

Es inadmisible el recurso extraordinario contra la sentencia que resolvió que, por
. disposición dc los incs. II y 12 del art. 137 y por mandato del art. 5° dc la Consti-
tución del Chaco, interpretados de modo sistemático con el resto de los preceptos
que consagran el principio republicano de la división de poderes, era inconstitucio-
nalla ley 3402 que dispuso que la designación del Jefe de Policía por el Poder Eje-
cutivo se hiciera con acuerdo de la Cámara de Diputados: art. 280 del Código Pro-
cesal.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sentwcias
arbitrarias. IllIprocedencia del recurso.

La sentencia que interpreta que el Gobernador del Chaco -en tanto jefe de la admi-
nistración- posee la facultad de nombrar y remover funcionarios sin otros límites
que los establecidos de manera expresa por el constituyente, y desestima la preten-
sión de ver en la ley 3402 el ejercicio por la legislatura de la facultad que implíci-
tamente le atribuye la Constitución local para establecer facultades concurrentes en
la designación de determinados funcionarios, formula una interpretación que no
excede el marco de posibilidades que las normas citadas brindan (Voterdel Dr. Ro-
dolfo C. Barra).

CONSTITUCIONES PROVINCIALES.

La necesidad de armonía conduce a que las constituciones provinciales confirmen
y sancionen lo esencial de la forma de gobierno y los principios, declaraciones y
garantías de la Constitución Nacional, pero no exige que sean una copia literal y
mecánica de ésta, con olvido de la diversidad de sus caracteres físicos, sociales e
históricos o de sus particulares anhelos o aptitudes colectivos (Voto del D1'. Rodolfo
C. Barra).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de mayo de 1992.

Vistos los autos: "Fiscal de Estado de la Provincia del Chacó si acción
de inconstitucionalidad ley provincial N° 3402".

Considerando:

Que el recurso extraordinario es inadmisible (art. 280 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación).

Por ello, se desestima el recurso extraordinario. Con costas. Notifíquese
y, oportunamente, devuélvase .

. RICARDO LEVENE (H) - RODOLFO C. BARRA (por su voto) - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO - EDUARDO

MOLlNÉ O'CONNOR.
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VOTO DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE SEGUNDO DOCTOR DON RODOLFO C. BARRA

Considerando:

1°) Que contra la sentencia del Superior Tribunal de Justicia de la Pro-
vincia del Chaco (fs. 51/59) que hizo lugar a la acción de inconstituciona-
lidad articulada por el señor Fiscal de Estado contra la ley provincial N°
3402, la Dra. Rosa Elida Ferraro de Carballeira, en nombre y representa-
ción del Poder Legislativo de dicha provincia, interpuso el recurso extraor-
dinario de apelación federal (fs. 62/72) que fue concedido a fs. 88/90.

2°) Que la sentencia del superior tribunal de la provincia cuya
impugnación se persigue, sostiene que por disposición de los incisos II y
12, del art. 137 y por mandato del art. 5° de la Constitución provincial,
interpretados de modo sistemático con el resto de los preceptos que con-
sagran el principio republicanQ de la división de poderes, cabe hacer lu-
gar a la acción iniciada por el señor Fiscal de Estado, y consiguientemente
.declarar la inconstitucionalidad de la ley provincial nO3402 que median-
te reforma del art. 30 de la ley nO3040, dispuso que la designación del Jefe
de Policía por el Poder Ejecutivo, se hiciera con acuerdo de la Cámara de
Diputados.

3°) Que la recurrente impugna la sentencia del a qua por adolecer de
graves vicios que la descalifican como acto jurisdiccional válido. En tal
sentido sostiene que carece de adecuada fundamentación, ya que efectúa
un repaso superficial de las disposiciones constitucionales de la provincia
sobre asignación de funciones entre los distintos poderes del estado, pero
no da razones para avalar su afirmación de que la Carta Magna prohibe el
nombramiento del Jefe de Policía con acuerdo del Poder Legislativo. Por
el contrario -dice- la economía general de la Constitución chaqueña revela
una concepción político-sociaLy una teoría jurídica que enfatiza más el
equilibrio y el control recíproco entre los poderes que su división en fun-
ciones estancas; de lo que es buena prueba el sistema de acuerdos que el
legislativo ha de prestar a determinados actos del ejecutivo, dispuesto por
la Constitución provincial con un carácter abierto y no taxativo, como sur-
ge del inciso 28 de su art. 115. Para concluir, la recurrente aduce grave-
dad institucional bastante, como para superar los escollos procesales que
pudieran afectar la admisibilidad de la apelación entablada.
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4°) Que conferido el traslado del art. 257 del Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación, el Fiscal de Estado de la Provincia del Chaco
manifiesta: a) que el Poder Legislativo local carece de legitimación para
ser parte en el juicio articulado con arreglo a los arLs. 9° y 170, inc. a), de
la Constitución provincial, y al decreto-ley N° 1407/62 que reglamenta el
recurso de inconstitucionalidad, ya que en su art. 7° dispone que se correrá
traslado a aquella fiscalía de las demandas dirigidas contra actos de los
Poderes Legislativo o Ejecutivo, pero no autoriza a subrogar esa represen-
tación en el Poder Legislativo, cuando el que cuestiona la constituciona-
lidad de un acto de éste es el propio Fiscal de Estado. Con igual sustento
niega legitimidad a la Cámara de Diputados, para interponer el presente
recurso extraordinario federal; b) que en esta causa se discute la adecua-
ción o no de una ley local a la Constitución de la provincia, por lo que falta
el caso federal. A este respecto añade que como no se expresa en el recurso
la cuestión federal debatida, el mismo carece de fundamentación autóno-
ma; c) que la mera disconformidad del recurrente con la interpretación que
el a qua hace del art. 137, incisos II y 12 de la Constitución de la Provincia
del Chaco, no constituye causal de arbitrariedad; d) que no hay conflicto
de p.oderes ni cuestión institucional alguna, toda vez que se ha expedido
el órgano de contralor de la Constitución local, el Superior Tribunal de
Justicia, decretando la inconstitucionalidad de una ley que ha sido impug-
nada por quien tiene legitimación para ello.

5°) Que en efecto, cuando la sentencia en crisis interpreta que el Go-
bernador -en tanto jefe de la administración- posee la facultad de nombrar
y remover los funcionarios bajo su dependencia sin otros límites que los
establecidos de manera expresa por el constituyente, y desestima la pre-
tensión de la apelante que ve en la ley provincial N° 3402, el ejercicio para
la legislatura de la facultad que implícitamente le atribuye la Constitución
local para establecer facultades concurrentes en la designación de deter-
minados funcionarios, formula una interpretación que no excede el mar-
co de posibilidades que las normas citadas brindan, por lo que no incurre
en arbitrariedad (Fallos: 304:948 y 1826; 307: 1803 y causa: C.557 .xXII.
"Cook, Carlos Augusto, Vocal Cámara de Apelaciones de C. del Uruguay
si amparo", deIS de abri I de 1990, entre otros muchos). Se refuerza el aba-
nico de interpretaciones posibles a cargo del Superior Tribunal de Justi-
cia de la Provincia, si se toma en consideración que, como esta Corte ha
expresado, la Constitución Nacional declara la unidad de los argentinos en
torno del ideal republicano, pero se trata de la unidad en la diversidad pro-
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veniente del ideal federalista abrazado con parejo fervor que el republica-
no; porque la necesidad de armonía conduce a que las constituciones pro-
vinciales confirmen y sancionen lo esencial de la forma de gobierno y los
principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional, pero no
exige que sean una copia literal y mecánica de ésta, con olvido de la diver-
sidad de sus caracteres físicos, sociales e históricos, o de sus particulares
anhelos o aptitudes colectivos (causa: B.26.XXI. "Bruno, Raúl Osvaldo si
amparo", del 12 de abril de 1988).

6°) Que por lo demás, se trata de la inteligencia que cabe atribuir a cláu-
sulas constitucionales y legales de una provincia, materia ajena a la juris-
dicción que acuerda el art. 14 de la ley 48, si es que -como sucede en el sub
judice- en el recurso extraordinario no se alega violación del principio de
separación de los poderes del estado y de la norma en cuya virtud las pro-
vincias deben adecuar sus respectivas constituciones a los principios, de-
claraciones y garantías de la Constitución Nacional (causa: F. 101.XXI.
"Fiscal de Estado DI'. Luis Magín Suárez", del 23 de febrero de 1987. Doc-
trina de Fallos: 298:321; 302:1662; 306:285 y 614; 307:919; y causa:
A.609.XXIII. "Acción Chaqueña si oficialización lista de candidatos", del
25 de setiembre de 199 1).

Por ello, se declara mal concedido el recurso extraordinario. Con cos-
tas. Notifíquese y oportunamente devuélvase.

RODOLFO C. BARRA.

UNITAN S.A. v. PROVINCIA DE FORMOSA

RIOS.

La ribera. no involucra a las márgenes, que no participan del carácter de bien del
dominio público y sobre las que ejercen sus derechos los propietarios ribereños.
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Los terrenos ubicados en las márgenes constituyen propiedad privada, bien que
sometida a un régimen particular (art. 2639 del Código Civil) y a sus dueños asiste
el derecho de protegerlas de la acción de las aguas.

No existe mandato legal alguno que ponga en cabeza del Estado el cuidado de las
márgenes.

Son los ribereños quienes deben soportar el costo de las obras defensivas de la ac-
ción erosiva del río que encaren, pues sólo a ellos benefician y no media responsa-
bilidad de terceros en el daño que en esas circunstancias se produzca.

Concebida la defensa de las márgenes como un derecho de los ribereños derivado
de su condición jurídica, no encuentra asidero la presunta responsabilidad que se
atribuye a la provincia con fundamento en normas del Código Civil.

Resulta desacertado hacer derivar del art. 2340 del Código Civil y del carácter de
titular del domini'o público que ostenta el Estado sobre las aguas navegables, la
obligación de reparar los daños causados por la aeción crosiva del río sobre las
márgenes.

COSTAS: Derechos para litigar.

Correspondc imponer las costas por su orden si la aetora pudo crccrse con derecho
para litigar.

RfOS.

Los gastos para conjurar el peligro de derrumbe de instalaciones ubicadas en las
márgenes, por la acción erosiva del río, deben soportarlos en partes iguales quien
realizó obras de remoción de las estructuras que actuaban como defensas, y el pro-
pietario ribereño que las mantuvo por un largo período en estado de deterioro, lo
que determinó que cumplieran a medias la función proteetora (Disidencia de los
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Dres. Mariano Augusto Cavagna Martínez, Julio S. Nazareno y Eduardo Moliné
O'Connor).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de mayo de 1992.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que a fs. 9/18 la empresa Unitan S.A~I.C.A. inicia una acción de
daño temido contra la Provincia de Formosa, CO.DE.FOR. y la Unión
Transitoria de Empresas De Vida - Concic como consecuencia de la situa-
ción existente en la barranca sobre el río Paraguay en la zona que linda con
las fábricas de bisulfito y tanino de su propiedad y que pone en grave pe-
ligro sus instalaciones ubicadas, como lo destaca a fs. 12, en un terreno que
';llega hasta la ribera y tiene como límite el dominio público establecido
por el Código Ci vi 1".

Tal situación, provocada por las obras iniciadas por la provincia por
intermedio de la corporación CO.DE.FOR. creada por ley 1270, cuyo con-
tratista fue la mencionada unión transitoria de empresas, ha ocasionado el
deslizamiento del muelle de cargamento, el debilitamiento o claudicación
de las defensas por ella construidas, y privó de sustentación a edificios de
su planta fabril. La barranca que linda con su propiedad, expresa, estaba
protegida por tableestacados y muelles, defensas levantadas, mantenidas
y controladas por Unitan desde su emplazamiento (fs. 13).

2°) Que a fs. 243/245 amplía la demanda destacando la condición de
parte de la Provincia de Formosa observada en el dictamen del señor Pro-
curador General de fs. 59/60. Afirma que aquel estado es titular de la re-
lación jurídica en que se apoya la acción por cuanto Su responsabilidad
nace de su condición de guardián de la ribera, como se desprende de los
incs. 3° y 4° del art. 2340 del Código Civil que estatuye que los ríos, sus
cauces y las riberas internas son bienes públicos del Estado, de lo previs-
to en el art. 2644 de ese mismo texto legal y, también, de su art. 1113.

3°) Que este planteo de la actora obliga a ciertas precisiones acerca de
la interpretación que merecen esas normas, para lo cual es conveniente
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señalar, como paso previo, su propia manifestación de fs. 12 donde pun-
tualiza que la propiedad tiene como límite el dominio público provincial.
Para Unitan, el art. 2340 del Código Civil impone al Estado el cuidado de
la ribera pero las conclusiones que de allí extrae no parecen correctas.

En tal sentido, es necesario destacar que en su definición jurídica la ri-
bera no involucra a las márgenes que no participan del carácter de bien del
dominio público y sobre las que ejercen sus derechos los propietarios
ribereños. En efecto, los terrenos allí ubicados constituyen propiedad pri-
,vada, bien que sometida a un régimen particular (art. 2639 del Código Ci-
vil), y a sus dueños asiste el derecho de protegerlas de la acción de las
aguas.

De esta aclaración se desprende una consecuencia importante. No exis-
te mandato legal alguno que ponga en cabeza del Estado el cuidado de ese
ámbito físico y así pareció entenderlo la actora, quien invariablemente -y
a Jo largo de los años, según 10 expresa- asumió la construcción y cuida-
do de obras de defensa (fs. 13, ver escrito de fs. 30/37 del expediente que
promovió ante lai\.~ticia federal contra la Flota Fluvial del Estado Argen-
tino).

Por lo demás, los riesgos que soporta su propiedad no son sino los que
provienen de las propias características del lugar donde está emplazada,
sometido a la intensa acción erosiva del río facilitada por la particular
constitución de las tierras, como lo destacan en forma coincidente los in-
formes técnicos incorporados en autos. De tal manera, no resulta aplica-
ble el art. 2644 del Código Civil como lo pretende la actora sino el inme-
diato anterior que regula las alteraciones que en condiciones ordinarias
provocan las aguas. Son los ribere,ños quienes deben soportar el costo de
las obras defe'nsivas que encaren pues éstas sólo a ellos benefician y no
media responsabilidad de terceros en el daño que en esas circunstancias se
produzca. Se trata, en suma, de la aplicación del principio general de que
las cosas se pierden o deterioran para sus dueños.

De tal suerte, concebida la defensa de las márgenes como un derecho
de los ribereños derivado de su condición jurídica -y tal parece haber sido
la convicción de Unitan, como ella misma se encarga de destacarlo- no
encuentra asidero la presunta responsabilidad que se atribuye a la Provin-
cia de Formosa con fundamento en las normas del Código Ci vil citadas a
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fs. 243/245. Por otra parte, y en cuanto al arto 2644, cabe recordar que para
nada se ha demostrado la ocurrencia de fenómenos como los allí contem-
plados.

Por ello, resulta desacertado hacer derivar del art. 2340 y del carácter
de titular del dominio público que ostenta el Estado sobre las aguas nave-
gables obligación de reparar los daños. Si bien como consecuencia de ello
ejerce el poder de policía de seguridad en los ríos navegables, parece ex-
cesivo imponerle el cuidado de las márgenes -que escapan a ese dominio-
para evitar fenómenos que no son sino riesgos que asumen los ribereños
como tales.

Definido así el punto, queda claro que ellos deben soportar la carga de
su inacción de comprobarse una conducta negligente en la preservación de
sus bienes; así surge del precedente de Fallos: 140:80.

Como las demandadas han atribuido esa conducta a Unitan, que la des-
carta enfáticamente al poner de relieve su constante preocupación por la
preservación de las márgenes, resulta necesario determinar si los daños
invocados son consecuencia del desinterés de la actora o si, por el contra-
rio, provienen de la realización de las obras que proyectó CO.DE.FOR., y
tomó a su cargo la empresa De Vido-Concic, en particular de su interrup-
ción y de la remoción de. estructuras que según aquélla actuaban como
defensas. La dilucidación de este punto obliga a considerar los informes
técnicos presentados.

4°) Que el perito designado por este Tribunal, ingeniero Juan Dalbagni,
quien efectuó el informe preliminar que obra a fs. 263/264, presentó su
dictamen a fs. 407/482. En él desarrolló extensamente las características
del río Paraguay en cuanto se relacionan con su cuenca, las modalidades
hidráulicas, la naturaleza de su lecho, su estabilidad y el fenómeno erosivo,
deteniéndose, en lo que hace a este último, a estudiar sus efectos sobre el
lugar de emplazamiento de la propiedad de Unitan (ver fs. 410 vta./423).

En cuanto a las primeras, son de destacar sus afirmaciones respecto de
las velocidades de las aguas y la gravitación de los vórtices (fs. 419/420).
Y, en lo atinente al feriómeno erosivo, no debe perderse de vista que ad-
mite para períodos de aguas altas "socavaciones efectivas" (fs. 422 vta.),
que se manifiestan de manera más aguda en la curva del río donde se en-
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cuentra el predio de la actora. Explica, en ese sentido, que "en los casos de
escurrimiento a lo largo de las curvas, el desplazamiento de las aguas a la
máxima velocidad se produce precisamente en la margen cóncava o exte-
rior. En esta margen, la presencia de corrientes secundarias producidas por
la curva tiende a aumentar la fuerza de arrastre del material del lecho del
río". Por esta razón, agrega, "la mayor capacidad del escurrimiento tam-
bién se verifica en esa margen" y es en ese contexto que se "justifican las
obras de protección construidas oportunamente por la administración pro-
vincial y por la parte actora para proteger la barranca ribereña contra esa
acción erosiva" (fs. 423). Puede apreciarse también -según Dalbagni- "la
gravedad y el futuro amenazador para la estabilj'dad de esa margen al ha-
ber quedado parcialmente des protegida debido a la eliminación de una
parte de las antiguas defensas que no han sido reemplazadas por las pro-
yectadas" -"Al encontrarse pri vada de estas obras de defensa, la margen
ribereña está sometida a la acción erosiva del río", lo que agravará la soca-
vación y el desmoronamiento de la barranca" (fs. 423).

Más adelante, se ocupa de la ubicación del inmueble y de la situación
actual en el lugar de su emplazamiento (fs. 423 vta./43I ). La fábrica de
Unitan se encuentra sobre un terreno que linda con el río y cae hacia éste
con un talud pronunciado formando, una barranca sobre la que -desde al-
rededor del año 1932- se construyeron junto con la fábrica varias instala-
ciones, como: muelles, defensas de costas, desagües, toma de agua, etc.
Algunas de esas estructuras ya no existen, según expresa el perito; pero,
entre las que subsisten, se destaca "en primer lugar un muelle que antigua-
mente sirvió par'¡ ~l embarque de la producción de la fábrica" y que es
"precisamentl' .:1oue sufrió las consecuencias del deslizamiento último".
Existen, asip"smo defensas de margen que arrancan a la altura de la planta
de bisulfi'c) "donr e la costa muestrá una fuerte inflexión hacia el lado te-
rrestre;. se prok'1gan al sur más allá del muelle" (fs. 424). Esas defensas
se muestran en 1 na doble línea como se representa en la figura N° 7 Yhan
sido construid,. , "hace más de 50 años, y si bien han tenido algunos pro-
blemas de est:nilidad a lo largo de su vida útil, han cumplido su objetivo
de proteger 1;1 margen" (fs, 424 vta.).

El lugar. según Dalbagni, se caracteriza por presentar suelos arcillosos
y una fuerte pendiente, todo 10 que constituye un gran riesgo de inestabi-
lidad y en el punto donde cedió el tableestacac!o y se derrumbó el muelle
se presenta como un promontorio enfrentado a la corriente (fs. 426/427).
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El comportamiento hidrosedimentológico del río provoca -insiste- una
socavación permanente (fs. 427).

En la actualidad -se refiere a las visitas de diciembre de 1989 y febre-
ro de 1990- se han producido deslizamientos de caractC'rÍsticas similares
a los producidos en épocas anteriores que destruyeron muelles y espigo-
nes provocando un retroceso gradual de la línea de costa.

Es por ello -sostiene- que a partir de 1981 las autoridades provinciales
encararon un plan de obras que comenzaron con la remoción de estructu-
ras existentes, entre ellas el muelle de bisulfito 'sobre el terreno de Unitan,
y que en la actualidad se encuentran paralizadas unos 30 metros antes de
llegar a la propiedad de la actora, por lo que "no han alcanzado pues a pro-
tegerla siquiera parcialmente" (fs. 428). De tal suerte, la margen de la
actora presenta por un lado las viejas defensas de madera semi destruidas,
y antes de Ilegal' a la calle Paraguay, la nueva defensa paralizada aproxi-
madamente 30 metros más adelante de la costa. Si bien las obras no han
alcanzado el predio de la demandante, sí lo han hecho las tareas de
excavación para el perfilado de la barranca, facilitando de este modo el
ingreso de las aguas altas a la zona mencionada a través, entre otros, del
espacio abierto en el que anteriormente se encontraba el muelle de
bisul fito". En otras palabras -agrega- la corriente del río es guiada a la zona
de derrumbe a raíz de "la solución de continuidad en las defensas, provo-
cada por la ausencia del muelle de bisulfito" (fs. 428/431).

Alude a continuación a las comprobaciones efectuadas mediante el re-.
conocimiento judicial y, en particular, al "fenómeno de deslizamiento de
la barranca hacia el río, que afectó seriamente el muelle de cargamento
volviéndolo impracticable", y a las dos líneas de defensa de costa (fs. 433
vta.). El estado del primero no sólo implica su inutilización: "los vórtices
que crea esa estructura semidestruida" provocan "erosiones localizadas al
pie de la barranca con su consiguiente degradación y amenaza para su es-
tabilidad" (fs. 435).

Más adelante, alcontestar específicamente al cuestionario propuesto,
el Ing. Dalbagni agrega comentarios importantes. Reitera la discontinuidad
en la parte inicial de la línea de defensa causada por el retiro del muelle de
bisulfito, lo que torna vulnerable la zona a las corrientes (fs. 442); los an-
tecedentes de las obras defensivas (fs. 442 vta./445) a los que alude en su
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secuencia cronológica más adelante (fs. 457), y los efectos atribuidos a las
colisiones de distintas embarcaciones contra los muelles producidas entre
los años 1978-1982, a las que se hará referencia a continuación.

Entre 1978 Y 1979 los muelles de carga (el hoy derrumbado) y el de
bisulfito (al que se atribuye aptitud defensiva) sufrieron colisiones. En
marzo de 1979 este último sufrió el corte de "prácticamente el 50% de su
estructura de apoyp" (fs. 446), en junio y septiembre de ese año soportó
nuevos impas',us y en ese mismo mes el de cargamentos "ofrece serio pe-
ligro dado q 'e su maderamen se hallaba muy deteriorado" (fs. 446 vta.).
Concluye el¡.-unto señalando que el mueJle de bisulfito -que fue luego re-
movido por 'jTE- "aun deteriorado servía a la defensa de la costa poI' lo
que su desa¡Jarición provocó el agravamiento de la situación de peligro",
y, destaca, que las colisiones no alteran las consecuencias negativas de "la
desaparición de las defensas construidas por Unitan y la no construcción
de nuevas defensas por parte de los demandados" (fs. 447).

A fs. 473 el experto analiza las causas que a su juicio provocaron el
desmoronamiento parcial de la barranca, a las que califica de naturales y
antrópicas. Entre las primeras vuelve a destacar el fenómeno de erosión
que provoca el río y que obliga a efectuar obras de defensa. Esta situación
ha llevado, ya desde los años 30, a realizar un conjunto de trabajos para
proteger las márgenes, para lo cual se construyeron muelles y
tableestacados por parte de entes públicos y, en el caso concreto del fren-
te costero, por parte de la actara; trabajos cuya eficacia ha sido dispar con
el correr del tiempo. Aguas arriba del predio de la Unitan quedaron des-
truidos y desaparecieron muelles y espigones de atraque, galpones, vías
férreas y otras instalaciones; en cambio, en la costa ocupada por la actora
no se produjeron hasta 1989 accidentes tan graves como los que dan lugar
a este pleito. Sobre esa base afirma que ese buen comportamiento "de las
defensas de la actora durante un tiempo muy prolongado ha dependido de
su contÍnuo y correcto mantenimiento, complementación y refuerzo". Ello
hace que para evaluar las posibles causas del desmoronamiento se deba
considerar la gravitación de acciones antrópicas como las que describe a
fs. 477. En ese sentido menciona los efectos de las colisiones de embar-
caciones, la excavación del talud y la limpieza de la traza, a la que atribuye
provocar un aumento de velocidad del agua.
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5°) Que a más de esos fenómenos el perito menciona otras dos circuns-
tancias. La primera de ellas, a la que acuerda singular gravitación, es el
retiro sin reemplazo del muelle de bisulfito. En ese sentido, desprecia la
importancia de otras estructuras removidas (ver fs. 462 vta./463) pero se-
ñala la importancia de esa defensa que protegía el "tramo de costa com-
prendido entre el mismo y el muelle de cargamento" con trascendencia
sobre la faja costera de Unitan y a la que "su remoción le priva de la pro-
tección que estaba destinada a brindar a la costa e introduce una disconti-
nuidad en la línea de defensa" (fs. 462 vta.). Esos conceptos los reitera a
[s. 479 vta., al afirmar que "la falta de este muelle elimina entonces una
estructura deflectora de la corriente" y provoca el consiguiente aquieta-
miento de estas aguas abajo del mismo", lo cual había anticipado a fs. 447
cuando señaló que el citado muelle aun en el estado en que se encontraba
servía a la defensa de la costa, por lo que su desaparición agravó el peli-
gro.

Así asume trascendencia la interrupción de las obras emprendidas por
la contratista De Vido-Concic producida unos treinta metros antes del em-
plazamiento de aquél. "De este modo"-dice- "al final del muro cuando la
corriente supera el mencionado plano de trabajo el flujo continúa su cur-
so hacia el promontorio ubicado frente al predio de la actora donde entra
en contacto directo con la barranca defendida configurando la situación de
extrema peligrosidad" que se menciona en el informé de HYTSA (fs. 427/
431, fotografías de fs. 429, fs. 459/463). La interrupción ha provocado que
la propiedad de Unitan no se vea protegida, con el agravante de que la sus-
pensión de los trabajos no implicó la de las tareas de excavación para el
perfilado de la barranca. Las aguas altas ingresan así a través del espacio
que ocupaba el muelle mencionado, lo que implica que "la corriente del río
es guiada a la zona donde se ha producido el derrumbe de la barranca y el
descalce de las fundaciones de los galpones de la actora" (fs. 428 vta./431).
En cambio, aunque reconoce la debilidad de los suelos de "pobres carac-
terísticas estructurales e hidráulicas" (fs. 464) afirma que las obras de de-
fensa encaradas por Unitan han prevenido su colapso (1's. 464 vta.).

6°) Que estas afirmaciones han merecido serias observaciones por parte
de los demandados (fs. 510/535, 536/542 Y 543/564). De ellas merecen
destacarse las realizadas por el consultor técnico de CO.DE.FOR., Ing.
Ricardo A. Schwartz, quien, en sustancia, le reprocha no haber conside-
rado la calidad del suelo sobre.el que está asentada la propiedad de la
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actora, como así también la importancia que el Ing. Dalbagni asigna a la
acción defensiva que atribuye a los muelles y en particular al de bisulfito.
Con relación a este último destaca que estaba marcadamente deteriorado
desde] 979 y que, por ]0 demás, no tenía como función ser un medio de
defensa puesto que como estructura transparente que era no podía cumplir
ese rol. Señala, también, la falta de mantenimiento que evidenciaban las
defensas y la contradicción que importa atribuir a estructuras deterioradas
actuar como vórtices, con efectos negativos para atenuar el impacto de la
corriente, y, por otro lado, como en el caso del muelle en cuestión, asig-
narle importancia defensiva.

r) Que el ingeniero Dalbagni insistió en la importancia del muelle de
bisulfito al contestar e] pedido de explicaciones a fs. 630/638. En ese sen-
tido se remitió a opiniones técnicas que reconocen función protectora a
estructuras permeables, lo que provocó nuevas observaciones de los de-
mandados.

8°) Que, como se desprende de los considerandos precedentes, el Ing.
Dalbagni acuerda singular importancia a la remoción del muelle llamado
de bisulfito que se constituye así en la causa decisiva de los daños. Sobre
el punto, se suscitaron las divergencias más agudas entre el perito desig-
nado de oficio y el Ing. Schwartz, consultor técnico de CO.DE.FOR., cons-
tituyéndose así en el tema central del debate.

En este sentido y como consideración preliminar, es oportuno recordar
que no existen discrepancias acerca de la naturaleza de los suelos en los
que está emplazada la propiedad de Unitan ni acerca de las características
de las barrancas; sólo el Ing. Schwartz cuestiona la opinión del Ing.
Dalbagni al jerarquizar los efectos erosivos del río por sobre la calidad de
aquéllos. Es también de destacar que la ubicación del predio de Unitan -
expuesta a ]a acción del rÍo- requiere la construcción de defensas que, re-
cuerda el perito designado de oficio, sólo cumplirán su cometido si parti-
cipan de un diseño correcto y de un adecuado mantenimiento.

Para ello, es importante considerar los antecedentes de episodios simi-
lares que indica a fs. 455/457, como así también las obras encaradas por
la actora desde 1932, cuya enumeración cesa cuando alude a la tramitación
de las que se proyectaron en 1959 (fs. 475/476). Dalbagni menciona, asi-
mismo, el buen comportamiento que presentaron, y resta importancia a los
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episodios producidos en la franja de la costa de Unitan (fs. 476/477). En
el anexo B 2 obran las sucesi vas presentaciones de la actora ante las au-
toridades pertinentes y en el paso del tiempo.

Pero del informe del Ing. Dalbagni surge que, a su juicio, la causa de-
terminante de los daños ha sido la remoción del llamado muelle de bisulfito
el que -sostiene- "a diferencia de otros" ... "tiene influencia sobre Unitan"
y que "la priva de la protección que estaba destinado a brindar a la costa
e introduce una discontinuidad en la línea de defensa". En otras palabras
-deCÍa Dalbagni- "el muelle de bisulfito protege el tramo de costa compren-
dido entre el mismo y el muelle de cargamento" (fs. 462 vta.).

Sobre el particular, caben dos observaciones. La primera, relacionada
con la efectividad como elemento de defensa de estructuras transparentes
o permeables que enfrenta a ambos técnicos. La segunda, con el estado en
que se encontraba el muelle de bisulfito antes de producirse los daños de-
nunciados y si esa condición reducía su eventual aptitud protectora.

En el primer caso, el plano que obra a fS.-467 revela una estructura de
pilotes que no impide el paso del agua y que parcialmente destruida podría
sufrir los efectos de vórtices como los que el propio informe denuncia res-
pecto del muelle de carga ahora afectado. El flujo "a través de la red de
pilotes y caballetes destruidos produce fuertes erosiones localizadas debi-
do a la gran turbulencia generada por el desprendimiento de vórtices que
fácilmente socava la arena fina proyectándose a la posterior degradación
de las barrancas con la consiguiente eliminación progresi va del terreno en
que se fundan los galpones de la parte actora" (fs. 420 vta.).

Pero, aun en condiciones normales, es dudosa la aptitud defensiva de
una construcción semejante. Como lo advierte el Ing. Schwartz, el propio
Dalbagni, al proponer entre las obras necesarias aquéllas que sirvan para
desviar la corriente, diseñó espigones que conforman una estructura opa-
ca diversa a la transparente del muelle de bisulfito y, por otro lado, los
modelos ilustrativos que se indican a fs. 590/604, si bien son idóneos para
reconocer calidad defensiva a elementos permeables y justifican la postura
técnica del experto, no parecen similares al que aquí es objeto de contro-
versia.
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9°) Que lo cierto es que las consideraciones precedentes no pasan, ha-
bida cuenta de lo que a continuación se expondrá, de una mera especula-
ción,teórica. En efecto, las defensas de la actora y en su caso el recorda-
do muelle, distaban de encontrarse en buenas condiciones. Y así surge tan-
to de las constancias del expediente judicial citado anteriormente como de
las exposiciones levantadas ante la Prefectura Naval que obran en el anexo
D y también en la causa citada.

El 14 de septiembre de 1978, la actora denunció daños a sus instalacio-
nes, los que reiteró el 24 de marzo y el 16 de junio de 1979, cuando infor-
mó averías al muelle de tanino, lado norte, que nCles otro que el de
bi.sulfito. En el primer caso, los daños fueron importantes (Anexo D, fs. 4);
en el segundo ocasionaron "prácticamente su destrucción total" (Anexo D,
fs. 5) y la inspección dispuesta por la Prefectura comprobó la gravedad de
la colisión (fs. 340).

El 28 de septiembre una nueva denuncia alude en forma más explícita
a ese muelle y al de carga, definiendo al primero como semidestruído y al
segundo como sumamente deteriorado (fs. 7 anexo D, fs. 94 exp. judicial),
estado que igualmente destaca la verificación de averías de fs. 98/99 y se
reproduce en el acta de inspección levantada por la Prefectura Naval. Allí
el oficial Raúl Gilberto Alvarez indica que "el primer muelle (contando de
norte a sur - bisulfito) fue averiado en las partes ,que quedaban del mismo
en razón de que dicho muelle tiempo atrás había sido embestido por un
buque perteneciente a la Flota del Estado Paraguayo (se refiere al hecho
denunciado en la exposición 8/79 del 16 de junio), circunstancia en que ha
sido casi totalmente destruido en su estructura y que a la fecha no ha sido
reparado", y, asimismo, que el muelle carguero había sufrido serios daños.
La fotografía de fs. 355 ilustra claramente sobre la magnitud del impacto
sufrido por el muelle de bisulfito. Nuevas colisiones se denunciaron en el
año 1982 (fs. 10/11, anexo D). La ocurrida el día 17, protagonizada por el
buque motor "Litoral Argentino", provocó otros daños a las referidas ins-
talaciones.

En el escrito de iniciación de la demanda contra la Flota Fluvial Argen-
tina, la actora denunció las colisiones del 13 de septiembre de 1978 y 24
de marzo de 1979, a las que luego agregó las sufridas en el mes de septiem-
bre. A fs. 3 l explicitó que los daños "no sólo afectaron los muelles refe-
ridos sino también las defensas y tableestacados construidos por mi reprc-

\
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sentada cuya indemnización demanda en su carácter de propietaria". Agre-
gaba, pues, que las embestidas habían destruido "en gran parte e inutilizado
los muelles de referencia e instalaciones portuarias accesorios, todo lo cual
se hallaba en correctas y adecuadas condiciones conforme la permanente
atención y mantenimiento que para con ellos cumplía mi representada" (fs.
35/35 vta.). A su vez, en el escrito de fs. 129/134, donde hace mención a
los daños producidos en el mes de septiembre, destaca que las instalacio-
nes afectadas estaban en grave estado y con riesgo de desmoronamiento
(fs. 131 vta.).

A fs. l75/176otra presentación de la actora denuncia un hecho nuevo
y arrima una importante información "El día 11 de diciembre de 1981"
-dice- "se observó que la cresta de la barranca sobre el río Paraguay, in-
mediatamente después del muelle de bisulfito, aguas arriba, presentaba un
fuerte asentamiento o hundimiento con desniveles de más de un metro.
También se observó un deslizamiento hacia la defensa, inclinándola (más
o men()s 1,30 metros) causando posible rotura de pilotes, anclajes, etc.".
El día 16 se comprobó que "el movimiento aludido ha causado la pérdida
de una franja de terreno de aproximadamente 4,50 metros de ancho por 25
metros de largo desde el muelle hacia el norte. Además resultó destruida
la obra de defensa en toda esa zona" y al día siguiente -informa- se había
intensificado el fenómeno y el "tableestacado que protegía esa zona se in-
clinó aún más hacia el río" (fs. 175 vta.). Las fotografías que se adjuntan
(fs. 168/174) permiten apreciar el estado de las defensas y el muelle. Cabe
señalar, por último, que la sentencia de fs. 524/528 destacó el deficiente
estado de conservación de las instalaciones, que "no aparecen como ade-
cuadamente conservadas", lo que atribuye "al uso y edad pues las construc-
ciones son de madera dura" y "el estado de completa destrucción por fac-
tor ajeno a los hechos de esta causa",afirmación que respaldó en los infor-
mes de la Prefectura Naval (fs. 527 vta.). Recogió así las conclusiones del
perito Cancelo que surgen de su informe agregado a fs. 510/519 en cuan-
to a la vida futura útil de las construcciones. Merece destacarse que a fs.
424 vta. el perito Dalbagni atribuyó a las defensas levantadas por la actora
una antigüedad de 50 años.

10) Que toda vez que la influencia de la remoción del muelle de
bisulfito vino a constituirse en un antecedente fundamental para indagar
sobre las causas de los daños, tal corno se desprende del informe del Ing.
Dalbagni y lo reconoce la actora, que creyó necesario requerirle una ex-
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plicación específica sobre el punto (ver escrito de fs. 5 SI), resultan deci-
sivas para la solución del caso las constancias de que se hizo mérito prece-
dentemente.

y es precisamente en torno a su consideración que el informe del pe-
rito designado de oficio revela, al margen de la solvericia científica que
despliega, una inadecuada apreciación de las circunstal1cias de hecho. Si
aquella estructura, definida técnicamente como transpa'ente o permeable,
suscita serias dudas acerca de su eficacia defensiva -) en ese sentido el
Tribunal no puede ignorar las observaciones del Ing. Ser wartz (art. 477 del
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación)- parEce razonable afir-
mar 'que en el estado de conservación en que se hallaba y la disminución
que evidenciaba su superficie debió ser inoperante o, al menos, insuficiente
para prevenir el impacto de la corriente que, en el lugar donde se denun-
cian los daños, produce efectos indeseables en cuanto a la intensidad de la
erosión y consecuente ataque a suelos de pobre conformación.

Por otra parte, no se ha puesto en duda que esas ca ldiciones, que re-
conocen una notoria antigüedad -al punto que la sen ter cia del señor juez
federal citada las estima anteriores a las colisiones que motivan el juicio
en el que entendió- se hayan modificado en el período que va desde esos
hechos (aíios 1978 y 1979) hasta el acontecimiento dl~ los que ahora se
denuncian. Parece obvio, entonces, que la actora, que había asumido la
defensa de su propiedad (ver fs. 35, expediente judici¡J agregado), nada
hizo para remediar ese estado de cosas a las que se asigl1a vital importan-
cia en el acaecimiento de los daños al punto que las res ,antes causas pun-
tualizadas por el ingeniero Dalbagni carecen -privadas de ese sustento- de
calidad autónoma suficiente para constituirse en eficaC(~s generadoras del
daíio.

Por ello, se decide: Rechazar la demanda. Costas por su orden en aten-
ción a que la actora pudo creerse con derecho a litigar (3.rt. 68 del Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación). Notifíquese, devuélvanse los
expedientes agregados y, oportunamente, archívese.

RICARDO LEVENE (H) - MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTí~ EZ (en disidencia)-
RODoLFo C. BARRA - CARLOS S. FA YT - AUGUSTO CÉSAR BEL "USCIO - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO (en disidencia) - ÚDUARDO MOLlNÉ

O'CONNOR (en disidencia).
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DrSIDENCIADELSEÑORVICEPRESIDENTEPRIMERODOCTOR
DONMARIANOAUGUSTOCAVAGNAMARTÍNEZy DELOSSEÑORESMINISTROS

DOCTORESDONJuuo S. NAZARENOy DONEDUARDOMOUNÉO'CONNOR

1°) Que a fs. 9/18 la empresa Unitan S.A.LC.A. inicia una acción de
daño temido contra la Provincia de Formosa, CO.DE.FOR. y la Unión
Transitoria de Empresas De Vido - Concic como consecuencia de la situa-
ción existente en la barranca sobre el río Paraguay en la zona que linda con
las fábricas de bisulfito y tanino de su propiedad y que pone en grave pe-
ligro sus instalaciones ubicadas, como lo destaca a fs; 12, en un terreno que
"llega hasta la ribera y tiene como límite el dominio público establecido
porel Código Civil".

Tal situación, provocada por las obras iniciadas por la provincia por
intermedio de la corporación CO.DE.FOR. creada por ley 1270, cuyo con-
tratista fue la mencionada unión transitoria de empresas, ha ocasionado el
deslizamiento del muelle de cargamento, el debilitamiento o claudicación
de las defensas por ella construidas, y privó de sustentación a edificics de
su planta fabril. La barranca que linda con su propiedad, expresa, estaba
: r"tegida por tableestacados y muelles, defensas levantadas, mantenidas
y controladas por Unitan desde su emplazamiento (fs. 13).

2°) Que a fs. 243/245 amplía la demanda destacando la condición de
parte de la Provincia de Formosa observada en el dictamen del señor Pro-
curador General de fs. 59/60. Afirma que aquel estado es titular de la re-
lación jurídica en que se apoya la acción por cuanto su responsabilidad
nace de su condición de guardián de la ribera como se desprende de los
incs. 3° y 4° del art. 2340 del Código Civil que estatuye que los ríos, sus
cauces y las riberas internas son bienes públicos del Estado, de lo previs-
to en el art. 2644 de ese mismo texto legal y, también, de su art. 1113.

3°) Que este planteo de la actora obliga a ciertas precisiones acerca de
la interpretación que merecen esas normas, para lo cual es conveniente
señalar, como paso previo, su própia manifestación de fs. 12 donde pun-
tualiza que la propiedad tiene como límite el dominio público provincial.
Para Unitan, el art. 2340 del Código Civil impone al Estado el cuidado de
la ribera pero las conclu'siones que de allí extrae no parecen correctas.



1100 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

315

En tal sentido, es necesario destacar que en su definición jurídica la ri-
bera no involucra a las márgenes que no participan del carácter de bien del
dominio público y sobre las que ejercen sus derechos los propietarios
ribereños. En efecto, los terrenos allí ubicados constituyen propiedad pri-
vada, bien que sometida a un régimen particular (art. 2639 del Código Ci-
vil), y a sus dueños asiste el derecho de protegerlas de la acción de las
aguas.

De esta aclaración se des'prende una consecuencia importante. No exis-
te mandato legal alguno que ponga en cabeza del Estado el cuidado de ese
ámbito físico y así pareció entenderlo la actora, quien invariablemente-y
a lo largo de los años, según lo expresa- asumió la construcción y cuida-
do de obras de defensa (fs. 13, ver escrito de fs. 30/37 del expediente que
promovió ante la Justicia federal contra la Flota Fluvial del Estado Argen-
tino, agregado por cuerda).

Por lo demás, los riesgos que soporta su propiedad no son sino los que
provienen de las propias características del lugar donde está emplazada,
sometido a h intensa acción erosiva del río facilitada por la particular
constitución de las tierras, como lo destacan en forma coincidente los in-
formes técnicos incorporados en autos. De tal manera, no resulta aplica-
ble el art. 2644 del Código Civil como lo pretende la actora sino el inme-
diato anterior que regula las alteraciones que en condiciones ordinarias
provocan las aguas. Son los ribereños quienes deben soportar el costo de
las obras defensi vas que encaren pues éstas sólo a ellos benefician y no
media responsabilidad de terceros en el daño que en esas circunstancias se
produzca. Se trata, en suma, de la aplicación del principio general de que
las cosas se pierden o deterioran para sus dueños.

De tal suerte, concebida la defensa de las márgenes como un derecho
de los ribereños derivado de su condición jurídica -y tal parece haber sido'
la convicción de Unúan, como ella misma se encarga de destacarlo- no
encuentra asidero la presunta responsabilidad que se atribuye a la Provin-
cia de Formosa con fundamento en las normas del Código Civil citadas a
fs. 243/245. Por otra parte y en cuanto al art. 2644, cabe recordar que para
nada se ha demostrado la ocurrencia de fenómenos como los allí contem-
plados.
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Por ello, resulta desacertado hacer derivar del art. 2340 y del carácter
de titular del dominio público que ostenta el Estado sobre las aguas nave-
gables obligación de reparar los daños. Si bien como consecuencia de ello
ejerce el poder de policía de seguridad en los ríos navegables, parece ex-
cesivo imponerle el cuidado de las márgenes -que escapan a ese dominio-
para evitar fenómenos que no son sino riesgos que asumen los ribereños
como tales.

Definido así el punto, queda claro que ellos deben soportar la carga de
su inacción de comprobarse una conducta negligente en la preservación de
sus bienes; así surge del precedente de Fallos: 140:80.

Como las demandadas han atribuido esa conducta a Unitan, que la des-
carta enfáticamente al poner de relieve su constante preocupación por la
preservación de las márgenes, resulta necesario determinar si los daños
invocados son consecuencia del desinterés de la actora o si, por el contra-
rio, provienen de la realización de las obras que proyectó CO.DE.FOR., y
tomó a su cargo la empresa De Vido-Concic, en particular de su interrup-
ción y de la remoción de estructuras que según aquélla actuaban como
defensas. La dilucidación de este punto obliga a considerar los informes
técnicos presentados.

4°) Que el perito designado por este Tribunal, ingeniero Juan Dalbagni,
quien efectuó el informél preliminar que obra a fs. 263/264, presentó su
dictamen a fs. 407/482. En él desarrolló extensamente las características
del río Paraguay en cuanto se relacionan con su cuenca, las modalidades
hidráulicas, la naturaleza.de su lecho, su estabilidad y el fenómeno erosivo,
deteniéndose, en lo que hace a este último, a estudiar sus efectos sobre el
lugar de emplazamiento de la propiedad de Unitan (ver fs. 410 vta. /423).

En cuanto a las primeras, son de destacar sus afirmaciones respecto de
las velocidades de las aguas y la gravitación de los vórtices (fs. 419/420).
Y, en lo atinente al fenómeno erosivo, no debe perderse de vista que ad-
mite para períodos de aguas altas "socavaciones efectivas" (fs. 422 vta.),
que se manifiestan de manera más aguda en la curva del río donde se en-
cuentra el predio de la actora. Explica, en ese sentido, que "en los casos de
escurrimiento a lo largo de las curvas, el desplazamiento de las aguas a la
máxima velocidad se produce precisamente en la margen cóncava o exte-
rior. En esta margen, la presencia de corrientes secundarias producidas por
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la curva tiende a aumentar la fuerza de arrastre del material del lecho del
río". Por esta razón, agrega, "la mayor capacidad del escurrimiento tam-
bién se verifica en esa margen" y es en ese contexto que se "justifican las
obras de protección construidas oportunamente por la administración pro-
vincial y por la parte actora para proteger la barranca ribereña contra esa
acción erosiva" (fs. 423). Puede apreciarse también -según Dalbagni- "la
gravedad y el futuro amenazador para la estabilidad de esa margen al ha-
ber quedado parcialmente desprotegida debido a la eliminación de una
parte de las antiguas defensas que no han sido reemplazadas por las pro-
yectadas"-"Al encontrarse privada de estas obras de defensa, la margen
ribereña está sometida a la acción erosiva del río", lo que agravará la
socavación y el desmoronamiento de la barranca" (fs. 423).

Más adelante, se ocupa de la ubicación del inmueble y de la situación
actual en el lugar de su emplazamiento (fs. 423 vta./431 ). La fábrica de
Unitan se encuentra sobre un terreno que linda con el río y cae hacia éste
con un talud pronunciado formando una barranca sobre la que -desde al-
rededor del año 1932- se construyeron junto con la fábrica varias instala-
ciones, como: muelles, defensas de costas, desagües, toma de agua, etc.
Algunas de esas estructuras ya no existen, según expresa el perito; pero,
entre las que subsisten, se destaca "en primer lugar un muelle que antigua-
mente sirvió para el embarque de la producción de la fábrica" y que es
"precisamente el que sufrió las consecuencias del deslizamiento último".
Existen, asimismo, defensas de margen que arrancan a la altura de la planta
de bisulfito "donde la costa muestra una fuerte inflexión hacia el lado te-
rrestre y se prolongan al sur más allá del muelle" (fs. 424). Esas defensas
se muestran.en una doble línea como se representa en la figura N° 7 Y han
sido construidas "hace más de 50 años, y si bien han tenido algunos pro-
blemas de estabilidad a lo largo de su vida útil, han cumplido su objetivo
de proteger la margen" (fs. 424 vta.).

El lugar, según Dalbagni, se caracteriza por presentar suelos arcillosos
y una fuerte pendiente, todo lo que constituye un gran riesgo de inestabi-
lidad y en el punto donde cedió el tableestacado y se derrumbó el muelle
se presenta como un promontorio enfrentado a la corriente (fs. 426/427).
El comportamiento hidrosedimentológico del río provoca -insiste- una
socavación permanente (fs. 427).
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En la actualidad -se rcfiere a las visitas de diciembre de 1989 y febre-
ro de 1990- se han producido deslizamientos de características similares
a los producidos en épocas anteriores que destruyeron muelles y espigo-
nes provocando un retroceso gradual de la línea de costa.

Es por ello -sostienc- que a partir de 1981 las autoridades provinciales
encararon un plan de obras que comenzaron con la remoción de estructu-
ras existentes, entre ellas el muelle de bisulfito sobre el terreno de Unitan,
y que en la actualidad se encuentran paralizadas unos 30 metros antes de
llegar a la propiedad de la actora, por 10 que "no han alcanzado pues a pro-
tegerla siquiera parcialmente" (fs. 428). De tal suerte, la margen de la
aclora presenta por un lado las viejas defensas de madera semidestruidas,
y antes de llegar a la calle Paraguay, la nueva defensa paralizada. Si bien
las obras no han alcanzado el predio de la demandante, sí lo han hecho las
tareas de excavación para el perfilado de la barranca, facilitando de este
modo el ingreso de las aguas altas a la zona mencionada a través, entre
otros, del espacio abierto en el que anteriormente se encontraba el muelle
de bisulfito. En otras palabras -agrega- la corriente del río es guiada ala
zona de derrumbe a raíz de "la solución de continuidad en las defensas,
provocada por la ausencia del muelle del bisulfito" (fs. 428/431).

Alude a continuación a las comprobaciones cfectuadas mediante el re-
conocimiento judicial y, en particular, al "fenómeno de deslizamiento de
la barranca hacia el río, que afectó seriamente el muelle de cargamento
volviéndolo impracticable", y a las dos líneas de defensa de costa (fs. 433
vta.). El estado del primero no sólo implica su inutilización: "los vórtices
que crea esa estructura semidestruida" provocan "erosiones localizadas al
pie de la barranca con su consiguiente degradación y amenaza para su es-
tabilidad" (fs. 435).

Más adelante, al contestar específicamente al cuestionario propuesto,
ellng. Dalbagni agrega comentarios importantes. Reitera la discontinuidad
en la parte inicial de la línea de defensa causada por el retiro del muelle de
bisulfito, lo que torna vulnerable la zona a las corrientes (fs. 442); Jos an-
tecedentes de las obras defensivas (fs. 442 vta./445) a los que alude en su '

, secuencia cronológica más adelante (fs. 457), y los efectos atribuidos a las
colisiones de distintas 'embarcaciones contra los muelles producidas entre
los años 1978-1982, a las que se hará referencia a continuación.
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Entre 1978 Y 1979 los mueJ1es de carga (el hoy derrumbado) y el de
bisulfito (al que se atribuye aptitud defensiva) sufrieron colisiones. En
marzo de 1979 este último sufrió el corte de "prácticamente cl 50% de su
estructura de apoyo" (fs. 446), en junio y septiembre de ese año soportó
nuevos impactos y en ese mismo mes el de cargamento "ofrece serio pe-
ligro dado que su maderamen se hallaba muy deteriorado" (fs. 446 vta.).
Concluye el punto señalando que el muelle de bisulfito -que fue luego re-
movido por UTE- "aún deteriorado servía a la defensa de la costa por lo
que su desaparición provocó el agravamiento de la situación de peligro",
y, destaca, que las colisiones no alteran las consecuencias negati vas de "la
desaparición de las defensas construidas por Unitan y la no construcción
de nuevas defensas por parte de los demandados" (fs. 447).

A fs. 473 el experto analiza las causas que a su juicio provocaron el
desmoronamiento parcial de la barranca, a las que califica de naturales y
antrópicas. Entre las primeras vuelve a destacar el fenómeno de erosión
que provoca el río y que obliga a efectuar obras de defensa. Esta situación
ha llevado, ya desde los años 30, a realizar un conjunto de trabajos para
proteger las márgenes, para lo cual se construyeron mueJ1es y table-
estacados por parte de entes públicos y, en el caso concreto del frente
costero, por parte de la actora; trabajos cuya eficacia ha sido dispar con el
correr del tiempo. Aguas arriba del predio de la Unitan quedaron destrui-
dos y desaparecieron muelles y espigones de atraque, galpones, vías fé-
rreas y otras instalaciones; en cambio, en la costa ocupada por la actora no
se produjeron hasta 1989 accidentes tan graves como los que dan lugar a
este pleito. Sobre esa base afirma que ese buen comportamiento "de las
defensas de laactora durante un tiempo muy prolongado ha dependido de
su contÍnuo y correcto mantenimiento, complementación y refuerzo". Ello
hace que para evaluar las posibles causas del desmoronamiento se deba
considerar la gravitación de acciones antrópicas como las que describe a
fs. 477. En ese sentido menciona los efectos de las colisiones de embar-
caciones, la excavación del talud y la limpieza de la traza, a la que atribuye
provocar un aumento de velocidad del agua.

5°) Que a más de esos fenómenos el perito menciona, asignándole par-
ticular gravitación, dos circunstancias específicas. La primera de ellas, el
retiro sin reemplazo del muelle de bisulfito. En ese sentido, desprecia la
importancia de otras estructuras removidas (ver fs. 462 vta./463) pero se-
ñala la importancia de esa defensa que protegía el "tramo de costa com-
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prendido entre el mismo y el muelle de cargamento" con trascendencia
sobre la faja costera de Unitan y a la que "su remoción le priva de la pro-
tección que estaba destinada a brindar a la costa e introduce una disconti-
nuidad en la línea de defensa" (fs. 462 vta.). Esos conceptos los reitera a
fs. 479 vta., al afirmar que "la falta de este muelle elimina entonces una
estructura deflectora de la corriente" y provoea el consiguiente
"aquietamiento de estas aguas abajo del mismo", lo cual había anticipado
a fs. 447 cuando informa que el citado muelle aun en el estado en que se
encontraba servía a la defensa de la costa por lo que su desaparición agravó
el peligro.

Parecida trascendencia acuerda a la interrupción de las obras empren-
didaspor la UTE contratista De Vido y Concic "De este modo" -dice- "al
final del muro cuando la corriente supera el mencionado plano de trabajo
el flujo continúa su curso hacia el promontorio ubicado frente alpredio de
la actora donde entra en contacto directo con la barranca defendida con-
figurando la situación de extrema peligrosidad" que se menciona en el in-
forme de HYTSA (fs. 427/431, fotografías de fs. 429, fs. 459/463). La i:l-
terrupción ha provocado que la propiedad de Unitan no se vea protegida
con el agravante de que la suspensión de los trabajos no implicó la de las
tareas de excavación para el perfilado de la barranca. Las aguas altas in-
gresan así a través del espacio que ocupaba el muelle mencionado lo que
implica que "la corriente del río es guiada a la zona donde se ha produci-
do el derrumbe de la barranca y el descalce de las fundaciones de los
galpones de la actora" (fs. 428 vta./431). En cambio, aunque reconoce la
debilidad de los suelos de "pobres características estructurales e hidráuli-
ca.s" (fs. 464), afirma que las obras de defensa encaradas por Unitan han
prevenido su colapso (fs. 464 vta.).

6°) Que estas afirmaciones han merecido serias observaciones por parte
de los demandados (fs. 510/535, 536/542 Y 543/564). De ellasmerecen
destacarse las realizadas por el consultor técnico de CO.DE.FOR., Ing.
Ricardo A. Schwartz quien, en sustancia, le reprocha no haber considerado
la calidad del suelo sobre el que está asentada la propiedad de la actora
como así también la importancia que Dalbagni asigna a la acción defen-
siva que atribuye a los muelles y en particular al de bisulfito. Con relación
a este último destaca que estaba marcadamente deteriorado desde 1979 y
que, por lo demás, no tenía como función ser un medio de defensa puesto
que como estructu¡'a transparente que era no podía cumplir ese rol. Seña-
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la, también, la falta de mantenimiento que evidenciaban las defensas y la
contradicción que importa atribuir a estructuras deterioradas actuar como
vórtices, con efectos negativos para atenuar el impacto de la corriente y,
por otro lado, como en el caso del muelle en cuestión, asignarle importan-
cia defensiva.

]O) Que el ingeniero Dalbagni insistió en la importancia del muelle de
bisulfito al contestar el pedido de explicaciones a fs. 630/638. En ese sen-
tido se remitió a opiniones técnicas que reconocen función protectora a
estructuras permeables, lo que provocó nuevas observaciones de los de-
mandados.

8°) Que el Tribunal no puede ignorar la razonabilidad de algunas de las
impugnaciones efectuadas, en particular las que tienen que ver con el es-
tado de conservación de los muelles. En la causa seguida por la actora con-
tra la Flota Fluvial del Estado por ante el Juzgado Nacional de Primera
Instancia en lo Civil y Comercial Federal N° 4 se encuentran anteceden-
tes que indican la importancia de las colisiones que soportaron. Así, en la
exposición N° 16/79, efectuada ante la Prefectura Naval de Formosa por
el apoderado de la empresa, se denuncia un violento choque contra el mue-
lle de bisulfito en el que dos embarcaciones golpearon "la parte semi des-
truida del mismo" y que también provocó daños en otros muelles (ver fs.
94). Por su parte, el acta de verificación de averías de fs. 98/99 señala el
"replegamiento de maderas extremas contra la parte semi destruida" del
muelle de bisulfito y las roturas producidas en el muelle de cargamento.
También es de destacar la afirmación de la letrada apoderada de la empresa
actora quien a fs. 131 vta. señala, con referencia a las instalaciones afec-
tadas que se ilustran en el pl.ano de 1's. 109, la situación en que se encuen-
tran y las gravÍsimas consecuencias que su desmoronamiento podría pro-
vocar (las instalaciones descriptas en el plano mencionado involucran al
muelle de bisulfito y al de carga). A su vez, la denuncia de un hecho nue-
vo a [s. 175/176 permite apreciar las consecuencias que se manifiestan en
el desmoronamiento de la barranca ubicada inmediatamente después del
muelle de bisulfito, lo que provocó rotura de pilotes y anclajes e hizo "que
este tramo de barrancas esté sin defensas y si no se realizan los trahajos
necesarios, el río y el drenaje del terreno lindero a la barranca causarán una
contÍnua erosión de ese sector, amenazando muy seriamente la estabilidad
del terreno de interés de la compañía". Son, también, dignas de destacar
la fotografía de fs. 355, las constancias del peritaje de fs. 510/519 (en par-
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ticular fs. 518/519) y las menciones al estado del muelle de bisulfito que
contiene la sentencia de fs. 524/528.

9°) Que no obstante las observaciones efectuadas al informe pericial del
Ing. Dalbagni, el Tribunal no encuentra razones para prescindir de sus fun-
damentos ccntrales relacionados con las consecucncias perjudiciales que
generaron la remoción dcl muelle dc bisulfito, la interrupción de las obras
y la continuación de las tareas de excavació!1 para el perfilado de la barran-
ca que el perito describe detenidamente a lo largo de su trabajo tal como
se puso de manifiesto en los considerandos previos. Tales conclusiones se
basan en la apreciación de las circunstancias de hecho y reconocen susten-
to científico suficiente, por lo que, valoradas a la luz de lo dispuesto por
el art. 477, corresponde admitirles eficacia probatoria pero con las limita-
ciones que se expondrán a continuación. .

En tal sentido, es necesario destacar que el perito designado de oficio
no valoró suficientemente el estado en que se encontraba el muelle al que
adjudica capa<;idad defensiva para detener o atenuar el efecto de la corrien-
te. No pueden ignorarse, para decidir el caso, las constancias de los ante-
cedentes agregados a la causas sobre las quc el Ing. Schwartz ha puesto
particular énfasis yquc el Ing. Dalbagni no ha dejado de recordar. Pese a
su convicción de que "aun deteriorado, ese muelle servía a la defensa de
la costa por lo que su desaparición provocó el agravamiento de la situación
de peligro" (ver fs. 447), no parece apropiado sostener la plena y exclusi-
va responsabilidad de CO.DE.FOR. y la UTE. En efecto, si bien aquellos
factores gravitaron de consuno en el acaecimiento de los daños, no hay
duda de que el estado de deterioro que presentaba esa instalación, no im-
putable a las codemandadas y que, por lo visto, Unitan no intentó modi-
ficar (ver fs. 447) indica la existencia de una culpa concurrente. En efec-
to, la actora, que asumió defender su propiedad (ver fs. 35, expedienteju-
dicial agregado), permitió que durante un largo período (el que va de 1979
a 1988) el muelle de bisulfito cumpliera a medias la función protectora que
se le atribuye y esa negligencia la hace partícipe en la producción del per-
juicio por el que ahora reclama.

Por ello se resuelve: Que los gastos que origina la realización de las
medidas necesarias para conjurar el peligro del derrumbe, que es el con-
tenido conceptual de la demanda iniciada, sean soportadas en un 50% por
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CO.DE.FOR. y la Unión Transitoria de Empresas De Vido-Concic y en el
porcentaje restante a Unitan. Notifíquese.

MARIANO AUGUSTO CAVAGNA MARTÍNEZ - JULlO S. NAZARENO - EDUARDO

MOLlNÉ O'CONNOR.
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